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La  ley  de  11  de  Mayo  del  corriente  año  1888  {Gaceta  del  22) 
relativa  á  las  bases  del  Código  civil,  establece  en  la  última,  6 
sea  la  27,  lo  qne  signe:  «Se  establecerán,  con  el  carácter  de 
disposiciones  adicionales,  las  bases  orgánicas  necesarias  para 
qne  en  períodos  de  diez  años  formnle  la  Comisión  de  Códigos  * 
y  eleve  al  Gobierno  las  reformas  que  convenga  introducir 
como  resultados  deñnitiwmente  adquiridos  per  la  experien- 
cia en  la  aplicación  del  Código,  por  los  progresos  realizados 
en  otros  países  y  utilizables  en  el  nuestro,  y  por  la  jurispru- 
dencia del  Tribunal^upremo.» 

El  legislador  ha  comprendido  que  con  el  carácter  de  movi- 
lidad de  los  tiempos  modernos,  por  lo  que  atañe  al  perfeccio- 
namiento de  las  instituciones,  se  hacía  preciso  evitar  el  estacio- 
namiento en  el  Código  civil,  que  no  marcharía  al  compás  de  la 
ópoca^  y  por  ello  ha  consignado  la  disposición  transcrita,  para 
que  la  Comisión  de  Códigos,  en  períodos  de  diez  años,  formule 
y  eleve  al  Grobiemo  las  reformas  que  convenga  introducir 
como  resultados  definitivamente  adquiridos  por  la  experiencia 
en  la  aplicaci6n  del  Código  y  por  la  jurisprudencia  del  Tribu- 

*     Véa^e  la  pág.  616  del  tomo  anterk>r. 
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nal  Supremo.  Tragase  mny  .especialmente  en  cuenta  que  ao 
comprenda  también  como  objeto  de  reforma  lo  que  pueda  serlo 
en  virtud  de  lot  progresos  realizados  en  otros  países  y  ulilha- 
bles  en  el  nuestro,  de  snerto  que  el  legislador  no  considera  que 
debamos  c'óncretarnoa  á  nuestra  patria  para  et  mejoramiento 
del  Cijdigo,  sino  que  entiende  qae  deben  tenerse  en  cuenta  los 
progresos  que  se  realicen  en  otros  países,  que  puedan  ntili- 
zarse  en  España.  Además,  el  legislador  comprende  qae  el 
estacionamiento  es  la  muerte,  ;  por  lo  tanto,  ha  querido  con- 
signar  en  disposición  concreta  los  plazos  de  revisión  para  aten- 
der al  perfeccionamiento  del  Código,  lo  cnal  indudablemente  , 
no 'podrá  menos  de  dar  buenos  resultados,  porque  la  experien- 
cia tiene  demostrado  que  en  leyes  complicadas  y  compleja^  es 
fitil  y  necesaria  una  revisióa  y  mejora  realizada  al  compás  de 
las  obserTaciones  que  la  práctica  ha  sugerido  y  el  progreso  de 
los  tiempos  hace  inevitable. 

Veinticinco  años  cumplidos  tenemos  de  régimen  hipoteca- 
rio, y  con  respecto  á  transmisión  de  la  propiedad,  tenemos  el 
'  mismo  sistema  que  al  comenzar,  bien  que  con  las  excepciones 
de  ios  artículos  405  al  408  de  la  tey  Hipotecaria,  mediando  la 
notabilísima  circuastancia  de  exístir.el  proyecto  de  ley  adicio- 
nal á  la  Hipotecaria  de  1864,  que  admitía  á  la  inscripción  los 
documentos  privados  hasta  determinada  cuantía  ratificados 
ante  el  Registrador,  sin  que  hayan  podido  subsanarse  loa  de- 
fectos gravísimos  qae  envuelve  el  sistema  vigente,  que  demos- 
tramos de  so  modo  cumplido  en  nuestra  monografía  Estudios 
.soire  legislación  hipotecaria  y  notarial,  y  habiendo  formulado 
nn  proyecto  perfectamente  .científico  que  obvia  aquellos  ia- 
convenientes  y  ofrece  otras  ventajas,  la  clase  notarial  preten- 
de continnar  en  un  statu  quo  insostenible,  con  tanto  mayor 
motivo,  en  cnanto  en  la  legislación  de  otros  países  se  han 
establecido  otros  sistemas  altamente  convenientes  &  la  pro- 
piedad territorial,  y  de  los  cuales,  por  lo  tanto,'  hemos  de  to- 
mar lo  que  pueda  sernos  aplicable,  dado^el  estado  actual  de 
nuestra  legislación,  movimiento  adoptado  ya  por  nuestro  le- 
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^gíslador  en  la  ley  citada^  con  aplicación  al  Código  civil,  y 
que  condena  la  oposición  sistenjátíca  que  el]  Cuerpo  notarial 
hace  á  todo  movimiento  de  progreso  que  pueda  contribuir 
á  la  menguado  sus  privilegios  de  clase,  aun  cuando  aquel 
'  progreso  redunde  en  beneficio  del  País  en  general.  Pero  afor- 
tunadamente, el  legislador  se  inspira  en  un  espíritu  más  am- 
plio y  conforme  con  nuestros  tiempos,  y  lo  prueba,  además 
de  la  disposición  citada,  la  creación  en  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia  de  una  Biblioteca  de  legislación  extranjera, 
lo  cual  ha  de  hacer  más  asequibles  en  España  los  progresos 
que  en  materia  de  legislación  se  realicen  en  otros  países.  Por 
lo  mismo,  el  espíritu  estrecho  que  la  clase  notarial  quiere  ha- 
cer dominar  en  la  cuestión  objeto  de  nuestro  estudio,  no  pre- 
valecerá, y  la  reforma  se  llevará  á  cabo  teniendo  en  cuenta 
los  importantes  antecedentes  que  respecto  á  la  misma  exiirten 
en  la  Península  y  en  otros  países. 

Lo  dijo  el  Sr.  García  Andreu  y  lo  sostienen  todos  los  escri- 
tores: el  ideal  de  Ja  ciencia  se  dirige  hacia  la  sustantividad  de 
la  ley  Hipotecaria  y  de  lo  que  conste  en  el  Registro,  ya  que 
sin  ella  no  habríamos  alcanzado  mucho  más  de  lo  que  teníamos 
con  las  antiguas  Contadurías,  y  con  el  actual  sistema  es  im- 
posible llegar  á  la  misma,  porque  siempre  nos  encontramos 
'con  los  insuperables  inconvenientes  de  los  artículos  33  y  34  de 
la  ley  Hipotecaría,  hasta  el  extremo  de  que  el  que  quiere  ad- 
quirir con  compbta  seguridad,  ha  de  recurrir  á  los  trámites 
costosos  é  inacabables  de  los  propios  artículos  34  de  la  ley  y 
su  concordante  308  del  Reglamento,  cosa  análoga  á  lo  que  es- 
tablece el  sistema  de  sir  Roberto  Torrens  al  verificarse  la  pri- 
mera inscripción,  para  verificar  la  cual  se  precisa  que  coando 
-el  propietario  opta  por  el  sistema  de  la  registraUon  of  tUle^  pre- 
sente en  la  oficina  del  Registro  sus  antiguos  títulos,  acompa- 
ñados de  un  plano  de  la  finca.  El  Registrador  examina  escru- 
pulosamente todas  sus  condiciones^  la  suficiencia  del  deslinde, 
la  legitimidad  de  la  posesión,  las  cacgas  y  las  servidumbres 
<qae  pesan  sobre  ella,  etc.,  etc.;  inmediatamente  se  publican 
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anancios  en.  los  periódicos  y  se  dirigen  comanicaciones  espe- 
cíales á  los  propietarios  colindantes.  Si  se  sascita  alguna  opo- 
sición de  parte  legítima,  se  suspende  el  cursa  del  expediente 
de  información  hasta  que  haya  sido  satisfactoriamente  resuel- 
ta. Si  nadie  formula  reclamaci(^,  el  Registrador  ó  jefe  de  la 
real  propert¡^  transfer  q/)fc«  admite  á  registro  la  finca  por  el 
régimen  de  la  registration  of  HÜe.  A  este  efecto,  inscribe  «1  tí- 
tulo de  propiedad,  con  su  plano  correspondiente,  en  un  folio 
especial  de  cierto  Registro,  en  el  cual  especifica  circunstan- 
ciadamente todas  las  cargas,  servidumbres,  hipotecas  y  arren- 
damientos á  que  está  sujeta  la  finca,  y  entregpa  al  propietario  ^ 
un  duplicado  exactamente  igual  á  la  matriz  del  Registro,  sa- 
cado de  ella  algunas  veces  fotográficamente.  Gomo  se  ve,  las 
operaciones  preliminares  al  libramiento  del  título  son  seme- 
jantes  á  las  que  tiene  establecidas  nuestra  legislación  hipote- 
caria para  el  caso  de  derechos  anteriores  á  la  ley,  é  inscritos 
cQ  los  antiguos  libros  de  las  Contadurías  de  hipotecas,  ó  de  de- 
rechos no  inscritos  y  que  no  resultan  de  documento  alguno;  y 
en  relación  á  los  anteriores  adquirentes  con  lo  que  establecen 
los  artículos  34  de  la  ley  Hipotecaria  y  308  del  Reglamento. 

Pero  esto  que  en  el  sistema  australiano  no  ocurre  más  que 
al  inscribirse  por  primera  vez  la  finca  en  el  Registro  y  eiq>e- 
dirse  el  título,  no  tiene  en  España  límite  de  ninguna  clase,  y 
ha  de  verificarse  siempre  que  el  adquirente  quiera  evitar  los 
inconvenientes  de  inscripción  de  títulos  falsos,  lo  cual  está  en 
contra  de*nuestro  sistema  actual  y  en  favor  de  aquól,  que 
proporciona  tantas  ventajas  y  seguridades  al  propietario  y 
futuros  adquirentes  en  las  transmisiones  sucesivas  del  predio 
por  el  sistema  que  antes  mencionamos. 

Y  el  de  sir  Roberto  Torrens  ha  llegado  á  la  completa  sus- 
tantividad  de  la  ley,  bajo  el  aspecto  de  que  lo  que  aparece  del 
Registro  y  del  título  sea  la  inconcusa  verdad  legal,  en  cuanto 
al  valor  del  inmueble  ó  derecho  de  que  se  trata,  porque  el  que 
adquiere  un  inmueble  ó  presta  con  hipoteca,  puede  dormir 
tranquilo;  los  títulos  de  propiedad  con  el  sistema  Torrens  He- 
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Tan*la  garantía  del  Gobierno,  que  responde  de  toda  reclama- 
ción qae  padiera  dirigirse  contra  ellos.  Si  nna  vez  expedido 
un  título  resulta  que  se  ha  perjudicado  á  un  tercero,  el  Go- 
bierno le  índeíaniza,  pero  no  le  restituye  la  propiedad.  Excep- 
túase^ por  supuesto,  el  caso  de  que  el  poseedor  haya  procedido 
con  dolo.  Para  prestar  esa  garantía,  el  Gobierno  percibe  en  el 
acto  del  Registro  un  derecho  que  no  excedí  de  2  por  1.000. 
Para  comprender  cómo  puede  la  Administración  con  una 
prima  tan  mínima  garantizar  los  actos  celebrados  por  los  par- 
ticulares y  registrados  por  ella,  conviene  tener  en  cuenta  la 
escrupulosidad  con  que  se  ejecutan  las  operaciones  prelimina- 
res  á  la  primera  inscripción,  ó  mejor  dicho,  al  libramiento  del 
título,  por  consecuencia  de  lo  cual  no  se  ha  dado  todavía  el 
caso  de  que  un  acto  haya  sido  anulado  por  los  Tribunales  en 
Nueva  Gales  del  Sur,  y  uno  solo  en  Queesland,  otro  en  Nueva 
Zelanda,  dos  en  la  Australia  del  Sur,  etc.,  según  los  Offioial 
reports  on  the  workitiff  of  the  system  in  ¿he  colonteSy  redactados 
por  los  Gobernadores  de  las  colonias  inglesas,  en  contestación 
á  la  circular  de  Lord  Kimberley,  de  Septiembre  de  1880,  y  pu- 
blicadas por  acuerdo  de  la  Cámara  de  los  Comunes  en  10  de 
Hayo  de  1881. 

C!on  el  actual  sistema,  y  dados  los  veinticinco  años  cumpli- 
dos de  régimen  hipotecario,  es  decir,  con  el  transcurso  del  tér- 
mino de  la  prescripción  para  Castilla,  para  las  ñucas  y  derechos 
que  se  inscribieron  al  establecer  el  Registro  moderno,  y  así  su- 
cesivamente en  el  transcursp  *  del  tiempo,  se  gon  valida  por  la 
prescripción  el  estado  de  dominio  y  hasta  el  posesorio  en  el  Re- 
gistro, á  pesar  de  la  ausencia  de  los  requisitos  que  con  el  sis- 
tema australiano  se  cumplen  al  verificarse  el  registro  de  la  fin- 
ca,' por  lo  cual  podría  darse  á  la  inscripción  todo  el  carácter  de 
sustantividad  que  tiene  en  Australia,  y  todavía  mayor,  la  sus- 
tantividad  del  sistema  prusiano  consignada  en  el  proyecto  de  28 
de  Noviembre  de  1868,  según  el  cual  lo  que  consta  en  los  libros 
merecería  una  fe  absoluta  é  inatacable;  «es  propietario  el  que 
aparezca  como  tal  en  el  Registro.»  La  transmisión  de  los  bie- 
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nes  inmuebles  se  verifica  en  Prasia  por  virtud  de  la  Auflasswnffj 
esto  es/de  la  investidara  qae  confiere  el  Jaez  Registrador,  al 
propio  tiempo  que  practica  la  inscripción,  constituyendo  ambas 
cosas  un  acto  indiviso  y  el  único  eficaz  para  efectuar  la  enaje- 
nación (1),  porque  el  convenio  sólo  produce  un  derecho  á  pedir 
el  registro:  El  art.  1.°  de  la  primera  ley  de  5  de  Mayo  de  1872 
sobre  la  adquisición  de  la  propiedad  inmMble  y  sobre  los  de- 
rechos reales  inmobiliarios ,  dice:  <cen  caso  de  enajenación  vo-  / 
luntaria,  la  propiedad  de  un  inmueble  no  se  adquiere  sino  por  • 
virtud  de  i\na  inscripción  en  el  librt>  territorial,  hecha  á  seguí* 
da  de  un  acto  de  investidura  (Aujlassunff)»;  y  en  el  2.®,  «la  ia- 
vestidura  se  lleva  á  cabo'mediante  la  siguiente  doble  declara- 
ción: l.^f  el  propietario  actual,  según  el  Registro,  declara  que 
consiente  en  que  se  haga  la  inscripción  en  favor  áét  nuevo  ad- 
quirente,*  2.^  éste  declara  que  reclama  la  inscripción.  Ambaa 
declaraciones  se  harán  símultineaniente  y  en  alta  voz  ante  el 
Juez  Registrador  competente.)»  Resulta  así  una  especie  de  ena- 
jenación consentida  ante  los  Tribunales,  una  cessio  in  jure.  «cLa 
investidura^  se  dice  en  el  preámbulo,  y  la  inscripción  que  la 
sigue,  son  dos  operaciones  inseparables,  y  constitayen  en  bu 
conjunto  un  solo  acto  jurídico  que  produce  la  transmisión  de 
la  propiedad,  como  lo  hacía  en  otro  tiempo  la  tradición.  En  la . 
investidura,  las  dos  partes  expresan  solemnemente  su  voluntad 

recíproca  de  enajenar  y  de  adquirir;  en  la  inscripción  el  Juez 

— ^^~~™—^^~         ~—^^  ^......^^^.^_  ^»»^__»— ^— — 

(1)  Caando  ésta  es  yolantaria,  porque  el  art.  5.^  de  la  primera  de  las  ona- 
tro  leyes  «obre  la  adquisición  de  la  propt^dctd  inmueble  y  «obre  ha  derechoit  realet 
inmoviliarion,  dice:  fu^ra  del  caso  de  jnrisdiooión  voluntaria,  la  propiedad  in- 
mueble  continuará  adquiriéndose  como  antes;  «esto  es,  cuando  se  adquiera 
por  herencia,  legado,  comimidad  legal  entre  cónyuges,  expropiación  forzosa, 
etcétera.  Sin  embargo,  cualquiera  que  sea  el  modo  de 'adquisición,  el  adqui- 
rente  no  podrá  consentir  una  investidura  ni  constituir  un  derecho  real  sobro 
tm  inmueble,  si  no  ha  inscrito  antes  su  derecho  en  el  libro  territorial. »  Be 
decir,  que  en  estos  casos  la  inscripción  no'  es  un  modo  de  adquirir,  ni  ^iene 
otro  valor  que  el  que  alcanza,  por  ejemplo,  en  Francia  ó  España.  Sólo  los  co- 
herederos pueden,  antes  de  la  partición*  transmitir  los  bienes  sin  inscribir 
precisamente  su  derecho. 
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consagra  y  da  validez  al  consentipalento  de  las  partes.  Uaa  ia- 
vestidara  sin  inscripción  ó  una  inscripción  sin  ínyestidura  so- 
frían impotentes  para  transferir  la  propiedad.»*         « 

Véase,  pues,  que  nuestro  sistema  es  muy  moderado  y  pru- 
dente con  respecto  lo  qiíb  ocurre  en  otros  países  más  científi- 
cos que  el  nuestro;  pues  nosotros  solamente  establecemos  que  - 
la  contratación  ante  los  Registradores  de  la  propiedad  sea  vo^ 
iuntaria  (en  contra  de  lo  que  se  ha  Supuesto  por  varios  de 
nuestros  impugnadores),  mientras  que  en  Prusia  es  forzosa;  y 
es  porque  hemos  querido  proponer  solamente  que  en  nuestra 
patria  se  verifique  un  tímido  ensayo  en  su  más  pequeña  escala, 
de  lo  que  en  otros  países  ocurre  en  todos  casos  respecto  1» trans- 
misión de  la  propiedad.  Por  lo  demás,  puede  verse  que  nues- 
tro sistema  tiene  antecedentes  de  tal  valía  y  significación  que 
destruyen  la  argumentación  toda  qué  ccyntra  el  mismo  se  haya 
hecho. 

Otras  disposiciones  del  sistema  hipotecario  de  Prusia  confir- 
man los  principios  generales  que  hemos  mencionado,  y  entre 
«Has  citaremos  algunas.  El  conocimiento  que  ienga  el  adqui- 
rente  de  un  título  anterior,  por  el  que  se  haya  obligado  el  enaje- 
nante á  transferir  la  cosa  á  un  tercero,  no  será  obstáculo  á  que 
ae  verifique  la  adquisición  (art.  4.**,  ley  de  5  de  Mayo  de  1872), 
*  disposición  análoga  á  16  prevenido  en  el  art.  3.^  del  Reglamen- 
to de  nuestra  ley  Hipotecaria,  que  establece  que  la  obligación 
de  transmitir  á  otro  el  dominio  de  <;ualquier  inmueble  ó  dere- 
cho real,  ó  de  constituir  sobre  uno  ú  otro  algún  derecho  de  la 
misma  índole,  no  estará  sujeto  á  inscripción.  Tampoco  lo  estará 
la  obligación  de  celebrar  en  lo  futuro  cualquiera  de  los  contra- 
tos comprendidos  en  los  artículos  anteriores,  á  menos  que  en 
uno  ó  en  otro  caso  sea  garantida  dicha  obligación  ^rsonal  por 
medig  de  otra  real.  Las  restricciones  del  derecho  de  enajenar 
sólo  producen  efecto  contra  tercero,  si- se  ha  hecho  mención  de 
ellas  en  los  libros  territoriales,  ó  si  los  terceros  han  tenido  co- 
nocimiento de  las  mismas.  Estas  restricciones  no  se  refieren  á 
io9  derechos  reales,  sino  á  los  que  limitan  el  derecho  de  enaje- 
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iiar,*camo  las  condiciones  resolutorias,  el  pacto  de  retro  ven- 
ta, etc.,  ó  las  que  proceden  de  la  condición  del  propietario  cuan- 
•  do  es  menft,  pr(í&igo,  etc.  Los  derechos  reales,  por  lo  general^^ 
tampoco  perjudican  á  tercero  si  no  se  inscriben.  El  Registrador 
ó  Juez  conservador  está  obligado  á  examinar  la  vjalidez,  en  jel 
fondo  y  en  la  forma,  del  acto  de  la  investidura  y  del  consenti- 
miento necesario  para  hacer  la  inscripción;  pero  los  vicios  del 
título  que  ha  servido  de  fundamento  no  autorizan  para  denegar 
la  inscripción  (1).  Los  Registradores  son  responsables  de  las 
faltas  en  que  incurran  en  el  ejercicio  de  sos  funciones,  y  en 
caso  de  insolvencia  responde  el  Estado,  según  el  art.  29.  La 
razón  aducida  por  la  Cámara  de  los  Señores  en  apoyo  de  esta 
responsabilidad  subsidiaria  del  Estado,  es  la  siguiente:  «La  ley 

#  « 

hace  depender  el  derecho  de  propiedad  de  la  inscripción,  po- 
niendo  así,  en  cierto  iftodo,  la  fortuna  de  los  particulares  en 
manos  de  los  Registradores;  y  es,  por  lo  mismo,  justo  que  en 
compensación  garantice  plenamente  al  propietario  contra  las 
faltas  que  aquéllos  puedan  cometer.  Esta  garantía,  provechosa 
para  el  crédito  territorial,  no  será  onerosa  para  el  Estado,  que 
podrá  hacer  pesar  esta  carga  sobre  los  propietarios,  aumen- 
tando un  poco  la  tarifa  de  los  derechos  de  insóripción.  Resul- 
tará así  una  especie.de  seguro  mqtuo  entre  todos  aquéllos  con- 
tra los  errores  posibles  de  los  libros  territoriales.  Esta  parte  de* 
la  legislación  prusiana  es  análoga  á  la  del  sistema  de  Sir  Ro- 
berto Torrens,  de  que  nos  "hemos  ocupado,  y  por  lo  ventajosa 
que  es  al  ctédito  territorial,  debe  procurar  implantarse  en  Es- 
paña, para  llegar  á  lo  cual  debemos  proseguir  en  el  camino  de 

la  sustantividad  dé  la  ley,  pues  hacia  la  misma  se  dirige. 

• 

(1)  Art.  4o  de  la  ley  sobre  los  libros  territoriales.  El  48  ordena  que  el  Re- 
Sifitrador  examine  si  hay  algo  qne  se  oponga  á  la  investidura;  esto  es,  si  el 
enajenante  es  propietario  segt:n  los  libros»  si  tiene  capacidad  de  enajenar,  si 
es  susceptible  el  inmueble  de  ser  enajenado,  y  si  el  adquirente  tiene  capacidad 
de  adquirir. — Este  examen  es  análogo  al  que  nosotros  proponemos  para  evitar 
los  inconvenientes  que  aparecen  del  Registro,  y  al  propio  tiempo  se  hace  pre- 
*  cisa  la  calificación  del  titulo,  según  el  art.  18  de  la  ley  Hipotecaria.  « 


• 
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En  Saecia^  la  le^' de  22  de  Abrir  de  1881,  establece  qae 
«cuando  una  persona  ha  adquirido  de  buena  fe  un  inmueble, 
y  después  de  haber  obtenido  la  investidura  la  ha  poseído  en 
concepto  de  propietario  y  sin  interropcidn  durante'yeinte  años, 
no  se  dará  acción  alguna,  fundada  en  un  derecho  anterior,  con- 
tra la  prescripción.;»  Una  segunda  ley  de  la  propia  fecha  aoto- 
riza  á  los  Tribunales  para  conceder  la  investidura,  cuandq  no 
se  puede  justificar  la  propiedad,  acudiendo  al  medio  de  los 
edictos.  Al  cabo  de  diez  años,  á  contar  desde  el  último,  sí  na- 
die  ha  intentado  la  reivindicación,  y  e)  interesado  figura  como 
propietario  en  las  oficinas  de  Hacienda,  se  le  concede  la  inves- 
tidura. .  .  * 

En  Rusia  se  publicó  en  19  de  Mayo  de  láSl  un  decreto  del 
*  Emperador,  citando  «los  principios  generales  referentes  á  ía 
constitución  del  derecho  de  propiedad  y  demás  derechos  rea- 
les», calcado  en  el  sistema  prusiano  de  la  ley  de  1872.  Según 
él,  el  Registrador  que  forma  parte  del  orden  judicial,  está  fa- 
cultado para  calificar  el  derecho  del  que  solicita  el  registro; 
depende  el  derecho  de  propiedad  de  la  inscripción  en  los  libros; 
la  hipoteca  es  independienj;e  del  cródito  y  puede  constituirla 
ei  dueño  del  fando  á  su  nombre  para  transmitirla  luego.  Es  de 
notar  la  facultad  que  se  confiere  al  propietario  de  renunciar  al 
derecho  de 'enajenar  y  gravar,  solicitando  el  cierre  del  regis- 
tro; hecho  lo  cual,  se  le  expide  un  certificado-,  que  ^s  el  que 
transfiere  á  la  persona  á  quien  se  enajena  ó  hipoteca  el  inmue- 
ble, para  que  lo  presente  en  el  Registro  á  fin  de  que  se  inscriba 
el  derecho  adquirido  sin  otro  requisito. 

En-  España  tenemos,  con  respecto  á  los  efectos  de  la  ins- 
cripción, el  régimen  hipotecario  que  hemos  explicado  en  nues- 
tra monografía  Estudios  sobre  legislación  hipotecaria  y  nota- 
rial con  los  inconvenientes  que  nacen  del  art.  17,  y  especial- 
mente del  33  y  34  dé  la  ley  Hipotecaria,  de  que  nos  hemos 
ocupado  extensamente,  habiendo  experimentado  el  34  tales 
modificaciones  para  evitar  los  inconvenientes  de  nuestro  actual 
sistema  que  con  razón  ha  sido  impugnado  por  los  Sres.  Oaliil- 


»       • 
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do  y  Esposara,  y  por  el  Sr.  Azcárate  en  s^  obra  citada^  tomán- 
dolo de  la  Memqria  histórica  de-Ios  trabajos.«de  la  Comisión  de 
CodificacióOy  al  refeurse  á  Ists  modificaciones  que  ha  snfrido,  y 
especialmente  á  la  de  la  ley  de  17  de  Janio  de  1877. 

El  procedimiento  de  liberación  admitido  como  permanente 
en  virtud  de  la' ley  que  se  acaba  de  citar,  lo  condenó  la  Comí- ' 
sióa  de  Codificación  que  redactó  el  proyecto  de  11  de  Abril  de 
1864,  al  referirse  al  art.  34  citado,  y  al  llamado  expediente 

.  de  liberación,  ó  sea  la  notificación  personal  ó  por  edictos  de 
las  inscripciones  á  que  tratase  de  darse  efectos  irrevocables  á 
€aanto8  hayan  poseído  en  los  veinte  años  anteriores  la  finca 
inscrita.  Dijo  dicha  Comisión  en  la  Memoria  histórica  cita* 
da:  «La  Comisión  había  adoptado  el  procedimiento  de  libe* 
ración  como  medida  transitoria,  mientras  duraran  ciertas  hí- 
potecas  legales  existentes,  que  no  debía  suprimir  por  altea 
respetos,  pero  sin  desconocer  su  ineficacia  como  medio  de  fa- 
vorecer el  crédito  territorial  y  las  transacrones  sobre  inmue- 
bles. Fué  establecido  en  Francia  con  el  nombre  de  purffe  este 
procedimiento»  pero  como  supletorio' del  sistema  de  publicidad 
y  especialidad  que  el  legislador  no  se  atrevió  á  adoptar,  por 
respeto  á»las  hipotecas  lechales,  que  aún  subsisten  y  no  sin  que 
su  insuficiencia  en  aquel  país  para  reemplazar  á  dicho  sistema, 
deje  de  ser  por  todos  reconocida,  una  de  las  causas  que  más 
han  contribuido  á  impedir  que  se  arraiguen  y  desarrollen  en 
aquella  nación  las  verdaderas  instituciones  de  crédito  territo-' 
rial  y  á  que  se  desnaturalicen  y  falseen  las  establecidas,  ha 
srdo  la  repugnancia  de  los  propietarios  á  pasar  por  un  proce* 
dimiento  que  pregona  sus  necesidades,  cuando  pueden  ellos 
remediarlas  con  menos  escándalo,  pagando  intereses  más  altos 
por  menos  tiempo.  El  sistema  de'publicidad  y  el  de  liberación, 
se  excluyen  recíprocamente:  cuando  el  primero  es  completo, 
el  segundo  es  innecesario.  Si  todo  derecho  real  para  ser  efectivo 

.  contra  tercero  ha  de  constar  en  el  Registro,  ¿para  qué  notifi-i 
car  y  anunciar  su  constitución  cada  vez  que  se  transmite  ó  mo* 
difica?  T  si  el  derecho  real  no  ha  de  ser  efectivo  contra  tercero, 
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siúo  cuando  Be  le  haga  saber  poj  la  notificación  y  el  edicto^ 
¿qué  Tale  en  inscripción^  ni  para  qué  los  requisitos^  solemni- 
dades  con  'qoe  se  verifican?  Por  eso,  si  la  Comisión  admitid 
aqnel  procedimiento^  faé  en  tanto  que  subsistieran  alganos  de- 
rechos que  podrían  no  estar  registrados,  y  para  precaverse  da 
ellos,  ó  para  inscribir  por  primera  vezMnmuebles  que  carecían 
dé  título  escrito.  Y  no  dudó  en  preferir  como  sistema  perma* 
nente  la  publicidad  del  Registro  á  la  de  la  liberación,  porque 
8i  la  primera  envuelve  hasta  cierto  punto. una  ficción  legal,  la 
de  que  todos  pueden  enterarse^de  los  asientos  del  Segistro,'la 
iiegunda  se  apoya  también  en  otra  ficción  de  la  misma'especie, 
la  de  que  todos  pueden  leer  los  edictos  que  se  fijan  en  la  casa 
consistorial,  ó  se  inserten' en  él  Boletín  de  la  provincia,  aunque 
se  'hallen  ausentes  á  mucha  distancia  y  sin  tiempo  material 
para  ejercitar  su  derecho.  Verdad  es  que  admitida  la  liberación 
en  la  \bj  para  excluir  ciertas  hipotecas  existentes  en  la  época 
de  su  promulgación,  hasta  que  éstas  se  extÍDgan,«no  habría 
absoluta  seguridad  para  los  que  adquiriesen  un  derecho  ins- 
crito como  libre,  si  no  lo  liberaban,  pero  al  menos  eran  mpy 
reducidas  y  determinadas  las  causas  que  podían  menoscablirlo^ 
7  todas  debían  desaparecer  después  de  algún  tiempo;  pero  con 
la  adición  que  después  se  ha  hecho  al  art.  34,  lo  transitorio  se 
convierte  en  permanente;  las  causas  de  resolución  de  los  de- 
rechos inscritos  se  multiplican  de  un  modo  indeterminado,  y 
del  sistema*  alemán  de  publicidad  previa  y  efectiva,  pasámo» 
al  sistema  francés,  mixto  de  publicidad,  con  efectos  limitados  y 
sin  eficacia  verdadera,  á  menos  de  completarla  con  un  proce- 
dimiento especial  dilatorio,  costoso,  y  que  repugnarán  de  se» 
guro  los  propietarios.» 

Mientras  por  un  lado  ocurre  esto,  por  otro  es  aceptado  conlo 
axiomático,  con  referencia  á  la  legislación  hipotecaria,  el  prin- 
cipio de  que  por  la  inscripción,  no  por  la  tradición,  se  adquiera 
el  dominio  de  los  inmuebles  y  derechos  reales,  de  manera  quo 
el  axioma  jurídico  non  nudispactis  sed  traditianiius  vel  usuca- 
pionibüs  dominia  rerun  (rans/eruñtur  se  entiende  aplicable 


• 


f 


16-  REVISTA  DB  LBSaiflLAOIÓN 

« 

koy  ea  cnanto  «e  trata  de  derechos  inscribibles  cuando  ha  me- 
diado la  inscripción.  El  Tribunal  Supremo  sigue  esta  misma 
tendencia  al  declarar  én  sentencia  de  16  de  Noviembre  de  ISSo, 
que  la  persona  á  cuyo  favor  está  inscrita  en  el  Registro  de  la 
propieda4  una  finca,  tiene  el  dojoiínío  y  la  posesión  civil  y  real 
de  la  misma,  y  en  tal  concepto  la  personalidad  que  exige  el 
art.  1564  de  la  ley  de  Enjuiciamiento'  civil,  para  ejercitar  la 
acción  de  desahucio  contra  el  tenedor  precario  de  aquélla. 
Reconoce  lo  mistno  la  sentencia  de  21  de  Abril  de  1884,  y  la  de 
3 -de  Octubre  de  1882  establece  que  el  título  de  comprador  de 
una  ñnóa  y  su  posesión  es  suficiente  y  valedero  para  el  desahu- 
cio contra  el  que  la  disfrutaba  sólo  en  calidad  de  arrendatario; 
sin  que  por  haberlo  determinado  así  la  sentencia  recurrida, 
infrinja  la  disposición  del  art.  1564  de  la  ley  de  Enjuiciamiento* 
civil,  mucho  menos  no  habiendo  comparecido  al  juicio  quien 
se  consideró  propietario  con  título  inscrito,  del  que  podi;á  hacer 
uso  como,  viere  conven¡ente;*y  que  por  iguales  razone^,  y  por- 
que no  se  perjudica  á  tercero  á  quien  asista  mejor  derecho,,  son 
inaplicables  los  artículos  23  y  27  de  la  ley  Hipotecaria.  De  esta 
jurisprudencia  aparece  que  el  Tribunal  Supremo  marcha,  en 
cuanto  se  lo  permiten  los  estrechos  moldes  de  la  ley  Hipote- 
caria, hacia  la  sustantividad  de  la  misma,  concediendo  á  la 
inscripción  efectos  indudables  en  crédito  del  dominio  y  pose- 
sión de  la  finca  á  favor  del  que  la  tiene  inscrita  como  suya  en 
el  Registro,  dando  á  esta  posesión  y  dominio  efectos  coerqiti- 
vos  ante  los  Tribunales^  contra  el  que  no  ostenta  título  inscri- 
to: Resulta,  en  conclusión,  que  arreglada  la  cuestión  del  ar- 
tículo 33  de  la^ley,  llegaríamos  pronto  á  la  sustantividad  com- 
pleta  de  la  misma,  y  de  esto,  á  disfrutar  las  completas  ventajas 
del  crédito  territorial  y  de  la  institución  del  Registro,  que  aún 
no  han  llegado  á  obtenerse,  no  hay  más  que  un  paso. 

•  •  • 

Ya  lo  dijo  Buenaventura  AguUó,  actual  Registrador  de  la 
propiedad  de  Barcelona,  en  un  artículo  publicado  en  el  Pro- 
greso ^  con  el  título  Los  Registradores  de  la  propiedad:  «Si  lo  que 
es  verdad  en  el  Registro  no  es  cierto  ante  los  Tribunales;  si  el 
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'títalo  yálído  según  el  Registrador  no  lo  es  para  los  Jueces;  si  el 
interesado  no  paede  creer  en  la  segnridad  de  la  adquisición^ 
por  más  qae  esté  inscrito  sn  derecho,  repetimos,  ¿qné  son  los 
Registradores?  ¿para  qaé  sirven  los  Registros?  Para  nada,  nna 
fórmula  más,  un  nuevo  empleado  y  mayores  gastos. 

)!>Precisa,  pues,  conservar  á  los  Registros  y  á  los  Registra- 
dores su  verdadero  carácter,  y  el  día  en  que  los  títulos  inscri- 
tos surtan  aquí,  allá  y  en  todas  partes  efecto,  aun  contra  los 
acreedores  singularmente  privilegiados,  y  contra  todo  deman- 
dante, la  propiedad  territorial  aumentará  tanto  en  valor,  cuan- 
to representan  las  contingencias  de  un  pleito  y  temores  consi- 
guientes. Y  si  á  esto  se  añadiera  la  movilización  de  la  propio- 
dad,  considerándola  como  la  caja  de  un  banquero,  por  cierto 
menos  segura,  y  el  valor  territorial  se  echara  á  la  plaza  mediau- 
te  obligaciones  hipotecarias  al  portador  y  previa  plena  justifi- 
cación del  valor  de  la  ñuca,  y  mediante  sencillísimo  procedi- 
miento de  apremio,  como  acontece  con  las  letras  de  cambio,  el 
crédito  territorial  sería  lo  que  debe  ser:  el  Haber  y  el  Debe  qne 
en  forma  documental  circularía  en  las  Bolsas. 

^Jamás  podrá  ofrecer  un  banquero  mejores  garantías  con 
flu  papel  que  el  propietario  territorial  con  sus  valores  movili 
zados;  tan  sólo  falta  quitar  á  los  inmuebles  las  trabas  que  les 
impiden  remontarse  á  la  calidad  de  muebles  por  el  valor  que 
representan.  Hágase  esta  revolución  y  se  tocarán  los  resulta- 
dos. Derogúese  el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria  y  admítanse 
por  el  legislador  los  billetes  hipotecarios  al  portador.» 

Con  respecto  de  este  particular  estamos  á  poca  diferencia 

lo  mismo  que  cuando  empezó  á  legislarse  sobre  Registro  en 

tiempos  de  D.  Carlos  y  Doña  Juana,  y  si  no  hemos  alcanzado 

la3  ventajas  del  crédito  territorial,  menos  podemos  esperar  las 

del  crédito  agrícola  que  logran  los  propietarios  de  Australia  con 

su  sistema,  ya  que  en  aquellas  apartadas  regiones  puede  el 

propietario  contratar  un  préstamo  con  garantía  real  sin  gravar 

8u  finca  con  una  hipoteca,  entregando  su  título  en  calidad  de 

prenda  á  un  Banco  de  préstamo,  con  lo  cual  el  acreedor  no 
TOMO  73  2 
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corre  ningún  riesgo,  porque  mientras  conserva  en   su  Caja- 
aquel  título,  que  conforme  dijimos  en  el  anterior  artículo  lleva- 
en  sí  mismo  su  registro  particular,  el  dueño  de  él  no  puede- 
vender  ni  hipotecar  su  finca.  En  la  información  que  se  verificó- 
en  Inglaterra  en  1879,  declaró  Sir  A.  Blyth  que  había  sido 
Director  de  un  Banco  consagrado  especialmente  á  este  géne- 
ro de  operaciones,  que  en  veinte  años  no  había  tropezado  con 
ninguna  dificultad.  Y  con  respecto  del  particular  puede  decir- 
se que  á  la  entrada  de  verano  es  muy  frecuente  en  nuestro 
País  que  los  labradores  tomen  á  rédito  pequeñas  cantidades- 
por  uno  ó  dos  meses,  para  sufragar  los  gastos  de  recolección 
de  mieses,*  pero  como  el  sistema  vidente  no  se  presta  á  estas 
facilidades,  ó  no  encuentran  lo  que  necesitan,  ó  lo  encuentran 
CQ  condiciones  onerosísimas  equivalentes  á  una  sequía  parcial^, 
que  merma  considerablemente  el  producto  de  su  cosecha. 

Estamos,  pues,  en  el  caso  de  procurar  llegar  á  obtener 
todas  las  ventajas  posibles  del  Registro,  adaptando  la  solución 
de  la  legislación  prusiana  respecto  hacer  al  Estado  responsa* 
ble  subsidiario  de  las  faltas  del  Registrador  insolvente,  princi- 
pio aceptado,  bajo  el  aspecto  que  indicamos  anteriormente,  en 
Australia,  procurando  la  pronta  derogación  del  art.  33  y  sus- 
concordantes  de  la  ley  Hipotecaria  y  su  Reglamento,  para  lle- 
gar á  cuyo  término  es  la  primera  etapa  la  contratación  ante 
los  Registradores  en  la  forma  que  proponemos;  pue.s  es  indu- 
dable que  del  perfeccionamiento  del  Registro  habíamos  de  al- 
canzar los  más  provechosos  resultados  hasta  llegar  al  sistema 
Torrens,  recomendado  en  Francia  por  el  economista  Ivés  Gu- 
yot,  y  en  Suiza  por  Numa  Droz. 


Sostenemos  en  nuestra  repetidamente  citada  monografía,. 
Estudios  sobre  legislación  hipotecaria  y  notarial^  que  interesa 
sobre  manera  evitar  en  todo  lo  que  se  refiera  á  contratación- 
iuscribible  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  duplicidad  de  fon- 
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cionarios  que  en  la  actualidad  intervienen  en  ellos,  Notario  y 
Registrador,  con  todas  las  grandes  desventajas  que  de  ello  se 
derivan,  expuestas  en  nuestro  citado  trabajo.  Pues  bien;  esta 
conclusión  que  envuelve  en  sí  la  resolución  del  problema»  la 
patrocina  el  Cuerpo  notarial,  si  bien  bajo  el  punto  de  vista  de 
que  se  refunda  en  el  Notariado  el  Registro  de  la  propiedad. 

La  Gacetilla  Notarial  que  se  publica  en  Medina  Sidonia, 
en  SQ  número  59,  correspondiente  al  18  der  Marzo  del  corriente 
año  1888,  combate  el  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluquer,  que 
cuenta  como  precedentes,  que  menciona,  la  exposición  elevada 
á  la  Ck)mi6ión  de  la  información  agrícola  por  el  Fomento  Ven- 
drellensej  y  la  dirigida  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  por 
varios  vecinos  de  Calafell,  y  supuesto,  dice  la  Gacetilla  Nota- 
rial, que  se  ha  convertido  en  realidad  de  proyecto  de  ley  la 
idea  sostenida  por  el  Fomento  Vendrellense,  por  obra  del  Dipu- 
tado á  (fortes  Sr.  Maluquer,  trata  de  demostrar  de  un  modo 
amplio  el  error  que  envuelve  la  idea  sostenida  en  nuestra  obra, 
manifestando  que  en  los  principios  del  año  1884  le  concedió  la 
Gacela  de  los  Colegios  Notariales  un  turno  en  el  tema  de  refor- 
mas del  Notariado  que  á  la  sazón  se  discutía  con  empeño,  y 
después  de  hacer  varías  reflexiones  acerca  el  origen  y  necesi- 
dad de  la  Institución  del  No^^riado,  dice: 

«Después  de  esto,  necesariamente  se  nos  había  de  ofrecer 
el  problema  de  la  unificación;  planteado  por  el  dualismo  legal 
de  funciones  congéneres  con  las  notariales,  porque  precisa- 
mente el  progreso  de  la  ciencia  tiene  una  trayectoria  que,  á 
manera  de  polo  magnético  traza  el  principio  de  unidad,  y  así 
es  como  los  conocimientos  humanos  se  asientan  en  la  uni- 
ficación.:» 

«Determinado,  añade,  el  concepto  de  una  Institución  pú- 
blica, es  indispensable,  por  el  principio  de  la  unidad,  recono- 
cer su  campo  y  marcar  los  límites  de  su  extensión,  y  destruir 
ñilsas  lindes  que  suelen  mantener  diviso  lo  que  de  suyo  es 
indiviso.  Pues  bien;  en  el  reconocimiento  del  Notariado  se  en- 
cuentran más  de  una  y  más  de  dos  falsas  lindes,  y  es  entre 
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todas  la  más  toscamente  trazada  aquella  qae  divide  y  separa 
el  Notariado  del  Registro  de  la  propiedad;  dos  InstitacioDes 
que,  á  nuestro  entender,  tienden  á  anirse  en  superior  anidad .» 
Ante  este  problema  proclamamos  la  siguiente 

Base  2.* — Refundir  en  el  Notariado  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, 

m 

«No  ha  de  sorprenderme,  compañeros,  que  la  anunciación 
de  esta  base  produzca  alarmas  y  enérgicas  impugnaciones  á 
nombre  y  defensa  del  derecho  constituido,  y  de  la  primera  ley 
Hipotecaria  de  España,  y  de  la  autoridad  de  aquella  respetabi- 
lísima Comisión  codificadora  que  trazó  la  monumental  exposi- 
ción de  los  motivos  de  esa  misma  ley  Hipotecaria,  y  de  los  in- 
tereses creados,  y  de  la  especialidad  de  las  funciones  del  Re- 
gistro de  la  propiedad,  y  de  una  cierta  autonomía  del  cuerpo 
de  Registradores.  No  ha  de  sorprenderme,  repito,  como  tam- 
poco me  sorprenderá  la  desdeñosa  mirada  que  sospecho  dirijan 
á  la  base  algunos  Sres.  Registradores  pensando,  tal  vez,  que  á 
la  base  informa  una  mezquina  idea  del  material  interés  del 
Notariado,  ó  tal  vez  creyendo  que  el  Notariado  ataca  ilegítima- 
mente la  propiedad  ajena  para  satisfacer  las  propias,  íntimas 
y  primeras  necesidades  que  de  vez  en  cuando  enseña  sus  con- 
tinuas lamentaciones.  Todo  eso  y  más  se  me  ofreció  en  confa- 
80  tropel  al  escribir  la  base,  y  cuando  á  pesar  de  eso  la  escribí, 
comprenderéis  que,  al  menos,  por  lo  que  á  mi  pobre  juicio  al- 
canza, la  base  prospera  á  través  de  tales  impugnaciones,  y  sa 
razón  de  ser  la  eleva  sobre  tales  argumentos.» 

«Para  que  el  discurso  se  desenvuelva  holgadamente,  sin 
premiosos  rozamientos  de  obstáculos  que  con  propiedad  pue- 
den llamarse  personales,  conviene,  ante  todo,  sentar  que  si  el 
Notariado  acepta  la  base,  si^el  Notariado  proclama  la  base,  si 
el  Notariado  pide  la  refundición  de  la  base,  no  puede  en  manera 
alguna  obrar  así  por  estímulos  de  intereses  de  casta,  ni  al  obrar 
así  produce  menoscabos  al  dignísimo  cuerpo  de  Registradores; 
sino  que  su  idea  ha  de  ser,  por  necesidad,  la  idea  de  una  doc- 
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trica  para  y  esencialmente  científica,  y  los  efectos  de  esa  doc- 
trina han  de  ser,  también  por  necesidad,  de  alta  transcendencia* 
y  de  grande  provecho  para  todo8.ji> 

«Partiendo  de  los  principios  expuestos  al  hablar  de  la  base 
1.')  sobre  los  conceptos  de  poder  público,  instituciones  públi- 
cas y  propiedad,  conviene  ahora  examinar  el  sistema  científico 
adoptado  para  ejercer  la  acción  que  compete  al  poder  público 
respecto  á  la  propiedad.» 

«He  dicho  que  el  deber  primero  del  Pistado  en  la  materia 
es  asegurar  la  autenticidad  de  los  actos.legítimos  de  la  propie- 
dad; de  los  actos  que  la  ley  civil  determina  al  convertir  la  idea 
de  propiedad  en  hecho  de  la  vida  social;  y  que  esa  autentici- 
dad es  la  razón  del  Notariado.» 

«Definida  la  legitimidad  del  hecho,  sancionado  el  hecho 
por  la  ley  y  elevado  en  su  abstracción  á  la  categoría  de  dere- 
cho, recibe  del  Notariado  la  viabilidad  jurídica  con  la  autenti- 
cidad que  el  Notariado  le  imprime,  á  modo  de  contraste  que  ga- 
rantiza la  bondad  y  pureza  del  metal  precioso.  Ya  el  hecho  es 
viable;  ya  el  hecho  es  cierto  y  positivo;  ya  el  hecho  entra  con 
caracteres  de  certeza  y  positividad  en  el  comercio  de  la  vida, 
sin  que  los  agentes  del  hecho  puedan  temer  la  negación  ni  la 
duda  que  destruyen  el  concepto  de  propiedad.» 

«Con  sola  esa  condición  de  autenticidad,  la  propiedad  vive^ 
«ea  cual  fuere  la  forma  demostrativa  de  autenticidad.  Pero  de 
la  misma  manera  que  hay  razones  concluyentes  para  erigir 
en  sistema  científico  la  forma  de  autenticidad,  y  para  recono- 
cer en  la  Institución  Notarial  el  mejor  sistema,  también  las 
hay  para  afirmar  que  si  bien  la  autenticidad  engendra  el  hecho 
jurídico  y  satisface  cumplidamente  la  necesidad  de  los  agentes 
del  hecho,  reportan  muy  grande  conveniencia  los  intereses 
públicos,  y  por  ende  el  Estado,  de  una  cierta  promulgación  á& 
ese  hecho  de  la  propiedad  para  que  llegue  ó  pueda  llegar  al 
conocimiento  de  todos  los  ciudadanos.  Publicidad:  he  aquí  el 
Bogistro  de  la  propiedad.» 

«El  Notariado  es  la  autenticidad  de  los  actos  de  la  propíe- 


22  BBVISTA  DB  LBGlSLACIÓÑ 

dad;  el  Registro  de  la  propiedad  es  la  pablicidad  de  ciertos  ac- 
tos referentes  á  cierta  propiedad.  El  Notario  represeata  oaa 
cualidad  esencial  de  todos  los  actos  de  la  propiedad:  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  representa  ana  circunstancia  de  algunos 
actos  de  la  propiedad.  De  Notariado  á  Registro  existe  la  mía- 
raa  diferencia  que  hay  de  esencia  á  forma.  Pues  bien;  siendo 
así  las  cosas,  cumple  á  mi  intención  sana;  cumple  al  mereci- 
miento del  dignísimo  Cuerpo  de  Registradores,  que  yo  ofrezca 
á  su  elevada  consideración  las  razones  en  que  me  fundo  para 
proponer  que  el  Registro  de  la  propiedad  se  refunda  en  el  No- 
tariado y  no  éste  en  aquél,  por  si  en  ello  pudiera  remotamente 
descubrirse  alguna  idea  mortificante  para  quien  yo  no  puedo 
tener  más  que  consideración  y  respeto;  y  esas  razoneSy  ya 
apuntadas,  son:  que  los  caracteres  de  esencia  y  generalidad 
que  corresponden  al  Notariado  no  se  encuentran  .en  el  Regis- 
tro, y  que  por  ello  ejerce  aquél  sobre  éste,  al  plantearse  la  re- 
fundición, una  especie  de  magnetismo  absorbente,  que  impone 
la  extructura  de  la  base.  En  los  anchos  pliegues  de  esencia  y 
ie  generalidad  del  Notariado  cabe  sin  detrimento,  cabe  sin 
mengua  el  Registro  de  la  propiedad;  mientras  que  sería  vano 
empeño  forzar  la  superior  extensión  del  Notariado  en  los  redu- 
cidos moldes  del  Registro  de  la  propiedad.» 

«¿Habrá  quien  entienda  que  la  refundición  del  Notariado  y 
del  Registro  de  la  propiedad  implica  negación  ó  menoscabo  de 
cualesquiera  de  esas  funciones  ó  de  ambas?  Paréceme  que  no, 
y  por  tanto,  son  ineficaces  los  argumentos  que  se  rebusquen 
para  sostener  que  esos  organismos  del  poder  público  no  son 
refundibles.» 

«Se  ha  de  reconocer,  en  primer  término,  que  la  materia  ob- 
jeto del  Registro  de  la  propiedad  es  también  materia  objetiva 
del  Notariado.  Esto  es  obvio,  se  ha  repetido  hasta  la  saciedad, 
y  no  es  necesario  anunciarlo  de  nuevo.  Si  ahora  lo  menciono 
de  paso  es  no  más  para  decir  que  si  hay  tal  unidad  objetiya, 
por  más  que  varíe  la  forma  y  difiera  la  extensión  de  funciones, 
la  ley  superior  de  la  unidad  del  universo  impone  en  el  derecho 


LA   CONTRATACIÓN   ANTlü   LOS   REaiSTRADORES  23 

•  -  

público,  como  lo  impone  en  todas  las  cosas,  qae  el  Estado  no 
mantenga  dualidades  donde  la  filosofía  no  las  mantiene;  que 
el  Estado  se  dirija  á  la  anidad  en  sa  constante  progreso,  que 
el  Estado  no  sostenga  dos  Instituciones  distintas  é  indepen  - 
dientes  para  las  evoluciones  armónicas  de  un  mismo  género 
que  representan  una  sola  acción  del  poder  público. ;> 

«Si  el  Notariado  representa  autenticidad  de  los  actos  de  la 
propiedad,  y  si  representa  el  Registro  'publicidad  de  algunos  de 
«sos  actos,  ¿qué  motivo,  qué  razón,  qué  doctrina  de  funda- 
mento es  la  que  produce  dualidad  en  fines  tan  íntimamente 
unidos?» 

«No  puedo  explicarme  el  por  qué  del  Cuerpo  de  Registra- 
dores como  organismo  especial  é  independiente,  así  como  tam- 
poco puedo  explicarme  el  por  qué  del  Registro  civil  en  el  Juz- 
gado municipal.  ¿Acaso  no  es  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros civil  y  de  la  propiedad  y  del  Notariado  una  protesta 
viva  y  elocuentísima  de  esa  lamentable  pluralidad  de  insti- 
tutos?» 

«De  ese  extraño  modo  de  ejercer  su  acción  el  poder  público 
«urge  un  dilema  inexcusable:  ó  existe  dualidad  en  esas  Institu 
<^iones,  ó  existe  unidad.  Si  lo  primero,  debe  desaparecer  la  Di- 
rección general  como  hoy  está  constituida,  porque  ese  centro 
no  es  personificación  del  concepto  ejecutivo  del  poder  público, 
como  lo  es  el  Ministerio,  sino  Direccióriy  Jefatura  de  Institucio- 
nes, y  es  sabido  que  las  Instituciones  diferentes,  pero  análo- 
gas, no  tienen  la  unidad  de  analogía  en  sus  respectivas  Dírec- 
-ciones  ó  Jefaturas,  porque  se  absorberían  unas  á  otras,  sino 
que  esa  unidad  se  encuentra  más  arriba,  en  aquella  personifi  - 
cación,  en  el  Ministerio.  Sí  lo  segundo,  está  perfectamente  de- 
terminada la  Dirección  general,  pero  entonces  no  deben  ser 
Instituciones  distintas  el  Notariado,  el  Registro  de  la  propiedad 
y  el  Registro  civil. 3> 

«Quizá  sea  una  alucinación;  pero  yo  debo  declarar  bajo  mi 
honrada  palabra,  que  en  esas  tres  instituciones  no  veo,  con 
arreglo  á  los  que  tengo  por  buenos  principios,  más  que  una 
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sola  Institución.  Y  porque  sería  un  delirio — para  los  demás,  ña- 
para mí — pretender  hoy  la  unificación  de  los  tres  institutos, 
limitémonos  á  lo  que  la  base  dice,  y  dejemos  para  ocasión  pro- 
picia lo  que  la  base  no  dice,  con  grande  pesar  mío;  con  gran 
privación  del  gusto  mío  en  dar  explicaciones  sobre  la  proco- 
dencia,  facilidad  de  función,  sencillez  de  práctica  y  completo- 
rosultado  de  la  refundición  del  Registro  civil.» 

«Si  lo  que  he  dicho  justifica  la  refundición  de  la  base;  si  de- 
la  teoría  se  pasa  á  la  ejecución  de  la  base,  el  asunto  tiene  dos 
partes,  una  esencial  y  otra  complementaria;  el  período  definí* 
tivo  y  el  inevitable  período  de  transición.» 

«Compréndese  á  primera  vista  que  ambas  partes  tienen  sa- 
natural  explanación  en  el  desarrollo  de  las  bases  subsiguien- 
tes que  tratan  de  la  función  y  de  la  organización  notarial.  Allí 
es  donde  cabe  lógicamente  el  detalle;  pero  esto  no  obsta  á  que 
se  consignen  aquí  los  puntos  capitales  de  la  refundición  pro- 
puesta.;» 

«El  Notariado,  Cuerpo  de  servidores  de  la  patria,  se  orga- 
nizará de  modo  que  la  necesaria  unidad  del  Cuerpo  no  destru- 
ya la  no  menos  necesaria  variedad  de  sus  funciones,  especial- 
mente de  aquellas  funciones  que  forman  grupos  homogéneos 
en  sí,  separados  por  diferencias  y  relacionados  por  analogías. 
Así,  pues,  el  Registro  de  la  propiedad,  grupo  especial  de  las 
funciones  notariales,  ha  de  ser  regido  por  Notarios,  por  indivi- 
duos pertenecientes  al  Cuerpo  de  Notarios,  comprendidos  en  el 
organismo  general  de  la  Institución,  sujetos  al  régimen  tam- 
bién general  de  la  clase  y  formando  parte  de  un  buen  sistema^ 
de  ingreso,  categoría  y  ascenso.» 

«En  cuanto  al  período  de  transición,  es  indispensable,  ante 
todo,  no  romper  bruscamente  los  valladares  que  hoy  existen 
por  determinación  de  la  ley.  En  este  punto  me  parecen  tan  res- 
petables las  disposiciones  vigentes  que,  ala  verdad,  no  creo 
sostenible  que  un  Notario  del  día  se  encargue  del  Registro  de 
la  propiedad,  aunque  sea  Abogado  y  se  haya  recibido  por  opo- 
sición tal  Notario,  porque  sobre  la  abogacía  y  sobre  la  oposí- 
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cíÓQ  especial  del  Notario,  hay  no  poco  muy  especial  del  Regis- 
tro en  los  principios  fundamentales  de  las  oposiciones  por  don- 
de se  entra  en  el  Caerpo  de  Registradores.  Á  la  yez  es  lógico 
reconocer  que  por  iguales  razones  no  será  bueno  que  los  actúa* 
les  Registradores  de  la  propiedad  desempeñen  las  funcione» 
que  hoy  competen  al  Notariado.  El  período  de  transición  de- 
berá partir,  pues,  de  esta  regla:  Que  el  personal  eípis tente  al  ve» 
rificarse  la  refwidición  no  pase  en  sus  funciones  del  limite  mar^ 
cada  por  las  leyes  videntes  d  la  sazón.» 

«Empero  si  esa  regla  asegura  el  respeto  debido  á  la  aptitud 
legal  declarada,  ofrece  el  inconveniente  de  retardar  el  período 
definitivo,  porque  en  cuanto  al  personal,  imprime  excesiva  len- 
titud á  la  obra  de  refundición,  viniendo  así  á  mantener  por 
muchos  años  una  dualidad  que  estorba  y  molesta  á  la  unidad 
apetecida.  Para  evitar  este  gra^e  inconveniente  hay  el  senci- 
llo medio  de  establecer  una  prueba  de  aptitud,  en  la  que  los 
Registradores  y  los  Notarios  actuales,  indistintamente,  que 
quieran  pasar  del  período  de  transición,  obtengan  una  especial 
declaración  de  su  competencia  para  ejercer  íntegras  las  fun- 
ciones notariales  determinadas  en  la  nueva  ley.  En  este  caso 
habría  que  modificar  la  regla  sentada  en  esta  forma:  Que  el 
personal  existente,  al  verificarse  la  refundición^  no  pase  en  sus 
funciones  del  limite  marcado  por  las  leyes  vigentes  d  la  sazón,  á 
íMnos  que  sea  declarado  apto  para  ello,» 

«Véase  cómo  sin  detrimento  de  los  principios  respetables  y 
sin  transgresión  de  la  ley  puede  acelerarse  la  refundición,  de 
tal  modo,  que  resulte  breve,  fácil  y  expedito  el  período  transi- 
torio; porque  dejo  á  vuestra  consideración,  compañeros,  cuan- 
tos de  vosotros  llámense  Notarios  ó  llámense  Registradores;^ 
cuantos  de  vosotros,  digo,  tan  ilustrados,  tan  ambiciosos  de  re- 
putiSkSn  y  tan  legítimamente  estimulados  del  deseo  de  ventaja 
concurriréis  á  demostrar  vuestra  suficiencia  para  la  total  fun- 
ción del  Notariado,  á  obtener  la  honra  de  integrar  la  situación 
definitiva  del  Notariado  y  á  lograr  también  el  mayor  provecho 
para  vuestras  familias.» 
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«Bastan  ahora  esas  someras  iadicacíoaes  qae  mis  adelante 
encontrarán  oportuno  desen yolyimiento;  y  por  lo  demás,  la  caes- 
tióu  qaeda  redacida  á  que  la  base  informe  el  Código  notarial, 
como  refandlción  consamada,  y  que  por  disposiciones  transi- 
torias se  atienda  á  mantener  en  sas  marcados  límites  las  apti- 
tudes declaradas  y  la  generalización  de  aptitudes  propuesta 
para  reducir  el  período  de  transición.» 

«Permitidme  en  este  punto,  Notarios  y  Registradores  del 
día,  que  sea  yo  el  primero  en  saludar  respetuosamente  al  No- 
tariado del  porvenir.  Y  id,  benemérita  institución  del  Estado; 
tú,  que  representas  la  unión  y  confraternidad  de  organismos 
aislados  indebidamente; -tú,  que  entrañas  el  sacerdocio  del 
dogma  defínido;  tú,  que  del  oñcio  envilecido  por  la  venta  de  la 
atroz  servidumbre  del  menosprecio  te  elevas  á  la  santidad  del 
servicio  á  la  patria  y  al  noble  orgullo  de  reputación  universal, 
acepta  sin  desdén  el  entusiasmo  de  mi  saludo,  que  el  brillo  de 
tu  grandeza  no  se  ha  de  empañar  con  el  vitor  de  mí  débil  voz.^ 


Llamamos  muy  especialmente  la  atención  del  Sr.  Ruiz  Gó- 
mez acerca  el  contenido  del  apartado  anterior,  y  muy  particu- 
larmente en  el  siguiente  contenido:  Se  ha  de  reconocer  en  primer 
término  que  la  materia  objeto  del  Registro  de  la  propiedad  es  tam- 
bién materia  objetiva  del  Notariado,  Esto  es  obvio,  se  ha  repetido 
hasta  la  saciedad  y  no  es  necesario  anunciarlo  de  nuevo.  Si  aho- 
ra lo  menciono  de  paso  es  no  mis  para  decir  que  si  hay  tal  uni- 
dad objetiva^  por  mis  que  varié  la  forma  y  difiera  la  extensión 
de/unciones,  la  ley  supebior  de  la  unidad  del  universo  im- 
pone EN  EL  DESECHO  PÚBLICO,  OOMO  LO  IMPONE  EN  TODAS  LAS 
COSAS,  QUE  EL  ESTADO  NO  MANTENGA  DUALIDADES  DONDE  LA  FILO- 
SOFÍA NO  LAS  mantiene;  QUE  EL  ESTADO  SE  DIBIJA  A  LA  UNIDAD 
EN  SU  CONSTANTE  PROGRESO;  QUE  EL  ESTADO  NO  SOSTENGA  DOS 
INSTITUCIONES  DISTINTAS  É  INDEPENDIENTES  PARA  LAS  EVOLUCIO- 
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T7BS  ARMÓNICAS  DB  UN  MISMO  GÉNERO  QUE  REPRESENTAN  UNA  SOLA 
ACCIÓN  DEL  PODER  PÚBLICO. 

La  refandicíón  del  Registro  de  la  propiedad  en  el  Notaria- 
do la  pide  también  el  Sr.  Pon  en  La  Notaría  de  Barcelona  en  la 
forma  indicada  en  nuestro  anterior  artículo,  de  suerte  que  esta 
aspiración  hacia  la  unidad  late  con  poderoso  impulso  en  el  co- 
razón del  Notariado,  como  en  el  nuestro  y  demás  entidades  que 
han  cooperado  á  la  idea  y  muy  especialmente  en  el  Sr.  Malu- 
quer,  autor  de  la  proposición  de  ley,  y  ante  tales  antecedentes 
paede  quedar  convencido  el  Sr.  Ruiz  Gómez  de  que  en  el  fon- 
do hay  conformidad  absoluta  entre  el  Notariado  y  los  propa- 
gandistas  de  la  reforma  actual,  con  la  sola  diferencia  de  deta- 
lle, no  esencial,  de  si  el  Registro  ha  de  refundirse  en  la  Nota- 
ría, ó  si,  por  el  contrario,  ésta,  en  cuanto  se  trate  de  contratos 
inscribibles,  ha  de  refundirse  en  el  Registro.  Ante  la  magnitud 
del  problema,  y  los  fecundos  resultados  que  de. ello  han  de  re- 
portarse, cualquiera  de  los  contendientes  que  defienda  el  error, 
merece  el  más  alto  respeto  y  consideración  de  su  contrario, 
porque  en  el  fondo  late  una  idea  justa  y  generosa  y  el  error  in- 
voluntario en  el  detalle  no  puede  ser  objeto  de  censura. 

Conocidos  estos  antecedentes,  que  tan  oportunamente  ha 
traído  á  la  discusión  la  Gacetilla  Notarial^  la  cuestión  queda 
muy  simplificada,  supuesto  que  queda  descartado  de  la  cou- 
tienda  el  punto  principal  y  fundamental  de  la  cuestión,  y  pue- 
de decirse  que  ésta  sólo  versa  ya  sobre  un  punto  que  pudiéra- 
mos llamar  reglamentario,  por  lo  menos  dado  el  punto  de 
vista  que  nosotros  adoptamos. 

Nosotros  podemos  estar  equivocados  en  esta  cuestión  ó 
punto  de  detalle]  pero  nos  absuelve  del  error  la  rectitud  de 
nuestras  intenciones  y  los  antecedentes  legales  que  respecto 
del  particular  hemos  mencionado.  El  sistema  australiano, 
adoptado  ya  en  tantos  países  y  próximo  á  implantarse  en  otros 
por  haberlo  patrocinado  hombres  eminentes,  no  hace  precisa 
la  intervención  de  Notario  en  los  contratos  inscribibles,  no  in- 
terviene en  ellos,  según  la  legislación  de  Prusia,  y  se  verifica 
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el  contrato  á  modo  de  una  cessio  injure  ante  el  Jaez  Registra- 
dor, legislación  sobre  la  cual  está  calcada  la  de  Rasia,  con- 
forme hemos  visto,  y  en  España  tenemos  vigente  el  art.  405 
de  la  ley  Hipotecaria,  que  consagra  la  inscripción  de  la  con- 
tratación privada  ratificada  ante  el  Registrador,  debiendo  te- 
nerse en  cuenta  que  el  proyecto  de  ley  de  1864  establecía  el 
sistema  para  todos  los  contratos  que  se  verificasen  en  lo  fu- 
turo, con  tal  que  se  ratificasen  ante  el  funcionario  del  Regía- 
tro  en  la  forma  establecida  en  el  proyecto  y  no  excediese  sa 
cuantía  de  1.000  reales. 


» 


La  elección  de  la  unificación,  favorable  al  Registro  de  la 
propiedad,  no  es  dudosa  por  los  antecedentes  legales  que  res- 
pecto del  particular  quedan  mencionados,  y  además  por  exis- 
tir en  España  Registro  público  desde  hace  más  de  tres  siglos, 
antecedentes  que  no  cabe  dejar  de  tener  en  cuenta  por  lo  mu- 
cho que  significan  en  el  terreno  de  los  hechos,  y  de  la  reali- 
zación práctica  de  la  reforma.  No  cabe  despreciar  valiosísimos 
elementos  amontonados  por  el  transcurso  de  los  siglos,  espe- 
cialmente la  perfectísima  obra,  salvo  alganos  detalles,  del  Re*^ 
gístro  de  la  propiedad  actual,  y  la  circanstancia  de  que  en 
países  extranjeros  no  hay  ningún  precedente  de  que  el  Regis- 
tro se  haya  refundido  en  el  Notariado,  mientras  que  los  hay 
muy  notables  de  que  en  algunos  todo  se  verifica  en  el  Regis- 
tro sin  intervención  de  Notario.  En  nuestra  misma  patria  los 
precedentes  legales  están  á  favor  del  Registro,  como  puede 
verse  por  los  artículos  405  al  408  de  la  ley  Hipotecaria  y  el 
proyecto  de  ley  de  1864,  en  el  cual  se  .contiene  la  opinión  de 
la  Comisión  de  Códigos,  favorable  á  que  la  contratación  que 
se  verifique  ante  Registrador  produce  los  mismos  efectos  que 
la  que  tenga  lugar  ante  Notario  público,  y  su  proyecto  de  1864 
tendía  á  refundir  en  el  Registro  las  atribuciones  notariales,  y 
no  el  Registro  á  la  Notaría,  y  este  antecedente  legal  debe  ser 
tenido  muy  en  cuenta. 
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Decía  la  (Tomistón  de  Códigos  citada  en  la  Exposición  de 
motivos  del  proyecto  de  ley  adicional  á  la  Hipotecaria,  lo  que 
Tamos  á  transcribir^  que  en  boca  de  aquellos  eminentísimos 
jarisconsultos,  hace  inútil  todo  debate,  supuesto  que  su  autori- 
dad es  universalmente  reconocida:  <iBl  contrato  'privado  que  los 
mismos  contrayentes  reconocen  y  ratifican  ante  un  oficial  público 
y  dos  testigoSy  reúne  intrínsecamente  todas  las  solemnidades  y 
todas  las  garantías  de  autenticidad  que  la  ley  requiere  en  los 
instrumentos  públicos,  Y  si  la  escritura  otorgada  ante  un  Nota- 
rio es  título  bastante  para  la  inscripción  del  dominio  á  favor  dftl 
que  lo  adqxtíera  de  ese  modo  y  no  puede  negarse  la  misma  virtud 
al  documento  privado  que  se  ratifique  ante  un  Registrador  ó  un 
Juez  de  paz]  ni  la  inscripción  que  de  él  se  haga  debe  dejar  de 
surtir  los  efectos  del  art,  34  de  la  ley  Hipotecaria^  luego  qite 
transcurra  el  término  señalado  en  el  art.  1.^  del  adjunto  pro- 
yecto de  ley,  lo  mismo  que  las  demás  inscripciones  que  se  verifi- 
quen  por  instrumentos  públicos,» 

De  suerte,  que  la  otorgación  de  un  contrato  ante  Notaría 
no  tiene  ningún  privilegio  sobre  la  contratación  ante  el  Regis- 
trador, si  el  legislador  le  confiere  dichas  facultades,  ni  el  No- 
tario tiene  ningún  desconocido  amuleto,  ni  ningún  oculto  pri- 
vilegio que  comTinique  cierta  misteriosa  importancia  y  vitali- 
dad al  contrato,  como  hacen  suponer  ciertas  afirmaciones  de 
tilgunos  ardientes  defensores  del  Notariado,  ó  Notarios  mismos; 
«íno  que  tales  contratos  tienen  sólo  la  virtualidad  que  les  da  la 
ley;  y  si  la  ley  confiere  al  Registrador  las  facultades  expresa- 
das, el  contrato  verificado  ante  él  en  la  forma  prevenida  tiene 
todos  los  requisitos  suficientes  para  la  inscripción,  y  produce 
los  mismos  efectos  legales  que  el  otorgado  ante  Notario  pú- 
blico. 

T  los  produce  con  la  ventaja  de  evitarse  con  ello  las  segun- 
das enajenaciones  yeriñcadas  en  fraude  de  terceros  adquiren- 
tes;  la  presentación  de  títulos  falsos  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad y  sus  pavorosas  consecuencias;  y  de  conocer  los  contra- 
yentes la  calificación  del  Registrador  antes  de  llevarse  el  con- 
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trato  á  sa  consumación;  y  saber  de  antemano  el  contrayente  á 
qué  ha  de  atenerse  respecto  la  calificación  jurídica  del  con- 
trato por  el  que  ha  de  censurarlo  en  el  Registro,  y  en  vista  de 
los  datos  del  mismo  Registro  en  el  propio  momento  de  la  con- 
vención y  que  no  pueden  ser  alterados  por  nada  ni  por  nadie 
en  aquel  acto  á  la  vista  de  los  contrayentes. 

El  art.  22  de  la  ley  Hipotecaria  se  había  apresurado  á  ha- 
cer constar  la  responsabilidad  del  Notario  que  hubiese  cometi- 
do alguna  omisión  que  impidiese  inscribir  el  acto  ó  contrato; 
pero  hasta  la  reciente  resolución  de  31  de  Enero  anterior,  pu- 
blicada en  la  Gaceta  de  26  de  Marzo,  no  ha  habido  derecho 
concreto  sobre  el  particular  en  cuanto  al  procedimiento  para 
hacer  efectiva  aquella  responsabilidad,  que  quedaba,  por  lo 
tanto,  ilusoria,  por  no  saber  el  perjudicado  de  qué  medios  de- 
bía valerse  para  reclamar  los  perjuicios  que  se  le  hubiesen  oca- 
sionado. 

El  art.  57  del  Reglamento  de  la  ley  Hipotecaria  hacía  po- 
testativo en  el  Notario  el  acudir  ó  no  contra  la  calificación  del. 
Registrador,  contraria  á  la  inscripción  del  título  por  defectos- 
en  la  redacción  del  instrumento,-  y  por  más  que  la  resolución 
de  27  de  Diciembre  de  1875  impuso  al  Notario  la  obligación  de 
subsanar  el  defecto,  extendiendo  á  su  costa  una  nueva  escritu- 
ra, si  fuese  posible^  é  indemnizado  en  todo  caso  álos  interesa- 
dos por  los  perjuicios  que  hubiesen  sufrido,  es  lo  cierto  que,, 
en  varios  casos,  la  otorgación  de  la  escritura  tio  será  ya  posible; 
7  no  hay  medio  de  indemnizar  á  los  interesados  ciertos  perjui- 
cios, ni  es  fácil  tal  reclamación,  ni  evita  la  misma  un  juicio 
declarativo,  si  el  Notario  persiste  en  no  autorizarlo  ó  no  verifi* 
cario  en  la  forma  solicitada.  En  resumen;  un  pleito  probable» 
que  puede  tener  un  resultado  contrario  á  lo  solicitado  por  la 
parte  actora. 

Como  se  ve,  la  legislación  sobre  responsabilidad  Notarial 
por  defectos  en  la  redacción  de  los  títulos  está  en  mantillas^, 
porque  la  Dirección  general,  en  la  resolución  citada  de  31  de 
Enero  último,  se  refiere  á  los  artículos  22  de  la  ley  Hipoteca- 
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ría,  el  57  del  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  mis- 
ma, el  43  de  la  del  Notariado,  los  103, 104,  112  y  114  del  Re- 
glamento  general  para  la  organización  y  el  régimen  del  Nota- 
riado, los  2.**,  3.**  y  9.**  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de 
redactar  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro,  y  la  resolu- 
ción de  22  de  Diciembre  de  1875;  y  es  evidentísimo  que  todas 
estas  disposiciones  acusan  en  la  legislación  notarial  un  estado 
embrionario,  sobre  la  perfectísima  y  bien  regularizada  legisla- 
ción hipotecaria  sobre  responsabilidad  de  los  Registradores, 
consignada  en  el  título  11  de  la  ley  y  artículos  del  291  al  297 
ambos  inclusive  del  Reglamento;  bajo  cuyo  supuesto,  estamos 
en  el  caso  de  preferir  esta  legislación  á  aquélla,  porque  ésta 
se  presenta  desarrollada  y  con  bases  fíjas,  mientras  que  aquélla 
está  al  nacer  y  debe  recibir  su  desarrollo;  esto  sin  perjuicio  de 
que  la  contratación  ante  el  Registrador  evita  lo  que  la  Resolu- 
ción de  31  de  Enero  anterior  trata  de  corregir;  y  no  es  dudoso 
nfírmar  y  sostener,  como  decimos  en  nuestra  monografía,  que 
es  preferible  nuestro  sistema  al  que  resulta  de  la  contratación 
notarial,  porque  en  materia  de  contratación  mejor  es  precaver 
que  tener  que  corregir  y  subsanar. 

Al  cabo  de  veinticinco  años  de  régimen  hipotecario  ha  sido 
posible  que,  denegada  la  inscripción  de  una  escritura  autori- 
zada por  un  Notario  de  Barcelona,  por  los  defectos  que  se  men- 
cionan en  la  Resolución  de  31  de  Enero  anterior  (1),  el  intere- 


(1)  En  la  práctica  de  Abogado  hemos  tenido  nn  caso,  en  que  se  acudió 
redamando  contra  el  Notario  la  responsabilidad  qne  previene  el  art.  22  de  la 
ley  Hipotecaria  por  denegación  de  inscripción  del  títnlo  por  defectos  insub- 
sanables, interponiéndose  al  efecto  el  juicio  declarativo  correspondiente.  El 
Notario  interpuso  incidente  previo,  alegando  que  había  recurrido  gubernativa- 
mente contra  la  oaliflcación  del  Registrador  (después  de  la  interposición  del 
pleito),  y  por  lo  tanto,  que  debia  suspenderse  el  juicio  hasta  la  decisión  del 
recurso,  lo  que  estimé  procedente  el  Juzgado,  suspendiéndose  el  litigio,  que 
hace  una  porción  de  años  está  paralizado;  y  no  habiendo  el  recurso  sido  re- 
suelto aún  por  el  Juzgado  después  de  los  años  transcurridos,  y  habiendo  fa- 
llecido después  el  Notario  demandado,  y  cambiado  la  naturaleza  y  estado  del 


32  BBYISTA   Dfi:   LEGISLACIÓN 

8ado  acadiese  al  Notario  autorizante  para  qae  redactase  ana 
nueva  escritura,  y  habiéndose  resistido  á  ello,  acudió  á  la 
Junta  directiva  del  Colegio  notarial,  deduciendo  la  queja  co- 
rrespondiente, y  que  la  misma  previniese  á  aquél  que,  de  no 
redactar  una  nueva  escritora  á  su  costa,  estaba  en  el  deber  de 
recurrir  gubernativamente  contra  la  calificación  del  Registra- 
dor para  que  se  declarara  que  aquélla  estaba  bien  redactada; 
y  citado  á  conciliación  el  Notario  autorizante  para  que  mani- 
festara cuál  de  los  dos  medios  señalados  por  la  Junta  directiva 
estaba  dispuesto  á  adoptar,  contestó  en  dicho  acto  que  ningu- 
no de  ellos,  toda  vez  que,  aparte  de  no  estar  en  las  atribu- 
ciones de  la  expresada  Junta  la  facultad  de  hacerle  las  preven- 
ciones referidas,  no  procedía  acudir  á  la  vía  gubernativa  para 
que  se  declarara  bien  redactado  el  documento,  por  cuanto  el 
no  haberse  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  no  dependía 
de  causas  que  afectaran  á  su  buena  ó  mala  redacción;  y  que 
tampoco  estaba  obligado  á  redactar  una  nueva  escritura  á  su 
costa,  porque  la  de  que  se  trataba  no  adolecía  de  defecto  al- 
guno imputable  al  funcionario  que  la  autorizó;  y  prevenido 
otra  vez  dicho  funcionario  por  la  expresada  Junta  directiva 


asnnto  por  diversas  cironnstancias  relativan  á  los  interesados,  lo  que  so  pre- 
tendió y  logró  con  la  interposición  de  aquol  recurso  fué  hacer  ineficaz  la  de- 
manda por  nn  medio  indirecto.  Téngase  en  orienta  qne  el  actor,  en  el  pleito, 
hizo  varias  gestiones  para  que  el  recurso  so  tramitara,  lo  que  no  logró;  y 
como  tenia  concedida  la  pobreza  solamente  para  el  litigio,  no  podía  compa- 
rocer  en  el  recurso,  cuya  admisión  fué  improcodonto  on  cuanto  al  efecto  de 
suspender  el  pleito,  pues  se  trataba  de  faltas  insubsanables,  errores  de  doro- 
oho  cometidos  por  el  Notario  al  autorizar  la  venta  por  la  totalidad  de  una 
finca,  otorgándola  sólo  parte  de  los  condueños  de  ella,  pero  no  todos  los  que 
tenían  parte  proindiviso  en  la  misma.  Es  visto  que  en  este  caso  el  pleito  no 
debía  haber  sido  suspendido;  pero  lo  fué  en  perjuicio  del  comprador,  constan- 
do do  un  modo  evidente  que  no  podía  prosperar  el  recurso,  ni  el  Notario  es- 
taba autorizado  para  recurrir;  pero  siempre  hay  medio  de  alargar  indefinida 
mente  un  asunto  en  casos  en  que,  como  el  citado,  la  legislación  nada  prescri- 
he  respecto  del  particular;  y  hasta  que  se  haya  formado  jurisprudencia,  ocu- 
rrirán muchos  abusos  en  perjuicio  de  los  contrayentes. 
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para  qae  en  el  término  de  ocho  días  pasiese  en  práctica  nno 
-de  los  medios  indicados  anteriormente,  manifestó  que  no  le 
•conocía  las  facultades  que  al  efecto  se  atribuía,  por  estar  re- 
servadas dichas  facultades  á  Autoridades  de  distinto  carácter; 
en  virtud  de  cuyas  manifestaciones  se  abstuvo  la  referida  Jau- 
ta directiva  del  conocimiento  del  expediente,  y  con  informe 
razonado  lo  elevó  á  la  Dirección  general;  la  cual,  después  de 
varías  consideraciones,  resolvió:  qae  el  Notario  repetidamente 
citado,  en  el  término  de  quince  días,  recurriese  gubernativa- 
mente contra  la  manifestación  del  Registrador  de  la  propiedad, 
á  fin  de  que  se  declarase  bien  redactada  la  escritura,  ó  de  lo 
contrario  que  se  redactase  á  su  costa  una  nueva  escritura  en  la 
que  se  subsanasen  los  defectos  de  la  anterior. 

Todas  las  disposiciones  en  que  se  funda  la  Resolución  obje- 
to de  nuestro  estadio,  que  hemos  citado  anteriormente,  se  re- 
fieren ala  corrección  disciplinaria  de  los  Notarios,  y  ha  sido  pre- 
cisa una  declaración  particular  y  concreta  de  la  Dirección  ge  - 
neral  para  que  el  Notario  se  creyese  obligado  á  lo  resuelto  por 
la  Junta  Directiva  del  Colegio;  y  es  indudable  que  si,  dados  los 
muchos  y  variados  casos  que  pueden  ocurrir,  se  han  de  obser- 
var tales  trámites  y  dilaciones,  el  sistema  qaeda  juzgado  por 
sí  mismo,  la  legislación  sobre  responsabilidad  notarial  queda 
condenada  por  deficiente,  y  el  proyecto  de  contratación  ante 
los  Registradores  lleva  inmensas  ventajas  al  kctual,  porque 
evita  aquellos  inconvenientes,  y  los  interesados  saben  á  qué 
atenerse  con  respecto  á  la  calificación  del  Registrador^  he- 
cha antes  de  que  el  contrato  se  consume,  y  en  su  consecuen- 
cia, en  oportunidad  de  dejar  las  cosas  en  el  mismo  ser  y  es- 
tado que  tenían  al  acordar  las  partes  el  contrato  que  iban  á 
llevar  á  cabo;  de  suerte  que,  en  el  contrato  de  compraventa^  el 
comprador  no  hará  entrega  de  su  dinero  en  el  caso  de  que  haya 
algún  inconveniente,  ya  que  le  consta  el  obstáculo  que  se  opo- 
ne á  la  inscripción. 

Respecto  estas  deficiencias  de  la  legislación  notarial,  ya  hi- 
cimos observar  en  nuestra  monografía  citada,  que  la  moderna 

TOMO  73  3 
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legislaoióu  sobre  Notariado  no  geñüla  plazo  para  expedir  las  ca- 
pias de  las  escritoras  qae  deben  IlevarBe  para  su  inscripciiSn  al 
Registro  de  la  propiedad,  debiendo  acudirae  á  la  tegislacitia 
anticua,  que  previene  qne  tiene  obligación  el  Escribano  de  dar 
á  la  parte  interesada  la  eacritura  origina!,  dentro  de  tres  dlaa, 
contados  desde  el  en  qoe  se  le  pidiese,  si  no  pasase  de  dos  plie< 
gos,ydentro  de  ocho  dlassipasasedelos  dos  pliegos,  bajo  la 
sanción  de  pagarle  los  daüos  y  perjuicios  qae  se  le  siguieren  por 
la  dilaciÓD,;  además  cien  maravedises  por  cada  día  de  tardan- 
za; y  si  la  escritura  se  hubieae  de  dar  á  las  dos  partea,  debe  dar^ 
laá  la  qoe  la  pidiese,  aunque  la  otra  no  lapida:  leyes  3.' y  5.*, 
tít.  23,  lib.  10,  Novísima  Recopilación.  Como  qoiera  qne  e 
gar  correspondiente  hicimos  los  oportunos  comeotarios  respeC' 
to  de  este  estado  en  que  se  encuentra  la  legislación  notarial, 
cftmplenos  hoy  solamente  marcar  las  deficiencias  de  la  misma, 
y  decir  qae  la  legialacidn  hipotecaria  lleva  una  ventaja  inmen- 
sa sobre  la  aotarial  respecto  á  los  particulares  indicados  y  los 
tórmiooa  para  verificar  las  operaciones  de  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  pndiendo,  por  lo  tanto,  afirmarse  que  la 
legislación  hipotecaria  está  perfectamente  desarrollada,  mucho 
más  en  nuestros  días,  con  las  resoluciones  qae  han  recaído;  y 
que  estando  la  legislación  del  Notariado  en  un  estado  primiti- 
YO  con  referencia  á  la  hipotecaria,  ya  que  hasta  fecha  recien- 
te (1)  00  se  ha  ordenado  publicar  la  jurisprudencia  recaída  so- 
bre el  particolar,  no  es  dudoso  decidirse  por  la  ley  Hipotecaria 
como  más  perfecta  para  los  diversos  casos  que  pueden  ocnrrir; 
esto  sin  perjuicio  de  otras  inmensas  ventajas  de  nuestro  siste- 
ma sobre  el  notarial  vigente. 

La  ley  Hipotecaria  establece  perfectamente  todo  lo  relati- 
vo á  la  responsabilidad  civil  de  los  Registradores,  los  casos  en 
qne  tiene  tugar,  caaos  de  error,  inexactitud  ú  omisión,  rcctifi- 


(I)  Ttoal  ox'don  de  S8do  Febrero  de  1^88  disponiendo  que  se  pabliqaeu  en 
In  '-afta  loa  BesolacíoDes  qae  reoiuBaii  en  los  eipodieuteg  de  consulta  sobra 
In  inUligenoia  de  la  loy  del  Notariado. 
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cación  de  erroros  cometidos  en  asientos  de  cualesquiera  espe- 
cie^ responsabilidad  del  Registrador  en  caso  de  sapiencia,  caso 
de  pérdida  de  un  derecho  real  ó  la  acción  para  reclamarlo  por 
error,  malicia  ó  negligencia  del  Registrador,  ó  el  de  qaedar  li- 
bre de  una  obligación  inscrita  por  causas  análogas;  Juzgado 
competente  para  deducir  la  reclamación,  procedimiento  para  el 
caso  en  que  el  Registrador  no  satisfaga  el  importe  de  la  in- 
demnización, concurso  do  yarios  perjudicados  por  actos  del  Re- 
gistrador, y  caso  de  no  alcanzar  á  cubrir  todas  las  reclamacio- 
nes que  se  estimen  procedentes;  sanción  contra  el  Registrador 
condenado  por  ejecutoria  á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios si  no  repone  la  fíanza  ó  no  asegura  á  los  reclamantes 
las  resultas  de  los  respectivos  juicios,  anotación  preventiva  so- 
bre los  bienes  de  dichos  funcionarios,  caso  de  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  é  imposición  de  multas,  cesación  de  la  res- 
ponsabilidad del  Registrador,  prescripción  de  la  acción  para 
reclamar  la  indemnización,  y  parte  de  la  incoación  de  litigio 
contra  un  Registrador  por  indemnización  de  perjuicios  causa*' 
dos  por  sus  actos,  al  Presidente  de  la  Audiencia,  anotación  pre- 
ventiva  que  éste  ordenará  en  su  caso  y  parte  de  los  adelantos  del 
pleito.  Todo  el  tít.  11  de  la  ley  Hipotecaria  está  consagrado  á 
la  responsabilidad  civil  de  los  Registradores,  j  los  artículos 
del  291  al  297  ambos  inclusive,  del  Reglamento,  á  la  correc- 
ción disciplinaria. 

Cotéjense  tales  disposiciones  con  las  que  sirven  de  funda- 
mento á  la  Resolución  de  31  de  Enero  último  que  hemos  enu- 
merado anteriormente,  y  se  verá  la  inmensa  diferencia  que  me- 
dia emtre  la  legislación  hipotecaria  y  notarial;  ésta  sólo  tiene 
regulada  la  corrección  disciplinaria;  por  lo  que  atañe  á  la  civil, 
se  ha  dado  el  primer  paso  con  la  resolución  que  acabamos  de 
.  citar;  pero  de  él  á  su  desarrollo  perfecto  hay  una  inmensa  dis- 
tancia que  andar,  cosa  que  nos  da  hecha  la  legislación  hipote- 
caria, bajo  cuyo  supuesto  no  es  dudosa  la  elección.  Y  he  aquí 
un  nuevo  motivo  para  adoptar  el  proyecto  de  reforma,  y  que  no 
quedaba  mencionado  en  nuestra  monografía  citada,  porque  to« 
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davía  DO  se  había  pablícado  entonces)  la  Besolación  de  31  de 
Enero  último  ni  la  posterior  de  31  de  Febrero. 

Como  ejemplo  práctico  de  lo  mucho  que  interesa  no  dar  lu- 
gar á  dilaciones  en  los  asuntos,  porque  después  ocurren  nue- 
vos casos  que  modifican  el  derecho  en  cuanto  á  ser  una  ó  varias 
las  personas  que  lo  disfrutan,  debe  citarse  el  de  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  26  de  Enero  de  1887,  en  litigio  pro- 
movido contra  la  heredera  del  Registrador  de  la  propiedad  de 
Noya  sobre  indemnización  de  perjuicios  causados  por  actos  de 
dicho  Registrador;  pues  habiendo  fallecido  el  que  tenía  el  de- 
recho, dejó  varios  hijos,  y  uno  de  los  coherederos  entabló  por 
sí  y  por  los  demás  hermanos  y  coherederos,  por  quienes  prestó 
caución,  el  litigio  que  dio  lugar  á  la  sentencia  de  que  se  trata^ 
en  la  cual  el  Tribunal  Supremo  casó  en  parte  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Audiencia  de  la  Coruña,  dando  lugar  al  primer  mo- 
tivo de  casación,  que  se  formuló  como  sigue:  «1.°  El  art.  533  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  enumera,  entre  las  excep- 
ciones dilatorias  que  pueden  alegarse  como  perentorias,  la  fal- 
ta de  personalidad  en  el  actor,  por  no  acreditar  el  carácter  ó 
representación  con  que  reclama;  porque  la  sentencia  recurrida 
condena  al  recurrente  á  que  pague  á  la  demandante  el  impor- 
te total  de  los  perjuicios  que  se  suponen  causados  por  el  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Noya,  de  quien  es  causahabiente  la 
Doña  Amalia  Tovía,  al  padre  de  la  demandante,  pero  sin  in- 
tentar siquiera  justificar  que  tenía  la  representación  de  ellos;  y 
es  visto,  por  consiguiente,  que  al  ordenarse  en  la  sentencia  re- 
currida que  la  recurrente  pague  á  la  demandante,  juntamente 
con  la  parte  de  ésta,  la  que  corresponde  á  los  otros  tres  her- 
manos de  la  misma,  se  desestima  una  excepción  taxativamen- 
te comprendida  en  el  artículo  citado  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento.» Cuyo  motivo  de  casación  estimó  el  Tribunal  Supremo 
estableciendo  la  siguiente  doctrina:  «Considerando  que,  por  el 
contrario,  la  sentencia  infringe  el  artículo  expuesto  en  el  pri- 
mer motivo,  porque  el  derecho  reclamado  es  divisible  entre  los 
herederos,  y  no  ha  podido  ejercitarle  íntegramente  la  demaa- 
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dante^  no  teniendo  poder  de  los  demás  interesados,  ni  acredi- 
tando que  en  virtud  de  partición  hereditaria,  ó  por  otro  me- 
dio, hubiese  recaído  en  ella  el  todo  de  la  cantidad  de  que  se 
trata.» 

Por  lo  mismo,  debe  procurarse  por  todos  los  medios  evitar 
que  el  asunto  pueda  tener  una  tramitación  ulterior,  lo  que  se 
logra  con  la  contratación  ante  el  Registrador  en  el  doble  con- 
cepto de  la  caliñcación  del  contrato,  por  los  defectos  en  su  re- 
dacción y  por  el  otro  concepto  de  evitar  que  no  pueda  inscri- 
birse en  virtud  de  los  antecedentes  del  Registro,  de  que  nos 
ocapamos  en  la  monografía  de  referencia,  porque  durante  la 
tramitación  del  expediente  y  diligencias  posteriores,  puede  fa- 
llecer el  Notario  y  qpeclar  sin  curso  el  expediente,  ó  puede 
quedar  yacente  la  herencia  del  mismo,  ó  con  varios  coherede- 
ros, en  cuyos  casos  se  ofrecen  dificultades  para  hacer  la  recla- 
mación contra  el  deudor;  puede  fallecer  ó  quedar  insolvente  el 
vendedor  que  ha  recibido  el  precio  de  la  venta  y  debe  devol- 
verlo, y  también  puede  ocurrir  cualquier  incidente  con  re- 
ferencia al  comprador  que  había  de  cobrar  la  cantidad  entre- 
gada, como,  p.  e.,  hacer  donación  universal  á  un  hijo  bajo  va- 
ríos  pactos,  y  suscitarse  después  dificultades  entre  ellos  para 
el  percibo  de  dicha  cantidad;  bajo  cuyo  supuesto,  lo  mejor  es 
evitar  estos  inconvenientes  con  la  caliñcación  del  Registrador 
ante  los  interesados,  en  virtud  de  la  cual  puedan  éstos  decidir-  . 
se  por  lo  que  más  les  convenga,  pero  á  ciencia  cierta,  bajo  el 
supuesto  de  que  siempre  pueden  verificar  lo  que  les  parezca 
contra  la  opinión  del  Registrador  y  recurrir  después;  pero  en 
este  caso  ya  saben  lo  que  les  ha  de  ocurrir,  mientras  que  en  el 
sistema  actual  el  adquirente  se  queda  sin  dinero  y  sin  finca,  ó 
sin  derecho,  por  un  tiempo  por  demás  largo,  si  no  es  que  de- 
finitivamente lo  pierde  todo,  según  las  circunstancias,  en  vir- 
tud de  no  lograr  se  verifique  la  inscripción,  con  los  perjuicios 
de  los  gastos  del  expediente  gubernativo,  cuando  ha  de  enta- 
blarlo el  interesado,  por  no  referirse  la  denegación  del  asiento 
en  el  Registro  á  defectos  en  la  redacción  del  título,  y  no  venir 
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entonces  el  Notario  obligado  á  la  interposición  y  seguimiento 
del  recopso. 

« 

Además  de  lo  que  queda  indicado  en  el  apartado  anterior, 
debemos  consignar  que  mucho  más  podría  decirse  en  contra 
de  la  refundición  del  Registro  á  la  Notaría,  por  serlo  más  pro- 
cedente verificarse  de  ésta  á  aquél  en  cuanto  se  trate  de  con- 
tratos inscribibles,  por  razón  de  la  superior  carrera  científica 
de  los  Registradores  sobre  los  Notarios,  y  porque  no  es  posible 
desentenderse  del  precepto  notarial  de  que  por  punió  general  los 
protocolos  son  secretos^  cosa  que  acarrearía  desde  luego  incon- 
venientes de  difícil  solución  para  la  refundición  del  Registro  á 
la  Notaría,  para  llevar  á  efecto  la  cual  debería  verificarse  una 
verdadera  revolución  en  el  modo  de  ser  de  la  propiedad  espa- 
ñola, ahora  que  se  han  salvado  ya  los  principales  inconvenien- 
tes del  planteamiento  del  actual  sistema  hipotecario,  lo  cual  se 
consigna  de  un  modo  por  demás  elocuente  en  la  Memoria  his- 
tórica de  los  trabajos  de  la  Comisión  de  Codificación^  suprimida 
por  decreto  del  Regente  del  Reino  de  1.°  de  Octubre  de  1869, 
escrita  y  publicada  por  acuerdo  de  la  misma,  siendo  Ponente 
D.  Francisco  de  Cárdenas,  Vocal  de  ella.  Dice:  «Mas  la  reforma 
hipotecaria  era  tan  indispensable  y  la  ley  que  la  realizó  tan 
justa  y  tan  favorable  á  la  causa  pública,  que,  á  pesar  de  las 
gravísimas  dificultades  con  que  tuvo  que  luchar  desde  su  ori- 
gen, á  pesar  de  haberla  combatido  tantos  intereses  indivídualeíT 
y  de  localidad,  que  se  decían  perjudicados  por  ella,  ha  salido 
á  salvo  de  una  revolución  que  tantas  cosas  ha  cambiado  y  que 
ha  puesto  en  tela  de  juicio  casi  todas  las  instituciones.  Es  digno 
de  notarse  que  cuando  las  juntas  de  distrito  y  los  directores  del 
movimiento  revolucionario  pedían  la  destrucción  de  casi  todo 
lo  existente,  no  ss  levantó  ni  una  sola  voz  contra  la  ley  Hipo- 
tecaria. Los  amigos  del  verdadero  progreso  deben  congratu- 
larse de  ello,  pues  la  institución  que  ha  resistido  prueba  tan 
terrible,  tiene  sin  duda  más  vitalidad  y  raíces  más  profundas 
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'de  lo  que  se  suponía  anteriormente.»  No  queremos  añadir  nin- 
gún comentario  á  tan  brillante  defensa  de  la  ley  Hipotecaria^ 
amenazada  de  muerte  por  el  cuerpo  notarial.  Téngase  además 
en  cuenta  que  habiendo  acudido  varios  Notarios  en  contra  del 
proyecto  de  11  de  Abril  de  1864,  por  lo  que  se  refería  á  la  ins- 
cripción de  documentos  privados  ratificados  ante  el  Registra- 
dor, la  Comisión  reprodujo  el  proyecto  en  1867,  desestimando 
dicha  oposición  (1). 

De  todos  modos^  si  la  clase  notarial  insiste  en  su  propósito  de 
refundirel  Registro  en  el  Notariado,  como  quieraquelos  proyec- 
tos que  acarician  el  Sr.  Pou  euLaNolaría,  de  Barcelona,  y  el 
Sr.  Castillo  en  la  Gacetilla  Nolarial,  de  Medina  Sidonia,  son  ge  • 
néricos,  esperamos  los  defenderán  y  desarrollarán  en  todos  sus 
detalles,  formulándolos  en  debida  forma  y  por  extenso,  para 
conocer  su  bondad  intrínseca,  su  mecanismo  y  sus  pormenores; 
que  entonces  podrá  juzgarse  la  reforma  con. perfecto  conoci- 
miento de  causa,  y  tal  vez,  en  vista  del  proyecto,  pueda  llegar- 
se fácilmente  á  una  solución  satisfactoria  para  todos,  porque  se 
llegaría  á  la  deseada  unidad,  y  en  el  fondo  los  dos  proyectos 
vendrían  á  ser  análogos;  y  como  la  clase  de  Registradores  de  la 
propiedad  demuestra  en  este  asunto  un  patriotismo  sin  límites 
que  merece  los  más  entusiastas  plácemes,  por  cuanto  nada  tie- 
ne que  oponer  al  proyecto  de  refundición  del  Éegistro  ala  No- 
taría, ideado  y  defendido  por  la  Gacetilla  Notarial,  tal  vez  esté 
muy  próxima  la  hora  de  la  reforma,  supuesto  que  nosotros,  á 
pesar  de  nuestra  opinión  contraria,  estaríamos  muy  satisfechos 
de  que  se  realizase  el  proyecto  bajo  la  base  de  refundir  el  Re- 
gistro en  la  Notaría,  porque,  salvo  algunos  detalles,  se  llegaría 
al  mismo  resultado,  y  no  hacemos  cuestión  capital  la  de  deta- 
lle, y  contando,  como  se  cuenta,  con  la  aquiescencia  al  pro- 
yecto del  desinteresado  Cuerpo  de  Registradores  de  la  propie- 
dad, puede  llegarse  á  la  reforma  apetecida  por  nosotros  y  por 
el  Notariado  y  aceptada  por  los  Registradores,  cosa  que  obvia 


<1)     Beseña  histórica  citada,  p&gs.  168  y  613. 
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la  díñcnltad}  por  mediar  et  consentimiento  expreso  (1)  de  una^-. 
clase  que  pudiera  considerársela  perjudicada ,  lo  cual  facilita, 
mucho  el  asunto.  En  virtud  de  estas  nuestras  francas  mani- 
festaciones, podrá  comprender  el  Notariado  que  no  le  queremos 
mal,  7  sólo  anhelamos  la  realización  de  un  ideal  científico,  con 
el  cual  todos  estamos  conformes. 

(1)     Véase  lo  que,  entre  ofcras  cosasi  dice  La  Notaría  de  Barcelona  en  el  nú- 
mero 1578,  correspondiente  al  día  2  de  Jallo  de  1888:  •  Desconociendo  tan  sólo  • 
los  fundamentos  de  la  Institución  notarial,  y  destruyendo  por  completo  los 
principios  en  que  descansa  la  legislación  hipotecaria,  es  posible  que  germine 
una  idea  que  tan  pocos  defensores  cuenta,  siendo,  por  el  contrario,  reehasada 
por  las  dos  clases  que  con  mayor  conocimiento  de  causa  pueden  tratar  d» 
ella,  y  á>  las  que  más  directamente  se  refiere. — Y  en  efecto;  los  Begistradores,. 
por  medio  de  su  órgano  en  la  prensa,  y  los  Notarios,  con  los  escritos  publica- 
dos en  sus  periódicos  oficiales  y  exposiciones  elevadas  á  las  Cortes  por  sus . 
Juntas  directivas,  protestan  unánimes,  demostrando  con  razones  evidentísi- 
mas la  imposibilidad  de  establecer  tal  innovación,  sin  lastimar  profundamente  - 
la  propiedad  inmueble,  etc.  • 


^ 


(Se  continuar d) 


Victorino  Santamaría. 


EL  PROYECTO  DE  CÓDIGO  CIVIL 


I 


A  juzgar  .por  las  apariencias^  no  ha  de  pasar  este  año  sin 
qne  la  Gaceta  de  Madrid  haya  publicado  el  proyecto  de  Código 
civil,  tan  necesario  y  tan  ansiosamente  deseado  por  los  hom- 
bres de  ciencia,  por  los  políticos  y  por  los  españoles  todos,  qae 
desean  se  facilite  el  medio  de  llegar  pronto  á  la  unidad  legis- 
lativa en  aquella  materia,  y  que  desde  luego  se  alteren  cier- 
tas instituciones  de  conformidad  con  los  nuevos  principios  ju- 
rídicos, aceptándose  para  la  legislación  común  una  gran  parte 
de  la  que  rige  en  las  provincias  y  en  los  territorios  en  que  el 
Delrecho  foral  se  ha  respetado. 

Creemos,  piíes,  que  todos  nos  hallamos  en  el  caso  de  expo- 
ner nuestro  criterio  sobre  cuestión  tan  compleja  y  difícil,  si 
bien  reconocemos,  por  nuestra  parte,  no  sólo  que  nos  falta  com- 
petencia para  ello,  sino  que  carecemos  de  la  autoridad  indis- 
pensable para  que  los  juicios  formulados  tengan  algún  resul» 
tado  práctico.  De  todas  suertes,  acaso  iniciemos  una  prove- 
chosa discusión,  en  que  personas  de  conocimientos  superio- 
res y  de  respetable  autoridad  expongan  ideas  provechosas  y 
atendibles,  que  es  lo  que  principalmente  nos  proponemos  al 
iniciar  esta  serie  de  artículos,  el  primero  de  los  cuales  natural 
es  que  se  dedique  á  examinar  el  procedimiento  adoptado  últi- 
mameñte,  no  sólo  para  que  el  Código  empiece  á  regir  cuanto 
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antes,  siao  para  qae  sas  prescripciones  vayan  filtrándose  en 
41  Derecho  foral  paulatina  y  continnadamente. 


«  * 


El  art.  3.°  de  la  ley  de  11  de  Mayo  último  dispone,  que  «el 
Gobierno,  una  vez  publicado  el  Código,  dará  cuenta  á  las 
Cortes,  si  estuvieren  reunidas,  ó  en  la  primera  reunión  qne 
celebren,  con  expresión  clara  de  todos  aquellos  puntos  en  que 
haya  modificado,  ampliado  <5  alterado  en  algo  el  proyecto  re- 
dactado por  la  Comisión,  y  no  empezará  á  regir  como  ley  ni 
producirá  efecto  alguno  legal  hasta  cumplirse  los  sesenta  días 
siguientes  á  aquel  en  que  se  haya  dado  cuenta  á  las  Cortes  de 
su  publicación»;  plazo  de  sesenta  días  que  puede. prorrogarse, 
según  lo  determinado  en  el  art.  4.^ 

Ahora  bien;  dada  la  gran  extensión  que  forzosamente  ha 
de  tener  el  proyecto,  y  el  poco  espacio  de  que  se  ha  de  dispo- 
ner para  publicarlo  en  la  Gaceta¡  ¿no  se  necesitarán  dos  meses 
por  lo  menos  para  que  el  Gobierno  esto  en  disposición  de  dar 
cuenta  á  las  Cortes?  Pues  suponiendo  que  los  trabajos  se  ha- 
llen tan  ad^elantados  que  dicha  publicación  pueda  empezar  á 
hacerse  en  el  próximo  mes  de  Octubre,  no  somos  exagerados 
al  calcular  que  hasta  Diciembre  no  será  posible  cumplir  con 
aquel  requisito  previo;  y  aun  suponiendo  que  no  se  utilice  la 
prórroga  establecida  en  el  citado  art.  4.°  de  la  ley,  siempre 
resultará  que  el  nuevo  Código  sólo  puede  empezar  á  regir  en 
Marzo  de  1889,  si  es  que  para  entonces  no  han  sobrevenido 
acontecimientos  que  impidan  ó  retrasen  la  realización  de  los 
propósitos  del  Gobierno. 

Sin  embargo,  sea  de  ello  lo  que  quiera,  merece  detenido 
•estudio  lo  dispuesto  en  los  artículos  5.**  al  7.®  de  la  expresada 
Í6y,  que  hoy  han  de  ser  el  principal  objetivo  de  nuestro 
examen. 

Salvo  la  excepción  de  que  el  título  preliminar  en  la  parte 
referente  á  los  efectos  de  las  leyes  y  de  los  estatutos  y  de  las 
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reglas  generales  para  sa  aplicación,  así  como  las  disposicio- 
nes relativas  á  las  formas  de  matrimonio,  deben  ser  obligato- 
rias para  todas  las  provincias  del  Roino,  el  art.  5.^  establece 
que  las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  el  Derecho  fe- 
ral, lo  conserven  por  ahora  en  toda  su  integridad,  sin  que  sa- 
fra alteración  su  actual  régimen  jurídico  por  la  publicación  del 
Código^  que  ha  de  regir  sólo  como  supletorio  en  defecto  del 
que  lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  especiales* 
Pues  bien;  el  art.  6.®  prescribe  que  el  Gobierno,  oyendo  á  la 
Comisión  de  Códigos,  ha  de  presentar  á  las  Cortes,  en  uno  ó 
varios  proyectos  de  ley,  los  apéndices  del  Código  civil,  en  que 
se  conténganlas  instituciones  forales  que  convenga. conservar 
en  cada  una  de  las  provincias  ó  territorios  donde  hoy  existan; 
y  como  tales  proyectos  no  se  han  presentado,  ni  tenemos  noti- 
cia de  que  se  piense*  publicarlos  por  ahora,  resulta  que  las  alu- 
didas instituciones  forales  han  de  quedar  en  suspenso  tan  pron- 
to como  empiece  á  regir  el  Código  general,  hasta  que  sea  un 
hecho  la  formación  de  los  especiales,  pues  es  muy  de  notar 
que  en  el  art.  5.^  se  señala  aquél  como  supletorio  del  que  lo 
sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  especiales,  es  decir, 
del  que  rija  después  de  publicados  los  apéndices  á  que  se  con- 
trae el  art.  6.° 

Verdad  es  que  el  7.°  dispone  que  el  Código  civil  empiece 
á  regir  en  Aragón  y  las  islas  Baleares  al  mismo  tiempo  que  en 
las  provincias  no  aforadas,  en  cuanto  no  se  oponga  á  aquellas 
de  sus  disposiciones  forales  y  consuetudinarias  que  actualmen- 
te estén  vigentes,  coi^  lo  cual  se  da  á  entender  que  el  Código 
general  ha  de  servir  como  supletorio  de  dichas  disposiciones 
especiales,  sin  necesidad  de  que  éstas  hayan  sido  publicadas 
como  apéndice  en  lo  referente  á  la  legislación  aragonesa  y  de 
las  islas  Baleares;  pero  es  lo  cierto  que  queda  á  merced  de  los 
Tribunales  la  declaración  de  subsistencia  de  ciertas  institucio- 
nes, y  que  el  Poder  judicial  será  el  que,  atribuyéndose  funcio- 
nes del  legislativo,  habrá  de  declarar  en  cada  caso  particular 
8i  actualmente  se  hallan  vigentes  disposiciones  generales  j 
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conauetudinarias,  qae  los  mismos  escritores  y  jarisconsalíoB 
de  aquellas  provincias  no  podrían  asegurar  qae  estavieraa  vi- 
gentes ó  derogadas. 

Por  consiguiente,  es  manifiesto  qae,  á  Doeetro  entender,  y 
aunque  no  ha  existido  el  sañdente  valor  para  declararlo  de 
uoa  manera  explícita  y  terminante,  la  ley  qne  nos  ocupa,  no 
sdlo  se  ha  inspirado  en  el  principio  de  la  necesidad  de  codi- 
ficar, sino  en  el  de  la  uniñcacítSn.  En  cnanto  á  lo  prímoro, 
nadie  hay  que  pueda  oponer  reparo  alguno;  pero  respecto  i  la 
DDificacidn,  si  bien  es  nn  ideal  constantemente  perseguido,  es- 
pecialmente en  nuestros  Códigos  políticos,  debe  tenerse  pre- 
sente que  á  ella  se  han  opuesto  y  siguen  oponiéndose  comar- 
cas enteras  qne  preñeren  sos  instituciones  forales  á  ana  gran 
parte  de  las  de  Castilla,  qne  seguramente  se  traducirán  en  el 
futuro  Código. 

Mucho  celebraríamos  qne,  siquiera  fuera  por  aqnel  medio 
indirecto,  se  llegara  á  la  unidad  legislativa  de  las  disposicio- 
nes civiles,  aceptándose  de  las  provincias  y  territorios  afora- 
dos, para  los  que  no  lo  fueran,  todo  aquello  qne  tienen  de 
aceptable,  y  derogándose  en  absoluto  cuanto  es  opuesto  á  una 
buena  concepción  del  derecho;  pero  nos  equivocaríamos  eu 
Bamo  grado,  si  vitáramos  qne  se  llegaba  &  tan  grandioso  ña 
por  virtud  de  la  ley  que  aoa  ocapa.  Es  más;  nuestra  opinión 
es,  qae  han  de  surgir  graves  dificultades  que  se  opongan  á  la 
realización  de  los  altos  propósitos  en  que  se  inspira. 

Más  claro;  la  ley  de  11  de  Mayo,  qne  aparentemente  sólo 
es  codificadora,  entendemos  qne  en  el  fondo  es  eminentemen- 
te unificadora;  y  aunque  tanto  en  un  sentido  como  en  otro  me- 
rece nuestros  más  sinceros  elogios,  creemos  qne  no  ha  llegado 
aún  el  tiempo  de  la  unificación,  que  el  medio  buscado  para 
conseguirla  no  ba  de  dar  los  resultados  que  sus  autores  se  pro- 
ponen, y  que  desde  luego  ha  de  producir  ana  perturbación 
grande  en  la  vida  civil  de  las  provincias  y  territorios  aforados; 
pues  si  se  quería  dejar  á  salvo  bus  instituciones,  lo  natural 
era  que  se  hubieran  publicado  los  Códigos  especiales  al  mismo 
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"tiempo  que  el  general,  y  ai  se  pretende  implantar  éste  como 
tínico  cuerpo  leg^l  en  todo  el  territorio  español,  ha  debido  de- 
clararse explícitamente,  sin  que  por  virtud  de  los  artículos  6.** 
y  7.°  se  dó  lugar  á  que  disposiciones  y  costumbres  tal  vez 
próximas  á  desaparecer  vengan  á  adquirir%nuevas  condiciones 
de  yida  y  una  autoridad  que  no  tenían. 

Por  otra  parte,  es  muy  de  observar  que  el  art.  6.°  de  la  ley 
expresa  que  en  los  apéndices  del  Código  civil  han  de  contener- 
se las  instituciones  ferales  que  conviene  conservar,  y  por  lo 
ianto,  no  es  aventurado  creer  que  sólo  se  conservarán  las  ins- 
tituciones de  aquella  clase  transcritas  al  Código  general,  toda 
vez  que  si  las  demás  fueran  convenientes  también  sé  hubieran 
aceptado  para  la  legislación  común. 

Repetimos,  pues,  que  habría  sido  más  liso  y  menos  ex- 
puesto á  complicaciones  y  controversias  aceptar  desde  luego 
el  criterio  radical  de  la  inmediata  uniñcación,  si  para  ello  se 
entendía  que  era  llegado  ya  el  tiempo,  y  que  en  otro  caso  era 
más  natural  que  sólo  se  declarase  que  las  provincias  ó  territo- 
rios donde  hoy  existen  instituciones  ferales  siguieran  rigién- 
dose por  ellas,  hasta  que  se  creyera  llegado  el  instante  de 
unificar  el  Derecho  civil  español. 

Luis  M.  Míqukl  Ibarqüen- 


ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL 


lAs  ¿udleuciu  d«  lo  eriminal,  isen  compateatas  pan  cohubt  le  I&b  c&u» 
o«nt»  loa  Alcaldas  7  Autoridadas  adminlstraüvaa  da  pobl&dotiaB  dond» 
no  raaldaii  dlclua  Tribimaleal— Cancapto  7  estansiún  da  bsb  atrtbicionsa 
respacto  &  dlclios  prosesos,  7  en  los  erigidos  eostia  Jueces  de  primera 
liutaacU  7  munlcipalea. 

Publicada  la  ley  de  14  de  Septiembre  de  1882,  y  la  adicio- 
nal á  la  provisional  sobre  organizaciúa  del  Poder  judicial  de 
14  de  Octubre  del  propio  aSo,  Burgieron  repetidas  dudas  acerca 
de  la  competencia  que  venía  atribuida  á  determinados  Triba- 
nalea  para  entender  en  las  causas  contra  ciertos  functonariosp 
de  antea  sometidos  á  especiales  jurisdicciones. 

Ocioso  es  recordar  la  perturbacidn  y  el  desconcierto  qne  ta- 
les cuestiones  producen  en  la  pronta  administracidn  de  la  jus- 
ticia, frecuentemente  entorpecida  por  incidentes  jurisdicciona- 
les, que  dan  por  consiguiente  resultado  la  paralizacii5a  de  los 
procedimientos  y  el  desconcierto  más  lamentable  en  el  desen- 
volvimiento práctico  de  las  elevadas  funciones  del  organismo 
judicial. 

Las  discrepancias,  por  lo  tanto,  de  criterio,  en  asnnto  de  tal 
ifiínscendencia,  habrían  necesariamente  de  elevarse  al  conoci- 
miento del  más  alto  de  loa  Tribunales  del  Estado  y  del  Jefe  del 
Miaisterio  fiscal,  encargados,  por  la  superioridad  de  sus  funcio- 
nes, de  determinar  la  verdadera  doctrina,  interpretando  con 
:uitoridad,  que  pudiera  xaliñcarse  de  dogmática,  los  ambiguos 
¡'receptos  de  la  ley.  / 

Empero  las  dudas  no  han  cesado,  las  discrepancias  signen 
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subsistentes;  y  bien  pudiera  asegurarse  que  la  mayoría  de  la» 
Aadicnclas  de  lo  criminal^  ó  se  atribuyen  facultades,  de  que  en 
nuestro  sentir  carecen,  ó  sí,  por  el  contrario,  limitan  su  juris- 
dicción á  aquello  que,  según  la  ley  les  compete,  encuentran 
en  el  Ministerio  público  una  oposición  de  criterio,  que  contri* 
buye  por  modo  evidente  á  hacer  más  ostensible  la  necesidad 
de  poner  definitivo  término  á  un  orden  de  cosas  que  cede  en 
perjuicio  de  la  administración  de  la  justicia. 

Abandonadas  hoy,  en  bien  de  la  ciencia  del  Derecho,  las 
sutilezas  y  nimiedades  que  los  antiguos  jurisconsultos  invoca- 
ban al  estudiar  el  concepto  jurídico  de  la  competencia;  inspí- 
rados,  por  otra  parte,  los  Códigos  modernos  en  principios  más 
exactos,  y  transformada^  en  armonía  con  los  organismos  polí- 
ticos la  idea  do  la  jurisdicción,  es  perfectamente  excusable  que 
nosotros,  prescindiendo  de  múltiples  teorías,  sinteticemos  bre- 
vemente lo  que  importa  al  objeto  del  presente  estudio. 

La  idea  abstracta  del  Derecho  se  realiza  y  adquiere  efecti- 
vidad por  medio  de  las  leyes  sustantivas,  que,  por  decirlo  así,^ 
lo  definen  y  estatuyen;  y  se  complementa  y  ultima  con  las  le* 

yes  llamadas  adjetivas^  porque  determinan  el  modo  de  hacer 

» 

eficaz  ante  los  Tribunales  el  derecho  preestablecido. 

Estas  leyes  adjetivas,  reguladoras,  rituarias  ó  de  procedi: 
miento,  en  armonía  con  la  fundamental  del  Estado,  han  insti- 
tuido la  manera  de  funcionar  ciertas  entidades,  á  quienes  vie- 
ne cometida  la  dispensación  del  derecho,  á  saber,  los  Jueces  y 
Tribunales  de  diversos  órdenes  y  de  jerarquías  diferentes,  que 
en  virtud  del  poder  que  les  está  encomendado,  administran  jus* 
ticia,  que  es  como  la  finalidad  del  derecho  en  el  desenvolvi- 
miento de  la  sociedad. 

Y  he  aquí  el  concepto  supremo  de  la  competencia:  concepto 
clarísimo  y  evidente,  porque  sus  términos  se  hallan  condensa- 
dos  en  estas  breves  palabras:  facultad  atribuida  por  la  ley  ¿ 
ciertos  organismos  sociales  para  aplicar  el  Derecho  adminis- 
trando justicia. 

Así  entendida  la  competencia,  puede  asegurarse  que  en 


48  REVISTA  DS  LEeiSLÁGlÓN 

nuestra  Monarquía  tradicional,  el  Rey  era  la  fuente  de  toda 
jurisdicción,  la  personificación  sensible  de  la  justicia,  y  el  orí- 
gen  y  fundamento  de  todas  las  jurisdicciones,  puesto  que  en  so 
soberanía  residía,  como  esencial  atributo,  la  potestad  suprema 
de  aplicar  las  leyes. 

Es,  por  tanto,  evidente  que  hoy,  salvo  los  casos  de  jurisdic- 
ción retenida,  sobre  cuya  conveniencia  ó  inconveniencia  no  ha- 
bremos de  discutir,  la  competencia  está  vinculada  en  los  Tri- 
bunales, á  quienes  por  el  art.  76  de  la  Constitución  vigente,  se 
confiere  por  modo  exclusivo  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  y  criminales,  siquiera  administren  la  justicia 
en  nombre  del  Rey. 

Circunscribiéndonos  al  derecho  criminal,  la  competencia  en 
asuntos  criminales  viene  atribuida  en  cuanto  á  la  jurisdicción 
ordinaria  al  Tribunal  Supremo;  á  las  Salas  de  lo  criminal  de 
las  Audiencias  territoriales  y  Audiencias  de  lo  criminal;  á  los 
Jaeces  de  instrucción  y  á  los  Jueces  municipales.  Conocen, 
además,  como  jurisdicción  especial  de  asuntos  criminales;  el 
S^enado  en  los  casos  previstos  por  la  ley  fundamental;  los  Tri- 
bunales de  guerra  y  marina;  los  Tribunales  eclesiásticos  en  los 
delitos  de  esa  clase,  con  sujeción  á  lo  prevenido  por  los  Sagra- 
dos Cánones;  los  Cónsules  en  la  forma  prevenida  por  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial  en  sus  artículos  342,  345  y  346,  y 
finalmente,  las  Autoridades  administrativas  y  de  policía  en  de- 
terminados casos. 

m 

Es  elemental  en  cuestiones  de  competencia,  que,  notólo  la 
naturaleza  del  delito,  ó  el  territorio  donde  se  cometa,  sino  tam- 
bién las  circunstancias  personales  del  indicado  como  responsa- 
ble, atribuyen  á  éste  á  al  otro  Tribunal  el  conocimiento  del 
asunto.  Y  en  consecuencia  de  dicha  tesis,  el  llamado  fuero  per- 
sonal debe  ser  mirado  como  una  de  las  fuentes  de  jurisdicción 
en  lo  criminal,  que  por  su  -naturaleza  es  siempre  improrroga- 
ble; puesto  que  la  especie  de  jurisdicción  prorrogada  en  los 
delitos  conexos  de  distintos  territorios  á  un  solo  Juez,  y  el  lla- 
mado fuero  de  atracción,  no  invalidan  el  principio  absoluto  da 
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la  improrrogabilidad,  antes  bien,  lo  confirman  y  robustecen. 

En  lo  qne  hace  á  la  jarisdícción  ordinaria,  y  sin  extender- 
DOS  más  allá  del  Reglamento  provisional  para  la  administra- 
ción de  justicia,  en  sus  artículos  58  y  90,  ya  se  consigna  que 
en  determinados  casos,  y  atendidas  las  condiciones  personales 
de  los  presuntos  reos,  conozcan  de  los  procesos  en  unos,  el  Tri- 
bunal Supremo;  y  tratándose  de  Jueces  legos  ó  eclesiásticos, 
ó  de  Alcaldes  en  el  ejercicio  de  funciones  judiciales,  las  Au- 
diencias, componiéndose  la  Sala  necesariamente  de  cinco  Ma- 
gistrados. 

Rsa  especie  de  correlación  entre  la  categoría  personal  del 
acusado  con  la  del  Tribunal  que  había  de  juzgarle,  fué  exten- 
diéndose sucesivamente,  y  si  se  creía,  por  ejemplo,  en  el 
Reglamento  provisional,  que  un  Gobernador  de  provincia,  de- 
biera por  su  jerarquía  venir  sometido  á  la  jurisdicción  del  Su- 
premo, creyóse  oportuno  más  adelante,  que  un  Alcalde,  ó  un 
Dipatado  provincial,  debería  comparecer,  no  ante  un  Juez  in- 
ferior, sino  ante  un  Tribunal  de  superior  categoría.  Y  todavía 
se  extendió  más  tal  doctrina,  llevando  esa  especie  de  respeto 
al  fuero  personal,  á  las  jurisdicciones  especiales,  que  á  su  vez 
lo  consignaron  respecto  á  los  no  aforados.  Sirva  de  comproba- 
ción á  esta  tesis  la  ley  de  9  de  Julio  de  1882,  que  establece 
distintos  órdenes  de  Jueces,  según  la  graduación  de  los  mili- 
ares que  hayan  de  ser  juzgados  por  los  tribunales  del  fuero 
ordinario,  y  la  de  10  de  Marzo  de  1884,  en  cuanto  á  los  no  mi- 
litares que  responden,  atendida  su  jerarquía,  ya  en  Consejo 
de  guerra  ordinario,  ya  de  oficiales  generales. 

Sintetizando  ahora  lo  que  sirve  de  materia  al  presente  es- 
tudio y  publicada  la  ley  dé  14  de  Octubre  de  1882,  que  esta- 
tuyó las  nuevas  Audiencias  de  lo  criminal,  suscitáronse  acalo- 
radas controversias  jurisdiccionales,  que  pueden  condensarse 
en  estas  tres  cuestiones,  base  de  todas  las  divergencias  sur- 
gidas. 
1."     Los  funcionarios  administrativos  que  ejercen  autoridad, 

ó  los  Concejales  de  Ayuntamiento,  siempre  que  unos  y  otros 
TOMO  73  4 
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no  lo  sean  de  capital  de  proyincia,  ó  de  poblaciones  donde  haja^ 
Aadiencias,  ¿están^  si  no  se  tratase  de  delitos  anteriores  á  14 
de  Octubre  de  1882,  sometidos  con  jurisdicción  especial,  á  las 
Audiencias  de  lo  criminal?... 

2.*  Los  Jueces  de  instrucción  y  municipales,  ¿deberán  ser 
juzgados  por  las  Audiencias  territoriales  exclusivamente,  ó  por 
las  Salas  de  lo  criminal  de  dichos  Tribunales,  ó  Audiencias  de 
lo  criminal,  según  la  respectiva  demarcación  jurisdicional?... 

3.*  ¿Qué  Juez  es  competente,  y  cuál  es  la  extensión  de  sus 
facultades,  para  la  instrucción  del  sumario?... 

Si  para  resolver  las  disidencias  que,  como  hemos  indicado,, 
surgieron  ante  los  preceptos  de  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1882, 
estudiados  en  relación  con  los  contenidos  en  la  orgánica  de 
1870,  art.  276,  hubiéramos  de  acudir  á  las  resoluciones  del 
Presidente  y  Fiscal  del  más  alto  de  los  Tribunales  de  la  Na- 
ción, lejos  de  desvanecerse  las  dudas,  habrían  seguramente  de 
aumentarse.  En  efecto,  en  la  circular  de  la  Presidencia  del  Su- 
premo, de  10  de  Julio  de  1884,  al  resolver  las  consultas  eleva- 
das por  las  Audiencias,  se  determina,  que  cuando  los  Jueces 
dirijan  la  instrucción  contra  funcionarios  administrativos  de 
puntos  donde  no  haya  Audiencia,  pueden  y  deben  proceder 
con  facultades  propias,  y  que,  por  el  contrario,  si  el  sumario  se 
incoa  contra  funcionarios  residentes  en  capital  de  provincia  ó 
de  Audiencia  ó  Diputados  provinciales,  ó  en  los  demás  casos 
enumerados  en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  14  de  Octubre  citada, 
deberán  los  Jueces  instructores  atenerse  á  lo  prevenido  en  el 
art.  303  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Mas  frente  á  tan  explícito  mandato,  la  Fiscalía  de  dicho 
Tribunal,  en  Circular  de  18  de  Agosto  de  1884,  prevenía  á  sus 
subordinados  lo  contrario,  ordenándoles  que  en  uno  y  otro  su- 
puesto, formulasen  la  querella  ante  las  Audiencias  respectivas, 
y  dedujesen  los  recursos  procedentes,  d  los  Jueces  se  atri- 
buían facultades  propias  para  conocer  en  asuntos  sobre  los  que 
no  tenían  sino  jurisdicción  delegada. 

De  esa  diversidad  de  criterios  surgieron,  como  luego  ha* 
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Iremos  de  examinar^  multitud  de  recursos,  fuente  de  juríspra- 
dencia,  sentada  por  el  Tribunal  Supremo,  con  el  acierto  y  la 
sabiduría  que  le  es  propia. 

Preveníase  por  el  art.  276  de  la  ley  orgánica  de  1870,  que 
las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias  territoriales  cono- 
ciesen en  única  instancia  de  las  causas  contra  funcionarios  ad- 
ministrativos que  ejerciesen  autoridad  por  delitos  cometidos  en 
el  ejercicio  de  sus  cargos,  fuera  de  los  atribuidos  al  Supremo; 
jurisdicción  extendida  por  el  art.  141  de  la  ley  de  29  de  Agosto 
de  1882,  á  los  delitos  cometidos  por  los  Diputados  provinciales. 
Y,  asimismo,  atribuía  á  las  dichas  Audiencias,  la  citada  ley 
orgánica,  las  causas  contra  Jueces  de  instrucción.  Jueces  y 
Fiscales  municipales  y  Jueces  eclesiásticos  inferiores;  debien- 
do cumplirse  en  cuanto  á  los  militares  de  superior  graduación, 
lo  mandado  en  la  ley  de  9  de  Julio  de  1882. 

He  aquí,  portante,  los  antecedLentes  legales  que  en  primer 
término  han  de  tenerse  presentes  al  estudiarlas  trnascedentales 
variaciones,  introducidas  en  materia  de  competencia  por  la  ley 
de  14  de  Octubre  de  1882,  6  sea  la  adicional  á  la  orgánica  de 
Tribunales;  variaciones  indispensables  supuesta  la  creación  de 
nuevas  Audiencias  para  la  administración  de  la  justicia  en  lo 
criminal. 

Porque  esa  ley  adicional,  no  sólo  modificó,  como  errónea- 
mente se  ha  sostenido,  algunas  de  las  reglas  de  competencia 
por  razón  del  fuero  personal,  sino  que  basta  la  atenta  lectura 
de  su  art.  4.^  para  asegurar  que  el  art.  276  de  la  ley  orgánica 
quedó  virtualmente  derogado,  en  armonía  con  la  nueva  orga- 
nización dada  á  los  Tribunales  para  el  establecimiento  del  jui- 
ció  oral  y  público.  Esta  doctrina,  acertadamente  sancionada 
por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  19  de  Septiembre 
de  1885  y  otras,  encierra  la  clave  del  problema,  toda  vez  que 
8i  dicho  artículo  se  halla  derogado,  á  no  ser  en  los  delitos  an-  - 
tenores  al  15  de  Octubre  de  1882  (Sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo del  propio  día;  Comp.,  núm.  230)  no  hay  para  qué  in- 
vocarle, sino  estudiar  la  cuestión  dentro  de  los  preceptos  de  la 
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ley  adicional,  en  relación  con  la  de  Enjaiciamiento  criminal 
vigente. 

Pnes  bien;  admitido  como  índiscatible  qne  el  repetido  ar- 
tículo 4.**  de  la  ley  adicional  ha  derogado  el  276  de  la  orgánica 
del  Poder  jadicial,  sígnese  como  lógica  consecuencia  qne  »í 
en  aquél  se  asienta  una  regla  general  y  se  enumeran  las  ex- 
cepciones, lo  que  no  se  halle  exceptuado  está  dentro  de  la  re- 
gla, y  sobre  esta  argumentación  no  caben  ni  sutilezas,  ni  ca- 
prichosas distinciones. 

Es  la  regla  general  que  las  Salas  de  lo  criminal  de  todas 
las  Audiencias^  sean  ó  no  territoriales,  conocen  de  las  causas 
por  delitos  cometidos  dentro  de  su  circunscripción  respectiva, 
que  competan  á  la  jurisdicción  ordinaria.  Son  las  excepciones 
ciertos  procesos  encomendados  especial  y  taxativamente  á  las 
Salas  de  las  territoriales,  á  la  Audiencia  en  pleno,  6  al  Su- 
premo. ¿Se  mencionan  entre  ellos  los  iacoados  contra  fancio- 
narios  administrativos  que  lo  sean  de  pueblos  no  capitales  de 
Audiencia  ó  de  provincia?...  Ciertamente  que  no;  luego  su 
fuero  personal  está  dentro  de  la  regla  general,  que  atribuye 
la  competencia  á  los  Jueces  de  instrucción  para  el  sumario  y 
á  la  respectiva  Audiencia  para  el  juicio,  todo  dentro  de  los  tér- 
minos adecuados  á  la  jurisdicción  ordinaria. 

Y  en  armonía  con  ese  precepto  explícito,  absoluto  y  termi* 
nante,  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  14  de  Septiembre 
de  1882,  anterior  á  la  adicional,  pero  informada  en  los  mismos 
principios  adecuados  á  la  reforma  de  organización  de  los  Tri- 
bunales, estableció  en  su  art.  14  que  fuera  de  los  casos  reser- 
vados al  Senado  (1)  y  de  aquellos  que  expresa  y  limitativa- 
mente  atribuye  la  ley  al  Tribunal  Supremo,  á  las  Audiencas 
territoriales,  á  las  jurisdicciones  de  Guerra  y  Marina  y  á  las 
Autoridades  administrativas  ó  de  policía  (2),  los  Jueces  de  ins- 
trucción son  competentes  para  la  instrucción  del  sumario  en 


(1)  Artioolo  45  de  la  Constitución  de  1876,  y  ley  de  11  de  Kayo  de  1849. 

(2)  Artícolo  626  del  Código  penal. 
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toda  clase  de  delitos;  y  para  conocer  de  la  causa  y  del  juicio 
respectivo^  las  Salas  ó  Audiencias  de  lo  criminal  de  la  circans- 
cripción  correspondiente. 

Y  por  si  todavía  no  pareciese  claro  é  indiscatible  lo  que 
venimos  sustentando,  el  art.  303  de  la  dicha  ley  de  Enjuicia* 
m  iento,  al  hablar  de  la  formación  de  los  sumarios,  sólo  auto- 
riza el  nombramiento  de  Juez  delegado  en  aquellas  causas 
encomendadas  especialmente  por  la  ley  orgánica  á  determina- 
d  os  Tribunales.  De  modo  que  si  según  el  art.  4.^  de  la  adicio- 
naly  las  causas  contra  funcionarios  administrativos  que  no  lo 
sean  de  capital  de  provincia  ó  Audiencia,  no  vienen  atribui- 
das á  Tribunales  determinados,  es  innegable  que  no  les  es 
aplicable  el  párrafo  2.°,  sino  el  1.°  del  art.  303,  ó  más  claro, 
que  el  Juez  instructor  lo  es  propio,  no  especial,  porque  las  Au- 
diencias de  lo  criminal  no  pueden  delegar  facultades  que  la 
ley  no  \eñ  reconoce,  y  que  son  exclusivas  de  los  Jaeces  de  ins- 
trucción. 

El  Tribunal  Supremo  no  ha  podido  sentar  jurisprudencia^ 
porque  sobre  la  competencia  ó  incompetencia  del  Juez  para 
actuar  en  el  sumario  no  se  da  recurso  de  casación,  según  el 
art.  23  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  lo  resuelto  en  sentencia 
de  3  de  Diciembre  de  1884;  pero  realmente  no  era  preciso, 
pues  la  ley  está  tan  terminante  que  huelga  toda  interpreta- 
ción. Nos  remitimos,  sin  embargo,  á  la  notable  doctrina  con- 
signada en  la  sentencia  de  19  de  Septiembre  de  1885,  inserta 
en  la  Gaceta  de  4  de  Octubre  siguiente,  pues  en  ella  puede  ob- 
servar se  que  á  más  de  confirmar  la  doctrina  de  que  los  funcio- 
narios administrativos  ó  Alcaldes  de  poblaciones  que  no  lo 
sean  de  capital  de  provincia  ó  Audiencia,  están  dentro  de  la 
regla  general  de  jurisdicción,  viene  á  reconocerse  la  facultad 
de  instruir  el  sumario  en  el  Juez,  puesto  que  habiéndolo  hecho 
así  el  Juez  de  Puente  del  Arzobispo,  sólo  se  reformó  lo  acor- 
dado respecto  al  otro  procesado,  que  por  ser,  no  Alcalde,  sino 
Juez  municipal,  debía  ser  sumariado  por  un  Juez  especial, 
conforme  al  art.  303  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 
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Hemos  dicho  que  por  el  art.  4.**  de  la  ley  adicional  no  se 
reconoce  á  las.  Audiencias  de  lo  criminal  facaltad  de  conocer 
en  las  cansas  de  la  manera  especial  que  dicho  artículo  atribu- 
ye á  las  territoriales  y  al  Supremo;  y  si  eéte  precepto  absoluto 
no  admitiese  excepciones,  forzoso  sería  admitir  que  ni  los  Jue- 
ces de  instrucción,  ni  los  municipales,  deberían  ser  juzgados 
por  otras  reglas  que  por  las  de  la  jurisdicción  ordinaria,  y  que 
los  sumarios  no  precisarían  para  su  instrucción  de  Juez  dele- 
gado. Pero  es  bastante  leer  el  párrafo  2/  del  repetido  art.  4.", 
y  su  atenta  lectura  demostrará  que  los  funcionarios  judiciales 
se  hallan  dentro  de  las  frases  «salvo  lo  dispuesto  en  esta  ley 
ú  otras  especiales.»  Y  en  efecto,  aparece  incuestionable  que  la 
ley  adicional  ha  dejado  subsistentes  los  artículos  246,  258  y 
259  de  la  orgánica  (Sents.  del  Tribunal  Supremo  de  25  de  Oc- 
tubre  de  1884  y  19  de  Septiembre  de  1885);  y  por  lo  tanto,  y 
conforme  á  los  artículos  757,  775  y  303  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  vigente,  la  querella  ó  antejuicio,  y  aun  la 
simple  denuncia,  por  los  delitos  cometidos  por  los  Jueces  de 
instrucción  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  fuera  de  él,  han 
de  ser  formulados  ante  la  Sala  de  lo  criminal  de  las  territoria- 
les ó  Audiencias  de  lo  criminal  respectivas,  segdn  el  fuero  del 
lugar,  debiendo  dichos  Tribunales  nombrar  el  Juez  especial 
parala  formación  del  sumario  con  arreglo  á  lo  mandado  en  el 
artículo  303  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento. 

Así  lo  ha  entendido  el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de 
sentencias,  entre  las  que  deben  consultarse  las  de  25  de  Octu- 
bre de  1884,  23  de  Febrero  de  1885,  19  de  Marzo  de  1885  y  19 
de  Septiembre  de  1885;  habiendo  por  ello  desaparecido  todo 
motivo  de  duda  y  pudiéndose  consignar  como  doctrina  acep  - 
table:  1.**  Que  hallándose  derogado  el  art.  276  de  la  ley  orgá- 
nica, en  cuanto  sometía  á  las  Audiencias  territoriales  el  cono- 
cimiento de  las  causas  contra  los  Jueces  de  instrucción  por 
toda  clase  de  delitos,  y  de  los  cometidos  por  los  Jueces  muni- 
cipales en  el  ejercicio  de  su  cargo,  radica  hoy  dicha  competen  - 
cia,  sin  otra  distinción  que  la  respectiva  demarcación  de  terri- 
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-torio,  en  las  Salas  y  Aadiencias  de  lo  criminal.  2.^  Qae  en  esa 
clase  de  procesos,  ya  se  incoen  por  antejaicio,  querella,  de- 
nancía  ó  de  oñcio,  es  preciso  la  designación  de  Jaez  delegado 
para  la  formación  del  sumario.  3.^  Qae  los  Jaeces  municipales 
por  los  delitos  ordinarios,  los  Fiscales  de  dichos  Juzgados,  en 
todos  los  casos,  los  Jueces  eclesiásticos  inferiores,  los  militares 
de  Comandante  á  Coronel  inclusive  y  sus  asimilados  del  Ejér- 
cito y  Armada,  y  últimamente,  los  Alcaldes,  Concejales  y  fun- 
cionarios administrativos,  que  no  lo  fueren  de  capital  de  Au- 
diencia ó  de  provincia,  que  por  las  leyes  orgánicas  de  9  de  Ju- 
lio de  1872  venían  sometidos  á  fuero  [especial,  están  hoy  su- 
jetos á  la  jurisdicción  de  las  Audiencias  ó  Salas  de  lo  criminal, 
teniendo  los  respectivos  Jueces  facultades  propias  para  la  ins- 
trucción y  terminación  de  los  sumarios. 

Creemos  haber  expuesto  con  la  posible  claridad  la  opinión 
que  sustentamos  en  nna  cuestión  tan  debatida,  y  en  la  que  aún 
no  parece  haberse  pronunciado  la  última  palabra.  Y  decimos 
esto,  porque  en  la  Circular  de  la  Fiscalía  del  Supremo  de  30 
de  Abril  de  este  año,  ante  la  insistencia  sin  duda  de  las  con-, 
saltas,  y  la  necesidad  de  solucionarlas,  no  obstante  la  anterior 
Circalar  de  18  de  Agosto  de  1884,  se  ordena  á  los  Fiscales  que 
en  la  instrucción  de  sumarios,  admisión  de  querellas  y  proce- 
samientos de  autoridades  de  pueblos  no  capitales  de  provincia 
ó  Audiencia,  se  atemperen  á  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencia  de  25  de  Octubre  de  1884,  Qaceta  de  13  de 
Febrero  de  1885.  Pero  como  esa  sentencia  se  refiere  exclusi- 
vamente á  Jueces  de  instrucción,  no  creemos  del  todo  resuel- 
tas las  dudas  acerca  de  la  competencia  de  los  Jueces  en  los  su- 
marios contra  Alcaldes  y  funcionarios  administrativos,  ni  tam- 
poco podemos  precisar  la  fuerza  que  hoy  deba  reconocerse  á 
la  Circalar  de  18  de  Agosto  de  1884;  si  bien  en  nuestro  hamil- 
de  sentires  categórica,  explícita  y  terminante,  la  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo  en  el  asunto. 

P.  Gonzílbz  del  Alba. 
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ANOS  1874,  1875  Y  1876 

En  la  novena  reunión  del  Congreso  internacional  de  Esta- 
dística que  tuvo  lugar  en  Budapest,  capital  del  reino  de  Hun- 
gría, desde  el  29  de  Agosto  al  11  de  Septiembre  de  1876,  se 
puso  á  discusión,  en  la  Sección  segunda,  el  tema  referente  al 
movimiento  de  transmisión  de  la  propiedad  inmueble  j  á  la 
Estadística  hipotecaria. 

Acerca  de  este  punto  había  redactado  el  Magistrado  de  Bu- 
dapest, Sr.  Zluiszky,  una  notable  Memoria,  en  la  que  despué» 
de  hacer  un  estudio  comparado  de  las  legislaciones  europeas 
sobre  Registros  de  la  propiedad  y  acerca  de  las  hipotecas,  es- 
tablecía un  proyecto  de  Estadística  internacional,  cuyos  mo- 
delos, ligeramente  modificados  por  el  Ponente  Sr.  Schnierer  y 
por  la  Sección,  aceptó  el  Congreso  en  sesión  general,  tradu- 
ciéndolo en  el  siguiente  acuerdo: 

Para  estudiar  debidamente  el  movimiento  de  la  propiedad 
inmueble,  es  preciso: 

1.^  Formar  listas  anuales  del  número  y  valor  de  las  pro» 
piedades  transmitidas  y  de  las  transcripciones  hechas  en  los 
Registros  por  contratos,  ejecuciones  sucesivas  y  expropiacio- 
nes por  causa  de  utilidad  pública. 

2.^    Reunir  datos  relativos  á  todas  las  cargas  hipotecarias^' 
actualmente  inscritas. 

3.^  Presentar  datos  anuales  exactos  respecto  de  ellas,  sus 
cesiones,  etc.,  con  arreglo  á  un  modelo  que  fué  aprobado. 
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4.^  Clasificar  los  créditos  inscritos  y  los  cancelados  con 
arreglo  á  una  escala  de  interés  desde  menos  del  3  por  100  has- 
ta más  del  10  por  100. 

5.°  Clasificarlos  igualmente  por  grados  de  cuantía  desd& 
menos  de  500  francos  hasta  más  de  un  millón  de  francos. 

Inspirándose^  evidentemente^  en  este  importante  acuerdo^ 
7  con  arreglo  á  los  principios  en  él  establecidos  por  personas 
de  tanta  competencia  como  autoridad  en  estas  materias,  la  Di- 
rección general  de  los  Registros  civil,  de  la  propiedad  y  del 
Notariado,  publicó  en  el  año  1881  la  Estadística  del  Registro 
de  la  propiedad  correspondiente  i  los  años  1871,  1872  y  1873, 
y  ha  publicado  últimamente  la  relativa  á  los  de  1874,  1875. 
y  1876. 

Esta  última  publicación,  que  es  la  que  nos  correspondo 
hoy  examinar,  forma  un  abultado  volumen  de  más  de  1.000  pá- 
ginas en  folio  mayor,  y  contiene  datos  importantísimos,  que 
estamos  ciertos  han  de  merecer  la  atención  y  el  estudio  de^ 
nuestros  lectores,  no  tan  sólo  por  el  interés  que  encierran  en 
su  aspecto  jurídico,  sino  porque  constituyen  un  factor  de  gran 
transcendencia  para  la  resolución  del  problema  social,  uno  de 
cayos  aspectos,  la  crisis  agrícola,  es  hoy  objeto  de  preferente 
y  justificada  atención  por  parte  de  los  poderes  públicos. 

En  la  imposibilidad  de  dar  á  conocer  todos  los  datos  conte- 
nidos en  el  tomo  de  Estadística,  presentaremos  á  nuestros  lec- 
tores un  resumen  de  las  cifras  de  mayor  importancia,  relativas 
á  cada  uno  de  los  años  que  abarca,  exponiendo  luego  las  con- 
sideraciones que  de  los  datos  se  desprenden. 

Desde  1."  de  Enero  á  31  de  Diciembre  de  1874  se  inscribió 
en  los  Registros  de  la  propiedad  la  enajenación  de  403.035  fin- 
cas rústicas  y  la  de  83.400  urbanas.  De  las  primeras,  179.386 
se  habían  enajenado  por  última  voluntad,  siendo  su  valor  de 
164.745.311,80  pesetas;  202.084  lo  fueron  por  contrato  en  que 
medió  precio,  y  21.565  por  contratos  en  que  no  medió.  De  las 
segundas,  ó  sean  las  urbanas,  se  enajenaron  por  última  volun- 
tad 31.268,  siendo  su  valor  de  112.064.776,37  pesetas.  Por  con- 
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trato  mediante  precio  se  traasmitieron  48.248,  y  sin  precio  de- 
clarado 3.884.  El  valor  de  las  ñacas  de  ambas  clases  transmi- 
tidas por  contrato  oneroso  fué  de  238.403.655,12  pesetas  satis- 
fechas al  contado,  y  122.944.308,58  á  plazos,  y  el  valor  de  las 
que  se  transmitieron  sin  mediar  precio  fcíé  de  25.414.843,14  pe- 
setas. Be  pagó  por  impaesto  de  derechos  reales  la  cantidad  de 
10.291.514,63  pesetas,  y  por  honorarios  en  los  Registros  la  de 
1.525.743,36. 

Giásiñcadas  las  fincas  por  sn  valor,  resulta  qae  en  1874 
hubo  271.477  fincas  rústicas  y  32.810  urbanas,  cuyo  valor  in- 
dividual no  excedía  de  quinientas  pesetas;  86.417  de  aquéllas 
y  32.189  de  éstas,  que  fluctuaban  entre  quinientas  y  dos  mil 
quinientas  pesetas;  15.837  y  8.134  de  dos  mil  quinientas  una 
á  cinco  mil;  6.774  y  4.812  de  cinco  mil  una  á  doce  mil  qui- 
nientas; 1.584  y  1.619  de  doce  mil  quinientas  una  á  veinte  mil; 
1.105  y  1.060  de  veinte  mil  una  á  cuarenta  mil;  511  y  539  de 
cuarenta  mil  una  á  cien  mil;  146  y  155  de  cien  mil  una  á  dos- 
cientas cuarenta  mil,  teniendo  un  valor  individual  superior  á 
esta  última  cifra  28  fincas  rústicas  y  73  urbanas  solamente. 
De  15.711  de  las  primeras  y  862  de  las  segundas^  no  constaba 
el  precio  individual,  y  de  3.445  y  1.147  respectivamente,  no 
constaba  de  modo  alguno. 

Las  403.035  rústicas  enajenadas  en  1874,  se  subdividen  del 
modo  siguiente:  por  razón  de  su  extensión  superficial  y  de  la 
forma  de  hacerse  las  enajenaciones,  76.997  se  transmitieron 
por  contratos  ó  actos  inUr  vivos,  y  50.362  por  actos  de  última 
Toluntad,  sin  que  ninguna  de  ellas  fuese  mayor  de  20  áreas 
de  extensión  superficial;  de  veinte  á  cincuenta  áreas  se  trans- 
mitieron 57.516  en  la  primera  de  dichas  formas  y  47.520.  en 
la  segunda;  de  más  de  cincuenta  á  noventa  y  nueve  áreas, 
37.783  y  34.004;  de  una  á  dos  hectáreas,  23.206  y  22.423;  de 
dos  á  cinco  hectáreas,  13.629  y  12.676;  de  cinco  á  diez,  5.127 
y  4.303;  de  diez  á  veinte,  2.349  y  2.000;  de  veinte  á  cincuenta, 
1.193  y  1.130;  de  cicuenta  á  ciento,  615  y  482;  de  más  de  cien 
hectáreas,  692  y  451,  siendo  desconocida  la  extensión  saper- 
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ficial  de  4.542  de  las  transmitidas  por  contrato  y  4.035  de  las 
qae  lo  faeron  por  última  voluntad. 

Sin  incluir  el  de  hipoteca^  del  que  nos  ocuparemos  luego 
separadamente,  se  inscribió  en  los  Registros  en  dicho  año  la 
constitución  de  7.946  derechos  reales^  clasiñcados  del  modo  si- 
guiente: 3.556  eran  de  usufructo,  uso  ó  habitación;  660  de  ser- 
vidumbre,  de  las  cuales  hubo  506  rústicas,  142  urbanas  y  12 
especiales  para  objetos  de  utilidad  pública;  1.735  censos  enfí- 
táuticos,  322  consígnativos,  654  reservativos  y  50  vitalicios; 
705  arrendamientos  y  264  cargas  ó  pensiones  temporales. 

De  los  7.946  derechos  reales  que  en  el  citado  año  se  consti- 
tuyeron é  inscribieron,  4.512  lo  fueron  por  contrato  y  3.434  por 
última  voluntad;  no  constaba  el  precio  ó  valor  de  2.068,  y  era 
conocido  en  los  5.878  restantes,  ascendiendo  á  la  cantidad  de 
20.594.129,79  pesetas^  3.614  no  devengaron  pensión  ó  renta,  y 
la  devengaban  los  4.332  restantes,  ascendiendo  su  importe 
anual  á  1.477.009,97  pesetas.  Percibió  la  Hacienda  262.598,91 
pesetas  por  impuesto  sobre  derechos  reales  constituidos,  y 
55.^5,58  los  Registradores  por  sus  honorarios. 

Se  constituyeron  3.394  hipotecas  legales  y  2^.295  volunta- 
rias; hipotecándose  45.335  fincas  rústicas  y  14.201  urbanas, 
siendo  los  capitales  asegurados  15.694.355,73  pesetas  por  hipo- 
tecas legales  y  120.238.162,42  por  voluntarias.  Clasificadas  por 
su  duración  ó  plazo  estipulado,  hubo  7.197,  sin  plazo  fijo; 
8.213,  por  un  año  ó  menos;  7,036,  por  más  de  un  año  y  menos 
de  tres;  4.524,  por  más  de  tres  y  menos  de  seis;  1.299,  por  más 
de  seis  y  menos  de  diez,  y  1.420,  por  más  de  diez  años. 

Fueron  canceladas  18.554  hipotecas,  de  las  que  710  eran 
legales  y  las  otras  17.844  voluntarias,  quedando  en  su  virtud 
liberadas  24.798  fincas  rústicas,  por  un  importe  de  pesetas 
46.984.936,96,  y  10.678  urbanas  por  la  suma  de  52.690.751,24. 

Clasificadas  las  hipotecas  constituidas  por  su  importe  indi- 
vidual, dentro  de  cada 'clase,  hubo:  725  legales  y  4.911  vo- 
luntarias, hasta  quinientas  pesetas  cada  una;  1.633  y  12.926 
'de  quinientas  una  á  dos  mil  quinientas;  506  y  4.206  de  dos  mil 
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quinientas  una  á  cinco  mil;  316  y  2.548  de  cinco  mil  ana  á 
doce  mil  quinientas;  97  y  809  de  doce  mil  quinientas  una  á 
veinte  mil;  58  y  562  de  veinte  mil  una  á  cuarenta  mil;  37  y 
255  de  cuarenta  mil  una  á  cien  mil;  17  y  57  de  cien  mil  una  á 
doscientas  cuarenta  mil^  y  5  y  21  respectivamente ,  cuyo  va- 
lor excedía  de  esta  última  cifra. 

Se  realizaron  12.787  préstamos  con  hipoteca  sobre  ñucas 
rústicas  por  un  importe  de  42.649.055,05  pesetas.  De  esos 
contratos  no  se  estipuló  interés  alguno  expreso  en  3.177;^ 
no  excedía  de  tres  por  ciento  en  63;  fué  de  tres  á  cinco  por 
ciento  en  396;  de  cinco  á  ocho  en  4.677;  de  ocho  á  diez  en 
2.096;  de  diez  á  doce  en  1.376;  de  doce  á  quince  en  584;  de 
quince  á  veinte  en  364;  existiendo  54  préstamos  en  que  se 
pactó  expresamente  un  interés  mayor  del  veinte  por  ciento 
anual. 

Con  hipoteca  sobre  fincas  urbanas  se  realizaron  7.514  prés» 
tamos  por  un  importe  total  de  44.764.074,24  pesetas;  pactán- 
dose sin  interés,  1.560;  con  interés  anual  menor  del  tres  por 
ciento,  36;  del  tres  al  cinco,  474;  de  cinco  á  ocho,  3.116^  de 
ocho  á  diez,  1.112;  de  diez  á  doce,  732;  de  doce  á  quince,  297; 
de  quince  á  veinte,  155,  y  un  interés  superior  al  veinte  por 
ciento  anual  en  32  préstamos. 

Be  registraron  201  contratos  de  préstamo  en  la  forma  espe- 
cial de  censo  consignativo,  de  los  cuales  sólo  tres  eran  irredi- 
mibles. 

Hubo  4.055  ventas  con  pacto  de  retrocesión,  de  las  cuales 
2.915  se  referían  á  fincas  rústicas,  831  á  urbanas  y  309  á  fin- 
cas de  ambas  clases.  El  término  concedido  á  los  vendedores 
para  retraer  fué  en  1.036  sin  plazo  fijo;  en  1.186  menor  de  dos 
años,  y  en  1.833  mayor  de  dos  años.  Devengó  la  Hacienda  por 
la  formalización  y  extinción  de  estos  préstamos,  197.539,10  pe- 
setas, y  los  Registradores  33.148,31. 

Fueron  registradas  por  primera  vez  254.936  fincas  rustí' 
cas,  cuyo  valor  declarado  era  de  276.653.462,27  pesetas  y  una 
extensión  de  533.477,88  hectáreas,  y  31.185  urbanas,  que  va- 
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lían  81.394.169,24  pesetas^  y  ocupaban  6.783.904  metros  cua- 
drados. 

Los  datos  referentes  á  documentos  y  honorarios  compren- 
den sólo  el  segundo  semestre  de  1874,  porque  los  datos  del 
primero  se  incluyeron  en  el  tomo  de  Estadística  publicado 
en  1881,  donde  se  expresaban  los  datos  de  los  años  económi- 
cos de  1870-71,  1871-72, 1872-73  y  1873-74.  Durante  el  semes- 
tre se  presentaron  para  inscripción  ó  anotación  122.184  docn 
montos  modernos,  que  devengaron  1.060.904,09  pesetas;  1.922 
documentos  antiguos  (ó  sean  anteriores  á  1863),  que  rindie- 
ron 19.935,79;  21.327  informaciones  de  dominio  ó  de  posesión, 
por  163.183,67;  se  expidieron  5.629  certificaciones,  que  dieron 
un  producto  de  63.055,24;  y  se  tramitaron  447  expedientes  de 
liberación  y  análogos  que  produjeron  2.900,23.  El  total  de  ho- 
norarios devengados  en  dicho  período  fué.  de  1.309.979,02;  los 
devengados  en  mandamientos  judiciales  ó  en  favor  de  la  Ha- 
cienda y  que  no  se  percibieron,  ascienden  á  38.867,72;  el  im- 
puesto sobre  los  honorarios,  sumaba  105.271,84;  quedando, 
finalmente,  un  líquido,  á  deducir  gastos  de  personal  y  oficina, 
de  1.165.839,46  pesetas. 
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Durante  el  año  natural  de  1875  se  inscribió  la  enajenación 
de  389.171  fincas  rústicas  y  de  81.119  urbanas,  de  las  cuales 
173.685  y  30.534  respectivamente  se  transmitieron  por  última 
Toluntad,  por  un  valor  de  164.988.700,44  pesetas  las  rústicas 
y  de  132.057.681,52  las  urbanas.  Fueron  enajenadas  198.043 
rústicas  y  47.709  urbanas  por  actos  ó  contratos,  mediante 
precio,  siendo  éste  de  295.020.109,05  pesetas  al  contado^  j 
44.542.012,48  á  plazos;  y  por  actos  inier  fdvoSy  en  que  no  me- 
dió precio,  17.443  fincas  rústicas  y  2.876  urbanas,  estimadas 
en  16.904.462,76  pesetas.  La  Hacienda  percibió  jpor  impuesto 
de  derechos  reales  17.666.462.78  pesetas,  y  los  Registradores 
por  honorarios,  1.473.350,19. 
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De  las  389.171  fincas  rústicas  y  81.119  urbanas  enajena- 
das, valían  quinientas  pesetas  ó  menos  259.944  y  31.715;  de 
'quinientas  una  á  dos  mil  quinientas,  83.514  y  31.026;  de  dos 
mil  quinientas  una  á  cinco  mil,  15.610  y  7.817;  de  cinco  mil 
una  á  doce  mil  quinientas,  6.376  y  4.938;  de  doce  mil  quinien- 
tas una  á  veinte  mil,  1.712  y  1.729;  de  veinte  mil  una  á  cua- 
renta mil,  1.092  y  1.107;  de  cuarenta  mil  una  á  cien  mil,  682 
y  549;  excedían  de  cien  mil,  sin  llegar  á  doscientas  cuarenta 
mil,  207  y  166;  pasaban  de  esta  última  cifra  45  y  53;  hubo 
17.315  y  1.103,  cuyo  valor  no  constaba  individualmente,  sien- 
do desconocido  por  completo  el  de  2.674  rústicas  y  916  ur- 
banas. 

Clasificadas  las  389.171  fincas  rústicas  enajenadas  por  ra- 
zón de  la  cabida  y  la  forma  en  que  tuvieron  lugar  las  enaje- 
naciones, resultan:  menores  de  veinte  áreas,  72.929  por  con- 
trato y  50.000  por  última  voluntad;  mayores  de  veinte  hasta 
cincuenta  áreas,  56.689  y  48.830  respectivamente;  mayores  de 
50  y  que  no  llegaban  á  una  hectárea,  35.648  y  32.320;  de  una 
á  dos  hectáreas,  23.321  y  19.771;  de  dos  á  cinco,  13.105  y 
11.198;  de  cinco  á  diez,  5.055  y  4.058;  de  diez  á  veinte,  2.294 
y  1.869;  de  veinte  á  cincuenta,  1.237  y  1.006;  de  cincuenta  á 
ciento,  560  y  506;  de  más  de  cien  hectáreas,  788  y  768;  y  386 
por  contrato  y  3.359  por  sucesión,  cuya  extensión  superficial 
era  desconocida. 

En  el  citado  año  1875,  á  que  se  refieren  estos  datos,  se  cons- 
tituyeron 7.503  derechos  reales,  sin  comprender  en  este  núme- 
ro el  de  hipoteca,  que  aparece  clasificado  con  separación.  Del 
citado  número  fueron  3.015  de  usufruto,  uso  ó  habitación; 
595  servidumbres,  de  las  que  442  eran  de  naturaleza  rústica, 
148  urbanas  y  5  especiales  para  objetos  de  utilidad  pública; 
2.189  censos  enfitóuticos,  209  consignativos,  466  reservatvos 
y  74  vitalicios.  Se  registraron  además  715  arrendamientos  y 
240  cargas  ó.pensiones  temporales. 

De  los  citados  derechos  reales,  se  constituyeron  4.585  por 
contrato  y  2.918  por  última  voluntad;  no  se  declaró  el  valor  6 
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precio  en  1.511,  y  en  las  5.992  en  que  se  reconocía  importaba 
21.217.906,01  pesetas.  Devengaban  pensión  4.534,  siendo  sa 
importe  anual  1.476.731,38  pesetas,  y  no  la  deveogaban  2.969. 

Por  impuesto  en  la  constitución  de  derechos  reales,  no  hi- 
potecarios, percibió  la  Hacienda  585.865,98  pesetas,  y  se  de- 
vengaron en  los  Registros  61.011,01  por  honorarios. 

Se  constituyeron  2.870  hipotecas  legales  y  27.427  volunta- 
rías, importando  las  primeras  10.488.482,87  pesetas,  y  las  se- 
gundas 157.953.243,88.  Se  hipotecaron  48.277  fincas  rústicas 
y  15.185  urbanas.  El  total  de  hipotecas  constituidas,  que  fué 
30.297,  se  clasifica,  por  su  duración,  en  la  forma  siguiente:  sin 
plazo  fijo  7.379;  por  menos  de  un  año  8.392,*  por  más  de  un 
año  hasta  tres,  7.231;  por  más  de  tres  años  hasta  seis,  4.830; 
por  más  de  seis  años  hasta  diez,  1.235,  y  por  más  de  diez 
años  1.229. 

Se  cancelaron  807  hipotecas  legales  y  17.063  volunta- 
rias, quedando  en  su  virtud  liberadas  24.076  fincas  rústicas^ 
por  las  cuales  se  reintegró  la  suma  de  48.471*149,41  pesetas^ 
y  9.204  fincas  rústicas  por  reintegro  de  50.489.318,22. 

Clasificadas  las  hipotecas  constituidas  por  el  importe  del 
capital  asegurado,  resultan:  567  legales  y  4.624  voluntarias 
en  que  no  excedía  de  quinientas  pesetas;  1.492  legales  y 
13.565  voluntarias  de  quinientas  una  hasta  dos  mil  quinien- 
tas; 403  y  4.480  respectivamente,  de  dos  mil  quinientas  una 
á  cinco  mil;  267  y  2.781  de  cinco  mil  una  á  doce  mil  quinien- 
tas; 80  y  884  de  doce  mil  quinientas  una  á  veinte  mil;  34  y 
680  de  veinte  mil  una  á  cuarenta  mil;  19  y  306  de  cuarenta 
mil  una  á  cien  mil;  8  y  84  de  cien  mil  una  á  doscientas  cua- 
renta mil,  y  aunque  no  se  inscribió  ninguna  hipoteca  legal 
fluperior  á  esta  última  cifra,  hubo  23  voluntarias  que  la  supe- 
raron. 

Fueron  inscritos  13.354  préstaimos  con  hipoteca  de  fincas 
rústicas,  por  un  valorde  75.449.587,76 pesetas;  de  los  cuales  no 
devengaban  interés  3.084;  devengaban  menos  del  tres  por  cien- 
to anual^  56;  de  tres  á  cinco,  372;  de  cinco  á  ocho,  4.625;  de  ocho 
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á  diez,  2.443;  de  diez  á  doce,  1.580;  de  doce  á  qaince,  701; 
de  quince  á  veinte,  424,  y  mayor  del  veinte  por  ciento,  69. 

Se  impusieron  sobre  fincas  urbanas  7.638  préstamos,  en 
garantía  de  35.280.406,75  pesetas.  No  devengaban  interés  ex- 
preso 1.626;  no  excedía  del  tres  por  ciento  anual  en  23;  era  de 
tres  á  cinco,  en  364;  de  cinco  á  ocho,  en  2.974;  de  ocho  á  diez, 
en  1.283;  de  diez  á  doce,  en  774;  de  doce  á  quince,  en  377;  de 
quince  á  veinte,  en  185,  y  superior  al  veinte  por  ciento  en 
32  préstamos. 

En  la  forma  especial  de  censos  consignativos,  se  registra- 
ron 209  préstamos,  de  los  cuales  sólo  en  13  existía  pactada  la 
condición  de  perpetuidad. 

Fueron  registradas  4.104  ventas  con  pacto  de  retro,  de  las 
cuales  lo  eran  de  fincas  rústicas  2.815;  de  urbanas  933,  y  de 
fincas  de  ambas  clases  356.  El  término  pactado  para  retraer, 
fué:  menor  de  dos  años^  en  1.301;  mayor  de  dos  años,  en  1.981, 
y  no  se  estipuló  plazo  fijo  en  822.  Percibió  la  Hacienda  por 
constitución  y  resolución  de  cuenta  á  retrocesión  259.139,05 
pesetas,  y  los  Registradores  por  su  inscripción  33.135,53. 

Se  inscribieron  por  primera  vez  en  dicho  año  261.597  fin- 
cas rústicas,  que  ocupaban  una  extensión  de  536.019,75  hec- 
táreas, y  estaban  valoradas  en  174.853.771,02  pesetas;  y  31.170 
urbanas,  cuya  extensión  era  de "6. 157.522  metros,  y  cuyo  valor 
ascendía  á  74.003.513,88  pesetas. 

Por  último,  se  presentaron  para  inscripción  durante  el  año 
natural  de  1875,  258.757  documentos  modernos,  3.352  antiguos 
(anteriores  á  1863)  y  54.183  informaciones  posesorias  y  de  do- 
minio; devengando  2. 187.833,32^ pesetas  los  primeros;  34.725,32 
los  segundos,  y  410.181,14  las  informaciones.  Se  expidieron 
13.316  certificaciones,  con  un  rendimiento  de  144.897,08  pese- 
tas, y  se  tramitaron  825  expedientes  de  liberación  y  análogos, 
que  dieron  un  producto  de  6.718,13  pesetas.  Resalta,  pues, 
que  el  total  de  honorarios  ascendió  á  la  suma  de  2.784.354,99, 
de  las  cuales  se  dedujeron  80.892,20  por  lo  devengado  y  no 
cobrado  por  mandamientos  judiciales  ó  en  favor  de  la  Hacien- 
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da,  y  226.675,62  por  impuesto,  quedando  páralos  Registrado- 
res UQ  producto  líquido  de  2.476.787,17  pesetas. 


• 
*  « 


Se  inscribió  duraute  el  año  1876,  la  enajenación  de  473.633 
fincas  rústicas  y  94.544  urbanas.  De  ellas  228.200  de  las  prime- 
ras, fueron  transmitidas  por  actos  de  última  voluntad,  por  un 
valor  de  220.122.381,65  pesetas;  así  como  38  294  urbanas,  por 
145.054.044,79.  Por  contrato  mediante  precio,  se  transmitieron 
222.554  rústicas  y  52.263  urbanas,  siendo  el  precio  satisfe- 
cho al  contado  por  ambas  clases  de  predios  293.996.806,37  pe- 
setas, y  habióndose  aplazado  el  pago  de  35.392.144,63.  Por 
otros  actos  ó  contratos  inter  vivoSf  en  que  no  medió  precio,  se 
enajenaron  22.909  rústicas  y  3.987  urbanas,  estimadas  en 
29;553.301,57.  La  Hacienda  percibió  por  impuesto  en  enajena- 
ciunes  de  fincas  13.654.372,12  pesetas;  y  en  los  Registros  se 
devengaron  1.758.710,28.  El  dato  total  de  valores  por  enaje- 
naciones de  fíncas  es  de  724.118.679,01  pesetas. 

Clasiñcadas.porsu  valor  las  fíncas  enajenadas, hubo  319.992 
rústicas  y  36.087  urbanas,  que  valían  quinientas  pesetas  ó  me- 
nos; 98.314 y  35.834  pasaban  de  quinientas  hasta  dos  mil  qui- 
nientas; 17.255  y  9.713  más  de  dos  mil  quinientas  á  cinco  mil; 
7.771  y  5.948  más  de  cinco  mil  hasta  doce  mil  quinientas; 
2.634  y  2.024  más  de  doce  mil  quinientas  á  veinticinco  mil; 
1.045  y  1.324  más  de  veinticinco  á  cincuenta  mil;  646  y  701 
más  de  cincuenta  á  cíen  mil;  248  y  319  más  de  ciento  á  dos- 
cientos cincuenta  mil;  y  hubo  tan  sólo  66  y  67,  respectivamen- 
te, cuyo  valoc  individual  excedía  de  doscientas  cincuenta  mil 
pesetas.  No  constaba  separadamente  el  valor  de  19.241  rústi- 
cas y  de  1.183  urbanas,  y  era  totalmente  desconocido  en  6.091 
y  1.334. 

Se  enajenaron  por  última  voluntad  66.687  fincas  rústicas,  y 
por  contrato  82.253,  que  no  excedían  de  veinte  áreas  de  exten- 
sión superficial;  64.012  por  el  primer  medio,  y  65.750  por  el 
TOMO  73  5 
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segando,  que  tenían  más  de  veinte  hasta  cincuenta  áreas; 
42.733  y  42.065  de  más  de  cincuenta  y  que  no  llegaban  á  la. 
hectárea;  27.011  y  26.091,  de  una  á  dos  hectáreas;  14.210  y 
13.915,  de  más  de  dos  hasta  cinco;  4.996  y  5.420,  de  más  de 
cinco  hasta  diez;  2.276  y  2.657,  de  más  de  diez  hasta  veinte; 
1.337  y  1.435,  de  más  de  veinte  á  cincuenta;  616  y  632,  de 
más  de  cincuenta  hasta  ciento;  852  y  749  de  más  de  cien  hec- 
táreas, y  3.470  y  4.496  cuya  extensión  era  desconocida. 

Clasificadas  también  las  fincas  urbanas  enajenadas  por  la 
forma  en  que  lo  faeron  y  razón  de  su  extensión  superficial^ 
resultíin:  12.143  por  última  voluntad  y  19.180  por  contrato,. 
menores  de  cien  metros  cuadrados;  6.981  y  10.274,  mayores  de 
ciento  y  menores  de  doscientos;  5.285  y  7.338  mayores  de  dos- 
cientos y  menores  de  quinientos;  1.912  y  2.680  mayores  de 
quinientos  y  menores  de  mil;  859  y  1.188,  de  mil  á  cinco  mil;. 
148  y  230  de  cinco  á  diez  mil;^  50  y  48,  de  diez  á  veinticinco^ 
mil;  10  y  23  de  más  de  veinticinco  mil;  y  10.906  y  15.299  cuya 
extensión  no  se  declaraba  ó  era  desconocida. 

Los  derechos  reales  constituidos,  sin  incluir  el  de  hipoteca, 
y  que  se  registraron,  son  los  siguientes:  2.775.  de  usufructo; 
291  de  uso  y  habitación;  585  de  servidumbre;  1.827  de  censa 
enfitéutico;  471  de  reservativo;  137  de  consignativo;  142  de 
vitalicio;  768  de  arrendamiento,  y  252  cargas  ó  pensiones  tem- 
porales. La  Hacienda  pública  percibió  por  impuesto,  410.707,55 
pesetas,  y  los  Registradores  devengaron  56.782,97. 

Las  hipotecas  constituidas  fueron  32.035,  de  las  cuales  2.712' 
eraii  legales  y  29.323  voluntarias.  Se  hipotecaron  en  su  ga- 
rantía 69.886  fincas,  53.811  rústicas  y  16.075  urbanas.  Por 
las  expresadas  hipotecas  legales  se  aseguró  un,  importe  de- 
13.191.412,56  pesetas,  y  por  las  voluntarias  204.781.764,06,, 
que  hacen  un  total  de  217.973.156,62.  Clasificándolas  por  ra- 
zón del  plazo  por  que  se  constituyeron,  resultan:  7.654  sin- 
plazo  fijo;  8.209  por  meno^  de  un  año;  7,630  por  más  de  un 
año  y  menos  de  tres;  5.732  por  más  de  tres  y  menos  de  &eÍB^ 
1.518  por  más  de  seis  y  menos  de   diez;  1.214  por  más  de- 
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diez  7  menos  de  Yeinticinco;  y  78  por  más  de  veinticinco 
años. 

Teniendo  en  cnenta  su  especie  y  el  importe  del  capital  ase- 
gac^do,  resultan  las  siguientes  cifras:  constituidas  454  hipote- 
cas legales  y  5.035  voluntarias,  no  excedían  del  valor  indivi- 
dual de  quinientas  pesetas;  1.499  y  14.397,  valían  de  qui« 
nientas  una  á  dos  mil  quinientas;  370  y  4.687,  de  dos  mil  qui- 
nientas una  á  cinco  mil;  238  y  3.106,  de  cinco  mil  una  á  doce 
mil  quinientas;  83  y  1.156,  de  doce  mil  quinientas  una  á  vein- 
ticinco mil;  41  y  563,  de  veinticinco  mil  una  á  cincuenta  mil; 
15  y  272,  de  cincuenta  mil  una  á  cien  mil;  9  y  79,  de  cien  mil 
una  á  doscientas  cincuenta  mil;  y  3  y  28,  de  más  de  doscientas 
cincuenta  mil  pesetas. 

Se  cancelaron  19.815  hipotecas,  siendo  legales  564  y  volun- 
tarías 19.251,  quedando  liberadas  en  su  virtud  37.823  fíncas, 
de  las  cuales  27.603  eran  rústicas  y  10.220  urbanas.  Importa- 
ban los  capitales  representados  en  las  cancelaciones  de  las  hi- 
potecas legales,  5.046.279,20 pesetas,  y  lo  devuelto  perlas  vo- 
luntarias 103.551.490,14,  que  hacen  un  total  de  108.597.769,34. 
Clasificadas  las  cancelaciones  por  la  duración  de  las  hipotecas, 
aparece  que  se  cancelaron  3.170  de  las  constituidas  sin  término 
fijo;  5.453  de  un  año  6  menoa;  3.738  de  más  de  tres  años  hasta 
seis;  1.155  de  más  de  seis  años  hasta  diez;  558  de  más  de 
d  iez  años  hasta  veinticinco;  y  18  de  un  plazo  maj'or  de  vein- 
ticinco  años.  Se  devengaron  574.179,81  pesetas  por  impuesto 
sobre  cancelaciones,  y  90.158,12  por  honorarios. 

Con  garantía  de  predios  rústicos  se  inscribieron  14.800  prés- 
tamos,  con  un  importe  total  de  58.595.572,47  pesetas,  por  los 
cuales  devengó  la  Hacienda  por  impuesto  446.755,79  y  se  per- 
cibí eron  por  inscripción  127.224,38. 

Clasificados  por  el  interés  estipulado,  resultan:  3.174  con 
nn  importe  de  9.542.891,08  pesetas,  no  devengaron  ostensible- 
mente interés;  53  le  devengaron  de  tres  por  ciento  anual  ó 
menoS)  por  una  cuantía  total  de  750.091,45;  de  más  de  tres  á 
cinco  por  ciento,  597  por  2.630.173,48;  de  más  de  cinco  á 
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ocho  por  ciento,  5.734  por  27.478.105,36;  de  más  de  ocho  á 
diez  por  ciento,  2.507  por  10.068.375,45  pesetas;  de  más  de 
diez  á  doce,  1.564  por  4.851.472,82;  de  más  de  doce  á  qaince, 
728  por  2.210.871,46;  de  más  de  quince  á  veinte,  388  por 
645.091,10,  y  de  más  de  veinte  por  ciento  anual,  55  por  pese- 
tas 418.500,26. 

Los  préstamos  con  hipoteca  especial  de  fincas  urbanas, 
fueron:  8.250  y  su  capital  49.418.460,18  pesetas,  habiendo  sa- 
tisfecho á  la  Hacienda  por  impuesto  422.283,03,  y  por  honora- 
rios de  inscripción  60.908,70.  Clasificados  por  eVinterés  estipu- 
lado, resultan:  sin  interés,  1.640,  importando  5.132.174,93  pe- 
setas; hasta  tres  por  ciento  anual,  38  por  402.362,61;  más  de 
tres  hasta  cinco,  441  con  5.800.382,41;  más  de  cinco  á  ocho, 
3.581  con  27.579.637,67;  más  de  ocho  hasta  diez,  1.215  con 
7.063.868,74;  más  de  diez  á  doce,  730  con  2.272.560,28;  máa 
de  doce  hasta  quince,  372  con  860.964,41;  más  de  quince 
hasta  veinte,  200  con  276.646,88,  y  más  de  veinte  por  ciento, 
33  por  30.132,25. 

Se  registraron  137  contratos  bajo  la  forma  especial  de  cen- 
sos consignativos,  90  de  ellos  con  la  cualidad  de  redimibles,  y 
con  la  de  no  redimibles  los  47  restantes. 

El  número  de  contratos  de  venta  con  el  pacto  de  retro  que 
se  registraron  fué  de  4.936;  de  ellos  hubo  3.392  de  fincas  rás- 
ticas,  1.102  de  urbanas  y  442  que  las  comprendían  de  ambas 
clases.  En  1.806  se  otorgaba  para  retraer  un  plazo  que  no  ex- 
cedía de  dos  años;  en  1.684  más  de  dos  años  hasta  cinco;  en 
465  más  de  cinco  hasta  diez;  en  86  más  de  diez  años,  y  en  los 
restantes  no  se  determinaba  plazo. 

Se  inscribió  por  primera  vez  en  los  Registros,  la  propiedad 
de  162.614  fincas  rústicas,  con  un  valor  declarado  de  pesetas 
148.277.900,19.  No  excedían  de  veinte  áreas  de  extensión, 
43.288;  eran  de  más  de  veinte  á  cincuenta,  43.072;  de  más  de 
cincuenta  sin  llegar  á  una  hectárea,  33.600;  de  una  á  dos  hec- 
táreas, 20.961;  de  dos  á  cinco,  11.453;  de  cinco  á  diez,  3.750; 
de  diez  á  veinte,  1.983;  de  veinte  á  cincuenta,  1.159;  de  cin- 
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coenta  á  ciento,  458;  de  más  de  ciento,  794,  y  2.096  de  exten- 
sión desconocida. 

Se  inscribió,  también  por  primera  vez,  la  posesión  de  253.301 
fincas  rústicas,  valoradas  en  89.140.750,15  pesetas. 

El  número  de  fincas  urbanas  cuyo  dominio  se  inscribió  por 
primera  vez  en  dicho  año,  fué  de  27.022,  y  su  valor  pesetas 
86.211.118,57,  de  las  cuales  8.859  no  llegaban  á  cien  metros 
cuadrados  superficiales;  4.376  variaban  entre  ciento  y  doscien- 
tea  metros;  4.041  excedían  de  doscientos  hasta  quinientos; 
1.420  pasaban  de  quiDientos  hasta  mil;  604  pasaban  de  mil 
hasta  cinco  mil;  71  pasaban  de  cinco  hasta  diez  mil;  14  pasa- 
ban de  diez  hasta  veinticinco  mil;  12  eran  mayores  de  veinti- 
cinco mil,  y  en  7.625  no  se  declaraba  la  extensión  superficial. 

Las  urbanas  cuya  posesión  fué  inscrita  por  primera  vez  fue- 
ron 29.864,  valoradas  en  31.599.894,53  pesetas. 

Se  presentaron  durante  el  año  natural  de  1876  para  su  ins- 
cripción, 282.742  documentos  modernos  (posteriores  á  1863), 
que  devengaron  por  honorarios  2.456.502,43  pesetas;  4.036  do- 
cumentos antiguos,  que  produjeron  43.127,10,  y  72.859  infor- 
•  maciones  de  dominio  y  de  posesión  por  640.702,68.  Se  expi- 
dieron 13.207  certificaciones  que  devengaron  por  honorarios 
148.888,59.  pesetas;  y  se  tramitaron  1.129  expedientes  de  libe- 
ración y  análogos  que  dieron  un  rendimiento  de  9.265,02,  cu- 
yas cantidades  suman  un  producto  total  de  3.298.485,82  pese- 
tas, de  lék  qiie  han  de  deducirse  93.531,90  por  honorarios  de- 
vengados por  mandamientos  judiciales  ó  en  favor  de  la  Ha- 
cienda pública,  que  no  se  percibieron,  y  273.576,07  por  im- 
puesto sobre  los  honorarios,  resultando  un  rendimiento  lí- 
quido de  2.931.377,85,  del  cual  han  de  sufragarse  los  gastos 
de  instalación  y  de  personal  auxiliar. 


• 
«  « 


Del  estudio  de  las  cifras  expuestas,  deduciremos  algunas 
consideraciones,  pero  sin  que  hagamos  otra  cosa  que  indicar- 
las de  un  modo  sucinto,  á  fin  de  no  dar  sobrada  extensión  á 
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nuestro  trabajo  qae,  como  todos  caaatos  contienen  machas 
cifras,  saelen  hacerse  fatigosos  aun  para  los  más  aficionados  á 
los  estadios  estadísticos. 

La  baja  iniciada  en  la  cifra  de  las  enajenaciones  en  1873, 
debida  al  estado  de  gaerra  civil,  qae  analó  el  movimiento  con- 
tractaal  en  varios  distritos  y  moderó  notablemente  la  formali- 
zación  de  títulos  en  otros  machos,  continaó  en  descenso  en 
los  años  1874  y  1875,  siendo  ya  más  próspero  el  de  1876  en 
que  alcanzó  una  cifra  superior  á  la  obtenida  desde  hace  bas- 
tantes  años.  Es  decir,  que  la  enajenación  de  ñucas  aumentó 
de  un  modo  considerable  merced  á  la  paz  de  que  el  país  co- 
menzó á  disfrutar  en  el  último  de  los  años  expresados. 

El  mayor  contingente  de  las  fincas  que  se  enajenan  por 
contrato  corresponde  al  de  compraventa,  en  el  cual  puede  pa- 
garse al  contado  el  precio  ó  aplazarse  su  pago  en  parte  ó  en 
todo;  siendo  frecuente,  cuando  el  pago  del  precio  se  aplaza, 
que  se  hipotequen  á  su  segundadlas  mismas  fincas  vendidas. 

Por  regla  general,  y  excepto  contadas  excepciones,  tod  a 
finca  afecta  á  un  derecho  real  en  favor  de  terceras  personas, 
pierde  en  valor  y  en  condiciones  para  la  transmisión  tanto  co- 
mo representa  el  mismo  derecho  real  capitalizado;  y  de  aquí 
el  esfuerzo  que  la  propiedad  viene  realizando  para  disminuir 
la  cifra  total  representativa  de  estas  desmembraciones,  ya  se  a 
el  usufructo,  el  uso  y  la  habitación,  las  servidumbres,  los  cen- 
sos en  sus  varias  formas,  los  arrendamientos  ó  las  ca%as,  pen- 
siones ü  otros  derechos  innominados. 

El  usufructo  y  los  censos,  principalmente  el  enfitóutíco» 
son  los  derechos  reales  que  con  mayor  frecuencia  se  constitu- 
yen ó  inscriben.  En  cambio  el  arrendamiento,  de  naturaleza 
tan  favorable,  continúa  casi  por  completo  alejado  de  los  libros 
del  Registro,  hasta  el  punto  de  que  en  el  año  que  ha  alcanza- 
do cifra  mayor,  que  fué  el  de  1876,  sólo  se  inscribieron  768. 

Respecto  á  las  hipotecas,  que  es  entre  los  derechos  reales 
el  que  mayor  importancia  constitutiva  representa,  viene  no- 
tándose disminución  en  el  número  de  las  constituidas  en  1873 
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y  1874,  si  bien  en  los  de  1875  y  1876  se  ha  iniciado  alguna 
alza,  que  indudablemente  ha  seguido  en  aumento  en  los  años 
sucesivos.  En  el  trienio  que  nos  ocupa,  se  observa  un  crecien- 
te descenso  proporcional  de  las  hipotecas  legales,  que  impli- 
ca un  alza  equivalente  en  las  voluntarias. 

He  aquí,  por  último,  las  consideraciones  que  se  derivan  del 
examen  de  las  hipotecas  constituidas,  clasiñcándolas  por  razón 
de  su  plazo.  El  gravamen  efectivo  que  las  hipotecas  imponen, 
«6  determina  y  aprecia  principalmente  por  su  cuantía,  en  rela- 
ción con  el  valor  de  los  predios;  pero  hay  una  circunstancia 
independiente  de  dicha  relación  y  que  merece  estudio  deteni- 
do por  su  evidente  influencia  en  la  manera  de  ser  del  grava- 
men, y  más  todavía  en  las  facilidades  para  su  extensión  ó  le- 
vantamiento, y  esta  circunstancia  es  la  del  tiempo  por  el  cual, 
ó  durante  el  cual,  se  establece  cada  hipoteca. 

En  igualdad  de  las  restantes  condiciones  y  pactos,  las  de 
tracto  más  largo  son  generalmente  las  más  benignas,  por  ser 
evidente  que  una  hipoteca  en  que  se  conceden  seis  ú  ocho  años 
para  el  reintegro,  gravará  menos  que  otra  estipulada  por  un 
año,  exigible,  por  lo  tanto,  en  un  período  brevísimo,  durante 
el  cual  es  de  todo  punto  improbable  que  la  propiedad  devuelva 
en  producto  neto  el  importe  del  capital  que  se  le  incorpore. 

Bajo  este  aspecto,  las  variaciones  que  ofrece  el  trienio,  res- 
pecto del  anterior,  son  las  siguientes:  haber  disminuido  en  nú- 
mero las  hipotecas  constituidas  sin  plazo  fijo,  lo  cual  se  expli- 
ca por  la  disminución  ya  indicada  de  las  legales,  que  se  inclu- 
yen en  este  grupo;  haber  aumentado,  aunque  por  fortuna  muy 
ligeramente,  las  constituidas  por  un  año  ó  por  término  menor; 
aumento  algo  más  considerable  en  la  de  más  de  un  año  hasta 
tres,  y  en  las  de  más  de  tres  años  hasta  seis,  y  disminución  en 
las  de  plazos  superiores  á  seis  años,  acentuándose  más  la  baja 
en  los  que  pasan  de  diez:  como  si  el  capital  esquivara  con  cre- 
ciente empeño  las  inversiones  por  largos  periodos. 

Ramón  Sánchez  de  Ocaña. 

Julio  de  1886. 


EL  SECRETO  DEL  SUMARIO  * 


Acndimoa  al  llamamiento  qoe  hac»un  escritor  distinguido, 
cnmptieiido  el  deber  impuesto  por  el  carácter  profesional  de 
esta  Rrvista  y  tristemente  impresionados  al  ver  las  densas  nie- 
blas de  la  pasiíÍD,  pretendiendo  invadir  el  puro  ambiente  de  la 

*  En  el  a&mera  del  psTÍ¿dico  El  Imparáai,  del  dia  10  del  preBOUto  mei,  «• 
lift  publicado  la  aigaiente  iwrtK 

nSr,  Director  de  Bl  Impartial. 

uMi  querido  amigo:  El  deaeofreno  de  que  viena  dando  mnostrna  el  noticie- 
rismo  anAnimo  con  motivo  del  qne  ya  se  conoce  con  el  nomlice  de  Cñmn  dt 
la  cnlU  dt  Ft¡acarral.  mereoe  que  ae  llame  sobre  él  la  atención  de  toda  perso- 
na medianamente  itiutroda  en  asuntos  juiidicos,  sobro  todo  coanda  ge  halla 
pr63umo  el  reatableaimiento  entre  neaotroa  del  juicio  por  Juradoa- 

HHabisudo  tenido  la  bonra  de  iniciar  hace  dieciséis  años  en  El  ¡mparriat 
la  compaña  periodística  qns  me  ba  dado  el  modeeUsiiuo  lagar  que  ocupo  en- 
tre loH  eaoritoreu  de  mi  país,  no  puedo  ser  sospeoboso  para  uadie  de  desamor 
k  la  publicidad  en  materias  de  administración  de  justicia;  pero  después  de  hA- 
ber  leido  cuidadosamente  ousjito  acerca  del  indicado  crimen  ban  publicado 
los  diarias  modrileBos  de  m^  olrculaciún  deade  el  dia  siguiente  al  delsDOsaO 
basta  la  fecba,  abrigo  ¡a  oanricción  prafnndisima  de  que  si  no  se  oponen  ra- 
medius  muy  enérgicos,  aunque  indireotoa  ¿  ose  desenfreno,  Uegará  ü  ser  pun- 
to menos  que  imposible  no  sólo  la  administración  de  justicia  en  lo  criminal, 
sina  la  vida  regular  y  tranquila  en  país  donde  tales  cosas  acontecen  y  ann 
motivan  poju  y  competencias. 

II  Si,  mi  buen  amigo  y  compañero,  no  conoibo  en  este  punto  nada  m&a  ini- 
cuo, nada  m&a  repugnante,  dicho  sea  reapetando  todas  las  iutenoiones,  qns 
mioutroi  í  eausa  de  las  primeras  diligencias  de  la  iustraooión  da  on  proceso, 
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justicia;  pero  resueltos  con  firmeza  á  remontar  las  ideas  hacía 
esferas  más  tranquilas  que  áqaollas  en  donde  luchan  violentas 
corrientes  de  la  opinión,  antes  conmovida  por  el  dolor  y  la  in- 
dig'nacíón  que  causa  el  crimen,  ahora  impaciente  y  quebranta- 
'  da  por  la  duda,  y  luego  recelosa  del  acierto,  cuando  no  de  la  vir- 
tud, que  haya  presidido  en  la  formación  de  un  proceso  crimi- 
nal. Alienta  y  fortalece  nuestro  propósito  la  circunstancia  de 
haber  nacido  la  voz  de  alarma  del  seno  mismo  de  la  prensa  y 
de  persona  tan  poco  sospechosa  para  el  periodismo  como  el 
Sr.  Fernández  Martín;  pues  de  otra  suerte  acaso  hubiéramos 
ahogado  nuestro  impulso,  recelosos  de  que  la  propia  iniciativa 
no  fuese  estimada  con  la  imparcialidad  que  es  de  desear;  ya 
que  los  momentos  en  que  la  opinión  aparece  cautiva  de  emo- 
ciones, no  son  los  más  felices  para  esperar  la  crítica  de  un  jui- 
cio razonado  y  prudente. 

uno  ó  varios  individaos  so  hallan  privados  de  libertadi  incomunicados,  des- 
provistoe  de  todo  medio  de  defensa,  lo  más  libre,  lo  más  oomnnioatlvo,  la 
prensa  periódica  que  más  influjo  puede  tener  en  la  opinión  pública,  se  consa- 
gre á  difundir  joioios,  á  deslizar  reticencias  ó  insinuaciones,  acerca  de  la  cri- 
minalidad ó  de  la  inocencia  de  tal  ó  cual  detenido,  fundándose  en  rumores, 
en  palabras,  en  hechos  ó  en-  omisiones  más  ó  menos  ciertos,  más  ó  menos  fiel- 
mente recogidos»  sin  que  se  sepa  dónde,  cuándo,  cómo,  ni  por  quién,  previ- 
niendo en  pro  ó  en  contra  de  determinadas  personas  el  ánimo  de  los  que  en 
ni  día  habrán  de  juzgarles. 

nSsto,  digase  lo  que  se  quiera,  no  lo  hace  la  prensa  que  se  estima  en  nin- 
gún país  civilizado.  En  todas  partes  donde  ocurre  un  crimen  rodeado  de  cir- 
cunstancias extraordinarias,  los  periódicos  diarios  dan  noticias  del  hecho,  re- 
firiéndolo hasta  en  sus  más  pequeños  pormenores;  en  todas  partes  donde  se 
haUa  establecido  el  juicio  oral,  con  ó  sin  Jurado,  los  periódicos  bien  servidos 
informan  á  sus  lectores  de  las  peripecias  de  aquel  A.CTO  público;  y  lo  uno  7 
lo  otro  sirve  para  iluminar  la  acción  investigadora  de  la  justicia  y  para  con- 
tener la  arbitrariedad  de  los  Jueces,  que  saben  van  á  ser  juzgados  á  su  vez 
por  la  opinión,  aun  cuando  sean  legalmente  irresponsables  por  su  veredicto; 
pero  en  ninguna  parte  se  discute  por  la  prensa,  como  se  está  discutiendo  por 
la  de  Madrid,  desde  los  primeros  instantes  del  periodo  de  la  ibstbücción  se- 
creta del  proceso  que  motiva  estas  lineas  la  uiputabilidad  obl  delito,  al 
participación  en  el  mismo  de  tales  ó  cuales  personas. 

»A  seguir  por  ese  camino,  y  autorizada  esa  costumbre,  se  Uegará  sin  tar- 


[ 
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Sin  referirnos  ahora  á  honrosíBÍmas  excepciones,  de  sentir 
es  que  la  prensa,  uno  de  los  auxiliares  más  poderosos  con  que 
debiera  contar  la  investigación  judicial,  anteponga  su  lucrati- 
va empresa  á  la  obra  común  de  la  protección  social,  en  la  que 
todos  á  porfía  estamos  igualmente  empeñados;  en  cuyo  tran- 
ce forzoso  es  marcar  el  verdadero  camino  al  que  acaso  inadver- 
tidamente se  extravió,  y  en  último  tórmino  consignar  que  los 
particulares  intereses  en  tanto  viven  y  prosperan,  en  cuanto 
fie  amoldan  y  sujetan  á  las  condiciones  de  una  sociedad  regu- 
larmente organizada. 

¿Es  necesario  el  secreto  del  sumario?  ¿Hasta  dónde  alcanza 
esta  reserva?  ¿Qué  garantías  tiene  la  justicia  contra  las  infrac- 
ciones que  con  tal  motivo  se  cometan?  Estas  cuestiones  surgen 
desde  luego  con  ocasión  del  mal  que  deplora,  con  muy  buen 

dar  mucho  á  la  venalidad  de  las  noticias  y  de  las  insinuaciones  sobre  estas 
delicadísimas  materias,  y  nos  encontraremos  con  que  asi,  como  durante  el 
imperio  del  sistema  procesal,  inquisitivo,  secreto  y  escrito,  el  criminal  procu- 
raba á,  todo  trance  atraerse  al  Escribano  ó  al  escribiente  encargado  de  pre- 
parar los  elementos  más  poderosos  del  juicio,  ahora  procurará,  cueste  lo  que 
cueste,  alcanzar  el  auxilio  de  un  periódico  de  gran  circulación,  ó  siquiera  la 
benevolencia  de  algún  noticiero  que  vaya  «haciendo  las  entrañas,»  como  vul- 
garmente se  dice,  de  los  Jurados  que  hayan  de  pronunciar  el  veredicto  de 
inocencia  ó  culpabilidad,  sin  apercibirse  de  que  son  instrumento  de  una  su- 
gestión de  larga  mano  preparada  y  realizada. 

»No  quiero  hacer  otras  observaciones;  pues  las  que  dejo  someramente  in- 
dicadas me  parecen  suficientes  para  que  todas  las  personas  honradas  se  pre- 
vengan contra  su  propia  curiosidad,  tan  luego  como  se  aperciban  de  que 
puede  ser  explotada  para  fines  incalificables. 

uKo  extrañaré  que  se  desencadene  contra  estas  lineas  el  mercantilismo 
periodístico,  que  no  condeno,  ni  siquiera  censuro,  cuando  no  lesiona  dere- 
chos tan  respetables  como  los  de  la  justicia  social  y  los  de  la  honra  y  de 
la  vida  humanas,  pero  no  quiero  que  pase  sin  protesta,  aunque  sea  tan  insig- 
nificante como  la  mía,  este  gigno  del  tiempo^  que  puede  hacer  de  la  institución 
del  Jurado  en  España  el  organismo  más  peligroso  de  cuantos  se  conocen 
para  la  aplicación  de  las  leyes  en  los  juicios  criminales. 

«Tuyo  afectísimo  amigo  y  antiguo  compañero, 

» Manuel  Ferkándbz  Mabtís. 
«Madrid  8  de  JuUo  de  1886.» 
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sentido,  el  repatado  aator  de  la  carta  qae  anotamos,  y  cuyo 
examen  consideramos  tan  transcendental  como  adecaado  á  la 
Índole  de  la  Beyistá. 


« 
«  « 


La  formación  del  snmario  tiene  un  precedente  indispensa- 
ble que  da  lugar  á  su  nacimiento:  la  comisión  del  delito.  Per- 
turbado el  derecho  por  el  delincuente,  existe  á  favor  de  éste 
una  desigualdad  de  condiciones  que  es  indispensable  desapa- 
rezca, para  que  los  elementos  sobre  que  versa  el  juicio  crimi- 
nal no  vayan  injustamente  preparados,  y  ostentando,  con  ar- 
bitrariedad notoria,  el  triunfo  anticipado  de  una  de  las  partes 
sujetas  á  la  decisión  judicial.  El  cricninal  ha  concebido  el  de- 
lito en  ol  secreto  de  su  pensamiento,  estudiando  el  éxito  de  su 
idea  punible,  procurando  asegurar  su  comisión  y  cuidándose 
de  que  no  le  alcance  la  acción  de  la  justicia  para  obtener  la 
impunidad;  todo  ello  realizado  en  la  sombra  y  con  sorpresa  de 
la  sociedad  súbitamente  herida  por  inesperada  agresión. 

El  ofendido  por  el  delito  tiene  derecho  á  exigir,  cuando 
menos,  que  se  le  faciliten  condiciones  de  vida  para  reparar  su 
ofensa  y  restablecer  el  derecho  perturbado,  idénticas  á  las 
que  ha  disfrutado  el  delincuente  para  lograr  su  propósito:  con- 
cesión que  no  negarán  seguramente  ni  aun  los  más  avanzados 
partidarios  de  la  escuela  correccionalista,  pues  cualquiera  que 
sea  él  ñn  que  se  atribuya  á  la  pena,  algo  hay  que  conceder  á 
la  sociedad  y  al  individuo  lastimados  por  el  delito,  cuya  inter- 
vención en  el  proceso  revela  existir  sagrados  y  respetables 
derechos.  No  cabe  tampoco  que  la  acción  criminal  se  prepare 
por  distintos  medios  que  el  delito;  antes  bien,  si  posible  fuera 
exagerar  el  sigilo,  la  reserva  y  la  investigación  secreta,  habría 
que  conceder  la  mayor  facultad  en  este  punto  á  los  que  ejer- 
citan aquella  acción;  porque  acerca  de  los  propósitos  del  de- 
^  iincuente  nadie  está  preparado  ni  convenientemente  adverti- 
do, en  tanto  que  para  el  descubrimiento  del  delito  y  de  sus 


76  BEYISTA  DE  LSaiSLAGIÓN 

circunstancias,  existe  ocalto  un  enemigo  cuyo  afán  consiste 
en  distraer  la  acción  investigadora,  confundiendo  los  pantos 
de  vista  sobre  que  gira  el  procedimiento  y  colocándose  fuera 
del  alcance  de  la  justicia.  El  criminal  hallará  contrariedades 
y  obstáculos  para  lograr  su  propósito,  pero  no  tiene  que  la- 
char con  la  persecución  oculta  del  que  sabe  á  donde  se  en- 
caminan nuestros  pasos  y  dirige  sus  esfuerzos  á  impedir  el 
descubrimiento  de  la  verdad:  situación  desventajosa  para  la 
sociedad,  que  reclamaría  tal  vez  mayores  elementos  de  prote* 
cción  á  su  favor  en  el  primer  período  del  proceso. 

El  secreto  del  sumario  es,  por  tanto,  la  primera  necesidad 
que  surge  al  nacer  la  investigación  judicial,  como  medio  indis- 
pensable de  vida  para  establecer  la  igualdad  de  condiciones 
entre  el  ofensor  y  la  parte  ofendida;  y  es  exigencia  del  proce- 
so mismo,  á  medida  que  el  sumario  avanza  y  llegan  á  él  nue- 
vos y  respetables  derechos  que  no  es  posible  desconocer. 

Sin  detenernos  á  considerar  que  aun  los  recursos  puramen- 
te materiales  de  comprobación  entran  también  de  lleno  en  el 
secretp  sumarial,  porque  iríamos  más  allá  de  nuestro  propósi- 
to, sólo  hemos  de  fíjar  la  atención  en  el  elemento  personal 
á  que  alcanza  la  investigación,  donde  más  vivamente  se  ma- 
nifiestan los  funestos  resultados  de  una  revelación  impruden- 
te. Los  testigos  son,  en  primer  término,  auxiliares  funda- 
mentales de  la  investigación,  y  concurren  al  llamamiento  ju- 
dicial obligados  por  el  precepto  de  la  ley,  pero  amparados  de 
tal  suerte,  que  mientras  no  tengan  en  el  proceso  otra  repre- 
sentación que  la  de  su  testimonio,  son  acreedores  á  iguales 
respetos  que  los  demás  ciudadanos,  inclusa  la  consideración 
de  ser  estimados  como  inocentes  é  impedir  que  la  suspicacia  ó 
la  maledicencia  menoscaben  su  fama  de  personas  honradas. 
Y  si  admitimos  que  antes  de  la  publicidad  del  juicio,  es  decir, 
antes  que  el  testigo  aparezca  escudado  por  su  propia  revela- 
ción, puede  ser  lícito  sorprender  en  todo  ó  en  parte  lo  que 
haya  declarado,  para  que  la  común  apreciación,  juzgando  de 
nn  dato  incoherente,  sin  tener  á  la  vista  los  complementos  del 
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proceso,  edifique  y  destruya  á  su  antojo,  ni  la  investigación 
tendrá  libertad  en  su  desarrollo,  ni  por  imperiosa  que  sea  la 
ley  donde  se  consigne  la  obligación  de  declarar,  habrá  medio 
de  reducir  á  su  observancia  aí  testigo  cuyas  virtudes  cívicas, 
cuya  fama  y  buen  nombre  van  á  peligrar  en  el  abismo  de  las 
más  atrevidas  censuras. 

Son  de  mayor  alcance  estas  reflexiones,  si  se  trata  del  que 
ya  tiene  en  el  sumario  el  carácter  de  procesado.  Esta  con- 
dición, que  en  el  curso  de  las  diligencias  no  significa  otra 
cosa  que  indicio  de  participación  en  el  delito,  lanzada  sin  mi- 
ramiento á  noticia  de  todos,  cuando  no  ha  llegado  el  tiempo 
de  probar  la  inocencia  ó  la  culpabilidad,  viene  á  ser  por  igno- 
rancia del  derecho,  por  apasionamiento  del  juicio  ó  por  la  ma- 
licia humana,  supuesto  aventurado  de  delincuencia  que  mu- 
chas veces  recae  en  el  que  plenamente  se  justifica,  y  tarde  ó 
nunca  se  despoja  de  las  dudas  y  recelos  con  que  envolvieron 
flQ  nombre  las  revelaciones  inexactas,  ó  por  lo  menos  indiscre- 
tas. No  hagamos  todavía  más  triste  la  situación  del  que  está 
sujeto  á  un  procedimiento,  privado  de  su  libertad,  interveni- 
dos sos  bienes,  sufriendo  todas  las  contingencias  de  la  in- 
vestigación y  autorizando  al  propio  tiempo  á  todos  menos  á  ól 
para  divulgar  la  sagrada  intimidad  de  actos  y  palabras  que  se 
han  manifestado  en  la  seguridad  del  secreto  y  en  la  confianza 
de  un  fallo  que  sólo  á  la  justicia  corresponde  pronunciar. 

Sería  una  iniquidad  monstruosa  sostener  otros  principios 
acerca  de  este  punto.  Para  que  la  investigación  no  se  convier- 
ta en  tiranía  ni  degenere  en  un  martirio  impropio  de  los  países 
cultos,  hay  que  otorgar  á  los  individuos  aquellas  garantías  in- 
herentes á  sus  derechos  naturales  y  no  exigir  otras  prestacio  - 
nes  ni  sancionar  otros  deberes  qoe  los  puramente  indispensa- 
bles al  descubrimiento  del  delito.  Y  no  entramos  en  el  orden 
de  las  consideraciones  humanas,  donde  estas  ideas  ofrecen  di- 
latado espacio  que  recorrer,  porque  con  más  extensión  y  acaso 
con  mayor  viveza  tendríamos  que  traspasar  el  límite  que  nos 
hemos  impuesto. 
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El  secreto  del  sumario  es  una  afirmación  incontrovertible: 
sobre  la  que  no  se  concibe  la  existencia  de  duda  racional;  pero 
acerca  de  la  extensión  que  requiere  esa  necesidad  evidente, 
cabe  la  variedad  de  apreciaciones,  hoy  más  numerosas  despué» 
de  proclamado  el  predominio,  más  ó  menos  influyente,  del 
principio  acusatorio  en  nuestras  leyes  procesales.  Desde  el  mo- 
mento en  que  el  procesado  obtiene  participación  y  conocimien- 
to del  sumario,  desde  el  punto  en  que  se  admite  la  intervención 
del  presunto  culpable  en  ciertas^diligencias  de  gravedad  irre- 
parable, parece  posible  la  revelación  de  lo  que  en  esas  mismas 
actuaciones  so  contiene,  porque  salvada  la  distancia  que  ence- 
rraba en  absoluta  reserva  á  cada  una  de  las  partes,  ningún  in- 
terés hay  ya  que  consultar,  fuera  del  de  la  sociedad  y  el  del 
acusado  que  allí  tienen  su  legítima  representación. 

Hay  también  extraños  al  proceso,  aunque  con  él  relaciona-^ 
dos,  hechos  que  se  manifiestan  por  sí  mismos  en  amáloga  pu- 
blicidad á  la  que  constituye  la  materia  del  delito,  y  sobre  los 
cuales  sería  difícil  y  á  veces  ridicula  la  imposición  de  una  re- 
serva, que  en  muchos  casos  llegaría  aun  á  perjudicar  la  acción 
investigadora  de  la  justicia.  En  suma,  cuando  cesa  el  período 
de  la  investigación  secreta,  es  admisible  la  publicidad  én  de- 
terminadas circunstancias  y  condiciones;  porque  entonces  co- 
mienza la  igualdad  de  medios  entre  el  individuo  que  perpetra 
el  delito  y  la  sociedad  ó  la  persona  ofendida. 

¿Eñ  consecuencia  de  lo  expuesto  que  cualquiera  puede  di- 
vulgar los  secretos  del  sumario?  Tal  es  el  punto  grave  de* 
actualidad,  objeto  de  la  honrada  protesta  anotada  en  este  ar* 
tículo,  y  de  no  difícil  resolución  dada  la  naturaleza  misma  del 
sumario. 

En  la  esfera  de  la  moral,  á  nadie  es  lícito  penetrar  en  los 
arcanos  de  la  intención  ni  en  los  misterios  <^e  la  conciencia, 
mucho  menos  para  hacer  pública  ostentación  de  los  vicios  y 
virtudes  que  se  pretende  averiguar;  y  en  el  orden  legal  sagra* 
do  es  también  cuanto  constituye  patrimonio  exclusivo  de  una 
persona  ó  está  protegido  por  el  derecho  individual.  Pues  el  8u> 
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mario  reane  la  excelencia  de  estos  respetos,  porque  lleva  en 
sa  seno  el  concepto  moral  y  público  de  enantes  figuran  en  el 
proceso'y  es^  tocante  á  la  forma,  dominio  pleno  de  la  sociedad 
en  cuyo  nombre  actúa  el  representante  de  la  justicia.  ¿Podrá 
negarse  acaso  á  los  intereses  fundamentales  de  un  país^  al  po- 
der constituido  en  nombre  de  todos  los  asociados,  lo  que  á  uno 
sólo  es  imposible  negar?  ¿Se  dará  el  caso  de  considerar  legíti  < 
ma  la  acción  para  reivindicar  el  menos  importante  derecho 
.  posesorio  y  no  amparar  ese  mismo  derecho  cuando  le  ostenta 
la  sociedad  entera?  Absurdo  semejante  sólo  puede  concebirse 
en  un  extravío  punible.  Nadie  tiene  facultad  de  disponer  de  los 
elementos  del  sumario,  sino  aquellos  en  cuyo  provecho  se  ter- 
mina ó  en  cuyo  perjuicio  se  tramita,  y  aun  estos  últimos  den- 
tro de  las  exigencias  debidas  á  la  investigación  secreta.  Si^ 
como  antes  hemos  advertido,  llega  un  período  en  el  procedi- 
miento donde  ya  es  lícita  una  relativa  publicidad;  si  hay  he- 
chos que  por  no  haber  tenido  su  origen  en  el  sumario  siempre 
fueron  patrimonio  de  todos,  ni  aquella  publicidad  ha  de  apro- 
vechar más  que  á  los  individuos  en  cuyo  beneficio  se  estable- 
ce, porque  es  la  armonía  entre  el  derecho  de  defensa  y  el  de 
acusación,  ni  estos  hechos  deben  confundirse  con  las  diligen- 
cias sumariales,  que  son  de  la  exclusiva  pertenencia  de  quien 
prepara  con  ellas  la  acción  correspondiente. 

Comete,  por  tanto»  infracción  manifiesta  y  punible  aquel 
que  revela  ó  sorprende  el  secreto  del  sumario,  sin  que  la  ley 
autorice  este  conocimiento.  Mayor  aún  ha  de  serla  responsabi* 
lidad  cuando  la  ravelación  no  es  verídica  ó  con  motivo  de  las 
actuaciones  se  fingen  y  suponen  hechos,  conceptos  y  palabras, 
se  emiten  juicios  y  censuras,  se  anticipan  los  resultados  de  un 
folio,  más  ó  menos  probable,  y  se  construye,  en  suma,  uno  ó 
varios  procesos,  basados  en  un  solo  hecho  criminal  sin  otra  ga- 
rantía que  elmero  capricho  ó  la  malicia  humana.  En  estos  casos 
se  aparenta  la  revelación  del  secreto  cometiendo  realmente  una 
falsedad;  y  si  es  perjudicial  á  loa  intereses  y  personas'  compro- 
metidos en  el  verdadero  sumario  la  publicidad  sin  límites  de  lo 
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que  en  él  se  actúa,  no  hay  para  qué  ponderarlo  irreparable  del 
daño  que  sufren  cuando  cada  cual  se  constituye  en  Juez  de  los 
demás,  ó  pretende  revelar  verdades  que  le  son  desconocidas. 
Tales  abusos  quebrantan  la  sociedad  en  sus  más  sólidos  ci- 
mientos; porque  usurpada  la  facultad  de  investigar  el  delito, 
abierto  el  campo  á  las  presunciones  de  delincuencia,  puestos 
de  relieve  los  medios  auxiliares  de  la  justicia,  autorizada  la  no- 
vela del  crimen  antes  de  ser  comprobado  y  contribuyendo  con 
la  publicación  desenfrenada  al  mayor  bien  del  culpable  y  al 
desamparo  del  ofendido,  no  queda,  en  verdad,  sobre  la  tierra 
puuto  luminoso  de  esperanza.  En  vano  tratarán  de  sustraerse 
á  la  inmensa  responsabilidad  que  contraen,  los  que  escudan 
sus  propósitos  manifestando  que  no  revelan  fielmente  el  suma- 
mario  sino  que  recogen  aislados  rumores,  noticias  anónimas, 
detalles  particulares,  actuaciones  probables:  todo  ello  no  ate- 
núa el  mal  causado  por  la  publicidad  desbordada  y  añade  el 
ningún  respeto  que  merecen  administrados  y  administradores 
de  la  justicia. 

Aumenta,  si  cabe,  la  prohibición  de  publicar  las  actuaciones 
judiciales  durante  el  período  de  investigación,  esa  dificultad  ó 
casi  imposibilidad  de  ejercitar  una  acción  correspondiente  á  al- 
gunas de  las  infracciones  que  mediante  la  publicidad  se  come- 
ten, porque  si  en  ellas  se  persigue  la  revelación  de  un  secre- 
to, dase  por  supuesto  que  es  cierto  lo  revelado  confirmando  así 
los  datos  del  sumario;  y  si  se  denuncia  una  falsedad,  sábese  de 
igual  suerte  que  no  es  lo  publicado  la  fiel  expresión  de  las  di- 
ligencias sumariales;  ante  cuyo  peligro  muchas  veces  dejarían 
de  perseguirse  aquellas  infracciones,  si,  por  ventura,  la  ley  san- 
cionara explícitamente  su  castigo.  En  ciertos  casos  la  natura- 
leza de  la  acción  daría  cabal  idea  de  lo  que  se  actuase. 

De  todas  suertes  hay,  á  nuestro  juicio,  derecho  incuestio- 
nable para  no  tolerar  la  publicación  de  noticias  y  datos  perte- 
necientes al  sumario,  mientras  la  investigación  aconseja  tal  re- 
serva.  Y  como  dada  la  inmensa  variedad  de  accidentes  y  la 
distinción  de  motivos  es  impracticable  la  determinación  de  una 
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Tegla  fija  para  saber  en  qué  momeato  el  secreto  puede  romper- 
se sin  menoscabo  del  procedimiento,  sólo  el  criterio  del  Juez 
instructor  ha  de  facilitar  la  medida  de  tal  concesión,  como  el 
único  responsable  de  la  investigación  sumarial;  concesión  que 
ya  hemos  dicho  no  ha  de  ser  absoluta  sino  en  relación  de  de- 
pendencia con  los  fundamentales  intereses  á  que  debe  su  ori- 
gen el  sumario. 

Acaso  pudieran  parecer  innecesarias  estas  deducciones  de 
índole  puramente  procesal,  encaminadas  á  justificar  el  secreto 
del  procedimiento  en  la  forma  j  medida  que  acabamos  de  ver, 
y  ciertamente  lo  serán  para  el  menos  versado  en  materias  ju- 
rídicas; pero  como  existe  quien  por  inadvertencia  ó  con  volun- 
tad desconoce  tales  principios,  los  hombres  de  ley  han  de  refu- 
giarse ante  todo  dentro  de  su  propio  campó;  esquivando  mez- 
clarse en  la  candente  lucha  de  las  discordias  sociales  y  de  las 
mezquinas  ideas.  Si  entrara  en  nuestro  propósito  explorar  otros 
horizontes  no  muy  distantes  del  terreno  en  que  nos  hallamos, 
tendríamos  que  reducir  á  más  estrechos  límites  la  condición  en 
que  espontáneamente  se  colocan  los  que  atacan  al  secreto  del 
sumario,  porque  se  despojan,  entre  otros  derechos,  del  último 
que  abandona  al  hombre,  del  de  la  consideración  agena,  del 
que  sostiene  la  mutua  armonía  y  coexistencia  dé  los  deberes 
sociales,  sin  cuya  reciprocidad  el  individuo  se  hace  indigno  de 
la  sociedad  en  que  vive.  Pedir  justicia  imparcial  y  austera  bur- 
lándose de  ella  en  cualquiera  de  los  momentos  en  que  su  acción 
se  desenvuelve;  proclamar  lo  sagrado  de  la  institución,  profa- 
nando al  mismo  tiempo  el  ara  donde  se  eleva;  exigir  á  sus  re- 
presentantes acierto  y  responsabilidad,  mientras  se  procura  ex- 
traviar la  investigación  y  ejercer  influjo  sobre  el  libre  ejercicio 
de  la  funciones  judiciales;  sancionar  el  respeto  á  sí  mismo  y  e\ 
menosprecio  á  los  demás,  no  son  sino  delirios  de  la  mente  ó 
<;ulpas  de  la  voluntad.  No  hay  Tribunal  posible  e  n  el  país  donde 
tales  extravíos  pretenden  adquirir  carta  de  naturaleza:  lo  mis- 
mo el  Jurado  que  los  Jueces  de  derecho  necesitan  llegar  al 
juicio  exentos  de  toda  preocupación,  libres  de  toda  asechanza, 
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elevados  por  la  majestad  de  su  prestigio,  dispuestos  á  recibir 
incólume  el  sagrado  depósito  del  sumario,  confiado  hasta  en- 
tonces á  la  integridad  y  prudencia  del  Juez  instructor,  y  vi - 
viendo,  en  fin,  en  santa  paz  con  ese  otro  tribunal  respetable 
de  la  opinión,  á  quien  es  lícito  aconsejar  pero  nunca  prevenir. 
Cuando  se  desconoce  el  carácter  augusto  de  lo  más  venerable 
que  la  sociedad  atesora  ó  se  convierte  en  objeto  de  lucro  lo  que 
sólo  á  ella  pertenece;  cuando  no  hay  seguridad  ni  protección 
para  el  fundamento  de  todas  las  garantías  individuales,  se  aca- 
ricia la  falsedad,  y  antes  que  la  justicia  pronuncie  su  fallo,  la 
opinión  extraviada  ó  la  pública  maledicencia  han  divulgado 
sus  presunciones,  han  fingido  las  pruebas,  han  inventado  el 
proceso,  y  anticipan  la  culpabilidad  ó  la  inocencia,  bien  puede 
decirse  y  tristemente  profetizarse  que  esa  sociedad  alimenta  en 
su  seno  el  germen  de  su  desdichada  ruina. 

La  justicia  está  herida  de  muerte  si  no  vive  enaltecida 
por  todos  los  respetos  humanos  y  considerada  en  todas  sns 
manifestaciones. 


La  legislación  vigente  no  guarda  perfecta  armonía  con  laer 
ideas  expuestas;  porque  si  bien  es  cierto  que  el  secreto  del  sa- 
mario  se  reconoce  como  principio  inconcuso  en  nuestros  Có- 
digos, hay  infracciones  no  previstas  en  la  penalidad  á  qne 
ajustan  sus  fallos  los  Tribunales. 

La  primera  disposición  taxativa  acerca  de  este  punto  es  la 
la  del  art.  301  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  en  donde 
se  establece  que  «las  diligencias  del  sumario  serán  secretas 
hastíi  que  se  abra  el  juicio  oral,  con  las  excepciones  determi- 
nadas en  la  misma  ley.»  Parecía  lógico  que  consignada  una 
afirmación  tan  categórica  se  hubieran  tenido  en  cuenta  todas 
las  consecuencias  derivadas  de  la  aplicación  de  ese  principio; 
pues  aun  cuando  el  citado  artículo  prevé  varias -infracciones, 
no  están  comprendidas  otras  distintas  que  pudieran  cometerse^ 
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ni  la  penalidad  qne  se  establece  gaarJa  relación  con  la  enti- 
dad del  mal  producido  en  tales  casos.  En  efecto,  «el  Abogado 
6  Procnrador  de  cualquiera  de  las  partes  que  revelare  indebi- 
damente el  secreto  del  sumario,  será  corregido  con  multa 
de  50  á  500  pesetas.»  «En  la  misma  multa  incurrirá  cualquie- 
ra otra  persona  que  no  siendo  funcionario  público  cometa 
aquella  falta.»  Y  por  último,  «el  funcionario  público,  en  el  caso 
de  los  párrafos  anteriores,  incurrirá  en  la  responsabilidad  que 
el  Código  penal  señale  en  su  lugar  respectivo,*»  con  cuya  dis  - 
posición,  que  es  el  precepto  íntegro  del  art.  301,  claro  es  que 
no  está  resuelto  el  problema  de  la  penalidad  acerca  de  este 
panto. 

Sin  detenernos  ahora  en  el  examen  del  alcance  y  exten- 
sión á  que  se  prestan  las  disposiciones  transcritas,  preciso  es 
no  olvidar  que  lo  castigado  en  ellas  es  la  revelación  del  secreto 
del  stmariOj  es  decir,  la  pública  manifestación  de  los  hechos, 
datos  y  diligencias  que  le  constituyen,  pero  se  omiten  las  fal- 
sedades relativas  al  mismo^  la  suplantación  de  lo  que  se  actúa, 
la  publicidad  de  conceptos  ó  juicios  fundados  en  actuaciones 
Terdaderas  ó  supuestas,  y  tantas  otras  infracciones  que  afec- 
tan á  ese  primer  período  del  procedimiento.  Se  dirá  que  la  pe- 
nalidad correspondiente  debe  tener  su  lugar  adecuado  en  el 
Código  y  no  en  la  ley  de  Enjuiciamiento,  pero  no  sería  ociosa 
algnna  referencia  que  fuese  como  la  garantía  del  principio  á 
que  obedece  el  secreto  del  sumario. 

No  es  tampoco  suficiente  el  carácter  de  corrección  guber- 
nativa ó  disciplinaria  que  se  adopta  por  el  artículo  citado;  pri- 
mero en  razón  á  que  la  gravedad  de  ciertos  ataques  exige  san- 
ción adecuada  al  mal  que  se  produce,  y  además  porque  es  di- 
fícil, sobre  todo  en  la  práctica,  determinar  hasta  quó  punto  y 
por  quó  medios  alcanza  la  jurisdicción  disciplinaria  á  personas 
que  no  intervienen  en  el  sumario  y  alas  que,  según  el  artícu- 
lo 301,  es  aplicable  también  la  multa  de  50  á  500  pesetas. 

El  Código  penal  no  es  más  explícito  que  el  de  procedimien- 
to en  la  represión  de  los  delitos  y  faltas  cometidos  con  motivo 
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de  la  YÍolación  de  la  reserva  samarial;  pues  sólo  comprende  en 
sa  art.  378  al  fancíonarío  público  que  rompe  el  secreto  á  que 
está  obligado  por  razón  de  su  cargo,  y  en  el  371  al  Abogado  y 
Procurador  que  descubren  las  revelaciones  de  su  cliente.  Ver- 
dad es  que  si  el  sumario  se  divulga,  hay  que  exigir  la  respon- 
sabilidad en  primer  término  á  los  encargados  de  custodiar  ese 
sagrado  depósito,  y  que  únicamente  á  su  imprevisión  ó  á  sa 
malicia  será  debido  el  daño  que  se  produzca;  pero  así  no  se 
excusan  otras  responsabilidades  secundarias  ni  otros  delitos 
que  puedan  tener  por  base  el  sumario  ó  que  se  cometan  rela- 
cionados con  su  formación.  Por  lo  que  se  reñere  á  la  integri- 
dad y  pureza  de  ese  primer  período  del  procedimiento  crimínaU 
echamos  de  menos  disposiciones  encaminadas  á  su  garantía  y 
que  tengan  por  fin  exclusivo  proteger  esa  propiedad  tan  invio- 
lable como  que  pertenece  á  la  sociedad  entera,  y  en  su  libre 
ejercicio  descansan  los  prestigios  de  la  justicia  humana. 

De  esta  omisión  no  deducimos  en  absoluto  que  hoy  se  ca- 
rezca de  medios  para  reprimir  las  invasiones  de  los  particu- 
lares en  el  terreno  cuya  entrada  aún  no  se  ha  franqueado  para 
todos.  Cuando  se  lastima  el  principio  de  autoridad,  la  honra 
ó  personas  comprometidas  en  el  sumario,  preceptos  hay  en  el 
Código  cuyo  examen  consideramos  prolijo  en  este  instante; 
que  no  es  nuestro  propósito  manifestar  á  los  dignos  represen- 
tantes de  la  ley  los  recursos  que  ésta  pone  en  sus  manos  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  su  elevada  misión,  sino  invocar 
deberes  que  yacían  olvidados  para  muchos  y  avisar  prudente- 
mente al  legislador  de  los  peligros  que  amenazan  al  bienestar 
de  los  pueblos. 

A.  M.  L. 

Julio  de  1888. 
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£1  BuUetin  de  la  Sodété  de  Zegislation  coniparée,  en  sn  número  correspon- 
diente al  mes  de  Mayo  último,  publica  xm  interesante  trabajo  por  Y.  Bogisié, 
Profesor  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Odessa  y  autor  del  reciente  Código  ci- 
vil de  Montenegro,  sobre  los  principios  y  método  adoptados  en  la  confección 
de  dicho  Código,  que  ha  sido  "promulgado  el  25  de  Marzo  de  este  año  empe* 
zando  k  regir  el  día  1.**  del  corriente  mes  de  Julio. 

Las  particularidades  que  el  país  presenta  bajo  el  punto  de  vista  de  su  si- 
tuación, costxmíbres,  hábitos,  condiciones  económicas  en  que  se  encuentra  y 
las  relaciones  recientemente  establecidas  con  el  resto  de  Europa,  hablan  de- 
terminado al  autor  de  dicho  Código  á  dar  en  una  carta  fechada  en  Septiem- 
bre de  1885  algunos  pormenores  sobre  los  principios  y  método  adoptados,  y 
este  trabajo  es  el  que  ha  sido  reproducido  por  ol  Bulletin  en  atención  al  in- 
terés que  tiene  en  la  actualidad  para  formar  juicio  del  Código  referido,  aho- 
ra que  ha  entrado  en  vigor. 

Gracias  á  él,  podemos  dar  k  nuestros  lectores  algunas  noticias  sobre  el 
mismo. 

Al  recibir  Bogisié  del  Soberano  de  Montenegro  la  deUcada  misión  que  tan 
sabiamente  ha  desempeñado,  dos  corrientes  distintas  dividían  las  opiniones  so- 
bre la  forma  en  que  debía  ser  ejecutado  dicho  encargo.  Unos,  en  considera- 
ción probablemente  k  la  especial  originalidad  del  país,  creían  que  las  partes 
más  salientes  y  más  precisas  de  la  costumbre  debían  ser  recogidas  y  simple- 
mente trasladadas  al  Código  con  las  únicas  modificaciones  exigidas  por  las 
necesidades  del  momento.  Otros,  por  el  contrario,  aferrados  fuertemente  á 
las  tradiciones  del  Derecho  romano,  opinaban  que  sin  dejar  de  acomodar  la 
obra  más  ó  menos  á  las  costumbres  especiales  del  país,  bastaba  seguir  las 
huellas  de  la  Codificación  en  los  más  célebres  y  modernos  Códigos;  y  concor- 
dando ambos  sistemas,  Bogisié  procuró  hacer  una  obra  á  la  vez  sistemática  y 
popular,  teniendo  en  cuenta  de  una  parte  las  manifiestaciones  de  las  opinio- 
nes reinantes  en  la  teoria  y  en  la  práctica  legislativas  de  los  países  que  ya  se 
habían  provisto  de  un  Código  civil,  y  de  otra  los  elementos  originales  del 
país  á  que  había  de  estar  destinado  el  que  recibiera  encargo  de  formar. 
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En  sa  erudita  Exponición  de  principios  el  aator  ha  tratado  de  dar  cuenta 
exacta,  no  sólo  del  plan  trazado  en  su  obra  codificadora  y  lafi  reglas  seguidas 
en  su  desenvolvimiento,  sino  también  de  las  principales  diferencias  que  existen 
bajo  el  punto  de  vista  histórico,  político,  social,  legislativo  y  jurídico  entre 
el  Montenegro  y  los  dem¿s  paLses  de  Europa  á  la  época  de  la  Codificación  de 
su  respectivo  Derecho  civil,  diferencias  de  que  no  podía  prescindir  el  legisla- 
dor y  que  explican  suficientemente  las  modificaciones  que  se  observan  entre 
dichos  Códigos  y  el  que  examinamos. 

En  el  deseo  de  que  su  trabajo  no  resultase  estéril,  dado  el  oaráoter  y  la  vida 
histórica  excepcional  del  pueblo  montenegrino,  su  aislamiento  anterior  y  su 
reciente  entrada  en  las  relaciones  con  el  resto  de  Europa,  el  autor  tuvo  es- 
pecial cuidado  de  poner  en  perfecta  armonía  su  obra  con  las  condiciones  pro- 
pias y  la  yida  social  de  dicho  país,  estableciendo  para  ello  las  siguientes  ba- 
ses á  que  había  de  acomodarse  en  su  desenvolvimiento: 

1.*  Que  el  fondo  del  Código  debía  componerse  de  las  instituciones  y  re- 
glas de  dereqjio  existentes  á  la  sazón  en  la  vida,  en  el  espíritu  y  en  la  tradi- 
ción del  pueblo,  no  eliminando  ni  modificando  nada  de  lo  que  existiera  más 
que  en  el  caso  de  absoluta  necesidad. 

2.*  Que  á  las  instituciones  existentes  que  formaban,  por  decirlo  así,  el  ca- 
pital tradicional  del  pueblo,  no  debían  agregarse  otras  nuevas,  &  no  ser  que 
las  relaciones  de  la  vida  cuotidiana  lo  exigieran  imperiosamente. 

3.*  Que  para  evitar  todo  dualismo  en  el  derecho  y  para  facilitar  la  fusión 
entre  los  elementos  nuevos  y  los  antiguos,  se  hiciese  la  introducción  de  los 
primeros,  de  tal  suerte,  que  entre  todos  resultara  una  comunicación  reciproca 
é  incesante. 

4.*  Que  todas  las  disposiciones  del  Código  debían  estar  concebidas  y  for- 
muladas de  modo  que  pudieran  ser  aplicadas  sin  esfuerzos  por  los  hombres  y 
con  la  ayuda  de  los  medios  de  que  el  país  dispone. 

5.*  Que  el  Código  debía  ser  hecho  de  tal  suerte,  que  haciendo  inútil  toda 
violencia  no  incitase  la  introducción  de  nuevos  preceptos  á  infringirlos  ó  k 
eludirlos. 

6.*  Que  por  la  homogeneidad  de  sus  materias,  por  su  disposición  metódi- 
ca, por  la  claridad  do  la  exposición,  debía  ser  el  Código,  en  cuanto  fuere  po- 
sible, accesible  para  todos. 

7.*  Que  no  pudiendo  ni  debiendo  ser  perdidas  de  vista  las  relaciones  ex- 
teriores, debía  el  Código  á  la  vez  permitir  k  los  montenegrinos  adquirir  una 
noción  general  del  derecho  extranjero,  y  &  los  extraños  fornxarse  idea  de  las 
particularidades  de  la  legislación  montenegrina;  y 

Q^*  Que  en  vista  del  desarrollo  ulterior  del  derecho  en  el  país,  el  Código 
en  vez  de  dificultad  debía  servir  de  base  y  de  punto  de  partida  á  dicho  des- 
envolvimiento en  todas  sus  ramas  y  en  todas  sus  manifestaciones. 

No  pudiendo  por  su  extensión  seguir  en  todas  sus  partes  este  trabajo. 
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nos  limitamos  A  lo  relativo  k  la  repartición  de  materias  hecba  en  el  Código. 
En  este  punto,  el  autor  no  ha  segtddo  el  criterio  puramente  subjetivo  de  los 
antig^aos  adeptos  de  la  escuela  naturqfútaj  sino  que  objetivamente  y  tomando 
las  relaciones  jurídicas  tales  como  eUas  se  presentan  en  la  vida,  ha  adoptado 
como  regla  general  el  disponer  las  materias  según  la  afinidad  natural  que  las 
instituciones  tienen  entre  sí,  cuidando  preferentemente  de  hacer  preceder  las 
materias  monos  frecuentes  en  la  vida  del  pueblo,  de  aquellas  más  conocidas, 
para  que  éstas  conduzcan  &  aquéllas,  llevando  asi  al  lector  de  lo  conocido  A 
.lo  desconocido,  y  de  hacer  preceder  también  en  lo  posible  las  disposiciones 
generales,  es  decir,  abstractas,  de  los  elementos  concretos. 

Bajo  la  base  de  este  principio  ha  sido  dividido  el  Código  en  seis  partes,  por 
el  orden  siguiente:  1.*  Disposiciones  generales:  2.*  Derechos  reales:  8.^  Dife- 
rentes especies  de  contratos:  4.'  Contratos  en  general  y  otras  fuentes  de  obli- 
gaciones: 5.'  Personas  ó  sujetos  de  derechos;  y  6.*  Explicaciones,  definicio- 
nes y  disposiciones  complementarias. 

Como  se  ve,  esta  distribución  de  materias  se  aparta  en  algunos  puntos 
importantes  del  orden  seguido  ordinariamente  en  los  demás  Códigos  y  en  los 
tratados  de  Derecho  civil.  La  parte  consagrada  á  las  disposiciones  generales, 
hace  las  veces  de  la  introducción  general  que  se  observa  en  las  obras  didácti- 
cas y  en  algunos  Códigos.  Llaman  también  la  atención,  las  que  tratan  de  los 
sigetos  de  derecho  y  de  las  diferentes  especies  de  contratos,  y  especialmente 
la  parte  sexta  que  se  echa  de  menos  en  todos  ellos. 

En  su  Expo9Ícián  de  princip\o%,  el  autor  justifica  los  motivos  de  dicho  siste- 
.ma,  pero  nosotros  tenemos  que  renunciar  á  su  cita  para  no  dar  mayores  pro- 
porciones A  esta  reseña. 

En  cuanto  á  la  forma,  se  ha  seguido  un  estilo  sencillo  para  hacerlo  más 
comprensible  del  pueblo,  y  sólo  en  aquellos  puntos  en  que  la  extremada  con- 
cisión pudiera  peijudioar  la  claridad,  ha  procurado  el  autor  ser  un  poco  más 
prolijo. 

En  la  Expotieión  citada,  se  indican  también  los  elementos  que  podrían 
servir  para  formar  una  historia  de  la  Codificación,  como  son:  la  organisación 
de  los  trabfi^os  hechos,  los  estudios  preliminares  en  el  país,  el  orden  de  la 
confección,  lugares  en  que  han  sido  llevados  á  cabo,  consultas,  lecturas  de 
proyectos,  etc.,  etc.,  cosas  todas  que  son  de  interés  por  más  de  un  concepto. 
T  por  último,  una  especial  reseña  de  los  motivos  de  las  instituciones  que  ha 
habido  necesidad  de  introducir. 

Esperamos  poder  dar  en  breve  más  pormenores  de  este  Código,  bastando 
por  hoy  las  indicaciones  hechas  para  formar  juicio  de  toda  su  importancia . 
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El  mismo  BuHeHUf  en  su  número  correspondiente  al  mes  de  Junio  próxi- 
mo pasado,  inserta  un  importante  estudio  de  M.  Alberto  Biviére»  sobre  una 
institución  oríginalisima  conocida  en  Croacia  con  el  nombre  de  Zadruga. 

Designase  con  este  nombre,  una  de  esas  comunidades  de  familias  de  que 
tantos  ejemplos  nos  ofrece  el  Derecho  antiguo  y  que  constituye  uno  de  los 
restos  de  la  vida  patriarcal,  practicada  en  casi  toda  Europa  en  la  Edad  Me- 
dia, y  de  que  se  encuentran  vestigios  en  el  centro  de  Francia,  hasta  fines  del 
•iglo  ZTin. 

Dicha  institución  consiste  en  asociaciones  agrícolas,  por  medio  de  las 
cuales  muchos  miembros  de  una  misma  familia  ó  varias  familias  distintas 
explotan  una  propiedad  que  es  del  dominio  colectivo  de  todos  ellos.  Según  el 
autor,  todas  las  visitadas  por  él  en  Croacia  ocupaban  una  superficie  de  15  A 
íX)  hectáreas  y  el  número  de  sus  copropietarios  pasaba  comunmente  de  60. 

La  dirección  de  la  asociación  es  confiada  á  un  jefe  elegido  por  los  asocia- 
dos, que  ordinariamente  suele  ser  el  de  mayor  edad,  de  lo  que  toma  el  nom- 
bre de  StarecJñna  (el  anciano).  Dicho  jefe  tiene  k  su  cargo  la  admiuistración, 
regula  el  orden  de  los  trabajos  agrícolas,  vende  y  compra,  como  lo  baria  el 
director  de  una  sociedad  común.  Ninguno  de  los  asociados  tiene  derecho  á 
disponer  de  los  fondos  comunes  sin  el  consentimiento  de  los  miembros  ma- 
yores de  la  comunidad.  Estos  constituyen  el  poder  deliberante,  el  consejo  de 
administración,  por  decirlo  así,  de  la  sociedad,  y  sólo  después  de  largas  deli- 
beraciones es  como  se  concede  la  autorización  para  enajenar. 

En  el  cumplimiento  de  sus  deberes  de  administración,  el  jefe  es  ayudado 
por  la  dotnatchika  que  dirige  todo  lo  concerniente  al  menaje  de  la  casa.  Kl 
puede  ser  destituido  siempre  que  los  asociados  juzguen  necesaria  ó  útil  dicha 
medida,  y  por  último,  es  reemplazado  k  su  muerte,  sin  que  la  constitución  de 
esta  pequeña  república  sufra  la  más  pequeña  modificación. 

Todos  los  miembros  de  la  comunidad  tienen  el  deber  de  consagrar  todo 
el  tiempo  necesario  á  los  trabajos  de  la  explotación.  Ko  pueden  adquirir  para 
si  más  que  aquello  que  fabriquen  á  horas  perdidas,  y  el  pequeño  peculio  que 
de  este  modo  llegaren  á  formar,  es  de  lo  único  que  pueden  disponer  por  tes^ 
tamento,  porque  los  bienes  comunes  son  absolutamente  inalienables  aun 
mortÍ9  causa.  La  hija  que  so  casa  recibe  un  dote,  pero  no  puede  reclamar  nin- 
guna parte  del  dominio  colectivo,  y  hasta  el  je£Q  no  puede  disponer  por  tes- 
tamento sin  el  consentimiento  de  sus  ooasociados  más  que  de  algunos  objetos 
muebles.  Hablando  con  propiedad,  puede  decirse  que  en  rigor  no  existe  el  de- 
recho de  sucesión. 

Juzgado  á  priort  parecerá,  sin  duda,  que  este  régimen  es  poco  á  propósito 
para  estimular  la  iniciativa  y  la  actividad  individual,  porque  asegurando  ¿ 
iodos  los  asociados  una  parte  siempre  ig^ual  en  los  beneficios  cualquiera  que  sea 
su  celo  en  el  trabajo,  debiera  quitarle  todo  interés  en  los  resultados;  pero  esta 
opinión,  hasta  cierto  punto  lógica,  está  por  completo  destruida  por  la  eiq>e- 
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riencia,  pues  los  hechos  demnestran  que  las  ventigAS  de  dicha  institación  son 
muy  superiores  k  sns  inconvenientes. 

En  efecto,  en  razón  k  sn  carácter  cooperativo,  la  zadruga  combina  las  ven* 
tajas  de  la  grande  y  de  la  pequeña  propiedad.  Ella  impide  la  subdivisión  ex- 
eesiva.  Poseyendo  mAs  ganados  y  más  capital  que  los  propietarios  individua- 
les, es  mejor  cultivado  su  suelo  y  produce  mucho  más.  Con  ella  pueden  evi- 
tarse muchas  más  miserias,  siendo  á  la  vea  el  Hospicio,  el  Hospital,  la  casa  de 
Beneficencia  y  el  Asilo.  El  hijo  que  la  abandona,  sabe  que  su  plasa  le  es  re- 
servada. Aquel  á  quien  la  edad,  las  enfermedades  ó  los  accidentes  le  incapa- 
eitan  para  el  trabigo,  el  huérfano,  la  viuda  quedan  á  cargo  de  la  comunidad. 
Y  por  último,  en  esta  sociedad  cooperativa  en  que  la  sangre  es  el  vinculo  que 
los  une  y  no  el  solo  interés  pecuniario,  los  sentimientos  de  familia  se  man- 
tienen más  profundos,  y  por  esto  y  por  la  vigilancia  reciproca  de  todos,  las 
costumbres  se  conservan  más  puras. 

Ho  obstante  todas  esas  ventajas,  de  algunos  años  á  esta  parte  se  mani- 
fiesta en  (Croacia,  y  lo  mismo  en  los  demás  pueblos  slavos,  una  marcada  ten- 
denota  favorable  á  la  división  ó  desvinculación  de  estas  comunidades.  Las 
ideas  de  independencia  inspirando  á  los  asociados  el  deseo  de  libertarse  de  la 
autoridad  un  poco  despótica  de  su  jefe,  y  de  otra  parte,  la  creencia  equivoca- 
da de  que  trabajando  aisladamente  ellos  podrían  retirar  todos  los  beneficios 
de  su  labor  haciéndose  más  ríeos,  han  hecho  á  los  xadrugari  pedir  una  y  otra 
vez  la  división  de  las  propiedades  patrimoniales,  y  el  legislador  desgraciada- 
mente ha  favorecido  esta  funesta  tendencia. 

Asi  es,  que  antes  nada  podía  destruir  la  zadruga  como  no  fuese  la  muer- 
te de  todos  los  asociados,  no  permitiéndose  la  división  más  que  en  el  caso 
de  que  habiendo  llegado  á  ser  muy  numerosos  los  asociados  por  el  desarro- 
llo natural  resultante  de  los  matrimonios,  pasaban  á  constituir  al  lado  una 
segunda  zadruga;  pero  en  la  actualidad,  desde  la  ley  de  1874  está  recono- 
eida  la  libertad  más  absoluta;  todo  el  que  quiere  retirarse  de  la  comunidad 
tiene  derecho  á  reclamar  su  parte  de  los  bienes  comunes,  y  hasta  ha  llegado 
k  prohibirse  la  formación  de  nuevas  zadruga». 

Los  resultados  de  estas  medidas  no  han  tardado  en  manifestarse,  pues  la 
Croacia  atraviesa  en  estos  momentos  una  crisis  económica  de  las  más  inten- 
sas, que  no  ha  podido  menos  de  llamar  la  atención  del  Gobierno,  el  cual^ 
para  remediar  la  miseria  de  las  clases  agrícolas,  propone  la  reconstitución 
de  la  zadrugOf  ñmdamento  de  la  vida  nacional. 

El  proyecto  sometido  por  ello  á  la  Comisión,  tiene  por  objeto  salvar  lo 
que  resta  de  esta  institución  y  fortalecerla  con  medidas  protectoras.  La  Co- 
misión, inspirándose  en  este  pensamiento,  admite  que  debe  restringirse  nota-  ^ 
blemente  la  absoluta  libertad  de  división  antes  establecida,  y  ha  resuelto  que 
en  adelante  no  pueda  el  Gobierno  autorizar  la  partición  sino  en  el  caso  de 
que  lo  pida  la  mayoría  de  los  coprópietaríos  y  cuando  excedan  de  cierta  ex- 
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tensión.  Un  segundo  proyecto  de  la  Comisión  tiene  por  objeto  permitir  re- 
gularizar la  situación  de  muchos  compartioipes  que,  por  evitar  los  gastos  de 
ana  partición  regular,  habian  llevado  &  efecto  clandestinamente  la  5ivi' 
fiión.  Semejantes  operaciones  no  han  sido  nunca  válidas  para  la  administra- 
ción y  de  esto  resultaba  un  conflicto  grave  en  la  organización  y  funciona- 
miento de  la  propiedad  territorial;  dificultad  que  la  Comisión  espera  vencer 
con  las  nuevas  disposiciones  citadas»  pues  por  la  economía  que  de  ellas  re- 
aulta  conña  en  que  los  antiguos  copropietarios  3e  apresurarán  á  convalidar 
sus  anteriores  divisiones. 

Tal  CH,  en  resumen,  el  trabajo  de  la  Comisión.  Es  posible  que  su  valero- 
so esfuerzo  haya  evitado  la  ruina  de  la  agricultura,  es  decir,  de  la  riquiza  na- 
cional. La  xadruga  ha  sido,  en  efecto,  el  maravilloso  instrumento  con  ayuda 
4el  cual  Jtia  sido  oreada  y  desarrollada  esa  riqueza,  y  al  salvar  ahora  del  in- 
evitable naufragio  sus  últimos  restos,  ha  contribuido  poderosamente  á  salvar 
el  pais  de  un  desastre  económico. 


La  revista  italiana  titulada  II  FüangUri,  publica,  en  su  número  de  Abril 
último,  un  articulo  de  Adolfo  Sacerdoti  sobre  la  teoria  de  la  letra  de  cambio, 
que  debiera  adoptarse  como  base  de  una  ley  uniforme  para  los  varios  Es- 
tados. 

Esta  cuestión,  que  fué  ampliamente  discutida  en  el  Congreso  de  Derecho 
■comercial  celebrado  en  Amberes  en  1885,  ha  sido  desde  hace  tiempo  objeto  de 
numerosos  estudios  por  los  tratadistas,  creyéndose  hasta  estos  últimos  años 
•que  podría  fácilmente  conseguirse  el  éxito  de  tan  general  aspiración,  porque 
en  realidad  parecía  que  no  habría  de  ofrecer  dificultad  alguna  la  adición 
•del  concepto  de  la  letra  de  cambio  admitido  por  la  legislación  germánica, 
xjue  venía  traducido  efectivamente  en  ley  en  los  varios  Estados  en  que  esta- 
ba á  la  orden  del  día  la  reforma  del  Derecho  mercantil.  Pero  últimamente 
han  llegado  á  conocerse  las  dificultades  que  amenazaban  comprometer  seria- 
mente la  obra  de  la  unificación  del  derecho  cambiario,  y  en  estos  momentos 
en  que  el  ordenamiento  de  dicha  institución  atraviesa  por  un  período  tan  in- 
teresante, conviene  en  extremo  conocer  con  exactitud  el  modo  como  ha  ido 
sintiéndose  dicha  necesidad  en  los  distintos  países,  y  como  ha  sido  reglamen- 
tada para  deducir  de  todo  ello  una  solución  concreta  en  este  punto. 

Este  es  el  objeto  que  se  propone  el  autor  del  articulo  de  que  damos  cuen- 
ta, exponiendo  en  primer  lugar  los  sistemas  adoptados  por  las  diversas  legis- 
laciones y  la  tendencia  sucesivamente  desplegada  en  las  tentativas  hechas 
hasta  ahora  en  pro  de  un  derecho  uniforpie,  deduciendo,  por  último,  las  de- 
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bidaa  oonolnsiones  acerca  de  la  teoría  que  debiera  ser  proferida  para  esta- 
blecer una  ley  uniforme  en  la  materia. 

A  eete  propósito  divide  su  trabig'o  en  tres  partes:  en  la  primera  de  ellas 
se  expone  con  suma  precisión  el  régimen  seguido  por  cada  uno  de  los  Esta- 
dos en  su  legislación  respecto  k  la  letra  de  cambio:  tn  la  segunda,  se  exami- 
nan los  diversos  sistemas  adoptados  en  los  varios  proyectos  presentados  para 
el  establecimiento  de  un  derecho  cambiario  uniforme;  y  por  último,  en  la 
parte  tercera  el  autor  establece  las  concluFÍones  que  de  su  anterior  examen 
se  derivan,  estudiándose  en  ella  las  dos  tendencias  manifestadas  en  el  Con- 
greso de  Amberes,  ó  sean  el  sistema  franco-belga  y  el  italo-germánioo. 

» 
*  m 

Sobre  esta  misma  cuestión  y  con  el  epígrafe  «La  unificación  de  las  leyes 
cambiarias  en  el  Congreso  internacional  de  Derecho  comercial  de  Amberes» 
publica  la  Rantgna  di  Diritto  commerciaU,  de  Turin,  una  importante  monogra- 
fía del  üostre  jurisconsulto  escocés  J.  Dove  Wilson. 

Este  interesante  trabajo,  que  constituye  un  instructivo  estudio  critico  de 
Derecho  comparado  en  materia  cambiaría  entre  las  diversas  legislaciones  mo- 
dernas de  Europa  y  el  antigüelo  Derecho  escocés  y  la  reciente  ley  inglesa  que 
tanto  se  va  extendiendo  en  el  Reino  Unido,  es  notable  por  más  de  un  concep- 
to; y  en  la  imposibilidad  de  hacer  más  detenida  reseña  del  mismo,  llamamos 
con  gusto  sobre  él  la  atención  de  nuestros  lectores  por  el  interés  que  tiene 
todo  lo  que  se  refiere  á  la  unificación  de  la  legislación  en  este  punto  tan  im- 
portante del  Derecho  mercantil,  sobre  todo  después  de  los  resultados  tan 
poco  lisongeros  del  Congreso  citado. 

E.    AOUILBRA. 


( 
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Eseritos  del  Excmo.  Sr.  D.  Manuel  Darán  y  Bas 

Primera  serie. — Estudios  jurídicos. 


Si  el  nombre  del  ilustre  jarisconsnlto,  en  cnyas  obras  nos  ocupamos,  neoe- 
sitase  alguna  recomendación,  se  la  daria  la  serie  de  escritos  que  acaba  de 
publicarse.  Los  que  hoy  tratan  materias  jurídicas  hacen  más  que  espigar  en 
campos  ya  cultivados,  no  escriben  generalmente  comentarios,  pero  discuten 
nuevas  y  muchas  veces  raras  teorías  en  ciencia  penal,  en  la  mercantil  y 
aun  en  la  civü,  que  tantos  creían  agotada.  La  jurisprudencia  en  su  m&s  ge- 
nérica acepción,  la  escuela  histórica  y  la  doctrina  de  Savigny,  que  en  Barce- 
lona tiene  un  verdadero  templo  y  celosos  sacerdotes,  el  Derecho  foral  que 
también  tiene  sus  custodios  é  intérpretes,  cuanto  se  ocurre  á  los  criminalistas 
alemanes  é  italianos;  he  aquí  lo  que  el  Sr.  Duran  y  Bas  hace  objeto  de  sus 
Investigaciones.  El  derecho  tal  como  los  cristianos  deben  comprenderlo  no  es 
menos  digno  de  atención,  y  por  eso  el  Sr.  Dur&n  y  Bas,  que  no  puede  mos- 
trarse indiferente  á  este  concepto,  de  puro  antiguo  ya  casi  nuevo  por  estar 
olvidado,  consagra  á  tan  interesante  objeto  uno  de  sus  mejores  trabi^os. 

Difícil  es  en  verdad  juzgar  en  una  breve  reseña  una  obra  de  miscel&nea 
jurídica,  aunque  por  otra  parte  fuera  competente  el  crítico  para  tan  ardui^ 
tarea.  Algo  se  faculta,  sin  embargo,  atendiendo  á  que  los  escritos  del  Sr.  Du- 
ran son  más  sintéticos  que  analíticos,  pues  dedicados  á  Sociedades  y  Acade- 
mias, unos  á  maestros  y  otros  á  discípulos,  deben  concentrar  en  frases  genéri 
cas  y  trazar  en  grandes  lineas  los  principios,  sin  descender  á  pormenores  que 
han  de  buscarse  en  otros  libros.  El  autor  del  prólogo  que  precede  á  éste,  Don 
Luciano  Bibera,  afirma  la  independencia  de  criterio  que  distingue  al  Sr.  Du- 
ran, siempre  que  la  ciencia  jurídica  tiene  que  verse  modificada  por  la  política. 
En  lo  puramente  científico  medítese  la  manera  de  comprender  y  juzgar  el 
Krausismo  en  el  Estudio  tobre  el  d&tenvolinmiento  cientifico  del  siglo  XIX,  con  tal 
libertad  que  no  creemos  haya  de  merecer  la  aprobación  de  los  que  no  hace 
mucho  eran  dueños  de  los  destinos  de  la  patria,  y  hoy  todavía  gozan  de  algu- 
na reputación  en  las  escuelas.  En  el  estudio  titulado  «La  Escuela  Histórica 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  crítico  en  esta  Sección  de  la  Revista.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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y  Savigny,»  cita  el  juicio  que  éste  ha  formado  del  espirita  crítico  como  crea- 
dor, 6  por  lo  menos  modificador  del  Derecho,  y  en  este  punto  el  Sr.  Duran  y 
Bas  no  es  menos  independiente  de  preocupaciones  y  teorías  que  al  juzgar  lo 
que  ha  hecho  Krause,  ó  más  bien  Ahrens,  y  alguno  de  sus  discípulos. 

El  estudio  La  Codificación  distingue  aquellas  ramas  del  Derecho  en  que 
unos  discuten  su  conveniencia  y  otros  la  niegan,  de  aquellas  otras  en  que 
todos  la  admiten,  desean  y  practican,  adoptando  con  esta  manera  de  pensar 
el  único  hüo  conductor  que  puede  guiar  nuestros  pasos  en  un  intrincado  labe- 
rinto. Hace  notar  más  adelante  las  dificultades  de  fondo  y  las  de  forma  que 
la  redacción  de  un  Código  presenta;  observaciones  que  hoy  tienen  valor  de 
actualidad,  por  las  circunstancias  en  que  se  encuentra  España.  «La  sociedad 
española,  dice  el  Sr.  Duran,  camina  á  una  transformación,  al  igual  que  todas 
las  naciones  europeas;»  el  que  sostiene  semejante  opinión,  jamás  podrá  figurar 
entre  los  fueristas  más  intransigentes,  porque  la  transformación  á  que  alude 
no  es  otra  que  el  proceso  orgánico  manifestado  en  multitud  de  Códigos  nue- 
vos. En  cambio  dice  que  las  instituciones  locales  un  nuestra  patria,  no  se  han 
concitado  el  odio  y  el  ensañamiento  que  las  francesas  anteriores  á  la  Revolu- 
ción, y  esto  es  verdad,  porque  jamás  se  ha  visto  en  nuestras  Cámaras  sesiones 
en  que  dicha  tendencia  se  manifiesta,  y  más  bien  contamos  entre  nuestros 
anales  fechas  como  el  2  de  Enero  que  data  como  la  del  4  de  Agosto. 

La  conciencia  popular  y  el  derecho  nuevo  deben  identificarse,  dice  el 
Sr.  Duran,  si  han  de  ser  viables  los  Códigos,  y  lo  que  ha  sucedido  con  una  ley 
particular,  la  del  matrimonio  civil,  debe  enseñamos  lo  que  puede  y  debe  es- 
perarse de  toda  la  transformación  del  derecho.  La  modificación  lenta  y  me- 
ditada por  medio  de  leyes  especiales  parece  preferible,  y  en  este  punto  somos 
de  la  misma  opinión  del  Sr.  Duran  y  Bas. 

Son  muy  notables  los  datos  históricos  relativos  á  los  orígenes  del  derecho 
catalán,  y  lo  son  tanto  más,  cuanto  menos  conocidos  de  la  mayoría  de  los 
jurisconsultoB  castellanos.  Mientras  el  derecho  foral  no  se  estudie  en  nuestra^ 
Universidades,  será  mucho  lo  que  se  ignore  en  las  de  Castilla  respecto  á  la 
Historia  jurídica  y  de  las  instituciones  más  importantes  del  Derecho  privado 
y  del  público.  Por  eso,  al  recomendar  á  los  lectores  de  la  Revista  los  escritos 
del  Sr.  Duran  y  Bas,  sobre  todos  ellos  aplaudimos  y  recomendamos  el  estudio 
de  La  Codificación^  y  acaso,  sin  necesidad  de  nuestra  palabra,  se  fijarán  en  él 
cuantos  recorran  el  libro,  en  realidad  uno  de  los  más  notablet)  que  en  los  úl- 
timos años  han  dado  á  la  estampa  nuestros  jurisconsultos. 

Amtókio  Balbín  de  Ukqükra. 


Ley  estableeiendo  el  jaiciO  por  jarad08,  por  />.  Mariano  Pozo  y  Mazzettt, 
Presidente  de  la  Audiencia  de  Tottosa,  y  D.  Carlos  Lago  y  Freiré^  Vicesecre- 
tario del  mismo  Tribunal. — Valencia,  18^. 

Entre  las  muchas  publicaciones  destinadas  á  facilitar  el  conocimiento  y 
la  aplicación  de  la  ley  de  90  de  Abril  último,  restableciendo  el  Tribunal  del 
Jurado  para  determinados  delitos,  que  han  visto  la  ley  recientemente,  ocupa 
un  lugar  muy  distinguido  la  que  lleva  ese  titulo. 

Penetrados  sin  duda  sus  autores  de  que  uno  de  los  fines  más  inmediatos 
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qne  debon  perseguirse  es  el  de  facilitar  la  aplicación  de  la  parte  mecánioa, 
por  así  decirlo,  ó  de  procedimlecto  qne  existe  en  la  ley,  como  preliminar  de 
las  operaciones  del  sorteo  de  los  Jurados  y  de  la  celebración  del  juicio  en  qne 
éstos  intervienen,  han  limitado  la  parte  de  comentarios  &  ligerisimas  notas 
puestas  á  continuación  del  texto  de  algunos  artículos,  dedicando  en  cambio 
un  gran  espacio,  má^  de  la  mitad  de  las  p&g^as  de  la  obra,  k  la  inserción  de 
cuantos  formularios  se  hacen  precisos  para  plantear  la  ley. 

En  esta  parte  podemos  asegurar,  porque  conocemos  todas  ellas,  que  nin- 
£;^una  de  las  obras  publicadas  hasta  el  día  contiene  tan  completos,  bien  for- 
mados y  útiles  formularios  como  la  de  los  Sres.  Pozo  y  Lago;  pues  abarca 
desde  la  providencia  del  Juez  municipal  acordando  las  disposiciones  preli- 
m.inares  para  la  constitución  de  la  Junta,  hasta  la  sentencia  del  Tribunal 
del  Jurado,  con  todos  los  trámites  é  incidentes  que  pueden  surgir,  asi  en 
los  Juzgados  municipales  y  de  instrucción  en  la  formación  de  las  listas  del 
término  y  del  partido,  como  en  las  Audiencias,  que  son  las  encargadas  de  de- 
signar los  ciudadanos  que  han  de  figurar  en  las  listas  definitivas. 

Contiene,  por  último,  la  obra  que  nos  ocupa,  un  estudio  de  las  disposicio- 
nes penales  contenidas  en  la  ley,  tan  curioso  por  su  novedad  como  útü  en 
la  práctica. 

La  obra  en  suma  llena  cumplidamente  el  fin  principal  que  la  inspira,  qne 
es  la  parte  prárctica  ó  de  aplicación  de  la  ley,  que  facUita  notablemente  á 
cuantos  han  de  cumplir  sus  preceptos,  y  demuesta  al  propio  tiempo  que  los 
representantes  de  la  justicia  histórica  dirigen  sus  esfuerzos,  contra  lo  qne 
muchos  piensan,  al  logi'o  del  éxito  más  completo  de  los  Tribxmales  po 
pulares. 

Por  lo  mismo  que  es,  por  desgracia,  muy  escaso  el  número  de  los  funcio- 
narios de  la  Administración  de  justicia  en  nuestro  país  que  dedican  sus  es- 
faerzos  á  la  publicación  de  obras  jurídicas,  es  muy  digno  de  encomio  el  tra- 
bajo de  los  Sres.  Pozo  y  Lago,  el  último  de  los  cuales  ha  publicado  también 
recientemente  una  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  anotada  con  la  Jurispruden- 
cia, de  la  cual  damos  cuenta  á  nuestros  lectores  en  este  mismo  número. 


La  nueva  cárcel  de  Barcelona;  Memoria  leída  en  el  acto  de  inaugurarse  sus 
obras,  por  D,  Pedro  Armengol  y  Cornct. — Barcelona,  1888. 

El  autor  de  esta  Memoria,  cuyo  nombre  va  unido  á  todos  cuantos  traba- 
jos se  han  realizado  en  España  para  la  propaganda  de  la  reforma  penitencia- 
ria y  que  ha  representado  dignamente  á  nuestra  patria  en  los  Congresos  po- 
nitonciarios  de  Stokolmo  y  Boma,  ha  dado  una  prueba  más  de  su  entusiasmo 
y  de  su  competencia  en  estas  materias  con  motivo  de  inaugurarse  las  obras 
para  la  construcción  de  la  nueva  cárcel  de  Barcelona,  reclamada  hace  tiempo 
por  cuantos  conocen  los  grandes  inconvenientes  que,  bajo  el  punto  de  vista 
do  la  higiene,  de  la  moralidad  y  de  la  corrección,  ofrece  la  hoy  existente  en 
la  capital  del  antiguo  Principado,  que  tan  gráfica  y  concienzudamente  ha  ex- 
puesto  D.  Manuel  Gil  y  Maestre  en  su  curiosísimo  libro  sobre  la  Criminalidad 
e/i  Barcelona  y  en  la»  grandes  poblaciones,  y  sólo  comparables  á  los  que  dieron  á 
In  del  Saladero  de  esta  corte  tan  triste  celebridad. 

Después  de  hacer  consideraciones  muy  atinadas  acerca  de  la  importancia 
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y  transcendencia  qne  entrañan  las  reformas  de  los  Establecimientos  peniten- 
eiarios,  expone  el  Sr.  Armengol  la  historia  de  los  trabajos  y  gestiones  hechas 
por  la  Jnnta  de  cárceles  hasta  llegar  al  ansiado  término  de  la  inauguración 
de  las  obras  de  la  nueva,  que  ha  de  contar  Barcelona  entre  sns  m&s  útiles  re- 
formas; terminando  su  trabajo,  digno  de  ser  conocido  por  cuantos  4  estos  es- 
tadios 80  dedican,  exponiendo  observaciones  importantísimas  respecto  á  la 
necesidad  de  un  personal  idóneo  y  de  moralidad  intachable,  asi  como  del 
cnidado  que  debe  ponerse  en  la  redacción  del  Reglamento  interior,  que  son, 
sin  duda  alguna,  los  factores  más  importantes,  aparto  las  condiciones  arqui- 
tectónicas, de  todo  buen  Establecimiento  penitenciario. 

Acompañan  á  la  Memoria  los  planos  do  la  nueva  cárcel,  compuesta  de 
seis  naves  convergentes  á  una  rotonda,  donde  se  halla  la  capilla,  y  de  los 
edificios  auxiliares  necesarios  que,  de  llevarse  á  cabo  como  está  proyectada, 
superará  ciertamente  á  cuantas  existen  en  España,  incluso  la  Cárcel  Modelo 
do  esta  corte. 


* 
»  * 


Leyes  de  Enjaieíamiento  erhnínal  y  del  Jurado,  comentada  y  anotada  la 

primera  con  la  doctrina  declarada  por  el  Tribunal  Supremo  desde  el  esta- 
tablecimiento  del  recurso  do  casación  en  materia  criminal  hasta  1887,  y  con 
las  disposiciones  á  que  hace  referencia  el  texto,  por  D.  Carlos  Lago  y  Freiré^ 
Vicesecretario  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Tortosa,  con  un  prólogo 
dol  Excmo.  Sr.  D.  Aureliano  Linares  Bivas. — Tortosa,  1888. 

Tanto  por  el  fin  eminentemente  práctico  de  esta  obra,  como  por  el  orden 
y  acertado  método  con  que  se  halla  recopilada  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo,  es  el  libro  del  Sr.  Lago  do  indudable  utilidad  para  cuantos  han  me- 
noster  conocer  y  aplicar  los  preceptos  contenidos  en  la  ley  de  Enjuiciamienta 
criníiinal  vigente. 

A  continuación  de  cada  uno  de  sus  artículos  expone  el  autor,  en  forma  do 
comentario  sucinto,  la  doctrina  en  que  se  íns^iira  y  las  disposiciones  de  otras 
leyes  ó  decretos  con  que  se  relaciona,  completando  su  trabajo  con  la  juris- 
prudencia establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  la  interpretación  del  texto 
legal. 

Cuantos  so  dedican  al  ejercicio  de  la  Abogacía  ó  pertenecen  á  las  carreras 
judicial  y  fiscal  no  han  menester  más  indicaciones  para  apreciar  la  gran  uti- 
lidad do  esta  obra,  pues  que  la  práctica  les  hace  patente  la  ventaja  de  encon- 
trar desde  luego,  en  un  momento  dado,  la  doctrina  establecida  por  el  Tribu- 
nal Supremo  respecto  á  cada  uno  de  los  preceptos  de  la  loy,  tan  necesaria  en 
algunos  casos,  que  sin  ella  ni  podrían  fundarse  ni  prosperar  pretensiones  ó  fa- 
llos que,  por  deficiencia  de  expresión  ó  redacción  en  los  artículos  de  la  ley, 
no  es  posible  fundamentar  en  el  texto  literal  de  ninguno  de  sus  preceptos. 

Contieno  además  esta  obra  la  ley  do  20  de  Abril  de  1888  estableciendo  el 
Juicio  por  Jurados  para  determinados  delitos,  con  ligeros  comentarios  y  algu- 
nas sentencias  recaídas  en  la  interpretación  de  las  disposiciones  de  la  ley  de 
1S73,  quo  han  sido  incluidas  en  la  que  ha  de  regir  desde  el  año  próximo. 

De  esta  suerte,  ofrece  el  Sr.  Lago  un  libro  que  contiene  todo  lo  concer 
níente  al  Enjuiciamiento  criminal,  que  no  dudamos  ha  de  obtener  el  éxito 
que  moroco,  asi  por  la  utilidad  de  la  obra  oomo  por  la  plausible  laboriosidad 
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del  antor,  que,  en  medio  de  las  atenoiones  propias  de  su  cargo,  halla  espacio 
para  dedicarse  &  la  publicación  de  obras  como  la  de  ím  ley  del  Jurado^  escrita 
en  colaboración  con  el  Sr.  Poso  y  Maxzeti,  y  la  Ley  de  EnjuieiamterUo  criminal^ 
k  la  que  dedicamos  estas  lineas. 


* 


Derecho  procesal  de  España.— Primera  parte. — La  Uy  y  la  jurútprtidencia  v*- 
gentet  del  Enjuiciamiento  civüy  por  D.  José  Roble»  Ihto,  Abogado  do  los  iliu- 
tres  Colegios  do  Madrid  y  Oranada. — ^Madrid,  183S. 

El  autor  de  esta  obra,  cuya  primera  parte  acaba  do  aparecer,  ha  empren- 
dido una  publicación  que,  de  llevarse  á  cabo  como  está  planeada,  constituirá 
seguramente  un  valioso  texto  de  consulta  para  todos  los  jurisconsultos  y  para 
cuantos  forman  parte  de  los  Tribunales  de  justicia. 

Comprenderá  esta  publicación,  según  el  plan  que  el  Sr.  Bobles  ha  traza- 
do, los  tmtados  siguientes:  1.**  La  ley  y  la  jurisprudencia  vigentes  del  Ei\jai- 
ciamiento  civil,  que  es  el  que  hemos  de  examinar:  2.^  La  ley  y  la  jurispru- 
dencia del  Enjuiciamiento  criminal,  en  los  distintos  procedimientos  vigentes, 
incluso  el  especial  para  los  delitos  de  contrabando:  3.°  La  ley  y  la  jurispru- 
dencia del  procedimiento  contencloso-administrativo:  4.**  Procedimiento  ad 
ministrativo;  y  5.**  Procedimiento  canónico. 

La  ley  y  la  jurisprudencia  del  Enjuiciamiento  civil  contiene  el  texto  de  la 
edición  oficial  de  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1881,  corregida  por  su  fe  de  erra- 
tas, y  las  rectificaciones  publicadas  en  la  Gaceta  de  5  de  Marzo  del  mismo  año, 
reformada  por  la  ley  de  11  de  Mayo  último  y  aclarada  por  Beal  orden  de  igual 
fecha,  y  la  Jurisprudencia  civil  procesal  establecida  por  las  decisiones  de) 
Tribunal  Supremo  do  Justicia  y  del  Consejo  de  Estado  en  materia  de  compe- 
tencias, en  más  de  diez  mil  fallos,  hasta  1.*^  de  Enero  del  año  actual,  que 
constituyen  á  la  vez  que  el  comentario  más  autorizado,  la  más  recta  inter- 
pretación que  puede  y  debe  darse  á  las  reglas  de  tramitación  de  todos  los 
juicios  y  negocios  civiles. 

La  estructura  de  este  libro  es  análoga  á  la  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal del  Sr.  Lago,  que  hemos  examinado,  aunque  tiene  mayor  extensión  la 
parte  de  jurisprudencia,  hasta  el  punto  de  que  constituirá  una  labor  improba 
y  de  tan  gran  valor  y  aplicación  práctica  como  trabajo  y  asiduidad  revela  su 
autor,  al  que  deseamos  espacio  y  alientos  para  ver  terminada  esta  publica- 
ción, que  todos  los  Abogados  han  de  acoger  con  beneplácito  y  considerar  ver- 
daderamente necesaria  entre  sus  libros  de  consulta. 

BAMÓN  SÁNCirES  OK  OCÁMA. 


LA  CONTRATACIÓN 

ANTE  LOS  REGISTRADORES  DE  LA  PROPIEDAD  • 


III 


Decíamos  en  nuestro  anterior  artícalo  que  en  el  corazón  del 
Notariado  latía  con  poderoso  impulso  la  idea  de  refundir  el  Re- 
gistro en  la  Notaría,  y  así  es  en  efectg.  Remitido  á  la^  Revista 
nuestro  anterior  artículo,  recibimos  los  números  71  y  72  de  la 
Gacetilla  notarial  que  contienen  un  notable  artículo  de  D.  José 
María  Py  y  de  Puyade,  Notario  de. Rambla,  en  el  cual  se  ocu- 
pa por  extenso  del  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluquer,  y  en  ol 
mismo  formula  un  proyecto  que  tiene  algo  de  la  antigua  Conta- 
duría de  Hipotecas,  y  algo,  ó  bastante,  de  la  suprimida  secci('>n 
de  hipotecas  por  orden  de  fechaá  en  el  moderno  Registro  de  la 
propiedad.  Es  un  proyecto  nuevo  lanzado  á  la  discusión,  pero 
con  tendencia  á  refundir  el  Registro  en  el  Notariado;  á  lo  me- 
nos  así  lo  parece  desde  el  momento  en  que  se  propone  que  «on 
la  cabeza  de  cada  partido  judicial  habrá  un  Notario  Registra- 
dor,)>  y  en  otro  párrafo  se  habla  de  los  Notarios  Registradores. 

Como  quiera  que  creemos  que  no  será  el  única  proyecto  que 
se  formule  respecto  de  la  refundición  del  Registro  en  el  Nota- 
riado, y»  que  esperamos  los  de  los  Sres.  Castillo  y  Pou,  que 
respectivamente  en  la  ffacelilla  notarial  j  en  La  Notaría  hau 

*     Véanse  las  p&ginas  6t6  del  tomo  anterior  y  5  de  este  tomo. 
TOMO  73  *   7 
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difiiDdido  dicha  iilea,  además  da  que  es  de  esperar  que  otros 
ilustrados  Notarios  formalen  y  publiqaen  acerca  del  particul^ir 
otros  trabajos,  n03  limítaraos  á  traaacribir  el  del  Sr.  Py  y  .ie 
Puyado,  sin  comentario  de  ninguna  clase. 

Di'ce:  «Díganos  el  Sr.  Maluqner,  poesto  que  considera  in- 
necesaría  la  caliScación  de  títulos;  puesto  que  tanto  como  ellos 
(se  reñere  á  los  Registradores)  saben  los  Notarios;  puesto  que 
destruye  al  estimarla  iuútil  la  inscripción  extracto,  y  resucita 
como  única  necesaria  la  inscripción  Índice;  díganos,  repetimos, - 
si  eso  lo  parece  idéntico  en  el  terreno  científico  y  legal,  y  mAa 
beneñcioso  en  el  terreno  económico  el  siguiente  proyecto: 

»Los  Notarios  llevarán  dos  protocolos  corrientes:  uno  pú- 
blico para  todos  los  actos  y  contratos  que  deban  ser  registra- 
dos inmediatamente  despuds  de  su  otorgamiento  y  sus  siinüa- 
res;  y  otro  secreto  para  los  demás  actos  y  contratos  que  eí'tá 
llamado  á  autorizar  con  bq  fe. 

«En  la  cabeza  de  cad^  partido  judicial  habrá  un  Notario  Re- 
gistrador. 

»K1  Registro  se  compondrá  de  dos  clases  de  libros  y  de  doa 
especies  de  protocolo.  Libro  de  la  propiedad,  libro  de  afecirio- 
nes  de  la  propiedad,  protocolo  de  actos  notariados  y  protocolo 
de  actos  no  notariados.  Los  libros  se  sobdiridirán  por  Ayunt:t- 
míentos  y  cada  Ayuntamiento  en  tomos.  Cada  ñnca  tendrá  dos 
hojas  y  una  cada  afección  en  el  libro  correspondiente.  A  la  ca- 
besta  de  nnas  y  otras,  y  bajo  un  número  de  orden,  se  hará  la 
descripción  de  la  finca  6  del  gravamen,  referido  ósto  al  númuro 
ordinal  que  aqnólla  tenga. 

«Después  y  sucesivamente  por  nota  somera,  y  respondien- 
do á  lo  que  se  exprese  al  frente  de  las  respectivas  casillas,  so 
anotarán  las  sucesivas  transmisiones  y  modificaciones.* 

«Las  hojas  del  libro  de  la  propiedad  contendrán  nccesariü 
mente  un  apartado  en  que  se  fijan  los  números  que  correa p{>Ti  - 
dan  á  las  cargas  que  afecta,  6  que  se  impongan  sobre  la  ñni^a 
en  el  libro  de  afecciones;  y  en  las  déoste,  otro  apartado  en  que 
se  expresen  las  divisiones  que  de  la  finca  que  gravan  puedan 


I  • 
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hacerse  en  el  de  la  propiedad  coa  los  números  que  en  la  divi- 
sión se  señalen  á  las  partes. » 

«Los  Notarios  del  distrito  tendrán  obligación  de  poner  en 
conocimiento  del  Registrador  los  otorgamientos  pertinentes 
que  ante  ellos  se  hicieren  en  el  término  de  tercero  día  y  en  la 
manera  en  qae  hoy  comunican  al  Decanato  del  Colegio  el  de 
los  actos  de  última  voluntad  que  autorizan.». 

«Los  Notarios  que  autorizaran  escrituras  que  se  refieran  á 
fincas  fuera  del  distrito  notarial,  tendrán  obligación  de  expe- 
dir y  remitir  al  Registrador  del  en  que  la  finca  radique,  copia 
autorizada  en  papel  del  sello  de  oficio  y  en  el  término  de  octa- 
vo día,  de  las  escrituras  que  autorizasen  ó  testimonio  bastante 
de  hijuelas  en  su  caso.» 

«Con  estas  escrituras  y  testimonios  numerados  debidamen- 
te, se  formará  el  protocolo  de  actos  notariadoSi  y  el  de  actos  no 
notariados  con  los  demás  documentos  que  causen  inscripción, 
sin  perjuicio  de  inscribirlos  en  los  libros  del  Registro.» 

«Los  Notarios  Registradores  expedirán  certificaciones  del 
Registro,  permitirán  el  examen  y  consulta  del  mismo  y  de 
los  protocolos  que  lo  completan;  y  la  inscripción,  el  examen, 
la  consulta  y  las  certificaciones  costarán  cantidades  insignifi- 
cantes.» 

«El  examen  de  títulos  en  los  protocolos  públicos  de  los  No- 
tarios devengarán  idénticos  derechos.» 

«Pero...  ¡quedarán  suprimidos  los  actuales  Registradores 
de  la  propiedad!» 

«No  decimos  nosotros  esto:  tan  sólo  proponemos  dentro  de 
los  principios  científico-légales  del  Sr.  Maluquer;  pero  la  ver- 
dad es,  que  se  nos  finge  mejor  entretenida  la  propiedad  inmue- 
hle  bajo  tales  bases,  sobre  todo,  si  el  Estado,  mirando  por  ello, 
vuelve  sobre  sus  pasos  en  cuanto  al  Timbre  y  el  Impuesto  so- 
bre Derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  se  refiere;  si  estu- 
diando lo  que  representa  la  Autoridad  en  materia  judicial  se- 
para de  ella  aquello  á  que  la  Autoridad  no  entra  para  nada, 
aquello  en  que  en  realidad  sólo  da  fe  de  hecho,  y  lo  atribuye  á 
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la  iDstitaciÓQ  notarial:  si  la  declaración  de  herederos  en  las  so  - 
cesiones  directas,  y  las  que  á  las  mismas  equipara,  declaracio- 
nes que  siempre  se  Hacen  y  siempre  se  inscriben  sin  perjuicio, 
dejan  de  ser  actos  de  jurisdicción  voluntaria  y  se  convierten  en 
informaciones  extrajudiciales;  si  el  mismo  camino  se  da  á  las 
informaciones  posesorias  reduciéndolas  al  valor  de  una  simple 
escritura;  si  se  reduce,  por  ultimo,  la  inconmensurable  exten- 
sión de  éstas.,  exigiendo  solamente  para  ellas  lo  necesario  j 
suprimiendo  cuanto  sea  inútil  de  lo  que  hoy  se  les  pide  por  la 
Instrucción,  y  se  reducen  con  todo  ello  los  gastos  y  los  dere* 
chos  que  cualquiera  transmisión  de  dominio  causa  en  el  día.» 
«Repetimos,  que  no  vamos  contra  la  ley  Hipotecaria,  que  no 
nos  contradecimos,  que  hablamos  dentro  del  criterio  qué  he- 
mos descubierto  en  el  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluquer,  y  que 
relacionamos  cuanto  hemos  dicho  con  lo  que  ya  dijimos  al  es- 
tudiar los  sistemas  de  la  inscripción  y  la  transcripción:  de  lo 
que  preferimos  entre  aquello  y  esto,  nos  reservamos  nuestra 
opinión,  que  no  podría  fundamentarse  sino  estudiando  al  hom- 
bre dentro  de  la  institución,  y  nos  repugna  hacer  este  es- 
tudio.» 

«Si  alguna  palabra  hemos  dicho  por  la  que  el  cuerpo  de  Re- 
gistradores pueda  creerse  ofendido,  crea  en  desquite  que  el 
que  suscribe  se  estima  muy  inferior  á  todos  los  que  lo  formaa 
y  .que  sus  palabras  son  la  defensa  del  cuerpo  Notarial  que  se 
encuentra  á  la  altura  de  aquél  en  ciencia,  en  estudio  y  en  pro- 
bidad.» 


* 
«  * 


Repetimos,  que  no  queremos  por  ahora  emitir  nuestro  jui- 
cio acerca  del  proyecto  que  acabamos  de  transcribir  y  sólo  no» 
corresponde  hacer  constar  que  por  él  se  tratado  disminuir  el 
peligro  que  con  el  actual  sistema  existe,  y  tiene  lugar  en  la 
práctica  acerca  el  peligro  de  las  segundas  enajenaciones  ve- 
rificadas en  fraude  de  terceros  adquirentes,  cosa  en  que  tanto 
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insistimos  en  nuestra  monografía  repetidamente  citada  y  qne 
mencionan  de  nn  modo  muy  especial  los  propietarios  de  Cala- 
fete en  sa  instancia.  Luego,  desde  el  momento  en  que  son  re- 
conocidos tales  defectos  en  el  sistema  vigente,  nuestro  proyec- 
to y  el  más  concreto  del  Sr*  Maluquer,  que  los  evita  completa- 
mente, es  digno  de  aprecio,  ya  que  el  Notariado  formula  pro- 
yectos que  tratan  de  evitar  inconvenientes  por  todos  recono- 
cidos. 

Y  en  efecto,  el  Sr.  Pou  en  el  numero  1556  de  Ld  Notarla^  de 
Barcelona,  decía  con  respecto  del  particular:  «En  cuanto  al 
iocon veniente  de  nuestra  legislación  actual  sobre  la  contrata- 
ción consistente  en  la  posibilidad  de  verificar  cualquiera  con- 
tratante una  enajenación  fraudulenta  en  perjuicio  de  otro  con- 
tratante, antes  de  que  él  contrato  con  éste  veriñcado  se  inscriba 
en  el  Registro,  entendemos  que  puede  obviarse  en  gran  parte 
con  la  diligente  inspección  del  Registro  antes  ó  en  el  momento 
del  contrato,  con  la  pronta  presentación  en  dicha  oficina  del 
contrato  celebrado  y  con  la  saludable  precaución  del  Notario, 
de  retener  en  su  poder  la  titulación  que  ha  tenido  á  la  viruta 
para  formalizarlo,  hasta  que  el  mismo  esté  inscrito  ó  por  lo  me- 
nos presentado  en  el  Registro,*  y  si  se  quisiera  hacer  más  ptira 
alejar  la  remota  posibilidad  de  un  fraude  que  aun  con  el  uso  de 
estos  medios  existe,  podría  conjurarse  todo  peligro  imponiendo 
al  Notario  el  deber  de  comunicar  al  Registrador,  inmediata- 
mente de  firmado  el  contrato,  los  datos  que  respecto  á  éste 
debe  contener  el  asiento  de  presentación,  á  fin  de  que  tomada 
por  este  funcionario  nota  en  el  Diario,  produjese  ésta  los  efec- 
tos de  aquel  asiento  y  se  hiciese,  por  consiguiente,  imposible 
qne  la  presentación  de  un  título  clandestino  anterior  á  la  del 
legítimo  viniese  á  perjudicar  los  derechos  adquiridos  en  este  úl- 
timo 

Se  ve,  pues,  que  el  peligro  de  las  enajenaciones  frudulen*- 
tas  existe  con  la  actual  legislación,  que  dichas  enajenaciones 
tienen  lugar  con  sobrada  frecuencia^  que  el  Notariado  reconoce 
este  estado  de  cosas  y  propone  medios  para  evitarlo^  de  suerte 
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que  naestro  trabajo,  por  lo  menos,  habría  servido  para  poaer 
de  relieve  las  can(5erosas  llagcui  de  naestro  actaal  sistema  hipo- 
tecario. Sobre  si  el  proyecto  del  Sr.  Maluquer  y  la  doctrina  de 
nuestra  monografía  evitan,  mejor  que  los  proyectos  hasta  ahora 
propuestos  por  los  Notarios,  el  peligro,  lo  dejamos  al  juicio  im- 
parcial de  nuestros  ilustrados  lectores,  pues  por  ahora  no  que- 
remos juzgar,  en  espera  de  nuevos  y  más  importantes  trabajos 
en  este  sentido  que  emanen  del  Notariado,  especialmente  del 
proyecto  del,  Sr.  Castillo,  de  Medina  Sidonia,  sobre  refandíción 
del  Registro  de  la  propiedad  en  el  Notariado. 


« 


Otra  ventaja  se  habría  logrado  de  la  discusión  habida  con 
motivo  del  proyecto  de  reforma,  consistente  en  que  en  nuestra 
repetidamente  citada  monografía  nos  ocupamos,  página  158 
y  siguientes,  de  lo  costosa  que  es  hoy  la  contratación  ante  No- 
tario público  por  lo  sobrecargada  que  se  halla  de  advertencias 
y  cláusulas  inútiles,  transcribiendo  en  la  página  167  la  opi- 
nión de.  los  autores  del  Esoriche  reformado,  los  cuales  con- 
signan como  síntesis  de  su  pensamiento  que  cada  escritura  se 
convierte  en  un  tomo,  y  cada  protocolo  en  el  multorum  carne- 
llorum  onns,  y  el  Sr.  Py  y  de  Puyado,  Notario  de  Rambla,  en  el 
proyecto  antes  transcrito  reconoce,  al  referirse  á  las  escrituras, 
la  inutilidad  de  muchas  cláusulas,  al  consignar  lo  siguiente: 
«Si  se  reduce,  por  último,  la  inconmensurable  extensión  de 
éstas,  exigiendo  solamente  para  ellas  lo  necesario,  y  suprimien- 
do cuanto  sea  inútil  de  lo  que  hoy  se  les  pide  por  la  instrucción, 
se  reducen  con  todo  ello  los  gastos  y  los  derechos  que  cual- 
quiera transmisión  de  dominio  causa  en  el  día.»  Y  en  otra  parte 
de  su  artículo  dice,  refiriéndose  al  Sr.  Maluquer:  «Lea  la  Ins- 
trucción sobre  el  modo  de  extender  los  documentos  públicos 
sujetos  á  Registro,  y  vea  cómo  los  hace  interminables  el  cú- 
mulo de  requisitos  inútiles  que  exige.» 
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Sea  cualquiera  la  solación  que  recaiga  en  el  hoy  debatido 
«santo  relatiyo  á  la  cootratacióa  anta  los  Registradores  ^c  la 
propiedad,  debe  el  legislador  tener  en  cuenta  el  estado  defec- 
tuoso de  nuestra  legislación  respecto  del-particular  que  queda 
señalado  y  reconocido  por  el  Notariado^  lo  cual  es  un  motivo 
m&s  en  apoyo  de  la  reforma,  supuesto  que  es  otro  de  los  funda- 
mentos en  que  se  basa. 

Lo  sensible  es  que,  para  reconocer  el  Notariado  este  defec- 
to y  el  que  se  indica  en  el  apartado  anterior,  haya  sido  preciso 
que  se  presentara  un  proyecto  de  ley  á  los  Cortes  por  un  digno 
y  celoso  Diputado,  en  virtud  del  cual  Ten  mermadas  los  Nota- 
ríos  tius  prerrogativas.  Menos  mal,  no  obstante,  que  éstos,  para 
<^onservar  sus  prerrogativas,  que  bambolean  al  más  ligero 
examen  del  estado  de  nuestra  legislación,  reconozcan'  aque- 
llos defectos  y  consientan  en  parte  del  sacriñcio,  porque,  por 
lo  menos,  este  bien  siempre  U>  reportaría  el  País  de  la  polémi- 
ca entablada. 


« 


La  sencillez,  la  economía  que  puedan  obtenerse  bajo  un  sis- 
tema cien  tinco,  he  aquí  los  ideales  de  nuestros  tiempos.  Pugna- 
ba la  ley  Hipotecaria  con  la  letra  de  varios  de  sus  artículos  en 
ciertos  casoQ  en  que  la  ciencia  marcaba  distintos  derroteros  de 
8u  literal  sentido,  y  la  jurisprudencia  hipotecaria  ha  tenido  que 
encargarse  de  desautorizar  infundadas  opiniones,  desvanecer 
errores  disculpables  y  marcar  el  verdadero  camino  que  debía 
Seguirse,  al  par  que  rigurosamente  cíentíñco,  con  tendencia  á 
evitar  trámites  y  obtener  economía  en  la  inscripción. 

Evidente  era  el  estado  de  nuestra  legislación  y  el  avasallador 
precepto  del  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria  respecto  á  cancelación 
de  inscripciones,  y  resolvió  la  dificultad  con  arreglo  á  los  prin- 
cipios científicos  el  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1880,  según 
el  cual,  y  dentro  de  los  más  estrictos  principios  de  justicia,  se 
obtienen  inmensas  ventajas  para  la  propiedad  y  el  crédito  te- 
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rritorial,  porque  se  logra  un  medio  fácil  de  obtener  la  cancela- 
ción de  inscripciones  caducadas  de  derecho,  cuya  subsistencia 
en  el  Registro  de  la  propiedad  producía  males  incalculables  sin 
beneficio  de  nadie.  Y*  no  obstante,  el  principio  sentado  por  el 
artículo  .82  era  categórico  y  terminante.  Pero  la  tendencia  á& 
la  jurisprudencia  moderna  lleva  al  leg'islador  á  obtener  todas 
-  las  ventajas  posibles  sin  faltar  á  los  principios  de  justicia  y 
equidad,  antes  bien  respetándolos  en  todo  y  por  todo.  Es  el 
triunfo  más  espléndido  del  espíritu  de  la  ley  sobre  la  letra  de  la 
misma,  el  triunfo  del  fondo  sobre  la  forma,  en  definitiva,  el 
triunfo  de  la  ciencia. 

La  literal  interpretación  del  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria, 
ha  dado. origen  á  un  sinnúmero  de  conflictos,  algunos  de  ellos 
de  difícil  ó  imposible  solucióu,  según  el  sentido  riguroso  y  es- 
tricto de  la  ley  en  su  significación  aparente.  Pues  bien:  la  in- 
torpretación  científica  resuelve  estas  dificultades  según  las 
más  puras  reglas  de  la  hermenéutica  legal,  en  beneficio  del 
propietario  habiente  derecho,  con  grande  economía  de  tiempo, 
de  dinero,  y  solventando  todas  las  dificultades  que  podíua 
presentarse  á  primera  vista. 

lOl  precepto  del  art.  20  citado  es  terminante  y  no  puede 
inscribirse  el  dominio  ni  ningún  derecho  real  á  favor  de  otra 
persona  que  no  se  halle  ínsci'ito  á  favor  de  la  que  lo  transfiera 
ó  grave,  y  esta  disposición  so  había  entendido  en  el  literal  sen- 
tido de  que  para  verificar  una  inscripcrión  posterior  á  favor  áe 
un  tercero,  debía  constar  inscrito  el  derecho  á  favor  del  cau- 
sante,  es  decir,  que  había  de  mediar  precisamente  la  inscrip- 
ción previa  á  la  del  que  pudiese  considerarse  dueño  del  der'e- 
cho,  antes  de  verificarse  la  inscripción  á  favor  del  último  ad- 
quirente,  lo  cual  daba  lugar  á  dificultades  á  veces  insupera- 
bles. Examinaremos  algunos  casos  prácticos  resueltos  por  la 
Dirección  general. 

La  Resolución  de  15  de  Diciembre  de  1887  declara,  que  es 
inscribible  una  escritura  de  venta  hecha  á  nombre  de  uqa  he- 
rencia yacente,  aunque  no  se  haya  inscrito  á  -nombre  de  los 
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herederos.  £1  Begistrador  de  la  propiedad  de  Málaga  se  negó 
á  ÍDScribir  una  escritura  de  venta  otorgada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Merced  de  aquella  ciudad,  en 
nombre  de  la  herencia  yacente  á  que  correi^pondía,  fundándo- 
se en  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  y  se  declaró  que  proce- 
día la  inscripción  considerando  que  es  herencia  yacente  aque- 
lla que  aun  no  ha  sido  adida;  y  mientras  conserva  tal  cuali- 
dady  la  ley  supone  existente  la  personalidad  del  difunto  para 
todos  los  efectos  legales,  incluso  para  el  de  que  la  venta  de  los 
bienes  hereditarios  se  repute  hecha  á  nombre  del  causante;  y 
que  estando  la  venta  verificada  á  nombre  de  éste,  era  evi4ente 
que  había  sido  cumplido  el  art.  20  de  la  ley,  según  para  casos 
análogos  había  resuelto  la  Dirección  en  20  de  Junio  y  24*  de 
Julio  de  1884. 

El  Registrador  de  Yillanueva  de  la  Serena,  fundado  en  el 
artículo  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  20  del  Reglamento,  denegó 
la  inscripción  de  adjudicación  de  anos  bienes  hecha  á  favor  de 
ciertos  acreedores,  habiendo  antes  renunciado  la  herencia  los 
instituidos,  alegando  que  era  precisa  la  previa  inscripción  á 
favor  de  los  herederos;  y  por  Resolución  de  20  de  Junio  do 
1884  se  revocó  la  providencia  apelada  y  la  nota  del  Registra- 
dor declarando  inscribible  la  escritura  denegada.  Dicha  Reso- 
lución aparece  confirmada  por  la  de  24  de  Julio  del  propio  año. 

Más  notable  es  la  de  22  de  Enero  de  1886,  que  declara  qne 
para  inscribir  á  favor  de  los  hijos  los  bienes  gananciales  de  su 
madre,  no  es  preciso,  aunque  ésta  haya  fallecido  después  del 
padro,  que  se  inscriban  previamente  á  nombre  de  ella.  Se  tra- 
ta, en  el  caso  de  la  Resolución,  de  la  inscripción  de  ciertos  bie- 
nes gananciales  pertenecientes  á  los  dos  esposos,  y  habiéndo- 
selos partido  los  herederos,  sin  qne  constasen  inscritos  á  favor 
de  la  madre  que  sobrevivió  al  marido,  en  cuyo  nombre  consta- 
ban, el  Registrador  denegó  la  inscripción  de  la  escritura  par- 
ticional,  fundado  en  los  artículos  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  34 
de  sn  Reglamento.  La  Dirección  declaró  inscribible  la  escritu- 
ra, fundada  en  los  artículos  mismos  que  citaba  el  Registrador,^ 
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establecienda  notabilísima  doctrina  qae  hace  prevalecer  el  es- 
pirita á  la  letra  de  la  ley,  y  tiende  á  la  supresión  de  requisitos 
y  formalidades  saperflaos,  mientras  sea  el  mismo  el  fondo  del 
asunto.  ' 

Otra  Resolución,  digna  de  especial  mención^  podemos  citar 
en  el  terreno  de  nuestro  estudio,  y  es  la  de  3  de  Septiembre 
de  1887,  dictada  en  recurso  de  ultramar,  relativa  á  anotacio-r 
nés  de  embargo  de  bienes  de  una  persona  fallecida,  segün  la 
cual  y  subsanados  ciertos  defectos  que  existían,  podría  tomar- 
se la  anotación  preventiva  de  embargo  solicitada,  á  pesar  de 
que  la  herencia  continuaba  inscrita  á  nombre  de  la  deudora 
que  contrajo  la  deuda  origen  del  procedimiento  en  el  cual  se 
ordenó  aquélla  anotación  preventiva,  de  suerte  que  la  Direc- 
ción general  de  Gracia  y  Justicia  en  el  Ministerio  citado  no 
acepta  la  doctrina  del  Registrador  de  la  propiedad  de  la  Haba- 
na, análoga  á  la  que  varios  Registradores  habían  atribuido 
al  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  de  la  Península.  Existiendo 
en  el  caso  de  autos  la  circunstancia  de  que  no  había  heredero^ 
declarados,  la  citada  Dirección  sentó  que  no  había  necesidad 
de  la  inscripción  á  favor  4e  éstos  exigida  por  el  Registrador, 
porque  sobre  pugnar  esto  con  la  posibilidad  real,  se  ha  hecho 
constar  que  en  el  abintestato  aun  no  hay  herederos  reconoció 
dos  y  declarados,  haciendo  otras  manifestaciones  que  omitimos. 

Otra  Resolución  de  5  de  Abril  de  1886,  dictada  asimismo  en 
recurso  de  Ultramar,  decide  que  no  es  preciso  para  cancelar  la 
previa  inscripción  á  favor  de  la  persona  que  consiente,  cuando 
está  inscrito  el  derecho  á  favor  del  cansahabiente,  ni  que  con- 
curra el  deudor  al  otorgamiento  de  la  escritura,  y  la  del  pro- 
pio Ministerio  de  9  de  Mayo  del  corriente  año  1888  declara:  que 
cuando  se  ha  estipulado  como  condición  resolutoria  de  la  venta 
la  falta  de  pago  de  los  plazos,  procede,  si  llega  este  último  ca- 
so, la  nueva  inscripción  á  favor  del  vendedor  sin  necesidad  de 
otro  documento. 

Oreemos  haber  demostrado  hasta  la  más  completa  eviden» 
cia  por  medio  de  las  Resoluciones  enunciadas,  que  hemos  mea- 
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óionado  someramente,  á  pesar  de  la  notabilísima  doctrina  qne 
contienen  y  para  ao  dar  demasiada  extensión  á  este  apartado^ 
que  la  JQrísprndencia  contemporánea  tiende  á  la  sencillez  del 
procedimiento,  á  evitar  fórmulas  y  réqaisitoSi  y  atiende  más  al 
fondo  del  asunto  que  á  la  forma,  sin  curarse  mucho  del  forma- 
larísmo  de  las  leyes;  y  estas  consideraciones,  en  nuestro  humiU 
de  sentir,  son  un  poderoso  argumento  en  favor  de  nuestro  sis- 
tema, porque  al  mismo  no  puede  oponerse  más  que  un  amor  á 
lo  tradicional,  que  es  lo  anticientífico,  cuando  la  jurisprudencia 
moderna  sigue  otros  derroteros,  y  queda  demostrado  que  tiende 
á  lograr  el  objetivo  con  los  menos  rodeos  posibles,  alcanzán- 
dose con  más  facilidad  y  economía  el  ñn  á  que  se  aspira,  sin 
que  se  falte  á  la  justicia,  antes  bien  contribuyéndose  á  ella, 
porque  es  justo  y  bueno  lograr  el  derecho  con  sencillez  y  ausen- 
cia de  obstáculos. 


«  • 


La  jurisprudencia  que  mencionamos  en  nuestra  monogra- 
fía Estudios  sobre  legislación  hipotecaria  y  notarial,  ira  siendo 
confirmada  por  sucesivas  Resoluciones  de  la  Dirección  general^ 
y  vamos  á  estudiar  una  que  corrobora  la  que  sirve  de  funda- 
mento al  art.  2.^,  cap.  2.^  deltít.  1.^  de  nuestro  citado  trabajo, 
relativa  á  la  cancelación  de  inscripciones  hechas  en  virtud  de 
escritura  pública.  Y  decimos  en  dicho  artículo,  página  67:  «Se 
ve  que  la  jurisprudent^ia  hipotecaria  ha  tendido  á  facilitar  la 
iascrípción  de  todos  los  actos  que  hayan  de  llevarse  al  Regis- 
tro, bastando  que  consten  de  un  modo  que  no  pueda  dar  lugar 
á  dadas»,  y  á  seguida  estudiamos  la  Resolución  de  5  de  Octubre 
de  1864  relativa  á  la  cancelación  de  la  fianza  de  un  Adminis- 
trador de  loterías,  medíante  el  acuerdo  de  cancelación  puesto 
por  la  Dirección  de  Loterías  al  pie  de  la  escritura  de  fianza  de 
qae  b&  trataba. 

Esta  Resolución  ha  sido  confirmada  por  la  reciente  de  16  de 
Marzo  último,  que  establece  que  ha  de  considerarse  como  do  - 
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cum  ento  auténtico^  á  los  efectos  de  cancelar  una  inscripción  de 
hipoteca  para  responder  del  cargo  de  Administrador  de  lote- 
ríaS|  el  acuerdo  puesto  al  pie  de  la  misma  y  firmado  por  el  Dt- 
r<íctor  de  Rentas^  cancelando  la  hipoteca. 

Constituida  fianza  por  el  Administrador  de  loterías  de  Má- 
laga, falleció  apareciendo  que  dejó  saldadas  y  terminadas  sus 
cuentas^  á  las  que  dio  fallo  absolutorio  el  Tribunal  de  las  del . 
Reino,  y  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas  acordó 
que  se  cancelara  su  fianza  y  que  así  se  consignara  en  la  misma 
escritura  inscrita,  y  presentada  ésta  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad de  Málaga  con  el  acuerdo  de  la  Dirección,  extendido  al 
pie  del  documento  firmado  por  el  Director  y  sellado  con  el  de 
aquel  Centro,  denegó  el  Registrador  la  cancelación^en  su  vir- 
tud solicitada,  por  no  ser  bastante  la  nota  de  la  Dirección  para 
cancelar  con  arreglo  al  art.  82  de  la  ley,  tanto  más,  cuaoto 
que  en  ella  no  se  consiente  expresamente. 

Habiendo  acudido  el  que  solicitaba  la  inscripción  en  recur- 
so gubernativo,  alegó  para  demostrar  la  improcedencia  de  la 
negativa,  que  el  decreto  puesto  en  la  escritura  por  la  Direc- 
ción general  de  Rentas  es  un  documento  auténtico,  según  se 
infiere  del  precepto  consignado  en  el  párrafo  3.**  del  art.  596 
do  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  fundándose  además  en  las 
órdenes  de  17  de  Julio  de  1863  y  de  5  de  Octubre  de  1864,  y 
que  con  sólo  leer  el  acuerdo  de  la  Dirección,  se  adquiere  la  cer- 
teza de  que  ha  consentido  terminante  y  explícitamente  en  la 
cancelación. 

Oído  el  Registrador,  informó  que  era  de  confirmar  áu  cali- 
ficación: primero,  porque  la  nota  estampada  por  la  J)irecci(5n 
general  de  Rentas  no  podía  ser  estimada  documen4»  auténtica 
por  no  estar  extendido  en  la  forma  que  prescriben  los  Regla- 
mentos,* segundo,  porque  carece  de  la  legalización  necesaria 
para  que  haga  fe  en  el  Registro;  tercero,  porque  en  ella  falta  el 
expreso  consentimiento  necesario  para  la  cancelación;  y  cuarto,, 
porque  las  Resoluciones  anteriores  al  año  1869  sobre  cancela- 
ciones no  tienen  fuerza  á  consecuencia  de  la  reforma  de  la  ley 
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hecha  en  dicho  año  y  del  art.  72  del  Reglamento.  ElJaez  de  - 
legado  dejó  sin  efecto  la  nota  recurrida,  por  considerar  que, 
tanto  el  decreto  autorizado  por  el  Director  de  Rentas  como  la 
certificación  librada  por  el  Tenedor  de  libros  de  Loterías  de  di- 
cha  Dirección,  son  documentos  auténticos  y  fehacientes,  por 
cuanto  en  ellos  aparece  estampado  el  sello  de  aquel  Centro 
directivo,  cuyos  documentos  deben  hacer  fe  por  sí  solos,  sin 

» 

necesidad  de  legalización  alguna,  por  no  exigirla  la  ley  en  este 
caso,  con  otras  consideraciones  que  hizo,  acuerdó  que  fué  con* 
firmado  por  la  Presidencia  y  por  la  Dirección  general  que  sentó 
la  siguiente  doctrina: 

Visto  el  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria: 

Visto  el  art.  8.°  de  su  Reglamento : 

Vistas  las  Resoluciones  de  17  de  Julio  de  1863  y  5  de  Octu- 
bre de  1864: 

Considerando  que  no  es  posible  negar  la  autenticidad  del 
acuerdo  que  figura  al  pie  de  la  escritura  de  fianza  hipotecaría 
por  llevar  la  firma  del  Director  general  de  Rentas  y  el  sello  de 
aquel  Centro;  y  siendo  notorio  que  tal  acuerdo  estaba  en  las 
atribuciones  déla  dicha  Autoridad,  reúne  el  documento  las  cir- 
cunstancias previstas  por  el  art.  8.^  del  Reglamento  hipote- 
cario: 

Considerando  que  la  Dirección  general,  en  la  parte  disposí- 
tiva'de  la  Resolución  á  que  se  ha  aludido,  cancela  la  fianza  y 
ordena  que  así  conste  en  la  escritura  á  los  efectos  que  conven- 
gan al  interesado,  por  lo  cual  es  obvio  que  consiente  en  la  ex.- 
tinción  de  la  hipoteca,  quedando  cumplido  el  precepto  del  ar- 
tículo 82  de  la  ley. 

Considerando  que  en  corroboración  de  ese  acuerdo  ha  pre- 
sentado el  interesado  una  certificación  suscrita  por  el  Subdi- 
rector seg'undo  de  Rentas  Estancadas  y  visada  por  el  Director, 
én  que  consta  que  D.  José  Criado,  como  Administrador  que  fué 
de  Loterías,  dejó  saldadas  sus  cuentas,  á  las  que  dio  su  fallo 
absolutorio  el  Tribunal  de  las  del  Reino;  y  ese  documento, 
como  antecedente  necesario  de  la  orden  de  cancelación,  disipa 
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toda  duda  acerca  del  exacto  complimiento  que  ha  teuido  es 
esté  caso  el  ya  citado  precepto  del  art.  82. 

Goaatderando  que  en  dos  diferentes  ocasiones,  en  17  de  Ja- 
lio  de  1863  ;  en  5  de  Octobre  de  1864,  ha  declarado  esta  Di- 
reccidn  que  una  nota  extendida  en  la  misma  forma  que  la  que 
ha  motivado. este  recurso  ea  título  hábil  para  una  canceiacián, 
j  esas  dos  Resoluciones  son  aplicables  al  caso  actnal,  ain  qae 
ello  obste  la  afirmación  del  Registrador  de  Málaga  de  qae  ban 
perdido  an  fuerza  á  coDsecaencia  de  la  reforma  de  la  ley,  pues 
no  hay  fundamento  algnno  para  tal  aeeveracidn.» 

La  conclusión  que  de  estos  antecedentes  se  deriva  es  la  de 
que  son  inscribibles  los  documentos  auténticos,  por  cualquier 
medio  que  se  logre  dicha  autenticidad,  aun  cuando  no  inter- 
venga en  ellos  Notario  público;  de  suerte  que  podemos  repetir 
lo  que  sentamos  en  nueatro  citado  trabajo  acerca  la  facultad 
qae  tendría  el  Registrador  de  dar  autenticidad  á  los  contratos 
que  se  ratificasen  ante  el .  mismo  en  ta  forma  del  proyecto  so- 
metido á  la  decisifÍD  del  Congreso  de  loa  Diputados. 


En  demostración  de  qne  el  Derecho  moderno  está  saturado 
de  este  espíritu  de  llegar  á  obtener  el  resultado  positivo  qoe  se 
apetece,  sin  sacrificar  el  fondo  á  la  forma,  como  hasta  ahora 
venia  eú  parte  sucediendo,  podemos  citar  la  Real  orden  de  21 
de  Agosto  de  1885  dictada  para  subvenir  á  las  necesidades  qae 
ocurrieron  con  motivo  de  la  epidemia  colérica  de  aquella  épo- 
ca, según  la  cual  y  por  su  art.  6.",  la  cédula  testamentaria  que 
debía  llenarse  según  et  art.  5."  respecto  las  circo  aatancías  per- 
Bonales  del  testador,  la  institución  de  heredero  y  demás  requi- 
sitos del  testamento,  «no  habiendo  Notario  en  la  localidad,  ó 
DO  acndiendo  éste  con  la  prontitud  necesaria  al  llamamiento 
diíl  requirente,  y  no  podiendo  utilizar  otros  medios  legales  para 
otorgar  testamento  con  la  urgencia  qae  el  caso  exija,  la  expre- 
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Bada  cédula  deberá  extenderse  por  el  Secretario  del  Juzgado 
de  primera  instancia,  ó  del  manicipai  en  sa  defecto,  previa  so- 
licitud yerbal  qae  dirigirá  al  Juez  cualquier  pariente  5  amigo 
del  otorgante.  Los  mencionados  Secretarios  devengarán  por  la 
redacción  de  la  cédula  los  derechos  designados  en  el  número 
anterior.»  Otros  artículos  de  la  citada  Real  orden  regulan  las 
funciones  de  los  Secretarios  judiciales  en  la  autorización  de  cé- 
dalas testamentarias;  y  de  todas  las  disposiciones  de  la  Reai 
orden  mencionada  se  deduce  la  conclusión  que  hemos  sentado, 
relativa  á  que  el  legislador  no  sacrifica  á  la  forma  el  fondo  del 
asunto,  sino  que  se  dirige  á  la  obtención  del  fin  que  se  apete- 
coy  aun  cuando  hayan  de  relajarse  los  rigorismos  de  escuela; 
y  como  en  el  caso  del  debate  no  se  trata  de  otra  cosa  que  de 
esto,  el  estudio  que  acerca  del  particular  hacemos  contribuye 
á  demostrar  que  la  tendencia  moderna  del  Derecho  es  distinta 
de  la  que  sostiene  el  Notariado  para  continuar  disfrutando  sus 
privilegios. 


Gomo  si  en  este  proceso  jurídico  de  la  reforma  todo  hubiese 
de  contribuir  á  demostrarla,  podemos  ofrecer  ú,  la  considera- 
ción de  nuestros  lectores,  y  también  á  la  de  nuestros  adversa- 
rioSy  una  disposición  reciente,  por  demás  notable,  inapirada  en 
el  mismo  criterio  de  las  que  hemos  enumerado  antes,  contenida 
en  el  Real  decreto  de  5  de  Junio  de  1886,  relativa  á  la  redención 
y  venta  de  los  censos,  treudos,  foros  y  demás  cargas  ó  gravá- 
menes de  naturaleza  análoga  pertenecientes  al  Estado.  Entre 
otros  fundamentos  del  Decreto,  se  menciona  en  el  preámbulo: 
«que  no  se  han  visto  hasta  el  presente  realizados  los  laudables 
propósitos  del  Gobierno,  inspirados,  más  que  en  el  deseo  de 
allegar  recursos  al  Tesoro,  en  la  necesidad  generalmente  sen- 
tida de  fomentar  la  riqueza  agrícola,  liberando  á  la  propiedad 
inmueble  de  las  onerosas  cargas  que  la  abrumaban,  y  realizan- 
do al  propio  tiempo  el  fin  altamente  beneficioso  en  el  orden 
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económico  y  político  de  consolidar  los  dominios  directo  y  útil 
tan  pefjudicialmente  divididos.» 

Paes  bien;  obedeciendo  á  esta  noble  tendencia  el  art.  8.** 
del  Real  decreto  citado,  dispone  lo  siguiente:  «Para  la  cance- 
lación de  las  cargas  ó  gravámenes  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, será  docomento  bastante  la  certiñcación  que  expida  la 
Administración  de  Propiedades  é  Impuestos  respectiva,  en  qae 
se  haga  constar  haberse  verificado  aquéllas,  así  como  el  ingre- 
so en  Tesorería  del  capital  que  las  cargas  ó  censos  represen  - 
tan,  y  que  consiente  en  la  cancelación.  Si  la  redención  se  veri- 
ficara á  plazos,  será  preciso  para  la  cancelación,  además  de  la 
certificación  de  que  queda  hecho  mérito,  otra  en  su  día  que 
acredite  hallarse  satisfechos  aquéllos  en  su  totalidad  por  el  re* 
dimente.» 

Una  vez  más  queda  consagrado  el  principio  de  que  ee  ins- 
cribible en  el  Registro  de  la  propiedad  un  documento  auténtí- 
co,  expedido  por  un  funcionario  del  orden  administrativo,  uo 
Notario  público,  y  ante  tan  repetidos  ejemplos  y  casos  de  naes- 
tra  legislación,  la  teoría  sostenida  por  nosotros,  de  acuerdo  con 
tantísimos  antecedentes  legales,  de  que  se  conceda  al  Regis- 
trador la  facultad  de  que  ante  él  se  ratifiquen  los  actos  y  con- 
tratos inscribibles,  es  pura  y  legalmente  ortodoxa,  y  no  puede 
hacerse  oposición  seria  á  la  misma. 


Como  antecedentes  qne  podemos  adicionar  á  los  consigna- 
dos en  nuestra  monografía  Estudios  sobre  legislación  hipotecaria 
y  notarial  sobre  documentos  inscribibles  que  no  han  pasado 
ante  Notario  público,  podemos  mencionar  la  Resolución  de  25 
de  Febrero  de  1888  sobre  procedencia  de  la  inscripción  de  las 
relacionesí  de  bienes  consignados  en  instancia  privada,  la  cual 
confirma  las  de  27  de  Mayo  de  1863,  2  de  Mayo  y  26  de  No  - 
viembre  de  1864,  de  suerte  qjae  esta  jurisprudencia  está  safi- 


LA  CONTRATACIÓN  ANTR   LO0  BEaiSTBADORBiS  113 

-cientemente  corroborada  para  que  no  pneda  haber  lagar  á 
dadas. 

Asimismo,  según  los  artícalos  149  y  sigaientes  del  Regla- 
mento de  la  ley  Hipotecaria,  procede  la  inscripción  d"e  la  hipo- 
teca constituida  apud  acia  por  los  tutores  ó  curadores,  debien- 
do considerarse  esta  clase  de  hipoteca,  así  como  las  constitui- 
das en  favor  de  los  Pósitos,  las  prestadas  por  los  procesados  en 
jaicio  criminal  y  las  constituidas  por  bienes  reservables  y  de 
peculio,  las  únicas  excepciones  existentes  en  derecho  consti- 
tuido del  principio  general  consignado  en  el  art.  146  de  la  ley 
Hipotecaría  (1). 

Del  propio  modo  el  proyecto  de  Código  civil  de  1851,  que 
servirá  de  fundamento  al  que  ha  de  publicarse  en  breve,  según 
la  base  primera  de  la  ley  de  11  de  Mayo  último,  lo  cual  indica 
la  autoridad  de  aquel  proyecto,  facilitaba  el  medio  de  dar  ca- 
rácter público  al  documento  privado  que  se  refería  al  contrato 
de  prenda,  pues  niega  al  derecho  que  se  deriva  del  referido 
contrato  efectos  contra  tercero,  á  no  constar  por  instrumento 
público  ó  privado  cuya  fecha  sea  cierta,  adquiriendo  este  ca- 
rácter la  que  consta  en  el  contrato,  ó  bien  por  la  incorporación 
á  un  Registro  público,  ó  bien  por  el  inventario  que  de  ól  hicie- 
se algún  funcionario  tambión  público,  ó  bien  por  la  muerte  de 
cualquiera  de  los  que* lo  hubieran  otorgado.  Datos. son  éstos 
de  grandísima  significación  en  el  problema  de  nuestro  estudio, 
y  que  aumentan  los  que  consignamos  en  las  páginas  40,  41  y 
42  de  nuestra  monografía,  de  los  cuales  se  deriva  la  conclu- 
sión favorable  al  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluquer,  de  que  el 
documento  privado  adquiere  el  carácter  de  público  por  .medio 

^  de  la  ratificación  del  mismo  ante  un  funcionario  tambión  pú- 
blicoy  y  el  art.  24  del  proyecto  de  ley  de  11  de  Abril  de  1864 
hacía  posible  esta  ratificación  de  cualquiera  de  los  modos  esta- 
blecidos en  los  artículos  21  y  22,  según  el  lugar  en  que  resi- 
diesen los  contrayentes,  es  decir,  ante  el  Registrador  ó  el  Juez 

(i)     Goninilta  número  1882  de  la  Reforma  legislativa  de  1867,  página  185.    . 
TOMO  73  ^  8 
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man icí pal  del  domicilio  de  cnalqaiera  de  los  contratantes  6  deL 
lugar  en  qae  radicasen  sas  bienes.  Téngase  en  cuenta  qne  eL 
art.  24  del  proyecto  se  refería  á  los  contratos  privados  que  s& 
otorgasen-en  lo  sucesivo,  lo  cual  era  llegar,  respecto  de  este 
punto,  á  todo  lo  que  previene  el  sistema  Torrens,  con  la  única 
diferencia  de  que,  según  éste,  puede  ratificarse  el  contrato  ante 
cualquier  funcionario  público,  y  según  el  proyecto  de  1864  te- 
nía la  ratificación  las  limitaciones  consignadas,  pero  que  reve- 
laba dicho  sistema  un  progreso  indudable  sobre  el  vigente. 
¡Qaé  no  hubieran  dicho  los  Notarios  si  hubiésemos  propuesto 
lo  mismo  que  los  eximios  legisladores  de- 1864  en  su  famoso- 
proyecto  de  ley,  cuando  ahora,  con  proponer  un  sistema  menos 
radical  han  calificado  el  proyecto  de  malhadado,  etc.,  etc.! 

Y  nuestro  modo  de  pensar  se  va  abriendo  paso  paulatina- 
mente, y  encontramos  una  manifestación  de  ello  en  el  núme- 
ro 858  de  la  Reforma  legislativa  correspondiente  al  JO  de  Junio 
de  1888,  en  donde  se  inserta  un  artículo  titulado  Expedientes 
posesorios,  que  se  refiere  á  los  que  se  tramitan  ante  los  Juzga- 
dos de  primefa  instancia,  en  el  cual  se  lee:  «Y  aunque  se  su- 
primieran las  informaciones  tal  como  hoy  se  tramitan,  ¿se  per- 
dería muc*ho  en  eso?  ¿No  sería  bastante  que  esos  dos  testigos 
declararan  ante  el  mismo  Registrador,  ante  el  Alcalde  ó  cual- 
quier otro  funcionario  público,  señalando  un  derecho  módico 
por  esa  diligencia?  ¿Sería  alguna  cosa  rara  que  al  presentar 
al  Registrador  la  certificación  administrativa  se  le  pidiera  que 
en  el  acto,  ó  al  siguiente  día,  recibiera  declaración  en  forma 
breve  y  sencilla  á  dos  testigos,  sin'  necesidad  de  otras  ni  más 
diligencias?  ¿Qué  costaría  eso?» 

«En  una  palabra:  de  loque  se  trata,  es  de  concluir  con 
ese  expedienteo,  que  no  reporta  ningún  beneficio,  y  de  susti- 
tuirlo con  otro  ú  otros  medios,  sean  los  que  fuerer,  para  que 
se  estimule  esa  masa  enorme  de  propiedad  que  yace  muerta^ 
sin  vida  legal,  espantada  del  Calvario  que  ha  de  recorrer  para 
exhibirse  ante  el  mundo,  sobre  la  que  nadie  presta  un  céntimo^ 
ni  prestará  jamás,  y  que  merece  toda  la  atención,  todo  el  inte- 


LA  OONtBATAOldN  ANTE  LOS  BEaiSTBADOSES  115 

Tas  7  cariño,  todos  los  afanes  y  desvelos  de  la  dignísima  Di-  . 
rección  general  de  los  Registros,  quien  sabrá  segaramente, 
con  su  ilustración/ sacar  á  esa  propiedad  tan  maltratada  del 
atolladero  en  que  yace  por  exigencias  que  hoy  no  tienen  nin- 
guna  explicación.» 

Mientras  esto  no  se  logre>  no  se  acallarán  los  quejidos  de 
la  opinión,  ni  se  lograrán  las  ventajas  del  establecimiento  del' 
Registro,  por  lo  cual  sería  de  desear  que  se  estudiase  una  re- 
forma radical  que  extirpara  de  una  vez  tantas  trabas  con  laa 
que  se  ehcuentra  aherrojada  y  abatida  la  propiedad  territo* 
rial,  como  lo  prueban  tantas  manifestaciones  aisladas,  que  re- 
copiladas y  reunidas  formarían  severo  proceso  contra  la  legís* 
lación  vigente,  y  serían  el  argumento  más  poderoso  para  im- 
pulsar la  reforma  que  defendemos. 


*  * 


A  medida  que  se  va  profundizando  en  el  estudio  de  la  cues- 
tión objetó  del  debate,  van  encontrándose  nuevos  anteceden- 
tes que  confirman  nuestra  teoría,  porque  la  ley  Hipotecaria  y 
su  Reglamento  y  la  jurisprudencia  recaída  posterformente, 
arrojan  tantos  datos  que  conñrman  nuestra  tesis,  que  á  medi- 
da que  se  avanza  en  el  estudio  van  saliendo  corroboradas  las 
doctrinas  de  que  por  una  buena  porción  de  disposiciones  lega- 
les  el  Registrador  ejerce  de  Notario  público,  y  por  consiguien- 
te, la  misión  de  dar  fe  en  varios  actos  y  contratos  inscribibles; 
y  8i  esto  acontece  sin  inconvenientes  ni  perjudiciales  resulta- 
dos, no  hay  para  quó  no  extender  esta  intervención  á  otros 
casos  en  beneñcio  de  la  contratación  y  de  la  propiedad  terri- 
torial. 

Uno  de  los  antecedentes  de  que  no  hicimos  mención  en 
nuestra  monografía,  es  el  de  los  requisitos  y  formalidades  que 
se  observan  en  el  caso  de  cancelación  de  inscripción  de  crédito 
i^ipotecariOy  y  de  ello  vamos  á  ocuparnos  someramente. 


\ 
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El  art.  250  de  la  ley  Hipotecaría  dispone^  que  i^aan^o  se 
presente  un  lítalo  á  ñn  de  que  se  cancele  total  ó  parcialmen  - 
te  alguna  hipoteca,  deberá  presentarse  también  la  escritura  de 
su  constitución  en  que  conste  haber  sido  inscrita,  y  se  pondrá 
uua  nota  que  exprese  la  cancelación,  sin  perjuicio  de.  la  que 
también  deba  ponerse  en  aquel  título. 

Si  no  se  preseníase  la  referida  escritura  de  constitución  de 
la  hipoteca,  se  acompañará  al  título  copia  en  papel  común,  sin 
necesidad  de  que  contenga  firma  alguna,  debiendo  el  Regia* 
trador  cotejar  en  aquel  acto  dicha  copia  con  el  original,  y  ex- 
tender y  firmar  la  nota  de  conformidad,  si  resultase,  cuya  nota 
firmará  asimismo  el  interesado  ó  quien  en  su  representación 
haya  presentado  la  copia,  y  si  no  supiere,  el  testigo  que  firmó ' 
el  asiento  de  presentación. 

Según  el  art.  72  del  Reglamento,  la  escritura  con  su  nota 
y  testimonio  se  podrán  presentar  acompañadas  de  copia  sim- 
ple y  literal,  para  que,  siendo  cotejada  y  resultando  cpnfor- 
me,  quede  archivada  en  el  Registro  la  copia,  devolviendo  el 
título  al  interesado. 

De  los  antecedentes  expuestos,  resulta:  que  el  Registrador, 
con  el  fin  de  poder  devolver  el  título  original  de  la  cancela- 
ción, debe  cotejer  la  copia  con  dicho  original,  poniendo  la  nota  * 
de  conformidad,  si  resultase,  cuya  nota  debe  firmarse  por  el 
interesado  ó  quien  haya  presentado  el  título  ó  el  testigo  que 
firmó  el  asiento  de  presentación,  si  no  supiese;  de  suerte  que 
se  da  autenticidad  y  validez  á  la  copia  simple  presentada  sin 
firma,  y  dicha  copia  se  archiva  en  su  legajo  correspondiente, 
es  decir,  en  el  legajo  de  los  documentos  púdlicos;  de  suerte  que 
el.  Registrador,  mediante  el  cumplimiento  de  los  requisitos  de 
la  ley,  convierte  de  privada  en  pública  la  copia  del  título  de 
cancelación.  Y  que  el  cotejo  conviejrteial  documento  privado  y 
sin  firma  en  público,  mediante  la  nota  expresada,  lo  demues- 
tran el  art.  7.®  del  proyecto  de  ley  adicional  á  la  Hipotecaria  de 
11  de  Abril  de  1864  y  lo  manifestado  por  la  Comisión  de  Códi- 
gos en  la  exposición  de  motivos  del  mismo,  en  donde  se  dice 
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que,  «para  garantizar  en  todo  tiempo  la  autenticidad  de  las 
cancelaciones  y  la  grave  responsabilidad  qae  por  ellas  paede 
contraer,  el  Registrador,  dispone  el  art.  250  de  la  ley  Hipote- 
caria que  queden  archivados  en  el  Registro  los  documentos  en 
coya  virtud  se  hagan.  Esta  disposición  priva  á  los  interesados 
de  la  posesión  de  un  título  importante,  ó  les  obliga  á  reempla- 
zarlo éon  la  segunda  copia  del  mismo.  Además,  si  el  título  de 
cancelación  lo  es  á  la  vez  de  la  adquisición  de  otro  derecho  ins- 
cribible, como  sucede  cuando  se  enajenan  bienes  dótales  por  ej 
marido  y  la  mujer,  en  cuyo' caso  es  la  escritura  de  venta  títu- 
lo de  cancelación  de  la  hipoteca  dotal,  este  documento'  debería 
devolverse  en  un  concepto  y  no  en  otro.  Mas  estas  dificultades 
pueden  remediarse  fácilmente  sin  dejar  de  cumplir  lo  prescri- 
to en  el  art.  250,  disponiendo  que  cuando  el  título  de  cancela- 
ción sea  una  escritura  pública,  se  presente  acompañado  de  su 
copia  en  papel  común  firmada  por  los  interesados,*  la  cual,  co- 
tejada por  el  Registrador,  quede  archivada  en  el  Registro,  de- 
volviéndose el  original  y  poniéndose  en  ambos  >ejemplafes  la 
notskáe  Sefis^adoy  eío.» 

'  Téngase  en  cuenta  que  la  (Tomisión  de  Códigos  propone  el 
archivo  de  la  copia  simple  cotejada  por  el  Registrador  j9ú^ra^a- 
rantizar  en  todo  tiempo  la  aulenticiiad  de  las  cancelaciones,  y  lá 
grave  ^esponsaülidad  que  por  ellas  pueda  contraer  el  Registra- 
dor j  y  es  indudable  que  una  copia  que  ha  de  producir  tan  im- 
portantes y  transcendentales  efectos,  no  puede  menos  de  reves- 
tir el  carácter  de  documento  público  y  solemne,  y  lo  adquiere 
por  la  intervención  del  funcionario  encargado  del  Registro  y 
por  el  cumplimiento  de  los  requisitos  de  la  ley.  Estos  antece- 
dentes legales  quedan  confirmados  por  la  Resolución  de  30  de 
Marzo  de  1875.  Además,  y  archivándose,  según  los  primitivos 
preceptos  de  la  legislación  hipotecaria,  el  título  original  de  can* 
celación  en  el  legajo  de  documentos  públicos,  por  serlo  el  de 
que  se  trataba,  continúan  archivándose  en  el  propio  legajo  las 
copias  simples  autenticadas  por  el  Registrador,  siguiéndose  en 
e9te  particular  la  misma  práctica  trazada  por  el  formulario  ó 
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modelo  núm.  7  de  los  oficiales  qtie  acompañan  al  Reglamenlo. 
Sacando  de  estas  premisas  legales  la  consecaencia  indecli- 
nable, puede  asegurarse  ante  este  nuevo  dato,  que  el  Registra- 
dor es  un  funcionario  público  con  fe  y  atribuciones  para  dar 
autenticidad  á  documentos  privados,  y  por  lo  tanto»  puede  atri- 
buírsele la  facultad  de  hacer  lo  propio  con  los  contratos  priva- 
dos  que  se  le  presenten  para  producir  sus  efectos  en  el  "Regis- 
tro de  la  propiedad.  Nuestro  proyecto  es,  pues,  altamente  cieni- 

'  tinco  y  le  abonan  precedentes  legales  dignos  de  mucha  estima. 
Lo  que  acaba  de  decirse  tiene  mayor  fuerza  si  se  cohsidera 
y  tiene  6n  cuenta  lo  prevenido  en  el  art.  90  del  Reglamento  de 
la  ley  Hipotecaria,  que  establece,  que  la  cancelación  se  inscri- 
birá en  el  libro  y  lugar  correspondiente,  segán  su  fecha»  y  ex* 
presará:  1.^  El  número  de  la  inscripción  que  se  cancele:  2.* 
El  documento  en  cuya  virtud  se  haga  la  caocelacióu,  expre- 
sando, si  es  escritura,  los  nombres  de  los  otorgantes,  el  del  No^ 
tario  ante  quien  se  haya  otorgado,  y  su  fecha;  si  es  solicitad 
escrita,  los  nombres  de  los  firmantes,  la  fecha,  la  circunstan- 
cia de  haberse  ratificado  aquéllos  en  presencia  del  Registrador, 
la  fe  de  conocimiento  de  las  personas,  y  de  no  resultar  del  Re- 
gistro que  alguna  de  ellas  hubiese  perdido  el  derecho  que  le 
hubiese  dado  la  inscripción  cancelada,  etc.:  4.^  Expresión  de 
quedar  archivado  en  el  legajo  correspondiente  el  documento 
presentado. 

Obsérvese  que  este  artículo,  en  cuanto  se  refiere  á  la  soli- 
citud escrita  de  cancelación  que  pueda  presentarse,  establece 
todas  las  circunstancias  de  nuestro  sistema,  á  saber:  ratifica- 
ción de  los  firmantes  ante  el  Registrador,  fe  de'  conocimiento 
de  las  personas,  como  en  los  contratos,  examen  del  Registro 

•  para  evitar  los  inconvenientes  del  mismo,  especialmente  la  pér- 
dida del  derecho  consignado  en  la  inscripción  cancelada,  sega- 
ramente  para  evitar  las  segundas  enajenaciones  en  fraude  del 
contrayente;  y  obsérvese  que  el  Registrador  debe  dar  fe  de 
esta  circunstancia,  que  es  una  garantía  para  los  que  conti^aen, 
7  finalmente  tiene  lugar  el  archivo  del  documento  presentado^ 
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-archivo  que  se  Terifíca  en  la  forma  de  copia  simple  expresada, 
.  -  cotejada  del  modo  qae  hemos  dicho.  El  último  párrafo  del  ar- 
tículo 90  de  nuestro  estudio,  al  referirse  al  documento  de  can- 
celación que  ha  de  presentarse  en  varios  Registros,  dice:  <rEl  in- 
•  teresado,  al  presentar  en  cada  Registróla  escritura,  acompaña- 
rá una  copia  simple  de  ella,  extendida  en  papel  común,  que  se 
cotejará  por  el  Registrador;  y  resultando  conforme,  le  pondrá  al 
pie  de  la  misma:  Conforme  con  él  original  presentado^  luego  la 
fecha,  y  debajo  firmará  la  persona  qae  presente  el  documento, 
ó  un  testigo  si  ésta  no  pudiera  firmar,  quedando  dicha  copia 
archivada.^ 

En  el  art.  90  del  Reglamento  de  la  ley  Hipotecaria  tenemos 
confirmado  una  vez  más  nuestro  sistema  para  el  efecto  de  ins- 
cribir una  solicitud  escrita;  es  decir,  un  documento  privado  lue- 
g(>  que  haya  sido  ratificado  ante  el  Registrador  del  modo  ex- 
presado en  el  mismo.  Este  antecedente  legal,  coniforme  con  las 
principales  bases  de  nuestro  sistema,  lo  corrobora  una  vez  más; 
7  podemos  asegurar,  como  decimos  en  nuestro  trabajo,  que  no 
se  habrá  llevado  á  cabo  ninguna  reforma,  en  materia  de  legisla- 
ción, corroborada  y  sostenida  con  tanta  abundancia  de  antece- 
dentes legales. 

{Se  concluirá) . 

YioTOBiNo  Santamabía. 


LA  TESTAMENTIFACCIÓN 

EN  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO  * 


Ahora  bien;  sentadas  la  noción  y  clasificación  de  los  esta- 
tutos, ¿en  qué  casos  y  en  qué  lagares  estarán  sujetos  los  indi- 
viduos á  cada  uno  de  ellos,  y  cuándo  podrán  invocarlos  con 
arreglo  á  las  máximas  del  Derecho  internacional  privado  y  á 
las  prescripciones  del  positivo? 

Asunto  por  demás  controvertido  es  éste  y  que  requiere  dete- 
nido y  maduro  examen  para  su  cumplida  solución  dentro  de  la 
ciencia  jurídica  moderna. 

Tres  ideas,  mejor  dicho,  tres  elementos  importantes  entran 
en  la  investigación  de  este  problema,  elementos  que  entrañan 
una  serie  de  ideas  y  cuestiones  de  difícil  solución;  estas  ideas, 
sod:  la  personalidad^  como  sujeío  de  derecho;  la  propiedad,  como 
oójeto,  y  el  espacio  ó  lugar  del  ocio,  como  relación  necesaria  en- 
tre ésta  y  aquél. 

La  personalidad  y  como  sujelo  de  derecho^  siempre  es  la  mis- 
ina^  sea  cualquiera  el  punió  que  ocupe  en  el  espacio;  pues  como 
dijimos  al  tratar  de  la  teoría  del  Derecho,  todo  individuo  tiene 
una  esifera  de  acción  donde  desenvolver  sus  aptitudes  con  arreglo 
á  las  leyes  de  la  esfera  nacional  ó  Estado  á  que  pertenezca, 
porque,  como  sentamos  al  explicar  los  estados  de  las  personas, 
subdito  el  individuo  de  una  nación,  á  sus  leyes  ha  de  estar  su*' 

*     Véase  1a  pág.  606  del  tomo  72. 
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jeto  y  por  ellas  ha  de  regirse,  sin  qae  sea  excusa  para  no  ode- 
deeerlas  la  de  hallarse  accidentalmente  fuera  de  sn  patria; 
paes  siendo  los  derechos  de  la  personalidad  cosa  tan  subjeli- 
ya  y  <á  ella  inherentes,  habrán  de  seguirla  donde  quiera  qae 
yaya,  como  la  sombra  signe  al  cuerpo,  siendo  esta  la  razón  ju- 
rídica de  que  el  estatuto  personal  acompañe  eternamente  al  in- 
dividuo. 

Razón  análoga  existe  para  sentar  el  mismo  principio,  con 
respecto  al  estatuto  real,  en  relación  con  la  propiedad  inmue- 
ble; eslto  es,  que  la  propiedady  como  oójeto  de  derecAo,  siempre  es 
la  misma  sea  cualquiera  el  punto  que  ocupe  en  el  espacio;  y  coma 
el  conja  uto  de  leyes  que  la  regula  es  inherente  á  su  propia  na- 
turaleza, sin  consideración  al  estado  6  capacidad  de  las  perso- 
ñas  ó  sn  jetos  de  derecho,  y  como  el  Estado  es  la  única  entidad 
capaz  de  dictarlas  por  bu  soierania  territorial  ó  unidad  nacio- 
nal, y  como  dentro  del  Estado  se  halla  enclavada,  y  de  siujetar- 
se  á  leyes  de  otro  Estado  perdería  el  suyo  su  soberania  en  esa 
parte  de  su  territorio  y  por  ende  su  unidad  nacional,  de  aquí 
que  el  estatuto  real  sea  cosa  tan  eterna  como  el  inmueble  mis- 
mo, no  pndiendo  existir  éste  sin  que  aquél  subsista. 

Estos  estatutos,  personal  y  real,  parecen  así  expuestos  no- 
ciones antitéticas;  pues  rigiéndose  éste  por  leyes  inherentes  á 
sa  propia  naturaleza,  sin  consideración  al  estado  ó  capacidad 
de  las  personas,  y  rigiéndose  el  personal  por  leyes  que  la  acom- 
pañan, allí  donde  el  individuo  vaya  parece  como  que  se  divor- 
cian; pues  las  leyes  reales  no  salen  del  territorio  en  que  la  pro- 
piedad radica.  Mas  como  en  la  realidad  la  antítesis  no  existe, 
pues  todas  ellas  se  resuelven  en  una  síntesis^suprema,  siendo 
idéntico  en  la  razón  lo  que  en  la  inteligencia  era  contradicto- 
rio, así  estas  ideas  se  armonizan  lógicamente;  considerando 
que,  si  bien  el  estatuto  real  no  se  aparta  del  territorio  donde  el 
Inmueble  radica,  mientras  el  personal  acompaña  al  individuo  á 
país  extraño,  en  el  personal  va,  como  inherente  de  la  persona- 
lidad humana,  el  derecho  de  propiedad,  siendo  este  derecho  el 
~azo  de  unión  y  dependencia  entre  el  inmueble  y  su  dueño  au- 
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senté,  padiendo  coexistir  sin  obstáculo  alguno  y  sin  entorpe  - 
oerse  los  dos  estatutos  por  medio  de  esta  relación,  quedando^ 
por  tanto,  en  pie  las  ideas  sobre  ellos  expuestas. 

Ya  Story,  al  estudiar  estas  ideas,  sentaba  como  principio 
general,  aunque  deduciendo  consecuencias  falsas,  el  que  Be 
desprende  de  nuestras  anteriores  nociones,  esto  es,  que  cada 
nación  posee  soberanía  y  jurisdicción  exclusivas  dentro  de  su 
propio  territorio^  para  ligar  directamente  tanto  á  la  propiedad 
que  en  él  radique  y  á  las  personas  qrxQ  á  ¿1  pertenezcan  como 
á  los  actos  que  en  ¿1  se  ejecuten. 

De  modo  que,  según  este  principio,  el  Estado  tiene  juris- 
dicción  y  soberanía  exclusiyas  sobre  el  individuo  mientras 
sea  subdito  suyo,  esto  en  su  territorio  ó  fuera  de  ¿1,  rigiendo- 
se  en  sus  estados  personalesy  en  su  capacidad  legal  y  en  sos 
derechos  y  obligaciones,  como  individuo,  por  las  leyes  perso- 
nales (estatuto  personal),  del  Estado  á  que  pertenece,  asi- 
mismo, el  Estado  tiene  jurisdicción  y  soberanía  exclusiyas 
sobre  los  bienes  que  radiquen  en  su  territorio,  ya  sean  propie- 
dad de  subditos  suyos,  ó  propiedad  de  subditos  de  otros  Esta- 
dos, rigiéndose  estos  bienes  por  las  leyes  reales  del  Estado  en 
que  radican;  aunque,  si  son  propiedad  de  un  extranjero,  á  pesar 
<le  que  Ips  biones  seguirán  rigiéndose  por  el  estatuto  real,  esto 
es,  por  las  leyes  del  Estado  en  que  radican,  sin  embargo  la« 
relaciones  jurídicas,  entre  los  bienes  como  objeto  y  el  extran- 
jero como  sujeto^  se  regularán  por  el  estatuto  personal  de  ¿ste^ 
ó  sea,  por  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenezca  el  indivídao 
ó  sujeto  de  derecho.  T  tieae  soberanía  y  jurisdicción  sobre  los 
actos  ejecutados  en  su  territorio  por  subditos  de  otros  Estados, 
soberanía  que  será  exclusiva  y  mediata,  si  se  refiere  á  actos 
criminales,  ó  inmediata  é  indirecta  si  se  refiere  á  actos  civilea. 

De  lo  expuesto  se  ve  que  los  dos  estatutos,  personal  y  real, 
son  lo  que  podríamos  llamar  el  derecho  civil  6  sustantivo  del 
£)erecho  internacional  privado,  quedándonos  por  examinar  el 
derecho  procesal  ó  adjetivo,  que  lo  es  este  tercero  estatuto  lla- 
mado formal. 
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Ya  lo  hemos  definido,  como  el  conjunto  de  disposiciones 
^ae  rigen  los  aehs  del  que  se  halla  en  país  extranjero;  de 
modo  que  para  poder  dilucidar  con  exactitud  por  qué  reglas  ha 
de  regirse  en  sus  acias  el  que  en  país  extranjero  se  halla,  te» 
nemes  un  primer  elemento,  aeúo. 

En  todo  ocio  deben  distinguirse  dos  ideas^  su  forma  j  bu 
eontsnido;  el  contenido  de  todo  acto  jurídico  es  su  fundamento, 
SQ  razón;  es  decir^  la  capacidad  de  las  entidades  jurídicas  que 
intervienen  en  él,  ya  como*  sujeto,  ya  como  objeto;,  la  forma  es 
la  serie  de  requisitos  externos  con  que  ese  acto.se  ha  de  llevar 
á  cabo  para  que  sea  válido.  Su  contenido,  en  cuanto  i  los  actos 
ctPÜes  se  refiere,  lo  estudiamos  en  los  estatutos  real  y  perso* 
nal;  su  forma,  en  cuanto  á  estos  mismos  actos,  es  lo  que  vamos 
á  estudiar  ahora,  en  el  estatuto  que  lleva  su  nombre,  esto  es, 
en  el  estatuto  formal,  que  es  á  modo  del  procedimiento  que  ha 
de  seguirse  en  los  diversos  actos  que  puede  el  hombre  ejeca- 
lar  en  un  país  extraño. 

T  nos  referimos  8fólo  á  los  actos  civiles,  porque  ya  dijimos 
^ue  este  estatuto  correspondía  á  nuestra  tercera  agrupación 
de  los  estados  de  las  personaSy  que  es  la  que  abarca  aquellas  le- 
yes que  regulan  los  diversos  estados  en  que  pueden  encontrar- 
se los  individuos  en  relación  con  el  luffar  en  que  ejecutan  sus 
actos;  pues  según  el  lugar  en  que  los  ejecuten,  así  estarán  su- 
jetos d  una  ú  otra  jurisdicción ,  y  dentro  de  una  misma  juris- 
dicción d  unos  ú  otros  Tribunales)  y  dada  esta  noción,  en  gene- 
ral se  refiere  á  todos  los  actos,  y  como  estos  actos  pueden  ser 
de  dos  clases,  civiles  y  criminales^  de  aquí  que  en  cuanto  á  la 
forma  nos  refiramos  á  los  primeros,  pues  los  segundos  caen 
bajo  el  estatuto  form.al,  no  sólo  en  cuanto  á  la  forma^  sino  tam- 
bién en  cuanto  al  contenido,  siendo  para  conocer  de  ellos  Tri* 
bunales  competentes,  y  siéndoles  en  su  calificación  aplicables 
lasUeyes,  tanto  sustantivas  como  adjetivas,  del  territorio  ó  na- 
ción donde  se  hubiere  ejecutado  el  delito. 

En  los  actos  civiles ,  el  estatuto  formal  sólo  se  refiere  á  los 
requisitos  ó  formalidades  externas  de  que  los  actos  han  de  ir 
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revestídoe,  y  estas  formalidades  paeden  ser,  ya  las  exigidas 
por  las  leyes  del  Estado  ó  nación  á  que  el  individuo  pertenez- 
ca,  ya  las  exigidas  por  las  leyes  del  Estado  <5  nación  en  que  el 
individuo  se  halle,  quedando  esto  á  su  libre  voluntad.  Si  pre- 
fiere las  primeras,  puede  hacerloi  ya  ante  el  Cónsul  ó  represen- 
tante legal  de  su  nación,  ya  ante  el  funcionario  público  corres- 
pondiente de  la  nación  en  que  se  encuentre,  pero  con  los  reqqt- 
sitos  de  la  Suya;  si  prefiere  las  segundas,  tendrá  que  amoldarse» 
sólo  en  cuanto  las  formalidades  exteriores,  á  la  legislación  de 
aquel  pueblo;  pues  en  cuanto  á  los  requisitos  sustantivos,  ca- 
pacídad,  eto.,  ó  en  cuanto  á  los  muebles,  se  aplicarán  sus  res- 
pectivos estatutos  personal  y  real;  asi  los  Tribunales  del  país- 
en  que  ejecute  el  acto,  podrán  ser  competentes  para  todas  aque- 
llas diligencias  preventivas,  necesarias  para  la  conservación, 
seguridad  de  bienes,  documentos  ó  derechos,  pero  nunca  po- 
drán entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión  jurídica,  á  no  ser  que  se 
sometan  {odas  las  partes  á  su  jurisdicción,  y  aun  en  este  case 
ha  de  tenerse  en  cuenta  que  no  traiga  perjuicio  ó  vulnere  los 
intereses  de  la  nación  ó  de  un  tercero,  subdito  de  la  nación  ¿ 
que  el  ejecutante  del  acto  pertenece. 

Por  estas  someras  indicaciones,  de  cuestión  tan  profunda,, 
puede  conocerse,  al  paso  que  el  error  de  Schaffner  al  sentar 
como  principio  absoluto  que  toda  relación  jurídica  debe  ser 
juzgada  según  las  leyes  del  lugar  en  que  ha  tomado  existencia, 
y  el  vicio  de  Torres  Campos  que  con  su  incertidumbre  confun- 
de los  elementos  esenciales  de  los  tres  estatutos,  la  exctitud  de 
aquellas  máximas  latinas,  perfectamente  aplicables  á  nuestra 
teoría,  pudiendo  decir  con  ellas,  que  el  estatuto  personal  se- 
rige  por  la  ley:  Leffis  domicüii  persance. 

El  real  por  la  regla:  Lew  loci  rei  sita. 

Y  el  formal  por  la  prescripción:  Locus  regit actum. 
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IV 


En  comprobación  de  caantas  afirmaciones  llevamos  hechas, 
podemos  citar,  con  yerdadera  complacencia,  no  sólo  algunas 
leyes  de  nuestros  diversos  Códigos,  sino  también  maltitud  de 
sentencias  del  Tribnnal  Sapremo,  que  aseveran,  á  más  de  la 
riqueza  de  nuestra  legislación  sobre  este  panto,  la  idea  de  que 
no  ha  sido  España,  esta  España  tan  calumniada  como  mal  co* 
nocida,  .la  última  en  el  camino  del  progreso  y  en  el  estadio  del 
Berecho  internacional  privado,  sino,  por  el  contrario,  una  de 
las  primeras,  si  no  la  primera  en  aclarar  punto  tan  discutible  y 
oscuro,  que  aun  no  ha  dejado  salir,  á  los  escritores  alemanes 
é  ingleses^  del  confuso  eclecticismo  de  los  unos,  ni  del  apego  á 
la  teoría  exclusivamente  territorial  de  los  otros. 

Sujeta  España,  como  casi  todo  el  mundo  entonces  conocí* 
do,  á  la  dominación  romana,  y  encerrada  dentro  de  los  estre- 
chos moldes  áAjv^  genUum,  mezquinas  habían  de  ser  sus  no- 
ciones de  Derecho  internacional,  cuando  ella  misma,  triste  co- 
lonia de  sas  dominadores,  pasaba  por  el  yugo  de  la  conquista 
formando  parte  de  aquellas  clasificaciones  que,  empezando  en 
el/i^  latii  y  terminando  en  el  iedUUij  abrazaba  con  el  nombre 
general  de  peregrinas  á  todos  aquellos  pueblos  que  tenían  la 
desgracia  de  no  poseer  la  ciudadanía  romana. 

Sí  esto  es  así,  como  lo  atestiguan  los  dos  riquísimos  bronces 
encontrados  á  fines  de  Octubre  de  1851  en  la  ciudad  de  Málaga 
y  traducidos  en  un  carioso  estudio  crítico  por  D.  'Manuel  Ro- 
.  drígue?  Berlanga;  si  en  estos  bronces,  donde  se  consignan  las 
leyes  por  que  había  de  regirse  el  Municipii  flavii  salpensani  á 
falacitanOi  uno  de  los  sometidos  al  Imperio,  se  hacen  constar 
)yes  como  la  54  del  primero  y  el  epígrafe  y  las  22  y  29  del  se- 
cundo, por  las  que,  aun  dentro  del  mismo  municipio,  el  ciuda* 
lano  romano  absorbe  todos  los  derechos  en  perjuicio  de  los  co- 
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loQOB,  ^qoá  extrañóos  que  los  paeblos  sometidos,  como  España, 
al  verse  aún  formando  parte  del  imperio  latino  tratados  con 
tal  dureza,  miraran  á  los  extranjeros,  no  ya  con  el  áspero  ca- 
lificativo de  lárlaros  qao  le  daban  las  leyes,  sino  de  nn  moda 
todavía  más  crnel  y  agresivo? 

De  aqní,  sin  dada  ninguna,  que  al  SQr  invadida  por  los  vi- 
sigodos, al  reconstruirse  en  una*sola  nacionalidad,  aunque  re- 
gida por  dos  derechos  diferentes,  el'  romano  para  los  vencidos, 
7  el  germano  para  los  vencedores,  enconadas  las  ideas  por  las 
continuas  y  terribles  luchas  de  pueblo  con  pueblo  y  raza  con 
raza,  no  abandonara  su  prevención  hacia  los  extranjeros  y 
planteara,  como  todas  las  demás  naciones,  en  odio  á  los  demás 
pueblos,  el  conocido  con  el  nombre  de  derecho  de  albana  (aJii 
naíusj  nacido  en  otra  parte,  esto  es,  extranjero),  que  gráfica* 
mente  lo  define  Gutiérrez  como  la  facultad  que  tenía  el  sobera- 
no á  la  sucesión  y  herencia  del  extranjero  que  moría  en  sus 
Estados  sin  haberse  naturalizado  en  ellos;  ó  del  extranjero  nar 
turalizado  que  no  hubiere  dispuesto  de  sus  bienes  ni  dejado  he- 
redero regnícola,  ó  naturalizado;  ó  del  regnícola  que  hubiese 
salido  del  Reino. 

Más  unificadas  las  dos  legislaciones,  latina  y  visigoda;  abra- 
zados vencedores  y  vencidos  ante  la  común  desgracia  que  les 
amenazaba,  ante  la  invasión  árabe;  importado  á  nuestra  patria 
un  nuevo  elemento  de  progreso  inoculado  en  el  ideal  religiosa 
á  que  se  acogieran  en  aquella  guerra  santa  contra  las  taifas 
agarenas,  el  cristianismo  que,  ya  en  su  edad  madura,  había 
dado  sus  más  preciados  frutos,  recibieron  con  este  elemento 
una  nueva  idea,  hasta  entonces  para  ellos  desconocida,  la  do 
la  sociabilidid  humana^  idea  que  dio  sus  fecundos  resultados, 
pues  empezada  la  reconquista,  amalgamados  en  los  fuei^os  mu- 
nicipales que  los  Monarcas  concedían  á  los  pueblos  conforme 
sacudían  el  yugo  sarraceno,  las  leyes  latinas  con  las  godas  y 
éstas  con  las  canónicas,  en  lo  que  ellas  tenían  de  buenas  6  de 
realizables  con  arreglo  á  las  nuevas  necesidades  y  costumbres, 
y  unificados  estos  ftieros  por  el  sabio  y  nunca  bien  admirada 
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'  Monarca  D.  Alfonso  X  en  el  Fuero  Real  de  Españay  primer  Có- 
digo genuinamente  patrio;  el  derecho  de  albana,  ese  derecho 
yerdaderamente  insensato  como  el  gran  Montesquieá  le  caliñ-> 
có  al  denunciarle  á  las  naciones,  hecho  qne  acredita  su  exis- 
tencia en  ellas,  fué  abolido  en  España,  decretándose  su  nulidad 
en  la  hermosa  ley  2.*,  tít.  24,  libro  4.°  de  aquel  Fuero,  después 
copiado  en  la  ley  2.*,  tít.  30,  libro  1.**  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, que  dispone  «que  los  romeros  quien  quier  que  sean,  é 
donde  quier  que  yengan,  puedan,  también  en  sanidad,  como 
en  enfermedad,  facer  manda  de  sus  cosas  según  su  voluntad, 
é  ninguno  non  será  osado  de  embargarle  poco  ni  mucho.»  Véa- 
se con  cuánta^  razón  Gutiérrez  se  queja  de  ^que  el  Consejero 
Treilhard,  en  la  exposición  de  motivos  sobre  el  tít.  1.°,  libro  L^ 
del  Código  francés,  al  acusar  á  los  demás  pueblos  de  ingratos, 
en  noliaber  correspondido  al  llamamiento  de  la  Asamblea  fran^ 
cesa  que  suprimió  este  derecho,  no  hubiera  consignado  como 
excepción  honrosa  la  de  nuestra  patria  que,  muchos  siglos  an-' 
tes  que  la  suya,  desde  el  siglo  xiii,  lo  tenía  abolido. 

Desde  que  esta  primera  prescripción  fué  establecida  en 
nuestras  leyes,  la  condición  del  extranjero  en  España  ha  ido 
mejorando  y  sus  derechos  han  ido  reconociéndose  hasta  darles 
el  completo  desarrollo  que  hoy  tienen  en  la  teoría  de  los  esta- 
tatoB  que  hemos  expuesto. 

Tres  grupos  de  leyes  podemos  formar  desde  las  de  Partida 
hasta  nuestros  días,  concernientes  respectivamente  á  cada  uno 
de  los  estatutos  que  venimos  estudiando. 

El  estatuto  personal,  tal  y  como  lo  hemos  explicado,  esto 
eSy  el  que  abarca  aquellas  leyes  que  regulan  los  diversos  Es- 
tados en  que  puede  encontrarse  un  individuo  ó  sujeto  de  dere- 
.  cho,  ya  aislado,  ya  en  relación  con  las  demás  esferas  individua- 
les y  sociales,  ó  sujetos  de  derecho  de  la  nación  ó  Estado  á  que 
pertenece;  ó  como  dicen  los  autores  de  Derecho  internacional, 
el  conjunto  de  leyes  de  una  nación  que  determina  el  estado  y 
capacidad  civil  de  los  que  forman  parte  de  ella,  lo  vemos  san* 
cionado  en  nuestros  Códigos,  rigiéndose  constantemente  por 
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las  reglas  latinas  de  Ratiom  origims:  Ltgis  *domieilii  persona: 
MoiiUa  ossibus  inherent;  personam  sequuníur,  qae  dan  origen  á 
disposiciones  tan  acertadas  como  la  de  qae  el  individuo  qne  se 
fialla  accidentalmente  en  país  extranjero  puede  invocar  la  ley 
de  sn  nacionalidad,  en  cnanto  á  sa  capacidad  se  refiere,  y  la 
no  menos  progresiva  de  que  los  bienes  muebles  que  á  ese  indi- 
viduo acompañen  deberán  regirse  por  este  mismo  estatuto. 

Podemos  citar  á  este  efecto,  como  comprobación  de  nuestra 
tesis,  desde  las  leyes  7.*,  8.*  y  9.*,  tít.'  2.^,  Partida  1.*,  que  es 
de  donde  han  hecho  extensiva  esta  idea  al  Derecho  internacio- 
nal, hasta  las  modernas  leyes  donde  consta  en  todo  su  es- 
plendor. 

Estas  leyes  de  Partida,  concordadas  con  las  4.*,  5.%  8.*,  9.% 
10,  12,  15,  16,  18  y  20  del  tít.  1.°  de  la  citada  Partida  !.•,  noa 
dan  noción  filosófica  de  la  teoría  que  sustentamos.  Disponen 
estas  prescripciones,  que  las  leyes  deben  ser  hechas  por  el  «Em- 
perador ó  Rey  (Estado),  sobre  las  gentes  de  su  señorío,  é  otro 
ninguno  no  ha  poder  de  las  facer  en  lo  temporal,  fuera  ende  si 
lo  fíciesse  con  otorgamiento  dellos.  E  las  que  de  otra  manera 
fueren  fechas  no  han  nombre  ni  fuerza  de  leyes  ni  deven  valer 
en  ningán  tiempo»  (ley  12).  Establecen  asimismo,  sentado  el 
anterior  principio  de  que  sólo  el  señor  (hoy  poderes  públicos) 
del  Estado  puede  hacerlas,  que  <<ley  tanto  quiere  decir  como 
leyenda  en  que  yace  ensañamento  é  castigo  escripto  qíie  liga  é 
apremia  la  vida  del  hombre  (del  vasallo)  que  no  faga  mal,  6 
muestra  é  enseña  el  bien  que  el  home  deve  facer:  é  otrosí  ea 
dicha  ley,  porque  todos  los  mandamientos  della  deven  ser  leales,  6 
derechos,  é  cumplidos  según  Dios  é  según  justicia»  (ley  4.').  Esta 
misma  idea  de  obediencia  la  vemos  al  sentar  que  las  virtudes 
de  las  leyes  son  siete,  y  entre  ellas:  la  2.*,  ordenar  las  cosas;  la  . 
3.%  mandar;  la  6.",  vedar;  y  la  7.*,  escarmentar  (ley  5.').  Que 
«las  leyes  deven  ser  complidas  (por. los  vasallos)  é  muy  cuida- 
das ó  catadas  (ley  8.'  y  9.*),  pues  ellas  les  muestra  conocer 
sus  señores  y  é  sus  mayorales,  é  en  qué  guisa  les  deben  ser  obedien- 
tes é  leales  (ley  10),  pues  todos  aquellos  que  son  del  señorío  del 
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facedor  de  las  leyes  sobre  que  las  ál  pone,  son  tenados  de  las 
obedecer  é  guardar,  é  juzgarse  por  ellas,  é  non  por  otro  es^crito 

m 

de  otra  leí/ /echa  en  ninguna  manera»  (ley  15),  porque  las  leyes 
zon  fechas  en  Men  de  los  vasallos  y  claro  que  á  sus  derechos  y 
obligaciones  han  de  sujetarse  (leyes  16  y  18),  no  pudiendo  ale- 
gar ignorancia  para  dejar  de  cumplirlas  (ley  20). 

Con  estos  antecedentes  entra  eí  Código  alfonsino  en  la  ex- ' 
plicación  á^- los  fueros,  confirmando  las  anteriores  nociones  al 
decir  en  su  definición  que  el  fuero,  6  sea  el  conjunto  de  leyes 
por  que  cada  municipio  dentro  del  mismo  Estado  se  gobernxi- 
ba,  <!(non  se  debía  decir  ni  mostrar  escondidamente  más  por 
las  plagas  é  por  los  otros  lugares  á  quien  quier  que  lo  qui- 
siere oyr»,  dando  á  entender  que  debía  ser  público  y  conocido, 
para  no  poder  luego  alegar  su  ignorancia  (ley  7.*,  tít.  2.°, 
Partida  1."),  prescribiendo  después,  que  ha  de  ser  hecho  por 
ornes  de  buen  entendimiento.  <!cE  quando  así  fuere  fecho,  pué- 
denle  otorgar  é  mandar ^  é  de-  esta  guisa  será  assi  como  ley» 
{ley  8/) 

De  todas  estas  leyes  se  deducen  reglas  de  gran  importan- 
cia para  el  estatuto  personal:  1.*  Que  el  único  que  puede  ha 
cer  las  leyes  para  sus  vasallos  es  el  señor  natural  del  lugar  á 
que  éstos  pertenecen:  2."  Que  los  vasallos  tienen  obligación  de 
cumplirlas  mientras  pertenezcan  al  lugar  de  que  emanan: 
3.*  Que  no  pueden,  mientras  esto  suceda,  obedecer  ley  de  otro 
lugar  á  que  no  pertenecen,  aunque  accidentalmente  se  en- 
cuentren en  él:  4.*  Que  no  podrán  alegar  ignorancia  de  las  le- 
yes, pues  para  su  cumplimiento  se  hacen  públicas:  5.*  Que  ha- 
ciendo extensiva  esta  teoría  al  Derecho  internacional,  quedará 
vigente  con  sólo  entender  Estado,  donde  las  leyes  de  Partida 
dícc^  lugar, 

l:j¿itad  reglas  quedan  confirmadas  de  un  modo  terminante 
en  la  Novísima  Reoopilación,  donde,  aparte  de  las  leyes  prohi- 
bitivas que  niegan  á  los  extranjeros  en  España  capacidad  para 
toda  clase  de  empleos,  artes,  comercio,  industrias  y  oficios 

(IPíyea  2.%  tít.  4.*»,  y  2/,  tít.  5.^,  libro_7.^•  8.'  y  9%  tít.  9.^  li- 
TOMO  73  9 
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bro  6.^,  y  2.*,  título  3.**,  libro  9.**),  hoy  por  fortuna  casi  to- 
das las  últimas  suprimidas,  existe  una  disposición  que  coih- 
prende  nuestra  doctrina,  cual  es  la  ley  3/,  tít.  11,  libro  6.% 

m 

que  los  exceptúa  de  todas  las  cargas,^  pechos  ó  seryicios  per-- 
sánales,  pues  éstos  los  prestan  en  la  nación  de  que  son  sub- 
ditos. 

Claro  que  siendo  la  ciencia  jurídica  del  Derecho  interna- 
cional cosa  tan  moderna,  como  nacida  á  ñnes  del  pasado  siglo, 
en  éste  es  donde  ha  tenido  que  formarse  y  en  éste  donde  he- 
mos de  encontrar  sus  más  ricos  veneros  jurídicos.  En  efectOy 
el  estatuto  personal  como  inherente  al  individuo,  en  él  se  de- 
linea y  desarrolla  en  toda  su  plenitud,  y  así,  no  sólo  han  que- 
dado suprimidas  las  prohibiciones  de  la  Novísima  por  el  Real 
decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852,  artículos  18,  20  y  21;  por 
la  Real  orden  de  26  de  Julio  de  1853;  Constitución  de  1869, 
artículo  25,  art.  2.**  de  la  de  1876;  y  finalmente,  por  los  trata- 
dos internacionales,  en  los  que  los  extranjeros  son  equipara- 
dos á  los  nacionales  en  muchos  casos  (véase  el  celebrado  con 
Alemania  en  1872,  con  Austria  1870,  Bélgica  id.,  Fraacia 
1862,  Italia  1868,  Portugal  1870),  sino  que  tomando  cuerpo  la 
doctrina  en  estas  leyes  encerrada,  y  encarnando,  á  más  de  en 
nuestras  leyes  gubernativas,  como  lo  atestigua  la  Real  orden  de 
23  de  Noviembre  de  1886,  donde  se  establece  «que  no  es  admi- 
sible la  hipótesis  de  que  la  mujer  casada  pueda  contratar  y 
convenir  la  nacionalidad  que  ha  de  regular  los  actos  de  su  vida 
civil,  toda  vez  que^  mientras  su  marido  pertenezca  á  distinta 
nacionalidad  queda  sujeta  la  mujer  á  las  leyes  que  regulan  el 
estatuto  personal  de  la  familia,»  esto  es,  á  la  nacionalidad  del 
marido;  en  la  práctica  por  nuestro  Tribunal  Supremo  de  justi- 
cia establecida,  ha  sido  doctrina  de  sus  admirables  sentencias 
sobre  esté  punto,  donde  sienta,  con  notable  precisión,  todo  lo 
que  venimos  sosteniendo.  Véanse  sí  no  las  de  6  de  Noviembre 
1867,  27  Noviembre  1868,  12  Mayo  1885  y  24  Mayo  1886;  don- 
de establece,  como  principio  de  Derecho  internacional  privado 
á  que  han  de  ajustarse  nuestros  Tribunales,  ^cque  el  estatato 
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personal,  no  mediando  nn  tratado  especial,  debe  regir  todos 
los  actos  qae  se  refieren  en  lo  civil  á  la  persona  del  extranje- 
ro, subordinándose  á  las  leyes  vigentes  en  el  país  de  qne  es 
subdito,  y  decidiéndose  por  él  todas  las  cuestiones  de  aptitad, 
capaicidad  y  derechos  personales;  porqae  en  otro  caso  se  intro- 
duciría la  perturbación  y  la  facilidad  de  burlar  las  disposicio- 
nes de  las  leyes  patrias,  'que  protegen  los  derechos  de  los  sub- 
ditos, al  mismo  tiempo  que  les  impone  las  correlativas  obliga- 
ciones; que  la  ley  personal  de  cada  individuo  es  la  del  país  á 
que  pertenece,  la  cual  le  sigue  á  donde  quiera  que  se  trasla- 
de, regulando  sus  derechos  personales,  su  capacidad  de  trans- 
mitir por  testamento  y  abintestato,  y  el  régimen  de  su  matri- 
monio ó  familia;  que  al  extranjero  le  acompañan  su  estado  y 
capacidad  y  deben  aplicársele  las  leyes  personales  de  su  país, 
evitando  así  los  inconveniente  de  no  juzgarle  por  una  sola  ley. 
Guando  esto  no  se  oponga  á  los  principios  de  orden  püdlico  y 
á  los  intereses  de  la  nación  en  que  formula  sus  reclamado^ 
nes;  y  que  el  estatuto  personal  rige  todo3  los  actos  que  se  re- 
fieren en  lo  civil  á  la  persona  del  extranjero  sujeto  á  las  leyes 
vigentes  en  el  país  de  que  es  subdito,  decidiéndose  por  él 
todas  las  cuestiones  de  capacidad,  aptitad  y  derechos  perso- 
nales.;» 

Menos  dado  á  nebulosidades  y  problemas  el  estatuto  real, 
ha  sido  reconocido  en  España  desde  los  primeros  albores  de 
nuestra  legislación,  tal  y  como  lo  venimos  estudiando,  ó  sea, 
como  el  conjunto  de  leyes  de  una  nación  que  regula  los  de- 
rechos referentes  á  la  propiedad  inmueble,  sin  considera- 
ción al  estado  ó  á  la  capacidad  de  las  personas,,  naciendo  esta 
idea  de  la  relación  directa  entre  la  entidad  Estado  y  y  la  reali- 
dad  Nación  ó  Urritorio^  sobre  el*  que  aquél  tiene  completa  so^ 
herania. 

Ya  las  leyes  6."  y  8/  del  tít.  2.%  libro  3.°  del  Fuero  Viejo 
de  Castilla,  disponían  que  si  entidades  ó  individuos  de  un  fuero 
demandaban  á  entidades,  ó  individuos  sujetos  á  fuero  distinto 
sobre  propiedad  de  bienes  inmuebles,  esta  demanda  había  de 
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regirse  por  el  fuero  del  luffar  donde  él  inmneble  radicase;  ley 
que  por  la  confusión  á  que  pudiera  dar  lugar  en  el  estatuto  per- 
sonal^ aunque  sancionada  por  la  15,  tít.  14,  Partida  3.*,  fué 
más  tarde  aclarada  por  la  ya  citada  ley  3.*,  tíL  11,  libro  6.*  de 
la  Novísima,  que  sujeta  los  bienes  raíces  de  los  extranjeros  á 
las  cargas  y  leyes  vigentes  en  el  lugar  donde  están  situados; 
sin  tener  para  nada  en  cuenta  la  capacidad  6  estatuto  personal 
del  dueño,  pero  sin  oponerse  á  él,  como  ya  hemos  visto  por  las 
disposiciones  al  tratar  de  aquél  expuestas;  siendo  definitiva- 
mente establecido  por  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1838, 
aclaratoria  del  convenio  celebrado  con  Inglaterra  y  Francia 
en  1750,  que  «los  extranjeros  están  sometidos  á  las  leyes  del 
país  extraño  respecto  de  los  bienes  inmuebles  que  en  él  posean, 
pues  es  de  derecho  público  universal^  que  los  tales  bienes  son 
regidos  perlas  leyes  del. país  en  que  radican;»;  dándose  como 
razón  de  esta  máxima  en  el  Febrero,  reformado  por  Caravan- 
tes,  que  la  soberanía  es  indivisible  y  dejaría  de  serlo  desde  el 
momento  que  algunas  porciones  de  un  mismo  territorio  fuesen 
regidas  por  leyes  que  emanaran  de  otro  soberano. 

Conforme  con  esto,  la  Real  orden  citada  prescribe  qne  se 
observarán  para  <íet  repartimiento  y  cargas  que  recaigan,  sola- 
mente^ sobre  la  propiedad  territorial,  de  subditos  extranjeros  en 
España,  las  mismas  leyes  establecidas  para  los  subditos  espa  - 
ñoles,  por  ser  cargas  inherentes  al  suelo^  cualquiera  que  sea  su 
poseedor»;  prescripción  reforzada  por  el  art.  21  del  Real  de- 
creto de  17  de  Noviembre  de  1852,  y  sobre  todo  el  34  de  la  ley 
de  4  de  Julio  de  1870  que  dispone,  «que  los  bienes  raíces  6  in- 
muebles j)erténecientes  á  extranjeros  de  cualquier  clase  qao 
sean  éstos,  y  aunque  no  residan  en  territorio  espaQol,  estarán 
sujetos  á  todos  los  impuestos  que  graviten  sobre  los  bienes  de 
igual  naturaleza  pertenecientes  á  españoles»,  ley  que  hizo  ex- 
tensivo á  las  provincias  de  ultramar  lo  que  ya  sobre  esta  ma- 
teria regía  en  las  de  la  Península. 

En  este  estatuto  se  da  el  caso,  originalísimo  en  nuestra  le- 
gislación, de  que  pactada  esta  misma  teoría  en  ios  tratados  ín- 
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ter nacionales  airtes  citados,  celebrados  por  España  con  otras 
naciones,  nadie  la  haya  puesto  en  duda,  siendo  universal- 
mente  respetada,  y  no  habiendo,  por  tanto,  tenido  necesidad 
nuestro  Tribunal  Supremo  de  sancionarla  con  su  jurispru- 
dencia; 

El  estatuto  formal  se  encuentra  Vigente  en  nuestra  legisla- 
ción desde  que  lo  sancionó  la  ley  24,  tít.  U,  Partida  4.*,  al  dis- 
poner que  «quando  casan  algunos  en  una  tierra  é  facen  pbytos 
(convenios)  entre  sí,  é  después  van  á  morar  á  otra  tierra  en  que 
es  costumbre  contraria  de  aquel  pleyto;  porque  podría  acaescer 
dobda  quando  muriese  alguno  dellos,  si  deva  ser  guardado  el 
pleito  que  puQieron  entre  sí,  ante  que  casasen,  ó  quando  casa- 
ron ó  la  costumbre  de  aquella  tierra  do  se  mudaron,  por  ende 
lo   queremos  departir.  £  decimos:  que  el  pleito  quellos  pu- 
sieron entre  sí,  deve  valer  en  la  manera  que  se  avinieron,  ante 
que  casassen  ó  quando  casaron,  é  non  debe  ser  embarga- 
do por  la  costumbre  contraria  de  aquella  tierra  do  se  mudaron, 
Esso  mismo  sería  maguer  ellos  non  pusiesen  pleyto  (con- 
Tenio),  ca  la  costumbre  de  aquella  tierra  do  ficieron  el  casa- 
miento  deve  valer,  quanto  alas  dotes,  é  en  las  arras,  é  én  las 
g'anancias  que  ficieron,  é  non  la  de  aquel  lugar  do  se  cam- 
biaron.» 

Sabido  es  que  en  España  existían  y  aun  existen  legislacio- 
nes  forales  que  son  á  las  que  se  refiere  esta  ley  de  Partidas  al 
dictar  reglas  para  resolver  los  conflictos  que  entre  dos  de  ellas 
pueda  haber  sobre  un  determinado  punto;  pues  esta  idea  am* 
pilada  y  modificada  en  cuanto  pueda  oponerse  al  estatuto  per-, 
sonal  que  en  ella  se  confunde,  es  aplicada  á  todos  los  actos  que 
tin  individuo  pueda  realizar  en  un  Estado  extraño  al  suyo,  el 
embrión  de  la  teoría  del  estatuto  formal,  vigente  en  el  Derecho 
internacional  privado. 

Definíamos  este  estatuto  como  el  conjunto  de  disposiciones 
qtib  rigen  los  actos  del  que  se  haUa  en  país  extranjero  que  en 
la  teoría  de  los  estados  de  las  personas  vimos  correspondía  á  la 
tercera  agrupación,  esto  es,  ala  que  abarca  aquellas  leyes  que 
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regulan  los  diversos  estados  en  qae  pueden  eftcontrarse  los  in- 
dividuos, ó  esferas  individuales,  en  relación  con  el  lugar,  6  es- 
feras nacionales,  en  que  ejecutati  sus  actos. 

Estos  actos  pueden  ser,  como  dijimos,  eitües  6  criminales^ 
j  están  sujetos  á  las  leyes  del  luffar  6  Estado  en  que  se  llevan 
á  cabo. 

{Se  concluirá) 

Juan  GARcfA-OoTBNA  Alzuqabat. 


EL   PODER   SOCIAL 

LA  INSTRUCCIÓN  Y  EL  JUICIO  EN  LO  CRIMINAL 


(Apnntea  Jnrfdieos.) 


IDEAS  QENEBALEB  SOBRE   EL  OSIOEN  DEL  PODEK  SOOIAL 
Y  SUS  TRES  FORMAS   DE  REALIZACIÓN 

De  nn  modo  en  extremo  ostensible  y  evidente  se  maniñes- 
ta  en  la  naturaleza  social  humana  la  existencia  de  dos  contra- 
rías 7  opuestas  tendencias,  que  lo  son  sustanciales  y  consti- 
tuyen además  su  modo  de  ser:  la  una  individualista,  expresión 
de  la  libertad  individual  fundada  en  su  voluntad  esencialmen- 
te libre  y  colectivista;  la  otra,  ó  sea  de  asociación  y  aproxima- 
ción á  sus  semejantes,  á  consecuencia  del  limitado  alcance  de 
BU  poder  y  de  la  urgencia  de  sus  necesidades  morales  y  físi- 
cas,- aspiraciones  y  tendencias  ambas  encarnadas  en  el  ser  hu- 
mano, dependiente  á  la  vez  una  de  otra,  de  tal  modo,  que  no  es 
dable  sino  por  un  esfuerzo  de  abstracción  el  concebirlas  sepa- 
radas. La  individualista,  en  efecto,  no  le  dejaría  sentir  ni  aun 
presentir  la  necesidad  de  la  sociedad,  reduciéndola  al  más  tris- 
te y  grosero  aislamiento,  mientras  que  la  asociable,  sin  la  ante- 
rior, harfa  al  individuo  incompatible  con  la  existencia  absor- 
biente de  la  mera  ¿sociabilidad,  teniendo  éste  por  fin  que  bus  - 
car  en  la  soledad  la  redención  de  su  personalid^cd  desconocida; 
y  por  lo  tanto,  es  imprescindible  é  inevitable  el  ordenamiento 
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armónico  de  tan  auténticas  aspiraciones  y  tendencias,  por  me^ 
dio  de  un  justo  nivel  y  prudente  compensación  entre  las  exi- 
gencias de  ambas,  tanto  más  cuanto  qu«  esa  misma  naturaleza 
es^  bajo  su  punto  de  vista  objetivo,  «reí  resultado  inmediato  y  . 
tangible  de  la  combinación  ordenada  y  armónica  de  las  dos 
contrapuestas  tendencias^  expansiva  y  de  aproximación.» 

El  hombre  armoniza  de  hecho  estas  dos  divergentes  aspira* 
cienes  de  un  modo  espontáneo  é  inconsciente,  por  decirio  asíi. 
en  la  primera  y  más  fundamental  de  las  manifestaciones  so- 
ciales, en  la  familia,  base  y  origen  de  las  demás;  y  al  confun- 
dirse por  ella  en  una  todas  las  individualidades  que  la  compo- 
nen,  por  medio  de  los  inexplicables  é  incomprensibles  vínculos 
del  amor  y  de  la  sangre,  acrecen  las  necesidades  de  las  mis- 
mas dando  margen  á  que  las  familias  se  congreguen  forman- 
do agrupaciones,  que  llevan  al  hombre  sucesivamente  hasta 
el  Estado,  la  más  grande  y  más  sublime  manifestación  social^ 
y  la  más  propia  para  la  realización  de  sus  elevados  fínes. 

El  Estado  objetivamente  considerado,  es,  por  decirlo  así, 
«ría  concentración  ordenada  de  relaciones  entre  personas  indi- 
viduales y  morales,  que  viven  independientemente  en  un  mis- 
mo territorio,  por  medio  de  un  yíncnlo  superior  al  hombre,  6 
sea  por  el  ejercicio  del  Poder,»  Poder  que,  dimanando  del  Om- 
nipotente, surge  del  hecho  de  la  constitución  en  sociedad  y  re- 
conoce por  exclusivo  objeto  y  único  fín  la  realización  del  orden, 
siendo,  en  su  virtud,  la  razón  de  ser  de  toda  manifestación  so- 
cial^ y  al  mismo  tiempo  de  la  naturaleza  sociable  humana;  pues 
sin  su  importante  y  necesario  concurso  sería  estéril  é  imposible 
la  sociedad.  ¿Cómo  explicar  si  no  la  naturaleza  social  del  hom- 
bre, si  la  sociedad  no  pudiese  realizarse,  si  no  tuviese  ésta  ea 
el  Poder  su  razón  de  ser?  ¿Cómo  explicar  una  concentracióu 
ordenada  y  armónica  de  relaciones  sociales  sin  la  posibilidad 
de  ellad,  sin  el  concurso  de  on  vínculo  superior  j  aunhioTf 
¿Cómo  comprender  la  Sabiduría  y  Omnipotencia  del  Supremo, 
si  al  crear  al  hombre  sociable  no  le  confiriese  poder  para  serlo, 
|)ara  imponerse  á  los  demás  realizando  el  orden? 
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El  hombre  es  sociable,  el  hombre  aspira  á  la  sociedad,  lue- 
go ha  de  ir  á  ella,  luego  ha  de  serle  factible  ésta. 

Mas,  ¿qué  es  el  Poder  en  abstracto?  Unti^faculiai  de  hacer; 
y  subjetivamente  considerado  y  aplicado  á  la  sociedad,  es  ¿a 
facultad  de  dominar  la  sustancialmente  libre  é  ilimitada  vo» 
htntad  humana^  para  hacer  al  hombre  y  á  la  sociedad  Esta- 
do libres.  En  efecto,  si  la  naturaleza  misma  individual  lleva 
al  hombre  á  la  sociedad;  si  la  realización  de  ésta  no  es  más 
que  la  armonizacién  y  equilibrios  de  las  tendencias  expansiva 
y  aaociable,  no  es  posible  conseguir  tales  fines,  siuo  mediante 
el  respeto  de  todos  los  asociados  y  la  restricción  de  su  libertad 
objetiva,  libertad  que,  siendo  una  cualidad  sustancialmente 
ilimitada  de  la  humana  voluntad,  sólo  puede  ser  restringida  y 
mermada  por  medio  de  una  facultad  ó  en  nombre  de  un  poder 
de  origen  superior  á  ella^ó  procedente  de  la  suprema  yoluntad; 
pues  si  ella  creó  al  hombre  esencial  é  ilUnitadamente  libre, 
ella  y  sólo  ella,  ó  en  su  nombre,  se  ha  de  restringir  su  volun* 
tad  sin  menoscabo  de  su  dignidad,  y  lo  que  es  más  transcen- 
dental, sin  derecho  á  la  rebelión,  y  por  lo  tanto,  por  ella  ó  en  * 
SQ  nombre,  únicamente  es  dado  producir  y  mantener  sólida- 
mente el  orden  social. 

Si  el  hacer,  esencia  del  Poder,  es  realizar  aquello  que  pien- 
sa y  quiere  un  ser  libre,  se  habrán  de  distinguir  en  el  ejerci- 
cio del  Poder  social  tres  facultades  consustanciales,  que  si  bien 
se  desarrollan  en  esferas  y  órdenes  distintos  participando  de 
una  misma  sustancia,  «la  de  ser  facultad  de  hacer;»,  constitu- 
yen un  solo  Poder. 

El  legislativo,  ejecutivo  y  moderador:  éstas  son  las  tres 
ramas  del  Poder  social,  independientes  en  cuanto  ásus  mani- 
festaciones, y  constituyendo,  por  decirlo  así,  cada  una  un.po- 
der  formal.  El  legislativo  es  como  el  poder  subjetivo,  tiene  su 
esfera  de  acción  en  las  altas  regiones  de  la  moral,  se  remonta 
hasta  lo  supra  sensible  y  divino,  para  establecer  preceptos  á 
que  se  ha  de  ajustar  la  conducta  humana  y  producir  el  orden^ 
donde  únicamente  tiene  realización  posible  la  libertad.  El  eje- 
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cativo  es  como  el  poder  objetivo,  se  desarrolla  en  la  conducta 
humana,  está  en  contacto  íntimo  con  ella,  haciendo  camplir 
los  preceptos  del  legislativo  y  realizando  el  orden;  pero  este 
poder  tiene  á  su  vez  dos  distintas  formas:  la  meramente  ^eentH-- 
vay  qae  hace  cumplir  la  ley  dentro  del  orden  y  hasta  emplea  I& 
fuerza  contra  el  desorden,  y  la  judicial^  que  también  la  haca 
cumplir,  pero  restableciendo  el  orden  perturbado.  Ambas  tie* 
nen  un  mismo  fin,  hacer  camplir  las  leyes  y  realizar  el  orden; 
pero  ambas  proceden  por  distinto  camino  y  ocasiones  diversas. 
El  moderador  es  como  el  poder  sustantivo,  regula  las  relacio- 
nes entre  los  dos  anteriores,  procura  su  independencia,  deslin- 
da, en  caso  de  duda,  sus  distintas  atribuciones,  no  las  asume, 
no  las  absorbe,*  es  como  el  elemento  de  unidad  y  unifícador  del 
poder  mismo,  colectivamente  manifestado. 

El  orden  es,  en  suma,  el  fin  último  del  poder  social,  y  en 
su  virtud  puede  definirse  en  sentido  puramente  objetivo,  di- 
ciendo  que  es  «el  ejercicio  de  la  libertad  humana  por  medio  de 
SU  misma  restricción:»  ejercicio  y  restricción  son  óstas,  que  b\ 
*  bien  parecen  antitéticas,  una  y  otra  se  completan,  se  compren- 
den y  hasta  se  suponen,*  y  tanto  es  así,  que  la  misma  libertad 
bajo  su  aspecto  objetivo,  no  es  ni  puede  ser  otra  cosa  en  bue- 
nos  principios  psicológicos  y  sociológicos,  «que  el  ejercicio  de 
un  derecho  garantido  por  el  cumplimiento  de  un  deber.»  Bn 
efecto,  sería  ilusorio  el  derecho  de  seguridad  individual,  el  de 
propiedad,  etc.,  si  no  envolviese  el  deber  de  respetar  las  perso* 
ñas  y  cosas  ajenas:  la  libertad  que  no  se  mueve  dentro  de  la 
esfera  del  derecho,  no  es  sino  el  empleo  de  la  faerza  contra  el 
orden  que  perturba,  y  que  el  poder  social  está  llamado  á  res- 
tablecer. 
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II 


Vm  DBL  PODER  EJBOÜTIYO  BN  SÜ  OBDEN  JUDICIAL  T  SUS  TÍAS  DR 

PBOOEDEB  CITIL  T  CRIMINAL 

El  restablecimiento  del  orden  perturbado:  ¡he  aquí  el  ñn  y 
objeto  del  Poder  ejecntivo  en  su  rama  ó  forma  judicial!  Dicha 
perturbación  afecta  dos  distintos  aspectos,  á  los  cuales  corres- 
ponden sus  dos  maneras  de  proceder  diversas:  la  vía  civil  y  la 
criminal. 

La  sociedad  garantiza  á  todos  los  ciudadanos  el  libre  ejer- 
cicio de  sus  derechos  por  medio  de  los  deberes  correlativos,  que 
merman  la  libertad  para  que  pueda  subsistir  y  ejercitarse: 
cuando  dos  ciudadanos  se  creen  en  posesión  de  un  mismo  de- 
recho, no  cabe  que  ninguno  de  ellos  se  crea  obligado  al  cum- 
plimiento del  deber  correspondiente,  pues  dicho  se  está  que 
equivaldría  á  ceder  de  su  supuesto  derecho;  y  como  derecho  sin 
deber  es  como  esencia  sin  existencia,  es  como  sustancia  sin 
forma,  al  punto  tiene  que  surgir  y  surge  una  perturbación. en 
el  orden  social. 

Por  mucho  que  afecte  esta  perturbación  al  interés  parti- 
cular ó  privado,  no  deja  de  interesar  á  la  sociedad* su  restable- 
cimiento; ya  por  la  intervención  de  la  Autoridad  judicial,  ya 
por  convencimiento,  ó  por  transacción  de  partes,  pues  si  la  so- 
ciedad es  la  armonización  ordenadk  de  relaciones  individuales 
y  morales,  desde  el  momento  en  que  ese  orden  se  perturba,  se 
altaran  esas  relaciones,  se  contraría  su  fin  y  naturaleza,  afec- 
tando, por  tanto,  á  esa  misma  sociedad  y  al  poder  social,  que 
es  su  razón  de  ser  y  el  único  llamado  á  restablecerle. 

Esa  perturbación  del  orden  social  puede  ir  mucho  máa 
allá  y  producir  efectos  más  desagradables  y  transcendentales, 
cuando  al  realizarse  se  consuma  un  mal  ó  un  daño  á  la  socie- 
dad, al  Estado  ó  al  individuó  en  su  honor,  su  persona  ó  su  pro- 
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piedad.-  En  este  caso,  la  pertarbación  no  es  meramente  civil^. 
como  la  anterior  quie  acabamos  de  apuntar,  porque  no  tan  sólo 
86  lesiona  el  derecho  negándole  el  deber  del  respeto,  sino  que 
además  se  produce  un  9ial,  se  realiza  un  daño  que  constituye 
una  transgresión  criminal  y  un  delito,  al  perturbar  el  orden 
moral  y  el  público  también. 

En  la  perturbación  merafnente  civil,  basta  para  su  restable- 

r 

cimiento  que  el  poder  social  declare ^el  derecho  conculcado  ha- 
ciendo cumplir  la  ley,  ó  bien  que  se  termine  la  contienda  por 
transacción  de  partes,  en  cuyo  caso  surge  un  nuevo  derecho  y 
un  deber  mutuo  por  la  convención,  ó  por  allanamiento  de  ellas, 
^  lo  no  respetado  en\in  principio.  Pero  en  la  criminal  es  indis- 
pensable y  necesario  que  el  poder  social  vaya  más  allá  ¿  im- 
ponga un  castigo  al  culpable,  con  el  cual  satisfaga  la  vindicta 
pública  y  procure  la  corrección  del  delincuente  extirpando  de 
so  corazón  la  raíz  y  germen  del  mal,  trocándole  en  un  ciada* 
daño  honrado  y  útil  á  la  sociedad,  y  le  obligue  asimismo,  y  en 
su  caso,  á  la  restitución  e  indemnización;  función  que  en  ma- 
nera alguna  puede  ejercitarse  sino  á  nombre  del  poder  social 
por  lo  apuntado  anteriormente,  y  porque,  de  otra'suerte,  el  cas- 
tigo degen'eraría  en  venganza  inicua  é  imposición  indigna,  en 
inaguantable  la  corrección  que  en  sí  envuelve  un  concepto  de 
superioridad  por  parte  de  quien  la  exige,  procura  y  ejercita,  y 
en  robo  la  indemnización  arrancada  contra  la  voluntad  del  da* 
ñador. 

-         III 

PfeBTUBBAOIÓN  CRIMINAL  DB^  ORDEN  POR  EL  DELITO. — Su  APAIU- 
OlÓN  REPENTINA  T  MISTERIOSA  EN  LA  SOCIEDAD. — COMPENSA- 
CIÓN SOCIAL  EN  LA  INSTRUCCIÓN. 

La  perturbación  criminal  del  orden  social  constituye  na  de- 
lito, ó  sea  «una  transgresión  voluntaria  de  la  ley  penal,;i>  de  lo 
cual  se  desprende  que  son  dos  los  elementos  constitutivos  del 
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mismo:  elvnoy  furamente  real,  6  sea  el  hecho  material  y  dañoso 
y  la  eulpadilidad  del  agente  que  éste  envuelve;  y  el  otro,  eminen- 
iemente  relativo  6  de  referenda  d  la  ley  penal,  ó  sea  el  «nomen 
jüris)>  6  dejínidón  legal,  por  la  que  se  establecen  las  relacio- 
nes jurídicas  entre  el  anterior  y  el  precepto  escrito  de  la  ley 
penal. 

El  conocimiento  del  hecho  material  en  sos  detalles  y  cir- 
cunstancias, y  al  mismo  tiempo  en  todo  sn  alcance  y  transcen- 
dencía^  así  como  la  culpabilidad  por  parte  del  agente  y  la  dis- 
ensión de  sus  relaciones  jurídicas,  es  la  función  capital  y  pri- 
mera del  poder  social  en  la  persecución  del  delito,  para  esta- 
blecer después  esas  mismas  relaciones  de  derecho  que  el 
referido  hecho  real  guarde  con  la  ley,  y  determinar  su  iippu- 
tabilidad  y  hacer  efectiva  la  responsabilidad  consiguiente. 

Conocer  y  esclarecer  la  verdad,  ó  sea  el  elemento  real  y  de 
hecho  del  delito  ejecutado  siempre  á  espaldas  del  poder  social  y 
con  sorpresa  do  la  misma  víctima  ó  perjudicado,  es  la  función 
primera  del  poder  social  en  su  orden  judicial;  función  que  tiene 
dos  distintos  momentos:  el  primero,  consecuencia  necesaria  de 
la  forma  de  aparecer  el  delito  en  la  sociedad;  y  el  otro,  consi- 
guiente al  modo  de  proceder  este  mismo  poder,  cuyos  momen- 
tos son  la  instrucción  sumarial  y  el  juicio. 

En  el  misterioso  é  impenetrable  arcano  de  la  conciencia  ex- 
traviada por  el  mal  á  consecuencia  de  la  falta  de  freno  religio- 
so y  moral,  base  sólida,  fundamental  y  única  del  orden  social, 
centellean  los  primeros  fulgores  siniestros  del  crimen  en  el  in- 
sondable abismo  del  pensamiento;  acaricia,  estudia,  madura  j 
determina  su  delito  el  criminal  á  merced  y  al  amparo*de  la  te- 
nebrosa y  oscura  sombra  de  la  inmunidad  material  y  presente 
de  su  conciencia,  y  á  espaldas  de  la  sociedad  y  de  su  víctima. 

Escudado  y  prevalido  aquél  de  la  impotencia  social  para 
adivinar,  ni  mucho  menos  seguir  ni  coartar  los  perversos  mo- 
vimientos de  su  espíritu  en  la  generación  del  delito,  escogita  ios 
medios  de  que  ha  de  valerse  para  conseguir  su  objeto  y  evitar 
toda  sorpresa  que  pueda  frustrarle,  así  como'para  eludir  ó  burlar 


142  RSVISTA  DE   LBaiSLAClÓN 

toda  responsabilidad  penal;  nadie  le  interrumpe,  nada  le  mo- 
lesta ni  perturba  para  meditar  su  atentado  en  estos  instantes; 
no  es  posible^  pues,  impedir  la  concepción  y  desarrollo  psíqui- 
co del  delito,  pues  ningún  obstáculo  se  le  opone,  y  cuenta 
siempre  y  en  todas  ocasiones  con  que  la  sorpresa  de  la  víctima, 
objeto  de  sus  criminales  intentos  y  de  la  misma  sociedad  le  han 
de  colocar  y  de  hecho  le  colocan  en  circunstancias  ventajosísi» 
mas  sobre  ellos  para  procurar  su  impunidad  por  todos  los  me* 
dios  que  estén  á  su  alcance. 

El  delincuente  elige  el  momento  más  oportuno  para  perpe- 
trar su-  crimen,  cuando  su  víctima  está  más  desprevenida, 
cuando  estima  que  ha  de  ser  más  difícil  desbaratar  su  artero 
y  menguado  proyecto,  y  cuando  todo  lo  tenga  dispuesto  sie- 
gan sus  alcances  y  artiñcio,  para  hacer  desaparecer  el  caerpo 
del  delito  y  toda  huella  del  mismo;  es  decir,  que  el  culpable 
tiene  preconcebido  un  doble  plan  de  ataque  y  de  defensa,  que. 
le  ilumina,  dirige  y  ayuda  para  la  consumación  de  su  indigna 
acción,  que  la  sociedad  y  el  ofendido  no  conocen,  ni  poseen  un 
hilo  siquiera  de  tan  enmarañada  é  inicua  trama. 

Cuando  el  agente  criminal  realiza  su  atentado,  producto, 
según  queda  dicho,  de  la  más  desconocida  y  secreta  prepara- 
ción, sorprende  á  la  sociedad,  por  lo  mismo  que  no  le  espera, 
por  lo  mismo  que  no  la  fué  posible  prevenirle  ni  precaverle,  y 
al  mismo  tiempo  cunde  la  alarma  pública  al  ver  el  resto  de 
los  ciudadanos  atropellados,  vilmente  vulnerados  y  desconoci- 
dos aquellos  mismos  derechos  que  ellos  consideraban  garantí- 
dos,  temiendo  ser  objeto  de  una  agresión  semejante,  y  su  con- 
ciencia justamente,  indignada  contra  el  culpable,  reclama  su 
castigo. 

En  medio  de  la  sorpresa  consiguiente  á  la  perpetración  del 
crimen,  ante  tan  inesperado  como  brusco  ataque,  el  poder  so- 
cial se  agita  y  revuelve  contra  un  agente  incógnito  que  desea 
conocer  y  no  acierta  ni  aun  á  imaginar;  quiere  descifrar  el 
enigma  de  uu  hecho  apreciable,  únicamente  por  sus  tristes, 
deplorables  y  tangibles  resultados;  intenta  descubrir  de  una 
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mirada  todo  el  plan  sigilosamente  preconcebido  por  la  mente 
depravada  del  autor  para  poder  pedirle  caenta  de  su  perversa 
coadacta,  pero...  imposible. 

Ávido  y  deseoso  de  esclarecer  la  verdad,  recoge,  activa  y 
pacientemente  y  á  manera  de  cabos  sneltos,  todos  los  indicios, 
todas  las  haellas  y  efectos  del  hecho  criminal;  busca  y  estudia 
concienzudamente  la  relación  próxima  y  remota  que  unos  con 
otros  pueden  guardar  entre  si  y  con  la  verdad  á  cuya  posesión 
aspira;  medita  y  reflexiona  sobre  el  engranaje  de  los  mismos; 
y  á  la  manera  que  un  artista  intenta  combinar  las  piezas  dis- 
locadas de  una  máquina  para  él  desconocida,  á  fín  de  adi- 
vinar el  pensamiento  del  artíflce  constructor,  del  mismo  modo, 
de  igual  suerte  el  poder  social,  recogidos  estos  primeros  da» 
tos,  sin  otra  ayuda  que  su  celo,  actividad  y  buen  deseo,  les 
observa  atenta  y  detenidamente,  y  del  encadenamiento  de  los 
mismos  forma  la  impresión  primera  y  racional  del  proceso  de 
un  perverso  pensamiento  oculto  y  de  un  repugnante  plan  se- 
creto, no  sólo  para  tomar  las  medidas  de  precaución  conve- 
nientes y  que  la  prudencia  aconseja,  sino  que  después  han 
de  servir  de  base  fundamental,  de  punto  de  partida,  para  el 
planteamiento  de  la  leal  y  levantada  contiéhda  entre  la  socie- 
dad y  el  acusado,  ó  sea  el  juicio. 

La  instrucción  sumarial,  como  su  mismo  nombre  lo  indica, 
no  es  un  proceso  ni  un  juicio;  no  es  más  que  la  consignación 
desapasionada  y  en  nombre  de  la  sociedad  de  todos  aquellos 
datos  importantes  que  guardan  relación  con  el  hecho  puni- 
ble y  que  pueden  desaparecer  en  los  que  se  encierra,  y  de 
coya  combinación  brota,  por  decirlo  así,  una  verdad  lógica  y 
racional,  y  como  de  impresión  del  acto  perseguido,  en  la  cual 
86  han  de  fundar  todus  las  medidas  indispensables  y  encami- 
nadas á  prevenir  la  acción  pública  y  sobre  la  que  han  de  apo- 
yarse y  girar  las  conclusiones  fiscal  y  de  la  defensa  para  en- 
trar en  el  juicio;  pues  sin  ella,  carecerían  una  y  otra  de  firme 
jM>bre  qué  mantenerse  y  campo  para  desarrollarse. 

La  instrucción  sumarial  es  además  una  reposición  de  la 
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sorpresa  social  y  compensacióa  de  la  desígnaldad  calculada 
por  el  culpable;  en  ella  se  penetra  rápidamente,  aunque  de  ud 
modo  hipotético,  pero  racional,  del  secreto  plan  del  agente;  en 
ella,  de  deducción  en  deducción,  se  llega  á  formar  un  concep* 
to  del  hecho  que  se  va  á  juzgar;  sin  ella  no  podría  cumplir 
esta  necesidad  social  el  poder  público;  y  en  ella,  en  suma,  se 
recogen  y  consignan  los  efectos  visibles  del  crimen,  y  se  ase- 
gura la  persona  del  autor  ó  autores  presuntos,  cuando  sea  pre- 
ciso, para  evitar  se  coloquen  fuera  de  la  acción  y  alcance  del 
poder,  en  méritos  de  todo  lo  que  la  sociedad,  ó  el  poder  mejor 
dicho,  se  ponen  en  condiciones  posibles  para  pedir  cuenta  ob- 
trecha  de  su  indigno  proceder  al  culpable,  acusándole  de  sa 
delito,  probándosele  y  retándole  á  la  defensa  para  que  demues- 
tre su  inocencia  ó  desvirtúe  Is^  acusación,  y  exigiéndole  final- 
mente la  responsabilidad  legal  consiguiente. 


IV 

SiaiLO   DE   LA.   INSTRUCCIÓN   SUMARIAL 

En  la  comisión  de  todo  hecho  punible  concurre  generalmen- 
te, y  hasta  casi  en  absoluto,  la  existencia  de  un  plan  preconce- 
bido, como  acabamos  de  apuntar,  toda  vez  que  no  sólo  ha  de  te- 
ner en  cuenta  el  agente  la  defensa  y  resistencia  por  parte  de  su 
víctima  ó  perjudicado,  sino  también  de  los  dependientes  de  la 
Autoridad  ó  policía  judicial,  á  pesar  de  que,  por  desgracia,  esto 
influiría  solamente  en  el  ánimo  del  criminal  de  las  grandes  po- 
blaciones, donde  se  cuenta  con  el  auxilio  no  despreciable  de 
una  policía  que,  si  no  es  la  judicial,  pues  no  existe  en  España 
(¡parece  inci;eíble!),  la  suple  de  algún  modo.  De  todas  suertes, 
es  indudable  que  el  culpable  ha  de  procurar  que  desaparezcan 
las  huellas  de  su  acción  y  todo  indicio  que  le  pueda  descubrir 
ó  comprometer  siquiera,  y  hasta  ha  de  intentar  también  el  so- 
borno ó  intimación  del  testigo,  jy  con  alguna  esperanza,  por 
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'desgracia!  prevalido  del  poco,  del  ningán  valor  cívico  que  exis-. 
te  actoalmente,  por  el  extravío  moral  de  sa  conciencia,  por  la 
falta  de  sentido  jurídico,  en  el  que  tan  gran  papel  desempeña 
la  instrucción  religiosa,  tan  -indiferentemente  mirada  hoy  día 
y  tan  adulterada  por  el  ciego  fanatismo,  que  obra  sin  discer- 
nir, que  no  le  cuesta  trabajo  convencerse  de  que  es  un  bien  evi- 
tar un  mal  Aun  semejante,  y  de  que  con  ello  se  perjudica  d  ter- 
cero. ¡Como  si  la  justicia,  como  si  la  ley,  como  si  el  Estado, 
como  si  el  ofendido  no  fueran  terceros! 

Todo  delito  deja  tras  de  sí  el  rastro  de  su  perpetración,  la 
huella  de  su  autor  y  hasta  los  indicios  de  los  más  minu- 
ciosos detallesj'  desde  que  el  alevoso  asesino  concibe  y  deter- 
mina el  depravado  intento  de  arrancar  la  vida  á  su  víctima,  in- 
quiere^  averigua  y  está  al  acecho  de  cuanto  se  refiere  á  su 
modo  de  ser;  si  va  á  tal  ó  cual  sitio  poblado  ó  despoblado;  si 
va  á  esta  hora  ó  la  otra  del  día  ó  de  la  noche;  si  se  acompaña 
de  alguno  ó  no;  si  lleva  consigo  armas  de  defensa  ó  va  inerme; 
si  es  sereno  ó  arriesgado  y  decidido,  ó,  por  el  contrario,  pusilá- 
nime y  cobarde;  si  podrá  consumar  su  acción  á  solas  y  sin  lla- 
mar la  atención;  si  huirá  por  aquí  ó  por  allá  para  alejar  toda 
sospecha;  si  ha  de  seguir  esta  ó  la  otra  conducta  externa  con 
el  mismo  objeto;  todo  esto  y  mucho  más  calcula  y  reflexiona 
para  dirigir  un  golpe  certero,  rápido  y  misterioso;  mas  como 
quiera  que  son  tantas  y  tan  imprevistas  las  circunstancias  que 
concurren  en  la  realización  de  estos  hechos,  que  no  es  posible 
prever,  pero  sí  hacer  desaparecer  después  de  conocidas  por  el 
delincuente,  es  indispensable  en  absoluto  que  el  poder  social 
proceda  en  secreto,  á  espaldas  del  criminal,  sin  que  éste  pueda 
seguir  sus  pasos,  y  apercibido,  borrar  todo  aquello  que  puede  y 
debe  servir  de  base,  no  ya  para  una  sentencia,  pero  sí  para  una 
acusación  fundada  sobre  que  descansan  los  modernos  sistemas 
de  enjuiciar  en  lo  criminal. 

Aquella  señal  que  impresa  dejó  el  autor  con  su  pisada  en 
el  teatro  del  crimen;  aquel  rastro  de  san^fre  que  desde  dicho 
lugar  indica  los  parajes  que  éste  recorriera;  aquellos  pequeños 
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yestigios  de  vestidaras  que  se  hallaron  adheridas  á  las  extremi* 
dades  superiores  del  interfecto  en  testimonio  de  una  lucha, 
desesperada,  ó  en  las  aristas  de  las  piedras  del  escalo,  etc.^. 
constituyen  un  mundo  para  el  poder  social;  le  llevan  paula- 
tina y  gradualmente  á  la  posesión  de  la  verdad  ó  realidad  del 
.  hecho;  lo  cual  sería,  no  obstante,  más  que  difícil,  imposible 
de  todo  punto  recoger  y  estudiar,  si  el  criminal  ¡siguiera  los 
pasos  de  la  justicia,  los  descubriese  y  por  sí  mismo  y  con  aya- 
da  de  alguien,  que  nunca  falta,  les  hiciese  desaparecer,  ó  al 
menos  la  relación  que  con  él  pudieran  guardar. 

La  instrucción  sumarial  secreta  es  un  arma  poderosa  con- 
tra el  culpable,  necesario  y  justo  es  confesarlo;  y  esto  es  así 
precisamente,  porque  desconoce  el  mágico  eslabonamiento  de 
unos  con  otros  datos,  que  no  estuvo  en  su  mano  destruir  ni 
ocultar  la  relación  que  con  él  guardan;  cuyo  principio  de  re- 
serva absoluta  en  la  instrucción  no  puede  ni  debe  reconocer 
excepción  ninguna,  segán  lo  corrobora  y  confirma  el  mismo 
legislador  en  el  Código  procesal  vigente,  al  sancionar  que  el 
arbitrio  judicial  del  instructor  estimará  cuando  no  pueda  co- 
rrer peligro  la  resultancia  del  sumario  para  decretar  sólo  en 
este  caso  su  publicidad. 

En  la  instrucción  sumarial  pugnan  dos  intereses,  dos  ten* 
dencias  distintas  y  contrapuestas,  aquellas  misjnas  de  que  ha- 
blábamos al  comentar  estos  apuntes:  el  individuo  está  enfren- 
te de  la  sociedad,  es  decir,  las  aspiraciones  de  éstos  están  en 
en  ellas  personificadas;  la  individualista  en  el  culpable,  y  la 
colectivista  ó  social  en  el  funcionario  representante  del  Poder. 
¿Pero  en  qué  condiciones?  El  individuo  prevenido,  aprestado  y 
escudado  con  el  misterio  que  envuelve  al  delito,  y  en  posesión 
é  iluminado  por  la  verdad  del  hecho,  que  le  enseña  el  modo  de 
desorientar  á  la  acción  pública,  mientras  que  el  funcionario 
judicial  va  á  ciegas,  ha  percibido  un  golpe  rudo,  mas  ignora  de 
dónde  procede  ni  por  dónde  viene;  y  esto  sentado,  ¿sería  justo 
abandonar  por  completo  el  Estado  al  individuo,  autorizándole 
para  seguir  los  pasos  á  la  justicia  social?  ¿Sería  racional^  lógi- 
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co  ni  equitatÍYo  dejar  al  Estado  á  merced  de  la  habilidad  malí* 
cíosa  del  delincuente  y  no  compensar  de  algún  modo  la  dife- 
rencia y  desigualdad  entré  nno  y  otro^  y  mucho  más  siendo 
ésta  calculada  po)r  el  criminal? 

Pero  aun  hay  más;  no  solamente  es  la  naturaleza  dé  la  ins- 
trucción la  incoxlipatible  con  la  publicidad,  sino  que  la  misma 
del  sistema  acusatorio  que  preside  nuestra  legislación  procesal 
eo  lo  criminal,  no  lo  requiere  y  hasta  lo  rechaza. 

No  siendo,  como  no  es,  la  instrucción  otra  cosa  «que  la  pre- 
paración del  juicio»,  es  evidente  é  indudable  que  no  puede 
surtir  (como  de  hecho  sucede)  los  efectos  de  un  proceso  ó  de 
una  serie  de  pruebas:  es  el  punto  de  partida  de  donde  únicamente 
ka  de  tomar  sus  armas  la  acusación ,  y  puede  hacerlo  igualmen- 
te la  defensa,  por  más  que  posee  la  verdad  real,  puesto  que  el 
Juez  instructor  ha  de  reunir  en  ella  igualmente,  y  hasta  de  un 
modo  fatal,  aquellos  datos  que  han  de  inculpar,  como  los  que 
hayan  de  servir  de  esculpación,-  y  decimos  fatal,  porque  el  Juez 
DO  puede  apreciar  el  valor  de  los  mismos  que  ha  de  resultar 
del  conjunto,  ó  sea  a  posteriori.  La  instrucción  tiene  por  base 
la  verdad,  y>^ésta  lo  mismo  puede  perjudicar  que  favorecer,  por 
ser  además  una  verdad  hipotética,  y  por  lo  tanto  mudable,  que 
se  ha  de  hacer  pasar  por  el  crisol  del  juicio:  el  testigo,  el  pe- 
rito, pueden  modificar  sus  afirmaciones  impunemente  en  el 
acto  del  juicio;  la  defensa  puede  explicar  el  enigma  que  en- 
▼oelven  algunos  indicios,  hacer  prueba  contra  ellos  y  demos-  < 
trar  lo  falaz  de  lo  que  en  ellos  haya  de  aparente  y  engañador; 
puede  oponer  afirmación  contra  afirmación,  esculpación  con- 
tra inculpación,  por  lo  mismo  que  indispensablemente  se  le  ha 
de  conferir  vista  del  sumario  terminado,  para  evacuar  el  tras- 
lado de  conclusiones.  Si  todo  esto  es  factible  y  de  precisión  en 
el  actual  sistema  acusatorio,  ¿puede  decirse  ni  sostenerse  como 
necesaria  la  publicidad  del  sumario,  que  no  tiene  carácter  de 
estabilidad,  sino  que,  por  el  contrario,  queda  sujeto  á  la  resul- 
tancia del  juicio  subsiguiente?  Por  otra  parte,  siendo  como  es 
el  arsenal  de  donde  únicamente  puede  tomar  armas  la  acusa- 
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ciÓD,  ¿pueden  dejarse  ni  exponerse  á  la  mala  fe  del  delincaente 
empeñado  en  desorientar  la  acción  de  la  justicia  j  en  estra- 
yiarla  haciéndola  seguir  derroteros  engañosos,  cosa  que  le  es 
tanto  más  fácil,  cuanto  que  es  poseedor  de  1^  verdad  de  hecho? 
Sí  la  acusación  ha  de  ofrecer  alguna  garantía  á  la  sociedad,  al 
poder  público,  ha  de  ser  fundada  en  la  instrucción  sumarial 
formada  á  espaldas  del  reo  presunto^  mientras  su  acción  pueda 
ser  temible  al  esclarecimiento  de  la  verdad:  el  sistema  con- 
trario equivale  á  encubrir  el  delito  y  favorecer  la  impunidad 
del  delincuente. 


ACTIVIDAD  EN  EL  SUMARIO. — POLICÍA  JUDICIAL 

Poco  menos  que  imposible  sería  en  la  práctica  conservar 
íntegramente  el  secreto  de  la  instrucción  sumarial,  si  ésta  se 
prolongase  demasiado,  en  razón  á  las  diversas  y  variadas  dili- 
gencias que  se  han  de  practicar  y  testimonios  que  se  han  de  re- 
cibir, para  elevarse  de  lo  desconocido  á  lo  conocido  hipotéti- 
camente, y  á  que  por  el  poco  espíritu  de  justicia  y  de  pruden- 
cia que  á  la  generalidad  de  los  testigos  anima,  comprometen 
y  descubren  á  cada  instante  esa  reserva  por  medio  de  sus  im- 
prudentes revelaciones  sobre  los  interrogatorios  de  que  han 
sido  objeto  y  de  las  respuestas  dadas  por  ellos,  viniendo  de 
esta  suerte  á  ser  poco  menos  que  ineficaces  las  precauciones 
legales  del  examen  separado  de  los  mismos,  y  á  quedar  el  Juez 
en  una  situación  difícilísima  á  los  fines  de  la  instrucción. 

Menester  sería  para  evitar  esto,  que  en  un  momento  dado  se 
reuniesen  esos  testigos  y  se  les  aislase  convenientemente  para 
proceder  á  su  examen  sin  levantar  mano;  cosa  de  todo  punto 
imposible,  porque  no  todos  son  conocidos  en  el  primer  mo- 
mento, y  porque  si  respecto  á  los  conocidos  se  recurre  á  la  ci- 
tación ordinaria,  jamás  faltan  disculpas  legales  para  no  acu- 
dir y  poder  confabularse  después  de  hablar  con  los  otros,  sólo 
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con  la  iitena  idea  de  librar  de  un  mal  d  un  convecino^  sin  perjui- 
cio de  tercero;  j  si  se  acude  á  la  orden  yerbal,  es*muy  difícil  ha- 
cerla en  el  momento  oportono  en  que  el  citado  pueda  recibirla, 
é  impr|tcticable  de  todo  punto  fuera  del  lugar  del  Juzgado. 

Inconveniente  es  este  muy  natural  y  demasiado  corriente 
en  la  práctica,  y  constituiría  fundamento  bastante  sin  remon^- 
tarse  á  otro  orden  superior  de  consideraciones,  para  deducir 
como  condiciones  indispensables  á  nna  buena  y  secreta  ios* 
tracción  la  actividad  en  el  funcionario  instructor  y  la  más  es- 
quisíta  vigilancia  por  medio  de  esa  entidad  puramente  imagi- 
naría y  sólo  muy  deseada  en  el  día,  ó  sea  la  Policía  judicial 
iQue  no  podemos  ni  aun  decir  si  llegará  á  existir! 

La  instrucción  sumarial  no  es  una  ciencia  ni  un  arte,  ppro 
requiere  en  el  instructor  conocimientos  científicos  y  hasta  die- 
posiciones  especiales,  y  ante  todo,  un  golpe  de  vista  perspicaz 
adquirido  en  la  práctica.  Necesita  de  la  ciencia  jurídica  sobre 
todo,  porque  el  conocimiento  de  la  rama  penal  ha  de  servirle 
de  norte  y  guía  para  encauzar  y  dirigir  convenientemente  sus 
esfuerzos  y  actividad  en  uno  ú  otro  sentido,  y  hacer  resultai*  de 
BDB  averiguaciones  una  verdad  de  hecho,  sí,  pero  en  la  cual 
puedan  encontrar  después  la  acusación  y  la  defensa  \los  actos 
determinantes  de  taló  cual  delito^  de  (al  ó  cual  eximente^  atenuan- 
te ó  agratantCj  sobre  que  haya  dé  versar  el  juicio  y  á  los  que  se 
ha  de  ceñir  la  sentencia;  es  decir,  que  el  instructor  ha  de  re- 
unir la  suspicacia  del  Juez  de  hecho  y  ciencia  del  de  derecho. 

En  el  instructor,  es  indispensable  un  celo  y  actividad  infa- 
tigables, y  sobre  todo  una  afición  decidida  y  disposición  espe- 
cial i  la  investigación  de  la  vendad  justiciable,  y  para  que  na- 
da influyan  en  él  las  circunstancias  externas  que  se  le  pueden 
oponer,  precisa  reunir  una  voluntad  fría  é  inquebrantable,  por- 
que sin  nn'buen  sumario  no  puede  funcionar  la  acción  pública, 
jála  recta  instrucción  se  oponen  obstáculos  como  loes,  en 
primer  término,  la  ingerencia  del  caciquismo  empozonador  de 
toda  idea  de  bien,  de  orden,  de  justicia  y  de  libertad,  que  de- 
Besáis  fabricar  sumarios  para  sus  torcidos  fines  ó  que  se  instru- 
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yesen  con  su  venia  j  beneplácito*,.;  el  Jaez  instructor  ha  de  des- 
cubrir la  yerdaH,  sin  considerar  nunca  si  podrá  fayorecer  6  per- 
judicar al  presunto  reo,  porque  eso  lo  estimará  después  el  Tri- 
bunal sentenciador.  « 

Los  conocimientos  jurídicos,  las  disposiciones  especíales  y 
la  firme  voluntad  del  instructor,  garantizan  la  actividad  y  el 
secreto  de  la  instrucción,  y  responden  de  su  bondad  y  acierto. 

£1  funcionario  que  al  comenzar  la  instrucción  cuenta  con 
datos  adquiridos  confidencialmente,  pero  fidedignos,  ó  posee 
suficiente  golpe  de  vista  para  juzgar  del  personal  de  testigos, 
peritos  é  inculpados,  y  que  sabe  apreciar  las  circunstancias  de 
lugar  y  tiempo,  puede  concebir,  combinar  y  resolver  un  plan 
en  pu  mente  y  ponerle  en  práctica  valiéndose  de  cuantos  me- 
dios la  ley  le  concede,  para  cohonestar  la  carencia  de  sentido 
jurídico  y  falta  de  ilustración  del  testigo,  por  regla  general,  y 
mala  fe  del  presunto  responsable  ó  responsables,  teniendo  mo- 
chísimo terreno  ganado  para  la  causa  social;  pues  el  practicar 
una  diligencia  antes  ó  después  de  otra  por  prever  su  resulta- 
do, el  preguntar  hoy  una  cosa  y  mañana  ampliar  el  interroga- 
torio, ahora  á  este  testigo  y  después  al  otro,  no  es  indiferente 
ni  mucho  menos,  cuando  obedece  al  plan  secreto  del  instruc- 
tor, sino  que  suele  desbaratar  los  proyectos  mejor  combinados 
entre  reos  y  testigos  débiles  é  ignorantes,  falsarios  ó  venales, 
y  hasta  imposibilita  una  confabulación  por  no  haber  podido 
traslucir  á  dónde  ya  á  parar  la  intención  del  instructor,  qne 
debe  ser  impenetrable  como  la  del  reo  mismo,  así  como  igual- 
mente lo  que  respecto  del  hecho  conozca  ó  ignore  el  primero. 

Todo  lo  expuesto  supone  y.  requiere  la  existencia  de  un 
buen  sistema  de  policía  judicial,  que  es  como  el  ojo  temible  de 
la  justicia,  sin  el  cual  va  á  ciegas  y  fácilmente  se  extravía. 
Con  un  buen  cuerpo  de  policía  judicial,  pero  un  cuerpo  sano, 
no  de  los  muchos  que  se  forman  para  satisfacer  necesidades  j 
aspiraciones  bastardas,  sino  de  esos  que  se  componen  de  indivi- 
duos independientes,  expertos,  prudentes,  astutos,  leales  y  de- 
cididos,  de  esos  que,  como  los  antiguos  mozos  de  Escuadra  de 
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Cfaialuña,  sabían  que  tenían  nn  deber  inTÍolable,  sagrado, 
.^premiante  é  inelndible  que  cumplir,  j  que  sólo  su  familia  se 
-cuide  que  tiene  una  nómina  que  percibir:  de  esos  que  saben 
4)08ponerlo  todo  á  los  intereses  del  servicio;  con  un  cuerpo  de 
esta  naturaleza,  el  Juez  instructor  nó  tendría  que  adivinar  un 
logogrifo  cada  vez  que  acuerda  la  incoación  de  un  supiario; 
pues  solamente  conoce  en  aquel  momento  que  se  ha  realizado 
un  hecho,  ¡y  gracias  si  se  sabe  darle  cuenta  de  su  importancia 
ó  gravedad  material!;  pues  no  es  raro  que  un  Juez  de  instruc- 
ción ¡merced  á  nuestra  justicia  municipall  reciba  un  oficio  no- 
ticiándole haberse  herido  mortalmente  á  Fulano,  que  se  halla 
con  pocas  esperanzas  de  vida,  abandonar  el  referido  funciona- 
rio sus  quehaceres  en  la  cabeza  del  partido,  y  al  llegar  al  lu- 
gar de  la  ocurrencia  encontrarse  con  que  se  trataba  de  una 

* 

lesión  constitutiva  de  un  delito,  ¡porque...  duró  su  curación 
poco  más  de  siete  días! 

Si  el  cuerpo  de  policía  judicial  existiera,  no  tendría  el  Juez, 
flobre  todo  los  de  los  partidos  rurales  y  de  poca  importancia 
(que  son  los  más),  que  buscar  en  la  confidencia  particular  el 
hilo  del  hecho  criminal,  confidencia  que,  dado  el  estado  co- 
rrompido por  la  política  y  las  pasiones  en  que  están  nuestros 
pueblos,  es  casi  siempre  parcial  y  desleal;  y  extraviada  así  la 
acción  de  la  justicia,  se  hace  interminable  la  instrucción. 

Si  esa  policía  existiera,  no  quedarían  impanes  tantos  de- 
litos, no  pasarían  desapercibidas  tantas  confabulaciones  y 
coartadas,  no  serían  tan  difíciles  y  penosas  las  diligencias  ju- 
diciales, y  no  serían  á  la  par  éstas  tan  estériles  como  lo  de- 
muestra el  considerable  y  crecido  número  de  sobreseimientos  y 
el  alarmante  de  procesados  rebeldes  y  fugados,  que  afrentan  y 
se  burlan  soez  y  descaradamente,  por  desgracia,  del  poder  so- 
cial; no  sería,  en  una  palabra,  tan  débil,  tan  impotente,  tan 
pequeño  el  estado  para  poder  luchar  con  el  delincuente. 

El  secreto,  la  actividad,  la  especialidad  en  el  instructor  y 
una  buena  policía  judicial,  son  en  resumen  las  condiciones  in- 
^ispensables  para  una  buena  instrucción;  si  cualquiera  de  ellas 
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falta,  jamás  podrá  llenarse  su  objeto  de  compensarla  desigaal- 
dad  existente  entre  el  poder  social  y  el  criminal,  en  razón  á  1»^ 
misteriosa  é  ignorada  generación  del  delito,  en  reponer  á  aquél 
de  la  sorpresa  consiguiente  al  mismo,  y  fundar  el  arsenal 
donde  han  de  proveerse  de  armas  la  acusación  y  la  defensa^ 
para  que  pueda  tener  lugar  la  solemne  y  pública  contienda  le- 
gal entre  ambas,  ó  sea  el  juicio;  y  es  más,  la  falta  de  alguna 
de  estas  condiciones,  sería  y  es  siempre  la  causa  de  cierto 
inexplicable  malestar,  que  parece  calmarse  solamente  por  me- 
dio de  la  reforma,  para  volver  á  sentirle  después  más  apre- 
miante y  molesto;  pues  dicho  se  está  que  no  es  posible  encon* 
trar,  andando  hacia  adelante,  lo  que  sólo  podría  obtenerse  de*^ 
teniendo  el  paso  para  robustecer  y  afianzar  lo  existente. 

Mabtín  Perillán  Marcos 


EL  IMPUESTO  DE  DERECHOS  REALES 

SOBRE  LA  NUDA  PROPIEDAD 


Coestiones  de  TÍyísimo  interés  Bon  siempre  laj3  que  suscita 
en  la  práctica  el  derecho  de  nnda  propiedad,  pero  ningonas  tan 
importantes  como  las  qne  se  relacionan  con  el  impnesto  de  de- 
rechos reales  y  transmisión  de  bienes,  por  cuanto  el  vigente 
Beglamento  de  31  de  Diciembre  de  1881  por  el  que  se  rige 
aqaél,  exige  el  impnesto  de  una  manera  poco  justa',  lo  cual  es 
más  sensible,  dadas  las  tilosófícas  bases  sobre  las  que,  somos 
los  primeros  en  reconocer,  descansa  el  mencionado  impuesto, 
y  la  frecuente  aplicación  de  este  importantísimo  derecho  en  la 
Tida. 

Opinamos  nosotros,  que  la  base  primordial  6  ineludible  so- 
bre que  debe  exigirse  toda  contribución  ó  impuesto  es  sobre  la 
utilidad  que  el  acto  ó  transmisión  reporte;  enhorabuena  que 
todo  acto  que  proporcione  un  beneficio  cierto  é  indudable  sea 
grayado  con  un  impuesto  cuya  cuantía  deberá  variar,  según 
la  importancia  de  aquél  y  las  circunstancias  especiales  que  en 
el  mismo  concurran;  pero,  por  el  contrario,  será  por  demás 
odioso  y  luchará  abiertamente  contra  los  principios  económi- 
cos qae  necesariamente  han  de  informar  todo  sistema  de  tribu- 
tación, aquel  que  se  exija  sin  tener  en  cuenta  estas  ideas,  y 
esto  último  acontece  con  la  nuda  propiedad,  que  siendo  un  im- 
portantísimo derecho,  pero  que  hasta  la  conclusión  del  usufruc- 
to no  proporciona  utilidad  alguna,  sin  embargo,  el  impuesto 
de  derechos  reales  viene  á  exigirse  en  el  momento  mismo  en 
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que  se  causa  ú  origina,  con  lo  cual,  además  de  herir  el  impor- 
tantísimo factor  del  capital,  fuente  primordial  de  la  riqueza, 
ocasiona  verdaderos  conflictos  en  la  práctica  y  perjuicios  .gra- 
vísimos al  contribuyente,  como  hemos  de  tratar  demostrarlo  en 
el  curso  de  eeíte  modesto  trabajo. 

En  efecto;  suele  ocurrir  con  frecuencia  que  un  testador  re- 
parta para  después  de  su  muerte  el  pleno  dominio  de  sus  bie- 
nes á  favor  de  distintas  personas,  dejando  á  una  de  ellas  el 
usufructo  y  á  otra  la  nuda  propiedad,  pudiendo  ocurrir  también 
que  el  usufructuario  tenga  menor  edad  y  se  encuentre  en  más 
condiciones  de  vida  que  el  nudo  propietario. 

Pues  bien;  en  este  caso,  el  que  adquiere  el  derecho  de  nuda 
propiedad,  conforme  al  vigente  Reglamento  del  impuesto  de 
derechos  reales  de  31  de  Diciembre  de  1881,  según  preceptáa 
la  regla  2.^  del  art.  66,  está  obligado  á  satisfacer  el  75  por  100 
del  impuesto  que  devengue  la  transmisión  de  que  se  trate,  con- 
forme al  grado  de  parentesco  que  mediare  con  el  causante.  Con 
la  sola  exposición  de  este  ejemplo,  que  incesantemente  se  re  - 
pite  en  la  práctica,  aparece  clara  y  patente  la  suprema  injus- 
ticia que  preside  á  la  exacción  del  impuesto  en  este  caso:  el 
nudo  propietario  nada  adquiere  de  presente,  sino  tan  sdlo  ana 
esperanza  por  demás  efímera,  y  que  en  repetidas  ocasiones  no 
se  cumple,  y  sólo  por  esta  esperanza,  que  no  le  reporta  bene- 
ficio alguno  por  el  momento,  el  impuesto,  no  obstante,  se  exi- 
ge entonces  de  una  manera  terminante  y  el  interesado  tiene 
que  aprontar  en  el  acto  un  efectivo  desembolso  por  una  simple 
esperanza  que  puede  ser  quizá  lo  que  tan  sólo  adquiera,  y  dado 
el  caso  de  que  se  negare  á  satisfacerle  y  no  tuviera  bienes  pro- 
pios embargables,  viene  á  recaer  el  perjuicio  en  el  usufructua- 
rio, el  cual,  aunque  haya  legalizado  su  situación  con  el  inme- 
diato pago  de  la  parte  de  cuota  que  le  hubiere  correspondido, 
tendrá  que  abonar  igualmente  la  del  nudo  propietario,  pues  de 
lo  contrario  se  verá  privado  de  los  bienes  á  virtud  del  art.  114 
del  Reglamento,  que  preceptúa  responden  éstos,  en  todo  caso, 
del  pago  del  impuesto. 
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No  86  crea  por  lo  expuesto  que  tratamos  de  defender  la  no 
sajecíón  á  impuesto  del  derecho  de  mera  propiedad,  no;  creemos 
qae  efectivamente  debe  satisfacerse;  lo  qne  únicamente  censu- 
ramos es  el  momento  en  qne  se  exige;  nos  explicamos  y  encon- 
traríamos jnsto  qne  cnando  este  derecho  se  haga  efectivo,  caan- 
do  la  esperanza  se  haya  convertido  en  realidad,  devengae  el 
impuesto,  sea  cual  fuere  su  cuantía  ó  estimación,  pues  no  en- 
tra en  nnestro  ánimo  discutir  este  extremo,  por  la  razón  de  qae 
entonces  viene  á  herir  una  utilidad,  cierta,  tangible  é  induda- 
ble, jf  por  tanto,  el  gravamen  se  hace  más  factible  y  el  dispen- 
dio viene  á  compensarse  con  el  inmediato  beneficio  que  se  ad- 
quiere. 

Creemos  que  con  la  idea  que  defendemos  ningún  perjaicio 
sufren  los  intereses  del  Tesoro,  pues  no  se  trata  jnás  que  de  un . 
mero  retraso  en  el  cobro  de  sus  cuotas,  á  no  ser  en  el  caso  de 
qne  la  nuda  propiedad  no  llegue  á  tener  efecto  por  vivir  más 
tiempo  el  poseedor  de  los  demás  derechos,  y  en  este  caso  bien 
justificado  y  disculpable  es  el  perjuicio  ante  él  incalificable  y 
de  mucha  mayor  magnitud  que  experimentaría  el  nudo  pro- 
pietario, caso  de  haber  satisfecho  el  impuesto  previamente  por 
na  acto  que  no  llegaba  á  cumplirse. 

Pudiera  objetársenos  que  antes  de  la  terminación  del  usa- 
fmcto  ó  del  derecho  similar  á  que  vaya  unido,  puede  la  nuda 
propiedad  reportar  beneficio  mediante  la  venta  de  este  dere- 
cho; pero  tosigase  presente  que  ni  aun  en  este  caso  habría  per- 
jaicio para  el  Erario,  pues  el  impuesto,  dentro  perfectamente 
de  la  opinión  que  sustentamos,  vendría  á  exigirse  en  aquel  mo- 
mento, satisfaciendo  el  vendedor  los  derechos  correspondien- 
tes á  la  nuda  propiedad  cuya  ntilidad  realizaba  en  aquel  acto, 
y  el  adquirente  el  que  correspondiere  á  la  compra  que  realiza- 
ba, sosteniéndose  igual  criterio  respecto  á  las  demás  transmi- 
siones que  pudiera  hacer  el  interesado  antes  de  entrar  él  mis- 
mo en  el  disfrute  de  su  derecho,  quedando  siempre  garantido 
el  Tesoro  de  sus  cuotas. 

En  un  solo  caso  admite  el  mencionado  Reglamento  de  31 
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de  Diciembre  de  1881  la  sospensión  del  pago  del  impnestD  de 
este  derecho  hasta  la  terminación  del  nsufracto,  y  es^  seg^n 
^dispone  el  art.  109,  cnando  el  que  adqaiere  la  nnda  propiedad 
careciese  de  bienes,  en  cayo  caso  se  aplazará  e\  pago  de  la  li- 
qaidación,  qne  en  todo  caso  debe  girarse  haciéndose  constar 
aquella  circunstancia,  y  se  resolverá  6  no  el  aplazamiento  por 
la  Dirección  general,  en  alzada  al  Ministerio;  y  concluido  que 
sea  el  usufructo,  el  nudo  propietario  pagará  la  liquidación  como 
tal  y  la  que  se  gire  por  el  usufructo  que  adquiere  entonces,  é 
cuyo  efecto  deberá  presentarse  en  la  oficina  liquidadora,  dentro 
de  los  plazos  señalados  para  los  contratos,  á  contar  desde  la 
fecha  en  que  se  verifique  legalmente  la  consolidación  de  ambos 
derechos. 

Por  último,,  la  Real  orden  fecha  5  de  Junio  de  1886,  circu- 
lada por  la  Dirección  general  de  Contribuciones  en  10  de  Agos- 
to siguiente,  dispone  que,  aparte  de  la  justificación  que  el  inte- 
resado acompañe  de  su  pobreza  para  obtener  el  aludido  apla- 
zamiento de  pago,  se  abra  por  las  oficinas  liquidadoras  en  que 
se  presentare  una  información  puramente  administrativa,  di- 
rigiéndose  oficios  á  los  Alcaldes  del  sitio  en  que  residiese  el  in- 
•  teresado  y  donde  tuviese  bienes,  á  fin  de  depurar  prolijamente 
los  hechos  alegados,  y  remitiéndose  dichos  datos,  una  vez  reu- 
nidos, á  la  Dirección,  informando  lo  que  sobre  el  particular  se 
les  ofrezca  á  fin  de  que  la  misma  resuelva  ó  no  la  pretensión 
aducida. 

Por  demás  equitativa  y  justa  nos  parece  la  disposición  con- 
tenida^ en  el  art.  109  del  Reglamento,  siendo  únicamente  de 
sentir  que  tal  disposición  no  sea  de  carácter  general,  pues  en 
nuestra  opinión  no  debe  obedecer  el  aplazamiento  del  pago  del 
impuesto  tan  sólo  al  error  y  hasta  imposibilidad  de  que  el  que 
careciese  de  toda  clase  de  recursos  viniera  á  pagar  un  oneroso 
gravamen  por  un  derecho  que  en  aquel  entonces  ninguna  uti- 
lidad le  suponía,  sino  que  un  impuesto  tan  importante,  que 
descansa  sobre  bases  tan  justas,  debía  en  este  punto  obedecer 
á  miras  más  altas  y  filosóficas,  á  la  idea  de  utilidad  que  el  acto 
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que  ^raya  reporte,  pnes  allí  donde  existe,  todos  estamos  oblí- 
gaos á  prestar  nuestros  medios  para  qae,  unidos  á  los  propros 
del  Sstado,  pueda  éste  cumplir  los  múltiples  fines  que  debe 
raalizar  en  la  vida,  pero  nunca  podrá  sostenerse  dentro  de  los 
serenos  principios  de  la  razón  un  impuesto  que  grave  tan  sólo 
ana  esperanza. 

Agustín  M.  Miqübl  Ibabgubn. 


LAS  PRISIONES  EN  CHILE 


Es  indudable  que  el  estado  de  adelanto  y  de  cuitara  de  un 
pueblo,  pende  en  gran  parte  del  régimen  de  sus  prisiones. 

Las  naciones  menos  civilizadas  no  prestan  jamás  atención 
á  los  establecimientos  carcelarios.  No  buscan  jamás  la  regene* 
ración  del  delincuente,  y  el  castigo  es  para  ellas  sólo  el  dolor 
material  del  culpable.  No  procuran  tampoco  reconciliarlo  coa 
la  sociedad  ni  leyantarlo  para  que  sea  más  tarde  un  ser  útil  á 
la  misma;  be  aquí  por  qué  en  esos  pueblos  la  reincidencia  es 
una  consecuencia  precisa  del  que  una  vez  ha  delinquido. 

En  Chile  la  civilización  ha  hecho  progresos  notables;  pero 
sin  embargo  de  que  se  hacen  grandes  gastos  en  cárceles,  es- 
cuelas,  hospitales,  cuarteles  y  otros  establecimientos  análogos, 
se  ha  prestado  poca  ó  ninguna  atención  al  régimen  interno  de 
sus  prisiones.    . 

Vamos  á  dar  á  la  ligera  una  pequeña  idea  de  cómo  son  los 
establecimientos  penales  en  Chile,  y  á  indicar  algo  de  lo  que 
convendría  hacer  en  ellos  para  llenar  las  exigencias  que  se  ha- 
cen sentir  á  este  respecto. 


II 


Las  prisiones  en  Chile  son  de  tres  clases,  á  saber: 
Cárceles  penitenciarias; ' 
Presidios  urbanos,  y 
Cárceles. 
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Los  establecimientos  penales  ea  que  las  mujeres  cumplen 
8QS  condenas  ó  donde  salas  detiene  mientras  se  las  procesa, 
denominan,  cnando  los  hay  especiales,  Casas  de  corrección. 


III 


Sólo  existen  dos  Penitenciarías  en  Chile. 

Una  está  en  Santiago,  ciudad  capital  de  la  República,  y  la 
otra  en  Talca,  capital  de  la  provincia  de  este  mismo  nombre.  * 

La  Penitenciaría  de  Santiago  está  á  cargo  de  un  Jefe  de- 
nominado Director,  teniendo  además  un  segundo  que  es  Te- 
sorero con  el  título  de  Subdirector^  aparte  de  los  guardianes 
de  patios  y  de  una  guardia  especial  permanente  que  custodia 
á  los  detenidos  allí. 

A  las  Penitenciarías  sólo  se  envían  á  los  reos  rematados 
que  han  sido  condenados  á  prisión  perpetua  ó  á  presidio  ma- 
yor en  cualesquiera  de  sus  grados,  es  decir,  de  cinco  años  y  un 
día  á  veinte  años. 

Todos  los  establecimientos  penales  en  Chile  dependen  de 
la  Autoridad  administrativa. 

El  Poder  judicial  nada  tiene  que  ver  con  los  reos  remata- 
dos. Su  ingerencia  es  sólo  respecto  de  los  qtfe  están  acusados 
de  algún  delito,  es  decir,  en  'proceso,  y  sólo  en  lo  que  se  rela- 
ciona con  sus  cansas  y  nunca  con  el  orden  interno  y  demás 
necesidades  de  esta  clase  de  detenidos. 

En  un  principio,  el  Gobierno  de  Chile  estableció  talleres  en 
la  Penitenciaría  de  Santiago,  á  fin  de  que  los  reos,  si  tenían 
oficio,  lo  perfeccionaran;  y  los  que  no,  tomasen  alguno  y  pu- 
dieran subsistir  cuando  obtuvieran  su  libertad,  por  haber  cum- 
plido sus  condenas  ó  por  haber  alcapzado  indulto. 

El  producto  de  este  trabajo  se  distribuía  entre  el  estable- 
cimiento  y  el  preso,  reservándole  á  éste  una  parte  de  su  ga- 
nancia para  entregársela  á  su  salida,  con  el  objeto  de  que,  lie- 
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vando  xxn  oficio,  tuviera  también  donde  trabajar  desde  ese  mo- 
mento, con  lo  caal  se  le  colocaba  al  abrigo  de  la  miseria. 

Esto  era  sumamente  yentajoso  para  el  pobre  preso;  pero 
tal  sistema  conclayó  porque  los  talleres  dejaron  pérdidas. 

¡Cosa  increíblel  Sin  embargo,  así  pasaron  los  hechos  y 
esto  se  debió  á  que  no  hubo  una  buena  y  honrada  administra- 
ción, perjuicio  que  también  ha  redundado  en  contra  de  los 
presos. 

El  Gobierno  no  debió  haber  desesperado  de  este  primer 
ensayo.  Nos  parece  que,  dado  el  origen  de  las  pérdidas,  so  de- 
ber era  haber  establecido  otra  administración  más  e^qterta  y 
dictado  reglas  que  asegurasen  los  nuevos  capitales  que  se  iban 
á  invertir,  y  no  haber  desmayado'  por  lo  desgraciado  de  ese 
primer  ensayo  propio  en  casi  toda  empresa  que  no  es  goberna* 
da  por  el  interés  particular. 

Entre  tanto,  en  este  establecimiento  existían  constante- 
mente lo  menos  quinientos  hombres,  que  no  podían  estar  en 
\á  inacción  y  en  el  ocio.  Era  preciso  inventar  otro  sistema,  y 
entonces  se  arrendaron  los  talleres  y  los  brazos  necesarios  á 
cada  uno  de  ellos.  Así  es  como  allí  se  ven  hoy  día  implantadas 
las  siguientes  industrias:  un  taller  de  litografía,  uno  de  car- 
pintería y  ebanistería,  otro  de  zapatería,  y  por  ñn,  un  esta- 
blecimiento de  panadería. 

Sin  esto,  ¿qué  habría  hecho  esa  gente  sumergida  en  la 
ociosidad? 

No  obstante,  ¿es  ó  nb  ventajoso  este  sistema?  A  nuestro 
modo  de  entender  las  cosas,  nos  parece  que  es  lo  peor  que  ha 
podido  inventar  un  cerebro  humano. 

Los  contratistas  de  estas  industrias  tienen  á  su  disposición 
la  cantidad  de  trabajadores  que  necesitan;  pagan  un  jornal  in- 
significante y  hacen  trabajar  á  esos  infelices  poco  menos  que 
á  bestias  de  carga.  El  preso  no  tiene  reclamo;  los  empresarios 
saben  gratificar  bien  á  los  empleados,  y  éstos,  como  es  natu- 
ral, están  siempre  de  parte  del  empresario. 

Es  así  el  modo  como  se  especula  con  esos  infelices  que,  mal 
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"Comidos,  dejan  en  el  trabajo  las  pocas  faerzas  qne  les  queda,  y 
raros  sod  los  qne  resisten  alas  darás  exigencias  de  estos  ávidos 
negociantes:  por  eso  hay  que  cambiar  operarios  con  frecuen- 
cia, y  sólo  los  qne  sobresalen  son  cuidados  un  poco  más  por- 

'qne  dejan  mayor  provecho. 

Aquí  no  hay  una  escuela  donde  al  preso  se  le  enseñe  á  leer 
y  escribir  y  donde  pueda  deparar  sus  costumbres  para  que  sea 

-alg^n  día  un  hombre  honrado  y  útil  á  su  familia  y  á  la  patria. 


IV 


La  Penitenciaría  de  Talca  está  dividida  en  tres  secciones: 

La  primera  es  la  de  Penitenciaría. 

La  segunda  es  la  de  Presidio  urbano,  á  donde  van  los  con* 
'denados  á  prisión  desde  sesenta  y  un  días  hasta  cinco  años,  ó 
sea  á  presidio  menor  en  cualesquiera  de  sus  grados. 

La  tercera  es  la  de  Cárcel,  donde  se  encuentran  los  reos 
procesados  y  donde  se  cumplen  condenas  por  faltas. 

El  régimen  de  este  Establecimiento  «es  análogo  al  que  he- 
mos descrito  anteriormente,  con  sus  mismos  defectos  y  vicios, 
y  lo  que  es  peor,  sin  que  exista  allí  una  escuela  para  los  dete- 
nidos, á  pesar  de  que  el  Gobierno  no  las  escasea  ni  aun  en  los 
locares  apartados  y  de  poca  importancia. 

Tanto  en  la  Penitenciaría  de  Santiago  como  en  la  de  Talca 
hay  bastante  aseo;  sus  distribuciones  son  cómodas,  ventiladas, 
tienen  gas,  médicos,  capellanes,  hospital,  servicio  religioso, 
-siendo  muy  difícil  la  evasión  de  los  detenidos. 


Pasemos  ahora  á  ocuparnos  de  los  Presidios  urbanos. 

El  primero  de  éstos  existe  en  Santiago,  y  siempre  existen 

«Q  él  más  de  500  hombres. 

TOMO  73  44 
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El  Jefe  de  este  Establecimiento  es  el  de  la  guardia  especia! 
que  lo  custodia. 

Ho  hay  tampoco  aquí  una  escuela. 

No  existen  talleres  sostenidos  ni  por  el  fisco  ni  por  la  muni- 
cipalidad. El  que  sabe  algún  oficio  y  tiene  donde  desempe- 
ñarlo, se  le  permite  trabajar  en  él  á  ciertas  horas,  sometido  á 
trabas  que  todo  lo  dificultan;  y  por  esto  ya  se  comprenderá 
que  los  abusos  no  son  pocos,  y  que  también  se  especula  con 
el  trabajo  de  esos  infelices. 

Al  frente  de  este  Establecimiepto  no  está  un  hombre  enten- 
dido que  sea  capaz  de  dar  á  los  asilados  en  él  lo  que  no  tienen, 
es  decir,  reglas  que  pudieran  moralizar  al  delincuente  y  sacarlo 
de  la  postración  en  que  yace.  No  obstante,  el  Jefe  de  este  Esta- 
blecimiento no  es  de  los  peores,  si  se  compara  con  los  de  otros 
análogos  que  existen  en  la  República.' 


VI 


La  Cárcel  pública  jde  Santiago  es  enteramente  inadecuada 
á  9u  objeto;  pero  se  levanta  actualmente  una  que  prestará  toda 
clase  de  comodidades  y  que  tal  vez  no  dejará  nada  que  desear. 

El  plano  de  este  Establecimiento  fué  hecho  por  un  arquitec- 
to inteligente,  que  falleció  en  la  .flor  de  la  edad.  Nos  referimos 
á  Ricardo  Brown,  el  más  hábil  chileno  en  su  profesión»  tan  mo- 
desto como  excelente  amigo. 

Al  frente  de  este  Establecimiento,  es  decir,  de  la  cárcel  ac- 
tual, existe  un  Alcaide  que  la  regenta  algunos  años,  que  sabe 
cumplir  con  sus  deberes  de  caballero  y  de  hombre  humano.  No 
es  un  verdugo,  y  su  experiencia  le  ha  hecho  estimable  entre 
todos  los  que,  por  desgracia,  se  encuentran  allí,  porque  sabe 
aprovecharla  sin  recibir  una  maldición  de  nadie. 
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VII 


Hay  también  en  Santiago  nna  Casa  de  corrección  donde  se 
encuentran  las  mujeres  procesadas,  así  como  las  que  camplen 
algnna  condena. 

Este  Establecimiento  está  á  cargo  de  monjas,  que  atienden 
regularmente  á  las  detenidas. 

Por  desgracia,  aquí  tampoco  hay  una  escuela  ni  talleres  en 
que  ocupen  el  tiempo  las  detenidas,  ni  donde  puedan  ganar 
algo  con  sa  trabajo  para  aliviar  su  situación. 

Las  monjas  reciben  costuras  de  la  calle,  utilizando  así  el 
trabajo  de  las  presas;  pero  el  producto  de  estos  servicios  no  es 
para  las  detenidas. 

¡Pésimo  sistema! 

Las  Superioras  se  enriquecen  con  el  trabajo  de  sus  víctí* 
mas,  lo  que  por  cierto  es  inmoral  y  repugnante. 

Las  prácticas  religiosas,  en  cambio,  no  escasean  aquí;  pero,  ' 
¿es  esto  lo  bastante? 

Nos  parece  que  falta  mucho  que  hacer  para  que  el  Estable- 
cioiiento  penal  de  mujeres  llegue  á  estar  regularmente  organi* 
zado. 


VIII 


La  segunda  ciudad  de  Chile,  después  de  la  capitid,  es  Val- 
paraíso^ notable  por  su  comercio  y  por  ser  la  residencia  de  la 
mayor  parte  de  los  extranjeros  que  llegan  á  este  país. 

Tiene  ana  Cárcel  pública  para  hombres  y  otra  para  mu- 
jeres^ 

Esta  última  se  halla  á  cargo  de  las  monjas  de  La  Caridad^ 
pero  con  los  mismos  inconvenientes  y  defectos  que  la  Casa  de 
correción  de  Santiago. 
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•  La  cárcel  es  á  la  vez  Presidio  urbano.'  Se  encaentra  bajo  la 
vigilancia  de  un  Alcaide  con  los  llaveros  necesarios.  Un  dea* 
tacamente  de  tropa  de  línea  cubre  la  guardia  que  sirve  para 
contener  el  orden  interno. 

La  cárcel  de  Valparaíso  no  llena  su  objeto.  Tiene  varios 
patios  y  calabozos  sucesivos  que  sirven  de  dormitorios  á  los 
detenidos.  Estos  se  hallan  poco  ventilados,  y  son^  por  lo  tanto, 
mal  sanos. 

Los  patios  no  presentan  comodidad  ni  resguardan  á  nadie 
del  sol  en  el  verano,  ni  de  las  lluvias  en  el  invierno.  No  tienen 
aleros  ni  están  empedrados;  de  m^inera  que  con  las  Uuvias 
aquello  debe  ser  un  barrizal  mal  sano  é  incómodo. 

Nunca  faltan  en  ella  500  detenidos,  y  á  la  verdad  que  can- 
sa pena  contemplar  el  cuadro  que  presentan  esos  infelices. 

Allí  no  existe  tampoco  una  escuela. 

No  hay  talleres.  Sin  embargo,  tiene  una  gran  capilla  don- 
de un  religioso  les  dice  misa  una  vez  por  semana. 

Reinaren  este  Establecimiento  la  corrupción  más  espanto- 
sa, á  causa  de  que  en.  cada  calabozo  duermen  en  común  más 
de  80  detenidos,  sin  catres  y  sólo  sobre  entarimados  de  made- 
ra, que  establece  una  comunidad  peligrosa  para  la  moral  y 
buenas  costumbres. 

El  día  lo  pasan  los  hombres  sentados  en  el  suelo  de  los  pa- 
tios en  la  abyección  más  completa. 

Reina  allí  la  ociosidad,  y  nada,  absolutamente  nada  se  hace 
por  la  enmienda  del  que  ha  delinquido,  ni  tampoco  porqae 
se  aprenda  un  oñcio-  para  que  alivie  su  miseria  ó  la  de  su  fa- 
milia, que  ha  quedado  abandonada  á  la  suerte  desde  que  cayó 
preso. 

.  El  que  sabe  algún  oficio  y  tiene  donde  desempeñarlo,  se  le 
permite  trabajar  á  ciertas  horas  del  día;  pero  su  escasa  ganan  - 
cia  se  recarga  con  las  contribuciones  que  el  Alcaide  actual  les 
impone  por  su  condescendencia  en  permitirle  trabajar  en  vez 
de  estar  en  eterno  ocio. 

i  Siempre  el  Jefe  tiranizando  á  estos  infelices! 


•, 
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¡Siempre  el  Jefe  especulando  con  el  sudor  de  sas  yíc« 
timas! 

¿Y  por  qué  se  tolera  esto?  La  razón  es  clara:  la  Autoridad 
olYida  este  circulo  de  acción  donde  puede  hacer  reformas  é  im- 
portantes beneñcioSy  porque  cree  que  la  suerte  de  esta  clase 
de  desgraciados  no  es  digna  de  su  atención,  y  porque  también 
coloca  de  Jefes  en  los  Establecimientos  carcelarios  á  personas 
de  incapacidad  notoria  para  dirigirlos^  á  quienes  deja  obrar, 
sin  poner  coto  á  los  abusos  y  á  los  negocios  que  hacen  á  toda 
hora. 

Al  fin,  esto  tendría  poco  de  reprochable  si  los  citados  em- 
pleados, repetimos  otra  vez,  fueran  honrados  ó  supieran  si- 
quiera sugerir  una  idea  noble  para  aliviar  la  suerte  de  los 
desgraciados  que  yacen  en  las  prisiones. 

fistos  carceleros,  para  sostenerse  en  tan  lucrativos  pues- 
tos y  enriquecerse  con  el  trabajo  del  preso,  no  saben  más  que 
una  cosa,  y  es,  mostrarse  serviles  á  los  Jueces  y  encubrirles 
los  tormentos  que  hacen  sufrir  á  sus  víctimas. 

El  Alcaide  de  la  cárcel  de  Valparaíso,  entre  los  repugnan- 
tes espectáculos  que  ofrece  al  que  la  visita,  el  más  común  y  or- 
dinario es  el  de  colocar  á  los  hombres  tendidos  en  el  suelo  te- 
niendo  el  pescuezo  en  el  cepo  sin  movimiento  alguno. 

Aquí  al  que  delinque  no  se  le  corrige,  sino  qae  se  le 
irrita  para  que  vuelva  á  delinquir  y  tener  el  placer  de  darle 
otro  castigo  algo  más  riguroso.  No  se  trata  de  su  enmienda, 
sino  de  hacerle  sufrir.  En  suma,  no  hay  idea  de  lo  que  es  ó 
debe  ser  una  prisión  ni  de  los  móviles  de  las  penas.  El  azote 
y  el  tormento,  ¡he  aquí  los  castigos  para  enseñar  y  corregir! 


IX 


En  los  demás  pueblos  de  la  República  existen  cárceles  que 
son  también  á  la  vez  presidios  urbanos.  En  estos  Estableci- 
mientos hay  un  departamento  para  mujeres,  cuando  no  existe 
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xxn  local  ó  casa  especial  para  ellas.  Están  regentados  por  mon- 
jas en  algunas  partes,  y  en  otras  por  una  mujer  qne  tíen«  el 
título  de  Alcaldesa, 

Las  cárceles  y  presidios  son  gobernados  por  un  empleado 
que  se  denomina  Alcaide, 

Como  estos  Establecimientos  son  de  segundo  ord^n,  su  r<* 
gimen  es  peor  que  el  que  se  ha  implantado  en  las  grandes  cía- 
dades.  La  ociosidad. en  ellos  es  el  todo.  No  existen  escuelas; 
no  hay  un  taller,  no  hay  nada  que  tienda  á  mejorar  la  condi- 
ción del  preso,  ni  nada  que  indique  que  se  busca  la  enmien- 
da del  criminal.  Sólo  se  quiere  que  el  desgraciado  sufra  la  jiena 
que  le  impuso  el  Magistrado,  y  esto  es  lo  único  que  se  basca  y 
también  lo  único  á  que  se  aspira.  Nosotros  preguntamos  ahora: 
¿Es  esto  corregir  al  culpable?  ¿Es  esto  hacer  algo  en  bien  de  la 
sociedad?  Lo  que  se  logra  es  sólo  gastar  en  un  mal  alimenta 
para  esos  infelices,  que  adiestrados  allí  más  en  el  crimen^  for- 
jan mejor  su  plan  de  defensa  contra  la  Autoridad,  y  todo  esto 
lo  ponen  en  ejecución  cuando  vuelven  á  la  libertad. 

Se  les  tiene  en  una  perpetua  ociosidad,  y  estos  hombres, 
que  han  perdido  la  afición  al  trabajo,  contando  con  los  compa- 
ñeros que  han  conocido  en  el  presidio,  son  una  amenaza  cons- 
tante para  la  sociedad. 

No  ha  faltado  quien  diga  que  cada  escuela  que  se  abre  ea 
un  presidio  que  se  cierra;  ¿por  quó  entonces  en  cada  estableci- 
miento penal  no  existe  una  escuela?  ¿Por  qué  al  frente  de  las 
cárceles  no  se  colocan  hombres  que  tengan  siquiera  cierta  pre- 
paración y  cierta  elevación  de  espíritu  para  que  atiendan  á  esoa 
infelices,  como  lo  requiere  el  adelanto  y  la  civilización  del 
siglo? 

.El  Gobierno  debe  prohibir,  bajo  severas  penas,  qne  todo 
Alcaide  haga  trabajar  para  sí  á  los  presos  de  su  Establecimien- 
to; que  no  se  sirva  de  ellos  para  nada,  y  que  el  trabajo  sea  li- 
bre y  sin  cortapisa  alguna;  que  no  se  les  exija  propinas ^  ya  que 
la  Autoridad  no  tiene  talleres  propios  en  que  utilizar  á  loa 
presos. 
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En  Chile  se  gastan  cientos  de  miles  de  pesos  en  obras  de 
todas  clases  al  año,  pero  no  se  ha  pensado  jamás  en  procu- 
rar aprovechar  las  fuerzas  de  esas  victimas.  Hágaseles  tra- 
bajar moderadamente  por  cuenta  del  Estado,  pagúeseles  sus 
servicios  aunque  sea  regularmente,  procúreseles  un  ahorro,  y 
la  criminalidad  disminuirá  entonces  notablemente.  De  este 
modo  también  se  le  proporcionará  al  preso  un  mejor  alimento, 
se  le  enseñará  un  oficio,  se  le  preparará  un  capital,  y  á  su  sa- 
lida de  la  prisión  ese  hombre  tendrá  que  ser  un  buen  ciuda- 
dano j  un  artesano  instruido.  ¡Cuánto  no  ganaría  Chile  si  el 
Gobierno  fijara  su  atención  en  los  Establecimientos  penales  y 
tratara  de  introducir  éstas  ú  otras  reformas  en  ellosl  Mas  aho- 
ra se  le  quita  á  la  industria  los  mejores  brazos,*  se  hacen  crimi- 
nales en  vez  de  corregir  al  que  delinque,  y  como  en  estos  Esta- 
blecimientos reinan  los  vicios,  son  ellos  una  pésima  escuela 
para  lo  futuro. 

Debemos,  no  obstante,  confesar  con  franqueza  que  en  estas 
materias  nos  resta  mucho  que  hacer;  es  preciso  descender  á  las 
prisiones  para  ver  de  cerca  tanta  miseria  y  tanto  mal,  donde 
debe  existir  moralidad,  buen  ejemplo  y  una  enseñanza  que 
depure  sentimientos  incultos  ó  corazones  rebeldes,  que  se  ha- 
cen peores  con  el  rigor  ó  con  los  malos  hábitos.  Esto,  repeti- 
mos, se  debe  sólo  á  la  culpa  de  los  Gobiernos  y  al  abandono 
que  hacen  de  los  que  por  desgracia  delinquen  y  no  se  les  pro- 
cura levantarles  en  las  horas  amargas  en  que  purgan  su 
delito. 

Hemos  visto,  y  esto  con  bastante  frecuencia,  imponer  como 
castigóla  privación  íe\  trabajo  por  simples  faltas,  al  preso  que 
era  amante  de  su  oficio  y  quería  ganar  algo  para  enviar  un  pan 
á  su  esposa  é  hijos  que  estaban  en  la  miseria;  y  cuando  obser- 
vábamos la  razón  de  ser  de  tal  determinación  y  lo  pernicioso  de 
este  sistema,  nos  contestaba  un  carcelero  llamado  Facundo  De- 
formes, hombre  vulgar  é  inepto  para  este  puesto,  que  este  cas- 
tigo era  muy  doloroso  para  el  hombre  que  tenía  obligaciones 
serias  que  cumplir,  y  por  eso  debía  apartarles  de  ese  deseo. 
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A  esto  observábamos  que  tal  castigo  iba  contra  una  famitíft*. 
que  estaba  en  la  miseria  y  al  borde  del  vicio  6  del  crimen,  j 
cou  sangre  fría  nos  replicaba:  «/  Qué  importa  eso/  Nada  tenemos 
que  hacer  con  las  miserias  y  ligrimas  de  la  calle;  lo  que  se  quiere 
es  hacer  pesada  y  odiosa  la  vida  del penadol» 

Con  este  modo  de  pensar  en  carceleros  tan  vulgares  y  taa 
ignorantes,  ¿qué  6e  puede  esperar  de  nuestros  Establecimien- 
tos penales? 

A  grandes  males^  grandes  remedios.  El  vicio  y  la  corrup» 
ción  tienen  precisamente  que  ceder  su  puesto  ala  moralidad  y 
honradez. 

jEsperemosI 

BOBUSTfANO  YeBA. 
Santiago  de  Chüe,  Abzü  de  1868. 


.  REPÚBLICA  DE  COSTA  RICA 


I.  Código  civil.— n.  Cuestión  de  límites  entre  Costa  Baca  y  Nicara- 
gua.— m.  Intervención  de  Costa  Rica  en  el  canal  interoceánico  de 
Centro  Américft.— IV.  Relaciones  científicas. 


I  .  •  •. 

CÓDIGO  OIYIL 

Siendo  Presidente  de  la  República  D.  firaalio  Carrillo,  em» 
pezó  i  regir  el  año  1841  el  Código  general  del  Estado,  en  qn» 
estaban  comprendidas  las  leyes  civiles,  penales  y  de  procedi- 
mientos. De  dichas  leyes  han  estado  vigentes  en  lo  fundamen- 
tal hasta  el  año  1880  las  segundas,  y  hasta  el  actual  las  otras 
dos;  salvo  reformas  introducidas  en  1865  por  disposiciones  es- 
peciales, y  algunas  tan  acertadas  como  la  ley  Hipotecaria,  ba- 
sada en  la  de  España,  y  la  de  concurso  de  acreedores,  modela- 
da en  la  legislación  del  antiguo  Reino  de  Prusia.' 

Si  cerca  de  medio  siglo  de  observancia  de  las  principaíes^ 
leyes  sustantivas  y  adjetivas  de  un  Estado  es  raro  ejemplo  de 
estabilidad  legislativa  en  nuestra  ¿poca,  esta  misma  circuns- 
tancia justifica  que  se  hayan  realizado  con  gran  laboriosidad 
reformas  jurídicas  en  todas  las  esferas  durante  estos  últimos 
años  por  la  Comisión  codificadora  de  Costa  Rica.  De  tal  suerte 
es  exacta  esta  última  indicación,  que  dentro  de  poco  existirá 
aoa  interesante  colección  de  las  leyes  vigentes  en  aquella  Re- 
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pú|;>lica,  cuya  fecha  de  promulgación  más  antigua  sea  el  aña 
1885  y  que  comprenda  los  Códigos  civil,  penal,  de  procedi- 
mientos, fiscal,  de  comercio,  de  policía  y  militar,  y  la  ley  or- 
gánica de  Tribunales,  del  Jurado  y  del  Notariado. 

Respecto  á  estos  Códigos  modernos,  llamamos  la  atención 
hace  tiempo  (1)  acerca  de  las  principales  reformas  del  penal, 
— sometido  hoy  á  nueva  revisión,— y  ahora  notf  proponemos 
examinar  el  civil,  que  ha  empezado  á  regir  el*l.®  de  Enero 
del  corriente  año. 

Dicho  Código  ha  sido  sancionado  por  el  ilustrado  Presiden- 
te D.  Bernardo  Soto,  que  da  gran  impulso  á  las  reformas  le- 
gislativas enumeradas,  y  refrendado  por  el  Ministro  de  Justi- 
cia D.  Ascensión  Esquivel,  uno  de  los  más  reputados  juriscon- 
sultos del  foro  costarricense  (2). 

•  La  clasificación  general  que  admite  el  Código,  es. 4a  si- 
guiente: Libro  I.  De- las  personas. — Libro  II.  De  los  bienes  y 
de  la  extensión  y  modificaciones  de  la  propiedad. — Libro  III. 
De  las  obligaciones. — Libro  IV.  De  los  contratos  y  cuasi-con- 
tratos,  y  de  los  delitos  y  cuasi-delitos  como  causa  de  oblig^a- 
ciones  civiles. 

Respecto  á  cada  una  de  estas  divisiones,  indicaremos  li- 
geramente los  principios  culminantes  y  más  dignos  de  es- 
tudio. 

Titulo  preliminar. — Además  de  las  disposiciones  generales 
relativas  á  la  publicación  y  efectos  de  las  leyes, — que  se  apli- 
can á  todos  los  Códigos  y  que  indudablemente  tienen  su  lugar 
propio  en  el  fundamental  al  tratar  de  la  función,  legislativa, 


(1)  La  pena  de  mu^te  en  Suiza. — BeVISTA  OXNEBAL  DB  LeQISLACIÓN  Y  Ju- 
RI8PBUDENCIA.  Tomo  66,  pág.  611,  nota. 

(2)  Be  la  elaboración  de  esta  obra  legislati^ca  hemos  dado  cuenta  on  un 
modesto  rappoH,  pnblicado  en  el  Annuaire  de  légUlaHon  étrangére  (París,  1886) 
y  traducido  por  la  Revüta  contemporánea.   (Madrid,  16  de  Septiembre  de  1887.^ 


BBPÓBLICA   DB   OOBTA    BIGA  171 

aunqne  por  costambre  inveterada  suelen  incloírse  en  el  Código 
civil, — contiene  el  título  preliminar  ana  parte  referente  al  De- 
recho internacional  privado,  que  entraña  ana  importante  re- 
forma. 

Así  como  en  Europa^  á  pesar  de  los  nobles  esfuerzos  del 
célebre  jurisconsulto  Mancini,  no  ha  podido  llegarse  á  nn 
acuerdo  respecto  á  la  unificación  de  aquella  rama  del  Dere- 
cho, en  América  se  convocó  un  Congreso  en  1878  con  aquel 
objeto,  que  dio  por  resultado  el  tratado  que  se  firmó  en  Lima 
él  9  de  Noviembre  de  dicho  año  (1).  Como  una  de  las  Repübli- ' 
cas  signatarias  de  aquella  importante  convención  internacio- 
nal fué  la  de  Costa  Rica,  representada  por  el  Presidente  de  di- 
cho Congreso  de  jurisconsultos  Dr.  D.  Antonio  Arenas,  la  Co- 
misión codificadora  creyó  que  debía  cumplirse  aquel  solemne 
compromiso  al  revisar  el  Código  civil,  completando  su  obra  el 
Colegio  de  Abogados  de  la  capital.  Habrá  sido,  pues,  Costa 
Rica  la  primera  nación  americana  que  ha  aplicado  en  su  Có- 
digo civil  las  reglas  adoptadas  por  iniciativa  de  la  República 
del  Perú  para  uniformar  el  Derecho  internacional  privado  de 
la  América  española. 

Lidro  primero. — En  el  tít.  IV  se  reconoce  el  verdadero  con  - 
cepto  del  llamado  matrimonio  civil,  que  no  debe  ser  otra  cosa 
que  el  registro  civil  del  matrimonio,  cuya  teoría  no  consiente 
la  duplicidad  en  la  celebración  del  matrimonio  que  admiten 
algunas  legislaciones,  olvidándose  de  que  por  dicho  acto  apa- 
rece en  la  vida  una  persona  social  que  nace,  como  todas,  en  un 
solo  momento.  El -Código  de  Costa  Rica  no  atribuye  efectos  ci- 
viles al  matrimonio  celebrado  ante  la  Iglesia  católica,  en  cuya 
religión  comulga  la  mayoría  del  país,  mientras  no  se  inscribe 


(1)  Con  el  mismo  fin  se  ha  convocado  para  el  día  ^  de  Agosto  de  este  año, 
en  Hontevideo,  nn  Congreso  sud-amerioano,  por  acuerdo  de  los  Gobiernos  ar- 
gentino j  uruguayo. 
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en  el  registro  del  Estado,  pero. limita  la  intervención  de  ^e^ 
al  reconocimiento  de  la  nneva  persona  social  qae  se  ha  consti- 
toído  sin  faltar  á  las  prescripciones  del  Ck^digo. 

Para  el  caso  de  que  los  contrayentes  lleven  el  laicismo  á 
una  de  las  materias  en  qne  menos  se  concibe,  al  decir  de  pen- 
í^adores  que  respecto  á  otras  lo  admiten,  determina  la  forma 
en  qne  debe  celebrarse  dicha  unión. 

El  Código  costarricense  establece  también  la  separación 
de  cuerpos  y  el  divorcio.  En  su  deseo  de  que  la  petición  de  la 
nulidad  del  vínculo  sea  maduramente  reflexionada  y  no  pro- 
ducto de  un  arrebato  momentáneo,  dispone  que  la  acción  de~ 
divorcio  sólo  podrá  ejercerse  después  de  haber  transcurrido  un 
año,  desde  que  llegaron  á  noticia  del  cónyuge  ofendido  los  he* 
chos  que  la  motiven. 

El  legislador  de  Costa  Rica,  que  regula  minuciosamente 
cuanto  entiende  que  hay  en  el  matrimonio  de  esencial  y  abso- 
luto, proclama  el  principio  de  la  libertad  más  amplia  en  la  or- 
ganización de  lo  que  considera  accidental  y  variable,  como  es 
todo  lo  referente  al  régimen  económico  de  la  familia.  Este  sis- 
tema que  informa  en  nuestro  País  el  derecho  foral  de  Cata- 
luña, ha  sido  aceptado  por  el  Congreso  jurídico  español 
de  1886. 

En  el  caso  de  que  no  se  celebre  contrato  matrimonial,  el 
legislador  presume  que  los  cónyuges  desean  acomodar  sos  re- 
laciones económicas  á  un  sistema  que  es  en  su  esencia  el  de 
gananciales  por  partes  iguales,  «no  en  combinación  con  el  régi- 
men dotal  como  en  Castilla,  sino  establecido  sin  mezcla  alguna 
de  otros  principios,  cual  existe  en  Baviera. 

Para  la  legitimación  de  los  hijos  naturales,  el  legislador  de 
Costa  Rica,  de  acuerdo  con  los  buenos  principios,  no  admite 
otro  medio  que  el  subsiguiente  matrimonio  de  los  padres. 

Respecto  á  la  patria  potestad,  acepta  la  teoría  que  concede 
participación  á  los  dos  cónyuges  en  el  ejercicio  del  poder  fa- 
miliar; pero  asigna  al  padre  el  derecho  de  resolver  los  con- 
flictos que  entre  las  dos  entidades  puedan  surgir,  concedién- 
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dolé  la  dirección  saprema  (1).  De  todas  suertes,  se  aparta  de 
los  preceptos  establecidos  acerca  de  esta  materia  por  la  geae- 
ralidad  de  los  Códigos,  asemejápdose  al  portagoés,  qae  dispone 
qae  «las  madres  partídipan  del  poder  paterno  y  deben  ser  oídas 
eu  todo  lo  qae  se  refiere  á  los  intereses  de  los  hijos;  pero  al  pa- 
dre es  i  quien  especialmente  corresponde  dorante  el  matrimo- 
nio, como  jefe  de  la  familia,  dirigir,  representar  y  defender  á 
8QB  hijos  menores,  tanto  en  juicio  como  fuera  de  él.» 

Con  el  fin  de  suplir  la  incapacidad  que  origina  la  falta  de 
edad  regula  una  institución,  la  tutela,  y  para  la  que  causa  la 
enfermedad,  la  cúratela,  comprendiendo  con  acierto  que  tra- 
tándose de  proteger  el  desarrollo  de  una  persona  hasta  que  lle- 
ga á  su  plena  capacidad,  como  quiera  que  se  realiza  un  solo 
fin,  no  es  necesario  que  éste  sea  condicionado  por  dos  institu- 
cioueB  que  se  sucedan,  la  tutela  y  la  cúratela  ó  curadoría. 

La  mayor  edad  la  fija  el  Código  costarricense,  como  los  de 
Francia,  Portugal  é  Italia,  en  los  veintiún  años,  considerando 
que  la  precocidad  del  desarrollo  intelectual  en  nuestros  días 
aconseja  adelantar  la  época  de  la  emancipación;  y  si  esto  nece- 
sitara comprobarse  con  datos  de  la  experiencia,  la  historia  com- 
temporánea  de  Costa  Rica  los  suministra  en  abundancia:  Cir- 
cunscribióndonos  á  la  vida  pública,  reconoce  la  generalidad  de 
la  República  que  pocos  gobiernos  han  superado  en  las  líneas  ge-  * 
nerales  de  la  administración  de  los  intereses  del  país  al  actual, 
en  que  ocupan  altos  cargos  ilustrados  representantes  del  ele- 
mento joven  de  aquel  Estado  centro  americano. 

Liiro  secundo. — En  el  capítulo  2.^  del  libro  6.^  se  regula  la 
emisión  de  cédulas  hipotecarías,  estableciendo  un  sistema  aná- 
logo al  que  adoptaron  las  leyes  de  Prusia  de  1872,  imitando 


(1)     Art.  188.  El  padre^^eroe  la  patria  potestad,  y  de  ella  participa  la  ma- 
dre  con  «qjeoión  ék  la  autoridad  de  aquél. 

Bn  íáUa  del  padre,  el  cjeroieio  de  la  patria  potestad  oorreeponde  á  la 
madre. 


I 
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la  antigua  legislación  de  la  villa  de  Brema  y  qae  es  más  sea- 
cilio  qae  el  admitido  en  el  Act  Torreras  de  las  colonias  ingle- 
sas. En  efecto:  así  como  para,  la  transmisión  del  certificado 
de  ana  hipoteca  sobre  la  propiedad  inmueble  exige  esta  co- 
nocida ley  que  se  celebre  un  contrato  de  cesión  ante  un  tes- 
tigo y  que  se  inscriba  en  el  Registro  general  (1),  el  Código  de 
Costa  Rica  dispone  que  las  cédulas^  una  vez  emitidas  con  los 
requisitos  y  garantías  que  determina^  constituyen  un  docu- 
mento al  portador,  que  puede  transmitirse  aun  por  endoso  en  | 
blanco.  Realizan,  en  suma,  estas  interesantes  disposiciones  el 
ideal  de  movilizar  la  propiedad  inmueble.  ! 

Reconoce  el  legislador  costarricense  que  «las  prodaccio- 
nes  del  talento»  son  propiedad  de  su  autor,  y  comprende,  por  i 

tanto,  á  esta  institución  entre  las  que  pertenecen  al  Derecho  \ 

civil,  si  bien  dispone  que  deberá  regirse  por  leyes  especiales.  j 

Y  no  sólo  se  preocupa  Costa  Rica  de  los  derechos  de  los  auto- 
res nacionales,  sino  también  de  los  extranjeros,  como  lo  de- 
muestra la  circunstancia  de  haber  estado  representada  en  las 
conferencias  diplomáticas  de  Berna,  aunque  opina  que  no  ha 
llegado  todavía  en  dicho  país  el  momento  oportuno  de  resolver 
tan  importante  cuestión. 

Consagra  el  Código  que  examinamos  un  concepto  amplio 
de  la  libertad  de  testar;  pues  no  admite  otras  legítimas  que 
las  porciones  necesarias  para  que  el  testador  «deje  asegurados 
los  alimentos  de  sü  hijo,  legítimo  ó  no  legítimo,  hasta  la  ma- 
yoridad si  es  menor,  y  por  toda  la  vida  si  es  inválido;  y  los  de 
sus  padres  legítimos  ó  madre  ilegítima  y  los  de  su  consorte^ 
mientras  los  necesiten»  (2). 


(1)  BulleHu  de  la  Soeiété  de  législation  comparée.  Rapport»  de  Mrs.  Ch.  Lyon- 
Caen  y  J.  ChaUamel.  (Parie,  Abril  1886.) 

(2)  Bespecto  k  los  hijos,  se  acomodan  estos  preceptos  del  derecho  positívo 
costarricense  á  los  principios  filosóficos  que  sobre  esta  materia  sostiene  nn 
defensor  tan  decidido  de  la  libertad  de  testar  como  es  el  docto  Pírofeaor  se- 
fior  Giner  de  los  Bios.  j4p¿ieom(o,  dice,  al  deretAo  de  familia  Iúb  pr%ncipio$  dd 
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Uno  de  los  argumentos  qae  se  aducen  en  pro  de  la  libre  tes- 
tarnentifacción,  el  qne  favorece  el  establecimiento  de  fandacio- 
nes  científicas,  benéficas,  etc.,  nos  parece,  dados  los  preceden- 
te XI),  qae  ha  de  abonar  en  Costa  Rica  la  consagración  de 
aquel  derecho. 

El  Código  de  dicho  Estado,  como  otros  varios,  se  aparta  de 
la  tradición  del  Derecho  romano  de  que  la  sucesión  no  puede 
ser  en  parte  testada  y  en  parte  intestada. 

Modifica  también  el  concepto  que  Roma  tenía  del  heredero 
al  disponer  que  aquél  no  responde  nunca  de  las  deudas  y  car- 
cas de  la  herencia,  sino  hasta  donde  alcancen  los  bienes  de 
^ta,  y  modifica  los  efectos  del  beneficio  de  inventario,  que  se 
concretan  á  que  en  el  caso  de  ser  aceptada  la  herencia  en  esta 
forma,  tienen  los  acreedores  el  derecho  de  probar  que  hay  otros 
bienes  además  de  los  inventariados,  mientras  que  si  se  hace 
puramente,  corresponde  al  heredero  justificar  que  no  quedan 
bienes  suficientes  para  cumplir-  las  disposiciones  testamen- 
tarias. 

Repara  la  ley  costarricense  una  preterición  del  Derecho  ro- 
mano primitivo  y  una  postergación  del  edicto  pretorio,  que  se 
ha  perpetuado  en  la  legislación  castellana  con  las  fuentes  de 
qae  se  deriva,  y  aun  en  Códigos  promulgados  en  los  tiempos 
modernos,  como  el  de  Napoleón.  Ya  se  comprenderá  que  nos 
referimos  ala  sucesión  abintestato  del  cónyuge  sobreviviente, 
qne  el  Código  de  que  nos  ocupamos,  aun  más  liberal  en  este 
punto  que  el  italiano,  llama  en  primer  término  y  por  partes 


</«  propinad,  e»  fácil  deducir  la»  leyen  de  la  vida  económica  de  aquella  inwtitución. 
Son  laa  prineipalet:...  la  de  la  reserva  fortoea  d«  una  porción  de  lo§  biene»  de  lo»  pa- 
dre»  (legitima),  deapué»  de  muerto»  étto»,  para  atender  d  lo»  hijon  menore»,  incapa- 
eitadoa,  etc.,  (no  á  otros).  (GKner  y  Calderón.  Principio»  de  Derecho  natural. 
Madrid,  pág.  21Í.) 

(1)  £1  Hospital  de  Gartago,  antigua  capital  de  la  República,  se  debe  á  la 
filantropía  de  varios  vecinos,  y  San  José  tiene  un  Hospicio  de  Huérfanas^ 
fiindado  y  dotado  de  rentas  por  una  se&ora  de  dicha  ciudad,  en  186B. 
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iguales  con  los  hijos  y  los  padres  legítimos.  6<51o  en  el  caso  de 
que  tenga  bienes  gananciales  recibirá  lo  qne  le  falte  para  com- 
pletar la  porción  que  en  otro  caso,  le  hubiera  correspondido. 

Libro  tercero. — El  Código  civil  de  Costa  Rica,  como  otros 
muchos  de  Europa  y  América,  entre  ellos  los  de  Francia  y  el 
Uruguay,  ha  creído  conveniente  dedicar  un  título  á  regular  la 
prueba  en  lo  que  tiene  carácter  sustantivo;  considerando,  sin 
duda,  que  «es  la  justificación  de  los  hechos  una  parte  inte- 
grante de  los  mismos  en  cuanto  á  su  valor  jurídico,  parte  que 
debe  necesariamente  comprenderse  en  el  Código  ó  cuerpo  del 
Derecho  privado,  si  se  ha  de  aspirar  á  que  éste  ofrezca  á  la 
consideración  de  las  personas  jurídicas  el  conjunto  de  condi- 
ciones á  que  han  de  acomodar  su  conducta  para  la  realización 
y  eficacia  de  sus  relaciones  privadas»  (1). 

El  legislador  costarricense  establece  que  «toda  convención 
ó  acto  jurídico  cuyo  objeto  tenga  un  valor  mayor  de  250  pesos, 
deberá  constar  en  documento  público  ó  privado,  no  siendo  en 
tal  caso  admisible  la  prueba  testimonial»,*  siguiendo  la  tenden- 
cia moderna  que  concede  poca  importancia  á  las  declaraciones 
testifícales,  aunque  extiende  algo  más  sus  límites  que  algunos 
Códigos  europeos  (2),  debido  tal  vez  á  la  distinta  apreciación 
del  numerario  en  ^mérica. 

Bespecto  al  concurso  de  acreedores  de  los  que  no  son  co- 
merciantes, consideramos  que  merecen  fijar  la  atención  algu- 
nas de  sus  disposiciones.  Establece,  como  la  generalidad  de  las 
legislaciones,  que  se  elijan  los  curadores  ó  síndicos  por  la 
asamblea  de  acreedores;  pero  así  como  en  Austria  es  su  número 
ilimitado  y  en  España  deben  ser  tres,  en  Costa  Rica  sólo  pue- 

(1)  Discurso  pronnnciado  por  el  üastrado  Catedr&tioo  ÍD.  Angosto  (Jomas 
•en  el  Senado  español  en  la  sesión  del  9  de  Marso  de  1885,  al  apoyar  sn  en- 
mienda k  las  bases  del  Proyecto  de  Código  civil  presentadas  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Ghracia  y  Jnstioia. 

(2)  El  Código  de  Napoleón  fijó  la  cantidad  de  160  francos,  y  el  de  Italia  la 
de  600. 
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de  nombrarse  uno,  si  bien  cabe  que  so  rennere  anaalmente. 
Lo8  honorarios  que  ha  de  percibir  el  curador  defínitÍTO  los  ñja 
la  junta  de  acreedores  y  se  le  entregan  por  mitad  al  hacerse 
t^ada  reparto,  y  el  resto  al  aprobarse  la  cuenta  general  de  su 
administración,  lo  que  excita  su  interés  para  procurar  la  pron- 
ta terminación  dol  concurso. 

Libro  cuarto.-^GomQ  ya  hemos  visto  que  consagra  el  Códi- 
go de  Costa  Rica  la  libertad  civil  en  la  organización  econó- 
mica de  la  familia  y  en  la  sucesión  testamentaria,  es  innecesa- 
rio añadir  que  la  reconoce  y  garantiza  en  el  derecho  de  obli- 
gaciones, que  es  donde  se  admite  por»todos  con  menos  opo- 
sición. 

Al  legislar  sobre  el  contrato  de  sociedad  establece  un  pro- 
cedimieuto  para  obtener  la  representacióu  proporcional  de  to- 
dos los  intereses,  que  es  el  que  debe  seguirse  á  qo  existir 
estipulación  en  contrario.  Determina  al  efecto  que  los  votos  de 
los  socios  han  de  computarse  en  proporción  á  los  capitales,  con- 
tándose el  menor  capital  por  un  voto  y  fijándose  el  número  de 
votos  de  cada  uno  de-los  demás  socios  por  el  cociente  del  capi- 
tal/espectivo  por  el  capital  menor.  El  residuo  que  excediere 
de  la  mitad  del  divisor  constituye  también  un  voto,  y  se  conce- 
de otro  al  socio  industrial  (1). 

Respecto  al  derecho  de  obligaciones  no  juzgamos  necesario 
exanvinar  con  más  detención  los  preceptos  del  Código  de  Costa 
Rica,  porque  en  esta  rama  del  Derecho  es  donde  existe  mayor 
semejanza  entre  las  leyes  de  todos  los  países  á  que  han  servido 
de  arquetipo  los  principios  capitales  de  la  ciencia  jurídica  de 
Roma.  Únicamente  indicaremos,  para  terminar  esta  parte  de 


(1)  jiiete  sistema  es  uno  de  los  varios  que  pueden  aplicarse  alas  personas 
«ocíales  para  conse^ir  la  representación  proporcional,  y  si  bien  lo  defendi- 
mos en  principio  en  El  Foro  de  Costa  Bica  (22  de  Octubre  de  1887)  como  uno 
de  los  Toka  senoiUos,  no  oreemos  que  sea  el  más  pijgfecto  y  eficas  para  conse- 
guir el  objeto  que  se  propone. 

TOMO  73  \t 
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nuestro  estudio,  que  se  aplican  las  reglas  generales  de  los  oon«- 
tratos  á  uno  que  ha  «Icanzadó  hoy  gran  desen¥olvimiento,  el 
de  segaros,  cuando  no  se  refiere  á  objetos  de  comercio.  La  im- 
portancia de  esta  disposición  Ja  soñaló  el  ilustre  jnrisconsalto 
Sr.  Días  Ferreira  al  comentar  un  precepto  análogo  del  Gódiga 
cítíI  portpgués,  que,  como  decía,  ha  introducido  una  profaa* 
da  alteración  en  el  derecho  anterior,  pues  según  éste,  todos  los 
contratos  de  segoros^^  cualesquiera  que  fuese  su  especie,  en- 
traban en  la  competencia  dé  los  Códigos  mercantiles  (1). 


II 

CUESTIÓN    OE- LÍMITES    ENTRE   COSTA   BIOA   T  NICABAOUA 

El  ilustrado  representante  diplomático  de  la  Repáblica  costa- 
rricense, D.  Manuel  M.  de  Peralta,- en  un  minucioso  registro  de 
los  archivos  de  España  dirigido  por  un  profundo  conocimiento  áe 
la  Historia,  demostró  hace  años,  en  varias  obras  notables,  que, 
teniendo  en  cuenta  la  demarcación  territorial  de  las  posesiones 
de  nuestra  patria  en  América, — punto  de  partida  .admitido  por 
todas  ellas  cuando  pasaron  á  ser  Estados  independientes  para 
proceder  al  deslinde  de  sus  territorios  respectivos, — ^la  frontera 
que  separaba  á  Costa  Rica  de  Nicaragua  en  1826  era  uoa  línea 
cuya  posición  determinaba  tres  puntos:  la  boca  del  río  San 
Juan  en  el  Atlántico,  la  del  río  Sapoá  en  el  lago  de  Nicaragua, 
y  la  desembocadura  del  río  de  la  Flor  en  el  Pacífico. 

Por  lo  tanto,  dentro  de  esta  demarcación  de  Costa  Rica  que- 
daba comprendida  la  provincia  de  Guanacaste,  ó  sea  el  antiguo 
Partido  de  Nicoya,  cuya  dependencia  auttió  continuas  alterna- 
tivas durante  la  dominación  española  y  que  el  primer  Congre- 
so constituyente  que  se  reunió  en  San  José  el  año  1825  decla- 
ró agregada  á  Costa  Rica,  mientras  que  la  Constitución  fie  Ni- 


(1)     Código  civü  porttigutXf  yol.  iii,  art.  1540. — Lisboa,  1872. 
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caragoa  de  8  de  Abril  de  1826,  dejó  de  enamerarla  entre  los 
partidos  que  comprendía  dicho  Estado. 

Desde  entonces  es  considerado  por  Costa  Bica  el  aatigno 
partido  de  Nicoya  como  provincia  suya,  y  al  efecto  le  concedió 
el  derecho  de  safragio»  puso  á  sa  frente  un  Jofe  político  para 
los  asuntos  gnbernatÍTOS  y  económicos  y  un  Juez  de  primera 
ipstancia  para  la  administración  de  justicia,  premió  sos  servi- 
cios á  la  nación  concediendo  el  título  de  ciudad  á  la  villa  de 
Gaanacastei  y  ejerció,  en  suma,  todos  los  derechos  anejos  á  la 
soberanía. 

Nicaragua,  si  bien  respetaba  el  statu  quo,  y  así  lo  demues- 
tran las  satisfacciones  que  dio  con  motivo  de  haber  traspasado 
sus  tropas  en  1855  el  río  de  la  Flor,  no  había  abandonado  sus 
pretensiones  acerca  de  aquel  distrito,  que  consideraba  pen- 
dientes  de  resolución  en  la  ley  electoral  de  1838  y  suscitó  el  li- 
tigio cuando  acababa  de  ser  librada  de  los  horrores  de  la  guerra 
civil  por  la  intervención  de  Costa  Rica,  que  fué  denominada^ 
«vanguardia  de  Centro  América  a  en  el  Boletín  ojicial  de 
León  (1). 

Aceptados  los  buenos  oficios'  del  Coronel  D.  Pedro  Bót 
mulo  Negrete,  Ministro  Plenipotenciario  del  Salvador,  y  con 
objeto  de  asegurar  la  fraternidad  entre  Costa  Bica  y  Nicaragua, 
firmaron  un  Tratadq  de  límites  en  San  José  el  15  de  Abril  de 
1858  los  representantes  diplomáticos  de  aquellas  dos  Repúbli- 
cas, D.  José  María  Cañas  y  D.  Máximo  Jerez  (2). 

En  su  artículo  2.^  quedó  resuelta  la  cuestión  de  límites,  en  la 
siguiente  forma:  «I^a  línea  divisoria  de  las  dos  Bepúblicas,  par- 
tiendo del  mar  jdel  Norte,  comenzará  en  la  extremidad  de  Pun- 


(1)  El  Gobierno  de  Costa  Bioa  encargó  recientemente  al  Sr.  D.  Lorenzo 
If  ontnfar  que  escribiera  una  historia  detallada  y  exacta  de  aquella  impor- 
tAnte  expedición  milita^-  . 

(S)  Bste  Tiwlado  se  conoce  en  la  diplomacia  americana  con  el  nombre  de 
Jerea-Cafias,  siu  signatarios. 
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ta  fie  Castilla,  en  la  desembocadura  del  río  de  San  Juau  de  Ni- 
caragua, y  continuará  marcándose  con  la  margen  derecha  del 
expresado  río,  hasta  un  punto  distante  del  Castillo  Viejo  tres 
millas  inglesas,  medidas  desdólas  fortificaciones  exteriores  de 
dicho  Castillo,  hasta  el  indicado  punto.  De  allí  partirá  una 
curva,  cuyo  centro  serán  dichas  obras,  y  distará  de  él  tres  mi- 
llas inglesas  en  toda  su  progresión,  terminando  en  un  punto 
que  deberá  distar  dos  millas  de  la  ribera  del  río  aguas  arriba 
del  Castillo.  De  allí  se  continuará  en  dirección  del  río  de  Sapoá, 
que  desagua  en  el  lago  de  Nicaragua,  siguiendo  su  curso  que 
diste  siempre  dos  millas  de  la  margen  derecha  del  río  de  San 
Juan  con  sus  circunvoluciones  hasta  su  origen  en  el  lago,  y  de 
la  margen  derecha  del  propio  lago  hasta  el  expresado  río  de 
Sapoá,  ^n  donde  terminará  esta  línea  paralela  á  dichas  riberas. 
Del  punto  en  que  ella  coincida  con  el  río  de  Sapoá,  el  que  por 
lo  dicho  debe  distar  dos  millas  del  lago,  se  tirará  una  recta  as- 
tronómica hasta  el  punto  céntrico  de  la  bahía  de  Salinas,  en  el 
mar  ^el  Sur,  donde  quedará  terminada  la  demarcación  del  te- 
rritorio de  las  dos  Repáblícas  contratantes.» 

Después  de  1858  siguió  Costa. Rica  ejerciendo  su  jurisdtc* 
ción  en  el  territorio  que  le  asignaba  el  Tratado,  y,  como  de  este 
se  desprende,  saQrificó  á  la  paz  y  al  restablecimiento  de  sus  re- 
laciones fraternales  con  Nicaragua,  el  sumo  imperio  que  le  co- 
rrespondía sobre  el  San  Juan  en  concepto  de  ribereña  de  un 
tercio  de  este  río  y  de  toda  la  parte  sur  del  lago  de  Nicaragua, 
y  asimismo  una  zona  de  tierra  de  bastante  extensión  en  el 
istmo  del  Papagallo,  desde  el  río  de  la  flor  al  centro  de  !& 
bahía  de  Salinas. 

Nicaragua,  que  en  convenios  y  en  actos  públicos  había  re- 
conocido implícitamente  la  validez  del  Tratado  de  límites,  !& 
puso  en  duda  en  1872,  contra  la  opinión  enérgica  y  lealmente 
manifestada  en  el  Senado  por  el  general  Jerez,  y  sin  tener  ea 
cuenta  que  de  haberse  apelado  á  un  plebiscito — medio  de  muy 
difícil  aplicación,  pero  conforme  con  el  criterio  de  muchos 
publicistas,  que  consideran  que  estriba  en  una  libertad  bien 
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entendida  el  principio  de  organización  de  las  nacionalidades  (1) 
— el  voto  de  la  mayoría  de  los  habitantes  de  Guanacaste  segu- 
ramente hubiera  sido  favorable  á  Costa  Rica,  según  ha  reco- 
nocido con  imparcialidad  un  escritor  nicaragüense  (2).  Es  ver- 
daderamente  sensible  que,  olvidando  Nicaragua  las  nobles  fra- 
ses que  había  dedicado  en  1869  su  periódico  oficial,  con  motivo 
áh  la  recepción  del  Ministro  pleni{)otenciario  de  dicha  Repú- 
blica por  el  Presidente  de  Costa  Rica,  á  enaltecer  la  convenien- 
cia de  estrechar  los  lazos  entre  ambos  Estados,  originara  un 
enfriamiento  de  relaciones  entre  los  mismos  al  demandar  «una 
provincia  distante,  pobre,  separada  de  Nicaragua  por  altas  cor- 
dilleras, inaccesible  durante  seis  meses  en  el  año,  provocando 
con  ello  la  enemistad  de  Costa  Rica,  que  es  un  vecino  compa- 
rativ^ente  poderoso»  (3). 

A  fin  de  evitar  las  complicaciones  á  que  podía  dar  mar- 
gen este  enojoso  asunto,  ofreció  su  mediación  el  Gobierno  de 
Guatemala  con  objeto  de  conseguir  que  se  resolviera  amisto- 
samente, 7,  en  efecto,  reunidos  los  Enviados  extraordinarios 
de  Costa  Rica  y  Nicaragua,  D.  Ascensión  Esquivel  y  D.  José 
Antonio  Román,  con  el  Ministro  de  Relaciones  exteriores  de  la 
nación  guatemalteca  Dr.  Cruz,  firmaron  un  protocolo  el  24  de 
Diciembre  de  1886,  conviniendo  en  someter  la  cuestión  de  va- 
lidez del  tratado  de  límites  de  1858  al  arbitraje  del  Presidente 
de  los  Estados  Unidos  y  en  su  defecto  al  de  Chile.    * 

En  el  siguiente  año,  los  dos  Presidentes  de  las  naciones  li- 
tigantes, el  General  Sr.  Soto  y  el  Coronel  Sr.  Carazo,  asistidos 
de  sus  respectivos  Ministros  de  Relaciones  exteriores  Sres.  Gon- 


(1)  Bste  procedimiento  han  acordado  aplicar  Chile  y  el  Pera  para  decidir 
la  pertenencia  de  los  departamentos  de  Tacna  y  Arica.  (El  Derecho. — Lima, 
JTobrero  y  Marzo  de  1S68.) 

(2)  Citado  en  la  obra  del  Sr.  Calvo,  Rejn&lirxi  de  Cb«tr?  Rica.— 9.  José,  1887. 
(8)     Correspondencia  de  Mr.  Carlos  K.  Biotte,  Ministro  plenipotenciario  de 

los  Estados  Unidos  en  Nicaragua.  (Papers  relating  to  the  Foreign  Belations 
ofthaU.  B.inlSTB) 
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zález  Yíquez  y  Gazmán,  é  iaspirándose  en  el  noble  propóelto 
de  terminar  las  diferencias  existentes  entre  ambas  Repúbli» 
cas^  firmaron  an  tratado  en  la  capital  de  la  de  Nicaragna,  sia 
perjuicio  de  que  siguieran  su  curso  los  trámites  del  juicio  arbí- 
trial  hasta  que  se  verificara  el  canje  de  ratificaciones.  Gomo  di- 
cho convenio  no  mereció  la  aprobación  del  Poder  legislativo  ni- 
caragüense, nos  limitamos  á  mencionar  esta  •tentativa,  muy 
previsora  por  parte  del  Sr.  Carazo  y  prudente  respecto  del  se- 
ñor Soto,  para  procurar  dar  termino  al  asunto  internacional 
que  venimos  examinando,  y.á  que  hubiera  ofrecido  una  solu- 
ción completa  y  más  amistosa  todavía  que  la  que  ha  recibido» 

Mientras  tenían  lugar  estas  negociaciones  diplomáticas  se 
había  logrado  que  Mr.  Cleveland  aceptase  la  designación  de 
arbitro,  y  ante  ól  se  presentaron  los  correspondientes  alegatos; 
confiándose  la  defensa  de  los  derechos  de  Costa  Rica  al  distin- 
guido Abogado  D.  Pedro  Pérez  Zeledón,  Enviado  extraordina- 
rio de  aquella  República  en  Washington,  y  colaborando  en  sos 
trabajos  su  antecesor  en  aquel  cargo,  el  Sr.  Peralta,  por  el 
completo  conocimiento  que  tenía  de  tan  importante  asunto» 

Los  escritos  presentados  por  la  representación  de  Costa 
Rica  son  en  extremo  eruditos,  sin  que  esto  perjudique  en  lo 
más  mínimo  la  admirable  concisión  y  claridad  con  que  se  pre- 
sentan los  argumentos.  No  es -menos  digna  de  elogio  la  forma 
cortos  y  mesurada  que  se  emplea  constantemente  al  juzgar 
las  pretensiones  del  adversario. 

La  réplica  al  alegato  de  Nicaragua  (1)  es  un  estndio  com- 


(1;  Béplica  al  alegato  de  Nicarag^aa  en  la  ouestión  sobre  la  valides  6  nu- 
lidad del  tratado  de  límites  de  15  de  Abril  de  1858,  que  ha  de  decidir  oomo 
arbitro  el  Sr.  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América,  presentado  en 
nombre  del  Gobierno  de  Costa  Bica  por  Pedro  Peres  Zeledón,  su  Enviado 
extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en  los  Estados  Unidos.  Washing- 
ton, 1887. 

La  primera  parte  de  dicho  trabi^'o  se  dedica  &  los  fírecedente$  hütórieo*, 
asunto  tratado  por  la  defensa  de  Nicaragua,  y  en  ella  so  descubre  el  resulta- 
do de  las  investigaciones  de  D.  Manuel  María  de  Peralta.    - 
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pleto  de  la  caestíón,  en  qae  se  examinan  detalladamente  tod^s 
las  fases  de  la  misma;  pero  los  argumentos  capitales  qtte  se 
aprecian  entre  los  expuestos  por  la  parte  contraria,  son  los  si- 
guientes: 

Falía  de  raHJicaciáií  por  la  Asamblea  del  tratado  de  limites, 
— Nicaragua  ha  sostenido  desde  1872  que  el  conyenio  no  ha 
sido  ratificado  por  la  Asamblea  según  disponía  la  Constitu- 
ción de  1838.  A  esta  afirmación  opaso  Costa  Rica  los  siguien- 
tes argumentos:  1.^  La  Asamblea  de  1858  tenía  el  carácter 
de  constitayente  y  asumía  el  supremo  poder  de  la  nación:  2.^ 
En  virtud  de  estas  facultades  extraordinarias  autorizó  al  Po- 
der ejecutivo  para  iniciar,  concluir,  ratificar  y  canjear  las  ra- 
tificaciones de  dicho  tratado:  3.°  De  no  reconocerse  la  yalidez 
de  este  decreto,  ha  de  considerarse  nula  también  la  Consti- 
tución aprobada  por  aquella  Asamblea,  sin  las  formalidades 
-qae  para  las  reformas  constitucionales  prescribía  la  ley  funda- 
mental de  1838. 

Nulidad  del  convenio  por  no  haber  sido  ratificado  por  la  Re* 
pública  del  Salvador. — La  representación  de  Costa  Rica  demos- 
tró plenamente,  apoyándose  en  los  motivos  y  texto  del  tratado: 
1.%  que  la  intervención  de  aquella  República  fuó  una  ventaja 
mutua  y  no  especial  para  Nicaragua;  y  2.^,  que  la  interven- 
ción de  la  República  salvadoreña,  en  concepto  de  fiadora  del 
cumplimiento  del  tratado,  no  puede  dar  á  éste  el  carácter 
de  convención  tripartita,  sino  que  es  una  obligación  accesoria, 
que  podía  haberse  anulado  sin  invalidar  la  principal. 

La  convención  de  1858  debia  tener  el  carácter  de  reforma  cons- 
titucional.— A  esto  opone  el  Abogado  de  Costa  Rica:  1.^,  que 
ninguna  Constitución  de  Nicaragua  comprende  en  el  territorio 
de  esta  República  á  la  provincia  de  Nicoya,  y  que,  por  lo  tan- 
to, el  reconocimiento  de  su  anexión  á  Costa  Rica  no  implica 
una  reforma  constitucional;  2.^,  que  la  jurisprudencia  interna- 
cional admite  que  se  resuelvan  en  forma  de  tratados  las  cues- 
tiones de  límites;  y  3.^,  que  aun  la  Constitución  de  1838  per- 
mite que  una  legislatura  ordinaria  pueda  «disponer  lo  con  ve- 
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niente  para  la  administración,  conservación  y  enajenación  ¿k 
toda  propiedad  del  Estado,» 

De  los  restantes  argamentos  del  alegato  de  Nicaragua,  al- 
gunos quedan  contestados  con  los  datos  expuestos  al  hacer  la 
reseña  histórica  que  hemos  creído.más  acertada  de  tan  impor- 
tante cuestión.  Tales  son,  por  ejemplo,  las  afirmaciones  de  que 
el  tratado  de  1858  es  pernicioso  para  los  derechos  de  la  na- 
ción nicaragüense  y  que  fué  más  bien  impuesto  que  aceptada 
por  ella. 

En  el  alcance  al  núm.  71  de  la  Gaceta,  de  Costa  Bicay  pn» 
blicado  en  el  mes  de  Marzo  del  año  actual,  se  apresuró  á  comu- 
nicar el  Gobierno  que,  según  le  participaba  su  Miniptro  pleni- 
potenciario en  Washington,  el  fallo  del  Presidente  de  los  Es- 
tados Unidos  en  la  cuestión  de  validez  del  convenio  que  hemos 
examinado,  había  sido  favorable  á  dicha  República. 

A  este  triunfo,  que  honra  ciertamente  á  la  diplomacia  costa- 
rricense,  sin  ceder  en  desdoro  de  Nicaragua^  tratándose  de  un 
fallo  arbitral,  se  le  concede  gran  importancia  en  aquella  Repú- 
blica, más  bien  que  para  el  ensanche  de  su  territorio, — pues 
seguirá  teniendo  el  que  hasta  ahora  poseía  y  menos  del  que  co- 
rresponde á  sus  derechos  históricos^ — para  el  definitivo  térmi- 
no de  dicha  enojosa  cuestión,  origen  de  desconfianzas  y  anta- 
gonismo entre  dos  naciones  hermanas  (1),  que  se  aliaron  hace 
pocos  años  para  defender  la  independencia  de  la  «patria  y  que 
están  llamadas  á  cooperar  á  la  apertura  del  canal  interoceánico 
de  Centro  América,  que  contribuirá  poderosamente  á  la  pros-^ 
])eridad  de  ambas  Repúblicas. 

(1)     «(....  hoy  puedo  anunciaros  con  júbilo — ha  dicho  recientemente  el  Pre> 
Bidente  de  Coeta  Bica — que  en  virtud  de  ella  (Ui  conneneióií  de  üorhUraiñ)  han. 
desaparecido  totalmente  nuestras  diferencias  con  NicaragniA.»  (Mensaje  del 
Presidente  de  la  República  al  Congreso  constitucional. — San  JoHé  de  Costa 
Rica,  1.^  de  Hayo  de  1888.) 

{"Se  concluirá)  José  Maluqüer  y  Salvador. 
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La  Revista  db  Legislación»  deseando  contribuir  por  su 
parte  con  los  medios  de  propaganda  de  qne  dispone  á  todo 
aquello  que  tienda  á  desarrollar  la  cultura  jurídica  del  País  y 
dar  solución  á  los  diversos  problemas  que  en  la  actualidad  se 
hallan  planteados  respecto  á  la  conveniencia  de  introducir  de- 
terminadas reformas  en  la  legislación  hoy  vigente,  cree  oportu- 
no dar  á  conocer  ár  sus^bonados,  la  Circular,  Beglamentb  y 
Cuestionario  por  que  ha  de  regirse  el  Congreso  jurídico  que  ha 
de  celebrarse  en  Barcelona  en  el  próxiiho  mes  de  Septiembre. 

Son  los  siguientes: 

CIRCULAR 

Varios  letrados  y  diversas  instituciones  jurídicas  de  esta  ca- 
pital han  coincidido  casi  simultáneamente  en  el  pensamiento 
de  que,  con  ocasión  de  la  Exposición  Universal  que  en  8  del 
corriente  Abril  se  ha  abierto  en  la  misma,  se  celebre  en  la  pri- 
mera semana  de  Septiembre  un  Congreso  Jurídico,  conforime 
los  van  á  celebrar  los  cultivadores  de  otros  ramos  del  saber  hu- 
mano y  las  clases  que  más  directamente  representan  los  ini;e- 
reses  económicos  de  la  nación,  y  como  en  todos  los  países  ha 
sido  costumbre  hacerlo  en  ocasiones  semejantes. 

No  ha  movido  á  los  iniciadores  de  la  idea  ni  el  propósito  de 
emular  otras  reuniones  de  esta  especie,  nacionales  ó  extranje- 
ras, ni  ninguna  tendencia  exclusiva  ó  local.  La  importancia 
que  el  Congreso  pueda  tener  la  recibirá  de  la  participación  que 
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en  sus  deliberaciones  tomen  los  jariéconsoltoe  qae  honran  las 
Escuelas,  las  Academias  y  el  Foro  de  las  distintas  provtocías 
españolas,  ya  qae  á  ellos,  y  no  á  los  extranjeros,  se  hace  el  lia* 
mamiento  por  nn  sentimiento  de  modestia  deque  no  se  arra* 
pienten  los  que  han  confiado  á  los  infrascritos  el  encargo  de 
hablar  en  su  nombre,*  y  celebrándose  el  Congreso  con  ocasión 
de  una  Exposición  Universal,  no  deben  discutirse  sino  proble- 
mas jurídicos  de  interés  común,  por  legítima  que  sea  la  aspi- 
ración á  conservar  instituciones  seculares  á  cuyo  amparo  y  va- 
lor se  han  formado  los  sentimientos,  se  han  desarrollado  las 
costumbres  y  han  alcanzado  largos  días  de  prosperidad  los  in- 
tereses de  importantes  regiones  de  la  Península. 

Gran  dioha  es  que  la  perpetua  elaboración  de  la  Ciencia  y 
los  altos  intereses  sociales  á  que  la  Legislación  debe  de  conti* 
nuo  atender,  ofrezcan,  sin  interrupción  en  la  Historia,  múlti* 
pies  y  variados  problemas  que,  susceptibles  de  discusióo  en  ei 
terreno  de  los  principios,  permitan  soliíT^ion^s  de  carácter  prác- 
tico para  convertirse  en  reglas  de  Derecho  positivo.  Y  como  por 
general  que  sea  en  nuestros  días  la  tendencia  á  la  alta  especula- 
ción científica,  no  lo  es  menos  en  una  ópoca  de  reoonstruccíón 
como  la  presente  la  necesidad  de  dar  á  las  leyes  la  perfección 
que  sólo  se  consigue  haciéndolas  expresión  á  un  tiempo  de  la 
verdad  jurídica  y  de  la  satisfacción  legal  de  las  necesidades  so- 
ciales, el  Congreso  que  se  celebre  deberá  dedicarse  á  discutir  al- 
gunos de  los  problemas  que  interesan  á  la  vez  á  la  Ciencia  y  á  la 
sociedad  española,  y  que  si  atraen  el  espíritu  á  meditar  sobre 
e]¿06,  demandan  igualmente  á  los  Poderes  públicos  solución  in- 
mediata. * 

Son  estos «prpblemos  tantos  en  número,  que  la  elección  era 
difícil.  ¡Ojalá  que  en  ella  haya  presidido  el  aciertol  Pero  en 
una  ópoca  en  que  las  leyes,  si  son  antiguas,  no  siempre  están 
desprovistas  de  los  defectos  de  oscuridad,  de  contradicción  y 
aun  de  deficiencia  en  el  precepto,  y  si  son  modernas,  su  ex- 
presión en  forma  aforística  exige  la  precisión  de  su  sentido  y 
alcance^  es  notorio  que  la  Jurisprudencia^  complemento  síem* 
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pre  necesario  de  la  ley,  crece  en  importancia,  lo  cual  reclama 
la  determinación  del  grado  de  sa  autoridad,  la  fijación  de  los 
•casos ycondicionea  en  qae  deben  adquirirla  los  falioedel  Tribu- 
nal encargado  de  elaborarla  y  la  fórmula  del  valor  jerárquico, 
si  se  permite  la  frase,  que  deba  tener  entre  las  diversas  fuen- 
tes del  Derecho  positivo.  Hoy,  sin  duda,  el  comercio,  no  sólo 
ha  dilatado  sq^i  horizontes  territoriales,  sino  también  bu  jufluen* 
cía,  llevando  á  la  vida  social  su  espíritu  y  recibiendo  del  déla 
ópoca  la  condición  de  plegarse  á  las  diversas  necesidades  de  la 
vida  y  á  la  incansable  actividad  de  los  presentes  días;  y  entre 
las  nuevas  instituciones  que  ha  producido,  es  la  de  la  hipoteca 
marítioMi  asunto  de  controversia  respecto  á  so  bondad,  materia 
de  estudio  en  punto  á  la  mejor  manera  de  su  desarrollo,  objeto 
de  reserva  por  parte  de  algunos  legisladores  que  no  la  han  ad* 
mitido  todavía  en  Códigos  recientemente  reformados.  La  varie- 
dad de  las  teorías  acerca  de  la  legitimidad  y  del  fin  de  la  ley 
penal  transciende,  como  no  puede  menos  de  ser,  en  el  sistema 
de  las  penas,  y  plantea  el  problema  de  si  las  privativas  de  la 
libertad  deben  ser  las  únicas,  ó  solamente  las  principales  en 
todo  sistema  pena!,  y  si  su  organización  debe  basarse  en  una 
tendencia  puramente  correctiva,  ó  tener  por  objeto  la  represión 
y  la  corrección  i  un  tiempo  mismo.  La  expropiación  forzosa» 
cuya  legitimidad  y  extensión  dependen  del  concepto  que  se 
tenga  del  fin  del  Estado,  de  la  naturaleza  jurídica  de  la  pro- 
piedad y  de  la  recíproca  limitación  del  derecho  social  y  del  de- 
redio  individual,  plantea,  entre  otros,  dos  arduos  problemas: 
el  del  límite  del  sacrificio  d^  la  propiedad  privada  en  aras  d^l 
interés  páblico,  y  el  del  alcance  de  la  indemnización,  si  el  per- 
juicio se  extiende  i  la  propiedad  industrial  y  al  crédito  mer- 
cantil. Y  en  días  en  que  la  facilidad  de  las  comunicaciones 
bace^  más  frecuentes  las  relaciones  sociales  y  jurídicas  entre 
fhdividnos  de  nacionalidades  distintas,  ó  de  comarcas  de  la. 
misma  nación,  pero  sujetas  á  legislaciones  .diversas;  en  que 
esas  relaciones  pueden  estar  reguladas  por  leyes  de  dos  Esta* 
dos,  si  al  tiempo  de  contraerlas  es  distinta  la  nacionalidad  de 
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loa  intere'BadoB  en  las  miatnas,  ó  si,  después  de  contraídas,  }& 
nacionalidad  ó  el  domicilio  experimentan  cambio,  no  siempre 
yolontario'ó  convencional  por  ambas  partes,  y  en  qae  de  la 
distinta  legislación  provienen  diversos  estados  jarídicos  en  el 
orden  de  la  familia  y  de  la«acesi(5n  en  los  bienes;  en  días  en 
que  en  materia  civil  y  en  materia  criminal,  se  sostiene  como 
principio  científico  que  el  fallo  de  los  Tribunales,  como  expre- 
sión de  lo  justo,  no  es  mero  acto  del  poder  nacional,  sino  deci- 
sión de  la  Autoridad  impersonal  que  todas  las  sociedades  deben 
reconocer,  quedan  por  tal  motivo  planteados  también  dos  pro- 
blemas, uno  &e  Derecho  civil  internacional  y  otro  de  Derecho 
procesal,  internacional  también,  que  al  lado  de  los  antes  indi- 
cados ocupan  la  atención  de  los  Poderes  públicos,  provocan 
discusión  ^ntre  los  hombres  doctos,  afectan  á  los  derechos  del 
individuó  y  tienen  en  agitación  importantísimos  intereses  mo- 
rales y  económicos. 

Si  á  la  ilustración  de  esos  problemas  puede  contribuir  el 

•  « 

Congreso  que  se  celebre,  su  utilidad  será  manifiesta;  mas  para 

• 

obtener  esa  ilustración  necesario  será  que  á  él  concurran,  con 
el  entusiasmo  del  hombre  de  ciencia  y  con  el  interés  del  ciu- 
dadano que  ama  á  su  patria,  los  jurisconsultos  del  país,  que 
han  enriquecido  su  inteligencia  con  los  tesoros  del  saber  y  con 
las  enseñanzas  de  la  práctica.  Á  todos,  pues,  se  dirige,  para 
que  acojan  benévolos  su  llamamiento,  la  Comisión  organiza- 
dora del  Congreso  Jurídico,  que  suscribe;  de  la  Patria  y  de  la 
Ciencia  merecerán  bien  los  que  contribuyan  por  ese  medio  al 
mejoramiento  de  la  legislación  nacional. 
Barcelona  15  de  Abril  de  1888. 

£1  Decano  de  la  Facultad  de  Derecho  y  del  Colegio  de  Abogados^ 
y  Presidente  de  la  Comisión  española  de  la  Fundación  Savigny,  Ma- 
nuel Duran  y  Baa.—El  Presidente  de  la  Academia  de  Jnrispmdenci  a 
y  Legislación,  Magín  Pía  y  Soter.-^El  Presidente  de  la  Academia  de 
Derecho  administrativo,  José  Flaquer  y  Fraise. — £1  Presidente  de  la 
Academia  de  Derecho,  Juan  Homs  y  Hcms, 
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REGLAMENTO 

DEL 

ooxraBEso  tubídioo  de  babcelona 


Artículo  I.*    El  Congreso  se  reunirá  en  Barcelona,  y  cele- 
brará-sos sesiones  desde  el  día  1.®  al  8  inclusive  del  próximo 
Septiembre  en  el  local  destinado  al  efecto  por  la  Jnnta  Directi- 
ya  de  la  Exposición  Universal. 
•     Art.  2.°    Serán  miembros  del  Congreso: 

1.^  Dos  personas  designadas  por  cada  una  de  las  Corpora- 
ciones 6  Institutos  siguientes:  el  Consejo  de*  Estado,  los  Tri- 
bunales de  justicia  ordinarios  y  especiales,  el  Ministerio  fiscal, 
las  Direcciones  generales  de  los  Registros  de  la  Propiedad  y 
del  Notariado,  de  lo  Contencioso  del  Estado,  de  Establecimien- 
tos penales,  de  Instrucción  pública,  y  de  Gracia  y  Justicia  del 
Ministerio  de  ultramar;  las  Facultades  de  Derecho  de  las  uni- 
versidades^ las  Comisiones  de  Codificación  de  España  y  de  Ul- 
tramar, y  la  de  reforma  del  Código  de  Comercio;  la  Real  Aca- 
demia de  Ciencias  morales  y  políticas,  los  Colegios  de  Aboga- 
dos, los  de  Notarios,  las  Academias  de  Jurisprudencia  y  la 
Asociación  general  para  la  reforma  penitenciaria  en  España. 
Los  Colegios  de  Abogados  y  las  Academias  de  Jurisprudencia 
de  las  poblaciones  en  que  haya  A^idiencía  territorial  podrán 
designar  cuatro  personas,  y  doble  número  la  Facultad  de  De- 
recho, el  Colegio  de  Abogados  y  la  Real  Academia  de  Legis- 
lación y  Jurisprudencfa  de  Madrid. 

2.^  Los  escritores  de  Derecho,  los  jurisconsultos  que  sean 
invitados  por  la  Comisión  organizadora,  los  que  sean  ó  hayan 
sido  Decirnos  de  las  Facultades  de  Derecho  de  las  Universida- 
des del  Reino  ó  de  los  Colegios  de  Abogados  y  de  Notarios,  ó 
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Presideates  de  Academias  jarídicas  de  España,  y  los  Catedrá- 
ticos numerarios  de  la  Facultad  de  Derecho  de  esta  ciudad. 

3.®  Los  Ponentes  nombrados  por  la  Comisión  organizadora 
con  arreglo'  al  art.  7.**;  y 

4.^    Las  Juntas  de  gobierno  y  ocho  delegados  de  cada  una 

de  las  Corporaciones  siguientes:  Facultad  de  Derecho,  Colegio 

« 

de  Abogados,  Academias  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  de 
Derecho  administrativo  y  de  Derecho  de  Barcelona  y  Goini« 
aión  española  de  la  Fundación  Savigay,*  y  cuatro,  que  tengan 
el  carácter  de  Letrados,  elegidos  por  cada  una  de  las  siguien- 
tes Corporaciones:  Colegio  de  Notarios  de  esta  ciudad  y  A.80» 
ciación  parala  reforma  penitenciaria. 

Los  miembros  del  Congreso  designados  por  las  Corporacio- 
nes ó  Instituciones  expresadas  acreditarán  su  nombramiento, 
por  medio  de  comunicación  oficial,  y  no  serán  representantes 
de  las  ideas  de  aquéllas,  sino  que  asistirán  como  personas  com* 
potentes  en  las  materias  especiales  que  se  discutan. 

Art.  3.°  Las  personas  designadas  para  ser  mieúibros  del 
Congreso,.que  se  propongan  asistir  á  él,  se  servirán  panerlo 
por  escrito  en  conocimiento  de  la  Comisión  organizadora  ante» 
del  día  15  de  Agosto  próximo. 

Art.  4.^  La  Mesa  del  Congreso  se  compondrá  de  un  Presi- 
dente, cuatro  Vicepresidentes  y  cuatro  Secretarios.  El  Con* 
greso  podrá  acordar  el  nombramiento  de  Presidentes  hono- 
rarios. 

Art.  5.^  A  las  diez  de  la  mañana  del  día  l.°  de  Septiembre 
próximo  se  reunirán  los  miembros  del  Congreso  en  sesión  pre- 
paratoria, en  la  cual  se  presentarán  por  los  Delegados  sus  cre- 
denciales, se  procederá  al  nombramiento  de  la  Mesa  y  se  to- 
marán los  acuerdos  de  carácter  general  que  sean  necesarios* 
A  Jas  tres  de  la  tarde  del  mismo  día  se  celebrará  la  sesión 
de  apertura;  y  en  ella  se  dará  posesión  á  la  Mesa,  se  anuncia- 
rán los  acuerdos  que  se  hayan  tomado  en  la  Junta  preparato* 
ría,  y  que  por  su  naturaleza  deban  ser  públicos,  y  se  procede- 
rá á  la  discusión  del  primer  tema. 
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Art.  6.^  Los  restantes  temas  se  discatiráa  en  los  días  in- 
iDe4iatoS}  en  sesión  pública  q^ae  se  celebrará  á  la  misma  hora, 
7  el  día  8  tendrá  lagar  la  sesión  de  olansara,  en  la  cual  se  pro- 
.  cederá  á  la  votación  de  las  concla'síones  propuestas  en  la  for* 
ma  que  expresa  el  art.  10;  el  Presidente  hará  el  resumen  de 
las  tareas  del  Congreso  j  se  tomarán  los  acuerdos  que  se  con- 
Btderen  convenientes. 

Art.  7.^    Para  cada  tema  que  deba  discutirse  en  las  sesio- 
oes  públicas  se  nombrarán  cuatro  Ponentes  por  la  Comisión 
organizadora.  Los  que  acepten  este  cargo  se  servirán  enviar* 
BU  dictamen  á  dicha  Comisión  antes  del  día  1.°  de  Agosto 
próximo. 

Art.  8.°  Todas  las  personas  invitadas  para  asistir  al  Con- 
greso piueden  enviar  á  la  Comisión  organizadora  del  mismo, 
antes  de  su  apertura.  Memorias  impresas  ó  manuscritas  sobre 
cualquiera  de  los  temas,  y  presentar  enmiendas  á  los  dictáme- 
nes de  los  Ponentes,  antes  de  la  expresada  fecha. 

Art.  9.®  En  la  discusión  de  cada  tema  podrán  pronunciar- 
se cuatro  discursos,  además  de  los  de  los  Ponentes  que  quie- 
ran defender  su  dictamen.  Los  discursos  podrán  ser  orales  ó 
escritos,  y  la  duración  de  cada  uno  no  podrá  exceder  de  vein- 
ticinco minutos.  Ea  ningún  caso  se  coaceder-á  la  palabra  para 
rectiñcaciones,  alusiones  ó  cuestiones  incidentales  ó  de  orden. 

Art.  10.  La  Comisión  organizadora  nombrará,  tres  días  an- 
tes de  la  apertura  d§l  Congreso,  una  compuesta  de  tres  miem- 
bros del  mismo  para  cada  uno  de  los  temas,*  y  ca.da  Comisión, 
en  vista  de  los  respectivos  dictámenes,  enmiendas  y  Memo- 
rias presentadas,  formulará  las  conclusiones  que  deban  ser  ob- 
jeto de  discusión  y  votación.  Dichas  Comisiones  deberán  oir  á 
los  Ponentes  de  los  respectivos  temas  y  á  los  autores  de  Me- 
morias ó  enmiendas,  que  lo  deseen;  pero  sin  que  esta  Audien- 
cia tome  el  carácter  de  .discusión  en  ningún  caso. 

Art.  11.  La  votación  sobre  las  conclusiones  tendrá  lugar 
en  la  sesión  de  clausura,  en  la  forma  que  en  la  preparatoria 
se  acuerdé. 
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Art.  12.  Dentro  de  los  ocho  días  áe  terminado  el  Cong^reso 
los  miembros  de  él  que  hayan  tomado  parte  en  las  discasiones 
deberán  remitir  á  la  Secretaría  el  extracto  de  sos  discarsos  ó 
manifestar  si  prefieren  que  se  publiquen  según  el  resultado  de 
las  notas  taquigráficas.  Su  silencio  ^gnificará  que  optan  por 
lo  segando. 

Art.  13.  La  Comisión  organizadora  cuidará  de  la  publica- 
ción de  las  actas  del  Congreso,  lo  más  tarde  dentro  de  los  seis 
meses  de  la  clausura  del  mismo.  Dichas  actas  se  remitirán  al 
'Gobierno  de  S.  M.,  á  los  Cuerpos  Colegisladores,  á  la  Comi- 
sión de  Códigos,  á  los  Tribunales  y  Corporaciones  que  huble- 
ren  nombrado  delegados,  á  los  Ponentes  y  á  la  Mesa  del  Con* 
greso;  los  demás  individuos  de  ¿1  podrán  adquirirlos  con  la 
rebaja  del  20  por  100  de  su  precio,  y  los  ejemplares  que  resten 
se  pondrán  en  yenta  para  aplicar  su  producto  á  cubrir  los  gas- 
tos del  Congreso. 

Art.  14.  Los  miembros  del  Congreso  podrán  utilizar  du- 
rante su  celebración  las  Bibliotecas  de  la  Facultad  de  Derecho 

« 

de  esta  Universidad  y  del  Colegio  de  Abogados  de  la  misma. 
Art.  15.    Tqdas  las  comunicaciones  que  se  dirijan  á  la  Co- 
misión organizadora  deberán  remitirse  á  la  Casa  Colegio  de 
Abogados,  Calle  de  la  Leona,  núm.  14. 
Barcelona  15  de  Abril  de  1888. 

El  Decano  de  la  Facultad  de  Derechp  y  del  Colegio  de  Abogado<i, 
y  Presidente  de  la  Comisión  española  de  la  Fundación  Savigny,  Mi- 
nuel  Duran  y  5úw.— El  Presidente  de  la  Academia  de  Jurisprudencia 
y  Legislación,  Magín  Pía  y  Soler.— EX  Presidente  de  la  Academia  de 
Derecho  administrativo,  José  Flaquer  y  Fraise.—El  'Presidente  de  la 
Academia  de  Derecho,  Juan  Homs  y  Homs. 
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GtJESTIONARIO 

DEL 

<30NaBES0  TUBÍDICO  DE  BABCELONA 


Tema  I.* — ¿Qué  condiciones  debe  reunir  la  Jurisprudencia 
para  disfrutar  de  la  Autoridad  de  doctrina  legal? 

jPoneutes.-^llmo.  Sr.  D.  Bienvenido  Oliver,  Subdirector  de 
los  Registros  civil  y  de  la  propiedad  y  del  Notariado . 

D.  Enrique  Gil  Robles,  Catedrático  de  la  Facultad  de  De- 
recho do  Salamanca. 

D.  Joaquín  Costa,  Abogado  del  Ilustre  Colegio  de  Madrid. 
D.  Magín  Pía  y  Soler,  Presidente  de  la  Academia  de  Ju- 
risprudencia y  Legislación  de  Barcelona. 

Tbma  2.^ — ¿Qué  reglas  debieran  admitirse  por  los  Estados 
para  unificar  los  efectos  de  la  diversidad  originaria  de  nació* 
nalidad  y  de  domicilio,  y  de  su  cambio  en  el  orden  jurídico  de 
la  familia  y  la  sucesión? 

Ponentes. — D.  Ricardo  Sasera,  Catedrático  de  la  Facultad  de 
Derecho  de  Zaragoza. 

D.  Manuel  Torres  Campos,  ídem  de  la  de  Granada. 

D.  Rafael  Rodríguez  de  Cepeda,  ídem  de  4a  de  Valencia. 

D,  Juan  de  Dios  Trías,  ídem  de  la  de  Barcelona. 

Tema  3.^ — ¿Es  conveniente  el  establecimiento  de  la  hipóte- 
<^a  marítima?  En  caso  afirmativo,  ¿sobre  qué  bases  debiera  or- 
^nizarde? 

PonenUs.-^ü,  Faustino  Álvarez  del  Manzano,  Catedrático 
-de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  Central. 

D.  Agustín  de  Oudovilla,  Auxiliar  de  la  Dirección  general 
de  los  Re.T^istros  civil  y  de  la  propiedad  y  del  Notariado. 
TOMO  73  43 
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D.  Marcelino  leabal,  Abogado  del  Ilastre  Colegio  de  Za*- 
ragoza. 

D.  Raimundo  Darán  y  Ventosa,  Abogado  del  Ilustre  Ck>lo- 
gio  de  Barcelona. 

Tema  4.^ — ¿Bajo  qué  sistema  deben  establecerse  las  penas 
privativas  de  la  libertad  para  que  respondan  al  verdadero  fin 
de  la  ley  penal? 

Ponentes. — Excmo.  Sr.  D.  Vicente  Romero  Girón,  ex  Minia* 
tro  de  Gracia  y  Justicia. 

Excmo.  Sr.  D.  Luis  Silvela,  Catedrático  jubilado  de  la  Fa- 
cultad de  Derecho  de  la  Universidad  Central. 

D.  Félix  de  Aramburu,  Decano  de  la  Facultad  de  Derecho 
de  Oviedo. 

D.  Pedro  Armengol  y  Cornet,  Secretario  Relator  de  la  Aa- 
diencia  de  Barcelona. 

Tema  5.** — ¿En  qué  casos  y  bajo  qué  formas  y  condiciones 
debe  admitirse  la  exterritorialidad  de  la  cosa  juzgada  en  ma- 
teria civil  y  criminal? 

Ponentes, — D.  Salvador  Viada  Vilaseca,  Abogado  fiscal  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Sr.  Marqués  de  Vadillo,  Catedrático  de  la  Facultad  de  De- 
recho de  la  Universidad  Central. 

D.  Vicente  Olivares  Bíeo,  Vicesecretario  de  gobierno  del 
Tribunal  Supremfo  de  Justicia. 

Sr.  Marqués  de  Olívart,  individuo  correspondiente  de  la 
Real  Academie  de  Ciencias  morales  y  políticas. 

Tema  6.**— '¿Dentro  de  qué  límites  debe  circunscribirse  la 
expropiación  forzosa  para  conciliar  los  legítimos  intereses  pri- 
vados con  el  interés  social? 

Ponentes^ — Excmo.  Sr.  D.  Manuel  Danvila^  ex  Fiscal  del 
Consejo  de  Estado. 
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limo.  Sr.  D.  Grabriel  Rodríguez,  Abogado  del  Ilustre  Co- 
legio de  Madrid. 

D.  Vicente  Santamaría  de  Paredes,  Catedrático  de  la  Fa- 
cultad de  Derecho  de  la  universidad  Central. 

D.  Ángel  fias,  Catedrático  de  la  de  Barcelona. 

Barcelona,  24  de  Jdlio  de  1888.— P.  A.  de  la  C.  O.,  Juan 
JIam$  y  ffoms.  Secretario. 


a. 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  PROFESIONAL  EXTRANJERA 


El  Joui-nal  du  Droit  infánuitioaal  pnvé  et  de  la  juritprudeHce  comparée  publica 
la  «Ley  sobre  Sociedades  anónimas  extranjeius»,  promulgada  en  Turquía  ea 
Üfi  de  Noviembre  último,  op  la  oiml  se  establecen  las  condiciones  con  arreglo 
&  las  cuales  pueden  las  Sociedades  anónimas  extranjeras  establecer  en  dicha 
nación  agencias  y  sucursales. 

Para  ello  es  necesario  obtener  previamente  autorización  del  Gobierno  im- 
perial. Dicha  autoiisación  ba  de  ser  solicitada,  por  conducto  del  Ministerio 
de  Comercio,  por  una  persona  ó  por  un  comité  debidamente  facultado  por  el 
Consejo  de  administración  de  la  Sociedad  ó  por  su  Junta  general,  debiendo 
acompañarse  á  la  solicitud  copia  de  los  estatutos  de  la  misma,  legalisads 
por  la  Embajada  ó  Legación  del  país  en  que  resida  dicha  Sociedad. 

El  término  fijado  para  que  las  agencias  y  sucursales  de  las  Sociedades  y* 
establecidas  soliciten  la  autorisación  indicada  es  el  de  tres  meses,  &  oontar 
desde  la  promulgación  de  la  expresada  ley;  y  k  todas  aquellas  que  no  se  con- 
formen con  esta  prescripción  les  estará,  prohibido  operar  en  Turquía,  proco- 
diéndose  al  cierre  de  sus  oficinas  si  las  tuvieren  ya  establecidas  en  el  país. 

Esto  no  obstante,  estarán  dispensadas  de  solicitar  dicha  autorisación  en 
el  plazo  mencionado  las  agencias  y  si^cursales  de  las  Sociedades  anónima» 
que  desde  hace  tiempo  han  sido  reconocidas  por  el  G-obierno  imperial,  pero 
se  harán  inscribir  en  el  correspondiente  registro  que  ha  de  llevarse  en  el  líi- 
nisterio  de  Comercio,  haciendo  constar  en  él  también  los  nombres  y  las  ciia 
lidades  de  los  Delegados  designados  y  su  dpmicilio  legaJ. 

Presentada  la  solicitud  de  autorización  con  la  copia  de  los  estatutos,  a] 
líinisterio  de  Comercio  procederá  al  examen  de  éstos,  y  si  eif  ellos  no  se  con 
tuviese  nota  que  sea  contrario  á  las  leyes  del  Imperio,  á  los  intereses  del  mi^ 
mo  ó  á  la  moral  pública,  se  acordará  la  autorisación  pedida  después  de  h.*»- 
ber  recibido  en  este  sentido  las  órdenes  de  la  Sublime  Puerta. 

En  el  caso  de  que  no  fuese  acordada  la  autorización  por  considerarse  qn» 
los  estatutos  son  contrarios^  las  leyes,  á  los  intereses  del  Estado  ó  á  la  mo- 
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ral  públiea,  se  oomimicarA  dicha  róaoluoión  &  la  SocUdad  interesada  en  el 
plaBO  de  tres  xnesefi,  k  partir  de  la  fecha  de  la  petición.  • 

Las  agencias  y  sncursales  de  Sociedades  anónimas' que  sean  antoricadas 
»n  la  forma  que  precede  para  hacer  operaciones  en  Turquía  est&n- obligadas  á 
<l<«aignar  un  número  de  apoderados  y  &  elegir  un  domicilio  legal  para  sus 
a>4nnto8  judiciales  y  otros. 

Si  alguna  de  dichas  Sociedades  se  negare  ó  impidiere  la  ejecución  de  cual- 
f|tüer  fallo  definitivo  y  ejecutorio  dictado  contra  ella,  le  será  retirada-la  au- 
torisación  que  le  hubiere  sido  concedida  y,  sin  perjuicio  de  ello,  se  procede- 
rá al  mismo  tiempo  por  las  vías  legales  á  la  ejecución  del  citado  fallo. 

Excusado  es  decir  que  ninguna  Sociedad  anónima  extranjera  puede  hacer 
f>peraoione8  en  Turquia  por  medio  de  agencia»  y  de  »ucur«alett  si^no  obtuviere 
la  autoiúadón  mencionada  con  sujeción  á  las  reglas  ya  expuestas;  y  si  por 
acaso  ftieren  establecidas  dichas  agencias  y  sucursales  sin  haber  obtenido 
previamente  la  autorisaoión  oficial  del  Ministerio  de  Comercio,  se  procederá 
inmediatamente  con  todo  rigor  á  impedir  las  operaciones  de  las  mismas. 

Si  una  agencia  ó  sucursaT'cte  Sociedad  anónima  extranjera  que  hubiere 
obtenido  en  forma  la  autorisaoión  exigida  por  la  ley  citada,  deseara  hacer  en 
Turquia  operaciones  distintas  de  las  indicadas  en  los  estatutos  socialesi  cuya 
copia  fuera  presentada  al  solicitar  dicha  autorización,  ó  si  tales  estatutos  su- 
frieran modificación  alguna,  está  obligada  á  ponerlo  en  conocimiento  del  Mi- 
nisterio de  Comercid  en  el  espacio  de  tres  meses  lo  más  tai*de;  y  si  las  modi- 
ficaciones introducidas  en  los  estatutos  por  cualquiera  de  ambas  causas  con- 
tuvieran esÜpulociones  contrarias  á  las  leyes  ó  á  lo8  intereses  del  Imperio,  asi 
como  á  la  moral  páblioa,  el  Ministerio  de  Comercio  podrá  rehusar  lo  más  tar- 
de en  el  término  de  tres  meses  la  nueva  autorixación  solicitada,  la  cual  debe- 
rá ser  concedida  en  otro  caso.  Dicho  Ministerio  es  el  único  competente  para 
examinar  si  las  operaciones  de  las  agencias  y  sucursales  debidamente  au to- 
rteadas se  conforman  ó  no  á  sus  respectivos  estatutos,  y  os  además  el  encar- 
gado de  la  ejecución  de  la  referida  ley. 

Tales  son,  en  resumen,  las  principales  disposiciones  do  la  misma,  cuyo 
4'onoeimiento  es  de  sumo  interés  por  el  considerable  desarrollo  que  en  los  pre- 
Mentes  tiempos  tienen  esas  instituciones  de  crédito  y  por  los  confiictoa  á  que 
pudiera  dar  origen  la  omisión  de  los  requisitos  y  formalidades  exigidas  en 
«üeha  ley  para  el  legal  funcionamiento  en  Turquia  de  las  Sociedades  anóni- 
mas extranjeras  por  medio  de  agencias  ó  sucursales. 


» 
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La  Bevue  de  Droit  intematioriíd  et  de  Legi$lotion  camparée  se  ooupA,  en  un  ex- 
tenso articulo  de  Mr.  Smile  Stocqnart,  Abogado  del  Tribunal  de  apelación  de 

m 

Bruselas,  del  privilegio  de  extraterrítoriedad,  eepecialmente  en  eua  relacione»  con  la 
validez  de  lof  matrimoniot  celerado»  en  la»  Embajada»  ó  Con»ulado»,  cuyo  traba- 
jo está  consagrado  &  poner  una  ves  más  de  manifiesto  la  necesidad  ya  demos- 
trada por  uno  de  los  ilustres  fundadores  de  dicha  revista,  de  que  los  Gobier- 
nos ó  los  Estados  se  pongan  de  acuerdo  para  establecer  algunas  reglas  gene- 
rales de  Derecho  internacional  privado  que  vengan  k  uniformar  la  institución 
del  matrimonio,  que  con  ser  la  m&s  importante  se  halla,  sin  embargo,  aban- 
donada á  la  inoertidumbre  más  completa. 

Especialmente  h»s  celebrados  en  el  extranjero  ante  los  agentes  diploma 
ticos  ó  consulares,  se  hallan  regidos  por  principios  muy  diversos  según  U 
nacionalidad  de  los  contrayentes*  dándose  oon  ello  ocasión  á  numerosos  y 
desagradables  conflictos  que  convencen  aun  más  de*  la  urgencia  de  dicha  so- 
lución sabiamente  defendida  por  eü  autor. 

Comiensa  dicho  articulo  por  algunas  consideraciones  generales  acerca  del 
progresivo  desenvolvimiento  que  desde  la  antigüedad  hasta  nuestros  diao 
han  tenido  las  relaciones  internacionales  y  el  Derecho  internacional  privado, 
estudiando  en  ellas  cómo  el  criterio  de  los  primeros  tiempos  de  considerar  al 
extraxgero  como  enemigo,  ha  ido  suavizando  su  primitivo  rigor  bajo  la  civí- 
liíaoión  cristiana  y  por  las  nuevas  costumbres  creadas  por  la  multíplioidad 
de  relaciones  entre  los  diversos  países  y  la  rápidos  de  «las  comunicaciones, 
hasti^  llegar  á  esa  comunidad  de  derechos  de  que  hablaba  Savigny,  á  la  qaa 
ningún  Estado  puede  hoy  sustraerse  sin  incurrir  en  la  reprobación  del  man- 
do oivillsado  y  sin  el  peligro  de  ser  llamado  por  él  á  tlar  ouenta  de  su  cou- 
duota. 

De  dichas  consideraciones  deduoe  el  autor,  que  si  bien  se  han  realizado 
grandes  progresos  en  este  punto,  todavía  queda  por  hacer  bastante,  á  fin  de 
poner  tórmino  á  los  conflictos  que  oon  frecuencia  se  suceden  por  falta  de 
principios  fijos  y  uniformes  que  regulen  las  principales  instituciones  del  De- 
recho internacional. 

Examinase  después  en  el  articulo,  de  que  damos  cuenta,  de  modo  muy 
oonoiensudo  y  por  tratados  aparte,  todo  lo  relativo  al  matrimonio  celebrado 
an^el  extranjero  ante  los  agentes  diplomáticos  ó  consulares,  según  las  prin- 
cipales legislaciones  que  admiten  este  modo  de  celebración. 

El  primero  de  dichos  tratados  está  consagrado  á  la  legislación  francesa, 

el  segundo  á  la  belga,  el  tercero  á  la  italiana,  el  cuarto  á  la  neerlandesa,  el 

«quinto  á  la  alemana,  el  sexto  á  la  suisa,  el  séptimo  á  la  inglesa,  el  octavo  á 

la  eseooesa,  el  noveno  á  la  de  los  Estados  Unidos,  el  décimo  á  la  del  Uruguay, 

y  el  undécimo  á  la  del  Perú. 

De  todo  este  trabigo  dedoce  el  autor,  por  conolusión  general,  que  para 
evitar  las  cuestiones  á  que  esa  diversidad  de  legislaciones  pudiera  dar  origen. 
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^8  ooiiTexiiant«t  y  «^blxí  de  absoluta  neoesidad,  que  los  diversos  Gobiernos  bo 
decidan  á  regular  de  una  vez  para  siempre  la  importante  caestión  del  ma- 
tximonio.  A^  han  venido  pidiéndolo  los  m&s  importantes  escritores  de  lot 
principales  países  de  Europa  y  América,  que  con  sus  escritos  han  dado  la 
voz  de  alanna,  invitando  k  las  naciones  á  ese  acuerdo. 

Además,  el  privilegio  de  extraterritoriedad  es  fuertemente  combatido  por 
la  doctrina  moderna,  que  tiendo  k  restringirle  hasta  sus  más  estrechos  lími- 
tes, y  bien  puede  decirse  que  la  celebración  de  los  matrimonios  en  las  lega- 
ciones no  tienen  valor  más  que  en  virtud  de  una  razón  de  cortesía  entre  lo» 
Kstados,  ó  sea  en  virtud  de  lo  que  los  jurisconsultos  ingleses  llaman  inierna- 
tional  eomify,  principio  que  ciertos  países  rehusan  admitir  en  materia  tan  inx- 
portante  como  el  matrimonio.  Y  como  no  basta  en  este  punto  la  mera  tole-^ 
rancia  de  las  naciones,  porque  ésta  no  orea  ningún  derecho  ni  debiera  surtir 
efecto  legal,  como  dice  Laurent  en  bvl  Drmt  civil  irUernatíonal,  urge  adoptar  re- 
alas üjaa  y  estables  que  regulen  esta  institución,  sin  que  basten  á  entorpe 
oer  dicha  obra  las  dificultades,  más  imaginarias  que  reales ,  que  algunos  prc 
ienden  encontrar  para  ello,  porque  asi  como  los  diversos  Estados  han  podido 
entenderse  y  llegar  á  un  acuerdo  en  ciertas  materias,  como,  por  ejemplo,  en 
la  Unión  postftl  y  otras  de  orden  más  secundarios,  ésa  misma  empresa  no  ha- 
bría de  tropezar  con  mayores  obstáculos  cuando  seriamente  quisiera  establo- 
oerse  una  regla  común  para  la  celebración  del  matrimonio  en  pais  eztrai^e- 
ro  por  los  agentes  diplomáticos  y  consulares,  porque. siendo  en  esto  uno  mis- 
mo el  interés  de  todos  los  Estados,  el  acuerdo  habria  de  ser  fácil  y  hacedero. 

Sentimos  no  poder  hacer  más  detenida  reseña  de  este  trabuco,  de  cuya  im- 
portancia é  interés  puede  formarse  juicio  por  las  breves  indicaciones  que 
preceden. 


«  « 


Entre  otros  notables  trabajos,  publica  la  revista  italiana  titulada  //  /V- 
Uingieri  una  erudita  memoria  del  ilustrado  escritor  Antonio  Bucoellati,  sobre 
la  eficacia  extensiva  de  la  ley  penal. 

Estudiase  en  ella  xma  importante  cuestión  de  derecho  penal  interuacio- 
naly  cual  es  el  verdadero  y  racional  concepto  del  principio  de  la  territoriedatl, 
que  ha  de  servir  de  norma  para  el  legitimo  ejercicio  de  la  jurisdicción  penal, 
e^  cuanto  á  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero. 

El  desacuerdo  en  que  los  autores  se  hallan  respecto  de  esta  materia,  no 
ha  podido  menos  de  producir  sus  consecuencias,  tanto  en  las  leyes  como  en 
la  jurisprudencia  y  hasta  en  los  proyectos  presentados  para  dar  solución  k 
dichas  dificultades.  De  aquí,  las  divergencias  que  el  estudio  de  estas  cuestio- 
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ntn  ingiere  entn  loa  prínuipklag  tratadiatsa,  tanto  de  ta  cieneÍK  penal,  CArnc- 
ilel  derecho  internacional. 

A  restablecer  eúlidamente  la  bnena  doctrina  legal  tiende  el  trabajo  del 
•ñtado  aator,  eu  el  qne  prinoipalmeiite  se  trata  de  demostrar  qoa  la  ley  ¡lanal 
rt  esencialmente  terrüorvil  y  i^ue  oarece  de  raiAn  de  ser  el  snpaesto  de  la  tx- 
mtraUrrUoritdad.  admitid»  por  alennoB  respecto  do  ciertas  penoou,  coia* 
yaotos. 

La  memoria  da  iiue  damos  cnenta,  se  halla  dividida  eu  dos  partes:  en  la 
primera  de  ellas  se  trata  de  la  Irrílorird-iJ,  demostrando  el  aator  qne  la  laj 
IMoal  es  esencialmente  territorial  y  que  de  ning:ún  modo  puede  qjercena  la 
jnriadicoiAn  penal  de  on  Bstado  faera  de  los  limites  del  territario  de  dicha 

vKtivo  da  los  dem&s  países. 

Beooaria,  en  m  obra  ife¡  dttiiti  e  áttlt  prtir,  decía,  inspirindoso  en  ente  mis- 
ma criterio,  qne  el  losar  de  la  pena  es  el  lugar  del  delito,  y  asi,  en  efecto, 
á  toda  idea  de  delito  es  oorralatiTB'la  del  territorio  donde  éete  hubiere  sido 
nimetido.  Hiendo  en  «oma  la  ley  peualf  por  sn  propia  naturalesa,  MrrttprM 
•»mo  manifestación  de  la  soberanía  del  Estado,  y  k  todos  indlstintamenu 
nbllga  en  nombre  da  la  unidad  y  de  la  impaidalídad  de  la  joristeiia. 

Ks  de  advertir  qaa,  según  el  aator,  la  idea  det  Urrrüorio  no  deba  entender- 
Hq  limitada  al  snelo  comprendido  dentro  de  los  limites  b  trmAenB  de  ana 
naalón,  sino  qne  tiene  nn  concepto  macho  máa  amplio,  que  abarca  deglio  <Ie 
■i  todo  aquello  que,  estando  faera  de  dichos  limites,  ic  náhierr  jnHdSranirMt  ai 
ttrritori^.  Así  se  concibe  qne  ciertas  personas,  otertas  cosas  y  ciertos  actos, 
aanqne  residan  las  primeras  6  se  ^ecnten  los  últimos  fuera  de  la  nación,  oaen 
It^o  la  jurisdicción  de  la  misma,  sin  qne  por  esto  so  vulnero  Ó  contradiga  al 
principio  de  la  irTriioriidad^  lo  cual,  demuestra  cn4n  infundada  es  la  ida  da 
la  snpnaata  dtratrrTÜariedad  da  dii^has  peraonaB,  cosas  ;  actos. 

ht,  sejfnada  parte  d6  la  memoria  citada,  esUt  consagrada  al  estadio  de  Ia«. 
Iiersonas,  cosas  y  actos  que  daban  considerarse  Jaridicanimle  adheKdoii  at  i-.' 
rrilBria  de  la  nación. 

En  al  primar  caso,  se  cnonentran  los  monarcas  eitraiijeriM,  darante  tu 
tomporal  permanencia  en  nn  pois  axtrafio,  los  embajadores  y  los  agentes  di' 
plomátiaos,  porqrta  éstos  representan  en  el  eztranJSTi}  su  propia  naoi6D  y  poi 
A  principio  de  oonflratemidad  de  todas  las  naciones,  qae  inspira  el  derecho  in- 
t«mB(^onBl,  deben  ser  considerados  y  respetados  como  parte  da  la  soberanía 
ds'  sn  propio  Bstado.  Este  es  el  ftindamento  de  esa  llamada  Acción  de  éntrale- 
I  íiioríri!a<t. 

Rn  coanto  á  las  sosas,  comprende  en  primer  lugar  k  las  naves,  porque  ion 
.  .niHideradas  «¡oropra  como  parta  del  pala  mismo,  de  modo  qae  están  aiamprs 
liTiji)  la  jurisdicción  dal  Estado  cuya  bandera  las  cobija. 

Kflto  no  obstante,  es  preciip  distíngoir  entre  las  embarcaciones  de  gnarra 
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y  las  \nercante}i.  La»  primeras  ue  coxiaideran  siempre  unidas  virtualmente  al 
Kstado,  no  sólo  por  las  razones  indicadas,  sino  también  por  el  oar&cter  de  la 
persona  que  gobierna  la  nave,  que  forma  parte  de  la  soberanía  y  del  poder 
público.  Asi  es,  que  nna  nación  podi-á  defenderse  de  nna  nave  armada,  qne 
ponga  en  peligro  su  tranquilidad,  pero  lo  qne  de  ningún  modo  le  es  dado,  es 
ejercitar  acto  alguno  de  jurUdicaión  en  ella.  « 

Las  naves  mercantes,  por  el  contrarío,  si  se  haUareu  en  alta  mar,  no  re- 
conocen otra  jarisdlcción  qne  la  de  su  propia  bandera;  pero  cuando  estAn  en 
an  puerto  extranjero^  vienen  obligadas  k  someterse  k  las  leyes  del  pais  en 
«iue  se  baila,  y  sólo  sirve  la  ^urísdiceión  de  .hu  bandera  para  sus  relacione^i 
con  la  tripulación.  *        ' 

También  deben  considerarse  adheridos  al  territorio  de  un  Estado  los  pai* 
«es  ocupados  militarmente,  los  lugares  donde  se  hallan  establecidas  las  coló- 
uias  ó  donde  son  recogidos  los  deportados,  las  islas  que,  entrando  en  el  cir- 
ciüto  de  otra  nación,  fuesen  espontáneamente  cedidas  al  mismo  para  aportar 
k  ellas  aquellos  de  sus  ciudadanos  que  faltasen  al  orden  del  Estado;  y  por 
áliimo,  el  rculio  neceaario  para  «u  defmiaa,  qae  comprende  no  sólo  los  golfos,  lo» 
puertos  y  los  biyos,  sino  también  el  mar  ierriiorial.  * 

En  último  término,  se  ocupa  el  autor  de  los  actos  que  aun  cuando  ^'ecn- 
tados  en  el  extranjero,  deben  ser  considerados  como  Juridieamentc  adheindo^ 
a]  territorio,  y  renunciamos  k  más  pormenores  por  no  hacer  más  extensa  est-a 
rMieña. 


» 
♦  * 


Rn  la  misma  revista  encontramos  otro  interesante  articulo  de  Y.  Wau. 
train  Cavagnari,  en  el  que  científicamente  se  ocupa  del  plan  y  método  que 
debiera  adoptarse  en  la^  enseñanza  de  la  facxdtad  de  Derecho. 

Sin  entrar  en  el  examen  en  que  se  funda  para  ello  el  articulista,  debemos 
únicamente  consignar  que,  en  opinión  del  mismo,  debieran  distribuirse  en  tres 
grupos  las  materias  pi*opias  de  nn  racional  plan  de  estadios,  en  la  forma  si- 
guiente: 

Primer  grupo.  Ciencia  social^  que  comprendería  laa  ciencias  sociales  pro- 
piamente diohas,  como  son  la  Sociologia  y  la  Estadística;  las  ciencias  ético- 
sociales,  como  son  la  Economía  política  y  la  Etica;  y  por  último,  las  ciencias 
jurídico-sociales,  ó  sean  la  Política,  la  Teoría  ó  Filosoña  del  Derecho,  la  Gien- 
eia  de  la  Legislación,  la  Ciencia  de  la  Administración  y  la  de  la  Hacienda. 

Segando  grupo.  Ciencia  Jurídico-histórioa,  que  comprendería  el  Derecho 
romano,  el  Canónico,  el  Genfiánico  y  el  Nacional. 

Tercer  gprupo.  Ciencia  juridica  propiamente  dicha,  en  cuyo  grupo  estarían 
eomprendidós  el  Derecho  constitucional,  Administrativo,  Financiero,  Dere- 
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<7ho  de  prooedimietitos  civil,  mercantil  y  penal.  Derecho  internacional' y  Le- 
gislación comparada. 

Bn  opinión  del  autor,  no  impide  el  plan  establecido  qne  á  las  asignatu- 
ras que  constituyen  los  grupos  indicados,  se  añadan  algunas  otras  cieneiAS 
secundarias  ó  derivadas  de  las  mismas,  que  contribuyan  á  ilustrar  y  profun- 
<lizar  los  conocimientos  de  las  materias  objeto  de  las  mismas;  pero  para  no 
hacer  ínAnictuosos  los  resultados,  por  el  af&n  imprudente  de  avanzar  demasiar 
do,  debiera  establecerse  una  distinción,  cual  es  la  de  hacer  obligatoria  la 
enseñanza  de  los  grupos  mencionados,  y  potestativa  ó  voluntaria  la  de  Imm 
demás,  en  la  seguridad  de  que  la  mayor  part#  de  los  jóvenes  aplicados  no 

perderían  la  oportunidad  de  consagrarse  k  estos  estudios. 

* 

Adem&s,  debe  tenerse  en  cuenta  que  la  carrera  de  Derecho  está  dedicada 
principalmente  para  los  que  luego  han  de  consagrarse  al  ejercicio  profesional 
de  la  abogacía,  y  hay  que  dar,  por  lo  tanto,  á  dicha  enseñanza  un  carácter 
práctico,  huyendo  de  inútiles  estudios  que  constituyan  una  peijudicial  pérdi- 
da de  tiempo,  pues  para  ser  un  buen  Abogado,  dice  el  articulista,  y  para  de- 
fender debidamente  los  intereses  de  los  clientes,  no  se  necesita  haber  digeri- 
do los  escritos  profundos  do  Spenoer,  de  Sumner  Maine,  Fouillée,  etc. 

B.    AGUlLBBá. 


NOTICIAS  BIBLIOGRÁFICAS 


Tratados  de  smeesiones  intestadas  y  de  los  consortes  en  la  misma  cosa 

y  fldelCOmlSO  legal,  MgnuiJos  faeros  de  Aragón,  publicados  en  latin  por 
D.  Andrea  Se];yeto  Avifión,  J>.  Gil  Custodio  de  Lissa  y  Guevara  y  P.  Jeró- 
nimo Portóles,  y  traducidos  y  anotados  por  Z>.  Joaquüi  Martán  y  Oavin,  JA- 
cenciado  en  Derecho  civil  y  canónico. 

El  ilustrado  Decano  del  Colegio  de  Abogados  de  Zaragoza,  que  k  sus  mu- 
chos merecimientos  une  el  de  ser  xm  escritor  castice  y  elegante,  acaba  de  en- 
riquecer la  bibliograña  contemporánea  con  la  obra  k  que  se  refieren  estas  lí- 
neas, publicada  en  im  lujoso  tomo  por  la  notable  Biblioteca  de  Escritores 
aragoneses  que  edita  la  Diputación  provincial. 

Quisiéramos  corresponder  k  la  excepcional  importancia  del  libro  con  un 
juicio  orítioo  verdadero,  en  el  que  desde  luego,  k  la  severidad  del  más  abso- 
luto desapasionamiento,  no  podrían  oponerse  los  sinceros  elogios  que  merece 
el  ooncienxudo  trabajo  que  no^r  ocupa.  Bástanos  hacer  constar  que  los  libros 
traducidos  por  el  Sr.Martón  son  un  compendio  exacto  y  perfecto  de  la  legisla- 
ción k  que  se  refleren,  y  tendrán  un  complemento  necesario  y  perfecto  con  el 
Repertorio  de  J>.  Miguel  de  Molín,  la  traducción  de  los  Eatudio$  ó  anotaciones  áe 
D.  Jerónimo  Porteles,  el  Eiuayo  de  juriaprudeneia  y  práctica  de  Aragón  en  materia 
ei9il  deede  el  siglo  XVI  hasta  el  día,  y  los  Fueros  de  Aragón  que  están  en  uso  y  for- 
man el  actual  Derecho  moderno.  Todos  estos  libros  piensa  publicar  el  erudito 
Sr.  Hartón;  y  la  verdad  es  que  si  en  todas  las  épocas  son  útiles  obras  de  esta 
clase»  mayores  elogios  merece  quien  las  emprende,  hoy  que  se  trata  de  codifi- 
car el  Derecho  civil  español. 

Ko  es  esta*  la  ocasión  de  tratar  detenidamente  el  problema  de  la  codifica- 
eitfa  civil,*  intima  y  necesariamente  relacionado  con  el  de  la  unificadán;  pero 
preciso  es  convenir  en  que  es  natural  y  se  explica  perfectamente  que  los  par- 


*  De  todas  las  obras  jojídioas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bevista.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas* 
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ticlarios  de  las  legislaciones  especiales,  para  la  defensa  de  las  mismas,  las  den 
á  conocer  con  toda  clase  de  detalles,  ya  que,  según  hace  constar  el  Sr.  ICaí'- 
ton,  «muy  en  breve  ha  de  iniciarse  en  Aragón  una  era  de  movimiento  inte- 
lectual  y  de  vida  de  Derecho  oivU,  en  vista  de  las  tendencias  hacia  la  unidad, 
ó  amenazas  aparentes  hacia  ol  particularismo  jurídico  de  provincias  regidan 
por  legislaciones  especiales.» 

A  este  propósito,  el  Sr.  Martón  hace  una  minuciosa  reseña  de  las  tentati- 
vas hechas  para  codificar  el  Derecho  civil  desde  la  publicación  del  Decreta 
de  2  de  Febrero  de  1880,  precedido  de  un  notable  y  elegante  preámbulo  del 
malogrado  D.  Saturnino  Alvarez  Bugallal,  que  supo  anunciar  la  citada  codi- 
ficación sin  grandes  alarmas,  «merced  á  la  elevación  de  miras,  discreto  len- 
guaje, prudente  criterio  y  patrióticas  aspiraciones  allí  reflejadas.»  En  lo  que  á 
esta  parte  se  dedica  el  prólogo  del  libro  citado,  el  Sr.  Martón  demuestra  que 
á  su  vasta  ilustración  reúne  un  espíritu  de  transigencia  digno  de  todo  enco- 
mio, pues  aunque  se  muestra  entusiasta  defensor  de  la  legislación  foral  ara- 
gonesa, en  méuB  de  una  ocasión  se  presenta  como  campeón  esforzado  de  la  co- 
dificación civil  general. 

Más  que  hacer  juicio  critico  de  los  libros  compilados  por  el  Sr.  Martón, 
hemos  de  hacer  resaltar  el  criterio  de  éste,  pai*a  que  nuestros  lectores  conoz- 
can su  importante  personalidad^  por  la  influencia  que  naturalmente  han  de 
tener  sus  opiniones  al  tratarse  de  cualquier  cuestión  que  afecte  al  Derecho 
civil  aragonés;  y  no  extrañará,  por  lo  mismo,  que  principalmente  nos  ocupe- 
mos de  algunas  opiniones  que  emite  y  confirma  con  razonamientos  muy  aten- 
dibles. 

A  propósito  de  la  especialidad  del  principio  de  preferencia  de  los  colate- 
i'ales  sobre  los  ascendientes,  en  la  sucesión  inlestada,  el  Sr.  Martón  hace  mé- 
rito de  los  pueblos  y  países  donde  ha  existido  y  existe  aún,  entre  los  cuales 
cita  muy  especialmente  el  pueblo  tagalo  en  las  islas  Filipinas,  deduciendo,  en 
consecuencia,  que  dicho  principio  no  ha  de  ser  muy  disconforme  con  el  Dere- 
cho, cuando  resulta  acogido  por  pueblos  sencillos  y  exentos  de  los  refinamien- 
tos, conveniencias  y  sutilezas  á  que  se  entregan  las  sociedades  modernas. 

Taníbién  es  de  notar  el  detenido  estudio  que  hace  el  Sr.  Martón  "para  im- 
pugnar la'  tesis  de  D.  Luis  Franco  y  Mora,  Barón  de  Mora,  quien  sostiene  que 
.se  da  interpretación  excesivamente  lata  y  equivocada  al  fuefo  De  re&tit  viwu- 
fntÍ9t  y  á  este  propósito,  contra  lo  afirmado  por  Franco,  oree  que  la  segunda 
parte  es  base  sucesoria  general,  y  no  un  simple  caso  particular. 

Asimismo  merece  muy  detenida  consideración  la  idea,  valientemente  sos- 
tenida, de  que  los  aragoneses  no  acuden  á  la  legislación  romana  á  falta  de 
fueros  ó  de  legislación  propia,  como  entiende  Aviñón,  sino  que  hace  notar  que 
los  rasgos  más  salientes  de  la  legislación  aragonesa  son:  su  carácter  pronun- 
eiadamente  regional^  con  ideales  indigtna»  y  propios,  y  un  acentuado  €»piritH 
ritigodof  informando  sus  elementos  y  doctrinas. 
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Bepetünos  que,  muy  k  pesar  XHiestro,  no  podemos  dedicar  más  tiempo  y 
•Kpaoio  al  Ubro  que  nos  ocupa;  pero  oou  lo  dicho  comprenderán  nuestros  lee* 
tt>res  el  gran  mérito  que  lo  avalora,  y  con  cuánta  raa&n  felicitamos  muy  cor- 
diaUnente  al  ilustre  escritor  D.  Joaquín  Hartón  y  G^TÍn,  á  quien  tanto  de- 
ben la  ciencia  del  Derecho  en  general,  y  especialmente  los  pueblos  regidos 
por  legislaciones  especiales  como  la  aragonesa. 

Luis  M.  Miqurl  Ibaroiíen. 


Lo  stato  moáeriio  e  la  g¡ín.%iitu,— LocUwíí-o  Morfnra— Tormo,  i885. 

La  obra  publicada  con  este  titulo  por  el  distinguido  Catedrático  de  In 
Universidad  de  Pisa,  es  un  estudio  completísimo  del  concepto  de  la  adminiH- 
tración  de  justicia  dentro  del  estado  moderno,  de  los  defectos  de  su  o^auiza- 
oión  actual  y  de  los  rumbas  que  es  necesario  seguir  para  quo  pueda  llenar  sn 
•levada  función  libre  y  desembarazadamente. 

Comienza  ezanflnando  en  tesis  general  la*  índole  y  el  estado  actual  d«1 
problema  que  ha  de  resolver;  hace  luego  atinadas  consideraciones  acerca  del 
régimen  popular  representativo  y  de  la  constitución  del  Poder  judicial;  consa- 
gra después  su  atención  á  exponer  sucintamente  la  parte  histórica  del  asunto, 
reseñando  el  concepto  del  Poder  judicial  en  la  organización  política  de  los 
principales  Estados  antiguos  y  modernos;  ocúpase  á  continuiación  en  el  exu- 
men  del  mismo  Poder  dentro  del  nuevo  Derecho  público  italiano,  estudiando 
BU  autonomía  orgánica,  la  justicia  penal  y  la  civil,  los  motivos  que  aconsejan 
su  separación,  así  como  las  reformas  que  se  hacen  precisas  en  una  y  otra  para 
ponerlas  en  consonancia  con  las  exigencias  de  la  ciencia  y  de  la  práctica;  con- 
sagrando la  última  parte  de  su  notable  trabajo  á  consignar  sus  opinione» 
repeeto  á  la  garantía  y  limitaciones  que  deben  ponerse  á  la  autonomía  orgá- 
nica  de  la  Magistratura  para  evitar  posibles  abusos  de  sn  poder,  así  como 
también  respecto  al  procedimiento  de  transición  quo  estima  más  conveniente 
para  llegar  á  la  organización  más  acabada  y  perfecta  de  la  administración  de 
Justicia  en  el  reino  de  Italia.  « 

El  capitulo  IX,  que  es  el  destinado  á  exponer  la  organización  que  el  Pro- 
fesor Mortara  estima  más  conveniente  para  la  Magistratura,  es  el  que  ofrece 
mayor  interés  de  toda  la  obra  y  revela  gran  competencia  en  su  autor;  pero 
an  nuestra  opinión,  es  poco  práctico  y.  ofrece  diñcultades  é  inconvenientes  de 
ao  escasa  importancia.  Nosotros  creemos  que  sólo  hay  un  sistema  eftoaz,  ó  al 
«nenes  de  bastante  eñoacia  para  que  selk  una  verdad  la  independencia  y  auto- 
aomia  de  la  Magistratura,  y  para  que  el  Poder  judicial  constituya  un  verda- 
'"hvo  Poder,  con  los  atributos  inherentes  á  los  demás  del  Estado;  y  este  si^te- 
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ti<lar¡o8  de  las  legiBlaciones  especiales,  para  la  defensa  de  las  misxuas,  las  den 
¿  conocer  con  toda  clase  de  detalles,  ya  que,  según  hace  constar  el  Sr.  Mar- 
tón,  «muy  en  breve  ha  de  iniciarse  en  Aragón  nna  era  de  moiómiento  inte- 
lectual y  de  vida  de  Derecho  civil,  en  vista  de  las  tendencias  hacia  la  unidad, 
ó  amenazas  aparentes  hacia  el  particularismo  jurídico  de  provincias  regidas 
por  legislaciones  especiales.» 

A  este  propósito,  el  Sr.  Martón  hace  una  minuciosa  reseila  de  las  tentati- 
vas hechas  para  codificar  el  Derecho  civil  desde  la  publicación  del  Decreta 
de  2  de  Febrero  de  1880,  precedido  de  un  notable  y  elegante  pre&mbulo  del 
malogrado  D.  Saturnino  Alvares  Bugallal,  que  supo  animciar  la  citada  codi- 
ficación 8in  grandes  alarmas,  «merced  k  la  elevación  de  miras,  discreto  len- 
guaje, prudente  criterio  y  patrióticas  aspiraciones  allí  reflejadas.»  En  lo  que  i 
esta  parte  se  dedica  el  prólogo  del  libro  citado,  el  Sr.  Martón  demuestra  que 
á  su  vasta  ilustración  reúne  un  espíritu  de  transigencia  digno  de  todo  snciy- 
mio,  pues  aunque  se  muestra  entusiasta  defensor  de  la  legislación  forsl  ara- 
gonesa, en  m&s  de  una  ocasión  se  presenta  como  campeón  esforaado  de  la  co- 
dificación civil  general. 

Más  que  hacer  juicio  crítico  de  los  libros  compilados  por  el  Sr.  Hartón, 
hemos  de  hacer  resaltar  el  criterio  de  éste,  pai*a  que  nuestros  lectores  oonos- 
can  su  importante  personalidad^  por  la  influencia  que  naturalmente  han  de 
tener  sus  opiniones  al  tratarse  de  cualquier  cuestión  que  afecte  al  Derecho 
civil  aragonés;  y  no  extrañará,  por  lo  mismo,  que  principalmente  nos  ocupe- 
mos de  algunas  opiniones  que  emite  y  confirma  con  razonamientos  muy  aten- 
dibles. 

A  propósito  de  la  especialidad  del  principio  de  preferencia  de  los  colate- 
rales sobre  los  ascendientes,  en  la  sucesión  inlestada,  el  Sr.  Martón  hace  mé^ 
rito  de  los  pueblos  y  países  donde  ha  existido  y  existe  aún,  entre  los  cuales 
cita  muy  especialmente  el  pueblo  tagalo  en  las  islas  Filipinas,  deduciendo,  en 
consecuencia,  que  dicho  principio  no  ha  de  ser  muy  disconforme  con  el  Dere- 
cho, cuando  resulta  acogido  por  pueblos  sencillos  y  exentos  de  los  refinamien- 
tos, conveniencias  y  sutilezas  á  que  se  entregan  las  sociedades  modernas. 

Taníbién  es  de  notar  el  detenido  estudio  que  hace  el  Sr.  Martón  ^ara  im- 
pugnar la  tesis  de  D.  Luis  Franco  y  Mora,  Barón  de  Mora,  quien  sostiene  qne 
se  da  interpretación  excesivamente  lata  y  equivocada  al  fuefo  De  rehw  vineu- 
hü»,  y  k  este  propósito,  contra  lo  afirmado  por  Franco,  cree  que  la  segunda 
parto  es  base  sucesoria  general,  y  no  un  simple  caso  particular. 

Asimismo  merece  muy  detenida  eonsideración  la  idea,  valientemente  sos- 
tenida, de  que  los  aragoneses  no  acuden  á  la  legislación  romana  k  falta  de 
fueros  ó  de  legislación  propia,  como  entiende  Aviñón,  sino  que  hace  notar  qne 
los  rasgos  más  salientes  de  la  legislación  aragonesa  son:  su  carácter  pronnn- 
ciadamente  regional,  con  ideales  indígena»  y  propios,  y  un  acentuado  cítpíntH 
ritigodof  informando  sus  elementos  y  doctrinas. 
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Bepetimos  que,  muy  k  pesar  nuestro,  no  podemos  dedicar  más  tiempo  y 
•spaolo  al  libro  que  nos  ocupa;  pero  con  lo  dicho  comprenderán  nuestros  lec- 
tores el  gran  mérito  que  lo  avalora,  y  con  cuánta  razója  feUoitamos  muy  cor- 
dialmente  al  ilustre  escritor  D.  Joaquín  Hartón  y  G^vin,  á  quien  tanto  de- 
ban la  ciencia  del  Derecho  en  general,  y  especialmente  los  pueblos  regidoA 
por  legislaciones  especiales  como  la  aragonesa. 

Luis  M.  Miqukl  iBAsaüEH. 


Lo  stato  moáeriio  e  la  giaBticia.>-/^<¿(nncf/  Jforfara.-Horino,  1885. 

La  obra  publicada  con  este  titulo  por  el  distingaido  Catedrático  de  In 
Universidad  de  Pisa,  es  un  estudio  completísimo  del  concepto  de  la  adminis- 
tración de  jnsticia  dentro  del  estado  moderno,  de  los  defectos  de  su  oísganiza- 
otón  actual  y  de  los  rumb2>s  que  es  necesario  seguir  para  que  pueda  llenar  sn 
•levada  función  libre  y  desembarazadamente. 

Comienza  ezanUnando  en  tesis  general  la*  índole  y  el  estado  actaal  d«1 
problema  que  ha  de  resolver;  hace  luego  atinadas  consideraciones  acerca  del 
régimen  popular  representativo  y  de  la  constitución  del  Poder  judicial;  consa- 
gra después  su  atención  á  exponer  sucintamente  la  parte  histórica  del  asunto, 
reseñando  el  concepto  del  Poder  judicial  en  la  organización  política  da  los 
principales  Estados  antiguos  y  modernos;  ocúpase  á  continuiación  en  el  exa- 
men del  mismo  Poder  dentro  del  nuevo  Derecho  público  italiano,  estudiando 
su  autonomia  orgánica,  la  justicia  penal  y  la  civil,  los  motivos  que  aconsejan 
eu  separación,  asi  como  las  reformas  que  se  hacen  precisas  en  una  y  otra  para 
ponerlas  en  consonancia  con  las  exigencias  de  la  ciencia  y  de  la  práctica;  con- 
sagrando la  última  parte  de  su  notable  trabajo  á  consignar  sus  opinión  es» 
repecto  á  la  garantía  y  limitaciones  que  deben  ponerse  á  la  autonomía  orgá- 
nica  de  la  Magistratura  para  evitar  posibles  abusos  de  su  poder,  asi  como 
también  respecto  al  procedimiento  de  transición  que  estima  más  conveniente 
para  llegar  á  la  organización  más  acabada  y  perfecta  de  la  administración  de 
justicia  en  el  reino  de  Italia.  • 

El  capítulo  IX,  que  es  el  destinado  á  exponer  la  organización  que  el  Pro- 
fesor Mortara  estima  más  conveniente  para  la  Magistratura,  es  el  que  ofrece 
mayor  interés  de  toda  la  obra  y  revela  gran  competencia  en  su  autor;  pero 
%n  nuestra  opinión,  es  poco  práctico  y.  ofrece  dificultades  ó  inconveniente*!  de 
no  escasa  importancia.  Nosotros  creemos  que  sólo  hay  un  slstoma  eficaz,  ó  ni 
menos  de  bastante  eficacia  para  que  sea  una  verdad  la  independencia  y  auto- 
nomia de  la  Magistratura,  y  para  que  el  Poder  judicial  constituya  un  verda- 
dero Poder,  con  los  atributos  inherentes  á  los  domá«i  dol  Estado;  y  este  siste- 
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ma  es  el  que  planteó  en  España  el  Sr.  Salmerón  el  año  1873,  confiando  1a  pro- 
puesta para  loa  cargos  vacantes  al  Tribunal  Supremo,  y  dejando  reducido  ©I 
arbitrio  ministerial  k  la  aprobación  de  la  propuesta  eleyada  por  la  más  alt» 
representación  de  la  Magistratura.  Este  procedimiento,  en  su  esencia,  es  el 
que  ofrece  mayores  garantías  en  cuanto  á  la  independencia  y  autonomía  del 
Poder  judicial,  y  creemos  que,  con  las  modificaciones  de  detalle  que  se  esti- 
maran oportunas  según  las  condiciones  de  cada  país,  no  podría  ser  recbasado 
por  cuantos  desean,  como  el  ilustre  Mortara,  el  prestigio  y  la  índependancia 
de  la  administración  de  justicia,  que  son  garantía  firmísima  de  los  m&9  altos 
intereses  sociales. 

Pero  el  Poder  ejecutivo,  que  por  históricas  corruptelas  de  los  principios 
constitucionales  se  ha  arrogado  en  todos  ó  casi  todos  los  países  atribuciones 
que  son  propias  y  privativas  del  Poder  judicial,  ¿renunciará  al  ^ercioio  de  la 
facultad  de  elegir  los  ñmoionaríos  de  la  administración  de  justicia?  Este  es 
el  problema  previo  que  hay  que  resolver,  no  en  un  principio,  sino  en  la  práe- 
tito,  para  pensar  después  en  la  resolución  del  planteado  con  tanta  ünstnioite- 
eomo  acierto  por  el  distinguido  Profesor  de  la  universidad  de  Pisa. 


*  * 


Conunemorazione  di  Franceseo  Carrara  letta  air  Ateneo  véneto  dai  «ocio 

efifecttivo  Pmf.  Áw.  Renato  ManMato,  nella  tomata  dei  12  Aprile,  1888. — ^Ve- 
nesia,  1886. 

Este  notable  discurso,  que  responde  cumplidamente  al  laudable  proposita 
de  conmemorar  la  muerte  del  insigne  Carrara,  es  un  estudio  completo,  aun- 
que sucinto,  de  la  vida  y  escritos  más  notables  del  eminente  criminalista, 
cuya  pérdida  deja  en  la  ciencia  penal  y  en  la  escuela  antropológica  italiana 
un  vacío  muy  diñcil  de  llenar,  no  obstante  las  relevantes  dotes  de  los  diirti^- 
guidos  tratadistas  que  representan  hoy  en  Italia  la  escuela  que  á  tanta  altu- 
ra supo  elevar  Carrara. 

Nació  este  ilustre  jurisconsulto  en  Lucca  (Toscana)  el  11  de  Septiembre 
de  1805,  dos  años  después  de  haber  comensado  á  explicar  en  la  Universidad 
de  Pisa  la  cátedra  de  Derecho  penal  el  ilustre  Carmignani,  el  Linneo  del  De- 
recho penal,  al  cual  llamó  siempre  su  maestro. 

Laureado  ya  en  los  comienzos  de  su  carrera  en  el  Liceo'unlversitarío  de 
Lucca|  Carrara  empezó  sus  tareas  del  foro  con  un  gran  caudal  de  doctrina  y 
relevantes  dotes:  la  elocuencia  vigorosa  que  nace  de  la  firmeza  de  las  ideas  y 
no  del  cúmulo  de  palabras,  argumentación  enérgica  y  admirable  erudición  ju* 
ridica;  dando  ya  muestras  desde  su  juventud  de  lo  que  más  adelante  llegó  á 
ser:  el  primero  de  los  oradores  criminalistas  de  Italia. 
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Consagrado  al  estadio  de  todas  las  escuelas  y  de  los  principales  tratadis- 
tas de  Derecho  penal,  antígtíos  y  modernos,  de  cayo  oonocimiento  dio  maes- 
tra en  las  obras  qae  más  adelante  pablicó,  comparando,  aniJisando  doetrinas 
y  deparando  errores,  elaboraba  sa  espimta  los  elementos  del  sistema  de  Dere- 
oho  penal,  cayo  concepto  sapo  tan  claramente  estatoir. 

Permaneci¿i  entregado  á  los  estadios  joíidioos  y  &  los  asantes  del  foro 
hasta  1948|  al  fin  de  cayo  afio  comenzó  sos  tareas  de  la  enseñanza,  dedicán- 
dose darante  once  años  á  explicar  en  el  Ateneo  nniversitario  de  Lacea  el  De- 
recho penaJ,  alternando  sas  lecciones  con  las  del  Derecho  civil. 

Beintegrada  la  Universidad  de  Pisa  en  el  año  1859  en  todas  sos  faoalta- 
Ú9a,  la  cátedra  de  Derecho  penal  no  podía,  no  debía  esperar  otro  Profesor  qa» 
Francisco  Garrara,  nombrado  para  desempeñarla,  qae  al  poco  tiempo  daba 
k  Ins  el  Profframma  al  corw  di  diriUo  crtminale,  libro  modesto  por  sa  titnlo»  pero 
qne  ha  qaedado  y  qaedará  por  macho  tiempo  como  la  más  original,  la  más 
profanda  y  la  más  eradita  obra  de  la  literatara  jaridica  moderna,  en  la  caá) 
coiftiepza  por  investigar  este  gran'  problema:  fandamento  del  Derecho  penal» 
cnálos  son  sos  limites  y  sa  objeto,  y  en  qné  criterio  debe  inspirarse  la  pena. 

Despaés  de  exponer  estos  datos  de  la  vida  y  primera  obra  pablicada  por 
Oarrara,  pasa  el  Profesor  Ikíanzato  á  exponer  brevemente  las  ideas  sastenta- 
ilas  en  los  demás  libros  y  trabajos  pablicados  sacesivamente,  entre  ellos:  Di- 
riUo delTa  difaa  puhblica  e  privata  (1859-60);  Varietá  delVxdea  fondamentale  del  giu- 
re  punitivo  (1883-63);  Dottrina  fondamentale  della  tutela  giuridica  (1861-62);  Geneai 
irmtropologiea  dd  diritto  criminóle  (1879);  Se  l'emenda  del  reo  potta  eonsiderarei 
eome  wtioo  fondamento  éfine  della  pena  (1863-64);  StUl'awenire  della  tcienMa  crimi- 
nóle; Lineamenti  di  pratica  legislativa  pénale;  Pemieri  etd  progetto  del  códice  pénale; 
BeutiniHeeíUBe  di  cattedra  e  Joro  (1888);  Teórica  della  prevalenxa  (1886);  Se  Funitá  »ia 
eondizioae  del  ffiure  pénale. 

"Ei  trabigo  del  Profesor  Mansato  resalta,  en  sama,  may  interesante  para 
cuantos  se  eonsagran  al  estadio  del  Derecho  penal,  y  digno  por  la  discreción 
y  elegancia  con  qae  se  halla  escrito,  del  objeto  qae  se  propaso  sa  distingaido 
aator  de  tribatar  xm  homenaje  de  admiración  y  de  respeto  al  más  ilustre  de 
los  oriniinalistas  italianos. 


*  » 


Abordaje  da  navíre  de  óommerce  franjáis  la  «Yille  de  Victoria»  et  da  cai- 
raesé  anglals  le  «Saltan»;  par  M.  Edowtrd  Clunet,  Avocat  á  la  Coar  de  Pa- 
rís.— París,  1888. 

En  esto  folleto,  qae  tiene  verdadero  interés  para  los  aficionados  al  esta- 
dio del  Derecho  mercantil  xaarltimo  y  para  los  navieros  y  demás  persona» 
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que  intervienen  en  el  comercio  marítimo,  plantea  Mr.  Glonet  las  dÍTem» 
•cuestiones  k  que  ha  dado  lugar  el  abordaje  de  los  dos  buques  expresados,  es» 
minando  con  gran  copia  de  datos  el  problema  do  dereoho  que  entrafis,  las 
condiciones  jurídicas  de  los  buques  de  "guerra  en  sus  relaciones  internacional- 
les,  el  Tribunal  competente  para  conocer,  la  ley  que  debe  aplicarse;  y  por  úl- 
timo, el  arbitrio  internacional;  rechasando  este  último  en  el  caso  de  que  se 
trata,  por  estimar  ICr.  Clnnet  que  este  procedimiento  excepcional  sólo  es  apli- 
cable cuando  los  Tríbimales  de  ninguna  de  las  naciones  de  que  se  trata  tie- 
nen competencia  para  resolver  el  conflicto,  como  ha  ocurrido  en  los  casos  de 
diferencias  entre  Liglaterra  y  los  Estados  unidos  con  motivo  d^l  Alabamá» 
entre  España  y  Alemania  acerca  las  islas  Gorolinas,  y  entre  Italia  y  Colom- 
ina  &  consecuencia  del  arresto  del  Rr.  Gerruti. 


•      \ 


Ramón  Sánchee  i>k  Ocaha. 


REFORMAS  EN  LA  ADMINISTRACIÓ  N  DE  JUSTICIA 


Sb5Iores: 

Tengo  hoy  la  honra  de  presidir  la  apertura  de  naestros  Tri- 
bunales por  la  sensible  dimisión  del  Sr.  D.  Eugenio  Montero 
Ríos  del  alto  puesto  á  qae  le  habían  ele  vado*  su  mérito  y  cir- 
•cunstancias  y  cuya  ausencia  de  este  sitio  lamento;  é  interpre- 
to también  con  seguridad  el  natural  dolor  de  todos  al  dedicar 
un  recuerdo  de  pésame  á  la  memoria  del  Sr.  D.  Eduardo 
Alonso  y  Colmenares,  arrebatado  al  Tribunal  por  una. enfer- 
medad rápida,  en  momentos  en  que  se  ocupaba  con  afán  de 
prestar  servicios  importantes  y  del  mayor  interés  para  que  el 
personal  encargado  de  administrar  la  justicia  en  el  país,  res- 
pondiera á  cuanto  exige  tan  elevado  ministerio. 

Cumplidos  estos  dos  deberes,  para  mí  ineludibles,  y  con- 
vencido de  que  nadie  pone  en  duda  las  condiciones  que  deben 
adornar  á  los  encargados  de  administrar  justicia,  explicadas 
en  nuestras  leyes  con  las  palabras  de  que  sean  «leales  é  de 
buena  fama  é  sin  mala  cobdicia)>  y  además  «que  hayan  sabi- 
duría para  juzgar  los  pleitos  derechamente»,  no  me  detendré 
á  discurrir  sobre  ellas,  y  partiendo  del  supuesto  de  que  concu- 
rren en  cuantos  conservan  la  confianza  de  S.  M.,  me  propongo 


(*)  Discnrso  leído  por  el  Sxcmo.  Sr.  D.  Hilario  de  Igón  y  del  Boyst,  Pre- 
sidente accidental  del  Tribunal  Supremo,  en  la  solemne  apertura  de  los  Tri- 
bunales, celebrada  en  15  de  Septiembre  de  1888. 

TOMO  73  .44 
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manifestar  mis  opiniones  sobre  algunos  medios  qae  considero- 
convenientes  para  utilizar  la  aplicación  de  aquéllas,  y  lograr 
al  mismo  tiempo  la  consideración  que  la  justicia  necesita  á  fín 
do  constituir  la  verdadera  salvaguardia  de  todos  los  derechos: 
con  lo  cual  cumpliré  la  obligación  que  la  ley  y  las  circunstan- 
cias casi  inopinadamente  me  imponen,  de  dirigiros  la  palabra 
en  esta  ocasión  solemne. 

Necesario  es  que  los  Jueces  no  sólo  se  hallen  adornados  de 
las  dos  cualidades  esenciales  de  ciencia  y  deseo  de  acertar, 
sino  que  hagan  una  vida  regular  y  moderada  hasta  el  retrai- 
miento, sobre  todo  en  lo  que  se  roza  con  la  política,  á  la  cuál, 
sin  perjuicio  de  su  opibión  particular,  deben  ser  extraños  en  la 
práctica,  limitándose  á  ejercitar  los  actos  personales  relacio- 
nados con  ella  á  que  la  ley  les  llame. 

La  ley  misma 'debe  ayudar  con  sus  preceptos  á  dicho  re- 
traimiento, evitando  la  intervención  de  los  Jueces  en  todo  lo 
que  se  roce  con  tan  abrasado  campo,  para  lo  cual  es  de  desear 
que  empezando  por  los  Jueces  municipales,  se  evite  que  tenga 
en  su  elección  parte  alguna  el  interés  político,  el  cual  pue- 
de, en  mi  opinión,  contribuir  á  que  se  sospeche  de  la  pasión 
del  Juez  en  los  muchos  negocios  que  no  pasatido  por  su  cuan- 
tía al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  derecho  en  la  primera 
iostancia,  son,  sin  embargo,  de  grande  interés  para  la  fortana 
de  los  que  litigan  en  tales  casos. 

En  tanto  que  no  lleguemos  á  establecer  que  el  cargo  para 
desempeñar  dichas  funciones  constituya  el  primer  grado  de  la 
jerarquía  judicial,  formando  circunscripciones  proporcionadas, 
es  necesario  exigir  al  menos,  que  sean  nombrados  con  la  mis- 
ma separación  de  todo  acto  político  que  los  que  desempeñan 
cargos  judiciales  superiores. 

¿Y  qué  diremos  relativamente  á  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia y  á  los  de  instrucción?  Encargados  los  primeros  de 
resolver  los  negocios  en  primer  grado,  su  buena  opinión  y  el 
concepto  de  ciencia  é  imparcialidad  es  de  tal  importancia,  qoe 
puede,  según  creo,  influir  mucho  en  que  los  litigantes  se. 
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aquieten  con  sn  decÍBÍón,  disminuyendo  el  número  de  los  re- 
cursos de  alzada;  y  para  qae  dichos  funcionarios  reúnan  tan 
apetecibles  condiciones;  es  preciso  organizar  los  servicios  en 
términos  que  deban  su  puesto  exclusivamente  á  sus  circuns- 
tancias de  saber  y  rectitud,  y  que  no  se  pueda  ni  aun  sospechar 
que  lo  han  obtenido  exclusivamente  por  el  favor^  y  menos  por 
el  favor  político. 

Si  queremos,  pues,  justicia  respetable  y  respetada,  no  me 
cansaré  de  repetir  que  los  encargados  de  administrarla  deben 
ser  extraños  á  la  política.  T  entiéndase  bien  que  no  entra  en 
mi  propósito  la  idea  de  la  exclusión  para  cargos  judiciales  de 
las  personas  que  hayan  intervenido  en  ella,  de  las  cuales  pue* 
den  salir  y  han  salido  hombres  eminentes  en  todos  los  ramos 

♦ 

del  saber  y  del  servicio  público. 

Mi  tesis  se  limita  á  sostener  que  como  han  obrado  siempre 
cuantos  se  han  hallado  en  dicho  caso,  que  yo  sepa,  desde  el 
momento  en  que  reciban  la  investidura  judicial,  se  separen  y 
vivan  alejados  de  la  ardiente  arena  de  las  cuestiones  políticas, 
ein  perjuicio  de  la  salvedad  que  ya  dejo  hecha  de  ejercitar  los 
actos  relacionados  con  ellas  á  que  la  ley  les  llame,  ya  sea  co- 
mo electores,  ya  como  miembros  del  Parlamento.  Con  dicha 
investidura  el  Juez  entra  en  un  orden  que  exige  ya  la  vida  re- 
tirada que  he  pedido,  y  el  alejamiento  de  todo  acto*  que  pueda 
hacer  dudar  de  la  imparcialidad  del  que  juzga. 

Esta  necesidad  se  deja  sentir  con  mayor  razón  si  cabe  que 
en  los  negocios  civiles,  en  las  funciones  propias  de  los  Jueces 
instructores,  pues  son  muchos  leseases  que  en  lo  criminal  se 
relacionan  con  la  política.  ^ 

Cuanto  se  haga,  y  se  ha  hecho  ya  mucho  para  elevar  la 
carrera  judicial  al  carácter  de  un  verdadero  sacerdocio  civil, 
mayores  garantías  tendrá  la  sociedad  de  bienestar  y  de  verda- 
dera y  práctica  libertad.  Y  digo,  señores,  que  se  ha  hecho 
mucho,  porque  tenemos  la  inamovilidad  judicial,  por  la  cual 
se  ha  suspirado  durante  largos  años  en  valde,  y  que  constituye 
uno  de  los  medios  más  poderosos  para  conseguir  un  Cuerpo  de 
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Jueces  dignos^  lo  cual  no  es  incompatible  con  la  inspección 
constante  que  debe  vigilar  la  conducta  de  todos  á  fin  de  sepa- 
rar del  ejercicio  de  tan  augustas  funciones  á  los  que  resolten 
indignos;  pensamiento  que  ha  inclinado  sin  duda  el  ánimo  del 
respetable  Sr.  Ministro  de  Gracia  j  Justicia  para  la  creación 
de  la  Junta  inspectora,  recientemente  organizada. 

Con  un  espíritu  de  equidad  y  deseo  de  imparcialidad  para 
los  actos  electorales,  se  ha  establecido  la  interyención  de  Iob 
Jueces  en  ellos.  No  me  atreveré  á  sostener  que  el  resultado 
haya  sido  contrario  á  la  verdad  electoral,  ni  me  toca,  ni  debo^ 
ni  quiero  entrar  en  dicho  terreno;  pero  sí  juzgo  que  con  eae 
proceder  sufre  visible  quebranto  la  respetabilidad  de  los  Jue- 
ces, así  como  .por  el  contrario  ganará  mucho  cuando  se  apli- 
que en  toda  su  extensión  el  principio  constitucional  de  que  loe 
Tribunales  no  ejerzan  otras  funciones  que  las  de  juzgar  y  ha- 
cer que  se  ejecute  lo  juzgado.  La  experiencia  nos  enseña,  des- 
graciadamente, que  la  intervención  referida  provoca  la  elec- 
ción y  remoción  de  personas  determinadas,  en  mengua  del 
ministerio  judicial,  y  conviene,  por  lo  mismo,  y  es  de  esperar 
que  se  evite  este  grave  inconveniente. 

Para  mayor  dignidad  de  los  mismos  Tribunales,  sería  tam- 
bién muy  oportuno,  en  mi  opinión,  que  los. funcionarios  todos 
que  pertenecen  á  ellos  sean  retribuidos  por  el  Bstado,  evitan- 
do así  los  daños  que  resultan  de  que  perciban  derechos  en  los 
juicios;  sistema  que  se  presta  á  que  pueda  sospecharse  que  se 
practican  diligencias  inútiles  ó  se  agravan  las  necesarias. 

No  fué  otro,  sin  duda  alguna,  el  fundamento  para  la  sn- 
presión  de  los  derechos  que  percibían  los  Jueces,  medida  que 
los  dignificó,  y  que  conviene  hacer  extensiva  á  los  demág  fun- 
cionarios que  intervienen  en  las  actuaciones  judiciales.  Ta  es 
planteó  este  sistema  en  los  Juzgados  de  la  jurisdicción  militar 
y  de  extranjería,  antes  de  la  supresión  en  1868  de  los  Triba- 
nales  especiales,  y  lo  considero  grandemente  beneficioso  para 
el  buen  nombre  de  la  justicia. 

Y  al  llegar  aquí,  me  asalta  una  idea  que  constituye  hace 
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m  Qchos  a&os  una  verdadera  preocapacíón  y  una  aspiración 
constante  de  mi  corazón.  Yo  preganto:  ¿no  sostiene  el  país  na 
Ej  ército  para  sa  defensa  contra  los  ataque  del  exterior  y  para 
co  Dseryar  el  orden  material  en  el  interior?  Pues  ¿por  qué  no 
ba  de  sostener  lo  mismo  los  Tribunales  de  justicia  para  con- 
aervar  el  orden  moral  y  la  paz  de  las  familias?  Creo  firmemen- 
te que  la  administración  de  la  justicia  gratuita^  constituiría  un 
verdadero  beneficio  para  la  sociedad.  Los  enormes  gastos  que 
ocasionan  los  litigios  llegan  en  cesiones  á  constituir  una  es- 
pecie de  denegación  de  justicia,  que  aleja  á  los  ciudadanos  de 
llamar  á  la  puerta  de  los  Tribunales,  de  los  caales,  aunque 
sea  exagerando  el  mal,  ha  llegado  á  decirse  que  los  que  uece* 
citan  acudir  á  ellos  salen  todos  arruinados,  lleyando  el  ven- 
cedor solamente  la  ejecutoria. 

No  desconozco  las  dificultades  que  ofrece  el  planteamiento 
del  sistema.  Entre  ellas,  no  es  la  menor  el  fundado  temor  del 
aumento  de  pleitos,  y  la  consiguiente  nec^idad  de  mayor  nu- 
mero de  Tribunales  para  resolverlos;  pero  aceptado  el  princi- 
pio, no  sería  difícil  evitar  los  inconvenientes  que  pudiera  pro- 
ducir. 

El  de  la  facilidad  para  promover  pleitos,  que  acaso  será  el 
principa],  se  salvaría  con  el  establecimiento  de  una  indemni- 
zación pecuniaria  impuesta  á  los  vencidos  en  juicio  y  á  los 
condenados  en  las  causas  criminales,  quedando  completamen- 
te exentos  de  pago  los  inocentes  y  los  que  hubieren  litigado 
con  razón. 

Los  condenados  por  delito  recibirían  como  un  aumento  de 
pena  el  pago  de  la  cantidad  señalada  por  indemnización,  en 
e  quivalencia  de  la  condena  de  costas  que  hoy  se  les  impone, 
7  los  vencidos  en  juicio  sufrirían  las  consecuencias  de  su  te- 
meridad. Las  cantidades  por  indemnización  ingresarían  en  el 
T  esoro  para  ayuda  de  ocurrir  á  los  gastos  de  los  Tribunales, 
reemplazando  en  esta  ú  otra  forma  los  ingresos  que  hoy  tiene. 

Considero  que  si  llegáramos  algún  día  á  la  administración 
gratuita  de  la  justicia  en  la  forma  indicada,  ú  otra  que  se 
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considerase  más  perfecta,  resoltarían  grandes  beneficios  mo* 
rales  al  país  y  á  la  justicia  misma.  Sirva  hoy  siquiera  la  idea 
para  que  se  medite  sobre  ella,  y  cuando  menos,  espero  que  se 
interpretará  el  planteamiedto  de  esta  cuestión  como  resaltado 
de  una  aspiración  genero  sa. 

Después  de  todo,  y  cualesquiera  que  sean  las  reformas  j 
mejoras  que  juzguemos  convenientes,  á  nosotros  nos  corres- 
ponde cumplir  los  preceptos  de  las  leyes  en  vigor,  y  bien  puedo 
permitirme  asegurar  desde  este  sitio,  que  el  Tribunal  Supre- 
mo, llenando  sus  deberes  de  explicarlas,  lo  hace  siempre  con 
un  alto  espíritu  de  ciencia  y  rectitud;  y  los  demás*  Tribunales 
aplicándolas,  sin  perjuicio  de  los  errores  á  que  siempre  estará 
sujeta  la  humanidad,  y  que  la  ley  concede  medios  de  corregir, 
son  dignos  de  la  estimación  general,  y  no  necesitan  que  yo  les 
recuerde  desde  aquí  el  espíritu  de  templanza, 'independencia, 
estudio  y  amor  á  la  justicia  que  á  todos  debe  animarnos  para 
cumplirla  misión  de  dar  á  cada  uno  loque  es  suyo. — Hk 

DIOHO. 


LA  TESTAMENTIFACCIÓN 

EN  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO* 


En  cnanto  á  los  criminales,  lo  dispone  así  ley  tan  antigua 
como  lo  es  la  1.*,  tít.  1.**,  libro  2.®  del  Fuero  Real,  que  es- 
tablece que,  «todo  home  que  se  mudare  so  algún  señorío  y 
ficiere  algún  fecho  malo,  porque  deba  haber  pena  de  su 
cuerpo^  ó  de  su  haber,  y  pasare  á  morar  á  otro  señorío,  allí  res- 
ponda, y  tome  juicio  ante  aquel  Alcalde  en  cuya  tierra  fué  el 
fecho:  y  no  se  pueda  excusar  porque  fué  á  morar  á  otro  lugar», 
ley  desde  entonces  reconocida  y  á  través  de  los  tiempos  respe- 
tada y  transcrita  en  la  15,  tít.  1.%  Partida  1/j  donde  después 
de  consignar  la  obligación  del  sábdito,  de  sujetarse  á  las  leyes 
de  su  país,  añade:  «E  eso  mismo  decimos  de  los  otros  que  fue- 
sen de  otro  señorío,  que  ficiesen  el  pleyto,  ó  postura  6  yerro 
en  la  tierra  do  sojuzgase  por  las  leyes;  ca  maguer  sea  de  otro 
lugar  non  pueden  ser  excusados  de  estar  á  mandamiento  de- 
ltas, pues  el  perro  fícieron  onde  ellas  han  poder,  é  aunque  sean 
de  otro  señorío ,  en  cuya  tierra  o  viere  fecho  alguna  de  estas 
cosas»;  leyes  conservadas  hasta  nuestros  días,  según  puede 
verse  en  la  nota  12  de  la  ley  9.*,  tít.  11,  libro  6.®,  por  la  que 
los  extranjeros  están  sujetos  á  las  leyes  de  policía  y  seguridad 
del  Estado  en  que  se  encuentren,  y  principalmente  en  el  ar- 
tículo 29  del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852,  y  cons- 

*     TeáxLBe  las  páginas  696  del  tomo  72,  y  IsX)  de  este  tomo. 
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tante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  que  expresan  que- 
aquéllos,  ya  sean  domiciliados,  ya  transeúntes,  se  hallan  suje- 
tos á  las  leyes  y  Tribunales  españoles,  por  los  delitos  que  co- 
metan en  el  territorio  español.        ^ 

Obedece  esta  doctrina,  como  con  profundo  razonamiento 
consigna  el  ya  citado  Caravantes  en  su  edición  del  Febrero  re- 
formado por  Goyena,  Aguirre  y  Montalbán,  en  que  todo  Es- 
tado tiene  el  derecho  de  velar  y  proveer  á  su  conservación;  ea 
este  derecho  reside  la  soieranía,  que  no  puede  ser  liinitada  ni 
en  cuanto  á  cosas,  ni  en  cuanto  á  personas;  y  mal  podría  el 
Estado  llenar  el  fin  y  deber  de  su  conservación  encerrando  en 
3u  seno  hombres  independientes  de  su  poder,  ora  nacionales^ 
ora  extranjeros.  Estos,  por  otra  parte,  deben  respetar  la  ley 
que  les  protege  y  agradecer  la  hospitalidad  que  encuentran. 

En  cuanto  á  los  acios  civiles  pueden  dividirse  en  judiciales 
y  extrajudiciales.  Los  judiciales,  objeto  de  contención  que  re- 
'  suelven  los  Tribunales,  y  los  extrajudiciales  que  consisten  en 
manifestaciones  voluntarias^  tácitas  ó  expresas  ie  contraer  obli- 
gaciones y  adquirir  derech'os  por  contratos  ó  cuasi  contratos  ó 
cualquiera  otro  medio  (Kscriche). 

En  todos  ellos,  los  Tribunales  competentes  para  su  conoci- 
miento serán  los  del  país  donde  las  obligaciones  hayan  de 
cumplirse,  y  las  formalidades  externas  á  que  han  de  sujetarse 
para  su  validez,  las  marcadas  por  las  leyes  del  país  en  que  el 
acto  se  ejecuta. 

Sobre  el  primer  punto,  siguiendo  las  huellas  del  Derecha 
iaternacional,  perfectamente  señaladas  en  los  notables  esta- 
dios del  sabio  escritor  Pasquale  Fiore,  y  aparte  de  las  diver- 
sas disposiciones  (Tratadas  internacionales,  Heal  decreto  de 
1852,  ley  de  4  de  Julio  de  1870),  que  determinan  los  casos  e» 
que  los  Tribunales  del  país  en  que  se  encuentra  el  extranjero 
pueden  tomar  medidas  preventivas  y  precautorias  sobre  los 
bienes  muebles,  derechos  y  acciones  que  luego  han  de  diluci* 
darse  por  los  Tribunales  de  la  nación  de  que  aquel  fuera  sub- 
dito, ya  los  artículos  29  y  32  del  tantas  veces  citado  Real  de- 
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creto  de  17  de  Noviembre  de  1852,  establecían  que  los  extra  a- 
jeroB  tíeDen  derecho  á  que  por  los  Xi'ibuDalea  españoles  se  les 
a dmÍDÍstre  justicia  con  arreglo  á  las  leyes  españolas  en  las  de- 
mandas que  entablen  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  en  España,  ó  que  deban  cumplirse  en  España,  prin- 
cipio sancionado  después  en  los  artículos  922  al  925  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  más  tarde  copiado  en  el  954 
de  la  de  1882,  donde  haciendo  recíproco  este  derecho  á  las  de- 
más naciones  se  consigna  que  las  sentencias  ñrmes  pronuncia- 
das en  países  extranjeros  tendrán  fuerza  en  España  aun  sin 
mediar  tratados,  sí  reúnen  las  cuatro  circunstancias  siguien- 
tes: haber  sido  dictada  á  consecuencia  del  ejercicio  de  una  ac- 
ción personal;  no  haber  sido  dictada  en  rebeldía;  que  la  obli- 
gación, para  cuyo  cumplimiento  se  haya  procedido,  sea  lícita 
ea  España,  y  que  la  carta  ejecutoria  reúna  los  requisitos  ne- 
cesarios en  la  nación  en  que  se  haya  dictado  para  ser  auténti- 
ca, y  los  que  las  leyes  españolas  requieren  para  que  haga  fe 
en  España. 

Esta  teoría,  que  no  es  nueva,  pues  ya  en  algunas  leyes  de 
Partida  se  ve  expuesta,  ha  sido  confirmada  últimamente,  á  más 
de  por  los  Tratados  internacionales,  por  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo,  tan  famosa  como  la  dictada  en  20  de  Diciembre 
de  1887  dando  fuerza  á  otra  pronunciada  por  el  Juez  del  dis- 
trito 5,°  del  ramo  de  lo  civil  de  la  ciudad  de  Méjico,  fundán- 
dose para  ello  en  la  misma  doctrina  del  ya  citado  art.  954  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  cuanto  al  segundo  punto,  ó  sea  á  las  leyes  por  que  han 
de  regirse  las  formalidades  extemas  de  los  actos  ejecutados  en 
un  país  extranjero,  la  doctrina  es  más  acabada  y  nuestra  legis- 
lación reviste  más  claridad,  aunque  no  tanta  como  de  desear 
faera. 

Podemos  citar  en  apoyo  de  la  opinión,  de  que  estas  leyes 
han  de  ser  las  del  país  en  que  se  ejecute  el  acto,  á  más  de  la 
ya  expuesta  ley  24,  tít.  11,  Partida  4.*,  basada  en  la  máxima 
iatíua  íea  loci  contratus^  el  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de 


218  BBV10TA  J>K  LBaiSLAOlÓN 

1851  que  es  de  lo  más  completo  que  sobre  esta  materia  se  ha 
legislado,  pues  en  él  se  encuentra  comprendida  toda  la  d  octri- 
na  moderna  sobre  este  panto. 

Dicho  Real  decreto,  firmado  por  el  á  la  sazón  Ministro  de 
Gracia  y  Jasticia,  D.  Ventara  González  Romero,  sienta  ea  sa 
artícalo  único  qae  serán  válidos  y  cansarán  ante  los  Triboua- 
les  españoles  los  efectos  qae  procedan  en  jastícia,  todos  los 
contratos  y  demás  actos  públicos  notariados  en  coalqnier  país 
extranjero,  siempre  qae  concarran  en  ellos  las  sigaientes  cir- 
cunstancias: qae  el  asonto,  materia  del  acto  ó  contrato,  sea 
lícito  y  permitido  por  las  leyes  de  España;  que  ios  otorgantes 
tengan  aptitud  y  capacidad  legal  para  obligarse  con  arreglo  á 
las  de  sa  país  (esto  es,  con  arreglo  á  su  estatuto  personal);  qne 
«n  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  fórmviias  establecidas 
en  el  f  ais  donde  se  han  verificado  los  actos  6  contratos  (d  sea  qae 
se  haya  cumplido  el  estatuto  formal);  que  cuando  estos  con- 
tengan hipotecas  de  fincas  radicantes  en  España  se  haya  to- 
mado razón  en  los  respectivos  registros  del  pueblo  donde  estén 
situadas  las  fincas  (qaiere  decir,  con  sujeción  al  Estatuto 
Real),  y  que  en  el  país  del  otorgamiento  se  conceda  igaal  efi- 
cacia y  validez  á  los  actos  y  contratos  celebrados  en  territorio 
de  los  dominios  españoles . 

Como  se  ve,  sólo  la  última  cláusula  disuena  de  la  grande- 
za de  la  teoría  en  este  Real  decreto  sustentada,  mas  esta  últi- 
ma cláusula,  aunque  sancionada  como  todas  las  demás  por 
Real  decreto  de  1852  en  su  art.  35,  era  mal  mirada  por  los  le- 
gisladores y  jurisconsultos;  y  así  vemos  que  en  el  mismo  año 
de  promulgada,  los  redactores  del  notable  proyecto  de  Código 
civil,  en  su  art.  10,  la  suprimían  al  sustentar  de  un  modo  ab- 
aoluto  que  «las  formas  y  solemnidades  de  los  contratos,  testa- 
mentos y  de  todo  instrumento  público,  se  regirán  perlas  leyes 
dol  país  donde  se  otorguen.»  Disposición  que,  según  el  comoo- 
tarista  de  este  Código,  D.  Florencio  García  Goyena,  en  sus 
concordancias  nos  pone  á  la  cabeza  de  las  demás  naciones; 
pues  ninguna  de  elías,  á  excepción  de  la  Luisiana,  lo  estable* 
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ce,  7  aun  esto  lo  hace  con  reetricciones  y  no  del  modo  general 
y  amplio  que  el  art.  10  de  que  tratamos. 

Esta  prescripción,  aunque  incrustada  en  un  Código  que 
por  desgracia  no  llegó  á  regir,  no  por  eso  ha  sido  estéril;  pues 
aunque  el  art.  282  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855, 
al  decir  que  los  documentos  otorgados  en  otras  naciones  ten- 
drían igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  en  España,  si  reuniesen 
todas  las  circunstaneias  exigidas  en  aquéllas  y  á  más  las  que  se 
requieren  en  España  para  su  autenticidad,  se  refiriera  á  las  cir- 
cunstancias del  Real  decreto  de  1851,  y  por  tanto  á  la  que 
mandaba  que  para  su  eficacia  había  de  concederse  la  misma 
en  el  país  extraño  á  los  actos  celebrados  en  territorios  españo- 
les; la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1882,  hoy  vigente,  en  su 
art.  600,  vuelve  la  vista  á  aquel  Código  y  establece  como  -doc- 
trina general  que  los  documentos  otorgados  en  otras  naciones 
tendrán  el  mismo  valor  en  juicio  que  los  autorizados  en  Espa- 
ña si  reúnen  los  cuatro  requisitos  siguientes:  que  el  asunto  ó 
materia  del  acto  ó  contrato  sea  lícito  y  permitido  por  las  leyes 
de  España;  que  los  otorgantes  tengan  aptitud  y  capacidad  le- 
gal para  obligarse  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  país  (estatuto 
personal);  que  en  el  otorgamiento  se  hayan  observado  las  for- 
mas y  solemnidades  establecidas  en  el  país  donde  se  han  ve- 
rificado los  actos  y  contratos  (estatuto  formal),  y  que  el  docu- 
mento contenga  la  legalización  y  los  demás  requisitos  necesa* 
rios  para  su  autenticidad  en  España;  pero  esta  cláusula,  euten- 
diéndola  no  como  en  la  ley  de  1855  con  arreglo  al  Real  decreto 
de  1851,  sino  conforme  con  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo que  en  la  sentencia  antes  citada  de  20  de  Diciembre 
de  1887  se  rige  por  el  art.  954  de  la  vigente  ley  procesal,  que 
se  refiere  á  los  casos  en  que  las  sentencias  firmes  de  Tribuna- 
les extranjeros  serán  válidas  en  España,  aun  sin  mediar  trata- 
dos ni  reciprocidad,  artículo  del  que  el  600  es  una  exacta  co- 
pia, y  por  tanto  debe  producir  el  mismo  efecto. 

Esta  sentencia  determina  en  su  tercer  considerando,  que 
aun  en  el  caso  en  qué  la  ley  exigiese  (que  no  exig^)  la  reci- 
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procidad,  ésta  se  supone  siempre^  y  lo  que  debe  frotarle  para 
que  no  surta  efecto^  es  qae  la  reciprocidad  no  existe^  y  no  pro- 
bando  esto,  la  suposición  queda  en  pie. 

SÍB  embargo,  no  lo  entendieron  así  las  sentencias  de  6  de 
Noviembre  de  1867  y  la  más  moderna  de  1886  que  citan  como 
reglas  de  DerecbQ  internacional  privado,  que  el  estatuto  fonoal 
es  «el  que  rige  los  actos  ejecutados  en  país  extraño  j  celebra- 
dos con  arreglo  á  sus  leyes  en  cuanto  á  sus  formalidades  ex- 
ternas, pero  siempre  dentro  de  las  prescripciones  del  art.  282 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  de  1855  y  Real  decreto  de  1651; 
mas  téngase  en  cuenta  que  la  primera  de  estas  sentencias  es 
anterior  á  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  y  que  para  la  inter- 
pretación de  ésta  no  sirve;  y  que  la  segunda,  aunque  posterior,. 
está  derogada  tácitamente  por  la  de  20  de  Diciembre  de  1887^ 
que  es  la  que  confirma  la  teoría  que  venimos  sustentando,  po- 
diendo con  razón,  en  vista  de  ella,  sostener  como  al  principia 
que*la  verdadera  máxima  por  la  que  el  estatuto  formal  debe  re- 
girse y  se  rige  hoy  en  España,  es  la  de  locVrS  rtgit  acfum. 

Cámplenos,  para  terminar  nuestra  teoría  de  los  estatatos, 
hacer  una  observación  referente  á  sus  distintas  naturalezas,, 
inspirada  en  el  comentario  de  García-Goyeiía  al  art.  10  del 
proyecto  de  Código  civil. 

El  estatuto  real  y  el  personal  se  regulau  por  leyes  pre*i$pü- 
eas^  esto  es,  por  leyes  cuyo  cumplimiento  no  puede  eludirse, 
siendo,  por  tanto,  condición  necesaria  para  su  observancia  qae 
las  personas,  en  cuanto  á  su  capacidad  y  estado,  se  rijan  por 
las  leyes  de  la  nación  de  que  sean  subditos;  y  los  bienes  inmue- 
bles, en  coai\fo  son  independientes  del  sujeto,  por  las  del  lugar 
en  que  radican  mientras  que  el  estatuto  formal  se  regula  por 
leyes  permisivas,  esto  es,  que  se  le  conceden  al  extranjero 
para  facilitar  sos  actos,  pues  si  éste  no  quiere  sujetarse  á  las 
leyes  del  país  en  que  los  celebra  y  sí  á  las  leyes  de  su  patria, 
el  acto  así  celebrado  tendrá  eficacia  en  ésta,  para  lo  cual,  se- 
gün  los  tratados  internacionales  celebrados  en  España,  el  Keal 
depreto  de  1852  y  la  ley  de  4  de  Julio  de  1870,  se  le  confiere 
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á  lo?  Consoles  facultades  para  intervenir  comQ  Notarios  en  lo^ 
actos  que  celebren  en  el  extranjero  los  españoles,  sujetándose 
á  las  leyes  patrias. 

Hállase  la  razón  jarídica  de  esta  regia  en  las  palabras  del 
^comentarista  citado,  al  decir  que  si  un  español  celebra  un  acto 
en  el  extranjero  con  las  solemnidades  prescritas  por  las  leyes 
españolas,  este  acto  será  válido,  pues  nada  podrá  oponer  en 
contra  el  Tribunal  español  ante  quien  fuese  presentado,  ni  po- 
dría lógicamente  declarar  indigno  del  beneñcio  de  las  leyes 
españolas  al  natural  qae  se  ha  conformado  con  ellas,  aun  es- 
*  tando  en  país  extranjero. 


Las  ideas  en  filosofía,  como  los  hechos  en  historia,  son  las 
unas  consecuencias  de  las  otras;  y  así,  dada  la  primera,  nata* 
ral  y  lógicamente  se  han  de  desprender  de  ella  todas  las  de- 
más que  en  su  seno  toman  origen.  Queda  comprobado  esto  cou 
sólo  examinar  la  serie  de  gradaciones  por  que  hemos  tenido 
que  descender  para  llegar  al  punto  que  nos  proponíamos,  á  la 
cuestión  jurídica  cuya  solución  perseguimos.  De  este  modo  la 
teoría  del  Derecho  en  abstracto  nos  ha  conducido  á  la  teoría 
del  Derecho  en  concreto,  primero  en  su  acepción  más  general 
y  luego  en  su  acepción  particular,  dando  con  ello  lugar,  como 
desprendimiento  de  la  primera  teoría,  á  la  teoría  de  las  nacio- 
nes, y  como  desprendimiento  de  ésta  á  la  de  los  estatutos.  Pero 
dilucidados  estos  puntos  y  dada  una  idea,  aunque  sucinta,  de 
las  diversas  cuestiones  entrañadas  en  la  ciencia  del  Derecho 
internacional  privado,  faérzanos  el  origen  de  este  trabajo  á 
aplicar  aquellas  ideas  al  problema  á  que  se  refiere  y  para  cuyo 
estudio  fdó  comentado. 

Bfl  este  problema  la  investigación  de  las  leyes  que  deben  re* 
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gir  en  la  celebrapión  de,  un  testamentó  hecho  en  país  extranjera 

para  que  tenga  validez  en  España. 

Para  sa  completo  conocimiento  fuérzanos  el  método  qne  ve- 
nimos sosteniendo  á  exponerla  teoría  de  la  ^tamentif acción^ 
originada  de  la  qne  ya  expasi'mos  de  .los  estatutos,  parai  en  ar- 
monía con  todas  las  en  este  estudio  sustentadas,  poder  de 
modo  más  fácil  y  más  claro  hacerla  comprensiva,  y  finalmen- 
te, resolverla  con  arreglo  á  derecho. 

La  teoría  de  los  testamentos,  como  afirma  Leibnitz,  buscan- 
do su  razón  filosófica,  está  basada  en  la  idea  de  la  inmorta- 
lidad. 

El  hombre  no  perece.  Ser  compuesto  de  espíritu  y  materia 
que  en  su  divina  conjunción  forman  el  alma  6  personalidad^ 
está  sujeto  á  las  leyes  espirituales,  materiales  y  sociales  que 
son  eternas.  Así  su  espíritu  intangible,  al  desprenderse  del 
cuerpo  sigue  existiendo  en  lo  infinito  por  la  virtualidad  de  la 
idea;  el  cuerpo,  al  desprenderse  de  su  espíritu,  sigue  exisHen^ 
do  en  la  Naturaleza  por  la  virtualidad  de  la  materia,  y  su  alma 
ó  personalidad,  á  la  descomposición  de  estos  dos  elementos  que 
la  forman,  sigue  existiendo  en  la  sociedad  por  la  virtualidad  de 
la  herencia. 

Porque  el  hombre  como  ser  sociable  constituido  en  familia,, 
se  reproduce  en  sus  descendientes,  descendientes  sujetos  á 
esta  eterna  ley  de  las  causas,  por  la  cual  todo  efecto  ha  de  par- 
ticipar de  los  caracteres  de  la  causa  que  lo  produce,  ó  sea  á  la 
constante  ley  hereditaria.  ' 

De  este  modo  los  descendientes  heredan^  sólo  por  ser  suyos, 
los  rasgos  fisionómicos  de  los  ascendientes,  su  constitución 
fisiológica,  su  color,  sus  mismas  enfermedades  y  aun  sus  pro- 
pias costumbres,  es  decir,  su  miBmh  personalidad  reproducida 
é  inmortalizada  en  toda  la  serie  de  su  descendencia,*  de  aquí 
que  las  leyes  reconozcan  el  derecho  de  los  ascendientes  á  legar 
esta  personalidad  y  el  derecho  de  los  descendientes  á  heredar- 
la,  y  como  \9l  personalidad  no  sólo  se  refiere  á  la  esfera  fisioló'- 
gtca  ó  material,  que  al  fin  es  ciega,  sino  también  á  la  social  y 


LA   TB8TAMENT1FAC0IÓN  223 

á  la  espiritoal,  que  son  libres,  de  aquí  que  este  derecho  á  le- 
gar y  este  derecho  á  heredar  se  refieran  desde  el  apellido  á 
cuantos  bienes^  derechos  y  acciones  constituyan  la  personali- 
dad del  que  lega,  annqne  siempre  en  relación  con  el  estada 
civil  del  que  hereda. 

Paes  bien;  á  la  forma  ó  docamento  en  qne  el  individuo 
hace  nso  de  este  derecho  de  reproducirse  transformándose,  ó 
sea  continuando  su  personalidad  en  la  de  sus  herederos,  esto 
esy  inmortaUzdndose  en  la  sociedad,  es  á  lo  que  se  le  da  el  nom- 
bre de  testamento.' 

Por  esta  razón  la  ley  1.',  tít.  1.**,  Partida  6.',  al  definirlo, 
consigna  «que  testatiOy  et  mens,  son  dos  palabras  latinas  que 
tanto  quieren  decir  en  romance  como  testimonio  de  la  voluntad 
del  orne...  Ga  en  él  se  encierra  é  se  pone  ordenadamente  la  vo- 
luntad de  aquel  que  lo  face:  estableciendo  en  él  su  heredero, 
é  departiendo  lo  suyo  en  aquella  manera  que  él  tiene  por  bien 
que  finque  lo  suyo  después  de  la  muerte...»  Concepto  que,  á 
través  de  los  siglos,  viene  á  coincidir  con  el  dado  por  el  proyec- 
to de  Código  civil  en  su  art.  555  que  lo  define  como  «un  acto 
solemne  y  esencialmente  revocable  por  el  que  dispone  el  hom- 
bre de  todo  ó  parte  de  sus  bienes  para  después  de  muerto  en 
favor  de  una  ó  más  personas.» 

Si  el  testamento^  como  la  definición  afirma,  es  un  acto,  es 
evidente  que  han  de  intervenir  en  él  los  tres  elementos  que  in- 
tervienen  en  todo  acto,  esto  es,  persona  que  lo  ejecute,  forma 
de  ejecntarlo  y  odjeto  sobre  que  recaiga. 

La  persona  estará  en  cualquiera  de  los  diversos  estados  ci- 
viles que  señalamos  al  hablar  de  éstos  en  la  primera  de  las 
tres  agrupaciones  en  que  los  dividimos;  y  ya  esté  en  uno  ó  én 
otro,  tendrá  ó  no  capacidad  para  ejecutar  determinado  acto\  de 
donde  se  ve  que  en  cuanto  á  la  persona  será  necesario,  para  que 
pueda  otorgar  testamento,  que  tenga  capacidad  legal.  La  forma 
hemos  visto  por  la  definición  dada,  que  ha  de  ser  solemne^  ó 
como  dice  el  comentarista  del  proyecto  de  Código,  hecha  con 
ios  requisitos  ó  solemnidades  de  la  ley  y  cuya  inobservancia  ó 
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falta  lo  anula,  según  el  art.  588  del  mismo  caerpo  leg^l  qn^^, 
tomado  de  la  ley  32,  tít.  9.**,  Partida  6.*,  lo  comprueba.  El  od- 
;'eto  estará  sujeto  á  la  voluntad  del  testador  en  cuanto  aquél 
tenga  capacidad  para  disponer  de  él,  y  la  solemnidad  con  que 
disponga  sea  la  exigida  por  las  leyes. 

Para  las  primeras,  ó  sea  la  capacidad  del  que  puede  testar, 
existen  leyes  como  la  10,  título  5.°,  libro  2.**,  y  la  4.*,  tít.  3.**, 
libro  4.**  del  Fuero  Juzgo,  robustecidas  por  la  13,  tít.  1.**,  Par- 
tida 6.*;  por  la  5.*  de  Toro,  que  es  la  4/,  tít.  18,  libro  10. do  la 
Novísima,  y  la  4."  de  Toro,  que  es  la  12,  tít.  20,  libro  10,  re- 
copilada; y  finalmente  por  la  6.*,  tít.  12,  libro  1.**  de  la  Reco- 
pilación de  Iludías;  leyes  que,  tomando  su  origen  en  la  17,.  tí- 
tulo 1.*,  libro  28  del  Digesto,  y  en  el  párrafo  1.**  del  tít.  12,  li- 
bro 2.**  de  las  Instituciones,  vienen  á  sentar,  con  el  art.  600  del 
proyecto  de  Código,  que  pueden  disponer  por  testamento  loa 
varones  mayores  de  catorce  años  y  las  hembras  mayores  de 
doce  que  al  hacerlo  gocen  de  su  cabal  juicio,  y  aun  estando 
locos  ó  dementes,  pueden  disponer  durante  los  intervalos  lócí- 
dos  que  tengan. 

Para  las  cualidades  externas  ó  accidentales,  esto  es,  pnra 
las  solemnidades  del  testamento,  puede  verse  desde  el  tít  5.% 
libro  11  del  Fuero  Juzgo,  que  se  ocupa  de  los  escriptos  que  de- 
ven valer  ó  non,  leyes  11,  13,  y  15;  hasta  el  Fuero  Real,  ley 
1.',  tít.  5.^  libro  3.^;  leyes  1.*  y  2.*,  tít.  1.*»,  Partida  6.*;  ley 
1.'  (tít  XIX  del  Ordenamiento),  y  2.*  (ley  3.«  de  Toro),  títu- 
lo 18,  libro  10^  Novísima  Recopilación;  1.',  2.*,  7.*  y  8.%  títu- 
lo 23  del  mismo  libro,  y  la  glosa  3.*,  núm.  4.°;  ley  l.*,.tít.  4.**, 
libro  5.®,  Recopilación,  que  tenía  en  su  apoyo  la  ley  103,  títu- 
lo'18,  Partida  3.%-  Sentencias  de  14  de  Mayo  de  1864,  28  de 
Junio  de  1865,  7  de  Diciembre  de  1868,  29  de  Diciembre  de 
1872,  15  de  Abril  de  1872,  27  de  Mayo  de  1872,  11  de  Diciom. 
bre  de  1855,  11  de  Junio  de  1864,  21  de  Diciembre  de  1872, 
6  de  Diciembre  de  1861,  10  de  Julio  de  1873,  y  la  opinión 
délos  comentaristas  como  López,  glosa  7.*  á  la  ley  1.*,  títu- 
lo 1.**,  Partida  6.*;  Arévalo  en  la  1.*,  título  De  testamentas. 
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Tiúm.  48:  GkSmez  en  la  3.%  núm.  29:  Palacios,  Castillo  y 
láatienzo. 

Todas  estas  disposiciones  establecen  las  clases  de  testa- 
mentos^  ya  sean  abiertos  6  cerrados,  nuncnpativos  <S  por  fidai- 
•comiso,  los  testigos  qne  han  de  legalizarlo,  si  han  de  ser  6  no 
rogados,  y  cuándo  ha  de  necesitarse  ó  no  asistencia  de  Nota* 
rio,  y  sn  lectura;  requisitos  todos  que  se  refieren  á  las  forma- 
lidades externas  que  el  testamento  ha  de  reunir  para  su  va- 
lidez. 

Ahora  bien;  relacionando  esta  teoría  con  la  de  los  eatatn  - 
tos,  ¿qué  condiciones  ha  de  reunir,  tanto  esenciales  como  acci- 
dentales, el  testamento  de  un  español  hecho  en  territorio  ex- 
tranjero y  el  de  un  extranjero  hecho  en  España? 

Al  tratar  de  aquella  teoría  yímos  que  el  estatuto  personal 
es  el  que  sigue  al  individuo  donde  quiera  que  se  encuentre,  y 
que,  en  cuanto  al  formal,  puede  elegir  el  de  su  patria  ó  some- 
terse al  del  país  donde  se  halle;  de  donde  se  deduce,  haciendo 
aplicación  de  estos  principios  á  la  testamentifacción,  .que  la 
capacidad  del  extranjero  para  otorgar  disposición  testamenta- 
ria se  regirá  por  las  leyes  de  la  nación  de  que  es  subdito,  in- 
cluyendo en  estas  leyes  aquellas  que  tratan  de  cómo  puede  dis- 
poner de  sus  bienes  sin  oponerse  á  las  prescripciones  que  so- 
bre gananciales,  legítimas,  etc.,  establezcan;  y  la  forma  de 
celebrarlo  será,  ante  el  Cónsul  de  su  nación  ó  ante  el  Notario 
del  país  en  que  se  encuentre,  pero  rigiéndose  por  las  solemni- 
dades del  suyo  ó  amoldándose  á  las  que  exigen  las  leyes  del 
país  en  que  testa,  pues  de  estos  tres  modos  será  válido. 

Confírmanos  en  esta  idea,  no  sólo  todo  lo  que  sobre  el  De- 
recho en  gfeneral,  el  Derecho  internacional  y  sobre  los  estatu- 
tos peraonal  y  formal  hemos  expuesto,  sino  la  multitud  de  lo- 
jres  especiales  que  sobre  testamentos  se  han  dictado;  pues  des- 
de los  artículos  10,  585  y  586  del  proyecto  de  Código,  donde 
se  ordena  que  los  testamentos  se  rijan  por  las  leyes  del  país 
«n  que  se  otorgan,  hasta  el  Real  decreto  de  1851  y  el  art.  600 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  vigente,  sancionan  este  prin- 
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cípio,  como  éste  y  el  de  que  la  capacidad  se  regalan  por  las  le* 
yes  patrias  quedando  terminantemente  exigidos  en  el  Real  de- 
creto de  1852^  art.  35^  que  da  fuerza  al' de  1851,  y  en  nnestros 
tratados  internacionales  con  Alemania^  Francia^  Italia,  Aus- 
tria, Bélgica  y  Portugal  de  1872,  1862,  1868  y  los  tres  últimos 
de  1870,  donde  además  se  prescribe  que  los  Tribunales  del 
país  en  que  se  otorga  el  testamento  podrán  tomar  todas  aque- 
llas medidas  precautorias  y  de  seguridad  que  estimen  necesa- 
rias con  respecto  á  los  bienes,  acciones  y  derechos  del  testador^ 
para  que  en  su  día  los  herederos  puedan  hacer  saber  sus  dere- 
chos ante  los  Tribunales  de  la  nación  de  que  aquél  era  subdi- 
to. Doctrina  más  ampliamente  expuesta  por  las  sentencias  ya 
citadas  de  6  de  Noviembre  de  1867,  27  de  Noviembre  de  1868, 
12  de  Mayo  de  1885  y  24  de  Mayo  de  1886,  que  sostienen  qae 
la  capacidad  del  testador  ha  de  regularse  por  el  estatuto  per- 
sonal, esto  es,  por  las  leyes  de  su  nacionalidad,  y  la  de  24  de 
Mayo  de  1886  que  sienta  la  verdadera  doctrina  sobre  esta  ma- 
teria, pues  luego  de  expresar^  refiriéndose  á  un  testamento,  en 
su  primer  considerando  que  el  estatuto  personal/  según  el  De- 
recho internacional  privado,  rige  todos  los  actos  que  se  refie- 
ran en  lo  civil  á  la  persona  del  extranjero,  sujeto  á  las  leyes 
vigentes  en  el  país  de  que  es  subdito,  decidiéndose  por  él  to- 
das las  cuestiones  de  capacidaéPi  aptitud  y  derechos  personales, 
añade  en  su  considerando  tercero:  que  dada  la  capacidad  del 
extranjero,  su  testamento  será  válido  cuando  se  hayan  observado 
en  su  otorgamiento  las  formalidades  del  país  en  que  se  ejecutó, 
que  como  externas  y  formularias  (es  decir,  que  no  tocan  á  la  so- 
beranía que  cada  Estado  pueda  tener  en  cuanto  á  sus  subditos), 
son  válidas  en  España.  Teoría  que,  con  la  sustentada  por  la 
ya  famosa  sentencia  de  20  de  Diciembre  último,  nos  ponen, 
como  lo  estábamos  desde  el  siglo  xiii  en  que  se  suprimió  el 
derecho  de  albana,  á  la  cabeza  de  las  naciones  en  cuanto  á  la 
ciencia  del  Derecho  internacional  privado  se  refiere,  'realizán- 
dose lo  que  ya  el  Rey  Sabio  presentía  con  su  maravillosa  inte- 
ligencia, esto  es,  el  común  respeto  á  todas  las  leyes  de  todas 
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laa  naciones;  «ca  ellas  (ley  X,  tít.  2.^,  Partida  1.*),  muestran 
(á  los  hombres)  á  conoscer  á  Dios;  é  conosciéndole^  sabrán  en 
qué  manera  lo  deven  amar  6  teipier.  E  otrosí,  les  muestra  co- 
noscer sus  señores  é  sus  mayorales,  é  en  qué  guisa  les  deven 
ser  obedientes  é  leales.  Otrosí,  muestran,  como  los  omes  se 
aaien  unos  á  otros  queriendo  cada  uno  su  derecho  para  el  otro 
guardándose  de  le  non  facer  lo  que  non  querría  le  ficiessen  á 
él.  Ga  en  guardando  bien  estas  cosas  biven  derechamente,  é 
con  folguraé  en  paz,  6  aprovéchase  cada  uno  de  lo  suyo,  é  á 
sabor  dello,  é  enrriquescen  las  gentes,  é  amuchíguase  el  pue- 
blo, é  acresciéntase  el  señorío,  é  refrénase  la  maldad  é  cresce 
el  bien.)>  Viéndose  como  el  gran  Monarca  adivinaba,  con  su 
poderoso  genio>  el  principio  sobre  el  que  el  derecho  moderno 
había  de  basarse,  esto  es,  la  teoría  de  la  sociabilidad  humana. 

Juan  GarIjía-Goyena  Alzügaray. 


i- 
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Los  últimos  trabajos  que  'sobre  codiñcación  civil  7  peaal 
han  ocupado  la  atención  de  las  Cortes  7  del  pdblico,  han  pues- 
to en  litigólo  un  asunto  de  la  ma7or  importancia»  7  es  el  si- 
guiente: Al  formar  un  Código,  7a  sea  sobre  principios  entera- 
mente nuevos  en  su  aplicacióni  7a  sobre  las  tradiciones  7  cos- 
tumbres de  un  pueblo,  ¿conviene  someter  á  la  deliberación  de 
los  Congresos  el  texto  de  la  nueva  107,  ó  es  preferible  á  este  sis- 
tema* el  de  reducir  á  determinado  número  de  bases  .las  dispo- 
siciones principales  de  aqu¿l  7  discutir  éstas,  pidiéndose  por  el 
Gobierno  para  todo  lo  complementario  un  absoluto  7  omnímo- 
do voto  de  confianza?  Prescindiremos  para  tratar  esta  cuestión 
de  las  exigencias  de  la  política,  de  las  que  jamás  se  prescinde 
en  la  práctica  7  de  las  especiales  circunstancias  en  que  se  ha- 
lle el  País,  7  como  si  pudiera  aislarse  la  teoría,  procuraremos 
encontrar  la  solución  de  un  problema  tantas  veces  planteado 
7  con  tan  varío  criterio  resuelto  entre  nosotros. 

Ni  los  antiguos  Códigos  ni  una  gran  parte  de  los  romanos 
se  hacían  por  los  Parlamentos;  7a  porque  éstos  no  formasen 
'  parte  de  la  organización  política  nacional,  7a  porque  se  consi- 
derase que  las  condiciones  de  una  Corporación  de  aquella  ín- 
dolé  no  eran  li^s  mejores  para  realzar  semejante  obra:  Roma  en- 
cargaba sucesivamente  de  ella  á  los  Re7e8,  á  los  Cónsules,  á 
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Io8  tribunos,  á  los  decenviros,  á  rennioneB  de  joriaconsultos  y 
profesores  de  Derecho  (juris  aiUeeesoresJ.  Los.grandes  Códigos 
y  libros  análogos  de  la  época  justinianea  se  debieron  principal* 
mente  á  Triboniano  y  á  Teófilo,  y  tanto  al  primero,  que  por  in- 
flaencias  sobre  él  ejercidas  se  explican  mochas  disposiciones. 
Kl  Senado  no  redactaba  ningún  cuerpo  de  leyes  ni  ann  cnando, 
según  dice  nn  historiador,  conrilia  d  populo  ad  Senatum  translata 
snnL  El  principio  segnido  por  los  paeblos  germánicos  y  apli- 
cado constantemente  se  expresa  en  otra  frase  bien  conocida:  De 
minoribus  reius  principes  eansultant,  ie  majoriius  omnes.  Aten- 
didas  la  mdeza  é  ignorancia  de  los  bárbaros,  era  imposible  qne 
sos  magnates  entendiesen  más  qne  de  cosas  de  gnerrat  lides, 
treguas,  distribución  del  botín  y  otras  análogas.  Cario  Maguo 
más  que  á  las  reuniones  de  los  grandes  acudía  para  sus  Capi- 
tulares álos  sabios  y  prelados  que  florecieron  bajo  su  imperio. 
Alaríco  también  al  promulgar  para  los  romanos  un  Código  lo 

encarga  á  un  sabio  jurisconsulto. 

« 

Desde  que  se  renoTó  la  teoría  romana  de  que  la  ley  era  la 
expresión  de  la  voluntad  del  Principe,  sólo  él  y  sus  priyados 
eran  los  que  redactaban  los  Códigos.  Cuando  el  Gobierno  toma- 
ba la  forma  popular,  siendo  imposible  que  la  muchedumbre  los 
formulase,  los  demagogos  ó  jefes  del  pueblo  tenían  las  mismas- 
atribuciones  que  los  Príncipes.  Implantado  el  feudalismo  en 
Europa,  los  señores  ó  sus  consejeros  desempeñaban  el  mismo 
papel,  y  donde,  como  en  Inglaterra,  existían  representantes  del 
pueblo,  ellos  hacían  las  leyes,  pero  no  las  recopilaban  en  Códi- 
gos. Los  de  la  Iglesia,  desdé  la  fecha  más  remota,  llevan  todos 
el  nombre  de  un  solo  compilador,  Dionisio  el  Exiguo,  Graciano, 
Saxí  Raimundo  de  Peñafort,  San  Martín  de  Braga,  San  Isidoro, 
Burchardo,  Focio,  figuran  en  este  prolijo  catálogo  con  otros 
más,  que  reúnen  las  disposiciones  de  las  autoridades  competen- 
tes en  este  fuero,  aunque  más  bien  son  autores  de  recopilaciones 
leg^Iatiyas  que  de  Códigos  en  la  moderna  significación  de  esta 
palabra.  Continúa  preyaleciendo  el  principio  de  que  las  Asam- 
bleas civiles  y  religiosas  no  son  preferibles  á  los  escritores  ais- 
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lados  6  particulares  para  formar  y  transmitir  á  la  posteridad 
loB  cuerpos  de  uno  y  otro  Derecho. 

Siguen  á  los  de  la  Edad  media  los  tiempos  del  Benacimiento 
y  se  continúa  la  misma  tradición,  como  lo  comprueban  los  pri- 
meros textos  legales  publicados  en  una  ¿poca de  marcada  transi- 
ción, tanto  en  el  Derecho  civil  como  en  el  canónico.  Empieza 
casi  en  toda  Europa  la  decadencia  de  las  formas  representati- 
vas; donde  existían,  se  olvidan,*  y  si  eran  en  otras  partes  desco- 
nocidas, no  se  establecen.  Todas  las  Monarquías  adquiereQ 
más  fuerza;  los  jurisconsultos  destronan  á  los  representantes 
del  pueblo;  los  Letrados  sostienen  con  toda  su  ciencia  el  nue- 
vo Poder  y  procuran  transmitirlo  sin  menoscabo  á  las  nuevasge- 
neraciones.  En  tanto,  los  escritores  con  sus  obras  contríbayeii 
á  minarlo;  nace  la  crítica  de  las  leyes,  pero  no  por  eso  encar- 
na la  potestad  legislativa  en  los  representantes  del  pueblo.  So- 
lamente la  Iglesia  formula  verdaderos  Códigos  en  sus  Concilios 
ecuménicos,  y  aun  óstos  desaparecen  después  del  Tridentino,  y 
las  Bulas  y  decretos  pontificios  no  se  reúnen  constituyendo 
nuevas  recopilaciones.  Este  nombre  y  no  otro  merecen  los  tex- 
tos legales  que  en  diferentes  países  ven  la  luz  pública  antes  de 
que  termine  el  siglo  xvm.  Montesquieu  da  ideas  bastante  pre- 
cisas de  lo  que  debe  ser  un  Código;  Filangieri  muestra  los  prin- 
cipios generales  de  la  legislación,  y  Bousseau,  proclamando  el 
poder  legislativo  del  pueblo,  obtiene  la  gloria  de  ser  considera- 
do como  restaurador  del  sistema  representativo  en  los  tiempos 
modernos.  Poco  después,  la  Carolina  y  Polonia  encargan  la  re- 
dacción  de  sus  Códigos  á  filósofos  y  jurisconsultos^y  las  mismas 
Asambleas  francesas,  que  parcialmente  van  transformando 
toda  la  legislación  de  un  país,  no  se  atreven  á  emprender  en 
conjunto  la  obra  de  la  Codificación,  tal  como  se  comprende  en 
los  tiempos  que  alcanzamos. 

De  los  Parlamentos  salen  profundos  políticos,  oradores  de 
gran  elocuencia,  pero  no  jurisconsultos*  El  legislador  que  se 
impone  al  País,  no  se  forma  entre  el  tumulto  de  las  pasiones  ni 
se  encuentra  entre  los  que,  á  toda  costa,  desean  conquistar  el 
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Poder,  ni  adquiere*  aqael  honroso  título  coino  las  altas  tnagis- 
trataras,  elevado  por  las  reyoluciones.  En  una  noche  como  la 
del  4  de  Agosto,  podrá  variarse  por  completo  la  faz  de  un  país 
destruyendo  más  que  edificando;  pero  ni  en  una  ni  en  muchas 
legislaciones  puede  trabajarse  un  Código.  Napoleón  fué  el  pri- 
mero que  en  la  Historia  contemporánea  obró  profunda  revolu- 
ción en  el  Derecho,  y  lo  hizo,  no  en  las  Asambleas  políticas, 
sino  en  el  Consejo  de  Sstadoy  recibiendo  la  inspiración  de  cada 
DQOdesus  miembros;  pero  sometiSndoIas  todas  á  un  criterio 
único  y  á  una  voluntad  soberana.  Exactamente  el  mismo  pro* 
cedimiento  de  los  Justinianos  en  Constantinopla  y  de  los  Al- 
fonsos en  Castilla;  consulta  y  deliberación  de  muchos,  plan  y 
decisión  de  uno  solo. 

La  codificación  civil,  como  puede  verse  en  el  muy  docto  re- 
sumen histórico  publicado  recientemente  por  Mr.  Amiaud,  base 
derivado  casi  en  toda  Europa  de  la  francesa,  pues  donde  no  se 
han  aceptado  sus  principios,  se  ha  creído,  al  menos,  convenien- 
te imitar  sus  procedimientos.  Cópianse  las  instituciones  sin  que 
los  pueblos  se  parezcan;  la  obra  de  Napoleón  se  extiende  como 
sus  conquistas  allende  el  Bhín,  por  Suiza,  por  la  Alemania 
nie^dional,  por  Bélgica,  y  hasta  el  pueblo  medio  africano,  me- 
dio americano,  de  Haití,  {idopta  la  ley  francesa.  Sin  que  esto  hi- 
-cfcsen  otras  naciones,  al  admitirla  influencia  de  la  revolución, 
de  la  cual  el  Imperio  no  fué  más  que  un  período  y  una  fase;  re- 
formaron también  á  la  francesa,  la  ley  civil,  la  penal,  la  mer- 
cantil,  y  el  jurisconsulto  Pardessus  pudo  escribir  al  lado  del  tex- 
to francés,  las  concordancias  de  los  Códigos  extranjeros;  pues 
esa  ley  tan  afortunada,  si  es  fortuna  para  un  Código  ser  apli- 
cado á  pueblos  diferentes  unos  de  otros,  para  alguno  de  los 
cuales  ha  de  resultar  defectuoso,  fué  preparada  en  reuniones 
de  jurisconsultos  de  innegable  mérito,  no  en  aquellas  Cáma- 
ras serviles  ó  rebeldes  que  formaban  los  satélites  del  Empera- 
dor feliz  ó  desgraciado,  sino  antes  de  la  época  de  la  decaden- 
cia de  los  caracteres  y  de  las  instituciones,  cuando  existían  aún 
«espíritus  viriles  y  genios  republicanos,  no  abatidos  por  la  ad- 
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Tersidad,  no  corrompidos  por  la  próspera  fortuna.  Los  Talley^- 
rand  y  los  Metternich  podrán  servir  para  la  política;  pero  no  sa- 
len de  ellos  los  grandes  legisladores.  A  medida  qué  se  extien-* 
de  el  Código  francés,  van  apareciendo  sus  defectos  para  otras 
naciones;  en  Francia  prosigue  TÍvíendo  con  razón  suficiente  y 
en  otras  partes  sin  ella,  y  es  que  en  Francia  se  había  escrito  y 
publicado  á  tiempo  y  con  el  estudio  previo  y  necesario,  y  fuera 
del  vecino  país  adoptado  por  motivos  políticos,  ó  porque  ha- 
biendo cambiado  realmente  las  condiciones  sociales,  no  tenían 
los  ánimos  bastante  vigor  para  emprender,  como  debieran^ 
el  trabajo  legislativo. 

Las  Cortes  de  Cádiz  introdujeron  en  nuestro  Derecho  algu- 
nas importantes  reformas;  pero  no  hicieron  más  Código  que  el 
político,  y  debemos  agradecérselo.  Su  obra,  que  había  de  nacer 
para  daño  y  perdición  de  muchos,  aunque  hubiere  sido  buena, 
llevada  y  traída  por  las  revoluciones  sucesivas,  no  había  en- 
contrado un  Luis  XYIII,  un  Carlos  X,  un  Luis  Felipe  que  con- 
servasen los  maduros  frutos  del  estudio;  sino  un  Fernando  Vil, 
para  quien  la  obra  de  sus  enemigos  ó  de  los  que  reputaba  ta- 
les, no  merecía  más  consideración  que  sus  autores.  Para  las 
leyes  abrogación  ignominiosa;  para  los  hombres  horcas,  deg« 
tierros,  confiscaciones.  Bien  se  vio  la  suerte  que  hubieran  te- 
nido las  reformas  civiles  de  las  Cortes  por  la  que  tuvo  el  Códi- 
go p^al  de  las  posteriores;  si  pudo  nacer  y  vivir  largo  tiempo 
él  mercantil,  fué  porque  éste  no  lastimaba  los  pretendidos  dere- 
chos del  Monarca,  ni  los  de  clase  alguna,  porque  no  envolvía, 
cuestiones  políticas,  y  sobVe  todo,  porque  ya,  por  decirlo  así,  el 
Rey  se  hallaba  en  su  lecho  de  muerte.  Salvado  el  escollo  de  la 
guerra  civil,  España  quiere  codificar  y,  en  efecto,  codifica;  pero 
aun  habían  de  pasar  á  la  historia  otro  reinado  y  varías  revola* 
cienes  antes  que  en  el  Derecho  civil  se  observasen  las  nuevas  • 
tendencias. 

Bien  sabido  es  que  nuestro  Código  mercantil  fué  obra  de 
un  solo  autor,  y  en  verdad  que  no  debemos  quedar  desconterh- 
tos  del  sistema.  Los  intereses  á  que  responde  esta  obra  de  la 
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ley  no  son  tan  permanentes  como  los  qae  regula  el  Código  ci- . 
y'úf  cambian  y  se  transforman  con  multitud  de  elementos  no 
más  duraderos  en  qae  el  progreso  es  continuo,  y  además  tienen 
un  carácter  internacional,  que  hasta  cierto  punto  los  hace  soli- 
darios de  las  modificaciones  que  se  introduzcan  en  países  ex- ' 
tranjeros.  A  pesar  de  todo,  la  obra  de  Sáinz  de  Andino  preside 
alas  nuevas  fases  de  la  sociedad  española  y  llega  hasta  nues- 
tros días  de  ferrocarriles,  de  telégrafos,  de  cheques^  de  Bancos, 
de  Sociedades  de  crédito  de  toda  forma  y  denominación,  lo  qu& 
basta  para  tributarle  las  alabanzas  más  merecidas. 

Bn  cambio  el  Código  penal  de  Fernando  Vil  no  sale  á  la 
publicidad,  porque  debía  ser  obra  de  las  Cortes.  No  hemos  d& 
presentar  el  juicio  crítico  de  aquella  obra,  porque  ya  lo  han 
hecho,  y  por  cierto  muy  favorable,  personas  competentes.  Los 
Códigos  de  esta  clase  difícilmente  se  prometen  ya  larga  vida 
en  nuestra  época;  los  progresos  de  la  filosofía  y  de  las  ciencias 
que  deben  consultar  como  auxiliares  de  la  jurídica  en  todo  lo 
relativo  á  delitos  y  penas,  influyen  de  tal  suerte  en  la  opinión 
de  los  hombres  de  ley  que  jamás  quedan  contentos  de  su  obra, 
y  por  la  parte  religiosa  y  política  de  los  mismos  textos  légale» 
hay  siempre  seguridad  de  abrir  en  ellos  profunda  brecha. 

.  En  tanto,  varias  naciones  extranjeras  refnovaban  el  ejem- 
plo dado  por  nuestro  Código  mercantil,  especialmente  las  nue* 
▼as  de  América.  Hoy  puede  creerse  terminada  la  obra  legislati- 
va en  las  Repúblicas  hispano-americanas,  y  en  verdad  que  mu- 
chos de  sus  Códigos  que  preceden  al  español  en  el  tiempo,  de- 
ben tenerse  por  frntos  excelentes  dd  la  cultura  de  nuestra  raza 
y  de  la  vocación  de  nuestros  jurisconsultos  para  obra  tan  im- 
portante, porque  nuestro  Derecho  fué  el  primero  que  estudia- 
ron los  de  América.  Véase  el  Código  de  la  Bepública  Argenti- 
na, obra  de  un  solo  hombre,  y  no  se  podrá  menos  de  confesar 
que  los  republicanos  más  exaltados  reconocen  cuan  ventajosa 
€8  la  unidad  de  miras  y  de  autor  para  que  resulte  la  tan  desea- 
*da  en  las  leyes.  Las  Asambleas  representativas  tienen  sobra- 
dos asuntos  á  que  atender  y  bien  importantes  para  que  se  lea 
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pidan  trabajos  de  semejante  naturaleza;  y  si  á  las  mismas 
obras  de  ingenio  se  exigió  siempre  que  se  compusiesen  lejos 
de  toda  agitación  de  los  sentidos  y  del  ánimo,  ¿qué  deberá  exi- 
girse á  los  Códigos,  que  entre  todos  los  trabajos  del  sabio  son 
los  que  más  deben  consultar  la  razón  y  la  experiencia? 

Carmina  secessum  scribenlis  et  otia  quarunL 

Todo  cambia  en  los  Congresos  como  por  una  especie  de  fia* 
jo  y  reflujo;  los  que  proponen  las  leyes,  los  que  las  hacen  y 
las  opiniones  de  aquéllos  y  de  éstos.  El  interés  común  de  los 
Gobiernos,  de  la  mayoría  y  de  las  oposiciones  en  los  asuntos  no 
políticos  y  que  más  pueden  influir  en  la  prosperidad  de  la  na- 
ción es  un  mito,  ni  aun  nos  atrevemos  á  llamarlo  j^cíe^n  ie  de- 
Techo,  Por  otra  parte,  la  ciencia  de  hacer  leyes,  y  más  decarác- 
ter  permanente,  no  se  confiere  con  el  acfca  al  Diputado  ni  al 
Senador  con  su  nombramiento. 

Mucho  ha  faltado  á  Bentham  al  describir  los  inconveníen- 
tes  de  los  Parlamentos  en  su  Táctica  ie  las  Asambleas  legislati- 
vas. Recuérdese  que  Démostenos  obtuvo  más  plácemes  intro- 
duciendo un  apólogo  en  uno  de  sus  discursos  que  tronando  en 
nombre  de  la  libertad  helénica  en  contra  de  Filipo,  y  que  otro 
orador,  al  ser  aplaudido,  preguntó  á  los  circunstantes:  ¿Qué 
desatino  habré  dicho?  Las  cuestiones  técnicas  encuentran  siem- 
pre muy  reducido  número  de  oradores;  mas  excluida  la  discu- 
sión, lo  mismo  votan  los  sabios  que  los  ignorantes,  y  los  sufra- 
gios se  cuentan  y  no  se  pesan.  La  experiencia  suele  faltar  aun 
más  que  la  ciencia  y  la  reflexión;  las  Cámaras  reciben  más 
elogios  cuanto  más  se  apartan  de  su  especial  destino,  esto  es, 
cuando  se  parecen  á  las  Academias.  Llaman  la  atención  el 
Parlamento  británico,  el  Cuerpo  legislativo  francés,  las  Cortea 
en  España,  y  sin  tantos  alardes  de  oratoria  quizá  representa 
mejor  su  papel  la  desconocida  Asamblea  de  ün  Cantón  de  Sui- 
za. Así  es  que  no  se  considera,  y  con  razón,  ninguna  Asamblea 
numerosa  en  condiciones  á  propósito  para  formular  un  Código 
como  se  redactan  en  nuestro  tiempo. 
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Hay  quien  se  opone  al  Jarado,  porque  no  comprende  que 
8ea  Jaez  el  qae  no  ha  estudiado  Derecho,  y  pasa  por  el  contra- 
sentido de  que  legisle  el  que  se  encuentre  en  el  mismo  caso. 
El  Jurado  ea  una  coosecuencía  Idgica,  dígase  lo  que  se  quiera, 
del  sistema  representativo,  y  el  Juez  no  ha  menester  las  eleva- 
úes  dotes  del  legislador  para  aplicar  rectamente  las  leyes  que 
se  hayan  establecido. 

Pero  se  dirá:  una  persona,,  por  sabia  que  ^ea,  podrá  redac- 
tar una  recopilación,  mas  no  hacer  un  Código.  Ta  que  las  Asam* 
bleas  no  puedan  redactarlo,  ¿qué  inconyeníente  hay  para  que 
discutan  y  yoten  las  bases  que  el  Gobierno  ó  los  Diputados  y 
Senadores  presenten?  He  aquí  dos  cuestiones  que  se  han  de 
resolver,  para  que  de  su  conjunto  resulte  la  solución  de  nues- 
tro probleipa.  Entiéndase  bien  que  no  negamos  el  poder  legis- 
lativo de  las  Cámaras,  como  tampoco  el  del  Rey,  pero  así  como 
al  requerir  la  sanción  de  éste  sólo  le  pedimos  que  se  entere 
del  texto  de  la  disposición,  así  no  pediremos  á  las  Cámaras  sino 
que  presten  la  suya  á  los  Códigos  trabajados  por  jurisconsul- 
tos particulares,  ó  en  otro  caso,  por  Comisiones  codificadoras. 

Más  fácil  es  al  que  escribe  un  Código  formular  de  una  vez 
8u  pensamiento  sobre  todas  las  instituciones  jurídicas  que  en- 
tresacar del  caos  de  las  legislaciones  anteriores  cuanto  consi- 
dere oportuno  para  su  época.  No  hay  recopilación  de  leyes  qae 
no  sea  muy  imperfecta;  muchas  son  como  un  resumen  de  to- 
dos los  defectos  que  pueden  ioiaginarse.  No  es  fácil  llevar  de 
frente,  como  los  corceles  de  una  cuadriga,  instituciones  de  va- 
rias razas  y  civilizaciones,  lo  romano,  lo  germánico  y  lo  foral, 
y  lo  que  surge  de  las  necesidades  del  siglo  xix  en  su  último 
cuadrante  hacia  el  xx.  En  cada  una  de  estas  épocas  hay  ten- 
dencias diversas  y  muchas  se  reflejaron  en  leyes;  hay  costum- 
bres contra  estas  mismas;  hay  glosas  é  interpretaciones  de  ju- 
risconsultos; hay  sobre  todo  esto  jurisprudencia.  Eltalento  más 
extraordinario  n(^sabe  conciliar  tantas  antinomias,  ni  ser  eco 
de  voces  tan  discordantes;  y  desde  el  momento  en  que  escoge 
entre  todo  aquello,  ya  codifica  al  uso  moderno  y  no  recopila. 
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Además^  las  recopilaciones  jamás  conclnyen,  jamás  sirven  sino 
en  el  momento  en  qne  el  legislador  deja  la  pluma;  el  derecho 
canónico,  procediendo  mejor  por  recopilaciones  qne  por  Gódi« 
gos  de  otra  especie,  con  sus  sextbs  y  séptimos  ie  las  Decretales 
y  sus  Extravagantes  y  paede  serrirnos  como  ejemplo.  He  aquí 
la  razón  de  que  las  recopilaciones  hayan  concluido  sn  tiempo^ 
y  que  los  pueblos  más  reacios  á  la  codificación  renuncien  al 
primer  sistema. 


n 


¿Por  qué  se  ha  de  extrañar  que  la  formación  de  un  Código 
se  encomiende  á  un  solo  autor,  cuando  todo  lo  más  importan- 
te para  la  vida  de  los  ciudadanos  y  de  los  pueblos  lo  tiene 
igualmente?  Cada  Ministro  dispone  á  su  antojo  del  ramo  que 
administra,  y  en  el  sistema  que  nos  rige  su  voluntad  es  la  que 
impera,  y  en  cada  modificación  ministerial  recibe  la  gestión 
de  los  negocios  públicos- un  nuevo  aspecto.  Si  de  esta  conside- 
ración  pasamos  á  lo  que  son  las  Cortes,  ¿no  vemos  que  igual» 
mente  los  Ministros  disponen  de  las  mayorías  y  que  realmente 
el  querer  de  uno  solo  ó  de  varios  que  forman  el  Ministerio  es 
lo  que  hace  las  leyes?  No  tienen  éstas  mayor  estabilidad  y  du- 
ración que  los  simples  decretos,  sino  porque  se  necesita  para 
su  derogación  que  de  nuevo  intervengan  las  Cortes.  Los  tra- 
bajos de  codificación  emprendidos  por  un  solo  autor  ya  no 
irían  á  la  representación  nacional  con  sólo  el  nombre  de  éste; 
los  autorizaría  al  presentarlos  el  Gk>bierno  que  los  adoptase  y 
las  Comisiones  que  informasen  acerca  de  ellos.  De  suerte  que 
la  objeción  que  se  hace  &  las  obras  de  tal  modo  emprendidas 
y  llevadas  á  cabo,  no  tiene,  en  realidad,  fundamento. 

La  opinión  pública  suele  conservar  á  ciertas  leyes  el  nom- 
bre del  Ministro  que  las  inspiró,  aunque  esta  práctica  no  puede 
ser  más  opuesta  á  la  índole  del  sistema  representativo.  Ley  de 
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Moyano  se  llama  la  relativa  i  la  qae  trata  del  consentimiento 
paterno  para  el  matrimonio;  la  ley  Nocedal  se  hizo  célebre  eíi 
los  fastos  de  nuestro  periodismo;  la  ley  Montero  Ríos  nos  re- 
cuerda el  matrimonio  cítí1|  y  así  otras  que  no  citamos  ahora  y 
que  todos  recuerdan.  Los  indicados  Ministros  no  hicieron  más 
que  proponerla^;  esto  es  lo  único  admisible  en  derecho  consti- 
tucional, y  dentro  de  sus  principios  no  cabe  decir  más;  pero 
como  eran  la  expresión  de  su  modo  de  jdzgar  aquellas  ins- 
títucioneSy  su  nombre  y  no  el  general  de  las  Cortes  que  las  de- 
cretaron sirve  para  distinguirlas.  T  así  en  todos  los  países  que 
se  gobiernan  por  el  régimen  representativo.  T  en  Boma  otro 
tanto,  donde  las  leyes  se  designaban  con  el  nombre  de  los  Cón- 
sules y  con  el  de  los  tribunos  los  plebiscitos,  aunque  toda|  eran  ■ 
ó  debían  ser  en  derecho  constituyente  la  voluntad  del  pueblo. 

Si  grandes  son  en  el  fondo  las  ventajas  que  presenta  un 
Código  debido  á  una  sola  inteligencia,  sí  bien  auxiliada  por  el 
trabajo  de  otras  muchas,  no  son  menores  las  que  resultan,  res- 
pecto á  la  forma,  de  un  solo  y  mismo  estilo.  Tanto  es  así,  que 
las  verdaderas  é  irreconciliables  antinomias  no  aparecen  con 
este  sistema.  La  afirmación  resultará  tanto  más  exacta^  cuanto 
que  los  fallos  de  los  Tribunales  Supremos  que  han  de  formar 
jurisprudencia  aparecen  contradictorios  entre  sí  muchas  veces, 
porque  los  Jueces,  si  bien  animados  de  los  mejores  deseos  y 
del  espíritu  de  cuerpo,  no  menos  que  de  la  g^n  importancia 
de  BU  cometido,  no  son  los  mismos.  £1  que  redacta  Códigos 
formula  principios  generales  que  no  se  prestan  á  errores  ni  á 
las  llamadas  antinomias  ó  contradicciones  en  el  Derecho  tanto 
como  la  apreciación  de  los  hechos  en  una  sentencia.  Bastaría 
esta  sola  ventaja  para  preferir  la  unidad  del  legislador,  puesto 
que  la  unidad  de  la  ley  es  naturalmente  el  resultado  de  aque- 
Ua  premisa. 

No  hay  obra  humana  de  verdadera  importancia  en  ciencias 
y  en  artes  que  á  esta  ley  no  obedezca.  No  sería  la  Naturaleza 
tan  sencilla  en  medio  de  su  pasmosa  variedad,  sí  ño  fuera  uno 
solo  el  autor  de  la  misma.  Tendríase  por  falto  de  razón  al  que 
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1)0  comprendiese  que  la  sencillez  y  la  claridad  resaltan  de  la 
referida  circunstancia,  porqne  la  verdad  y  la  justicia,  por  ma- 
chas personas  apreciadas  á  la  vez,  ya  no  parecen  laa  mismas. 
La  legislación  no  puede  sustraerse  á  la  regla  que  la  poesía  tomd 
de  la  lógica,  y  eso  que  la  imaginación  impera  sobre  la  razón 
en  las  obras  del  arte. 

Denique  sit  quodais  simpkx  dunUaxat  et  unum. 

Discutidas  ya  las  ventajas  del  sistema  de  codificación  que 
pudiéramos  llamar  unipersonal,  ó  por  Comisiones  de  reducido 
número  de  miembros,  veamos  cuáles  son  sus  inconvenientes. 

Procede  el  más  grave  del  espíritu  de  sistema  científico  ó  de 
partido  que  se  observaría  en  toda  la  obra.  Pero  como  el  autor 
no  había  de  ser  un  filósofo  especulativo  que  á  manera  de  Locke 
redactase  un  Código  para  naciones  que  jamás  hubiese  visto; 
como^  por  otra  parte,'lo  que  trabajase  no  pasaría  á  tener  fuerza 
de  ley  sin.  el  previo  examen  y  aprobación  de  otros  jurisconsul- 
tos de  distintas  opiniones;  como  el  inconveniente  posible  en 
todo  caso  para  un  solo  autor  desaparecería  repartiendo  la  tarea 
entre  los  individuos  de  una  Comisión  codificadora,  no  juzga- 
mos que  deba  desecharse  el  sistema  de  que  tratamos  por  el  in- 
dicado recelo.  En  verdad  no  lo  han  tenido  las  naciones  moder- 
nas, que  sólo  han  buscado  en  los  Parlamentos  la  sanción  de 
los  Códigos. 

A  lo  cual  añadiremos,  que  ningún  sistema  de  filosofia  ni  es- 
cuela jurídica,  por  grande  que  su  renombre  fuese,  consiguió 
influir  de  tal  suerte  én  una  colección  de  leyes  que  le  comuni- 
case su  espíritu  con  exclusión  de  otras  opiniones  y  sistemas. 
Ni  el  estoicismo,  ni  el  epicureismo  en  la  antigüedad,  ni  el  pa- 
ganismo, Yii  la  misma  religión  cristiana  lograron  semejante 
victoria  entre  las  doctrinas  morales  y  religiosas,  ni  la  moder- 
na filosofía  germánica  en  su  mayor  desarrollo  y  las  extensas 
aplicaciones  á  las  ciencias  políticas.  Hácense  las  leyes  para  va- 
riar con  los  tiempos.,  y  por  eso  no  pueden  atarse  al  carro  de 
una  opinión  cualquiera,  por  respetable  que  sea.  Sólo  indicare- 
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mos  que  si  los  Códigos  no  se  inspiran  todavía  en  el  espíritu 
cristiano,  no  es  ciertamente  porqne  éste  no  sea  bastante  para 
producir  una  legislación  completa^  sino  porque  la  reYelación 
cristiana,  que  directamente  no  pasa  de  religiosa  y  moral,  sólo 
indirectamente  es  política,  y  además  porque  teniendo  por  ar- 
mas la  persuasión,  jamás  emplea  las  de  la  faerza,  y  nunca  más 
qae  en  razón  oportana  las  de  la  ley  y  el  Derecho  constituido» 
La  frase  del  Salvador  ¿Quis  me  constituit  fudicem  inter  vos?  le 
sirve  de  santo  y  seña  para  cuanto  se  refiere  á  las  relaciones 
temporales  y  civiles,  que  si  bien  deben  amoldarse  al  espíritu 
cristiano,  en  sí  mismas  encuentran  condiciones  y  norma  de 
vida.  Aun  tratándose  de  las  mismas  leyes  religiosas,  dijo  Cristo: 
Na»  veni  solvere,  sed  adtmplere. 

Si  el  espíritu  de  sistema  ó  de  partido  es  propio  de  un  hom- 
bre, á  todos  alcanza  el  general  de  una  época  ó  civilización,  y 
de  semejantes  inflaencias  ¿quién  podrá  librarse?  En  cambio  la 
g^eneración  para  la  cual  se  legisla,  ni  las  extraña  ni  se  lamen* 
ta  de  ellas,  cuando  producen  sus  necesarios  efectos  en  un  Có- 
digo. 

Desde  que  en  los  tiempos  modernos  se  comprendió  la  im- 
posibilidad de  discutir  y  aprobar  en  las  Cámaras  el  texto  inte- 
gTo  de  una  colección  de  leyes  relativas  á  un  mismo  ramo  del 
Derecho,  se  adoptó  el  medio  de  presentar  á  los  Parlamentos  las 
bases  ó  principios  generales  de  la  obra.  Pero  nadie  podría  ha- 
cer con  ellas  el  Código,  á  la  manera  que  Cuvier  hacía  con  los 
huesos  de  los  animales  antidiluvianos,  esto  es,  reconstruir  el 
Bar  del  que  un  tiempo  formaron  parte.  Por  ser  principios  muy 
gfenerales  se  preétan  ala  discusión,  y  las  distintas  opiniones 
encuentran  campo  en  que  lucir  su  elocuencia;  pero  no  se  re- 
fieren de  una  manera  directa  más  que  á  las  soluciones  también 
g^enerales.Con  la  misma  base  aprobada  por  un  Parlamentó,  este 
Ministerio  promulga  una  ley  ó  un  Código  individualista  y  aquél 
hace  otro  socialista;  uno  se  decide  por  conclusiones  propias 
del  sistema  centralizador,  y  otro  por  las  del  contrario.  De  lo 
cual  resulta,  que  el  Código  no  se  discute  y  pasa  por  discutido  á 


240  BIYISTA  DB  LBOISLAOIÓH 

la  TÍsta  de  los  qae  no  profandizaa  el  estadio  de  estas  cuestiones. 
Un  Beal  decreto  de  escasa  importancia,  precedido  de  la  corres- 
pondiente exposición  al  Bey,  queda  mejor  explicado  que  aa 
Código,  porque,  limitándose  á  pocos  y  determinados  pantos, 
el  Ministro  los  abarca  todos,  según  su  criterio,  mientras  el 
Parlamento  no  llega  á  dar  la  opinión  de  la  mayoría  sino  acer«> 
ca  de  títulos  y  capítulos  muy  generales.  Nadie  puede  dirigir 
cargos  al  (Gobierno  después  de  terminada  la  obra,  si  en  elis 
resulta  una  base  más,  ó  una  menos,  ó  tal  vez  alguna  de  ]s8 
aprobadas,  pero  con  alteraciones  sustanciales;  si  alguien  censu- 
rase por  ello  al  legislador  de  hecho,  esto  es,  al  Gobierno  mis- 
mo, sería  probable  que  éste  contestase  no  haber  hecho  más 
que  desarrollar,  con  arreglo  á  su  propia  conciencia,  los  princi- 
pios sobre  los  cuales  habría  de  formarse  el  Código.  T  la  ley  se- 
ría ley,  por  más  que  pareciese  dura,  violenta,  injusta. 

Si  las  ciencias  morales  y  políticas  tuviesen  la  exactitud  de 
las  matemáticas,  si  en  ellas  se  encontrase  la  verdad  por  los 
mismos  caminos,  bastaría  un  corto  número  de  principios  ge* 
nerales  para  desarrollar  sus  consecuencias;  pero  dependiendo 
de  la  voluntad  humlina,  esencialmente  ambulatoria,  no  cabe 
incluir  en  lo  que  se  ha  llamado  bases  más  que  principios  va- 
gos que  se  desenvuelven  lenta  y  casuísticamente,  gracias  al 
contenido  de  la  ciencia.  De  aquí  los  sistemas  que  los  matemá- 
ticos no  admiten  sino  tratándose  de  las  aplicaciones  y  no  mien- 
tras exponen  la  ciencia  pura.  He  aquí  a  priori  demostrada  la 
insuficiencia  de  las  bases  para  conseguir  el  fin  de  la  codifica- 
ción; que  si  apelásemos  á  las  lecciones  de  la  experiencia  vería- 
mos comprobada  la  misma  verdad  con  la  breve  existencia  de 
los  Códigos  así  formados  y  con  el  escaso  desarrollo  de  las  ins- 
tituciones que  regulan. 

No  negaremos  que  si  un  Gobierno  quiere  gloriarse  con  el 
dictado  de  legislador  preferirá  un  método  que  en  poco  tiempo 
le  granjea  el  más  honroso  de  sus,  timbres,  si  entiende  que 
puede. obtenerlo  quien  se  lo  proponga,  cualesquiera  que  sean 
las  circunstancias  del  país  en  que  vive.  No  de  otra  manera  se 
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-««zplican  ciertas  impaciencias  qne  no  se  observan  únicamente 
en  nnestro  siglo,  sino  qne  más  á  menos  se  han  yisto  siempre. 
Los  Reyes  de  España  en  el  período  del  absolutismo  legislaban 
diciendo  que  sus  disposiciones  tuviesen  la  misma  fuerza  y  vi- 
^gor  que  leyes  hechas  en  Ck)rtes;  si  se  trataba  de  recopilaciones , 
no  variaban  el  procedimiento;  y  si  de  Códigos  al  uso  moderno 
se  hubiese  tratado,  creemos  firmemente  que  no  lo  habrían  mo- 
dificado. Los  profundos  estudios  sobre  filosofía  del  Derecho  y 
legislación  comparada  jamás  fueron  del  gusto  de  los  políticos. 
Montesquieu  y  Filangieri  fueron  considerados  mucho  tiempo 
como  autores  vitanáosj  y  la  generación  de  sus  contemporáneos 
no  muy  alejada  de  la  nuestra,  miró  como  un  visionario  á  Juan 
Bautista  Vico,  pues  que  osaba  escribir  sobre  ciclos  históri- 
cos, á  la  manera  de  los  siderales  que  los  astrónomos  descri- 
bían. 

En  el  último  período  de  nuestra  legislación  las  autorizacio- 
nes han  sido  frecuentes,  demasiado  frecuentes,  y  para  que  no 
pareciesen  del  todo  infundadas  se  han  concedido,  una  vez  dis- 
cutidas más  ó  menos  ligeramente  las  bases  de  los  Códigos. 
Verdad  es  que  existía  una  Comisión  numerosa  de  ilustres  ju- 
risconsultos y  acreditada  ya  por  trabajos  preparatorios  de  ex- 
traordinario mérito.  El  Código  civil  y  el  penal  se  han  enreda- 
do en  el  laberinto  de  las  discusiones  de  Cortes,  únicamente  el 
de  Comercio,  que  siempre  tuvo  mejor  suerte,  ha  podido  ver  la 
luz  pública.  Las  bases  del  Código  civil,  por  más  que  sus  au- 
tores las  hayan  explicado,  aun  en  libros,  no  han  merecido  la 
aprobación  de  todos,  y  alguien  supone  que  deberían  ser  en  ma- 
yor número  y  más  concretas;  las  del  penal  aun  fueron  más 
vivamente  censuradas  en  el  Señado.  Una  de  ellas  era  mera- 
mente  política,  y  por  eso  no  es  de  admirar  que  los  partidos  al 
mismo  tiempo  que  las  escuelas  de  Derecho  la  combatiesen. 
Nosjreferimos  á  la  que  preveo  la  modificación  de  las  penas  co- 
«rrespondientes  á  tos  delitos  de  opinión  que  llamamos  de  la 
prensa.  Concedida. ó  negada  en  tales  circunstancias  la  autori- 
zación pedida,  bien  se  comprende  qoe  la  cuestión  política  reba- 
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ja  la  importancia  de  la  propiamente  jurídica  y  por  nataral  con- 
secnencia  contribuye  á  disminuir  el  prestigio  que  ante  la  opi- 
nión pública  en  general,  que  es  la  de  todos  los  partidos  en  la» 
cuestiones  de  interés  común,   podría  ostentar  el  nuevo  Có- 

■ 

digo. 

Preguntado  una  y  otra  vez  un  filósofo  acerca  de  quién  era 
Dios>  para  ponderar  la  dificultad  de  la  respuesta,  la  difería 
siempre  de  hoy  para  mañana.  Lo  mismo  debemos  hacer  nos- 
otros Cuando  se  nos  pregunte  si  es  bueno  ó  malo  un  Código 
debido  á  tales  autorizaciones. 

Cuando  Ministerios  de  muy  diferente  opinión  política  go- 
biernan con  una  misma  Constitución  y  con  leyes  orgánicas 
que  no  se  han  aprobado  por  sos  partidarios,  porque  lo  más  im*  ; 

portalite  no  es  la  ley  sino  la  manera  de  interpretarla  y  apli-  •  i 
caria,  no  se  comprende  fácilmente  cómo  se  ponen  estorbos  para 
discutir  y  aprobar  Códigos  no  políticos  ni  administrativos,  sino 
civiles  y  penales.  Por  eso  creemos  que  no  se  diferirá  ma- 
cho su  defensivo  planteamiento,  á  pesar  del  vicio  radical  ya 
examinado  en  cuanto  á  la  intervención  de  las  Cámaras,  que 
lealmente  hemos  expuesto  á  la  consideración  de  los  lec- 
tores. 

Como  resumen  diremos  que  el  reconocimiento  de  la  potes- 
tad de  legislar  en  las  Cortes  con  él  Rey  es  un  principio  consti- 
tucional que  no  se  infringe  en  manera  alguna,  encargando  el 
estadio  y  redacción  de  los  Códigos  á  jurisconsultos  de  recono- 
cido mérito  y  experiencia  y  á  Comisiones  codificadoras;  que  al 
legislador  corresponden  la  autoridad  y  la  sanción,  no  la  pre- 
paración y  el  estadio  de  las  leyes,  más  propios  de  otras  perso- 

« 

ñas;  que  la  historia  nos  lo  demuestra  en  el  modo  de  formarse 
los  Códigos  y  recopilaciones  en  Roma,  en  la  Edad  Media,  en 
España,  en  el  Derecho  civil  y  sobre  todo  en  el  canónico;  que 
la  preparación  fuera  de  las  Cámaras  y  encargada  á  los  juris- 
consultos, aunque  sea  á  uno  solo,  no  da  por  resultado  el  pre» 
dominio  de  una  opinión  científica»  ni  de  un  partido  político, 
sobre  todos  los  demás;  que  las*Cámaras  por  su  propia  organí- 
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zación  y  la  índole  de  sns  procedimientos  (1)  no  son  á  propósi- 
to para  la  disensión  de  los  Códigos;  qne  lo  qae  se  llama  bases 
de  los  mismos  se  presta  en  la  aplicación  á  sistemas  diferentes 
y  sólo  comprende  los  principios  más  generales,  y,  por  último, 
que  6 1  ejemplo  de  la  moderna  codificación  eñ  las  principales 
naciones  de  Europa  y  de  América  tampoco  favorece  al  sistema 
^e  preparación  y  estudio  en  las  Asambleas  legislativas.  Esta 
es  al  menos  nuestra  opinión,  qne  tratando  de  cuestiones  de 
actualidad  exponemos,  confiando  igualmente  en  la  benevolen- 
cia y  en  el  sentido  práctico  de  nuestros  lectores. 

(1)     Para  ser  Diputado  Itasta  Uevar  al  Congreso  un  acta,  qne  de  ninguna 
manera  supone 'ciencia  y  qne,  sin  embargo,  confiere  el  carácter  de  legislador 
al  qne  la  presenta.  La  elección  puede  ser  perfectamente  legal,   genuina  ex- 
presión de  la  voluntad  del  pueblo,  lo  que  ya  es  mucho  pedir,  y  sin-  embargo 
perfectamente  ineficaz  para  transformar  en  legisladores  con  la  conciencia  y 
ciencia  de  tales  á  los  elegidos.  Publicistas  modernos  sostienen,  lejos  de  pro- 
fesar la  doctrina  del  sufragio  universal,  que  la  cualidad  de  elector  no  debía 
concederse  sin  ciertas  pruebas  por  el  estilo  de  las  académicas.  ¿Y  se  quiere 
que  los  representantes  del  país  puedan  ser  menos  instruidos  que  los  electo- 
res? Si  los  diputados  lo  son  en  tina  legislatura  y  no  vuelven  á  serlo  en  su 
vida,  ¿qué  experiencia  adquieren?  Si  son  los  mismos  en  casi  todas,  que  es  el 
caso  más  frecuente,  ya  los  compromisos  de  partido  sujetan  el  voto,  cohiben 
la  conciencia,  hacen  participar  de  los  errores  comunes  y  extraviarse  al  más 
sensato  criterio. 

!E1'  procedimiento  no  es  más  apropiado  en  las  Cámaras  que  la  constitu- 
ción de  las  mismas  para  la  formación  de  las  leyes.  Una  proposición,  un  dic- 
tamen de  Comisión  elegida  ya  con  determinado  propósito  de  aprobar  ó  no 
aprobar  xm  proyecto,  enmiendas  sobre  puntos  particulares,  tres  discursos  en 
pro  y  tres  en  contra  del  dictamen  con  rectificaciones,  casi  siempre  ajenas 
«1  fondo  del  asunto;  he  aquí  el  programa  de  una  campaba  parlamentaria  en 
la  discusión  de  un  Código,  ni  más  ni  menos  que  en  una  ley  der  circunstancias, 
que  son  las  que  excitan  más  vivo  interés,  desde  que  ^ay  Parlamentos.  Para 
ensanchar  este  cuadro  de  formalidades  y  diligencias;  para  impedir,  mas  no 
para  mejorar  las  condiciones  de  la  discusión,  se  conoce  desde  el  viejo  Catón 
en  Boma  hasta  PameU  en  la  Gran  Bretaña,  tratando  aquél  de  Cartago  y  de 
Irlanda  éste,  lo  que  se  ha  Uamado  obatrucctonümOf  esto  es,  la  abdicación  por 
el  diputado  de  la  facultad  de  discutir  y  de  la  de  votar  para  que  no  sea 
ley  la  disposición  que  no  le  place,  lo  que  será  diñcil  para  el  individuo  de  una 
Cámara,  mas  no  para  un  partido.  La  ley  pende  siempre  de  la  aquiescencia 
de  las  minorías,  y  hasta  que  se -conviertan  en  Poder  la  respetan  con  la  segun- 
da intención  de  destruirla,  en  cuanto  les  sea  posible.  Toda  ley,  pues,  vive  al 
di%  como  todo  Gobierno,  y  hay,  como  para  las  olas  del  mar,  flig'o  y  reflujo 
para  Ifis  in^tudones  jurídicas,  que  debieran  ser  más  permanentes. 

Antonio  Balbín  de  Unquera* 
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IV 


Siguiendo  en  el  estadio  del  tema  objeto  del  debate,  se  ofre- 
cen cada  día  á  la  consideración  del  escritor  naeYOs  anteceden* 
tes  legales  que,  como  por  aluTÍón,  aumentan  la  consistencia 
de  la  argumentación  ya  formulada,  y  es  porque  por  todas  par- 
tes se  hallan  desparramadas  importantes  manifestaciones  de 
autorizados  pareceres  que  coinciden  y  convergen  á  un  mismo 
punto,  por  razón  de  que  el  razonamiento  cientíñco  lleva  á  a  na 
consecuencia  precisa  é  indeclinable. 

El  art.  476  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  que  lo 
convenido  en  acto  de  conciliación  tendrá  el  valor  y  eficacia  de 
un  convenio  consignado  en  documento  publico  y  solemne.  Y 
dice  el  Sr.  Manresa  en  la  pág.  434  del  tomo  II  de  sus  aprec  a- 
bles  Comentarios  día  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformada,  que 
lo  convenido  en  acto  de  conciliación  en  realidad  no  es  más 
que  un  convenio  entre  particulares  (Sent.  13  de  Junio  de  1872), 
sin  que  la  intervención  del  Juez  municipal  pueda  darle  más 
valor  y  eficacia  que  le  daría  la  de  un  Notario,  en  razón  á  que 
no  interviene  para  fallar,  sino  para  autorizar  el  acto.  Téngase 
presente  que,  según  la  ley  antigua,  lo  convenido  en  acto  de  con- 
ciliación en  todo  caso  tenía  la  fuerza  y  autoridad  de  cosa  juz- 

*     Véanse  las  páginas  616  del  tolno  anterior,  y  5  y  97  de  este  tomo. 
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gtAsLj  dándole  el  carácter,  de  sentencia  firme  para  loa  efectos 
de  sa  ejecacjón,  pnes  seg^n  el  art.  218  de  la  ley  de  1855  cuan- 
do lo  convenido  en  acto  de  conciliación  excedía  de  la  cantidad 
prefijada  para  los  juicios  yerbales,  debía  llevarse  á  efecto  por 
el  Jaez  de  primera  instancia,  de  la  manera  y  en  la/oma  preve- 
nida para  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Sigaiendcel  Sr.  Manresa  el  comentario  del  ajrt.  476  de  la 

« 

ley  procesal  citada,  dice  que  si  lo  convenido  en  acto  de  conci« 
Ilación  excediese  de  250  pesetas  en  la  Península  y  1.000  en  ül- 
^amar,  exigible  desde  luego  ó  en  plazo  determinado,  vencido 
éste,  podría  pedirse  la  ejecución,  no  por  la  vía  de  apremio, 
Gomo  antes  se  practicaba,  sino  por  medio  del  procedimiento  eje- 
eotivOy  ordenado  en  la  sección  3.%  tít.  15  del  libro  2.^  de  la 
ley,  sirviendo  de  título  ejecutivo  la  certificación  del  acto  de 
conciliación,  lo  mismo  que  si  fuese  una  escritura  pública,  pues- 
to que  la  ley  le  da  el  mismo  valor  y  eficacia. 

Y  continúa  el  Sr.  Mánresa:  «Sin  embargo  de  ser  esta  la 
consecuencia  lógica  del  precepto  legal,  algunos  Jaeces  se  nie- 
gan á  despachar  la  ejecución  en  tales  casos,  fundándose  en 
que,  entre  los  títulos  que  tienen  aparejada  ejecución,  designa- 
dos taxativamente  en  el  art.  1429  de  la  ley  de  la  Península 
(1427  de  la  de  Ultramar),  no  se  mencionan  las  certificiones  de 
lo  convenido  en  acto  de  conciliación.  Cierto  que  no  se  hace 
mención  expresa  de  estos'documentos,  y  que  habría  sido  con- 
veniente hacerla  para  alejar  esa  duda;  pero,  ¿había  necesidad 
de  hacerla?  ¿Ho  están  comprendidos  lógica  y  racionalmente  en 
el  núm.  1.^  del  artículo  antes  citado?  Según  ól,  son  títulos  eje- 
'cativos,  ó  que  tienen  aparejada  ejecución^  las  escrituras  púbU^ 
eos.  ¿T  puede  dudarse  de  que  tienen  el  carácter  de  escritura 
publicabas  certificaciones  de  dichos  actos*  de  conciliación,  des- 
de que  la  ley  ordena  que  lo  convenido  en  ellos  tendrá  el  valer 
$  e/teacia  de  un  convenio  consignado  en  documento  público  y  so  - 
lemné?  Hasta  en  la  ley  del  Timbre  de  1881  se  les  reconoce  ese 
carácter  al  ordenar  en  su  art.  49,  que  <cse  empleará  el  timbre 
»áe  10  pesetas^  clase  6.%  en  las  certificaciones  de  los  actos  de 
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)»conciIiací<5n  cuando  haya  avenencis^  y  qne  los  pliegos  sabsi- 
}>guíente8  al  primero  serán  del  timbre  clase  12,  cotjU)  enlas  CO" 
»pias  de  las  escrituras,» 

»ün  requisito  exige  el  núm.  1.®  del  art.  1429  para  que  la  es- 
critura pública  tenga  aparejada  ejecución;  <cqne  sea  primera 
»copiaj  y  si  es  segunda,  que  esté  dada  en  yirtad  de  manda- 
amiento  judicial  y  con  citación  de  la  persona  á  quien  deba  per- 
)pjudicar.»  Preciso  será  llenar  este  requisito  en  las  certiñcacio  - 
nes  de  los  actos  de  conciliación  para  que  tengan  fuerza  ejecu  - 
tíya.  A  este  fin  hemos  aconsejado  en  el  comentario  anterior 
(pág.  431)  que  se  exprese  al  pie  de  ellas  si  es -primera  ó  se- 
gunda copia,  cuya  expresión  no  deberá  omitir  el  Secretario,  y 
mucho  menos  negarse  á  consignarla  cuando  lo  exija  la  parte 
interesada.  Pero  si  se  hubiere  omitido  la  expresión  de  ser  pri  - 
mera  copia,  ó  realmente  fuese  segunda,  habrá  de  acudirse  al 
Juez  de  primera  instancia  para  que  expida  mandamiento  al 
municipal  á  ñu  de  que  se  libre  y  entregue  al  demandante  cer- 
tificación del  acto  de  conciliación,  con  citación  de  la  persona  á 
quien  perjudique  ó  deba  ser  ejecutada,  ó  para  que  con  igual 
citación  se  coteje  con  su  original  la  certificación  librada.  Lle- 
nado este  requisito  y  concurriendo  los  demás  que  exige  la  ley 
para  que  pueda  despacharse  la  ejecución  en  virtud  de  escritu  - 
ra  pública,  el  Juez  que  no  la  despache  por  no  reconocer  este 
valor  y  eficacia  en  la  certificación  del  acto  de  conciliación , 
faltará  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  ley. 

)>Tales  han  sido  el  pensamiento  y  objeto  de  esta  reforma ^  y 
así  resulta  de  las  actas  de  j,a  Comisióp  de  Codificación  que  en 
ella  intervino.  Aparte  de  la  corrección  de  abusos,  á  cuyo  fin  ' 
se  ha  dirigido,  examinándola  sin  pasión,  se  verá  claramente 
que,  lejos  de  haberse  falseado  la  institución,  como  algunos 
suponen,  se  han  concedido  á  lo  convenido  en  acto  de  concilla  • 
ción  todos  los  efectos  propios  de  su  naturaleza,  cual  es  la  de 
un  convenio  entre  partes,  consignado  en  documento  público  y 
flolemne,  y  por  consiguiente,  con  todo  el  valor  y  eficacia  qué" 
la  ley  atribuye  á  los  documentos  ó  escrituras  públicas,  ya 
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^omo  medio  de  prueba,  ya  como  título  que  trae  aparejada  eje- 

'COCiÓQ.' 

»Y  que  este  ha  sido  el  pensamiento  déla  reforma,  lo  coníir- 
ma  la  nueva  excepción,  establecida  bajo  el  núm.  6.^  en  el  ar- 
ticulo 460.  Según  ella^  están  exceptuados  del  acto  previo  de  la 
conciliación  los  juicios  declarativos  que  se  promuevan  para 
reclamar  la  nulidad  ó  el  cumplimiento  délo  convenido  en  acto 
de  conciliación,  no  mencionando  también  los  ejecutivos,  por- 
que están  comprendidos  en  la  excepción  octava  del  mismo  ar- 
tículo. Luego  reconocerla  ley  que  puede  pedirse  el  cumpli- 
miento de  lo  convenido  en  acto  de  conciliación,  tanto  en  la  vía 
ordinaria,  por  medio  del  juicio  declarativo  que  corresponda, 
como  en  la  vf$L  ejecutiva,  según  los  casos  que  hemos  éxpueoto 
anteriormente;  y  no  podría  ser  de  otro  modo  sin  ponerse  en 
contradicción  la  misma  ley,  puesto  que  al  privar  á  esos  con  ve 
nios  de  la  fuerza  de  cosa  juzgada  que  antes  tenían,  les  concede 
todo  el  valor  y  eficacia jde  un  convenio  consignado  en  escritura 
pública.}» 

El  notabilísimo  comentario  que  hemos  transcrito,  debido  á 
la  autorizadísima  pluma*  del  Sr.  Manresa,  corrobora  una  vez 
más  nuestra  teoría,  supuesto  que  si  á  lo  convenido  ante  Juez 
municipal  debe  concedérsele  y  se  le  concede  el  valor  y  eficacia 
de  lo  consignado  en  escritura  pública,  y  produce  los  mismos 
efectos,  mucho  más  debe  concedérseles  al  contrato  ratificado 
ante  el  Registrador  de  la  propiedad  con  el  fin  de  obtener  la  ins- 
cripción del  mismo,  supuesto  qbe  es  funcionario  de  mayor  ca- 
tegoría, y  el  convenio  ratiQcado  ante  el  mismo  ha  de  produ- 
cir los  efectos  de  la  inscripción,  tarea  propia  y  peculiar  del  Re- 
gistrador ante  el  cual  el  contrato  se  reproduce  para  la  formüii- 
dad  de  que  el  mismo  adquiera  el  carácter  de.público  y  autén- 
tico, especialmente  para  los  terceros. 

En  definitiva,  el  carácter  de  público  lo  adquiere  el  contrato 

por  la  autenticidad  que  el  funcionario  público  le  da  en  relación 

á  los  otorgantes,  de  ser  los  mismos  que  aparecen  otorgarlo;  de 

^8Qerte  que  cuando  esta  autenticidad  no  resolta  del  contrato, 


2á8  REVISTA  D£  LBeiSLAOJÓN 

éste  es  nulo,  por  más  que  contenga  todos  loa  demás  requisito»-- 
de  la  ley,  y  así  lo  demuestra  la  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  31  de  Mayo  de  1887,  por  la  cual  se  resuelve: 

«1.°  Que  el  testamento  nuncupativo  otorgado  ante  Notario 
es  un  instrumento  publico  en  el  que,  aparte  de  la  solemnidad 
de  Usiigos  que  requiere  la  ley  1.',  tít.  18,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación  y  de  las  demás  circunstancias  que  le  son  pe- 
culiares, debe  observarse  \9i  formalidad  ordenada  en  la  ley  2.', 
tít.  23  del  propio  libro  y  Código,  que  concuerda  en  lo  esencial 
con  el  art.  23  de  la  ley  del  Notariado. 

»2.°  Que  esa  formalidad,  encaminadaá  justificar  la  identidad 
personal  del  otorgante  con  la  fe  del  Notario,  ó  coneltestimouio 
de  los  testigos  instrumentales  ó  de  (;(79»(;»cmMi»^,  es  un  requisita 
esencial  para  la  validez  de  dicho  instrumento  público,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  caso  3.^  del  art.  27  de  la  cita- 
da ley  del  Notariado,  y  con  lo  establecido  también,  aunque  de 
un  modo  implícito,  en  la  referida  ley  2.%  tít.  23,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  la  cual  en  los  extremos  en  que  con- 
viene y  concuerda  en  aquella  otra  ley  debe  estimarse  como  vi- 
gente. 

;»T  3.°  Que  en  tal  virtud,  y  no  concurriendo,  como  aquí  n(v 
concurre,  el  caso  grave  y  extraordinario  á  que  se  refiere  el  pá< 
rrafo  tercero  del  mencionado  art.  23  de  la  ley  del  Notariado, 
puesto  que  ni  existió  en  realidad,  ni  fuó  alegado  por  los  de- 
mandantes, ni  ha  sido  declarado  en  la  sentencia  recurrida,  al 
darse  esta  validez  y  eficacia  al  segundo  de  los  testamentos  an- 
tes reseñados  en  el  que  la  identidad  ó  conocimiento  del  testa- 
dor se  acredita  solamente  por  el  dicho  de  uno  de  los  teatigoe 
instrumentales,  se  infringe  claramente  la  expresada  ley  reco- 
pilada y  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo.}> 

Esta  doctrina,  acerca  del  conocimiento  délos  otorgantes,  se 
halla  corroborada  por  resoluciones  dé  17  de  Enero  de  1876  y  19 
de  Abril  de  1880. 

De  suerte  que  no  pudiendo  dar  fe  el  Notario  del  concrcimien- 
to  del  testador,  ni  tampoco  los  .testigos,  nada  se  hace,  se  auto- 
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riza  on  acto  nalo,  j  por  lo  tanto  queda  confirmado  lo  que  he- 
mos dicho  tantas  veces,  que  la  iatervención  de  Notario  en  et 
contrato  no  le  da  ninguna  misteriosa  vitalidad  ni  importancia^ 
sino  que  le  da  eficacia  el  cumplimiento  de  las  leyes^  cosa  quo 
puede  hacer  el  Registrador  en  los  contratos  inscribibles. 

En  la  página  50  y  siguientes  de  nuestra  monografía  nos 
ocupamos  de  la  inscripción  de  las  cerüjkaciones  de  los  actos  de 
eondliacián  ó  verdales j  en  que  por  convenio  de  las  partes  se  cons- 
tí  tuya  aigúm  derecho  real  sobre  bienes  determinados.  Este  apar* 
tado  puede  considerarse  ampliación  de  aquel  artículo. 


•  « 


Los  contratos  privados  han  sido  admitidos  á  la  inscripción 
del  Registro  público  y  en  las  oficinas  liquidadoras  del  impuesta 
sobre  derechos  reales  y  transmiñón  de  bienes,  sin  que  se  haya 
hecho  siquiera  necesaria  la  ratificación  ante  funcionario  públi- 
co que  se  requiere  según  nuestro  sistema,  y  vamos  á  reseñar 
las  d  ísposiciones  que  permitieron  y  autorizaron  lo  que  queda 
mencionado. 

En  el  art.  21  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1845,  se  consignó* 
que:  en  los  mismos  plazos  (que  las  escrituras  públicas)  se  pre- 
sentarán igualmente  (en  las  oficinas  del  Registro)  los  contra- 
tos particulares  en  que  no  intervenga  Escribano,  firmados  por 
los  interesados  respectivbs;  y  con  arreglo  al  precio  que  del  do- 
cumento presentado  resulte,  se  liquidarán  y  satisfarán  los  de- 
rechoisi. 

Por  la  circular  del  Ministerio  de  Hacienda  de  18  de  Julio 
de  1849,  se  resolvió  que,  lejos  de  haberse  derogado  por  la  Real 
orden  de  27  de  Julio  de  1847  el  art.  21  d¿í  Real  decreto  de  23^ 
de  Mayo  de  1845,  ha  explicado  su  verdadera  inteligencia,  re- 
ducida á  que,  si  bien  se  sujetaron  al  Registro  de  hipotecas,  á 
la  vez  que  los  públicos,  los  documentos  privados  en  que  no  in- 
terviniese Escribano,  debía  entenderle  de  aquellos  documen- 
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toa  para  los  cuales  no  se  exige  como  necesaria  circanstancia  el 
otorgamiento  de  escritura  pública. 

£1  art.  6.^  del  Real  decreto  de  19  de  Agosto  de  1853  dispa- 
so  lo  siguiente:  no  se  exigirá  el  otorgamiento  de  escritura  pú- 
blica, sino  en  los  casos  en  que  lo  requieren  las  leyes  como  re* 
quisiibo  principal  para  la  Talidez  de  los  actos  sujetos  al  Re- 
gistro. 

Fué  más  notable  la  Real  orden  de  18  de  Octubre  de  1855 
que  mandaba  se  admitan  al  Registro  todos  los  documentos  pú- 
blicos y  privados,  cualquiera  que  sea  la  época  de  su  otorga- 
miento, y  se  tome  razón  de  ellos,  puesto  que  esta  circaus- 
tancia  no  altera  ni  varía  el  valor  legal  que  puedan  tener  en 
juicio. 

No  deben  de  modo  alguno,  según  el  Real  decreto  de  19  de 
Agosto  de  1853,  admitirse  al  Registro  aquellos  documentos 
que,  necesitando  para  su  validez  como  requisito  priacipal  el 
otorgamiento  de  escritura  pública,  se  encuentren  sin  este  re- 
quisito. En  nada  altera  ni  disminuye  la  fuerza  de  dicha  reso- 
lución el  acuerdo  tomado  por  la  Dirección  general  de  Contri- 
buciones en  14  de  Septiembre  de  1860,  recordando  la  Real  orr 
den  de  18  de  Octubre  de  1855,  porque  esta  disposición  tuvo 
únicamente  por  objeto  la  adn)isión  al  Registro  de  los  documen  - 
tos  antiguos,  tanto  públicos  como  privados,  que  habían  dejado 
de  presentarse  en  los  términos  prescritos,  y  de  ningún  modo 
derogar  el  referido  Real  decreto.  (Real  orden  de -22  de  Jonio 
de  1862.) 

La  resolución  de  13  de  Enero  de  1863  establece,  que  cuan- 
do haya  de  trasladarse  un  asiento  antiguo  de  documento  priva- 
do para  encabezarse  la  primera  inscripción  de  la  ñnca  en  loa 
libros  nuevos,  no  se  exigirá  la  conversión  del  documento  en 
escritura  pública,  siendo  de  la  competencia  de  los  Tribunales 
ios  efecios  legales  de  la  nueva  inscripción  respecto  á  tercero. 

La  exposición  de  motivos  del  proyecto  de  ley  adicional  á  la 
Hipotecaria  de  1864,  que  hemos  transcrito  antes,  se  ocupa  de 
la  inscripción  de  documentos  privados,  y  á  nosotros,  menciona- 
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das  las  disposiciones  que  aatorizaban  dicho  registro  en  las  Con- 
tadurías de  hipotecas,  sólo  nos  cumple  manifestar  que  aquellas 
disposiciones  estaban  ^n  armonía  con  aquella  legislación  im- 
perfectai  que  de  todos  modos  no  es  nuevo  en  España  el  regis- 
tro de  documentos  privados,  que  nuestro  sistema  responde  á 
los  adelantos  de  la  ciencia  y  al  de  nuestra  legislación  actual,  y 
que  el  espíritu  más  exigente  no  puede  menos  de  manifestarse 
conforme  con  el  proyecto,  máxime  teniendo  en  cuenta  lo  que 
respecto  á  inscripción  ocurre  ^n  varios  países  extranjeros. 


»  « 


*  Se  ha  afirmado  qae  la  reforma  que  sostenemos  no  ha  halla- 
do eco»  y  en  este  equivocado  supuesto  se  argumenta  en  el  sen- 
tido de  que,  ya  que  el  proyecto  no  ha  producido  efecto,  no  es 
baeno  y  debe  desecha1:^e.  A  esto  sólo  deberemos  contestar,  que 
el  proyecto  y  nuestra  monografía  repetidamente  citada,  han 
producido  una  polémica  inesperada,  á  la  caal  la  prensa  profe- 
sional le  ha  dado  una  grande-  importancia,  no  por  nuestros  es- 
casos merecimientos,  sino  por  el  interés  que  el  problema  en- 
traña, en  tanto  que  un  Notario  caracterizado,  el  Sr.  D.  José 
María  Py  y  de  Puyado,  que  lo  es  de  Rambla,  se  lamentaba  de 
esto  en  un  notable  artículo  inserto  en  el  núm.  71  de  la  QaceH- 
llaNoíariál^  diciendo:  «Cuantos  periódicos  profesionales  exis- 
ten en  España  se  ocuparon  ó  se  ocupan  en  el  malhadado  pro- 
yecto (se  refiere  al  de  ley  del  Sr.  Maluquer),  esfuerzos  de  altí- 
sima inteligencia,  raudales  de  vastísima  ilustración,  se  hau 
invertido  en  hacer  su  crítica  racional  y  científica;  y  más  de  una 
vez  he  sentido  íntima  y  profunda  satisfacción,  al  par  de  noble 
envidia,  al  leer  tantos  y  tantos  brillantísimos  argumentos  como 
en  combatirla  se  han  empleado.:»  ^ 

«Mas  aquello  mismo  que  yo  me  temía,  ha  venido  á  reali- 
zarse:  cuando  se  habla  mucho  de  unn  cosa,  se  la  ajiganta  pro- 
gresivamente, haciendo  que  el  infinito  negativo  se  convierta 
^u  infinito.^ 
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Créanos  el  Sr.  Py  de  Payado;  en  el  proyecto  flota  algro  más 
qae  una  negación  infinita  para  que  el  problema  preocupe  á 
tantos  hombres  eminentes,  y  todos  los  periódicos  profesionales 
y  otros  muchos  que  no  lo  son,  se  hayan  ocupado  de  él  con  mu- 
chísimo interés,  y  nosotros  añadiremos  que  nuestra  monogra- 
fía, y  consiguientemente  el  proyecto  en  ella  defendido,  encon- 
tró favorable  acogida  en  la  prensa,  y  para  probarlo  transcribid 
remos  el  juicio  crítico  de  algunos  periódicos,  en  la  imposibili- 
dad de  hacerlo  de  todos  ni  de  muchos  de  ellos. 

La  Crónica  Legislativa  emitió  su  juicio  crítico  acerca  de 
la  obra,  en  los  números  26  y  27  correspondientes  á  los  días  23- 
y  31  de  Julio  de  1887,  que  forman  un  solo  ejemplar.  Dice,  des» 
pues  de  insertar  el  título  de  la  obra:  «Al  cuerpo  de  Begistrir- 
doreres  de  la  Propiedad  dedica  el  Sr.  Santamaría  la  obra  que 
acaba  de  publicar  con  el  título  que  precede,  en  la  que  preten- 
de demostrar  la  necesidad  de  dar  fe  pública  notarial  á  los  Re- 
gistradores de- la  Propiedad  para  el  otorgamiento  de  actos  y 
contratos  sujetos  á  inscripción.  Funda  el  autor  la  reforma  que 
propone  de  las  leyes  Hipotecaria  y  Notarial  en  ios  inconve- 
nientes  que  nacen  de  la  posibilidad  de  las  segundas  enajena- 
ciones hechas  en  fraude  de  los  terceros  adquirentes:  en  la  {kk 
si  bilidad  también,  de  la  presentación  de  títulos  falsos  en  el 
Registro  de  la  Propiedad,  en  perjuicio  del  verdadero  propieta- 
rio, que  por  la  misma  ley  y  mediante  el  cumplimiento  de  sus 
preceptos  puede  verse  despojado  de  su  derecho  y  de  su  finca; 
en  los  inconvenientes  que  nacen  del  Registro  para  la  inscrip- 
ción de  los  títulos,  y  en  los  recursos  que  se  interponen  contra 
la  calificación  de  los  Registradores. 

»El  autor  comprendiendo  lo  atrevido  de  la  reforma  que  pro* 
pone,  pues  por  ella  se  lesionan  hondamente  los  intereses  de  la 
clase  Notarial,  la  que  por  ella  quedaría  reducida  á  la  nada  y 
hasta  merecería  la  supresión  por  el  insignificante  papel  que 
había  de  desempeñar  en  la  sociedad,  reducido  su  ministerio  á 
)a  antorizacióu  de  instrumentos  no  sujetos  á  inscripcióUi  con- 
fiesa de  antemano,  que  tales  ideas  encontrarán  fuerte  impug- 
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nación  especialmente  por  la  clase  Notarial  que  vería  mermarla 
811  hoy  demasiada  extensa  esfera  de  acción,  como  el  mismo 
dice. 

»Tan  transcedental  reforma  sostenida  por  nn  escritor  de  re- 
conocido mérito  ha  de  llevar  seguramente  la  alarma  á  la*  el  ase 
Notarial}  no  por  el  temor  de  próxima  realización,  pues  las  re- 
formas por  bnenas  que  sean  y  por  sólidas  que  sean  las  rasonea 
en  que  se  apoyen,  no  llegan  á  la  esfera  legislativa  por  el  libro 
ó  por  el  periódico,  pues  nuestros  legisladores  no  leen  sino  por 
el  fondado  temor  de  que  dichas  ideas  lleguen  á  formar  opinión, 
en  cuyo  caso  aunque  no  sean  ley  vienen  siempre  en  despresti- 
gio de  la  clase  Notarial. 

»No  siendo  la  Crónica  Legislatwa  la  llamada  á  iniciar  la 
defensa  de  la  clase  Notarial  amenazada  por  el  libro  anuncia- 
do, ni  tampoco  la  de  los  Registradores  de  la  Propiedad;  sin 
aceptar  ni  rechazar  por  hoy  las  ideas  sustentadas  en  él,  nos 
limitamos  sólo  á  hacerlas  públicas  dejando  el  campo  á  los  au- 
torizados colegas  que  llevan  el  nombre  de  las  clases  interesa- 
das, para  que  en  cumplimiento  de  su  deber  abran  debate  sobre 
las  ventajas  ó  inconvenientes  de  dichas  reformas  en  el  cual 
terciaremos  en  momentos  oportunos.» 

Debe  tenerse  en  cuenta  que  después  la  Crónica  L^islativa 
ha  aparecido  como  periódico  defensor  del  Notariado,  lo  cual 
da  más  ftferza  y  valor  á  Sus  manifestacionos',  ya  inclinadas  en- 
tonces á  fav9recer  implícitamente  á  los  Notarios. 

LA  Revista,  en  que  ven  la  luz  pública  estos  modestos  ar* 
tículos,  decía  en  su  cuaderno  correspondiente  al  mes  de  Julio 
del  año  anterior:  «Noticias  Bibliográñcas. — Estudios  sobre  Le* 
gislación  hipotecaria  y  Notarial;  por  D.  Victorino  Santama* 
ría.  Abogado,  Juez  municipal  de  Vendrell.  Un  tomo  en  4.^ 
menor  de  179  páginas,  Barcelona. 

De  algún  tiempo  á  esta  pa  rte  se 'observa  que  los  estudios 
sobre  noestra  legislación  hipotecaria  van  adquiriendo  un  la- 
gar preferente  entre  nuestros  tratadistas.  Tiempo  era  que  ra- 
mo tan  importante  de  nuestro  derecho  ocupara  lugar  preferen- 
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te  ea  el  libro  y  se  divalgae  eo  lo  que  quepa  sa  conoolmiento, 
pues  la  leg:¡slacii5n  hipotecaría,  por  sus  reformas  radicales  j 
por  el  espirita  que  le  inspira,  no  puede  el  Abogado  relegarlo 
á  olvido,  sino  antes  al  contrario,  dedioarla  un  estudio  asiduo. 

Entre  los  tratadistas  que  más  constancia  han  demostrada 
en  el  estudio  de  esta  legislación,  lo  ea  el  de  que  hoy  nos  oca- 
pannos,  D.  Victorino  Santamaría,  que  ya  demostró  sas  gran- 
des conocimientos  en  ana  obra  no  ha  macho  tiempo  publicada^ 
y  que  tenía  por  objeto:  «Las  capitulaciones  matrimoniales  y 
lá  hipoteca  por  razón  de  dote». 

El  folleto  hoy  pablicado  plantea  ana  cuestión  de  gran  im- 
portancia para  los  Registradores,  y  que  hace  ya  tiempo  viene 
tratándose,  aunque  no  en  la  forma  eradita  y  concreta  con  que 
lo  hace  el  autor.  ¿Deben  encargarse  los  Registradores  de  la 
contratación?  O  en  otros  términos:  dada  la  competencia  dé  es- 
tos funcionarios,  ¿podrían  encargarse  de  la  redacción  de  cier- 
tos contratos?  Tal  es  la  caestión  que  resuelve  en  un  sentido 
favorable  á  dichos  funcionarios  y  basando  su  criterio  en  nanl- 
-titud  de  citas  de  la  ley  Hipotecaria.  Por¿icha  ley  y  en  repeti- 
das ocasiones,  observa  que  ante  el  Registrador  se  celebran 
verdaderos  contratos,  otros  que  se  ratifican  ante  el  mismo  y 
muchos  que  bastan  y  son  suficientes  para  la  inscripción  de 
documentos  no  otorgados  ante  el  Notario. 

Para  confirmar  lo  dicho  recuerda  el  autor  las  disposiciones 
de  ley  sobre  acreedores  refaccionarios  (art.  59  ley,  y  51  reg.), 
las  notas  marginales  que  se  extienden  en  el  Registro  pafa  ha- 
cer constar  el  cumplimiento  de  obligaciones  futuras  y  coadi- 
ciones suspensivas  (arts.  16,  143  ley,  y  113  reg.),  las  notas 
adicionales  para  trasladar  fincas  del  antiguo  al  nuevo  Regis- 
tro (art.  21  reg.)  y  los  contratos  privados  celebrados  antes 
de  1."*  de  Enero  de  1863  (arts.  405  al  408  ley);  estas  y  otras 
citas  que  de  las  leyes  hace  el  autor,  demaestran  que  los  legis- 
ladores tavieron  en  cuenta  la  idoneidad  de  dichos  fanciona- 
rios  y  que  sin  duda  alguna  preparaban  lentamente  tan  impor- 
tante y  transcedental  reforma. 
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Abundanios  nosotróB  en  el  pensamiento  del  autor,  mucho 
más  bí  se  consultan  las  citas  que  evacúa  en  el  art.  5.°  del  capí- 
talo  3.%  que  estudiado  y  meditado  comprueba  que  lejos  de  ser 
un  peligro  el  que  ios  Registradores  se  encarguen  de  ciertos 
c  ontratoSy  son  una  garantía  para  las  partes  por  la  brevedad  de 
las  operaciones  y  la  economía  que  había  de  reportar. 

No  nos  extendemos  en  más  consideraciones  acerca  de  la 
obra,  que  por  la  novedad  del  asunto  y  lo  bien  tratado  creemos 
q  ue  será  favorablemente  acogida  y  estudiado  el  problema  que 
en  ella  se  propone.;» 

Y  el  periódico  Las  Provincias,  de  Valencia,  correspondiente 
al  19  de  Junio  del  citado  año  con  referencia  á  la  obra  referida 
dijo:  <(E1  objeto  de  este  escritor  es  muy  noble:  preparar  mate- 
ríales  para  la  reforma  de  nuestra  gravosa  y  complicada  legis- 
lación hipotecaria.  Partidario  del  proyecto  de  ley  sobre  crédi- 
to agrícola,  reduce  la  esfera  de  acción  de  los  Notarios  y  acre- 
cienta  la  de  los  Registradores  de  la  propiedad,  formando  un 
proyecto  de  contratación  ante  estos  funcionarios  del  Estado. 
La  reforma,  aparte  de  los  perjuicios  que  naturalmente  irroga- 
rá á  1|el  clase  Notarial,  no  ^abía  de  ser  completamente  extraña 
en  nuestras  costumbres  y  leyes,  abonándola  de  un  lado  la 
necesidad  de  ensanchar  los  estrechos  moldes  que  aprisionan 
•con  perjuicio  y  gabelas  á  la  propiedad,  y  de  otro  las  corrien- 
tes jurídicas  de  nuestro  tiempo,  que  tratan  de  evitar  interven- 
ciones entre  las  partes  contratantes,  y  también  importantes 
preceptos  de  la  ley  Hipotecaria,  su  Reglamento  y  la  jurispru- 
dencia. 

Todas  estas  disposiciones  legales  constituyen  la  materia  de 
la  obra,  examinándolas  con  buen  método  y  claridad,  para  de- 
ducir favorables  consecuencias  á  la  reforma  de  la  ley  Hipote- 
caria y  en  el  sentido  en  que  se  deñeode. 

Que  hay  necesidad  de  reformarla,  que  es  el  supuesto  de 
que  parte  el  autor,  nadie  lo  duda.  ¿Quién  no  ha  leído  con  gua- 
to la  sencillísima  Acta  Torreas  de  los  americanos?  Dista  mu- 
cho naestra  legislación  de  aquélla  en  la  materia  que  se  estu- 
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día,  j  alcanzarla,  no  puede  ser  más  qne  an  ideal  por  mucho 

tiempo,  en  los  paeblos  qae,  como  el  naestro,  tienen  creados 

tantos  derechos  6  intereses  á  la  sombra  de  leyes  y  costambrea. 

Pero  ya  que  no  se  paede  correr  tanto,  qué  se  ande  alg^-.» 


» 
«  * 


La  crisis  agrícola  qae  safre  la  Nación  y  qae  importa  com- 
batir por  todos  los  medios,  hace  preciso  qae  se  estudien   loa 
problemas  que  en  mayor  ó  menor  escala  puedan  atajarla,  y  el 
nuestro  no  es  el  que  menos  puede  contribuir  á  ello^  al  objeto 
de  facilitar  una  titulación  escrita  para  la  pequeña  propiedad, 
á  fin  de  que  pueda  obtener  las  ventajas  del  crédito  territorial 
y  agrícola  para  la  obtención  de  préstamos  con  que  atender  al 
cultivo,  etc.  La  situación  en  que  se  halla  nuestra  agricultura 
tiene  que  ñjar  las  miradas  de  todo. el  que  se  preocupe  del  bien 
y  porvenir  de  la  noble  tierra  en  que  nacimos,  del  bienestar 
del  mayor  número  de  sus  habitantes,  que  lo  constituyen  por 
cierto  los  que  á  hacerla  que  fructifique  consagran  sus  incesan- 
tes afanes.  Gime  hoy  toda  la  agricultura  europea,  aun  lá  más 
adelantada,  ante  la  amenazadora  competencia  que  se  aprestóla 
y  han  empezado  á  hacerla  apartadas  pero  más  fértiles  regio- 
nes, que  hasta  hace  no  largos  años  eran  más  bien  sus  merca- 
dos de  consumo.  ¿Qué  suerte  le  deparará  la  Providencia  á   la 
española  que  tan  atrás  se  vá  quedando?  Urge  mejorar  ó  variar 
los  procedimientos  y  los  métodos,  transformar  cultivos  que  no 
sean  remuneradores,  utilizar  más  y  emplear  en   mayor  exten- 
sión las  sustancias  fertilizantes,  suplir  las  deficiencias  de   la 
agricultura  propiamente  dicha  con  el  desenvolvimiento  de  laa 
otras  industrias  rurales...  Pero  para  todo  esto  se  requiere  capi- 
tal y  el  capital  precisamente  permanece  retraído  de  los  cam- 
pos: que  no  va  sino  adonde  halla  crecido  lucro  ó  donde  ha- 
lla garantías  de  seguridad.  La  Qoestión  del  crédito  territorial 
y  agrícola  es,  pues,  una  cuestión  capital  para  nuestra  patria. 

La  tendencia  moderna  no  se  significa  en  el  sentido  de  ia- 
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movilizar,  sino  en  el  de  movilizarlos  bienes  aun  inmuebles,  y 
por  ello  la  aspiración  científica  es  la  que  el  crédito  individual 
inmoe'ble  babría  de  irse  perfeccionando  por  la  transformación 
del  contrato  hipotecario  de  Derecho  civil,  desprendiéndolo  de 
su  fórmula  tradicional  para  someterlo  á  la  acción  del  torrente 
de  la  circulación  del  crédito,  cuyo  ensayo  de  estas  nuevas  for- 
mas son  los  bonos  territoriales  ó  Ghrundschulddrüfen  del  impe- 
rio alemán  y  los  más  antiguos  RanifesUn^  de  la  ciudad  de 
Brema.  Siguiendo,  pues,  esta  tendencia,  debe  procurarse  con 
todo  empeño  el  perfeccionamiento  de  las  instituciones  hipote- 
carias y  para  ello  debe  empezarse  por  la  base,  qtie  es  la  for- 
mación de  una  titulación  escrita  que  constelen  el  Registro  pú- 
blico . 

Siguiendo  esta  tendencia,  el  Código  de  Costa  Rica,  en  el  li- 
bro segundo,  regula  la  emisión  de  cédulas  hipotecarias,  esta- 
bleciendo un  sistema  análogo  al  que  adoptaron  las  leyes  de 
Prusia  de  1872^  imitando  la  antigua  legislación  de  la  ciudad 
de  Brema  y  que  es  más  sencillo  que  el  admitido  en  el  Acta 
Torrens  de  las  colonias  inglesas.  En  efecto:  así  como  para  la 
transmisión  del  certificado  de  una  hipoteca  sobre  la  propiedad 
inmueble  exige  esta  conocida  ley  que  se  celebre  un  contrato 
de  cesión  ante  un  testigo  y  que  se  inscriba  en  el  Registro  ge- 
neral (1),  el  Código  de  Costa  Rica  dispone  que  las  cédulas,  una 
vez  emitidas  con  los  requisitos  y  garantías  que  determina, 
constituyen  un  documento  al  portador,  que  puede  transmitirse 
aun  por  endoso  en  blanco.  Realizan,  en  suma,  estas  interesan- 
tes disposiciones  el  ideal  de  movilizar  la  propiedad  inmueble. 

En  España  es  lo  cierto  que  ias  ventajas  del  crédito  terri- 
torial están  todavía  por  las  nubes,  porque  nuestro  Banco  Hipo- 
tecario  impone  muchas  restricciones  en  sos  operaciones  de 
préstamos  sobre  fincas,  entre  ellas  la  de  valuarlas  muy  bajas,  no 
admitiendo  las  que  constan  inscritas  solamente  por  expediente 


(1)     BulUHn  de  la  Sodété  de  légUlation  comparée.    Rapport9  de  Mrs.  Gh.  Lyon 
Caen  y  F.  Chállamel.  (París,  Abñl  1888.) 
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posesorio,  las  que  tengan  algnna  condición  resolatoria,  por 
más  qae  los  hechos  demuestren  que  no  puede  Llegar  el  caso 
previsto  en  la  misma,  como  ocurre  en  Cataluña  con  la  condi- 
ción ó  pacto  de  je  versión  para  el  caso  de  morir  el  donatario 
universal  sin  hijos,  pues  aunque  los  tenga  numerosos  el  que 
trata  de  obtener  el  préstamo,  el  Banco  ya  no  quiere  contratar 
con  él,  y  para  estos  casos,  como  para  otros  que  se  ofrecen  de 
no  aceptar  los  Bancos  Hipotecarios  la  garantía,  de  ciertas  fin- 
cas, como  la  de  pinares,  terrenos  no  cultivados,  siquiera  va- 
yan á  ser  reducidos  á  cultivo,  precisa  que  se  procure  la  crea- 
ción de  Bancos  agrícolas. 

Esta  es  otra  de  ks  ventajas  de  la  reforma  que  ya  empiezan 
á  ver  los  propietarios  y  las  Revistas  agrícolas.  T  para  demos- 
trarlo vamos  á  reproducir  un  interesante  artículo  debido  á  la 
bien  cortada  pluma  del  conocido  propietario  y  letrado  del 
foro  catalán,  D.  Ramón  María  Gata  de  la  Torre,  inserto  en  la 
Revista  del  Instituto  agrícola  catalán  de  San  Isidro  correspon- 
diente al  día  15  de  Junio  anterior,  núm.  495,  y  reproducido 
en  el  periódico  de  Madrid  La  Liga  Agraria.  £1  artículo  lle- 
va por  título  el  mismo  de  este  modesto  trabajo,  y  dice: 

«Por  más  que  á  primera  vista  no  aparezca  la  importancia 
qne  tiene  lo  que  acaba  de  enunciarse,  para  el  modo  de  ser  de 
la  propiedad  en  general  y  especialmente  para  la  rústica,  es  lo- 
cierto  que  vale  la  pena  de  que  todos  cuantos  nos  interesamos 
por  la  mejora  de  las  condiciones  actuales  del  dominio  agrario, 
fijemos  la  atención  en  esa  reforma  iniciada  por  el  ilustrado  es- 
critor de  derecho  D.  Victorino  Santamaría.  Sabido  es  que  la 
propiedad  territorial  y  la  agricultura  española  están  atravesan- 
do circunstancias  dificilísimas  que  reclaman  se  acuda  pronto 
con  los  remedios  oportunos  sí  no  se  quiere  acabar  de  una  vez 
con  lo  que  constituye  la  base  y  el  nervio  de  la  prosperidad  de 
la  patria.  Y  en  tales  momentos  hay  cosas  que  si  bien  miradas 
á  la  ligera  no  muestran  á  la  superficie  la  importancia  y  trans- 
cedencia  que  encierran,  en  el  momento  en  que  se  las  profun- 
diza se  comprende  que  es  necesario  asirse  de  ellas  como  de  ta-^ 
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bla  salTadora  qae  pneda  conducirnos  al  ideal  qne  se  ya  alejan- 
do cada  día  más  de  nuestra  vista. 

»Caando  la  propiedad  rústica  se  encuentra  agobiada  por  ga- 
belas 7  tributos  excesivos;  cuando  una  escuela  fanática  y  sec- 
taria ha  querido  pasar  su  mano  niveladora  sobre  la  producción 
española  amarrándola  con  fuertes  ataduras  para  que  no  pueda 
volar  libre  de  obstáculos,  privándola  de  que  contribuya  así  á 
labrar  la  riqueza  de  la  nación,  es  fuerza  aprovechar  todas  las 
coyunturas  que  se  ofrecen,  siquiera  éstas  no  sean  de  mucha  im- 
portancia, con  el  fin  de  conseguir  se  aminoren  los  gravámenes 
qjae  la  abruman  y  la  arruinan;  ¿y  quién  duda  que  el  proyecto 
lanzado  ala  publicidad  por  el  señor  Santamaría,  al  abaratar 
los  crecidos  gastos  que  la  contratación  ocasiona,  ha  de  contri- 
buir en  algo  al  alivio  del  estado  por  demás  precario  de  la  pri- 
mera de  nuestras  producciones?  ¿Y  quién  duda  que  estos  gas- 
tos se  simplificarían  si  los  interesados,  én  lagar  -de  consignar 
sus  contratos  en  largas  escrituras  con  el  cúmulo  de  adverten- 
cias que  la  ley  exige,  con  preámbulos  necesarios  muchas  veces 
para  la  perfecta  claridad  del  con  trato  y  con  cláusulas  de  espec- 
tancia  y  demás  de  que  no  es  posible  prescindir,  podrían  acudir 
ante  los  Registradores  de  la  propiedad  para  celebrar  sus  con- 
tratos que  las  más  de  las  veces  se  reducirían  aun  simple  asiento 
de  pocas  líneas  en^l  libro  di  ario?  No  ignoramos  que  esto,  coino 
toda  reforma  de  alguna  transcendencia,  presentaría  tal  vez  di- 
ficultades;  pero  estamos  seguros  de  que  habiendo  buena  volun- 
tad  por  parte  de  los  encargados  de  aplicarla  se  vencerían  to- 
das. Creemos  que  ha  s  onado  en  España  la  hora  de  las  reivindi- 
caciones en  favor  de  la  abatida  y  esquilmada  propiedad  territo- 
rial, que  de  tanto  tiempo  viene  siendo  el  anima  vilis  de  todas 
las  reformas  y.  ens  ayos  y  la  que  amamanta  á  todos,  absoluta- 
mente todos  cuantos  han  sido  favorecidos  por  nuestras  leyes 
con  una  patente  para  vivir  y  medrar  á  expensas  deja  misma. 
»No  se  asusten  empero  aquellos  que  de  momento  han  de 
quBdar  perjudicados  con  la  reforma,  porque  aunque  ella  no  se 
«ealice,  dentro  de  muy  poco  van  también  á  sentir  lasconsecuen- 
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cías  del  aniquilamiento  de  la  madre  tierra^  sí  pronto  no  se  ia 
ayuda  con  medidas  reparadoras  que  á  voz  en  garito  reclaman 
todos  los  propietarios  y  labradores  de  España,  Y  menos  tiene 
nadie  derecho  á  escandalizarse  después  (fue  rindiendo  culto  á 
la  fiebre  por  los  intereses  del  capital  se  ha  introducido  la  mis- 
ma reforma'en  beneficio  de  los  valores  moyiliarios.  Ya  se  com- 
prende que  aludimos  á  la  disposición  que  permito  cancelar  cé  • 
dulas  hipotecarías  sin  necesidad  de  escritura  púrblica. 

»PerQ  á  pesar  de  lo  que  acabamos  de  exponer,  no  defende* 
riamos  con  todas  nuestras  fuerzas  la  reforma  si  no  la  hiciese 
imprescindible  el  art.  34  de  nuestra  ley  Hipotecaría  que  pug^oa 
con  los  derechos  imprescriptibles  de  la  propiedad  española'  y 
que  urge  desaparezca  de  una  vez  si  hemos  de  informar  nues- 
tra legislación  en  los  verdaderos  principios  jurídicos,  desechan- 
do para  siempre  las  doctrinas  de  las  escuelas  utilitarias  qne 
forman  la  base  en  que  descansa  la  ruina  económica  de  Espa- 
ña. «Harto  es  que,  traspasando  la  ley  Hipotecaría  sus  natnra- 
les  límites,  dicen  los  Sres»  Galindo  y  Escosura  en  sus  ilustra- 
dos comentarios  á  la  misma  (circunscritos  según  su  nombre 
indica  á  que  fueran  públicos  todos  los  gravámenes  que  dismi- 
nuyen el  valor  de  las  fincas  y  que  los  que  no  constasen  ea  el 
Registro  no  perjudicaran  á  torceros),  comprendiese  también  las 
constituciones  y  transferencias  de  dominio.  Harto  era  que'  fa- 
llase sobre  la  validez  de  los  títulos  de  propiedad  cuyo  examen 
y  apreciación  debe  dejarse  al  cuidado  del  particular  que  no 
necesita  la  perpetua  tu  tola  de  los  Poderes  públicos;  y  los  con- 
flictos al  fallo  judicial  que  dirime  las  cuestiones  de  intereses 
privados:  Quitaba  sólo  (como  si  en  «1  país  no  hubiera  atendibles 
más  intereses  que' los  de  los  acreedores)  que  se  dictase  la  dispo- 
sición 34  por  lo  cual  puede  ser  sumido  en  la  miseria  el  mayor 
propietario,  sin  culpa  suya,  sin  hecho  ^uyo,  sin  noticia  suya.» 
«Sí  esto  es  posible,  continúan,  ¿hay  legislación  que  lo  sancione» 
país  que  I9  sufra,  Gobierno  que  lo  tolere,  hombre  de  ciencia  qne 
lo  aplauda?  Nosotros,  que  quizá  no  estamos  conformes  coa. el 
espíritu  de  la  ley  Hipotecaria  que  hace  depender  de  la  inscrip- 
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ción  del  dominio  el  mismo  dominio,  comprendemos,  sin  embar- 
co, sn  sistem»:  el  qneno  inscribe  comete  una  omisión  qn^  la  ley 
castiga  con  ensañamiento;  pero>  én  fin,  no  ha  inscrito  j  cnl- 
pa  tiene;  lo  que  no  podemos  comprender  es  qae  cumpliéndose 
los  preceptos  legales  para  asegurar  el  dominio,  quede  sin  em- 
barga tan  inseguro  como  si  no  se  cumpliesen  y  que  pueda  dar- 
se el  caso  en  que  la  augusta  majestad  de  una  sentencia  sancio- 
.na  como  acto  válido  y  legal  el  robo  organizado.»  Hasta  aquí 
los  ilustres  comentadores  de  la  ley  Hipotecaria. 
;^Nosotros  pocas  palabras  hemos  de  añadir. 
»Basta  consignar  que  si  esto  es  posible,  si  esto  ha  sucedi- 
do, si  esto  se  ha  perpetrado  con  mayor  frecuencia  de  lo  que. 
debiera  acontecer  en  una  sociedad  civilizada  (y  podríamos  ci- 
tar muchísimos  casos),  urge  cambiar  de  rombo,  urge  arrojar 
muy  lejos  las  doctrinas  de  la  escuela  utilitaria  y  abrazar  deci- 
didamente las  que  toman  por  base  los  eternos  fueros  de  la  pro» 
piedad.  De  momento,  para  evitar  los  irreparables  perjuicios 
que  ha  ocasionado*  y  ocasionará  el  mencionado  art.  34  de  la 
ley  Hipotecaria  vigente,  no  queda  otro  recurso  que  admitir  la 
coBtratación  ante  los  Registradores  que  son  verdaderos  fun- 
cionarios revestidos  de  fe  pública.  De  esta  suerte  no  se  da  tiem- 
po á  que  en  el  espacio  que  media  entre  el  otorgamiento  de 
una  escritura  y  su  inscripción  en  el  Registro  se  interponga  un- 
malvado  que  se  apodere  impunemente  de  nuestros  derechos 
sin  temor  á  los  interdictos  de  los  pretores  romanof;.  Los  fue* 
ros  de  la  propiedad  son  demasiado  elevados  para  que  consien- 
tan por  más  tiempo  un  estado  de  cosas  en  que  es  posible  el 
despojo,  y  en  esta  alternativa,  ó  se  borra  de  nuestras  leyes  el 
art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  ó  se  autoriza  á  los  particulares 
para  que  puedan  contratar  en  el  Registro  de  la  propiedad,  lo* 
Cpitndo  de  esta  suerte  que  se  verifiquen  en  un  mismo  acto  y 
sin  solución  de  continuidad  el  contrato  y  la  inscripción  del 
flaismo  en  el  Registro. 

;»CoIocada  la  cuestión  en  este  terreno  se  hace  de  necesi  dad 
imprescindible,  por  más  que  la  reforma  hubiere  de  inferir  per- 
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juicios  (que  no  son  de  tanta  monta  como  aparecen  á  la  BÍoapIe 
YÍsta)  á  ana  ó  á  varias  clases  de  la  sociedad,  porque  ante  todo 
es  necesario  atender  á  aquella  que  constituye  una  de  laa  bases 
fundamentales  del  orden  social,  la  que  una  Tez  desquiciada, 
por- fuerza  la  sociedad  entera  ha  de  resentirse,  y  como  los  inte- 
reses morales  y  los  econ^^micos  son  perfectamente  solidarios, 
en  pos  del  desmoronamiento  de  los  principios  del  derecho  ha 
de  venir  la  ruina  económica  de  los  pueblos. 

»Reciba,  pues,  el  Sr.  Santamaría  nuestros  plácemes  por 
haber  tomado  la  iniciativa  en  una  idea  que  ha  de  ser  de  fecun- 
dos resultados  para  los  intereses  de  la  propiedad*  española,  á 
.los  cuales  es  necesario  que  cedan  la  preferencia  cuantos  de 
diversa  índole  pudieran  estar  con  ellos  en  pugna.  Recíbalos 
asimismo  el  Diputado  Sr.  Maluquer  y  Yiladot  por  haber  pre- 
sentado una  proposición  de  ley  inspirada  en  tan  fecundos  prin- 
cipios. Es  hora  ya  de  abrazarnos  decididamente  á  la  bandera 
salvadora  en  la  cual  están  escritas  las  grandes  reivindicacio- 
nes de  la  propiedad  agraria^  ó  contemplar  en  otro  caso  cómo 
las  doctrinas  utilitarias  acaban  de  aniquilar  á  la  que  había  de 
ser  base  firmísima  en  que  pudieran  apoyarse  los  progresos  fu- 
turos. )> 

La  necesidad  y  utilidad  de  la  reforma  la  demuestra  un  he- 
oho  que  ocurre  en  la  práctica,  por  demás  notable,  y  que  vamos 
á  reseñar  por  lo  mucho  que  significa,  en  contra  del  crédito  te- 
rritorial  y.én  favor  del  personal,  y  que  tiene  lugar  én  la  pro- 
vincia en  que  escribimos,  en  la  de  Tarragona.  El  Banco  local 
de  dicha  ciudad  tiene  clasificadas  á  varias  personas  de  la  pro- 
vincia y  facilita  préstamos  al  4  por  100  de  interés  anual  por 
medio  de  pagaré  suscrito  por  el  deudor  y  dos  personas  de  las 
clasificadas  por  el  Banco.  Las  facilidades  de  este  modo  de  ob- 
tener y  devolver  los  préstamo^  no  hay  para  qué  indicarlas,  y 
sobre  todo  se  recomienda  por  la  baratura  del  interés,  inferior 
al  legal  que  cuasi  sin  excepción  se  señala  en  los  contratos  de 
préstamo  hipotecario.  T  decimos  nosotros:  ¿No  es  esto  un  im- 
portantísimo dato  que  acusa  la  deficiencia  del  régimen  hipóte- 
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-cario?  ¿Cómo  es  que  el  prestamista  prefiere  la  garantía  perso- 
nal ala  hipotecarla,  y  á  mayor  abundamiento  prefiere  el  do- 
cumento privado  á  la  escritura  pública,  señalando  al  préstamo 
que  consta  por  medio  de  pagaré  ún  interés  tan  bajo  que  no  ha 
podido  soñarlo  el  crédito  territorial,  que  no  tiene  de  tal  sino  el 
nombre? 

Problema  es  este  que  debiera  hacer  pensar  á  nuestros  go- 
bernantes, á  los  poderes  públicos,  que  á  alguna  causa  especial 
son  debidas  semejantes  anomalías,  ya  que  no  tienen  explicación 
satisfactoria,  si  no  se  concede  lo  que  no  puede  negarse,  y  es 

'  que  nuestro  actual  sistema  hipotecario  es  dilatorio,  costoso  y 
de  difícil  realización.  Y  el  Estado  debiera  emplear  en  esto  su 
fecunda  iniciativa  ordenando  las  leyes  para  que  se  faciliten  los 
préstamos  á  la  agricultnrar,  quitando  trabas  creadas  por  una 
legislación  venerable  por  lo  secular,  pero  que  descansa  en  el 
desconocimiento  de  los  procedimientos  modernos  del  crédito  y 
«n  la  apreciación  inexacta  de  sus  necesidades  y  sus  bene* 
fícíos. 

El  sistema  australiano  y  el  de  Prusia  son  más  sencillos  que 
«1  actual  de  nuestra  patria;  el  del  proyecto  de  ley  del  Sr.  Ma- 
Inquer  ofrece  muchísimas  más  ventajas  que  éste  en  cuanto  á 
las  facilidades  de  la  inscripción  y  cancelación  del  contrato,  y 
por  lo  tanto  mayor  economía;  y  si  á  esto  se  agregase  una  re- 
forma que  facilitase  también  el  procedimiento  ejecutivo,  no 
hay  duda  que  se  lograrían  fecundos  resaltados  respecto  de  este 
particular. 


«  * 


Reasumiendo  lo  referente  á  la  apreciación  de  la  prensa  res- 
pecto el  proyecto  que  se  debate,  debe  consignarse  que  ha  sido 
altamente  favorable  á  la  reforma,  y  únicamente  la^e  la  clase 
interesada,  ó  algún  periódico  unido  por  relaciones  de  suscri- 
ción  á  la  clase  Notarial,  son  los  que  han  combatido  la  idea,  con 
:poca  fortuna  por  cierto,,  porque  el  pensamiento  se  ya  abriendo 
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paso,  á  pesar  de  tanta  contradicción  amontonada  contra  el 
mismo. 

Examinados  los  precedentes  qae  anteriormente  se  consig- 
nan, desde  luego  se  echk  de  ver  qae  el  pensamiento  qae  más 
se  acomoda  al  estado  actual  de  nuestra  legislación  en  relación 
con  las  extranjeras  es  el  formulado  por  Las  Protincias^  de  Va- 
lencia: «ya  que  no  se  puede  correr  tanto  (dice  dicho  periódico, 
refiriéndose  al  sistema  Tórreos),  que  se  ande  algo.»  Este  algi> 
de  nuestro  proyecto  no  llega  siquiera  al  sistema  de  «Prueía, 
por  cuya  razón  hemos  dicho  anteriormente  que  habíamos  sido  . 
muy  parcos  en  proponer  la  reforma,  y  que  ésta  era  solamente 
un  modesto  y  t^paido  ensayo,  como  así  resulta  'efectivamente. 

Con  lo  transcrito  quedan  también  demostradas  de  un  modo 
fehaciente  las  aspiraciones  de  la  propiedad  territorial,  y  de< 
mostrada  su  tendencia  á  alcanzar  progresos  futuros  á  los  qae 
ha  de  servir  de  base  nuestra  reforma,  en  virtud  de  la  cual  se- 
entraría  en  una  verdadera  vía  de  adelantamiento,  en  laque, 
hasta  llegar  al  sistema  de  sir  Roberto  Torrens,  hay  largo  ca- 
mino que  recorrer.  Al  propio  tiempo  cenias  autorizadas  opinio- 
nes que  hemos  consignado  en  este  artículo  respecto  el  proyec- 
to de  reforma,  quedan  contestados  ciertos  ridículos  argumen- 
tos de  algunos  periódicos  que  se  han  entretenido  en  jnzgar  la 
importancia  de  las  poblaciones  de  Calafell  y  Vendrell,  porque 
de  ellas  partieron  las  primeras  adhesiones  á  nuestro  proyecto,^ 
dirigidas  á  los  centros  oficiales,  como  si  la  base  de  la  población  . 
fuese  el  único  factor  que  debe  tenerse  en  cuenta  en  tale» 
asuntos. 

{Se  concluirá) . 
*  ViOTORmb  Santamabía. 


CessBlta  de  D.  José  Miranda.  Cora  de  la  parropa  de  Yaidesoto,  j  respuesta 
de  los  ReTereBdísimos  Padres  Maestros  del  CooTento  de  San  Esteb  de  Sa- 
lamaDca;  Orden  de  Predicadores,  sobre  contratos  de  ganados.  * 


RESPUESTA 

De  esta  materia  de  aparcerías  ó  contratos  de  compañía  en 
determinada  especie  de-ganados,  tratan  de  propósito.  Baldo, 
inleg.  sipascenda,  Cód.  depacúis^  et  in  leg.  \y  Cód.  pro  socio;^ 
Aogel  de  Peregil,  Tract.  de  sodetate^  parte  2.*;  Sanctos  Ber- 
nardinas de  Sena,  tomo  2.^,  sermón  40;  San  Antoninus,  p.  2, 
disp.  1;  La  Summa  angélica.  De  usura,  2.^;  Tabiena,  Azor, 
tomo  3,°,  insUtut,  moralium',  libro  9.**,  cap.  7.°;  Rebelo,  De^ 
obUgationibus  jusUtie,  p.  2,  libro  25,  quasHo  6;  Reginaldo,  li- 
bro 25,  cap.  30;  Molina,  DejusHÜa  eCjure,  tomo2.^  dis.  420; 
Bonacina,^  tomo  2.^  tract.  2,  disp.  3,  Deeontratib^,  q.  6;  Gene- 
to,  tomo  L^  traót.  4,  cap.  13,  y  el  Cardenal  de  Laca,  De  usu- 
ris,  disc.  2.  Y  las  doctrinas  qae  dan  sobre  este  asante,  son  laeí 
mismas  qae  sirven  para  arreglar  los  demás  contratos  de  com- 
pañía en  caalqaiera  otra  materia,  con  sólo  la  diversidad  de 
aplicación  á  este  particular,  en  que  saele  mezclarse  'también 
contrato  de  condacción  y  locación. 

1.  Porto  caal  San  Bernardino,  en  la  introducción  al  ser- 
món citado,  notable  2,  dice:  un  Soccida,  que  est  guadam  socie- 
tas  (et  locatiOj  quia  ex  his  duobus  Soccida  composiia  est),  digo, 
inconíraeiu  animalium,  dúo  concurrunt,  scüiceí  sacie  tas  et  loca- 


*     Téase  la  ConsoLt»  i&i«rta  en  la  página  en  del  tomo  anterior. 
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tio:  quia  tx  his  iuohiis  Soccid^  componía  est^  ideo  qui  díscerne- 
re  vult  quando  Soccida  lidia  est,  vel  non^  dúo  debet  atendere:  1  .* 
Id  quod  est  fórmale  invera  societate  pecunioe  appositoiy  quia  sd* 
licetiUe^  qui  mutual  pecuniam  me  reatori  ad  veram  sociftatem^i 
tf.net ur  in  se  periculum  retiñere.»  2.®  «Debet  considerare  idj  quid 
est  formule  in  locattonej  quia  locans  retinet  in  se  periculum  ca- 
suale  vei  locaúíB.»  El  contrato,  pnes,  de  aparcería  ó  compa- 
ñía en  ganados  (y  lo  mismo  es  de  locación)  puede  ser  ilícito 
por  dos  capítulos:  6  porque  interviene  usura,  ó  por  desigual- 
dad en  el  repartimiento  de  la  ganancia  á  proporción  de  loque 
pone  cada  uno  de  los  compañeros. 

2.  En  cuanto  á  lo  primero,  Sixto-Y  en  su  Bulla,  que  empie- 
za dettentabilis,  dice  así:  «Damñamus  et  reprohamus  omnes^  et 
quos  cumque  contractus  et  conventiones,  pactiones post hacincun» 
dos^  sive  in  cundas ^ per  quoSj  vel  quas  ¿a3e3¿7t»r  (personas),  dip^o, 
personis  pecunias  animalia,  Aaut  quas  libet  alias  ves  societatis 
nomine  tradentibus^  ut  etiam,  si  fortuito  casu  quamlibet  iactu- 
ram,  damnumy  vel  amisionem  seque  contingat^  sors  ipsa,  seu 
capitale  sempér  salvum  sit,  et  integrum  a  socio  restituatur,"»  Lo 
mismo  consta  ex.  Ug.  si  'non  fuerini  in  princip.y  §§  pro  socio: 
donde  se  dice:  «Contra  legts  societatis  esset  coutractus,  et  lu- 
crum  perciperCf  damnum  vero  effugere.y^  T  así  todas  las  veces 
que,  en  fuerza  del  contrato  de«  compañía,  queda  el  principal 
asegurado  en  todo  eveuto  para  quien  le  pone  (excepto  si  se 
pierde  ó  disminuye  por  culpa  ó  dolo  del  tenedor,  que  en  tal 
caso  estará  obligado  en  conciencia  á  restituir  el  importe  de  la 
pérdida)  es  el  contrato  usurario,  omitiendo  por  ahora  si  es  líci- 
to, que  en  fuerza  de  otro  contrato  de  aseguración,  el  riesgo 
del  capital  corra  por  cuenta  del  compañero  que  le  recibe,  aun- 
que sin  culpa  suya;  sobre  que  hay  grave  controversia  con  bien 
graves  fundamentos  por  la  parte  que  añrma  que  aun  así  es 
usura.  A  lo  menos  es  muy  dificultoso  reducir  á  la  práctica  es- 
tos dos  contratos  entre  unos  mismos  compañeros,  á  términos 
de  equidad  y  justicia,  de  suerte  que  no  quede  el  uno  más  agrá* 
Tado,  ó  expuesto  á  mayor  daño  <}ue  el  otro. 


OONSULTA  ^7 

?.  Y  dado  que,  sin  usura  ni  injasticía,  se  puedan  practi- 
car^ sería  menos  dificultoso  en  compañía  'de  ganados  que  en 
otras  negociaciones,  cuyo  capital  consiste  en  dinero,  pDr  razón 
de  la  diversidad  que  hay  entre  éste  y  el  ganado:  porque  el  di- 
nero de  ningán  modo  es.  por  sí  mismo  fructífero,  sino  por  el 
uso  de  élen  la  negociación:  en  cuya  atención  Santo  Tomás 
2.  2,  q.  48,  art.  2,  ad  5,  para  que  el  que  da,  por  contrato  de  com- 
pañía, dinero  á  un  mercader,  pueda  participar  de  la  ganancia, 
da  por  razón  el  peligro  á  que  se  expone  de  perderlo:  con  que 
si  queda  asegurado  de  todo  peligro,  parece  que  se  traslada 
todo  el  dominio  al  recipiente,  como  en  el  mutuo,  y  por  consi- 
guiente es  muy  dificultoso  hallar  título  por  el  cual,  sin  vicio 
de  usura,  pueda  el  dador  participar  de  la  ganancia.  Los  gana- 
dos de  suyo  son  fructíferos,  y  no  solamente  ellos  valen  dinero^ 
sino  también  el  solo  uso  de  ellos  y  el  usufructo:  por  cuyarazón 
se  pueden  locar  y  el  dinero  no.  Y  así  Rebello  en  el  lugar  ci- 
tado,  q.  4,  defiende  por  más  probable  que  es  usura  la  concu- 
rrencia de  los  dos  contratos  de  compañía  y  aseguración:  en  la 
q.  6,  núm.  6,  dice:  <íadmiUnda  tamen  viiet  Umitatio  quo  ad  alias 
ves  inesHma4as  pro  eapitali  datas  quia  inhis  usus  valorem  dis» 
Hnctwn  haietab  ipsis  rebus,  quaies  suní  pécora  nabes,  el  similia; 
.  kcec  enim  sine  iniusiis  eia  pro  jusla  mercede  asecurari  posunt 
per  alterum  sociumy  absque  eo  quod  a  tradenU  alieiuntur  (como 
puede  suceder  en  contrato  de  locación^  de  que  Cardin.  de  .Luca 
díscnrsu  cit.)  lucrumque  ex  usu  eorum  adquisiíwn  socialiter  di- 

'4.  Pero,  omitiendo  esto,  que  aunque  sea  practicable  en 
contratos  de  locación,  en  los  de  compañía  siempre  hace  difi- 
cultad la  Bulla  de  Sixto  V  y  ley  citada.  Lo  que  no  admite  duda 
es  que  no  hay  usura  todas  las  veces  que  el  peligro  del  capital 
corre  por  cuenta  de  quien  le  pone;  siendo  esto,  como  queda 
dicho,  de  San  Bemardino,  lo  formal  en  los  contratos  de  com- 
pañía: de  suerte  que,  si  le  ponen  entre  muchos,  cada  uno  se 
expone  al  peligro  de  su  parte:  y  si  le  pone  uno  solo,  y  otro  la 
industria,  éste  se  expone  á  perder  su  trabajo,  y  el  otro  su  ha- 


. 
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cienda.  T  en  e^te  sentido  se  verifica  qne  nno.de  los  compañe- 
ros no  sea  participante  en  el  daño,  es  á  saber,  en  la  pérdida 
del  capital,  j  lo  sea  en  la  ganancial  como  se  decide  en  la  cita- 
da ley  ibi:  «ita  canbeniri  soeütaUfn  posse^  ut  nullam  partem 
damni  alter  sentiat,  lucrum  vero  eommune  sit.  quod  ita  demum 
vakMt;  H  tamen  sií  operan  quanU  damnum  esty  plerutnque  mm 
tanta  est,  pecunia,  digo,  industria  soeii  ut  plus  societati  can/e- 
rat  qúam  pecunia.» 

5.  En  cnanto  á  lo  segundo,  no  puede  haber  solución  más 
clara  del  caso  ni  más  cierta  que  la  del  Jurisconsulto  Proco  lo, 
l^.  improposita  ^.  pro  socio,jBe  contiene  en  estos  términos  bre- 
Tísimos:  <:improposita  autem  quasstione  arbitrium  viri  existimo 
sequendum  ex  eo  maffis,  quod  judicium  pro  socio  bonoe  fidei  est.> 
La  dificultad  está  en  formar  juicio  prudente  en  particular, 
siendo  necesario  para  esto,  lo  uno  el  conocimiento  del  menor 
ó  mayor  peligro,  y  más  ó  menos  regularidad  en  la  ganancia, 
según  la  que  comunmente  acaece;  lo  otro,  saber  apreciar  por 
otra  parte  el  cuidado,  trabajo  y  espensas  en  la  custodia  y  man- 
tenimiento del  ganado,  y  por  otra  parte  la  utilidad,  que,  ade- 
ra ás  dé  la  ganancia  parti ble,  perciben  los  labradores  que  le 
toman  á  su  cargo,  en  la  leche  y  uso  de  él  para  el  cultivo  de 
los  campos:  sobre  lo  cual  nadie  podrá  formar  juicio  más  cabal 
que  los  mismos  que  practican  estos  contratos  y  saben  por  la 
experiencia  continuada  el  útil  que,  á  proporción  de  lo  que  una 
7  otra  parte  contribuye,  se  saca  de  ellos.  Con  todo  eso,  no 
obstante  la  falta  de  conocimiento  y  experiencia  en  estas  ma- 
terias, se  procurará  decir,  atendiendo  á  la'relación  que  se  hace 
en  la  consulta,  lo  que  buenamente  pareciere  más  conforme  ^ 
razón;  para  cuyo  fin  se  deben  suponer  las  reglas  siguientes; 
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.     .  PRIMERA'  REGLA 

6.  La  primera  regla  es:  que  en  estos  contratos  de  buena  fe, 
para  formar  jaicio  de  su  eqnidad^  se  debe  atender  á  la  costum* 
bre^  como  es  expreso  in  lege;  quod  si  nolit  §  quia  asidua;  §  ds 
diUL  et  dicto  ibi:  ea  enim  qwz  sunt  morís  et  consueittdinis  in  ionm 
Jidei  judiHis  deisfU  veftirs.  Y  sin  atender  á  esto>  no  se  podrá 
dar  dictamen  acertado:  por  cuya  razón  Cayetano  in  Samma, 
Terb.  Soeieias  in  fine,  dice:  De  societatidusin  materia  animalium^ 
qwz  Soecide  appellantur ,  tan  varia  est  materia  et  consuetudo^  u  t 
JúriSf  scridi  complete  non  possit  et praterea  in  cualiiet  patria- 
ffide,  ut  ihi  fleri  eonsuebit  a  viris  proHs,  vel  secundum  modum 
aprobatum  a  viris  probis.  Verdad  es  qne  esto,  como  advierte 
bien  Silyestro,  loco  citat.,  q.  6,  resp.l},  se  debe  entender  modo 
consuetudo  conveniat  arbitrio  boni  viriy  conforme  á  la  ley  cita- 
da improposita:  pero  entonces  hay  fundamento  para  juzgar 
qne  es  racional  y  prudente  la  costumbre^  cnando  por  lo  gene- 
ral  se  hacen  los  contratos  públicamente,  sin  recatarse  los  con  • 
trayentes  de  qne  yeogan  á  noticia  de  otros:  lo  primero,  por- 
que, como  dice  el  Cardenal  de  Laca,  loco  cit.,  nüm.  12:  satis 
eonfert  eomunis  usus  Acec  quoe  cireunstarítia  quod  aptus  flat  pu- 
ólice  etpalam:  cum  id  arguat  bonam  ftdem  et  sinceran  intentio- 
nem:  y  más  abajo:  adque  utsupra  magna  circunstantia  est  illa^ 
fuod  non  áiferat  sagax^  et  deprabatur  negotiator  a  simplice,  et 
Mneero  contraente,  quoties  modus  contraendi  ex  eonsuetudine  est 
uni/ormiSf  dum  ita  cesat  drcumbeúio  et  suffocatio  qua,  piden  tur 
usuree  (añádese)  etjustitiae  consueta,  et  quoiam  modo  esentialia 
requisita.  Lo  segundo,  porque  siendo  antigua  y  uniforme  la 
costumbre  y  practicada  á  ciencia  y  paciencia  de  los  Prelados, 
Párrocos  y  personas  doctas  y  timoratas  que  practicasen  estas 
materi&s,  hay  fundamento  para  creer  que  todos  la  tienen  y  han 
tenido  por  justa. 
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SEGUNDA  REGLA 

La  segunda  regla  es  la  qae  da  -San  Bernardino,  in  intro- 
duce Serm.  cit.:  Tertio  notandum  quod  quando* communiUr  non 
pércipUum  etproiabüiUr  duiiiaíurf  an  illius  tel  istíus  deUrior 
eonditio  sit  in  forma  contracius  eú  pacH¡  ad  hibiU  in  soccida^  se» 
quaquTuque  alia  societaUy  tune  ibi  non  estpeoatum;  ubi  auten  eon^ 
ditio  alterius  notabiliter  deUrior  aparet  ad  arbitrium  hm  viri 
pecatum  est  ex  parte  prebalentii^  si  hoc  scienter  facit. 


TERCERA  REGLA 

Aun  en  caso  de  qae  con  algún  fundamento  se  dude  de  Ift 
igualdad  del  contrato,  pueden  las  partes  ceder,  como  dice  el 
maestro  Bañez,  dejustitia  etjure^  q.  78,  art.  4.**,  dísp.  3,  ia 
fine;  ¿1/  vero  quando  res  dubia  fueritj  an  sit  ista  equalitas  in 
aliquo  eoniractUy  tune  poterunt  soeii  ceder/ juri  suo,  et  reputare 
equalem  esse  contractum:  et  ratio  est,  quia  in  tali  contractuprop- 
ter  comunem  ignorantiam  uterque  se  ec^onit  par  i  fortuna.  Verdad 
es  que  esta  regla  suele  'ser  muchas  veces  engañosa  por  la  ne- 
cesidad 6  pobreza  de  los  contrayentes,  que  por  redimir  su  ne- 
cesidad ó  por  codicia  de  ganar  para  salir  de  pobres,  más  que 
por  propia  voluntad  (aunque  digan  que  lo  hacen  vóluntaria- 
"mente),  suelen  admitir  condiciones  injustamente  gravosas.  Por 
lo  cual  el  presentado  Fr.  Tomás  de  Mercado,  tract.  de  contra* 
tos,  cap.  9.°y  modifica  la  regla  de  esta  forma:  Cuando  la  com- 
pañia  se  hace  entre  personas  á  quienes  no  constriñe  á  ello  la  ne^ 
cesidady  cualesquiera  condiciones  se  pueden  sacar  y  poner,  auA 
que  de  suyo  sean  algo  injustas^  sabiéndolo  y  entendiéndolo  las 
par  tes  j  porque  no  hay  agravio  ni  fuerza  adonde  hay  voluntad.  T 
parece  que  ésta,  y  no  fuerza,  se  debe  presumir  cuando  la  cos- 
tumbre es  general  y  practicada  igualmente  entre  todo  género 
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de  pereoDas.  Bato  supueato,  se  irá  diciendo  en  particular  y  por 
-   BQ  orden  sobre  cada  una  de  las  especies  de  contratos  que  se 
po  lien  en  la  consulta. 

BESPÓNDESB.  k    LAS    DOS    DUDAS    QUE    SE    CITAN 
SOBRE  EL  PRIMER  CONTRATO 

7.  En  este  contrato,  según  su  forma  y  nombre  que  se  le 
da,  de  media  cria,  no  se  hace  común  el  capital,  y  por  tanto 
queda  siempre  (con  la  excepción  arriba  puesta  de  culpa  (5  dolo 
del  tenedor)  á  riesgo  del  que  le  pone,  como  se  expresa  en  la 
consulta  núm.  9,  y  por  consiguiente  de  él  sólo  debe  ser  la  me< 
jora,  si  por  accidente  la  hubiera.  La  cria  solamente  se  hace 
común;  y  para  este  fin  y  para  que  puedan  los  contrayentes  am- 

.  bes  dividir  por  iguales  partes,  uno  pone  el  capital  y  otro  sola- 
mente el  cuidado  de  él:  de  lo  que  se  sigue  que  cuando  quiera 
q  ue  la  yaca  ó  vacas  puestas  por  capital  se  hayan  de  extraer  de 
la  aparcería,  ó  porque  ésta  se  acabó,  ó  porque  las  vacas  son  ya 
inútiles  para  criar,  se  lastiebe  llevar  en  el. mismo  estado  que 
tuvieren  ó  precio  en  que  se  vendieren  el  que  las  dio. 

8.  Mas  de  esto  mismo  nace  la  duda:  una  vez  que  las  vacas 
puestas  al  principio  se  extraen  de  la  aparcería,  ó  porque  pere- 
cea ó  porque  se  venden,  ya  se  extinguió  el  capital  que  era 
sólo  de  uno  y  sucede  en  lugar  de  él,  si  perseveran  las  crías, 
otro  capital  distinto  que  es  por  mitad  del  tenedor;  y  poniendo 
éste  ya  tanta  parte  del  capital  como  el  compañero  y  además 
la  industria,  parece  que  por  su  naturaleza  se  acabó  el  primer 
contrato  y  sucede  otro  distinto  en  que  no  se  debe  hacer  la  di- 

.  visión  délas  crías,  que  de  nu«vo  hubiese,  por  iguales  partes, 
sino  que  la  mitad  de  ellas  se  debe  consignar  al  labrador  en  co- 
rrespondencia de  haber  puesto  la  mitad  del  capital,  y  de  la 
otra  mitad  se  le  debe  también  consignar  la  correspondiente  á 
la   industria,  trabajo  y  expensas. 

9.     A  la  manera  que  si  dos  negociantes  hiciesen  contrato  de 
compañía,  poniendo  uno  mil  ducados  de  capital'y  el  otro  la  in- 
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dustria,  y  después  de  haber  adquirido  bastante  ganancia  de* 
jasen  ésta  solamente  para  proseguir  el  contrató  sacando  toa 
mil  ducados  el  que  los  puso,  ya  era  el  contrato  otro,  y  sería  in* 
justicia  querer  que  todavía  se  dividiese  por  iguales  partes 
como  al  principio  la  ganancia  que  *de  nuevo  hubiere.  A  esto 
parece  que  se  reducen  las  razones  de  dudar  que  sobre  este  con- 
trato se  proponen. 

10.  Y  sería  manifiesta  la  iniquidad  si  lo  que  se  dice  en  la 
consulta  núm.  11>  que  una  de  las  dos  vacas  que  quedan  de  las 
primeras  es  del  tenedor  y  está  á  su  cargo  y  riesgo  fuera  de 
suerte  que  la  una  fuera  determinadamentQ  del  uno  y  la  otra 
determinadamente  del  otro,  sin  que  se  comunicase  el  daño  en 
caso  de  perecer  una  de  las  dos,  y  que  si  pereciera  la  que  toca- 
ba al  tenedor,  éste  no  tuviese  ya  derecho  á  participar  del  fruto 
de  la  otra  que  restaba,  ó  si  estuviese  obligado  á  satisfacer 
al  dador  por  la  que  sin  culpa  suya  perecía.  Mas  esto  no  puede 
ser  así,  porque  los  dos  tienen  dominio  común  6  derecho  sobre 
cada  una  de  las  dos  que  perezca,  sea  el  daño  para  los  dos,  j 
cualquiera  que  diese  cría  la  dé  iguahnente  para  ambos.  T  lo 
mismo  (mientras  no  se  hiciese  división  en  parte  6  en  todo  des- 
haciendo el  contrato)  de  todas  las  demás  crías  que  fuesen  du- 
cediendo.  Y  así,  cuando  Qe  dice  qué  una  de  las  crías  está  á  pe- 
ligro del  tenedor,  no  es  porque  se  haya  expuesto  á  peligro  de 
perder  alguna  cosa  que  antes  fuese  privativamente  suya,  sino 
porque  está  á  peligro  de  perder  6  no  percibir  lo  que  tiene 
derecho  y  esperanza  de  percibir  de  una  cosa  que  en  fuerza  del 
contrato  le  ha  .comunicado  su  compañero.  Pero  todavía  se  pue- 
de insistir  en  la  razón  de  dudar;  porque  estando  bajo  del  do- 
minio de  los  dos  en  común,  excede  á  su  compañero  en  el  traba- 
jo é  industria  que  pone. 

11 .  Esto  no  obstante,  la  misma  forma  del  contrato  persuad  e 
que  todas  las  crías  que  habiesen  durante  la  aparcería,  y  a  pro- 
ven'gan  inmediatamente  de  las  vacas  puestas  por  capital,  y  ya 
mediatamente,  se  deben  siempre  dividir  por  iguales  partes. 
Porque  el  con1a*ato  se  reduce  á  dar  uno  el  capital,  quedándose 
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con  el  dominio  y  peligro  de  él  para  qae  el  otro  lo  caide  y  curde 
también  de  las  crías,  con  la  condición  de  qne  todas  las  que  pro  - 
viniesen  de  él  (sin  distíngair  entre  las  qae  provienen  mediata 
6  ÍDmediatamente)  se  hayan  de  partir  por  iguales  partes  en 
recompensa  del  trabajo  del  tenedor.  Y  como  éste,  antes  de  la 
partición,  no  ha  adquirido  todavía  dominio  privado  en  ningu* 
na  de  las  crías,  y  á  lo  más  sólo  adquiere  dominio  común  con 
el  otro,  que  todavía  no  es  Jus  in  re,  sino  ad  rem^  solamente 
para  cuando  se  haga  la  división,  antes  de  ésta  no  se  verifíca 
qne  ha  an&dido  de  nuevo  cosa  suya  al  contrato,  sino  solamente 
el  contrato  y  expensas,  ni  se  verifíca  con  propiedad  que  haya 
actualmente  ganancia;  porque  ninguno  de  los  dos  compañeros 
puede  determinadamente  decir:  tanto  he  ganado  en  este  con  - 
trato;  pudiendo  decir  solamente  de  futuro:  tanto  ganaré  ó  es- 
pero ganar  ó  sacar;  y  no  pudiéndose  verificar  que  pone  el  te- 
nedor la  vaca,  de  que  todavía  no  puede  decir:  ya  es  mía,  se  si- 
gue que  no  hay  título  para  que  la  división  de  todas  las  crías 
que  hubiere  durante  el  contrato  no  se  haga  por  iguales  partes, 
conforme  á  lo  pactado  al  principio. 

12.  Lo  mismo  persuaden  el  modo  y  circunstancias  del  he- 
cho; porque,  como  se  expone  en  la  consulta  núm.  6,  á  arbitrio 
de  cualquiera  de  los  dos  esiá  parar,  á  fin  de  ó  deshacer  el  con- 
trato ó  sacar  las  cabezas  que  haya  de  ganancia,  y  el  no  ha- 
cerlo sucede,  como  se  dice  en  el  núm.  12,  por  no  tener  nece- 
sidad alguna  de  las  partes;  y  así  entra  aquí  lo  que  se  dijo  arri- 
ba en  la  3/  regla  puesta,  número  6.  Y  entra  también  la  pri- 
mera que,  en  chanto  á  la  proporción  con  que  se  debe  partir  l(S 
adquirido  ó  aumentado  por  todo  el  tiempo  del  contrato,  se 
debe  estar  á  la  costumbre  comunmente  y  sin  violencia  obser- 
vada. 

13.  Con  que  siéndolo  el  que  prosiga  estos  contratos  bajo 
•  de  una  misma  forma,  no  sólo  en  cuanto  á  las  primeras  crías, 

eino  también  en  cuanto  á  las  qné  provienen  de  éstas,  parece 
qne  la  misma  costumbre  califica  de  justa  la  repartición  de  to- 
das ellas  por  iguales  partes.  Añádese  á  esto  la  razón  general 
TOMO  73  48 
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á  todo  trato  de  corapafíía,  en  que  la  ganancia  prodacida  dc> 
primer  capital,  annqae  se  Tuelva  á  emplear  con  ja  segnnda  y 
tercera  y  machas  veces,  nunca  se  tiene  por  capital  añadido 
sobre  el  primero  por  contribución  de  ambos  compañeros,  sino 
que  va  sigaiendo  siempre  hasta  que  se  decida  la  naturaleza 
del  primer  capital  y  condiciones  con  que  se  puso  al  principio. 
Y  aunque  en  el  cuarto  ó  quinto  empleo,  v.  g.,  se  ganen  mil^ 
de  los  cuales,  prorrateando  el  capital  puesto  al  principio,  so- 
lamente le  correspondan  ciento,  y  los  nuevecientos  al  empleo 
de  las  gsmancias  anteriores;  con  todo  eso,  todas  las  ganancias, 
aunque  provengan  de  unas  ó  de  otras,  se  deben  repartir  por 
iguales  partes  como  si  provinieran  solamente  del  capital  qoe 
se  puso  al  principio. 

14.  Ni  obsta  la  división  que  parece  hay  entre  este  contra- 
to de  compañía  en  ganados  y  el  de  compañía  en  dinero,  donde, 
mezclándose  la  ganancia  con  el  capital,  no  se  puede  determi- 
nar cuál  es  uno  ni  cuál  es  otro,  y  ningunoMe  los  compañeros 
tiene  particular  dominio  sobre  tal  parte  de  dinero  hasta  que  se 
haga  la  división,  aunque  siempre  tenga  4^recho  á  sacar  tan* 
to,  siendo  así  que  en  la  aparcería  se  sabe  determinadamente 
cuál  es  el  principal  ó  capital  y  cuál  es  ganancia.  Lo  primero 
porque,  como  de  San  Bernandino  queda  dicho  arriba,  núm.  1, 
este  contrato  se  debe  regular  del  mismo  modo  que  los  demás 
contratos  de  compañía.  Lo  segundo,  porque  no  siempre  se  con- 
funde ó  mezcla  el  mismo  individual  dinero  que  se  pono  por 
capital,  con  lo  que  se  produce  de  la  industria  y  uso  de  él,  an- 
tes  es  lo  natural  distraerse  enteramente  el  capital,  empleándo- 
lo en  géneros;  y  así  éstos,  como  los  que  provienen  de  la  ven- 
ta de  ellos,  es  distinto  del  dinero  puesto  al  principio  y  ya  el 
dominio  no  es  privadamente  de  uno  solo,  como  lo  era  el  capi- 
tal antes  de  emplearse,  sino  común. 

15.  Lo  tercero,  porque  el  mismo  ejemplo  confirma  la  doc^ 
trina  dada,  pues  así  como  en  la  compañía  de  dinero,  por  estar 
confuso  el  capital  con  la  ganancia,  ninguno  de  los  (sompañero^^ 
tiene  dominio  sobre  tal  parte  de  dinero  en  particular,  sino  8o> 
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lamente  el  derecho  á  sacar  tanto,  así  también  en  ésta  aparce- 
ría, como  qneda  dicho  al  núm.  10,  el  dominio  de  las  crías,  ín- 
terin no  88  reparten,  es  común,  sin  qne  algnno  le  tenga  sobre 
alguna  en  partienlar;  y  este  dominio  se  ha  comunicado  bajo 
de  la  conyencidn  hecha  al  principio,  de  qne  siempre  qne  se 
repartan  se  haga  la  división  por  iguales  partes:  luego  sí  por 
esta  confasión  ó  conmixtión  en  el  dominio  del  dinero,  qne  es 
ganancia»  siempre  se  ha  de  hacer  la  repartición,  como  se  pac- 
tó al  principio,  aunque  provengan  unas  ganancias  de  otras. 
Lo  mismo  se  debe  decir  en  la  presente  materia. 

1^.    Y  acerca  de  lo  que  se  dice,  que  aquí  se  sabe  determinada- 
mente cuál  es  principal  j  cuál  es  ganancia  y  de  qué  especie 
proviene  inmediatamente  cada  cría,  se  debe  advertir  que  esto 
es  verdad,  en  cuanto  á  la  entidad  material  de  uno  y  otro;  pero 
DO  en  cuanto  á  la  razón  formal  del  capital,  porque  ni  sirven  de 
capital  las  vacas  puestas  al  principio,  según  lo  que  tienen  de 
su  ser  individual  sino  en  cuanto  fecundas,  que  es  lo  que  toca  á 
la  propagación  de  la  especie,  y  consistiendo  ésta  en  la  sucesión 
de  generaciones  se  conserva  el  capital  sucesivamente  conti- 
uñado,  en  cnanto  á  lo  formal  de  él,  en  las  crías  que  van  suce- 
díéndo  mientras  no  se  dividen  ó  segregan  del  destino  á  que  se 
ordena  la  aparcería.  Y  así  como  -él  que  es  causa  de  la  causa  es 
también  cansa  del  efecto,  siempre  el  dador,  mientras  dura  el 
contrato,  tiene  puesto  el  capital  que,  aunque  no  materialmente 
en  8Í,  permanece  todavía  en  sus  efectos.  Y  esto  se  verifica  me- 
jor a  qní  qne  en  la  compañía  de  dinero:  porque  éste  no  es  por  sí 
üractífero^  siendo  la  industria  toda  la  razón  formal  de  fructifi- 
car; pero  en  el  ganado,  toda  la  razón  formal  de  fructificar  es, 
no  la  ind  nstria  ó  trabajo  del  tenedor,  sino  su  natural  fecundi- 
dad. De  manera  qne  así  como  las  vacas  puestas  al  principio  se 
consideran^  con  dQS  respectos^  uno  en  cuanto  á  su  natural  ser, 
bajo  de  coya  razón  son  solamente  del  dador  y  están  á  sú  peli- 
gro; y  otro  en  qne,  fecundas  y  bajo  de  esta  consideración,  si  no 

dan  crias  es  el  daño  de  los  dos,  así  también  las  crías  se  deben 

.1 

con  BÍderar  con  dos  respectos^  nüo  de  ganancia^  y  éste,  como 
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se  dijo  núm.  11,  no  lo  tienen  actaalmente  sino  s<$lo  eo  aptitai 
ó  derecho  remoto  los  contrayentes  hasta  qae  se  dividan  y  otrO| 
en  cnanto  se  continúan  al  capital,  como  eFectos  qne  suceden 
^n  Ingar  de  él  y  como  incorporados  á  él,  y  áste  le  tienen  actaal- 
mente mientras  no  se  dividen  y  con  el  mismo  destino  para  que 
se  puso  al  principio.  Así  como  el  dinero  no  sirve  de  capital,  ea 
cnanto  es  tal  'entidad  de  oro  ó  plata,  sino  en  cnanto  sirve  al 
nso  de  la  negociación  bajo  de  cuya  razón  se  contienen  todos 
los  aumentos  de  ganancia  mientras  no  se  dividen. 

17.    Con  otro  argumento  deducido  ad  ineonvenUtiH^  parece 
que  se  convence  más  claramente  esta  doctrina.   Porque  si 
en  caso  que  de  las  primeras  vacas  puestas  al  principio  que- 
dasen dos  crías,  había  de  ser  ya  el  tenedor  acreedor  al  froto 
de  ellas,  por  dos  títulos:  uño,  por  tener  ya  puesto  el  principal 
en  tanta  parte  como  el  compañero,  y  otro,  por  el  trabajo  y  ex- 
pensas en  cuidarlas  y  sustentarlas,  se  seguiría  que  debiera  lie- 
var  enteramente  el  fruto  de  la  una  por  ser  suya,  y  de  la  otra, 
que  era  del  compañero,  debía  llevar  también  la.  mitad  por  ra- 
zón del  trabajo  y  expensas,  así  como  por  esta  misma  razón  le 
toca  la  mitad  del  fruto  de  las  primeras,  que  eran  del  dador 
con  que  si  .estas  dos  crías,  diesen  otras  cuatro,  dos  cada  una, 
debería  el  tenedor  llevar  tres;  dos,  porque  eran  de  las  suyas, 
y  otra  porque  cuidaba  de  la  de  su  compañero;  y  después, 
dando  las  cuatro  otras  ocho,  dos  cada  una,  habría  de  llevar 
el  tenedor  las  siete,  y  el  otro  no  más  que  una.  Y  así,  dorando 
la  compañía* algunos  años,  sin  que  se  vendiesen  ó  dividiesen 
las  crías  que  se  iban  aumentando,  se  podría  ir  haciendo  como' 
la  cuenta  de  la  cernina,  de  suerte  que  habiéndose  hecho  ana 
porción  cuantiosa  de  ganado,  y  queriendo  repartir  el  que  puso 
el  capital,  que  era  el  fundamento  y  raíz  de  todo  el  aumento, 
se  quedase  con  tanto  y  no  más  de  lo  que  puso  al  principio,  sin 
percibir  ni  haber  percibido  antes  ganancia  alguna,  y  acaso  ni 
el  capital,  si  por  casual  accidente  se  murió,  y  toda  la  gananda 
se  la  llevaría  enteramente  el  tenedor,  después  de  haberse  lie* 
vado  el  útil  de  la  leche,  estiércol  y  servicio  del  ganado. 
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Este  mismo,  y  ano  mayor,  intiOQTeniente  se  sígae  hacien- 
do la  cuenta  de  otro  modo.  Supongamos  que  se  pone  en  apar- 
cería nna  vaca  á  media  cría  y  con  el  pacto  de  qae  se  han  de  ir 
Tendiendo  todas  las  qae  de  ella  proviniesen,  excepto  una  qoe 
siempre  se  ha  de  ir  dejando  para  reponer  el  capital:  Hecho  el 
Gontrato  en  esta  forma,  y  dando  Ja  primera  vaca  dos  crías,  las 
cuales  dehen  ya  ser  igualmente  de  entrambos;  ó  una  de  uno  y, 
otra  de  otro,  en  Tendiéndose  la  nna  ó  se  ha  de  llevar  todo  el 
precio  de  ella  el  tenedor,  sin  que  al  dador,  si  quiere  tener  por 
suyo  el  capital  remanente»  le  deba  tocar  parte  de  ganancia;  6 
m  se  díTide  por  mitad  el  precio,  la  otra  cría  restante  deberá 
ser  por  mitad  de  ambas  partes,  y  por  consiguiente,  el  tenedor 
será  acreedor  á  la  mitad  del  fruto  de  ella,  por  tener  ya  puesto 
tanto  capital  como  sn  compañero,  y  por  razón  del  trabajo  y 
expensas  será  acreedor  á  la  mitad  de  la  otra  mitad.  Puesto  ya 
en  estos  términos,  si  esta  Taca,  que  ya  es  por  mitad  de  los  dos, 
diese  dos  crías,  no  tendrá  en  ellas  el  dador  más  que  nna  cuar- 
ta parte,  y  las  otras  tres  serán  del  tenedor;  y  así.  Tendiéndose 
una  de  estas  dos  crías  y  repartiéndose  por  iguales  partes  el 
precio  de  ella,  ya  el  dador  del  capital  saca  toda  la  parte  que  le 
correspondía;  y  por  consiguiente,  no  puede  quedar  con  parte 
alguna  en*  la  cría  restante,  ni  con  derecho  para  participar  del 
frnto  de  ella,  qué  deberá  ser  todo  del  tenedor^  con  que,  cuando 
llegue  la  tercera  cría,  ya  el  capital  (especialmente  si  después 
de  haber  dado  crías  la  Taca  puesta  al  principio,  casualmente 
se  mxirió)  con  todos  sus  frutos,  se  habrá  consumido  enteramen* 
,  te  para  el  que  le  puso,  no  habiendo  percibido  más  ganancia 
que  el  tenedor,  y  éste,  que  ha  percibido  tanta  ganancia  como 
su  compañero,  se  hace  prÍTatiTamente  dueño  de  todo  lo  qué 
queda  en  ser.  Esta  no  es  compañia  fraternal  sino  Oeminaf  qué 
llama  el  derecho. 

18.  Si  se  insiste  en  que  el  que  puso  al  principio  el  capital 
recibió  ya  el  precio  de  él  cuando  se  Tendió.  Además  de  que, 
como  se  acaba  de  decir,  puede  haberse  muerto  ó  perdido  ca- 
sualmente, en  cuyo  caso,  cuando  llegue  la  tercera  cría,  pierde 


278  RBTISTA  DB  LBOISLA^OIÓN 

• 

el  capital  y  el  derecho  á  participar  del  frato  qae  proviene  de  él 
BÍ  las  crías  se  han  de  repatar  capital  paesto  por  los  dos :  se 
añade  en  prosecaci<Sn  y  confirmación  de  lo  dicho  arriba  al  dú  - 
mero  17,  lo  primero,  que  annqae  perciba  el  dinero  de  la  pri- 
mera vaca,  si  se  vende,  esto  sucede  cuando  ya  no  es  capaz  de 
parir  ni  de  servir  á  la  aparcería,  habiéndose  mantenido  en- ella 
el  tiempo  en  que  daba  fruto.  Y  así  nunca  se  verifica  que  reci- 
be el  precio  del  capital:  porque  éste  fué  vaca  paridera  y  fa  que 
se  vende  no  es  así.  T  el  haberse  mantenido  en  la  aparcería  e  a 
tiempo  que  servía,  sin  haberse  vendido  antes,  también  ea  dig- 
no de  preció.  Y  este  uso,  6  la  utilidad  para  dar  crías,  y  no  la 
material  sustancia  de  la  vaca,  es  lo  que  propiamente  se  pone 
en  aparcería,  como  con  Baldo,  in.  leg.  1,  Cod.  pro  sociOy  q.  2^ 
dice  San  Bernardino,  loe.  oit.,  Serm.  39,  art.  2,  cap.  2.  ITídi  - 
camm^uoi  indubio  potius  intelligitwr  in  iodetaU  postUa  usus  vei 
quam  ipsa  res:  ethocfaeit  ad^estionem  SocidcR. 

Lo  segundo,  no  tendrá  lugar  la  dificultad,  si  vendiéndose  la 
vaca  puesta  por  capital  se  repartiera  el  precio  entre  los  dos 
compañeros  ó  percibiéndole  todo  el  tenedor,  en  cuyo  caso  que- 
daba el  dador  con  derecho  por  una  parte  á  percibir  la  mitad  de 
todas  las  crías,  así  las  que  mediata,  como  las  que  inmediata- 
mente proviniesen  del  primer  capital,  porque  todavía  no  le  ha- 
bía sacado;  y  por  .otra  parte,  al  tiempa  de  finalizarse  la  apar- 
cería, sacar  la  parte  6  todo  el  precio  que  había  llevado  el  tene- 
dor, y  esto  (además  de  ser  lo  mismo  en  la  sustancia  el  qae  el 
dador  de  las  vacas  perciba  el  precio  de  ellas  cuando  se  vendan 
6  cuando  se  finalice  el  contrato)  sería  variar  la  especie  de  esto 
contrato  en  el  otro  de  medid  ganancia  de  que  se  dirá  después. 
6  sería  hacerle,  usurario  percibiendo  el  tenedor  por  modo  de 
empréstito  el  precio  ó  parte  del  precio  de  la  primera  vaca  para 
que  por  esta  razón  el  dador  particips^se  de  las  crías  que  hubie- 
re  durante  el  contrato. 

Dícese,  pues,  que  para  que  el  contrato  no  sea  inicuo  ó  usu- 
rario todas  las  crías  que  hubiese  mientras  no  sedeshacot  aun- 
que provengan  unas  de  otras,  deben  ser  comunes  y  dividirse 
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«atre  los  dos  compañeros  del  mismo  modo  las  últimas  que  las 
primeras. 

19.     Esta  resolnciÓD  es  conforme  á  la  doctrina  qne  dan  los 
aatores  referidos,  porque  tratando  de  esta  materia  de  propósito 
j  extendiéndose  en  explicar  varios  modos  con  que  semejantes 
contratos  pueden  ser  injustos,  y  las  condiciones  que  se  deben 
observar  para  que  no  lo  sean,  ninguno  de  ellos  se  ha  parado  á 
distinguir  entre  las  crías  que  mediatamente  y  las  que  inme- 
diatamente provienen  del  capital  puesto  al  principio,  ni  ad- 
vierten que  esta  distinción  se  haya  de  tener  presente  para  la 
repartición,  antes  bien,  de  la  doctrina  que  dan  se  infiere  lo  con- 
trario. Ángel  de  Periglis,  loe,  eiú.  núm.  7,  hablando  del  tiem- 
po que  deben  durar  estos  contratos,  sobre  que  alega  unos  de- 
cretos estra  vagan  tes,  dice:  quando  autem  pacta  /iMrint  circa 
iempus  quo  durare  Societas  deberei,  tune  similiter  cequitas  arbi- 
trio doni  viri  servanda  est:  consuebit  enim  in  animali^us  grosis 
quinquetinio  talis  societas  durare:  non  ergo  videretur  tuium  pro 
longe  majari  vel  minori  tempere  contraAiy  présertim  in  foro 
conscientuBy  cum  non'  videretur  posse  transiré  sine  jactura  et 
damno  alterius.  Esta  doctrina  trasladó  Silvestre  loe.  cit.,  q.  6, 
resp:  1,  y  sobre  ella  se  debe  notar  que  la  estimación  á  cinco 
años  para  el  contrato,  sin  que  pueda  en  conciencia  durar  no- 
tablemente más  ó  menos  tiempo,  se  entienda  donde  lo  tiene 
así  establecido  alguna  ley  particular  por  la  costumbre  gene- 
ralmente recibida,  ó  cuando  de  ser  por  más  ó  menos  tiempo  re- 
saltara grave  daño  á  alguna  de  las  partes;  y  no  hay  duda  que 
resultaría  daño  al  tenedor  si  hubiera  de  mantener  la  vaca 
puesta  por  capital  más  tiempo  de  cinco  años  sin  ser  obligado 
<el  dador  á  sacarlo,  porque  pasados  cinco  años  desp.ués  de  ha- ' 
ber  comenzado  á  criar  parece  que  no  podía  ya  dar  más  crías, 
y  el  mantenerla  sería  trabajo  y  gasto  sin  provecho;  además 
qae  en 'este  contrato,  donde  cada  año  al  tiempo  debido  está  á 
arbitrio  de  cada  uno  de  los  contrayentes  hacerle  parar,  no  tie- 
ne lugar  el  escrúpulo  que  podía  ocasionarse  de  esta  doctrina, 
fli  no  es  que  el  dador,  pudiendo  todavía  la  vaca  dar  más  crías, 
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la  quisiera  sacar  después  de  no  haber  dado  más  que  una,  que-' 
riendo  que  en  ésta  prosiguiese  la  aparcería. 

20.  Esto  notado  en  doctrina  de  Ángel  y  Silvestro^  que  en 
general  y  prescindiendo  de  costumbre  <5  convenio  justo  entre 
las  partes  aprueban  otros  autores,  puede  la  aparcería  de  las 
vacas -durar  por  espacio  de  cinco  años,  en  cuyo  tiempo  yá  pue- 
de haber  crías  de  crías,  y  con  todo  eso  el  mismo  Sílvestro,  ibid. 
respons.  3,  repitiendo  la  misma  doptrína,  añade:  dicitAng,  fe- 
requirere  gucedam  juria  extravagantia  inter  extraordinaria  capi- 
tula fceudorum  qux  volunt,  quod  ^octetos  duret  quinquemnium, 
ipso  capitali  stante  pericvio  tradentis,  et  omites  poledros  (todo» 
dicen  sin  distinción)  esse  comunes. 

21.  Pero  el  mismo  Ángel,  hablando  de  aparcerías  en  gana- 
dos menores,  directa  y  expresamente  da  la  resolución  loe  cit» 
iiúm,  14,  dice:  <xsi  quis  dederit  alicui  porca,  jure  sodetatis^  ei 
non  fuerit  dictum  de  tempore,  tune  is  qui  accipity  debeí  eam  ta- 
ñere per  tres  annos,  et  omnes  porcelli  qui  nati  sunt,  partiendi 
suntper  médium  in  unoque  anno^  ifel  siplacuerit  Domino^  et  ei  qui 
accipity  tenere  usque  in  capite  trium  annoinim  debent  omnes  par- 
tir i  per  médium  eiiam  porcelli  nati  de  porcellis.» 

De  este  mismo  sentir  es  Baldo,  in  leg.  1,  Cód.  pro  socioj  q.  % 
á  quien  trasladó  San  Bernardinó^  loe.  cit.,  Serm.  39,  donde  dice 
así:  ^Per  idem  espresam  esí  quando  in  societate  ponitur  spedes^ 
ex  una  parte^  et  ex  alia  opera  pastoralis.  Verum  est  etiam  quod 
licet  capita  principalia  mortua  sint^  tamen  societasinftetibus  du- 
rtf^.»  §§  pro  socio,  leg,  si  id  quod,  §§  de  pignoribus,  leg.  grege. 
Con  que  concurriendo  con  las  razones  alegadas  el  dictamen  de 
unos  varones  tan  graves  y  tan  sabios,  parece  no  queda  razón 
de  dudar  sobre  la  justicia  del  contrato  de  media  cria,  en  la  for- 
ma que,  según  refiere  la  consulta,  se  practica  especialmente 
aprovechando  el  tenedor,  además  de  percibir  la  mitad  de  la 
cría,  las  demás  utilidades  que  expone  la  consulta  núms.'l  y  3,  y 
siendo  tan  corto  y  poco  costoso  el  trabajo  de  mantenerlas. 

A  la  razón  de  dudar  arriba  puesta,  núm.  8,  queda  respon- 
dido en  los  números  14,  16,  17  y  19  al  ejemplo  que  va  puesto^ 
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nútn.  9.  Además  de  lo  dicho,  se  añade  que  si  el  dinero  pariera 
y  con  esto  y  con  el  tíempo  se  consumiera  como  las  yacas,  se 
habría  de  decir  lo  mismo;  pero  no  pare  ni  sirve  para  el  contra- 
to de  compañía,  porque  teng^  algona  fecandidad  natural,  sino 
Bolamente  como  instrumento  de  que  usa  el  negociante,  siendo 
la  industria  de  éste  toda  la  razón  formal  de  ganar;  y  así  el  que 
saca  de  la  compañía  el  capital  puesto,  en  dinero,  no  puede  ya 
participar  de  la  ganancia^  de  la  misma  suerte  que  si  no  le  hu- 
biera sacado;  porque  sacó  todo  lo  que  puso  con  toda  la  razón 
de  influir,  como  causa  instrumental  de  la  ganancia:  mas  el 
que  saca  las  vacas  después  de  haber  dado  crías  que  quedan 
existentes  en  el  contrato,  no  saca  la  fecundidad  natural,  según 
la  cual  sirvieron  de  capital,  que  allí  se  queda  en  las  crías. 

A  lo  último  que  se  dice  al  pie  de  la  segunda  duda,  es  ver- 
dad que  el  dinero  no  causa  gastos  para  haberlo  de  mantener: 
pero  cuanto  más  crece  el  dinero  puesto  en  compañía,  tanto 
más  se  aumenta  la  industria,  cuidado  y  solicitud  del  negocian- 
te (á  que  corresponde  en  la  aparcería  el  cuidado,  trabajo  y  ex- 

*  pensad  de  mantener  el  ganado)  porque^  no  hay  duda,  vale  más 
la  industria  del  que  negocia  con  mil,  que  la  del  que  negocia 
con  ciento:  de  otra  suerte,  no  pudiera  ganar  más  aquél  que 
éste,  siendo  la  industria  toda  la  razón  formal  de  ganar,  y  se 
evidencia  en  la  industria  que  ponen,  no  como  compañeros,  sino 
por  su  salario,  los  criados  de  los  compañeros  y  también  los  ad- 
ministradores de  haciendas  ó  rentas  de  otros,  que  cuanto  ma- 
yor es  el  caudal  ó  hacienda  que  administran,  tanto  mayor  es 
el  salario  que  merecen.  T  aunque  las  vacas,  además  del  cui- 
dado de  su  custodia,  cuesta  el  mantenerlas,  y  cuanto,  más  se 
aanlenta  el  número  cuestan  más,  también  se  va  aumentando 
la  ganancia  que  se  ha  de  sacar  en  las  crías.  De  otra  suerte,  si 
no  costara  más  el  mantener  ocho  crías»  v.  g.,  que  las  dos  vacas 
puestas  al  principio,  no  habría  razón  para  que  el  tenedor  pu  • 

•  diese  participar  más  de  las  crías  que  diesen  las  ocho,  que  la  que 
podía  participar  de  las  que  diesen  las  dos. 

{Za  conclusión  en  el  nimero  préaritno). 
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CAPÍTULO  VI 

AUTORIDAD   DE  LA  LEY  EN  CUANTO  L  LAS  RELACIONES    JURÍDICAS 

QUE  TIENEN  POR   OBJETO   LAS   COSAS 

106.  Objeto  de  este  tratado. — 166.  De  la  condioión  joridioa  de  las  cosas. — 

167.  Principios  relativos  k  la  adqa&ición  de  los  derechos  reales, — 158.  Jj»- 
yes  que  limitan  la  apropiación  de  las  cosas  y  la  disponibilidad  de  las  mi  •- 
mas. — 169.  Leyes  qae  declaran  susceptibles  de  propiedad  privada  oiert»a 
cosas. — 100.  Leyes  qne  conceden  ciertos  derechos  reales:  aplicación  al 
arrendamiento. — 161.  Principios  que  deben  regular  la  posesión  y  las  accio- 
nes posesorias. — 162.  Forma  para  la  adquisición  de  los  derechos  reales.  — 

168.  Accesión. — 161.  Efectos  de  los  derechos  reales. — 165.  Pérdida  de  los 
derechos. — 166.  Conservación  de  los  mismos. — 167.  Disposiciones  de  la  l«y 
italiana. 

155.  Las  cosají  materiales^  en  cuanto  paeden  ser  objeto  de 
derechos  pertenecientes  á  las  personas,  caen  bajo  el  imperio 
déla  ley,  la  caal  deñne  sa  condición  jarídica  y  determina  los 
derechos  de  que  pueden  ser  objeto  las  mismas,  fijando  además 
la  naturaleza  y  la  extensión  de  tales  derechos,  la  manera  en 
que  pueden  ser  adquiridos,  cómo  deben  ser  conservado  s  y 
-cuándo  pueden  ocurrir  que  sean  perdidos. 

Resulta,  por  lo  tanto,  de  completa  eyidencia,  que  sí  todo 

*     Véanse  las  pékflpi.  601  del  tomo  68  de  BlviSTA;  17,  89  y  448  dal  6»;  ei 
y  830  del  70,  y  470  del  72. 
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•en  este  punto  depende  del  precepto  imperativo  de  la  ley ,  nece- 
sario es  ante  todo  examinar,  cuál  se%  la  autoridad  que  tenga 
la  ley  antigua  y  cuál  la  de  la  ley  nuera,  en  cuanto  á  las  rela- 
eioiies  jurídicas  que  tienen  por  objeto  las  cosas,  y  de  esto  es  dé- 
lo que  hemos  de  ocupamos  en  el  presente  capítulo. 

La  transmisión  6  transferencia  de  loa  derechos,  mediante 
actos  entre  vivos  ó  mortís  causa^  debería  también  formar  parte 
4el  presente  estudio,  pero  de  esto  trataremos  más  adelante, 
cuando  expongamos  los  principios,  relativos  á  la  transmisión 
de  los  derechos  sobre  el  patrimonio,  y  á  la  autoridad  de  la  ley 
nueva  respecto  de  este  particular.  El  patrimonio,  en  efecto, 
comprende  todos  los  bienes  sin  distinción,  y  por  lo  tanto,  tam  • 
bien  las  cosas  materiales;  y  por  esto,  al  exponer  los  principios 
que  determinan  la  autoridad  de  la  ley  nueva  en  cuanto  al  de- 
recho de  disponer  á  título  g^ratuito  y  de  transmitir  el  patrimo  - 
nio  ó  una  parte  de  él,  ó  sea  el  derecho  de  sucesión,  trataremos 
también  de  cuanto  concierne  á  la  transmisión  de  los  derechos 
sobre  las  cosas  materiales  que  son  más  parte  del  patrimonio. 
156.  En  cuanto  á  la  calidad  jurídica  de  las  cosas,  aparece 
desde  luego  fuera  de  toda  duda  que,  dependiendo  de  la  ley  el 
-definirla  condición  de* las  cosas  y  su  cualidad  como  objeto  de 
derechos,  deben  ser  aplicadas  inmediatamente  las  que  á  esto 
proveen  á  todas  las  cosas  existentes  en  el  momento  mismo  de  su 
promulgación.  Ninguna  de  las  cosas  materiales  puede,  en  efec- 
to, ser  objeto  de  un  derecho,  más  que  en  conformidad  á  la  ley 
vigente  en  la  ocasión  en  que  quiera  adquirirse  sobre  ella  dicho 
derecho,-  y  sería  verdaderamente  extraño,  que  los  individuos 
pudieran  retener  derecho  alguno  que  limitase  en  lo  más  míni- 
mo el  poder  exclusivo  perteneciente  al  legislador  de  definir  6 
declarar  la  cualidad  jurídica  de  las  cosas.  En  este  punto  es 
-completo  el  acuerdo  en  que  están  todos  los  jurisconsultos,  y 
no  es  necesario,  en  su  virtud,  detenerse  inútilmente  en  su  Üe- 
-mostración. 

Esto  no  obstante,  si  estando  vigente  la  ley  anterior  fuese 
.individualmente  adquirido  un  derecho  real  con  arreglo  á  la 
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condición  jurídica  de  las  cosas  establecida  por  la  misma  1I&* 
gando  ¿  constitnir  un  derecho  perfecto  ya  antes  de  la  promal» 
gación  de  la  nueva  ley,  deberá  ser  respetado  éste  áanqae  di* 
•cha  ley  nueva  no  admitiese  la  posibilidad  de  adquirir  seme» 
jantes  derechos,  siendo  este  el  único  caso  que  puede  estable- 
cerse como  excepción  de  la  doctrina  antes  sentada.  A.aa  cuan- 
do tal  derecho  no  hubiese  sido  ejercitado  todavía,  no  por  eso 
debería  dejar  de  ser  respetado  si  fué  debidamente  adquirido^ 
y  no  podría,  en  suma,  ser  impedido  su  ejercicio  más  que  en  el 
caso  de  existir  disposición  expresa  de  la  ley  en  contrarío,  en 
cuyo  caso,  sin  embargo,  podría  estar  justificada  la  expropia- 
ción del  derecho  privado  que  sería  consecuencia  de  ello,  pero 
debería  también  admitirse  la  obligación  de  reparar  en  cuanto 
fuese  posible,  y  según  los  principios  de  la  equidad,  el  daño 
causado  al  que  hubiere  sido  expropiado  de  dicho  derecho. 
157.    De  lo  expuesto  se  deducen  las  dos  reglas  siguientes: 
a)  No  puede  adquirirse  ningún  derecho  real  sobre  una  cosa, 
si  esto  fuere  incompatible  con  la  condición  jurídica  de  la  mis- 
ma, s^ún  el  orden  establecido  por  la  ley  vigente  en  el  mo* 
mentó  en  qne  quiera  adquirirse  dicho  derecho;  y 

d)  Los  derechos  reales  debida  é  individualmente  adquiridos 
bajo  el  imperio  de  la  ley  antigua,  deben  ser  reconocidos,  no 
obstante  ser  imposible  su  adquisición  según  la  ley  nueva,  y  el 
ejercicio  de  dichos  derechos  no  puede  ser  impedido,  salvo  el 
caso  de  expresa  disposición  en  contrario,  por  parte  del  legis- 
lador. 

La  primera  de  las  reglas  citadas  no  admite  excepción  algu- 
na, ni  aun  en  el  supuesto  de  que  hubieren  tenido  principio, 
mientras  estuviese  en  vigor  la  ley  antigua,  los  actos  en  cuya 
virtud  fuesen  adquiridos  tales  derechos.  Siempre  que  la  ad* 
quisición  no  haya  sido  perfeccionada  antes  de  empezar  á  r^^ir 
la  ley  nueva,  no  existe  posibilidad  ni  de  adquirir  ni  de  perfec- 
cionar  la  adquisición  de  un  derecho,  más  que  en  conformidad 
alo  que  estableciere  la  legislación  á  la  sazón  vigente. 

Esto  puede  decirse,  por  ejemplo,  del  derecho  que  correspon- 
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de  ar propietario  de  un  fnndo  inferior  para  apropiarse  los  des- 
agües del  fondo  saperíor  ajeno  y  de  impedir  sa  desviación. 
En  efecto,  si  esta  seryidambre  no  pndiera  considerarse  adqui  - 
rida  y  perfeccionada  ya  seg^n  la  ley  anterior  al  tiempo  de 
publicarse  el  Código  civil  italiano,  debe  ser  regida  exclasí* 
Tamente  por  dicho  Código,  siendo  á  ella  aplicables  las  dispost» 
cienes  de  los  artículos  541, 637  y  655,  annqne  hubieren  come  n- 
zado  mientras  estaba  en  vigor  la  legislación  anterior  los  actos 
para  su  adquisición  y  aun  cuando  hubiere  tenido  principio  bajo 
el  imperio  de  dicha  legislación  el  pleito  entablado  para  su  re- 
conocimiento. 

158.  Hacieqdo  aplicación  de  estos  mismos  principios,  pue> 
de  decirse  también  que  to^a  ley  nueva  que  declarase  que  cier- 
tas cosas  no  podían  ser  susceptibles  de  apropiación  privada, 
debería  ser  inmediatamente  aplicada  y  convertiría  dichas  cosas 
en  inapropiables,  no  obstante  haber  tenido  principio  los  actos 
necesarios  para  adquirir  el  dominio  de  las  mismas,  bajo  el  im- 
perio de  una  legislación  anterior  que  no  contuviese  semejante 
prohibición;  pero  por  lo  que  se  refiere  á  la  apropiación  de  di- 
chas cosliS)  cuando  ésta  hubiera  estado  ya  perfeccionada  antes 
de  la  promulgación  de  la  citada  ley,  debe  respetarse  según  los 
principios  generales  el  derecho  adquirido  por  aquel  que  hubie  - 
se  llegado  á  ser  propietario  de  las  mismas.  Sin  embargo,  si 
para  alcanzar  los  fines  de  la  ley  expresada  dispusiese  el  legis- 
lador que  debiera  considerarse  extinguida  la  apropiación  prt  - 
vada>  aun  respecto  de  aquellos  que  con  anterioridad  hubieren 
llegado  i  ser  propietarios,  no  por  eso  podría  considerarse  en 
absoluto  injusta  tal  disposición,  si  bien  exigiría  la  equidad  que 
^  dichos  propietarios  se  concediese  una  proporcionada  indem- 
nización, por  entrañar  esto  una  verdadera  expropiación  por  ra- 
zones de  utilidad  pública. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  por  causa  de  pública  necesi* 
dad,  una  ley  prohibiese  la  venta  pani  el  extranjero  de  ciertas 
materias.  En  ríg^r,  esta  prohibición  no  alcanzaría  más  que  i 
las  ventas  que  hubieran  de  terminarse  después  de  haber  em  - 
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pezado  á  regir  dicha  ley,  pero  no  á  aquellas  qae  estaviereD 
coDcInidas  y  perfeccionadas  antes  de  sn  publicación  annqne 
sin  ejecutar  todavía.  Esto  no  obstante»  para  conseguir  los  fines 
que  el  legislador  se  propusiere  al  establecer  dicha  prohibición, 
podría  también  impedir  la  ejecocidn  de  las  ventas  preceden- 
temente concertadas,  pero  debería  en  este,  caso  proveerse,  en 
cuanto  fuese  posible,  al  equitativo  resarcimiento  de  los  daños  ó^ 
perjuicios  con  este  motivo  causados. 

159.  Es,  pues,  evidente,  que  si  la  nueva  ley  declarase  sus- 
ceptibles de  apropiación  ciertas  cosas  que  antes  no  lo  eran,  di- 
cha ley  ejercería  inmediatamente  su  autoridad  sobre  todod^ 
aquellos  que  estuvieran  en  condiciones  de  aprovecharse  de  ella. 

De  estas  consideraciones  se  deduce,  que  si  una  ley  nueva 
dispusiese  que  los  torrentes  no  pudieran  en  adelante  estimarse 
como  de  razón  pública,  y  quitase  de  tal  modo  á  las  aguas  de  los 
mismos  et  carácter  de  aguas  públicas,  dicha  disposición  prqdu* 
ciría  inmediatamente  el  efecto  de  conceder  el  dominio  de  dichas 
aguas  á  los  ribereños  como  propiedad  privada,  ^n  su  virtud, 
ellos  adquirirían  desde  luego  el  derecho  de  tomar  las  susodi- 
chas aguas,  sin  obligación  de  pagar  canon  alguno,  y  queda- 
rían también  libres  del  deber  de  satisfacer  todo  aquello  que 
antes  tenía  que  ser  satisfecho  al  patrimonio  real  ó  de  la  nación, 
por  la  concesión  del  derecho  de  derivar  el  agua  obtenida  por 
ellos,  mientras  regía  la  ley  anterior  que  consideraba  tales 
aguas  como  de  dicho  patrimonio. 

La  razón  de  esto  se  halla  en  que  habiendo  llegado  á  ser 
cosa  puramente  privada  de  los  ribereños  las  aguas  indicadas 
faltaría  el  título  para  cobrar  dicho  canon,  y  vendría  así  á  ex- 
tinguirse el  derecho  del  expresado  patrimonio  para  percibir 
una  prestación  en  virtud  de  un  título  ya  extinguido. 

No  podría  aducirse  en  contrario  la  teoría  del  derecho  en- 
gendrado por  parte  del  Estado  en  virtud  de  un  título  que  se 
hallaba  fundado  en  la  ley  vigente  cuando  fué  constituido  dir 
cho  derecho,  porque  sólo  tienen  que  ser  respetados,  según  ya 
en  otra  ocasión  hemos  dicho,  aquellos  derechos  individual- 
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mente  adquiridos  por  los  particulares,  lo  qnenosacede  respec- 
to de  nn  derecho  de  regalía,  como  el  de  que  se  trata,  el  cual 
no  puede  ser  ejercitado  más  que  en  conformidad  á  la  ley  qae 
estuviese  en  vigor  en  el  momento  de  sn  ejercicio,  7  debe  nece- 
sariamente cesar  cuando  fuere  incompatible  con  las  nuevas 
disposiciones  legales  (1). 

Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  en  virtud  de  dichas  nue- 
vas disposiciones  solamente  podría  considerarse  abolido  el  de- 
recho perteneciente  al  Patrimonio  fondado  en  .su  pretendido 
dominio  señorial  sobre  las  aguas,  pero  de  ningún  modo  auto- 
rizarían á  dejar  por  completo  ineficaces  ó  para  reducir  d  la 
nada  los  derechos  adquiridos  por  terceras  personas,  á  las  cua- 
les hubiese  hecho  el  Gobierno  alguna  concesión  mientras  ri- 
giera la  ley  anterior  que  declarase  públicas  las  aguas  torren- 
ciales y  atribuyese  al  Gobierno  la  facultad  de  hacer  concesio- 
nes á  los  particulares  para  el  aprovechamiento  de  las  mismas 
en  virtud  de  su  dominio  señorial. 

Los  derechos  adquiridos  indivldttalmente  por  esas  terceras 
personas  por  consecuencia  de  las  soberanas  concesiones  indi- 
cadas deben  ser  respetados,  á  pesar  de  las  disposiciones  de  la 
nueva  ley,  porque  tienen  que  ser  considerados,  y  lo  son  en 
efecto,  derechos  individuales  legítimamente  adquiridos. 

De  lo  expuesto  resulta  que  sí  una  ley  nueva  excluyese  de 
las  aguas  públicas  las  de  los  torrentes,  los  ribereños  entrarían 
desde  luego,  en  virtud  de  ella,  en  el  pleno  goce  de  las  mismas 
por  haber  venido  á  pasar  á  la  condición  de  propiedad  privada, 
pero  dicho  goce  sería  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos 

(1)  £stA  cuestión  ftié  xnny  oontrovertída  en  el  Piamonte.  AUi  eran  públi- 
eas  las  agiuui  torrenoialas,  según  lae  Bealea  oonstitnoionea.  Vinieron  después 
A  sobreponerse  á  ellas  l%s  leyes  ftrano^Ms,  y  por  lo  tanto  el  Código  de  Napo- 
león qneno  comprendía  entre  las  aguas  públicas  las  de  los  torrentes,  qne  en 
sn  consecuencia  debían  ser  consideradas  como  propiedad  privada  de  los  ribe- 
refioa.  T  es»  -vista  de  esto,  se  suscitó  la  cuestión  de  si  debían  ó  no  pagar  las 
rentas  pactadas'  en  favor  del  Patrimonio  por  la  derivación  de  dichas  aguas. 
(Confir.  Casa,  firancesa,  SQ  Febrero  1810.  Sirey,  tomo  10,  P.  1,  pág.  17S.) 
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por  terrceras  personas  mediante  concesiones  debidamente  he* 
chas  7  qae  hubieren  llegado  á  quedar  perfeccionadas  bajo  el 
imperio  de  la  legislación  precedente  (1). 

160.  La  adquisición  de  un  defecho  real  puede  depender  al- 
guna vez  de  un  hecho  estimado  por  la  ley  ó  de  una  relación  ju- 
rídica puesta  en  ejercicio  bajo  el  imperio  de  la  ley.  En  uno  y 
«n  otro  caso  la  adquisición  del  derecho  debe  ser  regida  por  las 
disposiciones  de  la  ley  vigente  al  tiempo  en  que  faé  ejecatado 
el  hecho  ó  quedó  perfeccionada  la  relación  jurídica  de  que  trae 
origen.  Esto  no  obstante,  tienen  que  sujetarse  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ley  nueva  las  condiciones  del  hecho  puesto  en 
ejercicio  bajo  el  imperio  de*  la  legislación  anterior,  siempre  qnor 
éste  continúe  y  subsista  después  de  haber  empezado  á  r^ir 
aquélla. 

Esto  sucede,  por  ejemplo,  con  el  derecho  que  al  arrendata. 
rio  corresponde  para  conservar  la  cosa  arrendada  hasta  el  tér- 
mino del  arrendamiento,  aun  contra  el  comprador  á  quien 
hubiese  sido  vendida  por  'el  arrendador.  Dicho  derecho  debe 
ser  regido  por  la  ley  que  estuviera  vigente  en  el  momento  en 
que  tuvo  nacimiento  el  vínculo  legal,  toda  vez  que  ese  dere- 
cho real  sobre  el  fundo  arrendado  es  consecuencia  inmediata 
del  contrato  de  arrendamiento  y  se  deriva  de  la  ley  bajo  cuyo 
imperio  hubiere  quedado  perfecta  la  relación  jurídica  creada 
en^tre  el  arrendador  y  el  arrendatario. 

Por  lo  tanto,  si  la  locación  hubiere  sido  concluida  eatandp 
en  vigor  una  ley  que,  como  la  austríaca,  no  concediese  al  lo- 
catario tal  derecho,  los  que  en  este  caso  se  encontraren  119  po- 
drían aprovecharse  de  los  beneficios  de  la  nueva  ley  que  atrí* 
huyera  al  arrendador  dicha  facultad  y  no  podrían  tampoco 
obtener  la  rescisión  del  arrendamiento  por  ese  motivo,  &  no  ser 
que  expresamente  se  hubiere  establecido  á  su  favor  en  el  con- 


(1)     Oonfr.  Dallos,  Sep.,  v.  a^iUM,  núm.  834. — Trib.  de  Trani,  97  Koi 
bre  1878.  Lebastaro,  o.  Patrimonio,  y  Trib.  de  Oatanzaro,  90  Agosto  18T7  (Pico- 
málli-Alati  y  Bamiréa),  Jbro  italicuio,  P.  1,  p&g.  1068. 
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trato  primitivo  el  derecho  de  dejarle  sin  efecto  en  caso  de 
venta. 

De  estos  mismos  pricipios  se  dedace  también  que  las  servi- 
dumbres légrales  qne  Bacen  por  consecaencia  de  determinadas 
condiciones  de  hecho  tenidas  en  cuenta  y  regaladas  por  el  le- 
gislador en  las  disposiciones  de  la  nueva  ley,  sólo  pueden  ser 
adquiridas  en  conforminad  con  los  preceptos  de  ésta,  lo  mis- 
mo cuando  dichas  condiciones  han  empezado  á  tener  origen 
después  de  la  promulgación  de  dicha  ley,  que  en  el  caso  de 
subsistir  y  continuar  después  de  ella,  en  la  forma  estimada 
por  la  misma,  aunque  hayan  tenido  principio  bajo  el  imperio 
de  una  legislación  anterior. 

161.  La  regla  que  queda  consignada  puede  servir  también 
para  resolver  las  cuestiones  relativas  á  la  posesión.  Tase  con- 
sidere ésta  como  manifestación  y  consecuencia  del  derecho  de 
propiedad,  ya  se  aprecie  como  hecho  jurídico  que  con  abstrac- 
ción de  todo  derecho  preexistente  produce  consecuencias  jurí* 
dicas  es  un  derecho  real,  toda  vez  que  hace  nacer  en  el  posee- 
dor el  de  conservar  la  cosa  poseída  y  excluirla  de  terceras  per- 
sonas. 

La  posesión  legítima  y  el  jus  possidendi,  como  manifesta- 
ción del  dominio,  deben  ser  regidos  por  la  ley,  bajo  cuyo  im- 
perio hubiese  sido  adquirido  el  derecho  de  propiedad;  y  la  po- 
sesión, como  estado  de  hecho  que  por  sí  mismo  causa  efectos 
7  relaciones  jurídicas,  tiene  que  ajustarse  y  regularse  por  las 
disposiciones  legales  que  estuviesen  en  vigor  en  el  momento 
en  qae  tal  hecho  jurídico  tuviere  higar. 

JBl  jus  possidendi  está,  por  lo  tanto,  sujeto  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  nueva, 'la  cual  ha  de  ser  aplicada  para  resolver 
sobre  las  acciones  posesorias  y  decidir  cuáles  son  las  cosas  que 
paeden  ser  objeto  de  posesión,  así  como  sobre  las  cualidades 
de  qae  tiene  que  estar  adornada  la  yosesión,  el  tiempo  de  su 
doracidn  necesario  para  convalidar  la  acción,  los  actos  exte- 
riores que  constituyen  la  perturbación  de  la  misma  y  las  con- 
secuencias jurídicas  que  se  derivan  del  hecho  de  poseer.  Bn 
TOMO  73  49 
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BU  virtud,  la  ley  nueva  que  regale  lo  relativq  á  la  adquisiciÓD^ 
de  los  fratos  y  de  los  demás  derechos^  segúa  la  baena  ó  mala 
fe  del  poseedor,  debe  ser  aplicada  también  desde  sn  promul- 
gación aan  á  los  efectos  de  la  posesióa  qne  hubiere  tenida 
principio  bajo  la  ley  anterior  siempre  que  se  trate  de  dere- 
chos adquiridos  medíante  ella  después  de  estar  en  vigor  di* 
cha  ley. 

162.  En  cuanto  á  las  formas  esenciales  para  la  adquisicióa 
de  los  derechos  reales  es  indudable  que  todo  en  este  pauto 
debe  depender  d^  la  ley  que  estuviere  vigente  cu  ando  faese 
adquirido  el  derecho,  y  las  nuevas  disposiciones  que  después 
de  ellas  se  dictaren  no  podrán  modiñcar  las  consecuencias  ju- 
rídicas de  los  actos  puestos  en  ejecución  bajo  el  imperio  de  aoa 
ley  anterior.  De  aquí  que  si  ésta  exigiese  la  tradición  como 
requisito  indispensable  para  la  transmisión  de  la  propiedad  de 
las  cosas  no  bastaría  ni  podría  ser  eficaz  para  surtir  dicho  efec- 
to el  simple  consentimiento  de  las  partes  acerca  de  la  cosa  y 
del  precio  sin  dicha  tradición,  y  la  ley  posterior  que  después 
declarase  suficiente  tal  consentimiento  para  transferir  la  pro- 
piedad no  podría  aprovechar  para  hacer  respetar  el  dominio 
cuando  éste  hubiere  sido  transmitido  medíante  dicho  consen- 
timiento antes  de  la  publicación  de  la  misma,  sino  qne  seria 
necesario  ó  que  las  partes  celebrasen  un  nuevo  contrato  ó  que 
al  dar  ejecución  al  anterior  agregasen  á  él  la  tradición.\ 

También  derá  necesario  referirse  á  la  ley  sobre  la  cual  s& 
funde  la  adquisición  del  derecho,  cuando  se  trate  de  decidir 
si  la  posesión  inmemorial  puede  tener  lugar  respecto  de  aque- 
llos derechos  reales  que,  como  las  servidumbres  continuacTy 
no  aparentes,  requieren  indispensablemente  un  título  para  su 
adquisición.  De  esto  nos  ocuparemos  más  detenidamente  al 
tratar  de  las  servidumbres. 

163.  Guando  la  adquisición  del  derecho  haya  de  derivarse 
de  la  accesión,  de  la  especificación  ó  de  la  confusión  debe  aplU 
carse  la  ley  anterior  si  el  hecho  de.,  que  trae  origen  hubiese^ 
ocurrido  antes  de  empezar  á  regir  la  ley  nueva  y  hubiese  que- 
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dado  teírmmado  de  tal  modo  que  leba  coosiderarse  perfeccio- 
nado el  derecho. 

.  Si,  por  el  contrario^  hubiesen  comenzado  tan  sólo  dichos  ac- 
tos bajo  el  imperio  de  la  ley  antigua  completándose  sa  des- 
envolyimiéntoy  desarrollo  despaés  de  promulgada  la  ley  nue- 
Ta,  ésta  es  la  que  debe  regir  para  decidir  si  puede  6  no  ser  ad- 
quÍTÍda  la  propiedad  por  ellos. 

164.  La  naturaleza,  la  extensión  y  los  efectos  de  los  dere- 
ches  reales^  deben  regularse  por  la  legislacióa  que  estuyiere 
Tígente  al  tiempo  de  tener  nacimiento  dichos  derechos,  aun- 
que el  ejercicio  de  los  mismos  viniera  á  tener  logar  cuando  ya 
86  hallare  en  vigor  una  ley  posterior.    . 

Esto  no  obstante,  la  ley  ntíeva  puede  sujetar  á  sus  precep- 
tos  imperativos  las  consecuencias  de  actos  y  hechos  nuevos 
ocurridos  después  de  ella,  relativos  á  ciertos  derechos  adquiri- 
dos estando  en  vigor  la  ley  antigua,  pero  esto  deben  entender- 
se sólo  respecto  de  aquellos  hechos  ó  sucesos  no  tenidos  en 
cuenta  por  el  legislador  en  sus  disposiciones,  y  siempre  que  el 
particular  no  hubiese  adquirido  un  derecho  en  contra  perfec- 
cionado mientras  regía  la  ley  anterior. 

165.  La  pérdida  de  los  derechos  reales^  cuando  depende  de 
un  hecho  al  que  la  ley  da  este  efecto,  debe  ser  regida  por  las 
disposiciones  legales  vigentes  cuaudo  fuere  realizado  dicho 
hecho. 

Este  principio  tiene  su  fundamento  en  la  teoría  general, 
antes  de  ahora  expuesta,  de  que  las  consecuencias  jurídicas  de 
un  acto,  cualquiera  que  éste  sea,  tienen  que  sujetarse  á  la  ley 
yígente  en  el  momento  en  que  tal  acto  viene  á  realizarse, 
debiendo  regularse  y  regirse  por  las  disposiciones  de  la 
misma.  ^ 

En  su  virtud,  si  la  persona  á  quien  pertenezca  el  derecho 
real  no  hubiere  adquirido  con  él  el  de  someter  dicho  acto  á  la 
legislación  bajo  cuyo  imperio  se  hubiere  constituido  el  referido 
derecho  real,  y  la  ley  nueva  hiciera  depender  su  pérdida  de  la 
realización  de  un  hecho  no  tenido  ya  en  cuenta  por  la  ante* 
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ríor^  esta  disposición  ejercería  su  autoridad  sobra  los  actos 
puestos  en  ejecución  después  de  promulgada  la  mismai  y  po- 
dría,  por  lo  tanto,  someter  á  la  pérdida  de  dicho  derecho,  con 
arreglo  á  sus  preceptos,  al  que  en  tal  caso  se  hallare. 

166.  Para  todo  lo  que  concierne  á  la.  conservación  de  los 
derechos  reales,  debe  aplicarse  la  regla  general,  esto  es,  que 
la  misma  ley  bajo  cuyo  imperio  fué  constituido  el  derecho  real 
debe  regular  los  modos  de  conservar  dicho  derecho.  Sin  em- 
bargo, esto  no  excluye  la  autoridad  de  una  nueva  ley  que  es- 
tableciese nuevos  modos  de  conservación  de  los  derechos  ad- 
quiridos  no  tenidos  en  cuenta  en  la  legislación  anterior,  en 
cuyo  caso' las  nuevas  disposiciones  aprovecharían  desde  su 
promulgación  á  todos  los  que  con  anterioridad  hubieren  ad- 
quirido  tales  derechos. 

En  efecto,  no  puede  negarse  el  poder  que  al  legislador  per- 
tenece para  sujetar  á  nuevas  formalidades  la  conservación  de 
los  derechos  ya  adquiridos,  y  si  en  virtud  de  dicho  poder  se  es- 
tableciese que  la  omisión  de  cttalquiera  de  esas  nuevas  formali- 
dades ó  requisitos  exigidos  para  la  conservación  de  tales  dere- 
chos llevase  consigo  la  pérdida  de  los  mismos  ó  su  ínehoacia 
jurídica,  esta  disposición  alcanzaría  también  aun  á  aquellos 
que  hubiesen  sido  adquiridos  estando  en  vigor  la  legislación 
anterior,  y  por  lo  tanto,  la  inobservancia  de  la  indicada  forma- 
lidad ocasionaría  la  pérdida  de  los  mismos. 

Ejemplo  de  ello  nos  ofrecen  la  formalidad  de  la  insorípcióa 
establecida  como  necesaria  para  conservar  el  derecho  de  hipo- 
teca, adquirido  mientras  regía  la  ley  anterior  que  no  exigua  so- 
mojante  requisito,  y  la  de  la  transcripción  ordenada  para  con- 
servar los  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebleSi  respecto  de 
las  terceras  personas  que  hubiesen  adquirido  los  mismos  dere- 
chos sin  hacerlos  seguir  de  la  transcripción. 

Esto  sentado,  disponiendo  la  ley  nueva  que  sea  decisiva  la 
formalidad  de  la  transcripción  para  conservar  los  derechos  ad- 
quiridos por  parte  del  precedente  propietario  en  contra  de  ter- 
ceras personas  que  quisieren  jactarse  de  haber  adquirido  los 
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nrífimos  derechos,  semejante  disposicidn  ejercería  so  autoridad 
aun  sobre  los  derechos  reales  constituidos  antes  de  la  promul- 
gación de  la  misma,  á  no  ser  que  el  legislador  hubiese  ordena- 
do expresamente  lo  contrario. 

167.  Esto  es  lo  que  ocurre  en  la  legislación  italiana,  toda 
Tes  que  después  de  declarar  el  legislador  necesaria  la  trans- 
cripción para  ciertos  actos  enumerados  en  el  art.  1932,  y  de 
disponer  en  el  art.  1942  que  mientras  no  se  lleve  á  efecto  la 
transcripción  de  dichos  actos  no  tendrán  éstos  efecto  alguno 
en  cuanto  á  tercero  que  por  cualquier  título  hubiese  adquiri- 
do y  conseryado  legalmente  algún  derecho  sobre  los  mismos 
bienes,  se  establece,  sin  embargo,  en  el  art.  33  de  la  ley  tran- 
sitoria que  las  disposiciones  de  los  artículq3  1932  y  1942  cita- 
dos 1^0  deben  ser  aplicados  á  los  actos  que  tuyieren  ya  cierta 
fecha,  ni  á  las  sentencias  pronunciadas  antes  de  la  promulga- 
ción del  Código  cítíI,  sino  que,  por  el  contrario,  han  de  ser  re- 
galados los  efectos  de  tales  actos  y  sentencias  por  las  leyes  an- 
teriores, excepto  en  los  casos  que  en  dicha  ley  se  reservan  ó 
exceptúan. 

Los  principios  generales  expuestos  hasta  aquí  resultarán 
mucho  más  claros  y  se  comprenderán  más  fácilmente  hacien" 
do  aplicación  de  ellos  á  los  principales  derechos,  y  con  este 
objeto  nos  ocupamos  á  continuación  y  separadamente  de  la 
Bervidumbre,  de  la  enfíteusís,  del  derecho  de  su  superficie,  de 
la  prenda,  de  la  hipoteca,  y,  en  último  término,  de.  la  pres- 
cripción ó  usucapión. 

PaSQUALB   FlORE. 


REPÚBLICA  DE  COSTA  RICA  * 
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DB  CBNTBO-AUéRIOA. 

Está  hoy  ea  vías  de  realización  el  proyecto  expuesto  á  Fe- 
lipe II  en  1620  por  el  subdito  español  Diego  de  Mercado,  caya 
cariosa  Relación  ha  transcrito  el  publicista  varias  veces  cftado 
con  elogio  Sr.  Peralta,  en  su  monografía  El  canal  interoceá^ 
nico  de  Nicaragua  y  Costa  Rica  en  1620  y  en  1887  (Bruselas, 
1887). 

Es  base  forzada  para  el  trazado  de  dicho  canal  el  antiguo 
Desaguadero,  hoy  río  de  San  Juan,  discatiándose  el  punto  de 
entrada  y  de  salida  de  aquella  vía  interoceánica,  que  algunos 
ponen  en  la  bahía  de  Salinas  y  en  la  boca  del  Colorado,  res- 
pectivamente. 

Adóptese  esta  solución,  que  es  la  más  económica  y  1  a  más 
favorable  á  Costa  Rica,  ó  la  qua  coloca  aquellos  puntos  en  Bríto 
y  Greytotvn,  es  lo  cierto  que  de  todas  maneras  ha  de  atravesar 
territorios  que  pertenecen  á  la  primera  de  dichas  Repúblicas, 
y  así  lo  ha  reconocido  el  Senado  de  los  Estados  Unidos  al  de- 
terminar los  Gobiernas  á  que  en  su  sentir  pertenece  la  facultad 
de  otorgar  las  correspondientes  concesiones. 

De  este  principio  se  desprende  lógicamente  el  derecho  de 
Costa  Rica  de  intervenir  en  la  administración  del  referido  Ca- 
nal interoceánico,  lo  que  no  sólo  tiene  importancia  para  di- 
cho Estado  sino  también  para  nuestra  patria,  y  es  de  general 

<!■   ■     ■  i  I  ■■  "  '  1.  I  I    ■  I    ■    . 

*     Yéase  la  p&gina  109  de  este  tomo. 
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interés  en  lo  que  se  refiere  á  la  nentralidad  de  aquella  impor- 
tante vía  de  comanicación. 

Para  demostrar  la  primera  de  estas  afirmaciones,  basta  te- 
ner en  cuenta  qaé  en  el  Tratado  de  paz  j  amistad  de  10  de 
Mayo  de  1850,  considerado  en  Costa  Rica,  según  decía  el  Pre- 
sidente Sr.  Oreamuno,  como  ano  de  loe  acontecimientos  más 

m 

faustos  y  memorables  para  dicho  país,  se  consignó  el  siguienter 
artículo:  «En  caso  de  efectuarse  por  el  territorio  de  Costa  Rica, 
en  todo  ó  en  parte,  la  proyectada  comunicación  interoceánica, 
sea  por  medio  de  canales,  por  ferrocarriles,  ó  por  éstos  ú  otros 
medios  combinados,  la  bandera  y  las  mercaderías  españolas, 
así  como  los  subditos  de  S.  M.  Católica,  disfrutarán  el  libre 
tránsito  en  los  mismos  términos  y  sin  pagar  otros  6^  mayores  im- 
puestos que  los  que  respectivamente  paguen  los  buques^  msrcadS" 
rías  y  ciudadanos  de  Costa  Jtica»  (1). 

Aparte  de  las  consideraciones  referentes  á  España  y  Costa 
Rica,  debe  desearse  por  razones  de  carácter  internacional,  que 
tengan  éxito  las  aspiraciones  de  la  política  exterior  de  esta  Re- 
pública en  dicha  cuestión. 

La  razón  es  sencilla.  4:Cualquiera  yía^según  ha  dicho 
Mr.  Orover  Cleveland  en  el  Mensaje  que  dirigió  al  Congreso  el 
8  de  Diciembre  de  1885 — que  se  construya  al  través  de  la  ba- 
rrera que  separa  las  dos  mayores  superficies  marítimas  del 
tnandi^  debe  ser  para  beneficio  del  mismo- bajo  la  salvaguar- 
dia del  género  humano,  libre  del  riesgo  de  caer  bajo  la  domi- 
nación de  una  sola  potencia,  de  ser  un  punto  de  cita  para  la 
guerra* ó  presa  de  belicosa  ambición.» 

En  esta  materia  es  preciso  reconocer  que  á  los  Estados  Uni- 
dos se  deben  dos  actos  de  g^rau  transcendencia:  el  Tratado 
^^layton-Bulwer  de  1850,  por  el  que  la  Oran  Bretaña  declaró 
que  abandonaba  sus  pretensiones  sobre  Oreytown  y  que  se 
obligaba  á  garantizar  la  neutralidad  del  canal,  y  el  haber  re- 
tirado el  actual  Presidente  el  Convenio  celebrado  con  Nicara- 

(1)     Janer,  iRratado9  de  StpatU». — Kadrid,  1669. 
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goa  el  año  1884,  porque,  aegún  decía,  «no  puedo  recomendar  . 
proposiciones  que  envuelven  en  grado  eminente  privilegios  de 
propiedad  6  derechos  fuera  de  nuestro  propio  territorio.» 

Pero  como  las  necesidades  que  determinan  la  política  de 
un  Estado  dependen  de  múltiples  contingencias  de  momento^ 
cuando  se  trata  de  obras  como  la  comunicación  interoceánica,, 
ha  de  procurarse  en  la  dinámica  jurídica  internacional  conse* 
guir  tal  equilibrio  de  fuerzas  que  puedan  ser  en  lo  posible  ga- 
rantía del  porvenir. 

Por  esta  circunstancia,  no  debe  ser  indiferente  la  creacidu 
de  la  Compañía  encargada  d^la  construcción  y  administracido 
del  Canal  interoceánico. 

Para  conseguir  en  este  punto  el  propósito  de  neutralizar 
esta  vía  interoceánica  que  anima  al  actual  Presidente  Cleve- 
land, como  anteriormente  á  Taylor,  algo  contribuiría  eviden- 
temente en  el  actnal  estado  de  la  cuestión  el  que  los  Directores 
que  debe  nombrar  cada  Gobierno  directamente  interesado  fue* 
ran  tres  en  lugar  de  dos,  que  los  demás  Directores  fuesen  ele- 
gidos también  entre  los  ciudadanos  de  los  tres  Estados,  y  qo^ 
sus  informes  anuales  los  presentasen  á  los  Gobiernos  de  los- 
Estados  Unidos,  Nicaragua  y  Costa  Rica,  sin  limitar  respecto 
á  los  dos  primeros  esta  obligación,  como  hace  el  proyecto  de 
ley  referido. 

En  suma,  y  hablando  en  tesis  general,  es  indudable  que 
para  procurar  la  neutralidad  de  una  Compañía,  es  siempre  pre  • 
ferible  que  intervengan  en  su  dirección  delegados  de  tres  na- 
ciones á  que  se  circunscriba  la  representación  á  dos  de  ellas^. 
aparte  de  los  convenios  internacionales  .que  acerca  del  partí- 
calar  puedan  celebrarse  más  adelante. 

Por  este  motivo  los  intereses  generales  de  España  y  Costa- 
Rica  son  armónicos  en  esta  cuestión,  como  suelen  serlo  hoy 
cuantos  afectan  á  nuestra  patria  y  á  las  Repúblicas  hispano» 
americanas. 
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Después  de  escritas  las  anteriores  líneas,  hemos  leído  en  la 
pi-ensa  qne  el  Senada  de  los  Estados  unidos  y  la  Compañía 
norte^americana  constituida  para  realizar  la  colosal  empresa 
de  construir  el  canal  de  Nicaragua  y  Costa  Rica  han  reconoci- 
do los  derechos  de  esta  última  República,  que  á  su  vez  ha  otor- 
gado i  la  Nicaragua  Canal  Asociaúion  de  Nueva  York  la  con- 
cesión correspondiente  á  la  parte  de  su  territorig  que  atraviesa 
dicha  vía  interoceánica.  No  hemos  visto  todavía  la  conñrma- 
ci<5n  oficial  de  estas  noticias,  aunque  puede  presumirse  su  cer- 
teza, teniendo  en  cuenta  las  indicaciones  expuestas  acerca  de 
este  particular  en  la  notable  monografía' del  Sr.  Peralta  antes 
citada  y  en  ia  no  menos  notable  Memoria  presentada  última- 
mente al  Cohgreso  por  el  ilustrado  y  experto  Ministro  de  Re- 
laciones exteriores,  Sr.  D.  Ascensión  Esquivel. 

IV 

EBLAOIONBS    CIENTÍFICAS 

Publicamos  hace  ya  algún  tiempo  los  acuerdos  adoptados 
por  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia  para  entablar  y  sos- 
tener relaciones  científicas  con  las  Sociedades  jurídicas  de  lacT 
Repúblicas  hispano-americanas  (1). 

En  virtud  de  dichos  acuerdos,  ^propuso  la  Comisión  nom- 
brada para  desarrollarlos  que  una  de  las  primeras  Sociedades 
á  qne  se  dirigiera  la  Academia,  fuese  el  Colegio  de  Abogados 
de  Costa  Rica,  Corporación  oficial  en  que  se  hallan  inscritos 
los  más  notables  Abogados  de  aquella  República,  y  que  á  la  par 
que  desempeña  las  funciones  de  cuerpo  consultivo  del  Gobier- 
no, difunde  la  enseñanza  del  Derecho,  procurando  la.  creación 
de  cátedras,  practica  la  indagación  científica  como  la  Acade- 
mia de  Jurisprudencia  de  San  José,  á  qne  sucedió  en  1881,  y 
mantiene  relaciones  con  el  exterior  por  medio  de  su  interesan- 

(1)  £1  Derecho  kiepano-amerifano  en  la  btbliogra/ia  etpaflo¿a.— Adiciones. — 
Tomo  70  de  1a  Bbvuta  obhsbü.  di  Lcoiblációs  y  JubisprudSrcia. — Ma- 
drid, 18B7. 
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te  Órgano  en  la  prensa  ElPorOy  de  qae  varías  veces  nos  hemos 
ocupado. 

A  estas  consideraciones  cabía  agregar  la  simpatía  á  Espa- 
ña que  siempre  ha  demostrado  dicho  importante  centro  jarídi* 
co,  y  en  especial  el  distinguido  Abogado  D.  Máximo  Fernán- 
dez^ que  ha  sido  constantemente  intérprete  de  los  sentimien- 
tos de  deferencia  hacia  nuestra  patria,  del  Colegio  de  San  José, 
en  la  Revista  que  es  órgano  de  dicha  Corporación  centro-ame- 
ricana. 

A  la  comunicación  de  la  Real  Academia  de  Jurisprudencia 
participando  los  acuerdos  antes  referidos,  contestó  el  Colegio 
de  Abogados  costarricense  en  29  de  Marzo  de  1887;  con  una  no- 
table  comunicación  del  que  era  entonces  Presidente  dr.  Al- 
varadO;  en  que  decía  lo  siguiente:  «El  Colegió  de  Abogados  de 
Costa  Rica,  en  cuyo  conocimiento  puse  los  importantes  docu- 
mentos á  que  me  he  referido,  acordó  en  sesión  del  23  del  pre- 
sente Marzo,  aceptar  las  honrosas  relaciones  á  que  le  invita  la 
Real  Academia  Matritense  de  Jurisprudencia  j  Legislación, 
así  como  la  valiosa  colección  de  obras  cientíñcas  con  qae  se  ha 
dignado  obsequiarle;  dar  á  ese  ilustre  Cuerpo  por  mi  medio, 
los  más  sinceros  testimonios  de  agradecimiento  por  ambos  ac- 
tos de  particular  deferencia  con  que  ha  distinguido  al  Colegio 
de  Abogados  de  Costa  Rica,  y  asegurarle  que  sus  nobles  propó- 
sitos de  estrechar  los  vínculos  científicos  con  los  países  de  Hís- 
pano América,  y  por  consiguiente  los  de  identidad  de  raza,  ca- 
rácter y  tradiciones,  acercan  al  presente  y  unirán  en  el  porve- 
nir  estos  pueblos  y  la  hidalga  nación  española,  hallarán  per- 
fecta correspondencia  en  el  Colegio  de  Abogados  de  Costa  Rica.» 

A  cambio  de  las  obras  enviadas  por  la  Real  Academia  de 
Jurisprudencia  remitieron  ejemplares  de  las  últimas  produc- 
ciones cientíñcas  de  aquella  República,  y  en  especial  de  los 
Códigos  recientemente  promulgados,  que  han  acrecentado  con 
libros  aquí  poco  conocidos,  la  ya  notable  sección  de  Derecho 
bíspano-americano  que  contiene  la  "Biblioteca  de  la  referida 
Academia. 
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Kstas  7  otras  prnebas  de  afectuosa  consideración  han  mo- 
tilado el  nombramiento  de  Académicos  correspondientes,  otor- 
j^do  á  yarios  jarisconsaltos  de  Costa  Rica,  y  el  deseo  reciente- 
mente manifestado  de  igualar  en  este  punto  á  dicha  nación  con 
la  de  Hispano  América  más  favorecida  bajo  aquel  aspecto  (1),  en 
yista  de  la  aceptacióp,  digna  de  sincero  reconocimiento,  con  que 
han  sido  acogidos  por  los  estadistas,  los  jurisconsultos,  la  pren- 
sa profesional  y  los  centros  de  aquel  país^  los  propósitos  de  la 
Academia  de  mantener  constantes  relaciones  científicas  coa  las 
Repúblicas  de  la  América  española. 

Realizando  este  propósito,  en  el  presente  año  se  ha  conce- 
dido al  Sr.  D,  Bernardo  Soto  aquella  distinción  científica,  que 
por  otorf^rse  á  un  ilustrado  jarista  que  desempeña  en  la  actaa- 
lidad  el  cargo  de  Presidente  de  la  República,  significa  una 
prueba  de  consideración  al  distinguido  Abogado  que,  como 
Ministro  y  como  Presidente,  ha  dado  gran  impulso  á  la  codi- 
ficación de  laa  leyes  patrias  y  á  la  enseñanza  del  Derecho,  y 
€s,  por  otra  parte,  un  nuevo  testimonio  de  simpatía  tributado 
á  aquella  culta  nación  en  la  persona  de  su  inteligente  go- 
bernante, según  lo  ha  comprendido  el  periódico  oficial  La 
Gaceta  al  dar  cuenta  del  mencionado  nombramiento  en  un  ar- 
tículo  inspirado  en  los  sentimientos  de  cordial  afecto  que  enla- 
zan á  dicho  Estado  con  la  nación  española. 


» 


Gomo  demuestran  las  anteriores  noticias,  es  lá  República 
de  Costa  Rica  una  de  las  naciones  hispano-americanas  que  más 
se  afanan  para  conseguir  el  progreso  del  Derecho  en  sus  múti- 
plcs  manifestaciones. 


(1)     En  1867  los  Sres.  Esquivel  (D.   A^oensión),  Femándes  (D.  MAziino), 
Montnfar  (J>.  Loreiuto)  y  OroEoo  (D.  Rafael). 

Jose'Maluqubr  t  Salvados. 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  PROFESIONAL  EXTRANJERA 


La  ilustrada  pnblicaoión  que  con  el  título  JUvue  de  Droit  intemational  et  de 
LegidaUán  comparée  ve  la  Ivm  en  Bmaelafl,  bi^o  la  direooión  del  ex  MmittT» 
Bolin-Jaeqnemins,  inserta  en  gn  últizno  número,  entre  otros  in^i>ortaik.tec  tra- 
bajos, el  informe  sobre  la  unificación  de  las  legislaciones  en  materia  de  abor- 
dajes maritimoB  presentado  k  las  deliberaoiones  del  Instituto  de  Derache  in- 
ternacional en  la  reunión  del  presente  año  por  Mr.  Ad.  Sacerdotá,  Profeaor 
de  la  Unirersidad  de  Padua,  y  uno  de  los  Ponentes  ó  Belatores  de  la  C«u&i8i¿n 
tareera  de  dioho  Instituto. 

La  mera  exposición  de  la  zíiateria  objeto  del  estudio  de  que  damos  cuan- 
ta, revela  desde  luego  toda  su  importancia,  porque  entre  las  diversaa  cues- 
tiones del  Derecho  comercial  marítimo  donde  más  necesaxia  resul^  la  susti- 
tución de  un  derecho  uniforme  á  las  disposiciones  encontradas  de  Isa  distin- 
tas legislaciones,  es  sin  duda  alguna  en  la  relatíva  k  la  reglamentaeión  de 
los  abordeges,  tan  frecuentes  por  desgracia  en  las  actoalea  oondicionos  da  la 
navegación,  y  que  4  tantos  conflictos  suelen  dar  origen,  por  la  falta  de  reglas 
üjéte,  cuando  se  trata  de  embarcaciones  pertenecientes  á  diferentes  paisea  que 
no  están  sigetos  á  una  previa  estipulación  internacional. 

En  el  estado  de  cosas  presente,  lo  que  más  urge  es  la  elaboración  de  xol 
Beglamento  común  sobre  los  conflictos  de  leyes  que  puedeil  suscitarse  en  la 
materia,  pero  el  objeto  final  ^ue  precisa  alcanzar  en  seguida  es  la  unifioaeióai 
internacional  del  derecho  de  abordaje  por  la  formación  de  un»  ley  uniforme 
que  regule  esta  rama  del  Derecho  marítimo,  tan  distinta  de  las* demás,  oonM> 
deda  en  su  obra,  El  Derecho  wtaritimo  de  Italia^  Boselli,  actual  Ministro  da  laa»- 
truooióñ  pública  de  dicha  nación. 

Esta  necesidad  ha  sido  hace  tíempo  sentída.  La  Asociación  para  la  refor^ 
ma  y  la  Codificación  del  derecho  de  gentes  votó  yá  en  la  cionferencia  de  Mi 
lán  la  declaración  de  que  «á  todas  las  potencias  marítimas  incumbe  el  deber 
de  adoptar  un  orden  único  en  materia  de  colisiones  de  mar»,  é  inspiráado«a 
en  los  mismos  principios  el  Instituto  de  Derecho  internacional  acord6  en  la 
reunión  celebrada  en  Heidelberg,  en  Septiembre  «del  año  próximo  pasado»  que 
para  la  que  habia  de  tener  efecto  en  el  presente,  se  sometiese  á  la  Asajnhiea 
un  proyecto  de  Derecho  comercial  uniforme  en  cuanto  á  los  abordi^ea  man- 
timos,  para  cuya  redacción  fueron  nombrados  Ponentes  Mr.  Lyon-Caen  y 
Mr.  Sacerdoti. 

Dicha  reunión,  que  es  la  duodécima  del  Instituto,  habia  de  celebrarse  em 
Lausanne  durante  los  días  8  y  siguientes  del  actual  mes  de  Septiembre,  en  él 
Palacio  de  justicia  federal,  y  en  ella  ha  debido  darse  cuenta  de  las  dos  dis- 
tintas ponencias  redactadas  por  i»n  autorizados  escritores. 

La  Revue  publica  sólo  en  el  presente  número  la  de  Mr.  Sacerdoti,  y  ofre- 
ce dar  á  conocer  en  breve  la  de  Mr.  Lyon-Caen,  de  la  cual  nos  oeupaaremoa 
oportunamente. 
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lifis  príneipálefl  onestiones  &  que  mielen  dar  origen  los  al)ordajeB  se  roíle-  * 
Ten':  primero,  á  quién  sea  el  qne  Uáya  de  reparar  el  daño  cansado  por  aborda- 
je á  nn  bnqne,  al  cargamento  ó  k  las  personas  qne  k  bordo  del  mismo  se  ha- 
llaren; 7  segnndo,  k  onáles  sean  las  formalidades  qne  deban  cnmplir  las  per- 
-sonas  perjudicadas  por  tal  motivo  para  conservar  sn  derecho  á  la  indemniza-* 
eión,  si  hnbiere  Ingar  k  ella,  y  cuál  sea  el  término  dentro  del  cual  ha  de  ser 
entablada  sn  reelamaoSón. 

Siguiendo  esta  misma,  división,  Mr.  Sacerdoti  examina  por  separado  en 
doa  «eoolones  distintas  todas  las  onestiones  relacionadas  con  tales  extremos. 
En  Ift  primera  de  diohaa  secciones  se  oonpa  de  los  casos  en  qne  el  abordaje  es 
puramente  casual,  de  los  en  que  es  cansado  por  alguna  falta  cometida  por  el 
eapitAn  6  por  las  gentes  del  equipi^e  de  cualquiera  de  los  buques  abordados, 
y  por  últuno  de  aquellos  en  que  la  causa  real  del  abordaje  es  dudosa  ó  no 
puede  ser  conocida. 

Szistiendo  gran  semejanza  en  casi  todas  las  legislaciones  respecto  de  los 
dos  primeros  casos,  6  sean  aquellos  en  que  la  causa  del  siniestro  es  puramen- 
te fortuita  ó  proveniente  de  una  falta,  y  estando  en  su  virtud  circunscrita  la 
divergencia  al  último,  ó  sea  cuando  es  dudosa  dicha  cansa,. el  autor  entiende 
que  no  ha  de  ser  dificil  la  unificación  bajo  el  punto  de  vista  .  de  determinar  * 
quiénes  seai^  los  que  en  ellos  deben  soportar  definitivamente  la  obligación 
áe  reparar  el  dafto  causado,  porque  sólo  tendria  cada  pais  que  saprifioar  muy 
escasas  disposiciones  legales  para  obtener  las  ventilas  de  la  deseada  unifor-  ' 
midad  legislativa. 

Mr.  Sacerdoti  estudia  con  este  motivo  los  dos  sistemas  seguidos  por  los 
diferentes  países,  las  opiniones  de  los  jurisconsultos  más  distinguidos  que  de 
esta  materia  se  han  ocupado,  las  discusiones  habidas  con  ocasión  de  las  dis- 
tintas codificaciones  de  esta  rama  del  Derecho,  asi  como  las  doctrinas  senta- 
das por  la  jurisprudencia,  para  deducir  de  todas  esas  autoridades  si  debe  se- 
guirse el  sistema  del  derecho  común  por  el  que  ha  de  reservarse  k  la  legisla- 
ción y  A  la  jurisprudencia  de  cada  Estado  la  cuestión  de  la  reparación  del 
dafio  eansado  por  el  abordaje,  ó  si  debe  adoptarse  el  sistema  contrario  esta- 
bleciéndoBe,  en  su  virtud,  una  legislación  excepcional  del  derecho  común  para 
los  casos  de  al)ordaje. 

EOL  primero  de  estos  sistemas  es  el  que  está  denigro  de  la  corriente  gene- 
ral de'lae  leyes  contemporáneas  y  es  el  tradicional  en  los  usos  del  comercio 
en  Inglaterra  y  América.  £1  segundo  tiene  sus  raices  én  las  leyes  y*usos  de 
la  Edad  Media,  y  no  está  en  vigor  más  que  en  el  Código  Arañóos  y  en  los  de 
los  demás  países  que  le  han  seguido  en' sus  codificaciones;  pues  hasta  en  el 
itaUano  de  166fi  ñié  sustituido  por  el  del  derecho  común  el  anterior  sistema 
sancionado  en  el  de  1865. 

Bn  la  segunda  de  las  secciones  mencionadas  examina  también  el  autor 
el  sistenia  seguido  por  el  Derecho  inglés,  en  el  que  no  son  necesarias  ningu- 
nas f<ynnalidades  previas  para  poder  entablar  después  la  oportuna  redama- 
ción, Ití ándese  como  término  para  dicho  objeto  el  general  para  la  prescrip- 
ción de  las  acciones,  y  el  que  ha  sancionado  la  mayoría  de  las  legislaciones, 
en  el  que  se  establece  la  necesidad  de  actos  conservatorios  de  la  acción,  como 
lo  es  1a  i^otesta  del  capitán  en  el  primer  puerto  que  llegue  ó  ante  la  Autori- 
dad competente  del  lugar  del  siniestro,  y  la  fijación  de  un  plaso  breve  para 
la  prescripción.  Estudiados  detenidamente  dichos  sistemas,  muéstrase  Mr.  8a- 
oerdotí  partidario  de  que,  para  no  tener  por  un  tiempo  demasiado  largo  á  los 
buques  hBJo  la  amejiasa  de  cualquiera  reclamación  de  este  género,  se  fije  un 
plaso,  por  ejemplo  de  un  afio,  á  partir  de  la  fecha  del  abordaje,  y  otro  más ' 
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•oorto  aún,  que  podría  ser  de  un* mes  desde  el  día  en  que  los  int6ret8a4o«  ad- 
quiriesen el  oonooimiento  del  hecho,  pasades  cuyos  términos  no  se  admita 
demanda  alguna,  estimando  además  razonable  que  se  permita  también  al  ca> 
pitan  del  buque  abordado  entablar  la  reclamación  para  poner  á  salvo  loa  de- 
rechos de  los  interesados,  toda  vez  que  no  debe  pei;)ndioar  á  éstos  1a  negli- 
gencia en  que  dicho  capitán  pudiera  incurrir  respecto  á  la  interposición  de 
su  reclamación,  única  objeción  hecha  á  la  necesidad  de  la  protesta  del  xbisme 
esdgrida  por  algunas  legislaciones. 

Después  de  esto,  ocúpase  ligeramente  la  ponencia  que  resefiamos»  del. 
Tribunal  que  debe  ser  competente  para  conocer  de  l^A  demandas  de  indemni- 
sación  por  abordajes  y  del  embargo  del  buque  abei^Laclor. 

Respecto  de  la  primera  de  dichas  cuestiones,  como  el  uso  y  la  jorispru- 
dencia  han  establecido  ya  reglas  particulares  acerca  de  la  competencia  en  la 
materia,  fácil  es,  en  opinión  del  autor,  llegar  á  un  derecho  unifonne  trans- 
formando en  leyes  esas  reglas,  que  estám  de  perfecto  acuerdo  con  las  necesi- 
dades del  comercio.  Y  en  cuanto  al  embargo  del  buque  causante  del  aborda- 
je, cuya  traba  es  comunmente  acordada  aplicando  los  preceptos  generales 
sobre  embargos,  entiende  que  seria  conveniente. sancionarlo  de  ana  manera 
•  formal  y  absoluta' disponiéndose  que  pueda  ser  embargado  en  cualquier  puer- 
to, aun  en  el  de  arribada,  durante  todo  el  tiempo  de  la  sustanoiación  .del  li- 
tigio, á  menos  que  preste  caución  bastante,  fijada  por  el  Juez  que  conozca  de 
la  reclamación. 

Como  consecuencia  de  las  consideraciones  aducidas  en  su  estudio,  Mr.  Sa- 
oerdoti  somete  á  la  aprobación  del  Instituto  el  siguiente  proyecto  de  ley  uni- 
forme para  los  abordajes  marítimos: 

«1.^  Si  el  abordaje  ha  sido  causado  por  una  falta,  todosilos  peijuicioiB  son 
reparados  por  el  buque  á  cuyo  bordo  hubiere  sido  cometida  la  misma. 

»2.^  Si  la  falta  hubiere  sido  cometida  á  bordo  de  los  dos  buques,  ninguna 
indemnización  puQde  ser  reclamada  por  el  daño  causado  k  cualquiera  de  las 
dos  embarcaciones  ó  á  ambas.  Sin  emjjargo,  los  dos  buques  responden  solida- 
riamente del  peijuicio  experimentado  por  el  cargamento  ó  por  las  personas. 
En  estos  casos,  el  que  de  ellos  hubiere  satisfecho  todo  el  importo  del  daño» 
tendrá  derecho  á  repetir  contra  el  otro  por  la  mitad. 

»8.®  Cuando  el  buque  abordador  esté  sometido  á  la  conduoción  obligato- 
ria de  un  piloto  titulado  ú  oficial  y  las  gentes  que  compongan  el  equipaje 
hayan  cmmplido  las  obligaciones  que  les  incumban,  dicho  buque  no  viene  obli- 
gado á  soportar  el  daño  que  resulte  de  un  abordcge  motivado  por  fiJta  del 
piloto. 

1)4.^  Si  el  abordaje  hubiere  causado  la  muerte  ó  lesiones  á  alguna  parso- 
na,  las  indemnizaciones  concedidas  á  las  mismas  son  sacadas  con  preferen- 
cia cíel  producto  de  la  reclamación  (1). 

i>5.^  No' son  admisibles  las  acciones  de  indenmización  por  actos  de  ábor 
dajes,  si  no  fuese  deducida  la  demanda  dentro  del  año  á  contar  desde  el  día 
en  que  el  hecho  tuviese  lugar,  y  dentro  del  mes  á  partir  del  en  que  los  inte- 
resados adquiriesen  conocimiento  del  mismo. 

i»6.®  La  reclamación  puede  ser  hecha  también  por  el  capitán  por  cuenta 
de  todos  los  interesados. 


(1)  Es  innecesario  insistir  en  las  razones  de  liumanidad  que  aconsejan  la 
adopción  de  esta  regla,  que  se  encuentra  sancionada  por  el  art.  061  del  Códi- 
go  italiano  y  por  el  422  del  proyecto  francés  de  1885. 
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i>7.*  .El  baque  que  diere  lugar  al  abordaje  pnede  ser  embargado  en  cual- 
quier puerto,  aun  en  el  de  arribada,  durante  la  sustanciación  de  la  instancia, 
ík  menos  que  preste  caución  bastante,  fijada  por  el  Juez. 

»d.^  La  demanda  puede  ser  entablada  igualmente  ante  el  Juez  que  tenga 
jurisdicción  para  conocer  del  hecbo  según  la  ley  del  lugar,  tanto  en  el  puer- 
to más  ^próximo  del  punto  en  que  tuyo  efecto  el  siniestro,  como  en  el  de  des- 
tino del  buque  abordador,  ó  en  el  que  primeramente  bubiere  entrado  de  arri- 
l>ada,  ó  en  el  que  bubiere  sido  embargado  ó  detenido  dicbo  buque.» 

«  « 

En  11  Oreólo  giuridieot  importante  revista  de  legislación  y  jurisprudencia 
dirigida  por  Luigi  Sampolo,  Profesor  de  la  Uiversidad  de  Palermo,  enoontra- 
Bftos  un  interesante  articulo  suscrito  por  Letterio  Gnmata,  en  que  se  trata 
una  de  las  principales  cuestiones  del  Derecbo  penal,  cual  es  la  de  si  la  rea- 
ponsabidad  legal  por  razón  de  delito  ó  cuasi  delito  transciende  en  el  orden 
eivil  k  los  herederos  del  culpable  difunto,  coivjuntamente  con  los  demás  co- 
rreos. 

El  articulo  1166  del  Código  civil  italiano  dispuso  que  «csi  el  delito  ó  cuasi- 
delito ea  imputable  á  más  de  una  persona,  todas  son  obligadas,  in  solidum  al 
resarcimiento  del  daño  causado.»    . 

Con  este  precepto  el  legislador  decidió  una'  antigua  controversia  entabla- 
da entre  los  jurisconsultos,  y  principalmente  entre  los  escritores  franceses,^ 
pero  d^ó  sin  resolver  una  duda  que  en  la  práctica  puede  suscitarse,  á  saber: 
8i  dicha  solidaridad  liga  á  los  herederos  de  uno  de  los  reos  en  concurrencia  con 
los  demás  culpables,  cuestión  que  no  ha  sido  '  tampoco  decidida  por  ningún 
otro  articulo  de  dicho  Código,  pues  si  bien  parece  á  primera  vista  que  á  este 
objeto  responde  la  disposición  del  1029,  examinados  coii  detención  sus  térmi-. 
nos  se  ve  claramente  que  por  él  no  se  desata  el  vinculo  de  la  solidaridad, 
pero  el  débito  se  divide  á  prorrata  entre  los  herederos,  los  cuales,  en  repre- 
sentación de  su  causante,  han  de  satisfacer  sólo  la  parte  proporcional  que 
corresponde  al  mismo,  no  precisamente  por  razón  de  la  responsabilidad  pro- 
pia de  dicho  causante,  siuo  por  su  cualidad  de  herederos,  quedando,  por  lo- 
tanto,  sin  resolver  dichit  dificultad  (1). 

Desde  luego  se  comprende  que  no  tratándose  de  'Una  solidaridad  nacida 
de  un  contrato  ó  pacto,  sino  de  la  legal  fundada  en  la  culpa  ó  en  el  dolo,  se- 
gún que  traiga  origen  del  delito  ó  del  cuasi  delito,  tanto  en  uno  como  en  otro 
«aso  .dicha  solidaridad  es  una  verdera  pena  oreada  por  la  ley  como  medida  re- 
presora de  los  actos  dolosos  ó  culpables,  é  impuesta  á  los  autores  del  delito  ó 
del  cuasi  delito.  T  como  por  ser  puramente  personal  la  responsabilidad  penal 
no  pasan  á  los  herederos  del  culpable,  ni  la  pena,  ni  las  acciones  nacidas  de 
la  misma,  ni  existe  tampoco  ley  alguna  tanto  en  el  derecho  antiguo  como 
en  el  moderno  que  sancione  la  solidaridad  en  odio  á  dichos  herederos,  es  in- 
dudable que  éstos  no  pueden  quedar  obligados  por  tal  vinculo,  y  si  responden 
de  algún  modo,  en  cuanto  al  orden  civil,  no  puede  ser  ciertamente  por  el  con- 
cepto expresado,  sino  por  otro  distinto. 

En  dicho  articulo  procura  el  autor  depurar  cuáles  sean  los  principios  por 
los  que  debe  regirse  la  responsabilidad  delietuota,  estudiando  la  cuestión  en 
los  precedrates  que  existen  en  el  Derecho  romano,  de  cuyos  textos  deduce  la 


(1)     Bn  nuestro  Código  penal  se  halla  resuelta  dicha  cuestión  por  los  ar- 
tioaloa  12^  196  y  1S7  del  mismo. 
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diferencia  característica  que  distingne  la  responsabilidad  oontratnal  y  cnMÍ< 
contratual  de  la  legal,  cuya  diferencia  constituye  la  norma  para  la  resolu- 
ción del  tema  objeto  del  mismo. 

£n  efecto;  el  pacto  liga  á  los  contratantes  y  k  sus  herederos,  los  cuales, 
subrrog&ndose  en  el  lugar  de  aquéllos,  quedan  todos  obligados  in  mUjídum,  d 
bien  singularmente  cada  uno  responde  sólo  en  razón  de  su  cuota  TÍril,  y  por 
lo  tanto,  la  solidaridad  les  liga  conjuntamente  con  los  demás  deudores;  pero 
no  puede  decirse  lo  mismo  respecto  de  la  solidaridad  ó  responsabilidad  ddie-^ 
itfova,  pues  en  ésta  con  la  muerte  del  correo  ó  con  la  de  todos  los  culj^bles 
desaparecen  la  razón  de  la  solidaridad,  y  por  lo  tanto,  al  venir  en  su  lugar  4 
responder  del  dafto  sus  herederos,  no  pueden  ser  ligados  por  dicho  yinealo, 
respondiendo  del  débito,  no  por  tal  concepto,  sino  por  haber  pasado  k  ellos 
la  herencia  de  su  causante,  y  porque  con  el  delito  ó  con  el  dolo  vado  se  ha  au- 
mentado el  importe  de  la  misma:  es  decir,  que  si  quedan  obligados  es  por 
ouanto  se  ha  hecho  más  rica  la  herencia  adida  por  ellos. 

En  su  virtud,  no  existiendo  vinculo  alguno  que  les  una  á  las  oonseeueif 
cias  del  delito  ó  cuasi  delito,  sólo  deben  responder  los  herederos  del  correo 
difunto  de  la  parte  de  la  responsabilidad  civil  que  á  su  causante  correspMi- 
diese  sin  ser  solidarios  del  débito  de  los  otros  culpables,  hayan  ó  no  fidleeide 
éstos. 

K.  AaonjuA. 


llamen  crítico  de  la  jorisprodeDcia  establecida  por  el  Triknal  Sopreeio 
reJatiTa  i  rentanag  abiertas  en  paredes  de  medianería. 


La  doctrina  del  Derecho  romano  sobre  servidumbres,  que 
forma  nn  conjunto  completo  y  bastante  perfecto,  se  halla  tras- 
ladada á  nuestro  Derecho  común  en  el  tít.  31  de  la  Parti- 
da 3/  Sabida  es  la  división  de  servidumbres,  establecida  por 
aquél  y  aceptada  por  éste,  en  afirmativas  y  negativas,  conti- 
nuas y  discontinuas.  Admitióse  la  prescripción  como  medio.de 
adquirir  unas  y  otras,  si  bien  estableciéndose  diverso  período 
de  tiempo  para  la  de  las  continuas  ó  cotidianas^  como  las  llama 
la  ley  de  Partidas,  y  de  las  discontinuas,  de  que  nwi  usan  los 
Aomes  cada  día,  mas  d  las  veces  eí  confezho;  contándose  este 
tiempo  en  las  afirmativas  desde  que  el  dueño  del  predio  domi- 
nante ejecutó  el  hecho,  que  constituye  gravamen  sobre  el  sir- 
viente; y  en  las  negativas  desde  que,  sin  ejecutar  hecho  algu- 
no por  su  parte,  trató  de  limitar  al 'dueño  del  sirviente  el  libre 
ejercicio  de  su  dominio,  oponiéndose  á  él  ó  contralldndolo,  y 
resignándose  éste  á  tal  oposición  sin  reclamar  contra  ella. 

Ádgiitieron  los  romanos  como  servidumbres  de  predios  ur- 
banos las  de  luminum  y  ne  luminidus  officiatur.  Claramente  ex- 
plicó la  naturaleza  de  una  y  otra  el  jurisconsulto  Paulo,  en  el 
fragmento  ó  ley  4.',  tít.  2.**,  libro  8.**  del  Digesto,  que  dice: 
lAíminum  in  servitute  constituta  id  adquisitum  videtur,  ut  vid- 
ñus  lumina  nostra  excipiat.  Cum  autem  servitus  imponitur^  ne 

luminibus  offieiatur,  hoc  mdaime  adepti  videmur^  ne  jus  sit  vid- 
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no,  inviíis  nodis,  alúiui  (Bdiflcare  atque  ita  minuere  lumim  noi- 
trorum  cBdiJíciorum.  Én  la  servidambre  luminum  (de  luces)  cd- 
quírimDs  el  derecho  de  qae  el  veciao  safra  nuestras  ventaaafl. 
Mas  caaado  se  impoae  la  servidambre  ne  luminiius  ofjicíalur 
(de  no  perjudicar  las  luces),  adquirimos  el  derecha  de  que  al 
veciao  no  le  sea  lícito  ediñcar  más  alto  coatra  nuestra  volan- 
tUd,  de  modo  que» disminuya  la*  luz  de  nuestros  edificios. 
*     De  ambas  servidumbres  hace  mención,  aunque  sucintamea- 
te,  Ih.  ley  15  del  título  y  Partida  antes  citados,  cuando  dice: 
(¡ue  si  alguno  abriese  fiftiestra  en  pared  de  su  vecino  por  do  entr9^ 
se  la  lumbre  d  su  casa,  ó  le  contrallase  que  non  alzase  su  casa, 
porque  non  le  toüese  la  lumbre,  pasando  diez  años  esUindo  su  due- 
ño en  la  Cierra  et  non  lo  contradiciendo  y  6  veinte  seyendo  fuera 
fie  ellay  etestojlciese  á  buena  fe  cuidando  que  había  derecho  de  lo 
facer  y  et  non  por  fuerza^  nin  d  furto  y  nin  por  ruego  que  hubiese 
fecho  al  dueño  y' ganar  ie  por  es  te*  tiempo  la  servidumbre.  Habla 
esta  ley,  en  la  que  como  en  muchas  de  las  Partidas  prevalece 
arí  estilo  casuístico  sobre  el  preceptivo  adoptado  por  los  Cddí- 
g^s  modernos,  del  que  abriese  finiestra  en  pared  de  su  vecino; 
pero  es  obvio  que  lo  mismo  debe  entenderse  si  la  abriese  en 
pared  medianera  6  coman,  porque  niuguno  de  los  condueños 
-puede  hacer  en  asta,  sin  consentimiento  del  otro,  cosa  ajena  á 
los  usos  de  medianería,  como  es  el  abrir  ventanas;  y  si  las 
abriese,  viéndolo,  callando  y  consintiéndolo  el  condueño,  ad. 
quiriría  sobre  ella  y  sobre  el  predio  del  vecino  al  que  recayesen 
las  ventanas,  una  verdadera  servidumbre.  En  efecto,  el  dere- 
cho de  abrir  ventanas  en  paredes  de  medianería  m>  nace  del 
condominio,  y  por  tanto  sólo  puede  nacer  de  servidambre,  y 
adquirirse  por  los  mismos  medios  que-^stas.  Por  eso  Heineccio, 
fundado  en  la  ley  40  del  título  antes  citado  del  Dígeato,  define 
la  servidambre  luminum,  jus  in  pariste  vicini  vel  coi^bíuni  fi- 
nestras  aperiendi.  (Elementa  juris  civilis  secnmdum  ortlineii 
pandectaram.  Libro  8.®,  tít.  2.**,  párrafo  147.) 

Pero  como  la  prohibición  de  abrir  ventanas  de  luces -en  pa- 
redes de  medianería,  impedía  en  machos  casos  dar  luz  á  apo- 
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sentos  qoe  podían  recibirla  sin  perjuicio  del  yecino,  costum- 
bres locales»  fondadas  sin  duda  en  el  principio  de  derecho 
fuod  tíbi  non  noceú,  ei  alteri  prodesif  ad  id  es  obligatus,  autori- 
zaron en  algnnas  poblaciones,  especialmente  en  Madrid,  la 
facultad  ó  derecho  de  abrir  en  paredes  medianeras  ventanas 
que,  snjetas  á  determinadas  condiciones,  no  constitayen  ver- 
daderas servidumbres,  ni  limitan  la- libertad  del  predio  colin- 
dante, coando  por  haber  de  edi&car  en  él  sea  preciso  obstruir- 
las. Llámase  comunmente  á  estas  ventanas  de  ordenanzi^^  por 
tratar  de  ellas,  como  de  cosa  establecida  ya  de  antiguo,  Don 
Teodoro  Ardemans,  Arquitecto  y  tracista  mayor  de  las  obras 
Reales,  y  maestro  mayor  de  las  de  Madrid,  en  la  obra  que,  con 
el  título  de  Ordenanzas  de  Madrid  y  oirás  diferentes  que  se 
practican  en  las  ciudades  de  Toledo  y  Sevilla,  publicó  en  1719. 
Eq  el  capítulo  xi,  página  84  de  la  edición  de  1760,  que  tiene 
por  epígrafe  Sobre  las  ventanas  de  medianería^  dice  así:  «Todas 
las  veces  que  las  piezas  ocultas  de  las  casas  careciesen  de  luz, 
de  BU  mismo  aire  ó  cielo,  es  preciso  discurrir  en  dársela*  por  el 
ageno;  y  esto  ha  de  ser  calidad,  que  el  vecino  no  sea  perjudi- 
cado,  y  así  sólo  puede  abrir  en  cada  pieza  dos  ventanas  de  ter- 
cia de  alto  y  cuarta  de  ancho  junto  á  las  soleras,  con  sus  cru- 
ces de  hierro  y  redes,  para  evitar  que  se  vierta  por  ellas  ag^a 
ni  otras  cosas  que  perjudiquen  al  vecino.  Y  en  caso  que  este 
quisiera  levantar  su  casa  y  necesitare  cerrar  ó  tapar  dichas 
ventanas  de  medianería,  lo  debe  y  puede  hacer,  sin  que  el  otro 
se  lo  pueda  embarazar,  por  ser  centro  y  cielo  suyo;  y  no  por- 
que sea  en  beneficio  de  su  casa  ha  de  ser  en  daño  de  la  otra, 
excepto  si  pareciere  escritura  de  contrato  de  haber  cedido  en 
algfin  tiempo  el  derecho  un  vecino  á  otro,  pues  en  este  caso  el 
Juez  dará  la  justicia  á  quien  le  tocare. >  Existe, ^ues,  con  arre- 
glo á  estas  Ordenanzas  ó  costumbres  locales,  una  especie  de 
servidumbre  forzosa,  respecto  á  apertura  en  paredes  de  media- 
nería de  ventanas  de  las  dimensiones  y  condiciones  dichas, 
pero  cuya  duración  no  es  perpetua,  sino  limitada  al  tiempo  en 
que  el  vecino  no  necesite  taparlas  para  elevar  su  casa. 
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Pero  la  existencia  de  esta  especie  de  seryidambre  forzosa, 
limitada  en  sn  extensión  y  duración,  no  se  oponía  á  qne  sobre 
paredes  de  medianería  se  constitnyesen  verdaderas  servidam* 
bres  voluntarias  y  perpetuas  de  luces^  por  cualquiera  de  los  me- 
dios legales  de  constituirlas,  entre  ellos  el  de  prescripción,  es- 
tablecido por  la  ley  de  Partidas  antes  citada.  Así  viene  á  reco- 
nocerlo el  mismo  Ardemans^  que  en  el  párrafo  siguiente  dice: 
orTambién  suelen  convenirse  dos  vecinos  á  suplirse  voluntaria- 
mente lo  que  la  Ordenanza  no  permite;  y  esto  suele  correr  mu- 
cho tiempo  verbalmente,  y  fallecido  el  que  padece,  va  adqui- 
riendo el  otro  años  de  posesión,  y  luego  pretende  y  quiere  fun- 
dar derecho;  esto  es  en  grave  perjuicio  del  otrd  interesado,  y 
así  no  puedo  dejar  de  decir  que,  siempre  que  estas  gracias  se 
ha^an,  sean  limitadas,  y  que  conste  el  por  quó  se  hacen.» 
Lueg^  al  aconsejar  Ardemans,  que  cuando  un  vecino  snple  6 
tolera  á  otro  lo  que  la  Ordenanza  no  permite  (esto  es,  que  abra 
en  pared  de  medianería  ventanas  de  dimensiones  y  condiciones 
diversas  de  las  llamadas  de  Ordenanza),  haga  estas  gracias  li- 
mitadas y  cuide  de  que  conste  el  por  qué  se  hacen,  esto  es,  que 
son  por  precario,  lo  cual  obsta  á  toda  prescripción,  es  porque 
no  haciéndolo  así,  irá  el  otro  adquiriendo  años  de  posesión,  j 
luego  pretenderá  y  querrá  fundar  derecho:  y  16  fundará  indu- 
dablemente con  arreglo  á  la  ley  de  Partidas  antes  citada, 
cuando  transcurrido  el  tiempo  de  las  prescripciones  ordinaria 
ó  extraordinaria  según  los  casos,  no  pueda  probarse  por  el  sir- 
viente que  el  origen  de  la  posesión  fuó  precario. 

La  doctrina  expuesta  hasta  ahora  conforme  con  la  ley  de 
Partidas  y  con  la  relativa  á  las  ventanas  llamadas  de.Ordenau- 
za,  fué  la  que  sirvió  de  regla  en  Valencia  á  abogados  y  arqui- 
tectos desde  inmemorial.  Ventanas  de  tercia  de  alto  y  cuarta 
de  ancho,  y  á  una  altura  que  no  permitiese  mirar  por  ellas,  ya 
estuviesen  abiertas  en  pared  propia  ó  medianera,  no  consti- 
tuían verdadera  servidumbre,  ni  impedían  que  el  colindante 
edificase  obstruyéndolas;  pero  ventanas  de  mayores  dimensio- 
nes ó  á  menor  altufa,  y  sobre  todo  con  solera  especial  sobre 
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ellas  para  recibir  la  carga  de  la  pared  superior,  se  han  consi- 
derado siempre  como  constitntiTas  de  verdadera  servidumbre 
de  luces,  cuando  ft  falta  de  otro  título  había  transcurrido  el 
tiempo  exigido  por  la  ley  para  su  prescripción,  siü  oposición 
del  dueño  del  predio  sirviente  por  el  cual  recibían  las  luces.  La 
apertura  de  tales  ventanas  no  era  por  tanto  tolerada  por  el  que 
no  quería- ver  gravada  su  finca  con  la  servidumbre  de  luces. 

^Qnizá  son  pocas  las  casas  antiguas  de  Valencia  que  no  dis- 
fruten ó  suffan  algunas  de  estas  ventanas  abiertas  en  paredes 
medianeras  sobre  suelo  ajeno,  reputadas  siempre  como  verda- 
deras seividumbres.  Su  origen,  que  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  data  de  tiempo  inmemorial,  es  debido  unas  veces  á  divi- 
sión de  una  casa  en  dos;  otras  á  su  primitiva  edificación  sobre 
aclares  irregulares,  pequeños,  situados  en  calles  estrechas  y 
tortuosas,  tan  frecuentes  en  nuestras  antiguas  ciudades  meri«» 
dionales  y  muradas,  lo  cual  obligaba  á  los  colindantes  á  pres- 
tarse mutuamente  la  servidumbre  de  luces;  y  otras,  finalmen- 
te, á  haber  ido  cerrando  desde  muy  antiguo  los  Ayuntamien- 
tos, por  razones  de  moral  y  salubridad  públicas,  callejones  sin 
salida  llamados  en  valenciano  earreróns  azucats ,  concediendo 
ó  vendiendo  á  algunos  de  los  dueños  de  casas  colindantes  el 
suelo,  convertido  luego  por  ellos  en  patios  ó  corrales  de  sus 
casas,  respetando,  no  obstante,  como  era  debido,  las  servidum- 
bres de  luces  existentes  sobre  lo  que  antes  era  vía  pública.  Ta- 
les son  los  motivos  de  haber  existido  en  Valencia  desde  siglos 
antes  de  haberse  abolido  los  fueros  de  este  reino,  gran  número 
de  ventanas,  de  dimensiones  mucho  mayores.que  las  llamadas 
de  Ordenanza,  abiertas  sobre  paredes  de  medianería,  con  luces 
y  aun  vistas  sobre  el  área  del  vecino,  consideradas  como  ver* 
dadoras  servidumbres  dignas  de  respeto. 

De  ello  ofrece  irrecusable  testimonio  la  ya  tan  rara  como 
apreciable  obra  del  Dr.Micer  Pedro  Jerónimo  Tarazona,  Conse- 
jero de  la  sacra  católióa  Real  Majestad  del  Rey  D.  Felipe,  titula- 
da: InsMusións  deU  Furs  y  Prímlegis  del  Regne  ie  Vaienriay  im- 
presa en  esta  ciudad  en  el  año  1580.  En  el  tít.  6.""  del  libro  2.''  qne 
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lleva  por  epígrafe,  De  les  SernMs  j  ÁqueducíoSf  dice:   «Aquel 
qui  Toldra  alzar  sa  casa  6  fer  ñnestres,  no  paga  esser  impedit, 
per  llevar  la  lum  al  vheí  hon  hiá  carrer  en  mig.  Y  si  está  jaut» 
de  modo  que  obraat  li  tanqae  la  fiaestra,  dea  lia  obrir  altra  lo 
qai  obra,  si  teloch  per  hon  pendre  Uum;  y  si  no  te  loen,  no  lis 
tanqae,  si  la  tal  servitut  estará  prescrita.;» —«Al  que  quiera  al- 
zar su  casa  6  abrir  ventanas,  no  se  le  puede  impedir  por  quitar 
luz  al  vecino  cuando  hay  calle  en  medio.  Y  si  está  contigup  á 
él^  de  modo  que  obrando  le  cierre  la  ventana,  debQ  el  que  obra 
abrirle  otra,  si  tiene  sitio  por  donde  tomar  luz;  y  si  no  lo  tiene, 
no  se  la  cierre,  si  tal  servidumbre  estuviese  prescritai»  Admi- 
tían, pues,  los  fueros  de  Valencia,  de  acuerdo  con  el  Derecho 
romano  y  con  el  común  de  Castilla,  consignado  en  la  ley  de 
Partidas  antes  citada,  que  en  el  mero  hecho  de  tener  abierta 
ana  ventana  sobre  el  predio  del  vecino  durante  el  tiempo  exi- 
gido para  la  prescripción,  constituía  verdadera  servidbmbre»  * 
digna  de  ser  respetada. 

Y  más  adelante,  corroborando  este  derecho,  añade:  «Y  pot 
derrocar  la  pared  mijera  y  reediñcarla  habentho  menester, 
contra  voluntad  del  vehí,  deixant  les  fínestres  antigües  y  pres* 
criptes  ubertes.» — «Y  puede  derribar  la  pared  medianera  y  re- 
ediñcarla contra  la  voluntad  del  vecino,  habiéndolo  de  menes- 
ter, dejando  abiertas  las  ventanas  antiguas  y  prescritas.»  Nó- 
tese, que  en  ninguno  de  ambos  casos  se  exige  más  título  que 
el  de  la  prescripción  consiguiente  á  la  antigüedad,  para  qae 
se  respeten  las  ventanas  existentes. 

'Mas  ¿qué  limitación  imponía  al  predio  sirviente  ese  res- 
peto? ¿Hasta  qué  punto  coartaba  en  su  dueño  la  libertad  de 
edificar?  La  limitación  consistía  en  dejar  descubierto  un  espa- 
cio de  nueve  palmos  en  cuadro;  ó  sean  ochenta  y  uno  cuadra- 
dos, para  que  por  él  recibiese  luz  la  ventana;  fuera  de  este  es* 
pació  podía  edificar  y  elevar  cuanto  quisiera  su  casa,  á  no  me- 
diar la  servidumbre  de  no  alzar  inás,  alHtu  non  tollendij  qoe 
como  luego  deqiostraré,  es  muy  diversa  de  la  de  iaz  ó  ven- 
tana. Y  la  necesidad  de  guardar  esa  distancia,  bien  fuese  fija- 
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da  por  algÚQ  fuero  ú  ordenanza  mncicípal  ó  por  la  costumbre^ 
ha  durado  hasta  nuestros  días,  y  se  halla  consignada  en  la 
obra  que,  con  el  título  de  Arte  de  edificar^  publicó  en  el 
año  1841  el  Arquitecto  D.  Manuel  Fornes  y  Ourrea,  Director 
de  la  Academia  de  Nobles  Artes  de  San  Carlos  de  esta  ciudad. 
En  el  párrafo  que  lleva  por  título:  «Cómo  se  debe  edificar  en 
terreno  propio  sin  perjuicio  de  tercero»,  dice  á  fojas  66:  <^\ 
que  edificare  sobre  paredes  de  medianería  que*  tuviesen  venta- 
nas, se  separará  de  ellas  nueve  palmos  en  cuadró,  á  saber: 
nueve  por  su  frente  y  cuatro  y  medio  por  lado,  contados  desde 
«el  centro  de  aquéllas.  En  el  caso  de  tener  dichas  ventanas  más 
de  nueve  palmos  de  luz,  las  paredes  laterales  se  sujetarán  á 
su  totalidad.  Si  las  ventanas  estuviesen  á  más  de  nueve  pal- 
mos de  altura  de  la  superficie  de  tierra,  podría  levantar  su  casa 
hasta  los  nueve  palmos  más  abajo  de  aquéllas,  construyendo 
terrado  ó  galería  para  no  registrar  la  casa  del  otro.  Pero  si 
fuese  tejado,  un  palmo  más  abajo,  por  el  diferente  uso  que  tie-- 
'iien  los  terrados  ó  g^alerías  y  los  tejados.» *Y  esa  costumbre  fué 
admitida  y  sentada  como  un  hecho  probado  por  esta  Audien- 
cia en  sentencia  de  31  de  Octubre  de  1863,  según  lo  declaró 
el  Tribunal  Supremo  en  la  suya  de  22  de  Mayo  de  1865.  Tal 
ha  sido  la  práctica  y  costumbre  observada  desde  inmemorial 
en  esjba  jciudad  y  antiguo  reino  de  Valencia,  práctica  y  cos- 
tumbre perfectamente  ajustada  á  su  antigua  legislación  foral 
y  á  la  actual  común  de  las  Partidas. 

Pero  el  Tribunal  Supremo,  aplicando  en  varias  sentencias 
(especialmente  en  las  de  17  de  Maya  de  1876  y  13  de  Mayo 
4e  1882)  á  toda  clase  4.e  ventanas  abiertas  en  paredes  de  me- 
dianería, lo  que  antes  sólo  se  aplicaba  á  las  llamadas  de  Orde- 
nanza, donde  éstas  existían,  á  saber:  que  son  de  mera  toleran- 
cia, que  no  constituyen  verdadera  servidumbre,  y  no  obstan 
por  tanto  á  que  el  vecino  pueda  obstruirlas  edificando,  ha  cau- 
cado con  esta  nueva  doctrina  honda  perturbación  en  los  dere- 
.choB  y  gravísimos  perjuicios  en  la  propiedad  urbana,  que  ve 
amenazados  de  convertirse  en  oscuros,  lóbregos  y  mal  sanoa 
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aposentos  I  los  que  de  inmemorial,  qaizá  desde  su  edifica* 
eión  primitiva,  venían  disfrutando  de  luces,  respetadas  hasta 
ühora  como   verdaderas  servidumbres  por  los  dueños  colin- 
dantes.   Causó  general  .estrañeza  esta   doctrina  entre  abo- 
gados y  arquitectos;  porque  aun  concediendo  que  todas  la» 
ventanas,  aun  las  de  dimensiones  mucho  mayores  y  condi- 
*  cienes  may  diversas  de  las  llamadas  de  Ordenanza,  fueran  de 
mera  tolerancia,  ésta,  lejos  de  oponerse  á  la  prescriptibilidad,. 
constituye  una  de.  las  bases  y  fundamento  de  toda  prescrip- 
ción. iCaál  es,  en  efecto,  el  origen  de  toda  prescripción  contra 
el  verdadero  dueño  de  una  cosa  ó  legítimo  poseedor  de  un  de- 
recho, sino  su  tolerancia,  apatía  ó  negligencia  en  conservarlo 
ó  defenderlo?  ¿Se  concibe  que  pudiera  adquirirse  por  prescrip- 
ción el  dominio  de  una  cosa  contra  el  anterior  dueño,  si  no 
mediase  tolerancia,  apatía  ó  negligencia  por  parte  de  éste  en 
conservarlaó  reivindicarla,  antes  de  que  transcurriese  el  tiem- 
po fijado  por  la  ley  para  su  prescripción?  ¿Se  concibe  que  po* 
diera  perderse  por  prescripción  un  derecho  ó  una  acción,  sino 
por  tolerancia,  apatía  ó  negligencia  de  ejercitarlos  en  tiempo 
oportuno?  ¿Qrxé  otra  cosa  sino  mera  tolerancia,  insistiendo  en 
los  ejemplos  de  la  ley  de  Partidas,  es  la  del  dueño  de  un  ag^a, 
que  por  espacio  de  diez  ó  veinte  tfños  consiente  que,  sin  títolo 
coQcedido  por  é\,  se  aproveche  de  ella  el  vecino  para  regar  su 
campo?  ¿Ó  la  del  dueño  de  una  pared,  que  consiente  que  por 
igual  espacio  de  tiempo  tenga  el  vecino  metida  en  ella  una 
viga  ó  abierta  una  fíniestra?  £1  Tribunal  Supremo  ha  usado  en 
esHS  sentencias  la  palabra  tolerancia  como  sinónima  de  preca- 
rio; y  sin  embargo,  su  significación  jurídica  es  muy  diversa^ 
Tolerar  es  no  usar  del  derecho  que  uno  tiene  para  oponerse  á 
que  otro  ejecute  un  acto;  y  el  que  no  usa  de  ese  derecho,  tole* 
raudo  9in  interfupción  durante  el  tiempo  prescrito  por  la  ley 
actos  contrarios  á  él,  lo  pierde,  adquiriendo  el  derecho  de  eje- 
cutar tales  actos  aquel  á  quien  los  ha  tolerado. 

Ese  es  uno  de  los  fundamentos  de  la  prescripción.  Préea-- 
riOf  es  poseer  una  cosa  como  préstamo  y  á  voluntad  de  su  due- 
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ño^  Ó  ejecutar  un  acto  sin  más  derecho  que  el  qne  nace  ¿el 
permiso  exfreso  temporal  ó  revocable  de  qnien  lo  teaía  para 
oponerse  á  sn  ejecpción.  Por  ruego  llaman  las  leyes  de  Parti- 
das á  la  posesión  de  ana  cosa  ó  ejecacjión  de  nn  acto  con  esto 
lítalo,  y  lo  equiparan  á  la  fuerza  ó  furto,  siguiendo  la  doctrina 
del  Derecho  romano,  que  negaba  efectos  legales  de  verdadera 
y  jurídica  posesión  á  la  obtenida  vi^  elam,  vel  precario.  Pero  al 
que  objete  alguno  de  estos  vicios  á  la  posesión  invocada  por 
otro  como  fundamento  de  prescripción,  incumbe  la  prueba  de 
ellos:  al  prescribento  le  basta  probar  que  ha  poseído  durante 
el  tiempo  prescrito  por  la  ley,  sobre  todo  cuando  la  posesión 
ba  sido  tan -manifiesta  y  paladina  como  lo  es  para  el  vecino  la 
ventana  abierta  en  pared  medianera  para  recibir  luz  de  su 
área  ó  suelo. 

Diversa  de  la  servidumbre  de  luces  es  lá  de  que  éstas  no  se 
mengüen  ó  perjudiquen.  Vimos  ya  la  precisión  y  claridad  con 
que  las  distinguió  el  jurisconsulto  Paulo^  y  aunque  no  con  tan- 
ta, las  distingue  también  la  ley  de  Partidas  citada.  Por  la  pri- 
mera,  abrimos  ventana  en  pared  ajena  ó  medianera  para  reci  - 
bir  luz  del  área  del  vecino;  por  la  segunda,  nos  oponemos  á 
que  éste  eleve  su  casa,  ó  haga  algo  que  mengüe  la  luz  de  que 
disfrutamos.  Por  la  primera,  el  sirviente  se  ve  forzado  á  dejar 
descubierta  el  área  Djada  por  costumbres  ú  ordenanzas  locales 
que,  según  antes  se  dijo,  es  de  nueve  palmos  en  cuadro  en 
Valencia;  pero  fuera  de  esta  área  podrá  elevar  su  edificio  cuan- 
to quiera,  aunque  elevándolo  vaya  menguando  la  luz  del  pre- 
dio dominante.  Por  la  segunda,  se  ve  privado  de  elevar  su  edi- 
ficio más  allá  de  la  altura  determinada  por  convención  ó  pres- 
eripción.  La  primera* es  afirmativa,  porque  consiste  en  que  el 
'dominante  ejecuta  un  hecho  material,  visible  y  baste  perma- 
nente, que  nó  tenía  derecho  á  ejecuter,  como  es  abrir  ventana 
en  pared  ajena  ó  de  medianería.  La  segunda  es  negativa,  por- 
que no  consiste  en  que  el  dominante  ejecute  acto  alguno,  sino 
én  que  el  sirviente  se  vea  privado,  en  beneficio  de  aquél,  -  de 
hacer  lo  que,  á  no  mediar  tel  servidumbre,  'podría  hacer  en 
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Yirtad  de  8q  libre  dominio.  En  la  ana  empieza  á  correr  la  pres- 
cripción desde  que  ejecuta  el  hecho  dominante:  en  la  otra  des- 
de  que  impide  ejecutarlo  al  sirviente.  La  ley  tantas  Feces  cita- 
da de  Partidas,  no  confunde  en  una  ambas  servidumbres,  an- 
tes*bien  las  distingue:  para  adquirir  la  de  luces  no  exige  copu- 
lativamente que  uno  abra'  ventana  en  la  pared  del  vecino,  y  le 
contralle  á  que  no  alce  su  casa  porque  no  le  quite  la  luz:  usa 
de  una  locución  disyuntiva.  Basta  abrir  ventana  y  tenerla 
abierta  el  tiempo  fijado  por  dicha  ley  para  adquirir  la  servi- 
dumbre de  luces,  sin  necesidad  de  intimación  ú  oposición  al 
vecino,  para  que  éste  no  obstruya  la  ventana  ni  edifique  á  me- 
nor distancia  déla  fijada  por  ordenanza  ó  costumbres  locales, 
que  en  Valencia  hemos  dicho  que  son  nueve  palmos  en  cua- 
dro. Pero  si,  fuera  de  esta  área,  el  vecino  intentase  alzar  más 
su  edificio,  no  obstruyendo,  sino  menguando,  perjudicando, 
ojj^ciendo  como  decían  los  romanos,  las  luces  de  que  el  otro 
disfruta,  y  éste  le  conírallasey  desde- entonces  empezará  á  co- 
rrer el  tiempo  para  prescribir  la  servidumbre  ne  luminiius 
o[ficiaúur  6  aliius  non  tollendi. 

Análoga  distinción  entre  ambas  servidumbres  establecía  el 
Derecho  foral  de  Valencia.  Tarazona,  en  la  obra  citada,  des- 
pués de  .decir  que  el  que  edifica  junto  á  pared  de  medianería 
en  que  hay  ventana,  no  puede  cerrarla  si  no  tiene  el  vecino 
otro  lugar  por  donde  recibir  luz  y  la  servidumbre  está  prescri- 
ta, continúa:  «y  si  alguno  tiene  servidumbre  sobre  la  casa  de 
su  vecino  para  que  no  se  levante  más,  puede  prohibírselo,  si 
puede  probar  la  servidumbre.»  De  mjanera  que  para  defender  la 
de  luces,  bastaba  probar  la  antigüedad  de  la  ventana:  para  la 
de  que  el  vecino  no  alzase  más  la  casa,  no  bastaba  que  hubie- 
se tenido  siempre  aquella  altura,  era  necesario  probar  que  no 
la  había  tenido  mayor,  por  oponerse  á  ello  un  psccto,  ó  un  he- 
cho obstativo,  contra  el  cual  no  se  había  reclamado  oportana- 
meute.  , 

-Cierto  es  que  toda  servidumbre  afirmativa  limita  la  libertad 
del  sirviente,  impidiéndole  hacer  lo  que  S6  oponga  á  la  natura- 
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leza  de  aquélla:  mas  esta  limitación  de  libertad  no  puede  cali- 
ficarse de  servidumbre  negatÍYa,  ni  exigir  que  el  tiempo  para 
BU  prescripción  no  se  cuente  sino  desde  que  hubiese  mediado 
un  acto  obstatívo  por  parte  del  dominante;  porque  este  acto 
existe  virtualmente  desde  que  se  ^'ecutó  por  pribiera  vez  el 
hecho  que  constituye  la  servidumbre  afirmativa;  desde  que  el 
tino  comenzó'  á  regar  su  campo  con  agua  que  nace  en  el  del 
Yecino,  ó  metió  viga  ó  abrió  ventana  en  pared  ajena,  ó  empezó 
á  usar  senda,  carrera  ó  vía  por  heredad  ajena  para  Qptrar  en 
la  suya. 

£1  Tribunal  Supremo,  no  obstante,  partiendo  de  los  supues- 
i»s  de  que  todas  las  ventanas  en  paredes  medianeras  son  de 
mera  tolerancia,  y  de  que  las  aberturas  de  edificio  correspon- 
dientes á  suelo  y  cielo  ajeno  llevan  consigo  la  servidumbre 
negativa  de  no  perjudicar  las  luces  á  que  se  destinan,  ha  esta- 
blecido en  sentencia  de  10  de  Mayo  de  1884,  que  cuando  no  se 
constituye  por  contrato  ó  última  voluntad,  ha  de  contarse  el 
uso  para  la  prescripción  desde  la  existencia  de  algún  acto 
obstativo.  Y  como  toda  servidumbre  afirmativa  lleva  consigo 
en  el  predio  sirviente  el  gravamen  de  abstenerse  su  dueño  de 
hacer  lo  que  la  impida,  aplicando  igual  razonamiento  á  todas, 
vendría  á  inferirse  que  el  tiempo  para  prescribir  las  de  agua» 
ducho,  senda,  carrera,  vía  y  las  demás  afirmativas,  no  debían 
contarse  sino  desde  que  medió  acto  obstativo  para  que  el  due- 
fio  de  la  fuente  no  diese  otro  curso  al  agua^  ó  el  de'  la  heredad 
por  donde  pasaba  la  senda,  carrera  ó  vía  no  abriese' zanja, 
plantase  árboles  ó  levantase  pared  que  impidiesen  el  tránsito, 
lo  cual  destruye  por  su  base  la  diferencia  entre  servidumbres 
afirmativas  y  negativas,  y  es  abiertamenle  contrario  á  la  ley 
de  Partidas  tantas  veces  citada. 

>La  honda  perturbación  en  los  derechos  y  gravísimos  per- 
Juicios  en  los  intereses  de4a  propiedad  urbana,  que  está  cau- 
sando en  Valencia  y  quizá  en  otras  provincias  esa  nueva  doc- 
trina, merece  llamar  la  atención  de  los  hombres  competentes, 
para  que,  á  ser  posible^  en  el  nuevo  Código  civi1|  ó  por  lo  menos 
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en  la  jurisprudencia  que  se  forme  para  su  aplicación,  quedes 
fijados  con  Tnayor  acierto  la  naturaleza,  límites  y  efectoede 
esta  servidumbre,  7  lo  relativo  á  su  prescripción. 

Deseoso  de  contribuir  á  ello  con  mi  modesta  cooperación, 
íne  he  decidido  á  publica^  estás  breves  observaciones,  que  ajca* 
80  sirvan  de  estímulo  para  que  la  prensa  profesional  ilosire 
ésta  materia  de  no  escaso  interés. 

YálenoiA  20  de  Agosto  de  1886. 

•  * 

Antonio  Rodríguez  de  Gepkda. 


ESTADO  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 

Y  REFORMAS  QUE  PARECEN  CONVENIENTES  • 


ExcMO.  Sbñob:    ^ 

L*a  sabidnría  del  legislador  impuso  á  los  Fiscales  de  todas 
las  Aadiencias  de  España  la  obligación -de^emitir  cada  año 
á  este  centro  nna  Memoria  acerca  de  la  administración  de  la 
[justicia  en  lo  criminal  en  sn  respectiTo  territorio,  para  que  el 
Idel  Tribunal  Supremo  elevase  á  Y.  E.  la  exposición  razona- 
da que  por  tercera  yez  tiene  la  honra  de  presentar  bajo  sa 
bombre. 

Derívase  el  precepto  de  la  misma  Constitución  del  Estado, 
la  cual,  si  por  una  parte  determina  que  la  potestad  de  aplicar 
las  leyes  en  los  pleitos  y  causas  que  ocurran,  pertenece  exclu- 
sivamente á  los  Juzgados  y  Tribunales,  por  otra  declara  que 
corresponde  al  Rey  cuidar  de  que  se  administre  pronta  y  cum- 
plida justicia  en  todo  el  Reino.  El  brazo  del  Gobierno  para 
«jercer  un  atributo  tan  esencial  de  la  soberanía  es  el  Minis- 
terio  fiscal;  institución  fuerte  por  su  unidad,  su  ubicuidad  y 
disciplina. 

Inmediatamente  subordinado  al  Ministro  de  Gracia  y  Jos- 
ücia,  debe  dar  cuenta  á  Y.  E.  de  sus  actos  como  centinela  de 


*  Hemoria  elevada  al  Exorno.  Sr.  Miniatro  de  Ghraoia  y  Jnstioia  en  la  so- 
lemne  apertura  de  lo8  Tribimales  el  dia  15  de  Septiembre  de  1888,  por  el  Fia- 
cal  del  Stipremo  D.  Manuel  Colmeiro. 
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la  ley  j  representante  del  'Qobierno  en  sus  delaciones  con  el 
Poder  judicial,  á  fin  de  que  pueda  hacer  uso  de  la  fj&cultad  de 
•alta  inspección,  y  vigilar  por  su  medio  la  administración  de  la 
justicia  en  cuanto  concierne  al  bien  público. 

El  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  se  dará  por  muy  contento , 
si  ademán  de  lograr  este  deseó,  que  es  lo  principal,  contribuye 
su  Memoria  á  corregir  ciertos  extravíos  de  la  opinión  movida 
por  algunos  descontentos  de  las  últimas  reformas  introducidas 
etx  nuestro  derecho  penal  y  dé  sus  frutos.  El  agua  no  corre 
toda  por  este  cauce,*  pero  al  cabo  unas  veces  el  criterio  de  la 
escuela  qué  cada  uno  sigue,  otras  errores  involuntarios,  y  acá- 
80  también  la  pasión  política,  suelej^  avivar  la  inclinación  á  la 
censura.  Para  poner  la  razón  en  su  punto  importa  conocer  los 
hechos  y  estudiarlos  con  ánimo  sereno  y  tranquilo.  Enlíora- 
buena  desconfíen  los -imparciales  de  la  crítica  que  se  refleja  ea 
la  presente  Memoria;  pero  confíen  en  las  noticias  y  datos  que 
contiene,  pues  llevan  el  sello  de  la  verdad  oficial,  y  si  no  acep- 
tan á  ciegas  sus  consecuencias,  á  lo  menos  no  podrán  negar 
que  son  fidedignos. 

I 
LA.  OBIUINALID&D 

Nada  preocupa  tanto  á  los  hombres  pensadores  como  la  in- 
vestigación del  mayor  ó  menor  número  de  los  delitos  cometí- 
dos  durante  el  año  judicial  á  que  la  Memoria  de  la  Fiscalía  se 
refiere;  y  sin  embargo,  el  período  es  demasiado  corto  para  coni- 
ceder  á  los  hechos  más  valor  que  supone  uno  de  los  elementos 
de  la  estadística  criminal.  £1  aumento  ó  la  disminución  cons* 
tantos  de  la  criminalidad  no  se  averiguan  sino  agrupando  las 
cifras  de  un  decenio,  ó  cuando  menos  de  un  quinquenio;  tiem  - 
po  necesario  para  medir  los  grados  de  la  delincuencia  en  el 
estado  moral  de  los  pueblos  y  naciones,  sin  que  ofusque  la  vis- 
ta del  observador  la  falsa  luz  de  cualesquiera  circunstancias 
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accidentales  y  transitorias.  Por  otro  lado,  la  Sección  de  Esta- 
dística de  la  Fiscalía  no  tiene  por  objeto  seguir  el  movimiento 
de  la  criminalidad,  sino  ejercerla  debida  vigilancia  sobre  la 
.administración  de  la  justicia,  cuidando  de  recoger  ciertos  he- 
cdios  relativos  á  las  funciones  propias  del  Ministerio  fiscal,  co- 
mo.^amarios  incoados,  causas  despachadas,  sobreseimientos  y. 
otros  que  no  siempre  arguyen  delito  ó  falta,  ni  por  razón*de  su 
origen  corresponden  todos  al  mismo  año. 

Como  quiera,  todavía  las  Memorias  de  los  Fiscales  suminis- 
^n  un  caudal  de  noticias  acerca  de  la  iiistoría  contemporánea 
de  la  criminalidad  curiosas  é  interesantes;  y  no  es  pequeño 
consuelo  ver  qué  el  estado  moral  de  la  mayor  parte  de  los  pue- 
blos de  España  en  el  día  de  hoy,  comparado  con  igual  fecha 
del  año  anterior,  no  da  motivo  á  concebir  ninguna  alarma. 

En  efecto,  si  hay  comarcas  en  donde  se  observa  que  aumen- 
taron los  delitos  contra  las  personas  y  sobre  todo  contra  la  pro- 
piedad,  como  sucede  en  el  territorio  de  Zaragoza  y  en  las  cir- 
canscripcioned  de  Albuñol,  Bilbao,  Gangas  de  Onís,  Ciudad 
Beal,  Lérida^  Orense,  San  Sebastiáp  y  Zamora,  en  cambio  dis- 
minuyeron  en  Lacs  Palmas,  Figueras,  Lugo,  Montilla,  San  Cle- 
mente y  otras  que  sería  prolijo  enumerar.  La  regla  general  es 
la  criminalidad  ordinaria  ton  poca  variación,  y  las  excepcio- 
nes que  suponen  aumento,  coinciden  casi  siempre  con  calami- 
dades públicas  fecundas  en  delitos  contra  la  propiedad. 

Así.  se  explica  el  mayor  número  de  hurtos  de  frutos  y  leñas 
en  Gangas  de  Onís,  Segovia,  Tafalla  y  Zamora  á  causa  de  la 
iQiseria  producida  por  los  recios  temporales  del  último  invier- 
no,  y  la  suspensión  de  las  labores  del  campo  durante  dos  me- 
ses  del  año.  En  Antequera  hubo  asimismo  algún  aumento  en 
hurtos  de  frutos,  aves  de  corral  y  producciones  alimenticias, 
debidos  á  la  falta  de  trabajo  por  la  decadencia  dels^  fabricación 
de  bayetas,  industria  allí  tan  antigua  y  popular,-  aumento  com- 
pensado con  la  disminución  de  los  asesinatos,  homicidios»  le- 
siones, robos  y -otros  delitos  graves.  En  Ciudad  Real  sobrevino 
una  crisis  económica  por  mala^  cosechas  y  la  plaga  de  la  lan* 


320  BEYISTA   DB  LBOISLAOlÓrf 

gosta  que  hizo  gandes  estragos  en  los  campos.  Como  es  país 
de  mucho  ganado  y  mlfchas  dehesas,  ocurríeroD  yaríos  incen- 
dios,  los  menos  maliciosos,  los  más  casaales  por  la  quema  de 
rastrojos  y  el  culpable  descuido  de  los  pastores  que  encienden 
lumbre  en  sus  ranchos,  6  prenden  fuego  á  los  matorrales  y  ma- 
.  lezAs  de  los  montes  del  común  para  mejorar  los  pastos. 

£)h  Albuñol  hubo  también  incendios  en  la  vega  de  Motril, 
en  donde  se  cultiva  la  caña  dulce,  por  la  cnestidn  azucarera, 
y  la  crisis  que  agravó  el  conflicto  entre  los  labradores  y  fabrí- 
cantes.  En  Lérida  contribuyeron  al  aumento,  de  la  criminaU- 
dad,  la  vagancia,  el  abuso  de  las  armas  de  fuego  entendido  á 
los  moradores  del  campo,  el  carácter  violento  de  los  montañe- 
ses y  los  bandos  políticos  que  excitan  el  deseo  de  vengar  ofen- 
sas que  jamás  olvidan,  á  pesar  de  las  antiguas  amistades  y  los 
lazos  del  parentesco.  Algunos  incendios  que  allí  ocarrierou,  se 
atribuyen  á  discordias  entre  los  vecinos  propensos  á  la  vengau^ 
za.  En  Orense,  después  de  la  brillante  campaña  de  la  GoarJia 
civil  contra  el  bandolerismo,  los  malhechores  dispersos  y  pre- 
validos  de  las  tinieblas  de  la  noche,  cometieron  algunos  robos 
con  violencia;  resabios  de  pillaje  que  fomentan  la  pobreza  y  el 
propósito  de  burlar  la  acción  de  la  justicia  pasando  la  frontera 
y  acogiéndose  á  la  hospitalidad  del  reino  vecino,  porque  los 
tratados  de  extradición  no  aniquilan  todas  las  esperanzas  de 
impunidad.  En  San  Sebastián  se  advierte  un  notable  incre- 
mento de  delitos  graves  y  aun  gravísimos  contra  las  personas 
más  que  contra  la  propiedad,  sea  efecto  del  concurso  extraer* 
dinario  de  forasteros  durante  el  verano,  sea  el  desenfreno  del 
juego,  ó  que  se  vayan  relajando  las  antiguas  costumbres  pa- 
triarcarles,  como  parece  probable^  á  juzgar  por  el  número  de 
suicidios.  Lo  cierto  es,  que  la  riqueza  y  la  civilización  son 
grandes  bienes;  pero  tienen  sus  peligros  y  tentaciones  que  se 
reflejan  en  el  mundo  del  crimen. 

Entre  las  causas  permanentes  de  criminalidad  se  encuen* 
tran  por  principales  la  embriaguez  que  produce  el  abaso  de  las 
bebidas  espirituosas  adulterad^,  y  la  funesta  costambre  de 
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llevar  de  continuo  armas  cortas,  blancas  ó  de  faego;  fácil  oca- 
sión de  cometer  delitos  de  sangre  en  nn  momento  de  arrebato. 
La  rada  ignorancia  es  otra  cauaa,  segán  lo  acreditan  el  ejem- 
plo de  Ciudad  Real,  en  donde  se  vid  que  pocos  procesados  sa- 
bían leer  y  escribir,  y  los  de  Reus  y  Tortosa,  en  cuyos  térmi- 
nos  se  observa  menor  criminalidad  en  la  población  urbana  que 
en  la  rural.  Nada  tiene  de  extraño,  porque  la  cultura  del  espí- 
ritu abre  los  ojos  del  hombre  á  la  luz  de  la  razón;  y  le  pone  en 
camino  de  usar  de  su  libertad  sin  ofensa  de  nadie,  cuando  la 
enseñanza  no  deja  de  ser  moral  y  religiosa. 

Las  comarcas  mineras  ofrecen  á  la  criminalidad  un  contin- 
gente mayor  que  el  ordinario.  En  Bilbao  hay  un  crecido  nú- 
mero de  operarios  naturales  del  país  y  forasteros,  y  entre  ellos 
no  pocos  licenciados  de  presidio,  ocupados  en  el  beneficio  de 
aquellos  ricos  criaderos  de  hierro.  Una  población  tan  numero- 
sa y  heterogénea  y  tanto  más  irritable  cuanto  es  más  común 
^1  vicio  de  la  intemperancia,  propende  á  cometer  delitos  gra- 
ves contra  las  personas,  que  se  preparan  en  los  cafós,  tabernas 
y  otros  lugares  en  donde  se  expenden  bebidas  alcoholizadas^ 
y  se  ejecutan  principalmente  en.los  días,  festivps  y  á  las  horas 
avanzadas  de  la  tarde  ó  de  la  noche.  Lo  mismo,  poco  más  ó 
menos,  sucede  en  Huelva  y  Cartagena,-  pero  con  todo  eso  no  se 
juzgue  del  aumento  de  la  criminalidad  por  ^1  número  de  los 
sumarios  incoados,  pues  ocurren  en  las  grandes  labores  de  la 
minería  siniestros  que  causan  muertes  y  lesiones  de  obreros, . 
como  explosiones  de  pólvora  ó4inam¡ta  po;*  impericia  ó  teme- 
ridad, caídas  profundas  al  subir  ó  bajar  á  las  galerías  y  .otras 
desgracias  casuales  que  dan  origen  á  una  instrucción,  cuyo 
término  natural  es  un  sobreseimiento  fundado  en  que  el  hecho 
BO  constituye  delito. 

Las  inundaciones  y  las  impetuosas  avenidas  de  los  torren* 
tes  en  la  estación  de  los  recios  temporales,  producen  en  la  cos- 
ta de  Levante  y  Mediodía  multitud  de  accidentes  que  tampoco 
deben  confundirse  con  los  hechos  voluntarios;  mas  no  por  eso 
«s  menos  cierto  el  aumento  progresivo  de  la  criminalidad,  so- 
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fore  todo  en  'la  circunscripcióa  de  Algeciras,  por  caosaa  muy 
siugularés. 

Aparte  dé  qae  los  malhechores,  huyendo  de  la  justicia, 
suelen  refugiarse*  en  las  asperezas  de  la  sierra  de  Ronda,  j 
cuando  temen  ser  descubiertos  j  aprehendidos  ppr'la  Guardia 
civil  que  los  persigue,  espianlaocasidn.de  embarcarse  y  po- 
nerse *  en  salvo  ganando  la  costa  vecina  del  África  francesa, 
hay  en  el  Juzgado  de  San  Roque  un  pueblo  que  por  sí  solo 
pesa  mucho  en  la  balanza  de  la  criminalidad.  Este  pueblo  e» 
la  villa  de  (la  Línea  en  el  campo  de  Gibraltar.  Cuenta  al  rede- 
dor  do  15.000  habitantes  españoles  y  extranjeros:  aquéllos  de 
varías  provincias  de  i^a  Península  y  Ultramar,  licenciados  de 
presidio  y  delincuentes  que  bajo  nombres  supuestos,  disfraza- 
dos  y  ennegrecidos,  se  confunden  con  los  dos  <5  tres  mil  traba- 
jadores de  los  depósitos  de  carbón  de  piedra  qúB  hay  en  la 
bahía,  y  así  desfigurados,  burlan  las  pesquisas  de  la  policía 
judicial:  éstos  son  ingleses,  franceses,  italianos,  portugueses, 
alemanes,  malteses,  griegos,  judíos,  moros,  chiiíos  y  negros,, 
y  en  fín,  gente  allegadiza.de  todas  las  partes  del  mandos.  Jon* 
tos  unos  y  otros,  forman  una  población  cosmopolita,  compues- 
ta de  aventureros,  de  los  cuales  los  menos  viven  de  su  traba- 
jo, y  los  más  del  contrabando. 

•  Las  tabernas,  las  casas  de  juego,  las  mancebías  y  los  hábi- 
tos  de  una  vida  vagabunda,  cuando  no  criminal,  explican  mo- 
chos delitos  que  se  cometen  en  el  término  jurisdiccional  de  la 
Audiencia  de  Al-geciras.  Mayor  sería  el  número  si  la  Autoridad 
ioglesa,  bien  servida  por  su  policía,  no  descubriese  á  los  de-' 
lincueutes  que  se  refagian  en  la  plaza,  y  no  los  expulsase  pre- 
vio aviso  á  la  Guardia  civil  para  que  los  prenda  á  su  salida,  si 
no  quieren  ó  no  pueden  embarcarse. 

En  resolución,  no  hay  motivo  para  deplorar  la  malicia  de 
los  tiempos,  ni  la  blandura  de  las  leyes,  ni  la  flojedad  de  los 
Tribunales.  Si  los  hurtos  de  productos  forestales  tuvieron  al- 
gún incremento,  debe  atribuirse  á  la  necesidad  más  que  ála 
perversidad,  pues,  corresponden  á  provincias  en  donde  la  po- 
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"blacidn  goza  fama  de  honrada  y  laboriosa.  Además  de  que  son 
delitos,  en  su  mayor  parte  leves,  todavía  quitan  fuerza  á  la  in- 
tención de  delinquir  antigaas  costumbres  y  concordias  nunca 
bien  claras  y  definidas  respecto  de  los  aprovechamientos  de 
los  montes  públicos  y  particulares,  álos  cuales  se  creen  con 
derecho  ciertas  comunidades  de  vecinos. 


II 

INSTRUCCIÓN  DE  LOS  SUMABIOS 

■  ■ 

Con  razón  quiere  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  acor- 
tar la  duración  de  los  sumarios,  porque  la  justicia  es  más  te*  . 
mida  i)or  su  rapidez  que  por  su  severjdad;  y  sin  embargo,  po- 
cos son  los  que  terminan  dentro  del  mes  que  fija  el  art.  324, 
ni  aun  antes  de  los  tres,  plazo  mayor  á  que  se  refiere  el  articu- 
lo 302;  y  esto  sin  culpa  de  los  Jueces  instructores  ni  de'  los 
Fiscales,  cujo  celo  suele  estrellarse  contra  obstáculos  insupe- 
rables. 

Las  causas  de  tan  largas  dilaciones  son  varias,  y  no  todas 
de^  fácil  enmienda.  Es  la  primera,  la  tardanza  en  el  cumpli- 
miento de  los  exhortes,  á  pesar  de  lo9  recuerdos  del  Juez  que 
los  libra;  dificultad  qae  sube  de  punto  cuando  la  práctica  de 
alguna  diligencia  judicial  se  encomienda  á  otro  residiente  en 
ultramar,  ó  depende  deia  tibia  volantad  de  un  Tribunal  ex- 
tranjero»  como  sucede  á  menudo  en  Badajoz,  San  Sebastián  y 
otras  Audiencias  situadas  hacia  los  confines  de  nuestro  terri- 
torio. 

La  segunda  causa,  y  no  menos  principal,  es  la  lentitud  con 
qae  proceden  los  laboratorios  de  Medicina  legal  en  los  análi- 
sis químicos  d^  las  sustancias  que  los  requieren  para  juzgar  si 
son  culpables  ó  no  culpables  los  procesados.  Tal  v^z  los  tres 
-que  exisien  en  Madrid,  Barcelona  y  Sevilla  son  insuficientes  * 
para  las  necesidades  del  seryicio  químico-forense:  tal  vez  el 
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personal  de  cada  uno  sea  escaso  y  mezquino  el  material;  pero, 
en  fin,  la  justicia  no  puede  contar  con  la  solicitud  de  la  ciencia 
á  la  medida  de  su  deseo.  Desde  el  mes  de  Marzo  del  año  pasa- 
do está  suspensa  la  instrucción  de  un  sumarió  en  la  circuns-  ' 
cripción  de  Colmenar  Viejo  por  la  faltir  del  informe  pericial  so- 
bre ciertas  manchas  de  sangre;  y  ahora  que  tanto  se  abusa  de 
las  materias  explosivas,  hasta  el  extremo  de  emplearlas  como 
instrumentos  de  muerte  alevosa,  hay  otros  sumarios  asimismo 
pendientes  de  los  análisis  pedidos  á  los  laboratorios  hace  meses. 

Para  extirpar  este  mal  de  raíz  sería  menester  aumentar  el 
número  de  las  oficinas  de  Medicina  legal;  cuestión  de  presu- 
puesto que  el  Fiscal  no  aborda,  limitando  su  anhelo  á  obtener 
Inayor  prontitud  en  el  servicio  químico  forense  dentro  de  lo 
posible. 

Otro  obstáculo  á  la  breve  terminación  de  los  sumarios  con- 
siste  en  la  morosidad  dte  algunos  centros  administrativos, 
cuando  los  Jueces  instructores  reclaman  antecedentes  necesa- 
rios .para  esclarecer  los  hechos  que  se  imputan  al  procesado. 
No  por  malicia,  sino  por  descuido,  dejan  de  auxiliar  la  acción 
dé  la  justicia;  y  la  censura  debe  ser  más  severa,  si  recae  en 
Autoridades  que  tienen  la  obligación  de  velar  por  la  seguridad 
pública  y  perseguir  los  delitos  como  altos  funcionarios  de  po- 
licía judicial. 

También  contribuye  á  la  interrupción  de  los  sumarios  la 
ausencia  de  los  procesados  cuyo  paradero  se  ignora;  pero  de 
esto  se  trata  en  capítulo  aparte. 


iri 

INSPECCIÓN  DE  LOS  SUMABIOS 


Poco  hay  que  decir  acerca  de  la  inspección  de  los  sumarios 
^después  de'  lo  dicho  en  la  última  Memoria;  y  sin  embargo, 
como  este  servicio  es  tan  esencial  para  la  buena  administra- 
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GÍ<$n  de  la  jnsticia,  no  parece  inoportuno  añadir  algunas  par 
labras. 

De  todas  las  formas  de  inspección  la  mejor  es  sin  duda  la 
directa  por  el  Fiscal;'  pero  á  pesar  de  sa  reconocida  excelen- 
cia, en  la  práctica  se  ya  generalizando  la  que  se  ejerce  por  me- 
dio de  testimonios  literales  ó  en  relación.  La  directa  ó  perso- 
nal apenas- se  nsa  sino  en  los  Jazgados  de  la  ciudad  ó  Villa  en 
donde  reside  la  Audiencia,  siendo  grave  la  caasa  que  motiva  . 
el  sumario.  En  los  de  afuera,  no  muy  distantes,  suele  el  Fiscal 
delegar  sus  funciones  en  el  Teniente  ó  Abogado  fiscal  ó  en  el . 
Fiscal  municipal,  si  el  delito  es  de  la  mayor  gravedad,  como 
asesinato,  hoi&icidio,  robo  con  violencia  ú  otro  á  este  tenor. 
Eu  los  demás  casos,  y  aunque  sea  grave  el  delito,,  si  es  larga 
la  distancia,  se  acude  á  los  testimonios. 

Dicen  varios  Fiscales:  la  inspección  directa  es  casi  siempre 
dificultosa,  y  muchas  veces  ípi posible.  En  todo  país  quebrado, 
ir  á  nn  pueblo  de  la  montaña  por  sendas  y  veredas  á  falta  de 
caminos  practicables,  y  atravesar  arroyos  y  torrentes  cándalo- 
sos  en  la  esiación  de  las  grandes  lluvias,  ó  abrirse  paso  por 
entre  les  nievefl  que  lo  cierran  como  una  muralla,  es  una  ^m- 
presa  superior  á  las  fuerzas  del  hombre  más  osado.  En  Palma 
y  Las  Palmasf,  cuyos  territorios  comprenden  varias  islas  que  se 
comunican  por  medio  de  veleros  que  hacen  las  travesías,  la 
dificultad  es  constante  é  insuperable;  y  supuesto  que  la  auda- 
cia y  la  fortuna  logren  triunfar  de  los  obstáculos  que  salen  al 
encuentro  del  Siscal,  llegará  al  término  de  su  viaje  demasiado 
tarde^^  porque  instruidas  las  primeras  diligencias^  la  inspección 
pierde  su  eficacia* 

Por  otra  parte,  las  perentorias  obligaciones  del  servicio  or- 
dinario de  la  Fiscalía,  y  sobre  todo,  la  neceSidad  de  concurrir 
á  los  juicios  orales,  impiden  al  Fiscal  hacer  las  frecuentes  'sa- 
lidas que  requiere  la  «inspección  directa,  aun  limitada  á  los  ca- 
sos más  arduos. 

Dicen  otros:  la  delegación  en  el  Teniente  ó  Abogado  fiscal 
íio  acorta  las  distancias,  ni  facilita  los  medios  de  comunicación 
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cóu  los  pueblos  de  la  sierra,  ni  abrevia  el  viaje;  y  la  qoe  se 
paede  hacer  por  medio  de  los  Fiscales  municipales  no  allana 
las  dificultades,  porque,  6  no  son  Letrados,  ó  son  personas  de 
dudosa  imparcialidad  por  sus  vínculos  con  los  parientes  j  ami- 
gos del  lugar  donde  se  cometió  el  delito  que  dio  origen  al  su- 
mário'. 

He  aquí  Us  razones  por  que  la  inspección  por  testimonios 
más  6  menos  expresivos  constituye  la  regla,  y  la  directa  y  de* 
legada  forman  la  excepción.  El  modo  de  cumplir  eate  servi- 
cio, á  decir  la  verdad,  es  poco  satisfactorio.  Algunos  Fiscales 
lo  reconocen,  y  confiesan  la  imposibilidad  de  obtener  una  bue- 
na inspección  mientras  no  baya  en  cada  centroide  justicia  uíi 
Abogado  fiscal  ad  Aoc, 

Penetrado  el  Gobierno  de  la  necesidad  de  robustecer  y  fa- 
cilitar la  acción  del  Ministerio  público,  presentó  á  las  Cortea 
un  proyecto  de  ley  que  fuó  aprob^o  por  el  Senado  y  pende  de 
la  aprobación  del  Congreso.  Obtenida  que  sea,  vendrán  las  re- 
formas convenientes  para  la  mejor  inspección  de  los  sumarios 
hoy  imposibles,  careciendo  el  Gobierno  de  potestc^d  legislativa 
y  de  presupuesto.  •  • 


IV 

» • 

PBOCBSOS  ANTIGUOS. 

Designamos  con  este  nombre  los  que  se  siguen  y  deben 
tramitafse  guardando  las  formas  del  procedimiento  antiguo 
por  delitos  cometidos  antes  de  la  fecha  en  que  empezó  á  regir 
el  moderno,  estableciendo  el  juicio  oral  y  público  en  vez  del 
inquisitivo  y  secreto. 

El  Real 'decreto  de  14  de  Septiembre  de  1882  que  precede 
al  nuevo  Código  de  Enjuiciamiento  criminal,  dice  en  la  regla 
^/  del  art.  2.^  que  «las  causas  por  delitos  cometidos  con  ante- 
Tíoridadal  15  de  Octubre  siguiente,  continuarán  sustanciando- 
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436  jcon  arreglo  á  las  disposiciones  del  procedimiento  TÍgente 
en  la  actaalidad.;»  £1  precepto  es  tan  claro,  q^ae  respecto  de  las 
^cansas  incoadas  no  cabe  interpretación  dudosa.  La  difícnltad 
Tino  más  tarde,  cuando  se  descubrieron  delitos  cómetid^ps  an- 
tes del  15  de  Octubre,  por  los  cuales  se  incoaron  sumarios  des- 
pués ^e  aquél  día  que  marca  el  tránsito  de  un  sistema  á  otro. 

El  caso  no  está  previsto  en  el  Beal  decreto  citado,  cuyo  si- 
lencio parece  que  autoriza  la  práctica  de  aplicar  &  los  procesa- 
dos la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  vigor  al  tiempo  de  la 
instrucción.  La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  ha  sido 
indecisa  hasta  ahora  poco  que  se  ha  ñjado  en  este  sentido;  pero 
el  Ministerio  público,  salvo  el  respeto  debido  atan  grande  Au- 
toridad, mantiene  la  opinión  contrjaria  fundada,  á  lo  que  en- 
tiende, en  buena  doctrina  legal. 

El  Real  decreto  de  14  de  Septiembre  de  1882,  en  cuanto 
prepara  la  ejecución  de  una  ley,  es  puramente,  reglamentarlo 
y  transitorio;  de  forma  que  en  nada  modifica  ni  podría  modifi- 
car el  derecho  establecido.  Aunque  se  le  atribuyese  la  misma 
fuerza  de  observancia  obligatoria  que  toda  ley  verdadera  lleva 
consigo,  nunca  tendría  el  vigor  necesario  para  quebrantar^  y 
menos  para  destruir,  un  principio  constitucional. 

Según  este  criterio,  la  mteligencia  y  aplicación  del  Real  de- 
creto de  14  de  Septiembre,  así  en  lo  que  diee  como  en  lo  que 
calla,  están  subordinadas  al  art.  16  déla  Constitución,  que  pro* 
hibe  sean  los  españoles  procesados  ni  sentenciados  sino  por  el 
Juez  ó  Tribunal  competente,  en  virtud  de  leyes  anteriores  al 
delito,  y  en  la  forma  que  prescriban. 

Luego  todo  español  que  haya  delinquido  antes  del  15  de 
Octubre  de  1882,  esté  ó  no  esté  incoada  la  causa,  deberá  ser 
procesado  en  la  forma  prescrita  en  las  leyes  del  antiguo  proce- 
dimiento,  á  no  optar  por  el  nuevo^  según  la  regla  4.*,  art.  2.^ 
del  Real  decreto  de  14  de  Septiembre;  opción  que  implica  el 
Reconocimiento  de  un  derecho  garantido  por  la  Gonsfitución  á 
todos  los  españoles,  tengan  ó  no  tengan  causa  pendiente. 
.     Además  de  que  la  Constitución  es  la  fuente  de  nuestro  de- 
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recho  público  y  privado,  y  de  qae  su  texto  literal  tiene  on» 
fuerza  obligatoria. superior  alas  leyes  ordinarias,  y  mucho  mé» 
á  los  Reglamentos,  hay  otra  razón  escrita  en  la  conciencia  ani- 
▼ersal^ 

Sería  injusto  y  ocasionado  á  graves  peligros  para  la  libertad 
humana  juzgar  á  un  delincuente  por  leyes  posteriores  á  sv^ 
actos.  Aunque  la  pena  haya  de  ser  la  misma  y  el  procedimiento- 
más  favorable  á  la  defensa  del  presunto  reo,  no  se  puede  dar  á 
la  ley  posterior  fuerza  retroactiva  sin  la  yoliahtad  del  individuo, 
cuyos  derechos  preexistentes  limitan  los  del  Estado.  Admitir  et 
principio  opuesto  es  más  que  infringir  la  Constitución:  es  ir- 
contra  el  derecho  natdral;  y  en  el  orden  político,  ¿quién  pon* 
drá  freno  á  lo  arbitrario? 

Apuntadas  las  razones  por  que  esta.  Fiscalía  insiste  en  sa 
criterib,  añade  que  el  número  de  causas  terminadas  por  el  pro«^ 
cedimíento  antiguo  durante  el  añp  de  1886,  según  la  Estadía* 
tica  criminal  publicada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
en  1887,  fuó  de  1.058,  y  en  el  de  1887  de  939,  quedando  pen- 
dientes  en  31  de  Diciembre  último  1.009. 

Datos  más  recientes  recogidos  por  la  Fiscalía  permiten  re- 
ducir esta  cifra  á  una  mitad,  siendo  las  Audleociaa  de  Barcelo- 
na, Granada  y  Madrid  por  su  orden  las  que  ofrecen  mayor 
contingente  de  procesos  atrasados. 


PBOCESÁDOS  AÚSBNTBS 


Suele  suceder  que  se  suspenda  la  celebración  de  un  juicio 
oral  por  la  no  comparecencia  ^e  los  procesados,  lo  cual  es  pro* 
bable  cuando  son  varios,  y  casi  cierto,  cuando  son  muchos  lo» 
comprendiflos  en  una  misma  causa.  En  una  de  Guadalajara 
son  41  los  procesados:  en  otra  de  Jerez  de  la  Frontera  81,  y  en 
la  famosa- de  -J&íon tilla,  formada  con  motivo  de  las  g^ves  alte> 
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raciones  del  orden  público  ocurridas  en  aquella  ciudad  el  aña 
1873,  hay  152  complicados  en  quince  diferentes  delitos  además 
4él  de  sedición;  y  ya  se  comprende  cuan  difícil  es,  por  no  decir 
imposible,  qfíe  en  semejantes  casos  comparezcan  todos  en  un 
logar,  el  mismo  día  y  á  la<  misma  hora.  La  ausencia  de  uno 
solo  obliga  al  Tribunal  á  diferir  la  apertura  de  sus  sesiones,  y 
aplazar  la  celebración  del  juicio  por  tiempo  determinado  ó  inde- 
terminado. .  • 

Ss  tan  necesaria  y  tan  propia  de  la  naturaleza  del  juicio 
oral  la  presencia  del  .procesado  y  su  intervención  en  los  deba- 
tes ante  el  Tribunal  y.  el  público,  que  la  suspensión  procede 
por  enfelrmedad  en  térn^inos  de  que  el  enfermo  no  pueda  con^ 
carrir  al  acto.  Quiso  y  quiere  el  legislador  mantener  la  perfec- 
ta igualdad  de  condiciones  jurídicas' entré  la  acusación  y  la 
defensa;  pero  por  respeto  á  este  principio,  ¿será,  forzoso  inte- 
rrompirel  curso  de  la  justicia  con  grave  detrimento  parala 
sociedad?  ¿Y  consiente  la  justicia  que  la  ausencia  de  un  proce- 
sado sea  razón  para  que  los  demás,  sin- participar  de  su  culpa^ 
participen  de  su  responsabilidad?  Unos  continuarán  presos; 
otros,  aunque  libres,  sujetos  á  comparecer  mediante  fianza,  y 
algunos  habrá  inocentes,  esperando  con  ansiedad  la  sentencia 
absolutoria  que  no  puede  dictar  el  Tribunal. 

Gomo  no  hay  texto' expreso* en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  aplicable  al  caso  de  ser  varios  ó  muchos  los  procesa- 
dos en  libertad  provisional  cou  fianza  ó  sin  fianza,  y  que  sien- 
do todos  citados  para  el  juicio,  alguno  ó  algunos  dejen  de  com- 
parecer el  día  d^  la  vista,  se  suscitaron  dudas  que  transcien- 
den á  la  práctica  de  los  Tribunales,  porque  constituir  una 
Sección  de  la  Audimicia  ó  Sala  de  lo  criminal  y  celebrar  el  jui- 
cio en  lugar  distinto  de  su  residencia  ordinaria,  si  fueren  dos 
ó  más  los  procesados,  no  resuelve  la^  dificultad,  fie  aquí  tan- 
tos y  tan  diversos  pareceres,  pues  según  unos,  si  á  pesar  de 
las  diligencias  prevenidas  por  la  ley,  los  procesados  no  acuden 
al  llamamiento  del  Tribunal,  ni  alegan  causa  que  disculpe  su 
ausencia,  debe  abrirse  y  cerrarse*  el  juicio  oral  con  los  presen- 
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tes.  Otros,  pensando  lo  mismoy  fandau  au  opinión  en  que  la 
ausencia  injustificada  del  procesado  equivale  y  signifícala  re* 
n  ancla  tácita  de  su  derecho  de  defensa.  Otros  optan  por.  el  mé« 
iüo  de  teaerle  por  rebelde  ain  previa  deelMftoíónf  de  leUdia, 
y  celebrar  el  jaicio  con  los  preseniea,  saspendi^doio  nupeci» 
de  los  ausentes  hasta. quó  sean  habidos  ó  comparezcan. 

Ninguna  de  estas  soluciones  es  satisfactoria:  ninguna  se 
impone  con  la  autoridad  de  un  texto  leg^l.  Todas  son  inter- 
pretaciones más  6  menos  dudosas,  mientras  no  hable  el  Tribu- 
nal Supremo,  á  quien  compete  establecerla  jurisprudencia^  á 
no  anticiparse  una  reforma  que  disipe  la  oscuridad  6  supl^  el 
silencio  de  la  ley,  declarando  si  la  presencia  del  procesado  es 
síempife  y  de  rigor  necesaria  para  celebrar  el  juicio  oral,  y  ai 
en  el  supuesto  de  admitir  alguna  excepción  por  imposibilidad 
física  y  de  duración  ilimitada,  bastaría  amplfar  el  sentido  del 
arti  745  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  ó  debería  el  au- 
sente por  su  voluntad  ser  tenido  en  concepto  de  rebelde  para 
los  efectos  del  procedimieato,  como  le  llaman  los  artículos  513, 
515,  534  y  535  de  la  misma.  Sea  lo  que  quiera,  existe  un  va- 
cío qu&  importa  y  urge  llenar  dictando  una  regla  á  la  cual  se 
ajuste  el  vacilante  criterio  de  los  Tribunales. 


VI 


PRUEBA  •  TESTIFICAL 


.  Otra  vez,  y  no  sin  pesadumbre*,  se  ve  obligado  el  Fiscal  i 
tratar  la  cuestión  de  las  declaraciones  de  los  testigos,  tan  gra- 
ve como  elemento  de  prueba  en  los  juicios  orales.  Ante  la  re- 
petición  de  los  perjurios \^ue  favorecen  la  impunidad,  las  pal- 
marlas contradicciones  en  que  incurren  los  testigos,  su  obsti- 
nada resistencia  á  decir  la  verdad,  la  fuerza  del  mal  ejeipplo  y 
el  desenfado  de  algunos  que  no  temen  afirmar  y  sostener  que 
á  sabiendas  juraron  en  falso  cuando  fueron  interrogados  en  el 
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BCunariO}  guardar  silencio  serla  culpable.  No  hay  veracidad  en 
los  testigos,  sobre  todo  en  las  causas  por  delitos  contra  las 
personas  y  por  abusos  electorales;  y  á  tal  punto  llega  la  co- 
rrupcióii)  que  el  Fiscal  de  cierta  Audiencia  no  vacila  en  ase- 
gurar que  allí  la  prueba  testifical  es  la  que  menos  vale  (Oren* 
^e^  Tafalla,  Vitoria).  Acuden  al  juicio  oral  prevenidos  por  los 
interesados  6n  la  defensa^  modifican  sus  primeras  declar^io- 
nes  6  la»  contradicen  en  beneficio  dé  los  procesados^  y  con 
este  sistema  de  hostilidad  pasiva  desarman.la  justicia  y  queda 
triunfante  la  impunidad. 

Pueden  y  deben  los  Fiscales  poner  coto,  si  no  remedio,  al 
engaño  y  la  mentira  en  el  período  de  la  instrucción,  inspirán- 
dose eíi  el  preámbulo  del  Real  decreto  de  14  de  Septiembre 
de  1882  que  fija  el  verdadero  mentido  y  recta  interpretación 
del  art.  715  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  según  dij.o 
esta  Fiscalía  en  su  Memoria  anterior. 

La  sobriedad  de  los  Fiscales  en  formar  las  listas  délos  tes- 
tigos por  no  gravar  el  fondo  de  las  indemnizaciones  y  los  gas- 
tos del  juicio,  siempre  que  los  procesados  fueren  declarados 
pobres,  no  es  imitada  por  sus  defensores,  que  suelen  pre8en> 
tarlas  muy  largas,  para.despuós  renunciar  al  examen  de'  mu- 
chos, ó  entorpecer  el  curso  de  la  justicia  con  declaraciones 
ociosas  y  vanas.  No  menos  de  928  testigos  fueron  limados  á 
comparecer  en  117  juicios  orales  que  se  celebraron  en  la  Au- 
diencia de  Las  Palmas.  Ck>mo  los  defensores  no  repacan  en  los 
peijnicios  que  su  prodigalidad  irroga  al  Tesoro  público  y  tie- 
nen mayor  libertad  de  acción,  las  indemnizaciones  ascienden 
á  samas  considerables  por  -viajes  de  ida  y  vuelta  y  jornales 
perdidos  de  los  que  comparecen.  Es  una  deuda  sagrada  que 
no  admite  excusa  ni  dilación,  porque  ño  se  repita  el  caso  ver- 
gonzoso de  volver  algunos  testigos  pobres  á  sus  lugares  pidien- 
do  limosna. 

Los  derechos  de  la  defensa  son  dignos  del  mayor  r^spetb; 
pero  el  abuso  de  que  los  Fiscales  se  quejan  es  notorio  y- pide 
remedio. 
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VII 

SOBREBEllfTENTOS. 

Las  muertes  y  lesionas  casnales  qae  tanto  abultan  el  nú- 
mero  de  los  sobreseimientos  libres,  lejos  de  disminair,  aumen- 
taron dorante  el  último  año  judicial.  A  las  cansas  ordioarías 
de  estos,  tristes  accidentes  deben  añadirse  las  desg^cias  á 
que  dieron  ocasión  el  arrojo  y  temeridad  de  los  imprudentes 
que  desafían  el  peligro  en  las  inundaciones  6  grandes  ayeni* 
das  de  los  ríos  menos  caudalosos,  cuando  sobreviene  el  des- 
alíelo; las  caídas  de  lo  alto  de  los  andamies  con  motivo  de  las 
muchas  obras  particulares  que  se  construyen  en  Bilbao  7  o^as 
partes;  las  frecuentes  explosiones  de  pólvora  y  dinamita,  si- 
niestros  ineyttables  en  toda  labor  minera  activa  y  fecunda 
(Bilbao,  Cartagena);  las  muertes  repentinas  por  los  fríos  inten- 
sos y  prolongados  del  invierno;  las  tempestades  de  nieve  y  los 
aludes  que  arrasaron  casas  sepultando  en  sus  ruinas á  los  fno- 
■adores  (León,  Tineo);  las  defunciones  por  enfermedad  sin 
asistencia  facultativa  (Lerma);  los  disparos  involuntaños  de 
armas  de  fuego,  cuyo  uso  se  ha  generalizado  y  extendido  desde 
los  pueblos  hasta  los  campt)s  (Algeciras),  y  otras  análogas  que 
originan  muUitnd  de  sumarios  de  los  cuales  resulta  averigua- 
do que  eU  hecho  no  constituye  delito  ni  falta,  y  por  lo  mismo 
no  cae  baj^  ningpina  sanción  penal. 

Ocurren  estos  casos  fortuitos  todos  los  días,  y  así  no  hay 
razón  para  censurar  de  blanda  ó  perezosa  la  Administración 
de  la  justicia  sólo  porque  el  número  de  los  sobreseimientos  li* 
bres  sea  considerable,  ni  tampoco  para  deplorar  un  hecho  que 
acaso  deba  atribuirse  al  mejor  servicio  de  la  policía  judicial, 
ó  á  la  disminución  relativa  de  la  criminalidad,  si  no  concurren 
ambas  causas.  Como  es  nua  cuestión  añeja  que  cada  Memoria 
fíácal  renueva,  parece  conveniente  añadir  algunas  reflexiones 
á  las  contenidas  en  las  anteriores. 
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LoB'datoB  incompletos  que  al  tiempo  en  que  esto  se  escribe 
posee  la  Fiscalía,  no  satisfacen;  y  por  otra  parte,  la  Sección  de 
Estadística  no  paede  menos  de  ordenar  sns  trabajos  con  snje- 
eión  al  año  judicial.  En  resolución,  es  preferible  acudir  á  ]as 
dos  Estadísticas  criminales,  publicadas  pdr  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Josticiaj  una  relativa  al  año  1886  y  otra  al  1887. 

Resulta  de  la  primera  que  de  las  56.168  causas  despacha- 
das por  las  Audiencias  con  exclasión  de  las  inhifltciones, 
13.d76  terminaron  en  sobreseimiento  libre;  y  de  la  segunda 
que  las  causas  despachadas  fueron  58.544  y  los  sobreseimien 
tos  libres  15.017;  es  decir  una  relación  algo  mayor  del  25,  ó 
sea  25,60  por  100. 

No  faltará  quien  dig|i  que  es  poca  justicia  absolver  la  cuar- 
ta  parte  de  los  procesados,  como  si  no  hubiese  sospechas  que 
se  desvanecen,  hechos  que  no  constituyen  delito,  muertes  y 
heridas  casuales,  exenciones  de  responsabilidad  criminal' y 
otras  circunstancias  que  imponen  el  sobreseimiento  libre  sin 
sombra  de  impunidad.  ¡Pues  qué!  ¿Los  sagrados  derechos  de 
la  ijiocencia  no  han  de  hallar  la  debida  protección  en  los  Tri- 
bunales? Tampoco  sale  mal  parada  la  Administración  de  la 
Justicia  en  España,  comparando  lo  que  aquí  sucede  con  lo 
que  pasa  en  otras  naciones  de  Europa^  porque  si  en  Francia 
la  relación  de  las  absoluciones  con  los  procesos  es  de  20,63 
por  loo,  en  Italia  asciende  á  24^  en  Bélgica  á  27,20  y  á  29,40 
ea  Inglaterra.  Sirvan  estas  noticias  de  correctivo  á  los  ex- 
travíos de  la  opinión  pública  conmovida  en  un  momento  de 
alarma. 


VIII 

ASOCIACIONES    LÍCITAS  É  ILÍCITAS 

Sospechando  el  Juez  municipal  de  cierta  villa  qae  en  una 
situada  extramoros  de  la  población  se  fabricaban  billetes 
falsos  del  Banco  de  España,  entró  á  reconocerla,  y  si  no  en- 


p 
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contró  lo  qae  bascaba^  descubrió  qae  era  el  panto  de  reonióo 
de  ana  logia  masónica.  El  Jaez  maaicipal  se  tncaat^  de  las 
llaves  del  edificio  y  de  los  muebles  y  demás  enseres  de  la  so- 
ciedad. El  de  instrucción  formó  causa,  y  conclaso  el  samarío, 
la  Audiencia  respectiva,  de  conformidad  con  Ic^edido  por  el 
Fiscal  en  el  acto  de  la  vista,  acordó  el  sobreseimiento  previ* 
sional  por  no  resultar  debidamente  justificada  la  perpetración 
de  deliUS  alguno.  Con  esta  ocasión  se  avivó  la  polómica  sobre 
si  es  punible  el  mero  hecho  de  afiliarse  én  una  logia;  pero  an- 
tes conviene  decir  respecto  á  la  historia  de  la  masonería  breves 
palabras. 

Entre  todas  las  sociedades  secretas,  fué  la  masonería  la 
que  más  ruido  hizo  en  el  mundo  por  n;^^  extendida  y  famosa. 
Sin  remontar  su  origen  á  los  tiempos  remotos  de  Salomón  pa* 
rece  probable  su  existencia  en  Europa  durante  la  edad  inedia 
á  fin  de  proteger  los  gremios  de  las  artes  y  oficios  que  nacie- 
ron y  crecieron  bajo  el  amparo  de  las  libertades  municipales. 
Gomo  quiera  que  sea,  la  historia  auténtica  de  la  masonería 
data  de  la  creación  de  la  Oran  Logia  ó  Gran  Oriente  en  Lón- 
dres  el  año  1717. 

Pretenden  los  masones  que  su  objeto  es  el  pi^greso  moral 
de  la  humanidad  y  el  socorro  mutuo  de  los  hermanos.  Si  fue- 
se verdad,  si  diesen  pruebas  de  la  sinceridad  de^  sus  protestas 
*de  sumisión  á  los  poderes  constituidos  según  las  leyes  divinas 
y  humanas,  la  masonería  sería  no  sólo  inocente,  sino  útil  y 
provechosa. 

Sin  embargo,  se  la  vio  unas  veces  perseguida,  otras  tolera- 
da, y  por  último  autorizada  en  aquellas  naciones  que  admiten 
el  principio  de  la  libertad  de  asociación.  Explican  la  varia  po- 
lítica de  los  Grobiernos  las  sospechas  y  recelos  que  engendra  el 
secreto  de  las  deliberaciones,*  el  nústerio  que  rodea  los  traba- 
jos de  las  logias;  los  ritos  y  ceremonias  más  ó  menos  pueriles 
y  los  terribles  juramentos  que  acompañan  al  acto  de  lá  inicia- 
ción; los  símbolos  y  alegorías  tenebrosas;  los  signos  ocultos 
para  reconocerse  los  hermanos  cuando  llegan  á  encontrarse: 
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todp  lo  caal  hiere  la  imaginacióa  del  rxúgo,  sin  alterar  á  los 
hombres  de  buen  sentido. 

Por  lo  que  hace  á  España,  es  sabido  que  la  Monarquía  ab-  * 
soleta  persignió  con  rigor  las  sociedades  secretas  como  focos 
perennes  d^  conspiración  contra  el  prden  público  y  los  altos 
poderes  del  Estado.  Todavía  el  JReal  decreto  de  26  de  Abril 
de  1834  consideró  delito  grave  pertenecer  á  ana  sociedad  se* 
creta. 

El  Código  penal  de  1848  incloyó  en  el  número  de  las  aso- 
ciaciones ilícitas  las  sociedades  secretas,  y  en  esta  parte  na 
introdujo  novedad  algana'  la  revisión  de  1850.  Más  tarde  el 
reformado  en  1870  para  ponerlo  en' armonía  con  laConstita* 
cióri  do  1869,  declaró  ilícitas  las  asociaciones  contrarias  á  la 
moral  y  las  que  tuvieren  por  objet(f  cualquier  acto  merecedor 
de  pena.  La  ley  de  30  de  Junio  de  1887  reguló  el  ejercicio  del 
derecho  de  asociación  según  el  espíritu  de  la  Constitución  de 
1876,  á  saber:  libertad  de  asociarse  para  los  fines  de  la  vida 
humana,  vigilancia  del  Gobierno  y  sus  delegados,  y  en  caso 
de  abuso  calificado  de  delito,  reprensión  y  castigo  por  los  Tri-  . 
bu  nales. 

Yolviendo  la  vista  á  las  logias  masónicas,  la  ley  *no  las  . 
menciona  ni  conoce  por  este  nombre.  Serán  asociaciones  líci* 
tas,  si  se  someten  á  la  inspección  de  la*  Autoridad  guberna- 
tiva, é  ilícitas,  si  en  todo  ó  en  parte  guardaron  secreto.  En 
el  primer  supuesto  no  habrá  motivo  de  alarma,  porque  ningu- 
na sociedad  llegará  á  tener  existencia  legal,  si  su  objetó  fpere 
contrario  alas  leyes  y  buenas  costumbres;  y  en  el  segundo  in- 
tervendrá la  Autoridad  judicial  para  disolverlas  y  aplicar  á  los 
culpados  las  penas  que  merezcan  por  su  delito. 

IX 

DÜRLO 

Según  el  art.  439  del  Código  penal  «la  Autoridad  que  tu- 
viere noticia  de  estarse  concertando  un  duelo,  procederá  á  la 
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detencióQ  del  provocador  y  á  la  del  retado,  ai  ¿ate  hubiere 
aceptado  el  deaafío,  y  no  loa  pondrá  en  libertad  haata  que  dea 
*  palabra  de  honor  de  deaiatir  de  aa  propóaito.» 

El  precepto  no  pnede  aer  máa  claro  y  termínantei  ni  más 
llana  la  interpretación^  $in  embargo,  dorante  el  j[>08trer  año 
judicial  ocurrió  un  caao  tal  yez  no  previato  por  ^1  legialaddr, 
de  fácil  reaolución  en  el  terreno  del  derecho  conatitoído;  pero 
que  aun  aaí  ae  preata  á  aeriaa  reflexionea. 

Trátaae  de  una  provocación  á  duelo.  Llamado  el  provoca- 
dor ante  el  Juez  y  requerido  para  que  dieae  palabra  de  honor 
de  abandonar  au  propóaito,  ae  resiatió  á  ello,  peraevecando  en 
la  reaistencia  con  una  fuerza  de  voluntad  digna  de  mejor  can- 
ica. El  Juez  acordó  la  detención  en  la  cárcel  pública  del  provo- 
cador obatinado,  y  denegó  la  petición  de  aoltora  en  auto  que 
4^onfirmó  la  A.udiencia  del  territorio. 

Fundándoae  en  que  la  detención  preventiva  pasaba  de  al- 
gunos meses  y  podía  prolongarse  por  tiempo  indefinido  sin 
proceaamiento  ni  figura  de  juicio  contra  la  letra  y.  el  eapírita  de 
la  Constitución  que  garantiza  á  todoa  loa  eapañoles  y  extran- 
jeros el  derecho  de  libertad  peraonal,  el  dueliata  se  querelló 
del  JuBz  y  de  loa  Magiatradoa  por  prevaricación  y  detención 
arbitraria;  querella  juatamente  deaeatimada  por  el  Tribunal 
Supremo,  porque  en  efecto,  tanto  aquél  como  óatoa  no  hicieron 
otra  cosa  que  aplicar  el  art.  439  del  Código  penal  sin  ofensa 
del  4.^  de  la  Constitución. 

Eu  fin,  canaado  el  provocador  de  tan  largo  cautiverio,  se 
rindió  y  fué  puesto  en  libertad  al  cabo  de  aeia  meaea  de  encie- 
rro en  la. cárcel  que  le  airvió  de  tortura  (!).  Ea  verdad  que  anya 
fué  la  culpa  y  que  el  duelo  ea  un  delito;  mas  con  todo  eso,  ¿na 
parece  la  ley  demaaiado  riguroaa?  ¿No  aería  poaible  fijar  na 
plazo  á  la  detención,  que  por  reapeto  á  un  falso  pundonor 
abaao  dure  haata  el  fin  de  la  vida?  Si  esta  idea  prevalecieae,  los 
artículoa  507  y  509  del  Código  penal  que  tratan  de  laa  amena- 
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<1)     Desde  el  16  de  Agosto  de  1887  hasta  el  14  de  Febrero  de  1S8S. 
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rzas  de  qh  mal  constitutÍYo  Sle  delito,  darían  la  clave  de  la  re* 
ibrma. 

X 

▲BU808   ELEOtOBALES 

No  todos  los  pueblos  poseen  el  grado  de  educación  política 
necesario  para  gozar  de  una  libertad  tranquila.  Algunos  hay 
tan  impacientes,  que  en  vez  do  resignarse  al  voto  de  la  mayo* 
ría  de  sus  convecinos,  y  esperar  con  calma  el  triunfo  de  su 
causa  en  otra  contienda  electoral,  rompen'el  freno  de  sus  pa- 
siones, forman  bandos  enemigos,  se  vienen  á  las  manos,  y  en- 
tonces menudean  los  procesos  por  homicidios  y  lesiones  graves 
6  leves  (Lérida,  Tremp). 

Las  elecciones  municipales  excitan  más  las  pasiones  y  avi- 
van las  discordias  de  color  político,  porque  los  intereses  del  lu- 
gar de  nuestra  habitual  residencia  son  muy  allegados  al  bogar 
doméstico  y  la  familia,  sobre  todo  por  el  deseo  de  intervenir  en 
los  repaftimientos  vecinales,  procurando  cada  uno  el  alivio  de 
la  carga  en  beneficio  propio  y  de  su  bandería. 

La  mayor  parte  de  las  causas  seguidas  por  falsedad,  coac- 
cien  ú  otros  delitos  electorales  debió  su  origen  á  denuncias 
privadas,  es  decir,  casi  siempre  al  despecho  de  los  vencidos 
y  á  la  sed  de  venganza;  y  así  se  concibe  como  los  Tribunales 
hubiesen  declarado  unas  veces  que  el  abuso  objeto  de  la  .acu- 
sación no  tenía  sanción  penal,  y  otras  hayan  absnelto  por  falta 
de  pruebas.  Por  estas  nizones,  aunque  las  denuncias  sean  mu- 
chas, siempre  serán  pocas  las  sentencias  condenatorias.  En 
varios  casos  en  que  el  Fiscal  reclamó  para  su  inspección  cau- 
sas por  abusos  electorales  sobreseídas,  no  encontró  sino  que- 
jas apasionadas,  y  en  lugar  de  la  luz  que  buscaba,  espesas  ti- 
nieblas. 


TOMO  73  SS 
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XI 
SOPLIOATOBIOS  L  LOS   CUERPOS   COLEGISLADOBBS 

Raras  veces  sucede  procesar  á  oti  Senador  <5  Diputado  á 
Cortes;  pero  en  fin,  algunos  casos  ocurrieron  y  pueden  ocurrir 
en  adelante.  La  ley  ordena  que  cuando  un" Juez  ó  Tribunal 
encuentre  méritos  para  procesarlos,  se  abstenga  de  dirigir  el 
procedimiento  contra  ellos  sin  la  autorización  del  respectÍTO 
Cuerpo  Colegislador,  que  deberá  pedir  ea  forma  de  suplicáto- 
rio.  Derívase  este  precepto  del  art.  47  de  la  Constitución,  y  se 
funda  en  un  principio  del  derecho  público  que  está  fuera  de 
controversia,  á  saber:  que  los  Sonadores  y  Diputados  son  y  de- 
ben ser  inviolables  por  sus  opiniones  y  votos  en  el  ejercicio  de 
sji  cargo,  cuya  inviolabilidad  iTo  sería  completa  ni  segura,  sí 
en  el  caso  de  incurrir  en  responsabilidad  criminal  quedasen 
sujetos  al  procedimieato  ordinario.  De  aquí  el  especial  de  la 
autorización  que  el  Juez  ó  Tribunal  competente  solicitan  del 
Senado  ó  del  Congreso,  remitiendo  por  conducto  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia,  con  carácter  de  reservado,  un  testi- 
monio de  los  cargos  que  resulten  contra  el  Senador  ó  I^ipu- 
tado,  con  inclasión  de  los  dictámenes  del  Fiscal  y  de  las  peti- 
ciones particulares. 

•  Claro  está  que  la  autorización  no  es  un  privilegio  de  clase, 
porque  la  justicia  es  y  debe  ser  igual  para  todos,  ni  macho 
menos  una  puerta  que  se  abre  á  la  impunidad;  es  un  medio  de 
mantener  la  concordia  entre  dos  altos  poderes  del  Estado.  La 
razón  del  suplicatorio  consiste  en  el  respeto  que  la  justicia 
guarda  á  la  inmunidad  parlamentaría,  y  los  documentos  que 
lo  acompañan  sirven  para  probar  que  hay  indicios  racionales 
de  haber  cometido  un  delito  cierto  Diputado  ó  Senador.  Salva 
la  prerrogativa  de  cada  uno  de  los  Cuerpos  Colegisladores, 
rige  de  todo  en  todo  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Ni  el  Congreso  ñi  el  Senado  pueden  conocer  de  las  cues- 
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tiones  refiervadas  á  la  Autoridad  jadicial,  ni  con  acceder  al 
Boplicatorío  80  prejuzga  nada.  Adquirida  la  seguridad  de  que 
la  acción  de  la  jasticia  no  encubre  ningún  atentado  contra  la 
independencia  del  Diputado  ó  Senador,  debe  quedar  libre  y 
expedita^  porque  cesa  el  motiyo  de  la  protección. 


XII 

GIRGELES  y  JSSTÁBLBOIMIENTOS  PENALES 

El  estado  deplorable  de  muchas  de  nuestras  Cárceles  y  es- 
tablecimientos pénales  es  una  llaga  social  muy  antigua  que 
exige  prontos  remedios,  si  en  algo  se  estima  la  disminución 
de  la  criminalidad.  Para  esto-se  requiere  la  activa  cooperación 
de  las  Autoridades  administratiyfts,  porque  las  judiciales  care- 
cen de  competencia  ó  la  tienen  muy  limitada  en  las  materias 
de  gobierno. 

Hace  un  año  que  el  Fiscal  llamó  vivamente  la  atención 
de  y.  £.  sobre  el  abandono  en  que  se  hallaban  las  cárceles  de 
Plasencia,  Llerena^Bonda,  Granada,  Cuenca  y  Tarragona.  Hoy 
toca  el  tamo  á  las  de  Algeciras,  Santander,  Segovia  y  Utrera, 
no  como  únicas,  sino  como  principales  entre  las  peores.  La  de 
Algeciras,  capaz  de  veinticinco  ó  treinta  presos,  convertida 
en  establecimiento  correccional,  aloja  de  ordinario  ochenta  ó 
ciento.  Situada  en  el  centro  de  la  población  en  medio  de  casas 
particulares,  ni  ofrece  seguridad,  ni  la  vigilancia  es  posible. 
Los  presos  habitan  calobozos  húmedos  que  el  aire  exterior  no 
purifica;  en  ñn,  es  un  encierro  sin  capacidad,  ni  seguridad,  ni 
higiene.  También  la  de  Segovia  carece  de  seguridad,  como  lo 
prueban  dos  evasiones  de  presos  en  poco  tiempo,  á  lo  cual  se 
añade  una  falta  absoluta  de  régimen  y  disciplina.  La  de  Utre- 
ra amenaza  ruina.  Caben  cuarenta  ó  cincuenta  detenidos  ó 
presos,  cuyo  número  es  mucho  mayor  con  los  que  van  de  trán- 
sito al  presidio  de  Ceuta.  Son  frecuentes  las  fugas,  y  la  insa- 
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labridad  es  tal,  que  los  presos  suelen  coatraer  horribles  enfer- 
medades contagiosas. 

En  igaal  abandono  se  bailan  las  cárceles  de  partido  que 
dependen  de  la  Aodiencia  de  Santander;  oscuras  mazmoras  en 
donde  no  penetran  el  aire,  ni  un  rayo  de  sol.  Además  de  insa- 
lubres, son  tan  inseguras,  que  los  Alcaides  se  ven  en  la  negé- 
sidadad  de  cargar  de  hierro  y  sujetar  con  fuertes  grillos  y  es- 
posas á  los  procesados  por  delitos  graves;  tortura  que  tiene  sa 
disciplina  en  la  facilidad  de  la  huida.  La  casa  correccional  de 
Torrelavega  no  está  en  mejores  condiciones,  y  el  estableci- 
miento penal  situado  en  la  ciudad,  en  el  que  cumplen  su  con* 
dena  600  ó  700  hombres  confundidos,  ociosos  y  estrechos,  deja 
mucho  que  desear  bajo  el  triple  punto  de  vista  de  la  humani- 
dad, la  moral  y  la  justicia. 

Nada  de  esto  debe  causar  extrañeza,  cuando  es  sabido  que 
en  Alcalá,  tan  cerca  de  Madrid,  hay  un  establecimiento  penal 
en  donde  se  reúne  un  número  de  delincuentes  doble  del  que 
permite  la  comodidad  del  edificio.  Hay  todavía  calabozos  in- 
fectos, sin  más  ventilación  que  las  puertas,  corto  respiro,  y 
hace  poco  tiempo  había  pesadas  cadenas,  grilletes  y  argollas 
fijas  en  la  pared  y  en  postes  para  amarrar  á  los  penados  duran- 
te muchos  días  y  aun  algunas  semanas,  si  no  podían  redimirse 
de  aquel  martirio.  Por  fortuna,  gracias  á  una  visita  girada  al 
principio  del  año  corriente  por  la  Direción  del  ramo,  muchos 
de  estos  abusos  se  han  corregido,  y  es  de  esperar  que  dé  ma- 
yores frutos.  El  presidio  de  Alcalá  entra  en  un  período  de  re- 
forma, la  cual  se  confirmará  cuando  sean  raros-  los  procesos 
por  abusos  de  los  empleados  en  dicho  establecimiento  penal  j 
por  lesiones  causadas  en  riñas  de  unos  confinados  con  otros. 

Suavizan  estas  sombras  las  nuevas  cárceles  de  Bilbao,  San 
Sebastián,  Vitoria,  Guadalajara,  Yigo  y  Navalcamero,  cons- 
truidas según  las  reglas  que  la  ciencia  y  el  arte  aconsejan,  y 
fortifica  la  confianza  en  el  progreso  la  reciente  inauguración 
por  y.  E.  de  las  obras  en  curso  de  ejecución  para  dos  más  en 
Barcelona  y  Valencia:  empresa  digna  de  tan  notables  ciuda- 


MBMOIUA  DBL  SBÑOR  COLMBIBO  341 

d^,  cuya  fecunda  iniciatiYa  fué  alentada  por  el  Ministro  á 
quien  copo  la  gloria  envidiable  de  asentar  la  primera  piedra 
de  ambas  cárceles,  y  aprovechó  la  feliz  ocasión  de  estimular  el 
celo  de  las  corporaciones  populares,  llevando  en  aqo ellas  so- 
lemnes ceremonias  la  toz  del  Gobierno.  También  fueron  inau- 
guradas las  obras  de  una  cárcel  en  Sevilla,  y  se  dio  principio 
á  la  transformación  del  antiguo  monasterio  de  San  Juan  de 
los  Reyes  en  penitenciaría  del  sistema  celular.  Además  hay  en 
Lérida  otra  cárcel  en  construcción.  Córdoba,  Granada,  Mála- 
ga y  otras  ciudades  principales  de  Andalucía  no  parecen  por 
ahora  inclinadas  á  seguir  este  impulso;  si  bien  es  de  esperar 
que  no  tardarán  en  ser  arrastradas  por  la  corriente  favorable 
á  la  reforma. 

Entre  tanto,  cabe  hacer  alg^  bueno  en  nuestras  cárceles 
más  descuidadas,  aun  sin  pretender  que  se  levanten  edificios 
de  nueva  planta,  ni  se  acometan  mejoras  costosas.  En  efecto, 
tres  medios  se  ofrecen  á  simple  vista,  llanos  y  eficaces:  promo- 
ver la  iniciativa  de  las  Autoridades  á  las  que  compete  la  admi- 
nistración provincial  y  municipal,  y  en  caso  necesario  obligar- 
las á  cumplir  las  leyes,  para  que  ejecuten  y  lleven  pronto  á 
cabo  las  obras  de  reparación  de  carácter  urgente»,  á  fin  de  que 
las  cárceles  reúnan  las  condiciones  esenciales  de  seguridad  y 
salubridad;  evitar  la  tardanza  en  la  conducción  de  los  remata- 
dos al  punto  en  que  cada  uno  debe  extinguir  su  condena,  y  por 
áUimOy  girar  frecuentes  é  inesperadas  visitas  para  extirpad  de 
raíz  los  abusos  que  vician  el  régimen  do  las  prisiones  con  ma- 
no dora  y  llrme  Toluntad. 

Escrito  esto,  aparecieron  en  la  Oaoeía  áe  Madrid  los  Reales 
decretos  de  9,  11  y  18  de  Agosto,  cuya  letra  y  espíritu  coinci- 
den en  casi  todo  lo  esencial  con  las  precedentes  indicaciones. 

Distribuir  la  población  penal  entre  los  establecimientos  en 
d  onde  por  voluntad  de  la  ley  debe  cada  reo  extinguir  su  con- 
deoa;  no  trasladar  los  penados  de  uno  á  otro,  sino  cuando  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  estime  la  necesidad  ó  conve- 
niencia de  la  toaslación;  precayer  las  detenciones  arbitrarias 


342  BBYI8TA  DB    LBaiSLAOIÓN 

de  lo0  reos  qne  deben  ser  coadacídos  al  panto  de  su  destino; 
remitir  á  los  Directores  de  las  cárceles  certificación  literal  de 
la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  con  la  designación  del  es- 
tablecimiento en  el  cual  haya  de  cumplirla,  acompañada  de  ia 
liquidación  del  tiempo  hecha  porjel  Tribunal  sentenciador  y 
de  una  cartilla  histórico-penal  que  identifica  la  persona  á 
quien  se  refiere,  y  facilitar  la  reducción  á  una  sola  cárcel  de 
las  existentes  en  las  provincias  en  donde  hubiere  varias  Aq- 
diencias  de  lo  criminal  con  alivio  de  las  cargas  que  pesan  sobre 
los  pueblos,  son  novedades  dignas  del  aplauso  de  todos  los 
hombres  que  aspiran  á  la  disminución  de  la  criminalidad  ro- 
busteciendo la  acción  de  la  justicia,  y  mejorando  el  régimen  de 
nuestras  cárceles  y  establecimientos  penales.  Todavía  falta 
mucho  por  hacer  que  requiere  el  concurso  eficaz  de  las  aatorí- 
dadas  administrativas;  pero  no  se  puede  negar  que  el  (robiemo, 
por  ser  parte,  avanza  con  ánimo  resuelto  por  el  camino  de  las 
reformas. 


XIII 

INDULTOS. 


Antigua  es  la  costumbre  de  prodigar  la  gracia  del  inda  Ito, 
sobre  todo  cuando  se  otorga  á  un  delincuente  sentenciado  á  la 
pena  capital.  El  Rey  D.  Enrique  III  de  Castilla  hizo  en  el  año 
1399  una  ordenanza,  poniendo  límites  á  la  facilidad  de  librar 
cartas  de  perdón,  «porque  (dijo)  de  facer  los  perdona  de  ligero 
se  sigue  tomar  los  omes  osadía  para  facer  mal.)>  D.  Juan  II,  á 
ruego  de  los  Procuradores  á  las  Cortes  de  Yalladolid  de  1447, 
no  solamente  confirmó  lo  mandado  por  su  ilustre  padre,  sino 
que  añadió,  «que  todos  los  perdones  que  yo  oviere  de  facer  en 
cada  anno  se  guarden  para  el  Viernes  Santo  de  la  Cruz,  6  que 
mi  confesor  ó  quien  yo  mandare  reciba  la  relación  dellos  la 
Semana  Santa,  é  me  faga  complida  relación  de  cada  perdón 
que  á  mí  fuere  suplicado  que  faga,  é  de  la  condición  é  calidad 
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^ér,  para  qae  yj>  tome  un  número  cierto  de  los  que  á  mi  mer- 
ced plogaíere  de  perdonar,  tanto-  que  non  pasen  de  veinte  en 
cada  anuo,  é  que  aquéllos  se  despachen  por  aquel  ánno  é  non 
más.»  De 'aquí  proviene  la  práctica  piadosa  de  los  indultos  en 
el  Viernes  Santo. 

Según  los  estados  que  acompañan  la  relación  entre  el  nú- 
mero de  los  indultos  negados  y  concedidos  fué  de  13  por  100 
6Q  cfl  año  de  1884:  en  1885  ascendió  á  23,81:  en  1886  descendió 
á  12,70,  y  todavía  se  redujo  á  10  en  1887. 

Tomados  en  conjunto  dichos  indultos,  unos  fueron  conce- 
didos mediante  los  informes  favorables  del  Tribunal  sentencia- 
dor  y  del  Consejo  de  Estado:  otros  con  uno  solo  favorable^  y 
algunos  con  ambos  desfavorables;  pero  de  éstos  ninguno  se 
otorgó  en  los  últimos  dos  años. 

En  la  imposibilidad  absoluta  de  individualizar  el  delito  y 
ante  el  recelo  de  que  los  Tribunales,  aplicando  la  ley,  se  vie- 
sen obligados  á  imponer  tal  pena  que  resultase  demasiado  se  • 
vera  ó  excesiva  considerando  el  grado  de  malicia  y  el  daño 
cansado  por  el  delincuente,  quiso  el  legislador  abrir  una  puerta 
á  la  equidad,  y  ordenó  á  los  Tribunales  que  expusiesen  al  Go- 
bierno su  parecer  en  los  casos  que  se  ofreciesen.  Así  lo  hicie- 
ron y  suelen  hacerlo,  proponiendo  que  la  ley  en  aquel  caso  no 
se  cumple  en  todo  su  rigor.  Si  el  Gobierno  estima  fundada  la 
propuesta  y  usa  de  la  facultad  discrecional  de  rebajar  ó  con- 
motar  la  pena,  no  se  puede  decir  con  propiedad  que  otorga  un 
indulto,  sino  que  aplica  el  art.  2.^  del  Código  penal,  adoptando 
el  parecer  de  la  Audiencia.  No  son  actos  de  gracia,  sino  de 
justicia,  porque  en  efecto,  el  citado  art.  2.°  reviste  al  Gobierno 
de  cierto-arbitrío  judicial  para  atenuar  las  penas  notablemente 
excesivas,  partiendo  del  principio  que  ning^ún  legislador  puede 
apreciar  con  ua  criterio  absoluto  el  valor  moral  de  las  acciones 
humanas. 

La  mayor  suavidad  de  las  costumbres  y  la  legítima -espe- 
ranza de  que  un  buen  régimen  penitenciario  será  eñpaz  para 
la  corrección  y«.enmienda  de  [muchos  criminales,  avivan  el 
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deseo  de  eQODomizar  todo  lo  posible  la  pena  capital.  De  algu- 
nos Códigos  de  Europa  se  va  poco  á  poco  desterrando. 

En  España  sucede  que  apenas  se  levanta  un  patíbulo,  cnaa- 
do  los  Senadores  y  Diputados,  las  corporaciones  populares,  los 
Obispos,  las  damas  más  ilustres  y  recogidas,  los  periódicos  4 
una  Toz,  en  ñn,  todo  el  mundo  alza  el  grito  invocando  clemen- 
cia ante  el  cercano  y  terrible  espectáculo  de  un  hombre  que- 
ea  la  plenitud  de  la  vida  entrega  su  cuello  al  verdugo.  Nadie 
se  acuerda  de  la  sangre  inocente  derramada  por  su  mano. 
Ai  clamor  general  que  pide  el  perdón  del  asesino;  al  torren- 
te impetuoso  de  esta  caridad  tal  vez  ciega  ó  discreta,  ¿có» 
mo  puede  resistir  el  Gobierno,  siendo  tan  dulce  abrir  el  co- 
razón á  la .  misericordia?  T  entonces  ¿qué  libertad  le  queda 
para  aconsejar  al  Monarca  que  no  ejerza  esta  prerrogativa  de- 
la  Corona? 

El  derecho  de  gracia  es  un  atributo  esencial  de  la  sobera- 
nía, porque  las  leyes  son  reglas  generales,  justas  en  los  casos 
comunes,  pero  no  aplicables  sin  violencia  á  los  particulares. 
Cuando  exi&tfi  algún  motivo  de  equidad  para  moderar  la  pena 
impuesta  por  los  Tribunales,  el  derecho  de  gracia  sople  el  si- 
lencio de  la  ley  y  mitiga  su  rigor,  pues  si  conviene  á  la  defen- 
sa de  la  sociedad  que  la  justicia -sea  severa,  no  conviene  que 
sea  implacable. 

Profesaron  ciertos  publicistas  de  garande  aptoridad  la  opi- 
nión que  el  ejercicio  de  la  clemencia,  por  ser  una  virtud  tan 
grande^  no  implica  la  responsabilidad  de  los  Ministros,  aun- 
que alguna  vez  se  deslicen  por  la  pendiente  de  los  indultos  en 
las  causas  de  muerte.  Esta  opinión  no  se  compadece  con  la  ra- 
zón de  Estado,  ni  con  la  buena  doctrina  constitucional,  y  sólo' 
sirve  para  probar  qqe  cuando  el  Gobierno  propone  al  Hey  la 
conmutación  de  la  última  pena  por  la  inmediata,  la  censura, 
para  ser  justa,  debe  ser  muy  fundada.  Por  lo  demás,  sabe  el 
Fiscal' y  no  lo  olvida,  que  la  demasiada  indulgencia  de  los  bue- 
nos excita  la  perversidad  de  los  malos. 

Importa  en  extremo  que  la  justicia  se  cum|ia  antes  que  s& 
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borre  la  memoria  del  crimen,  pues  la  ejecación  de  ana  senten- 
cia de  muerte  siempre  causa  horror^  ei  llega  tarde. 

XIV 

OBSERVACIONES 

Temería  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  no  cumplir  su  de- 
ber de  Yelar  por  la  Administración  de  la  justicia  en  lo  crimi- 
naly  si  antes  de  cerrar  esta  Memoria  no  se  hiciese  él  intérpre- 
te  de  ciertos  deseos  y  peticiones  de  reforma.  Y.  E.  las  estima- 
rá en  lo  que  yalen,  j  sobre  todo  juzgará  de  su  oportunidad  en 
cuanto  las  más  obligarían  á  ensanchar  los  límites  del  presu- 
puesto. 

La  organización  de  una  buena  policía  judicial  es  una  ne- 
cesidad reconocida^  es  un  clamor  tan  general  y  constante^  que 
no  pasa  año  sin  que  se  repita.  Hoy  por  hoy,  apenas  existe  otra 
fuerza  auxiliar  de  la  justicia  que  la  Guardia  civil,  cuyo  instituto 
es  más  bien  perseguir  en  despoblado  á  los  maViechores,  apre- 
henderlos y  entregarlos  á  los  Tribunales,  que  hacer  el  servicio 
de  policía  de  seguridad  en  las  poblaciones.  Además  son  tantas 
y  tan  diversas  las  atenciones  de  la  Guardia  civil,  que  no  basta 
ni  llega  para  todo;  y  como  depende  de  varias  Autoridades,  no 
siempre  los  Jueces  y  Fiscales  la  tienen  á  sus  órdenes  con  la 
]>pontitud  requerida.  La  falta  de  los  medios  necesarios  de  in- 
vestigación da  origen  á  muchos  sobreseimientos  provisionales,  ^ 
poc  no  haber  motivo  suñciente  para  acusar  á  determinada  ó 
determinadas  personas,  y  quedan  impunes  los  autores  de  gra- 
ves delitos  cometidos  en  la  oscuridad,  sin  culpa  de  los  Tribu- 
nales. 

Quójanse  los  Fiscales  de  que  el  personal  es  insuficiente  - 
para  despachar  todos  los  negocios  de  la  Fiscalía  según  convie- 
ne, y  algunos  instan  por  la  creación  de  una  plaza  de  Abogado 
fiscal  con  quien  repartir  el  trabajo  que  los  abruma,  ó  siqtiiera 
con  destino  al  servicio  de  la  inspección.  Olvidan  unos  la  penu* 
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ria  de  los  tiempos  que  imponen  grandes  sacrificios  á  los  fon- 
.  cíonarios  públicos,  y  otros  que  la  ley  no  autoriza  el  nombra- 
miento de  Abobados  fiscales  ad  hoc.  Si  estas  reclamaciones  hu- 
biesen de  ser  atendidas»  sería  lo  más  junto  dar  la  preferencia  á 
las  Fiscalías  qae  en  los  últimos  estados  aparecen  con  un  nú- 
mero de  causas  despachadas  superior  á  1.000,  á  saber:  Alba* 
ñol  (1416),  Antequera  (1.161)  y  Jaén  (1.048).  En  cambio  hay 
Audiencias  de  lo  criminal  dotadas  de  Fiscal,  Teniente  y  Abo- 
gados fiscales  que  despacharon  en  este  añojudicial  un  número 
de  causas  mucho  menor,  por  ejemplo,  Cuenca  (172),  Tarrago- 
na (336)  y  Colmenar  Viejo  (365). 

Importa  en  extremo  la  buena  elección  de  Fiscales  munici- 
pales y  que  sean  Letrados,  principalmente  en  los  pueblos  divi» 
didos  en  bandos  políticos,  para  apacignac  los  ánimos  y  cooperar 
sin  amor  ni  odio  á  la  recta  administración  de  la  justicia.  Encar- 
gados de  intervenir  en  la  práctica  de  las  primeras  diligencias 
del  sumario  á  raíz. de  la  perpetración  de  un  delito,  compróme- 
ten  el  éxito  del  proceso,  si  en  el  principio  de  la  instrucción  se 
dejan  vencer  po&  sus  pasiones  como  hombres  de  partido.  He 
aquí  la  razón  por  qué  los  Fiscales  que  desconfían  de  su  impar 
cialidad,  actividad  é  inteligencia,  evitan  cuanto  pueden  dele- 
gar en  ellos  la  inspección  de  los  sumarios;  y  no  es  mayor  la 
confianza  que  les  inspiran  los  Jueces  municipales  en  el  ejercí 
cío  de  su  jurisdicción. 

El  régimen  interior  de  la  Cárcel  Modelo  exig^  un  estadio 
^particular  respecto  de  tres  puntos  de  suma  gravedad,  á  saber: 
1.^  Reducir  á  límites  cada  vez  más  estrechos  el  depara-' 
mentó  de  aglomeración,  en  el  cual  se  confunden  y  permanecen 
ociosos  los  detenidos  por  la  Autoridad  gubernativa,  los  presos 
que  la  Guardia  civil  conduce  á  sus  pueblos  y  los  rematados 
que  van  á  cumplir  su  condena. 

2.^  Examinar  si  la  detención  ó  prisión  preventiva  celular 
conforme  al  Reglamento  de  la  Cárcel  Modelo,  es  compatible 
con  16  establecido  acerca  del  tratamiento  de  los  detenidos  6 
presos  en  el  libro  II,  tít.  VI,  cap.  IV  de  ia  ley  de  Enjiúcia- 
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miento  criminal,  y  sobre  todo  con  el  principio  que  <rsa  libertad 
DO  debe  restringirse  sino  en  los  límites  indispensables  para 
asegarar  su  persona  é  impedir  las  comunicaciones  que  pnedan 
perjudicar  la  instrucción  de  la  cansa,»  según  el  resto  del  ar- 
tículo 520  de  la  ley  citada. 

3.^  Comprobar  si  el  aumento  progresivo  de  los  casos  de 
enajenación  mental'  obseryados  desde  el  año  1884  debe  atri- 
buirse á  la  soledad  de  un  encierro  más  ó  menos  largo,  ó  tiene 
UQ  origen  distinto  de  la  reclusión  solitaria. 

La  solución  que  la  observación  y  la  experiencia  dieren  á 
cada  uno  de  estos  tres  problemas,  determinará  una  serie  de 
reformas. 

Por  último,  la  administración  de  la  justicia  prosigue  su  ca- 
mino libre  de  los  tropiezos  fáciles  de  comprender  en  el  período 
de  transición  del  procedimiento  escrito  al  juicio  oral  y  público. 
La  Uuyia  de  dudas  y  consultas  de  aquel  tiempo  ha  cesado,  gfa- 
€ia8  á  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribanal  Snpremo  y 
á  las  instrucciones  generales  y  particulares  de  esta  Fiscalía  en 
los  casos  arduos.  No  es  decir  que  la  administración  de  la  jasti* 
cia  sea  perfecta,  sino  que  falta  poco  para  que  el  nuevo  sistema 
de  enjuiciamiento  criminal  se  desarrolle  sin  el  menor  emba- 
razo. 

Mucho  pudieran  contribuir  á  eUo  las  frecuentes  visitas  de 
loe  Fiscales  á  los  Juzgados  de  instrucción,  pidiendo  que  en  la 
de  los  sumarios  se  prescinda  de  inútiles  diligencias,^excítando 
el  celo  de  las  Autoridades  administrativas  que  tardan  en  remi- 
tir algún  documento  ó  informe  necesario  á  la  comprobación 
del  delito,  reproduciendo  exhortes  y  haciéndolos  cursar  con 
toda  brevedad,  y  en  fin,  dando  rápido  impulso  á  las  actuacio- 
nes, si  advierten  morosidad;  pero  los  obstáculos,  que  siempre 
dificultan,  y  muchas  yeces  imposibilitan  la  inspección  directa 
y  personal  de  los  sumarios,  quebrantan  la  voluntad  y  atan  las 
manos  del  Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  cuando  piensa  si  de- 
bería tomar  la  iniciativa,  ó  descansar  como  hasta  ahora  en  el 
oelo  espontáneo  de  sus  subordinados.  Sepan  que  su  JeÍQ  se  lo 
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agradecerá  muy  de  yeras,  y  qne  en  alguna  ocaBión  propnio 
á  y.  E.  para  una  recompensai  que  le  faé  otorgada,  al  Fiscal 
qae  contrajo  méritos  especiales  por  los  frutos  recogidos,  prea- 
tando  sin  excitación  soperior  este  servicio  extraordinario. 


Madrid  16  de  Septiembre  de  189B. 


Exemo.  Sr.: 

Manubl  Colmeibo. 


Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Jasticia. 


EL  PODER   SOCIAL 

LA  INSTRUCCIÓN  Y  EL  JUICIO  EN  LO  CRIMINAL 


(Apnates  jn^Idleos.) 


VI 


Del  juicio. — Siu  aspectos  subjetivo  y  objetivo. — Elementos  sustantivo  y  for- 
mal de  ambos. — Demostración  critica  de  la  verdad  justiciable. — Sistemas 
inquisitivo  y  acusatorio. — Escrito  y  oral. — Jnicio  objetivo.— Silogismo  ju- 
dicial. 


La  naturaleza  y  efectos  del  hecho  criminal  nos  llevó  á  dis- 
tinguir dos  manifestaciones  diversas  é  independientes  en  el 
modo  de  proceder  el  poder  social  ea  la  persecución  de  los  de* 
Utos:  la  instrucción  para  colocarse  en  ciertas  condiciones  de 
igpialdad  con  el  mismo  delincueate  y  el  juicio,  ó  sea  el  palen- 
que donde  se  han  de  aquilatar  los  hechos  y  depurar  las  respon- 
sabilidades, cuyo  concepto  ó  deñnición  podemos,  por  lo  tanto, 
fijar  en  los  siguientes  términos:  «Juicio  es  el  esclarecimiento  6 
demostración  racional  y  crítica  de  una  verdad  de  hecho  y  la 
disensión  científica  y  solemne  de  sus  relaciones  jurídicas  con  la 
ley,  ante  la  presencia  y  presidencia  del  poder  social,  para  la 
fijación  y  determinación  de  éstas  por  él  mismo.» 

Juicio,  según  el  tecnicismo  jurídico  y  también  segán  la 


Véase  la  pkg.  185  de  este  tomo. 
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acepcíóa  gramatical,  «es  el^acto  de  juzgar  6  el  resaltado  de 
ello»  según  (][!ae  se  considere  como  fanción  de  la  entidad  moral 
y  social  juzgadora,  ó  como  consecaenciajde  ella  ó  fin  de  la  jasti-. 
cia:  de  donde  se  desprende  que  son  dos  los  aspectos  bajo  log 
cuales  ha  de  considerársele,  el  subjetivo  y  el  adjetivo^  por  más 
que  en  derecho  procesal  aparecen  con  nombres  distintos,  pues 
el  segundo  se  denomina  sentencia. 

Cada  uno  de  estos  aspectos  del  juicio  ofrece,  ante  el  análisis 
de  la  crítica,  dos  elementos  constitutivos  ó  componentes,  que 
es  de  todo  punto  indispensable  distinguir,  para  el  objeto  de  estos 
apuntes,  y  son  él/ormalj  el  sustantivo^  siendo  el  ano  caasal 
del  otro,  pero  en  sentido  inverso,  según  fijemos  la  atención  en 
el  aspecto  subjetivo  ú  objetivo  del  juicio;  pues  en  el  primero,  la 
forma  del  juicio  es  causa  de  la  sustancia,  es  decir  del  acto  de 
juzgar  el  Tribunal,  y  en  el  segundo,  viceversa,  la  sustancia  es 
causa  de  la  forma,  ó  sea  el  resultado  de  la  función  de  juzgar,  é 
inspira  y  da  forma  á  la  sentencia:  tergíversión  de  términos  que 
responde  á  ser  el  juicio  y  la  sentencia  una  misma  cosa  bajo  as- 
pectos  diferentes  y  cuyo  centro  de  irradiación  es  el  sujeto  juz- 
gador al  cual  convergen  los  elementos  formales  y  materia  del 
juicio,  del  cual  surge  éste  en  forma  de  sentencia. 

La  demostración  crítica  y  racional  de  la  verdad  de  hecho  y 
la  discusión  científica  de  sus  relaciones  jurídicas  con  la  lej» 
constituyen  el  elemento  puramente  formal  del  juicio  subjetiva- 
meate  considerado,  y  hasta  puede  decirse  más,  ó  sea  que  es  la 
materia  del  juicio  mientras  que  el  elemento  sustantivo  del 
mismo  es  puramente  psíquico  y  moral,  no  siendo  otra  cosa  que 
«el  ejercicio  del  poder  iluminado  por  la  inteligencia  con  la  luz 
de  la  ciencia)^  que  se  realiza  en  la  mente  del  juzgador,  y  por  lo 
tanto,  ha  de  presenciar  y  presidir  el  acto.  Las  partes  suminis- 
tran  los  materiales  del  juicio,  es  decir,  todo  aquello  que  ha  de 
someterse  al  mismo,  pero  coa  sujeción  á  ciertos  preceptos  for- 
males ó  ritualidades  solemnes,  y  á  la  par  el  Tribunal  va  juz- 
gando. 

En  efecto;  la  acusación  y  la  defensa,  que  son  las  partes  del 
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Juicio,  hacen  afirmaciones  distintas  de  hecho  y  de  derecho,  en 
vista  del  resoltado  sumarial,  y  según  en  recto  sentir  y  justo 
móvil  que  las  inspira;  una  escudriia  la  malicia  de  los  actos,  y 
otra  examina  cuanto  pueda  favorecer;  ambas  dentro  de  la  más 
estricta  justicia,  articulan  las  pruebas  al  efecto  para  fundar  sus 
conclusiones  y  establecer  hipotéticamente  las  relaciones  jurí- 
dicas, é  informan  al  Tribunal  á  ñn  de  llevar  á  su  ánimo  la  con- 
vicción racional  de  la  justicia  y  procedencia  de  todos  y  cada 
uno  de  sus  asertos. 

Sin  embargo,  no  siempre  ha  procedido  ni  puede  decirse  que 
proceda  el  poder  social  con  este  orden 'científico-procesal,  pues 
en  el  procedimiento  inquisitivo,  no  son  solas  las  partes  las  que 
proporcionan  los  materiales  del  juicio,  es  decir,  aquello  que  se 
ha  de  someter  á  su  acción,  sino  que  el  mismo  juzgador  viene  á 
hacer  afirmaciones  de  hecho  al  dar  á  las  diligencias  del  suma- 
rio carácter  de  estabilidad,  que  no  pueden  ni  deben  t^ner,  ni 
por  su  origen,  ni  por  su  forma,  ni  por  sus  fines  que  están  cum- 
plidos al  decretar  su  conclusión.  Sumario  que,  en  el  referido 
procedimiento  inquisitivo,  se  somete  al  juicio  del  mismo  Juez 
que  la  formó,  sacrificando  así  el  principio  individualista  al  co- 
lectivista social  y  del  Estado. 

Que  las  partes  solas  deben  ser  las.que  proporcionen  los  ma- 
teriales del  juicio  lo  exige  la  sana  crítica;  pues  nadie  debe  ser 
juez  y  parte  en  la  contienda,  lo  cual  se  desconoce  al  dar  al  su- 
mario el  carácter  de  estabilidad  que  le  da  el  procedimiento  in-* 
quisitivo,  porque  el  Juez  viene  así  á  juzgar  su  misma  obra; 
mientras  que  resplandece  de  un  modo  refulgente  en  el  acusa- 
torio (pero  aun  susceptible  de  perfeccionamiento),  que  se  ins- 
pira en  las  teorías  científicas  de  progreso  y  más  que  de  esto  de 
justicia. 

Finalmente,  y  por  lo  que  afecta  al  elemento  formal  del  jui- 
cio subjetivo  ó  acto  de  juzgar  que  venimos  analizando,  conviene 
á  nuestros  propósitos  hacer  constar  que  son  dos  los  sistemas 
que  han  luchado  y  luchan  en  la  ciencia  en  cuanto  á  la  sustan- 
ciación  de  los  juicios;  sistemas  consiguientes  á  los  procedimien- 
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tos  ioqüisitivo  y  acusatorio  de  qae  acabamos  de  hacer  m8nci<$D^ 
y  son  el  escrito  y  el  oral  y  publico.  Fúndase  el  procedimít  oto 
escrito,  como  so  mismo  novibre  lo  indica,  en  la  con8Ígnaci<^ 
por  la  escritora  de  toda  la  resaltancía  del  ja  icio,  en  la  laea  de 
la  prueba,  en  sa  apreciación  eminentemente  racional  y  legal  y 
en  la  responsabilidad  absoluta  de  esta  apreciación:  consecaeo- 
cias  todas  unas  de  otras  y  garantía  necesaria  la  áltíma  de  la 
rectitud  de  las  anteriores.  Por  el  contrario,  el  segundo,  ó  sea 
el  oral  y  público,  descansa  en  la  oralídad  y  publicidad  de  torio 
el  resultado  del  juicio,  en  la  libertad  de  la  prueba,  en  su  apre- 
ciación eminentemente'de  conciencia  y  en  la  irresponsabilidad 
por  la  mism^i;  principios  antitéticos  á  los  anteriores,  pero  más 
prácticos  y  más  perfectos. 

En  la  oralidad  se  han  de  apreciar  detalles  y  circunstancias 
que  forman  la  conciencia  y  evidenciado  la  realidad  de  ona 
verdad  de  hecho,  que  constituye  su  posesión  misma;  cuyos  de- 
talles  y  circunstancias*  sería  imposible  de  todo  punto  transcri- 
birlos al  papel  por  medio  de  la  escritura,  y  aun  suponiendo  qae 
esto  fuera  hacedero,  jamás  podrían  influir  directamente  en  la 
conciencia,  porque  la  parte  de  impresión  que  todo  acto  ha  de 
producir,  tlepende  de  la  percepción  directa  del  espirita.  ¿Y 
cómo  consignar  en  la  ley  como  medios  de  prueba  estos  detalles 
y  circunstancias?  La  turbación  del  testigo  al  deponer  ó  prestar 
su  declaración,  la  poca  firmeza  de  sus  afirmaciones  en  los 
careos,  aquella  expresión  de  aturdimiento  y  sorpresa  con  qae 
recibió  el  reo  ó  el  testigo  la  verdad  que  trataba  de  ocoltar,  la 
siniestra  mirada  del  procesado  á  los  testigos  que  le.acusan  y 
descubren,  las  centellas  úe  ira  y  ^e  rencor  que  contra  los  mis^ 
mos  se  le  escapan,  su  decidida  empeño  de- ponerlos  en  eviden* 
cia  para  infundir  sospechas  de  parcialidad  en  sus  declaracio- 
nes, aquel  desvanecimiento  ó  síncope  que  le  produjera  la  vista 
del  cuerpo  del  delito,  etc.,  etc.,  no  pueden  transcribirse  al  pa- 
pel, y  sin  embargo  influyen  de  un  modo  decisivo  y  hasta  ab- 
soluto en  la  formación  de  la  conciencia  de  una  verdad. 

La  oralidad,  que  ha  de  fundarse  en  la  apreciación  de  con- 


.  t 
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<^ieücia,  se  garantiza  únioamente  por  la  pablicídad;  pues  ese 
pueblo  que  ha  sabido  condenar  el-  delito  e^mó  tmIo,  inflamen- 
-do  en  la  formación  de  la  ley  penal>  execraría  al  qne  no  proce- 
diese rectamente  eñ  esta  apreciación,  4:respoMaHÍidad  que  si 
bien  es  nula  de  Aecho,  con  respecto  del  funcionario  inamopidle,  es 
muy  transcendental  y  eficaz  en  el  amombUy  en  el  qué  haya  de 
volver  al  común  de  los  ciudadanos  concluida  su  misión.»  Además, 
otra  responsabilidad  sería  de  todo  panto  imposible,  porqae  al 
hombre  no  le  es  dado  penetrar  los  inescrntables  arcanos  de  la 
-conciencia,  y  finalmente,  la  apreciación  crítica  de  los  hechos, 
por  la  posesión  qne  en  la  misma  conciencia  exista  de  sn  ver* 
dad,  es  el  límite  del  hamano  poder,  y  por  lo  tanto  la  más  per* 
fecta  garantía  de  acierto. 

El  jnicio,  bajo  su  aspecto  objetivo,  se  compone  ó  le  constí- 
taye  en  primer  Ingar  «el  resaltado  de  la  fanción  de  jazgar  6 
mero  jnicio  y  sn  formalizaciÓn  externa  ó  sentencia.»  En  sn 
-eleniento  sastantivo  ó  mero  Jaício,  concarre  la  ley  como  ver- 
dad necesaria  y  preexistente;  la  realidad  de  an  hecho  como 
verdad  contingente,  y  la  relación  jurídica  entre  ambas:  la- pri- 
mera rige  á  la  seganda  y  la  tercera  es  relativa  á  las  dos;  las 
dos  primeras  son  y  han  de  ser  independientes  de  la  volantad 
del  juzgador,  pues  la  ley  es  obra  del  Poder  legislativo,  y  el  he- 
cho de  la  condacta  humana  é  individual,  y  por  lo  tanto,  si  juz- 
gar es  relacionar  dos  verdades,  ofrecerá  mayores  garantías  est^ 
relación  cuanto  más  extraña  sea  al  juzgador  la  definición  6 
atribución  del  carácter  de  tales  verdades  á  las  mencionadas  ley 
y  hecho  real;  y  esto  es  obvio,  porque  descansando  la  justicia 
en  la  veracidad  de  los  términos  á  ellas  sometidos,  en  cayo  ca- 
rácter se  ha  de  fundar  para  realizarse,  la  definición  de  la  tfer- 
-dad  es  función  ajena  al  acto  de  juzgarla.  Por  lo  tanto,  ^no  será 
más  práctico  é  independiente  que  el  juzgador/tf^^tM  (y  valga 
^1  -^1^0^^9X110)10^  verdades  d  su  poder  sometidas  sin  que  de  él  red- 
ian  el  carácter  de  tales  verdades?  La  independencia  política  de 
los  poderes  formales  nos  lo  demuestra  en  parte,  al  proceder  la 

ley,  verdad  preexistente  de  una  rama  distinta  del  orden  judiciaL 
TOMO  73  23 
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El  estudio  de  la  verdad  necesario,  y  preexistente  6  legal, 
no  nos  puede  ofrecer  dificultad  ninguna  para  los  efectos  de 
este  trabajo.  Recibe  su  existencia  del  Poder  legislatívo,  y  tal 
cual  éste  la  dicta,  el  Juez  ha  de  hacer  aplicación  de  ella  sin 
modificarla  en  lo  más  mínimo;  ahora  bieui  en  cuanto  á  la  ver- 
dad contingente  6  de  hecho,  habremos  de  distinguir  su  reali- 
dad en  el  tiempo  y  en  el  espacio,  la  «intención  mera  de  buscar- 
la y  poseerla  y  los  medios  de  adquirirla. 

La  existencia  real  del  hecho  tiene  lugar  fuera  de  la  Tolun- 
tad  del  juzgador,  es  completamente  ajeno  á  ella,  puesto  que 
procede  de  la  libertad  individual,  y  por  lo  tanto,  para  asimilsr- 
la  á  su  intimo  sentir  y  poseerla,  precisa  indiscutiblemente  de 
medios  extraños  á  sí  mismo. 

•  La  mera  intención  de  buscarlo  es  facultad  privativa  y 
hasta  sustancial  del  poder  juzgador,  en  razón  i  que  siendo  su 
fin  el  restablecimiento  del  orden  perturbado ,  le  es  indispensa- 
ble  para  ello  el  conocer  y  apreciar  la  perturbación  en  todos 
sos  detalles  y  alcance;  y  de  aquí  nace  la  facultad  de  acordarse 
en  su  nombre  toda  clase  de  medidas  de  prevención  y  la  de 
obligar  coercitivamente  á  todo  ciudadano  para  auxiliar  su  ac- 
ción, presidir  é  imprimir  dirección  á  los  debates  del  juicio  y 
hasta  proponer  á  la  discusión  de  las  partes  alg&n  punto  no 
tratado,  cuya  61tima  atribución,  reconocida  por  la  ley,  no  re- 
pele el  sistema  acusatorio,  porque  el  Tribunal  nada  afirma» 
nada  inquiero,  sino  que  la  somete  á  la  deliberación  de  la  acu- 
sación y  la  defensa. 

La  posesión  de  la  verdad  del  hecho  no  precisa  el  ejercicio 
del  poder,  sino  qué  supone  y  requiere  únicamente  el  emplee 
del  raciocinio,  único  medio'de  elevarse  el  espíritu  humano  de 
la  in certidumbre  á  la  evidencia;  discernir  sobre  la  realidad  de 
un  hecho  es  muy  distinto  de  juzgarle;  por  el  discurso  se  ad- 
quiere la  posesión  de  la  verdad,  y  con  el  poder  iluminado  por 
la  inteligencia  se  relaciona  con  la  ley.  Conocer  la  verdad  es 
fwnción  puramente  racional  y  pechar  i  todo  ser  inteligente ^  pero 
referirla  día  ley  6  juzgarla  es  función  propia  del  poder  social 
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en  su  ordenjudieiat,  como  tendremos  ocasión  de  aclarar  en  el 
transearao  de  estos  apantes. 

La  verdad  contingente  poedé  ser,  y  ann  en  el  día  es,  adqui- 
rida en  naestra  patria  por  el  mismo  jazgador;  pero  la  ciencia 
jarídica  en  alas  del  progreso  tiene  demostrado  que  la  perfecti- 
bilidad del  procedimiento  exige  que  ésU  seréaKc$  par  medio  ié 
un  organismo  ewírafío  al  mismo  Tribunal^  annqne  bajo  so  pre- 
sidencia 7  dirección,  por  ser  estos  atributos  inalienables  del 
poder  f  ocial  de  juzgar,,  asi  como  lo  son  la  Imputación  j  defini- 
ción de  responsabilidad,  fin  sustancial  de  la  justicia  y  relación 
entre  la  verdad  contingente  ó  de  hecho  y  la  preexistente  ó 
legal. 

£1  juicio  objetivo,  cuyos  elementos  ó  componentes  hemos 
consignado  y  distinguido^  no  es  otra  cosa  que  uo  silogismo 
perfecto,  coya  premisa  mayor  es  la  ley,  verdad  necesaria  y 
preexistente,  cuya  menor  es  el  hecho  real,  verdad  contingen- 
te, y  cuya  consecuencia  es  la  relaeión  entré  ambas  premisas, 
que  según  sean  más  independientes  y  extrañas  i  la  voluntad 
del  juzgador,  mayores  garantías  de  imparcialidad  ofrecerá  la 
conclusión  ó  sentencia. 

Es  evidentÜBimo  que  si  el juzg^or  establece  por  sí  mismo 
siquiera  una  de  las  dos  premisas,  la  del  hecho,  por  ejemplo, 
en  vez  de  admitirlas  y  fundarse  en  ellas,  tal  cual  le  sean  pre- 
sentadas, se  corre  el  riesgo  de  que  la  consecuencia  se  desna- 
turalice, no  siendo  tal,  ora  porque  el  conocimiento  del  dere- 
cho influya  apriori  en  la  definición  de  la  verdad  contingente, 
ú  ora  porque  el  hábito  mismo  amortigüe  la  impresionabilidad 
del  juzgador  ante  el  hecho  criminoso  menos  grave  y  leve  so- 
bre todo,  cuya  impresionabilidad  le  excita  con  interés  y  deci- 
dido empeño  á  escudriñar  la  verdad  real;  ó  de  que  se  ptieda 
decir  con  fundamento' ó  sin  ól  que  la  malicia  ó  la  ingerencia 
extraña  del  caciquismo  ú  otras  por  el  estilo,  arrastran  al  fun- 
cionario judicial  á  forjar  tai  ó  cual  verdad  de  hecho  al  abrigo 
de  la  irresponsabilidad  consiguiente  al  sistema  acusatorio  y 
oral  y  público  é  inamovilidad  judicial. 
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Además  de  todo  esto,  y  dejando  á  an  lado  reflexioaes  de 
mera  oportanidad,  qae  no  dejan  de  hacer  fuerza,  ¿ao  seri  más 
'  lógica  la  conclusión  del  silogismo  jcídicial?  ¿no  ha  de  tener  ma- 
cha más  fuerza  y  prestigio  racional  cuanta  mayor  sea  la  inde- 
pendencia entre  el  sujeto  que  juzga  y  el  carácter  de  Teraci« 
dad,  realidad  y  exactitud  de  las  dos  premisas?  ¿Qué  Talor  dia- 
léctico puede  tener  la  conclusión  silogúitica}  deducida  de  pre* 
misas  coya  terdad  recibe  la  ezistenciai  ó  es  definida  por  el 
mismo  que  la  deduce?  Ninguno,  porque  se  podría  decir  qae  las 
premisas  fueron  forjadas  para  una  conclusión  determinada, 
pueséo  que  toda  conclusión  silogUtiea  recih  iu  valar  ie  la  fuer^ 
za  dé  verdad  de  las  premisas. 

La  verdad  del  hecho  real  debe  ser,  pues,  definida  por  na 
organismo  ajeno  al  juzgador,  pero  moral,  tocto,  ilustrado  é  ia« 
dependiente  ó  inaccesible  á  la  política,  qae  es  el  cáncer  social. 
.  Siendo  así,  jamás  podrá  decirse  qae  la  arbitrariedad  judicial 
inventa  verdades  legales  ad  húe^  ni  por  la  malicia,  ni  por  in- 
fluencias extrañas  y  perniciosas,  y  es  más,  puede  de  esta  suer- 
te redimirse  al  juzgador  de  la  maliciosa  murmuración  de  la 
ignorancia  y  de  los  desairados  de  la  justicia,  colocándole  al 
abrigo  de  ciertos  ataques,  con  lo  que  resplandecerá  su  rectitud 
y  justificación  de  un  modo  más  ostensible. 

Pongamos  un  ejemplo  de  silogismo  judieial: 

Mavor         !  ^^^^  parricida  alevoso  es  reo  de  muerte:  verdad  necesaria 
*  *  '  i    preeaislente  ó  precepto  legal. 

Menor         )  ^*  ^'  ^^^  ^  ^^  padre,  de  improviso  y  sin  darle  lugar  á  ia 
...  I     defensa:  verdad  contingente  ó  hecho  real. 

Gónclnsídn.  N.  N.  es  reo  de  muerte:  relación  entre  ambas. 

^Quión  podrá  negar  la  veracidad  y  eficacia  de  la  mayor? 
Nadie  absolutamente,  por  ser  la  ley  preexistente  al  delito  y 
tener  su  origen  en  otro  poder,  en  el  legislativo;  de  suerte  que, 
en  primer  lugar,. su  preexistencia  la  hace  innegable  é  igual- 
mente justa  en  su  aplicación,  puesto  que  al  dictarse  no  se 
tiene  ni  se  puede  tener  en  cuenta  ning&n  caso  concreto;  y  en 
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segundo  lugar^  porque  siendo  emanación  del  poder,  es  obli- 
gatorio. 

¿Puede  decirse,  no  obstante,  esto  mismo  de  la  menor?  En 
la  actualidad  no,  porque  el  mismo  juzgador  sienta  6  define  la 
verdad  real  ó  de  hecho,  le  da  el  carácter  de  tal  verdad^  sin  que 
quepa  recurso  alguno  contra  un  error  en  este  punto,  pues  la 
casación  admite  j  parte  del  hecho  probado;  y  si  ese  error 
existe,  aunque  sea  de  buena  fe  y  por  impotencia,  como  así  es 
piempre  que  desgraciadamente  acontece,  ha  de  quedar  mal  pa- 
.  rado  el  prestigio  y  justificación  del  poder  social,  que  ya  que 
carece  de  ocultad  por  sí  para  no  engañarse,  debería  al  menos 
no  tener  participación  directa  en  ese  error.  * 

Esta  facultad  del  juzgador  á  que  hacemos  referencia,  ¿no 
indica,  no  deja  percibir  una  lamentable  confusión  entre  la  ma- 
y  6r  y  la  menor,  e^tre  el  hecho  y  el  derecho,  entre  ambas  y  su 
relación,  y  ningún  aprecio  del  valor  y  fuerza  dialéctica  que 
ha  de  tener  toda  conclusión  lógica?  ¿No  se  comprende  fácil- 
mente que  á  pesar  de  la  probidad  proverbial,  de  la  siempre  in- 
tachable y  jamás  vulnerada  toga  española,  no  se  comprende, 
volvemos  á  repetir,  que  no  explicándose  la  sociedad  en  gene- 
ral la  realidad  de  la  verdad  de  un  hecho,  no  sabrá  explicarse 
tampoco  la  fuerza  moral  de  la  conclusión  ó  sentencia,  y  sí  no 
duda  de  la  justicia,  la  creará  al  menos  misteriosa  y  arbitraria, 
siendo  así  que  debe  resplandecer,  como  tal  justicia  ante  la  faz 
social?  Es  indudable  que  así  debe  ser,  y  he  aquí  cómo  es  pro- 
greso científico  la  introducción  de  un  organismo  legal  en  lo 
judicial,  para  que  por  su  conducto  reciba  la  verdad  de  hecho 
ya  definida,  viniendo  de  esta  suerte  á  ser  ostensible  y  reful- 
gente como  la  luz  del  medio  día,  la  justificación  judicial.  Así, 
jamás  podrá  decirle  al  criminal  su  conciencia:  ¡ese  Juez  que  te 
ha  juzgado,  falta  á  la  verdad  afirmando  que  has  hecho  lo  que 
no  hiciste  en  realidadl  Podría  decirle:  ¡la  razón  humana  repre- 
sentada en  ese  organismo  ajeno  al  Juez,  no  ha  podido  alcan- 
zar la  verdad,  y  ha  errado!  ¡Culpa  es  de  la  imperfectibilidad 
de  la  razón,  no  del  Juez!  Quedaría,  pues,  el  poder  social  en  su 
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orden  jndicíal  al  abrigo  del  error  é  irresponsable  del  mismo. 
Llegaría  de  esta  suerte  al  pináculo  del  prestigio  de  un  poder 
qoe  emana  'de  Dios,  y  que,  por  lo  tanto,  es  incompatible  con  el 
error. 

Al  juzgador  se  le  debe  dar  como  cierto  el  hecho;  al  juzga- 
dor se  le  debe  presentar  la  mayor  y  la  menor,  para  que  él,  con 
la  luz  de  la  ciencia  y  la  fuerza  de  su  poder,  establezca  entre 
ambas  las  relaciones  jurídicas  ó  de  derecho,  {Nrononciando  sa 
sentencia  al  deducir  la  conclusión;  de  esta  suerte  no  tendri  el 
juzgador  ante  sí  más  que  un  problema  jurídico  que  resolver, 
y  estará,  por  lo  tanto,  más  libre  de  toda  clase  de  preocupado- 
nes,  desenvolviéndose  la  acción  de  la  justicia  social  fuera  del 
alcance  de  toda  influencia  exterior,  y  hasta  del  desprestigio 
consiguiente  al  error  de  hecho,  realizándose  con  mayor  liber- 
tad é  independencia. 


VII 

Dintinaióii  entre  la  ley,  el  hecho  y  su  relación  ó  nomenjurú. — ^Análins  del  aeto 
hnmano  6  Terdad  de  hecho. — Sos  elementos  sustantivo,  formal  y  cnalificA- 
tivo. 

La  justicia  humana  es  una  virtud;  el  serlo  constituye  bu 
cualidad  sustancial  y  existencia  misma,  de  donde  se  deduce 
que  no  ha  de  proponerse  otra  cosa  que  la  práctica  del  bien, 
dando  á  cada  uno  lo  suyo;  al  Estado  lo  que  es  del  Estado,  y  al 
individuo  lo  que  es  del  individuo  (haciendo  referencia  á  la  ma- 
teria criminal  que  motiva  estos  apuntes;,  cuya  virtud  en  tanto 
puede  realizarse,  en  cuanto  se  funda,  apoya  y  descansa  sobre 
una  verdad,  puesto  que  la  idea  de  justicia  supone  y  parte  de 
un  concepto  de  verdad  y  realidad  que  es  independiente  de  ella, 
que  existe  fuera  de  ella  y  es  anterior  á  ella;  y  envuelve  otra  de 
reciprocidad  y  relación  que  la  es  sustancial.  Por  el  primero,  se 
requieren  dos  verdades,  una  necesaria  é  inmutable,  que  es  la 
ley,  y  otra  contingente,  que  es  el  hecho  dañoso  6  criminal; 
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verdades  cuja  existencia  dependo  la  primera  de  la  voluntad 
del  legislador  7  la  segunda  de  la  conducta  humana:  la  prime» 
ra  es  conocida,  y  desconocida  la  segundaj  porque  el  hombre 
no  es  omnisciente,  ni  omnipotente  como  el  Juez  Supremo,  y  si 
la  justicia  humana  precisa  su  deñníción  es  por  la  razón  ante* 
rior,  pero  no  porque  lo  exija  la  esencia  de  la  justicia  misma, 
sino  per  accidens.  Por  el  segundo  concepto  de  reciprocidad,  sus- 
taneial  á  la  idea  de  la  justicia  y  para  su  realización^  se  establecen 
relaciones  cientijlcas  y  jurídicas  entre  ambas  verdades ^  la  legal  y 
la  de  hecho* 

Desde  el  momento  mismo  en  que  intentamos  establecer  re- 
lación alguna  entre  dos  cosas,  es  condición  indispensable,  ra- 
^  €ional  y  lógica  que  no  sean  una  misma,  sino,  al  contrarío, 
múltiples  y  además  sustancialmente  distintas,  puesto  que  no 
oabe  la  relación  en  la  unidad,  ni  en  la  identidad  consigo  mis- 
mas, y  quererla  buscar  en  ellas  es  una  quimera,  así  como  ne- 
gdit  la  multiplicidad  y  distinción  entre  aquellas  que  se  relacio* 
ñan  de  algún  modo  cualquiera  que  éste  sea,  repugna  á  la  razón, 
lo  rechaza  la  sana  crítica,  y  en  manera  alguna  puede  explicarse 
ni  aun  concebirse,  siendo  de  igual  modo  absurdo  confundir 
lastimosamente  la  relación  misma  con  cualquiera  de  los  térmi- 
nos relacionados,  por  ser  cosas  esencialmente  diferentes,  coma 
acontece  con  la  ley,  el  hecho  y  el  nomenjuris,  cuya  definición 
constituye,  según  Teñimos  estudiando,  una  función  propia  y 
principal  del  poder  social  en  lo  judicial. 

El  hecho  ó  acto  humano  <res  la  realización,  fuera  del  Yoy  6 
sea  en  el  orden  moral  y  en  el  espacio  ó  mundo  visible  de  una 
volición,}^  ó  lo  que  es  igual,  da  ejecución  de  lo  que  libremente 
se  quiere,;i>  entendiéndose  quQ  hablamos  en  términos  gene- 
rales, ó  sea,  no  haciendo  referencia  á  los  actos  «no  libres»  por 
ser  excepcionales. 

Tres  son  los  elementos  constitutivos  que  se  observan  en  el 
acto  humano  al  descomponerle  para  su  análisis;  elprímero 
subjetivo  rige  á  todos  los  actos  y  les  da  el  carácter  de  volitivos; 
el  segundo  es  puramente  formal  ú  objetivo  y  les  hace  distintos 
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nnos  de  otros  ea  su  desarrollo  psíquico  y  realización  externa; 
el  tercero  es  cnalitatívo,  6  sea  por  el  que  reciben  la  cualidad 
genérica  de  buenos  6  malos  en  el  orden  moral. 

Al  presentarse  en  el  espíritu  humano,  el  más  insig^niñcan- 
te,  apenas  perceptible  y  tenue  deseo,  si  es  detenido  en  su  fugas. 

« 

curso,  por  la  observadora  atención,  surge  en  la  mente  el  pro- 
ceso psíquico  y  generador  del  acto  humano^  acariciado  y  com* 
placiéndose  después  en  él  la  írreflexiTa  imaginación,  causa  al 
mismo  tiempo  de  qne  por  la  severa  y  fría  razón  se  medite  el  pro 
y  el  contra,  y  conciba  y  madure  un  plan  para  realizarle»  Fun- 
ción es  ésta  puramente  subjetiva,  á  veces  rapidísima,  que  se 
termina  por  medio  del  «quiero^  fínal,  en  méritos  del  que  la  vo- 
luntad se  identifica  y  asimila  con  el  acto  determinado,  dándole 
en  su  virtud  existencia  en  sí  misma  y  fuera  del  Yo  y  perfecta 
realidad  en  el  orden  moral:  cuyo  «quien»»  es  su  elemento  sub* 
jetivo,  puesto  que  en  méritos  de  él  lo  que  Qra  un  proceso  psí- 
quico es  un  acto  perfecto  y  sale  fuera  del  Yo,  quedando  unido- 
á  él,  no  obstante,  por  medio  de  ese  mismo  «quiero:»  y  en  la 
misma  relación  del  efecto  con  su  causa. 

El  quiero  de  ja  voluntad  humana  es  lo  inmutable  de  todo- 
acto,  sin  el  cual  no  puede  explicarse  su  realización  fuera  del 
Yo  6  exterior,  ni  su  coexistencia  en  la  Voluntad,  pues  mientras 
ésta  «no  le  quiera)>,  no  es  determinado  ni  puede  ser  real,  y  por 
lo  tanto,  si  no  existe  en  el  Yo,  no  puede  salir  fuera  de  él.  Esta 
volición,  este  «quiero»  final  es  el  principio  del  hecho  real  y  otra 
hecho  real  en  sí,  porque  al  querer  una  cosa  la  voluntad,  recibe 
su  existencia  real  en  ella  y  queda  un  acto  perfecto  en  el  orden 
moral,  sin  el  que  no  podría  realizarse  en  el  mundo  visible,  6 
sea  en  el  espacio. 

La  volición  es  el  principio  de  la  realización  del  acto,  y  á  do^ 
ser  por  la  limitación  del  poder  humano  sería  su  realización 
misma.  Si  la  voluntad  humana,  así  como  es  ilimitadamente 
libre  fuera  omnipotente,  al  solo  querer  quedaría  consumado  el 
acto,  como  lo  fuó  la  grande  obra  del  Universo  que  al  solo  Fiaí 
de  la  voluntad  suprema  tomó  forma  real  el  pensamiento  divino, 
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«Qrgiendo  de  la  «Nadaí»  aí  mero  impulflo  de  aquella  omnipo  • 
tente  noluntad.  Si  el  hombre^  paes,  no  realiza  ens  aotos  desde 
qne  los  determina,  no  es  por  falta  de  voluntad^  no  es  porque  en 
ella  no  existan  ya,  es  por  carecer  de  poder  para  exteriorizarles 
al  punto  en  el  espacio. 

La  mera  Yolición,  «el  quiero:»  por  sí  sólo  y  en  abstracto,  tal 
y  como  le  hemos  considerado,  no  representa  otra  cosa  que  el 
resultado  de  una  facultad  psíquica  que  no  es  la  facultad  misma, 
pues  ésta  es  el  medio  de  obtener  aquél;  no  repré&enta  otra  c^sa 
que  el  resultado  de  un  esfuerzo  de  la  voluntad,  para  asimilarse, 
hacer  suyo  y  dar  existencia  real  á  un  acto,  cuyo  objeto  y  reali- 
dad, no  obstante,  son  la  forma  de  esa  volición:  cosas  distintas, 
pero  sustancíalmente  unidas,  sin  que  pueda  separárselas  nada 
más  que  por  abstracción  y  para  los  efectos  del  análisis;  «pues 
querer,  sin  querer  algo»  es  inconcebible,  y  sin  embargo,  una 
cosa  es  el  querer  y  otra  aquello  que^sa  quiere  hacer;  quiere  el 
sujeto  vélente,  y  aquello  que  éste  quiere  es  el  objeto;  el  mero 
querer  es  indiferente  y  no  dacualidad  ni  forma  al  acto,  porque 
éstas  jArovienen  del  algo  que  se  quiere  y  de  sus  efectos  en  los 
órdenes  moral  y  externo. 

En  el  acto  de  robar,  por  ejemplo,  tenemos  como  elemento 
subjetivo  la  resolución,  la  determinación,  la  volición,  «el  quie- 
ro», y  como  elemento  objetivo  y  formal  el  robo,  cuyo  elemento 
formal  4  objetivo  va  inherente  al  cualitativo,  que  es  el  coos* 
titair  un  mal,  una  culpa  en  el  orden  moral  y  además  un  delito 
en  el  legal,  si  bien  esto  último  supone  y  precisa  ya  una  rela- 
ción. 

La  voluntad  humana  como  tal  facultad,  es  esencialmente 
libre  é  ilimitada,  aunque  con^o  fotencia  se  ve  sujeta  y  encerra* 
da  dentro  de  muy  estrechos  y  angostos  límites:  una  cosa  es 
querer  y  otra  poder,  dice  el  adagio  vulgar,  y  es  infalible)  pues 
aqaéUa  se  encuentra  limitada  en  el  orden  moral  y  en  el  exter- 
no; en  el  primero,  por  la  fuerza  incontestable  del  deber,  y  en  él 
eeg^ondo,  por  la  insuficiencia  de  su  poder. 

£1  bien  es  el  fin  último  de  la  humana  voluntad;  á  él  pro- 
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pende  por  nataral  incliiiacióD,  y  de  esto  surge  la  noción  pri- 
mera de  la  idea  del  deber.  En  efecto,  si  la  voluntad  propende 
al  bien,  ^no  áede  negarley^^  de  snerte  qae  sin  menoscabo  de  la 
libertad  individual,  sin  que  la  falte  tampoco  poder  para  n^ar- 
le,  la  razón  nos  dice  que  la  inclinación  al  bien  demuestra  que 
éste  se  nos  impone  y  que  ha  de  obrarle  y  quererle  precísame- 
te. Esta  inclinación  natural,  qué  no  merma  e%  nada  nuestro  U- 
iré  albedrioy  nos  conduce  á  la  noción  del  deber,  y  hace  fuerza 
-á  nuestra  razón  brotando,  por  decirlo  así,  de  un  modo  unifor- 
me en  toda  la  naturaleza  humana,  y  revelando  la  existencia 
<de  una  ley  suprema,  cuya  primera  sanción  se  encuentra  en  la 
•conciencia  y  después  en  la  justicia  absoluta,  en  el  Ser  Supre- 
mo, en  Dios. 

El  bien  como  aspiración  constante  de  la  humana  voluntad 
4  impasto  á  ésta  par  hy  suprema,  sin  violencia  de  su  libertad 
ó  por  medio  del  deber  sancionado  en  primer  término  por  la 
conciencia^  al  acusar  al  que  obra  contra  él  como  reo  de  un  mal, 
constituye  por  sí  solo  un  orden  admirable,  majestuoso,  necesa- 
rio  al  orden  social,  presidido  por  la  justicia  absoluta,  esto  es, 
el  orden  moral,  en  el  que  se  informa  la  conducta  hunáana; 
porque  todo  acto^  sea  lo  que  quiera  en  el  orden  legal  ó  mundo 
externo,  ha  de  ser  precisamente  bueno  ó  malo  en  el  moral: 
orden  del  que  á  nadie  le  es  dadd  sustraerse  ¡ni  aun  al  escéptí- 
col  y  sobre  el  cual  se  desarrolla  y  desenvuelve  el  externo,  por 
no  ser  otra  cosa  que  la  exteriorización  del  anterior,  para  san- 
cionar lo  bueno  y  castigar  lo  malo  que  tenga  realidad  visible. 

Según,  pues,  que  el  acto  humano  constituya  en  el  orden 
moral  una  afirmación  ó  negación  del  bien,  así  revestirá  la  cua- 
lidad sustantiva  de  bueno  ó  malo;  y  dado  que  coexiste  en  la 
voluntad,  agente  por  medio  «del  quiero»,  así  será  ésta'culpable 
sí  es  malo,  y  no  culpable  si  es  lo  contrario;  será  culpable,  por- 
que el  negar  el  bien  es  infringir  el  primer  deber  del  hombre, 
la  fuente  jr  origen  de  donde  arranca  y  parte,  ó  mejor  dicho, 
sobre  que  se  fundan  y  basan  todos  los  demás  deberes  en  abso- 
luto; negación  que  al  existir  en  la  voluntad  hace  á  ésta  culpa- 
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ble,  fletadora  delHe»y  j  en  tanto  la  conoce  el  hombre  en  cnan- 
to 8Q  conciencia  misma  le  acnsa,  le  hace  reo  de  ello,  sin  la  cnal 
jamás  hubiera  podido  distinguir  el  bien  del  mal,  ni  ann  yís- 
Inmbrar  en  sn  consecuencia  noción  ninguna  del  deber. 

El  robo,  el  homicidio,  la  injuria,  como  actos  humanos  pro- 
ducen dos  efectos,  uno  en  el  orden  moral  y  otro  en  el  leg^;  el 
primero  se  pereiie  por  la  humana  y  recta  conciencia  en  general ^  y 
el  tegwndo  es  efecto  de  las  relaciones  establecidas  por  el  poder  so- 
cial iluminado  por  la  ciencia:  el  primero  es  sustantivo  al  Aecho, 
es  el  hecho  mismo^  pues  no  consiste,  en  otra  cosa  que  en  afirmar 
<S  negar  el  bien,  que  es  una  idea  una  y  absoluta,  y  por  lo  tanto, 
bajo  este  punto  de  vista  incapaz  de  relación,  y  sí  sólo  de  afir- 
mación ó  negación,  como  así  lo  demuestra  la  idea  misma  del 
mal,  que  no  es  relativa  al  bien,  ni  mucho  menos,  sino  negati- 
va de  él.  Concretándonos,  pues,  á  los  actos  citados  de  injuria, 
homicidio  y  robo,  en  primer  lugar  constituyen  una  negación  del 
iien  «y  una  culpa>  según  la  humana  conciencia,  pues  siempre 
y  en  todos  los  tiempos  fueron  reprobados  por  la  conciencia  hu- 
mana,  y  por  eso  precisamente  el  hombre,  cuya  conducta  social 
se  informa  en  el  orden  moral,  nO  pudo  menos  de  castigar  en 
MUS  Códigos  tan  reprobables  actos,  adquiriendo  de  esta  suerte, 
y  no  arbitrariamente,  el  carácter  legal  y  jurídico  de  delitos, 
carácter  que  jamás  hubieran  llegado  á  tener  si  esa  conducta 
humana,  que  la  es  imposible  sustraerse  al  orden  moral,  no 
hnbiesé  visto  en  su  conciencia  la  execración  de  semejantes 
acciones. 

¿Cómo  podría  negarse  en  vista  de  esta  que  el  carácter  legal 
y  jnrídíco  de  los  actos  definidos  como  delitos  no  obedece  á 
otra  cosa  que  á  la  repugnancia  general  de  la  conciencia  hnma- 
na  anterior  á  la  ley  escrita  y  que  no  fuá,  por  lo  tanto,  ésta  quién 
les  dio  el  carácter  de  malos^  Bórrense  por  un  momento  los  ar- 
tícnlos  del  Código  penal,  y  los  actos  que  ól  castiga  no  serán 
ya  delitos,  es  cierto,  pero  serán  tan  inmorales,  tan  malos  como 
antea,  y  veremos  á  la  sociedad  sublevarse  en  masa  ante  seme- 
jante error  ó  imponerse  al  legislador,  no  por  su  voluntad,  sino 
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obedeciendo  á  Iob  impulsos  de  su  conciencia,  sanción  primm 
de  la  ley  natnral  establecida  por  Dios  Legislador,  Soberano  j 
Supremo. 

fin  consecuencia,  dedúcese  de  lo  expuesto  que  el  acto  h«- 
mano  tiene  tres  elementos  su&tantÍTOS  6  consustanciales:  el 
iuijetwoj  6  sea  la  mera  Tolici<5n,  «el  quiero»;  el  oijeUto  6  forma, 
ó  sea  lo  que  en  la  yolicién  se  quiere  y  su  realidad;  y  el  cntíh 
taüvoy  esto  es,  la  afirmación  ó  negación  del  bien  que  en  sí  en- 
vuelven, ó  resulta  de  los  dos  anteriores  elementos  inseparables; 
pues  descartar  la  volición  es  un  absurdo  y  cuailquiera  de  las 
dos  últimas  una  quimera,  ^f  arque  todo  acio  afirma  ó  nié^a  d 
Heñy  y  es  culpable  ó  no  culpable  seffún  nuestra  condenciaj^. 


VIII 

AnáliflUí  del  nomen  jurtt. — ^Belaciones  onalitatívM,  ibrmales  y  rabjetiyaa  pii- 
BuuriMy  y  leoQndftrias  ó  traoBoendentales. — Impiitabilidad  y  respoDsábOi- 
dad. — So*  diferencias  de  la  otilpabilidad. 

La  ley  penal,  el  becho  dañoso  ó  malo  y  la  relación  jurídica 
entre  ambos,  decíamos  que  constituyan  los  elementos  deljoioo 
objetivamente  considerado.  Respecto  de  la  primera,  afirmába- 
mos que  no  podía  ofrecer  dificultad  alguna  á  los  efectos  de  »- 
tos  ligeros  apuntes,  por  ser  un  precepto  emanante  de  otro  po- 
der distinto  del  juzgador,  y  en  el  análisis  del  becbo  bemoe  exa- 
minado sus  componentes,  pudiendo,  por  lo  tanto,  deduñrae  de 
ello  cuáles  ban  de  ser  los  términos  de  la  relación  entre  ambos, 
según  que  afecten  á  la  cualidad  del  acto,  á  su  forma  ó  al  suje- 
to mismo. 

Si  relacionar  es  referir  una  cosa  á  otra,  es  evidente  que  para 
establecer  relaciones  jurídicas  entre  el  acto  y  la  ley,  babrá  de 
ser  partiendo  de  sus  tres  elementos^  cualitativo,  objetivo  6  for- 
mal y  sustantivo,  de  donde  las  podremos  distinguir  de  kes  cla- 
ses, ó  sean:  cualitativas,  formales  y  subjetivas. 

Al  ba(^r  el  análisis  del  acto  bumano  nos  fué  indispebsable 
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por  razones  de  método;  y  más  que  de  esto  de  orden  lógico,  pro- 
ceder desde  el  To  6  sujeto,  hasta  sn  exteriorizacidn,  nna  vez 
qae  el  acto  tibne  su  origen  en  elespíritu  y  so  realización  fuera 
de  él;  pues  bien,  del  mismo  modo  y  por  análogas  razones  se 
habrá  de  inyertír  aquel  oi^en-  en  este  instante,  al  examinar  las 
relaciones  del  acto  con  la  ley,  puesto  que  precisayiente  comien- 
za por  referirse  á  ésta  en  sus  formas,  y  concluye  por  el  elemen- 
to  Bubjetiyo  para  los  consiguientes  fines  del  derecho  de  penar. 

La  finalidad  sustantiva  y  esencial  de  todo  acto  en  el  orden 
moral  constituye  una  afirmación  ó  negación  del  bien;  de  igual 
modo  en  el  orden  legal  es  referible  á  la  ley  penal;  el  acto  ha 
de  ser,  en  primer  término,  lícito  ó  ilícito,  no  prohibido  por  la 
ley  ó  vedado  por  la  misma,  constituyendo  lo  que  se  llama  de^^ 
Uta. 

He  aquí  la  relación  primera,  la  más  general,  fundamento 
de  todas  las  demás  entre  el  acto  y  la  ley,  á  cuyo  fin  precisa- 
mente  responde  la  definición  del  delito  que  va  á  la  cabeza  de 
todo  Código  penal:  definición  que  viene  á  establecer  las  fronte- 
ras entre  lo  justiciable  y  no  justiciable  y  la  relación  primera' 
que  puede  decirse  responde  al  elemento  ernlitaÜDo  Ugalj  puea 
así  como  en  el  orden  moral  todo  es  bueno  ó  malo,  en  el  legal 
todo  es  punible  ó  no  punible,  delito  ó  no  delito. 

La  cualidad  primera  que  ha  de  reunir  todo  acto  para  ser  jus- 
ticiable, es  la  de  ser  un  delito,  es  la  de  referirse  á  la  ley  penal 
en  todas  las  ^circunstancias  que  atribuye  á  aquél;  relación .cua- 
litstíva  que  no  es  sólo  puramente  teórica,  sino  eminentemente 
práctica.  Bn  efecto;  supongamos  que  se  ha  encontrado  un  ca* 
dáver  con  el  pecho  atravesado  por  un  puñal,  señal  evidente  de^ 
muerte  violenta  y  no  natural.  gPuede  deducirse  de  esto  qué  ha 
de  ser  justiciableí  No;  mientras  no  se  vea  antes  ai  reúne  las 
condiciones  científicas  y  legales  del  delito,  es  decir,  que  á  pesar 
de  conocido  el  hecho  de  la  muerte  ?iolenta,  lian  de  entablar- 
se antes  entre  él  y  la  ley  las  relaciones  cualitativas,  ün  suici- 
diO)  un  cadáver  de  mano  enemiga  de  guerra,  un' accidente  cuaN 
quiera,  son  muertes  violentas  y  hasta  de  mano  airada,  y  no 
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obstante^  si  falta  al  he(^o  material  la  relación  cualitatÍTa^  la 
primera,  «la  de  ser  ana  acción  ú  omisión  Yolantaria  penada 
por4a  \ej»9  no  puede  establecerse  ninguna  otra  más. 

Una  Tez  investigado  que  en  la  mencionada  muerte  yiolen- 
ta  concurre  la  cualidad  genérica  de  ¿elito,  ha  de  referirse  á  la 
ley  en  todas  sus  formas  y  deialles  ie  hecho  conodias  y  declara- 
das verdad^  para  determinar  ó  definir  la  especie  de  delito  que 
constituye}  y  para  declarar  en  qué  precepto  concreto  de  ella 
está  comprendido.  Así  segán  que  haya  sido  ejecutado  por  pa- 
dre^  hijo  ó  hermano  del  matador  ó  un  extraño,  así  será  6  no  un 
delito  de  parricidio;  según  que  se  haya  perpetrado  ó  no  coa 
alevosía,  será  un  asesinato  ú  homicidio,  si  no  concurren  nin- 
guna  de  estas  circunstancias. 

Pero  aun  llegan  más  allá  las  relaciones  éntrelas  formas  del 
hecho  yla  ley;  aun  se  llega  h&sta  determinar  la  existencia  de 
circunstancias  de  agravación^  de  atenuación  y  de  exención,  se- 
gún la  resultancia  de  los  hechos  eonsMuíívos  y  delemUmtntes 
de  las  mismas  que  se  declaren  reaiimdos. 

Establecidas  las  relaciones  cualitativas  y  formales  entre  el 
hecho  y  la  Itfy  penal;  fundadas  en  ellas,  y  deducidas  por  un  en- 
cadenamiento lógico  y  científico,  que  sólo  es  dable  formar  á 
las  inteligencias  peritas,  han  de  establecerse  las  relaciones  sub- 
jetivas, ó  sea  entre  la  ley  y  el  «rquiero»  determinante  del  delito 
ó  primarias^  y  con  el  mismo  sujeto  vélente  después  ó  secunda- 
rias y  Irauscendentales,  para  g^raduar  la  mayor  ó  menor  malicia 
del  primero  y  la  mayor  ó  menor  culpabilidad  de  la  voluntad. 
Así,  sin  salimos  del  ejemplo  puesto  de  muerte  violenta,  segáo 
que  «el  quiero»  determinase  el  acto  de  matar  con  menosprecio 
de  la  autoridad  que  representaba  el  muerto,  con  abuso  de  su 
debilidad,  aprovechando  las  oscuras  y  espesas  tinieblas  de  la 
noche,  la  ventaja  del  despoblado,  etc.,  así  revelará  malicia  ma- 
yor; del  mismo  miodo,  menOr  será  ésta  si  al  obrar  lo  hizo  en 
méritos  de  circunstancias  calificadas  de  excepcionales  de  ate- 
nuaoión,  así  como  no  revelará  malicia  alguna  si  le  falta  volun- 
tad libre  por  imbecilidad,  demencia  ó  cualquier  enfermedad 
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mental  definida  por  la  ciencia  m¿dica  6  determinada  por  nna 
circunstancia  de  hecho  concurrente  con  el  principal. 

Estad  relaciones  subjetivas,  por  las  que  sólo  se  trata  de  ave- 
riguar la  malicia  «del  quiero  determinantes,  dan  margen  á 
otras  subjetivas  también,  las  más  transcendentales  de  la  cien* 
eia  de  peni^r,  que  son  lacr  de  imputabilidad  y  responsabilidad, 

6  sea,  averiguado  el  grado  dé  culpabilidad  de  la  voluntad,  de- 
clarar cdmo  ha  de  satisfacer  por  su  culpa. 

Decíamos  que  la  cualidad  de  malo  de  un  acto  determinado 

7  querido  constituye  una  culpa  y  hace  culpable  á  la  voluntad. 

La  culpabilidad,  pues,  4s  un  hecho  existente  en  el  orden  mo- 
ral que  surge  con  el  acto  mismo  en  méritos  de  la  coexistencia 
.  sustancial  «del  quiero  en  la  voluntad»,  y  viene  á  ser  como  la 
continuidad  de  esa  misma  existencia,  puesto  que  una  vez  rea- 
lizado sale  fuera  del  Tp.  Por  esto  la  culpabilidad  es  un  hecho, 
pero  no  contingente,  dado  el  acto  malo,  sino  necesario  en  el 
orden  moral;  es  la  existencia  del  acto  mismo  en  el  To  agente 
por  refracción,  y  siendo  necesario  ha  de  ser  y  es  perceptible 
por  la  conciencia  únicamente,  cuya  culpabilidad  no  se  extin- 
gue sino,  volviendo  á  hacer  suyo  el  acto  el  To  por  impufáeión 
para  sacarlo  de  sí  por  medio  de  la  responsaiilidai. 

La  culpabilidad  no  es,  pues,  la  imputabilidad  ni  la  respon- 
sabilidad, por  más  que  sea  el  principio  fundamental  de  ellas, 
sin  lacual  no  serían  ni  aun  concebibles. 

Una  vez  establecidas  las  relaciones  cualitativas,  formales  y 
subjetivas  primarias  entre  el  hecho  y  la  ley;  sentado  ya  que  el 
hecho  culpable  es  un  delito  y  de  qué  especie  sea;  establecidos 
los  grados  de  malicia  que  han  concurrido  en  el  quiero  final,  en 
razón  á  las  circunstancias  modificativas  y  sin  eonsideradión  nin- 
guna á  un  sujeto  dsUrminado,  corresponde  imputarle,  tal  cual 
haya  sido  en  sus  formas  jurídicas  y  de  verdad  realismo  para  de- 
finir y  determinar  la  responsabilidad,  procediendo  para  ello  de 
la  manera  siguiente:  estt  hecho,  que  salió  de  íu  espíritu  en  mé- 
ritos del  quiero  pial,  del  que  por  eUo  eres  culpable,  te  se  vuelve  d 
hacer  tuyo,  te  se  imputa  para  que  de  él  respondas  con  esta  pena.» 
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Atinqoe  parecen  muy  semejantes  la  calpabíUdad  é  imputa- 
bilidad,  no  lo  son,  y  acaso  el  no  vislambrar  bien  laB  diferencias 
que  las  separan,  sea  el  motivo  fandamental  de  la  divergen» 
cia  de  la  escuela  antíjnradista  al  afirmar  que  no  hay  separa- 
€i(5n  posible  entre  el  hecho  y  el  derecho.  La  culpaiiUiai  no  ig- 
nota otra  cosa^  nipueio  significar  niás,  que  el  hecho  dañoso  fué 
ejecutado  librerMnte  por  el  agente,  qne  por  lo  mismo  coexiste  en 
sn  voluntad  por  medio  de  la  refracción  percibida  por  la  concien- 
cia  y  que  es  necesario  imputársele  para  qne  responda  y  borre 
la  culpa.  Ejecución  libre  de  nn  acto  es  condición  precisa  del 
hecho  de  la  colpa  sin  la  que  no  puede  surgir;  pero  esta  efeca- 
oión  libre  se  snpone  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

La  eulfábilidad  va  intimamenle  unida  d  la  nerdéid  del  hsdo; 
así,  por  ejemplo,  si  decimos:  P.  fué  á  casa  de  J.  y  se  apoderd 
de  los '  caudales  de  éste  contra  sn.  volantad;  aquí  tenemos  ra 
hecho  y  un  culpable,  pues  á  esto  equivale  el  afirmar  qne  P.  eje- 
cutó el  acto  anterior,  y  precisamente  esto  mismo  es  lo  que  to- 
dos  los  días  vemos  en  las  relaciones  de  hechos  probados,  de  los 
fallos  de  nuestros  Tribunales  de  lo  criminal: 

«Resultando  que  N.  N.  hallándose  en  tal  sitio  y  en  Compa- 
ñía de  A.  B.  en  la  tarde  de  autos,  trabáronse  de  palabras,  y  pa- 
sando á  las  vías  de  hecho,  el  primero  infirió  el  segando  la  heri- 
da tal  ó  cual  que  la  ocasionó  la  muerte»  ¿A  qué  equivale  eata 
declaración  de  hecho  de  nuestros  Tribunales  de  derecho?  Poes  á 
decir  que  N.  N.  es  culpable  de  la  herida  qne  infirió  á  A.  B.,  á  me- 
nos que  se  admita  después  la  excepción  de  falta  de  libertad.  ¿T 
cómo  no  ha  de  equivaler  á  esto?  ¿Cómo  impntar  si  no  nn  delito 
al  que  no  es  culpable?  ¿T  qué  ha  hecho  el  Tribunal  de  derecho 
para  afirmar  la  culpabilidad?  Ptf^^  sencillamente,  raciocinar  se- 
iré  las  fruebas  y  apreciarlas  en  conciencia,  ni  más  ni  menos. 

La  imputabilidad,  annqne  consecuencia  necesaria  de  laenN 
pabilidad,  por  ser  una  disposición  de  la  voluntad  culpable  para 
hacer  suyo  nuevamente  el  acto  ya  realizado,  son  cosas  moy 
distintas,  puesto  que  la  culpabilidad  sigue  necesariamente  al 
acto,  surge  de  la  ^noralidad  del  acto  mismo  é  ipso/acto,  mientras 
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«qoe  la  impatación  ha  de  ser  posterior  precisamente  y  hatie  te- 
ner logar  por  ana  Yolicióa  del  culpable  á  instancia  del  arrepen- 
timiento en  lo  moral,  6  por  un  acto  extraño  al  Yo,  por  la  fuer- 
za del  poder  social  en  lo  legal:  la  ímpu tabilidad.se  eleva  desde 
^1  acto  realizado  á  la  voluntad  culpable  del  agente,  la  represen- 
ta el  liecho  en  todos  sus  detalles  y  circubstancias  y  se  le  hace 
sayo  para  que.  responda:  esto  en  cuanto  á  la  imputabilídad  en 
el  orden  legal  y  «jurídico. 

Según  hemos  visto  que  el  juzgador  al  establecer  las  relacio- 
nes subjetivas  de  imputación  se  eleva  del  hecho  al  sujeto,  ve- 
rdmosle  proceder  en  sentido  inverso *cuan do. ha  de  establecer 
relaciones  de  responsabilidad.  El  imputar  un  delito  al  culpa- 
ble, se  hace  después  de  haber  estudiado  las  consecuencias  ^Q* 
nestas  y  dañosas  de  su  acción  y  dé  haber  deducido  sus  grados 
de  malicia,  definiendo  jurídicamente  los  hechos  y  circunstan* 
üíBa  del  mismo,  elevándose,  por  lo  tanto,  desde  el  acto  en  toda 
8a  verdad  real  y  definición  jurídica,  ala  voluntad  agente;  ypara 
declarar  la  reciponsabilidad,  se  ha  de  descender  desde  el  sujeto 
al  hecho  mismo,  reparando  el  !nal  causado,  castigando  su  ma* 
licia  y  corrigiendo  la  voluntad  del  agente:  Idea  de  responsabi- 
lidad que  envuelve  la  triple  de  corrección,  casUgo  y  reparación, 

m 

La^  primera  es  la  más  principal,  noble  y  levantada  del  de- 
Techo  de  penar,  infiltrada  en  él  con  la  sabia  del-cristiSinismo 
por  medio  de  su  máxima  divina  «corregir  al  que  yerra>>,  obra 
d^  virtud  cristiana  y  al  mismo  tiempo  la  mejor  garantía  de  or- 
•den  y  el  más  eficaz  remedio  contra  el  delito  y  sobre  todo  contra 
la  reincidencia.  El  castigo  envuelve  una  idea  de  justa  recipro- 
•cidad,  y  la  reparación  finalmente  obedece  á  exigencias  de  la 
^aidad,  pues  á  cada  uno  se  debe  dar  lo  suyo. 

Las  relaciones  jurídicas  entre  el  hecho  y  la  ley  tienden  á 
determinar  si  en  ésta  está  aquél  calificado  de  delito  y  bajo  qué 
designación,  si  los  detalles  ó  circunstancias  de  hecho  que  en 
el  mismo  coueurren  son  constitutivas  ó  determinantes  de  las 
modificativas»,  y  finalmente  de  imputarle  al  culpable  declaran- 
do su  responsabilidad.  La  separación  y  iis Unción  entre  el  hecha 
TOMO  73  24 
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y  el  derecho  es,  pues,  palpadle  y  evidente  ^  y  sin  ella  seria  ineonce^ 
iible  la  relación  jurídica.  Si  el  hecho  y  el  nomenjuris  no  faeraa 
idénticos,  no  f aeran  inseparables,  sería  innecesario  el  jaício- 
para  deñhirle,  bastaría  el  ejercicio  del  imperio  sólo  para  cas- 
tigar  al  reo. 

IX  Y  ÚLTIMO 
Dedncoiones  en  fkyor  del  Jnndo 

La  naturaleza  misma  de  la  jasticia,  yirtad  y  necesidad  lo- 
cial  humana  que  envuelve  un  concepto  de  reciprocidad  entre  b 
lef  penal  y  el  hecho  dañoso  6  malo,  nos  demuestra  de  nn  moda 
palmario  la  distinción  entre*el  hecho  y  el  derecho  ó  nomenjth 
ris,  que  es  la  relación  jurídica  entre  los  anteriores;  como  así  se 
corrobora  no  sólo  por  el  análisis  del  juicio,  sobre  todo  bajo  su 
aspecto  objetivo  y  carácter  dialéctico  del  silogismo  jndicial,  sino 
del  de  la  naturaleza  del  acto  humano,  cuyos  elementos  cons- 
tituyentes no  son  otros  que  la  volición  psíquica,  la  forma  exter- 
na y  la  cualidad  moral;  y  la  del  nomenjuris  que  supone  d9S  tér- 
minos no  idénticos,  la  ley  y  el  hecho  y  su  estudio  y  relación 
científica,  llevado  á  efecto  no  sólo  por  nn  esfuerzo  meramente 
intelectual  de  la  razón,  sino  además  por  un  acto  de  poder  ilumi- 
nado por  la  ciencia.  Impugnar  la  distinción  entre  el  hecho  y  el 
derecho  ó  suponerla  gratuita  y  peregrina,  es  atacar  la  natura- 
leza misma  de  la  justicia,  del  juicio,  del  acto  hnmano  y  del 
nomenjuris. 

Definir  la  verdad  y  realidad  del  hecho  criminoso,  es  elevar- 
se desde  lo  desconocido  á  lo  conocido  en  alas  de  la  inteligen- 
cia, es  rendir  un  tributo  á  la  humana  limitación,  falta  de  las  di- 
vinas dotes  de  omnisciencia  y  omnipreseneia  para  saber  y  verlo 
todo;  pequenez  humana  que  necesita  de  la  justicia  para  la  vida 
del  derecho  y  realización  del  orden,  única  esfera  posible  de  ac- 
ción de  la  libertad,  pues  fuera  de  él  no  puede  menos  de  pro- 
ducir  y  produce  irremisible  é  inevitablemente  la  violencia,  la 
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anarquía  y  el^caos  más  espantoso;  y  siéndole  al  hombre  impo- 
sible también  penetrar  en  el  insondable  abismo  del  corazón  é 
intimidad  del  ser^  donde  tiene  su  germen  y  desarrollo  el  delito'^ 
7  macho  menos  leer  en  la  conciencia,  en  la  qne  coexiste  la 
colpa,  ha  de  acudir  á  su  razón  para  suplir  su  falta  de  omnipre- 
seneia  y  recoger  primeramente  todos  aquellos  indicios,  todos 
aquellas  huellas  y  pruebas  materiales  del  delito  que  puedan 
desaparecer,  tomar  las  medidas  conyenientes  de  prevención  y 
plantear  después  la  locha  con  el  acusado,  en  el  palenque  críti- 
co del  juicio  subjetivo,  descorriendo  el  velo  del  misterio  de  lo 
desconocido  y  definiendo  racionalmente  una  verdad,  una  reali- 
dad, la  del  hecho  dañoso  ó  malo. 

Esta  deficición  como  función  meramente  intelectual,  no 
constituye,  no  puede  constituir  el  acto  de  juzgarla,  esio  es,  de 
relacionar  las  dos  verdades  legal  y  de  hecho  para  encontrar  el 
nomenjurisy  y  coAstituyendo  por  otra  parte  una  de  las  premi- 
sas, la  menor  del  silogismo  judicial,  debe  hacerse  por  un  orga- 
nismo extraño  al  juzgador,  como  lo  es  el  Jurado,  no  sólo  para 
dar  más  fuerza  dialéctica  á  la  conclusión  ó  sentencia,  que  de* 
pende  de  la  veracidad  y  realidad  de  las  premisas,  sino  para  re- 
vestir al  Poder  social  juzgador  de  más  prestigio,  aun  del  mu- 
cho que  ha  sabido  conquistarse  poniéndole  al  abrigo  de  las 
consecuencias  de  la  falibilidad  humana  en  la  apreciación  del 
hecho,  pues  en  'cuanto  al  derecho  basta  la  casación;  y  evitar 
qne  se  puedan  formar  verdades  ad  hoc  para  ciertas  y  determi- 
«nadas  conclusiones,  ó  de  que  esto  pueda  decirse  ,^1  menos  con 
f andamento  ó  sin  él.' 

.La  definición  de  la  verdad  de  hecho  por  un  organismo  aje- 
no al  juzgador,  como  lo  es  el  Jurado,  lo  exige  no  solamente  la 
l<^ica,  que  no  puede  ser  desatendida  en  materia  como  ésta  de 
exclusivo  raciocinio,  sino  además  la  necesidad  de  garantir 
mejor  y  en  primer  término  la  buena  administración  de  justicia 
y  el  prestigio  y  autoridad  moral  de  los  encargados  de' adminis- 
trarla, que  es  tan  transcendental  como  la  anterior. 

De  todo  lo  expuesto,  fácilmente  se  deduce  que  la  implanta- 
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ciÓQ  del  Jurado,  como  organismo  jadiciali  no  es  una  exigencia 
política,  sino  cientí&co-jurídica  j  de  progreso  únicamente.  El 
Jurado  vendrá  á  ser  el  palaiium  de  todas  las  libertades  legíti- 
mas, 6  mejor  dicho,  del  derecho,  porque  en  estos  días  en  que 
está  perdida  casi  por  completo  la  fuerza  de  la  sanción  que  en 
los.pueblos  que  se  precian  de  cultos  y  de  libres  encuentra  en 
el  deber,  los  Tribunales  de  justicia  son  su  único  sostén  y'sal- 
yaguardia.  Bl  Jurado  vendrá  á  llenar  lo  que  hoy  puede  deci^ 
se,  por  lo  .expuesto,  que  es  una  necesidad  social  y  jurídica, 
siempre  y  cuando  para  su  implantación  se  logren  vencer  las 
dificultades  que  se  han  de  presentar,  no  solamente  en  su  plan- 
teamiento teórico,  sino  después  en  su  desenvolvimiento  prácti- 
co, dentro  de  un  pueblo  como  éste,  apegado  á  su  tradición, 
más  bien  por  fanatismo  que  por  convicción,  y  que  á  mayor 
abundamiento  carece  por  completo  de  sentido  jurídico,  sin  qoe 
nada  se  haya  hecho  para  formarle,  y  línico  poríile  cual  erah 
¡hoy  por  desgracia  perdida!  unidad  religiosay  cristiana  y  m- 
tóUcay  que  es  la  fuente  del  progreso  moral,  social  y  científico 
del  Mundo,  la  que  ha  transformado  en  poco  tiempo  y  por  com- 
pleto la  faz  de  la  sociedad,  la  que  se  ha  infiltrado  y  domina  la 
ciencia  del  Derecho,  sin  que  jamás  le  sea  dado  emanciparse  da 
su  influjo. 

El  Jurado  no  juzga  ni  puede  juzgar;  el  Jurado  raciocinay 
discurre,  ejercita  su  inteligencia  para  el  examen  y  apreciación 
crítica  de  las  pruebas  de  la  verdad  de  hecho;  el  Jurado  no  joz- 
ga,  como  tampoco  lo  hace  el  Juez  de  derecho,  en  el  día  sobre 
esa  misma  realidad  ó  verdad,  pues  al  sentar  sus  afirmaciones 
en  sus  resultandos  y  calificarlas  de  probados^  no  obra  como 
tal  Juez,  no  ejercita  el  poder ^  sino  que  procede  como  ser  inteli- 
gente empleando  la  razón;  el  Jurado  no  está  revestido  de  po- 
der, ni  tampoco  podría  estarlo,  porque  el  fin  del  poder  social 
ejecutivo  en  su  orden  judicial,  no  es  otro  que  «el  restableci- 
miento del  orden  perturbado  por  el  delito,»  y  esto  se  consigne, 
no  por  la  definición  de  la  verdad  de  hecho,  sino  únicamente 
por  medio  de  la  imputación  del  acto  al  culpable,  declaració%  de 
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Jtt  responsaiiliiaij  sa  correceíóny  castigo  j  reparación  del  daño, 
qne  son  actos  de  verdadero  poder,  porque  implican  snperiorí- 
dady  dominio»  coacción  y  una  limitación  déla  voluntad  huma- 
na, ála  que  el  Oreador  hizo  ilimitadamente  libre,  y  por  lo  tanto, 
sólo  Él  es  quien  puede  atar  lo  que  desató;  siendo  de  otra  suer- 
te, la  corrección  degeneraría  en  inaguantable,  el  castigo  en  ti- 
ránico, la  reparación  en  injusta,  y  la  imputación  y.declaración 
de  responsabilidad  en  imposibles  en  el  terreno  moral  y  doiii« 
grantes  en  el  externo,  siquiera  se  pretendiesen  hacer  á  nom* 
bra  de  la  colectividad  social,  que  no  siendo  más  que  un  hecho 
necesario  á  la  naturaleza  humana,  es  origen  del  derecho  á 
constituirse  y  gobernarse,  que  carecería  de  eficacia  sin  el  au- 
xilio del  poder,  que  es  no  sólo  fuerza,  sino  faeuUad  de  hacer,  y 
por  lo  tanto  sólo  .puede  tener  principio  en  el  Omnipotente  y 
no  en  un  hecho  como  el  de  la  asociación  natural,  que  á  lo 
anmo  podría  dar  margen  á  una  fuerza,  como  en  el  reino  ani- 
mal irracional  nos  presenta  la  Naturaleza,  por  aquello  de  que 
la  unión  la  constituye,  pero  nunca  d  una  facultad  que  implica 
legitimidad,  superioridad  y  posibilidad  para  realizar  aquélla 
para  lo  que  se  va  á  hacer  uso  de  ella,  y  la  sociedad  entera  es 
impotente  para  dominar  la  ilimitadamente  libre  voluntad  Huma- 
na,  como  se  aprende  allá,  en  los  primeros  y  elementales  estu- 
dios de  filosofía. 

El  Jurado  no  juzga,  aunque  defina  la  culpabilidad,  que 
por  otro  lado  es  el  más  apto  para  hacerlo  si  reúne  moralidad 
acrisolada  é  ilustración  reconocida,  no  sólo  porque  aquóUa  es 
inseparable  del  hecho  mismo,  sinv  porque  no  pudiendo  ser 
apreciado  más  que  en  conciencia,  es  incompatible  esta  apre- 
ciación con  la  inamovilídad  judicial,  y  perfectamente  en  armo- 
nía con  la  amovilidad  del  Jurado,  que  volviendo  al  común  de 
los  ciudadanos,  una  vez  terminadas  sus  funciones,  puede  ser 
condenado  á  la  execración  y  vilipendio  general  si  prevarica, 
si  da  nn  veredicto  contra  conciencia. 

El  Jurado,  una  vez  establecido  el  juicio  oral  y  público,  es 
de  necesidad  y  se  impone,  porque  constituye  su  verdadero 


374  BSTiaXA  D9  lbqi^lación 

complemento,  sia  el  coal  este  BÍstema  es  imperfecto  y  se  presta 
al  abaso,  y  sí  no  ha  tenido  lagar  en  naestra  patria,  lo  qae  de- 
mostrará es  la  incorroptibilidad  de  naestros  Magistrados.  Pero 
sí  esto  sacede  hoy,  ¿paede  afirmarse  qae  siempre  acontecerá 
igual?  Más  aún:  existiendo  tan  ilustrado  como  recto  personal, 
es  menester  evitar  toda  ocasión  á  la  marmuración  malicioM  á 
qae  hemos  aladido,  pues  naestros  jozgado res  hoy  día  no  A 
definen  la  yeracidad  de  la  premisa  menor  áel  silogismo  jaií> 
cial  (á  los  qae  en  razón  de  su  inamovilidad  no  podría  alcanzar 
la  Yindiota  pública,  en  caso  de  no  hacerlo  rectamente),  sido 
qae  siendo  al  mismo  tiempo  «los  qae  han  de  jazgar  esa  ver- 
dad,» se  inifrínge,  aCnnqae  de  an  modo  indirecto,  el  príocipio 
incontestable  de  qae  «nadie  debe  ser  juez  y  parte,»  y  el  Jaez 
hoy  jozga  la  verdad  por  él  afirmada  irresponsablemente,  qae 
á  él  debe  el  carácter,  de  tal  verdad,  y  qae  por  eso  hace  perder 
sa  valor  lógico  y  dialéctico  á  la  conclasión  ó  sentencia. 

Mabtín  PsBiLLlif  Marcos 


ORIGEN  Y  DESTINOS  DEL  DERECHO  ROMANÓ 

según  Oitiseppe  Carie  (1).  « 


El  Derecho  romano  ha  sido  objeto  de  mochos  j  muy  pro« 
^fundos  estadios,  pero  estadios  hechos  sobre  los  fragmentos  po* 
-sitivos  que  de  él  han  llegado  hasta  nosotros,  pertenecientes  á 
la  época  de  su  mayor  desenyolvimiento:  sas  orígenes,  el  proce- 
so de  so  formación  y  crecimiento,  institación  por  institación,  si* 
glo  por  siglo,  las  cansas  á  qne  fué  debido  el  qne  ese  gran  monu- 
mento jurídico  surgiese  allí  y"no  en  otra  parte  alguna,  «rsigoen 
siendo  un  gran  misterio.»  Y  es  que  para  resolver  problemas 
históricos  de  esta  naturaleza,  no  basta  el  examen  aislado  dé 
leyes  y  fragmentos  sueltos:  no  basta  la  ezégesis  pura  de  los 
textos;  es  preciso  reconstituir  la  yida  entera  de  aquella  sociedad 
en  cayo  seno  se  obró  tan  port¡entosa  creación  jurídica;  colocarse 
en  medio  de  las  condiciones  religiosas,  económicas  y  sociales 
del  pueblo  romano,  haciéndolo  reviTir  en  el  pensamiento  y  pen- 
sando como  él,  seguir  paso  á  paso,  y  siempre  paralelamente,  la 
formación  de  la  ciudad  y  el  desarrollo  de  sus  instituciones  pú- 
blicas y  privadas;  estudiar,  en  suma,  la  vida  del  Derecho,  no 
como  categoría  sustantiva  y  propia  de  sí,  que  es  lo  que  de  or- 
dinario se  ha  hecho  hasta. ahora,  sino  en  sus  relaciones  con  la 


(1)  Le  origini  del  Dirttto  romano:  riooetruztone  etoi'ioa  dei  concetti  che  eUtnno  a 
¿a«e  cí«2  dirttto  pubblioo  e  privato  di  Roma,  per  Giaseppe  Carie,  -prof.  ordinario 
nella  Umversitá  di  Torino'.  683  páginas.  Torino,  1888. 


376  BBTI8TA  DE  LfiatSLAClÓNT 

Yída  social  entera  del  pueblo  romano.  No  hay  otro  camino  par^ 
llegar  á  descifrar  esa  qae  es  la  página  más  brillante  de  la  yida. 
del  Derecho  en  la  historia  de  la  hamanidad  j  descubrir  el  pro- 
ceso natural  que  reguló  su  formación  dialéctica  á  través  de  los 
siglos. 

El  voluminoso  libro  del  Sr.  Garle  es  un  ensayo  desaplicación 
de  este  método  fecundo,  provocado  en  él  por  los  numerosos 
estudios  de  legislación  comparada  sobre  las  instituciones  pri- 
mitivas del  período  gentilicio  que  en  estos  últimos  tiempos  hazt^ 
dado  á  luz  Fustel  de  Coulanges,  Hearn,  Karlowa,  MommseQi 
Sammer  Maine,  Mairhead  y  tantos  otros.  Declara  el  docto  pro- 
fesor italiano  que  emprendió  su  estudio  con  la  idea  preconce- 
bida de  que  el  Derecho  de  Roma,  tanto  público  como  privado, 
había  sido  froto  de  una  e^o/eíoió^.  determinada  por  las  condicio* 
nes  exteriores  en  que  se  encontró  el  pueblo  romano;  pero  la 
conclusión  á  que  ha  llegado  es^  dice,  bastante  diferente:  á  su 
juicio»  lo  mismo  en  la  formación  de  la  ciudad  que  en  la  elabo- 
ración de  BQS  instituciones  públicas  y  privadas,  siguió  Roma 
un  proceso  de  Selección:  en  vez  d^ser  dominada  polr  los  hecboa 
exteriores,  pugnó  por  dominarlos  y  someterlos  á  la  lógica 
inexorable  de  su  derecho.  Los  conceptos  que  constituyen  la 
baso  de  su  legislación  pública  y  privada,  es  cierto  que  los  en- 
contró en  el  seno  de  la  organización  gentilicia,  pero  al  tras- 
plantarlos en  la  ciudad  y  aislarlos  del  medio  ambiente  en  que  se 
habían  formado,  los  convirtió  en  otras  tantas  concepciones  ló- 
gicas, que  luego  se  fueron  desenvolviendo  y  adaptando  á  las  ne- 
cesidades de  la  vida  civil  y  política.  Este  proceso  informativo, 
aunque  proceso  natural,  no  faé  el  que  determina  las  creaciones 
geológicas  por  vía  de  capas  ó  estratos,  que  se  sobreponen  unos 
á  otros,  conservando  el  más  moderno  el  sello  y  relieve  de  los 
anteriores,  sino  el  que  regula  la  formación  de  los  cristales^  se- 
gún el  cual,  los  elementos  afínes,  libres  de  toda  impureza,  se 
atraen  mutuamente  y  aproximan,  ordenándose  con  arreglo  ¿ 
ciertas  formas  típicas  que  le  sirven  de  ley.  Así,  el  Derecho  ro- 
mano no  es  una  producción  determinada  exclusivamente  por  el 


OBieSN  T   DESTINOS  DEL  DBBBCHO  BOHANO  377 

medio  ambiente  y  las  condiciones  exteriores:  es  yaja  obra  be- 
cha  del  espirita  tívo  de  nn  pueblo  qne,  ejercitando  aptitudes 
naturales  yerdaderamente  prodigiosas,  acertó  á  discernir  y  se- 
parar la  esencia  jurídica  de  los  hechos  sociales  y  humanos,  y  & 
iodividualizarla  en  conceptos  típicos,  desenvolTer  luego  éstos 
hasta  sus  ultimas  consecuencias,  y  legar  así  á  las  naciones 
modernas  una  obca  maestra  de  legislación,  sólo  comparable,  en 
su  género,  á  las  obras  maestras  del  arte  griego. 

Bn  esta  fórmula  está  compendiada  toda  la  filosofía  de  la 
historia  jurídica  de  Roma,  tal  como  la  crítica  levantada  del  se* 
ñor  Carie  la  deduce  al  término  de  una  investigación  paciente  y 
minuciosa,  que  hace  honor  á  la  historiografía  italiana,  y  en  «la 
cual,  además,  ha  demostrado  que  le  son  familiares  los  libros 
más  recientes  sobre  orígenes  que  ha  producido  la  erudición 
alemana,  británica  y  francesa,  y  sin  los  cuales  no  puede  darse 
un  paso  á  derechas  en  este  género  de  estudios. 

Viniendo  á  los  hechos,  entiende  nuestro  autor  que  los  co* 
mienzos.  de*  Boma  señalan  la  transición  de  la  organización 
gentilicia  á  ]^  ciudad;  que  ésta  no  es  una  continuación  de 
aquélla,  sino  que  constituye  un  núcleo  nuevo,  que,  desenvol- 
viéndose gradualmente  en  medio  de  las  comunidades  patriar- 
cales, debía  acabar  por  disolver  dicha  organización.  Cuando 
penetraron  en  la  Península  itálica  los  primeros  inmigrantes 
aryos,  inaugurando  un  período  de  violencia  y  ^de  luchas  con 
los  indígenas,  hubieron  de  sentir  bien  pronto  lo  necesidad  de 
atraerse  á  éstos,  asignándoles  un  lugar  en  la  organización  gen- 
tilicia que  traían  de  Oriente:  así  se  constituyó,  de  una  parte,  la 
aristocracia  territorial  de  los  patres,  de  los  paírani,  de  los  pa* 
iríeii,  mientras  los  vencidos  eran  organizados  en  la  clase  infe- 
rior de  los  servif  de  los  clientes,  y  últimamente,  de  las  pUbeiy 
Esta  organización,  á  pesar  de  algunas  diferencias  de  pormenor^ 
revistió  un  carácrer  sustancialmenáe  uniforme  en  toda  la  pe- 
nínsula, .carácter  que  puede  compararse  al  de  la  organización 
feudal  de  la  £dad  Media:  componíanla  familia^  gentes  y  trüusy 
ligadas  por  el  vínculo  de  la  descendencia  ^(real  ó  ficticia)  de  un 
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astepasade  comúQ,  que  residían  respectíramente  eo  la  domus, 
-el  vicus  j  elpoffus;  el  territorio  estaba  dividido  en  hereHa^  en 
agri  gentiUciij  comf  ascua.  En  tal  estado  las  gentes  itálicas» 
Témoslas  consagrarse  á  esta  gran  obra:  pasar  de  la  organtxa- 
cíóQ  gentilicia  al  estado  de  cindadí.  Tavo  ésta  en  nn  principio, 
como  fin  primordial,  asegurar  la  defensa  común  y  fortificarse 
para  las  lochas  diarias  que  sostenían  nnas  con  otras  las  diver- 
sas tribus  ó  grupos:  principió  por  set  un  lugar  fortificado  {arz^ 
t>ppiium^  eapiMiunt),  destinado  á  servir  de  refugio  en  caso  de 
peligro;  después  se  convirtió  en  sitio  para  el  mercado  {formm) 
y  lugar  de  reunión  donde  se  congregaban  para  tratar  de  los 
astintos  comunes  los  cabezas  de  familia  de  las  comunidades 
confederadas  {concüiaiulum^  eomitíum);  y  últimamente,  al 
abrigo  de  esa  fortaleza  común,  principiaron  á  construir  sus 
viviendas  los  particulares. — Sin  embargo,  no  todas  las  estirpes 
habían  alcanzado  el  mismo  grado  de  desarrollo:  mientras  que 
los  umbro-sabelios  conservaban  aún  la  organización  gentilicia, 
y  los  etruscos  habían  llegado  ya  á  la  ciudad  cercada  y  fortifi- 
cada, los  latinos  se  hallaban  en  un  estado  intermedio:  habían 
progresado  únicamente  hasta  la  ciudad  de  carácter  federal, 
considerada  como  centro  de  la  vida  pública  para  varias  comn* 
nidades. 

Una  de  las  ciudades  así  constituidas  en  Italia  fué  Boma. 
Señala  nuestro  autor  en  la  historia  de  su  fundación  dos  distin- 
tos estadios:  1.*^  Latino:  durante  él,  Roma  se  organiza,  por  el 
tipo  de  las  ciudades  latinas,  como  ciudad  federal  para  varias 
comunidades  gentilicias:  2.^  Sirusco:  Boma  se  convierte  en 
«ciudad  cerrada  y  fortificada.  En  el  período  latino,  modeló  prin- 
cipalmente su  constitución  política;  en  el  etrusco  elaboró  su 
derecho  privado.  He  aquí,  á  grandes  rasgos,  la  obra  realizada 
en  cada  uno. 

Roma  principió  siendo  uíl  establecimiento  de  un  cierto  nú- 
cleo de  hombres  armados  {viriy  quiriUs),  que  habían'emigra- 
do  de  la  ciudad  de  Alba  con  la  mira  de  mejorar  de  suerte,  se- 
gún una  costumbre  dbmún  á  las  gentes  primitivas^  fiándolo  loa 
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emigraotea  principalmente  á  la  faerza  de  su  brazo,  aanqno  sin 
dar  al  olvido  las  -tradiciones  de  la  estirpe  á  que  pertenecían. 
£8te  grupo  de  aventureros  se  estableció  en  el  Palatino:  sos  la- 
chas con  las  gentes  ^ne  ocupaban  las  colinas  próximas  del  an- 
tígao-  SepHnumHwn  dieron  por  resaltado,  primero,  la  alianza 
de  hecho,  por  medio  de  connubios,  y  después  la  confederación 
total  con  las  gentes  dichas.  En  este  primer  período,  la  ciudad 
es  federal  y  exclusivamente  patricia:  toda  su  función  queda 
reducida  á  servir  de  centro  de  vida  pública  á  las  varias  co- 
munidades gentilicias  confederadas.  Colocada  en  el  centro  de 
>confluencia  de  todas  ellas,  era  natural  que  calcara  sus  institu- 
ciones sobre  las  instituciones  de  la  orgpanización  gentilicia,  si 
bien  perdiendo  mucho  de  su  carácter  patrfarcal  y  religioso,  á 
fin  de. responder  á  los  fines  civiles,  militares  y  políticos  que  se 
perseguían  con  la  confederación.  El  gran  trabajo  de  la  ciudad 
en  este  período  consistió  en  discernir  y  distinguir  la  vida  pú- 
blica de  la  vida  privada  {pública  privatü  sec^nerej,  en  elaborar 
el  concepto  de  la  res  publica  en  cuanto  tiene  una  existencia 
distinta  de  'la  res  familiariSf  y  esbozar  en  consecuencia  la 
constitución  política  {populus,  senatuSy  rex)^  la  cual  vino  así  á 
resaltar  del  concurso  de  todos  los  elementos  que  habían  entra- 
do á  formarla.  La  res  familiaris  continuó  desenvolviéndose  en 
el  seno  de  la  domus,  del  hicus,  del  fagUs^  bajo  la  potestad  de  los 
cabezas  de  familia  y  de  gente,*  siguieron  éstas  poseyendo  las 
tierras  colectivamente  como  agrigentiliciij  compascuay  excep- 
tuándose de  tal  condición  únicamente  los  Aaeredia,  asignados 
por  la  geñte>  y  aun  por  el  rey,  á  cada  uno  de  los  cabezas  de 
familia.  El  derecho  privado  sigue  regido  por  la  costumbre 
(mas),  todavía  circundada  de  una  cierta  aureola  religiosa  {fas): 
sin  embargo,  entre  las  costumbres  y  tradiciones  preexistentes , 
hay  ya  algunas  que  llevan  la  sanción  de  una  lea  publica,  pre- 
parada por  los  pontífices,  propuesta  por  el  rey,  votada  por  el 
paeblo, — oHgen  de  las  leges  regiae,  en  las  cuales  las  institucio- 
nes jurídicas  conservan  todavía  aquel  carácter  religioso  pro- 
pio de  las  instituciones  de  las  gentes  patricias.  Últimamente, 
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aquel  elemento  plebeyo  coya  formación  se  había  iniciado  ja 
eu  el  seno  de  las  comunidades  gentilicias  anteriores  á  la  cía- 
dad,  cobra  gran  incremento  así  como  ésta  se  va  desarrollando, 
principalmente  por  la  aportación  de  las  poblaciones  conqoia» 
tadas:  esk  muchedumbre ,  que  por  hallarse  compuesta  de  ele- 
mentos de  diversa  procedencia  y  por  carecer  de  organízacióa, 
80  denomina  plebs,  no  entra  todavía  á  formar  élpopubís  oles 
admitida  en  las  curias  de  la  ciudad  patricia:  su  posición  es  más 
bien  de  Becho  que  de  derecho. 

El  segundo  período,  en  que  Roma  toma  un  carácter  distín- 
to  á  inñujo  de  la  civilización  etrusca,  se  inicia  en  tiempo  de 
Tarquino  Prisco  y  se  realiza  con  Servio  Tnlio:  la  ciudad  abre 
sus  mural  As  para  abrazar  dentro  de  qí^  junto  con  los  edificios 
públicos,  las  casas  particulares:  por  otra  parte,  al  lado  de  loe 
paires  ópatricii  se  forma  un  nuevo  populus  compuesto  de  pa- 
tricios y  plebeyos,  distribuidos  en  clases  y  centurias  de  carác- 
ter esencialmente  militar,  y  cuyos  miembros  tienen  sus  dere- 
chos, lo  mismo  que  sus  obligaciones  civiles,  políticas  y  mili- 
tares» determinados  sobre  la  base  del  censo.  Desdé  este  instan- 
te, aquel  dualismo  que  existía  en  los  elementos  constítatavoe 
de  la  ciudad,  penetra  en  las  instituciones  políticas  de  Boma* 
Así,  al  lado  de  los  magistrados  del  pueblo,  surgieron  los  tribu- 
nos de  la  plebe;  al  lado  de  los  comicios  curiados  j  centuriados, 
constituyéronse  los  coneília  plebiSj  transformados  con  el  tiempe 
en  comicios  tributos,*  al  lado  de  las  Is^es,  nacieron  los  plMsei'' 
la.  Del  contacto  y  encuentro  entre  elementos  tan  desemejantes» 
y  aun  antagónicos,  habían  de  engendrarse  rozamientos  y  lu* 
chas,  que  á  la  postre  dieron  por  resultado  desarrollar  y  en  par- 
te modificar  los  conceptos  fundamentales  que  servían  de  base 
á  la  Constitución  primitiva  de  Roma. 

Mientras  tanto,  la  ciudad  se  ha  dilatado  considerablemente, 
ya,  dentro  de  sus  muros,  no  se  realiza  tan  sólo  la  vida  pública, 
sino  además  la  vida  doméstica  y  privada;  así,  la  grandiosa 
obra  que  se  inicia  en  este  período,  viene  á  resumirse  en  esto: 
estatuir  un  derecho  privado  común  á  los  dos'  órdenes  y  crear 
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mquel  arte  en  qae  los  romanos  habían  de  ser  maestros  nniver- 
.sales,  el  tarsjura  coj^iendí», — Lps  elementos  que  habían  de  vi- 
Tir  jantos  al  amparo  de  on  derecho  común,  eran  dos:  el  paérí- 
^iOf  rico  en  tra(}icíones  religiosas/Jurídicas  y  políticas,  y  la 
plei$f  hacinamiento  confuso  de  elementos  diversos,  nnevo  to- 
davía en  la  vida  civil  y  política.  El  primero  poseía  la  organi- 
zación gentilicia,  fondada  en  el  vínculo  civil  de  la  agnación: 
la  plebe  sólo  conocía  la  familia»  ligada  por  el  víocolo  natural 
de  la  cognación.  El  patriciado  practicaba  tantas  formas  de  pro- 
piedad cuantos  eran  los  círculos  ó  grados  de  la  organización 
gentilicia;  la  plebe  estaba  limitada  en  cierto  modo  á  la  simple 
posesión  de  la  tierra  donde  se  hallaba  establecida  (mancipium). 
Aqaél  tenía  el  fas,  éljuSy  el  imperium,  los  auspicia^  los  mores 
veUntmy  mientras  que  ésta  únicamente  conocía  la  usu9  ítucio- 
ritas.  La  distancia  á  que  se  hallaban  colocados  los  dos  elemen- 
tos, y  su  modo  de  pensar  y  de  sentir  enteramente  distinto  así 
en  religión  como  en.  moral,  hicieron  necesáiría  la  elaboración 
de  an  derecho  común  á  los  dos  órdenes,  enteramente  separado 
de  la  religión  y  de  la  moral.  Esa  misma  distancia  nos  explica 
la  lentitud  de  esta  elaboración  y  la  riqueza  de  los  resultados. 
Durante  algún  tiempo,  cada  uno  de  aquellos  dos  elementos  se 
atuvo  exclusivamente  á  las  costumbres  que  le  eran  peculiares; 
pero  la  convivencia  de  entrambos  órdenes  dentro  de  unas  mis- 
mas murallas  y  el  comercio  diario  de  uno  con  otro,  determi- 
oaron  á  la  postre  un  como  precipitado  del  material  jurídico  que 
flotaba  en  los  hechos  bajo  la  forma  de  tradiciones  patricias  (mo- 
fesffeterum)  6  de  costumbres  de  la  plebe  (usus).  De  esta  suerte 
se  inició  la  más  admirable  selección  entre  cuantas  registra  en 
0110  páginas  la  historia  de  la  humanidad^  selección  por  la  cual 
el  derecho  quedó  diferenciado  de  aquellos  elementos  afínes  con 
qne  venía  confundido;  que,  por  una  parte,  obedeció  á  leyes 
naturales  de  formación,  y  por  otra  era  ya  fruto  de  una  elabo- . 
ración,  debida  principalmente  á  los  pontífíces,  los  cuales,  como 
castodlos  que  eran  de  las  tradiciones  de  las  gentes  patricias, 
poseían  ya  una  verdadera  técnica  jurídica. 
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El  núcleo  central  de  esta  formación  vino  á  aer  el  concepto 
del  quirite,  ó  sea  del  hombre,  jseparado  de^  todas  bd8  demás  re- 
laciones  para  ser  considerado  exclasivamente  como  cabeza  de 
familia  y  dueño  de  tierras,  tal  como  fígaraba  en  el  censo.  Por 
tal  modo,  el  qairite  viene  á  ser  ana  realidad  j  ana  abstracdón, 
individuo  y  jefe  de  grupo,  soldado  y  agricultor  á  un  mismo 
tiempo;  y  el  punto  de  vista  desde  el  cual  se  consideran  los  qoi* 
rites  en  sus  relaciones  recíprocas,  hallándose  determinado  por 
el  censó,  viene  á  ser  el  de  lo  mío  y  lo  tuyo»  Por  esto,  toda  cues- 
tión de  derecho  se  reduce  á  un  traspaso  ó  transferencia  de  lo 
mió  á  lo  tuyo,  simbolizado  en  el  acto  per  as  et  líbram,  y  todo 
procedimiento  viene  á  representarse  en  una  especie  de  comba- 
te. Este  derecho,  que  constituía  un  privilegio  de  loa  quirites,  es 
denominado  jus  quiriúium;  sus  conceptos  fundamentales  bod 
los  de  eaput,  manus,  maneipiwtí,  commerciuniy  eonníMum  j 
acíio:  es  lo  que  forma  la  rígida  osamenta  de  toda  la  jurispm- 
dencia  romana.  Bero  del  mismo  modo  que  en  torno  de  este 
primer  núcleo,  que  se  viene  precipitando  y  consolidando,  pe^ 
severan  en  su  prístina  forma  caótica,  flotante,  las  costumbres. 
y  tradiciones  de  los  patres  y  los  usos  de  la  plebe,  así  el  primi- 
tivo/t^  quiritium  atrae  hacia  sí  y  se  asimila  aquellas  instilo* 
clones  preexistentes 'que  podían  tener  alguna  analogía  coo  el 
derecho  ya  formado.  De  este  modo^  ese  mismo  derecho  qmri- 
tario,  enriqueciéndose  con  nuevas  formas,  se  desarrolla  gra- 
dualmente en  el  fus  proprium  eivium  romanorum,  que  puede 
considerarse  como  una  continuación  de  aquella  selección  qoe 
había  principiado  ya  con  el  jus  quiritíum.  Las  Doce  Tablas 
dan  forma  escrita  á  las  bases  fundamentales  de  estejus  dtiUi 
no  siendo  difícil  señalar  aun  en  ellas  la  soldadura  de  los  varios 
elementos  que  entran  á  constituirlas.  Con  efecto,  en  cada  una 
de  las  instituciones  de  sqaéljus  que  los  jurisconsultos  llaman 
proprium  civium  romanorum  pueden  distinguirse  una  forma- 
ción central,  debida  al  jus  quiritíum,  y  dos  laterales,  de  las 
cuales  la  una  suele  ser  de  origen  patricio  y  la  otra  de  origen 
plebeyo.  Así,  por  ejemplo,  entre  las  formas  del  matrimonio  en- 
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contramos  de.  ana  parte  la  confarreatiOj  de  origen  patricio^  jT 
por  otra,  el  us%Sf  de  origen  plebeyo,  mientras  que  la  coempúia 
qaeda  en  medio  como  forma  esencialmente  qniritaria;  entre  las 
fof  mas  de  testamento,  las  más  antígaas  son  el  testamento  ca*- 
latís  eomiUiSj  propia  del  patriciado,  y  la  mancipatío  famüiae 
eumjiducia^  propia  de  la  plebe,  las  cuales  luego  se  fusionan  en 
nna,  dando  origen  al  yérdadero  testamento  quiritarío,  el  pef' 
oes  et  lidram;  entre  los  modos  de  adquirir  y  transmitid  el  do- 
mimo,  el  primero  de  todos  en  el  orden  del  tiempo  fué  el  de  la 
maneipaíio,  esencialmente  quiritario,  y  al  cual  hubieron  de  aco- 
gerse más  tarde  el  de  la  in  jwre  cessio  y  la  ttsueapio.  Todavía^ 
sin  embargOj  no  terminó  este  trabajo  selectivo  con  la  forma- 
ción de  un  jw  citih;  pues  yemos  surgir  al  lado  de  él  un  jus 
Aonorarium,  que  derogando  al  primero,  asimila  nutítos  ele- 
mentos, si  bien  haciéndoles  revestir  formas  semejantes  á  las 
que  el  mismo  jus  dvile  había  consagrado. 

Por  este  mismo  maravilloso  proceso,  el  derecho  privado  de 
Boma,  que  había  principiado  siendo  la  selección  más  rígida 
del  elemento  jurídico  que  recuerde  la  historia,  y  una  produc- 
ción exclusivamente  romana,  fué  atrayendo  paulatinamente  á 
su  órbita  los  principios  universales  de  equidad  y  de  buena  fe, 
y  asimilando  aquellas  instituciones  de  las  naciones  extrañas 
que  no  contradecían  la  lógica  fundamental  por  que  dicho  de- 
^;echo  se  gobernaba,*  hasta  ser  considerado  á  la  postre  como  ua 
derecho  universal  y  poder  aplicarse  á  todas  Tas  gentes  de  quie- 
nes había  tomado  materiales  para  sus  elaboraciones  jurídicas* 
«  Tal  es,  en  breve  co^npendio,  la  síntesis  audacísima  del  sa- 
bio catedrático  de  Turín.  Guando  no  conociéramos  otros  pro- 
ductos de  la  ciencia  crítica  de  los  italianos,  bastaría  éste  para 
acreditarla  entre  las  más  adelantadas  y  florecientes  de  Buropa. 
Libros  de  tan  sublimada  doctrina  y  de  erudición  tan  selecta  y 
abundante  como  el  del  Sr.  Carie  no  son  nunca  la  obra  aislada 
de  ua  individuo:  representan  todo  un  estado  social,  que  no  po- 
drían contemplar  sin  envidia  y  sin  sonrojo  naciones,  como  Es- 
X>aua,  cuyas  Universidades  no  han  dado  de  sí  en  todo  este  si- 
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glo  un  sólo  trabajo  original  y  de  investigación  sobre  jaríspro- 
dencia  romana — (los  únicos,  de  Berlanga^  les  son  extraños),— 
y  que  hoy  aún,  antes  que  cnltivarla,  parece  qne  han  tomado 
á  empeño  entenebrecerla  y  ponerla  en  ridículo  con  manuales 
por  lo  general  insignificantes,  fabricados  con  una  desapreosiÓD 
y  una  falta  de  respeto  á  la  verdad  y  al  público  que  apena  d 
ánimo  del  menos  patriota,  y  con  los  cuales  no  podrían  compt- 
rarse  las  obras  de  nuestros  romanistas  del  siglo  xvi  y  xvn  m 
grave  ofensa  para  éstos  y  para  la  justicia.  Podrán  no  confir- 
marse algunas  de  las  conclusiones  del  Sr.  Garle:  así  y  todo, 
au  libro  deja  tras  de  sí  un  reguero  de  luz,  que  no  será  pérdida 
para  la  ciencia:  su  crítica  de  alto  vuelo  ha  sembrado  gérmenes 
que  fructificarán  de  segare  al  calor  de  su  propio  método,  cáto- 
do sean  mejor  conocidas  aquellas  instituciones,  aryas  y  an- 
aryas,  de  la  Península  italiana  que  dieron  el  primer  tipo  y  los 
primeros  materiales  al  genio  romano  para  su  vasta  creacióo 
jurídica,  y  se  tenga  una  idea  más  clara  que  la  vaga  é  inconsis- 
tente de  ahora  acerca  del  autoctonismo  del  derecho  positivo, 
de  la  relación- fatal,  necesaria,  que  existe  entre  el  conjaoto  en- 
tero de  la  vida  de  cada  pueblo  y  su  legislación,  y  la  imposibi- 
lidad *de  dar  á  uno  la  de  otro  sin  violentar  su  naturaleza,  ma- 
tando su  genio  propio,  sus  energías  espontáneas,  y  en  sama, 
su  personalidad,  y  privando  así  de  un  órgano  útil,  acaso  nece- 
sario, á  la  humanidad. 

En  esto,  que  és  el  alfa  y  el  omega  de  su  sistema  filosófieo- 
histórico,  tengo  para  mí  que  yerra  el  Sr.  Carie: — L®  En  caanto 
«funda  la  génesis  y  desenvolvimiento  del  Derecho  romano  sn 
el  encuentro  de  dos  elementos  antitéticos,  y  la  copsígoiente 
lucha  de  entrambos  por  la  existencia,  sin  haber  cuidado  antes 
de  definir  la  naturaleza  y  el  origen  del  uno,  como  ha  definido 
los  del  otro. — 2.**  En  cuanto  atribuye  al  Derecho  romano  nn  ca- 
rácter de  universalidad  que  las  leyes  biológicas  niegan  á  toda 
legislación  positiva,  sin  admitir  excepciones  que  nada,  por 
otra  parte,  sería  poderoso  á  justificar. 

Sabernos  lo  que  hay  de  aryo  en  la  cana  de  la  civilízaclóa 
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TomaBa;  pero  ¿qaé  aportaron  á  ella  los  etruscos,  y  de  dónde 
procedían  éstos;  en  qué  tanto  eran  homogéneos  su  derecho  y 
•el  délos  latinos,  en  qué  complementarios  y  en  qué  inconcilia- 
bles y  antagóaicos?  La  lengoa  etrusca  no  se  ha  dejado  redu- 
cir hasta  el  presente  á  ninguna  de  las  conocidas  y  clasificadas; 
lo  único  que  parece  cierto  es  que  no  cabe  en  el  grupo  aryo. 
Por  otra  parte,  este  pueblo  hab^  alcanzado  un  alto  grado  de 
civilización  cuando  vino  á  fundarse  junto  á  sos  fronteras  la 
ciudad  de  Roma,  siendo  natural  por  esto  que  ejerciera  en  sus 
primeros  pasos  un  influjo  decisivo:  de  Etruria  aprendió  Roma 
la  agricultura;  de  Etruria  (no  de  Gartago,  como  pretende  la  le- 
yenda), la  navegación;  los  concilía  provinciae  son  institución 
etrusca;  etruscos  los  ritos  observados  en  la  fundación  de  la  ciu- 
dad, y  lo  mismo  los  funerales,  la  toga  pretexta,  los  agüeros  sa- 
cados del  vuelo  de  las  aves,  los  combates  de  gladiadores,  etc.; 
igual  origen  traían  los  tres  últimos  reyes  de  Roma.  ¿Cuál  era, 
pues,  al  menos  en  sus  líneas  generales,  el  derecho  de  los  etrus- 
cos y  en  qué  se  diferenciaba  del  derecho  latino?  Este  artículo  es 
previo  por  necesidad  para  pronunciar  sobre  la  historia  jurídica 
<le  Roma.  Y  para  a.veriguarlo,  es  fuerza  salir  de  Italia.  Hay 
historiadores  que  hacen  lyiios  á  los  etruscos,  fundándose  en 
testimonios  de  autores  antiguos;  pero  ya  se  anuncia  por  algu- 
DOS  otra  doctrina,  probablemente  mejor  encaminada,  seg^n  la 
cual,  los  etruscos  serían  una  rama  de  los  ibero-libios:  b\  relato 
egipcio  de  Solón  estendía  el  imperio  de  loe  Atlantes  hasta  la 
Tyrreuia;  los  tursos  ó  tyrrenos  figuran  al  lado  de  los  libios 
{atlantes)  en  las  guerras  marítimas  del  siglo  xvi  a.  J.  G.  con- 
tra los  Faraones  de  Egipto;  y  no  hubo  de  beber  en  malas 
fuentes  Ensebio  de  Cesárea  cuando  afirmó  que  tyrrenos  é  ibe- 
ros fueron  una  misma  cosa.  Las  obras  gigantescas  de  desagüe 
j  canalización  cuyos  vestigios  se  descubren  aún  en  la  vasta 
planicie  que  se  dilata  desde  el  Tíber  al  Amo,  entre  los  Apeni- 
nos y  el  Mediterráneo  (Marismas  toscanas),  y  de  que  la'  fa- 
mosa cloaca  máxima  de  Roma,  obra  etrusca,  fué  uno  de  tantos 

miembros,  parecen  gemelas  de  otras  canalizaciones  que  Platón 
TOMO  73  25 
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señala  en  la  Libia,  en  el  país.de  los  Atlantes,  y  Estrabón  ea  el 
delta  del  Oaadalquivír;  la  toga  pretexta^  era  tanto  ibérica 
como  etrosca;  los  sacrificios  humanos  de  Caere  y  Faleria  te- 
nían semejante  en  los  sacrificios  humanos  de  los  lusitanos; 
las  Asambleas  representativas  eran  de  tal  saerte  constitucio- 
nales en  una  y  otra  península,  que  se  celebraban  hasta  coo 
carácter  internacional,  como,  aquel  «concilium  (Celtiberorum) 
ínmixtis  Turdetanis;>  que  menciona  Livio  en  la  historia  de 
España,  y  aquel  otro  cuya  memoria  nos  ha  conservado  ana 
inscripción  de  Hispeilum,  en  la  Etruria,  análogos  á  los  miaai 
6  congresos  internacionales  qué  todavía  hoy  celebran  los  bere- 
beres en  el  Desierto,  según  Duveyrier^  Ahora  bien;'  de  com- 
probarse este  parentesco  y  descendencia,  resultaría,  por  ejem- 
plo, que  al  organizar  los  romanos  en  nuestra  Península  los 
«ooncilia  provinciae,»  no  introducían  una  institución  nueva  j 
extraña  á  los  iberos,  sino  al  contrario,  una  institucióu  propia 
de  los  iberos  y  extraña  á  los  latinos,  que  Roma  habría  apren- 
dido de  los  etruBCos,  congéneres  de  aquc^llos;  resultaría  asi- 
mismo, quizá,  que  el  sistema  civil  de  la  ginecocracia  ibérica, 
con  la  cual  se  encontró  y  hubo  de  transigir  el  régimen  andro- 
crático  de  los  romanos,  era  la  misma  ghiecocracia  que  parece 
traslucirse  en  varias  inscripciones  bilingües  de  Chiusi  (Italia), 
en  que  el  hijo  lleva  el  apellido  de  la  madre  como  principal,  al- 
guna vez  como  ánico,  lo  mismo  que  en  la  Cantabria  antigaa  y 
que  todavía  en  el  Portugal  moderno  y  en  muchas  tribus  berbe- 
riscas del  Gran  Desierto  africano.  Apuntar  el  tema  es  más  que 
suficiente  para  que  se  comprenda  toda  su  transcendencia  y  la 
dificultad  de  llegar  sin  él  á  soluciones  ciertas  en  el  problema 
planteado  por  el  Sr.  Carie.  Tal  vez  se  diga  que  no  es  posible  to- 
'^davía  despejar  esa  incógnita,  por  excelencia  arcana,  de  la  gen* 
te  y  civilización  etrusca;  pero  no  será  más  sino  confesar  qoe 
la  síntesis  es  prematura. 

En  cuanto  á  la  representación  que  corresponde  al  derecho 
de  Roma  en  la  historia  de  la  Humanidad,  paréceme  que  Garle 
lia  extremado  la  nota  épica.  Ese  derecho  (dice),  sin  dejar  de 
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obedecer  y  acomodarse  á  las  exigeDCias  prácticas,  aparece  in- 
formado,  como  decía  bien  el  jurisconsulto,  eü  una  propia  y 
Terdadera  filosofia,  la  cual  no  se  entrega  á  especulaciones  idea- 
lesy  sino  que  medita  sobre  los  hechos  sociales  y  humanos,  ex- 
trae  de  ellos  la  esencia  jurídica,  la  modela  en  conceptos  típicos 
y  los  desarrolla  Helándolos  á  todas  sus  consecuencias.  Por 
esto,  las  construcciones  jurídicas  del  jurisconsulto  romano  se- 
rán siempre  modelos,  difíciles  de  sobrepujar,  no  viéndose,  en 
la  división  del  trabajo  que  se  operó  entre  los  pueblos  modernos, 
uno  solo  que  posea  las  aptitudes  verdaderamente  maravillosas 
del  ingenio  romano  para  la  elaboración  del  elemento  jurídico; 
ninguno,  además,  á  quien  se  brinde  la  ocasión  y  el  campo  que 
aquél  tuvo  para  aplicar  su  jurisprudencia  á  la  inmensa  varie- 
dad de  los  hechos  sociales  y  humanos.  Sobre  principios  ele- 
mentalísimos  y  rudimentarios,  tomados  de  un  período  arcai- 
co^ que  bien  pudiera  llamarse  prehistórico,  realizó  un  trabajo 
de  desarrolla  lógico  é  histórico  que  fué  suficiente  para  organi- 
zar y  dirigir  el  mundo  durante  un  largo  período  de  civiliza- 
ción. Y  cuando  hubo  agotado  el  contenido  de  aquellos  primiti- 
T06  conceptos  que  le  habían  servido  de  tesis  y  constituido  la 
baee  de  su  grandeza,  todavía  de  su  ruina  surgió  grandiosa  y 
pujante  la  ideado  la  humanidad  civil  y  sus  l^yes  pudieron  ser- 
vir de  punto  de  partida  para  un  nuevo  estado  de  cosas  sociales 
y  humanas.  Sólo  Roma,  entre  las  ciudades  del  Universo,  puede 
personificar  en  sí  misma  aquella  ley  de  continuidad  que  unifi- 
ca la  historia  del  género  humano.  Sos  raíces  se  pierden  en  la 
prehistoria  y  las  nacionalidades  modernas  fueron  preparadas 
por  ella;  ella  fué  la  heredera  de  las  tradiciones  del  período  gen- 
tilicio y  la  que  sentó  .las  bases  en  que  descansan  los  actuales 
Estados  y  naciones  de  Europa.  Hasta  aquí  Carie. 

Para  nosotros,  el  Derecho  romanó  es  ciertamente,  y  dentro 
de  su  límite,  razón  escrita,  pero  no  más  que  cualquier  otro  de- 
recho positivo.  Lo  creó  Roma  para  sí,  educiéndolo  del  propio 
fondo  de  su  vida,  y  en  tal  concepto  fué  legítimo;  no^o  creó,  no 
pudo  crearlo  para  otros  pueblos  que  no  participaban  de  su  ge- 
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nio  ni  TÍvían  en  sa  medio  ambiente,  y  en  cuanto  acertó  á  ím* 
ponerlo  por  la  fuerza  de  laa  armas  y  el  arte  de  los  tribonaleH, 
fuá  ilegítimo,  perturbador  y  violento.  No  se  agotó»  no,  con  los 
jurisconsultos  de  la  época  clásica,  y  ni  siquiera  con  Jastiniano 
la  virtualidad  de  aquella  legislación:  ella  habría  contínoado  i»- 
defínidamente  su  evolución,  de  par  con  el  progreso  de  las 
ideas  y  de  la  vida  social,  si  no  hubiese  sido  destruido  por  pue- 
blos invasores  el  potente  organismo  que  la  había  engendrado 
y  vivido  durante  tantos  siglos.  Paes  no  otra  cosa  hizo  Roma 
desde  antes  de  la  Era  cristiana;  subyuga  razas  y  naciones;  im- 
ralizd  más  ó  menos,  y  en  todo  caso  perturbó  el  desarrollo  de 
su  propia  original  civilización,  y  por  tanto,  de  su  propio  dere- 
cho, absorbiéndolas  políticamente  en  una  unidad  superior  de 
la  cual  venían  á  ser  miembros  irresponsables,  sin  alma  y  sin 
voluntad,  privándolas  en  todo  ó  en  parte  de  sus  órganos  tradi- 
cionales, é  imponiéndoles  otros  nuevos  y  exóticos;  cada  paCí 
contó  dos  derechos:  el  propio  y  tradicional,  relegado  á  la  coa- 
dición de  popular,  oral  y  consuetudinario,  y  el  romano,  des- 
arrollado, sistemático,  accesible  al  sentido  por  la  escritora  y 
enaltecido  con  el  prestigio  del  triunfo  y  la  dominación  mate- 
rial; al  fundarse  las  Universidades,  las  gentes  de  clerecía,  edu- 
cadas en  la  civilización  romana — propiamente  no  existía  otra — 
entendieron  por  derecho  el  primero  y  no  el  segundo,  y  pasan  • 
do  el  errado  concepto  de  las  aulas  á  los  Consejos  de  los  Reyes, 
y  lo  que  es  peor,  á  los  -Tribunales,  los  derechos  indígenas  re* 
cibieron  el  golpe  de  gracia^  todo  siempre  por  obra  exclasiva 
del  Estado  oficial,  sin  que  lo  demandase,  y  antes  bien,  repug- 
nándolo y  resistiéndolo  la  masa  social.  En  tal  estado  de  confa- 
sión  y  de  lucha  entre  el  Poder  y  los  subditos,  ha  llegado  Eu- 
ropa hasta  nuestros  días.  ¿CJómo  no  reconocer,  en  presencia  de 
estos  hechos,  que  la  singularidad  del  Derecho  romano  y  la  po- 
sición privilegiada  qae  ha  ocupado  en  el  mundo  durante  quin- 
ce ó  veinte  siglos,  son  obra  de  un  accidente;  que  este  acciden- 
te ha  sido,  no  un  beneficio  providencial,  sino  una  inmensa  dea- 
gracia  para  la  humanidad,  y  que  sin  él  habría  ésta  realizado  á 
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la  hora  presente,  en  la  esfera  del  Derecho,  progresos  colosales, 
de  qne  apenas  podemos  formamos  idea  por  el  ejemplo  de  tal  <5 
cnal  plieblo  que  logró  en  parte  sastraerse  al  inflajo  de  la  legis- 
lación romana?  ¿Ni  cómo  no  graduar  de  temerario  y  precipita- 
do el  juicio  de  qae  los  pueblos  modernos  poseen  menos  aptitu- 
des que  el  romano  para  el  cultivo  del  Derecho,  cuando  los 
Temos  luchar  con  un  triple  obstáculo  que  aquél  no  conoció: 
primero,  el  Derecho  romano  mismo,  cuya  tradición  erudita  y 
uniTersitaria  tanto  puede  todavía  para  imposibilitar  la  ecuación 
entre  la  legislación  y  la  vida;  segundo,  la  complejidad  y  rique- 
za de  ésta,  por  el  desarrollo  prodigioso  que  ha  cobrado  casi  de 
repente  en  todos  sus' órdenes  y  relaciones,'  y  tercero,  el  régimen 
parlamentario,  gprado  de  evolución  que  no  alcanzó  Roma,  trán- 
sito para  un  orden  de  cosas  más  perfecto  que  el  suyo,  pero  que 
mientras  tanto,  con  el  principio  no  bien  entendido  de  la  divi- 
sión de  poderes,  ha  desconcertado  y  enfriado  la  acción  creado- 
ra de  la  jurisprudencia,  sin  sustituirla  de  hecho  por  ninguna 
otra?  Hubieran  causado  estado  las  victorias  de  Breno,  de  Aníbal 
ó  de  Pirro,  y  veríamos  de  qué  habrían  servido  las  aptitudes  ju- 
rídicas  de  los  romanos,  declarada  Italia  provincia  gala,  púnica 
ó  helénica.  Hubiérase  mantenido  Roma,  por  fuerza  exterior  ó 
por  vocación  propia,  dentro  de  sus  fronteras  naturales,  y  vería- 
mos si  no  habrían  producido  Grecia,  Gartago,  Iberia,  Oerma- 
nía,  G^ia,  Egipto,  seis,  ocho  ó  diez  siglos  después,  legislacio- 
nes civiles  tan  lógicas,  tan  puras  de  elementos  extraños  al  De- 
recho, tan  filosóficas  y  humanas,  como  la  legislación  romana^ 
j  en  todo  caso  congruentes,  como  ésta  no,  con  el  genio  de  los 
respectivos  países  y  con  los  predicados  y  exigencias  de  su  civi- 
lización. Midamos  lo  que  han  hecho,  v.  gr.,  Inglaterra  y  Ara- 
gón, no  por  méritos  de  Roma,  sino  á  pesar  de  su  influjo  y  de 
su  ejemplo,  y  podremos  apreciar  en  vislumbre  el  grado  de  ade- 
lanto que  habría  alcanzado  á  la  hora  presente  el  Derecho  civil 
europeo  sin  la  conquista  romana,  y  el  que  habrá  alcanzado  den- 
tro de  algunos  siglos,  á  partir  del  instante,  no  muy  lejano  ya, 
en  qae  las  escuelas  se  reconcilien  con  la  vida,  eh  que  el  Poder 
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legíslatiyo  oficial  se  resigne  á  no  crear  derecho,  contentiDdose 
con  regalar  el  prodacido  por  la  acción  espontánea  de  la  socie- 
dad, 7  en  que  el  derecho  popnlar  y  el  escrito  rnelvan  á  ser, 
como  fueron  en  los  mejores  tiempos  de  Boma,  en  los  tiempos 
del  edicto  pretorio,  un  mismo  y  solo  derecho. 

Joaquín  Costjl, 


. ARANCEL 

DB  LOS 

flONORARIOS  QUE  DEYEM  LOS  REGISTRADORES  DE  LA  PROPIEDAD 


EXAMEN  DE  TÍTULOS,  ASIENTOS  DE  PRESENTAaÓN 

y  NOTAS  RESPECTIVAS 


Número   1.^ 

PfloetM. 


Por  el  examen,  asiento  de  presentación,  nota  marginal  y  nota 
al  pie  de  caalqaier  titalo  que  se  refiera  á  cinco  fincas  ó  me- 
nos, ciiya  inscripción,  anotación  ó  nota  marginal  se  solicite, 
exceptuando  las  cancelaciones  y  entendiéndose  por  un  título 
el  documento  ó  documentos  que  deban  dar  lagar  á  un  asien- 
to de  presentación 4, 50 

'  Número  2.® 

Si  se  refiere  á  más  de  cinco  fincas,  se  observará  la  escala  siguiente: 

PosetM. 

De6  á  40 t 

41  á  20 3 

Í4  á  30 i 

34  á  50 5 

Excediendo  de  estos  números,  por  las  primeras  50  se  cobrará  lo  que 
queda  indicado,  y  por  las  demás^  40  céntimos  de  peseta  por  cada  una  que 
valga  500  pesetas  ó  más,  y  por  cada  una  de  las  que  no  lleguen  al  indi- 
cado valor,  5  céntimos. 
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Número  3.® 

.    Peaetas. 


Cuando  el  título  que  deba  examinar  el  Registrador  pasase  de 
50  folios,  cobrará  además  por  cada  folio  que  excediere 0,0& 

Número  4.^ 

Si  ol  valor  de  las  fincas  ó  derechos  á  que  «e  refiere  el  titulo  no 
llegare  á  400  pesetas,  cobrará  cualquiera  que  sea  ei  núme- 
ro de  folios  que  contenga  y  el  de  las  fincas  ó  derechos  á  que 
se  refiera 0,50 


Apreciaremos  brevemente  el  texto  para  no  repetirlo  en  el 
comentario. 

Nó  se  refieren  estos  números  á  las  cancelaciones. 

Comprenden  los  honorarios  que  señalan  los  números  1.^  2.*^ 
y  4.^  las  cuatro  operaciones  englobadas:  examen,  asiento  de 
presentación,  nota  al  margen,  nota  al  pie  del  títplo,  definién- 
dose éste.  ,    . 

De  la  combinación  de  los  cuatro  números  resalta  una  esca- 
la que  principia  con  50  céntimos  (núm.  4.^)  como  mínimum,  si- 
la  finca  ó  fincas  á  que  el  asiento  se  contrae  no  llegan  á  100  pe- 
setas de  valor,  y  por  todos  conceptos.  ^ 

Pasando^ de  este  valor,  .cualquiera  que  sea,  se  distingue  en- 
tre las  fíncns  Y  bs  folios  que  el  título  pueda  contener,  «eñal^- 
dose: 

Por  IhíCMi  Hasta  cinco,  cantidad  fija  1  peseta  50  céntimos.  De 
seir  hasta  50,  2,  3,  4  y  5  pesetas  relativamente.  Dé  50  fincas 
en  adelante,  por  las  50  primeras  lo  indicado,  y  por  las  de- 
más una  exigua  fracción  decimal  (nám.  2.^). 
Por  folios-.  Si  excede  de  50  el  título,  se  devenga  cinco  cénti- 
mos por  cada  uno  (núm.  3.®). 

Con  ellQ.  se  atiende  á  retribuir  trabajo. tan  importante,  sin 
escapar  al  legislador  ni  la  extensión  considerable  del  doco- 
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menio,  ni  el  número  de  fincas  frecuentemente  crecido,  qne 
mn  mentaba  la  magnitud  del  asietíto  de  presentación  j  reclama- 
ba la  inversión  de  largas  horas  para  extenderlo  en  el  libro 
Diario. 

Así  qneda  remediado,  con  plausible  acierto,  omisión  tan  in- 
teresante como  repetida,  que  escapó  á  la  previsión  de  los  pri- 
meros autores  y  de  los  reformadores  tamjbión,  de  la  primitiva 
ley  ilipotecaria. 

Respecto  de  los  folios,  se  marca  el  doble  que  en  el  antiguo 
Arancel,  pero  casi  se  imposibilita  la  ocasión  del  percibo,  por  na 
comenzar  el  devengo  hasta  los*  51  folios,  cuando  aquél  fijaba 
el  límite  en  20. 

Bl  emolumento  y  la  ocasión  son,  por  tanto,  tan  escasos^ 
qne  pudiera  prescindirse  (y  nosotros  de'buen  ^rado)  de  fijar  un 
número  aparte  para  tal  insignificancia. 

Así  como  se  ha  tenido  en  cuenta  el  número  considerable 
áe  fincas  con  notoria  previsión,  nos  parecería  justo  también 
que  no  se  hubiese  menospreciado  el  de  los  documentos,  á  veces 
crecido,  que  constituían  el  título  presentado. 

Indudablemente  el  examen,  estudio  y  la  relación  en  el 
asiento  de  siete  ú  ocho  dooumentos  oomo  á  veces  se  han  pre- 
sentado para  inscribir  una  sola  finca  de  hereucia,  requiere  más 
tiempo  y  dilatan  las  proporciones  de  aquél>  más  que  si  se  trata 
do  una  sencilla^escritura  de  venta  ó  hipoteca  comprensiva  de 
siete  ú  ocho  fincas. 

jGómo  abonarse  más  honorarios  si  las  fincas  exceden  de 
cinco,  y  no  si  los  documentos  exceden  de  cierto  número,  por 
ejemplo  de  tres,  con  los  cuales  ya  se  abarcan  las  hereneiaft? 

Hallaríamos  prudente  y  justa,  igualdad  de  criteorio. 

La  ley,  sin  embargo,  no  lo  ha  establecido  así;  y  fuerza  de 
razones  muy  justificadas  en  esta  delicada  materia,  no  permite^ 
á  título  de  interpretación,  hacerla  extensiva  á  casos  que  no  es* 
tan  expresamente  determinados,  con  perjuicio/de  los  particu- 
lares. 

Tal  decimos  de  los  dei^echos  reales. 
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Lo»  derechos  gravitan  sobre  fincas  porque  no  se  contíBea, 
<S  mejor  dicho^  no  se  inscribeii  sin  ellas. 

Por  ello  se  contraen  éstos  primeros  números  del  Arancel  á 
las  fincas  qne  el  título  contiene,  sea  caalqaiera  el  de  los  dere- 
chos sobre  las  mismas  constituidos,  que  no  hace  anmentar  so 
número. 

Tal  creemos,  contra  los  que  de  contrario  opinan,  es  el  pen- 
samiento y  texto  del  número  1.*  al  que  se  subordinan  los  otros 

2.^  y  4.^ 

Así,  pues,  el  título  comprende  un  censo  ó  crédito  hipoteca- 
rio que  gravita  sobre  tres  tierras  y  cuatro  casas;  devengará 
por  siete  fincas,  según  el  núm.-  2.^ 

No  altera  este  concepto  la  circunstancia  de  que  seis  de  esas 
fincas  procedan  de  otra  primitiva  sobre  la  cual  se  impnao  el 
censo;  pues  las  porciones  ó  trozos  segregados  de  una  ínt^ra 
fincasen,  para  los  efectos  del  Registro,  otras  tantas  nuevaff y 
distintas  fincas  á  las  que  se  abre  número  diferente,  j  cada. 
una  es  objeto  de  su  respectiva  inscripción,  y  se  describen  en  el 
título  sin  lo  cual  no  es  éste  inscribible. 

En  cambio,  se  transmiten  seis  censos  ú  otros  tantos  crédi- 
tos hipotecarios  impuestos  sobre  una  sola  finca,  ó  tres  ó  cinco; 
se  devenga  por  el  núm.  1.^  tan  sólo  1  peseta  50  céntimos. 

Si  contiene  cinco  fincas  y  tres  servidumbres  creadas  sobre 
las  mismas,  no  por  eso  aumenta  el  número  de  equéllas.  Aun- 
que los  derechos,  como  el  usufruto,  se  establezcan  en  favor  de 
otra  persona  ajena  al  contrato;  pues  las  personas  no  se  tienen 
en  cuenta  y  sí  las  fincas  objeto  de  inscripción.  . 

¿Por  qué  estos  números  no  se  han  hecho  extensivos  á  la 
cancelación? 

¿No  produce  el  título  un  asiento  principal  como  los  demáa 
documentos  que  originan  inscripción,  anotación  preventiva 
y  nota  marginal? 

Descartada  la  cancelación,  mayores  fundamentos  müitan- 
para  excluir  la  nota  marginal  expresiva,  no  como  aquel  docn* 
mentó  del  derecho,  sino  de  un  simple  hecho  qne  podrá  ener- 
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Tar  ó  corroborar  la  inscripción  á  cayo  margen  se  estampe ,  pe- 
ro nunca  producirá  el  efecto  de  extinguirla  para  siempre. 

Siquiera  sea  la  razón  de  economía,  no  deja  de  abundar  la 
misma  para  la  menos  importante  operación  de  todas*  en  antas 
86  ísfblicitan  del  Registro. 

Perdido  qneda  el  tiempo  y  el  estudio  en  esta  parte,  si  la 
cancelación  (susceptible  como  cualquiera  otra)  comprende  ex* 
cesivo  número  de  fincas  (las  del  núm.  2.^,  ó  considerable  de 
documentos,  como,  sobretodo,  cuando  por  virtud  de  la  facultad 
concedida  por  Real  orden  de  20  de  Abril  de  1867,  cancelan  los 
herederos  ó  causahabientes,  créditos  antigaos  y  embrollados 
de  sns  causantes. 

La  práctica  nos  ha  hecho  ver  nueve  documentos  presenta- 
dos para  cancelar  an  solo  crédito  hipotecario  proindíviso,  á  fa- 
vor de  interesados  que  ya  fallecieron,  entre  distintos  títulos  de 
herencia  y  poderes. 

Y  sin  embargo,  el  número  de  documentos  para  nada  se  tie- 
ne en  cuenta  como,  á  nuestro  juicio,  era  procedente. 

^CANCELACIONES 
Número  5.^ 

Por  todas  las  operaciones,  sea  cualquiera  su  formai  que  á  instancia  de 
parte  deban  verificarse  para  la  cancelación  ó  redención  de  hipotecas,  cen- 
sos ó  derechos  reales,  inclnyendo  el  asiento  de  presentación  y  notas  mar- 
ginales» se  devengará  por  cada  finca: 

Pe§etM. 

Si  la  finca  ó  derecho  vale  menos  de  50  pesetas 0, 50 

De         60  á  menos  de  400 4 

400á       500 % 

500á   J.OOO 4 

t.OOOá   5.000 , 5 

5.000  en  adelante 7,50 

Si  la  cancelación  se  deniega  ó  se  suspende,  se  aplicarán  los  anteriores 
nAmo'os  del  Arancel.  ^ 
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Claramente  expresa  qae  los  honorarios  se  refieren  j  abar. 
can  todas  las  operaciones  hasta  llevar  á  cabo  la  cancelación  ó 
redención,  hasta  el  pnnto  de  qne,  para  alejar  dndas  qne  su  es* 
plícito  lenguaje  haría  improcedente^  todavía  reitera  sn  sentido, 
expresando  ir  comprendido  el  asiento  de  presentación  j  notas 
marginales. 

Convierte  en  precepto  legislativo  la  doctrina  del  Castro^ 
conforme  con  la  ley  Hipotecaria,  de  que  la  redención  no  debe 
hacerse  sino  por  asiento  y  honorarios  de  la  cancelación*  (Reso- 
lución de  22  de  Jalio  de  1874.) 

Nótese  bien  que  este  número  de  que  nos  ocupamos^  dice: 
^sea  cualquiera  la  forma  en  que  la  cancelación,  se  ha^a.»^ 

Es,  pues,  indiferente,  si  el  título  contiene  varias  fincas,  que 
aqpélla  se  efectúe  por  inscripción  6omo  previene  el  Eteglamen- 
to  (artículos .60,  90,  91  y  93),  ó  «por  inscripción  en  una  finca,  la 
más  gravada,  y  nota  en  las  demás  como  establece  la  Real  ot' 
den  de  20  de  Abril  de  1871  sobre  cancelaciones,  y  la  Real  or- 
den de  12  de  Abril  de  1884  sobre  redención  y  cancelaeióa  de 
gravámenes*mencionados  y  no  inscritos;  en  armonía  ésta  con 
la  doctrina  sentada  por  la  Dirección  en  Resoluciones  de  18  de 
Marzo  de  1865  y  5  de  Noviembre  de  1883,  que  prescriben  la 
nota  marginal  para  tales  casos  de  derechos  simplemente  men- 
cionados. 

Estas  disposiciones  como  de  carácter  general  pueden  obser- 
varse; aunque  su  infracción^  extendiendo  en  todas  y  cada  ana 
de  las  fincas  asientos  de  cancelación,  no  la  consideramos  hoy 
de  gravedad  para  el  Registrador,  único  qué  con  ello  invierte 
más  tiempo  y  trabajo. 

Comprende  este  número,  por  tanto,  lá  cancelación  en  bwb 
tres  formas:  por  inscripción,  anotación  preventiva,  nota  mar- 
ginal, según  el  asiento  respectivo  en  general  objeto  de  ellas. 

«  ■         *  •  ■  ■ 

Aplícase  la  escala  de  las  cancelaciones  á  las  que  se  practi- 
quen «á  instancia  de  parte.)9'  Y  de  esta  redacción  podría  dedu- 
cirse que  en  las  operaciones  de  esta  clase  que  no  se  soliciten^ 
no  se  devengan  honorarios. 
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Desde  loego  se  deveDgap;  pero  no  se  perciben  como  en  las 
de  oficio,  saiyo  el  derecho  consignado  en  el  art.  303  del  Regla- 
mentoy  contra  el  interesado  en  el  nuevo  títqlo  que  se  inscri- 
biere si  aquél  no  se  pagó,  y  el  que  declara  la  Real  orden  de  3 
de  Julio  de  1883  sobre  anotaciones  de  embargo,  que  considera- 
mos aplicables,  por  analogía,  á  las  cancelaciones;  á  no  ser  que 
«I  particular  goce  del  beneficio  de  pobreza  ó  aparezca  insol- 
Tente  y  se  acredite. 

Pero  en  la  práctica,  la  benignidad  de  los  Registradores  no 
utiliza  este  recurso,  por  la  convicción  que  abriga  el  procesado 
absuelto,  de  que  todos  los  gastos  que  la  sociedad  en  su  interés 
propio  y  hasta  depurar  el  delito  le  causó,  han  de  ser'de  oficio. 

Si  el  título  contiene  otro  acto  ó  contrato,  es  evidente  que 
«ntoaces  se  devengan  honorarios  por  el  asiento  de  presenta- 
ción, como  correspondiente  á  la  otra  inscripción  ú  operación 
que  ha  de  practicarse,  ó  aunque  se  comprenda  en  una  misma 
inscripción  los  dos  actos  ¿que  el  título  se  contraiga. 
/:  Sí  la  cancelacióQ  se  suspende  y  anoti».  Be  devengan  los  ho- 
norarios respectivos.  . 

8i  la  cancelación  se  deniega  ó  simplemente  se  suspende^ 
nada  se  percibe  por  tal  concepto.  Únicamente  se  aplican  los 
honorarios  señalados  al  asiento  de  presentación  y  notas. 

No  es  imputable,  ciertamente,  al  Registrador  que  la  opera- 
cióa  no  se  lleve  á  cabo  por  defecto  del  título,  y  parece  insufi- 
cientemente retribuido  en  este  caso  el  estudio  de  calificación  y 
nota  al  título,  comprensiva  de  todas  las  faltas  y  obstáculos  que 
á  la  inscripción- se  oponen.  A  veces,'  envuelven  cuestiones  difí- 
ciles de'  derecho;  y  aunque  esas  notas,  por  forzado  laconismo, 
ocupan  breves  líneas,  son  á  menudo  el  fruto  de  meditaciones 
tan  profundas  como  deslucidas. 

Si  la  cancelación  sé  suspende  y  se  anota,  procedente  es  el 
devengo  de  los  honorarios  fijados  en  la  escala  como  hemos 
dicho. 

4T  cuando,  subsanada  la  falta,  se  convierte  en  inscripción, 
anotación  ó  nota  definitiva  respectivamente? 
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Nada  dice  este  número  del  A.rancel.  Sin  embargo,  por  &Qa> 
logia  creemos  aplicable  el  párrafo  ñaal  del  núm.  7.^  relativo  i 
inscripciones  y  anotaciones,  y  con  la  misma  proporcionalidad. 
Por  tanto,  entendemos  que  debe  percibirse  no  más  que  la  mi- 
tad de  las  cantidades  qne  en  sada  caso  y  valor  correspondería 
si  la  cancelación  se  llevare  á  cabo. 

Si  la  presentación  de  otros  documentos  subsanando  la  falta 
para  qne  la  cancelación  se  pueda  efectuar,  devenga  honor»- 
ríos. 

Razones  poderosas,  fundadas  en  el  innecesario  trabajo  cao- 
sado  al  Registro,  y  en  el  descuido  imputable  sólo  al  interesada 
y  del  que,  por  tanto,  debe  éste  responder,  abundan  en  pro. 

Mas,  sin  desconocerlas  ni  rechazarlas,  nos  inclinamos  á  la 
negativa;  pues  reclama  el  buen  sentido  y  parece  el  espíritu  de 
este  número,  que  si  la  presentación  principal  ¿o  devenga  ho- 
norarios, con  igual  motivo,  al  menos,  no  debe  devengarlos  k 
presentación  secundaria  ó  accesoria. 


NOTAS  ESPECIALES,  INSCRIPCIONES  Y  ANOTACIONES 

Niimero  6.® 

Cuando  por  consecuencia  de  la  presentación  no  deba  veriGcarse  in»- 
eripción  ni  anotación,  y  sí  extender  notas  marginales  en  el  antigno  6 
nuevo  Registro,  por  cada  una  de  ellas: 

Pesetw. 

De  un  valor  nienor  de  50  pesetas 0,25 

50  á  menos  de  400 0,50 

íOOá  500 0,75 

500  en  adelante 1   ' 

'    Por  cada  una  de  las  notas  comprendidas  en  el  art.  46  de  la  lej,  las 

mismas  cantidades. 


Se  refiere,  como  expresa  su  claro  contexto,  á  los  docnmen- 
tes  que  sólo  producen  al  despacharlos  una  nota  marginal  como 
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asiento  principa];  y  se  hace  eztencTiTo  á  las  notas  de  pago  del 
precio  pendiente  en  la  venta  ó  abono  de  diferencia  en  la  per- 
muta,  ó  adjudicación  en  pago  del  art.  16  de  la  ley. 

Claro  es,  qne  no  se  aplica  á  la  cancelacid;^  cuando  ésta  se 
hace  por  nota  al  antiguo  Registro  ó  en  los  libros  modernos,  en 
obserrancia  de  las  Reales  órdenes  citadas  al  tratar  del  número 
anterior. 

Tampoco  á  las  not^  que  tienden  á  la  mayor  claridad  y  or- 
den del  Registro.  Por  éstas  no  se  devenga. 

Aunque  alude  á  la  presentación  de  un  documento  que  pre- 
supone, y  es  lo  general,  consideramos  comprendidas  en  esta 
escala  las  notas  que  se  extiendan  aun  sin  esa  presentación  y 
á  simple  instancia  de  la  parte. 

Tales  son,  las  notas  de  consumación  en  la  compra  á  retro, 
que  procede  extender,  transcurrido  el  plazo  para  el  retracto, 
con  la  simple  petición  verbal  del  interesado,  según  la  Real  or- 
den de  27  de  Septiembre  de  1867  y  Resoluciones  de  2  de  Junio 
de  1866  y  de  15  de  Junio  de  1872. 

¿Y  cuando  la  nota  no  puede  extenderse  por  defecto  del  títu- 
lo y  se  suspende  ó  deniega? 

Nada  dice  este  número.  Pero  nos  inclinamos  á  que  no  se 
devengan  derechos  en  tal  caso,  y  sí  únicamente  por  el  asiento 
de  presentación;  aplicando  por  analogía  h\  último  párrafo  alu- 
sivo á  las  cancelaciones,  cuando  ae  suspende  ó  niega. 

¿Y  cuando  á  virtud  djBl  defecto  se  suspende  y  toma  notapre- 
venliva  de  la  nota  marginal?  ¿Y  después  para  su  conversión? 

Reproducimos  lo  expuesto  acerca  de  la  cancelación.  Enten- 
demos también  por  analogía,  que  el  Registrador  debe  subor- 
dinarse al  último  párrafo  de  la  escala  núm.  7.^  para  las  inscrip- 
ciones. Esto  es:  la  mitad  de  honorarios. 

Por  tanto,  si  extiende  desde  luego  la  nota  ó  la  preventiva 
por  defecto,  percibirá  las  cantidades  íntegras  de  la  escala  del 
núm.  6.^  y  por  la  conversión  debe  limitarse  ala  mitad  de  cada 
una  relativamente. 

Están  comprendidas  en  este  número  por  fuerza  del  precep- 
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« 

to  legal,  aunque  lo  juzgambs  contrario  al  espíritu  que  informa 
«1  actual  Arancel,  laa  ^wtas  marginales  en  cuja  forma  han  de 
extenderse  en  los  libros  del  Registro  las  anotaciones  preventi- 
yas  de  los  embar^pos  por  contribuciones  y  débitos  á  la  Hacieo- 
da,  según  previene  la  Instrucción  de  20  de  Mayo  de  1884,  re- 
formada hoy  por  la  de  12  de  Mayo  de  1888  6omo  especial  en 
esta  parte,  aunque  derogada  por  lo  relativo  á  los  honoranos 
del  núm.  17  que  señala. . 

Y  creemos  bastante  con  lo  dicho,  para  que  puedan  jnzgar 
nuestros  lectores  lo  que  callamos  dada  la  índole,  que  otra  eos» 
no  permite,  de  esta  publicación. 

También  es  aplicable  á  la  nota,  en  caso  de  defecto,  que  hi 
de  extenderse  en  el  libro  especial  de  embargos  de  que  se  trata, 
que  creó  dicha  Instrucción  hasta  que  se  subsane  el  defecto  del 
mandamiento. 
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INSCRIPCIONES 


Número  7.^ 


Por  eada  inscripción  ó  anotación  y  consiguientes  notas  marginalea 
-que  no  estén  comprendidas  en  los  ^úmeros  precedentes,  se  cobrarán  las 
cantidades  fijas  qne  se  establecen  en  las  escalas  siguientes: 


\ 


Por  cada  finca  ó  derecho  cayo  valor  no 

llegas  á  50  pesetas . . .  .* 

De         50  á    400  pesetas  exclusive .... 

100         íOOid...^ 

ÍOO         300íd 

300  iOOíd 

400         500íd 

500      4.000íd 

4.000      «  OOOíd... 

t.000      3.000íd 

3.000      4.000íd : 

4.000      5.000íd 

5.000      7.500íd 

7.500     40.000íd 

40.000     4í.500íd 

49.500    45.000id 

45.000    20.000  id 

ÍO.OOO    Í5.000íd 

M.0O0    40.000íd 

40.000    50.000id 

43e  50.000  en  adelante 


Inscripciones 

Inscripciones 

ó    anotaciones 

ó    anotaciones 

extensas.' 

concisas. 

Fta».  OM». 

fíat,  CáMt. 

0,60 

0,50       , 

4 

0,90 

4,50 

4,30 

t 

4,80 

3 

2,70 

4 

3,60 

5 

4,50 

6 

5,40 

7 

6,30 

8 

7,20 

9 

8,40 

40 

9 

44 

9,90 

it 

40,80 

43 

44,40 

45 

42,50 

47,50 

45,75 

to 

48 

22,50 

20,25 

25 

22,50 

Por  la  conversión  en  inscripción  de  la  anotación  tomada  por  defecto 
snbsanable  y  por  la  de  Suspensión  de  anotación  en  anotación  preventiva, 
se  flevengará  la  mitad  de  los  honorarios  señalados  en  la  precedente 
^escala. 


TOMO  73 


26 
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Los  diferentes  grados  de  la  escaladle  este  número,  marcan 
una  muy  conveniente  división  de  los  valores  de  la  finca,  que 
permite  directa  y  previsoramente  atender  á  la  vivencia  de  to* 
dos  los  Registros  áe  la  Península  é  Islas  adyacentes  y  Croa- 
rías, dado  el  distinto  modo  de  ser  de  la  propiedad  en  España. 

Discrepa  este  número  de  la  tendencia  que  se  advierte  en 
general  en  el  Arancel  y  especialmente  en  el  número  referente 
á  las  cancelaciones. 

En  el  núm.  5.°  se  prescinde  de  la  forma  en  qne  la  canee- 
lación  se  efectúe.  En  el  signiente,  tampoco  distingne entreno* 
tas  extensas  y  concisas  que  ingirió  y  adicionó  la  Real  orden  da 
12  de  Abril  de  1884  sobre  redención  de  censos  mencionados. 

Por  nna  ú  otra  operación  completa,  se  perciben  los  hono- 
rarios respectivamente  señalados  en  su  integridad. 
*     En  Ja  escala  de  las  inscripciones,  sin  embargo,  se  señalan 
distintos  tipos  según  la  forma  en  que  Ift  inscripción  se  haga. 

La  inscripción  extensa,  lleva  uno;  la  concisa,  viene  á  aer, 
generalmente,  su  tipo,  disminuido  en  el  10  por  100;  ascendien- 
do el  importe  de  éste  en  proporción  qne  va  ascendiendo  aquéL 

Parecía  qne  desterrado  el  antiguo  sistema  que  reconocía 
por  base  el  trabajo  material  de  la  inscripción,  para  sustituirlo 
por  el  actual  que  descansa  en  el  valor  de  las  fincas  ó  derechos 
que  solicitan  el  beneficio  del  Registro,  no  había  de  tenerse  en 
cuenta  al  fijar  el  gasto  para  el  particular,  otra  cosa  que  el  va- 
lor de  la  finca  ó  derecho  garantido,  siendo  completamente  in- 
diferente la  extensión  que  por  virtud  de  lo  ordenado  en  el  ar- 
tículo 234  de  la  ley  se  diera  al  asiento. 

Ciertamente  es  difícil  que  los  interesados  se  penetren  de  la 
razón  que  lo  abona. 

Ampliamente  hemos  expuesto  estas  reflexiones  en  el  núme- 
ro 814  de  La  Reforma  Legislativa  perteneciente  al  -  año  1867. 

Mas,  de  no  derogar  el  art.  234  de  la  ley  y  concordantes  del 
Reglamento,  lo  cual  no  estimamos  conveniente  por  el  retraso 
{^ra  el  despacho  de  los  títulos  y  otras  secuelas  que  traería 
consigo,  lo  hallamos  explicado,  al  menos,  por  el  deseo  plauai- 
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ble  de  proporcionar  al  interesado  algnna  economía  en  elgfásto. 

La  anomalía  será,  qne  vendidas  dos  fincas  por  el  mismo  lí- 
talo á  dos  distintas  personas,  pagará  nn  adqnírente  diferente 
cantidad  qne  el  otro,  no  obstante  qne  sea  igual  el  precio  de 
ambas  fincas. 

El  fundamento  que  ha  tenido  la  ley  ha  podido  antes  discu- 
tirse. Hoy  sólo  incambe  se  respete  por  ios  encargados  de  en- 
tenderla.y  aplicarla.  ' 

\ 

INSCRIPaONES  PRIMERAS  (i) 

Toda  inscripción  primera  ha  de  ser  precisamente  de  domi- 
nio, segán  dispone  terminantemente  el  art.  228  de  la  ley. 

Exista  ó  no  acto  generador  del  dominio,  procede  siempre 
qae  se  trate  de  un  derecho  real  ó  de  la  simple  segregación  ó 
agregación  de  fincas  hecha  por  su  pjropiefario  y  por  la  sola  yo- 
lantad  de  éste  solemnemente  manifestada. 

Esta  es  nuestra  opinión  que  siempre  sostuvimos  y  que  se 
halla  sancionada  por  la  acertada  doctrina  de  la  Dirección  en 
Besolnción  de  2  de  Noviembre  de  1884. 
*  Besalta  de  aquí,  que  si  se  hipoteca  una  fiírca  ó  transmite  nn 
derecho  real,  hay  que  inscribir  ó  trasladar  previamente  el 
asiento  antiguo  de  dominio  en  su  caso. 

Que  si  se  hipotecan  dos  fincas  separadas  como  uña,  sólo 
hay  qne  practicar  antes  la  inscripción  de  reunión  ó  agregación. 

Que  sí  se  transmite  una  finca  registrada  en  la  antigua 
iContaduría  cuyo  dueño  no  tiene  consumado  á  su  {¡avor  el  dere-  • 
cho,  se  hace  preciso  trasladar  el  asiento,  adicionarlo  y  consu- 
mar el  dominio,  dada  la  imposibilidad  de  extender  en  los  libres 
antiguos  notas  marginales  qne  no  sean  de  cancelación  ó  de 
mera  referencia,  como  las  que  indican  la  misma  traslación  ó 
I  transmisión  de  las  fincas. 

'1)    VéftnsQi  nuestros  artícnlov,  números  806;  810,  811  y  8U  de  la  B^orma 
t^Ulativa  de  1867. 
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Por  eonsigaíeutei  existea  ocasiones  ea  que  con  los  mismos 
docnmentos  presentados  hay  forzosa  necesidad  de  practicar 
otros  asientos  además  de  los  directamente  solicitados,  j  distiii- 
tos  completamente  de  los  qne  son  objeto  del  docamento;  vi- 
niendo así  á  representar  para  el  interesado  un  aumento,  por 
aquella  sola  Tez,  de  gasto  con  qne  no  contaba,  ni  podía  apre- 
ciar á  primera  Tista  por  el  contenido  del  documento,  ni  él  pne* 
de  generalmente  acertar  á  explicarse. 

Tratándose  de  inscripción  primera,  ó  sea,  de  finca  que  se 
registra  por  primera  vez  en  los  libros  nuevos,  no  oreemos  que 
anadie  pareciera  censurable  el  que,  cual  nosotros  expusimos  en 
£a  Ee forma  Legülatit>ay  se  hubiera  señalado  una  mitad  ó  cuar- 
ta parte  más  de  los  respectivos  honorarios,  en  compensacida 
al  mayor  trabajo,  tiempo  é  investigación  de  cargas  del  B^g»- 
tro  antiguo. 

Así  se  haría  una  distinción  jentre  la  inscripción  1.*  y  2.\ 
perfectamente  lógica  y  equitativa,  no  sólo  porque  correspondía 
á  la  realidad,  sino  también  por  obedecer  á  la  mianm  razón  qse 
dictara  la  distinción  admitida  por  el  actual  Arancel  entre  lu 
inscripciones  extensas  y  concisas. 

agrectAgión  y  segregación 

Puede  resultar  con  la  agregación  de  un  crecido  número  de 
exiguas  parcelas  formando  una  sola  y  nueva  finca,  nimiamente  ¡ 
retribuido  el  ímprobo  examen,  trabajo  y  múltiples  notas  mar-  i 
ginales,  que  precisa  efectuar  para  llevar  á  cabo  la  inscripcióa 
del  inmueble  así  formado,  legitimando  á  nuestro  modo  de  ver, 
una  distinción  favorable  atendido  el  mayor  ó  menor  número 
de  fincas  agregadas;  así  como  para  elevar  los  honorarios  dd 
asiento  de  presentación  se  fijó  el  Legislador  en  las  contenidas 
en  el  documento,  siempre  que  excediere  su  número  de  cinco, 
como  atestigua  el  núm.  2.^  . 
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EDIFICAaÓN 


Si  hay  que  inscribir  el  edificio  construido,  cuaodo  éste  se 
enajena  ó  hipoteca. 

Si  está  constrnido  en  snelo  ajeno,  es  indispensable  para  po- 
der  cumplir  el  art.  20  de  la  ley. 

8i  en  suelo  propio,  no  es  necesario  según  las  Resoluciones 
de  22  7  31  de  Agosto  de  1863  y  Real  orden  de  16  de  Septiem- 
bre de  1863,  por  el  principio  de  que  lo  accesorio  sig^e  á  lo  prin- 
cipal. *      , 

Pero  comunmente  se  sigue  la  práctica  muy  conyeniente, 
para  evitar  errores  y  pleitos  (que  aconsejamos),  de  hacer  cons- 
tar la  edificación  bien  con  la  carta  de  pago  de  las  obras,  como 
en  Cataluña;  bien  con  un  acta  notarial  ú  otro  documento  ajui- 
cio del  Registrador,  pues  no  lo  hay  precisado  por  fundamento 
legal. 

Esta  práctica  no  está  contradicha  por  la  Dirección  y  aleja 
confusión  en  el  Registro  y  abusos  de  las  partes. 

Ya  en  La  Reforma  Legislativa  nos  hemos  ocupado  de  esta 
materia.  Remitimos  á  ella  á  los  lectores  sin  permitirnos  en 
este  lugar  otras  indicaciones.  (Véase  año  1888.) 

Los  honorarios,  en  tal  caso,  hay  que  acomodarlos  al  Talor,  y 
como  generalmente  no  lo  designa  la  parte,  se  reclama  la  nota 
á  la  que  puede  ilustrar  los  datos  que  suministre  el  Registro 
respecto  al  solar  inscrito. 

SUPERFICIE 

Hay  que  inscribir  el  suelo  para  inscribir  el  yuelo  ó  la  ena- 
jenación del  arbolado,  según  las  Resoluciones  de  12  de  Junio 
de  1863^  I.""  de  Enero,  92  de  Febrero  y  23  de  Marzo  de  1864, 
y  4  de  NoTiembre  de  1867. 

Y  para  la  redención  de  una  servidumbre.  (Resolución  1.** 
Septiembre  de  1863.) 
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Compatándose,  por  tanto,  los  honorarios  según  el  yalór  del 
dominio  qae  se  inscribe  ó  traslada,  y  según  el  del  derecho  res- 
pectivamente, acomodándose  á  la  escala  del  núoK  7.^ 

INSCRIPCIONES  EXTENSAS  Y  CONCISAS 

Si  inyolnntariameñte  se  extendieran,  por  creerias  en  distin- 
tos términos,  inscripciones  extensas  de  las  dos  fincas  qae  com- 
prende el  título,  se  acomodan  sin  dilación  los  honorarios  á  !o 
procedente,  apantando  á  una  inscripción  los  de  la  extensa,  y  á 
otra  los  de  la  concisa,  qae  es  como  procede  regalarlo;  y  si  se 
cobraran,  se  regala  así  y  devuelven  según  previene  la  Besoln- 
ción  de  19  de  Septiembre  de  1881  y  la  de  3  de  Marzo  de  1877. 

Hecha  así  la  redención,  resalta  la  graduación  exacta  y  le- 
gal, y  no  infringido  entonces  el  art.  234  ley,  aunque  no  ol^er- 
vado  rigurosamente.  Esta  cuestión  ya,  á  nuestro  juicio,  obran- 
do  así,  carece  de  importancia  para  el  funeionario  encargado 
del  Registro,  único  que,  sia  perjaicio  para  el  particular,  invir- 
tió más  tiempo  y  trabajo  del  necesario. 

No  hay  que  hacer  nueves  asientos.  (Resolución  de  3  de  Mar- 
zo de  1877  citada.) 

Otro  aspecto  reviste  lo  contrario;  esto  es,  que  en  vez  de  ex- 
tensas, se  hubiesen  extendido  ambas  inscripciones  concisas. 

Evidente  es,  entqnces,  la  infracción  del  art^  234,  y  ni  ea 
posible  computar  á  un  asiento  los  honorarios  de  una  extensa, 
pues  que  no  se  extendió,  ni  aunque  se  prescinda  de  ello  perju- 
dicándose el  Registrador  con  lo  que  de  menos  percibe,  se  sal- 
varía el  error  cometido. 

CONVERSIÓN 

Concluye  este  n&m.  7.^  determinando  los  honorarios  que 
han  de  percibirse  taxativamente  por  la  conversión  de  la  ano* 
tacióu  preventiva  y  de  la  anotación  suspensiva,  en  los  corres- 
pondientes asientos  de  carácter  definitivo. 
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Prudente  y  eqnitatiyo  jazgamos  la  mitad  de  honorarios  qoe 

prescribe^  y  que  es  procedente,  no  cuando  por  supuesto  defecto 

jse  Ueyaran  á  cabo  aquellas  operaciones  transitorias  y  proyisio- 

nales.  (Resoluciones  de  4  de  Bnero  de  1864,  30  de  Marzo  de 

1867  y  8  de  Agosto  de  1870.) 

.  Nótese  que  autoriza  la  mitad  de  lo  que  correspoadería  se* 
:^n  la  escala,  no  la  mitad  de  lo  apuntado  ya  á  la  anotación 
proyisional. 

Como  hemos  yisto,  entendemos  aplicable  este  precepto  por 
razón  de  analogía,  á  la  cancelación  y  nota  suspendidas  por  de- 
fecto, cuando  se  anotan  proyisionaltnente;  y  á  ellas  hacemos 
extensíya  también  la  reflexión  que  acabamos  de  indicar  san- 
cionada por  la  jurisprudencia  del  Centro. 

Si  el  asiento  principal  se  suspende  y  toma  la  anotación  pro- 
yisional procede  el  cobro. 

¿Y  si  la  inscripción  simplemente  se  suspende  ó  deniega? 

Opinan  algunos,  que  á  semejanza  de  lo  consignado  en  el 
último  párrafo  de  las  cancelaciones,  cuando  se  suspende  ó  nie- 
ga procede  ¿plicar  los  honorarios  marcados  en  los  números 
anteriores,  según  allí  se  expresa. 

Y  en  este  caso,  adoptar  los  del  núm.  6.^  para  las  notas,  por 
el  mayor  estudio  también  de  la  calificación. 

Compensación  muy  atendible  fuera  á  la  calificación  que, 
<*omo  trabajo  intelectual,  es  muy.digno,  si  no  el  que  más,  de 
aprecio;  pero  entendemos  que  no  procede. 

Ni  aquellas  frases  pueden  ser  en  este  núm.  7.^  iguales  á  laa 
del  núm.  5.^,  al  que  sólo  precede  el  asiento  de  presentación,  ni 
el  silencio  de  la  ley  significa  otra  cosa  sino  que  su  espíritu  es 
que  se  deyengue,  si  se  practica  inscripción  ó  anotación,  y  sí  no, 
concretarse  «1  Registrador  á  las  operaciones  practicadas  y  sus 
complementarias,  cuales  son  el  asiento  de  presentación  única- 
mente y  respectiyas  notas  margínales  al  pie  del  título. 

Más  admisible  fuera,  á  prescribirlo,  que  se  deyengase  como 
en  la  conyersión,  caso  de  suspensión  simple  ó'negatiya  que  no 
es  imputable  al  Registrador,  la  mitad  de  los  honorarios  seña* 
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lados  en  la^scala  ó  una  tercera  parte,  en  justa  recompensa  dé- 
la calificación  y  estudio  de  los  defectos.  Mas  la  ley  no  lo  anto» 
riza  y  no  cabe  interpretación  ni  aplicación  extensiva,  con  per- 
juicio de  los  interesados^  á  casos  que  rehusa. 

Como  el  concepto  y  la  cuantía  de  honorarios  dependen  de  . 
la  especie  y  forma  de  la  inscripción  con  que  está  tan  íntima- 
mente relacionado  el  Arancel,  forzoso  es.ocupamos  de  las  di* 
ferentes  clases  de  inscripciones,  las  más  frecuentes  al  menos- 

.TRASLADO 

No  existe  un  número  del  Arancel  que  sea  especialmente- 
aplicable  á  los  traslados.  No  parece  que  debían  sujetarse  á  los 
mismos  tipos  que  para  las  inscripciones;  y  sería  equitativo  se* 
ñalar  una  mitad  de  los  honorarios  respectivos,  por  una  dispo- 
sición de  carácter  general.  Pero,  hasta  que  ésta  se  dicte,  y  da- 
do qiA  el  traslado  con  la  adición  no  deja  de  constituir  la  ins- 
cripción primera  de  dominio  de  la  finca,  no  hay  otra  solución 
que  considerarla  comprendida  en  la  escala  de  las  inscripción 
nesr,  en  la  imposibilidad  de  aplicar  otra. 

El  traslado  y  adición  se  reputa  verdadera  inscripción.  (Re* 
solución  de  3  de  Agosto  de  1864.) 

El  traslado  y  la  adición  no  deben  considerarse  y  cobrarse 
como  dos  asientos,  sino  como  uno.  (Resolución  de  6  de  No* 
viembre  de  1868.) 

REINSCRIPCIÓN  DE  TÍTULOS  POR  INCENDIO 

La  propia  observación  tenemos  que  hacer  mientras  la  con«  - 
veniente  disposición  de  carácter  general  no  se  dicte,  respecto* 
á  la  destrucción  de  libros  por  incendio,  inundación  ú  otro  ac- 
cidente de  fuerza  mayor  y  consiguiente  rehabilitación  de  Ios- 
títulos. 

Hay  que  reproducir  las  inscripciones,  y  tomar  anotación 
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preTentíya,  cadocable  al  año^  de  los  títulos  que  defínitiyameote' 
no  paedan  ¡Dscríbirse. 

La  ley  de  15  de  Agosto  de  1873,  señala  de  honorarios  tre» 
céntimos  por  línea,  si  el  yalor  de  la  finca  excede  de  225  pese* 
tas;  y  si  no,  la  coarta  parte  del  número  17  del  Arancel  an* 
tigao. 

¿Cómo  aplicar  esta  .disposición  hoy? . 

¿CkSmo,  por  otra  parte,  devenga  las  cantidades  de  la  escala 
núm.  7.°  del  actnal  Arancel? 

Y  sin  embargo,  mientras  precepto  nneyo  legal  no  disipe 
este  yació,  no  yernos  otra  escala  acomodable  que  la  del  nú- 
mero 7.%  si  bien  limitados  los  honorarios  á  la  cuarta  parte  res- 
pectiya  de  cada  tipo,  armonizándose  así  el  espíritu  de  dicha 
ley  con  el  Arancel  reformado. 

La  razón  persuade  que  debe  percibinie  menos  cantidad  de 
honorarios. 


(Se  cantínmr4,) 

Mabiano  Blanco  Triquebos. 


LA  CONTRATACIÓH 

ANTE  LOS  REGISTRADORES  DE  U  PROPIEDAD  • 


Decimos  en  el  art.  3.^  que  en  la  actualidad  domina  nuestro 
modo  de  pensar  relativo  á  qne  la  jurispnrdencia  moderna  se 
dirige  á  la  oh^ención  del  resultado  que  se  desea  lograr,  prefi- 
riendo  el  fondo  á  la  forma,  acerca  de  lo  cual  hicimos  estudio 
de  varios  antecedentes  legales  qiie  lo  justifican^  y  ahora  vamoi 
á  demostrar  que  el  N<»tariado  no  ha  podido  sustraerse  á  este 
«spíritu  y  tendencia  que  notan  por  todas  partes  y  lo  dominan 
todo^  haciendo  argumen^ción  científica  para  deducir  conclu- 
siones ajustadas  á  la  ortodoxia  legal  y  en  consecuencia  de  eUas 
proponer  ciertas  reformas  que  faciliten  la  titulación  escrita  j 
los  actos  que  contribuyan  á  formarla,  sólo  que  el  Notariado 
admite  este  modo  de  obrar  únicamente  cuapdo  se  trata  de  &- 
Torecer  los  intereses  de  clase,  y  no  lo  adnííte  cuando,  como  en 
nuestro  caso,  la  reforma  ha  de  redundar  en  menoscabo  de  sos 
privilegios,  porque  privilegio  es  el  que  disfrutan  los  Notarios, 
ya  que  hemos  demostrado  que  la  misión  de  dar  fe  pueden  te- 
nerla y  la  tienen  otros  funcionarios  sin  menoscabos  del  dero* 
cho  ni  perjuicio  de  la  justicia  ni  de  la*equidad.  La  contradic- 
ción no  puede  ser  más  evidente,  ni  tampooo  más  censurable, 

*     Véanse  las  páginas  610  del  tomo  anterior;  6,  97  7  ^  de  aete  t<Hno. 
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supoeBto  que  cuando  se  adopta  un  temperamento ,  es  forzoso 
aceptarlo  en  todas  sns^consecuencias,  y  no;  en  lo  que  fayorece, 
rechazándolo  en  lo  que  pueda  perjudicar  las  inmunidades  de 
clase  debidas  á  una  legislación  caduQa  <jue  debe  reformarse. 

Ai  referirnos  á  ciertas  manifestaciones  hechas  por  el  Sr.  Py 
y  de  Puyado  con  referencia  al  proyecto  de  ley  del  Sr.  Malu- 
quer  que  consignamos  en  el  art.  3.^  citado,  se  consigna  lo  que 
dicho  señor  sostiene  acerca  de  que  el  Estado,  teniendo  en  cuen- 
ta lo  que  representa  la  Autoridad  en  materia  judicial,  separa 
aquello  á  que  la  Autoridad  no  entra  para  .nada,  aquello  en  que 
en  realidad  sólo  da  fe  de  hecho,  y  lo  atribuye  á  la  Institución 
notarial:  si  la  declaración  de  herederos  en  las  sucesiones  direc- 
tas, y  las  que  á  las  mismas  equipara,  declaraciones  que  siem- 
pre se  hacen  y  siempre  se  inscriben  sin  perjuicio,  dejan  de  ser 
actos  de  jurisdicción  voluntaria  y  so  convierten  en  infdTmacio- 
nes  extrajudiciales;  si  el  mismo  camino  se  da  á  las  informacio- 
nes posesorias  reduciéndolas  al  valor  de  una  simple  escritura. 

Este  espíritu  ha  informado  la  petición  hecha  á  las  Cortes 
por  la  Jujita  directiva  del  Colegio  notarial  de  Cáceres  en  con> 
tra  del  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluqner,  la  cual  después  de 
Tarias  consideraciones  previas  acerca  la  falta  de  titulación  es- 
crita y  los  males  que  esto  causa,  entra  á  detallar  los  medios 
oportunos,  á  remediar  este  estado  de  cosas,  en  la  siguiente 
formii: 

'Meüoi  que  pudieran  y  ieiieran  adoptarse  para  impedirlo, 

1.^  Hacer  asequible  por  su  facilidad  y  economía  relativa  á 
ia  vez  que  en  forma  fehaciente,  el  acceso  al  Registro  de  la  pro- 
piedad de  todos  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  por  ín- 
fimo que  sea  su  valor,  y  declarante  forzosa  la  tiiulación  é'ins- 
crip'ción.  Ambos  medios  completarían  los  laudables  fines  de  la 
ley  Hipotecaria,  mas  no  ninguno  de  ellos  aisladamente:  el  pri- 
mero, porque  no  obstante  ól,  la  ignorancia  y  negligencia  de 
la  mayoría  de  los  propietarios  rurales  y  la  influencia  sobre  ellos 
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en  contrarío  sentido  de  leguleyos  forzadores  de  contratos  j 
particiones  privadas  que  se  lucran  por  este  medio,  eade  tal  gra- 
do, que  aun  con  los  beneficios  que  se  les  dispensen  no  solemni- 
zarán sus  actos  7  contratos;  y  el  segundo,  porque  sería  impo- 
sibíe  cumplirse  en  muchos  casos  por  la  exorbitancia  de  los  gas- 
tos con  relacióü  al  caudal  de  que  se  trate,  especialmente  en  las 
*  sucesiones  hereditarias  de  predios  de  corto  valor,  por  los  expe- 
dientes judiciales  que  necesitan  instruirse  en  la  mayoría  de  los 
casos.  Por  tales  razones,  son  necesarios  los  dos  extremos,  como 
auxiliares  y  convergQotes  al  mismo  fin.  Facilidad  y  economía 
relativa  de  tiempo  y  gastos  á  la  vez  que  perfección  y  solemni- 
dad, es  la  base  fundamental  que  deben  predominar  en  todos  lo» 
asuntos  de  la  vida  para  su  mejor  éxito  y  que  en  la  actual  se 
exige  é  impone  con  mayor  nacesidad. 

2.^  Para  la  realización  de  lo  expuesto  eu/  el  número  prece- 
dente, facultarse  en  las  sucesiones  hereditacjas  á  los  interesa- 
dos en  ellas,  para  por  medio  de  actas  notariales  justificar  su 
cualidad  de  herederos  á  falta  de  testamento,  el  nombramiento' 
de  tutores  ó  curadores,  aceptación  y  obligación  para  su  baen 
desempeño  por  los  elegidos,  omitirse  la  aprobación  judicial  de 
las  operaciones  particionales  en  los  casos  que  hoy  se  exige,  y 
determinarse  que  las  inscripciones  posesorias  se  permitan  sólo 
para  las  adquisiciones  anteriores  á  la  ley  Hipotecaria  ó  á  la 
fecha  en  que  esta  resolución  se  dicte,  y  que  tales  posesioo^  se 
justifiquen  por  medio*  de  acta  notarial,  coya  copia  sea  la  qae 
se  presente ^ara  la  inscripción;  y  por  igual  modo  se  aclaren  & 
justifiquen  las  diferencias  ó  diversidad  de  nombres  y  apellidos 
que  ocurran  respecto  de  una  sola  persona  y  que  sea  necesario 
identificar  para  el  efecto  de  la  inscripción  de  títulos  en  el  Re- 
gistro.» 

«En  apoyo»de  esta  pretensión  concurren  las  consideraciones 
siguientes:  primera,  que  la  propiedad  territorial,  fuente  y  base 
principal  de  toda  la  riqueza  y  bien  social,  de  donde  emanan 
todos  los  elementos  de  subsistencia  del  género  humano,  mere- 
ce ser  considerada  y  atendida  con  toda  predilección,  tanto  para 
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nn  coaser nación  como  para  sa  garantía  ó  segaridad  y  desen  vol- 
TÍmíentOy  desarrollo  y  explotación^  suprimiendo  sistepafli  de 
expedientes  y  trámites,  ^oe  si  bien  en  lo  antiguo  fueron  nece- 
aarioSy  eran  también  mis  tolerables  para  su  mayor  economía 
de  papel  y  derechos,  y  nadaTorzosos,  por  no  exigirse  al  efecto 
de  la  toma  de  razón  en  las  Ck>ntadurías  de  hipotecas  y  que  ya 
'pueden  juzgarse  innecesarios  ó  inconyenientes,  pues  que  con 
las  modernas  instituciones  de  los  Registros  y  Notariados,  los 
fines  i  que  conducen  pueden  suplirse  yentajosamente  some- 
tiendo á  la  facultad  del  último,  para  que  los  sancione  con  su  fe 
«xtrajudicíal,  todos  los  actos  ó  asuntos  de  carácter  ciyil  que  no 
V  «ean  objeto  de  éontienda  y  que  por  ello  no  requieran  decisión  de 
Autoridad  ó  Tribunal  judicial.  Organizada  comí  se  halla  la  ins- 
titución notarial,  con  la  garantía  de  competencia,  fidelidad  y 
rectitud  que  la  misma  inspira,  y  la  suma  de  conocimientos  ju- 
rídicos que  se  la  exige  y  satisfactoriamente  ha  adquirido,  y  es- 
tablecidos los  Registros  de  la  propiedad  á  cargo  de  entendidos 
jurisconsultos,  con  las  facultades  que  la  ley  Hipotecaria  y  su 
Reglamento  les  encomiendan^  parece  lógico  y  de  suma  conye- 
niencia  social  que  sea  peculiar  de  la  fe  extrajudicial  todo  lo  que 
por  yolnniad  de  las  partes  tenga  por  fin  ú  objeto  acreditar  he- 
chos ó  justificar  derechos,  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio  de 
terceros  interesados;  y  de  la  competencia  judicial,  lo  que  en  lo 
ciyil  sea  motiyo  de  contienda  y  lo  criminal  para  la  corrección  de 
los  delitos  y  faltas.» 

Omitimos  el  razonamicHto  en  que  se  apoya  la  proposicióa 
de  las  reformas  propuestas  por  la  Junta  directiya  del  Colegio 
notarial  de  Cáceres  por  su  demasiada  extencíión.  Al  final  de  sa 
instancia  dice  la  Junta  citada  que  los  remedios  ó  reformas  pro« 
puestas  parecen  deben  estimarse  de  alta  conyeniencia  social^ 
po^  los  inmensos  beneficios  que  producían  al  público  en  gene* 
ral|  al^tado  y  á  los  fines  de  la  institución  hipotecarla  y  no- 
tarial, sin  originar  daño  á  nadie,  y  que  por  ello  pueden  consi* 
dorarse  oomp  necesarias  y  urgentes. 


• 
«  • 
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Acerca  las  reformas  propuestas,  por  la  Janta  dírecÜTa  de! 
Colega  notarial  de  Cáceres,  nos  limitaremos  á  hacer  algnniki 
observaciones.   . 

Nos  parece- qne  no  ha  estado  parca  la  expresada  Junta  en 
SQ  plan  de  reformas  y  de  argamentacíóa  científica,  y  qae*todo 
le  parece  bien  con  tal  qae  redande,  además  del  provecho  p6bii« 
CO;  en  provecho  y  prestigio  del  Notariado,  siendo  malo  lo  qne 
no  produzca  estos  dos  resaltados,  y  en  sa  consecuencia  el  pro- 
yecto de  ley  del  Sr.  Maluquer.  T  para  la  Junta  expresada  las 
reformas  que  propone  son  altamente  beneficiosas  y  deben  es- 
timarse de  alta  conveniencia  social,  sin  originar  daño  á  naiü^ 
y  qm  por  ello  pueden  considerarse  como  necesarias  y  wrgemttt. 
Diga  la  Jnnta  del  Colegio  notarial  de  Cáceres  que  no  redundan 
en  daño  del  Notariado,  y  estaremos  conformes. 

Si  se  aprobase  el  proyecto  de  dicha  Junta  podría  suprimir* 
se  eí  título  de  Juzgados  de  primera  instancia  por  lo  menos  á  300 
de  los  que  existen  en  España,  quedándoles  sólo  el  título  de 
Juzgados  de  instrucción,  porque  suprimida  la  jurisdiccióu  vo- 
luntaria en  aquellos  Juzgados  no  se  tramitaría  en  ellos  ningúa 
negocio  civil  de  dicha  clase,  quedando  los  demás  reducidoe  á 
la  más  mínima  expresión.  Pero  supuesto  que  esto  no  redunda 
en  perjuicio  del  Notariado,  éste  encuentra  que  no  redunda  m 
perjuicio  de  nadie.  Siguiendo  este  modo  de  argumentar,  nues- 
tro proyecto,  ó  mejor,  el  proyecto  de  la  Comisión  de  1864,  no 
redunda  en  perjuicio  de  nadie,  ni  siquiera  de  la  clase  notarial. 

No  es  esto  decir  que  nosotros  hagamos  oposición  al  proyec- 
to de  la  Junta  del  Colegio  notarial  de  Cáceres;  estamos  confor- 
mes en  que  se  apruebe  si  conviene  al  bien  público;  señalamos 
este  modo  de  obrar  á  la  consideración  de  los  que  siguen  la  po- 
lómica,  á  fin  de  que  se  vea  el  terreno  en  que  se  Coloca  el  No- 
tariado  en  punto  á  reformas,  tanto  por  lo  que  respecta  al  mo- 
vimiento impulsivo  de  ellas,  como  la  tendencia  que  seb  signe 
con  respecto  á  las  mismas.  Es  bueno  para  el  Notariado  todo  lo 
que  le  favorece;  malo  é  inaceptable  lo  que  nó  redunda  en  sa 
provecho  y  prestigio.  Por'lo  demás,  tampoco  el  Notariado  se 
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ha  sustraído  á  este  afán  de  reformas  que  se  experimenta  en 
nuestros  tiempos,  porque  los  males  son  grasísimos  y  nrge  po« 
neries  remedio.  Sólo  que  así  como  el  Sr.  Malnqner  ha  presen- 
tado el  proyecto  de  ley  sin  teñeron  cuenta  otra  cosa  que  el 
bien  general,  la  Junta  del  Colegio  notarial  de  Cáceres  ha  mi- 
rado, además,  el  bien  del  Notariado,  y  en  esta  parte  es  recusa* 
ble  el  proyecto,  porque  la  Junta  citada  argumenta  y  proyecta 
pro  domo  sua. 


«  ♦ 


Después  de  leído  el  plan  de  reformas  propuest&a  por  la  Jun- 
ta directiya  del  Colegio  Notarial  de  Cáceres,  y  los  proyectos  de 
refundición  del  Registro  en  el  Notariado,  según  hemos  visto 
en  los  anteriores  artículos,  extraña  que  los  Notarios  hayan  he- 
eho  una  oposición  tan  ruda  al  proyecto  defendido  por  nosotros, 
habiendo  acudido  á  las  Cortes  en  contra  del  proyecto  del  se- 
ñor Maluquer,  además  de  la  Junta  de  dicho  Colegio,  la  del  No-^ 
tarial  de  Palma,  cuya  instancia  ha  publicado  La  Cfacita  jurí» 
dieo-nniversal  (continuación  dd  Pr(^r9sodela  Notaría) ^  circu- 
lándola á  todos  los  Notarios  de  España;  habiéndose  predicado 
7  emprendido  en  toda  la  extensión  de  la  palabra  la  guerra 
sania  contra  el  citado  proyecto  y  la  instancia  de  los  propieta- 
rios de  Calafell,  hasta  el  extremo  de  que  alg&n  periódico  no- 
tarial ha  hablado  de  convocar  en  la  corte  un  Congpreso  de  No- 
tarios para  combatir  la  ¡pemieiosa  idea;  acerca  de  lo  cual  vamos 
á  decir  algo  por  mediar  la  coincidencia  de  haberse  publicado 
la  ley  de  11  de  Mayo  último  (Gf aceta  del  25)  reformando  los  ar- 
tículos 483,  484  y  710  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que- 
remos poner  en  parangóA  la  conducta  de  la  clase  Notarial  con 
la  de  los  ^bogados  en  ejercicio. 

No  es  el  desinterés  el  que  brilla  en  este  asunto  en  la  clase 
.  de  Notarios,  pues  los  extremos  á  que  se  entrega  en  la  impug- 
nación del  proyecto  los  creemos  altamente  interesados,  y  como 
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qniera  qae  no  ha  tenido  la  suficiente  calma  para  diacntir  el 
asante  científicamente  en  la  prensa  profesional  antes  de  yaler^ 
ae  de  los  medios  de  que  desde  el  primer  momento  ha  echidd 
mano,  á  nuestro  juicio  aquellos  medios  resultan  prematuros, 7 
á  mayor  abundamiento  contraproducentes,  porque  agravan  It 
cuestión  en  yez  de  remediarla,  agrandando  su  esfera  de  aceíóB 
j  dándole  más  importancia. 

Muchas  han  sido  las  leyes  que  0e  han  publicado  redueieado 
el  campo  de  acción  de  Jos  Letrados  en  ejercicio,  y  la  qae  acá* 
bamos  de  citar  reduce  en  alto  grado  los  medios  con  que  conta- 
ban para  poder  siquiera  ir  Tiviendo  de  un  modo  por  demái 
harto  modesto  en  cuasi  todas  las  poblábiones,  cabezas  de  parti- 
do y  capitalel  de  provincia;  y  no  obstante,  no  se  ha  oído  de  j 
ningán  Colegio  de  Abogados,  pide  ningún  Letrado,  la mia  \ 
mínima  queja  en  contrade  la  ley  mencionada,  ni  se  dijo  o&a 
palabra  en  contra  del  proyecto  de  ley,  que  fué  sufictentemeafte 
conocido  para  que  pudiera  ser  impugnado.  La  ley  de  11  de  Ma- 
yo anterior  elevó  las  menores  cuantías  hasta  3.000  pesetas,  de 
suerte  qae  en  la  inmensa  mayoría  de  cabezas  de  partido  déla 
Nación  no  se  va  á  ver  un  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
por  un  ojo  de  la  cara,  y  no  obstsmte,  ningún  Abogado  ha  dicho 
nada  contra  ella. 

Si  se  tiene  en  cuenta  que  las  partes  pueden  comparecer  por 
sí  mismas  en  los  juicios  de  menor  cuantía  (caso  3.^  del  ari  4.'     < 
de  la  ley  de  EQJoiciamiento  civil),  y  pueden  asistir  á  la  vista 
4  informar  en  ellas  (art.  710  reformado  y  331  de  la  misma),  ae     { 
comprenderá  que  el  ejercicio  de  la  Abogacía  queda  redacido  i 
la  más  mínima  expresión,  ya  que  un  juicio  de  mayor  cuan-     I 
tía  será  rara  avú  en  nuestros  Tribunales,  y  en  las  menoreí 
cuantías  si  los  interesados  no  quieren  comparecer  por  si  mimos     \ 
quedará  reducida  la  iatervencíón  del  luetrado  al  escrito  de 
demanda  ó  contestacióa,  segán  defienda  al  actor  ó  dem  anda* 
do,  y  en  caso  dé  ser  punto  de  derecho  á  la  coo^receocia 
<5  vista,  que  podrá  desempeñar  por  sí  el  interesado,  y  en  caso 
de  no  haber  conformidad  en  los  hechos,  tendrá  lagar  la  praeba 
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<^0Q  las  limitaciones  que  señala  el  art.  693  y  siguientes  de  la 
ley  de  Enjaiciamiento  cíyil,  es  decir,  seis  días  para  proponerla 
y  veinte  para  practicarla,  términos  qoe  indican  que  la  propo- 
«ición  y  práctica  de  praeba  ha  de  quedar  muy  redacida,  y  por 
tanto  que  el  Letrado,  apenas  si  va  á  ganar  para  pagar  los  gastos 
•de  matrícula,  soscriciones  y  libros.  Véase  si  con  la  nueva  ley 
no  ha  quedado  de  derecho  suprimido  en  las  nueve  décimas 
partes  el  ejercicio  de  la  Abogacía,  y  puesto  á  manos  de  los 
propios  interesados. 

Téngase  en  cuenta  que  no  se  hace  precisa  la  intervención 
«de  Letrado,  podiendo  los  interesados  comparecer  por  sí,  en  los 
jaícios  de  desahucio  que  se  ventilan  ante  los  Jueces  municipa- 
les, que  son  la  casi  totalidad  de  ellos,  en  los  expedientes  de 
Jurisdicción  voluntaria,  en  los  de  menor  cuantía,  como  hemos 
^  dicho,  en  los  de  arbitros  y  amigables  componedores,  en  los  jui- 
cios universales,  cuando  se  limite  la  comparecencia  á  la  pre- 
sentación de  los  títulos  de  créditos  ó  derechos,  ó  para  concu- 
rrir á  juntas;  en  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  provisio- 
naleei,  embargos  preventivos  y  diligencias  urgentes  que  sean 
preliminares  del  juicio  (art.  4.^  de  la  ley  de  procedimiento  ci- 
vil); y  después  de  leer  esta  larga  serie  de  excepciones  en  que 
los  interesados  pueden  acudir  por  sí,  podremos  asegurar  que  el 
ejercicio  de  la  Abogacía  ha  quedado  suprimido,  y  reducido  á 
tan  modesta  esfera  que  para  ello  no  hay  que  hacer  el  sacrifi- 
cio de  seguir  una  carrera  tan  larga  y  tan  costosa,  y  que  exige 
-en  sociedad  un  rango  difícil  de  mantener  con  los  rendimientos' 
qae  sé  obtienen. 

La  legislación  hipotecaria  ha  reducido  á  su  más  mínima  ex- 
presión los  litigios,  y  acabará  por  evitar  todos  los  que  se  refie- 
ran á  la  propiedad  territorial  á  rbedída  que  vaya  perfeccionan^ 
dose  y  adquiriendo  su  completo  desarrollo,  y  no  obstante,  son 
los  Abogados  los  que  confeccionan  leyes  como  la  de  11  de  Hayo 
del  corriente  año,  la  Hipotecaria  y  otras  que  tienden  á  dis- 
minuirlos pleitos  y  las  costas  ó  gastos  de  los  miamos,  porque 

la  clase  de  Abogados  lleva  su  desinterés  hasta  el  sacrificio,  rea^ 
TOMO  73  27 


418  BEYISTA  DS  LSaiSLACliSlf 

lizándolo  por  sos  propias  manos»  {>or  indÍTÍdoos  de  an  ebse 
con  aplauso  de  todos^  y  sin  que  la  más  leye  protesta  haya  ano* 
blado  el  esplendoroso  espectáculo  que  es  la  gloria  de  noestrog 
anales  jurídicos.  T  no  es  por  falta  de  organizacióa  ni  de  1B^ 
dios  el  que  no  se  haya  hecho  oposición  á, tan  tas  leyes  qne  sí 
tienen  mira  al  bien  general  reducen  la  esfera  de  acción  del  ejer- 
cicio de  la  Abogacía,  sino  por  el  convencimiento  que  tiene  el 
Letrado  de  que  el  ejercicio  de  su  profesión  es  un  sacerdocio,  j 
tomando  el  ejemplo  de  los  jurisconsultos  de  los  buenos  tiempoi 
de  la  jurisprudencia  en  Boma,  procura  dirigir  todos  sos  esfuer- 
zos al  bien  general  sin  mirar  al  particular,  procorandocada 
día  las  mayores  facilidades  al  logro  de  la  justicia  y  al  perfec- 
cionamiento de  la  legislación,  con  el  ñn  de  evitar  en  lo  posible 
los  pleitos  y  las  cuestiones  judiciales  y  aminorar  los  incoiive- 
nientes  de  éstas  por  lo  que  se  refiere  á  su  duración  y  costp. 
que  es  la  aspiración  da  nuestros  tiempos :  rapidez  y  é&* 
nomia. 

En  el  terreno  del  lucro  y  del  interés  pecuniario,  áIo!L^ 
irados  les  convendría  más  que  continuase  el  estado  anárquico 
de  nuestra  legislación,  porque  es  obvio  reconocer  que  CQSoto 
más  difícil  sea  su  conocimiento  y  su  estudio,  es  natural  queso 
se  divulgue  su  noticia  entre  los  profanos,  además  de  que  i» 
misma  imperfección  de  la  legislación  es  un  semillero  de  plei- 
tos y  cuestiones  que  se  evitarán,  en  cuanto  nacen  de  tal  es* 
tado  de  cosas,  con  la  promulgación  del  Código  civil,  cuy» ley 
de  bases  se  ha  promulga'do  recientemente.  Pues  bien,  na^i^ 
ha  trabajado  ni  trabajará  con  tanto  esfuerzo  para  dotará  nues- 
tra Patria  del  Código  civil,  como  los  Letrados,  mejor  dicho,  es 
tarea  encomendada  á  ellos  exclusivamente,  y  la  realizan  ooQ 
verdadero  anhelo  de  que  llegue  á  su  término  una  obra  tan  sus- 
pirada por  todos. 

Todo  lo  contrario  sucede  en  la  cuestión  de  que  se  trata  go!> 
la  clase  notarial,  y  á  nuestro  humilde  juicio  el  espectácoloqoe 
se  ofrece  es  por  demás  desconsolador.  Apenas  se  sapo  \&P^ 
sentación  de  la  instancia  de  los  propietarios  de  CalafelU^^^ 
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Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  empezó  una  oposición  tenaz  y 
porfiada,  que  se  ha  acrecentado  sobremanera  al  tomar  forma 
más  concreta  el  pensamiento  en  el  proyecto  de  ley  de  D.  Joan 
Malnquer  y  Yiladot.  Periódico  notarial  habo  que  al  ocuparse 
de  nuestra  obra  ffsíudios  sobré  legülacióti  hipotecaria  y  notarial^ 
en  vez  de  combatir  la  obra  en  su  fondo  científico  y  en  su  for- 
ma literaria,  se  complació  en  el  desprestigio  personal  del  au- 
tor, empleando  una  forma  desusada  y  no  admitida  en  el  perio- 
dismo. T  lo  propio  ha  hecho  algún  otro  periódico  allegado  á  la 
clase,  y  en  general  los  periódicos  notariales  han  dicho  del  pro- 
yecto de  ley,  de  la  instancia  y  de  los  propietarios  de  Galafell  y 
del  libro,  poco  menos  que  es  una  insensatez  la  idea  de  la  con- 
tratación ante  los  Registradores  de  la  propiedad,  siendo  así 
que  en  nuestros  anales  jurídicos  desarrollan  dicha  idea  en  un 
proyecto  de  ley  los  eminentes  jurisconsultos  que  confecciona* 
ron  la  ley  Hipotecaria  de  8  de  Febrero  de  1861,  la  obra  de  le- 
gislación más  perfecta  de  nuestros  tiempos. 

Pero  la  clase  notarial  no  opina  del  mismo  modo  que  la  de 
Abogados  en  cuestiones  de  desinterés.  Guando  empezaron  á  re- 
gir los  Aranceles  notariales  reformados  por  iniciativa  del  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  Exorno.  Sr.  D.  Saturnino  Alvarez 
Bagallal,  el  Boletín  de  la  Revista  de  Derecho  y  del  Notariado 
(continuación  de  la  Reforma  del  Notariado)^  que  se  publicaba 
en  Barcelona,  año  3.%  época  2.%  núm..7,  correspondiente  al 
1.^  de  Abril  dé.  1880,  se  publicó  con  orla  de  luto,  y  en  su  pri- 
mera plan» puso  con  caracteres  bastante  gruesos  el  siguiente 
inserto:  «Hoy  empieza  á  regir  en  la  Península  la  Novísima  re- 
forma de  los  Aranceles  notariales,  debida  á  S.  B.  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Saturnino  Alvarez  Bugallál,  actual  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  Notario  mayor  del  Reino,  etc.,  etc.» 

«Sintetizando  nuestro  juicio  sobre  la  misma,  no  dudamos  un 
punto  en  apreciarla  como  la  pabtida  db  defunción  del  Notat 
BiADO  ESPAÑOL,  puos  por  ella,  la  respetable  clase,  cuya  mi^ra* 
lidad,  ilustración  y  enaltecimiento  constituyen  una  de  las  mis 
sólidas  garantías  del  bienestar  social,  ha  sido  atacada  incon- 
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siderablemente  en  sn  dignidad  j  en  sus  intereses,  recibiendo 
mortal  herida.» 

«Consuélanos,  sin  embargo,  la  fondada  esperanza  deque 
sn  vida  será  efímera  y  cadnca,  porque  encierra  en  sí  misma 
los  gérmenes  fatales  de  su  inevitable  destracoidn.  Entretanto, ' 
IviRePÍstaf  creyendo  cumplir  con  un  sagrado  deber,  da  esta 
pública  muestra  del  pesar  que  aflijo  á  la  noble  ínstitucidn,  por 
caya  defensa  y  prosperidad  vela  y  velará  constantemente.» 

Si  mal  no  recordamos,  otros  periódicos  notariales  se  entre- 
garon á  análogos  extremos  de  dolor  por  el  hecho  de  regir  los 
Aranceles  confeccionados  en  tiempo  del  Ministro  Sr.  Aharez 
Bugallal,  y  basta  lo  dicho  para  quedar  demostrada  la. diferen- 
cia que  existe  entroja  clase  de  Abogados  y  Notarios  en  panto 
á  desinterés,  pues  son  bien  patentes  las  pruebas  que  hemos 
adacido  respecto  al  particular;  y  no  queremos  insistir  más  eo 
este  punto,  concretándonos  á  indicar  solamente  la  circunstan- 
cia de  que  la  legislación  hipotecaria  y  la  notarial  concordante 
habían  amontonado  formalidades  sobre  formalidades  en  las  es- 
crituras modernas  inscribibles  hasta  el  punto  que  los  reforma- 
dores del  Escriche,  ocupándose  de  este  particular  consignaron 
lo  que  transcribimos  en  la  pág.  167  de  nuestra  citada  mono- 
grafía Estudios  sobre  legislación  hipotecaria  y  .nokírialf  acerca 
el  sinnúmero  de  requisitos  y  formalidades  que  se  exigen  en  las 
escrituras  inscribibles. 

Paes  bien,  á  pesar  dé  que  en  las  escrituras  sujetas  á  inscrip- 
ción mediaba  una  diferencfa  inmensa  con  las  que  antes  de  la 
moderna  legislación  hipotecaria  se  otorgaban;  pues  al  pasoqne 
las  antiguas  eran  muy  concretas  y  concisas,  cuando  se  trata- 
ba de  enajenación  de  fincas  ó  constitución  de  gravámenes,  laa 
modernas  son  cada  una  de  ellas  un  protocolo  por  el  sinnúmero 
de  advertencias  que  contienen,  con  lo  cual  el  Notariado  había 
obtenido  una  mejora  notabilísima  en  cuanto  á  percepción  de 
honorarios,  es  lo  cierto  que  los  representantes  de  diversos  Co- 
legios notariales  de  España  acudieron  pidiendo  quedasen  en 
suspenso  los  efectos  del  Real  decreto  sobre  reforma  arancelana 
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de  11  de  Marzo  de  1880,  cnya  exposición,  dirigida  á  S.  M.  con 
fecha  31  de  Marzo,  dio  logar  á  la  Real  orden  de  7  de  Abril  si- 
guiente, por  la  qne  se  denegó  la  exposición  referida;  y  aun 
caando  el  Boletín  de  la  Xevisía  ie  Derecho  y  del  Notariado  pre- 
sagiaba la  muerte  del  Notariado  español^  es  lo.  cierto  que  á  los 
ocho  años  de  regir  aquellos  odiados  y  combatidos  Aranceles, 
le  quedan  al  Notariado  bríos  como  los  que  demuestra  en  la  ac- 
tualidad contra  la  proposición  de  ley  del  Sr.  Maluquer  sobre 
contratación  ante  los  Registradores  de  la  propiedad,  y  nosotros 
creemos  que  la  aprobación  de  dicha  proposición  de  ley  y  su  ré- 
gimen en  España  ha  de  causar  poco  daño  á  la  clase  notarial, 
porque  el  Notariado  es  institución  arraigada  que  descansa  en 
la  confianza  del  País,  por  lo  cual  consideramos  poco  acertada 
semejante  alarma  en  la  clase  notarial,  que  está  segura  de  la 
confianza  que  obtiene  entre  sus  conciudanos;  bajo  cuyo  supues- 
to no  debe  haber  obstáculo  por  esta  parte  al  planteamiento  de 
una  reforma  que  se  presenta  y  apoya  en  tan  sólidos  principios 
científicos,  como  son  los  que  quedan  mencionados  en  nuestra 
citada  monografía,  á  los  cuales  hemos  añadido  los  que  resul- 
tan de  nuestros  anteriores  artículos,  teniendo  por  ol^'eto  lo  que 
hemos  indicado  en  este  apartado  hacer  algunas  consideracio- 
nes generales  debidas  á  la  publicación  de  la  ley  de  11  de  Mayo, 
reformatoria  de  algunos  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  relación  con  la  actitud  tranquila\y  digna  de  la  sufrida 
clase  de  Abogados,  y  la  conducta  de  abierta  lucha  que  ha  adop- 
tado la  clase  notarial  ante  un  proyecto  de  reforma  que  se  apo- 
ya en  títulos  científicos  y  antecedentes  legales  por  demás  apre- 
eiables. 


« 
«  « 


No  es  de  ahora  la  oposición  del  Notariado  á  la  reforma,  su- 
puesto que  el  proyecto  de  ley  de  11  de  Abril  de  1864  fué  im- 
pugnado por  la  Diputación  provincial  de  Navarra  y  por  ciertos 

_  ■ 

Notarios,  y  he  aquí  cómo  se  expresa  acerca  del  particular  la 
Memoria  histórica  de  los  trabajos  de  la  Comisión  de  Codifica- 
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cíóo,  snprímida  por  Decreto  del  Regente  del  Reino  de  1.^  de 
Octubre  de  1869,  escrita  y  publicada  por  acuerdo  de  la  misma, 
siendo  ponente  D.  Francisco  de  Cárdenas,  Vocal  de  ella,  pági- 
na 168,  Madrid  1871:  «Por  razones  qne  nunca  alcanzó  la  Co- 
misión, aunque  las  presumiese,  ni  el  Ministro  que  encargó  á 
la  Comisión  el  proyecto  de  ley  adicional,  ni  los  que  le  sucedie- 
ron inmediatamente  dictaron  acerca  de  él  otra  resolución  qae 
la  de  mandar  imprimirlo.  Impugnáronlo,  sin  embargo,  la  Di- 
putación provincial  de  Navarra  y  ciertos  Notarios,  más  por  ra- 
zones tales  que,  si  merecen  ser  conocidas,  no  necesitan  ser  re- 
futadas. La  Diputación  de  Navarra  pedía  que  quedase  exeaia 
aquella  provincia  de  tener  Registro  de  propiedad,  alisado 
que  con  él  se  perjudicaba  el  derecho  que  tenían  adquirido  los 
propietarios  de  no  inscribir  sus  bienes  de  ninguna  maneray  aa 
infringía  la  ley  de  sus  fueros  de  1841,  en  cuanto  dispuso  que 
los  Tribunales  administraran  justicia  conforme  á  ellos  en  h 
tocante  al  orden  civil,  hasta  la  formación  de  los  Códigos  gene- 
rales, toda  vez  que  en  dichos  fueros  no  aparecía  establecido 
el  Registro.  Los  Notarios  reclamaron  solamente  cotitrala&- 
cultad  de  inscribir  documentos  privados,  fundándose  en  que 
.con  ello  menguarían  los  rendimientos  de  sus  oficios»  (1). 

Se  ve,  pues,  que  el  Notariado  ha  hecho  una  guerra  siste- 
mática á  todo  lo  que  haya  sido  minorar  sus  privilegios,  aon 
cuando  las  medidas  propuestas  lo  ha^an  sido  por  hombres  tan 
eminentes  como  lo  eran  los  que  componían  aquella  Comisión. 
Sería  carioso  conocer  por  extenso  aquellas  exposicicnes  y  re- 
cursos presentados  por  tos  Notarios  contra  el  proyecto  de  ley 
adicional  á  la  Hipotecaria  de  11  de  Abril  de  1864,  en  las  que 
,  reclamaban  solamente  contra  la  facultad  de  inscribir  documentos 
privados f  fundándose  en  que  con  ello  menguarían  los  rendimientos 

(1)  Componían  la  Comisión  al  tiempo  de  eesan  el  Ezcmo.  Sr  D.  Kanul 
Cortina,  Presidente;  el  Exomo.  Sr.  D.  Pedro  Gomes  de  la  Serna,  el  Exoelanti- 
simo  Sr.  D.  Juan  Qonzáles  Acevodo,  el  Exorno.  Sr.  D.  Pascual  Bayani,  el 
Bxomo.  Sr.  D.  Manuel  Gallardo,  el  Exorno.  Sr.  D.  Francisco  de  Cárdem»,  y  el 
Excmo.  Sr.  D.  Cirilo  AWarea. 
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^e  SUS  ojíeios,  porque  en  dichas  instancias  deben  encontrarse 
argumentos  peregrinos,  apoyados  en  la  más  pura  escuela  rea- 
lista. No  hay  duda  de  que  el  Notariado  ha  progresado,  porque  ! 
la  oposición  que  entonces  se  formuló  con  una  ingenuidad  y  un                        . 
naturalismo  dignos  de  Zola,  se  ha  Terifícado  ahora  á  nombre                        i 
de  la  ciencia  y  de  los  intereses  sociales.  Pero  en  el  fondo,  exa-                        I 
minada  la  oposición  de  los  Notarios  de  1864  por  lo  que  dice  la 
expresada  Memoria  histórica,  con  lo  que  han  consignado  va- 
rioB  j>eriódicos  notariales,  bien  se  ye  que  en  el  fondo  domina 
una  misma  idea.  Esto  queda  demostrado  en  vista  de  que  la 
Junta  del  Colegio  Notarial  de  Cáceres  ha  propuesto  la  más 
atrevida  de  las  reformas,  suprimiendo  cuasi  toda  la  jurisdic- 
ción voluntaria  y  parte  de  la  contenciosa  para  adjudicarla  á 
los  Notarios. 

La  Comisión  de  Códigos  citada,  en  un  extenso  informe  que 
lleva  la  fecha  de  14  de  Abril  de  1867  (1),  reprodujo  su  proyecto 
adicional  de  1861  al  ser  consultada  acerca  del  proyecto  de  ley 
de  1866  modificando  la  ley  Hipotecaria,  respondiendo  de  paso, 
aunque  ligeramente,  á  las  reclamaciones  antes  indicadas  de  los 
Notarios  y  de  la  Diputación  provincial  de  Navarra  (página  170 
do  la  Memoria  histórica). 

Decía  la  Comisión  al  refutar  la  objeción  de  loe  Notarios 
(página  613):  «Los  Notarios  que  han  impugnado  el  proyecto 
do  ley  adicional,  no  han  encontrado  en  ¿I  censurable  más  que 
la  facultad  de  inscribir  documentos  privados  ratificados  por  las 
partes  ante  los  Registradores.  El  principal  fundamento  de  esta 
-censura  es  el  peligro  de  que  por  ello  vengan  á  reducirse  los 
rendimientos  de  las  Notarías.  Mas  ni  este  peligro  es  tan  grave 
como  los  interesados  suponen,  ni  el  otorgar  más  ó  menos  es- 
crituras es.  en  todo  caso  un  derecho  perfecto  al  cual  deba  sa* 
crificarse'ninguna  medida  de  interés  general.» 

«La  Comisión,  por  lo  tanto,  cumplíeqdo  lo  mandado  por 
V.  E.,  se  limita  á  reproducir  su  anterior  proyecto.  Si  de  lo  que 

(i)     Apéndice  XXYII  de  1»  Memoria  histórica  citada. 
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86  trata  es  de  facilitar  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria,  y  gí 
loB  medioB  propaestoa  no  tienen  más  inconvenientes  que  loi 
referidos,  la  Comisión  no  halla  otros  más  eficaces  y  adecaadoe. 
La  Comisión  no  necesita  tampoco  aleg^  nuevas  razonefl  en 
apoyo  de  su  proyecto,  puesto  que  á  él  acompaña  y  obra  en  po- 
der de  y.  E.  una  amplísima  exposición  de  sus  fandamentoB. 
Sírvase,  pues,  Y.  E.,  haberlo  por  reproducido,  y  acordar,  como 
siempre,  lo  más  acertado.» 

De  suerte,  que  acerca  del  particular  hubo  ya  contienda  eo 
forma  entre  los  Notarios  y  la  Comisión  de  Codificación,  y  ésU 
insistió  en  su  proyecto  que  comprendía  la  inscripción  de  docu- 
mentos privados  ratificados  ante  el  Registrador,  refatando  de 
un  modo  completo  la  infundada  oposición  de  los  Notarios,  con* 
signando  al  verificarlo  las  notabilísimas  palabras:  Mas  ni  uk 
feligro  es  tan  grave  como  los  interesados  suponen,  ni  el  otarg» 
más  ó  menos  escrituras  es  en  todo  caso  un  derecho  perfecto  alml 
deba  sacrificarse  ninguna  medida  de  interés  general.  De  modo 
que  la  Comisión  consigna  franca  y  explícitamente  que  el  anto- 
rizar  contratos  y  percibir  sus  rendimientos,  no  es  nÍDgán  d^ 
recho  que  tenga  el  Notariado  por  juro  de  heredad,  ni  es  ello  qq 
perfecto  derecho  al  que  deba  sojuzgarse  una  medida  de  interés 
general,  como  lo  era  la  que  propuso  dicha  Comisión,  y  lo 
68  la  que  nosotros  defendemos,  identificados  por  completo  en 
el  modo  de  pensar  de  la  misma.  Y  tengase  muy  especialmente 
en  cuenta  que  al  impugnar  los  Notarios  el  proyecto  deleyadi- 
cional  á  la  Hipotecaria  de  1864,  no  opusieron  ningán  argumen- 
to acerca  de  la  base  científica  del  proyecto,  que  bajo  este  as- 
pecto  quedó  aceptado  por  el  Notariado  español,  siendo  sola- 
mente combatido  lisa  y  llanamente  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  utilidad  material  y  pecuniaria  de  los  Notorios.  Puede  decir- 
se, pues,  que  quedó  acepteda  por  el  Notariado  la  parto  cientí- 
fica del  proyecto. 


• 
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Veamos,  ahora  el  reverso  de  la  medalla  por  lo  que  respeta 
á  la  clase  de  Begistradores  de  la  propiedad,  con  referencia  á 
las  reformas  que  el  Código  civil  pueda  introdacir  en  el  Re- 
gistro público. 

D.  Baenaventnra  Agnllóy  Registrador  de  la  propiedad  de 
Barcelona,  se  ocapa  en  nnartícnlo  publicado  en  el  número  860 
de  la  Reforma  Legislativaj  de  las  reformas  que  el  nuevo  cuerpo 
legal  próximo  entonces  á  ver  la  luz  pública  pueda  introdacir 
en  las  oficinas  del  Registro,  y  dice:  «Nosotros  no  pedimos  que 
se  nos  deje  como  ahora,  ni  que  se  nos  dé  saeldo  decente  sí  los 
Registros  se  llevan  en  otra  forma,  que  hace  años  presentimos 
cambio  profundo  en  nuestro  modo  de  ser,  y  resignados  acep- 
taremos nuestra  futura  suerte;  ya  á  nuestra  edad  somos  escla- 
vosdel  Estado,  porque  no  servimos  para  cambiar  de  carrera  6 
de  destino;  pero  rogamos  á  los  poderes  públicos  que,  si  se  nos 
sacrifica,  sea  en  bien  del  país,  y  se  den  al  propietario  absolntas 
garaniías  de  que  ni  pleitos  ni  desasosiegos  de  clase  alguna  les 
perturbarán  en  la  posesión  de  su  derecho  inscrito  ó  registra* 
do,  etc. 

«Que  se  nos  sacrifique,  pero  en  aras  de  la  patria,  que  así  la 
muerte  es  gloriosa.» 

T  D.  M.  Blanco,  contestando  á  las  manifestaciones  del  se- 
ñor AguUó,  dice.  Reforma  legislativa^  núm.  865:  «Si  el  bien 
social  exige  un  sacrificio,  en  hora  buena*que  nadie  intente  per- 
turbarlo; pero  ya  que  funcionarios  respetables  cuyo  celo  en  el 
servicio  del  Estado  lo  han  puesto  de  manifiesto,  y  cuya  vida, 
perdiendo  el  porvenir  de  otras  carreras  en  que  hubieran  pro- 
gresado, la  han  pasado  circunscrita  al  Registro,  ténganse  pre- 
sentes sus  servicios,  lo  imposibilitados  que  están  ya  por  su  edad 
de  adoptar  otros  rumbos,  y  no  se  les  deje,  ni  á  sus  oficiales,  sí 
las  reformas  lo  exigieran,  en  el  abandono.;^ 

En  este  terreno  debía  haberse  colocado  el  Notariado  y  no  en 
el  de  resistencia,  cuyos  temperamentos  ha  adoptado  según  lo 
qae  hemos  visto  anteriormente,  y  según  lo  revelan  otros  datos 
que  han  publicado  periódicos  y  revistas  que  seríaprolijo  reseñar. 
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Por  más  que  el  Cuerpo  de  Begiatr^dores  de  la  propiedad  se 
liaja  mostrado  hasta  ahora  circunspecto  en  demasía  en  el  amn- 
to  de  que  se  trata,  ha  bastado  la  presentación  del  proyecto  de 
ley,  y  antes  de  él  la  instancia  de  los  propietarios  de  Oalafelly  el 
movimiento  producido  por  la  publicación  de  nuestra  moD<^n- 
fía,  para  que  en  la  polémica  se  revelase  cierta  oculta  enemiga 
de  los  Notarios  en  contra  del  Registro  de  la  propiedad. 

En  corroboración  de  ello,  léase  el  núm.  72  de  la  ffacíiSla 
Notarial,  de  Medina  Sidonia,  en  donde  se  consigna  que  «de 
aprobarse  el  proyecto  de  ley  del  Sr.  Maluquer,  quedaría  en  ab- 
soluto suprimida  la  contratación  ante  Notario  sobre  propiedsi 
inmueble.  ¿Por  qué?  Primero,  porque  la  contratación  ante  loe 
Registradores^asegura  á  las  partes  la  inscripción  del  título;  se- 
gundo, porque  los  Registradores  procurarían  en  lo  posible  po 
ner  en  práctica  el  dicho  de  Juan  Palomo,  y  tiene  en  su  mano 
poner  dificultades  para  la  inscripción  de  todo  título  que  provi- 
niera de  Notario,  con  lo  cual  el  trabajo  de  los  Registros  sería 
inmenso.» 

De  suerte  que  para  combatir  el  proyecto  no  se  r^arami 
llegar  hasta  la  ofensa  al  digno  Cuerpo  de  Registradores  de  la 
propiedad,  presentándole  como  poco  escrupuloso  y  poco  justo 
y  sediento  de  trabajo  y  de  ganancia.  jPobre  causa  la  que  hade 
recurrir  á  argumentos  tan  desdichados! 

T  dice  el  articulista  en  otro  lugar  de  su  trabajo:  «Si  reoo* 
noce* uno  por  uno  los  pueblos  de  la  nación  entera  en  que  la  pro- 
piedad está  dividida,  no  oirá  ciertamente  ni  una  palabra  que 
acuse  al  Notario  de  ser  la  remora  para  la  fijación  de  la  propie- 
dad,* escuchará  donde  quiera  diatribas  para  el  Estado  por  el  pa- 
pel del  Timbre;  más  por  el  Impuesto  sobre  derechos  reales  j 
transmisión  de  bienes;  más  todavía  por  los.  inmensos  gasioi 
que  las  sucesiones  intestadas  representan,  y  seguidamente  les 
oirá  quejarse  contra  todos  los  Registradores,  ellos  que  sólo  sa- 
ben personificar  las  leyes.  No  se  pare  en  palabras;  vaya  á  las 
casas  de  los  pequeños  propietarios,  abra  sus  arcas  y  encontra- 
rá por  todas  partes  escrituras  de  venta  sin  registrar  por  temor 
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i  los  Begistradores;  eacritaras  bíd  número  de  promesa  de  Teo- 
ta  con  entrega  d«  poBesÍ<5D  para  evitar  el  p&go  del  impuesto  y 
Ub  lachas  del  Registro:  siga  adelanto;  penetre  en  las  Escriba- 
nías  de  actnaciones  ;  Tea  sna  uchÍTOS,  si  escaálido»  en  pleitos, 
repletos  de  expedientes  posesorios,  llanos  de  mentiras,  de  per- 
jurios 7  de  estafas.  T  cuenta  que  aquellas  escrituras  se  han  pa- 
gado con  gusto,  7  estos  expedientes  Jinestan  más  del  doble  de 
ooalquier  escritura  que  sea  título  traslativo  de  dominio:  no  se 
detenga  todavía;  recorra  los  Registros  de  la  propiedad  7  oSci- 
nas  de  llquidacióD  del  Impuesto;  contemple  pasmado  aquellas 
liquidaciones  de  berenctas,  7  aquellas  denegaciones  de  inscríp- 
ci¿n,7  aquellas  otras  inscripcioDes  indebidas.  Suba,  que  subir 
es  llegar  al  santuario  de  las  10708.  Lea  esa  107  7  ese  Regla- 
mento del  Impuesto;  vea  el  título  sobre  comprobación  de  va- 
lores 7  admire  cómo  el  Estado  imprime  en  su  bandera  el  ^ia 
nimitior  Ito  de  la  fábnia.  Lea  la  ínstmoción  sobre  el  modo 
de  extender  los  documentos  públicos  sujetos  á  Registro  7  vea 
oámo  los  hace  interminables  el  cúmulo  de  requisitos  inútiles 
que  exige.  Estudie  ú  fondo  la  misma  107  Hipotecaria  7  vea 
como  cada  ona  de  sus  letras  es  imán  poderosísimo  'de  montes 
de  oro.» 

La  idea  que  con  tanto-empeño  se  ba  discutido  en  la  prensa 
profesional  traaecendid  bastante  á  la  prensa  política,  7  fiignien- 
do  el  impulso  de  la  opinión  púbUca,  D.  Manuel  Fernández  Ca- 
ddrnigs  escribió  una  carta  desde  La  BaQeza  (León)  sobre  la 
crisía  agrícola  en  25  de  Noviembre  de  1887,  inserta  en  el  C%i- 
rrtfs,  de  Madrid,  núm.  2.800,  correspondiente  al  lañes  28  del 
citado  mes  7  año,  en  la  cual,  entre  otras  reformas,  proponía  las 
siguientes: 

fti."  Facultad  á  los  Registradores  para  que  otorguen  por 
comparacaacia  ante  sí  de  los  interesados,  todos  los  contratos  de 
traslación  de  dominio  7  demás  que  graven  ó  liberen  la  propie- 
dad ismaeble  mediante  un  módico  arancel,  suprimiendo  para 
estos  actos  la  rueda  inútil  7  costosa  de  los  Notarios. 

»7,°    Reforma  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil  eo  el  sentí- 
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do  de  elevar  á  3.000  pesetas  los  juicios  de  menor  cnantíá,  á 
500  los  yerbales,  suprimiendo  en  los  de  mayor  caantía  loso- 
c  ritos  de  réplica,  duplica  y  conclusión,  sustituyéndolo  todo  coi 
T  ista  pública  y  estableciendo  la  fatalidad  de  todos  los  térmiiu» 
judiciales,  modificando  en  esto  los  artículos  310  y  312.  Sopie- 
sión  del  interdicto  de  recobrar  cuando  el  yalor  de  lo  que  en  á 
se  ventile  no  exceda  de  500  pesetas.» 

Contra  la  reforma  última  no  se  ha  levantado  ninguna  que- 
ja; pero  contra  la  relativa  al  Notariado,  apareció  en  el  propio 
periódico  M  Correo,  núm.  2.808,  correspondiente  al  6  de  Di- 
ciembre de  1887,  una  carta  fechada  en  Macotera  en  1.®  del  pro- 
pio mes  y  año,  suscrita  por  D.  Miguel  Qonzález,  en  la  cual  le 
leen  los  siguientes  párrafos: 

«Sr.  Director  de  Bl  Correo, — Muy  señor  mío  y  de  todo  mi 
respeto  y  consideración:  Me  he  encontrado  al  leer  ^nElCvm 
.una  carta  de  D.  Manuel  Fernández  Cadórnig^,  de  La  Bañeza, 
sobre  la*  crisis  agrícola,  que  ataca  con  cierto  desdén  á  una  ciar 
se,  por  lo  menos  tan  respetable  como  la  que  á  dicho  señor  pue- 
da pertenecer.  Hablo  del  Cuerpo  notarial,  que  ha  sido  maltra- 
tado por  el  Sr.  Gadórniga.  ¡Como  si  los  Notarios  fuesen  los  col- 
pables  de  la  crisis  agrícola. 

;»Yo  no  sé  si  el  Sr.  Cadórnig^  será  Registrador;  pero  sí  aií 
fuere,  yo  le  contestaría  que  mucho  más  inútiles  y  más  costoaoi 
son  los  Registros  que  las  Notarías. 

;»Propone  dicho  señor,  entre  otros  medios,  la  supresión  de 
los  Notarios  y  la  investidura  á  los  Registradores  para  formali- 
zar ante  ellos  la  contratación  pública,  lo  cual  equivale  á  qae 
un  solo  funcionario  desempeñe  y  haga  las  veces  de  un  Notario 
y  Registrador;  y  siendo  así,  implícitamente  reconoce  qoe  los 
Notarios  no  son  una  rueda  inútil. 

»Ya  que  se  puso  el  Sr.  Gadórniga  á  escribir  recetas  para 
conjurar  la  crisis,  debió  haberse  extendido  un  poco  más,  pi- 
diendo: supresión  de  la  contribución  territorial  por  completo, 
soldados,  marina,  Ministros,  Gobernadores,  Directores  gene- 
rales, etc.,  etc.,  y  así  no  habría  gasto  alguno;  pero  yo  propon* 
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go  que  se  supriman  también  todos  los  Registros,  incluso  el  de 
La  Bañeza.» 

No  quisiéramos  equivocarnos  al  sospechar  qne  D.  Miguel 
González  es  Notario  que  se  puso  de  mal  humor  al  leer  las  ma- 
nifestaciones del  Sr*  Cadómiga  en  favor  del  proyecto  que  de-  i 
fendemos.  De  todos  modos^  creemos  que  el  Cuerpo  de  Regis- 
tradores de  la  propiedad  no  merece  tales  ataques,  aun  en  el 
supuesto  de  que  el  Sr.  Cadórniga  fuese  Registrador  de  la  pro-, 
piedad,  que  creemos  no  lo  es. 

(St  conduirá.) 

ViOTORiNO  Santamaría. 


^ 


ESTADÍSTICA  CIVIL 


ANUARIO  DE  1887 

La  publicación  de  la  Estadística  de  la  AdmiQistracidn  de 
JQSticia  en  lo  civil,  cuyo  anuario  de  1887  ha  visto  la  lazr^ 
cieatemente,  no  es  un  servicio  nuevo  en  nuestra  patria;  antes, 
por  el  contrario,  fué  España  una  de  las  naciones  que  primero 
prestaron  la  debida  importancia  y  atención,  y  dictaron  las  dji< 
posiciones  necesarias  para  la  organización  y  mótodo  de  los  tra- 
bajos de  Estadística  judicial.  Ta  por  ley  de  4  de  Enero  de  1729 
encargó  Felipe  Y  á  todos  los  Tribunales  de  dentro  y  fuera  de 
la  Corte,  que  le  dieran  noticia  mensual,  por  medio  de  su  Coa* 
sejb,  de  todos  los  pleitos  pendientes  y  febecidos.  Más  adelante, 
Carlos  lY,  por  Real  orden  dirigida  el  18  de  Abril  de  1792  ti 
Presidente  de  la  Ghancillería  de  Granada,  y  con  motivo  de  en- 
viarle éste  un  resumen  impreso  de  los  expedientes  ciyiles  j 
criminales  que  despachara  el  año  anterior  de  1791,  dispuso 
que  continuara  tal  práctica,  extendiéndola  á  los  demás  Tríbs- 
nales  del  Reino;  y  las  Cortes  de  Cádiz  de  1812,  por  el  art.  261, 
número  11  de  su  Constilución,  acordaron  que  el  Tribunal  Sa- 
premo  examinara  las  relaciones  de  los  pleitos  y  cansas  qae, 
según  el  art.  270,  debían  remitirle  las  Audiencias,  y  segán 
el  277,  los  Juzgados  de  primera  instancia,  copiándolas  para 
conocimiento  del  Gobierno,  é  imprimiéndolas  para  qne  llega- 
ran  á  noticia  del  público,  con  objeto  de  promover  así  la  más 
pronta  y  recta  administración  de  justicia. 

Las  mismas  obligaciones,  en  una  ú  otra  forma,  impusieron 
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el  reglamento  provisional  de  26  de  Septiembre  de  1635,  lo» 
Beales  decretos  de  6  de  Diciembre  de  1855,  2  de  Mayo  de  1858^ 
8  de  Jallo  de  1859,  I.""  de  Febrero  de  1861,  3  de  Julio  de  1863, 
circalar  dé  19  de  Diciembre  de  1868,  Real  decreto  de  8  de 
Abril  de  1878  j  ley  de  Enjaiciamiento  criminal  de  1862,  en  el 
tít.  3.**  del  libro  1.^ 

Pero  á  pesar  de  esto,  ya  sea  por  lo  deficiente  de  nnestros 
Códigos,  ya  por  causa  de  trastornos  y  circunstancias  políticas, 
es  lo  cierto  qne,  no  obstante  tantos  y  tamaños  esfuerzos,  ncTse 
consiguió  regularizar  el  servicio  de  la  Estadística  judicial,  si- 
quiera en  parte,  hasta  que,  al  año  de  funcionar  las  Audiencias 
de  lo  criminal,  se  publicó  el  Beal  decreto  de  18  de  Marzo  de 
1884;  dándose  el  triste  espectáculo  de  que,  mientras  las  gran- 
des y  pequeñas  naciones  de  Europa,  desde  Inglaterra  á  Suecia 
y  desde  Francia  á  Romanía,  le  llevaban  á  total  perfección; 
nosotros  nos  limitaremos  á  ofrecer  como  datos  de  origen  oficial 
las  Estadísticas  criminales  de  1843  (no  publicadas  hasta  1845), 
1859,  1860,  1861  y  1862,  y  las  civiles  de  1861  y  1862  (no  pu-. 
blicada  hasta  1866). 

Con  el  establecimiento  del  juicio  oral,  verdadero  progreso 
en  nuestro  sistema  jurídico,  pudo  acometerse  una  reorganiza- 
ción que  tal  vez,  y  muy  razonablemeQte,  se  consideraba  irrea- 
lizable, y  encerrándose  en  los  modestos  pero  más  prácticos  lí- 
mites que  marcaba  el  mencionado  Real  decreto  de  18  de  Marzo 
de  1884,  ha  podido  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  ir  publi- 
cando sin  interrupción  las  Estadísticas  de  la  Administración 
de  justicia  en  lo  criminal,  correspondientes  á  los  años  1883, 
1884  y  1885,  menos  extensas  y  aparatosas  que  las  anteriores; 
pero  que,  sin  ser  absolutamente  perfectas,  se  amoldan  más  á 
los  adelantos  de  la  ciencia  y  á  las  necesidades  de  la  práctica. 

Partiendo  de  esta  mejora  realizada  en  lo  penal,  y  á  fin  de 
normalizar  la  publicación,  tantos  años  olvidada,  de  la  Esta- 
dística  de  la  Administración  de  justicia  en  Incivil,  para  que 
completándose  ambas,  pudieran  sus  datos  reunidos  mostrar  ^^ 
estado  de  nuestras  costumbres,  la  eficacia  de  nuestras  leyc 
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las  reformas  que  en  ellas  se  advierten  como  más  necesari&fi, 
el  8r.  Alonso  Martínez  se  propaso  qae  cesara  este  desconocí  > 
miento  de  tan  importantes  datos,  dictando  al  efecto  las  pres- 
cripciones con  arreglo  á  las  cuales  había  de  llevarse  á  cabo 
nuevamente  su  publicación. 

Indudablemente  la  falta  de  Código  civil,  cuya  clasificación 
técnica  serviría  de  pauta  parala  Estadística,  ofrece  algunas 
dificultades  para  distribuir  por  materias  en  los  respectivos  cua- 
dros las  cuestiones  resueltas  por  los  Tribunales  de  justicia,  y 
fué  el  motivo  de  que  las  Estadísticas  de  1861  y  1862  se  ciñe- 
ran exclusivamente  á  la  ley  de  Enjuiciamiento,  sin  contener 
más  datos  que  los  relativos  al  aspecto  meramente  externo  de 
los  negocios  civiles;  pero  es  de  igual  modo  cierto  que  esta  ma- 
nera defectuosa  de  entender  la  Estadística  no  podía  subsistir, 
y  á  no  cesar  su  publicación,  es  seguro  que  se  hubiera  reforma- 
do en  el  sentido  de  comprender  así  la  parte  formal  como  la  in- 
trínseca de  los  asuntos  civiles  y  de  los  mercantiles  también, 
puesto  que  el  Derecho  mercantil,  en  suma,  sólo  es  una  rama 
del  Derecho  civil,  y  como  tal  se  considera  en  las  Estadísticas 
de  los  pueblos  más  cultos  de  Europal 

Teniendo  presentes  estas  consideraciones,  el  actual  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia  publicó,  en  1.^  de  Enero  de  1887,  un 
Real  decreto  organizando  en  dicho  Ministerio  la  Sección  de 
Estadística,  creando  en  las  Audiencias  territoriales  unas  pla- 
zas de  Oficiales  encargados  de  este  servicio  y  organizando  la 
publicación  anual  de  la  Estadística  de  la  Administración  do 
justicia  eti  lo  civil,  segán  se  verifica  con  la  de  lo  criminal  deu- 
do el  año  1883. 


• 


El  tomo  correspondiente  á  1887,  que  es  el  primero  publica- 
do en  cumplimiento  del  citado  Real  decreto,  ofrece,  por  con- 
siguiente, para  cuantos  al  estudio  del  Derecho  se  consagran, 
además  del  interés  que  las  cifras  entrañan,  el  de  la  novedad, 
ya  que  desde  hace  un  cuarto  de  siglo  no  han  podido  apreciar  • 


ESTADÍSTICA    ClVtL  433 

üe  los  datos  correspondientes  á  esta  importantísima  materia^ 
qae  tantas  enseñanzas  ofrecOi  así  eñ  cnanto  ^  la  bondad  de 
nuestras  leyes  como  en  cnanto  á  la  eficacia  de  nuestra  Admi- 
nístracidn  de  jasticia. 

En  la  imposibilidad  de  dar  cabal  noticia  de  los  datos  con- 
i;enido3  en  el  Anuario,  qae  forma  nn  volumen  en  4.°  de  316  pá- 
ginas, cuidadosamente  impreso,  expondremos  las  cifras  de  ma- 
yor importancia  y  que  ofrecen  más  interés,  así  como  las  con- 
sideraciones capitales  que  de  su  estudio  se  desprenden. 


«  » 


Siguiendo  el  orden  jerárquico  de  los  Tribunales,  empezan- 
do por  el  inferior,  se  divide  la  Estadística  en  cuatro  partes, 
que  son: 

1/    Juzgados  municipales. 

2/    Juzgados  de  primera  instancia/ 

3/    Audiencias  territoriales. 

4.*  ■  Tribunal  Supremo. 

A  cada  parte  precede  una  breve  noticia  de  la  organizacidu 
y  atribuciones  de  los  Tribunales  á  que  se  refiere,  dato  que  si  á 
primera  vista  pudiera  parecer  innecesario  entre  nosotros,  por 
ser  conocido  de  cuantas  personas  suelen  consultar  esta  clase 
de  trabajos,  es,  sin  embargo,  indispensable,  porque  estableci- 
do el  cambio  de  las  Estadísticas  judiciales  entre  las  Naciones 
que  las  publican^-  todas  consignan  este  particular,  que  facilita, 
en  gran  manera,  el  estudio  comparativo. 

Los  datos  para  la  formación  de  la  Estadística  civil  se  han 
obtenidp  por  medio  de  hojas,  una  para  cada  asunto  termina- 
do, tanto  en  Tos  Juzgados  de  primera  instancia  como  en  las 
Audiencias  territoriales,  firmadas  respectivamente  por  los  Jue- 
ces 6  Magistrados  ponentes. 

Este  sistema,  dice  una  de  las  advertencias  del  Anuario, 
que  es  el  mismo  que  se  emplea  para  la  Estadística  criminal, 
permite  conocer,  con  absoluta  exactitud,  el  número  de  asun- 
tos terminados  en  el  año,  pero  exige  prolija  y  escrupulosa  la- 

TOMO  73  t% 
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bor,  por  lo  cdal  no  se  ha  aplicado  á  los  Juzgados  monicípale»^ 
siendo  éstos  9.356  y  204.294  los  asantes  despachados  por  los^ 
mismos,  habiera  sido  necesario  para  sa  examen  y  clasifica* 
ción  más  tiempo  y  trabajo  del  qne  realmente  exige  sn  impor- 
tancia. Aun  caando  por  consideraciones  de  otro  orden,  los 
datos  refereates  á  los  recarsos  despachados  por  el  Tribanal 
Sapremo  de  jasticia  se  han  recibido  de  este  altb  Tribanal  con- 
densados  ya  en  estados  definitivos,  habiéndose  limitado  el  ira- 
bajo  de  la  Sección,  en  esta  parte,  á  amoldar  dichos  datos  al 
método  y  clasificación  impuestos  á  los  correspondientes  de  l^s 
demás  órdenes  de  Tribunales. 

Prescindiendo  de  la  división  anteriormente  expuesta,  pue- 
de comprenderse  la  Estadística  en  dos  amplias  síntesis  (anio- 
nes á  los  Juzgados  de  primera  instancia,  Audiencias  territoria- 
les y  Tribunal  Sapremo,  que  algunos  denomínaríau  lafom^ 
y  elfondOj  y  que,  en  otros  términos,  significan:  el proeedimien- 
ioj  el  derecho  sustantivo. 

.En  los  cuadros  relativos  al  primero  se  contienen  todos  los 
asuutos  despachados  durante  el  año  por  los  Jueces  y  las  Ad- 
diencias,  hayan  9Ído  ó  no  cuestiones  litigiosas,  de  suerte  que  á 
ellos  habrá  de  acudirse  para  conocer  las  cifras  exactas  de  les 
negocios  despachados,  que  no  pueden  convenir  en  sus  totalej 
con  los  cuadros  relativos  al  derecho  sustantivo.  En  éstos  f^e 
han  suprimido  todos  los  asuntos  de  la  jurisdicción  voluntaría 
y  aquellos  de  la  jurisdicción  contenciosa  que  no  han  sido  ob- 
jeto do  contienda  entre  partes,  tales  como  las  informaciones 
de  pobreza,  declaración  de  herederos  abintestato^  aprQbactóu 
de  particiones,  embargo  preventivo,  etc.,  en  los  que  el  dere- 
cho puede  clasificarse  por  el  procedimiento,  á  fin  de  que  en 
dichos  cuadros  sólo  aparezcan  aquellas  materias  esencialmen- 
te litigiosas  y  que  han  sido  motivo  de  controversia. 

Las  dificultades  de  mayor  eútidad  se  han  presentado  en  la 
clasificación  de  las  materias  de  derecho,  por  lo  complejo  de 
nuestra  vigente  legislación  civil.  Eu  la  imprescindible  necesi- 
dad de  seguir  algún  método,  tanto  para  esta  clasificación  como^ 
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para  uniformar  las  diversas  nomenclatoras  cop  que  aparecen 
extendidas  las  31.226  hojas  de  los  Juzgados  y  las  2.152  de  las 
Audiencias,  se  ha  seguido  el  orden  y  el  tecnicismo  del  proyec- 
to del  Código  civil,  formado  por  la  Comisión  correápondiente, 
conservando,  empero,  las  denominaciones  actuales  á  las  ma- 
terias que  no  tienen  sigilares  en  dicho  proyecto,  como,  por 
ejemplo,  el  retracto  gentilicio,  y  á  las  peculiares  del  derecho 
foral,  como  el  contrato  de  rabassa  marta  de  Cataluña,  la  viu- 
dedad/oral de  Aragón,  etc.  También  se  han  incluido  entre  las 

*  materias  de  derecho,  las  acciones  reivindicatoria  y  de  jactan- 
eia,  pues  si  bien  el  proyecto  de  Código  no  las  menciona,  no 
puede  prescindírae  del  aspecto  sustantivo  común  á  todas  las 
acciones,  y  ya  en  algunas  obras  modernas  de  codificación  se 
expresan  las  acciones  correspondientes  á  los  derechos  que  se 
establecen. 

Por  considerar  de  difícilísima  obtención  el  dato  relativo  á 
la  suma  total  de  los  gastos  de  cada  asunto,  comprendiendo  el 
papel  sellado,  los  honorarios  .profesionales  y  las  costas  arance- 
larias, se  ha  limitado  la  presente  Estadística  á  consignar  el 
importe  del  papel,  dividiéndolo,  así  en  primera  instancia  como 
en  segunda  y  en  los  recursos  de  casación,  en  papel  pagado, 

•  de  pobres  y  á  reintegrar,  debiendo  tcnerso  en  cuenta  la  excep- 
ción del  uso  del  papel  sellado  de  que  disfrutan  las  provincias 
Vascongadas,  Navarra  y  el  Juzgado  de  Viella,  en  Cataluña, 
éste  por  privilegio  y  aquéllas  por  convenio. 


• 


£1  número  de  Juzgados  municipales  existentes  es  de  9.325, 
que  aparecen  clasificados  por  orden  alfabético  dentro  de  cada 
Audiencia  territoriaL 

El  cuadro  primero  se  refiere  á  los  asuntos  despachados 
por  cada  uno  de  ellos,  y  .así  de  éste^  como  de  los  restantes, 
sólo  consignaremos  las  cifras  totales  de  mayor  importancia,  ya 
que  otra  cosa  nos  exigiría  mucho  mayor  espacio  del  que  pode* 
moa  disponer. 
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En  vez  de  una  hoja  especial  para  cada  asunto  terminado, 
han  remitido  los  Juzgados  municipales  estados  por  trimestres, 
..  comprensivos  de  los  actos  de  conciliación^  juicios  verbales^  jui- 
cios de  desahucio  y  asuntos  varios  terminados  dentro  de  dichos 
períodos,  con  la  clasificación  con  que  aparecen  publicados,  lo 
bastante  minuciosa  en  el  anuario  para  conocer  la  clase  de  asun- 
tos en  que  han  intervenido.  No  se  comprendeui  sin  embargo^ 
entre  los  actos  de  conciliación,  los  originados  por  injuria  ó  ca- 
lumnia, porque  éstos  son  preparatorios  de  juicios  criminales  y 
se  hallan  comprendidos  en  su  Estadística  propia. 


Consta  en  el  estado  2.®  la  clasificación  de  los  asuntos  de 
que  conocieron  los  Juzgados  municipales.  De  los  40.446  actos 
de  conciliación  que  aparecen,  tuvieron  por  objeto:  7.582  perso- 
nas; 14.290  cosas,  y  18.574  obligaciones.  Atendiendo  á  la  for- 
ma en  que  terminaron,  resultan:  4.029  intentados  sin  efecto; 
15.047  terminados  con  avenencia,  y  21.370  sin,  ella. 

De  126.437  juicios  verbales,  114.170  tenían  por  objeto  re- 
clamación de  cantidad;  3.611  reclamación  de  bienes  muebles; 
4.055  de  bienes  inmuebles,  y  4.601  de  otros  derechos. 

Atendiendo  á  la  forma  en  que  terminaron,  constan:. sin  sen- 
tencia, por  transacción  ó  desistimiento  50.988,  y  por  caducidad 
de  la  instancia  1.371.  Por  sentencia  consentida,  absolviendo 
al  demandado,  5.301,  y  condenándole,  62.274;  y  por  sentencia 
apelada,  absolviendo  al  demandado,  2.023,  y  condenándole 
4.480. 

En  cuanto  á  los  13.063  juicios  de  desahucio,  tomando  en 
cuenta  los  motivos,  se  registraron:  por  haber  cumplido  el  tór- 
minq  estipulado  740,  por  haber  espirado  el  plazo  del  aviso 
1.163,  y  por  falta  de  pago  del  precio  convenido  11.160.  Por  la 
forma  de  su  terminación  se  registran:  sin  sentencia,  por  tran- 
sacción ó  desistimiento,  3.411,  y  por  caducidad  de  la  instancia 
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191;  y  por  sentencia  consentida  absolviendo  al  demandado  335, 
y  condenándole  8.72];  por  sentencia  apelada  absolTíendo  al 
demandado  134,  y  condenándole  270. 


-  Comprende  el  cuadro  3.®  la  clasificación  de  los  24.348  ason- 
tos  yarios  despachados  en  los  Juzgados  municipales,  dasifi- 
cándolos  según  su  objeto.  He  aquí  sas  cifras:  de  las  actas,  14 
fueron  de  consentimiento  para  servir  ó  sustituir  en  el  ejercito, 
13  de  consentimiento  para  ir  á  Ultramar,  3.249  de  coaBenti- 
miento  y  consejo  para  contraer  matrimonio  y  157  para  fijar 
perjuicios  ocasionados  por  incendios  y  otros  siniestros. 

Hubo  además  825  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  12  aper- 
cibimientos para  desahucio,  345  aperturas  de  libros  de  comer- 
cio, 200  asuntos  administrativos,  60  asuntos  de  comerdio,  noa 
comparecencia  dando  palabra  de  casamiento,  88  competencias 
é  inhibiciones,  21  consignaciones  de  cantidad,  15  declarado* 
nes  de  heredero  por  pacto  preventivo  y  en  capítulos  matrimo- 
niales, 10  depósitos  de  bienes,  cantidad  ó  mercancías,  36  de- 
pósitos de  personas,  34  ejecuciones  de  lo  convenido  en  acto 
conciliatorio  y  en  juicio  verbal,  201  ejecuciones  de  sentencia, 
25  embargos,  2.518  embargos  preventivos,  4.180  exhortóse 
cartas-órdenes,  comisiones,  mandamientos,  etc.,  17  incidentes 
de  pobreza,  162  informaciones  ad  perpetuam,  9.821  posesorias 
y  10  sobre  extravíos  de  licencias;  3  inventarios  de  bienes  de 
menores,  195  prevenciones  de  abintestato^  30  protestos  de  le- 
tras á  falta  de  Notarios,  1  suplemento  de  consentimiento  para 
contraer  matrimonio,  35  tercerías,  2  testamentos  por  cédala  y 
2.069  indeterminados. 

De  estos  asuntos  varios  correspondieron:  1.504  á  la  Aodieo- 
cia  de  Maílrid,  1.563  á  la  de  Albacete,  3.013  á  la  de  Barcelona, 
2.578  á  la  de  Burgos,  1.261  á  la  de  Cáceres,  1.603  á  la  de  Co- 
rana, 1.6C2  á  la  de  Granada,  710  á  la  de  Las  Palmas,  1.724  á 
la  de  Oviedo,  426  á  la  de  Palma,  449  á  la  de  Pamplona,  1.600 
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^  la  de  Sevilla,  2.732  á  la  de  Valencia,  2*090  á  la  de  Vallado- 
lid  y  1.493  á  la  de  Zaragoza. 


•  « 


El  CQ$idro  I  de  la  segunda  parte  contiene^  además  de  los 
^atos  referentes  al  número  de  Escribanos  adscritos  á  cada  Juz- 
gado, población,  extensión  superficial  y  número  de  Juzgados 
municipales  de  cada  uno  de  ellos,  el  total  general  de  asuntos 
ingresados  y  despachados  durante  el  año  en  los  mismos.  En- 
tre los  asuntos  se  comptonden  las  apelaciones  procedentes  de 
-los  Juzgados  municipales,  englobadas  por  partidos  judiciales^ 
pues  la  separación  de  cada  Juzgado  municipal  hubiera  aumen- 
tado considerablemente  el  volumen  del  sumario,  sítn  ventaja 
notable  parala  claridad  y  estudio  de  la  Estadístiba. 

Expresa  además  este  cuadro  la  población,  extensión  super- 
ficial y  organización  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  y 
los  trabajos  realizados  por  cada  uno  de  ellos  en  materia  civil  y 
mercantil. 

El  número  de  Juzgados  de  primera  instancia  asciende  á 
498,  con  1.527  escribanos.  Tenían  pendientes  1G.949  asuntos 
en  31  de  Diciembre  de  1886,  ingresaron  47.916  en  el  año  1887, 
ascendiendo  en  total  á  73.802,  de  los  cuales  fueron  despacha* 
dos  39.877,  quedando  pendientes  los  otros  33.925. 

He  aquí  los  correspondientes  á  cada  Audiencia. 


40 
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Es  objeto  del  cuadro  II  la  clasificación  de  las  apelaciones 
interpuestas  ante  los  Jazgados  de  primera  instancia,  según  sn 
forma  de  terminación. 

De  las  8.533  apelaciones  interpaestas,  terminaron  sin  sen* 
tencia:  686  por  transacción  ó  desistimiento  y  424  por  cadaci- 
dad;  y  por  sentencia:  4.428  confirmatoria  de  la  del  Juzgado 
manicipal,  726  reyocatoria  en  parte  y  2.269  revocatoria  total- 
níente. 


El  estado  3.^,  que  es  sin  duda  uno  de  los  más  interesantes^ 
comprende  la  clasificación  por  libros,  títulos,  capítulos  y  sec- 
cioues  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciyil,  de  los  asuntos  termi- 
nados en  los  Juzgados  de  primera  instancia,  de  cada  Audien- 
cia territorial,  su  duración  6  importe  del  papel  sellado  inverti- 
do en  la  instancia.  He  aquí  un  resumen  de  estos  curiosos 
datos: 

Procedimiento  común  á  la  jurisdicción  co]itenciosa  y  á  la 
Tolantaria.  Defensa  por  pobre,  1.084;  competencias  y  contien- 
das de  jurisdicción,  13;  recusación  de  Magistrados,  Jueces  de 
primera  instancia  y  asesores,  1;  recusación  de  auxiliares,  1;  co- 
rrecciones disciplinarias,  1. 

Jarisdicción  contenciosa.  Juicio  ordinario  de  mayor  cuan- 
tía» 1.480;  de  menor  cuantía,  1.435;  incidentes,  24;  juicios  de 
arbitros  y  amigables  componedores,  9;  recursos  de  responsa- 
bilidad contra  Jueces  y  Magistrados,  1;  prevención  de  adinUs- 
taíOy  10;  declaración  de  herederos  aiinUstato,  5.941;  juicio  de 
aiinUstaíOy  2;  aprobación  de  particiones,  2.209;  juicio  volun- 
tario de  testamentaría,  171;  necesario,  70;  adjudicación  de  bie- 
nes á  que  están  llamadas  varias  personas  sin  designación  de 
nombre,  8;  suspensión  de  pagos,  88;  quita  y  espera,  14;  decla- 
ración de  concurso,  15;  quiebra,  17;  embargo  preventivo  y 
aseguramiento  de  bienes  litigiosos,  322;  juicio  ejecutivo,  4.857; 
tercerías,  221;  procedimiento  de  apremio  en  negocios  de  co- 
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mercio,  1;  juicio  de  desahucio,  233;  alimentos  .provisionaleí, 
68;  retractos,  130;  interdicto  de  adquirir,  39;  de  retener  6  re- 
cobrar, 575;  de  obra  nueva  44;  de  obra  ruinosa,  13;  é  Lndeter* 
minado,  31. 

Jurisdicción  voluntaria.  Adopción  y  arrogación,  5;  nombra- 
miento de  tutores,  87;  de  curadores  para  los  bienes,  282;  de 
curadores  ejemplares,  117;  de  curadores  para  pleitos,  1.981; 
discernimiento  de  los  cargos  de  tutor  y  curador,  255;  depósito 
de  personas,  254;  suplemento  del  consentimiento  de  los  pa- 
dres, abuelos  ó  curadores  para  contraer  matrimonio,  235;  ele- 
vación á  escritura  pública  del  testamento  ó  codicilo  heclio  de 
palabra,  1.137;  apertura  de  testamentos  cerrados  y  protocoliza- 
ción de  memorias  testamentarias,  242;  informaciones  para  dis- 
pensa de  ley,  7;  habilitaciones  para  comparecer  enjuicio,  1^; 
informaciones  para  perpetua  memoria,  895;  informaciones  po- 
sesorias, 4.413;  enajenación  de  bienes  de  menores  é  incapad- 
tados  y  transacción  acerca  de  sus  derechos,  1.355;  administra- 
ción  de  bienes  de  ausentes  en  ignorado  paradero,  5;  posesióa 
judicial  en  los  casos  en  que  no  procede  el  interdicto  de  adqui- 
rir, 143;  deslinde  y  amojonamiento,  54;  apeos  y  prorrateos  de 
foros,' 48;  indeterminados,  263 

Jurisdicción  voluntaria  en  negocios  de  comercio.  Depósito 
y  reconocimiento  de  efectos  mercantiles,  10;  calificación  de 
averías,  107;  descarga,  abandono  ó  intervención  de  efectos  mer- 
cantiles y  de  la  fianza  de  cargamento,  1;  otros  actos  de  comer- 
cio que  requieren  la  intervención  judicial  perentoria,  123,  y 
nombramiento  de  arbitros  y  de  peritos  en  el  contrato  de  se- 
guros,  6. 

{Se  concluirá) 

RaIIÓN  SÍNCH£Z  DE  OCAÑÁ. 


REVISTA  DE  LÁ  PRENSA  PROFESIONAL  EXTRANJERA 


fl  DiriUa  commerciale,  de  Pisa,  pabUo«  un  onrioso  trabajo  de  suii)a  utilidad 
para  la  r^orma  del  Derecho  mercantil. 

Con  objeto  de  formar  la  opinión  sobre  las  modificaciones  que  la  práctica 
aconsejara  introducir  en  el  Código  de  Comercio,  el  Ministro  guardasellos  del 
reino  de  Italia  invitó  k  los  Procuradores  generales  de  los  Tribunales  de  ape* 
laoión  k  qu0  en*  sxui  discursos  de  apertura  del  año  judicial  de  1887*80  ocuiMt- 
sen  del  estudio  de  alguna  de  las  cuestiones  relacionadas  con  la  aplicación  de 
las  disposiciones  de  dicho  Código,  especialmente  en  la  materia  de  quiebras. 

Como  era  de  esperar,  todos  los  funcionarios  citados  respondieron  diligen- 
temente á  la  invitación,  constituyendo  sus  trabajos  un  caudal  inapreciable  da 
observaciones  y  enseñajuas  deducidas  de  la  experiencia  en  los  cuatro  años 
que  llevaba  en  vigor  el  referido  Código.  Todos  ellos  han  sido  resumidos  en 
un  importante  informe  del  Senador  Auriti,  del  que  la  revista  mencionada  ex- 
tracta la  parte  correspondiente  á  las  cuestiones  que  Oon  más  frecuencia  sa 
habían  presentado  ante  los  Tribunales  y  á  las  modificaciones  propuestas  con 
carácter  verdaderamente  práctico  para  la  solucióil  de  las  dificultades  que  las 
mismas  entrafian. 

Sentimos  no  poder  hacer  más  detenida  exposición  de  los  diversos  temas 
tratados  con  tal  moüvo,  y  para  dar  sólo  idea  de  los  más  principales  bastará 
indicar  que  casi  todos  se  refieren  á  alguno  de  los  extremos  siguientes:  1.*  A 
Um  dificultadat  de  tnterpretactón  nuctiadaa  en  la  aplicación  de  muehoe  de  loe  artíctt- 
loe  de  dicho  Código:  2.^  Á  la  inetüución  del  curador  de  la  quiebrOt  institución  que,  á 
excepción  de  tres,  la  aprueban  todos  los  Procuradores  generales,  si  bien  reco- 
mendando vivamente  la  formación  de  buenas  listas  de  las  personas  que  pue- 
den ser  elegidas  para  dicho  cargo:  8.*  A  la  moratoria,  respecto  de  la  que  to- 
dos se  muestran  también  favorables,  á  excepción  del  de  Turin,  que  concepta» 
lesiva  para  los  derechos  de  los  acreedores,  y  expuesta  á  dificultades  y  ft»udes 
dicha  faexütad,  de  la  que  hasta  ahora  se  ha  hecho  muy  poco  uso:  4.^  A  la  ^• 
cada  represiva  de  leu  nueva»  dispoeidonee  eobre  guidfrae,  muchas  de  las  cuales 
consideran  en  extremo  rigurosas,  especialmente  para  los  pequefios  comeroian- 
tas  que  no  tienen  capacidad  ni  medios  para  cumplir  estrictamente  todas  la« 
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obligaciones  que  el  Código  le«  impone,  y  oomo  ocasionados  k  ooníliotos  y 
baraaos  para  el  ejeroioio  del  Hinisterío  público;  j  h*  Ala  duraeióm  de  lo*  pn- 
cedimiefito»,  respecto  .de  los  que  todos  están  conformes  en  que  desde  la  pro- 
mulgación del  nuevo  Código  se  ha  abreviado  mucho  la  duración  de  los  pro- 
cedimientos contra  los  quebrados,  aunque  no  se  ha  llegado  aún  k  toda  la  ce- 
leridad y  expedición  que  seria  de  desear  en  este  punto. 

No  necesitamos  encarecer  la  utüidad  de  estos  trábi^os  que  consigo  llevan 
la  autoridad  do  la  experiencia  adquirida  en  una  larga  práctica  en  el  estudio 
y  apUcaoión  de  las  leyes,  y  que  constituyen  uno  de  los  elementos  más  útiles 
para  la  reforma  provechosa  de  la  legislación. 

S.  AauíLBRÁ. 


NOTICIAS  BIBLIOGRÁFICAS* 


El  Proeedimiento  penal  teérieo  práctico  para  la  jnrisdirción  ordinaria, 

concordado  y  comentado  por  JD,   Víctor  Gavian  y  Junco. — Madrid,  1888.-^ 
Fuentes  y  CapdevUle,  libreros-editores. 


Hemos  recibido  el  tomo  1.^  de  la  importante  obra  qne  con  este  titulo  vie- 
ne publicando  el  laborioso  é  ilustrado  Sr.  Covián  y  Junco,  Presidente  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  de  Almendralejo  y  miembro  de  la  Sociedad  de  legis- 
lación comparada  de  París. 

Propónese  en  dicha  obra  el  autor  examinar  de  una  manera  clara,  inetó- 
dioa  y  breve,  en  lo  posible,  todas  las  cuestiones  que  tanto  en  el  terreno  de 
la  teoría  como  ep  el  de  la  pr&otica  se  debaten  en  materia  de  procedimiento 
penal,  resolviéndolas  con  arreglo  &  l^s  leyes,  &  la  jurisprudencia  y  &  la  doc- 
trina  de  los  jurisconsultos  m&s  disting^dos  tanto  nacionales  como  extran- 
jeros. 

Con  natural  modestia  y  sin  ptra  aspiración  que  la  de  recopüar  lo  escrito 
en  muchos  cuerpos  legales  y  en  multidnd  de  resoluciones  de  los  Tribunales 
aclaratorias  de  las  dÍ8i>OBÍoiones  de  la  ley  procesal,  el  autor  ha  venido  á  lle- 
nar un  vacío  de  que  adolecía  la  literatura  jurídica  de  nuestra  patria  en  que 
tan  escasas  son  las  obras  fundamentales  sobre  teoría  del  procedimiento  ju- 
dicial especialmente  en  cuanto  afecta  al  Derecho  moderno. 

No  se  limita  la  que  es  objeto  de  esta  reseña  al  solo  estudio  de  la  legisla- 
ción española,  sino  que  con  el  propósito  de  llevar  &  ella  todos  los  principios 
aceptados  por  los  distintos  países  en  que  mayor  progreso  ha  alcanzado  esta 
rama  del  Derecho  para  hacer  de  la  misma  tm  tratado  útil  en  todo  tiempo 
por  el  caudal  de  doctrina  á  .él  aportado,  se  completará  dicha  obra  por  via  de 
apéndice  con  una  recopilación  de  los  Códigos  extranjeros  m&s  adelantados 
hasta  el  día,  de  los  que  no  es  probikble  se  separe  cualquiera  otra  reforma  que 
en  lo  sucesivo  se  intente  en  la  ley  procesal,  prefiriéndose  la  inserción  integra 
en  esta  forma  &  la  mutilada  que  resultaría  de  hacerlo  por  medio  de  concor- 
dancias á  continuación  de  cada  articulo,  sin  peijuicio  de  anotar  en  éstos  lo 
sufloiente  para  que  esta  seg[unda  serie  sea  complemento  y  comentario  prove- 
choso de  la  primera. 

De  dicho  apéndice  ha  sido  publicado  ya  el  primer  tomo,  comprensivo  de 
los  Códigos  de  procedimiento  penal  en  Francia,  Bélgica  é  Italia,  que,  como  es 


*  De  todas  las  obras  juridioas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juido  critico  en  esta  Sección  de  la  Bbvista.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias  pondremos  nn  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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sabido,  signen  el  sistema  miocto  propiamente  dicho,  meawla  del  úi^meóe  y  om- 
aatorío  qne  puede  muy  bien  denominarse  Sscnela  francesa. 

El  tomo  segundo  de  la  serie  correspondiente  &  la  legislación  extnsgera, 
pendiente  aún  de  publicación,  comprenderá  una  reseña  histórica  y  el  arttev' 
lado  integro  de  los  Códi'gos  de  Austria  y  Alemania,  que  obedecen  al  sistema 
at*u9atorio  mixto  ó  alenván,  adicionándolos  con  disposiciones  reglamentazÍM 
tan  importantes  como  In  Instrucción  diotada  on  ol  primero  de  dichos  psiset 
para  la  ejecución  del  Código,  la  referente  al  modo  de  proceder  en  las  eaom 
por  muerte  violenta  y  la  Ordenanza  de  los  Tribunales  on  lo  penaL 

Los  restantes  estarán  consagrados  á  la  exposición  de  los  cuerpos  legjKke 
inspirados  en  el  sistema  acutatorio  puro  ó  anglo-sajón,  y  de  aqnell(M  que,  «ato 
el  de  Portugal,  no  pueden  clasificarse  con  precisión  dentro  de  ninguno  d» 
dichos  sistemas,  aunque  guardan  analogía  con  todos  ellos,  oon  lo  cual  Ust 
drjuí  término  las  cuatro  secciones  en  que  ha  de  dividirse  la  segunda  serien 
Apéndice  citado;  pues  en  él  se  prescinde  de  los  Códigos  que  siguem  el  ffisUma 
inquUitivo  puro,  porque  liada  podría  encontrarse  en  ellos  que  no  se  halle  en  Is 
instrucción  preparatoria  ó  sumarial  de  nuestro  procedimiento,  y  espedáhasB- 
te  en  la  legislación  francesa. 

En  otra  ocasión  (1),  al  ocupamos  del  primero'  de  los  tomos  indicados,  ex* 
pusimos  ya  la  importancia  suma  que  etftos  estudios  tienen  en  la  actualidad 
dadas  las  modernas  tendencias  del  Derecho;  y  concretándonos,  on  su  virtud, 
ahora  al  que  hemos  recibido  de  la  serie  correspondiente  á  la  legislación  espa- 
ñola, debemos  hacer  notar  las  ventajas  del  plan  que  se  ha  trazado  el  aator 
y  del  programa  que  se  propone  desarrollar  en  su  obra. 

Siguiendo  ésta  el  método  generalmente  adoptado  )^or  I0.1  más  notsUsí 
publicistas  del  Derecho  procesal,  divídese  en  dos  partes,  una  general  7  otrt 
especial,  á  la  primera  de  las  cuales  pertenece  el  tomo  de  que  damos  cnsDts. 

Consta  éste  de  cuatro  secciones,  en  las  que  extensamente  se  examinan  Im 
principios  cardinales  del  procedimiento  penal,  se  expone  la  historia  de  eiU 
parte  de  la  ciencia  jurídica,  especialmente  en  lo  que  hace  relación  á  nuestn 
patria,  y  se  comentan,  por  último,  con  gran  erudición  las  disposiciones  d«I 
Derecho  procesal  positivo  en  España  en  el  orden  penal  hasta  el  art.  7.*  io- 
clusive  deia  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

En  la  primera  de  dichas  secciones,  destinada  á  la  filosofía  del  derecho,  des* 
pues  de  algunas  nociones  generales  sobre  el  concepto  del  derecho  penal,  áé 
proceso  considerado  en  si  mismo  y  del  juicio  penal,  asi  como  sobre  las  clasi- 
ficaciones y  divisiones  hechas  de  dicho  procedimiento,  fuentes  de  conoto- 
miento  relativas  al  mismo  y  ciencias  auxiliares  para  su  estudio,  se  trata  dé 
las  diversas  formas  í'econooidas  ó  sistemas  seguidos  en  esta  clase  de  procedí* 
miento  por  las  distintas  legislaciones,  exponiéndose  las  ventajas  é  inooov»- 
nientes  de  cada  uno  de  ellos. 

La  segunda  de  las  secciones  citadas,  que  es  la  más  extensa  de  todas,  pne» 
comprende  casi  por  completo  el  indicado  tomo,  está  consagrada  á  la  hisiorís 
del  procedimiento  penal  desde  los  tiempos  primitivos  hasta  su  expresión  es 
las  disposiciones  legales  vigentes. 

En  la  sección  tercera  empieza  el  estudio  del  derecho  positivo,  examinán- 
dose en  ella  todo  lo  relativo  al  planteamiento  de  la  actual  ley  de  EAJuidí' 
miento  criminal  y  los  principios  cardinales  de  la  misma.  T  por  últdmo,  la 
cuarta  se  ocupa  de  las  cuestiones  prejudiciales  á  que  se  refieren  los  artleolos 


(1)     Tomo  69  de  la  Betista,  pág.  Ifi8. 
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del  8  al  7,  ambos  indasÍTe,  de  dicha  ley,  exponiéndose  en  esta  seooión  el  ver- 
dadero concepto  de  tales  enestiones,  sn  diferencia  de  las  llamadas  previas,  la 
división  ó  clasiñcación  de  las  mismas  por  raxón  de  la  materia  sobre  que  ver- 
san, del  período  «en  qne  han  de  promoverse  ó  decidirse  y  de  la  autoridad  qne 
ha  de  resolverlas,  asi  como  de  todo  lo  relativo  á  la  oompetenida  de  las  jnris* 
dicciones  represivas  y  no*represivas  en  esta  materia,  excepciones  prejndicia- 
les  qne  motivan  la  snspensión  del  procedimiento  hasta  su  resolución,  etc  ,  etc. 

Al  presente  se  halla  en  preparación  el  tomo  2.*  que  comprenderá  las  sec- 
ciones 5.%  6/  y  7.*  de  la  obra,  las  cuales  constituyen  verdaderos  tratados  doc- 
irinaleft  sobre  la  jurisdicción  y  las  acciones  en  el  orden  penal. 

Las  indicaciones  que  preceden  bastan  á  poner  de  manifiesto  la  utilidad  é 
intereses  de  la  expresada  obra,  la  cual  merece  todo  gónero  de  elogios  por 
nuestra  parte,  pues  publicaciones  de  tanta  importancia  deben  siempre  ser 
acogidas  con  aplauso. 

lincho  nos  complace  poder  trfbutar  de  este  modo  á  su  ilustrado  autor 
nuestras  desapasionadas  alabanzas,  con  tanto  más  motivo  cuanto  que  se  tra* 
ta  do  un  distinguido  funcionario  de  la  Administración  de  justioit^  que  &  pesar 
de  las  Improbas  tareas  de  su  Ministerio  no  desatiende  su  amor  á  la  ciencia^ 
al  cual  deseamos  la  necesaria  constancia  para  no  ceder  ante  las  dificultades 
propias  de  la  empresa  que  ha  tomado  á  su  cargo,  en  la  seguridad  de  que  de 
llevarla  k  término,  como  es  de  esperar  de  lá  actividad  de  que  da  muestra, 
habrá  prestado  con  ello  un  señalado  servicio  á  la  ciencia  jurídica  y  á  todaa 
las  personas  aficionadas  al  estudio  de  esta  importante  rama  del  Derecho  tan 
poco  cultivada  en  nuestro  país. 

•  « 


Ak^acién  en  derecho  á  nombre  de  la  Exema.  Sra.  Doña  María  del 
Carmen  Hernández,  Dnqnesa  viuda  do  Santoña,  ante  la  Sala  primera  de 

la  Exema.  ÁudieneUi  de  Madrid^  por  el  Licenciado  D.  Nieoláa  Salmerón ,  en  loe 
auto*  promorñdoe  por  1).  Frandeoo  de  P.  Mi^ane,  como  marido  y  repretentante 
legal  de  Doña  Joee/a  Manxanedo  i  Intentai,  Marqueta  de  Manzanedo,  sobre  nuli- 
dad de  la  Memoria  olágra/a  y  codicilo  otorgado  por  el  Excmo.  Sr.  D.  Juan  K. 
MqnManedOf  Duqtte  de  Pintona. 

Con  este  titulo  hemos  recibido  nn  folleto  en  que  ha  sido  publicada  la  ale- 
gación en  derecho  que  en  uso  de  la  facultad  concedida  en  el  art.  876  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  formulado,  en  sustitución  del  informe  oral  co- 
rrespondiente, la  representación  de  la  Sra.  Duquesa  viuda  de  Santoña,  en  el 
recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  misma  contra  la  sentencia  dictada 
en  primera  instancia  por  uno  de  los  Juzgados  de  esta  oorte  en  el  pleito  de 
qu«  se  hace  mención  en  sn  epígrafe,  por  cuya  sentencia  fueron  declarados 
nulos  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  codicilo  otorgado  por  D.  Juan  M.  Man* 
sanado  en  15  de  Agosto  de  1882  y  la  Memoria  ológrafa  suscrita  por  el  mismo 
en  7  de  Febrero  de  dicho  año,  y  por  lo  tanto  sin  eficacia  legal  los  derechos 
qne  de  ellos  quisieran  derivarse.  « 

Para  la  mayor  claridad  en  la  exposición  de  los  diversos  elementos  qne 
deben  servir  de  base  á  la  formación  de  un  juicio  cabal  y  exaoíK)  sobre  las  dis- 
tintas cuestiones  debatidas  en  el  pleito,  examinanse  en  dicho  trabajo  con  la 
«lébida  distinción:  1.*,  los  antecedentes  de  las  reclamaciones  promovidas  por 
el  demandante  y  el  resumen  de  los  hechos  relacionados  con  ellas:  8.*,  las 
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pmebafl  aducidas  por  la  parte  demandada:  S.^,  las  cuestionas  litigiosas  tales 
como  resultan 'planteadas  en  vista  de  los  hechos  prohados,  fijándolas  oon  arre- 
glo k  dicho  resultado:  4.°,  la  sentencia  apelada,  cuyo  examen  y  discnsifia  es 
hace  en  relación  con  tales  cuestiones;  y  5.^,  los  fundamentojB  legales  que  se 
suponen  infringidos  por  dicha  sentencia,  deduciendo  de  todo  ello  por  vía  de 
resumen  el  autor  del  indicado  trabajo: 

1.*  Que  la  oliiusula  12  del  testamento  otorgado  por  el  Sr.  Kansanedo,  ala- 
gada i>or  el  actor  como  fundamento  para  solicitar  la  nulidad  declarada  por  e! 
Juagado,  no  tiene  la  condición  jurídica  de  derogatoria  ó  ad  eautelam  supoesta 
de  contrario,  y  que  por  consecuencia  son  perfectamente  T&lidos  la  JCemona 
ológrafa  y  el  oodicilo  referido,  y  eficaces  los  derechos  que  de  ellos  se  deri- 
van; y 

2.*  Que  carece  de  acción  la  h^a  y  heredera  del  Sr.  Duque  de  Santofia 
para  interponer  la  demanda  origen  del  juicio. 

En  vista  de  estas  conclusiones  se  solicita  la  revocación  de  la  seatenua 
apelada,  y  que  en  su  lugar  se  absuelva  á  la  expresada  Duquesa  de  la  deman- 
da con  imposición  de  las  costas  al  actor. 

Respetando  los  fueros  de  la  litis,  según  es  costumbre  en  la  Beyibtí^  nos 
abstenemos  de  hacer  consideración  algruna  sobre  las  cuestiones  legales  que  se 
ventilan  en  el  pleito,  y  limitándonos  k  dar  cuenta  de  este  trabajo  como  do- 
cumento forense  notable,  cúmplaos  indicar  que  por  su  estilo,  por  los  profun* 
dos  conocimientos  que  revela  en  la  ciencia  del  Derecho  y  por  el  método  da- 
risimo  con  gran  acierto  adoptado,  corresponde  dicha  obra  al  justo  renombre 
que  ha  llegado  á  eJcanear  en  el  foro  su  ilustre  autor,  y  que  tanto  por  estas 
razones  como  por  el  interés  de  los  puntos  jurídicos  debatidos,  mereoe  ser  lai- 
do por  todos  los  que  al  ejercicio  de  la- Abogacía  se  hallan  consagrados. 

E.  Aouii.8&á.. 


BIBLIOGEAfIA.  EXTBAIlJKaA. 
Lft  Qnestion  des  PaSSeports,  par  C?uae¿.— París,  1889,  un  tomo  en  i* 

Una  de  las  cuestiones  m&s  importantes  eü  la  actual  política  francesa  y  qn» 
lo  será  siempre  teóricamente  en  el  Derecho  internacional,  es  la  del  modo  d« 
tratar  en  cada  país  á  los  extranjeros.  Boma  un  tiempo  los  declaró  enemigu 
(hoett»,  hotpea);  en  otro  oreó  para  ellos  el  proetor  peregrinut  y  por  ellos  reformó 
el  carácter  de  su  derecho  y  ensanchó  los  moldes  de  sus  locales  institudonea 
Después  de  la  gran  revolución  del  cristianismo,  ninguna  tan  importante  en  el 
Imperio  como  la  constitución  de  Caracalla,  Emperador,  por  otra  parta,  de 
execrable  memoria,  que  concedió  Ubérrimamente  á  los  provinciales  el  dereche 
de  ciudadanía  romana. 

•  En  nuestra  edad,  aun  cojiservando  en  teoría  el  amplio  derecho  de  sebera 
nía  en  cada  país  que  puede  cerrar  ó  abrir  sus  puertas  á  los  extranjeros  coma 
le  plaEca  y  consultando  el  propio  interés,  la  generalización  del  derecho,  ti 
progreso  de  la  constitución,  el  concepto  de  la  fraternidad  universal  impidsn 
que  se  use  sin  limitación  de  aquella  facultad.  China,  el  Japón,  el  Paraguay, 
cuantas  naciones  han  querido  sustraerse  á  estos  impulsos  (que  an.  verdai 
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• 

fueron  pocas)  hitii  tenido  qne  abrir  sus  puertas.  Las  ironteras  se  han  conver 
tido  en  esas  delicadas  membranas  do  que  nos  hablan  los  físicos  &  través  de  las 
cuales  observamos  los  cariosos  fenómenos  de  la  cndomionia  y  de  la  erosmona  y 
hanse  convertido  también  en  esos  tubos  comunicantes,  en  los  que  poco  á  poco 
se  va  estableciendo  el  nivel  de  las  fuerzas  y  de  las  aptitudes  y  del  progreso, 
como  en  los  que  nos  muestra  la. fínica  el  de  los  líquidos. 

Natural  era  que  Francia  y  París  llegasen  á  promover  esas  cuestionel  desde 
que  afluyen  á  la  Bepública  y  á  su  capital,  lo  mismo  que  antes  al  Beino  y  al 
Imperio,  extranjeros  de  todas  clases,  condiciones  y  fortunas.  El  exceso  ha  sido 
tal,  que  unido  á  la  creciente  despoblación  de  Francia  ha  llamado  seriamente 
la  atención  del  Gobierno  y  de  los  economistas.  Natural  era  también  aon  pres- 
cindiendo de  la  animosidu  J  política  y  de  las  apenas  dormidas  rivalidades  entre 
Alemania  y  Francia  que  la  primera  nación  y  sus  emigrantes  produjeran  la 
.  qneja,  porque  la  raza  germánica  desbordándose  por  todas  partes,  hacia  Busia 
por  Oriento,   hacia  el  Occidente  á  Francia  y  hacia  las  nuevas  colonias  de 
África  y  Oceania,  verüica  una  nueva  invasión  que  no  se  puede  presenciar  con 
los  brazos  cruzados,  ni  sin  preocupar  seriamente  á  la  ciencia  y  á  sus  intér- 
pretes. Como  si  esto  no  fuera  bastante,  Alemania,  faltando  á  los  Tratados  de 
18T1,  qne  le  obligan  á  tratar  á  los  franceses  como  á  la  nación  más  favorecida 
y  recelando  de  la  Alsacia  Lorena  y  de  sus  habitantes,  ha  establecido  tantas 
formalidades  y  trabas  para  que  los  franceses  no  viajen  por  estos  antigaos  de- 
partamentos, que  naturalmente  hubo'  de  producir  una  legislación  de  represa- 
lias, indigna  de  la  ciencia  germánica  de  nuestro  tiempo  y  que  producirá  á  los 
mismos  alemanes  grandes  peiguicios.  Se  manda  que  los  viajeros  se  provean  de 
pasaportes  que  haya  de  visar  ol  Embajador  de  Alemania  en  Paris  y  que  no  se 
permita  qne  en  tierra  alemana  residan  más  de  ocho  semanas,  exigiendo  ade- 
más k  los  militares  del  ejército  y  armada,  aun  retirados  y  á  los  alumnos  de 
Colegios  organizados  militarmente  otra  certificación  relativa  á  su  conducta, 
opiniones,  objeto  del  viaje,  etc.,  todo  lo  cual  ha  producido  que  franceses  que 
iban  k  ver  á  bus  parientes  enfermos  ó  moribundos  en  Alsacia  Lorena  hayan 
sufrido  intolerables  vejaciones. 

El  libro  de  Mr.  Clunet  examina,  á  la  luz  del  Derecho  internacional,  todos 
estos  puntos  y  como  inspirándose  en  los  verdaderos  principios  jurídicos  de  la 
civzlijsaoióii  contemporánea  y  aun  confesando  que  Francia  puede  volver  contra 
Alemania  su  propia  legislación,  entiende  qne  las  represalias  no  deben  adoptar- 
se, al  menos  con  carácter  permanente.  La  obra  merece  estudio  por  la  abun- 
dancia de  datos  que  atesora,  por  los  sólidos  principios  de  derecho  en  que  se 
ñmda  y  por  el  espíritu  de  fraternidad  que  la  inspira  á  pesar  de  lo  oritioo  de 
las  circunstancias  en  que  ha  visto  la  lux  pública. 


L^Equilibrio  Europeo  stadíato  nei  trattati,  da  MicheU  6'mra.-— Cata 

nia,  lb88,  un  tomo  en  4.*^ 

Este  libro  es  una  (em  doctoral t  dedicada  al  examen,  aunque  sólo  en  el  con 
cepto  histórico,  de  una  interesantísima  dtiestión  de  Derecho  internacional,  que 
llena  por  si  sola  toda  la  historia  moderna.  Por  eso  el  autor  comienza  su  ex- 
posición con  las  ligas  de  las  potencias  italianas  contra  Francia  y  de  las  que 
oelebnuron  on  pro  y  en  contra  de  otras  potencias,  continúa  relatando  las  lu' 
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chas  de  Carlos  Y  y  de  Franoisoo  I,  las  de  las  casas  de  Austria  y  Borbón,  las 
de  toda  £i\ropa  contra  Luis  XIV,  las  de  Anstria  y  de  Bnsia  contra  los  toreos, 
no  examinando  las  que  Europa  casi  entera  sostuvo  contra  Napoleón,  ni  las 
domas  que  se  han  sucedido  hasta  nuestros  dias.  £1  libro,  aunque  merajnents 
histórico,  repetimos,  es  digno  de  leerse,  porque  en  bVeve  espacio  comprende 
bien  dispuesta  la  historia  diplomática  de  tres  siglos  y  la  de  varías  potencias 
europeas.  Le  falta,  sin  embargo,  el  apoyo  y  significación  que  únicamente  pus 
de  dar  ¿  los  sucesos  histórico-politicos  la  fijación  dé  una  doctrina  y  el  señala- 
miento de  un  criterio,  sean  aquélla  y  éste  los  que  fueren. 

• 

Colección  de  disposiciones  del  Ministerio  del  Interior.— Santiago  de  chi- 
le, 1888. 

Hemos  examinado  este  libro,  y  con  su  lectura  nos  hemos  confirmado  c& 
la  idea  que  ya  teníamos  acerca  de  los  rápidos  adelantos  administratxTos  de 
la  República  chilena.  Cuantos  objetos  forman  el  contenido  de  la  Administra- 
ción piíblica  respecto  á  jjtrsonas,  cosas  y  procedimientos  figuran  en  esta  colecdóa 
de  disposiciones,  siendo  notables  las  que  se  refieren  á  las  concesiones  de  obras 
públicas,  telégi'afos  y  teléfonos.  De  menos  valer  científico,  si  bien  prueban  el 
cuidado  del  Gobiorno  en  interesantes  ramos  del  servicio  público,  son  los  de* 
cretos  sobre  beneficencia  y  «istemas  penitenciarios.  En  Bumx^  el  libro  á  que 
se  refieren  estas  ligeras  observaciones  merece  detenido  estudio  para  los  qu¿ 
deseen  conocer  el  estado  de  la  Administración  pública  en  una  región,  quisa 
hoy  la  más  interesante  y  de  mejor  porvenir  en  la  Am.érica  meridional. 

Amtoisio  Balbín  d^  üüqukba. 


Bel  concepto  de  la  jurisdieeión  administrativa.  Discurso  leído  en  la  se- 
sión de  apertura  de  la  Academia  de  Derecho  de  Barcelona,  por  su  Presi- 
dente D.  Juan  Honis  y  JJoms,  Abogado  de  aquel  Ilustre  Colegio. — ^Barce- 
lona, 1868. 

El  verdadero  concepto  de  la  jurisdicción  administrativa,  tan  disentido 
por  los  tratadistas  de  Derecho,  es  uno  de  aquellos  problemas  jurídicos  en  qus 
se  advierte  mayor  discordancia  de  opiniones,  cuando  se  dedica  la  atención  al 
examen  de  los  múltiples  trabajos  á  este  objeto  dedicados;  por  esta  causa,  sia 
duda,  ha  comenzado  el  suyo  el  Sr.  Homs  con  un  estudio  de  los  principales 
aptores,  tnn  sucinto  como  completo,  antes  de  entrar  á  estatuir  su  concepto 
de  dicha  jurisdicción. 

La  jurisdicción  administrativa,  como  dice  el  Sr.  Homs,  ha  sido  considera- 
da, ya  como  jurisdicción  de  la  administración,  ya  como  jurisdicción  del  Po 
der  judicial  sobre  asuntos  administrativos;  y  aun  dentro  del  primer  concepto* 
uno.<;  escritores  la  limitan  á  las  controversias  de  derechos  entre  la  adnunis' 
tración  y  los  particulares,  y  otros  la  extienden  á  las  contiendas  de  intereses, 
admitiendo  éstos,  por  consiguiente,  la  subdivisión  de  la  jurísdiceión  adminis- 
trativa en  gubernativa  y  contenciosa. 
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Antes  de  pasar  al  examen  orítioo  de  ambas  teorías,  y  de  sentar  la  qne, 
en  sn  concepto,  se  ajusta  más  k  los  principios  filosófioos  j  jnridicoia,  se  ocupa 
el  Sr.  Homs  brevemente,  y  como  punto  de  partida,  de  la  división  de  los  po- 
deres públicos. 

Partiendo  del  concepto  científico  de  ésta,  y  de  la  esencia  y  naturaleza 
del  Poder  judicial,  entiende  que  sólo  k  él  puede  atribuirse  dicha  jurisdicción; 
pues  el  suponerla  propia  también  del  Poder  administrativo,  es  desconocer  la 
respectiva  naturaleza  de  ambos  poderes. 

Afirma  que  la  teoría  que  encomienda  la  jurisdicción  administrativa  & 
Tribunales  que  pertenezcan  &  la  Administración,  tiene  sobre  otras  la  ventaja 
de  que  en  el  hecho  satisface  casi  por  completo  los  derechos  de  los  partícula* 
res;  poro  en  teoría  parte  de  una  contradicción,  tan  absoluta,  que  la  hace  in- 
sostenible, puesto  que  proclama  que  lo  contencioso- administrativo  es  una 
contienda  entre  derechos,  que  éstos  tienen  indispensablemente  una  acción,  y 
que  ésta  ha  de  deducirse  necesariamente  ante  verdaderos  Tribunales;  no  obs- 
tante  lo  onal,  vienen  á  negarse  por  completo  tales  verdades,  desde  el  momento 
en  que  se  afirma  que  los  Tribunales  aludidos  han  de  pertenecer  á  la  Admi- 
nistración, dentro  de  la  onal,  según  Boulatigniere,  Laferriére,  Batbie,  Maca* 
reí  y  otros,  tienen  el  carácter  de  ordinarios  como  los  que  llevan  esta  denomi' 
nación  dentro  del  Poder  judicial;  porque  con  ello  se  atribuye  á  la  Adminis^ 
traoión  una  función  idéntica  á  la  que  forma  la  esencia  del  Poder  judicial,  lo 
cual  viene  á  echar  por  tierra  la  distinción  y  separación  de  ambos  poderes. 

Bechazada  la  idea  de  toda  jurisdicción  administrativa,  aparente  ó  verda- 
dera, que  resida  en  la  Administración,  ¿deberá  darse  ya  por  completamente 
resuelta  la  cuestión  en  el  sentido  de  que  aquella  jurisdicción,  como  todas, 
pertenece  al  Poder  judicial,  ó  será  preciso  investigar  si  está  mezclada  ó  con- 
ftmdida  con  la  ordinaria,  ó  debo,  por  el  contrario,  distinguirse  de  ésta?  He 
aquí  las  dos  teorías  que  examina  seguidamente  el  Sr.  Homs:  la  que  niega  la 
existencia  de  la  jurísdicción  administrativa,  y  la  que  la  reconoce  en  el  Poder 
judicial,  si  bien  como  distinta  de  la  civil. 

Después  de  examinar  detenidamente  los  argumentos  en  que  basan  los 
tratadistas  la  defensa  de  una  y  otra  opinión,  pasa  el  Sr.  Homs  á  exponer  su 
criterio  favorable  á  la  jurisdicción  administrativa  como  distinta  de  la  ordina- 
ria, pero  perteneciendo,  como  ésta,  al  Poder  judicial,  fundándose  en  la  exis- 
tencia de  una  materia  contencioso  -  administrativa  que  puede  y  debe  distin- 
guirse de  la  contenciosa  judicial  ordinaria,  materia  que  consiste  en  la  lesión 
de  derechos  administrativos  particulares;  y  en  que  en  lo  contencioso-admi- 
nistrativo  se  ventila  una  cuestión  de  derecho  entre  los  particulares  y  la  Ad- 
ministración, una  verdadera  contestación  ó  un  proceso,  como  dice  Serrigny, 
de  la  cual,  según  afirma  Yivien,  sólo  una  autoridad  imparcial  y  extraña  á  la 
Administración,  uda  jurisdicción  propiamente  dicha,  es  la  que  puede  decidir. 

Por  esto  entiende  el  Sr.  Homs  que  el  proceso  administrativo  debe  tener 
los  caracteres  propios  de  todo  proceso,  correspondiendo  por  tanto  al  Tribu- 
nal sentenciador  la  ejecución  del  fallo  recaído;  reconociendo  también  la  ne- 
cesidad de  la  vía  gubernativa,  como  preliminar  de  la  contenciosa,  porque  fa- 
cilita el  quo  la  Administración  pueda  meditar  sus  resoluciones,  y  hace  que  el 
acto  que  se  supone  contrario  á  un  derecho  particular  aparezca  verificado  de- 
liberadamente . 

Con  el  desarrollo  de  esta  teoría,  por  él  aceptada,  y  algunas  consideracio- 
nes relativas  al  proyecto  presentado  á  las  Cortes  en  3  de  Febrero  de  1881, 
termina  el  Sr.  Homs  su  erudito  y  bien  pensado  trabajo  sobre  el  concepto 
de  la  jurisdicción  administrativa,  que  es  digno  de  atención  y  de  estudio,  no 
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tan  sólo  por  la  oompetenoia  y  eradloión  que  patentiza»  dno  tamUén  por  la 
claridad  y  método,  y  el  sano  criterio  jurídico  con  que  resnielye  asi  problamat 
incidentales  como  la  cuestión  capital  qne  han  sido  objeto  de  su  discurso, 

Bamóh  SÁVCBSZ  DB  OCAti^ 


PrineipiOB  de  Politica. — introducción  al  estudio  de  1a  Cienda  poliüoa  con- 
tfimporánea,  por  F.  Yon  Holtzendorff,  traducida,  con  notas  oritioas  y  un  es- 
tudio preliminar,  por  P.  Adolfo  Buylla  y  D.  Adolfo  Potada, 

Los  ilustrados  Profesores  de  la  Universidad  de  Oviedo,  Sres.  Buylla  y  P9> 
sada,  conocidos  ya  por  la  publicación  de  otros  trabajos  dentifloos  muy  Mtl 
mados,  una  ves  m&s  se  han  hecho  acreedores  éila  sincera  felicitación  de  coaO' 
tos  se  interesan  por  los  estudios  jurídicos,  pues  han  Uenado  un  vado  qu 
hacia  ya  tiempo  se  dejaba  sentir  en  España,  traduciendo  y  publicando  la  obra 
aludida,  en  que  el  sabio  Catedrático  de  la  Universidad  de  Hunióh  ha  ezpues* 
to  y  desarrollado  con  admirable  método  doctrinas  y  problemas  de  suma  aotua- 
Udad. 

líucho  pudiera  decirse  de  obra  tan  apreciable,  muy  principalmente  eaea- 
minada  á  demostrar  el  carácter  eminentemente  científico  de  la  política,  que 
sólo  en  los  tiempos  modernos  ha  tomado  im  aspecto  totalmente  distinto  del 
que  revistiera  antiguamente,  debido  en  gran  parte  á  la  resurrección  admirable 
del  espíritu  positivo  que  Aristóteles  aplicara  á  aquélla,  como  en  el  estadio 
preliminar  aludido  se  indica,  acoso  con  alguna  pasión  ciertamente  disculpa- 
ble, pero  que  no  por  eso  doja  de  serlo  al  afirmarse  que  la  institución  del  Bey, 
sobre  todo  en  determinados  países,  denuncian  muy  á  lo  vivo,  la  influencia 
que,  aun  hoy,  ejercen  las  costumbres  á  través  del  tiempo,  y  que  actualmente 
es  de  escasa  importancia  el  hecho  de  que  la  Soberanía  se  ejerza  por  razón  de 
herencia,  por  elección  de  un  pueblo,  ó  como  resultado  de  xma  guerra  victo- 
riosa, pues  el  Estado  no  se  encama  ya  en  una  persona  que  ocupe  puesto  W9- 
cial  preeminente,  sea  cual  fuere  el  titulo  que  para  ello  invoque. 

Aun  admitiendo  como  exacta  la  doctrina  admirablemente  expuesta,  oon 
relación  á  los  elementos  que  en  los  pueblos  modernos  contribuyen  k  la  reaü- 
zaoión  humana  del  ideal  posible  del  Estado,  entre  los  cuales,  los  Sres.  Bnylla 
y  Posada  señalan  los  contenidos  en  las  fórmulas  del  Selfgovtmmentf  de  la  de- 
claración de  los  derechos  del  hombre,  de  la  Sociología  y  del  principio  de  las  na- 
cionalidades, siempre  resultará  que  la  institución  monárquica,  no  con  el  car 
rácter  patrimonial  de  la  escuela  tradicionalista,  sino  con  el  de  eonstitacioxiál 
que  hoy  tiene  en  todos  los  países  civilizados,  es  otro  elemento  indispensable 
para  la  vida  de  un  gran  «lúmero  de  pueblos,  qno  precisamente  en  la  monar- 
quía tienen  el  baluarte  más  inexpug^iable  de  sns  libertades. 

La  obra  de  Holtzendorff,  que  trata  del  objeto  de  la  politica,  del  pnn<úiáo 
jurídico  y  moral  de  la  misma  y  del  fin  del  Estado  como  principio  fundamental 
de  aquélla,  ya  hemos  dicho  que  examina  con  tanta  precisión  y  amputad  in- 
finidad de  puntos  importantísimos,  que  seria  preciso  escribir  otro  nuevo  libro 
para  dilucidarlos  cumplidamente;  pero  no  por  eso  nos  resistimos  á  la  tenta- 
ción de  hacer  notar  la  exactitud  de  las  observaciones  hechas  respecto  á  la  ic> 
fluencia  del  arte  de  la  palabra  en  los  tiempos  antiguos  y  modernos,  pnes 
niientras  que  en  aquéllos  la  palabra  tenía  influencia  inmensa,  como  no  podía 
menos  de  suceder,  cuando  «la  retórica,  en  el  propio  sentido  del  término,  era 
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el  arU  d«  pttnadbf  por  mecUo  de  la  palabra  k  laa  Aiambleas  deliberantes,  ó 
á  loe  Tribiuialee  encargados  de  Jncgar,  es  incontestable  qne  en  nuestros  estados 
modernos  si  fondo  del  disonrso  tiende  á  sobreponerse,  cada  vea  más,  á  las  ha- 
bilidades 7  fiorton  de  una  forma  poco  adecnada;»  siendo  tambión  de  notar  que, 
por  si  acaso  pareoia  poca  alusión  la  que  el  antor  dirige  k  ciertos  politices  de 
pequeña  talla,  oon  pretensiones  de  dirgir  á  las  muchedumbres,  más  adelante 
tiene  Arases  fclicisimas  para  ridiculisar  á  esos  apóstoles,  no  vacilando  en  sos< 
tener  que  <ia  tendencia  á  profetizar  en  los  negocios  poUtioos  embrollados, 
denota  ordinariamente,  ó  presunción  ó  ignorancia.  > 

Tambión  merecen  fijar  la  atención  los  notables  párrafos  que  dedica  el 
autor  al  examen  del  problema  que  hoy  se  conoce  con  el  nombre  de  parla- 
mentarismo, ó  mejor  dicho,  de  sus  vicios,  acerca  del  cual  afirma  que  la  na- 
tural influencia  de  las  Asambleas  legislativas  en  los  países  de  instituciones 
parlamentarias,  nunca  deberia  llegar  al  punto  de  que  gobiernen  ellas  mismas, 
ó  á  exigir  que  el  Poder  ejecutivo  esto  supeditado  en  absoluto  á  su  capricho; 
■ino,  por  el  contrario,  debe  limitarse  á  estimular  al  Qobiemo,  en  el  caso  en 
que  éste  proceda  con  excesiva  lentitud,  ó  que  cometa  omisiones  inexplicables, 
y  k  inspeccionar  constantemente  su  conducta  y  k  exigirle  cuenta  de  su  faltas 
y  torpezas. 

A  propósito  de  los  conflictos  que  ocurren  entre  el  más  alto  poder  político  y 
la  penxianenoia  é  inflexibilidad  de  la  ley,  Holtsendorff  trata  de  hacer  una  jus- 
tifloaoión  histórica  de  las  revoluciones,  afirmando  al  principio  que  no  puede 
hacerse  teóricamente  y  d  priori,  por  más  que,  según  hacen  notar  perfectamen- 
te sus  ilustrados  comentadores,  es  indudable  qne  los  rasonamientos  hechos 
oon  aquel  propósito  tienden  á  la  legitimación  racional  de  los  hechos  violen- 
tos, como  lo  prueba  principalmente  la  afirmación  hecha  por  aquél  de  que, 
«desde  el  punto  de  vista  histórico  y  moral,  puede  ocurrir  que,  dados  cier- 
tas circunstancias  y  en  casos  excepcionales,  la  violación  del  derecho  po- 
sitivo se  justifique;  >  doctrina  sobradamente  radical  que  de  ninguna  manera 
puede  aceptarse  por  quienes  entienden  que  el  progreso  puede  cumplirse,  y  de 
hecho  se  cumple  sin  necesidad  de  acudir  á  la  violencia,  como  lo  patentizan 
hoy  muchos  demócratas  que  á  la  teoría  de  la  revolución  han  sustituido  la  de 
la  evolución. 

Be^Mcto  á  los  usos  y  moral  de  la  g^uerra,  hubiéramos  deseado  alguna  ma- 
yor determinación  de  conceptos,  por  más  que  puede  deducirse  el  que  á  este 
propósito  tiene  el  ilustre  antor  de  quien  nos  ocupamos,  al  declarar  que  <  es 
inmoral  en  la  guerra,  lo  que  la  morsd  de  la  ;paz  condena,  siempre  que  no  lo 
ex^a  el  cumplimiento  del  fin  de  aquélla.» 

Para  que  sea  más  exacto  el  juicio  del  criterio  eminentemente  democrático 
que  predomina  en  la  obra  que  examinamos,  no  está  demás  llamar  la  atención 
hacia  la  parte  dedicada  á  tratar  de  la  organización  del  ejércitos  en  la  que  se 
expresa  que  «la  opinión  sostenida  antiguamente  de  qne  los  ejércitos  son  por 
si  mismos  un  fin,  á  cuyo  cumplimiento  deben  asignarse  los  recursos  del  Es- 
tado, se  desvanece  ante  la  idea  elevada  de  que  entran  en  el  circulo  de  las 
grandes  instituciones  populares  que  tienen  un  fin  nacional,  independiente  de 
la  volxmtad  del  Soberano»;  idea  democrática  que  no  se  opone  á  la  de  que  los 
representantes  ó  embajadores  de  las  Naciones,  aunque  éstas  sean  republica- 
nas, como  la  de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  deben  estar  espléndidamente 
dotadas,  porque  «las  cosas  muy  baratas,  suelen  ser  ordinariamente  malas,  y 
tma  república  que  tiene  representación  en  los  paisas  monárquicos,  no  debe 
prescindir  de  los  procedimientos  tradicionales. » 

Últimamente,  se  examinan  en  la  obra  repetida  cuestiones  tan  interesan- 
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tes  como  la  expropiación  forsosa,  la  Justieia  administrativa  y  las  direocáooei 
fundamentales  de  la  política  conservadora,  reformista  y  radical,  que  no  qw- 
remos  disentir  ampliamente  por  no  alargar  demasiado  este  artículo,  limitas- 
donos  á  consignar  qne  el  antór  entiende  que  la  politica  radical  oorrosponda 
&  los  periodos  de  crisis  en  el  Estado,  y  qne,  de  sns  afirmaciones  se  dednee  U 
idea  de  que  la  política  reformista  es  generalmente  la  más  adecuada  pm  li 
gobernación  del  mismo,  si  bien  la  conservadora  es  necesaria  al  efecto  de  ase- 
gurar los  adelantamientos  obtenidos. 

Luis  M.  Miqozl  IbaboQks. 


Da  Droit  de  propriéié  sur  les  oavres  de  litteratire  et  d^árt,  pw  rkn 

mir  Páppcffava, — Grenoble,  1887. 


Este  trabajo  es  una  interesante  monograña  en  que  se  trata  de  eitiiáisr 
y  esclarecer  una  de  las  cuestiones  m&s  importantes  del  Derecho  civü  modtr 
lio;  cuestión  sobre  la  cual,  como  dice  con  mucho  acierto  el  Sr.  Fappsfim, 
tiidnvia  no  se  ha  llegado  á  conclusiones  definitivas,  puesto  qne  aún  está  «a 
tela  de  juicio  el  problema  de  si  las  creaciones  artísticas  ó  literarias  ooncútE- 
yen  un  titulo  de  propiedad  permanente,  ó  efímero  y  pasajero. 

El  Sr.  Pappafava  cree,  sostiene  y  afirma  la  realidad  del  derecho  ds  pro- 
piedad sobre  las  obras  literarias  y  artísticas  por  parte  de  sns  autora  pen> 
siguiendo  el  parecer  de  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  y  publidsiafi  qci 
se  han  consagrado  al  estudio  de  estas  cuestiones,  opina  qne  ese  derecho  m 
puede  ser  perpetuo,  que  ese  derecho  debe  ser  meramente  temporal;  y  ancun- 
tra,  después  de  analizar  todas  las  fórmulas  dadas  por  las  leyes  y  por  los  aa- 
teres  más  eminentes  para  resolver  esta  cuestión,  que  la  más  aceptable  i  wa 
ojos  y  en  su  sentir,  es  la  de  la  ley  francesa,  que  garantiza  á  los  autores  el 
derecho  de  propiedad  de  sus  obras  durante  toda  su  vida  y  k  los  herederos  ó 
causahablentes  de  los  autores,  durante  cincuenta  años  á  partir  del  ftJkd 
miento  del  autor. 

Antes  de  llegar  á  esta  conclusión,  el  Sr.  Pappafava  expone,  de  un  mod> 
conciso  y  completo,  los  principales  argumentos  que  han  sido  alegados  a 
apoyo  de  las  diferentes  opiniones  qne  se  agitan  en  esta  delicada  matera,  7 
estudia  la  naturaleza  jurídica  de  los  derechos  del  autor,  de  una  manera  Tizo- 
nada y  discreta. 

Cree  que  la  fórmula  á  que  llega  después  de  hecho  este  estudio,  debían 
ser  sancionada  y  apoyada  por  las  leyes  de  todos  los  países  civilizados;  y  ce- 
trando  ya  en  el  terreno  de  la  legislación  comparada,  expone  rápidameati 
las  reglas  y  las  leyes  que  han  regido  en  esta  materia  en  la  antigüedad  y  ec 
nuestros  días  en  las  naciones  civilizadas. 

Acumula  en  este  punto  tan  copiosa  erudición  y  noticias  tan  interesantes, 
que  en  verdad  nosotros  no  conocemos  monografía  alguna  de  las  muchas  con- 
sagradas al  estudio  de  este  importante  punto  de  la  ciencia  jurídica,  que  sm 
más  completa  que  la  del  Sr.  Pappafava,  cuya  lectura  recomendamos  de  nu 
manera  muy  especial,    porque  creemos  que  sin  ella  no  será  posible  conoec: 
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oxaotamente  lo  que  debe  estímame  y  apreciarse  acerca  de  punto  tan  trans- 
cendental como  ese. 

F.  DK  A.  Pacheco. 


Notieift  bibliográfiea  de  interés  general. 

£1  Director  del  Diario  de  leu  Segione«  del  Senado  y  Jefe  de  los  taquígrafos 
de  esta  Alta  Cámara,  en  donde  cuenta  por  oposición  treinta  y  cuatro  años  de 
servicios,  y  de  cuya  Academia  privada,  sita  en  Madrid,  calle  de  la  Flor  baja, 
9,  han  salido  aventajados  discípulos  que  hoy  son  excelentes  taquígrafos  de  las 
Cortes,  ha  publicado  la  segunda  edición  de  La  Ihquigrafia  Verdadera. 

Este  completísimo  tratado  teórico-práctico  é  histórico-crítico,  fruto  de 
40  a'Ho9  de  profundos  estudios,  de  improbos  trabajos  y  de  una  práctica  cons* 
tente  del  prodigioso  arte  taquigrá^co,  es  útilísimo  é  indispensable,  por  las 
innumerables  é  interesantes  noticias  que  da: 

1.**  Para  los  que  deseen  ocupar  las  vacantes  que  ocurran  de  Taquígrafo  de 
las  Cortes,  para  los  estudiantes,  Secretarios  de  Juzgados,  Tribunales,  Diputa* 
cienes  provinciales,  Ayuntamientos,  Academias  y  demás  Centros  de  discusión, 
en  una  palabra,  para  las  infinitas  clases  de  la  sociedad  á  quienes,  en  alto 
grado,  precisa  poseerlo,  máxime  ahora  que  la  taquigraña  va  á  funcionar  desde 
luego  en  el  Jurado,  y  quizá  muy  pronto  á  formar  parte  integrante  de  la  ley 
de  instrucción  pública,  si  los  Cuerpos  Colegisladores  aprueban  la  proposición 
del  Sr.  Hernández  Iglesias,  la  cual  quedó  pendiente  de  dictamen  de  Comisión 
en  el  Senado  que  la  tomó  en  consideración. 

T  2.^  Para  los  legisladores  en  general  y  los  oradores  parlamentarios  en 
particular,  asi  como  para  los  que  teniendo  que  escribir  ó  dictar  mucho,  or« 
para  si,  ora  para  la  imprenta,  y  queriendo  ahorrarse  tiempo  y  molestias,  se 
valgan  al  efecto  de  taquígrafos. 

De  todas  las  obras  que  en  su  género  Kan  salido  á  luz,  La  Taquigrafía  Ver* 
dadera  es,  hasta  ahora,  la  línica  escrita  por  un  taquígrafo  de  las  Cortes  con 
titulo  de  tal  ganado  por  oposición. 

Adepoás  de  la  parte  pedagógica  ó  didáctica,  consignada  en  27  lániinas  y  tOO 
lecciones,  tan  claras  y  metódicas,  que  cualquiera,  sin  necesidad  de  profesor, 
puede  por  si  solo  aprender  perfectamente  la  teoría,  y  llegar  después  á  escribir 
léO  palabra»  por  minuto,  ó  atete  pliegos  en  cada  hora,  contiene,  entre  otros  mu- 
ohísimos,  nuevos  y  curiosos  datos:  la  organización  del  servicio  estenográfico 
en  los  Parlamentos  y  Tribunales  de  ios  principales  países  del  mundo  civili* 
sado;  todos  los  refranes  de  nuestro  idioma  (cerca  de  tres  mil),  para  que,  como 
frases  sueltas,  el  aspirante  á  taquígrafo  los  copie  en  signos  convencionales  y 
loB  traduzca  á  los  vulgares;  y,  con  el  mismo  objeto,  á  la  vez  que  con  el  de 
amenizar  la  seriedad  del  arte,  tres  comedias  inéditas,  de  ellas,  dos  arregladas 
del  francés  y  una  improvisada  por  el  autor,  que  eek  conocido  como  escritor 
dramático. 

Por  último,  esta  obra,  ya  concluida,  encuadernada  en  rústica,  y  que  couHta 
de  un  voluminoso  tomo  de  256  páginas  en  folio,  se  vende  únicamente  en  Madrid, 
calle  de  Campomanes,  6,  imprenta,  y  en  la  de  la  Flor  bsja^  9,  por  10  peseta^ 
en  la  corto,  U  en  provincias  y  12  en  Ultramar  y  en  el  Extranjero. 
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Los  pedidcB,  para  ser  satisfechos,  deberán  ir  aeompafiados  de  su  importe 
en  libraiusas  del  Gbiro  Mntno  ó  letras  de  f&cil  cobro,  á  la  vista  (nnnoa  en  seDc»;, 
y  dirigidos  &  D.  Luis  Cortés  y  Saaña,  el  cual,  &  Tttelta  de  correo,  remitijí, 
francos  de  porte  y  certificado»,  todos  los  ejemplares  que  previamente  sale  abonec. 

Los  señores  libreros,  tanto  de  España  como  del  Extranjero,  satiifuii 
también  al  contado  los  pedidos  qne  bagan  acompañados  de  un  volante  e&q« 
consten  éstos,  y  el  timbre,  membrete  ó  sello  de  sus  respectivos  establecí- 
nLÍentos,  y  disfrutarán  de  la  rebaja  del  20  por  100  si  compran  desde  dos  liMti 
once  ejemplares,  ambos  inclusive;  y  del  2&  si  adquieren  desde  doce  en  »át 
lante. 


LA   ACCIÓN   POPULAR 


Señobbs  aoadémioos:  » 

Dejan  los  años  y  aacesos  de  la  juventad  huellas  'hondas  en 
el  alma,  7  con  ser  por  lo  común  más  menudos  los  hechos  y 
los  intereses  que  forman  el  tejido  de  la  vida  en  sus  principios, 
de  tal  suerte  y  con  tan  vivos  colores  se  retratan  en  la  memoria, 
qne  se  llegpa  á  la  edad  madura,  se  pisan  los  umbrales  del  úl* 
timo  tercio  de  la  existencia,  y  siguen  siendo  aquellos  recuer- 
dos como  lo  más  personal  y  más  propio  de  nuestro  seri 

Así  lo  siento  yo  al  verme  en  este  sitio,  donde  me  han  ele- 
vado vnestros  votos;  y  al  poner  mi  pensamiento  en  lejanos  días 
de  ardientes  discusiones,  unas  veces  cientiñcas,  otras  regla- 
mentarías, empeñadas  bajo  la  presidencia  de  los  hombres  ilus- 
tres, orgnllo  y  gloria  ya,  en  gran  parte,  de  nuestra  historia, 
se  me  representan  ocupando  una  mayor  porción  de  mi  vida 
que  cuantas  alteraciones  políticas  y  luchas  de  escuela  6  de  par- 
ado me  han  contado  como  peón  d^  combate,  en  los  largos  y 
igítados  años  que  he  faltado  de  aquí. 

Coa  crecida  gratitud  recibí  el  honor  de  vuestra  elección,  y 

^  Discurso  leído  ante  1»  Beál  Academia  de  Jurispradenoia  y  Legialaeión, 
or  MU  l^residente  el  ExoJDao.  Sr.  D.  Francisco  SUrela,  al  yerifioar  la  solemne 
portara  de  la  misma,  el  día  81  de  Octubre  último. 

TOMO   73  30 
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con  afán  vengo  á  iaangarar  anas  tareas  qae  tan  gratas  impre- 
siones avivan  y  restauran  en  mi  espirita,  j  como  debido  tribo* 
to  i  la  misión  activa  que  os  corresponde  dentro  del  moTÍmien- 
to  de  nuestro  Derecho,  me  he  propuesto  ofrecer  á  vuestra  con- 
sideración y  estudio  nn  punto  de  doctrina  y  legislación  qoe, 
enlazándose  con  eternos  fundamentos  del  orden  jurídico  en  to- 
das las  sociedades,  preocupa  en  estos  momentos  la  concienm 
del  PaíSy  dejando  en  ella  la  impresión  evidente  de  aspiraeionei 
honradas  no  bastante  satisfechas  y  de  principios  progresíroi 
consignados  en  las  leyes,  más  para  recreo  de  losquelaaescn- 
ben  y  regocijo  de  los  qne  las  leen,  que  en  beneñcio  positÍToé 
defensa  real  de  quienes  han  de  asarlas:  me  refiero  4  la  tooiii 
y  práctica  de  la  acción  pública  en  el  Enjuiciamiento  críminil 
El  trazado  natural  de  este  discurso  no  consiente  Uem  i 
capas  muy  hondas  los  cimientos,  y  no  extrañaréis  pr^ciodi 
de  aquellas  exposiciones  históricas  remotas,  sobte  el  doreá» 
de  acusación  pública  en  las  dos  ramas  oriental  y  occidental  óe 
los  aryos;  su  condición  de  institución  popular,  según  Heredóte, 
entre  los  egipcios,  que  reconocían  la  facultad  aun  en  los  escla- 
vos,* sus  glorias  no  menos  memorables  que  sus  crímenes  ea 
Grecia;  y  su  confusión  en  la  Q-ermanía  y  las  Galias,  con  el  in- 
terés ó  la  venganza  individual  (1). 

Pero  no  cabe  prescindir  de  igual  suerte,  por  sncíntia  ^ 
quieran  hacerse  las  bases  de  la  exposición  teórica,  de  esems»* 
tro  maravilloso  é  inagotable  que  se  llama  el  Derecho  TomUR^ 
de  cuyas  enseñanzas  le  será  tan  imposible  emanciparse  áii 
razón,  como  á  el  arte,  de  la  belleza  ideal  de  la  estatua  y  la  l^ 
quitectnra  helénicas. 

Aun  dentro  del  tesoro  inagotable  de  las  enseñanzas  rom* 
ñas,  será  bueno  para  mi  propósito  dejar  á  nn  lado  las  primiti' 
vas  leyes  penales  del  Derecho  pontifical  y  de  las  Doce  TabH 
y  tan  sólo  por  razón  de  método,  recordaré  á  vaestra  ateacidsi 


(1)     De  Vaettaation  publiq%te  ehet  ¡et  anden»  peupU^,  par  SznSle  Talbit.—H 
TÍB,1875. 
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que  de  ese  derecho  antigao  criminal,  formado  más  aún  qne  el 
cítíI,  por  precedentes,  por  decisiones  sobre  crímenes  célebres, 
por  verdadera  jurisprudencia,  y  no  por  leyes,  se  deducen  con 
entera  claridad  dos  principios  capitales,  que  resultan  tras  de 
tantos  siglos,  de  nueyp  proclamados  como  expresión  de  liber- 
tad 7  progreso,  que  son:  la  publicidad  del  juicio,  ;  la  acusa- 
ción pública  como  ejercicio  de  la  soberanía  popular,  mezclán- 
doae,  no  obstante,  con  ese  derecho  popular  6  de  ciudadanía, 
una  acción  del  Estado  por  medio  de  oficios  de  república,  como 
los  fucuiores  parricidiij  los  triumviH  capitales^  el  Censor  ;  los 
Magistrados  que  por  medio  de  la  OH  iictio  sometían  al  pueblo 
el  acta  formal  de  acusación  y  constituían  un  yerdadero  Minis- 
terio fiscal,  bajo  la  sola  garantía  de  su  celo  por  la  salud  públi- 
ca, 7  enlazándose  7  coexistiendo  su  oficio  7  comisión  con  el 
derecho  de  acusar  reconocido  por  igual  7  sin  limitaciones  i 
cada  ciudadano. 


II 


Señala  un  progreso  que  constitu7e  época  en  el  procedi- 
miento criminal  romano  el  establecimiento  de  las  qucMtion$s 
perpetuas  presididas  por  el  Pretor,  que  convirtieron  en  Tribu- 
jial  7  en  ejercicio  de  jurisdicción  permanente  lo  que  antes  era 
poder  legislativo  7  actos  ó  le7es  que  castigaban  los  delitos, 
creando  derecho  en  cada  sentencia  ó  decisión  del  pueblo  sobre 
el  crimen  que  se  le  sometía;  pero  ante  ellas  se  mantiene  el 
mismo  procedimiento  acusatorio,  7  ante  ellas  surge  la  primera 
j^rantía  en  pro  del  acusado,  que  fielmente  se  transmite*  hasta 
naeatra  Le7  de  Partida.  Tal  es  el  juicio  previo  ó  diligen- 
cia Bomaría,  llamada  según  Aulo  Gellio  divinatio^  por  ser  su 
objeto   aTeriguar  cuál  de  los  varios  acusadores  que  se  pre- 
aentaban  para  ejercitar  la  acción  popular  había  de  llevar  la 
representación  de  ese  derecho,  de  la  ciudad  en  primer  tér- 
mino.   A  los  Jueces  correspondía  elegir  el  acusador,  en  con- 
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8ideraci<5n  á  las  caalidades,  edad,  buenas  costambres  é  iu- 
teres  en  el  proceso  de  los  varios  que  se  presentaran  (I),  iej 
del  Digesto  que  es  mera  consagración  de  prácticas  7  jürispTQ- 
d^ncias  anteriores,  y  qne  por  sí  sola  revela  de  qué  manen  d 
ejercicio  de  la  acnsación  pública  se  hallaba  encarnado  en  las 
costumbres,  7  al  propio  tiempo,  cómo  bnscaba  la  ley  garantfu 
de  igualdad  é  imparcialidad  en  la  acusación  misma,  cuando  li 
concurrencia  de  muchos  podía  hacer  temer  que  llegara  á  ejer- 
cerse presión  ilegítima  sóbrelos  derechos  de  la  defensa:  Doqs^ 
daban,  sin  embargo,  totalmente  excluidos  los  demás  acosado- 
res no  designados  en  la  dimnaHo  para  llevar  la  voz  de  la  acddi 

■ 

pública;  seguían  con  personalidad  en  el  proceso  para  ayudar 
al  acusador  principal,  con  el  nombre  de  stkbseriptores^  j  re»!- 
taba  así  respetado  7  atendido  el  derecho  de  cada  ano. 

En  el  conjunto  de  todas  esas  prácticas  7  de  todas  esas  ins- 
tituciones de  procedimiento  criminal,  qne  alcanzan  hasta  «i 
completo  desarrollo  del  poder  7  del  absolutismo  imperiales, » 
mantiene  con  toda  claridad  7  con  un  desenvolvimiento  am^- 
simo,  el  principio  acusatorio,  no  debiendo  olvidar  para  joxgar 
esa,  como  todas  las  fórmulas  de  aquel  sistema,  que  su  base  j 
principio  fundamental  no  era  otto  que  el  ejercicio  permanente 
de  la  soberanía  popular,  lo  mismo  en  la  acusación  que  end 
procedimiento  7  en  el  fallo:  el  ciudadano  que  acusaba,  el  Xa> 
gistrado  que  denunciaba,  eran  parte  de  esa  soberanía  que  de- 
bía poner  en  movimiento  al  poder  de  la  colectividad,  á  qniea 
correspondía  instruir  7  juzgar;  no  se  perseguía  un  fin  suf^eiBO 
de  restablecimiento  de  derecho  violado,  anterior  7  superior  al 
ejercicio  de  la  voluntad;  así  es  que  al  establecerse  las  qnasfh- 
nes  perpetuas  se  consideraron  como  ana  mera  delegación  i«l 
poder  que  en  orden  á  la  penalidad  tenían  los  comicios,  maaie* 
niéndose  en  acción  ambos  organismos,  mientras  sabsisüóli 

(1)  Dig.  lib.  XVIII,  Ht.  //.~ld  Ülpianu9,  lib.  2.''  de  offido  connOi^.  ^^bam 
txitkxrU  que  eum  in  publtcú  judicio  acauare  volurU:  judex  eligere  enm  qui  msan 
causa  Boütcet  cogunta  assHmatú  aecu»atorum  personi»  vel  de  dtffnüati  vei  ese  a»  ^¡W 
interest  vél  cttate  vel  mortbu*  vel  alia  justa  de  oauia. 
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república,  y  no  ya  de  ttn'modo  meramente  nominal  y  con  en* 
tero  abandono  en  la  jorisdicción  delegada  de  los  derechos  po- 
pulares, sino  con  verdadera  y  eficaz  retención  de  tan  alta  pre- 
rrogativa, como  lo  demuestra  la  acusación  de  Cicerón  ante  el 
pueblo,  qae  renovó  todos  los  caracteres  de  los  antiguos  decre« 
tos  populares,  verdaderas  leyes  imponiendo  penas  á  los  acusa- 
do0y  ante  el  Tribunal  de  la  soberanía  popular  directa. 

La  delegación  de  esa  soberanía  en  los  sucesivos  organis- 
moS)  que  iban  haciendo  necesarios  la  extensión  del  imperio  y 
la  complicación  creciente  de  las  ];elaciones  políticas  de  una 
gran  ciudad  y  un  vasto  territorio,  no  disminuyen,  sino  que, 
por  el  contrarío,  aumentan  la  amplitud  del  sistema  acusatorio 
y  de  la  aoción  pública  en  Boma,  y  los  autores  que  más  minu- 
Gíoaarneute  han  perseguido  las  evoluciones  de  ese  procedi- 
miento criminal,  difíciles  en  verdad  de  determinar  con  preci- 
BÍÓD,  como  todo  lo  que  es  derecho  elaborado  en  casos  particu- 
lares y  en  prácticas  de  curia,  convienen  en  que  el  gucestor  va 
jierdieado  sus  facultades  de  Juez  instructor,  con  iniciativa  para 
denunciar  y  perseguir  al  reo,  y  se  convierte  en  mero  Presiden- 
te 7  órgano  del  Jurado,  y  la  acusación  queda  más  confiada  á 
la  iniciativa  privada,  sí  bien  empiezan  á  introducirse  garantías 
y  defensas  contra  los  abusos  de  las  acusaciones  temerarias  ó 
interesadas,  como  el  juramento  de  calumnia,  la  caución  de 
prosegnair  el  juicio  hasta  sentencia  bajo  pena  de  infamia,  las 
multas  y  hasta  la  pena  del  Tallón,  en  el  caso  de  manifiesta  ca- 
lomnia,  pndíendo  deducir  con  entera  seguridad  de  estos  ante- 
cedentes y  de  estas  incompletas  y  rudimentarias  formas  del 
procedimiento,  dos  ideas  capitales,  que  cuadran  á  nuestro  pro- 
pdeito^  que  consideramos  inseparables  y  que  veremos  surgir 
tras  de  muchos  siglos  de  investigaciones,  ensayos  y  desenga- 
9o0y  de  nuevo  enlazadas,  más  bien  por  la  fuerza  de  las  cosas 
jT  por  las  afinidades  naturales  de  la  razón,  que  por  meditado 
pensamiento  de  los  legisladores;  así,  al  lado  del  procedimiento 
omano  de  la  época  de  las  qu(Bstíónes  perpetuas  ^  que  Ortolán 
aJifica  como  la  más  amplia  organización  del  sistema  acúsate- 
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riO)  se  desenveWe  con  grande  amputad  también  la  acción  po* 
pular  que  comparte  con  la  del  Magiatrado,  y  de  los  oñcios  de 
república  esa  parte  tan  esencial  en  la  obra  de  la  jastíciftha- 
mana;  y  cuando  pasados  mnchos  siglos  se  cambia  el  concepto 
fandamental  de  la  justicia  penal  y  deja  de  ser  éste  la  mera  ex- 
presión de  la  voluntad  popular^  para  elevarse  á  la  noción  ra- 
perior  del  restablecimiento  de  un  principio  eterno  de  derecho 
violado,  de  nuevo  surge  al  lado  del  sistema  acusatorio^  la  ne- 
cesidad y  la  aspiración  de  amplitudes  y  facilidades  para  la  ae* 
ción  popular. 

La  acusación  pública,  como  prerrogativa  de  ciudadana  j 
ejercicio  de  un  preciado  derecho  de  libertad  popular,  sofrió  da- 
rante  el  imperio  suerte  un  tanto  parecida,  aunque  poreaims 
y  con  accidentes  muy  diversos,  i  la  que  ha  sufrido  entre  noi* 
otros:  murió  sin  que  pueda  señalarse  el  acto  legislativo  6  k 
jurisprudencia  conocida  y  segura  que  pusiera  término  i  n 
vida;  se  extinguieron  y  secaron  las  raices  que  en  la  condes- 
cía  pública  deben  alimentar  tal  instítucióa,  y  nadie  las  arranoi 
del  cuerpo  del  derecho  positivo,  donde  quedaron  de  todo  paih 
to  olvidadas  y  estériles.  El  papel  de  acusador,  dice  Laboulaje, 
descendió  de  las  altaras  en  que  la  opinión  le  había  colocado, 
y  fuera  de  aquellos  miserables  que  hicieron  de  la  delación  n 
infame  oñcio  al  servicio  de  las  pasiones  de  los  EmperadorOi 
nadie  acusó  ya,  sino  en  beneficio  del  interés  propio  y  por  la  le- 
sión personal  que  le  hubiese  inferido  el  delito. 

La  obra  de  absorción  y  centralización  del  poder  público  ei 
el  Emperador  fué  lenta,  y  la  transformación  del  principio  pope- 
lar  en  la  doctrina  de  que  el  Príncipe  es  la  fuente  de  todo  del^ 
cho,  así  de  justicia  como  de  gracia,  casi  insensible:  primero, 
se  transfirió  al  Senado  toda  la  jurisdiscióu  criminal  de  los  eo- 
m  icios;  pasaron  después  las  facultades  del  Senado,  al  Conaq* 
privado  imperial;  se  sucedieron  los  Emperadores  cotí  ve^dad^ 
ro  furor  de  juzgar,  seg^n  el  dicho  Montesquiéu  (1),  y  se  pcrfü 

(1)     Monteiqtdea. — JStpWi  cUm  hú,  libro  TX,  oap.  v. 
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liasta  la  memoria  del  principio  de  qae  la  jurisdicción  criminal 
naciera  7  se  identificara  con  la  yolontad  del  pueblo;  la  antigua 
^uosstio  tomó  el  nombre  de  merum  imperiumy  j  se  fué  absor- 
biendo todo  el  poder  de  los  Magistrados  y  Tribunales  en  Roma, 
en  el  prefecto  del  Pretorio,  y  en  las  provincias,  en  los  Grober- 
nadores  imperiales  que  juzgaban,  asistidos  de  asesores,  todos 
los  asuntos  de  importancia,  quedando  la  justicia  municipal  en 
las  ciudades  que  gozaban  de  mayores  privilegios,  como  subor- 
dinada á  la  acción  del  Gobernador  y  reducida  en  la  época  de 
los  jurisconsultos  clásicos,  á  juzgar  los  delitos  de  los  escla- 
vos,  y  á  la  imposición  de  penas  leves  i  los  ciudadanos  y 
libertos:  pero  ni  entonces,  ni  én  el  período  del  Bajo  Imperio, 
dejaron  de  figurar  en  la  ley  y  doctrina  las  accciones  populares 
como  elemento  de  la  jurisdicción  y  de  los  procedimientos  cri- 
minales, y  no  en  el  sentido  de  mera  denuncia  de  los  delitos,  en 
el  cual  todas  las  legislaciones  la  han  mantenido,  sino  como 
fórmula  de  acusación  sostenida  en  el  juicio  hasta  llegar  i  sen- 
tencia, y  basta  para  demostrarlo  recordar  el  título  xviu,  libro  iv 
de  la  lostituta  que  trata  de  publicis  JuiieiiSf  y  que  se  llama 
ba  así  según  el  texto  de  Justiniano  (1),  porque  pueden  enta- 
blarlos casi  todos  los  ciudadanos.  Se  mantenía  en  estos  pro- 
cesos la  obligación  de  suscribir  ante  el  pretor  ó  el  procónsul  la 
acusación  obligándose  á  seguir  la  causa  hasta  sentencia  (2),  y 
como  garantía  fundada  en  condiciones  del  acusador  público  se 
excluía  del  ejercicio  de  este  derecho,  á  no  ser  por  delitos  co- 
metidos contra  ellos  ó  sus  parientes,  á  las  mujeres,  los  pupilos, 
los  condenados  por  falso  testimonio,  los  infames  y  los  pobres, 
señalándose  el  límite  de  la  pobreza  legal  en  la  posesión  de  50 
áureos  (3). 

La  centralización  autoritaria  del  régimen  imperial  no  podía 
menos  de  llevar  á  los  procedimientos  criminales  sus  consecuen- 

(1)  Publica  atUem  dicta  tunt  quod  euivis  ex  populo  exeniio  0orum  pUrunque  datmr, 

(2)  §  1.*,  ley  ?.•,  tit.  11,  libro  XLVín  del  Dig. 
<S)     lieyes  2,  8,  9,  10,  tit.  u,  libro  ZYin  del  Dig. 
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clw,  qae  pueden  resumirse  práctícameate  en  la  reanióa,  en  el 
oñcio  del  Jaez,  de  todas  las  facnltades  propias  de  la  acQsacióa, 
del  procedimiento  y  del  fallo,  sin  .qae  llegara  á  distingoineó 
orearse  con  condiciones  definidas  cargo  algano  que  padiéra- 
mes  considerar  como  origen  de  nuestro  Ministerio  fiscal,  n 
bien  numerosos  Senados  consaltos  y  Constitaciones  imperiales 
encargan  al  Magistrado  la  persecución  directa  de  los  que  u 
califican  de  crimine  extraoriinaria^  y  por  procedimientos  ex- 
cepcionales ó  extraordinarios  también. 

Los  IrenarcAcBf  Bnunciatores  y  SMionarii^  tenían  el  carác- 
ter de  denunciadores  de  los  delitos  y  de  agentes  de  la  polids 
represiva,  y  completaban  y  auxiliaban  la  autoridad  de  los  Pre- 
sidentes y  Gobernadores  en  las  provincias,  pero  siempre  coa 
un  carácter  subalterno  y  sin  una  verdadera  participaeidn  ea 
el  juicio,  terminando  su  intervención  con  Üi  denuncia  y  la  es- 
trega  al  Magistrado  de  los  acusados  con  un  pequeño  proceso 
verbal,  cuyos  términos  se  puntualizan  en  el  título'  del  Dígesto 
de  custodie  et  exhibitíom  reorum. 

Mayor  alcance  y  significación  tuvo  dentro  del  Derecho  ro- 
mano del  Bajo  Imperio  otra  magistratura  que  responde  mái 
directamente  al  ejercicio  de  las  acciones  criminales  en  an  in- 
terés social,  y  se  enlaza,  por  tanto,  de  un  modo  más  científica 
y  directo  con  el  Ministerio  público  de  nuestros  días;  me  refiero 
al  defensor  civitatum^  cuyo  nombramiento  era  popular  y  cajo 
carácter  mixto,  administrativo  y  jurídico,  mereció  gran  pro- 
tección de  Justiniano  y  de  otros  Emperadores,  defíniéndoseeo 
el  Código  sus  atribuciones  para  formar  un  á  manera  de  ante- 
juicio  á  los  acusados  de  robo,  violencia,  muerte,  rapto  y  adul- 
terio, y  remitirlos  con  sus  acusadores  al  Magistrado,  si  halla- 
ban suficientes  los  indicios  para  ello,  y  para  proceder  tambiés 
con  propia  iniciativa  en  el  ejercicio  de  la  acción  pública  ea  de- 
terminados delitos;  pero  este  ensayo  de  magistratura  popular 
que  parecía  tan  progresivo  y  benéfico,  quedó  estéril  en  mdw 
de  la  general  y  común  opresión  y  descrédito  de  las  libertades 
municipales  y  derechos  de  ciudadanía,  y  el  defensor ^  tan  real- 
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zado  en  sus  prÍTÜegioa  y  facültadeé  en  la  Canstítacióa  7/  de 
Honorio  y  Theodosio  á  Cecilio,  prefecto  del  Pretorio,  y  tan  im- 
poriante  por  bus  fancíoñeSy  si  no&  atenemos  al  texto  de  la  No* 
vela  15,  yino  á  redadrse  en  la  práctica  á  nn  empleo  sabalter- 
no  entregado  i  dependientes  mercenarios  de  los  altos  Magis- 
trados provinciales,  algo  así  como  el  fiel  precedente  de  algunos 
Jueces  municipales  de  nuestros  días. 

'  Esta  evolucidn  completa  en  las  leyes  y  en  las  ideas  duran- 
te el  largo  período  del  Imperio,  sin  llegar  á  constituir  un  minis- 
terio público  digno  de  tal  nombre,  confundiendo  esa  función 
eii  cargos  diversos,  mezclándola  constantemente  con  el  oñcio 
de  juzgar  y  aun  con  el  de  ejecutar  la  pena  y  el  de  perseguir  gu- 
bernativamente al  culpable,  sustituyó  el  antiguo  y  primitivo 
siatema  acusatorio  por  el  inquisitivo,  más  bien  como  una  con- 
secuencia  precisa  de  la  atonía  del  espíritu  público,  de  la  ab- 
sorción del  principio  de  autoridad  por  el  Emperador  y  de  la 
absoluta  anulación  de  la  voluntad  popular  en  su  ejercicio,  que 
como  una  reforma  meditada  por  los  jurisconsultos  y  nacida  de 
una  deliberada  convicción  y  de  un  pensamiento  orgánico  nue- 
vo sobre  procedimiento  penal. 


III 


Enrión  de  Pansey,  en  su  obra  verdaderamente  clásica  sobre 
«la  autoridad  judicial  en  Francia»,  dice  que  «la  creación  de 
una  personalidad  pública  obligada  por  razón  de  oficio  á  vigilar 
actos  de  los  ciudadanos,  á  denunciar  á  los  Tribunales  los  que 
paeden  turbar  la  armonía  social  y  llamar  la  atención  de  los 
Jaeces  y  la  venganza  de  las  leyes  sobre  todos  los  delitos,  aun 
los  más  pequeños,  es  uno  de  los  mayores  pasos  que  los  hom- 
bres han  dado  en  el  camino  de  la  civilización,  y  que  ese  insti- 
into  pertenece  á  los  tiempos  modernos.)^  Montesquieu  declara- 
ba también  esa  ley  admirable  (1);  é  investigando  su  nacimien- 

Ct)      Egjprit  dét  Un»,  lib.  IV,  Oftp.  Tin. 
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to  y  origen  sólo  en  aqoella  medida  que  puede  sernos  útil  para 
nuestra  explicación  y  concepto  de  la  acción  pública  en  la  ao- 
tnalidad,  habremos  de  señalar  como  fecha  de  su  aparición  en 
nuestros  organismos  legales  los  últimos  días  del  siglo  xiv, 
cuando  D.  Enrique  II.  creó  la  Real  Audiencia  y  ChancQlerla 
(1371)  y  D.  Juan  I  en  el  ordenamiento  de  peticiones  de  las  Cor- 
tes Se  Briviesca  de  1387,  le  dio  ya  el  nombre  que  era  sin  dnda 
usado  con  anterioridad  para  empleos  análogos  diciendo:  cá  lo 
que  nos  pedísteis  por  merced  que  pusiere  un  buen  orne  letrado 
e  de  buena  fama  por  nuestro  Procurador  fiscal,  i  esto  tos  res- 
pondemos que  nos  place  e  nos  le  entendemos  poner  tal  coal 
cumple  i  nuestro  servicio»;  y  poco  después  D.  Juan  II,  en  lo 
que  hoy  es  ley  1/,  tít.  16,  libro  4.^  de  la  Novísima  Recopilacióo, 
define  el  Ministerio  fiscal  ya  como  una  institución  acabada,  di- 
ciendo: «ry  porque  el  oficio  de  nuestro  Procurador  fiscal  es  de 
gran  confianza  y  cuando  bien  se  ejercita  sé  siguen  de  él  graa* 
des  provechos,  así  en  la  execución  de  nuestra  justicia  como  en 
pro  de  la  nuestra  hacienda,  por  ende  ordenamos  e  mandamos 
que  en  la  nuestra  Corte  sean  deputados  dos  Procuradores  fisea- 
leSy  Promotores  para  acusar  y  denunciar  los  maleficios,  perso- 
nas diligentes  y  tales  que  convengan  i  nuestro  servicio,  segán 
que  antiguamente  fué  ordenado  por  los  Reyes  nuestros  proge- 
nitores: y  mandamos  que  los  dichos  fiscales  no  puedan  poner 
otro  Promotor  en  su  logar  en  nuestra  Corte  sin  nuestra  lioen- 
cia»;  pero  si  bien  la  idea  y  principio  capital  de  la  institacióo 
con  su  nombre  y  facultades  de  iniciativa  en  pro  del  interés 
público  tienen  abolengo  tan  antiguo,  su  oficio  en  el  procedi- 
miento ordinario  es,  en  nuestro  derecho,  modernísimo  y  no 
puede  llevarse  mas  allá  de  1835,  pues  la  ley  6.%  tít.  33,  lib.  12 
de  la  Novísima  Recopilación  vigente  hasta  esa  fecha,  prohibía 
que  ante  las  justicias  ordinarias  de  estos  reinos  y  señoríos  se 
nombraran  Fiscales,  «:que  generalmente  tengan  cargo  de  acu- 
sar, ni  pedir  generalmente  cosa  alguna  de  oficio,  salvo  en  ca- 
sos especiales,  en  los  que  cuando  el  Juez  lo  estimaba  oportuno, 
terminado  el  sumario  y  no  habiendo  acusador  particular,  nom* 
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braba  Promotor  á  un  Letrado  mayor  de  yeinticinco  años^  qoe 
aceptaba  7  juraba  el  cargo;  pero  sin  qae  tal  diligencia  foera 
necesaria  para  el  Jaez  que  podía  seguir  su  procedimiento 
ex-oficio. 

Perdida  totalmente  entre  nosotros,  durante  la  Edad  media^ 
la  idea  romana  primitiva  de  qne  la  realización  déla  jasticía  fue- 
ra una  manifestación  de  la  voluntad  popular,  y  arraigada  por  el 
contrario  en  los  espíritus  la  noción  de  las  jurisdicciones  todas 
<como  emanación  del  poder  real  ó  señorial,  era  muy  lógica  la 
consecuencia  de  entregar  la  acción  pública  y  el  interés  social 
representado  en  las  acusaciones  de  los  delitos,  á  delegados  del 
Ifonarca,  y  así,  al  par  que  los  intereses  del  fisco,  que  fueron  el 
primer  deber  que  se  confirió  á  los  funcionarios  de  ese  nombre 
en  las  leyes  de  Partida  (1),  no  sólo  en  preceptos  legislativos» 
sino  en  cédulas  de  nombramientos  particulares,  se  les  señala^ 
ba  como  primordial  función  el  ejercicio  de  la  acción  pública, 
revistiéndoles  de  las  atribuciones  y  deberes  que  excitan  los  elo- 
gios de  Montesquieu  y  de  Henrión  de  Pansey  para  ese  progre- 
so de  la  humanidad  hacia  los  ideales  del  bien  y  realización  de 
la  justicia.  Es  muy  citada  por  diversos  historiadores  de  nues- 
tras instituciones  jurídicas  la  Cédula  de  22  de  Noviembre  de 
1516  á  favor  del  Licenciado  Juan  del  Prado,  en  la  que  se  dice: 
4res  nuestra  merced  e  voluntad  que  como  tal  podáis  pedir  e  de- 
mandar e  acusar  e  defender  todas  las  cosas  que  cumplieren  á 
nuestro  servicio  e  ala  guarda  de  nuestra  hacienda,  corona  e  pa- 
trimonio real  e  ejecución  de  la  nuestra  justicia»;  y  á  fines  del 
siglo  xvif,  pero  cuando  la  institución  no  había  sufrido  trans- 
formaciones esenciales,  ni  en  sí  misma  ni  en  los  elementos  so- 
isiales  y  políticos  que  le  prestaban  su  sentido  y  manera  de  ser» 
decía  O.  Manuel  Fernández  de  Ayala  en  su  práctica  y  formu- 
larios de  la  Beal  Chancillería  de  Yalladolid:  «El  Fiscal  de  lo 
criminal  tiene  su  asistencia  continua  en  la  Sala  del  crimen,  7 
j8u  ocupación  es  defender  la  causa  y  vindicta  pública  de  todos 

(1)     Ley  12,  tit.  18,  Partida  i.*,  Pa9r<mM»  JUci, 
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los  negocios  criminales^  sin  embargo  de  que  en  ellos  haya  par- 
tes  interesadas,  y  en  iodos  los  negocios  que  empiezan  de  oficio 
y  justicia  en  que  haya  de  haber  ejemplar  castigo^  de  que  re* 
sulta  qne  en  todos  los  negocios  criminales  es  parte  y  con  qaiea 
se  sustancia,  y  annqne  cese  el  derecho  de  la  parte  por  cederle 
6  perdonarle,  no  cesa  el  del  Fiscal,  no  siendo  por  indulto  ó  re- 
misión de  Sa  Majestad.» 

Es,  no  obstante,  muy  digno  de  ser  notado  que  nuestra  le- 
g^íslación  Recopilada  y  nuestros  Monarcas  creadores  del  Miois- 
terio  fiscal  no  tuvieron  por  esta  institución  el  entusiasmo  qae 
en  la  obra  del  Estado  y  en  la  eficacia  de  sus  delegaciones  acu- 
san las  palabras  de  Montesqnieu  y  de  Henrión  de  Pansey  más 
arriba  transcritas:  ahí  está  la  ley  1.*,  tít.  33,  libro  12  de  la  No- 
vísima Recopilación,  que  prohibe  á  los  Procuradores  fiscales, 
«acusar  á  persona,  ni  personas,  ni  Concejos,  ni  universidades^ 
ni  otras  personas  algunas  de  cualquier  ley,  estado  y  condición,, 
preeminencia  ó  dignidad  que  sean;  ni  les  demandar  ni  denun- 
ciar contra  ellos  cosa  alguna  civil  ni  criminal  en  nuestro  nom- 
bre, y  la  de  mi  Cámara,  ni  de  la  mi  justicia  sin...  delator  de  las 
acusaciones...,  y  que  el  tal  delator  diga  por  ante  Escribano  pú- 
blico la  delación,  la  cual  delación  se  ponga  por  escrito  porqne 
no  se  pueda  negar  ni  venir  en  duda...,  salvo  por  hecho  notorio 
ó  pesquisas  que  yo  haya  mandado  Ceu)6r  por  cualesquier  male- 
ficios.» 

Es  esta  ley  de  Don  Joan  II,  y  se  ha  considerado  con  razón 
por  sos  principales  comentaristas,  como  elresumen  de  la  teo- 
ría predominante  en  el  siglo  xv  sobre  la  acción  pública:  quedó 
siempre  en  nuestro  procedimiento  criminal  un  principio  de 
desconfianza  hacia  la  acción  exclusiva  del  Estado,  un  deseo  de 
limitarla  en  su  ejercicio,  con  algunas  garantías  que  tuvieran 
su  raíz  en  el  interés  y  en  la  responsabilidad  individual  del 
acusador  ó  que  respondieran  poi^  medio  de  la  notoriedad  á  un 
interés,  y  una  alarma  generales,  ó  que  se  amparasen  en  la  su- 
prema acción  y  protección  del  Rey  mismo. 

T  la  doctrina  se  mantiene  dos  siglos  más  tarde  en  los  pro- 
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pio8  términos,  no  ya  b6\o  inscribiendo  la  ley  en  la  Noeva  y  en 
la  Novísima  Becopilación,  sino  desenvolviendo  sos  principios. 
Ayala,  en  la  obra  ya  mencionada,  dice:  «aoaden  algnnas  perso* 
ñas  al  Fiscal  de  S.  M.,  del  crimen,  á  quien  dan  cuenta  de  ex* 
ceses  y  delitos  que  han  cometido  personas  comprendidas  en  los 
casos  de  Corte...,  y  el  Fiscal  de  S.  M.  con  el  informe  pide  á  la 
persona,  que  para  delatar  al  reo  áé  fianzas  de  que  en  el  caso  que 
el  reo  fuese  absuelto  y  condenado  en  costas  ú  otra  cosa  se  en- 
tienda con  el  delator;  y  dada  esta  fianza  á  vista  de  la  Sala,  da 
ia  querella.)» 

En  España,  es  preciso  confesar,  no  se  desenvolvió  la  insti  - 
tución  fiscal  con  el  vigor  y  la  fuerza  de  lógica  dentro  de  sus 
principios,  que  se  observa  en  su  vida  y  desarrollos  en  la  vecina 
Francia,  é  importa  fijar,  siquiera  sea  muy  ligeramente,  ese  di- 
ferente concepto  histórico  de  la  institución  en  ambos  países, 
porque  las  ideas  para  nuestro  renacimiento  jurídico  desde  1834 
á  1868,  vinieron  casi  exclusivamente  de  allí,  en  ese  extremo  de 
la  acción  pública,*  y  siquiera  desde  1868  acá  hayan  compartido 
las  modas  y  patrones  legislativos  otros  pueblos,  aún  se  siente 
en  la  doctrina  y  modo  común  de  pensar  poderosa  influencia 
de  las  ideas  francesas  sobre  esta  materia. 


IV 

Antes  de  las  reformas  de  1789,  la  acción  pública  en  Fran- 
cia estaba  representada  de  .un  modo  exclusivo  y*  absoluto  por 
el  Procurador  del  Rey,  para  todo  lo  que  hiciera  relación  con 
delitos  públicos  (1).  <cLa  persecución  de  los  crímenes  conside- 
rados en  su  relación  con  el  interés  público  no  pertenece  en 
Francia,  decía  Jousse  (2),  más  que  á  los  oficiales  á  quienes  el 
Rey  ha  confiado  este  cuidado  y  á  los  que  por  esta  razón  les  da 
el  nombre  de  paríe  féblica^  así  como  en  lo  que  toca  á  la  repara  < 

<1)     Art.  19,  lib.  95,  Ordenanza  de  1670. 

<9)     Jousse,  traiU  de  la  Jvtiioe  eriminelU;  tomo  1.*,  "pkg.  668. 
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ciÓQ  dé  loa  intereses  de  aquellos  qae  habiendo  recibido  ofensa^ 
sea  ea  sos  personas,  en  sa  honor  ó  en  sns  bienes,  tienen  dere- 
cho á  ejercitar  la  acción  j  i  persegair  la  condena  de  perjuicioB 
que  resalten  de  la  ofensa  qne  se  les  ha  inferido;  pero  jamás 
pueden  pedir  una  pena  pública,  y  por  esto  se  les  llama  parU. 
eiinl.»  Tal  era  el  ejercicio  de  la  acción  pública  7  de  la  acdón 
civil  en  Francia  en  él  momento  de  la  revolución  de  1789. 

La  Asamblea*  nacional  creó  un  nuevo  Gobierno  f andado  en 
la  división  de  los  poderes  y  ea  el  principio  de  que  toda  sobera- 
nía reside  esencialmente  en  la  nación  y  que  ningún  individuo 
ni  corporación  pueden  ejercer  autoridad  que  expresamente  do 
emane  de  ella,  y  forzosamente  surgían  de  tales  declaracioneB 
las  cuestiones  relacionadas  con  el  derecho  de  acusación,  plan* 
teándose  en  la  Asamblea  en  estos  términos:  «¿Las  acasacionei 
públicas  han  de  ser  populares,  ó  el  derecho  de  intentarlas  debe 
ser  delegtido?»  Thouret  sostuvo  en  memorables  debates  de 
Agosto  de  1790  los  graves  inconvenientes  de  la  acción  popolar. 
«Cuando  todos  toman  el  encargo  de  velar,  decía,  llega  nn 
momento  en  el  que  nadie  vela;  y  cuando  todos  pueden  acosar, 
el  espíritu  de  partido,  las  preocupaciones  vulgares,  lor  resea^ 
timientos  individuales,  pueden  fácilmente  turbar  la  tranqaili- 
dad  pública  bajo  el  pretexto  de  asegurarla;  conservemos,  pues, 
la  sabia  institución  de  un  oficial  público  encargado  de  acns&r»; 
pero  ese  funcionario,  añadía  Thouret,  «debe  ser  el  hombre  i 
quien  la  nación  entregue  uno  de  sus  más  preciosos  derechos», 
y  no  sin  resistencia  por  parte  de  los  que  sostenían  que  en  la 
delegación  del  Poder  ejecutivo  hecho  en  el  Bey  estaba  com- 
prendido el  derecho  de  acusación,  se  escribió  en  el  art.  2.^  del 
cap.  Y  de  la  Constitución  el  principio  de  que  el  acusador  pú- 
blico sería  nombrado  por  el  pueblo. 

El  Código  penal  de  Brumario  del  año  Tv,  el  de  instrucción 
criminal,  y  la  ley  de  28  de  Abril  de  1810,  y  aun  todas  las  re- 
formas posteriores  con  las  correspondientes  variaciones  de 
nombre,  no  han  alterado  la  esencia  de  los  principios  en  ese 
pueblo,  tan  pródigo  en  variar  sus  constituciones  y  sus  formaft 


UL  AOOldN  POPULAR  .      471 

externas  como  mesarado  j  lento  en  tocar  á  sas  leyes  orgánicas 
7  á  los  fandamentoB  de  sa  vida  administrativa  j  medios  de 
gobierno»  y  los  expositores  .de  sn  derecho  resnmen  el  sentido 
claro,  absoloto  y  lógico  de  la  institución  del  Ministerio  fiscal, 
declarando  como  Magín  (1),  ó  en  mny  parecidos  términos,  «que 
los  perjudicados  por  nn  delito  no  pueden  ejercitar  la  acción  p6- 
blica»  que  este  ejercicio  corresponde  á  los  funcionarios  que  la 
ley  designa,  y  es  independiente  de  todo  interés  privado:  esta 
verdad  es  una  de  las  bases  fundamentales  de  nuestra  justicia 
criminal:  la  ley  no  permite  que  la  venganza  privada  se  intro- 
duzca en  la  justicia,  y  entrega  la  persecución  en  manos  de  los 
Magistrados  á  fin  de  que  tenga  los  caracteres  de  imparcialidad 
de  la  ley  de  quien  son  órganos.» 

En  España  no  podemos  señalar  modificaciones  en  el  con- 
cepto  del  Ministerio  fiscal  y  de  la  acción  pública,  durante  los 
siglos  XVII  y  xviiiy  ni  desarrollos  del  principio  que  encerraba 
esa  institución,  entre  otras  razones,  porque  los  estudios  jurídi- 
cos y  la  preparación  científica  que  tales  reformas  y  progresos 
piden,  no  ayudaban  á  ello.  Bien  conocidos  son  los  lamentos 
del  ilustre  Sempere,  que  en  1822  escribía:  «no  me  admiro  del 
menosprecio  y  profundo  olvido  del  Ordenamiento  de  Alcalá, 
cuando  he  visto  que  aun  en  estos  últimos  tiempos  no  había  en 
las  Universidades  españolas  Cátedras  del  Derecho  español,*  que 
la  jurisprudencia  se  estudiaba  únicamente  en  los  Códigos  del 
Derecho  romano,  el  Decreto  y  las  Decretales,. y  que  aun  este 
estudio  se  hacía  sin  los  conocimientos  preliminares  de  la  his- 
toria de  las  leyes;  que  el  mayor  cuidado  de  sus  Profesores  con- 
sistía en  aprender  muchos  y  largos  textos,  y  en  discurrir  mil 
ridiculas  sutilezas  para  conciliar  sus  antinomias;  que  en  los  ac- 
tos literarios  y  exámenes  necesarios  para  los  grados  Acadómi- 
cosy  no  se  exigía  instrucción  alguna  de  los  CkSdigos  nacionales, 
y  que  .apenas  se  acudía  á  las  verdaderas  fuentes  del  Derecho 
español  para  evacuar  algunas  citas.» 


(1)     ^nraité  <U  Vaction  publique  et  de  Vaetion  oiviU  en  materít  eriminell«i  i.  1.*,  S  U. 
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Los  nombres  ílastres  de  Jovellanos,  Campomanes,  Macanaz 
y  Floridablanca,  enaltecieron  el  Ministerio  fiscal,  pero  no  mo- 
dificaron sa  institacíón,  ni  fijaron  sa  concepto  de  ana  manera 
clara  y  definida  en  nnestro  organismo  jurídico. 

En  la  idea  de  los  hombres  de  nuestra  primera  rcTolación 
figuró  constantemente  el  restablecimiento  j  proclamación  de 
la  acción  pública  como  derecho  de  ciudadanía,  expresándose 
así  con  gran  amplitud  en  el  proyecto  de  Código  de  procedi- 
miento criminal  presentado  á  las  Cortes  de  1821  (1);  pero   el 


(1)  Art.  6.'  La  acoión  oriminal,  respecto  de  los  delitos  públicos,  oome- 
ponde,  no  sólo  á  los  fancionaríos  encargados  de  la  ley,  sino  también  k  ooal- 
qnier  espafkol,  exceptuándose  en  general  las  personas  signientes: 

1.^     El  que  no  es  ciudadano  en  el  ejercicio  de  sus  derechos. 

2.*  El  que  conste  judicialmente  haber  usado  de  la  acción  popular  y  s«pa- 
rfcdose  dtf  ella  por  dinero  ú  otra  recompensa. 

8.^  El  que  hubiese  deducido  dos  acciones  de  esta  clase  mientras  asiuTier* 
pendiente  cualquiera  de  ellas. 

4.®     El  menor  de  catorce  años. 

5.^     Las  mujeres, 

6.^     Los  Jueces. 

7.°     Los  eclesiásticos. 

Art.  7.®  En  ningún  estado  de  la  causa  podrá  separarse  él  que  hubiese  d»* 
ducido  la  acción  criminal  por  delito  público. 

Por  el  contrario,  en  el  proyecto  de  Código  penal  y  de  instrucción  ctíhü- 
nal,  mandado  formar  por  Beal  orden  de  9  de  Mayo  de  1838  á  loe  Sres.  D.  Ra- 
món López  Pelegrin,  D.  José  Hevia,  D.  Joaquín  Sistemes,  D.  Joaquín  Fer- 
nández Campany  y  el  Conde  de  YallehermoBo,  se  establecía  lo  siguiente: 

Ajt.  62i.  En  los  delitos  públicos  corresponde  el  derecho  de  acusar  al  Mí- 
nisterío  fiscal. 

Art,  626.  Siendo  omiso  el  Ministerio  fiscal  en  el  ejercicio  de  la  acción  pií- 
blica,  podrá  el  agraviado  por  el  delito  deducir  su  queja  sobre  ello  ante  el 
Juez  del  partido. 

Art.  627.  No  ^ercióndose  la  acusación  por  la  parte  que  hay«  reoibide 
dafto  ú  ofensa  por  el  delito  privado,  ninguna  otra  persona  podrá  dedaeirla. 
aun  á  pretexto  de  parentesco  ó  afecto,  sino  el  padre  por  las  ofezLsas  al  lixjo 
que  esté  bajo  su  patria  potestad,  el  tutor  por  los  derechos  del  pupilo,  el  cu- 
rador por  el  incapaz,  y  el  marido  ó  la  mujer  respectivamente  por  el  c6  nyü^e 
ofendido. 
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Ministerio  publico  no  paede  decirse  qae  se  organizó  de  an 
modo  ordenado  y  científico  hasta  el  Reglamento  provisional 
de  1835,  qae  principalmente  en  sas  artícnlos  101,  105,  IOS 
y  107,  describió  con  gran  precisión,  y  no  sin  elocuencia  sen- 
cilla y  propia  de  nn  documento  legislativo,  lo  que  debía  ser 
en  lo  sucesivo  el  Ministerio  fiscatl  representando  la  acción  pú- 
blica, bajo  el  modelo  de  las  doctrinas  francesas,  aunque  sin 
la  absoluta  lógica  que  lleva  á  proscribir  todo  vestigio  de  ini- 
ciativa y  representación  individual  del  ciudadano  en  la  perse- 
cución del  delito  publico.  Los  Fiscales  y  Promotores,  dice  el 
Reglamento,  como  defensores  que  son  de  la  causa  pública  y 
encargados  de  promover  la  persecución  y  castigo  de  los  delitos 
que  perjudican  á  la  sociedad,  deberán  apurar  todos  los  esfuer- 
zos de  su  celo  para  cumplir  con  tan  importantes  obligaciones; 
así  deberán  denunciar,  y  en  su  caso  acusar  formalmente^  las 
faltas  que  contra  la  administración  de  justicia  advirtieren,  y 
acusar  tambión  de  cuantos  delitos  se  cometieren;  empero,  to- 
dos los  Fiscales  y  Promotores  deberán  tener  siempre  muy  pre- 
sente que  su  ministerio,  aunque  severo,  debe  ser  tan  justo  é 
imparcial  como  la  ley  en  cuyo  nombre  le  ejercen,  y  que  si 
bien  les  toca  promover  con  la  mayor  eficacia  la  persecución  y 
castigo  de  los  delitos  y  los  demás  intereses  de  la  causa  públi- 
ca^  tienen  obligación  de  defender  ó  prestar  su  apoyo  á  la  ino- 
cencia, de  respetar  y  procurar  que  se  respeten  los  legítimos 
derechos  de  las  personas  particulares^  procesadas,  demanda- 
das, ó  de  cualquier  otro  modo  interesadas,  y  de  no  tratar  nun- 
ca á  éstas  sino  como  sea  conforme  á  la  verdad  y  á  la  justicia. 
Desenvolviendo  las  propias  ideas  del  Reglamento  provisio- 
nal^ y  recopilando  algunas  disposiciones  publicadas  después, 
i    se  dictó  el  Real  decreto  de  9  de  ^bril  de  1858,  verdaderamente 
or^áaíco  del  Ministerio  fiíscal,  y  en  él  se  consignó,  entre  sus 
atríbaciones  propias,  ejercer  la  acción  pública  en  las  causas 
criminales,  aducieado  los  comprobantes  de  los  delitos  y  faltas 
7  promoviendo  el  castigo  de  las  personas  responsables. 

Ck>]i  ese  decreto  puede  decirse  se  cierra  para  la  organiza- 
Tono  73  31 
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ción  y  caracteres  del  Ministerio  fiscal,  en  lo  que  se  refiere  á  la 
acción  pública,  el  período  anterior  á  la  revolución  de  Septiem- 
bre; y  para  juzgar  y  apreciar  las  mo  dificaciones  que  el  Dere- 
cho vigente  ha  introducido  en  ese  punto,  importa  dejar  da- 
ramente  establecido  lo  que  era  ó  lo  que  quedaba  de  acclÓQ 
pública  en  ese  Derecho,  que  dirigiéndome  á  Académicos  pre- 
surosos en  su  mayoría  de  caminar  en  la  vida,  no  vacilaré  es 
llamar  antiguo. 


Hemos  visto  cómo  se  ha  creado  ó  completado  la  creación 
del  Ministerio  fiscal  en  la  época  moderna;  cómo  se  haQde^ 
lindado  y  señalado  sus  atribuciones  sobre  el  patrón  de  las  áoo 
trinas  francesas;  cómo  se  le  ha  confiado  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción pública,  invistiéndole  de  la  representación  social  y  com- 
pletando el  progreso  ponderado  por  Montesquien  y  Panaey; 
pero  en  verdad  que  no  h  emos  encontrado  ni  será  posible  seña- 
lar precepto  expreso  que  con  la  lógica  y  franqueza  del  Código 
de  instrucción  criminal  francés,  conceda  al  funcionario  la  re- 
presentación exclusiva  de  ese  derecho,  y  arranque  al  ciada- 
dano  la  facultad  de  promover  y  mantener  su  acción  para  per- 
seguir los  delitos,  que  leyes  venerandas  le  otorgaban;  el  espi- 
rita de  la  nueva  institución,  la  manera  de  definirla,  el  siogn- 
lar  constantemente  empleado  al  hablar  de  la  acción  pública, 
que  íntegra  y  sin  limitación  se  le  confía,  todo  parece  indicar 
que  no  pasó  por  las  mientes  de  los  hombres  del  Reglamento 
provisional  y  del  decreto  de  1858  que  quedaran  en  nuestroi 
organismos  jurídicos  restos  *  insepultos  del  derecho  de  sobera- 
nía popular  romana,  atribuyendo  al  ciudadano  el  ejercicio  de 
la  acnsación  del  delito  público. 

La  cuestión,  sin  embargo,  sobre  si  ha  llegado  á  borraiaeó 
no  de  nuestro  derecho  antiguo  la  acción  pública,  está  mnj 
lejos  de  ser  llana,  y  excusa  de  mayor  prueba,  el  hecho  dem( 
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trar  opiniones  enteramente  contrarias,  acerca  de  este  panto, 
obras  de  tanta  y  tan  merecida  autoridad  como  la  Enciclopedia 
de  Derecho  que  dirigió  D.  Lorenzo  Arrazola  y  el  'Diccionario  de 
Escriche.  En  el  extenso  artículo  que  en  el  primero  de  esos 
libros  se  consagra  á  la  palabra  acusación,  se  expone  como 
Ttgente  todo  el  derecho  creado,  ó  promulgado  por  mejor  de- 
cir, en  España  por  el  Código  Alfonsino,  si  bien  adyirtiendo 
que  en  la  práctica  se  encuentran  pocos  ejemplos  de  acasacio- 
'  nes  de  delitos  públicos  sostenidas  por  personas  particulares^  á 
pesar  del  derecho  concedido  á  todos  (1). 

Escriche,  ó  para  hablar  con  entera  exactitud,  sus  ilustres 
continuadores,  estiman  que  el  derecho  de  las  leyes  de  Partida 
cayó  en  desuso,  que  la  facultad  de  acusar  concedida  «á  todo 
orne  que  non  es  defendido  de  éño»  (2),  desapareció  por  com- 
pleto con  la  creación  de  un  poder  independiente  defensor  de 
los  intereses  individuales,  del  ministerio  público  encargado  en 
Dombre  del  interés  general  de  la  persecución  y  represión  de 
los  delitos  públicos,  quedando  solamente  reservado  á  los  par- 
ticalares  la  acusación  ó  persecución  de  los  delitos  privados 
qae  les  inferían  directamente  agravio  ó  perjuicio  (3). 

Pero  hállense  ó  no  en  desuso,  es  lo  cierto  que,  como  regla 
de  vida  ó  como  cuerpo  de  doctrina,  existían  esos  preceptos  en 
na  estro  derecho  anterior  á  las  reformas  de  la  revolución  de 
Septiembre;  ellos  han  servido  de  base  á  lo  que  se  ha  hecho 
después,  é  importa,  por  lo  tanto,  consagrarles  algún  ligero 
«tiiálisis. 

Mn  el  preámbulo  de  la  Partida  7.*,  se  desenvuelve  con 

entera  claridad  la  noción  del  delito  en  sus*dos  aspectos  del  de- 

reclio  social  lastimado  y  del  daño  particular,  y  la  doble  acción 

publica  y  privada  que  de  ¿1  nacen;  y  aparecen  constantemen- 


CXy       Sneiclopedia  Bapaüola  de  Derecho  y  Adminutraeiánt  por  D.  Lorenao  Arra- 
y  otros:  t.  I,  pág.  606. 
I.6y  a.',  «t.  !.•,  Partida  7.' 
(9|>        Dioekmario  raaonado  dé  JtirieprufUneia  y  Leguloieiání  t.  1.^  p4g.  276. 


476  BBVISTA  DE  LEGISUlOIÓN 

te  en  todo  el  título  de  las  acusaciones,  unidas  la  que  se  otorgn 
como  derecho  común  de  todo  ciudadano  á  la  que  se  reconoce* 
en  el  Juez  para  proceder  ex-oficioi  pues  si  bien  la  ley  28  (1)  li- 
mita á  cinco  los  casos  en  que  el  Rey  6  el  Jaez  puede  de  sa 
oficio  escarmentar,  «maguer  non  fuese  fecha  denunciacióania 
acusamento,  nin  fuese  fama  en  razón,)»  son  ellos  tan  compren- 
sÍYOS,  especialmente  el  caso  tercero,  que  equivale  en  la  prác- 
tica á  dejar  expedita  la  acción  del  Magistrado  para  la  persecn- 
ción,  por  su  propia  autoridad,  de  la  inmensa  mayoría  de  loa 
delitos  conocidos  ó  sospechados. 

No  parece  necesario  advertid,  muy  al  por  menor,  qne  así 
en  estas  ligeras  indicaciones  históricas  como  en  las  exposi- 
ciones de  doctrina,  nos  referimos  siempre  al  hablar  de  aecidn 
popular,  á  la  acusación  propuesta  y  mantenida  en  el  procedi- 
miento por  una  personalidad  independiente  de  todo  oficio  de 
república,  y  no  al  derecho  de  mera  denuncia  ó  requerimiento 
del  Juez  ó  el  Fiscal  para  que  ellos  dirijan  la  fuerza  del  poder 
social  al  castigo  de  los  delitos,  y  en  ese  sentido,  único  qoe 
hacemos  objeto  de  nuestras  consideraciones,  las  leyes  de 
Partida  acojen  la  intervención  del  ciudadano  con  la  mayor 
amplitud,  si  bien  se  borra  en  ellas  el  concepto  del  derecho  de 
soberanía,  que  tan  á  las  claras  palpita  en  la  primitiva  legisla- 
ción  Romana,  para  confundirse  con  una  mera  utilidad  soeial 
y  de  defensa;  y  así  define  la  ley  1/  (2)  la  acusación  diciendo: 
«es  profagamiento  que  un  ome  faze  á  otro  ante  del  Jazgadot 
afrontándolo  de  algún  yerro  ó  agravio»:  su  utilidad  es  casti- 
gar al  uno,  dar  satisfacción  al  otro  y  escarmentar  á  loi 
demás. 

Pero  el  procedimiento  acusatorio  fuó  totalmente  absorbido 
por  el  inquisitivo:  la  denuncia  y  la  fama  pública  dieron  á  Al- 
caldes, Corregidores  y  Jueces,  dentro  de  nuestro  organismo  gu- 
bernativo y  judicial,  libre  acceso  para  la  investigación  y  per- 


(1)     Ley  28,  tit.  l.^  Partida  VH. 
(9)     Ley  1.*,  tit.  1.*.  Partida  VH. 
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secnción  de  todo  delito;  al  ciudadano  se  le  buscó  tan  sólo  para 
denunciador  de  los  maleficios  j  daños,  y  su  misión  terminaba 
tan  pronto  como  los  había  puesto  en  conocimiento  de  la  auto- 
ridad pública  en  cualquiera  de  sus  varias  y  confusas  formas  y 
j  urisdicciones;  ¿ni  cómo  era  posible  que  aquella  acción  popu- 
lar romana,  perdida  en  el  rincón  de  un  Código  como  planta 
exótica,  viviera  en  un  medio  ambiente  tan  contrario  álos  prin- 
cipios que  le  dieron  origen,  como  eran  el  procedimiento  cañó- 
nicOy  y  la  justicia  y  el  poder  público,  teniendo  por  ideal  del 
progreso,  la  centralización  en  la  monarquía,  de  las  facultades 
j  medios  destinados  á  crear  y  mantener  el  orden  social  y  la 
TÍda  interior  y  extensiva  de  la  nación?  En  ese  concepto  están 
escritas  las  leyes  de  la  Novísima  que  tratan  de  las  acusaciones, 
jr  á  nadie  ocurrió  entonces  ni  después  escribir  un  precepto  que 
arrancase  al  ciudadano  el  derecho  de  formular  y  perseguir  la 
acción  por  delito  público,  porque  ni  memoria  había  de  que  na- 
die pretendiese  tan  extremo  privilegio,  y  de  común  consenti- 
miento se  entendió  reducido  á  denunciar  á  las  justicias,  para 
que  ellas  procedieran  á  lo  que  hubiere  lugar. 

En  las  leyes  y  decretos  que  sobre  delitos  políticos  y  de  or- 
den público  aparecen  profusamente  durante  las  varias  fases  de 
la  revolución  española,  hállase  de  nuevo  el  nombre  de  la  ac- 
ción popular,  solicitándola  con  empeño  los  legisladores  para 
qae  viniera  en  apoyo  de  los  intereses  permanentes  del  gobier- 
no y  la  sociedad,  y  es  de  notar  que  los  delitos  para  los  que  con 
entera  claridad  se  establece  la  intervención  del  ciudadano,  no 
sólo  en  la  denuncia,  sino  para  seguir  el  proceso  hasta  su  fin, 
son  los  de  imprenta. 

El  Real  decreto  de  10  de  Abril  de  1884,  es  de  todas  las  le- 
yes procesales  dictadas  hasta  el  día,  donde  con  más  resolución 
y  franqueza  hallamos  reconocida  la  acción  popular,  pues  no 
Bólo  se  faculta  á  todos  los  españoles  para  denunciar  los  impre- 
B08  subversivos  y  sediciosos,  sino  que  cede  la  ley  el  paso  y 
preeminencia  á  los  ciudadanos  que  se  arrojen  á  Fiscales  de  im- 
prenta voluntarios,  y  dice,  que  cuando  esos  beneméritos  y  bien 
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iDtencíonados  sujetos  coocarran  con  los  Promotores,  tengaa 
éstos  el  carácter  de  coadyavaates. 

Pero  no  hay  noticia  de  que  á  ese  inocente  reclamo  del  de» 
creto  del  44  acudiese  ningún  ejemplar  de  acusador  particoltr 
de  delitos  públicos  de  imprenta,  y  en  ese,  como  en  todos  los 
órdenes  de  la  jurisdicción  penal,  ha  sido  hasta  el  año  de  1872 
práctica  y  doctrina  inconcusa,  que  el  poder  social  no  tenía  más 
representación  en  el  orden  jurídico  para  el  ejercicio  y  mante- 
nimiento de  las  acusaciones  que  el  Ministerio  público,  j  aan 
en  el  pleno  imperio  de  las  ideas  que  la  revolución  de  Septiem- 
bre trajo  al  derecho  procesal,  se  escribió  sin  atenuaciones  ni 
distingos  el  párrafo  8.^  del  art.  838  de  la  Ley  orgánica  del  Po- 
der  judicial,  definiendo  las  atribuciones  del  Ministerio,  y  coló» 
cando  entre  ellas  la  de  ejercitarla  acción  pública  en  todas  las 
causas  criminales,  sin  más  excepción,  que  la  de  aquéllas  qoo 
según  las  leyes,  sólo  pueden  ser  promovidas  á  instancia  de  par- 
te agraviada. 

Ahora  bien:  si  la  acción  pública,  á  diferencia  de  todas  las 
demás,  puede  ser  susceptible  de  un  ejercicio  múltiple  qoe  la 
libre  y  exceptúe  de  la  natural  acumulación,  impuesta  por  los 
principios  generales  del  procedimiento  en  todos  los  casos  en  que 
varias  personas  ejercitan  un  mismo  derecho  sobre  una  misma 
cosa  y  contra  una  misma  persona,  vale  la  pena  esa  singalarí- 
dad  de  consignarse  >n  la  ley  de  un  modo  expreso,  y  exigir 
en  las  reformas  sucesivas,  no  sólo  términos  claros  para  la  ex- 
presión de  tal  pensamiento,  sino  procedimientos  y  fórmalas 
adecuadas  para  producirle  y  hacerle  efectivo.  En  la  ley  orgi- 
nica  de  1870  nada  de  eso  se  encuentra,  y  bajo  su  imperio,  j 
estudiando  su  letra  y  espíritu,  no  podemos  menos  de  considerar 
que  en  ella  siguió  siendo  el  Ministerio  ñscal  la  institución  can- 
tada por  Montesquieu  y  Pansey,  el  guardador  único  del  anti- 
guo derecho  popular  roniano  de  acusar  á  los  delincuentes,  si- 
quiera  todos  los  ciudadanos  tuviesen  libre  el  camino,  como  el 
poder  del  Estado,  para  excitar  su  celo  y  requerir  su  interven- 
ción en  un  interés  social. 
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Pero  poco  despaás,  en  la  ley  de  22  de  Diciembre  de  1872, 
ja  se  definía  la  accióa  pública  en  parecidos  términos  á  los  qne 
emplea  la  ley  de  Enjaiciamiento  criminal  vigente. 

De  todo  delito  ó  falta,  decía  el  art«  1.^,  «nace  acción  penal 
para  el  castigo  del  culpable,  y  puede  nacer  también  acción  ci- 
vil para  la  restitución  de  la  cosa,  la  reparación.del  daño  y  la 
indemnización  de  perjuicios  causados  por  el  hecho  punible.» 

La  acción  penal  es  pública:  todos  los  españoles,  hayan 
sido  ó  no  ofendidos  con  el  delito,  pueden  querellarse  ejerci- 
tando la  acción  popular:  los  extranjeros  sólo  pueden  quere- 
llarse por  los  delitos  cometidos  contra  sus  personas  ó  sos  bie- 
nes, ó  las  personas  ó  bienes  de  sus  representados.»  (Artícu- 
los 2.*  y  172.) 

Aparece  aquí  ya  la  acción  popular  al  lado  de  la  acción  pú- 
blica confiada  al  Ministerio  fiscal,  pero  con  razón  dice  un  emi- 
nente Magistrado  comentando  estos  preceptos  legales:  «los 
particulares  la  ejercitan  ó  pueden  ejercitarla  conjuntamente 
con  el  Ministerio  fiscal,  pero  no  son  dos  acciones,  es  una  sola 
fraccionada  en  su  ejercicio,  es  la  acción  penal  emanada  del 
mismo  delito,  idéntica  en  su  naturaleza  y  encaminada  al  pro- 
pio fin  de  la  reparación  social,  reparación  á  que  contribuyen  la 
Autoridad  y  el  particular  con  su  recíproco  esfuerzo,  auxilián- 
dose mutuamente,  siguiendo  la  propia  senda  y  acudiendo  al 
propio  Tribunal  (1). 


VI 


La  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  criminal,  al  enumerar 

en  Bxx  preámbulo  los  progresos  y  reformas  que  permitían  redu  - 

cir  las  atribuciones  del  Tribunal  á  el  fallo  según  su  conciencia 

y  como  juez  iraparcial  del  campo,  menciona  la  de  haber  otor- 


(1)     Ferrer  y  Mingnet. — EMoyo  teórico  prádioé  de  lot  deberte  y  atrihítcioneM 
<¿e  loe  Pi-omot&reejífcalee:  t.  1.^  pág.  2d4. 
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g^do  «ana  acción  pública  y  popalar  para  acusar^  en  vez  deli- 
mitarla al  ofendido  y  sas  herederos)>;  y  siguiendo  las  huellas 
de  la  ley  de  1872,  se  establece  como  forma  de  la  acción  popu- 
lar la  qaerella;  con  la  prestación  de  fianza  para  estar  á  las  re 
sultas  del  juicio;  pero  no  dijo  más  la  ley,  y  cuando  desenvol- 
7Ímientos  del  espíritu  público^  en  los  que  sería  notoria  ingra- 
titud y  pasión  manifiesta  no  ver  la  influencia  beneficiosa  y  pro- 
gresiva del  juicio  oral,  han  traído  á  debate  y  han  prestado  vida 
á  la  acción  popular,  escrita  un  poco  al  descuido  en  las  leyes 
novísimas,  se  ha  producido  la  duda  sobre  lo  que  es  en  nuestro 
enjuiciamiento  esa  acción  popular,  sobre  lo  que  debe  ser  en  las 
reformas  que  en  ól  se  introduzcan  y  sobre  el  sentido  en  que 
deben  inspirarse,  así  las  interpretaciones  como  los  desarrollos 
y  complementos  de  que  ese  derecho  está  indudablemente  nece- 
sitado. 

La  acción  representa  ó  significa  un  derecho  y  un  modu$  6 
forma  y  acto  material  para  exteriorizar  y  dar  vida  á  ése  derecho: 
la  acusación  romana  contenía  clarísimas  esas  dos  nociones, 
pero  ya  hemos  visto  cómo  se  fueron  borrando  sus  principios, 
cómo  se  transformó  el  acto  de  participación  de  la  soberanía, 
en  mero  auxilio  de  las  funciones  protectoras  del   Estado,  y 
predominando  ese  segundo  concepto  en  escuelas,  tribunales  y 
comentaristas,  se  ha  creído  por  algunos  ver  en  la  acción  popu- 
lar tan  sólo  una  facilidad  ofrecida  á  muchos  para  poner  en 
movimiento  fa  acción  pública,  y  se  ha  dicho,  es  verdad,  que  el 
art.  101  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  declara  que  todos 
los  españoles  pueden  ejercitarla,  es  cierto,  que  pueden  quere- 
llarse hayan  sido  ó  no  ofendidos  por  el  delito;  pero  esto  es  para 
principiar  un  sumario,  para  perseguir  un  delito  olvidado  ó  des- 
conocido; pero  cuando  el  procedimiento  se  incoó,  cuando  el 
Ministerio  fiscal  ha  ejercitado  la  acción  pública  ó  el  directamen> 
te  lesionado  ha  producido  su  querella,  entonces  la  acción  pú- 
blica está  agotada,  ya  se  ha  puesto  en  ejercicio,  y  al  Ministerio 
fiscal,  al  interesado  y  al  Tribunal  toca  exclusivamente  inter- 
venir en  el  procedimiento. 
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Este  era,  7  es  todavía,  el  sentir  de  machos,  y  en  algún 
caso  en  que  se  había  tratado  de  utilizar  la  acción  popular  en. 
procesos  criminales,  eso  se  había  resuelto  por  los  Tribunales. 
La  Audiencia  de  Madrid  en  auto  ejecutorio  de  8  de  Junio  úl- 
timo, confirmando  una  providencia  que  desestimó  una  que- 
rella por  acción  pública,  presentada  en  un  procedimiento  in- 
.  coado  por  actor  particular  lesionado  por  él  delito,  y  en  el  qu& 
era  parte  el  Ministerio  ñscal,  consideró  <cqae  si  bien  con  arre- 
glo al  art.  101  de  la  ley  de  Enjuiciamiento -criminal  la  acción 
penal  es  pública,  y  todos  los  españoles  pueden  ejercitarla  con 
arreglo  á  la  ley,  y  que  en  relación  con  el  mismo  artículo  está 
la  doctrina  que  establece  el  270,  que  se  refiere  á  una  délas 
formas  en  que  aquélla  puede  ejercitarse,  haciendo  que  se  prin- 
cipie un  sumario,  en  manera  alguna  puede  tener  esto  aplica* 
ción,  cuando  el  procedimiento  está  incoado  y  se  están  practi- 
cando cuantas  diligencias  se  creen  útiles  para  el  esclareci- 
miento de  los  hechos»;  esto  es,  que  la  acción  popular  no  e» 
más  que  una  manera  de  poner  en  ejercicio  la  acción  pública, 
no  es  un  procedimiento  con  sustancia  propia,  que  responda  á 
un  derecho  con  vida  independiente  y  ñn  separado  aunque  ar- 
mónico del  social,  tal  como  le  representa  el  Ministerio  público; 
y  añadía  en  su  segundo  considerando  el  auto,  <i:que  al  incoarse 
la  acción  popular  en  un  procedimiento  ya  comenzado,  sería 
preciso  cumplir  con  lo  preceptuado  en  el  art.  113,  que  obliga 
á  litigar  bajo  una  misma  dirección  y  representación  á  juicio 
del  Tribunal,  cuando  son  dos  ó  más  las  personas  por  quiene» 
se  utilicen  las  acciones  derivadas'  de  un  delito  ó  falta.» 

No  ha  menester  el  auditorio  que  me  honra  con  su  atención 
que  yo  insista  en  demostrar  la  gravedad  y  alcance  extraordi- 
nario de  esta  diferencia  de  apreciaciones  sobre  lo  que  es  la  ac- 
ción popular  en  nuestro  Enjuici^imiento.  Si  es  tan  sólo  un  me- 
dio de  poner  en  ejercicio  la  acción  pública,  y  si  una  vez  ejer- 
citada ésta  por  el  Ministerio  fiscal  se  considera  cumplido  y 
satisfecho  el  fin  social  y  obligado  el  ciudadano,  español,  no  le- 
sionado por  el  delito,  á  someterse^  á  juicio  del  Tribunal,  á  la 
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dirección  y  representación  ya  establecidas,  menguada  reforma 
habrían  íntrodacido  en  el  antiguo  sistema  las  dos  leyes  de  1872 
y  1882;  pues  como  decía  un  escritor  distinguido  en  un  estadio 
de  actualidad  sobre  estas  cuestiones,  «la  acción  pública  es  ddí- 
versal  de  todos  los  países  y  de  todos  los  tiempos,  y  el  progreso 
en  los  conocimientos  de  historia  jurídica  consistiría  en  encoo- 
trar  noticias  de  alguna  legislación  antigua  ó  moderna,  en  qoe 
no  haya  estado  admitida  la  acusación  ó  querella  ó  acción  pú- 
blica)^ (1).  Pero  reducido  el  derecho  del  ciudadado  á  los  límites 
que  ese  autor  y  la  opinión  de  no  pocos  Letrados  le  señalaba, 
como  en  la  mayoría  inmensa  de  los  casos  el  Ministerio  fiscal  6 
la  acción  del  lesionado  promueven  el  procedimiento,  la  inter- 
vención déla  acción  popular  sería  reducidísima,  nula  eu!a 
práctica,  y  subordinada  en  todo  caso  á  la  unidad  de  direocíóD 
que  el  arbitrio  del  Tribunal  le  trazara,  obligándola  á  sujetarse 
á  las  inspiraciones  del  querellante  particular. 

Mas  después,  y  en  una  causa  memorable,  ha  recibido  ya  in- 
terpretación más  amplia  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en 
ese  punto,  inaugurándose  una  práctica  y  dejando  sentada  doc- 
trina que  responde  á  los  principios  en  que  se  apoya  y  á  los  fines 
á  que  se  dirige  la  accción  popular,  y  que,  en  mi  sentir,  debe 
quedar  como  definitivamente  triunfante  en  ese  punto. 

Seis  vecinos  de  esta  corte,  directores  de  otros  tantos  peri6> 
dicos,  representados  por  Procurador,  acudieron  á  la  Audiencia 
de  Madrid  en  Agosto  último,  entablando  querella  en  canea 
criminal,  cuyo  sumario  había  pasado  á  aquel  Tribunal,  y  éste 
desestimó  la  querella;  pero  co'nsideró  que  si  bien  «la  ley  oo  se 
ocupaba  en  ningano  de  sus  artículos  de  que  los  no  perjudicados 
en  el  delito  puedan  mostrarse  parte  en  cualquier  estado  de  la 
causa,  después  de  su  incoación  y  antes  del  trámite  de  califica- 
ción, como  la  ley  no  se  opone,  antes  bien,  en  su  desenvohi- 
miento  favorece  el  ejercicio  de  la  acción  penal,  como  no  se  es- 
tablece diferencia  entre  el  perjudicado  y  el  que  no  lo  es,  res- 

<1)     P.  Femando  Cos-Gayón. — La  Época  del  17  de  Agosto  de  1888. 
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pecio  del  modo  de  ejercitar  la  indicada  acción^  y  como  el  ar- 
ticulo 110  sólo  establece  qae  se  le  ofrezca  la  causa  por  si  quiere 
ser  parte  en  ella,  no  ve  que  haya  inconveniente  en  igualar  á 
unos  y  á  otros  en  todo  lo  qae  se  refiere  á  mostrarse  parte,  to* 
mando  la  cansa  en  el  estado  qae  tiene,  siempre  que  sea  antes 
de  la  calificación.» 

Esta  interpretación  de  la  ley,  tímidamente  expresada,  y 
haciéndola  arrancar  de  omisiones  y  consentimientos  tácitos 
del  legislador,  es  la  que,  en  mi  sentir,  responde  á  la  natura- 
leza y  condición  de  la  acción  popular,  cuyo  principio  no  es  otro 
que  el  derecho  del  ciudadano  á  perseguir  el  fin  social  de  la  jus- 
ticia independientemente  de  la  representación  que  para  ello 
tiene  el  Estado;  no  puede  considerarse  ese  derecho  hoy  como 
se  estimaba  en  Roma,  como  participación  de  la  soberanía;  no 
es  tampoco  un  derecho  natural  ó  individual:  pero  es  una  fun- 
ción que  se  confía  al  ciudadano  al  igual  del  derecho  de  sufragio 
^  de  elegibilidad  para  cargos  públicos,  y  que  le  coloca  en  la  ca- 
tegoría de  perjudicado  por  el  delito,  desde  el  momento  en  que 
se  presenta  ante  los  Tribunales  procurando  la  persecución  de 
ese  delito,  la  averiguación  de  sus  autores,  y  la  fiscalización  de 
lo  que  los  representantes  del  Estado  hayan  hecho  ó  dejado  de 
^faacer  para  cumplir  debidamente  su  misión. 

No  cabe  dudar  que  la  acción  pública,  en  el  terreno  de  la 
pura  ciencia,  debiera  ser  una  sola;  que  los  fines  del  Ministerio 
fiscal  al  ejercitarla  se  confunden  en  un  todo  con  los  de  la  acción 
popular,  y  que  ésta  representa  un  principio  de  desconfianza 
de  aquélla;  pero  á  la  extensión  del  principio  acusatorio  debían 
responder  fórmulas  y  amplitudes  de  procedimiento  que  pusiera 
•al  alcance  de  todos  los  ciudadanos  la  intervención  de  tan  abso- 
lutas faociones,  y  al  propio  tiempo,  la  mayor  participación  del 
sentimiento  público  en  la  vida  de  las  instituciones  judiciales, 
llevaba  consigo  el  restablecimiento  en  la  ley  y  en  la  práctica 
-de  la  acción  popular,  y  de  su  ejercicio  y  su  mantenimiento  co- 
mo derecho  del  ciudadano,  distinto  y  separado  de  el  del  parti- 
ealar  ofendido  y  del  Ministerio  fiscal  representante  del  Estado. 
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Nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  al  escribir  eae 
principio  incompleto  7  no  claramente  desarrollado  de  la  acción 
popular,  más  bien  que  en  las  instituciones  de  nuestro  anti^o 
derecho  y  de  la  legislación  romana  que  le  sirvió  de  modelo 
para  lo  que  en  ¿1  había  de  más  ordenado  y  científico,  se  ha  ins- 
pirado en  los  principios  de  la  legislación  inglesa,  adicionándo- 
los como  declaraciones  generales  y  sin  gran  desarrollo  orgáni- 
co, á  las  bases  francesas  que  habían  servido  para  reorganizar 
nuestro  Ministerio  fiscal  desde  el  Reglamento  provisional  en 
adelante. 

Sabido  es  que  en  Inglaterra  el  Ministerio  público  no  existe 
como  institución  organizada,  sino  como  potencia  en  el  Estado 
de  instituirlo  allí  donde  conviene  á  sus  intereses  poner  en  mo- 
vimiento la  acción  pública,  bien  por  medio  de  el  Attomepge%h 
ralf  que  forma  parte  del  Gabinete,  bien  por  cualquiera  otro  de 
los  miembros  de  aquel  foro  á  quien  puede  confiar  su  represen- 
tación el  Gobierno  (1).  La  tímida  reforma  introducida  perla 
ley  de  1879  (2)  y  completada  por  la  de  1882,  no  es  ^iuo  un  en- 
sayo para  dar  mayor  estabilidad  á  ese  organismo^  habiéndose 
decidido  á  adoptar  los  principios  de  las  legislaciones  del  conti- 
nente muchos  jurisconsultos  de  aquel  país,  movidos  por  los 
grandes  y  notorios  abusos  que  la  necesidad  de  la  acción  par- 
ticular, para  perseguir  los  delitos  en  Inglaterra,  lleva  consigo, 
ya  en  la  inferioridad  del  acusador  y  en  su  falta  de  intereses 
por  la  persecución  del  delito,  ya  en  transacciones  escandalosa? 
que  recuerdan  las  bárbaras  composiciones  ie  los  Códigos  de  Ii 
Edad  Media. 

Pero  no  obstante  esos  abusos,  se  hace  allí  posible  el  orden 
social  sin  ministerio  público  organizado  y  con  sistema  aeni^ 
torio  absoluto,  por  la  existencia  real  y  positiva  de  un  gran  es- 
píritu individual,  temeroso  de  los  abusos  del  Poder  ejecatáTO, 


ri)     Glassón. — H{*toirt  du  droit  et  de»  tnaHhUwn»  politique»,  eivüea  etjndiáunt 
de  VÁngUtem,  t.  6.®  Le  droit  actuel. 

(9     Ánnuaire  de  legúlation  etrangeret  XI,  pág.  18. 
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j  dispaesto  á  imponerse  sacrificios  considerables  y  espontáneos 
de  tiempo^  de  responsabilidad  j  de  dinero,  á  trueque  de  parti- 
cipar directamente  del  ejercicio  del  poder.  Así  se  han  creado 
asociaciones  privadas  que  se  cuentan  ya  por  centén  ares^  en- 
cargadas de  perseguir  determinadas  clases  de  delitos^  como  los 
escritos  y  grabados  obscenos,  los  fraudes  y  falsedades  en  do- 
cumentos mercantiles,  los  abusos  del  trabajo  de  los  niños  y 
otras  muchas;  á  menudo  las  Corporaciones  y  las  parroquias 
intentan  acciones  criminales,  y  las  grandes  ciudades  como 
Manchester  y  Liverpool,  crean  y  dotan  plazas  de  Abogados  dis- 
tinguidos á  quienes  encargan  la  persecución  dé  los  crímenes 
que  se  cometan  en  su  término  municipal,  á  lo  que  se  añaden 
las  pingües  suscriciones  que  se  cubren  en  un  momento,  cuan  - 
do  alguna  causa  llega  á  herir  el  sentimiento  público  y  apasio- 
nar en  algún  sentido  la  opinión. 

Bn  España,  desgraciadamente,  no  podemos  contar  con  ta- 
les y  tan  eficaces  iniciativas;  pero  porque  ellas  sean  raras  en 
producirse,  turbias  en  manifestarse  y  endebles  en  mantenerse, 
¿debemos  cortar  los  caminos  por  donde  pudieran  guiarse  hacia 
el  bien  y  el  progreso  de  instituciones  y  costumbres?  ó  por  el 
contrario,  ¿es  el  deber  de  legisladores,  jurisconsultos  y  ciuda- 
danos todos  que  se  crean  en  situación  de  educar  y  dirigir  á  los 
demás,  facilitar  los  medios  y  perfeccionar  los  procedimientos 
que  más  favorezcan  tan  progresivos  movimientos  de  la  opinión? 
Hizo  Tocqueville,  en  su  obra  magistral  La  Democracia  en 
América,  una  observación  que  puede  servir  de  disculpa  á  muy 
considerables  desatinos  en  orden  á  reformas  sociales  y  jurídi- 
cas, pero  en  la  que  no  cabe  negar  se  encierra  una  gran  ver- 
dad^ y  es  «que  la  libertad  necesita  permanecer  escrita  macho  * 
tiempo  en  las  leyes,  antes  de  que  penetre  en  las  costumbres»; 
J  7^9  V^^  como  discípulo  de  la  escuela  conservadora  he  de  ha- 
blaros, os  he  de  decir  que  no  le  temo  á  ese  principio  ni  á  sus 
más  extremas  aplicaciones,  aun  á  nuestra  raza  latina  dotada 
de  tantas  cualidades  difíciles  y  de  tantos  méritos  borrascosos, 
siempre  que  se  trate  de  libertades  y  amplitudes  como  esta  de 
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la  acción  popular,  qoe. exigen  para  ejercerse  con  fruto,  verdad 
y  sinceridad  en  los  sentimientos  que  las  mueven^  esfuerzo  in- 
dividual y  persistente  para  Hoyarlas  adelante^  convicción  des- 
interesada y  amor  á  la  justicia  para  perseguir  un  resultado.  A 
la  acción  del  pueblo,  ó  al  derecho  individual,  ó  á  la  función  so- 
cial y  política,  que  para  ejercitarse  necesita  de  tales  condicio» 
.i^es,  y  que  sin  ellas  resulta  ineficaz  pero  inofensiva,  hay. qoe 
dejarla  paso  franco  en  leyes  y  organismos  jurídicos,  sociales  y 
políticos,  sin  temor...  qué  digo  sin  temor,  con  esperanza,  coa, 
solicitud,  con  l»uen  deseo  de  que  se  generalice  y  haga  familiar 
y  extienda  á  todas  partes  su  acción  viril  y  purificadera. 

Las  libertades  temibles,  las  innovaciones  pelig^rosas,  son 
aquellas  que  piden  al  Estado  y  á  la  ley  organismos  de  carác- 
ter preceptivo,  apoyados  y  fortalecidos  por  el  presupuesto  y 
cuyo  procedimiento  y  funciones  se  imponen  por  mandato  de  la 
autoridad  pública,  de  suerte,  que  el  pueblo  mismo  que  las  abo- 
mina y  detesta,  que  se  siente  sin  fe  y  sin  pasión  y  sin  capaci- 
dad para  disfrutarlas,  tiene  que  ajustarse  más  ó  menos  á  sui 
fórmulas,  y  burlando  las  más  de  las  veces  la  misma  ley,  hace 
ridículo  escarnio  de  la  preciada  conquista  y  convierte  en  ins- 
trumento de  tiranía  ó  en  semillero  de  inmoralidades,  lo  quese^ 
juzgó  institución  progresiva  y  benéfica:  en  este  genero  de  no* 
vedados  toda  cautela  me  parece  escasa,  toda  timidez  en  el  en- 
sayo justificada,  porque  si  la  institución  no  responde  á  nece^ 
sidades  reales  y  positivas,  si  se  crea  el  organismo  contando  con 
elenuentos  de  cultura  que  no  existen,  como  la  función  se  ha  de 
realizar  necesariamente,  es  siempre  á  expensas  de  violencias, 
de  hipocresía,  de  alteraciones  de  la  verdad,  con  las  cuales  todo 
régimen  moral  es  imposible,  y  sobre  cayos  fundamentos  sólo  se 
alzan  prosperidades  y  bienandanzas  ficticias,  verdores  preso* 
rosos,  que  la  primera  helada  seca  y  aniquila. 

De  ahí  nace  para  mí  una  distinción  fundamental  en  orden 
á  las  reformas  jurídicas,  sujetas  á  las  propias  leyes  de  elabora- 
ción que  las  sociales  y  políticas;  nada  debe  parecemos  exce- 
sivo, nada  asustarnos  y  preocuparnos  por  su  amplitud  y  libe- 
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ralísmoy  cnando  se  trata  de  abrir  ó  facilitar  caminos  para  que 
las  actividades  y  energías  índividoales  dejen  sentir  so  acción 
sobre  los  organismos  existentes^  cnando  esa  actividad  es  es- 
pontánea»  verdadera,  y  tiene  por  fin  realiz&r  ana  función  so- 
cial ó  coadyavar  á  ella,  y  no  apoderarse  de  la  fuerza  del  Es- 
tado para  imponer  sus  soluciones;  y  en  ese  concepto,  la  liberi- 
tad  del  pensamiento,  de  la  enseñanza,  de  la  asociación,  de  la 
participación  en  las  funciones  jurídicas  por  movimiento  de  la 
yoluntad,  como  es  la  acción  popular,  y  no  por  precepto  de  Ja 
ley,  me  parecen  un  bien  positivo,  al  que  con  tranquilidad  de 
conciencia  podemos  prestar  nuestro  apoyo,  porque  son  como 
moldes  preparados,  que  no  se  llenan  ni  utilizan  sino  á  medida 
que  las  necesidades  y  los  medios  sociales  verdaderos  lo  requie- 
ren; pero  aquellas  otras  reformas  que  unos  pocos  escriben  y 
fragaan,  sin  consideración  á  las  fuerzas  y  aptitudes  de  los  que 
necesariamente  han  de  ponerlas  en  ejercicio,   deben,  por  el 
contrario,  preocuparnos  por  extremo;  ellas  son  las  grandes  fau- 
toras  del  desorden  moral  en  un  país,  le  educan  en  el  menos- 
precio de  la  •sinceridad,  sin  el  cual  no  hay  régimen  político  es- 
table, ni   moralidad  pública  posible,  y  agrandan  loa  desvíos 
entre  la  sociedad  y  el  Estado,  entre  el  país  y  las  fuerzas  é  ins- 
titaciones  que  lo  dirigen  y  representan;  razón  por  la  cual  im- 
porta pensar  en  la  responsabilidad  que  se  contrae,  elaborando 
tales  reformas  á  la  ligera,  y  no  teniendo  muy  presente  y  á  to- 
das horas  y  para  toda  clase  de  programas  y  desenvolvimientos, 
la  triste  y  ya  no  corta  experiencia,  de  que  las  libertades  y  los 
prog^resos  fácilmente  los  otorgamos  aquí  por  duplicado,  en 
comp  aración  con  los  pueblos  más  adelantados  y  cultos;  pero 
las  energías,  las  costumbres,  las  cu  alidades  para  ejercitarlos 
con  fruto,  esas...  recelo  andar  muy  rayano  á  la  adulación  si 
di  go  qne,  por  lo  común,  las  adquirimos  á  medias. 

Francisco  Silveiji. 
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HONORIOS  m  DEVENGAN  LOS  REGISTRADORES  DE  U  PROPIEDAD ' 


VENTA  DE  VARIAS  FINCAS  POR  ÜN  PRECIO  ENGLOBADO 

(Véase  casca  respectivos  al  valor.) 

Proindiviso.—GusLixáo  se  inscribe  la  cesión  <5  transmísidn 
de  parte  alícuota,  ó  de  mitad,  tercera  ó  cuarta  parle  indiTÍsade 
ana  ñnca,  deberá  regalarse  los  honorarios  (nos  parece  joBto  j 
equitativo),  no  por  el  valor  total  de  la  finca,  sino  por  los  corres- 
pondientes á  la  participación  indivisa  ó  parte  alícuota  de  que 
se  trata. 

Lo  propio  estimamos  aplicable,  cuando  vendida  ó  transmi- 
tida la  totalidad  de  una  ñnca  se  limitase  la  inscripción  á  la 
mitad  ó  parte  indivisa  que  sólo  tiene  el  vendedor,  y  se  dene- 
gase en  las  demás. 

DE  UNA  FINCA  ENCLAVADA  EN  DOS  Ó  MAS"  TÉRMINOS 

Se  reputa  la  parte  de  cada  término  municipal  como  finca 
distinta,  pues  que  lo  es  según  el  Registro;  y  se  computan  los 

*    Yéase  la  página  891  de  este  tomo. 
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lionoraríos  de  la  ioscripcióa  extensa  según  el  valor  de  cada 
una. 

Si  no  consta,  se  está  en  el  caso  de  la  venta  de  varias  ñncas 
por  un  precio  englobado. 

Lo  dicho  sólo  es  aplicable  á  la  hipoteca,  si  consta  la  respon  - 
sabilidad  de  cada  fracción.  Si  no,  se  suspende  hastiei  que  se 
distribaja  la  responsabilidad;  pues  aanqne  materialmente  sea 
nna  finca  para  los  efectos  del  Registro,  son  tantas  como  los 
términos  en  qae  se  halla  enclavada. 

• 
PERMUTA  CON  MUEBLES 

Se  equipara  á  la  venta,  aunque  no-^medíe  abono  de  suma 
alguna,  por  razón  de  diferencia. 

T  se  computa  el  valor  por  el  de  los  muebles. 

VENTA  Y  REDENaÓN 

Guando  la  redención  se  efectúe  por  venta  al  mismo  censa- 
i;ar¡o  del  censo,  ó  derecho  á  percibir  las  pensiones  aunque  pro- 
duzca cancelación,  hay  dos  actos:  la  venta  cuyos  honorarios  se 
regulan  por  el  precio;  y  la  cancelación,  por  extinguirse  el  cen- 
so por  consolidación.  Pues  el  contrato  se  ha  de  inscribir  tal 
-oaal  es. 

Cuando  se  otorga  redención  como  extinción  del  derecho 
simplemente,  sólo  tiene  aplicación  la  escala  de  cancelaciones. 

VENTA  É  HÍPOTEOA 

Ocurren  varios  casos: 

1.^    De  varías  ñncas  por  precio  euglobado. 

Es  inscribible  en  cuanto  á  la  venta,  como  decimos  en  otro 

itagar,  con  la  nota  sólo  para  computar  los  honorarios.  No  en 

-ocianto  á  la  hipoteca  aunque  se  solicite. 

2.°    De  una  finca. 

TOMO  73  32 
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Según  la  Resolación  de  30  de  Octabre  de  1871,  no  procede 
hacer  inscripción  separada  de  la  hipoteca  á  menos  que  expre» 
sámente  se  solicite. 

Hoy  esta  cuestión,  de  todos  modos,  carece  de  importancia 
en  nuestro  sentir;  toda  yez  que  desde  el  momento  en  que  en 
la  escritura  de  venta  se  constituye  hipoteca  que  ha  de  quedar 
subsistente,  se.añade  su  importe  al  precio  estipulado  en  el  con* 
trato  según  la  regla  primera  de  los  finales. 

,  HIPOTECAS 

Se  atiende  como  para  el  impuesto  de  derechos  reales,  á  lá 
cuantía  de  la  hipoteca  ó  derecho  que  se  garantiza;  compután- 
dose, por  tanto,  el  capital,  los  intereses  de  los  años  respectÍYOs 
y  costas  si  las  hay. 

Aunque  conste  el  valor  de  las  fincas  (que  ya  se  sabe  no  e9 
requisito  para  las  inscripciones)  no  ha  de  servir  de  tipo  sino 
la  obligación  ó  cuantía  por  que  cada  una  se  obliga,  que  nata- 
ral  mente  es  inferior  á  aquél. 

Pues  deben  regularse  los  honorarios  por  el  valor  de  estat 
obligaciones.  (Resoluciones  de  13  de  Junio  y  12  de  Agosto 
de  1863.) 

Cuando  comprende  varias  fincas,  se  atiende  i  la  cuantía  de 
la  responsabilidad  respectiva  de  cada  una. 

CESIÓN  DE  CRÉDITO 

Lo  mismo  en  la  cesión  de  crédito  hipotecario  que  gravita 
sobre  una  ó  más  fincas;  pues  sólo  debe  servir  de  base  la  forma 
en  que  el  crédito  ó  la  responsabilidad  se  distribuyó. 

Si  no  consta  distribuida  por  referirse  la  cesión  á  un  crédito 
hipotecario  razonado  en  la  antigua  contaduría  (Resolucióa 
de  1.^  de  Febrero  de  1887))  debe  reclamarse  la  prevenida  nota 
para  el  efecto  de  los  honorarios  solamente;  precediéndose  en 
caso  negativo,  segán  la  regla  8.*  de  las  generales. 
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Si  se  ceden  á  la  ye  z  en  un  título  dos  créditos,  se  compntan 
los  honorarios  respectivos  á  la  cuantía  de  cada  uno. 

DERECHO  REAL 

Cnando  se  trate  de  nn  derecho  real,  servirá  de  tipo  el  valor 
de  éste.  (Resolnción  de  13  de  Julio  de  1863.) 

CENSOS 

Sí  consta  el  capital,  claro  que  éste  sirve  de  base.  Si  sólo  la 
renta,  se  capitaliza  ésta  según  las  reglas  fijadas  *en  la  funda- 
ción  primeramente,  ó  al  3  por  100  si  el  interesado'  no  suminis- 
ira  la  nota. 

Si  gravita  sobre  dos  6  más  fincas,  se  exige  según  las  reglas 
generales  la  distribución,  y  en  último  caso  se  distribuye  con 
equidad  su  importe  proporcionalmente  entre  las  fincas  afectas, 
aunque  el  Registrador  pueda  prescindir  y  cobrar  la  cuota  que 
le  pareciere. 

VENTA  JUDICIAL 

Caando  son  los  mismos  la  cantidad  en  que  se  tasó  la  finca 
j  el  precio  del  remate,  nada  hay  que  observar. 

Pero  ocurre  frecuentemente  (en  casi  todos  los  casos)  que 
difieren^  siendo  mayor  la  una  y  menor  el  otro. 

¿A.  qué  valor  de  estos  dos  se  atiene  el  Registrador? 

Al  líquido  del  remate  rebajadas  cargas. 

£1  precio  obtenido  en  el  remate  del  inmueble,  por  conse- 
cuencia de  las  sucesivas  rebajas  autorizadas  por  la  ley  de  En- 
jaiciamiento  civil  para  atraer  licitadores  á  la  subasta,  y  conse- 
g'air  aeguní  y  definitivamente  la  enajenación  precisa  para  rea- 
lizar el  crédito,  no  es  imputable  al  funcionario  encargado  del 
Reg^istrOy  ni  significa  el  verdadero  valor  de  la  finca,  como  lo 
representa  la  exacta  tasación  de  la  misma  verificada  por  peri- 
tos de  ana  y  otra  parte  y  admitida  por  el  Juzgado. 
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3i  el  espirita  del  Arancel  actaal  faera,  más  bien  qne  apro- 
ximarse, como  se  aproxima,  ceñirse  por  completo  al  Regla- 
mento del  impuesto  de  derechos  reales,  no  ofrecería  dnda  la 
base  del  precio;  pero  no  siendo  así,  autorizando  expresamente 
cargas  qae  se  acamnlan  al  precio  y  lo  aumentan,  y  también  la 
inyestigación  del  verdadero  valor  según  establecen  las  reglas 
generales  del  ñnal»  nada  más  lógico  y  natural  entendemos, 
que  admitir  ese  verdadero  valor  cuando  resalta  probado  con 
plena  prueba  del  mismo  título  presentado,  sea  6  no  inferior  el 
precio  del  remate,  dependiente  éste  por  lo  general  de  circuns- 
tancias  accidentales  y  extrañas,  que  ni  hacen  relación  á  la  lej 
ecTonómica  de  la  oferta  y  el  pedido,  ni  á  aquellas  otras  causas 
que  constituyen  apreciación  ó  demérito  de  la  propiedad. 

ADJÜDICAaÓN  JUDICIAL 

Lo  propio  decimos  de  la  adjudicación  al  acreedor  en  parte  6 
en  total  pago  de  su  crédito.  Ya  en  el  título  se  consigna  esplí- 
citamente  y  de  un  modo  que  aleja  toda  duda,  que  dicha  adju- 
dicación se  hace  por  las  dos  terceras  partes  del  importe  6  valor 
en  que  la  finca  ha  sido  estimada  pericialmente. 

Porque  el  acreedor  utilice  un  derecho  que  le  da  la  ley,  sa- 
liendo además  con  la  adjudicación  ganancioso,  no  ha  de  mer- 
marse la  entidad  de  la  finca  ó  derecho,  ni  afectará  los  extraños. 

Igual  doctrina  es  aplicable  á  la  adjudicación  de  xin  de- 
recho. 

EMBARGOS.— MANDAMIENTOS 

• 
Sirve  de  tipo  la  cuantía;  pero  si  es  mayor  que  el  valor  de  la 

finca,  entonces  el  valor  de  ésta,  según  el  art.  303  del  Regla- 
mento. 

Pero  si  no  consta,  ni  el  interesado  manifiesta  el  valor,  que- 
da privado  de  todo  este  beneficio  según  la  Real  orden  de  18  d? 
Junio  de  1874  que,  con  los  notables  comentaristas  Gralindo  v 
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Eflcosora,  coDsideramos  no  derogada  por  la  reforma  del  art.  303 
Tarificada  en  1876,  y  por  tanto,  qne  no  se  le  afecta;  aun  más 
bien  se  acomoda  el  actual  Arancel  á  ella  en  la  forma  de  maní- 
testarse  el  yalor  por  el  interesado;  pues  se  prescinde  ya  del 
docamento  en  que  conste  la  declaración  jurada  qae  dicho  ar- 
tículo reglamentario  prescribe. 

También  se  deyeng^  honorarios  en  las  anotaciones  de  em- 
bargo en  juicio  civil  ó  criminal,  annqae  el  procesado  salga 
absaelto  y  se  declaren  las  costas  de  oficio,  á  no  ser  que  obten- 
ga y  acredite  el  beneficio  de  pobreza  ó  la  insolvencia,  según 
la  Beal  orden  de  3  de  Julio  de  1883. 

¿T  en  las  inscripciones  de  fianza  hipotecaria  aptíd  acia  pa- 
ra la  libertad  provisional  de  los  procesados,  ordenada  en  virtud 
de  mandamiento  judicial  con  arreglo  al  art.  595  de  la  ley  de 
Enjaiciamiento  criminal? 

Si  están  sujetos  á  honorarios  los  embargos  decretados  de 
oficio  contra  los  procesados,  con  más  razdn,  y  por  analogía  con 
dicha  Real  orden,  las  expresadas  hipotecas,  que  al  fin  son  vo- 
luntariamente á  elección,  constituidas  por  el  que  las  presta, 
en  atención  al  beneficio  que  reporta  el  procesado,  aunque  lo 
sean  afiti  acta  y  por  virtud  de  la  providencia  judicial;  pues 
esto,  que  respecta  aun  privilegio  de  forma  justificado,  no  alte- 
ra su  naturaleza,  su  carácter  voluntario  y  su  fin  de  convenien- 
cia particular. 

Lo  propio  decimos  si,  para  el  cumplimiento  de  ejecutoria 
criminal  declarando  exento  de  responsabilidad  á  un  loco,  se 
constituye  á  elección  la  fianza  hipotecaria  por  el  padre,  con  el 
fih  de  tener  el  hijo  demente  bajo  su  custodia  y  protegido  con 
los  cuidados  de  su  paternal  afecto;  pues  redunda  en  su  prove- 
cho ó  en  el  del  incapacitado^  y  le  es  lícito  renunciar,  dejando 
á  éste  que  sea  entregado  en  el  establecimionto  público  desti- 
nado al  efecto,  del  cual  el  carük)  del  padre  le  sustrae  con  su 
voluntaria  fianza. 


494  REVISTA   D&  LEGmLAOltflf 

EMBARGOS  POR  CONTRIBUCIONES  Ó  DEUDAS  A  LA  HACIENDA 

« 

Las  anotaciones  preventivas  de  esta  clase  de  embargos,  se- 
gún la  Instrncción  de  20  de  Mayo  de  1884  reformada  por  la  de 
12  de  Mayo  de  1888  y  art.  48,  han  de  extenderse  por  notas 
marginales  en  los  libros  del  Registro. 

Guando  se  suspenda  por  defecto  (que  equivale  á  la  anota- 
ción suspensiva),  ha  de  hacerse  constar  en  el  libro  6  cnaderno 
especial  de  embargos,  prevenido  por  la  misma  Instrucción. 

¿Ha  de  aplicarse  en  estos  casos  la  escala  de  las  notas,  nú- 
mero e.**? 

Contrario  es,  ciertamente,  á  la  forma  establecida  por  la  ley 
Hipotecaria  para  las  anotaciones,  y  contrario  también  al  espí- 
ritu en  general  que  informa  el  Arancel;  pero  no  puede  decirse 
derogada  la  Instrucción  en  esta  parte,  sólo  sí,  sustituido  el  nú- 
mero 17  del  antiguo  Arancel,  que  prescribía,  por  el  6.°  del 
actual. 

En  el  mismo  defecto  de  cita  incurre  la  Instrucción  reforma- 
dora de  12  de  Mayo  de  1888. 

Es  un  defecto  grave  prevenir  la  aplicación  de  un  Arancel 
que  hacía  cosa  de  medio  año  quedó  derogado.  Descuido  india- 
culpable  del  Legislador.  Falta  de  inspección  y  armonía  entre 
los  departamentos  ministeriales. 

DE  OTRAS  ANOTACIONES.— DE  EMBARGO  PREVENTIVO. 

RATIFICAaÓN.— PRÓRROGA. 

No  pierde  su  carácter  la  anotación  preventiva,  por  serio 
tan  sólo  de  embargo  preventivo  que  ha  de  ratiñcarse,  según  b 
establecido  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  el  correspon- 
diente juicio  bajo  pena  de  nulMad. 

Ni  la  de  ratificación  de  esta  clase  de  embargos.  Verdadera* 
mente  que  el  asiento  principal  ya  obra  extendido,  y  esta  opera- 
ción es  confirmatoria  posterior,  por  lo  que  haría  admisible,  i 
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primera  yísta,  el  señalamiento  de  la  mitad  de  honorarios.  Pero 
es  la  operacidn  que  le  da  carácter  y  efectosw  Sin  embargo,  co- 
mo lo  mismo  sucede  con  la  conyersidn,  parece  propio  qae  se 
fijase  como  pa  ra  éstas  tan  sólo  la  mitad  de  los  honorarios,  y 
fundado  en  ello  consignarlo  asi  la  ley;  pero  no  lo  ha  hecho. 

El  Registrador,  pnes,  está  autorizado  pjtra  percibir  el  im- 
porte integro,  tanto  por  la  anotación  del  embargo  preventivo, 
como  por  la  de  ratificación. 

¿T  la  anotación  de  la  prórroga? 

Operación  ésta  verdaderamente  secundaria,  que  se  contrae 
á  prolongar  los  efectos  de  la  anotación  ya  extendida,  hasta 
quedar  por  el  lapso  del  tiempo  caducada  ó  convertida  mediante 
otro  nuevo  asiento  y  mandamiento;  yeriamos  equitativo  se  hu- 
biese fijado  tan  sólo  la  mitad  de  los  honorarios,  como  para  la 
conversión,  al  menos.  T  cuenta  que  este  es  un  asiento  todavía 
de  mayor  importancia  que  el  de  simple  anotación  de  la  pró- 
rroga. 

Tampoco  lo  ha  hecho  así  la  ley,  y  el  Registrador  está  igual- 
mente autorizado  para  exigir  el  integro  importe  como  otra  ano- 
tación cualquiera. 

POSESORIOS 

Suele  fijarse  como  estimación  de  la  finca  una  canti^fad  en 
el  escrito ,  completamente  arbitraria,  al  placer  del  interesado  y 
en  discordancia,  casi  siempre,  con  la  que  arroja  la  capitaliza- 
ción del  liquido  imponible  computado  á  razón  del  3  por  100  en 
las  rústicas,  y  al  5  por  100  en  las  urbanas,  según  previene  el 
art.  303  del  Reglamento  vigente. 

£a  esta  divergencia,  no  ha  de  servir  de  guia  aquel  valor 
<5apríchoso,  postergándolo  al  que  arroja  la  certificación  de  ami- 
llaramiento;  ni  ha  menester  el  Registrador  pedir  al  Alcalde  el 
dato  ó  nota  especial,  toda  Tez  que  resulta  plenamente  jostifi- 
-cado  el  valor  con  la  misma  certificació]^  que  se  acompaña. 
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Se  hace  constar  en  la  inscripción,  y  se  devenga  segán  ét 
yalor  qne  de  la  estadística  ó  amillaramiento  resalta. 

Si  son  varias  fincas  amillaradas  que  paguen  en  globo  la 
contribacídn,  y  no  consta  la  caota  líquida  ni  el  valor  en  la  soli- 
citud, ó  éste  no  es  exacta,  se  reclama  entonces  la  nota,  6  distri* 
buye  la  capitalización,  en  su  defecto,  para  regular  los  honora- 
rios con  equidad,  ó  sirve  de  guía  la  inscripción  anterior,  como 
cuando  no  consta  el  valor,  según  expresamos  al  ocuparnos  de 
las  reglas  generales  finales. 

Guando  la  divergencia  surge  entre  el  posesorio  que  cita 
menos,  y  la  venta  más;  como  el  precio  que  en  ésta  se  consigna^ 
resulta  de  un  documento  auténtico,  afirmándose  que  es  el  ver- 
dadero y  justo  valor  de  la  finca,  lógico  es,  natural  y  proceden- 
te, tomar  por  base  la  venta  para  el  devenga,  siempre  que  am- 
bos documentos  se  presenten  á  la  vez  para  ser  inscritos  sucesi* 
vamente,  ó  se  ajuste  la  inscripción  á  la  misma  fecha,  aunque- 
discrepe  la  fecha  en  que  cada  uno  fuera  autorizado. 

La  jurisprudencia  del  Centro,  segán  decimos  más  adelante,, 
rechaza  que,  presentados  á»ua  tiempo  el  posesorio  y  la  venta 
por  valor  englobado,  puedan  ser  las  fincas  del  primero  y  co- 
brarse como  de  mayor  cuantía,  y  las  del  segundo  título  de  me- 
nor, por  no  alcanzar  el  valor  total  entre  ellas  distribuido.  (Re- 
solución de  25  de  Junio  de  1873.) 

Violento  fuera  destruir  por  medio  de  la  acción  de  los  Tri- 
bunales el  fraude  intentado  por  los  particulares  con  tan  ma- 
nifiesta ocultación  (por  no  decir  falsedad);  y  lamentable  é  in- 
justo soportar  aquel  censurable  intento  ante  prueba  tan  evi» 
dente. 

La  ley  tampoco  quiere,  ni  puede  admitir,  que  el  Registra- 
dor sea  víctima  tan  candida  en  sus  legítimos  intereses  del  ca- 
pricho de  los  particulares. 

Nada  más  justo  que  aceptar,  por  tanto,  él  valor  reconocido  y 
aceptado  por  las  partes  en  la  venta.  T  como  interesa  justificar- 
lo siempre  á  simple  vista,  prudente  es  consignar  algún  dato 
en  la  inscripción  del  posesorio. 
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¿G<5mo?  No  cabe  exponer  en  ésta  el  precio  de  la  venta  qne 
Bon  no  se  ha  inscrito;  porqne  las  frases  de  la  fórmnla  «Toda 
lo  referido»  y  la  otra  de  «T  siendo  conforme,  etc.,»  darían  la- 
gar á  qne  se  cometiese  una  inexactitud. 

Nosotros  osamos  esta  fórmula  al  final  de  la  inscripción  po- 
sesoria ú  otra  semejante: 

«T  siendo  conforme  todo  lo  dicho  con  el  documento  á  que 
me  refiero  y  vendiéndose  seguidamente  esta  finca  por  (tanto)y 
extiendo  la  presente,  etc.,  etc. 

Estos  mismos  fundamentos  son  lógicamente  aplicables  á  la 
permuta  y  venta,  á  la  herencia  y  venta;  en  una  palabra,  á 
aquellos  títulos  lucrativos  ú  onerosos,  (especialmente  los  pri* 
meros)  en  que  la  ocultación  es  mayor,  que  van  inmediatamen- 
te seguidos  de  otros  de  igual  fuerza  y  validez  legal,  en  que  se 
estampa  un  mayor  valor  como  el  justo  y  verdadero  de  las  fin- 
cas objeto  de  inscripción;  siendo  juntamente  presentados,  ó 
mejor  aun,  inscritos. 


ANOTAaÓN  Y  CONVERSIÓN  POSESORIA 

Suspendida  la  inscripción  posesoria  por  el  defecto  de  no 
constar  la  finca  amillarada,  y  tomada  anotación  preventiva  con 
arreglo  á  la  Real  orden  de  14  de  Junio  de  1884,  sí  al  convertir* 
la  por  haberse  subsanado  el  defecto,  resulta  del  líquido  impo- 
sible ser  mayor  el  valor,  se  devengará  por  éste  la  mitad  de  lo 
que  correspondería  si  la  inscripción  se  hiciera,  no  la  mitad  de 
lo  que  importó  la  anotación  extendida;  sin  perjuicio  del  dere- 
cho del  Registrador  á  exigir  lo  que  percibió  de  menos. 

Como  hicimos  notar  al  principio,  el  párrafo  final  del  núme- 
ro 7.^  relativo  á  las  conversiones,  autoriza  la  mitad 'de  honora- 
rios de  la  escala,  es  decir,  la  mitad  de  lo  que  correspondería  á 
practicarse  la  inscripción;  lo  cual  es  muy  distinto  de  si  fuera 
con  relación  á  la  anotación  provisional  extendida. 

De  aquí,  que  este  asiento  puede  tener  apuntado  5  pese* 
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taS;  si  en  el  títalo  se  ñjó  á  la  ñaca  500  de  valor.  T  por  resul- 
tar después  del  líquido  amillarado  ascender  éste  á  3.000  pese- 
tas, los  honorarios  correspondientes  á  la  converSidn,  serán:  no 
2  pesetas  50  céntimos  mitad  del  primero,  sino  4  pesetas  mitad 
de  lo  qae  corresponde  á  la  inscripción  si  se  practica,  según  la 
escala  de  este  núm.  7.** 

iSe  continMorá.) 

Mabiano  Blanco  Trioubbos. 


LA  CONTRATACIÓN 

ANTE  LOS  REGISTRADORES  DE  LA  PROPIEDAD  • 


VI 


Naestro  impugnador  D.  Domingo  Pon,  ha  hecho  en  La  N<h 
taria  argumento  de  que  los  Registradores  de  la  propiedad  no 
han  defendido  nuestro  proyecto,  no  por  delicadeza,  como  ase- 
gnraraos  nosotros,  sino  porque  no  lo  encuentran  defendible  ni 
aceptable,  y  en  su  consecuencia  añrma  que  la  opinión  del 
Cuerpo  se  ha  demostrado  contra  el  proyecto  en  esta  forma  im- 
plícita. Podemos  asegurar  al  Sr.  Pou  que  los  Registradores  de 
la  propiedad  han  callado  por  delicadeza,  pues  sabemos  la  opí- 
nión  de  muchos  de  ellos  favorable  al  proyecto.  ínterin,  y  mien- 
tras no  Toamos  á  tan  digua  clase  manifestar  su  parecer  de  un 
modo  explícito,  no  puede  hacerse  argumento  del  silencio  de  la 
misma,  y  la  polémica,  por  ahora,  no  cuenta  con  este  valioso 
antecedente,  de  capital  importancia  para  su  decisión.  Algunos 
datos,  no  obstante,  deben  obrar  en  la  Memoria  extraordinaria 
sobre  estadística,  consignados  por  algunos  Registradores  favo*- 
rabies  al  proyecto,  mientras  que  creemos  que  no  los  hay  en 
contra  del  mismo. 

Y  cuando  se  combate  un  proyecto  por  auticientíñco,  pre- 
cisa que  los  que  lo  impugnan  tengan  dogma  definido  y  sepan 
á  qaó  atenerse  respecto  á  la  conclusión  que  sustentan,  y  en  el 

*     YtoiiBe  Im  plkginM  016  del  tomo  anterior;  5,  d7,  i244  y  410  de  este  temo. 
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campo  notarial  sucede  todo  lo  contrario.  El  Notariado  aánestá 
discutiendo  el  carácter,  atribuciones  y  demás  relativo  á  lo  qae 
es  el'Notario  y  lo  que  representa.  Hemos  visto  anteríormeot« 
que  en  dos  periódicos  de  la  clase,  la  Gacetilla  Notarial  y  la 
Notaria^  se  pide  la  refundición  del  Registro  de  la  propiedad  i 
la  Notaría,  lo  cual  lleva  á  la  conclusión  de  que  las  ocopacio* 
nes  y  la  misión  de  ambos  funcionarios,  Notario  y  Registrador, 
son  idénticas,  porque  de  lo  contrario  no  podría  unirse  lo  qoe 
es  distinto  é  incompatible,  bajo  cuyo  supuesto  el  proyecto  me- 
rece la  aprobación  del  Notariado  con  la  sola  diferencia  de  qoe 
la  refundición  debe  hacerse  del  Registro  á  la  Notaría,  y  no 
como  proponemos  nosotros,  lo  cual  seguramente  no  aceptan 
'Otros  periódicos  de  la  clase. 

Pero  la  divergencia  es  más  honda,  y  se  ha  manifestado  eo* 
tre  la  Gaceta  jurídico  universal  y  dirigida  por  el  Notario  de  Ma- 
drid, D.  Joan  E.  Ruiz  Gómez,  y  la  Gacetilla  Notarial^  coyo» 
periódicos  discuten  con  verdadero  empeño  el  concepto  del  No- 
tariado,  defendiendo  conclusiones  antitéticas,  y  sosteniendo* 
ambos  que  la  solución  que  defiende  el  adversario  hace  posible 
el  proyecto  de  ley  del  Sr.  M aluquer.  Veamos  lo  más  cnlmioan» 
te  de  la  polémica,  que  es  lo  suficiente  á  nuestro  objeto,  supues-- 
to  que  se  trata  de  una  cuestión  por  el  mismo  Notariado  promo«> 
vida,  y  que  él  debe  resolver,  sin  que  su  solución  nos  importe, 
supuesto  que  nosotros  tenemos  la  cuestión  por  resuelta  con  au- 
toridades y  antecedentes  de  verdadera  importancia,  relaciona- 
dos en  nuestros  artículos  y  en  nuestra  monografía  citada.  El 
proyecto  que  cuenta  con  tantos  antecedentes  legales  en  Espa- 
ña y  el  extranjero,  no  puede  sufrir  ningún  percance  porque  lo» 
periódicos  notariales  españoles  decidan  el  concepto  del  Notaria- 
do en  uno  ú  otro  sentido. 

Tomamos  de  la  Gaceta  jurídico  universal: 

Dice  el  St,  Ruiz  Gómez  al  refutar  las  últimas  apreeiacio- 

>  nes  del  Sr.  Maluquer:  «Los  contratos  y  disposiciones  de  últi* 

ma  voluntad  son  actos  esencialmente  privados  y  secretos:  no 

pertenecen  al  Derecho  público  ó  administrativo.  En  su  cele* 
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bración  no  debe  consentirae  como  necesaria  ni  como  conve- 
niente la  ingerencia  del  poder  público.» 

T  dice  la  Gacetilla  Notarial: 

«La  contratación  y  la  testamentifacción  y  todos  los  demás 
actos  de  la  yida  civil  del  paeblo,  que  en  buenos  principios 
constituyen  la  competencia  del  Notariado,  requieren  la  auten- 
ticidad para  la  ordenada  existencia,  y  el  BstadO)  que  al  pro- 
Teer  á  esta  imperiosa  necesidad  do  la  autenticidad  de  loé  actos 
de  la  vida  civil  del  pueblo  crea  y  legisla  el  Notariado  para 
establecer  un  sistema  científico  de  autenticidad,  desenvuelve 
una  lostitución  de  derecho  público.» 

Como  se  ve,  la  Gaceta  jurídico  universal  y  Ifi  Gacetilla  No- 
iariai  son  entre  sí  á  manera  de  los  polos  opuestos;  tan  opues- 
tos, que  sus  opiniones  resultan  antitéticas. 

Y  las  consecuencias  lógicas  de  esas  opiniones  entrañan  la 
misma  antítesis. 

El  Sr.  Rniz  Gómez  define  en  el  Notariado  una  Facultad- 
cargo. 

Nosotros  definimos  en  el  Notariado  una  Institución  del  Ss^ 
iodo:  una  lostitución  pública  de  Derecho  público,  una  Institu- 
ción informada  de  los  caracteres  esenciales  del  poder  público, 
k  saber:  autoridad,  imperio,  respeto  é  insignia. 

El  Sr.  Ruiz  Gómez  ve  en  el  Notario  un  profesor. 

-Nosotros  vemos  en  el  Notario  una  autoridad. 

¿Qaión  yerra?  Tal  vez  nosotros.  Pero  si  es  así,  importa  mu- 
cho que  nuestro  error  se  demuestre,*  lo  primero,  porque  el 
error  es  sustancia  venenosa,  y  el  antídoto  es  la  salud;  lo  se- 
cando, porque  el  error  no  cunda  y  se  propague. 

Pero  creemos  que  el  error  está  de  parte  del  Sr.  Ruiz  Gómez; 
y  aunque  en  nuestra  pequenez  pudiera  calificarse  de  ridicula 
pretensión  toda  advertencia,  lo  advertimos,  no  obstante,  al 
ilustrado  director  de  la  Gaceta  jurídico  universal^  á  fin  de  que 
depure  sus  propia  convicciones  y  vea  si  contienen  algo  que, 
aan  siendo  bueno,  pueda  reformarse  y  convertirse  en  super- 
latito. 


\ 
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Porque  con  la  PacuUad  cargo  qne  sostiene  el  Sr.  Raíz  Gó- 
mez, es  posible  el  proyecto  del  Sr.  Malaqaer,  y  con  la  Inatita- 
ción  qne  nosotros  sostenemos,  la  idea  del  Sr.  Malaqaer  es  im- 
posible.» 

Por  el  contrario,  el  Sr.  Raiz  GkSmez  sostiene  qne  es  posible 
el  proyecto  del  Sr.  Malaqaer  si  se  adopta  la  solnción  que  pro- 
pone la  Oacetilla  Notarial^  es  decir,  si  se  considera  qae  el  No- 
tariado es  Institución, 

Dejemos  al  Notariado  sostener  sus  dadas  y  sus  caestiones, 
qne  á  nosotros  no  nos  importa  más  qae  hacer  observar,  que  li 
ellos  ann  kan  de  decidir  y  resolver  lo  qne  es  la  faacióa  nota- 
rial, á  nosotros  nos  basta  ver  lo  qne  sucede  en  el  extranjero  y 
los  precedentes  legales  de  nuestra  patria  para  dar  por  bueno 
el  proyecto,  haciendo  observar  solamente  que^no  será  moy  se- 
guro el  criterio  del  Sr.  Raíz  Gómez,  cuando  un  periódico  tan 
autorizado  como  la  6faceíilla  Notarial  Bosiiene  que  con  la  con- 
clusión del  Sr  Ruiz  Gómez  defendida  en  la  Gaceia  jvrUxco 
universal  es  posible  el  proyecto  del  Sr.  Maloquer.  T  esto  qoe 
se  trata  de  dos  periódicos  Notariales  y  que  al  Sr.  Ruiz  6i5mei 
se  le  concede  gran  autoridad  en  el  campo  notarial.  Los  profa- 
nos, como  dicen  los  Notarios,  supuesto  que  los  conocimiento! 
notariales  son  una  cosa  especialísima  no  asequible  á  coál- 
quiera  mortal  ni  mocho  menos,  hemos  de  limitarnos  á  un  te- 
rreno más  limitado  y  al  de  los  precedentes  legales  de  la  legis- 
lación extranjera  y  española,  y  sin  alzar  tanto  el  vuelo  cientí- 
fico en  discusiones  que  resultan  estériles,  concretarnos  á  pan- 
tos de  vista  verdaderamente  útiles  y  dignos  de  ser  tenidos  en 
cuenta  y  abrazar  la  conclusión  que  se  presenta  más  autorizada 
por  la  práctica. 

Digamos  solamente  en  contestación  á  los  periódicos  Nota* 
ríales  «que  están  buscando  la  fórmula  ó  el  concepto,  en  virtud 
del  cual  es  imprescriptible  á  favor  del  Notariado  la  facultad  de 
dar  fe  en  los  contratos,  y  por  ende  imposible  el  proyecto  de  ley 
del  Sr.  Maluquer,  que  la  Comisión  de  Códigos  que  en  1867  rei- 
teró el  proyecto  de  ley  de  1864,  dijo  contestando  á  la  oposicidn 
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de  los  Notarios:  Jfas  ni  este  peliffro  es  tan  grate  como  los  intere- 
sados suponen^  ni  el  otorgar  mis  6  menos  escrituras  ^s  en  todo 
caso  un  derecho  perfecto  al  cuál  deba  sacrificarse  ninguna  medi- 
da de  interés  general.  La  caestión  díscatida  por  los  periódicos 
Notariales  la  tenemosi  paes,  resaelta  por  aquella  ComisiÓQ 
compuesta  de  hombres  emíaentes,  y  creemos  qae  sa  autoridad 
es  Buñciente  para  que  no  tengamos  que  esforzarnos  en  este 
punto,  resuelto  ya  de  un  modo  inapelable.   . 


» 
«  « 


Dejemos  á  los  periódicos  Notariales  citados  sostener  una 
discusión  basada  en  distingos  bizantinos,  implropíos  de  nues- 
tros tiempos  y  del  carácter  de  U  época  modernai  y  veamos 
cómo  el  proyecto  se  ya  abriendo  paso  de  un  modo  irresistible, 
que  no  podrá  detener  la  heroica  resistencia  del  Notariado  á 
que  el  mismo  avance  y  llegue  á  ser  ley. 

El  Congreso  jurídico  de  Barcelona,  á  que  han  sido  convo- 
cados todos  los  jurisconsultos  españoles  incluso  el  Notariado, 
dentro  las  amplias  bases  de  la  convocatoria  y  constitución  del 
mismo,  de  todos  conocidas,  puso  á  discusión  el '  tema  tercero 
formulado  del  siguiente  modo:  ¿Es  conveniente  el  estableci- 
miento de  la  hipoteca  marítima?  En  caso  afirmativo,  ¿sobre 
qué  bases  debiera  organizarse  ? 

Cuatro  ponencias  había  para  cada  tema,  y  de  las  cuatro  re- 
lativas al  tercero,  las  tres  sostienen  y  defienden  la  teoría  obje- 
to de  nuestro  trabajo,  no  entrando  en  detalles  la  de  D.  Marce- 
lino Isábal;  pues  dice  solamente  que  en  cuanto  á  la  constitu- 
ción, forma  de  inscripción,  extensión  y  extinción  de  la  hipote- 
ca marítima,  la  ley  que  la  organice  deberá  acomodarse  en 
general  á  las  disposiciones  de  la  vigente  legislación  hipoteca- 
ria sobre  inmuebles,  salvando  todas  aquellas  diferencias  que 
surgen  de  la  distinta  naturaleza  de  las  cosas,  objeto  respectiva- 
mente de  una  y  otra. 
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La  ponencia  de  D.  Agastía  de  Oadovilla  y  Darán,  anxiliu 
de  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil  y  de  la  Propiedad 
y  del  Notariado,  dice  en  la  segunda  parte  de  so  trabajo, 
base  6.*: 

«La  hipoteca  naval  paede  constituirse: 

»L*    Por  escritura  pública. 

»2.**    Por  póliza. 

»3.^  Por  documento  privado,  ratificado  ante  el  Registrador 
mercantil  por  los  otorgantes,  ó  al  menos  por  el  dueño  de  la 
nave,  ó  su  apoderado.» 

La  ponencia  de  D.  Raimundo  Darán  y  Ventosa  en  la  base 
tercera  sienta: 

«El  contrato  de  hipoteca  naval  puede  hacerse: 

»1.^    Por  escritura  pública. 

»2.^  Por  póliza  de  corredor  que,  además  de  óste,  suscríbaa 
las  partea. 

>3.^  Por  documento  privado  suscrito  por  loa  interesados 
ante  testigos,  y  presentado  por  aquéllos  al  Registrador  qae 
debe  hacer  la  inscripción.» 

En  la  primera  parte  de  su  trabajo,  el  Sr.  Duran  estadía  lo 
relativo  á  la  forma  de  constitución  de  la  hipoteca  marítima,  en 
la  siguiente  forma: 

«¿Cuál  debe  ser  la  forma  extrínseca  del  título  constitutivo  de 
de  la  hipoteca?  Desde  el  simple  convenio  verbal  {^nudun  paetum 
de  hypolkecaj,  sin  solemnidad  de  palabras  ó  fórmulas,  aato- 
rizado  por  el  Derecho  romano  y  que  bastaba  para  la  soslan- 
cia  del  acto,  hasta  la  escritura  pública  y  solemne,  son  múlti* 
pies  las  formas  extrínsecas  de  la  convención,. y  por  lo  tanto,  lo 
que  importa  estudiar  es  cuál  ó  cuáles  de  estas  formas  debea 
ser  admitidas  para  constituir  una  hipoteca  naval. 

»En  mi  concepto,  todas  las  que  permitan  la  justiñcacióa 
perfecta  de  la  constitución  de  la  hipoteca,  deben  ser  admiti- 
das pai^a  constituir  la  naval;  sólo  la  con  ve  ación  verbal,  por  lo 
mismo  que  exige  prueba  de  testigos,  en  defecto  de  confesióo, 
debiera  eliminarse.  Ddcía  en  otra  ocasión,  y  sóame  lícito  repe- 
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tirio  ahora:  «Saele  ser  samameate  sencilla  la  forma  de  la  con- 
vención:  de  ordinario  basta  en  todas  las  naciones  qne  se  -haga 
constar  por  escrito.  No  se  considera  de  necesidad  la  escritora 
pública;  un  contrato  privado,  con  la  firma  de  los  contratantes, 
es  lo  único  que  exigen  las  leyes,  y  con  tanta  facilidad  se  cele- 
bra esta  convención,  qne  en  alganos  países,  como  Inglaterra, 
á  fin  de  no  omitir  en  los  contratos  ningún  dato  necesario  para 
490  validez,  existen  unas  minutas  impresas  cuyos  blancos  lle- 
nan las  partes,  firmándolas  luego  sin  otra  solemnidad.  Una 
cosa  semejante  se  hace  también  en  nuestro  país  con  las  póh'zas 
de  fletamento,  de  seguros,  etc.;  de  suerte,  que  no  es  nuevo  en- 
tre nosotros  esta  forma  de  consignar  y  estipular  las  convencio- 
nes, qde  facilita  en  gran  manera  el  que  puedan  celebrarse  en- 
tre personas  legas  en  Derecho,  sin  que  se  expongan  á  incurrir 
«n  alguna  omisión  que  vicie  el  contrato.  La  razón  que  existe 
para  que  no  se  exija  escritura  pública  para  la  constitución  de 
ia  hipoteca  marítima,  siendo  así  que  en  casi  todas  las  legisla, 
clones  se  exige  para  la  hipoteca  común,  es  triple,  á  saber:  pri- 
mera,  la  lentitud  con  que  se  procede  á  la  celebración  de  los 
uctos  ante  Notario,  que  pugna  con  la  celeridad  de  los  negocios 
mercantiles,-  segunda,  lo  costoso  que  suele  ser  un  documento, 
que  machas  veces  debe  tener  corta  duración  atendido  lo  caras 
que  resaltan  las  escrituras  para  los  pr«ístamos  civiles,  los  cua- 
les, generalmente,  se  hacen  por  un  largo  plazo,*  y  tercera,  el 
^ue  la  idea  de  escritura  pública  se  aviene  mal  con  la  costum- 
bre arraigada  entre  los  comerciantes,  de  realizar  la  mayor  par- 
te de  los  negocios  por  medio  de  meros  documentos  privados, 
fiados  en  la  buena  fe  que  preside  en  todas  la  operaciones  co 
tQerciales.:s>  Y  realmente  es  así:  la  rapidez  que  caracteriza  la 
•celebración  de  todos  los  actos  mercantiles,  exige  un  modo  sen- 
cillo y  pronto  de  constituir  una  hipoteca  naval,  lo  cual,  si  no 
•siempre  puede  conseguirse  por  medio  de  un  documento  p&bli- 
cO;  se  obtiene  con  seguridad,  mediante  un  simple  contrato  pri- 
vado; las  dificultades  que  generalmente  ofrece  el  poder  reali- 
zar un  préstamo  con  hipoteca  naval>  y  la  tasa,  casi  siempre 
TOMO  73  33 
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elevada  de  su  interés,  importa  el  que  deba  procnrarse  facilitar 
á  loa  contratantes  el  medio  de  realizar  el  contrato  en  la  forma 
más  económica  posible,  huyendo  de  los  cuantiosos  gastos  que 
generalmente  ocasiona  el  otorgamiento  de  una  escrítnr&  pú- 
blica. La  escasa  duración  de  los  préstamos  nayales  justifica 
también  el  que  se  hagan  constar  en  documentos  priyados,  cdji 
legitimidad  puede  ser  comprobada  fácilmente. 

^Expuestas  así  las  razones  en  que  me  apoyo  para  sostener 
que  la  forma  extrínseca  del  título  hipotecario  nayal  debe  ser 
un  documento  escrito,  sea  público  ó  privado,  claro  estaque  no 
ha  de  existir  inconveniente  alguno  en  que  la  hipoteca  se  cons- 
tituya por  medio  de  póliza  de  corredor  que,  además  de  éste, 
suscriban  las  partes.  Tiene  esta  forma  el  mismo  carácter  de 
contrato  privado;  pero  reviste  además  la  solemnidad  de  iO' 
tervenir  en  él  el  corredor,  ó  sea  un  Notario,  en  asuntos  mer- 
cantiles. 

»Y  aquí  conviene  ocuparme  de  una  de  las  garantías  deque 
ha  de  revestirse  la  hipoteca  naval. 

;»El  contrato  privado  facilita  ciertamente  en  gran  manen 
la  operación;  pero  pudiera  ser  un  inconveniente  en  so  día  la 
justiñcación  de  su  autenticidad.  Para  evitarlo,  creo  que  habría 
de  bastar  el  que  se  exigiese  que  en  el  contrato  intervinieraQ^ 
suscribiéndolo,  dos  testigos;  y  que,  para  yeriñcar  la  primera 
inscripción,  debiesen  presentar  el  documento  al  Registrador  las 
dos  partes  contratantes. 

)>Si  la  hipoteca  fuese  constituida  en  documento  extranjero, 
no  veo  la  razón  leg^l  para  negarle  su  validez,  teniendo  debida 
autenticidad  en  España  según  nuestras  leyes  y  tratados,  j por 
tanto,  creo  que  así  se  debiera  consignar  al  regularse  en  nnes* 
tro  país  la  hipoteca  naval.» 

La  ponencia  de  D.  Faustino  Alvarez  del  Manzano  y  Alva* 
rez  Rivera,  sienta  la  base  siguiente  acerca  de  la  constitacidn 
de  la  hipoteca  marítima:  «9.*,  la  hipoteca  debe  constituirse 
por  escrito,  ora  público,  ante  Notario  ó  corredor,  ora  privado^ 
á  la  orden  ó  sin  esta  cláusula.» 
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Razonando  el  Sr.  Alvarez  del  Manzano  acerca  del  partica- 
lar, .  sostiene  la  siguiente  doctrina:  «Las  singularidades  qne 
presenta  el  baqne^  y  que  le  dístingaea  de  las  otras  cosas  mue- 
bles por  un  ladoy  y  por  otro,  la  índole  particular  del  derecho 
hipotecario^  que  descansa  en  parte  en  el  principio  de  publici- 
dad, exigen  que  el  contrato  de  hipoteca  marítima  se  celebre  por 
escrito.  Mas  la  conveniencia  de  facilitarla ,  como  institución  de 
crédito,  se  opone  á  la  necesidad  de  que  ese  escrito  sea  público 
y  permite  que  se  constituya  por  escritura  privada.  Queda, 
pues,  al  arbitrio  de  los  contratantes,  la  mayor  ó  menor  solem- 
nidad con  que  ha  de  constar  su  convenio  (1). 

«Desde  el  momento  en  que  la  cláusula  á  la  orden  puede 
útilmente  insertarse  en  todo  título  de  crédito,  y  no  es  esta  oca- 
sión de  demostrarlo,  el  escrito  en  que  se  contenga  la  hipoteca 
de  que  se  trata  podrá  extenderse  en  esa  forma;  en  tal  caso,  el 
derecho  hipotecario  se  trasmitirá  por  endoso.  Que  esto  es  posi- 
ble, no  obstante  los  reparos  que  suelen  hacerse  por  algunos, 
lo  acredita  el  precedente  que  ya  en  España  existe  respecto  á 
la  hipoteca  terrestre  ó  sobre  inmuebles  (2). 

;»Establecida  la  marítima  por  documento  público  ó  privado, 
á  la  orden  ó  sin  esta  cláusula,  surtirá  efecto  entre  los  interesa- 
dos; pero  no  con  relación  á  terceros,  que  quizá  no  tengan  co- 
nocimiento de  la  misma.  Es  preciso  para  ello  hacerla  pública, 
y  esta  publicidad  se  consigue  fácilmente,  consignándola  en  un 
Registro  que  se  encuentre  á  disposición  de  todo  el  mundo. 
Este  Registro  será  en  España  el  mercantil,  ya  que  en  él  han 
de  anotarse  la  imposición,  modificación  y  cancelación  de  los 
gravámenes  de  cualquier  género  que  sobre  los  buques  pe- 
sen (3).  Cumplido  ese  requisito,  nadie  podrá  ya  quejarse  de 
ignorancia;  y  por  eso  el  documento  inscrito  producirá  efecto 

(1)  Xio  mismo  se  dispone  en  la  ley  belga,  art.  1S5,  y  en  el  Código  italiano» 
art.  486.  Bn  Inglaterra  snele  liab«r  impresos  seg&n  el  modelo  adjunto  al 
Mérckant  skipping  cust,  de  modo  que  no  liay  más  que  onbrir  los  blancos. 

(2)  I<ey  Hipotecaria,  art.  1ÍS8. 

(3)  Código  de  Oomeroio,  art.  Sfi»  nám.  8.^ 
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legal  ea  perjaicio  de  tercero  desde  la  fecha  de  su  inscríp- 
cíón  (1).» 

Eq  vista  de  estos  antecedentes^  la  Comisión  de  conduiio- 
neS)  compuesta  de  los  Sres.  D.  Ednardo  Atard,  D.  Ignacio  Hi- 
dalgo Saavedra  y  D.  Juan  Bautista  Orriols,  formuló  las  del  te* 
ma  3.%  y  la  6/  en  la  siguiente  forma:  «También  podrá  oto^ 
garse  en  documento  privado,  suscrito  por  los  interesados  y 
presentado  por  éstos  al  Registrador  que  haya  de  verifícar  li 
inscripción^  identiñcando  ante  el  mismo  sus  personas.» 

A  esta  conclusión  no  podía  faltarle  la  oposición  de  algúa 
Notario,  y  en  efecto,  la  impugnó  el  que  lo  es  de  Madrid,  Don 
José  Gonzalo  de  las  Casas,  manifestando  que  en  su  concepto 
existen  graves  peligros  en  autorizar  la  hipoteca  marítima  por 
otro  documento  que  no  sea  la  escritura  páblica  otorgada  inte 
Notario  ó  póliza  suscrita  por  corredor. 

Dicha  oposición  resulta  formulada,  á  pesar  de  que,  con» 
hemos  visto,  es  universal  el  hecho  de  constituirse  la  hipoteca 
en  virtud  de  documento  privado.  Está  visto  que  el  Notariado 
español  no  quiere  reconocer  con  respecto  del  particular  ni  sí- 
quiera  lo  que  forma  la  legislación  de  todos  los  países,  demos- 
trando con  ello  un  exclusivismo  censurable. 

A  la  fecha  en  que  escribimos  no  se  ha  verificado  el  escrati- 
nio  de  la  votación  recaída  á  dichas  conclusiones;  pero  espera- 
mos que  la  de  nuestro  estudio  será  votada  por  una  inmensa 
mayoría,  quedando  con  ello  consagrado  el  sistema  por  nosotros 
defendido  de  un  modo  solemne,  supuesto  que  actualmente  el 
Registro  mercantil  lo  llevan  los  propios  Registradores  de  la 
propiedad,  de  suerte,  que  ante  el  mismo  funcionario  de  nnestro 
proyecto  se  verificará  por  documento  privado  la  constitacióa 
de  la  hipoteca  marítima. 


(1)     Godizo  de  Gomeroio  de  Bapailft,  art.  26. 
En  Francia,  los  recaudadores  de  Aduanas;  «n  Bélgica,   el  oonterrador  it 

m 

hipotecas  terrestres  de  Amberes;  y  en  Inglaterra,  el  registrar  of  jfttppÍN^.  wd 
los  encargados  de  las  inscripciones  relativas  k  la  hipoteca  maritimi. 
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£1  sistema  aastraliano  y  de  Costa  Rica,  tienen  aplicación 
en  España  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  153  de  nuestra 
ley  Hipotecaria  en  su  párrafo  4.^,  que  establece:  si  la  hipoteca 
se  ha  constituido  para  garantizar  obligaciones  transferibles  por 
endoso  6  títulos  al  portador,  el  derecho  hipotecario  se  enten- 
derá transferido,  con  la  obligación  ó  con  el  título,  sin  necesi- 
dad  de  dar  de  ello  conocimiento  al  deudor,  ni  de  hacerse  cons- 
tar la  transferencia  en  el  Registro. 

Este  precepto  se  >halla  confirmado  por  la  Resolución  de  23 
de  Junio  de  1888,  de  la  cual  harepios  un  extracto  por  ser  muy 
notable  bajo  el  punto  de  vista  de  nuestro  estudio. 

Habiendo  quedado  aplazado  parte  del  precio  de  una  venta, 
el  comprador  entregó  á  los  vendedores  cuatro  pagarás,  dos  á 
la  orden  de  cada  uno  de  ellos,  y  á  su  pago  faé  hipotecado  el 
solar  vendido. 

Enajenado  ósfe  sucesivamente  á  dos  compradores,  por  ha- 
llarse ya  satisfecho  el  crédito  hipotecario  á  que  se  ha  aludido, 
reclamó  el  último  se  formalizase  el  título  de  su  adquisición  y 
al  par  se  cancelase  la  hipoteca;  á  dicho  efecto  se  otorgó  una 
escritora  pública  por  virtud  de  la  que  uno  de  los  vendedores 
como  tenedor  de  los  cuatro  pagarés,  dos  de  ellos  por  endoso 
que  le  hizo  el  otro  vendedor,  dio  por  extinguida  la  obligación 
que  aquéllos  representaban  y  consintió  en  la  cancelación  de  la 
hipoteca. 

Presentado  este  documento  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  Málaga^  no  fué  admitida  la  cancelación  por  no  estar  otorga, 
da  por  las  personas  á  favor  de  las  que  aparece  inscrita  la  hipo- 
teca, sin  cuyo  consentimiento  no  puede  ser  cancelada  confor- 
me el  art.  82  de  la  ley;  no  siendo,  por  otra  parte,  los  pagarés  á 
que  el  documento  se  refiere,  los  títulos  transmisibles  por  en- 
doso de  que  hablan  los  artículos  153  y  el  citado  82  de  la  mis- 
ma ley. 

Impugnada  en  la  vía  gubernativa  dicha  calificación,  se 
alegó  que  la  obligación  de  que  se  trataba  era  de  las  transmisi- 
bles á  la  orden,  lo  cual  probaba  la  capacidad  con  que  otorgó 
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la  cancelación  el  tenedor  de  los  pagarés,  siendo  por  lo  tanto 
gratuita'  la  apreciación  del  Registrador  qne  negaba  á  dichos 
documentos  el  carácter  de  títulos  endosables,  j  oído  el  Regis- 
trador^ informó  que  era  de  confirmar  su  nota  porque  las  ins- 
cripciones hipotecarias  de  que  se  trataba  se  habían  extendido, 
no  en  favor  de  personas  inciertas  é  indeterminadas,  sino  de  los 
Tendedores  especialmente  designados,  y  garantizaban  diyer- 
sos  pagarés  transmisibles  por  endoso,  por  lo  cual  no  cabía  ha- 
cer la  cancelación  sino  en  la  forma  que  previene  el  primer  pá- 
rrafo del  art.  82  de  la  ley:  porque  para  las  cesiones  de  crédi- 
tos hipotecarios  exige  el  art.  153  de  dicha  ley  tres  reqoisitos 
que  no  se  cumplieron  en  los  endosos  hechos  á  favor  del  que 
consentía  la  cancelación,  por  lo  cual  sería  éste  representants 
del  cedente,  mas  no  su  legítimo  representante;  porque  el  a^ 
tículo  72  del  Reglamento  hipotecario  quedaría  infringido  en 
su  letra  si  se  admitieran  como  documento  fehaciente  los  paga- 
rés endosados,  y  porque  confirman  esta  doctrina  Tarias  Eeso- 
luciones  que  citaba  de  la  Dirección  general. 

El  Juez  delegado  dejó  sin  efecto  la  nota  recurrida,  cnja 
providencia  fué  confirmada  por  la  Presidencia  y  por  la  Di^e^ 
ción  general  que  establece  la  siguiente  doctrina: 

«Vistos  los  artículos  82  y  158  de  la  ley  Hipotecaria: 

^Considerando  que  los  documentos  llamados  á  la  orden  son 
transmisibles  por  endoso,  y  es  indudable  que  los  cuatro  paga- 
rés entregados  por  D.  Manuel  de  Guzmán  y  Rivera  á  los  ven- 
dedores de  la  huerta  de  Montero  eran  documentos  de  ese 
género: 

«Considerando  que  la  transmisión  de  los  créditos  endosables 
no  requiere  la  intervención  activa  ni  pasiva  del  deudor,  bas- 
tando para  la  cesión  de  ellos  el  simple  endoso  firmado  por  el 
acreedor  ó  por  persona  legítimamente  autorizada  por  él: 

^Considerando  que  por  concurrir  todas  esas  circunstancias 
en  el  endoso  hecho  por  D.  Miguel  Téllez  á  favor  de  D,  Edua^ 
do  Palanca,  adquirió  éste  la  propiedad  de  los  dos  pagarés  ex- 
tendidos á  la  orden  del  primero: 
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)>Cou8¡deraDdo  que  coostitaída  la  hipoteca  de  caja  caDcela* 
<^i(5n  se  trata  en  garantía  de  esos  pagarés,  ó  sea  de  obligado* 
nes  traasferibles  por  endoso^  el  precepto  aplicable  al  caso  es 
el  párrafo  4.^  del  art.  153  de  la  ley,  segúa  el  qae  el  derecho 
hipotecario  se  entiende  transferido  con  la  obligación  6  con  el 
título  sin  necesidad  de  dar  conocimiento  al  deador  ni  de  ha* 
cer  constar  la  transferencia  en  el  Registro: 

^Considerando  que  si  por  todas  estas  razones  es  innegable 
el  perfecto  derecho  de  dominio  que  asiste  á  D.  Eduardo  Pa- 
lanca sobre  los  pagarés  en  cnestión^  hay  qae  reconocer  sa  ple- 
na capacidad  para  consentir  en  la  cancelación  de  la  hipoteca, 
en  que  es  único  interesado; 

»Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  proTÍ* 
4encia  apelada.)» 

Lo  que  ocurre  en  Australia  y  demás  países  que  se  rigen 
por  el  sistema  de  sir  Roberto  Torrens^  y  lo  que  establece  el 
Código  civil  de  Costa  Rica  respecto  la  transmisión  de  las  cé- 
dalas hipotecarias  aun  por  endoso  en  blanco,  una  vez  emitidas 
con  los  requisitos  y  garantías  que  determina,  ocurre  en  Espa- 
ña con  respecto  á  la  cesión  de  títulos  transmisibles  por  endoso 
6  al  portador,  entendiéndose  transferido  el  derecho  hipoteca- 
rio, con  el  título,  con  la  notable  circunstancia,  según  la  Reso- 
lución de  nuestro  estudio,  de  que  puede  transmitirse  el  dere- 
cho hipotecario  en  virtud  de  la  cesión  por  endoso  del  pagaré 
que  ostenta  tal  cualidad  en  el  Registro,  aun  cuando  el  dere- 
cho conste  en  los  libros  de  dicha  oficina  inscrito  especialmen- 
te á  nombre  de  persona  determinada. 

Porque  en  este  caso  dejan  de  tener  observancia  los  artícu- 
los 20  de  la  ley  Hipotecaria  y  su  Reglamento  para  la  cancela- 
ción del  referido  derecho  en  el  Registro,  supuesto  que  dichos 
artículos  exigen  precisa  é  ineludiblemente  que  el  que  cancela 
tenga  inscrito  su  derecho  en  los  libros  del  mismo,  y  en  nues- 
tro caso  esto  no  es  necesario,  entendiéndose,  según  se  estable- 
ce en  la  Resolución  citada,  que  el  derecho  Aipolecario  se  entien- 
de transferido  con  la  obliffación  6  con  el  titulo^  sin  necesidad  dé 
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dar  conocimiento  al  deudor  ni  de  hacer  constar  la  transferem» 
en  el  Registro. 

Como  para  la  transmisión  por  endoso  no  se  necesita  la  ín- 
tervencidn  del  Notario^  tenemos  con  respecto  al  particular, 
aceptado  en  España  el  sistema  de  Costa  Rica  y  el  de  Aostralia^ 
con  la  ventaja  de  que  la  transmisión  no  se  ha  de  ratificar  ant» 
ningún  fancionario  público,  sino  que  es  garantía  de  autentici- 
dad el  endoso,  confirmado  por  la  posesión  del  título.  En  nnei- 
ira  Patria,  tenemos,  pnes,  adoptados  aqaellos  sistemas  de  qq 
modo  el  más  radical,  y  si  la  transmisión  de  un  pagaré  hipote- 
cario á  la  orden  es  títnlo  suficiente  para  la  cancelación,  aun 
sin  ratificación  ninguna  y  aun  cuando  la  hipoteca  esté  inacri- 
ta  á  nombre  de  persona  distinta  de  la  que  cancela,  qoedand» 
sin  efecto  para  dicho  caso  los  artículos  20  de  la  ley  Hipoteca- 
ria y  su  Reglamento,  lo  mismo  debería  acontecer  con  respecto 
á  las  demás  traosmisiones  de  la  propiedad,  bajo  el  sistema  pro- 
puesto que  reúne  la  garantía  de  la  ratificación  ante  el  Regia* 
trador,*  pues  no  son  de  apreciar  más  los  derechos  de  los  aeree- 
dores  que  los  del  propietario  de  la  finca,  que  tiene  en  ella  la 
plena  in  rem  potestaSj  y  si  científico  y  conveniente  se  cooside- 
ra  el  sistema  para  un  caso,  científico  y  conveniente  debe  aer 
estimado  para  los  demás,  porque  tan  dignos  de  consideración 
son  los  derechos  de  los  acreedores  como  los  de  los  terrate- 
nientes. Por  esto  dijo  uno  de  los  ponentes  al  tema  3.*  del 
Congreso  jurídico  de  Barcelona  que  debía  establecerse  el  siste- 
ma  de  constitución  de  la  hipoteca  marítima  en  virtud  de  do- 
^cumento  privado,  porque  el  art.  153  de  nuestra  ley  Hipoteca- 
ria permite  la  transmisión  del  propio  derecho  hipotecario  por 
endoso,  disposición  confirmada  todavía,  si  cabe,  en  mayor  es- 
cala, al  decidirse  que  dicha  transmisión  puede  verificarse  en 
dicha  forma,  aun  cuando  la  hipoteca  conste  en  el  Registro  i 
nombre  de  persona  determinada,  que  verificado  el  endoso,  es 
por  lo  mismo  distinta  de  la  que  consta  en  el  Registro. 

T  debe  tenerse  en  cuenta  que  el  Registrador  de  Málaga 
fundaba  su  negativa  en  que  el  art.  72  del  Reglamento  hifoteea- 
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rio  quedarla  infringido  en  su  letra  si  se  admitiesen  como  docu- 
mentos feJuLcientes  los  pagarés  endosados]  de  suerte  que  produ- 
ce efectos  en  el  Registro  el  contrato  privado  de  cesión  del  cré- 
dito hipotecario  que  representa  el  endoso,  y  no  se  considera 
precisa  la  escritura  pública  á  que  se  refiere  el  art.  72  del  cita- 
do Reglamento,  por  más  que  el  último  párrafo  del  art.  72  no 
hace  necesaria  la  escritura  para  la  cancelación  en  todos  los 
casos,  sino  en  aquellos  en  que  lo  hace  preciso  el  art.  82  de  la 
ley,  supuesto  que  el  mismo  contiene  ciertas  excepciones  según 
las  cuales  no  se  hace  necesaria  la  escritura  pública  para  la 
cancelación  de  ciertas  inscripciones  de  derechos  hipotecarios. 
Antecedente  es  éste  que  lo  consideramos  de  muchísima  valía, 
porque  viene  á  aumentar  los  que  pueden  considerarse  de  de- 
recho universal,  esto  es,  de  derecho   que  va  generalizándose 
en  naciones  distintas  que  pertenecen  á  razas  diversas;  porque 
este  problema,  puesto  sobre  el  tapete  en  España,  y  ya  resuel- 
to en  naciones  extranjeras  de  un  modo  más  radical  que  el 
propuesto,  puede  considerarse  de  Derecho  cosmopolita;  porque 
todas  las  legislaciones  tienden  al  mismo  fin:  el  perfecciona- 
miento del  sistema  hipotecario  con  tendencia  á  la¡ sencillez,  y 
la  baratura  y  el.  enaltecimiento  de  la  propiedad  inmueble,  y 
del  crédito  territorial,  libre  de  trabas  formularias  que  al  fin 
y  á  la  postre  á  nada  conducen  conforme  hemos  visto,  y  en 
España  no  está  el  crédito  territorial  á  más  altura  que  en  otros 
países  en  que  se  observan  menos  solemnidades,  antes  hien, 
puede  asegurarse  que  éstos  nos  aventajan  en  tales  institucio- 
nes de  crédito,  lo  cual  prueba  que  no  es  el  cúmulo  de  requisi- 
tos que  se  exigen  lo  que  contribuye  á  fomentar  el  crédito  te- 
rritorial, antes  por  el  contrarío,  impide  su  desarrollo. 

{Se  concluirá) 

YiCToamo  SantamakIa. 


Ensayo  de  dd  plan  orgáDico  de  ui  corso  de  Deredio  nereantil  de  Es^ 
j  de  las  prÍDcipales  nacióles  de  Eoropa  j  América.  * 


Estimable,  por  más  de  un  concepto,  es  el  trabajo  de  Do- 
mínguez Vicente  en  su  Ilustración  y  eontinuaeión  día  Cidria 
Jllipica  (1),  mas  no  responde  á  las  exigencias  científicas  desv 
tiempo. 

Cerca  de  doscientos  años  hacía  que  el  ^octo  Hevia  Bolaños 
había  publicado  su  obra;  sintetizaba  ésta  el  desenvolvimiento 
jurídico-comercial  del  siglo  xvi,  y  no  era  posible  que  con  algu- 
nas aclaraciones  y  adiciones  pudiera  convertirse  en  geooioa 
expresión  del  estado  de  la  ciencia  á  fines  del  siglo  xviii.  Era 
necesaria  una  completa  refundición,  y  Domínguez  se  contenid 
con  agregaciones  y  aclaraciones  de  doctrina  que  ni  mejoraron 
el  plan  primitivo,  ni  constituyeron  un  conjunto  de  prÍDcipios 
en  armonía  con  las  necesidades  cuya  urgente  satisfacción  el 
comercio  reclamaba. 

¿Qu¿  importa,  por  consiguiente,  que  adicione  cada  capítulo 
con  indicaciones  bibliográficas,  si  éstas,  ni  aun  en  la  parte  que 
se  refiere  á  España,  son  tan  completas  como  fuera  de  desear  y 
era  posible  en  aquella  época,  ni  tampoco  constituyen  una  gran 
novedad  en  relación  con  las  abundantes  citas  de  la  obraprimi- 


*     Véanse  las  p&g-inas  35  y  296  del  tomo  72. 
(1)     Madrid,  1790. 
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tÍTE?  ¿Qué  importa  que  amplíe  las  doctrinas  referentes  á  la  le- 
tra de  cambio  y  á  la  libra^za^  si  conserya  en  gran  parte  los 
defectos  en  este  pnnto  ya  notados  y  los  aumenta  por  haber  in- 
cluido estas  adiciones  en  el  capítulo  de  los  Camiios  y  BaneoSy 
colocado-  por  Hevia  en  el  lugar  en  que  se  encuentra,  aten- 
diendo  únicamente  á  la  consideración  de  mercaderes  que  tie- 
nen esas  instituciones  como  personalidades  jurídicas,  singula- 
res 6  colectivas? 

Por  otra  parte,  siguen  preteridos  contratos  de  la  importan- 
cía  del  de  comisión  (ya  estudiado  en  1542  por  el  Licenciado 
Villalón)  y  el  de  préstamo  á  la  gruesa  ya  conocido  y  reglamen- 
tado en  la  antigüedad  clásica  bajo  el  nombre  de  foenus  nauli- 
cnm,  j  que  aún  no  había  cedido  su  puesto  á  la  hipoteca  naval. 

Los  reformadores  y  adicionadores  do  la  conocida  Librería 
de  Escribanos  y  diA  Notario  de  reinos  D.  José  Febrero,  en  su  lau- 
dable afán  de  convertir  esta  obra  en  una  verdadera  enciclope- 
dia del  Derecho  español,  agregáronla,  en  distintas  ocasiones, 
diferentes  tratados  de  Derecho  mercantil  que  no  debemos  olvi- 
dar en  esta  ligera  reseña.  Mas,  ni  las  adiciones  de  Marcos  Gu- 
tiérrez (1),  que  revelan  la  influencia  de  la  Curia  filípica  y  que 
fiuplen  algunas  de  las  deficiencias  que  en  ésta  hemos  señalado, 
oi  loa  incompletos  apéndices  de  Aznar  y  Notario  (2),^  relativos 
^  sociedades,  letras  de  cambio,  netamente,  seguros,  etc.,  ni  la 
Jurisprudencia  mercantil,  de  Tapia  (3),  extracto  de  las  Ordenan- 
zas de  Bilbao  y  de  la  doctrina  de  antiguos  tratadistas,  ofrecen, 
en  forma  y  fondo,  novedades  dignas  de  ser  notadas,  ni  otra 
cosa  podía  suceder  dado  el  período  de  verdadera  decadencia  que 


(1)  D.  Jo«é  Haroot  Gutierres,  Librerim  dt  SBcribano9,  Abogado»  y  Jiucef,  ISOl, 
S.*  «di«i6n,  1819.  7.*  edición  postuma,  1829. 

(2)  D.  Mignel  Amar  y  D.  Diego  Notario,  Febrero  adidonádo,  1.*  edicióa 
woióaimBf  1817.  En  la  de  1825  aparecen  loa  sombrea  de  los  autores  de  la  re- 
forma. 

(8)  D.  Eugenio  de  Tapia,  JieritíM-udencia  mereanHlf — «a  el  FiArero  núvinmo, — 
1888.  De  esta  misma  obra,  refVmdida  con  arreglo  al  Código  de  Comercio,  nos 
ocuparemos  más  adelante. 
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atravesaban  los  estisdíos  económicos  y  jaridicos  en  España. 
Hechas  estas  indicaciones  críticas  acerca  de  nuestra  litera- 
tura jarídico-comercial,  anterior  á  la  publicación  del  Código 
de  Comercio  de  1829,  Tamos  á  dirigir  una  rápida  ojeada  i  ios 
trabajos  modernos  (1). 


(1)  Ko  ha  sido  nuestro  propósito  enumerar  todas  las  prodacdoiMS  qu 
acarea  del  Derecho  mercantil  nos  han  legado  los  jurisconsultos  espaAoleí  m 
los  siglos  XVI,  XVII  y  xvni,  pues  esto  nos  hubiera  alejado  muy  mudio  de 
nuestro  objeto,  y  no  era  tampoco  este  momento  oportuno  para  ello.  Los  li- 
gios XVI  y  XVII  constituyen  un  briUaate  período  en  la  historia  de  la  Uteiste- 
ra  jurídica  espaftola:  la  decadencia,  iniciada  ya  en  el  siglo  xvn,  domisi  por 
completo  en  el  xvin.  Asi  es  que  son  muchas  las  obras  de  esa  época  que  tA- 
tan  de  Derecho  mercantil  y  que  pudiéramos  citar,  además  de  las  isdieadt» 
en  el  texto:  sirva  de  ejemplo  la  siguiente  incompleta  lista: 

Christóforo  de  Yillalón,  I^-ovtckoao  tratado  de  eamhwg  y  contrataeiona  de  aer 
cadere».  YaUadolid,  164S. 

Luis  de  Alcalá,  Ttatado  de  loe  préetamoe  que  paean  entre  mercaderee  g  trofat- 
iet:  y  por  eonaigutente  de  loe  logroe,  eamhioet  compra»  adehfUxtdae  y  WMtoM  d  fiaé». 
Toledo,  1546.  La  primera  edición  es  de  1643. 

Saravia  de  la  Calle,  Inetrucdón  de  mercaderee.  Medina  del  Campo,  1611. 
Tomás  de  Mercado,  Suma  de  trato»  y  contratoe.  Salamanca,  1609. 
Bartolomé  Frías  de  Alboi'nos,  Arte  de  loe  eontrofot.  Yaleneia»  1573. 
Francisco  García,  Tratado  utUUtmo  de  todoe  loe  eontratoe  ctumioe  ea  loe  m^atim 
humano»  ee  pueden  ofrecer.  Valencia^  168B. 

Miguel  de  Palacios,  Praxie  theologica  de  contrnetibue  et  reeíituUonibHe.  Sábnn- 
ticae,  1666. 

Bartolomé  Salvador  de  Solórcano,  Libro  de  Caxa  y  Mcmual  de  oawstM  ér 
mercaderee  y  otra»  pereona».  Madrid,  1680. 

Luis  Lopes,  TractatUM  de  contractQm»  et  negotiationibut  eive  Inetmetorium  mp- 
Hantium.  Salmanticae,  1692. 

Juan  de  Hevia  Bolafios,  Laberinto  de  comercio  terrettre  y  navid,  Lima,  1606^ 
Blas  Flores  Diaa,  Lncubratione»  tif  dedeione»  im  eupremo  Ituitiennae  aeMto 
dim  decreta»  et  per  Ántonium  a    Gama  doctiaimitm  eenaíorem  digerta.  Olii^ 
ne,  1606. 

Gaspar  Rodrigues,  De  annui»  et  menetrtti»  rediUbw.  Matymae  á  Campo,  160t 
Juan  de  Salas,   Tratatu»  de  emptione  et  venditione,   de  uauri»,  de  oeanhv,  ^ 
eamhi%»t  de  ludo.  Lugduni,  1617. 

Gaspar  de  Hermosilla,  Additione»,  notae,  reeotutione»  ad  Oloeta»  GregarH  Ifi- 
pexii  euper  quintam  Partitam.  Beatiae,  1684. 
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Eq  el  renacimieato  que  de  los  estadios  jurídicos  se  ha  ope- 
rado en  España,  á  impalsos  de  la  revolución  ñlosófica  del  pre- 
sente siglo,^  el  Derecho  mercantil,  á  pesar  de  su  grande  impor- 
tancia histórica,  no  ha  Uaioado  como  debía  la  atención  de 
nuestros  jurisconsultos. 

Felipe  de  la  Cruz  Yasooncillos,  Tratado  único  di  iiUere»^,  »i  «e  puede  llevar 
dinero  por  prestarlos.  Madrid,  1637. 

Juan  de  Solórsano  y  Pereira,  De  jure  indiarum.  Madrid,  1689. 

Joeé  Niño  y  Mor,  Alharami  aive  Ohirograpki  tnereatorie  analysim  cwn  addMo- 
H^me  JoanTM  Franeieci  de  Ouenoa.  Caeaarangustae,  1644. 

Pedro  de  Oñate,  De  contra^et^us  tria  volumiiwt. — De  contraetíhue  in  genere, 
Bomae,  1646. — De  contractíbu»  lucratívis,  Bomae,  1647. — De  eontraetibu»  oneroñt, 
Bomae,  1654. 

Joan  B.  de  Larrea,  Deeinonee  Qranatetuie  Senatus.  Lugdnxxi,  1647. 

Gaspar  de  Eoalona  y  Agüero,  AreaeLimeMie  Oaaophiladum,  eto.  Matriti,  1647. 

Trancisoo  Salgado  de  HendoEa,  Labyrtntkum  credüorum.  Lngdani,  1651. 

José  Vela,  DiesertaHone»  juris  oontrovarsi  tam  in  Hispalenei  quam  in  Orana- 
íenei  SewUu,  Granatae,  1658. 

Alfonso  de  Olea»  De  eeeione  Juriuní  et  acíionum,  Pinoiae,  1652. 

Joan  Bamos  del  Manzano,  Académica  Analecta  ex  L.  A{i&i>9(C  eioe  depreca- 
th  XI.  D.  De  lege  Rhodia  de  Jacta,  1669. 

Manuel  Bomán  Yalerón,  De  traneaetionibue  tractatum.  Lngdnni,  1665. 

José  Yeitia  y  Linage,  Norte  de  la  conti^atación  de  las  Indias  Occidentales.  Se- 
villa, 1679. 

José  Bomingues  Yloente,  Discursos  jurídicos  sobre  las  aceptaciones,  pctgas,  in- 
ternes y  demás  requisitos  y  cualidades  de  las  letra»  de  oambiú.  Madrid,  1738. 

José  A.  Abren,  TrtOado  jurUlico-poltíico  sobre  las  presas  marítimas»  Ma- 
drid, l*^. 

Miguel  Jerónimo  Suárea,  Tratado  legal  teórioo-prdetico  sobre  las  letras  de 
cambio.  Madrid,  1788. 

José  Dominguea  Yioente,  Ilustración  y  continuación  d  la  Curia  filípica.  Ma  • 
dñd,  1790. 

Antuoio  de  Capnumy,  Código  de  Uu  costumbres  marítimas  de  Barcelona.  Ma> 
•diid.  ITOl. 

£ii  epta  enameracíén  hemos  prescindido  de  los  escritores  portugueses, 
algtmos  de  eUos  muy  notables,  cojbo  Santema,  Gama,  eto.  Del  mismo  modo 
hemof  pasado  en  sUencio  muchas  obras  rolativas  k  la  reprobación  de  usuras, 
asi  eomo  otras  de  nuestros  m&s  ilustres  jurisconsultos  (Covarrubias,  Antonio 
Oómes,  Carlevál,  etc.),  que  contieneik  doctrinas  de  Derecho  oíyU  que  pueden 
ser  aplicadas  á  la  contratación  especial  del  comercio. 
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Verdad  es  que  se  redacta  y  publica  uq  Código  (1)  basada 
en  el  francés,  en  nuestras  antiguas  Ordenanzas  j  en  el  magis- 
tral tratado  de  Mr.  Pardessus,  y  que,  por  su  doctrina,  es  noá- 
nimemente  considerado  como  un  efectivo  progreso,  como  ana 
obra  muy  superior  á  su  modelo,  y  sirve  de  base  á  nuevos  tra- 
bajos de  codiñcación  en  Europa  y  en  América  (2);  mas  el  im- 


(1)  Don  Pedro  Sáins  de  Andino,  Proyecto  de  Código  de  Ctmereio,  lísdrid 
182B.  Conocida  es  1a  historia  de  este  Oódig^o.  Femando  Vil  nombró  ea  11  dt 
Enero  de  1828,  ana  Comisión  encargada  de  redactar  nn  Código  de  Comoeío. 
Formaron  esta  Comisión,  D.  Bruno  Vallarino  (Presidente),  D.  Bamóa  Lópai 
Pelegrin,  D.  Cesáreo  H.  Sanz,  D.  Manuel  11.  Cambronero,  D.  Antonio  Pond 
y  D.  Pedro  Saina  de  Andino  (Secretario);  y  en  poco  más  de  Tin  año  faé  nlUm*- 
do  el  proyecto  compuesto  de  462  artículos  que  se  concretaba  k  sentar  los  prin- 
cipios generales  de  los  diferentes  contratos  mercantiles,  dejando  su  demiTol- 
vimiento  á  los  Tribunales.  D.  Pedro  Saina  de  Andino  presentó  taubiéa  il 
Monarca  un  proyecto  de  Código  en  el  que,  siguiendo  opuesto  sistema  si  adop- 

■ 

tado  por  sus  compañeros,  procuró  resolver  las  grandes  cuestiones  que  UspK- 
oación  del  Código  francés  había  suscitado,  acudiendo  para  ello  á  la  díMstrioA 
de  nuestros  antiguos  tratadistas,  y  principalmente  á  la  obra  de  Mr.  PtrdMiu 
(Oourt  de  droit  eommercial).  Aceptado  por  el  Bey  este  proyecto,  fbé  promnlfi^ 
eomo  ley  general  del  Reino  en  SO  de  Mayo  de  1829. 

(S)  En  Europa  ha  influido  directa  y  principalmente,  en  la  redaceióa  M 
Código  portugués,  obra  de  D.  José  Ferreira  Borges,  sancionado  por  el  Bs- 
gente  D.  Pedro  en  18  de  Septiembre  de  1838.  El  autor  enumera  las  faestM  i 
que  acudió  para  la  formación  del  Código,  en  los  siguientes  términos:  «En  li 
oompUadón  de  este  Código  tuve  á  la  vista,  no  sólo  todos  los  Códigos  oomer 
cíales  que  oonosco,  esto  es,  el  de  Prusia  (seria  el  ÁUgemeine»  LandreAt  de  llü), 
ol  de  Flandes  (sin  duda  se  refiere  al  proyecto  de  Código  de  Holanda,  pablí- 
oado  en  1826  y  en  1829),  el  de  Francia,  el  proyecto  del  Código  de  Italia  (deb» 
aludir  á  los  trab<H)os  para  la  publicación  del  Código  sardo),  él  Códifo  di 
España  y  las  leyes  comerciales  de  Inglaterra,  y  el  derecho  de  Eseods,  ñs» 
que  también  las  Ordenansas  de  Busia  y  casi  todas  las  parciales  de  Alsms&it 
(gracias  álos  trabi^os  de  Phoosen  y  Boucher),  además  de  todas  esas  colecci»-' 
nes  marítimas,  preciosos  monumentos  de  la  antigüedad...»  (Carta  de  B.  J.f^- 
rreira  al  D.  de  Brag.,  de  8  de  Junio  de  1888.) 

La  siguiente  brevísima  noticia  de  la  Codifloación  mercantil  en  la  Amirln 
latina,  da  una  idea  bastante  exacta  de  la  influencia  española  en  las  rapá- 
blicas  hispano*americanas,  que,  como  se  verá,  ha  sido  predominante. 

Ahésica  cbvtbal. — México.  Después  de  la  emancipación,  oontinusroD  «a 
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pulso  dado  por  el  eminente  mercantílista  D.  Pedro  Sáinz  de 
Andino  (1)  muere  al  naber,  tal  vez  por  no  encontrar  favora* 
bles  condiciones  de  existencia.  Las  lachas  políticas  absorben 
por  completo   la   febril  actividad  española^  profundamente 

vigor  las  Ordenansas  de  BUbao,  á  las  qne  se  añadieron  algunas  disposiciones 
particnlares,  siendo  de  notar,  entre  ellas,  la  ley  para  la  organisación  de  los 
Tribunales  de  Comercio  de  15  de  Noviembre  de  1811.  En  16  de  Mayo  de  185á,  se 
pnblioó  un  Código  de  Comercio  (Código  Santa  Ana),  dividido  en  cinco  libros» 
modelado  en  el  Código  e8i>añol  y  que  faó  derogado  por  ley  de  1.®  de  Koviem- 
bre  de  1865.  Restablecidas  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  se  dictaron  diferentes  dis- 
posiciones oorrectorias  y  complementarías,  sobre  tod^,  despnés  de  la  publica* 
oión  del  Código  civil  de  1873  (por  ejemplo,  las  leyes  de  22  de  Mayo  y  15  de  Di- 
ciembre de  1882  sobre  Bancos,  etc.).  En  15  de  Diciembre  de  1883,  se  autorizó  al 
Poder  Ejecutivo  para  expedir  un  Código  de  Comercio,  que  ñió  publicado  en  20 
de  Abril  do  1884,  aprobado  en  81  de  Mayo  y  declarado  vigente  desde  20  de  Ju- 
lio. Aunque  este  Código  recuerda,  en  algunas  de  sus  disposiciones,  la  legisla- 
ción española,  representa  una  bien  distinta  dirección  por  las  nuevas  é  impor- 
tantes doctrinas  que  establece  y  que  acusan  las  influencias  alemana  é  in- 
glesa. 

Bepfíblietta  de  Guatemala  y  de  Hondura».  Emancipadas  de  España,  estas  re- 
públicas conservaron  en  vigor  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  basta  que  kan  publi- 
cado Códigos  de  Comercio  (Guatemala  en  20  de  Julio  de  1877  y  Honduras  en 
27  de  Agosto  de  1880),  que  como  el  Mexicano  de  1884,  representan  nuevas  ten- 
dencias y  se  basan  en  doctrinas  bien  diferentes  de  las  que  inspiraron  los  Có- 
digos íhmoés  y  español. 

JSepúbltca  de  San  Salvador.  El  Código  de  Comercio,  publicado  en  1.^  de  Di> 
elembre  de  1855,  est&  basado  en  el  español,  cuya  clasiflcaoión  adopta. 

Nicaragua.  El  Código  de  Comercio,  publicado  en  12  de  Marzo  de  1869,  re- 
produce con  leves  variantes  la  doctrina  contenida  en  el  Código  español. 

Coeta  Sica.  El  Código  de  Comercio  de  1860  es  también  un  reflejo  del  Códi- 


(1)  Además  de  su  Proyecto  de  Código  de  Comercio,  Madrid,  1829,  escribió  Sáinz 
de  Andino  un  Eneayo  critico  eobre  la  eontratacián  de  la  Bolea  de  Comercio  y  2a«- 
oentof  aimuladae  de  Ion  efecto»  público»,  del  que  tan  s^lo  se  ha  publicado  (Madrid, 
1S45)  la  primera  parte,  relativa  &  las  lonjas  de  comercio  y  régimen  de  su  con- 
tratación: la  segunda,  debia  concretarse  &  la  contratación  de  la  Bolsa  de  Ma- 
drid. También  se  debe  al  Sr.  Sáinz  de  Andino  la  redacción  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento mereantil  de  24  de  Junio  de  1880,  y  de  la  Ley  de  Bol»a  de  10  de  Sep- 
tiembre de  1881. 
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preocupada  con  la  revindicacióa  de  las  libertades  patrias,  ho- 
lladas por  el  despotismo  de  Fernando  Vil,  combatidas  por  loe 
fanáticos  partidarios  del  Pretendiente  y  regateadas  por  el  Tro- 


go  español.  En  estas  tres  repúblicas  el  Derecho  anterior  á  nu  citados  G6di-  * 
gos  estaba  constituido  por  las  Ordenanzas  de  Bilbao. 

Haiü.  El  Código  de  Comercio  de  2B  de  Marzo  de  1828,  obra  del  Ábogsdo 
de  los  Tribunales  de  París,  Mr.  Blancbeti  es  una  casi  reproducción  del  Código 
francés.  Hoy  puede  decirse  que  ba  caído  en  desuso. 

América  msbidiomal. — Eatadm  Unido*  de  Veiüzuela.  Como  en  todoalocEi 
tados  que  se  formaron  de  las  antiguas  Colonias  españolas,  las  Ordensims  d» 
Bilbao  continuaron  en  vigor  basta  la  publicación  de  un  Código  de  Comercio. 
El  periodo  de  Codificación  empezó  con  el  Decreto  de  7  de  Abril  áa  1836,  por 
el  cual  se  mandó  formar  cuatro  Códigos;  civil,  penal,  militar  y  mercaatil,ooB 
sos  respectivas  leyes  procesales:  en  26  de  Mayo  de  1B46  sIT  publicó,  lugo  ú 
titulo  de  Código  de  Comercio,  un  conjunto  de  disposiciones  que  comprende- 
tan  sólo,  la  organización  de  los  Tribunales  y  el  procedimiento  en  m&teriii 
mercantiles;  y  por  último,  se  formó  el  Código  de  29  de  Agosto  de  1868;  bendo 
principalmente  en  los  Códigos  francés  y  español,  y  que  ofrece  la  partíeolen- 
dad  de  que  los  títulos  en  que  se  dividen  sus  cinco  libros,  están  subdivididoi 
en  leyes  y  éstas  en  artículos. 

Entado»  ünidon  de  Colombia.  El  Código  de  Comercio  de  Kaeva  Ghvtads  di 
t.**  de  Junio  de  1833  (fundado  en  el  español),  estuvo  poco  tiempo  en  vi^ot, 
pues  en  la  Confederación  establecida  en  Bío  Negro  (8  de  Mayo  de  1963?,  qoe^ 
limitada  la  jurisdicción  federal  al  comercio  extranjero  y  de  cabotjge,  dejni- 
do  k  cada  Estado  la  regulación  de  los  negocios  interiores.  El  de  Cnndinamsr. 
ca  babía  publicado  en  8  de  Enero  de  1859,  un  Código  de  Comercio,  y  loe  de- 
más Estados  de  la  Confederación  le  ban  adoptado  con  ligeras  variantes.  Si- 
tos Códigos  comprenden,  tan  sólo,  el  comercio  en  general  y  el  terresi3^  y  a 
ellos  se  descubre  la  influencia  de  las  leyes  españolas.  En  cuanto  á  la  legishr 
ción  marítima  un  Código  federal,  y  por  tanto,  común  &  todos  los  Estado^  ^ 
sido  publicado  en  10  de  Marzo  de  1873. 

Jlepública  del  Perú.  Para  sustituir  4  las  Ordenanzas  do  Bilbao,  se  reselvü 
por  la  ley  de  10  de  Enero  de  1852,  que  se  adoptase  el  Código  de  Comercio  ei- 
pañol  con  las  modificaciones  que  el  Consejo  de  Estado,  previa  audiencia  del 
Tribunal  del  Consulado,  creyese  indlsponsables.  El  Consejo  presentó  sus  te 
bajos,  y  el  Congreso,  por  ley  de  SO  de  Abril  de  1853,  ordenó  que  el  nuevo  Códi- 
go comenzase  á  regir  el  15  de  Junio  del  mismo  año.  Existen  trabi^os  de  retí- 
sión  y  reforma. 

República  de  Solivia .  El  Código  de  Comercio  de  12  de  Noviembre  de  \sa 
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no  que,  olvidando  se  había  consolidado  merced  al  apoyo  qae  le 
prestaran  las  ideas  modernas,  recuerda,  tan  sólo,  los  buems 
tiempos  del  antiguo  régimen  y  procara  falsear  los  principios  de- 
mocráticos con  ese  doctrinarismo  constitucional,  causa  princi- 


Olamado  Código  de  Santa  Gnu),  68t&  eáloado  en  el  español.  La  eeoasa  impor- 
taaoxa  y  extensión  de  sus  oostas,  ocupadas  por  el  desierto  de  Atacama  y  el 
realicar  casi'  todo  sn  comeroio  exterior  por  el  pnertó  pemano  de  Arica  faó 
eansa,  sin  dada,  de  que  los  legisladores  de  Solivia  prescindieran  del  libro 
referente  al  comercio  marítimo:  en  cambio  se  da  gran  importancia  al  proce- 
dimiento mercantil. 

Chile.  Sustituyó  &  las  Ordenansas  de  Bilbao  un  Código  de  Comeroio  redac- 
tado por  D.  Gabriel  Ocampo,  publicado  en  23  de  Noviembre  de  1885,  y  vigen 
te  desde  1.^  de  Bn^ro  de  1867.  Basado  en  el  Código  español,  es,  sin  embargo, 
más  completo  qu^  éste,  pues  se  ocupa  de  los  contratos  de  seguros  en  general 
y  partioular  de  la  vida,  contra  incendios,  etc.,  de  cuenta  corriente  y  de  pren- 
da, y  presenta  un  notable  conjunto  de  doctrinas  digno  de  ser  estudiado. 
Existen  disposiciones  complementarias,  como  son:  la  ley  especial  de  la  Mari- 
na (de  la  misma  éi>oca  que  el  Código),  y  la  de  4  de  Abril  de  1874,  que  regrnla 
la  inspección  de  la  carga  de  las  naves,  y  correctorias,  como  lo  es  la  ley  de 
quiebras  de  1879. 

RepéAlica  Argentina.  En  1.^  de  Hayo  de  1857,  el  Ministro  de  Gobierno  y  de 
jreiaoionea  exteriores,  Dr.  D.  Dalmacio  Teles  Sarsfíeld,  y  el  jurisconsulto  Doc- 
tor D.  Eduardo  Acevedo,  presentaron  k  las  C&maras  de  Buenos  Aires  un  pro- 
yecto de  Código  de  Comercio,  que  vino  fr  ser  ley  en  6  de  Octubre  de  1860. 
Este  Código  fué  declarado  nacional  de  la  Bep¿blica  Argentina  por  ley  de  10 
de  Septiembre  de  VXSL  Está  basado  en  el  Código  español,  y  con  los  de  Chile, 
Quatemala,  Honduras  y  México  de  1881,  constituye  la  legislación  m&s  nota- 
ble y  original  de  la  América  latina.  Por  ley  de  80  de  Septiembre  y  Decreto 
de  14  le  Octubre  de  1870,  se  encomendó  &  los  Doctores  Villegas  y  Qaesad» 
un  est^  lio  de  revisión  del  Código  de  Comercio,  y  en  Abril  de  1873  presenta- 
ron BUS  '.rabajos,  que  fueron  en  el  mismo  año  sometidos  k  la  aprobación   del 
Condeso.  £sto  escribíamos  en  1884;  pero  hoy  al  publicar  este  modesto  EksA- 
ro,  debemos  añadir  los  siguientes  nuevos  datos:  En  9  de  Diciembre  de  1836,  él 
Presidente  de  la  Bepúblioa  ha  dado  encargo  «para  proyectar  las  reformas 
qne  sean  conveniente  hacer  en  el  Código  de  Comercio»  al  Dr.  D.  Lisandro 
Segovla,  haciendo  constar  en  la  exposición  de  motivos  del  Decreto  a  que   \tui 
reformas  al  Código  sometidas  4  la  consideración  del  II.   Congreso,  hace  m&i« 
de  12  años,  son  deficientes,  y  que  después  de  haber  sido  formuladas,  varian 
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palísima  de  naestra  actaal  decadencia;  j  esas  agitaciones  j 
turbulencias  del  Bstado  son  la  más  pesada  remora  qae  opo- 
nerse puede  al  desenvolvimiento  progresivo  del  comercio  y  al 


Nadónos  lian  reformado  su  legislación  oomeroial  de  conformidad  i  los  adi^ 
laníos  de  la  ciencia  y  k  las  necesidades  del  comercio.»  El  Dr.  Segovo^  eoe 
nna  actividad  digna  de  ser  imitada,  ha  cumplido  el  encargo  presideneial,  p»- 
sentando  en  18  de  Marzo  de  1887  los  dos  primeros  libros,  y  en  5  de  Majo  dd 
mismo  año  los  últimos  titnlos  del  lib.  2.®,  y  los  libros  S.^  y  4.*  de  un  projsei» 
de  Código  de  Comercio.  El  Poder  i^ecntivo  en  mensaje  de  4  de  Julio  del  in- 
ferido año,  ha  sometido  á  la  deliberación  del  Congreso  Nacional  dulio  ^so- 
yecto,  qne  ha  sido  publicado  por  orden  de  la  O&mara  de  Dipntados.  (Fioy«etd 
de  Código  *de  Comercio  redactado  por  encargo  del  Poder  E|jecatíTo  da  U 
Nación,  por  el  Dr.  Lisandro  Segovia.  Edic.  ordenada  por  la  C.  de  D.  D.,  Bot- 
nos  Aires,  1887.}  Esto  proyecto  qne  consta  de  1619  artículos,  divídese  ea  cm- 
tro  libros:  Bl  1."  De  las  personas  del  comercio:  £1  2.®  De  los  contratos  y  o\& 
gaciones  mercantiles  en  general:  El  B.*  De  los  derechos  y  de  las  obligsramat 
que  resultan  de  la  navegación:  Y  el  4.*^  De  la  quiebra.  Estfc  en  general  disert- 
tamente  redactado  y  revela  un  profundo  estudio  en  copiosas  fuentes,  psn  » 
notan  en  él  algunas  deficiencias. 

JUpúbltca  dd  Uruguay.  El  Código  de  36  de  Mayo  de  1865  (llamado  Gódig» 
Oriental  del  Uruguay),  en  vigor  desde  1.'  de  Julio,  es  una  completa reprodns- 
oión  del  Código  argentino;  mas  en  1878  ha  sido  modiftoado,  introduósado  at 
él  importantes  reformas. 

Paraguay.  Han  estado  en  vigor  las  Orden  ansas  de  Bilbao  hasta  que,  a 
1870,  ha  sido  introducido  el  Código  de  Comercio  argentino. 

Imperio  del  Bratil.  El  Código  de  Comercio  de  ÍIS  de  Junio  de  1880,  isoonft- 
ce  como  fuentes  los  Códigos  portugués,  español  y  francés.  Existen  importH* 
tes  disposioiones  posteriores,  que  no  es  momento  oportuno  de  enumerar,  iior 
do  las  principales  las  leyes  y  decretos  sobre  Bancos  de  1890;  la  ley  de  Ssett- 
dades  anónimas  de  4  de  Noviembre  de  1892;  el  Beglamento  de  la  msiíis 
mercante  de  11  de  Abril  de  1874;  la  ley  sobre  concordatos  en  las  quiebrss,  ds 
6  de  Hayo  de  1882,  etc.,  etc. 

Entre  las  obras  de  jurisconsultos  españoles,  que  genendmante  se  eoofid' 
tan  en  la  Amiérica  latina  citaremos:  el  Diacionario  razonad»  de  UgidacióA  y 
jurÍ9prudenoim,  de  Escriohe;  los  Tratados  de  Derecho  mereatUü,  de  Baoardi,  Hoi- 
bra,  Martí  y  Viso;  los  Códtgot  de  Comercio,  de  Y.  Caravantes  y  de  La  Sena  j 
Rous;  y  las  monografias  de  Navarro  Zamorano  (Tratado  legal  eobre  la*  fftni 
tle  eatubio),  y  de  I^astres  (Operacionee  de  Bolea,) 
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de  las  ciencias  económica  y  jurídica.  Así  es,  qne  el  renaci- 
miento de  los  estadios  jnrídico-comerciales  toma,  en  nuestra 
patria,  bien  pequeñas  proporciones  (IJ. 

En  dos  series  podemos  clasificar  los  tratados  de  Derecho 
mercantil  español  posteriores  al  Código  de  Comercio  de  1829: 
nna,  comprensiya  de  todas  las  obras  que  signen  el  método 
predeterminado  con  pocas  é  insignificantes  modificaciones;  y 
otra,  qne  abraza  aquellas  que  presentan  direcciones  metódicas 
de  más  importancia,  emancipándose  del  forzado  molde  de  la 
ley  escrita. 

Pertenecen  á  la  primera  los  trabajos  de  Tapia,  Vicente  y 
Caravantes,  Saavedra,  Laso  y  Viso  (2). 


(1)  De  lo8  tratados  generales  xxLás  importantes  damos  noticia  en  el  texto, 
prescindiendo  de  los  IHoeionario9  de  Derecho  mercantil  (Avecilla,  Madrid  1849. — 
AmoTÓs,  Barcelona  1862 — Perecanla,  ICadrid  1870. — Zarsoso,  Yalenoia  1881) 
y  de  los  Códigoe  de  (hmtreio  eoncordadoe  y  afwtadoe  (Gtómez  de  La  Serna  y 
Beas,  Kadrid  1855,  última  edic,  1878. — Bos  Biosoa,  Valencia  1878,  etc.,  etc.) 
Bn  cnanto  k  las  monografías,  diremos  únicamente  que,  en  general,  las 
pocas  pnblioadas  no  presentan  verdadero  interés  cientifioo;  pero  qne  merecen 
especial  mención,  la  ya  citada  del  Sr.  Sáinz  sobre  BoUa»  de  Oonitreto;  el  2Va- 
iado  legal  wcbrt  letra»  de  eambiOf  de  Navarro  Zamorano  (ICadrid  1815),  obra  nota- 
ble, no  sólo  por  la  exposición  qne  hace  del  Derecho  español,  sino  por  el  Apén- 
dice de  legielaeión  extranjera;  el  Diccionario  de  Derecho  marítimo  de  Eepaña,  de  A. 
Baoardi  (Baroelona  1861);  y  los  l^atadoe  de  quiera»,  de  (Jornales  Hnebra  (Ka* 
árid  1866),  y  de  D.  Hannel  Cnervo  (Habana  1881). 

También  se  han  pnblicado  algonos  trabajos  dignos  de  ser  notados  en 
nnestras  IZevMia*  jnridioas,  particularmente  en  la  aflUSBAL  di  Leoislacióh 

T  JUSIBPBUDXHCIA. 

(2)  D.  Eugenio  Tapia,  Adidones  al  Febrero  novUimo. — EUmentoe  dejuriepru 
deacia  mercarntü,  YalladoUd,  182»,  1837.  Valencia,  1888,  18Í540.  Paris,  1869. 

D.  José  de  Vicente  y  Caravantes,  Código. de  Oomereio  extractado.  Kadrid,  1860 
(Las  ediciones  anteriores,  Kadrid,  1841,  1846.  Barcelona,  1848»  son  anónimas). 
—T>.  Joaqnín  Agnirre  y  D.  J.  Kanoel  Kontalbán,  en  las  ediciones  2.*  y  8^  del 
lebrero  reformado,  por  los  Sres.  Garoia  (}oyená  y  Ag^iirre,  agregaron  á  esta 
obra  un  tratado  de  jorispradenda  mercantil,  que  reeibió  nuevas  amplifica- 
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Escritas  estas  obras  para  servir  á  las  necesidades  de  la  en* 
señanza  en  nuestras  Escuelas  (Saavedra,  Garavantes,  Laso, 
Viso),  ó  para  complementar  una  antigua  enciclopedia  del  De- 
recho españcTl  (los  reformadores  del  Febrero,  Tapia,  kgmm, 
Montalbán  y  Garavantes),  constituyen  una  serie  de  simples  ex- 
posiciones elementales  de  la  doctrina  del  Gódigo,  que  ni  satis- 
facen las  exigencias  del  científico,  ni  resuelven  las  cuestione! 
suscitadas  en  la  práctica.  En  fondo  y  forma,  se  doblegan  al 
yugo  de  la  ley  escrita:  concrétanse  á  trasladar,  con  leves  va- 
riantes de  estilo,  el  articulado  del  Código  y  á  modificar  tími- 
damente el  método  por  éste  adoptado,  y  ni  influyentes,  ni  in- 
fluidas, apenas  dejan  otra  huella  de  su  paso  que  algún  agra- 
dable recuerdo  en  las  aulas  y  el  puesto  que  ocupan  en  la  Bi- 
bliografía jurídica.  Distínguense,  sin  embargo,  la  Jurispruin* 
da  mercantil^  de  Tapia,  por  las  referencias  que  hace  á  la  doc- 
trina de  los  antiguos  tratadistas;  el  Código  de  Comercio  ejítrae- 
tadOy  de  Vicente  y  Garavantes,  por  las  cuestiones  que  formula 
y  su  importante,  aunque  algo  deficiente,  BidlioUea,  y  las  Lec- 
ciones elementales  de  Derecho  menaniily  de  Viso,  por  sus  nota- 
bles condiciones  didácticas. 

Enfrente  de  estas  obras  podemos  enumerar  los  trabajos  de 
Bacardi,  Martí  de  Eixalá,  González  Huebra,  Rabio  López, 
Carreras  y  Soler  (1),  caracterizados  por  un  más  amplio  criterio 


ciones  en  la  4.*  edioión  publioada  por  D.  José  de  Vicente  y  Carawntes,  Ks* 
drid,  ia52,  tomo  ni,  páginas  234-991. 

D.  Damián  de  Sogravo  (Domingo  Saavedra),  Elementos  de  Dererko  mar*j^U 
enpnnol.  Madrid,  1846. 

D.  Eastoquio  Laso,  Elfineatoa  de  Derecho  nfrcantil  de  EipftKa.  Ifadrld,  1S4&. 

D.  Salvador  del  Viso,  Lccnonca  flenienta.U9  de  Dtreeho  mereantU.  Valencia 
1863,  1864. 

(1)     D.  Alejandro  Bacardí,  Trafndo  del  Derecho  mercatitil  de  E*paíín.  Bare^o 
na,  1840. 

D.  Ramón  Martí  de  Eixalá,  ínutituewneg  del  Derechi  mercnntil  de  E»p*s%<»,  Bar 
oeloaa,  1848.  Las  numerosas  ediciones  de  esta  obra — la  más  notable  de  n»e» 
tra  moderna  literatura  juridioo-oomeroial — desde  la  4.*  (Barcelona,  lSí55},  kan 


DBBEOHO   MEBCAKTIL  525 

de  libertad,  en  lo  qae  se  refiere  á  la  ordenación  Bistemátíca  de 
8a  contenidOi  pero  representantes,  á  pesar  de  este  elemento 
común,  de  diversas  tendencias  doctrinales. 

El  Tratado  de  Derecho  mercantil,  de  D.  Alejandro  Bacardí, 
no  se  distingue  por  su  originalidad  en  lo  qae  respecta  á  la  for- 
ma, ni  en  lo  que  mira  al  fondo:  fiel  trasanto  del  plan  desen- 
Yaelto  por  M.  Pardessas,  en  su  famoso  Cours  de  Droit  commer- 
cialy  es,  por*sa  contenido,  nn  simple  arreglo  de  la  obra  france- 
sa qae  toma  como  modelo,  procarando  poner  en  armonía  su 
doctrina  con  las  prescripciones  de  la  legislación  española  (1). 

A  pesar  de  «sto  defecto,  el  trabajo  de  Bacardí,  qae  se  dis- 
tingae  por  sas  buenas  condiciones  didácticas,  generalizando 
en  las  aulas  las  doctrinas  qae  habían  presidida  la  formación  de 
nuestro  Código  de  Comercio,  ha  prestado  grandes  servicios  en 
la  enseñanza  y  representa  dignamente  en  noestra  literatura 
ese  elemento  de  imitación  y  asimilación,  que  viene  á  consti-* 
tuir  el  necesario  antecedente  de  todo  renacimiento  jurídico. 
Los  antiguos  elementos  nacionales  no  respondían  á  las  nuevas 
necesidades  que  el  progreso  económico  jurídico  había  creado, 
j  de  la  propia  manera  que  habíamos  podido  formar  un  buen 
Código,  utilizando  las  doctrinas  de  la  legislación  francesa,  de 
tal  modo,  que  la  asimilación  habría  sido  completa;  también  po- 
díamos y  debíamos  llevar  á  nuestras  Universidades  las  teo- 
rías de  los  jurisconsultos  franceses  y  aprovechar  sus  profundas 
enseñanzas,  cuidando,  sin  embargo,  de  no  convertirnos  en 


8ido  adicionadas  por  el  conocido  y  eminente  mercantilista  D.  Mannel  Duran 
y  Bae. 

D.  Pablo  Gonsáles  Huebra,  Cuno  de  Derecho  mercantil.  Madrid,  1868-54.  Bar* 
eelona,  18G8.  Kadríd,  1867. 

D.  José  Rabio  Lopes,  Novinimo  manual  de  Derecho  mereantü.  Madrid,  1867. 

D.  Mariano  Gsmreras  y  González,  Eletnento9  del  Derecho  mercantil  de  España. 
Madrid,  1860,  8.'  edioión.JMadrid,  1878. 

D.  Ednardo  Soler,  Manual  de  Derecho  mercantil.  Madrid,  188t. 
(1)     Bacardl,  ob.  oit.  £1  mismo  autor  reconoce  esta  falta  de  originalidad. 
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serviles  imitadores,  renunciando  en  absoluto  á  todo  intento  de 
concepciones  originales. 

Mas,  por  fortuna,  esta  tendencia  á  la  emancipación  de  ex- 
tranjeros yugos,  siquiera  sean  científicos,  tan  natural  en  el 
genio  español,  se  manifiesta  en  las  dos  más  importantes  obng 
de  nuestra  literatura  jurídico-comercial.  Son  éstas,  síq  dispa* 
ta,  las  Instituciones  de  Derecho  mercantil^  de  Martí  de  Eixalá, 
7  el  Curso  de  Derecho  mercantil^  de  González  Huebra  (1). 

Dedicadas  ambas  á  la  enseñanza  universitaria  y  represen- 
tando una  y  otra  la  dirección  genuinamente  española  de  kM 
estudios  de  Derecho  mercantil  en  la  primera  mitad  del  pn- 
senté  siglo,  ofrecen,  no  obstante,  caracteres  bien  diversos. 

Escrita  con  gran  alteza  de  miras  la  obra  de  Martí  de  Eiii- 
lá,  distingüese,  en  cuanto. á  la  forma,  por  una  notabilíflimft  7 
original  sistematización  de  la  doctrina,  y,  respecto  al  fondo, 
por  la  íntima  unión  de  los  elementos  económico  y  jarídico  7 
por  las  excepcionales  condiciones  didácticas  de  su  ezpoBieiáa 
clara  y  elemental  del  Derecho  español.  Satisface,  pues,  \u 
exigencias  del  científico  y  las  necesidades  de  la  enseñanza. 

Apártase  también  el  trabajo  de  Oonzález  Huebra  del  fom- 
do  molde  de  la  ley,  pero  las  modificaciones  que  introduce  en 
el  método  predeterminado  adolecen  de  timidez  y  no  se  cañe- 
terizan  por  su  originalidad:  expone  con  claridad  la  doclnot 
legal,  pero  descuida  la  indagación  y  enunciación  <le  los  prin- 
cipios, y  no  se  preocupa  de  la  fusión  del  elemento  econóniico 
en  el  jurídico:  en  cambio,  presenta  con  gran  lucidez  las  más 
grayes  cuestiones  prácticas  y  las  resuelve  con  imparcial  y  rec- 
to juicio.  Atiende,  pues,  á  las  necesidades  de  la  práctica,  y  no 
descuida  las  exigencias  de  la  enseñanza  en  lo  que  se  refí^al 
conocimiento  del  Derecho  positivo. 

La  superioridad  de  la  primera  está  en  su  carácter  esencial- 
mente científico  y  en  él  plan  orgánico  que  desenvuelve.  La 


i\)     Marti  de  Eixalá,  ob.  cit.  Baroelona,  1848. 
Oonzálex  Huebra,  ob.  cit.  Madrid,  185^-64. 
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segunda  recobra  el  terreno  perdido,  cuando  se  trata  de  expo- 
ner é  interpretar  el  derecho  escrito  y  de  resolver  las  dudas 
que  surgen  de  su  aplicación^  No  se  excluyen  la  una  á  la  otra; 
antes  por^l  contrario^  en  una  síntesis  superior  se  completan 
y  armonizan. 

Martí  de  Eixalá  divide  su  obra  en  cuatro  libros.  El  prime- 
ro  constituye,  bajo  el  título  de  Prolegómenos^  una  verdadera 
Iitíroducción  bI  estudio  del  Derecho  mercantil:  es  una  notable 
investigación  de  los  principios  en  que  se  fundamenta  esta 
rama  de  la  ciencia  jurídica,  determinando  la  naturaleza  del 
fenómeno  sobre  que  recae,  y  el  orden  y  las  causas  porque  los 
diferentes,  contratos,  así  como  las  instituciones  y  personas 
auxiliares,  van  apareciendo  en  la  esfera  del  comercio  y  los  efec- 
tos que  su  aparición  produce:  enlaza  este  estudio  con  la  histo- 
ria del  Derecho  mercantil,  y  deriva  de  estos  precedentes,  á  ma- 
nera de  corolarios,  los  principios  fundamentales  de  cuya  inda* 
gación  se  trata.  En  el  libro  segundo,  después  de  fijar  los  ac- 
tos que  se  reputan  de  comercio,  presenta  la  doctrina. referente 
al  comerciante  y  á  sus  auxiliares.  El  tercero  está  dedicado  á 
los  contratos  /undameníales  y  auxiliares  del  comercio,  subdi- 
vidiendo  éstos  en  auxiliares  del  comercio  en  general,  del  co  - 
mercio  terrestre  y  del  marítimo,  y  concluye  exponiendo  las 
obligaciones  que  se  producen  entre  las  personas  auxiliares  del 
comercio  y  los  que  se  valen  de  su  ministerio  ó  servicio.  Por 
último,  el  libro  cuarto  contiene  la  doctrina  referente  á  los  me- 
dios ya  directos,  ya  indirectos,  ya  especiales  en  el  caso  de 
quiebra,  de  asegurar  el  cumplimiento  do  las  obligaciones  mer- 
cantiles. 

Unas  nociones  preliminares,  ligeramente  escritas,  consti- 
tuyen la  Introducdán  de  la  obra  de  González  Huebra.  Divíde- 
se ésta  en  tres  libros:  el  primero  trata  del  comercio,  de  los  co- 
merciantes y  de  los  agentes  auxiliares:  el  segundo,  de  las 
obligaciones  y  contratos  que  clasifica,  atendiendo  á  las  diferen- 
tes leyes  á  que  están  sujetos,  en  comunes  con  el  Derecho  civil 
y  peculiares  del  mercantil  (seguros,  cambio),  subdividiendo 
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los  primeros,  en  contratos  que  preparan  otras  operaciones  mer- 
cantiles (sociedad,  préstamo,  comisión),  contratos  coustUítüwt 
del  comercio  (compraventa,  permuta),  y  contratos  aceumot 
(fianza,  depósito,  transporte);  y  por  último,  el  libro  tercm 
está  dedicado  al  estudio  del  comercio  marítimo.  CJomo  se  Te, 
González  Huebra  elimina  de  su  trabajo  el  tratado  de  quiebru, 
por  considerarle  parte  integrante  del  Derecho  procesal. 

Resumen  estas  dos  obras  de  los  estudios  jurídico-mercantí- 
les  en  España,  durante  la  primera  mitad  del  presente  sigfo, 
parece  natural  fueran  á  su  yez  punto  inicial  para  nueyoa  des- 
cubrimientos científicos;  mas,  en  esta  rama  del  Derecho,  no^ 
tra  literatura  ha  permanecido  estacionaria,  y  las  obras  doctrí- 
nales posteriores  á  los  trabajos  de  Martí  de  Eixalá  y  de  Gon- 
zalos Huebra,  no  han  rebasado  el  límite  por  éstos  trazado. 

El  Manual  de  Rubio  y  López  (1)  no  es  más  qne  un  oom* 
pendió  de  las  Instituciones  de  Martí  de  Eixalá  que,  ni  en  fondín 
ni  en  forma,  ofrece  noyedad  alguna;  y  los  Elementos  id  Dé- 
recho  mercantil  de  España^  de  D.  Mariano  Carreras  y  Gonzi* 
lez  (2),  como  toda  obra  que  tiene  por  fin  generalizar  el  cono- 
cimiento  de  una  ciencia,  se  distinguen  por  su  exposición  ckn 
y  fácil,  aspirando  únicamente  á  ser  un  sencillo  y  sucinto  k8q« 
men  de  trabajos  anteriores.  Sin  embargo,  el  Sr.  Carreras,  il 
adoptar  el  plan  seguido  por  Martí  de  Eixalá,  intenta  mejom- 
le,  introduciendo  algunas  oportunas  y  discretas  reformas.  Bs^ 
jpues,  una  obra  elemental  con  tendencia  sistemática. 

No  es,  por  consiguiente,  extraño  que  el  estacionamiento  de 
nuestra  literatura  jurídica  haya  producido  un  verdadero  des- 
equilibrio entre  los  estudios  de  Derecho  mercantil  en  España 
y  los  grandes  progresos  realizados  por  la  ciencia  y  la  legisla- 
ción en  la  Europa  moderna,  sobre  todo  en  los  últimos  veinte 
años.  Así  es  que,  si  el'Código  de  1829,  en  lucha  abierta  coa 
las  costumbres  comerciales  y  las  exigencias  científicas,  proTO*^ 

(1)  NutUimo  Manual  de  Deret^  mercantü.  Madrid,  1867. 

(2)  Tercera  odioión.  Kadrid,  187B. 
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CE  la  necesidad  de  una  reforma,  los  trabajos  doctrínales  exis- 
ten tes,  por  muy  estimables  que  fueran  hace  treinta  años,  no 
pueden  hoy  satisfacer  las  aspiraciones  del  científico,  ni  acudir 
á  las  necesidades  de  la  práctica.  . 

LdLjlmta  mercantilj  las  marcas  ie  fábrica  y  dé  comercio,  el 
contrato  de  edición,  las  sociedades  cooperativas^  los  cheques^  la 
cuenta  corriente^  la  hipoteca  naval,  la  moratoria.,,  son  instita» 
cienes  preteridas  en  esas  obras,  y  que  yiven,  no  obstante,  en 
las  costombres  del  comercio,  exigen  an  detenido  estudio,  y 
dan  lugar  á  cuestiones  prácticas  que  ha  de  resolver  la  pericia 
de  los  Letrados  ó  la  justicia  de  lod  Tribunales. 

¡Y  cuántas  nuevas  cuestiones  se  suscitan  para  el  juriscon- 
sulto cuando  aplica  su  actividad  al  estudio  de  la  ciencia  jurí- 
dico-comercial  moderna!  Ta  se  trata  de  aquilatar  la  eficacia  y 
transcendencia  de  la  teoría  de  la  sustantividad  del  Derecha 
mercantil  ó  de  resolver  el  problema  fundiendo  el  Derecho  mer- 
cantil en  el  civil  en  un  Código  de  la  contratación]  ya  se  presen- 
ta, al  lado  del  sistema  de  Uyes  territoriales^  el  ideal  de  las  leyes 
internacionales;  ya  hay  necesidad  de  estudiar  los  diferentes  sis- 
temas  cambiarlos  y  de  decidir  si  ha  de  triunfar  sobre  el  anti- 
guo cam¡bio  irayecticio  la  invasora  teoria  alemana,  6  si  se  ha  de 
modificar  ésta  al  contacto  de  la  doctrina  inglesa;  ya  aparecen 
los  difíciles  problemas  de  la  inmoviUzacián  de  los  valores  mo- 
viliarios  y  de  la  movilización  de  los  bienes  inmuebles,  del  segU' 
reforzóse,  del  segwro  por  el  Estado,..]  ya,  por  último,  la  exten- 
.8Í6n  siempre  creciente  de  las  relaciones  comerciales  enke  ios 
diferentes  pueblos,  los  medios  de  comunicación,  cada  día  más 
poderosos  y  eficaces,  y  la  tendencia  á  la  formación  de  leyes 
internacionales  hacen  necesario» substituir  al  estudio  del  Dere» 
eho  nacional  un  estudio  de  Legislación  comparada  que,  vinien- 
do en  auxilio  del  jurista  para  resolver  los  más  importantes  pro- 
blemas de  la  ciencia;  y  para  decidir,  en  ocasiooes,  las  más 
complicadas  cuestiones  prácticas,  prepare  al  mismo  tiempo  las 
reformas  legislativas,  imprimiendo  en  éstas  la  irresistible  ten- 
dencia á  la  unidad  que  carecteriza  hace  tiempo,  en  lo  que  se 
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refiere  á  esta  rama  del  Derecho^  los  más  notables  trabajos  de 
los  jurisconsultos. 

Ahora  bien:  ¿pueden  bastar  para  satisfacer  todas  estu 
apremiantes  necesídailes  del  estudio,  de  la  enseñanza  y  déla 
práctica  nueyas  ediciones  de  obras  ya  anticuadas,  auüque  se 
las  agreguen  importantes  aditamentos  de  reputados  profesores? 
No,  no  es  posible  que  simples  adiciones,  por  muy  notables  qne 
sean,  si  respetan  la  obra  primitiva,  transformen  ésta  de  tal 
manera  que  la  coloquen  en  las  condiciones  que  los  modemoi 
progresos  demandan. 

(Se  caníinuará.) 

Rafael  de  Ureña  t  Smenjaud. 


LA  EVOLUCIÓN  Y  LA  REVOLUCIÓN  EN  EL  DERECHO 


Puesto  que  el  Derecho,  como  se  ha  dicho  por  Lerminier, 
es  la  YÍda,  y  ésta  una  sucesión  de  cambios,  la  ciencia  jurídica 
y  las  legislaciones  que  consignan  sus  progresos  están  sujetas 
al  poder  de  las  circunstancias,  y  estas  modiñcacíones  con^i- 
toyen  el  adelanto  en  la  teoría  y  en  la  práctica.  El  Derecho  na- 
tural prescribe. corto  número  de  reglas  inflexibles,  que  no  son 
bastantes  para  todas  las  relaciones  de  los  hombres  y  de  los 
pueblos,  y  al  Derecho  constituido  incumbe  la  tarea  de  exten- 
der y  aplicar  aquéllas  á  los  casos  particulares.  Su  conjunto 
forma  los  Códigos,  y  su  modificación  las  evoluciones  y  las  re- 
Tolaciones  de  que  Tamos  á  tratar;  aquéllas  debidas  á  lentos  y 
bien  preparados  cambios  de  la  opinión  pública;  éstas  casi  siem- 
pre extrañas  á  ella,  y  además  impuestas,  ó  por  el  Poder  le- 
gislativo, sin  la  conveniente  preparación,  ó  por  desordenados 
movimientos  de  las  turbas  populares. 

No  es  muy  antigua  la  diferencia  observada  entre  las  evo- 
luciones y  las  revoluciones,  y  aun  el  uso  de  estas  palabras  es 
moderno.  La  escuela  histórica  en  materia  de  codificación  se 
decide  por  las  primeras,  y  la  filosófica  por  las  segundas.  .La 
evolución  no  aparece  sino  cuando  es  viable;  la  revolución, 
cuando  quiera  que  place  al  Magistrado  imponerla.|  Los  resul- 
tados de  unas  y  otras  son  también  muy  diferentes;  los  pue- 
blos dotados  del  don  de  mando,  los  que  se  han  distinguido  en 
la  esfera  del  Derecho,  jamás  hah  apelado  á  las  revoluciones 
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para  coDseguir  progresos  jurídicos.  La  eTolnción  deja  siempre 
huellas  profundas  en  la  constitución  de  las  naciones,  en  el  de- 
recho familiar  y  en  el  de  propiedad,  mientras  las  revolncfonei 
suelen  pasar  como  torrentes,  arrastrando  consigo  bienes  j  inf- 
les, suscitando  á  su  paso  contradicciones,  fundadas  en  particu- 
lares intereses  más  que  en  los  dictados  de  la  sana  raztfn.  La 
ciencia  prepara  la  evolución,  y  tiene  que  admitir  las  revoló* 
cienes  como  punto  de  partida  de  sus  progresos;  Roma  y  \i 
Gran  Bretaña  son  los  grandes  modelos  del  primero  de  estos 
procedimientos;  Atenas  y  Francia  los  países  más  caracteriza- 
dos por  el  empleo  del  segundo. 

Como  se  ve,  no  son  los  climas  ni  las  razas  las  causas  de(e^ 
minantes  de  la  elección  de  sistema,  sino  más  bien  el  respeto 
con  que  los  individuos  y  los  pueblos  miran  las  legislaciones, 
una  vez  establecidas,  y  la  educación  jurídica  y  política  que 
unas  á  otras  se  legan  las  generaciones.  Cuando  un  pueblo  ee 
cree  destinado  á  grandes  empresas,  suele  ser  paciente  en  m 
experiencias  y  muy  poco  inclinado  á  cambios  repentinos;  pare- 
ce que  le  comunica  la  Providencia  algo  de  su  sabia  lentital 
Guando,  por  el  contrario,  se  apasiona  por  los  brillantes  idea- 
les belicosos  ó  pacíficos,  entonces  infunde  en  sus  hombres  po- 
líticos el  espíritu  de  innovación,  hace  y  rehace  constantemente 
sus  Códigos,  eleva  una  eterna  tribuna  en  medio  de  su  foro, 
convierte  las  discusiones  en  tempestades  preñadas  de  rayos,  y 
suele  desdeñar  como  preocupaciones  las  creencias  de  la  anti- 
güedad. En  sus  formas  de  gobierno  varía  tanto  como  en  la  or- 
ganización de  la  familia,  y  suelta  la  rienda  á  cuantas  diversas 
opiniones  comparten  la  teoría  de  la  propiedad.  La^  naciones 
que  en  este  caso  se  hallan  suelen  centralizar  el  poder  en  po- 
cas manos,  que  sin  embargo  lo  retienen  breve  tiempo,  y  se  ven 
continuamente  amenazadas  en  su  posesión.  Cuando  son  fre- 
cuentes las  revoluciones,  son  largas  las  dictaduras;  en  tales 
sociedades  se  levantan,  como  por  una  especie  de  necesidad  pe- 
riódica, los  Pericles  y  los  Bonapartes;  el  sufragio  popular  se 
concede  fácilmente,  pero  se  falsea  y  violenta  con  gran  btí&- 
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dad.  Los  pueblos  atraídos  á  sa  órbita^  copian  las  institacíones 
que  aquéllos  les  ofrecen;  pero  sin  yerdadera  razón^  las  desfi- 
g^uran^  las  empeoran^  y  no  consiguen  darles  mucha  duración. 
Suelen  ser  también  los  pueblos  más  violentamente  conmovidos 
por  los  sistemas  filosóficos;  patria  de  los  grandes  oradores  y 
poetas,  tan  generalmente  escasos  en  hombres  políticos  de  ver- 
dadera importancia,  cuyas  obras  desafían  el  transcurso  de  los 
siglos  y  se  imponen  á  las  veleidades  de  la  opinión. 

El  primer  pueblo  en  qaien  se  presentan  los  caracteres  opuesk 
tos,  es  él  romano  entre  los  occidentales.  Allí,  el  imperio  de  la 
tradición  en  las  leyes  fué  de  tan  remota  fecha  como  el  principio 
de  la  nación.  De  otro  anterior,  que  fué  el  ¿brusco,  tomó  la  or- 
ganización política,  y  ésta  siguió  viviendo  entre  los  latinos,  & 
pesar  del  cambio  de  las  instituciones^  de  los  crímenes  de  los 
g^obernantes  y  de  la  misma  revolución  que  expulsó  á  los  Be- 
yes. El  nombre,  el  número  y  la  duración  de  la  Magistratura  . 
distinguía  de  aquéllos  á  los  Cónsules,  quedando,  por  otra  par- 
te, íntegra  á  los  nuevos  funcionarios  la  extensión  del  poder. 
Guando  la  república  se  transforma  en  imperio,  éste  reúne  to- 
das las  magistraturas  antiguas  y  con  ellas  se  constituye  la 
nueva;  el  nombre  de  república,  sin  embargo,  no  perece,  como 
tampoco  desapareciera  en  la  pasada  época,  puesto  que  se  con- 
servó en  un  sacerdote  el  nombre  de  rey.  Los  Emperadores  se 
hicieron  mis  tarde  cristianos,  y  como  tales  pasaron  á  ser  sub- 
ditos en  vez  de  superiores  y  jefes  de  la  nueva  religión;  mas  no 
fle  crea  que  por  eso  renunciaron  á  la  denominación  de  Pontífi- 
ees  qae  llevaron  hasta  Graciano.  Pereció  Roma,  y  al  elemento 
latino  qne  se  conservó  en  el  imperio  alemán,  se  debió  la  pre- 
tensión de  llamarse  todavía  romano;  y  aun  el  mismo  estableci- 
miento de  los  Papas  en  la  Ciudad  Eterna  y  la  propagación  del 
derecho  de  aquel  pueblo  por  todas  partes,  vino  á  confirmar  á 
los  demás  en  la  opinión  de  qae  el  lábaro  y  el  águila  no  eran 
más  que  una  misma  bandera  de  perpetua  dominación.  Mudóse 
la  Sede  del  Sapremo  jerarca  de  Occidente  á  Oriente,  y  pasó  á 
Constantinopla  desde  Roma,  y  romanos  sígaieron  creyéndose 


534  REVISTA  DE  LEQISLAClÓN 

y  llamándose  los  bizantinos,  porque  la  diferencia  de  tiempos  j 
lagares  no  les  parecía  razón  bastante  para  considerarse  us 
pueblo  diferente  del  antiguo,  aunque  lo  fuese  en  realidad. 

Otro  tanto  podemos  asegurar  de  la  nación  inglesa,  cuj^ 
monarquía,  nobleza,  representación  popular  y  principales  iiit> 
tituciones  jurídicas  parecen  siempre  idénticas  á  las  prímitíras. 
Bl  Rey  es  el  primer  señor  feudal,  como  en  los  tiempos  de  Gui- 
llermo el  Conquistador  j  el  jurado  actual  oculta  sus  profond» 
raíces  en  los  más  remotos  siglos,-  el  Parlamento  reladoaa  n 
existencia  con  las'primeras  reuniones  de  los  hombres  libres, ; 
la  enseña  Nolumus  Uges  Añglia  mu6ari,  aparece  en  todas  par- 
tes como  el  pensamiento  unánime  de  la  nación.  Hay  sin  doda 
revoluciones  en  su  historia,  y  el  P.  D'Orleans  ha  podido  narrar- 
las, como  las  de  los  Romanos  Yertot;  pero  no  es  fácil  deseo* 
brirlas  más  que  estudiando  mucho  sus  instituciones,  que  ape- 
nas ofrecen  cambios  al  exterior.  Se  han  sucedido  en  su  terríts- 
rio  pueblos  invasores^  en  su  trono  varias  dinastías';  háose 
arruinado  ciudades  y  levantado  otras;  las.  ricas  se  han  empo* 
brecido;  y  las  miserables  convertido  en  verdaderos  emporios  de 
la  industria  y  del  comercio;  la  nobleza  de  los  primeros  tiempos 
ya  no  existe,  puesto  que  la  mayor  parte  no  cuenta  más  aa- 
tig^edad  que  la  del  siglo  decimoquinto,  y  &  pesar  de  todo  esto, 
no  hay  una  institución  en  la  Gran  Bretaña  que  no  reconozea 
remotos  orígenes,  ni  en  su  constitución  un  cambio  que  no  Yea- 
ga  disfrazado  con  alg^n  resto  de  leyes  ó  costumbres  antiguas, 
formando  á  las  veces^  entre  lo  vetusto  y  lo  nuevo,  conjuntos 
que  parecen  monstruosos  á  juicio  de  las  naciones  del  Continen- 
te. El  Senado  romano,  que  llegó  á  recibir  enjan  seno  galos,  es- 
pañoles, africanos,  bárbaros,  y  el  Parlamento  británico  qoe 
también  ha  sufrido  glandes  modificaciones,  tuvieron  8Í6.mpr6  la 
misma  política,  gracias  á  la  cual  él  Oobierno  de  ambos  paíMS 
jamás  perdió  su  admirable  unidad.  Aquel  Senado  se  degradó 
hasta  decretar  honores  divinos  á  los  monstruos  mayores  qas 
han  conocido  los  siglos;  este  Parlamento  se  arrastró  durante 
ona  centuria  á  los  pies  de  los  Tudor,  y  sin  embargo,  la  hami- 


LA  EYOLÜOIÓN  T  LA  BEVOLUOIÓN  EN  BL  DEBBOHO     53& 

Ilación  no  descendió  hasta  los  pueblos,  ni  manchó  el  lustre  del 
imperio,  ni  rebajó  el  prestigió  de  los  romanos  ni  el  de  los*  in- 
gleses ante  el  resto  de  la  humanidad.  Cambió  la  religión  ofi- 
cial de  la  Gran  Bretaña  como  había  cambiado  la  de  Roma,  y 
se  conservó  el  fausto  del  culto,  la  pompa  de  las  Catedrales,  se 
perpetuaron  en  su  parte  externa  los  recuerdos  de  la  creencia 
antigua,  el  derecho  canónico  y  los  Tribunales  eclesiásticos  no 
se  proscribieron;  las  leyes  que  habían  venido  elaborando  los 
siglos  no  se  reunieron  en  Códigos;  las  revoluciones,  del  Conti- 
nente se  estrellaron  en  las  playas  de  las  islas,  y  las  cuestiones 
suscitadas  por  las  leyes  agrarias,  que  en  otras  partes  hubieran 
arruinado  el  país,  ni  en  la  Gran  Bretaña  ni  en  Roma  hicieron 
más  que  mantener  despiertas  las  fuerzas  y  en  saludable  movi- 
miento el  espíritu  público. 

La  volubilidad  del  carácter  ateniense  ya  está  retratada  en  el 
mito  de  la  fundación  de  la  ciudad.  Neptuno,  para  darle  nombre 
y  asegurarle  su  producción,  con  un  g^lpe  de  su  tridente  hizo 
salir  de  la  tierra  un  vigoroso  corcel;  y  Minerva,  la  diosa  virgen» 
un  olivo  del  suelo  que  hirió  con  su  lanza.  Lo  primero  pareció 
bien^  y  todos  los  sufragios  estaban  á  favor  del  numen  del  mar: 
lo  segundo  mejor,  y  todos  siguieron  á  Minerva;  despuós  se  hizo 
con  los  oradores,  filósofos  y  políticos,  lo  mismo  que  con  los  dio- 
ses. Así  es  que  todos  los  enemigos  de  Atenas  ganaban  en  lides 
con  ósta,  dividiendo  los  pareceres  de  los  ciudadanos.  Quien  ha* 
biaba  mejor  ó  más  á  gusto  del  pueblo  era  dueño  de  todo;  Atena» 
era  el  paraíso  de  los  intrigantes.  El  día  que  treinta  tiranos  ven- 
didos á  los  extranjeros  quisieron  dominarla,  impusiéronle  el 
más  ignominioso  yogo.  Dracón  y  Solón  le  daban  como  querían 
y  cuando  querían  las  más  opuestas  legislaciones.  Los  tratado» 
de  paz  que  celebraban  los  atenienses  con  pueblos  menos  cul- 
tos, solían  ser  contrarios  á  los  compatriotas  de  Píristrato;  Solón, 
fingiéndose  loco,  los  arrastraba  á  expediciones  aventuradas,  ó 
los  retraía  de  ellas;  el  ostracismo  tan  pronto  caía  sobre  Arísti- 
des  como  sobre  la  hez  del  pueblo;  Milciad^s,  el  libertador  de  la 
nación,  perecía  en  un  calabozo  sin  que  nadie  protestara.  Cuan- 
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do  na  general  los  estímalaba  á  la  navegación,  todo  era  cnidar 
del  «puerto,  armar  naves,  presentar  batallas;  cuando  otro  bg 
persuadía  de  la  ventaja  |de  los  ejércitos  terrestres,  odiaba  la 
navegación;  eran  los  atenienses  cínicos  con  Diógeaes,  mk- 
tropos  con  Timón,  filósofos  con  Sócrates,  justos  coa  Arístídei, 
corrompidos  con  Alcibiades;  eran  el  verdadero  moDBtraode 
cien  cabezas  ante  cuyos  rugidos  temblaba  y  se  declaraba  m- 
cida  toda  la  elocuencia  de  nn  Demóstenes. 

¿Y  qué  diremos  de  Francia,  que  ni  con  Luis  XIY,  nicoalíi- 
poleón  III  ha  descansado  jamás  ni  dejado  que  descanse  Baropa? 
Dividido  el  país  en  dos  grandes  partes,  una  regida  por  el  dere- 
cho llamado  eseríio,  y  otra  por  el  coasmtuiinariOf  llegado  el  oa- 
mentó  de  la  dictadura  encargada  á  un  general  victorioso,  la 
espada  les  impuso  una  sola  ley,  un  Código  general,  come  eoi 
el  dominio  de  una  república  enemiga  de  la  religión  se  proscri- 
ben de  las  escuelas  todos  los  emblemas  de  la  religióa  caidüa 
La  centralización  cree  obrar  prodigios,  y  todas  las  fornusá» 
gobierno  son  igualmente  centralizadoras.  Hemos  preferido  ci- 
tar, antes  que  ningún  otro,  el  concepto  jurídico,  porqaeelCií' 
digo  de  Napoleón,  que  después  han  admitido  tautas  nadoiies, 
más  ó  menos  modificado,  no  es  fruto  de  una  evolacióo,  n&o 
de  una  revolución  en  el  derecho;  y  tan  violenta  fué  la  modü- 
cae  ion  de  la  ley  civil,  como  la  destrucción  de  los  prinlegiosie 
la  noble/.ay  del  clero  en  la  célebre  .noche  del  4  de  Agosto,  b 
sucesión  de  cambios  políticos  de  toda  especie  enelTecÍQOpv>f 
no  os  comparable  con  la  que. puede  observarse  ea  losdemii 
del  Continente.  La  organización  judicial,  el  sistema  represen- 
tativo, el  sufragio  en  todas  sus  formas,  la  representaci($aiiaci9- 
nal,  nada  encuentra  su  constitución  definitiva,  nada  tiene  ia3 
verdaderos  orígenes  en  l'a  república  antes  de  1789;  ea  la  ^' 
narquía,  tal  como  en  nuestros  tiempos  se  admite  antes  de  181^ 
á  1830.  El  imperio  segundo  no  tuvo  las  bases  que  el  primero^ 
ni  la  república  actual  es  parecida  á  las  dos  anteriores.  Elúltíoio 
período  napoleónico,  en  dieciocho  años,  tuvo  desfases  bienDl^ 
cadas,  y  el  medio  mismo  que  sirvió  para  dar  principio  á  la pri- 
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vnera,  cauaó  la  destrnccíón  de  la  segunda.  Earopa  conoce  esta 
•debilidad  del  espíritu  francas,  ya  observada  por  César:  los  his* 
Criadores  antiguos  decían  qae  los  galos  al  concluir  de  las  bar 
tallas  eran  menos  que  mujeres,  y  al  comenzar  de  las  mismas 
fie  mostraban  más  que  hombres.  Francia  ha  querido  serpoten- 
-cia  colonial  de  primer  orden,  y  apenas  en  algunos  breves  pe* 
TÍodos  lo  ha  conseguido;  parece  que  la  Providencia  que  en  mu- 
chas ocasiones  le  ha  concedido  con  franca  mano  el  don  de  la 
iaapiracidn,  le  ha  negado  el  de  la  perseverancia.  En  la  propa* 
gación  de  las  ideas  que  apadrina  semeja  al  apóstol;  mas,  en  su 
•defensa,  carece  de  la  constancia  y  del  valor  de  los  mártires. 

Por  más  que  los  dos  sistemas  de  la  evolución  y  de  la  revo- 
lución tengan  sus  partidarios,  y  uno  y  otro  cuenten  por  mode- 
los grandes  ejemplos  históricos,  el  primero  es  el  único  suscep- 
tible de  producir  verdaderos  adelantos.  Es  el  propio  de  la  na- 
turaleza y  el  más  digno  del  espíritu  humano.  Guando  el  ro- 
mano Locio  Mutnio  tomó  y  saqueó  la  ciudad  de  Ck)rinto ,  de 
tantas  preciosidades  como  allí  se  encerraban ,  de  fragmentos 
de  los  metales  fundidos  en  el  incendio  se  formó,  según  decíau 
los  antiguos,  un  nuevo  metal  que  se  prefería  por  los  magnates 

0 

«1  oro  y  á  la  plata.  Guando  los  eclécticos  toman  parte  de  una 
iostitución  extranjera  y  parte  de  otra  para  reformar  las  de  sa 
país,  todo  puede  salir  de  semejante  operación,  menos  un  resul- 
tado que  se  parezca  al  de  la  mezcla  de  los  metal.es  en  Gorinto. 

El  procedimiento  de  la  evolución  en  el  derecho  transforma 
de  tal  manera  las  doctrinas  y  las  instituciones,  que  los  restos 
de  lo  antiguo  no  impiden  los  buenos  efectos  que  se  esperan  de 
lo  nuevo;  ;y  esto  es  necesario,  porque  ya  en  el  Evangelio  se 
ha  dicho  que  si  se  remienda  lo  viejo  con  paño  nuevo,  éste 
lleva  tras  de  sí  aquél,  y  el  vestido  se  pierde  y  queda  inútil. 

Sí  se  recuerda  ht  historia  de  Pedro  el  ^  Gran  de  de  Rusia,  se 
comprenderá  fácilmente  que  la  evolución  es  el  único  merlio 
capaz  do  reformar  la  constitución  de  un  pueblo.  El  Czar  quiso 
civilizar  al  suyo,  pero  fué  por  el  empleo  de  la  fuerza  y  dedi- 
•cando  igual  empeño  á  la  fundación  de  la  Capital  y  á  la  crea- 
Touo  73  35 
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ción  de  la  marina  qae  á  la  reforma  de  los  trajes  y  al  cortsdr 
las  barbas.  Mientras  los  sucesores  de  Pedro  no  yariaron  de  con- 
dncta,  la  civilización  del  Imperio  ruso  presentó  el  mismo  aspee* 
to  de  las  plantas  conservadas  en  invernaderos. 

Los  antiguos  sistemas  de  gobierno  diferían,  entre  otras 
cosas,  de  los  actuales,  en  que  el  poder  leg'islatíuo  no  estii» 
obligado  á  funcionar  casi  mecánica  y  reglamentariamente 
cierto  número  de  meses  cada  aüo.  No  quiere  esto  decir  que  t^ 
nemos  nosotros  cuantas  leyes  necesitamos,  ni  qae  falta^n  á 
los  antiguos;  indicamos  esta  circunstancia  para  explicar  de 
quó  manera  no  se  deja  tiempo  á  los  cambios  por  evolatída  ea 
el  terreno  del  derecho,  con  la  no  interrumpida  modifícadóB 
de  las  leyes.  Cada  partido  pone  en  acción  esta  máquina  legis- 
lativa, y  cada  uno  segán  Isus  particulares  intereses,  errores  I 
opiniones  sobre  la  materia.  No.  de  otra  suerte  cada  orador  mo- 
vía en  direcciones  opuestas  las  voluntades  del  pueblo  atenieise. 
La  renovación  de  las  leyes  parece  un  fenómeno  moral  de  cur- 
ta ópoca  del  año,  como  la  caída  de  las  hojas  ó  la  recolecddade 
las  mieses. 

Ciertos  jurisconsultos  filósofos  han  tratado  de  prednr 
cuántos  años  debían  transcurrir  desde  la  promulgacióa  le 
una  ley  hasta  su  modificación  ó  derog^ión;  y  por  lo  míame 
que  los  fenómenos  del  mundo  moral  no  se  rigen  por  la  mkm 
periodicidad  que  los  del  físico,  no  han  podido  convenir  eaU 
resolución  del  problema.  Instituciones  en  apariencia  tan  coc- 
trarias  al  derecho  natural  como  algunas  de  Licurgo,  el  reparto 
de  las  tierras  en  suertes  iguales,  la  reglamentación  de  las  r^ 
laciones  conyugales,  el  uso  de  las  monedas  que  permitió  áss 
pueblo,  excluyendo  el  uso  de  los  metales  que  todos  los  áemi» 
empleaban,  labraron  durante  siglos  la  felicidad  de  Espart^ 
y  no  bien  se  variaron  por  revoltteiónj  comenzó  la  decadencia  t 
no  tardó  en  consumarse  la  ruina  del  pueblo.  El  chino  hi 
subsistido  siglos  y  siglos  con  un  gobierno  que  en  rigor » 
el  familiar  y  patriarcal  aplicado  á  centenares  de  millones  de 
hombres;  la  nación  ateniense,  que  era  una  hormiga  ea  com- 
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paración  de  este  coloso,  tuvo  por  evoloción  muy  pocas  y  por 
revolución  infinitas  modificaciones  en  sos  leyes.  No  pueden,  i 

por  consiguiente,  darse  reglas  generales  para  semejantes  cam- 
bios; pero  sí  confiar  al  buen  sentido  de  los  gobiernos  y  de 
los  pueblos  la  designación  del  momento  en  que  la  ley  es  mala 
sólo  por  ser  antigua,  y  en  que  la  nueva  comienza  á  ser  buena 
sólo  por  ser  roción  promulgada;  esto  es,  el  punto  y  hora  preci- 
sos en  que  la  evolución  en  el  derecho  debe  aparecer,  y  fuera 
de  los  cuales  los  cambios  sólo  por  el  opuesto  procedimiento  son 
posibles. 

Los  físicos  y  matemáticos  jamás  emplean  la  palabra  revO' 
ludan  para  expresar  movimientos  desordenados,  sin  ley  fija  ni 
constante^  y  otro  tanto  debieran  hacer  los  jurisconsultos  y  po- 
líticos. La  etimología  de  esta  palabra  tampoco  envuelve  nin- 
gún concepto  de  confusión  ni  desorden.  Nosotros  estamos  con- 
vencidos de  que  si  el  lenguaje  científico  pudiese,  como  debe- 
ría, sobreponerse  al  vulgo^  evolución  y  revolución  serían  pa- 
labras sinónimas,  y  cualquiera  de  ellas  podría  emplearse  por  la 
otra  en  los  estudios  filosóficos  y  jurídicos. 

Antonio  Balbín  de  Unqubra* 


ESTADÍSTICA  CIVIL 


ANUARIO  DE  1887 

(C9ntiu»ión.) 

El  cuadro  IV,  último  de  la  segunda  parte  del  AanariOy  con- 
tiene la  clasificación,  por  materias  del  derecho  civil  sustanfíro, 
Código  de  Comercio  y  leyes  especiales,  de  los  asuntos  qoe  ter- 
minaron en  los  Juzgados  de  primera  instancia  durante  el  cita- 
do año,  cuyas  cifras  más  importantes  damos  ¿  continuadla. 

■ 

DBaSCHO  OIYIL  SUSTANTIVO 

Personase 

Derechos  y  obligaciones  entre  marido  y  mujer,  54;  praetos 
de  la  filiación  de  los  hijos  legítimos,  2;  hijos  legitimadoe,  2; 
reconocimiento  de  hijos  naturales,  13;  efectos  de  la  patria  po- 
testad respecto  á  la»  personas  de  los  hijos,  17;  peculio  adven- 
ticio, 1;  declaración  de  ausencia,  1;  tutela  de  menores,  2;  có- 
ratela ejemplar,  4;  tutela  de  pródigos,  2;  personas  inhibüei 
para  ser  tutor  y  curador  y  su  remoción,  4;  cuentas  de  tot^ 
la,  16;  restitución  in  integrum^  2. 

« 

Cosas. — Propiedad. 

Deslinde  y  amojonamiento,  5;  edificios,  ruinosos,  13;  conce- 
sión de  bienes,  23;  dominio  de  las  aguas,  36;  aprovechamiento 
de  las  aguas  de  dominio  privado,  1;  adquisición  de  lapo3^ 
sión,  36;  efectos  de  la  posesión,  502;  usufructo,  7;  uso  y  habi- 
tación, 1;  servidumbres  en  materia  de  aguas,  26;  servidambrf 

*      Véase  l{i  pág.  430  de  esto  tomo. 


S8TADÍ8T10A   OlVlL  541 

de  paso^  95;  de  medianería,  25;  de  loces  y  yistas,  38;  de  pas- 
tos,  5;  desagüe  de  lod  edificiog,  1;  servidambres  volontarias,  5; 
acción  reÍTindicatoria,  333. 

Modos  de  adquirir  la  propiedad. 

Donación,  15;  Rnstitnción  de  herederos,  4;  fideicomiso,  1; 
legítimas,  50;  mandas  y  legados,  50;  albaceas  ó  testamenta- 
rios, 1;  revocación  é  ineficacia  del  testamento^  37;  sucesión  in- 
testada, 6;  viudedad  foral,  3;  cuarta  marital,  4;  dimisión  de 
bienes  con  arreglo  al  Código  repetiUe  prolectiones  ley  Hae  edie- 
taUj  1;  disposiciones  comunes  á  las  herencias  por  testamento  ó 
sin  él,  79;  bienes  sujetos  á  reservas,  1;  petición  de  herencia,  62; 
colación  y  partición,  87;  patronatos,  23;  mayorazgos,  11. 

Obligaciones. 

Obligaciones  en  general,  211;  imputación  de  pagos,  1;  pago 
por  cesión  de  bienes,  16;  compensación,  2;  donaciones  espon- 
salicias,  16;  dote,  27;  restitución  de  la  dote,  1;  bienes  de  la 
propiedad  de  cada  uno  de  los  cónyuges,  5;  liquidación  de  la 
sociedad  de  gananciales,  2;  contrato  de  compraventa,  603; 
retracto  convencional,  25;  retracto  legal,  37;  retracto  gentili- 
cio, 86;  permuta,  11;  arrendamiento  de  predios  rústicos,  262; 
arrendamiento  de  predios  urbanos,  177;  de  servicios,  135;  ser- 
vicio de  criados  y  trabajadores  asalariados,  36;  obras  por  ajus- 
te á  precio  alzado,  42;  mejoras  hechas  por  los  arrendatarios,  9; 
transportes  por  agua  y  tierra^  tanto  de  personas  como  de  co- 
sas, 2;  censo  enfitóutico,  74;  foros,  22;  raiassa  mortay  1;  censo 
consignativo,  40;  reservativo,  15;  sociedad  universal,  1;  par- 
ticular, 35;  con  personalidad  jurídica,  1;  mandato,  93;  présta- 
mo, 3.352;  depósito,  16;  secuestro,  4;  transacción,  9;  compro- 
misos, 53;  fianza,  22;  prenda,  1;  hipoteca,  659;  gestión  de 
negocios  ajenos,  1;  cobro  de  lo  indebido,  5;  obligaciones  que  na- 
cen de  culpa  ó  negligencia,  39;  prelación  de  créditos,  63;  pres- 
cripción del  dominio  y  demás  derechos  reales,  7;' acción  de  jac- 
tancia, 5. 
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CÓDIGO    DE  COliKBOIO' 

De  loB  comerciantes  y  del  Comercio  en  general.  Operacio- 
nea  de  Bolsa^  3. 

Contratos  especiales  de  Comercio.  Compañías  colecÜTas,^ 
en  comandita^  4;  anónimas,  4;  término  y  liquidación  de  lu 
Compañías  mercantiles,  6;  caentas  corrientes,  16;  comkióii 
mercantil,  3;  depósito  mercantil,  2;  préstamo  mercantíl,  14; 
compraventa  y  permuta  mercantiles,  168;  contrato  mercaotii 
de  transportes  terrestres,  10;  seguros  contra  incendios,  5;  de 
transportes  terrestres,  1;  afianzamientos  mercantiles,  2;  con- 
trato y  letras  de  cambio,  234;  libranzas^  vales  y  pagará  i  U 
orden,  211;  cartas- órdenes  de  crédito,  1. 

Comercio  marítimo.  Oficiales  y  tripulación  de  buqoes,  1; 
contrato  de  fietamento,  4;  contrato  á  la  gruesa  ó  préstamo  i 
riesgo  marítimo,  4. 

Suspensión  de  pagos»  quiebra  y  prescripciones.  Quie- 
bras, 16. 

LBT  HIPOTBOABIA 

Forma  y  efectos  de  la  inscripción,  3;  anotaciones  prerenti- 
Tas,  1;  extinción  de  la  inscripción  y  anotación  preyentiVs,  U; 
prescripción  de  la  acción  hipotecaria,  3;  hipoteca  por  bienes  re- 
seryables,  1;  por  razón  de  tutela  ó  curadoría,  1;  rectificacít^D 
de  los  asientos  del  Registro,  3. 

LEY   DE  EXPROPIACIÓN  FORZOSA 

Demolición  de  una  casa,  1. 

LEY  DE  PATENTES  DE  INTENOIÓN 

usurpación  de  patentes  de  inyención,  3. 
De  todos  estos  asuntos,  que  ascienden  en  total  á  8.575,  ter 
minaron  sin  sentencia:  por  transacción  ó  desistimiento,  2.528, 
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y  por  caducidad  de  la  instancia  116;  y  por  sentencia:  censen* 
tida^  absolviendo  al  demandado,  452;  condenándole,  4.062|'  por 
sentencia  apelada  absolviendo  al  demandado,  549;  y  condenán- 
dole 868. 


El  cnadro  I  de  la  tercera  parte  contiene  datos,  tan  intere* 
santes  como  útiles  en  la  práctica,  relativos  á  la  población,  ex- 
tensión y  organización  de  cada  unade  las  Audiencias  territo- 
riales.     . 


• 
«  « 


Son  objeto  del  cuadro  III  los  trabajos  realizados  por  todas 
las  Audiencias  territoriales  en  materia  civil  y  mercantil.  He 
aquí  las  cifras  totales. 

En  31  de  Diciembre  de  1886  babía  pendientes  en  todas  las 
Audiencias  2.169  asuntos;  durante  el  año  1887  ingresaron  3.969 
apelaciones  procedentes  de  los  Juzgados  de  primera  instancia 
y  se  incoaron  47  asuntos  en  las  Audiencias,  ascendiendo  en  to- 
tal á  6.185  los  asuntos  para  despachar.  De  éstos  se  despacha- 
ron 3.409  apelaciones  y  41  asuntos  incoados  en  las  territoria- 
lesT,  que  ascendieron  en  junto  á  3.450,  quedando,  por  consi- 
guiente, otros  2.735  asuntos  pendientes  de  despacho  al  termi- 
nar el  año  1887. 


» 


Según  los  datos  que  constan  en  el  cuadro  III,  clasificados 
por  el  jQ:ígado  de  que  procedían,  se  interpusieron  2.118  ape- 
laciones ante  las  Audiencias  territoriales,  de  las  cuales  termi- 
naron: sin  sentencia,  por  transacción  ó  desestimiento  280;  y  por 
-caducidad  de  la  instancia  149;  por  sentencia  confirmatoria  de 
la  del  Juzgado  1.131;  revocatoria  en  parte  195,  y  revocatoria 
totalmente  363.  De  estas  apelaciones  se  interpusieron  360  ante 
la  Aadiencia  de  Madrid,  64  ante  la  de  Albacete,  461  ante  la  de 
Barcelona,  ]38  ante  la  de  Burgos,  47  ante  la  de  Cáceres^  219 
ante  la  de  la  Gornña,  98  ante  la  de  Granada,  16  ante  la  de  las 
Palmas,  93  ante  la  de  Oviedo,  26  ante  la  dé  Palma,  55  ante  la 
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de  Pamplooa,  174  ante  la  de  Sevilla^  122  ante  la  de  Yalenda, 
215  ante  la  de  Valladolid,  90  ante  la  de  Zaragoza. 


«  * 


ClasiflcadoB  por  el  procedimiento  los  negocios  termÍDad» 
en  todas  las  Audiencias,  resultan: 

Libro  1. — Procedimiento  común  á  la  jarisdiccidn  coDtenci(H 
sa  y  á  la  voluntaria. 

Defensa  por  pobre,  14;  competencias  y  contiendas  de  joris- 
dicción,  14. 

Libro  IL — Jurisdicción  contenciosa.  Juicio  ordinario  de  m- 
yor  cuantía,  863;  de  menor  cuantía  474;  incidentes  6;  juicio de^ 
arbitros  y  de  amigables  componedores  3;  recursos  de  responn* 
bilidad  cítíI  contra  Jueces  y  Magistrados  2;  juicio  de  oMtUs- 
tato  2;  juicio  voluntario  de  testamentaría  8;  declaración  de  con- 
curso 3;  quiebra  3;  juicio  ejecutivo  277;  tercerías  133;  juicio  de 
desahucio  39;  alimentos  provisionales  25;  retractos  18;  inter- 
dicto de  adquirir  6;  de  retener  ó  de  recobrar  163;  deobraQQ^ 
va  16;  indeterminado  de  la  jurisdicción  contenciosa  3. 

Libro  III. — Jurisdicción  voluntaria.  Relevación  del  wgo 
de  curador  1;  elevación  á  escritura  pública  de  testamento  ó  co* 
dicilo  hecho  de  palabra  1;  informaciones  para  dispensa  de  lej 
1;  venta  de  bienes  de  menores  é  incapacitados  y  transaccida 
acerca  de  sus  derechos  2;  posesión  judicial  en  los  casos  en  que 
no  procede  el  interdicto  de  adquirir  1;  indeterminado  de  ii 
jurisdicción  voluntaria  13. 

Jurisdicción  voluntaria  en  negocios  de  comercio.  DepMto 
y  reconocimiento  de  efectos  mercantiles,  1. 

De  estos  asuntos,  cuya  suma  total  asciende  á  2.152,  danron: 
hasta  tres  meses,  524;  de  tres  á  seis,  620;  de  seis  á  dooe,  636; 
de  uno  á  dos  años,  241;  de  dos  á  tres,  55;  de  tres  á  cuatro,  20; 
de  cuatro  á  cinco,  9;  de  cinco  á  diez,  30;  de  diez  en  adelan- 
te, 17.  El  importe  del  papel  sellado  ihvertido  en  la  instaocá 
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fué:  papel  Bellado  por  valor.de  106.947,40  pesetas;  de  pobres» 
3.085,10,  y  de  reintegro  11.687,20. 


*  m 


Los  recursos  de  casación  preparados  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  legal  clasificados  f)or  materias,  ofrecen  las  si- 
gnientes  cifras  contenidas  en  el  cuadro  II:  Alimentos  provisio- 
nales, 5;  cesación  de  alimentos,  1;  filiación,  3;  reconocimiento 
de  prole,  5;  declaración  de  hijo  natural,  1;  entrega  de  un  niño, 
1;  entrega  de  hija,  1;  enajenación  de  bienes  de  menores,  1; 
abono  á  un  curador  de  intereses  de  capital  de  un  menor,  1; 
discernimiento  del  cargo  de  Curador  ad  dona,  1;  nombramien- 
to de  curador  ejemplar,  1;  modificación  del  cargo  de  curador, 
2;  cesación  del  cargo  de  curador,  1,*  ampliación  de  la  fianza 
del  tutor  y  curador  de  una  menor,  1;  apeo  y  prorrateo,  1;  de* 
rribo  de  un  balcón,  1;  división  de  bienes,  1;  de  fincas  comu- 
nes, 1;  propiedad  de  aguas,  1;  aprovechamiento  de  aguas,  3; 
prorrateo  de  aguas,  I;  interdicto  de  retener  j  recobrar,  3;  po«* 
sesión  de  bienes,  1;  reposición  de  terrenos,  1;  tercería  de  do- 
minio, i27;  usufructo,  1;  servidumbres,  8;  entrega  de  bienes,  1; 
reclamación  de  bienes,  1;  reivindicación,  35;  reconocimiento 
de  donación,  1;  nulidad  de  sustitución  de  herederos,  2;  caduci- 
dad de  la  sustitución  de  herederos,  1;  relevación  de  confianza 
testamentaria,  1;  legítima,  2;  derecho  á  percibir  legados,  1; 
pago  de  un  legado,  1;  reclamación  de  legados,  2;  cumplimien- 
to de  un  legado,  1;  caducidad  de  un  legado,  1;  interpretación 
de  cláusula  testamentaria,  1,*  nulidad  de  testamento,  15;  opo  - 
sición  de  herencia,  1;  juicio  de  aiintestalo,  5;  declaración  de 
herederos,  5;  nulidad  de  declaración  de  herederos,  2;  preven- 
ción de  testamentaría,  1;  nulidad  del  nombramiento  de  admi- 
nistrador de  testamentaría  concursada,  2;  testamentaría,  8; 
petición  de  herencia,  13;  pérdida  de  herencia,  1;  pago  de  dere- 
chos hereditarios,  1;  reclamación  á  un  heredero  de  créditos  he- 
reditarios, 1;  agravios  á  cuentas  particionales  de  testamenta- 
ría, 2;  exhibición  de  partija,  1;  inclusión  y  exclusión  de  bienes 
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en  iDTentario  de  testamentaría,  2;. partición  de  bienes,  8;  ad- 
judicación de  bienes  de  una  capellanía,  1;  desamortización  de 
patronato,  1;  reconocimiento  de  carga  benéfica,  1;  biejor  dere- 
cho á  bienes  que  fueron  vinculados,  4;  cumplimiento  de  un 
convenio,  2;  de  un  contrato,  49,*  de  una  obligación,  1;  nulidad 
de  contrato,  11;  de  un  laudo,  1;  rescisión  de  contrato,  14;  res- 
titución de  bienes  dótales,  2;  entrega  de  bienes,  2;  compraveo- 
ta  de  una  casa,  1;  nulidad  de  venta,  2;  retracto,  8;  retracto 
convencional,  1;  desahucio,  6;  desocupo  de  bienes,  1;  abono 
de  rentas,  1;  de  salarios  y  labores,  3;  de  derechos  periciales,  1; 
pago  de  pensión,  1;  reconocimiento  de  censo,  7;  nulidad  de 
enfiteusis,  1;  renta  foral,  1;  liquidación  de  cuentas  de  sociedad 
particular,  1;  administración  de  bienes»  1;  liquidación  de  cuen- 
tas de  una  administración  de  bienes,  2;  rendición  de  cuentas, 
8;  pago  de  cantidades,  46;  pago  de  pesetas,  65;  depósito  de 
cantidad,  1;  devolución  de  documentos,  2;  reclamación  de  un 
resguardo  de  valores,  1;  amigables  componedores,  2;  cumpli- 
miento de  lo  convenido  en  acto  de  conciliación,  1;  firma  de 
escritura,  1;  otorgamiento  de  escritura,  5;  rescisión  de  escríto- 
ra  de  transacción,  1;  aseguramiento  dé  bienes,  1;  prestación  de 
fianza  por  prolongación  de  obras,  1;  indemnización  de  daños  j 
perjuicios,  8;  graduación  de  créditos,  1;  preferencia  de  crédi- 
tos, 1;  tercería  de  mejor  derecho,  13;  prescripción  de  la  ñoááa 
reivindicatoría,  1;  constitución  de  una  sociedad  minera,  1;  uso 
de  título  industrial,  1;  declaración  de  valores,  1;  entrega  de 
establecimiento,  1;  declaración  de  avería  gruesa,  1;  seguro  de 
incendios,  2;  pago  del  importe  de  una  [letra  de  cambio  al  que 
la  aceptó  por  el  que  la  libró,  1;  falsedad  de  un  pagaré,  1;  sus- 
pensión de  pagos,  1;  clasificación  de  quiebra,  1;  quiebra,  % 
por  la  comisión  liquidadora  <le  una  quiebra  presente  la  opera- 
ción de  adjudicación,  1;  nulidad  de  inscripción,  1;  de  hipote- 
ca, 1;  ampliación  de  hipoteca,  1;  reclamación  de  hipoteca,  1; 
liberación  de  cargas  hipotecarias,  1;  defensa  por  pobre,  65; 
declinatoria  de  jurisdicción,  1;  incompetencia,  1;  fijación  de 
atribuciones,  1;  acumulación,  1;  caducidad  de  instancia,  1;  ia- 
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cidente  de  costas,  1;  pago  de  costas,  2;  responsabilidad  civil, 
1;  cnmplimiento  de  ejecatoria,  2;  despacho  de  ejecación,  1; 
ejecación  de  sentencias,  12;  embargo  preventivo,  4;  alzamiento . 
de  embargo,  1;  de  retención,.  1;  nulidad  de  embargo,  1;  oposi- 
ción á  embargo,  1;  nnHdad  de  actnaciones,  6;  suspensión  de 
procedimiento,  1;  nulidad  de  acuerdos,  1;  de  expediente  admi- 
nistrativo, 1;  de  un  requerimiento  do  pago  hecho  al  Ministerio 
fiscal  por  el  Estado,  1;  retención  de  fondos  de  una  Compañía 
de  ferrocarriles  para  pago  de  derechos  fiscales,  2.  De  estos  608 
recursos  fueron  quejas  por  denegación  del  testimonio  para  in  - 
terponerlos,  13;  interpuestos,  312;  admitidos,  236;  denegados, 
76,  y  admitida  la  casación,  64;  denegada,  164,  y  desiertos,  317. 


Por  quebrantamiento  de  forma  constan  en  el  cuadro  lY:  in- 
terpoestoB  34;  admitidos  29;  denegados  ninguno;  quejas  por 
denegación  de  admisión  4;  declarados  con  lugar  3;  sin  lugar  21, 
y  desiertos  13. 

De  los  recursos  interpuestos  proceden  de  la  Audiencia  de 
Madrid  75;  de  la  de  Albacete  8;  de  la  de  Barcelona  64;  de  la  de 
Cáceres  T¿  de  la  de -Granada  9;  de  la  de  Las  Palmas  3;  de  la  de 
Oviedo  5;  de  la  de  Palma  1;  de  la  de  Pamplona  6;  de  la  de  Se- 
villa 10;  de  la  de  Valencia  14;  de  ía  de  Yalladolid  18,  y  de  la  de 
Zaragoza  12;  del  Juzgado  de  Albuñol  1;  del  de  Cádiz  (San  An- 
tonio) 1;  del  de  Oijón  1,  y  del  de  Mancha  Real  1. 


* 

m  « 


Adviértese  desde  Ine'go,  en  cuanto  á  la  estructura  del  anua* 
rio,  la  falta  de  tib  método  acabado  en  las  clasificación  y  distri- 
bución de  las  materias,  debida  á  la  carencia  del  Código  civil 
con  arreglo  al  cual  se  confecciona  en  los  demás  países  esta  clase 
de  estadísticas . 

La  posesión  de  un  cuerpo  completo  del  derecho  civil  que 

no  ha  de  hacerse  esperar  mucho  tiempo,  merced  á  la  poderosa 

iniciativa  y  asidua  actividad  del  Sr.  Alonso  Martínez,  cuyo 

.  firme  propósito  de  satisfacer  esa  gran  necesidad  tantos  años  há 
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sentida  en  nuestra  patria,  hemos  de  ver  realizadi)  en  breve 
plazo,  puesto  qne  ya  muy  adelantada  su  publicación  en  la  &«• 
ceia^  hará  que  las  estadísticas  sucesivas  (excepto  la  de  1888) 
puedan  ofrecer  una  clasificación  científica,  en  consoo&Dcii 
*  con  lá  del  derecho  vigente,  aumentando  así  en  alto  grado  8b 
interés  y  utilidad. 

De  todas  suertes,  y  no  obstante  este  vicio  de  origen  que  m 
ha  tratado  de  remediar,  amoldando  la  estadística  al  proyecto 
de  Código,  es  forzoso  reconocer,  como  lo  hacemos  nosotros  moj 
gustosos,  que  la  Sección  de  Estadística  del  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  ha  sido  más  afortunada  en  la  confección  de  la  pri- 
mera de  la  Adminié tracián  de  justicia  en  lo  civil  que  1q  fué  ea 
la  primera  de  la  Administración  de  justicia  en  lo  criminal^  ca' 
yas  deficiencias  é  imperfecciones  hicimos  notar  oportunameoie 
en  esta  Revista. 

En  cuanto  á  las  consideraciones  que  ocurren  en  presencia 
de  los  múltiples  datos  que  el  Anuario  contiene,  hemos  de  limi- 
tamos,  ya  que  otra  cosa  nos  haría  prolongar  demasiado  e^ 
artículo,  á  indicar  no  más  que  algunos  de  los  muchos  asostoa^ 
dignos  de  fijar  Ik  atención,.y  que  acusan  la  necesidad  de  n- 
formas  en  la  ley,  si  han  de  llenar  las  exigencias  de  la  cieociay 
de  la  práctica. 

Adviértase,' en  primer  término,  la  defectuosa  y  anómala  di- 
visión territorial  judicial,  al  examinar  el  número  de  Jozgadc» 
municipales  que  comprende  cada  una  de  las  Audiencias  teni- 
toriales,  pues  en  tanto  que  en  algunas,  como  las  de  YaUaddid, 
Madrid  y  Barcelona,  se  aproxima  su  número  á  1.500,  en  otraa, 
como  la  de  Oviedo,  sólo  existen  81;  pudiendo  asegurarse  tam- 
bién que  igual  desproporción  existe  en  el  número  de  asuntos  de 
que  conocen  los  Juzgados  y  respecto  á  la  extensión  y  población 
de  cada  uno  de  ellos. 

La  evidente  utilidad  y  conveniencia  que  para  los  litigaatei 
encierra  el  trámite  previo  de  la  conciliación,  queda  patentizada 
con  cifras  elocuentísimas,  que  nos  demuestran  que  el  37  por 
100  de  los  actos  de  conciliación  terminaron  con  avenencia, 
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evitando,  en  igaal  proporción,  más  de '  15.000  reclamaciones 
judiciales. 

Respecto  á  los  jaicios  verbales  es  taml)ién  de  notar  an  dato 
que  corrobora  el  vicio,  tan  lamentado  por  todos,  que  entrañan 
los  llamados  juicios  convenidos,  escndo  y  baluarte  de  la  nsara 
que,  por  so  medio,  coloca  nn  dogal  al  cnello  á  las  infelices  víc- 
timas de  la  necesidad  y  la  desgracia;  y  esto  no  puede  dudarse 
desde  el  punto  que  se  observa  que  de  los  126.437  juicios  verba- 
les que  se  celebraron,  114.170  fueron  para  reclamación  de  can- 
tidady  es  decir,  confesiones  en  juicio  de  deudas  que  no  existeü 
ó  son  infinitamente  más  pequeñas  de  las  que  allí  se  hacen  cons- 
tar, á  fin  de  que  el  prestamista  tenga  expedita  la  reclamación 
civil  y  aun  la  acción  criminal,  ya  que  en  muchos  casos  se  hace 
constar  como  depósito  la  entrega  de  cantidad. 

Las  cifras  relativas  á  los  desahucios  hacen  yer  que  el  origen 
del  mayor  número  fué  la  falta  de  pago  en  los  alquileres,  no 
obstante  lo  gravoso  que  hoy  resulta  para  el  propietario  el  enta- 
blarle y  las  facilidades  que,  al  amparo  de  la  ley,  encuentra  el 
inquilino  de  mala  fe  para  burlar  los  legítimos  derechos  del  pro- 
pietario, que  á  más  de  perjudicarse  en  sus  intereses  con  la  falta 
de  pago,  ha  de  sufragar  casi  siempre,  pues  tanto  viene  á  signi- 
ficar el  adelanto  de  las  costas  del  juicio,  todos  los  gastos  que 
óste  ocasiona. 

Otro  asunto  que  acusa  graves  defectos  en  la  adpiinistración 
de  la  justicia  municipal,  es  el  relativo  á  los  incidentes  de  po- 
breza en  los  Juzgados  municipales;  pues  es  verdaderamente 
absurdo  é  incomprensible  que  litigaran  en  concepto  de  pobres 
ante  los  Juzgados  de  primera  instancia  1.084,  y  ante  los  mu- 
nicipales sólo  acudieran  17.  ¿En  qué  estriba  esta  anbmalía? 
¿Consiste  en  la  diferencia  que  suponen  las  costas  del  Juzgado 
municipal  y  las  de  primera  instancia?  Seguramente  no.  Pero 
como  el  examen  de  este  importante  asunto  exige  espacio  de 
hoy  carecemos,  nos  limitamos  aquí  á  plantearle,  dejando  para 
otra  ocasión  su  detenido  estudio. 

Ramón  Sánchez  de  Ocaña. 
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CAPÍTULO  IV 

(Gontinuaci^O 
§  1." 

De  las  servidumbres. 

168.  Ley  nueva  que  estableBca  oiertas  servidnmbreB  legales. — IBO.  B«^ 
de  loe  dereohoe  adquiridoe. — 170.  Cuándo  puede  ooneiderane  adgniñdo  ti 
derecho. — 171.  Aplicación  ¿  la  servidumbre  de  yisiae. — 173.  Ley  qu  di- 
olare  abolidas  oiertas  servidombres  legales. — 173.  Respeto  del  d«n^ 
adqtdrído. — 174.  Aplicación  &  la  servidTunbre  de  agaas. — 175.  Avkoódtd 
de  la  ley  nu^va  en  cnanto  ¿  las  seryidombres  convencionales. — 178.  Svri- 
dcunbres  creadas  por  el  destino  que  el  padre  de -familia  hubiere  dsdo  4  !ai 
cosas  objeto  de  ellas. — 177.  Consecuencias  de  una  servidumbre  antaóor^ 
mente  adquirida. — 178.  Ley  que  debe  regular  los  modos  de  adqukici&n  di 
las  servidumbres.  — 179.  Servidumbres  constituidas  por  conoedonei  M 
Principe  en  los  tiempos  feudales. — 180.  Cómo  debe  decidirse  aeerea  de  li 
valides  y  de  la  eficacia  de  las  mismas. — 181.  Adquisición  de  las  ssrridii» 
bres  mediante  la  posesión  afr  itnmemorabüi. — 182.  De  la  servidumbre  devii- 
frttcto. — 18S.  Del  usufructo  progresivo  ó  perpetuo. — 184.  Ley  por  la  411 . 
deben  regirse  los  derechos  y  deberes  del  usofiructoano. 

168.  Para  resolver  cómo  deben  ser  aplicados  á  laa  serri* 
dambrés  los  principios  antes  expaestos  es  necesario  distingoii 
entre  las  servidumbres  legales  y  las  convencionales  ó  coatrae- 
taales.* 

Las  legales  deben  sa  origen  á  las  necesidades  de  la  coaf  e- 

*    Véanse  las  p&gs.  601  del  tomo  68  de  Bkvista;  17,  8S  y  448  del  tt(  ü 
y  320  del  70;  479  del  72,  y  36^  de  este  tomo. 
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niencia  social  y  á  la  ntilídad  pública;  7  corrrésponde,  por  lo 
tanto,  al  poder  exclasivo  del  legislador  el  establecerlas^  modi- 
ficarlas ó  saprimirlas.  Cuando  no  existen  y  la  ley  nneya  viene 
á  establecerlas  por  primera  Tez,  es  evidente  que  siempre  que 
concorraa  las  circanstaacias  de  hecho  constitativas  de  la  ser- 
vidombre,  debe  considerarse  constituida  ésta  aunque  tales  cir- 
cunstancias hayan  comenzado  á  tener  existencia  mientras  ri- 
giera la  ley  anterior. 

Contal  que  en  este  caso  persistan  dichas  circunstancias 
después  de  estar  en  vigor  la  nueva  ley,  debe  sin  género  de  duda 
reconocerse  la  existencia  de  la  servidumbre  legal,  pues  siendo 
éstas  una  restricción  de  los  derechos  de  propiedad,  tiene  que 
ser  aplicada  inmediatamente  la  ley  nueva  que  restrinja  dichos 
derecl^os  en  interés  público,  ó  que  por  este  úiotívo  regule  su 
ejercicio  en  consideración  á  determinadas  circunstancias  de 
hecho. 

169.  La  regla  que  precede  debe,  sin  embargo,  extenderse 
coa  la  reserva  de  respetar  los  derechos  perfectos,  adquiridos 
bajo  el  imperio  de  la  ley  anterior. 

En  su  virtud,  si  estando  en  vigor  una  legislación  que  no  ad- 
mitiese ciertas  servidumbres,  establecidas  después  por  una 
naeva  ley,  se  hicieren  obras  ó  se  ejecutasen  algunas  construc* 
ne0  contrarias  á  dichas  servidumbre^^  no  podría  la  ley  nueva 
ser  eficaz  para  hacer  demoler  tales  obras  ni  las  construcciones 
ó  los  trabajos  ya  ejecutados,  porque  su  autoridad  sólo  podría 
extenderse  á  los  trabajos,  construcciones  y  edificios  que  qui- 
siera comenzarse  después  de  la  prohibición  consignada  en  la 
misma,  y  de  ningún  modo  alcanzaría  á  los  que  hubieren  sido 
terminados  antes  de  que  dicha  prohibición  existiese. 

Esto  no  obstante,  el  mero  hecho  de  no  hallarse  las  obras 
iudicadas  á  la  distancia  establecida  por  la  nueva  ley,  puede 
aatorizar  al  actor  que  quisiere  obtener  su  demolic  ion  para  en- 
tablar la  oportuna  demanda  con  tal  objeto;  pero  en  todos  estos 
casos  debe  prosperar  la  excepción  propuesta  por  parte  del  de- 
mandado, cuandp  llegare  á  probarse  haber  sido  emprendidas 
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y  ternQÍnadaa  dichas  obras  antes  de  empezar  á  regir  la  cita- 
da ley. 

!  170.    Hemos  dicho  emprendidas  y  terminadas,  porque  no 

bastaría  la  simple  facnltad  de  hacer  tales  obras,  concedida  por 

I  la  legislación  anterior,  para  pretender  ejecutarlas  después  de 

estar  en  Yigor  la  nueva  ley.  Bn  efecto;  el  imperio  de  ésta  eo 
materia  de  servidumbres  prediales  es  absoluto  é  inmediato  en 
cuanto  á  impedir  cualquier  acto  nuevo  contrario  á  sus  disposi* 
cienes  que  tuviere  lugar  después  de  haber  empezado  á  regir. 
171.  Así,  por  ejemplo,  mientras  estaba  en  vigor  el  Código 
austriaco  (que  no  establecía  respecto  del  derecho  de  abrir  ven- 
tanas para  vistas  sobre  el  fundo  del  vecino  las  limitaciones  san- 
cionadas después  por  el  Código  civil  italiano  en  cuanto  á  la 
distancia  que  debe  mediar),  podía  el  propietario  de  un  maro 
en  las  provincias  italianas  que  se  regían  por  la  legislación  aoi- 
triaca  abrir  en  él  las  ventanas  para  vistas  que  quisiese  sobre 
el  fundo  del  vecino,  valiéndose  de  la  facultad  concedida  al 
mismo  por  dicha  legislación  vigente  entonces;  pero  despaés 
que  en  esas  provincias  fué  promulgado  el  Código  civil  italia- 
'  no,  sus  disposiciones  hubieron  de  ser  obligatorias  desde  laego 
para  todos  los  actos  análogos  posteriores;  y  por  lo  tanto,  si 
bien  deben  ser  respetadas  las  ventanas  abiertas  antes  de  sa 
promulgación,  porque  no  puede  menos  de  reconocerse  á  favor 
del  propietario  de  la  finca  en  que  se  hicieran  el  derecho  legal- 
mente  adquirido  ya,  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  á  las  qae 
fueren  abiertas  después  de  estar  en  vigor  el  expresado  Código» 
respecto  de  las  cuales  no  sólo  podrá  oponerse  el  dueño  del  fon- 
do vecino  á  que  se  abran  dichas  ventanas  sobre  su  propiedad 
sin  que  se  observen  las  reglas  establecidas  por  él  acerca  de  la 
distancia,  sino  que  puede  pedir  además  que  en  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  el  mismo  (1)  sean  cerradas,  ann  cuando  éstas 


(\)  Oofr.  Casación  de  Tarín  17  de  Febrero  de  1882,  de  Spinol».  C.  Lav«í 
niño.  Monitor  d^  Trtlntntdci,  18^2,  pág.  351,  y  7  de  Diciembre  de  1871.  V^nit., 
1%72,  pág.  81.  Milán  29  de  Enero  de  1884.  Monit.,  1884,  p&g.  332. 
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f  aesen  iguales  y  se  hallasen  en  las  mismas  condiciones  que  las 
abiertas,  mientras  regía  la  legislación  anstriaca. 

La  razón  de  esta  diferencia  estriba  en  que  en  este  último 
<^aso  no  existe  ningún  derecho  adquirido  antes  de  la  promul- 
g^ión  de  la  nueva  ley  que  tenga  que  ser  respetado. 

Haciendo  aplicación  de  estos  mismos  principios,  es  necesa- 
rio admitir  que  si  la  servidumbre  fué  adquirida  mientras  esta- 
ba en  vigor  la  ley  antigua,  y  con  arreglo  á  ella  el  propietario 
4el  fundo  sirviente  podía  construir  á  una  distancia  menor  (por 
ejemplo)  de  tres  metros,  si  éste  no  hubiese  hecho  uso  de  ese 
derecho  hasta  después  de  publicarse  la  nueva  ley  que  modifi- 
■case  dicha  disposición,  en  el  sentido  de  que  una  vez  adquirido 
el  derecho  de  abrir  una  ventana  para  vistas  sobre  el  fando  ve- 
cino no  pudiera  el  propietario  del  fundo  sirviente  construir  sioo 
é  ipayor  distancia,  necesariamente  tendría  que  quedar  sujeto 
«n  ese  caso  dicho  propietario  á  las  limitaciones  da  la  nueva  le- 
gislación . 

En  vano  sería  que  contra  esto  se  adujese  la  consideración 
<ie  que  estando  constituida  la  servidumbre  .de  vistas  mientras 
xegía  la  ley  antigua,  deberia  reconocerse  que  con  arreglo  á 
«lia  había  a^qUiirido  también  el  propietario  del  fundo  sirvien- 
te el  derecho  de  construir  á  la  distancia  establecida  por  dicha 
ley,  porque  si  bien  es  cierto  que  d^be  estimarse  como  oadere- 
cho  adquirido  la  servidumbre  constituida  bajo  el  imperio  de  la 
legÍ8laci(^n  anterior,  no  puede  merecer  tal  coQsideracióQi  ni  ad- 
mitirse igualmente  como  derecho  adquirido,  la  facultad  conce- 
dida por  ella  al  dueño  del  fundo  sirviente  piyr^^  constaruir  á  una 
distaAcia  mayor  ó  menor  determinada  por  la  misma. 

En  efecto,  esa  facultad  depende  de  la  ley  que  estuviere  en 
vigor  al  tiempo  de  pooerla  ^|i  ejercicH>^  y  no  puede,  por  lo  tan- 
to, llegar  á  constituir  un  derecho'  adquirido  y  perfecto,  sino 
mediante  el  acto  de  la  persona  que  haya  heobo  uso  de  ella  con 
arreglo  á  la  ley  vigente,  ó  lo  qu/e  es  lo  mismo,  no  se  adquiere 
el  derecho  hasta  que  se  hitga  uso  en  debida  forma  do  dicha  fa- 
cultad. En  au  yiitud,  al  pnblicatse  una  ley  nueva.que  prescri- 
TOHo  73  36 
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biese  una  distancia  no  exigida  antes,  sas  p  receptos  habían  át 
imponerse  á  todas  las  constracciones  qae  en  adelante  hubieran 
de  ep:ipezarse,  y  no  por  esta  podría  decirse  qae  tariera  autori- 
dad retroactiva  dicha  ley,  ni  qae  perjadicase  los  derechos  ad- 
quiridos, pnesto  qae  sólo  vendría  ádisponer  respecto  del  por* 
venir,  6  sea  para  los  actos  posteriores  á  la  misma. 

172.  Los  mismos  principios  deben  aplicarse  en  el  caso  de 
que  ana  ley  noeva  aboliese  ana  servidumbre  legal.  Por  conse- 
caencia  de  dicha  abolición,  todas  aqaellas  cosas  ó  todos  aqae- 
Uos  actos  que  no  pudieran  llevarse  á  cabo  rigiendo  la  ley  anti- 
gua, podrían,  sin  embargo,  ser  ejecatados  estando  en  vigor  k 
ley  nueva  qae  habióse  qaitado  la  prohibición  establecida  en 
ella. 

También  en  este  caso,  las  obras  hechas  en  contradicciÓDCoa 
las  prohibiciones  impuestas  por  la  legislación  anterior»  antes  de 
haber  empezado  á  regir  la  ley  nueva,  habrían  podido  ser  demo- 
lidas mientras  regía  aquella  legislación,  pero  no  se  tendría  de- 
recho á  pedir  su  demolición  después  de  promulgada  la  ley  dq€- 
va,  porque  el  derecho  de  demandar  dicha  demolición  es  uoa 
mera  facultad  y  no  puede,  por  tó  tanto,  ser  considerada  como 
ttn  derechd  adqairido  hasta  qu&  no  hubiere  8ido4efinitivameD- 
te  ejercitada.      • 

173.  Asimismo  debe  ser  aplicada,  respetando  los  dereehof 
y^  adquiridos  bajo  el  imperio  de  las  legislaciones  anteríorefi,  !a 
ley  nueva  que  aboliese  una  servidumbre  real,  y  en  su  coose- 
cuenoia  no  podrían  anularse  ni  hacerse  ifieñcaces  en  virtud  de 
ella  las  servidumbres  adquiridas  con  anterioridad,  mediante  nn 
acto  del  hombre  terminado  y  perfecóionado  mientras  r<^ía  la 
ley  antigua. 

Debemos,  sin  embargo,  observar  qué  oo  puede  considerar- 
se como  acto  del  hombre  bastante  eficaz  para  constituir  ma 
servidumbre  adquirida,  el  hecho  de  haber  ejercitado  solamente 
el  domiiius  servUutis^  pues  tal  hecho,  aunque  externo^  no  sig* 
niñearía  otra  cosa  que  el  ejercicio  del  derecho  que  directa- 
mente nace  de  la  ley,  y  por  lo  tanto,  el  haber  ejercido  de  he- 
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cho  üDa  servid ambre  legal  por  un  tiempo  más  ó  menos  largo, 
no  puede  conceder  el  derecho  de  ejercer  la  misma  servidnm* 
bre  en  el  porrenir^  cuando  la  ley  nueva  no  la  admita  más 
en  adelante.  Pero  cuando,  por  el  contrario,  ha  tenido  lugar 
un  acto  externo  positivo  por  parte  del  hombre,  en  virtud  del 
cual  manifestando  la  voluntad  de  adquirir  la  servidumbre  la 
haya  así  adquirido  (como  sucedería,  por  ejemplo,  ejecutando 
obras,  edificando  construcciones,  haciendo  trabajos  para  ad- 
quirir y  ejercer  la  servidumbre,  etc.,  etc.) ,  en  este  caso  deberá 
ser  aplicada  la  ley  que  aboliese  dicha  servidumbre,  respetando 
las  que  hubieren  sido  adquiridas  por  tales  medios  bajo  el  im- 
perio de  las  disposiciones  legales  anteriores. 

Y  si  para  conseguir  los  fines  de  la  ley  nueva  fuese  necesa- 
rio dejar  sin  efecto  dichas  servidumbres  adquiridas  ya,  no  ne- 
^mos  que  pueda  ser  acordado  esto;  pero  en  consideración  á 
que  las  mismas  constituyen  verdaderos  derechos  patrimonia- 
les perfectos  del  iontinus  servitutiSy  que  han  quedado  estables 
y  permanentes  con  las  obras  y  con  la^  constrocctones  ejecuta- 
das, habiendo  de  considerarse  como  incorporados  al  fundo  do- 
minante, debería  entonces  recoño&eirse.á  favor  del  dueño  de 
éste  elrvd^recho  á  ser.  indemtiizado,  porque  la  aplicación  de  la 
ley.' abolitiva  equivaldría,  eu^efecto,  á  tina  verdadera  expropia- 
ción,  .         '  [ 

174.  Ck)n  arreglo  á  las  leyes  que  antes  regían'  en  las  diver- 
sas provincias  italianas,  cualquiera  podía  desviar  el  agua  de  los 
torrentes,  y  estaba  también  permitido  á  los  ribereñes  oons- 
tmir  las  exclusas  y  demás  obras. oportunas  para  dedvar  dichas 
aguas,  así  como  el  usarlas  para  las  necesidades  de  la  industria 
y  de  la  agricultura.  El  nuevo  Código  civil  italiano  abolió  ese 
derecho  y  ordenó,  por  el  contrario,  que  ninguno  pudiese  deri- 
var aguas  públicas  sin  haber  obtenido  una  concesión  del  Go- 
bierno ó  sin  haber  adquirido  previamente  tal  derecho  en  virtud 
de  un  título  legítimo.  A  consecuencia  de  esta  nueva  disposi- 
ción,  surgió  la  duda  sobre  si.  podrían  ó  no  continuar  derivando 
dichas  aguas  aquellos  que  hubiesen  construido  las  presas  ó 
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las  demás  obras  cuando  tenían  derecho  á  hacerlo,  6  sea  enan- 
do  estaban  vigentes  las  anteriores  leyes  qae  lo  permitían. 

Algunos  jurisconsultos,  y  entre  ellos  Gabba,  opinan  qaeh 
ley,  al  abolir  el  derecho  perteneciente  á  los  colindantes  de  lai 
aguas  públicas  para  desviar  de  ellas  la  cantidad  necesaria  pan 
el  riego  de  sus  fundos,  produjo  no  sólo  el  efecto  de  prohibir  la 
construcción  de  nuevas  exclusas  ó  de  cualquiera  otra  clase  de 
obras  para  en  adelante,  sino  también  el  de  impedir  que  conti- 
núen derivando  aguas  por  medio  de  las  construidas  jcuando»* 
taba  en  vigor  la  legislación  anterior,  «pues  si  la  opinión  con- 
traria fuese  verdadera,  dice  el  citado  escritor,  ¿qué  efecto  8a^ 
tiría  la  ley?)>;  y  añade  también:  «para  derivar  una  cantidad 
cualquiera  de  agua  son  necesarias  ciertas  obras  hidráaKcaa, 
pero  como  estas  obras  no  crean  derecho  alguno  á  las  agaaa  de- 
rivadas, sino  que  sólo  son  un  medio  necesario  para  dicha  deri- 
vación, la  servidumbre  de  que  se  trata  conserva  el  carácter  de 
limitación  legal  de  la  propiedad  del  curso  de  agua,  limitación 
que  el  legislaÜor  puede  quitar  del  mismo  modo  que  la  pudo  es- 
tablecer» (1). 

«Debemos,  sin  embargo,  observar  en  contrario,  que  cuando 
un  estado  de  cosas  se  ha  establecido  en  virtud  de  latleyea  vi- 
gor, la  servidumbre  así  oreada,  como  permitida  qaaes  foirM 
ley,  debe  considerarse  como  incorporada  al  fundo  mediante  la 
obra  ejecutada;  de  lo  que  resiulta  que  por  interés  de  la  agríenl- 
tura  y  por  el  respeto  debido  á  los  derechos  creados  conviene 
reconocer  dicha  servidumbre  como  adquirida  definitivamente 
por  el  fundo.  El  propietario  de  una  finca  que  bajo  la  protección 
de  la  ley  vigente  construyese  costosoa  edificios,  cerrase  y  cava- 
se los  terrenoa  para  mejorarlos,  y  que  en  tales  condiciones  de 
cosas  regulase  la  explotación  agrícola  de  la  misma,  pagando 
por  eonsecueofcia  de  ello  loscorrespoddientes  tributos,  crearía 


(l)  Teoría  dr  la  retrwtcHvidad,  vol.  2.',  pág.  64.  Confr.  Kaktelliki,  J?/  Es- 
tado y  el  Códlrjo  civt'l,  vol.  á.*,  p&g.  llft;  y  QlANZAHA,  TsfTü  ngnffft  r-n  fi  Derchn  n- 
fril,  vül.  I.*»,  núm.  298. 
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sin  dada  una  servidumbre  á  favor  de  ella;  y  habiendo  llegado 
á  formar  el  uso  del  agua  obteuida  por  este  medio  una  ínsuj)e- 
rable  coiidic¡<$ii  de  la  finca  misma,  resultaría  un  desconcierto 
demasiado  grave  si  la  ley  nueva  no  lo  respetase  y  pudiera  ser 
aplicada  sin  mantener  tal  estado  de  cosas  quedado  ya  definiti- 
vo y  permanente  á  consecuencia  del  ejercicio  de  los  derechos 
adijuiridos  bajb  el  imperio  de  las  leyes  precedentes.  Por  esto 
nos  parece  debe  admitirse  como  regla  que  la  ley  nueva  aboliti- 
va puede  suprimir  solamente  las  servidumbres  legales  no  crea* 
das^  aun  en  el  momento  de  empezar  á  regir  la  misma^  y  que 
deben  respetarse  y  mantenerse  aquellas  que  hubieren  sido 
ejercitadas  por  actos  externos  según  la  ley  anterior  y  hubierqn 
llegado  á  quedar  definitivas  y  permanentes  cuando  se  tenía  po- 
testad para  constituirlas  (1). 

175.  Dejspués  de  las  servidumbres  legales  debemos  ocupar- 
nos de  las  convencionales,  ó  sean  aquellas  que  se  establecen 
por  .medio  de  las  convenciones  de  las  partes.  El  propietario 
puede  limitar  sus  derechos  de  propiedad  con  las  servidumbres 
qoe  tuviere  por  conyeniente,  y  adquirir  en  favor  de  sus  propios 
fondos  cualquiera  clase  de  ellas,  con  tal  que  no  sean  contrarias 
al  orden  público.  La  ley  recula  también  el  uso  y  la  extensión 
de  estas  servidumbres^  pero  sólo  á  falta  de  disposición  corres- 
pondiente en  el  título  convencional  de  que  traen  origen.  Por 
lo  tanto,  por  el  principio  general  de  que  los  derechos  adquiri- 
dos mediante  un  contrato  no  pueden  ser  menoscabados  por  una 
ley  posterior,  las  servidumbres  establecidas  mediante  conven- 
ción deben  ser  respetadas  al  sobrevenir  la  ley  nueva.  Las  que 
se  derivan  de  la  ley  que  regula  ciertas  circunstancias  de  hecho 
acerca  de  las  cuales  no  han  pactado  nada  expresamente  las 
partes  y  que  se  llaman  también  servidumbres  legales,  pueden 


(1)     Confr.  Dallos,  JRep.,  véase  Aguas,  núms.  406  y  291,  y  la  sentencia  del 
Tribunal  de  apelación  de  Casal  en  la  cansa  Visconti  con  la*  Hacienda,  y  la 
sentencia  del  Tribunal  de  casación  de  Tnrin  en  la  misnm  causa  de  11  de  Ju 
lio  de  1861  en  la  Ctíteci^»  qfUial,  aflo  Vm,  p4g.  425. 
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ser  modiñcadas  por  la  ley  nneva,  pero  solamente  para  el  por- 
yenir  y  do  en  cnanto  al  pasado. 

En  efecto;  .el  legislador  pnede  disponer  qne  en  lo  sacesiro 
no  áé  origen  á  ésta  <5  aquella  servidumbre  una  determinada 
contención  ó  cierta  relación  de  derecho  ó  de  hecho  llevada  á 
cabo  por  las  partes,  pero  semejante  disposición  no  podría  sur- 
tir más  efecto  que  el  de  regular  la  adquisición  de  las  mismas 
servidumbres  en  el  porvenir;  pues  en  cuaíito  al  pasado,  las 
servidumbres  adquiridas  ya  con  arreglo  á  la  ley  anterior  debe- 
rían ser  respetadas  como  cualquier  otro  derecho  real  adquirido 
y  perfecto.  Es,  pues,  evidente  que  aquel  que  conforme  á  la  ley 
antigua  tenga  derecho  á  abrir  un  foso,  ó  que  le  haya  construi- 
do y  abierto  antes  de  la  promulgación  de  la  ley  nueva»  no  po- 
dría ^er  obligado  á  cerrarle  porque  una  ley  posterior  regulase 
de  distinto  modo  los  derechos  de  los  fundos  vecinos. 

176.  Lo  mismo  debe  decirse  de  las  sevidumbres  que  se  de- 
rivan del  destino  dado  por  el  padre  de  familia  á  las  cosas  ob- 
jeto de  ellas.  La  ley  vigente,  en  el  momento  en  que  el  propie- 
tario pone  las  cosas  en  el  estado  de  qué .  trae  origen  la  servi- 
dumbre, es  la  que  se  debe  aplicar  para  decidir  sí  tal  modo  de 
adquisición  debe  ó  no  ser  admitido  (1),  y  si  puede  serlo  para 
todas  las  servidumbres  indistintamente,  ó  sólo  para  las  aparen- 
tes y  continuas.  Cuando  la  ley  admita  y  determine  las  conse- 
cuencias jurídicas  de  dicho  destino  respecto  de  las  servidum- 
bres recíprocas,  instituidas  de  hecho  entre  dos  ó  más  fundos 
que  pertenezcan  á  un  mismo  propietario,  éste  es  título  bastan- 
te para  considerar  constituidas  las  servidumbres  impuestas  á 


(1)  Tal  modo  de  adquisioión  era  dasconocido  en  los  países  en  qne  regia  el 
Derecho  romano.  Así  es  qne  en  el  Piamonte  la  juTispmdencia  anterior  al  Có- 
digo albertino  había  fijado  la  doctrina  de  qne  qnien  adqniria  fondos  nna  vai 
comnnes  no  podía  alcansar  ningún  derecho  de  servidnmbre  qne  no  hnUe»» 
sido  estipulado  en  el  aoto  de  sn  adquisición,  cualesquiera  que  fuesen  las  dii 
posioionés  de  los  duefiíos  respecto  de  tales  fundos  proindirisos.  Confr.  Casa- 
oión  de  Turin,  17  de  Noviembre  de  1866.  CoU.  officiaU^  1868,  pag.  4U- 
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dichos  fondos  por  el  padre  de  familia,  las  cuales  no  paeden 
ser  modiñcadas  por  la  publicación  de  una  ley  nueva. 
.  Conviene  hacer  constar,  que  cuando  la  servidumbre  tenga 
por  fundamento  el  destino  dado  por  el  padre  de  familia  á  las 
cosas  objeto  de  ellas,  es  menester  tener  en  cuenta  la  ley  que 
estuviese  vigente  en  el  momento  en  que  dicha  aplicación  6 
destino  adquiere  carácter  constitu'tivo  de  servidumbre;  pues 
según  queda  expuesto,  esta  ley  es  la  que  ha  de  regular  la  ser- 
vidumbre nacida  de  ese  acto. 

De  aquí,  que  si  se  tratase,  por  ejemplo,  de  una  servidum- 
bre de  vistas,  no  debería  regularse  por  la  legislación  vigen- 
te cuando  fué  abierta  la  ventana,  sino  que  es  necesario  estar 
en  su  lugar  á  la  que  estuviese  en  vigor  en  el  momento  en  que 
hubiere  llegado  á  ser  permanente  y  definitivo  el  destino  dado 
por  el  padre  de  familia,  porque  sólo  entonces  es  cuando  puede 
considerarse  constituida  la  servidumbre.  Hasta  que  el  propie- 
tario á  quien  pertenezcan  los  dos  fundos  contiguos  no  lo  dis- 
pong^  de  cualquier  modo,  no  puede  admitirse  ni  suponerse 
siquiera  que  quiso  imponer  una  servidumbre  á  cargo  de  un 
fundo  en  beneficio  de  otro,  porque  cualquier  acto  que  en  este 
sentido  ejecutara  sirviéndose  de  uno  de  ellos  en  fayor  del  otro, 
lo  sería  para  su  comodidad  y  utilidad  y  no  constituiría  más 
que  el  legítimo  ejercicio  de  su  incondicional  y  absoluto  dere- 
cho de  propiedad.  Por  lo  tanto,  sólo  cuando  los  dos  fundos  per* 
lenecientes  en  propiedad  á  un  mismo  dueño  sean  transmitidos 
por  él  á  dos  personas  distintas  ó  hayan  sido  puestos  ó  dejados 
por  él  en  determinadas  condiciones  el  uno  respecto  del  otro, 
entonces  únicamente  es  cuando  puede  considerarse  como  títu- 
lo constitutivo  de  las  servidumbres  continuas  y  aparentes  el 
destino  definitivo  dado  á  dichos  fundos  por  el  padre  de  familia. 
Será  necesario  estar  en  su  virtud  á  la  ley  vigente  en  aquél 
momento  para  decidir  si  puede  ó  no  ser  admitido  tal  modo  de 
constituir  la  servidumbre  y  cuál  sea  el  carácter  y  la  naturale- 
za de  la  que  así  fuere  constituida. 

177.     La  ley  nueva  puede  también  regular  las  consecuen- 


¿60  KETISTA  DS  LEOIBLACIÓN 

cías  ulteriores  de  ana  servidumbre  adquirida  según  la  ley 
tigaa.  Así;  volviendo  al  ejemplo  ya  citado  antes,  aqnel  qae- 
hubiese  abierto  un  foso  para  el  uso  de  un«i  toma  de  agaa  con 
anterioridad  á  la  promalgación  del  nuevo  Código,  no  podría 
ser  obligado  á  cerrarle  aunque  la  distancia  á  que  se  hallare 
del  fundo  del  vecino  no  corresponda  á  la  fijada  por  el  art.  575 
de  dicho  Código;  pero  si  después  de  la  promulgación  de  éste 
quisiere  profundizarle  y  la  obra  cediese  en  perjuicio  del  veci- 
no, éste  podría  demandar  la  aplicación  de  la  ley  nueva  y  ha- 
cer decidir  con  arreglo  á  ella  si  el  propietario  del  foso  podía  & 
no  tener  derecho  para  pofundízarlo.  La  servidumbre  adquirida 
bajo  el  imperio  de  la  ley  anterior  debe*  ser  respetada,  pero  las 
ulteriores  consecuencias  de  la  servidumbre  misma  que  tieoeu 
lugar  después  de  haber  empezado  á  regir  el  Código  vigente 
caen  bajo  sus  preceptos  imperativos,  sin  que  pueda  adueirse 
en  contrario  que  la  ley  antigua,  bajo  cuyo  imperio  fué  cons- 
truido el  foso,  permitía  buscar  el  agua  á  cualquier  profundi- 
dad, aun  á  riesgo  de  secar  la  fuente  del  vecino,  porque  no  se* 
puede  considerar  esta  facultad  como  un  derecho  adquirido  (1). 
Es,  pues,  necesario  reconocer  como  principio,  que  la  lej^ 
nueva,  reguladora  de  las  relaciones  recíprocas  de  las  propie- 
dades inmuebles  y  que  establezca  ciertas  reglas  que  hayan  de- 
observarse  en  las  construcciones  y  plantaciones,  debe  ser  apli- 
cada inmediatamente  á  todas  las  construcciones  y  á  todas  las 
plantaciones  que  se  quieran  ejecutar  después  de  haber  empe- 
zado á  regir  dicha  ley;  y  por  consecuencia  de  ello,  las  regla» 
impuestas  por  la  ley  nueva  vienen  á  s^r  aplicadas  también  en 
el  caso  en  que  las  servidumbres  hubiesen  sido  adquiridas  bajo» 
el  imperio  de  una  legislación  anterior. 

178.    Para  lo  concerniente  á  los  modos  de  adquisición  de  la» 
servidumbres,  la  regla  general  es  que,  tratándose  de  servi- 


(1)  Con£r.  Tribanal  de  casación  de  Boma,  18  Mayo  1878.  Com.  de  Frascatt 
contra  P.  Pallavioini.  Fhro  ital.,  1870,  pág.  645,  y  la  nota  de  Qiaszaha  k  la 
misma. 
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dumbres  constituidas  bajo  el  imperio  de  leg^islaciones  abolidas 
después  por  trna  nueva  ley,  es  necesario  referirse  á  dichas  le- 
gislaciones para  decidir  acerca  de  la  yalidez  de  su  adquisición. 
Así,  por  ejemplo,  para  resolver  si  una  servidumbre  pudiera  ser 
constituida  mediante  convención  estipulada  verbalmente  ó  sí 
fuese  indispensable  un  título  escrito,  y  si  en  este  caso  debe  el 
título  exigido  estar  íbrmado  por  un  acto  público  ó  simplemen- 
te por  una  escritura  privada  (1),  ó  para  decidir  si  es  ó  no  admi- 
sible la  prescripción  ó  la  posesión  inmemorial,  y  todo  cuanto 
concierne  en  suma  á  la  duración  y  al  modo  de  la  posesión  para 
la  adquisición  de  la  Gfervidumbre;  para  todo  esto,  repetimos, 
debe  estarse  á  lo  dispuesto  en  la  ley  anterior  bajo  cuyo  impe* 
rio  hubiere  nacido  y  sido  constituida  la  misma  (2). 

179.  Una  grave  cuestión  ha  surgido  en  el  derecho  transita- 
rlo, á  propósito  de  las  servidumbres  establecidas  por  concesión 
del  Principe,  sistema  legal  vigente  aún  y  que  prevaleció  en 
los  tiempos  del  feudalisipo,  por  el  que  se  consideraban  las  co- 
sas del  Estado  y  las  del  uso  público  como  pertenecientes  en 
pleno  dominio  al  señor. 

En  dichos  tiempos,  estimándose  también  los  ríos,  aun  los 
navegables,  como  propiedad  del  Principe  (3),  ¿stos  gravaron 

■  ■«■¡■■■II  ■  .1        II         I        ■■    ■  III  I   .  II  I  ■  ■    .    .1    I  I    a    I 

(1)  Segúa  el  Código  albertino,  la  adquisición  de  la  servidnxabre  de  pro«a 
era  nula  si  no  era  establecida  ésta  en  nn  acto  público,  y  el  Tribunal  de  Tarín, 
eon  nusón,  estimó  qne  la  escritura  privada,  aunque  es  admitida  para  tal  efec- 
to por  el  Código  vigente  en  la  actualidad,  no  podía  ser  titulo  eficaz  para  esta- 
blecer diobA  servidumbre  si  ésta  habla  sido  constituida  mientras  estaba  en 
vigor  el  Código  sardo  ó  albertino.  Sentencias  de  4  de  Marzo  de  1871  y  4  de 
Julio  de  1874. — Jttrüprudencia  cíe  Turirif  vol.  8,  pág.  879;  vol.  11,  pág.  621. 

09  Confr.  Tribunal  de  Cantasaro.  Sentencia  de  90  de  Agosto  de  1887. — 
Alatri-Bamines  en  el  Foro  tto^,  1877,  vol.  l.^  pág.  1068. 

(8)  Bn  el  libro  II,  tit.  66,  Feudorunif  se  encuentra  una  Constitución  del  em- 
perador Federico  *Qua€  »unt  regalia*  la  cual,  establece:  *Suntrtg<ilia  armandin 
viae  publicae,  Jiumina  navigafnlia  et  ex  quibtu  Jiunt  namgahUía,  portu»  ripatiea  vec- 
tígmlia.  >  Yéanse  también  Beales  cédulas  de  1770,  §  1.*,  tit.  7,  libro  VI,  que  de- 
clararon del  patrimonio  real  todos  los  -ríos,  y  el  §  9.^  del  mismo  titulo,  que 
««tableólo  ptidiera  adquirirse  la  propiedad  de  las  aguas  de  los  rios  por  eonoe- 
aión  del  Prinoipe. 
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dichos  ríos  con  varias  servidambres  en  provecho  de  los  parti- 
culares, dando  á  éstos  por  concesión  onerosa,  remnneratíva  ó 
gratuita  la  facultad  de  utilizar  diversas  servidambres  como, 
por  ejemplo,  el  derecho  de  pesca  y  el  de  construir  los  artefac- 
tos necesarios  para  ella,  el  derecho  de  travesía  y  de  acarreo,  el 
derecho  de  establecer  algún  molino,  etc.,  etc.,  de  todos  los 
cuales  se  encuentran  numerosos  ejemplos  en  Lombardía,  don- 
de los  duques  de  Milán  no  conocían  leyes  prohibitivas  de  ñin- 
gúin  género  para  enajenar  las  cosas  del  dominio  público. 

Habiendo  sobrevenido  el  derecho  público  moderno  que  san* 
<;iona  el  principio  de  la  inalienabilidad  de  los  derechos  pertene- 
cientes al  Monarca  ó  á  la  Nación,  han  surgido  muchas  cueatío- 
nes  con  motivo  de  la  aplicación  de  las  leyes  nuevas  respecto 
de  aquellos  que  en  virtud  de  las  concesiones  del  Príncipe  ha- 
bían adquirido  derechos  patrimoniales  sobre  las  cosas  públi- 
cas, sobre  todo  en  Lombardía  donde  varios  derechos  de  toma 
de  aguas,  de  pesca,  de  travesía  ó  pasaje,  de  acarreo  flotante  y 
otros  semejantes,  se  hallaban  establecidos  por  concesiones  de 
los  duques,  y  adjudicados  á  particulares  que  no  estaban  en  po- 
sesión  de  ellos  (1). 

Sin  entrar  en  un  minucioso  examen  de  tales  controversias, 
podemos  establecer  la  regla  siguiente:  cuando  los  particnlares 
estén  en  posesión  de  los  derechos  reales  adquiridos  con  arreglo 
á  la  legislación  anterior,  aunque  ésta  se  halle  inspirada  en  loa 
principios  feudales  y  sea  incompatible  con  el  derecho  público 
moderno  y  con  la  progresiva  civilización,  deben,  sin  embargo, 


(1)     Oonfr.  la  sentencia  del  Tribunal  de  casación  de  Tarín  de  U  de  Joli» 
«le  1861,  en  el  pleito  Yisconti  contra  la  Hacienda  pdblica.  Goll.  nf/iciah  de  ISSl^ 
pág^ina  425;  la  del  mismo  Tribunal  en  el  pleito  Malaspina  contra  la  sociedad 
ferroviaria  OaTalleranagglore,  de  27  de  Abril  de  1871,  y  la   de  24  de  Kayo  d« 
'  18S2,  en  el  pleito  Qalvagni  di  Babbio  contra  la  Hacienda,  y  la  dictada  pw 
el  Tribunal  de  casación  de  Boma  con  fecha  24  de  Mayo  de  1880  en  el  pleito 
Apolloni-Benna  Tommasini;  y  Giansana,  Digetto  italiano,  artículo  acqttt  pricttif, 
núm.  903  y  siguiente. 
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reputárseles  en  posesíóa  legítima  de  tales  derechos,  debiendo 
ser  considerada  la  concesión  ó  la  convención,  en  cujra  virtad 
le  fueron  adjudicados  por  el  Príncipe,  como  título  legítimo  para 
reclamar  el  respeto  de  sus  respectivos  derechos. 

En  efecto,  no  pueden  ser  considerados  éstos  más  que  como 
verdaderos  derechos  civiles  patrimoniales  y,  en  tal  concepto, 
deben  ser  respetados  al  promulgarse  una  ley  nueva,  siempre 
que  hayan  quedado  perfeccionados  según  las  leyes  anteriores, 
cualquiera  que  sea  la  causa  de  que  traigan  origen.  Especial- 
mente cuando  la  concesión  haya  sido  hecha  por  título  oneroso, 
no  puede  menos  de  admitirse  y  reconocerse  como  un  derecho 
perfecto  el  adquirido  por  el  particular  en  este  caso,  puesto  que 
la  facultad  concedida  por  dicho  título  para  aprovecharse  de  las 
cosas  públicas  objeto  de  la  misma,  no  viene  á  ser  otra  cosa  que 
ia  justa  correspondencia  de  la  prestación  hecha  por  su  parte: 
facultad  concedida  para  ello  por  quien  tenía  derecho  para  dis- 
poner de  tales  cosas  y  para  recabar  una  renta  de  ellas  según 
las  leyes  entonces  vigentes. 

Aquel  que  sucede  en  el  ejercicio  del  poder  soberano,  tiene 
siempre  el  derecho  de  reivindicar  ó  reclamar  para  sí  las  razo- 
nes ó  las  prerrogativas  todas  de  la  soberanía  que  hubiesen  sido 
por  casualidad  distribuidas  ó  concedidas  á  los  particulares  por 
el  soberano  anterior;  pero  teniendo  lugar  en  este  caso  la  ex- 
propiación de  un  derecho  patrimonial  perteneciente  á  un  par- 
ticular en  virtud  de  uu  título  válido  debe  observarse  el  princi- 
pio de  derecho  común,  á  saber:  que  ninguno  puede  ser  despo- 
jado  ni  obligado  á  ceder  sus  cosas,  sino  mediante  una  justa  y 
previa  indemnización  (1). 


(1)  Eüte  principio  faó  consagrado  por  primera  vea  en  nna  sentencia  de^ 
Parlamento  de  París.  Habiendo  sido  oonstroidos  sobre  el  Sena  y  sobre  Morra 
ciertos  establecimientos  qae  impedían  el  paso  de  las  naves,  qnyas  oonstrno- 
ciones  habían  sido  hechas  en  vlvtud  de  concesiones  de  los  se&ores  feadales 
qne  hablan  transformado  los  derechos  del  Bey  en  derecho  de  la  propiedad  or- 
dinaria, el  Parlamento  decretó,  en  13  de  Enero,  la  destraoción  de  las  mismas, 
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}80.  Las  dos  reglas  expuestas  sirven  para  resolver  toda 
controversia  sobre  la  materia  en  cnanto  se  refiere  á  las  caes- 
tiones  de  derecho  transitorio,  así  como  para  decidir  si  pueden 
6  no  ser  consideradas  como  legítimamente  adquiridas,  por  los 
particulares  que  estuvieron  en  posesión  de  ellas,  las  servidum- 
bres establecidas  sobre  cosas  públicas  y,  por  lo  tanto,  si  deben 
6  no  ser  asimiladas  á  verdaderos  derechos  civiles  patrimo- 
niales. 

En  este  punto,  todo  debe  depender  de  las  leyes  anteriores 
bajo  cayo  imperio  hubieren  sido  constituidas  dichas  servidora- 
bres,  y  también  es  necesario  referirse  á  las  mismas  leyes  ante- 
rieres  para  decidir  si  puede  considerarse  válidamente  consti- 
tuida la  servidumbre  por  la  ^posesión  inmemorial  6  mediante 
prescripción.  En  su  virtud,  una  servidumbre  discontinua  ad- 
quirida por  prescripción  mientras  estaba  en  vigor  en  las  pro- 
vincias  italianas  el  Código  civil  austríaco,  deberá  ser  recono- 
cida y  conservada  en  la  actualidad,  á  pesar  de  que  el  Código^ 
civil  vigente  (art.  630)  no  admite  q-ue  tal  servidumbre  pueda 
ser  adquirida  por  dicho  título.  Pero  entiéndase  bien,  que  para 
ello  sería  necesario  que  la  prescripción  de  treinta  años  exigí» 
da  por  el  Código  austríaco  para  su  adquisición  estuviere  ter» 
minada  y  completa  antes  de  la  promulgación  del  Código  ita- 
liano, sin  cuyo  requisito  no  j^odría  considerarse  perfecto  y  ad* 
quirido  dicho. derecho. 

Nos  parece  oportuno  hacer  notar  aquí  que  no  es  necesario 
para  que  en  este  caso  constituya  la  prescripción  un  válido  ti- 


pero  «con  la  condición  de  indemnisax  &  los  propietarios.»  Dallos,  12ep.,  váa- 
9e  concesión  administrativa,  página  841. 

Habiendo  abolido  el  legislador  italiano  los  derechos  del  ÁdeBtprivio  y  de 
Vuttorgia  en  la  Cerdefia,  por  la  ley  de  flS  de  Abril  de  1865,  dispuso  que  los 
pueblos  que  se  subrogaban  en  el  lugar  del  Keal  Patrimonio,  en  cuanto  k  la 
propiedad  de  bienes  sujetos  &  aquella  serviclumbre,  debían  indemnizar  4  lo» 
antiguos  propietarios  por  los  derechos  de  qne  qnedaban  expropiados. 
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talo  de  adqui8ici6a  (1),  que  á  más  de  qaedar  terminado -el  lap- 
so de  la  misma  antes  de  la  promalgación  del  naeyo  CódigOj, 
deba  ser  de  igaal  modo  declarada  por  sentencia  antes  de  la  ley 
nueva. 

Goando  la  prescripción  habiere  qaedado  terminada  antes 
de  empezar  á  regir  el  naevo  Código,  debe  considerarse  adqui- 
rida la  servidumbre,  y  mediante  la  prueba  del  lapso  de  todo  el 
término  exigido  para  la  prescripción  puede  ósta  ser  declarada 
posteriormente  si  se  demandase  al  Tribunal  la  declaración  de 
la  adquisición  por  prescripción  despaós  de  estar  en  Tigor  dicho 
Código. 

181.  Mayor  motivo  de  controversia  existe  en  cuanto  á  las 
servidumbres  discontinuas  y  las  no  aparentes,  cuando  se  pre- 
tende haber  sido  adquiridas  por  la  posesión  ai  zmmemoraUli. 
£1  Código  albertino  disponía  en  su  art.  649,  á  propósito  de  di- 
chas servidumbres,  que  «la  posesión^  aunque  fuese  inmemo- 
rial, no  basta  para  establecerla,  sin  que  por  esto  se  pueda,  sin 
embargo,  impugnar  la  servidumbre  de  esta  naturaleza  que  ha- 
biere sido  ya  adquirida  con  anterioridad  por  la  posesión.;^ 

El  Código  civil  italiamo  dispone  en  su  art.  630,  «que  las 
servidumbres  coutinaas  no  aparentes  y  las.  discontinuas,  sean 
ó  no  aparentes,  no  pueden  aer  i^sj^bleeldas  sino  mediante  un 
títalo,  y  que  la  posesión,  aunque  sea  inmemorial,  no  basta 
para  establecerlas.» 

Seg&n  el40recho  antiguo,  muchas  servidumbres  disconti- 
nuas y  no  aparentes  podían  ser  adquiridas  por  medio  de  la  po- 
sesión inmemorial  (2);  y  habiendo  dispuesto  el  legislador  en  el 


(1)  Eneontrámos  conforme  al  principio  expuesto  la  ley  transitoria  italiana, 
«ayo  art.  21  dice  asi:  «Las  servidombres  continoas  no  aparentes  y  las  dLscon- 
tinnasi  sean  ó  no  aparentes,  qae  habieron  sido  adqairidaa  por  medio  de  la 
posesión  con  arreglo  á  las  leyes  anteriores  &  la  fecha 'de  la  promulgación  del 
nuevo  Código,  s^ráa  oonservadas  en  adelante.» 

(2)  Am.  ocurría  segpon  las  Reales  oonstiiuoioneí  que  esturieron  en  .  vigor 
•n  el  Piamonte  hasta  la  promulgaoión  del  Código  albertino  y  con  arreglo  al 
derecho  común  vigente  en  los  otros  puntos  de  Italia  antes  de  diodos  Oódi- 


,1 
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art.  2-1  de  la  ley  transitoria  qae  las  servidumbres  adquiridas 
mediante  la  posesión  en  conformidad  á  las  leyes  anteriores  de- 
bían ser  respetadas  y  reconocidas^  surgió  naturalmente  la  cues- 
tión y  la  duda  de  sí  podían  ó  no  sep^uir  subsistiendo  válida- 
mente tales  servidumbres,  adquiridas  por  medio  de  la  posesión 
inmemorial  según  las  leyes  anteriores.    . 

Respecto  de  esta  cuestión,  nos  parece  que  no  encontráudo- 
se  en  la  legislación  anterior  una  disposición  eicpresaporlaqne 
se  sancione  la  regla  de  que  la  posesión  inmemorial  sea  ínsafi- 
cíente  para  constituir  una  servidumbre  no  aparente,  debe  re- 
putarse adquirida  ósta  medíante  la  posesión  ab  immemorüili^ 
porque  tal  modo  de  adquisición  era  admitido  por  el  derecho 
común  y  por  el  derecho  feudal  para  el  efecto  de  adquirir  aon 
aquellas  cosas  que  eran  por  su  naturaleza  imprescriptibles  (1). 
Por  otra  parte,  cuando  la  posesión  es  tan  larga  se  debe  pre- 
sumir el  justo  título,  y  una  vez  admitida  dicha  presunción  se- 
gún la  ley,  podría  considerarse  legalmente  adquirida  la  serri- 
dambre  en  virtud  del  título  justamente  presunto. 

Para  resolver  con  acierto  en  este  punto,  debe  examinarse, 
en  primer  lugar,  si  con  arreglo  á  la  legislación  bajo  cuyo  im- 
perio tuvo  lugar  la  posesión  aliímmemoraaii  podía  ó  no  ser 
considerada  ésta  como  fuéntb^de  derecho  y  además  suministrar 
la  prueba  de  que  dicha  posesióií  inmemorial  había  tenido  efecto 
antes  de  ser  promulgada  la  ley  nueva  que  excluyese  tal  modo 
de  adquisición,  y  del  resuliíado  que  esto  ofrezca  ha  de  depender 
la  resolución  que  haya  de  adoptarse. 

También  debe  ser  admitida  dicha  prueba  aun  después  de 
promulgada  la  nueva  ley,  porque  en  tal  caso  responde  al 


gos.  Confr.  Cbpolla,  Da  »erwVMít6iw,  libro  1.*,  cap.  19,  nám.  i.  Conf.  Tribatíl 
de  Tarín,  30  de  Julio  de  1884.  Bbttini,  tomo  17,  cap.  2.*,  p4g.  430.  H.,  M  á« 
Enero  de  1865,  GiurUprud^ma  tor.,  tomo  1  *,  pkg.  282.  Casal,  2  de  Marzo  y  9Béc 
Julio  de  1868.  Id.,  tomo  5.%  págs.  631  y  «15. 

(1)    Véase  el  artioulo  de  ScuPFEtt  en  el  Dígetto  iialianOf  epígrafe  ah  k 
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objeto   de    establecer  un    derecho   precedentemente  adqui- 
rido. 

182.  Viniendo  ahora  á  ocaparnos  de  las  servidumbres  lla- 
madas personales,  debemos  hacer  notar  que  no  pueden  ser 
consideradas  en  las  mismas  circunstancias  que  las  prediales; . 
pues  si  bien  es  verdad  que,  como  éstas,  modifican  los  derechos 
de  propiedad,  están  sin  embargo  establecidas  siempre  en  be- 
neficio de  ciertas  personas,  entre  las  cuales  existen  determina- 
das relaciones  personales  6  razones  de  estado  y  de  familia. 

Así  sucede,  por  ejemplo,  en  el  usufructo  legal  concedido 
por  la  ley  al  padre  sobre  los  bienes  del  hijo  sujeto  á  la  patria 
potestad  y  el  establecido  en  favor  del  cónyuge  sobreviviente 
sobre  una  parte  del  patrioionio  del  cónyuge  difunto.  Siendo  es- 
tas servidumbres  legales  personales  un  accesorio  de  la  patria 
potestad  ó  de  los  derechos  de  sucesión  del  cónyuge  sup¿rs< 
tite,  convendrá  para  determinar  la  eficacia  ó  ineficacia  de  la 
ley  nueva  respecto  de  dichos  usufructos  referirse  en  su  caso 
á  los  principios  ya  expuestos  acerca  del  ejercicio  dé  la  patria 
potestad  ó  á  los  que  más  adelante  hemos  de  exponer  sobre  los 
derechos  de  sucesión  del  cónyuge  superviviente. 

183.  En  cuanto  al' usufructo  voluntariamente  constituido» 
y  todo  lo  que  con  el  mriímo'sé  Relaciona,  se  debe  considerar 
como  réglá  general  que  la  validez  de  dicha  constitución  ha  de 
juzgarse  con  aoreglo  á  la  ley  vigente  en  el  momento  én  qtíc 
fuese  constituido  el  nsufructo.  De  aquí,  que  si  la  ley  en  vigor 
permitiese  establecer  el  usufructo  progresivo  ó  perpetuo  sentía 
válido  y  eficaz,  y  como  tal  debería  estimarse  un  legado  'de 
usufructo  progresivo  hecho  bajo  el  imperio  de  dicha  ley  si  la 
9nc6&íón  hubiere  sido  abierta  antes  de  dejar  de  regir  la  misma, 
aun  cuando  después  no  se  admitiese  más  esa  clase  de  usufrtic- 
ta  por  la  ley  posterior  que  estuviese  vigente  cuando  se  diere  lu- 
gar á  la  progresión.  La  eficacia  de  dicho  legado  no  podría  ser 
destruida  ni  aun  en  el  caso  de  que  la  ley  posterior  hubiese 
abolido  la  sustitución  fideicomisaria,  toda  vez  que  los  legados 
de  usufructo  progresivo  no  revisten  por  su  propia  naturaleza 
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el  carácter  de  sastítaciones  fideicomisarias  (1),  y  no  podría 
por  lo  tanto  considerárseles  comprendidos  en  la  ley  naeva  qae 
hubiese  abolido  los  fideicomisos. 

Por  la  misma  razón  ha  sido  considerado  válido  y  eficaz, 
aan  después  de  la  promulgación  del  Código  italiano,  el  uiq- 
frncto  perpetuo  admitido  por  la  ley  austríaca  en  fayor  de  lu 
personas  morales  permanentes.  Y  si  bien  se  ha  limitado  á 
treinta  anos,  á  contar  de  la  promulgación  del  nuevo  Código,  li 
duración  de  tal  usufructo,  esto  ha  sido  para  armonizarlo  con  ii 
moderna  legislación,  puesto  que  en  el  art.  518  del  expresado 
Código  se  dispone  que  el  usufructo  establecido  en  favor  de  las 
personas  ó  corporaciones  morales  no  puede  exceder  de  dicho 
término. 

184.    Los  derechos  y  deberes  del  usufructuario  y  del  nado 
propietario  deben  ser  determinados  también  por  la  ley  qae 
estuviere  en  vigor  cuando  fué  constituido  el  usufructo.  La  ra- 
zón .de  ello  estriba  en  que,  naciendo  esos  derechos  y  deberes 
del  pacto,  revisten  las  forjmas  de  las  relaciones  derivadas  de 
la  convención  ó  del  contrato  y,  como  éstas,  tienen  que  regirse 
por  la  legislación  vigente  al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato. 
En  su  virtud,  para  decidir,  por  ejemplo^  cuáles  sean  las  re- 
paraciones extraordinarias  que  corresponde  hacer  al  propieta- 
TJLQ.j  las  ordinarias  que  gravan  al  usufructo^  no  es  necesario 
referirse  á  la  ley  vigente  en  el  momento  en  que  ocurriere  el 
hecho  que  las  motivase,  sino  á  aquella  bajo  cuyo  imperio  faé 
establecido  el  usufructo.  También  es  j^iecesarío  estar  ala  ley 
con  arreglo  &  la  cual  nació  el  usufructo,  para  resolver  si  pe^ 
tenecen  al  usufructuario  ó  al  propietario  los  frutos  e^UnUSí 
y  los  semejantes  á  ellos,  cuando  el  usufructo  hubiere  termina- 
do. Y  lo  mismo  debe  decirs;e  ^e  la  locación  ó  arrendamieo- 
to  hecho  dura'hte  el  usufructo  y  de  su  eficacia,  en  cnanto  áls 


(1;     Coxxft.  Oass.  dé  Tarín,  10  Julio  1872  (IfarUa^m  e  Pívanti),  Uonüir  it 
ÍQ9  TribunalcH,  1872,  pág.  103». 
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«duración  del  mismo,  después  de  extíoguido  dicho  usufruc- 
to, etc.  y  etc. 

La-  nueya  ley  solamente  podría  ser  aplicada  cuando  ella 
sujetase  á  nueyas  disposiciones  determinados  actos  no  tenidos 
en  cuenta  por  la  ley  anterior.  Así  sucedería,  por  ejemploi  en 
el  caso  de  que  la  ley  nueva  declarase  que  por  ciertos  actos  se 
extinguía  el  usufructo,  si  el  usufructuario  no  hubiese  adquirí- 
do  con  anterioridad  el  derecho  de  ejecutar  dichos  actos  sin  in- 
currir  en  la  pérdida  ó  extinción  del'  usufructo.  La  mera  folia 
de  uua  disposición  legal  relativa  al  particular,  no  podría  ser 
alegado  en  contra  de  esto  como  fundamento  de  un  derecho  ad- 
quirido (1). 

Si  la  ley  nueva  impusiese  al  usufructuario  la  obligación  de 

« 

prestar  fianza,  y  no  le  eximiese  expresamente  de  ella  la  legis- 
lación vigente  caando  fué  constituido  el  usufructo,  nos  parece 
que  podría  ser  obligado  el  usufructuario  á  prestar  la  fianza 
con  arreglo  á  la  nueva  ley.  Esta,  en  efecto,  puede  sujetar  á 
nuevas  garantías  el  ejercicio  de  los*  derechos  adquiridos  bajo 
-él  imperio  de  la  legislación  anterior,  y  entre  dichas  garantías 
debe  considerarse  la  fianza,  la  cual  no  afecta  al  fondo  de  la 
servidumbre  de  usufructo  sino  al  modo  de  ejercitarla. 

Antes  de  terminar  este  l^ratado,  nos  parece  conveniente  con- 
signar, que  las  disposiciones  de  la  ley  nueva  relativas  á  la  con- 
servación de  la  servidumbre  de  usufructo  son  aplicables  tam- 
bién á  aquellas  que  hubieren  sido  adquiridas  bajo  el  imperio 
de  las  leyes  anteriores.  Esto  mismo  debe  decirse  respecto  de 
la  transcripción  si  fuese  exigida  por  disposiciones  posteriores, 
para  el  efecto  de  establecer  su  prioridad  en  cuanto  á  terce- 
ros, etfc.,  etc. 

(OiMUinuará.) 


(1)     Véase  lo  oxpaesto  en  los  párrafos  88  y  45. 

PaSQÜALB   FlOBB. 
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Desde  la  publicacidn  de  nuestro  artfcolo  anterior,  en  que 
nos  ocupábamos  de  lo  qae  podríamos  llamar  parte  general  de 
la  ley  de  11  de  Mayo  último,  referente  á  las  bases  con  arreglo 
á  las  cuales  debe  publicarse  el  fatnro  Código  civil,  toda  ^et 
qae  en  ella  se  trata  de  los  preceptos  establecidos  en  cnanto  4 
la  fecha  en  qne  ha  de  empezar  á  regir,  condiciones  que  han  de 
camplirse  para  ello,  y  carácter  que  debe,  tener  mientras  se  pu- 
blique 6  hasta  que  sea  un  hecho  la  formación  de  cuerpos  lega- 
les que  rijan  en  las  provincias  ó  comarcas  ferales,  se  ha  ade- 
lantado notablemente  en  los  trabajos  preparatorios  é  indispen- 
sablecí  para  que  dicho  Código  empiece  á  regir,  pues  según  pa- 
rece están  al  terminar  los  últimos  títulos  por  la  Comisión  de 
Códigos  y  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia.  Debido  á  ello,  ha 
empezado  á  publicarse  ya  el  Código  en  la  Gaceta  de  Mairií,  y 
todo  induce  á  creer  que  hay  el  propósito  decidido  y  formal  de 
que  en  muy  breve  plazo  exista  un  cuerpo  de  doctrina  confor- 
me al  que  se  rijan  las  relaciones  privadas  de  los  españoles, 
aunque'  insistimos  en  nuestra  opinión  de  que  hasta  Marzo  pró- 
ximo, lo  más  pronto,  no  llegará  á  conseguirse  tal  propósito. 

Hoy  hemos  de  entrar  á  tratar  ya,  aunque  muy  someramea- 
te,  pues  nuestra  idea  no  es  otra  que  la  de  trazar  líneas  genera- 
les, dejando  para  otra  ocasión  más  propicia  y  para  plumas  más 


*     Yéaso  la  pág.  41  de  este  tomo. 
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autorizadas  el  estadio  detenido  y  concienzado  qae  podrá  ha-  * 
cerae  cuando  el  Código  se  conozca  en  totalidad^  de  las  bases 
con  arreglo  á  las  cuales  ha  de  redactarse  aquél;  y  desde  Ine- 
gt>  merece  muy  particular  atención  la  1/,  según  la  cual|  ha 
de  acomodarse  eü  principio  al  proyecto  de  1851,  en  cuanto 
en  éste  se  contiene  el  sentido  y  capital  pensamiento  de  las 
instituciones  civiles  del  derecho  histórico  patrio,  debiendo  for- 
mularse aquél  sin  otro  alcance  y  propósito  que  el  de  regu- 
larizar, aclarar  y  armonizar  los  preceptos  de  nuestras  leyes, 
recoger  las  enseñanzas  de  las  doctrinas  en  la  solución  de  las 
dadas  suscitadas  por  la  práctica  .y  atender  á  algunas  necesi- 
dades nuevas  con  soluciones  que  tengan  uif  fundamento  cien- 
tífico ó  un  precedente  autorizado  en  legislaciones  propias  ó 
extrañas,  y  obtenido  ya  coman  asentimiento  entre  nuestros  ju- 
risconsultos ó  que  resulten  bastante  justificadas,  en  vista  de 
las  exposiciones  de  principios  ó  de  método  hechas  en  los  Cuer- 
pos Colegisladores. 

Por  de  pronto,  y  aparte  de  la  notable  redacción  de  la  base 
que  nos  ocupa,  merece  fijarse  algún  tanto  la  atención  en  el 
hecho, de  que  en  la  primera  parte  se  concreta  y  limita  el  al- 
cance del  proyepto  hasta  el  punto  de  que  tan  sólo  ha  de  obser- 
varse lo  establecido  en  el  de  1851,  como  reflejo  y  resumen,  di- 
gámoslo así,  del  derecho  histórico  patrio,  mientras  que  en  la 
segunda  parte  se  amplían  las  facultades  conferidas  á  los  redac- 
tores del  nuevo  Código,  hasta  el  extremo  de  que  ño  sólo  deben 
establecer  principios  que  resuelvan  las  dudas  existentes,  sino 
qne  hasta  pueden  innovar  el  derecho*  antiguo  con  principios 
de  legislaciones  propias  ó  extrañas  bastante  justificadas  por 
las  exposiciones  de  doctrinas  ó  de  método  hechas  ante  los 
Caerpos  Golegisladores. 

Ya  sabemos  que  una  ley  de  bases  no  puede  cercenar  hasta 
tal  punto  las  facultades  de  aquellos  á  quienes  se  encomiende 
la  redacción  de  cualquier  Código  que  haga  innecesario  ó  in- 
útil este  encargo,  y  tampoco  se  nos  oculta  que  es  materialmen- 
te imposible  la  discusión  parcial  de  todos  y  cada  uno  de  los  pre- 
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ceptos  contenidos  en  Códigos  tan  extensos,  como  necesaria* 
mente  ha  de  ser  q1  civil;  pero  también  ha  de  tenerse  presea* 
te  qne  en  un  país  constitacionalmente  regido^  no  se  han  de  dar 
al  Poder  ejecutivo  facultades  tan  amplias  y  absolutas  qne 
se  le  constituya  en  definidor  de  derechos  6  innovador  de  pre- 
ceptos legales  que,  á  más  de  este  carácter,  tienen  en  su  apojo 
el  prestigio  del  tiempo  y  la  autoridad  qne  le  prestan  la  manera 
de  ser  y  las  costumbres  de  los  pueblos.  Tal  condición  es  pro* 
pia  del  Poder  legislativo,  que  de  ninguna  manera  debe  abdicar 
sus  atribuciones  para  que  las  ostente  el  ejecutivo;  y  por  lo  tan- 
to, no  hay  más  medio  de  armonizar  estos  principios  con  aqne- 
11a  necesidad,  que*  establecer  y  fijar  en  las  Cámaras  concreta- 
mente las  innovaciones  y  modificaciones  que  se  crean  preci- 
sas, para  que  el  Gobierno  se  limite  á  darlas  el  desarrollo  con- 
veniente sin  alterar  su  capital  sentido. 

.  Si  á  esta  idea  obedece  la  ley  de  11  de  Hayo  último,  como 
parece  demostrarlo  el  hecho  de  que  respecto  á  varias  instita- 
ciones  civiles  se  determina'  el  concepto  con  arreglo  al  qne  ha 
de  formularse  el  nuevo  Código,  nada  puede  oponerse;  pero  ei 
de  temer  que,  independientemente  de  las  modificaciones  con- 
signadas en  dichas  bases,  se  establezcan  otraá  que  se  conside* 
ren  precisas  para  atender  A  algunas  necesidades  nuevas  que  £m- 
gan  un  fundamento  cienti/ico,  ó  que  se  estimen  bastante  jwitífa^ 
das.  Esto,  como  se  ve,  es  tan  abstracto,  que  el  Ministro  j  la 
Comisión  de  Códigos,  en  realidad,  tienen  una  libertad  amplísi- 
ma, pues  sus  individuales  opiniones,  por  muy  respetables  qne 
sean,  no  debieran  ser  suficientes  para  introducir  innovacioABS 
en  la  vida  civil  de  nuestra  patria. 


•  « 


Otro  tanto  se  puede  decir  respecto  á  la  base  2.*  de  la  ley 
que  nos  ocupa,  expresiva  de  que-  los  efectos  de  las  leyes  y  de 
los  Estatutos,  así  como  la  nacionalidad,  la  naturalización  y  el 
reconocimiento  y  condiciones  de  existencia  de  las  personas  ja- 
rídícas  se  ajustarán  á  los  f  receptos  constitucionales  y  legaJethof 
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vigentes  con  las  modificaciones  precisas  para  descartar  formali- 
dades y  frohibidones  ya  desusadas^  aclarando  esos  coDceptos 
jurídicos  universalmente  admitidos  en  sus  capitales  fundamen- 
tosy  7  fijando  los  necesasios,  así  para  dar  algunas  bases  segu- 
ras á  las  relaciones  internacionales  civiles,  como  para  facilitar 
el  enlace  y  aplicación  del  nuevo  Código  j  de  las  legislaciones 
forales  en  cuanto  á  las  personas  y  bienes  de  los  españoles  en 
BUS  relaciones  y  cambio  de  residencia  ó  vecindad  en  provincias 
de  derecho  diverso,  inspirándose  hasta  donde  sea  conveniente 
en  el  principio  y  doctrina  de  la  personalidad  de  los  Estatutos 
A  este  propósito^  también  se  ocurre  la  duda,  á  simple  vista^ 
de  que  en  el  caso  de  no  creerse  conveniente  dichos  principio  y 
doctrina,  no  se  sabe  cuáles  serán  los  que  habrán  de  tenerse  en 
cuenta,  pues  la  ley  no  los  determina.  Además,  la  doctrina  de 
los  Estatutos  genoralmente  admitida,  ha  nacido  precisamente 
de  la  lucha  Qonstante  entre  el  principio  personal  j  el  territorial, 
sin  que  llegue  á  resolver  por  completo  los  conflictos  que  de 
esta  lucha  nacen,  y  hasta  ocurre  frecuentemente  el  caso  pre- 
sentado con  notable  precisión  por  D.  Manuel  Torres  Campos  en 
su  obra  titulada  Principios  de  derecho  internacional  privado  ó 
de  derecho  extraterritorial  de  Europa  y  América  en  sus  relaciO' 
nes  con  el  Derecho  civil  de  España,  al  oeuparse  de  las  dificul- 
tades que  se  presentan,  cuando  existe  lucha  de  Estatutos, 
cuando  en  un  país  se  considera  la  materia  como  del  personal 
y  en  el  otro  del  real,  y  cuando  se  trata  de  actos  en  que  inter-^ 
vienen  personas  de  nacionalidades  diversas  por  naturalización^ 
ó  por  origen,  que  se  refieren  á  cosas  situadas  en  diferentes  Es- 
tados, y  que' ya  han  tenido  lugar  en  uno  distinto  de  aquel  á 
que  pertenecen  las  personas,  ó  en  que  se  encuentran  las  cosas. 
«Cada  Estado^  dice  el  Sr.  Torres  Campos,  bajo  cuya  soberanía 
cae  de  alguna  manera.una  relación  de  derecho,  tratado  some- 
terla toda  á  sus  leyes,  especialmente  cuando  están  interesados 
sus  subditos  y  cuando  tiene  medios-de  concederles  protección. 
Consecuencia  es  de  esto,  que  la  jurisprudencia  en  los  asuntos 
que  nos  ocupan,  nos  revele  el  absoluto  predominio  del  princi^ 
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pió  territorial.»  No  obstante,  en  España  predomina  el  princi- 
pio personal,  acaso  debido,  como  indica  el  mismo  distingoido 
escritor,  á  qne  «la  proximidad  á  Francia,  el  generalizado  cono- 
cimiento de  su  idioma,  la  influencia  de  los  publicistas  france- 
ses/ cuyas  obras  son  casi  las  únicas  que  están  al  alcance  déla 
generalidad  de  nuestros  hombres  de  ciencia,  y  el  escaso  des- 
envolvimiento científico,  han  contribuido  á  que  en  España  no 
se  haya  hecho  otra  cosa  que  seguif  á  Foelix.» 

Ahora  bien;  dentro  de  la  doctrina  de  la  personalidad  de  los 
Estatutos,  ¿deberá  seguirse  dando  preferencia  al  principio  per- 
sonal, como  hasta  ahora  se  ha  hecho?  ¿Deberá  concederse  al 
territorial,  <5  sería*  oportuno  y  conveniente  buscar  un  término 
que  armonizara  ambos  principios,  como  intenta  la  escuela  filo- 
sófica? Nada  de  q^to  aclara  la  base  segunda  de  la  ley  de  11  de 
Mayo,  y  la  importancia  de  la  cuestión  6  problema  planteado  ea 
tan  grande,  que  bien  merecía  que  nuestros  legisladores  habie- 
ran  puesto  algo  de  su  parte  para  resolverlo  de  un  modo  pred- 
so  y  categórico. 


Las  bases  3/  y  4.*  se  refieren  á  la  forma  6  manera  de  cele- 
brarse el  matrimonio  y  á  las  relaciones  jurídicas  de  loscónjo- 
ges  y  sus  descendientes;  y  tanto  una  como  otra  no  alteran  sns- 
tancialmente  la  actual  legislación. 

I.'  Admitida  como  se  halla  la  existencia  de  otros  cultos  dis- 
tintos del  católico,  es  consecuencia  lógica  la  de  que  se  establez- 
ca un  medio  civil  común  para* celebrar  el  matrimonio  los  que 
no  profesen  aquella  religión;  pero  desde  el  instante  en  qaeel 
Código  fundamental  establece  como  oficial  la  católica,  es  na- 
tural también  que  al  matrimonio  canónico  se  den  todos  los  efec- 
tos civiles,  si  bien  en  esto  puede  seguirse  el  criterio  en  qne  se 
inspiraron  et  famoso  Real  decreto  de  9  de  Febrero  de  1875  y 
varias  disposiciones  complementarias  del  mismo,  segán  las 
cuales,  única  y  exclusivamente  podían  celebrar  matrimonio 
civil  los  españoles  que  pública  y  solemnemente  abjuraran  el 
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•catolicismo,  6  puede  adoptarse  el  temperamento  de  establecer. 

zambas  formas  de  matrimonio,  dejando  en  libertad  á  los  que 

piensen  contraerle  para  que  utilicen  la  que  crean  conreniente. 

El  primero  de  dichos  sistemas  es  el  que  ha  preyalecido  cu 
el  proyecto  de  Código,  pues  la  citada  base  3/  se  limita  á  esta- 
blecer que  el  matrimonio  cítíI  se  celebrará  del  modo  que  se 
determine,  en  armonía  con  lo  establecido  en  la  Constitución 
del  Estado,  pero  antes  se  consigna  que  el  matrimonio  canóni- 
co deberán  contraerlo  todos  los  que  profesen  la  religión  católi-* 
>ca;  y  á  seguida  se  expresa  que  dicho  matrimonio  producirá  to- 
dos los  efectos  civiles  respecto  de  las  personas  y  bienes  de  los 
cónyuges  y  sus  descendientes,  cuando  se  celebre  en  conformi- 
dad con  las  disposiciones  de  la  Iglesia  católica  admitidas  en  el 
Reino  por  la  ley  13,  tít.  13,  libro  1.^  de  la  Novísima  Becopila- 
cíón;  en  lo  que  se  ve  claramente  manifestada  la  idea  de  respe- 
tar lo  establecido,  pues  sólo  es  una  mera  formalidad  extrínse- 
ca y  accidental  la  de  que,  al  acto  de  la  celebración  asista  el 
.Juez  municipal  ú  otro  funcionario  del  Estado,  toda  vez  que  en 
la  propia  base  se  establece  que  dicha  asistencia  ha  de  ser  con 
el  sdo  fin  de  verificar  la  inmediata  inscripción  de  matrimonio 
en  el  Registro  civil. 

n.  En  cuanto  á  laa  relaciones  jurídicas  derivadas  del  matri- 
monio respecto  á  las  personas  y  bienes  de  los  cónyuges  y  sus  des- 
cendientes, paternidad  y  filiación,  patria  potestad  sucesiva  del 
marido  y  de  la  mujer  sobre  los  hijos  no  emancipados,  efectos 
civiles  del* contrato  y  cuantas  constituyen  el  derecho  de  fami- 
lia, la  base  4/  expresa  que  habrá  de  acomodarse  el  Código  á 
los  principios  esenciales  en  que  se  funda  el  estado  legal  pre- 
sente, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  las  bases  17,  18, 22  y  25. 

Antes  de  pasar  adelante,  nos  parece  oportuno  rectificar  la 
palabra  contrato  que  se  emplea  aludiendo  al  matrimonio;  por- 
que lo  cierto  es  que  el  canónico  á  que  se  da  preferencia  y  to- 
dos los  efectos  civiles,  jamás  ha  sido  considerado  más  que  como 
un  Sacramento,  y  aun  el  matrimonio  civil,  á  lo  sumo,  podrá  ad. 
miti  rse  que  sea  la  expresión  de  nn  contrato,  pero  no  el  contr^L- 
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to  mismo;  toda  vez  que  el  matrimonio^  considerado  cÍTilmente^ 
es  ana  persona  jurídica  constituida  por  el  consentimiento  de^ 
quienes  lo  contraen  con  arreglo  á  las  leyes.  Pero  es  más;  n» 
aun  la  forma  de  contraerlo  puede  admitirse  en  buenos  princi- 
pios que  sea  la  aplicable  á  los  contratos  mientras  se  mantenga 
la  indisolubilidad  del  vinculo,  pues  si  entre  los  contratos  se 
considerara  comprendido  el  matrimonio,  sería  forzoso  admitir 
que  lo  constituido  por  la  voluntad  de  las  partes  debería  dejar 
\le  existir  también  por  la  simple  voluntad  de  los  contrayentes. 
Por  lo  demás,  nos  parece  plausible  la  conducta  del  l^;isla^ 
dor  al  aceptar  los  principios  esenciales  dé  lo  que  hoy  existe  con 
las  únicas  modificaciones  á  que  se  refieren  las  citadas  bases,  d^ 
que  nos  ocuparemos  al  tratar  del  usufructo  foral,  de  la  SQce* 
sión  intestada,  de  las  capitulaciones  matrimoniales,  y  de  la 
condición  de  la  dote  y  de  los  bienes  parafernales  y  de  su  ad- 
ministración, que  son  los  puntos  á  que  se  refieren  aquéllas. 


La  base  5/  dispone  que  no  se  admita  la  investigación  déla 
paternidad  sino  en  los  casos  de  delito,  ó  cuando  exista  escrito 
del  padre  en  el  que  conste  su  voluntad  indubitada  de  reooDO* 
mer  por  suyo  el  hijo,  deliberadamente  expresada  con  ese  fin, U 
cuando  medie  posesión  de  estado;  añade  que  se  permitirá  la 
investigación  de  la  maternidad  y  se  autorizará  la  legitimaeiiSQ 
bajo  sus  dos  formas  de  subsiguiente  matrimonio  y  conceai^n 
real,  limitando  ésta  á  los  casos  en  que  medie  imposibilidad  ab- 
soluta de  realizar  la  primera,  y  reservando  á  terceros  perjodi* 
cados  el  derecho  de  impugnar,  así  los  reconocimientos  como 
las  legitimaciones  cuando  resulten  realizados  fuera  de  las  con- 
diciones de  la  ley;  y  concluye  autorizando  la  adopción  por  es- 
critura pública  y  con  autorización  judicial,  á  cuyo  efecto  ha- 
brán de  fijarse  la»  condiciones  de  edad,  consentimiento  y  pro- 
hibiciones que  se  juzguen  bastantes  aprevenir  los  incooTe- 
nientes  que  el  abuso  de  este  derecho  pudiera  traer  consigo  para 
I^  organización  natural  de  la  familia. 


[ 
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VSb  parece  plausible  el  criterio  cootrario  á  la  inYestígacíóa 
de  la  paterDidad,  pues  á  sadie  se  le  ocnltao  los  peligros  qoe 
podría  acarrear  la  facultad  para  hacer  ese  género  de  investi- 
gacioDea,  que  se  convertirían  en  arma  poderosa  de  alarma  y 
pertarbación  en  manos  de  personas  desprovistas  de  sentimien- 
tos nobles  y  generosos, ;  deseosas  de  provocar  lamentables  es- 
cisiones  en  las  familias  si  no  se  compraba  so  silencio,  como  in- 
dica perfectamente  el  Sr.  García  Ooyena  en  sns  notables  co- 
mentarios al  proyecto  de  Código  de  1851.  Acaso  pudiera  decir- 
se  otro  tanto  respecto  á  los  peligros  qne  ofrece  la  facnltad  de- 
investigar  la  maternidad;  pero  en  cambio  no  se  nos  ocultan  los 
motivos  poderosos  qne  por  otra  parte  existen  para  justificar 
este  procedimiento,  como  también  el  de  obtener^  por  medio  de 
una  de  las  llamadas  gracias  al  sacar,  la  legitimación,  por/más^ 
que  no  nos  explicamos  cuándo  será  posible  hacerlo,  según 
la  base  que  nos  ocupa,  toda  vez  que  aquella  forma  sólo  se  ad- 
mite para  el  caso  en  que  no  sea  jposible  la  legitiiñación  por 
subsiguiente  matrimonio,  con  lo  que  parece  aludirse  á  los  en 
que  n0  trate  de  hijos  que  no  sean  naturales,  y  precisamente 
para  éstos  es  para  los  únicos  que  creemos  justa  y  posible  la 
legit|piación. 


4k  « 


Nada  hemos  de  oponer,  pues  desde  luego  consideramos 
prudente  y  racional  la  base  6/  con  arreglo  á  la  cual  se  carac- 
terizarán y  definirán  los  casos  de  ausencia  y  presunción  de 
muerte,  estableciendo  las  garantías  que  aseguren  los  derechos 
del  ausente  y  dQ  sus  herederos,  y  que  permitan  en  su  día  el 
disfrute  de  ellos  por  quien  pudiera  adquirirlos  por  sucesión  tes- 
tamentaria  ó  legítima,  sin  que  la  presunción  de  muerte  ^uto- 
rice  al  cónyuge  presente  para  pasar  á  segundas  nupcias,-  y  del 
propio  modo  entendemos  que  es  plausible  y  está  justificado,  el 
restablecimiento  del  consejo  de  familia  y  la  institución  del  car- 
*  go  de  protutor  á  que  se  contrae  la  base  7/,  expresiva  también 
de  que  la  tutela  de  los  menores  no  emancipados,  dementes  y 
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de  los  declarados  pródigos  por  interdicción  civil^  se  puc^  di- 
ferir por  testameatOy  por  la  ley  ó  por  el  consejo  de  familia. 

Esta^institación  y  la  del  protator,  especialmente  la  primeía, 
;Bon  tanto  más  necesarias,  cuanto  que  en  la  práctica  se  ohsem 
que  la  plausible  conducta  del  Ministerio  fiscal,  que  acioal- 
mente  representa  los  intereses  de  los  menores,  no  es  bastante 
para  amparar  estos  derechos  que  la  mayor  parte  de  las  veces 
se  hallan  á  merced  de  la  mala  fe  de  personas  que  explotan 
aquellos  intereses,  sin  tener  conocimiento  de  ello  el  Ministeiio 
público,  que  de  esa  manera  se  ye  en  la  imposibilidad  absolota 
de  que  tengan  resultado  práctico  sus  uobles  esfuerzos  y  d»- 
velos  por  tan  sagrados  intereses. 


»  « 


Últimamente,  y  por  lo  que  al  derecho  de  familia  se  refiere, 
la  base  8/  fija  la  mayor  edad  á  los  veintitrés  años  para  loe 
efectos  de  la  legislación  civil,  estableciendo  la  emaocipacidii 
por  matrimonio  y  la  voluntaria  por  actos  entre  vivos,  á  contar 
desde  dieciocho  años  de  edad  en  el  menor;  y  la  base  9/  se  U« 
mita  á  mantener  los  principios  existentes  en  todo  lo  relatÍ7oaI 
Registro  del  Estado  civil;  por  cuya  razón  nos  abstenemot  de 
transcribirla  literalmente. 

Tal  vez  haya  quien  pretenda  que  la  mayor  edad  debiera 
haberse  fijado  en  los  veinte  ó  veintiún  años,  é  indudablemea* 
te  la  tendencia  de  la  época  es  la  de  disminuir  la  edad  para  el 
completo  disfrute  de  todos  los  derechos  civiles;  pero  todo  le 
que  sea  prudencia  en  cuanto  á  innovaciones  de  esta  índole,  Des 
parece  recomendable,  pues  no  ha  de  olvidarse  que  se  trata,  no 
sólo  de  lo  que  más  afecta  al  hombre,  que  es  su  vida  íntíma, 
harto  respetable  por  sí  sola,  sino  también  de  jo  que  atañe  á  re- 
laciones originarías  de  derechos  que  revisten  cierto  carácter 
público  por  hallarse  interesadas  terceras  personas. 

Luís  M.  Miqubl  TbabgiIbn. 


[ 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  PROFESIONAL  EXTRANJERA 


En  el  último  número  de  la  roTista  italiana  titulada  Árckimo  Giuridico, 
encontramos  nn  interesante  articulo  de  Emilio  Bianchl  sobre  la  inhábüitación, 
j  la  au9encia  del  marido  en  materia  de  autortiación  marital,  en  cuyo  trabajó  se 
examina  la  onestión  de  si  es  ó  no  necesaria  dicha  antorísación  caando  el  ma- 
rido se  halla  inhabilitado  para  el  ^erciolo  de  los  derechos  civiles  ó  cuando 
se'  encuentra  lejos  de  su  domicilio,  aunque  sin  haber  recaído  la  declaración 
legal  de  ausencia. 

Dos  son  las  razones  en  que,  según  los  tratadistas,  se  inspira  la  ley  al  es- 
tablecer la  necesidad  de  la  autorización  marital  para  los  actos  ó  contratos  en 
que  hubieren  de  intervenir  las  mujeres  casadas.  Unos  la  consideran  exigida 
eomo  garantía  del  orden  de  la  familia,  y  otros  impuesta  para  proteger  la  de- 
bilidad de  su  sexo,  discutiéndose  aun,  pntre  las  modernas  legislaciones  que 
admiten  dicha  institución,  si  deben  restringirse  los  casos  en  que  la  autorlza- 
eión  sea  necesaria,  si  debe  permitirse  su  concesión  en  general  por  medio  de 
un  solo  acto  público  para  todos  los  casos  en  que  fuere  indispensable  y,  por 
último,  si  conviene  fijar  previamente  en  la  ley  los  casos  en  que  no  es  precisa 
4icha  formalidad  por  conservar  íntegra  ó  recobrar  la  mujer  casada  la  pleni- 
tud de  su  capacidad  jurídica. 

En  cuanto  h  este  último  punto,  el  novísimo  Derecho  italiano,  inspirándose 
<en  el  primero  de  los  criterios  referidos,  ha  venido  á  introducir  una  innovación 
importante,  pues  haciendo  las  antiguas  leyes,  de  acuerdo  con  el  Código  firan- 
eós,  necesaria  siempre  la  autorización  judicial  cuando  el  marido  no  podía 
prestarla  por  imposibilidad  física,  juridica  ó  legal,  con  la  única  excepción  de 
no  exigirse  dicho  requisito  para  que  la  mujer  casada  se  dedicare  al  comercio, 
el  nuevo  Código  civil  ha  establecido  distinción  entre  esos  casos,  reconociendo 
algunos  en  los  cuales  no  es  precisa  autorización  alguna  ni  de  parte  del  mari- 
do, ni  de  los  Tribunales. 

Asi  resulta  del  art.  135  del  mismo,  según  el  que,  la  m^jer  casada  puede 
goaar  de  la  plenitud  de  su  capacidad  juridica  sin  necesidad  de  previa  autoriza- 
ción si  su  marido  es  menor  de  edad,  ó  se  halla  ausente,  ó  sufriere  interdicción, 
6  fuere  condenado  k  la  pena  de  cárcel  por  más  de  un  año,  y  finalmente,  cuan- 
do estuviere  legfllmente  separada  de  su  marido  por  culpa  de  éste,  quedando 
limitada  por  el  art.  136  de  dicho  Código  la  autorización  judicial  á  los  casos 
en  que  el  marido  negase  la  suya,  ó  hubiese  oposición  de  intereses  entre  los 
eónsmges,  ó  si  éstos  viviesen  separados,  ya  sea  legalmente,  ya  por  mutuo  con- 
sentimiento, ó  si  la  separación  fuese  motivada  por  culpa  de  la  mujeró  común 
de  ambos. 

Ss  decir,  que  la  facultad  reducida  antes  al  ejercicio  del  comercio,  se  ha 
extendido  en  la  nueva  legislación  á  otros  muchos  que  tienen  su  fundamento, 
no  en  la  ficción  legal  del  consentimiento  presunto  del  marido,  sino  en  la  im- 
posibilidad física  ó  moral  que  hace  inoportuna  su  intervención  en  los  asuntos 
^lonoemientes  al  patrimonio  parafemal  de  la  mujer. 
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Beta  distinción  introducida  es  conforme  al  objeto  á  qna  obedece  U  auto- ' 
risación  marital,  pues  estando  fíiíidada,  según  dicha  legislación,  no  ea  d 
principio  de  la  incapacidad  de  la  mujer,  sino  en  la  oonsideraeión  al  ordea  dt 
la  familia  y  en  el  bomensje  debido  al  jefe  de  la  misma,  viene  k  féltár  n.  » 
son  de  ser  cnando  el  marido  no  puede  ejercitar  sn  autoridad  por  causa  ds 
incapacidad  ó  por  cnalqxiiera  otra  circunstancia  puramente  personal  ó  ^ 
haberse  hecho  indigno  para  ello;  en  cuyos  casos  justo  es  que  la  capandai 
jurídica  de  la  rntú^r,  limitada  hasta  entonces  por  dichos  respeto^,  adqnian 
toda  la  amplitud  de  que  os  susceptible  y  que  sea  excluida  una  ingerencia  ex- 
trafta  que  se  resolyeria  siempre  en  una  ofensa  á  su  dignidad  y  en  una  dimai- 
nución  de  sus  derechos. 

A  esta  facultad  concedida  por  el  nuevo  Código  y  que  no  tiene  precedeats 
alguno  en  los  anteriores,  se  le  ha  dado  por  la  doctrina  y  la  juríspradeadi 
una  extensión  grande,  estim&ndoBe  por  analogía  ó  por  interpretadÓB  ex- 
tensa de  la  ley  que  cesa  la  necesidad  de  la  autoriaación,  no  solamoits  a 
al  caso  de  estar  sujeto  á  interdicción  el  marido,  sino  también  cuando  n 
halla  simplemente  inhabilitado  para  el  ejercicio  de  los  derechos  cxtAm  por- 
minoría  de  edad,  incapacidad,  prodigalidad  ó  por  cualquiera  otra  eanO)  y 
que  del  mismo  modo  no  es  precisa  dicha  formalidad,  no  sólo  citando  d  auii- 
do  está  ausente,  en  el  sentido  jurídico  de  esta  palabra,  por  legal  dedaraeiáa 
hecha  en  forma,  sino  también  en  los  casos  en  que  se  halle  en  estado  de  aosea> 
cía  presunta  ó  íViera  de  su  domicilio  con  circunstancias  tales  que  impidan  4  la 
mujer  obtener  su  autoriiación  como,  por  ejemplo,  la  ignorancia  de  sa  para- 
dero, la  larga  distancia  del  punto  en  que  se  hallare,  etc.,  etc. 

Para  sostener  esta  inteligencia  en  cuanto  á  la  Inhabilitación,  se  ha  áaátí^ 
que  seria  un  absurdo  permitir  que  el  marido  pudiera  autoriaar  &  sn  miúv 
para  ejeontar  aquellos  actos  que  él  personalmente  no  puede  llevar  &  cabo  o 
interés  •  propio  por  causa  de  su  incapacidad:  que  si  bien  en  menor  grado  qas 
la  interdicción  civil,  la  inhabilitación  priva  al  que  es  objeto  de  ella,  ds  la 
plenitud  de  capacidad  y  voluntad  necesaria  para  que  el  marido  tenga  en  caí 
manos  la  suprema  dirección  de  la  familia:  que  sería  además  irritante  el  qat 
la  mujer  del  menor  de  edad,  del  incapaa  ó  del  pródigo,  tuviera  que  estar  w- 
metida  á  la  autoridad  del  curador  de  su  esposo;  y  por  último,  que  oenitite- 
yendo  tma  limitación  de  la  libre  capacidad  de  la-mnjer  casada  la  neoeadad 
de  la  previa  autorización,  deben  interpretarse  extensamente  las  exoepdoiifli 
de  dicha  limitación  autorizadas  por  la  ley. 

En  cuanto  á  la  ausencia  presunta,  se  ha  sostenido  que  cuando  el  maridó- 
se aleja  voluntariamente  de  su  domicilio,  y  no  da  señal  de  ai  dejando  k  ta 
mxger  en  tal  abandono  que  ignore  no  sólo  cuál  sea  su  paradero,  sino  hasta  á 
vive,  debe  suponerse  por  estos  hechos  que  hizo  abdicación  del  derecho  qos  to 
concedía  la  ley  en  el  orden  de  la  familia,  siendo  innecesaria  su  autorizarán 
aun  cuando  la  ausencia  no  haya  sido  legalmente  declurada  en  forma. 

Apesar  de  todas  estas  consideraciones,  el  articulista  entiende  que  no  m 
ajusta  á  los  preceptos  de  la  ley  ni  á  los  buenos  principios  juridicos  la  ampli- 
tud que  se  da  de  este  modo  á  las  disposiciones  del  art.  136  del  Código  civü  ita- 
liano, y  con  numerosos  razonamientos  impugna  dicha  inteligencia,  porque  la 
interdicción,,  única  /sosa  de  que  habla  el  indicado  articulo,  es  muy  distinta  de 
la  inhabilitación  que  puede  reconocer  por  causa  muchos  y  diversos  motÍTM 
distintos  de  aquellos  que  aconsejan  la  excepción  de. la  autorización  marital 
establecida  por  el  referido  Código,  y  porque  la  ausencia  presunta  ó  el  tamty 
abandono  de  su  domicilio  por  parte  del  marido  no  puede  alterar  de  modo  tan 
notable  el  orden  de  la  familia,  ni  este  estado  de  hecho  puede  surtir  un  efecto- 
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tan  importante  que  permita  dispensar  &  la  mt^^^  casada  de  la  consideración 
qae  al  marido  se  debe,  y  por  lo  tanto,  de  la  necesidad  de  sn  aatorisación. 

Juajk  cuando  muchas  de  estas  dudas  se  hallan  resueltas  ya  en  nuestro  De- 
raehoy  sin  embargo  no  deja  de  ser  de  utilidad  el  conocimiento  de  las  doctri- 
nas expuestas  en  dicho  trabigo  por  las  cuestiones  que  aun  pueden  susdtarsa 
en  esta  matefia,  especialmente  en  los  casos  de  separación  voluntaria  de  Ioh 
cónyuges  ó  en  que  el  marido  estuviera  cumpliendo  condena  por  delito  que  no  « 
lleve  consigo  la  interdicción  civil,  y  en  algunos  otros  cnya  enumeración  es 
innecesaria. 

En  este  concepto,  recomendamos  la  lectura  de  dicho  articulo,  en  el  que, 
■h  más  de  las  opiniones  del  autor,  pueden  encontrarse  multitud  de  botas  que  le 
oompletan  con  las  decisiones  más  importantes  de  la  jurisprudencia  italiana  y 
el  parecer  de  los  jurisconsultos  más  distinguidos  que  de  esta  materia  se  han 
ocupado,  haciendo  asi  mucho  mayor  su  valor  é  interés. 

e 
*  « 

II  Oireoío  giuridieot  de  Palermo,  ocupándose  de  los  Códigos  de  Comercio  en 
Inglaterra  da  cuenta  de  un  proyecto  de  ley  para  la  codificación  y  revisión 
•de  las  diversas  disposiciones  legales  que  regulan  las  compras  y  ventas  de 
meroanoias,  presentado  recientemente  en  la  Cámara  de  los  Lores  por  Lord 
Hersoell,  Canciller  y  Presidente  de  la  Alta  Cámara  durante  el  último  minis- 
terio Gladstone. 

El  sistema,  de  antiguo  seguido  en  Loiglaterra,  de  hacer  leyes  nuevas  todos 
loa  dias^^jún  enmendar  ni  derogar  en  lo  más  mínimo  las  anteriores,  ha  dado 
en  muchas  ocasiones  lugar  á  interminables  complicaciones  en  los  pleitos  mor; 
cantilea  por  la  confusión  con  tal  motivo  oreada. 

Estos  resultados  han  hecho  ^ar  la  atención  en  la  necesidad  de  la  oodi- 
:ficaoión  del  derecho  comercial  inglés,  si  no  en  su  totalidad,  al  menos  en  uX- 
.gnna  de  sus  partes/  y  á  este  objeto  obedece  el  proyecto  de  ley  que  indicamos. 

Excusado  es  decir  que  cuanto  á  dicho  fin  conduzca  ha  de  producir  utilidad 
«nrniS  pues  en  ningún  país  es  tan  necesaria  hoy  la  codificación  como  en  In- 
glaterra, por  efecto  de  esa  confusión  de  leyes  antes  indicada  que  por  mucho 
tiempo  ha  hecho  se  considere  como  imposible  dicha  empresa. 

Pero  cualquiera  que  sea  el  juicio  que  merezca  la  posibilidad  ó  imposibili- 
dad de  llegar  á  una  codificación  general  de  las  leyes  inglesas,  la  experiencia 
ha,  demostrado  ya  que  no  es  irrealizable  esta  aspiración,  al  menos  en  cuanto 
h  algunas  materias,  siempre  que  se  prdfteda  con  cuidadosa  atención;  pues  sa- 
^do  es  que  hace  cuatro  ó  cinco  años  votó  el  Parlamento  una  ley  que  codifi- 
^eaba  todos  los  textos  legales  relativos  á  las  letl'as  do  cambio,  á  los  billetes 
•de  Banco,  etc.,  ensayo  que,  unido  al  que  ahora  se  intenta,  hacen  concebir  la 
eeperansa  de  que  poco  á  poco  se  conseguirá  coordinar  toda  la  jurisprudenoi» 
-comercial  y  poner  en  claro  el  oonfaso  conjunto  de  Xah  antiguas  leyes. 

De  desear  es,  pues,  que,  cual  merece,  sea  aprobado  en  breve  el  proyecto 
referido,  dándose  asi  un  nuevo  paso  eficaz  para  la  completa  formación  de  un 
Código  de  Comercio  inglés,  necesidad  tanto  más  sentida  é  imperiosa  por  ser 
«ete  un  psis  eminentemente  mercantil  y  hallarse  en  pugna  y  abierta  contra- 
^coión  muchas  de  las  leyes  por  que  se  rige  esta  rama  del  Derecho. 

« 

Bn  el  cuaderno  5.^  volumen  6.°  de  íl  Diritto  commereiale  se  publica  un  ar- 
-tionlo  del  Abogado  de  Florencia,  Bodolfo  Calamandrei,  »obre  lo9  requi»%to9  de. 
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loa  ttMM  de  comercio,  cuya  lectura  la  ooiLBÍderamo8   de  ntilidftd  por  el  aá&ém 
que  entraña  la  materia  tratada  en  el  núsmo. 

El  autor  estima  que  los  usos  de  comercio,  para  qae  puedan  adquirir  la 
fuerza  jurídica  que  les  convierte  en  una  de  las  fuentes  del  dereoho 
diñarlo,  deben  estar  constituidos  por  una  serie  de  actos  que  sean  lidia», 
titfotí,  voluntarios,  frecuentes,  pühlieúM,  generalmente  obteroadM,  (jeetitado»  co«  ia  m- 
tención  de  obligarse,  y  repetidos  por  largo  tiempo. 

Partiendo  de  esta  base,  el  articulista  examina  por  separado  eada  uno  é» 
los  requisitos  indicados,  estudiando  las'dudas  que  su  inteligrencia  ofrece  j  Im 
cuestiones  que  pueden  suscitarse  en  la  práctica  para  fijar,  en  vista  de  ello,  é 
justo  concepto  de  los  mismos,  en  armonía  con  las  declaraoionea  de  la  jsc*- 
prudenoia  y  las  opiniones  de  los  más  distinguidos  tratadistas. 

Aunque  algunos  creen  que  para  tener  existencia  jurídica  el  uso,  es  en  tod» 
caso  necesario  que  esté  sancionado  por  cualquiera  decisión  jadieíal,  ea  oí  ar 
tioulo  de  que  nos  ocupamos  se  sostiene,  por  el  contrario,  que  ai  bien  una  jx- 
risprudencia  favorable  imprime  gran  autoridad  al  uso,  no  es  óste  un  vequis- 
to  esencial  del  mismo,  porque  las  sentencias  en  este  caso  no  pueden  crear  la 
que  no  existe  ni  destruir  lo  que  ^ene  ya  existencia,  no  haciendo  otea  casa  qat 
patentizar  ésta,  puesto  que  aun  antes  de  j^ue  en  ella  se  sanoione  tiene  la  c» 
tumbre  su  propia  eficacia  jurídica. 

Además  de  considerarse  preciso  diobo  requisito,  se  daría  él  absurdo  da  qu 

una  costumbre  pacificamente  admitida  por  largo  tiempo  en  el  eonxereío  {n 

diera  ser  invalidada  por  no  haber  sido  jamás  sometida  al  juicio  de  los  Tñta- 

nales,  por  ló  mismo  que  era  umversalmente  aceptada. 

» 
«  m 

En  el  Jownal  du  Droit  intemational  privé  et  de  la  jtarisprudenee  caatparée,  o^ 
tre  otros  importantes  trabajos  se  publica  un  articulo  sobre  la  propiedad  m- 
teleotual  según  la  legislación  inglesa,  suscrito  por  F.  Bolt,  solieitor  en  el  Th* 
bunal  Supremo  de  justicia  de  Inglatera. 

En  la  imposibilidad  de  hacer -su  reseca  con  la  detención  que  requiere,  nes 
limitamos  á  dar  cuenta  de  dicho  articulo,  recomendando  también  su  leotura. 

E.    AOUILfiKJL. 


NOTICIAS  BlfeLIOGRÁFICAS 


Tratado  teórico-práetico  de  lo  eontencíoso-administratiyo  j  d«l  pro- 
cedimiento especial  en  los  asantos  de  Hacienda,  por  z>.  Hnun  Ab^u. 

— Segunda  edición  corregida  y  aumentada  con  las  disposiciones  vigentes, 
por  D.  Joaquín  Abella,  Abogado  y  Director  de  El  CowntUor  de  loe  Ágxíatm- 
mientos  y  ds  los  Juzgados  municipalea. 

La  ilustración  y  competencia  reconocida  de  D.  Fermín  Abella,  de  quien 
es  digno  continuador  su  l^jo  B.  Joaquín,  y  la  circunstancia  de  que  la  obra 

*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  haré* 
mos  un  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bsvista.  De  las  que  versen  sobare 
otras  materias  pondremos  un  anxmeio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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menoionada  haya  merecido  la  honrosa  distinción  de  qae  se  declarase  de  texto 
por  la  Dirección  general  de  InstmQción  pública,  no  sólo  noé  ahorran  consig- 
nar los  indisputables  méritos  qne  la  avaloran,  sino  que  más  bien  nos  obligan 
ék  ser  macho  m&s  exigentes  en  nuestro  juicio  critico  de  lo  que  nuestro  carácter 
nos  aconseja  oonstantemente. 

Si  á  esto  se  agrega  que  las  relaciones  de  amistad  que  nos  unen  con  Don 
Joaquín  Abella  nos  colocan  en  la  situación  de  temer  ser  excesivamente  par- 
ciales al  juzgar  .eon  extrema  benevolencia  la  obra  que  nos  ocupa,  habrá  de 
comprenderse  y  hasta  explicarse  que  más  bien  hayamos  procurado  encontrar 
algún  pequeño  lunar,  extremando  los  errores  insigniñcantes  de  que  adolece 
aquélla  como  toda  obra  humana. 

Su  primera  parte,  dedicada  á  examinar  ideas  generales  y  conceptos  ne- 
cesarios para  determinar  la  naturaleza,  organización  y  condiciones  de  lo  con" 
tencioso-administrativo,  es  la  más  interesante  al  efecto  de  hacer  el  juicio 
critico  de  las  opiniones  y  competencia  del  autor;  pues  la  segunda  parte,  úni- 
camente está  dedicada  á  transcribir  la  legislación  vigente  en  la  materia,  así 
como  las  disposiciones  que  regían  con  anterioridad;  y  en  la  tercera  parte, 
simplemente  se  ha  ordenado  una  serie  de  formularios  de  gran  utilidad  prác- 
tica. Repetimos,  que  la  primera  de  dichas  partes  es  la  que  ofrece  mayor  in- 
terés por  cuanto  en  ella  so  refleja  el  pensamiento  del  autor,  sin  qne  por  esta 
dejemos  de  reconocer  la  valia  que  há  de  ofrecer  y  la  importancia  que  tiene 
la  reseña  y  aplicación  de  los  principios  legales  establecidos,  y  por  lo  mismo 
hemos  de  detenemos  con  especialidad  en  cuanto  se  refiere  á  los  conceptos  é 
ideas  generales,  que  tienen  relación  más  ó  menos  directa  con  lo  oontencioso- 
administrativo. 

Y  á  este  propósito,  entendemos  que  metece  observarse  el  ^rror  en  que 
generalmente  se  incurre,  y  en  que  también  ha  incurrido  el  ilustrado  autor  del 
libro  de  que  tratamos,  al  confundir  dicha  materia  con  la  de  lo  contencioso 
del  untado;  pues  aparte  de  otros  puntos  en  donde  se  observa  el  mismo  error, 
se  expresa  más  claramente  en  el  prefacio  ó  prólogo  al  enunciarse  la  idea  de 
que  el  tratado  que  se  publica  se  refiere  á  las  «múltiples  materias  que  abraza 
lo  contencioso  del  Estado,  y  á  las  complejas  cuestiones  que  suijen  al  contac- 
to déla  Administración  con  los  deiieohos  del  in4i'^duo,»  sin  tenerse  presenta 
que  el  procedimiento  contencioso  del  Estado,  no  sólo  es  el  específicamente  co- 
nocido con  el  nombre  de  ctcontencioso-administrativo,»  sino  que  tiene  un  ca- 
rácter mucho  más  genérico  y  amplio,  toda  vez  que  en  él  se  comprenden  todas 
las  cuestiones  de  procedimiento  civil  y.crlminal  que  afectan  ó  interesan  al 
Estado.  Las  relaciones  existentes  entre  éste  y  las  demás  personas  jurídicas  ó 
Individuales  pueden  alterarse,  bien  sea  en  el  orden  civil,  en  el  criminal,  ó  en 
el  simplemente  administrativo,  y  por  eso,  el  Estado  litiga  como  persona  jurí- 
dica en  los  Tribunales  ordinarios  de  justicia,  tiene  interés  particularísimo  en 
ciertos  y  determinados  procedimientos  criminales  que  se  siguen  para  casti- 
.  gar  delitos  que  le  afectan  tan  directa  y  particularmente  gomo  los  de  defrau- 
dación, contrabando,  malversación  de  caudales  públicos,  etc.;  y  por  último^ 
interviene  también  en  los  procedimientos  encaminados  á  revocar  en  vía  con- 
tencioso-administrativa  cierta  clase  de  resoluciones  que  los  funcionarios  y 
los  centros  adoptan,  independientemente  de  las  qi^e  son  propias  y  discrecio- 
nales  de  la  Administración,  pues  no  debe  olvidarse  nunca  que  en  ésta  c  ons- 
tantemente  ha  de  distinguirse  el  doble  concepto  que  tiene  como  poder  y  como 
persona  jurídica. 

Aunque  parece  entender  lo  mismo  el  ilustre  autor  del  Tratado  de  lo  con- 
tencioso-administratrativo,  sólo  considera  que  existen  I09  poderes  legislativo 
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y  ejecutivo,  acere»  de  lo  cual  no  habremos  de  expresar,  extensamente  mmIc» 
criterio  conforme  al  de  los  que  entienden  que  existen  ademis  los  podaiw  j«- 
dioial  7  armónico;  pero  si  debe  notarse  qne  el  mismo  8r.  AbeUa  raooiioei 
Hine  en  el  poder  cóecativo  existen  dos  conceptos  distintos,  á  saben  el  dt  !• 
política  7  el  de  la  administración  propiamente  dicha,  qne  bi^o  la  direedh 
de  aquélla  ^erce  la  gestión  7  representación  de  los  intereses  morelM  7  na- 
teriales  de  la  sociedad.  Entendemos  qne  ha7  cuestiones  pura  7  excliu¿n> 
mente  administrativas,  oomo  son,  i>o*r  ejemplo,  las  j^eferei^^es  á  sanidsd,  p^ 
lioia  de  los  cementerios  7  otras  idénticas;  creemos  también  qne  hsgr  otni 
cuestiones  administrativas  intimamente  relacionadas  oon  las  politicu,  nái- 
gracia,  las  referentes  á  la  organisación  de  la  enseíkanaa  7  al  ejeroicMi  da  la 
llamados  derechos  individuales;  7  de  ahí  nuestra  opinión  favorable  i  qps  a 
gran  parte  de  asuntos  sea  preciso  reconocer  la  justicia  con  que  se  prato^ 
la  absoluta  independencia  entre  la  política  7  la  administración;  pero  do  por 
eso  dejamos  de  reconocer  7  aplaudir  el  concepto  admirablemente  desacreQa- 
do  de  que  el  Poder  ejecutivo  obra  en  ocasiones  oomo  director  7  üaetor  siyn- 
mo  de  la  sociedad,  que  es  lo  que  incumbe  k  la  politioa,  7  obia  otrMTmi 
oomo  simple  administrador  de  los  intereses  morales  7  inateriales. 

Pero  dejando  aparte  las  anteriores  oonsideracionee,  7  volvieade  al  tsoM 
de  que  el  Sr.  AbeUa  ha  confundido  lo  contencioso  del  Bstado  con  lo  eoeUs- 
cioso  administrativo,  hemos  de  insistir  sobre  este  punto,  porque  delado  &  da 
se  conAuíde  lo  «referente  k  la  vía  gubernativa'7  á  la  ad ministiKtáTi, *ooni 
lo  comprueba  el  hecho  de  que,  al  tratar  del  Estado  como  litigante,  y  al  «es 
parse  del  precepto  según  el  cual  no  puede  demandarse  al  Estado  ni  dltoab 
de  evicoión,  sin  que  previamente  se  ha7a  apurado  la  vía  guberaatirs,  a»  ci- 
tan vflkrias  disposiciones  que  más  bien  son  aplicables  á  la  admioistoatíva,  j  m 
cambio  seriaos  caso-  omiso  del  Beal  decreto  de  23  de  ICareo  de  1888,  qua  es  ú 
vigente  en  la  materia,  toda  vez  qne  las  le7es  de  SI  de  Diciembre  da  iSSyd* 
24  de  Junio  de  1865,  únicamente  se  tefieren  al  procedimiento  admiiúibilifa 
en  materias  de  Hacienda.  Si  esto  se  hubiera  tenido  presente  en  la  obit  ttjt 
tida,  es  bien  seguro  que  no  se  hubiera  incurrido  en  el  error  de  aflrmir  a  U 
página  514  que  «en  la  vía  gubernativa  se  resuelven  algunos  asuntoa  da  pb- 
no,  cuando  no  exigen  más  su  levedad  7  escasa  importancia,*  siendo  la  fsi 
en  el  Beal  decreto  de  1886  s'e  prescriben  ritualidades  precisas  para  la  suta» 
ciadón  de  resoluciones  en  vía  gubernativa,  que  siempre  motivan  la  focaír 
clon  de  expediente. 

Con  las  anteriores  observaciones^  hechas  más  bien  con  el  propóaito  de  ^ 
mostrar  que  hemos  leído  con  todo  desapasionamiento  el  libro  del  Sr.  ÁbelU 
es  bien  seguro  que  se  estimará  mucho  más  sincera  la  idea  de  que,  á  useitn 
Juicio,  debe  aquél  figurar  en  la  biblioteca  de  cuantos  se  interesen  por  site  d» 
se  de  estudios,  intimamente  persuadidos  de  que  en  él  encontrarán  asas  7 
Abundante  doctrina  oon  multitud,  de  datos  de  todo  punto  estimables. 

"  Luis  H.  ICiqüii.  iBABOdn. 
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ANTE  LOS  REGISTRADORES  DE  LA  PROPIEDAD  • 
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Antes  de  terminar  hemos  de  hacer  una  resefia  de  los  yaiio- 
«08  antecedentes  qne  aparecen  de  la  Información  escrita  y  oral 
para  la  crisis  agrícola  y  pecuaria,  publicados  en  los  tomos  or- 
denados por  la  (Tomisión  para  llevar  á  efecto  la  Información 
referida,  antecedentes  de  inmensa  valía  en  nuestra  cuestión, 
por  la  importancia  de  las  entidades  que  han  dado  sus  auto* 
rizados  pareceres,  ó  por  los  luminosos  informes  emitidos. 

Contestación  de  la  Cámara  de  Comercio  de  Alicante  á  la 
pregunta  19  del  interrogatorio  sobre  la  crisis  agrícola,  y  es: 
^  Qué  medios  pudieran  emplearse  para  crear  el  crédito  aerícola? 
«El  establecimiento  de  Bancos  regionales,  tomando  como  base 
loa  fondos  de  los  pósitos;  debiendo  advertir  que  ésta  ó  cual- 
quier otra  forma  que  se  aceptara  para  la  creación  de  los  Ban- 
cos agrícolas,  sería  ineficaz  no  m(5diñcándose  la  ley  Hipoteca- 
ria en  este  punto.  El  que  suscribe  entiende  que  una  ley  que 
permitiera  inscribir  en  el  Begistró  de  la  propiedad,  por  un  mó- 
dico derecho  de  registro,  pagarés  redactados  en  forma  espe- 
cial, dando  á  estos  documentos  todo  el  valor  de  una  escritura 
publica,  resolvería  en  su  parte  más  esencial  el  problema  que 
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se  plantea  en  esta,  pregunta,  puesto  que  á  la  vez  que  se  re- 
ducían los  enormes  gastos  que  hój  supone  una  escritura  de- 
hipoteca,  se  aseguraba  una  sólida  garantía  á  los  préstamos.»^ 
Este  dictamen  está  suscrito  por  D.  Carlos  Fael,  Presidente  de 
la  Cámara  citada,  7  obra,  en  cuanto  al  particular  transcrito,  en 
el  tomo  2.°  de  los  publicados  por  la  Comisión  de  la  Informa- 
ción agrícola,  pág.  105. 

En  la  contestación  de  la  Cámara  de  Comercio  de  Madrid  al 
interrogatorio  para  la  Información  agrícola,  se  lee  (toma  2.% 
pág.  574):  «Una  de  las  causas,  por  no  decir  la  más  principal, 
que  influye  en  la  abundancia  de  capitales  que  buscan  su  em* 
pleo  en  la  industria  y  el  comercio,  es  la  facilidad  con  que  9& 
transmite  la  propiedad  de  los  valores  moviliarios  que  son  ob- 
jeto  de  préstamo  ó  descuento,  y  cuya  transmisión  se  verifica 
las  más  de  las  veces  por  medio  de  un  simple  endoso.  Esta  fa- 
cilidad permite  que  los  Bancos  de  emisión  presten  ó  descnen- 
ten  con  esa  garantía,  lanzando  un  nuevo  capital  á  la  circula- 
ción que  aumenta  la  riqueza  del  país,  y  haciendo  que  el  pres- 
tatario pueda  utilizarle  en  el  desarrollo  de  su  comercio  ó  de  su 
industria.  £1  mismo  Estado  sólo  cobra  una  cantidad  muy  in- 
Bígníñcante,  bajo  el  nombre  de  impuesto  del  timbre,  sobre  to- 
das estas  transmisiones  de  dominios 

«Por  el  contrario,  los  préstamos  sobre  bienes  inmuebles  sou- 
difíciles  de  realizar  por  la  multitud  de  requisitos  que,  según 
nuestra  legislación,  se  necesitan  para  transmitir  la  propiedad 
ó  la  hipoteca  de  las  mismas,  lo  largo  del  procedimiento,  lo  cos- 
toso de  su  tramitación  y  los  derechos  que  el  Estado  percibe  so- 
bre cada  una  de  estas  operaciones.  Además,  no  se  permiten 
con  carácter  legal  los  préstamos  sobre  los  aperos  de  labranza^ 
ganados,  cosechas,  etc.,  puesto  que  no  existe  la  hipoteca  mue- 
ble, y  esto  representa  para  el  agricultor  un  capital  inamovible 
que  podía  ntilizar  y  con  él  aumentar  sus  beneficios,  y  dos* 
otros  creemos  que  el  remedio  para  todas  estas  dificultades; 
que  impiden  los  préstamos  á  la  agricultura,  sería  estudiar  j 
reformar  nuestra  legislación,  en  el  sentido  de  aproximarla  lo 
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más  posible  al  sistema  TorrenSy  en  el  caal  los  títalos  de  pro- 
piedad de  los  bienes  inmnebles  están  representados  por  céda- 
las transmisibles  por  medio  de  endoso.  Pero.no  basta  tener  una 
legislación  qne  facilite,  eii  cnanto  posible  sea,  la  transmisión 
<S  hipoteca  de  bienes  inmuebles;  es  necesario  además  fomentar 
la  creación  de  Bancos  locales,  á  semejanza  de  los  qne  funcio- 
nan en  Escocia,  qne  acostumbren  al  agricultor  á  hacer  uso  . 
del  crédito  y  á  familiarizarse  con  las  operaciones  del  mismo, 
j  para  esto  sería  conveniente  dejarlos  á  la  iniciativa  particn- 
lar,  y  no  pedir  privilegios  que,  en  último  término,  sólo  redun- 
darían en  beneficio  de  unos  pocos  y  á  costa  de  todos  los  contri- 
bayentes;  y  es  claro  que  los  capitales  acudirían  para  su  colo- 
cación á  esos  Bancos,  teniendo  por  modelo  á  los  Bancos  esco- 
ceses, y  estudiando  aquellas  instituciones  en  lo  que  fueran 
adaptables  á  nuestro  país,  no  limitando  las  operaciones  á  sólo 
la  agricultura^  sino  también  auxiliando  á  la  industria  y  al  co- 
mercio de  cada  localidad,  y  fijándose  más  bien  para  abrir  eré- 
ditos  á  los  pequeños  colonos  en  su  honradez  y  en  su  llaboriosi- 
dad,  que  son  la  base  de  las  Cask  Credüy  usados  en  Escocia, 
y  que  tanto  contribuyen  á  hacer  "un  país  floreciente  de  uno  de 
los  más  pobres  por  las  condiciones  de  su  suelo. 

:»Gierto  que  en  los  comienzos  no  serían  pocas  las  dificulta- 
des que  habría  que  vencer  combatiendo  la  rutina  y  la  preocu* 
pación,  dos  factores  importantes  que  hacen  á  nuestros  agricul- 
tores en  general  desconfiados  y  recelosos;  pero  poco  á  poco  se 
irían  modificando  sus  ideas,  y  se  acostumbrarían  á  utilizar  el 
capital  necesario  que  podrían  encontrar  á  un  interés  módico, 
80  variarían  y  mejorarían  los  sistemas  de  cultivo,  y  nuestra 
agricultura  iría  saliendo  del  estado  tan  precario  en  que  se  en* 
cnentra. 

«Acabamos  de  hablar  de  la  modicidad  del  interés,  y,  efecti- 
vamente, este  es  un  gran  obstáculo  para  proporcionar  capitales 
á  la  agricultura  en  un  país  donde*  el  interés  del  dinero  es  tan 
elevado  en  otros  empleos  más  cómodos  y  en  donde  los  pe(^ue- 
ño8  agricultoves  tienen  necesidad  de  empeñar  los  frutos  y  acu- 


588  bbvista  db  legislación  . 

dir  á  la  usura^ioe  les  presta^ eon  du  prebio  exorbitante;  pero 
modiñcando  naestra  legislación  como  antes  hemos  indicado, 
podióndose  prestar  ó  hipotecar  sobre  los  granos  ya  recolecta- 
dos, 7  tratando  de  conseguir  qne  los.  Bancos  qne  se  establéete- 
raa  sirvieran  también  á  la  vez  de  grandes  almacenes  de  depó- 
sitoSy  siempre  que  la  localidad  lo  permitiese,  á  semejanza  de 
.  los  antigaos  pósitos  modificado^  en  este  sentido,  el  inter&  no 
sería  excesivo,  y  el  agricultor  encontraría  la  remuneracidn  de 
su  trabajo.  Lo  excesivo  de  las  contribuciones  é  impaeatos  de 
toda  clase  que  hoy  agobian  á  la  tierra,  es  otro  de  los  factores 
que  en  general  contribuyen  á  empobrecer  al  agricoltor;  j  es 
^ vidente  que  estudiando  el  modo  de  rebajarlos,  según  las  condi- 
ciones de  cada  comarca  y  el  género  de  cultivo,  esto  es,  hacién- 
dolos equitativos,  se  conseguirá  disminuir  en  gran  parte  los 
perjuicios  que  esto  ocasiona  en  la  actualidad. 

»En  resumen,  creemos  que  las  medidas  más  generales,  ; 
que  puestas  en  práctica  podrían  influir  en  mejorar  la  sitnacióa 
actual  de  la  agricultura  en  España,  serían : 

)>1/    Modificación  de  nuestra  ley  Hipotecaria. 

»2.^    Creación  de  Bancos -locales  para  facilitar  los  prista- 
mos; y 

»3.^    Rebaja  de  los  impuestos  que  pesan  sobre  las  ciases 
productoras.» 

Al  contestar  el  Consejo  provincial  de  Agricultura,  Indas- 
tria  y  Comercio  de  Castellón  la  pregunta  18  del  interrogatorio 
citado,  relativa  á  la  asociación  para  fines  agrícolas,  dice  (tomo 
3.^  de  la  Información  escrita,  pág.  527):  «Es  indudable  que 
la  asociación  había  de  producir  excelentes  resultados  á  la  agri- 
cultura de  este  país,  ei;^  el  que  podía  establecerse  mejor  qne  en 
otro  un  Banco  que  aplicase  el  sistema  llamado  Acüi  Torrm, 
que  rige  en  algunos  estados  de  América,  con  lo  cual  bajaría 
el  interés  del  dinero.» 

El  Fomento  Vendrellense  .elevó  á  la  Comisión  de  la  infor- 
mación agrícola  un  extenso  y  razonado  informe  pidiendo  la 
contratación  privada  ratificada  ante  el  fiegistrador  á  los  efec- 
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tos  de  la  inscripción^  el  cual  obra  en  los  folios  del  360  al  366 
ambos  inclusive  iel  tomo  4.^  de  la  Información  escrita. 

•  El  Consejo  provincial  de-Agricultara,  Industria  y  Comercio 
de  Yalladolid,  al  tratar  de  los  remedios  para  co.njurar  la  crisis 
agrícola,  dice  (tomo  4^^  de  la  Información  escrita,  pág.  623): 
^Reducir  los  tributos,  rebajar  los  intereses  que  paga  al  Estado, 
y  sobre  todo,  y  ante  todo*,  crear  y  bajo  amplia  base^  el  'crédito 
agrícola^  de  suerte  que  el  agriculior  tenga  él  dinero  necesaria 
para  la  industria  al  4  por  100,  son  los  cimientos  sólidos  sobre 
que  hay  que  fundar  nuestra  regeneración  agraria. 

»Nunca  podrá  insistirse  bastante  sobre  este  punto,  y  sea 
que  se  aplique  el  sistema  con  éxito  empleado  en  la  ayer  pobre 
Alemania,  sea  que  se  conceptúe  practicable  el  ideado  por  Sir 
Roberto  Torrens,  que  tan  buenos  resultados  da  en  Austra^a  y 
Norte  América,  y  que  tiene  por  objeto  movilizar  la  propiedad, 
de  todos  modos  hay  que  modificar  nuestra  ley  Hipotecaría 
para  dar  amplia  solución  al  problema  del  crédito  agrícola,  sin 
el  cual  es  imposible  todo  adelanto^  segura  la  muerte  del  labra- 
dor, y^como  consecuencia,  la  de  toda  la  Nación  en  pla,^o  más 
ó  menos  largo,  pero  nunca  lejano.» 

*  La  Diputación  provincial  de  Valiadolid,  al  contestar  la  pre- 
gunta 19  del  cuestionario,  relativa  á  la  creación  de  Bancos 
agrícolas,  dice  (tomo  5.^,  pág.  9):  «Ventajas  indudables  trae- 
ría el  establecimiento  de  Bancos  de  préstamo  sobre  fincas  rús- 
ticas, urbanas  y  frutos.  Para  conseguirlo  sería  conveniente: 

}>1.^  Que  se  constituyeran  aquéllos  provisionalmente  con  el 
capital  que  tienen  en  la  actualidad  los  Pósitos. 

»2.^  Que  se  suprimieran  por  su  excesivo  coste  las  escritu-  * 
ras  públicas  y  las  dificultades  que  ocasiona  su  inscripción  en 
el  Begistro  de  la  propiedad,  supliéndolas  por  obligaciones  pri- 
vadas, á  las  que  se  acompañe  certificación  del  Registro,  en 
que  se  haga  constar  el  dominio,  valor  y  sí  están  ó  no  afectos  á 
algún  gravamen.» 

En  la  contestación  de  la  Diputación  provincial  de  Orense 
se  consigna  y  propone,  asociándose  al  sentimiento  y  deseos 
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predominantes  de  la  inmensa  mayoría  de  las  Crorporaciones  y 
centros  consultados:  «12  Qae  se  autoricen  los  contrátoB  de 
traslación  de  dominio,  cayo  precio-no  exceda  de  500  pesetas, 
por  documentos  privados  presentados  al  Registro  por  los  otor- 
guantes  6  ratificados  ante  el  Registrador,  siempre  que  conste 
inscrito  el  inmueble  (5  derecho  real  á  favor  del  transfereute». 
(tomo '5.%  pág.  334). 

El- Ayuntamiento  y  varios  propietarios  de  Muros,  al  con- 
testar la  pregunta  19,  dicen  (tomo  5.®,  pág.  366):  «Favoreciendo 
la  inscripción  de  la  propiedad  en  el  Registro  por  medios  mis 
económicos,  y  que  una  Sociedad  que  con  interés  módico  auxi- 
liase al  agricultor,  pudiera  crearse  crédito  suficiente  que  fa- 
voreciese la  agricultura  en  esta  región,  impidiendo  la  usara.» 

D.  Ángel  dé  Monte,  yecino  de  Madrid,  remitió  ala  Comi- 
sión de  la  Información  agrícola  el  Informe  presentado  á  la  Co- 
misión creada  por  Real  decreto  de  7  de  Julio  de  1887  para  es- 
tudiar la  crisis  que  atraviesa  la  agricultura  y  la  ganadería.  En 
él  se  encuentran  los  siguientes  datos  en  extremo  interesantes 
(tomo  5.^,  pág.  381  y  siguientes): 

«Medios  que  pueden  adoptarse:  Propone  en  primer  término 
el  catastro,  que  lo  clasifica  por  el  triple  objeto  científico,  fiscal 
y  jurídico.  Dice  que  el  catastro  jurídico  tiene  por  objeto  y  por 
resultado  principal,  asentar  de  un  modo  fehaciente,  sobre  ba* 
ses  seguras  é  invariables,  la  prueba  del  derecho  de  propiedad 
sobre  los  bienes  inmuebles.  Este  catastro  tiene  que  ser  necesa- 
riamente parcelario^  y  la  distinción  del  catastro  por  masas  sólo 
debe  considerarse  como  una  subdivisión  del  catastro  fiscal.» 

El  catastro  por  masas  de  cultivo  tiene  un  vicio  de  origen  en 
el  principio  que  le  sirve  de  base;  porque  si  bien  el  terreno  en 
estado  natural,  puede  estar  dividido  en  grandes  exteosiones, 
que  se  distinguen  unas  de  otras  por  sus  productos,  no  siempre 
sucede  lo  mismo  con -las  tierras  cultivadas,  y  porque  la  manera 
de  explotar  un  terreno  pocas  veces  obedece  á  las  leyes  de  la  Fi- 
siología vegetal,  sino  más  bien  á  las  de  con veniencia  que  impo- 
ne la  economía  agrícola,  y  á  menudo  la  rutina  é  ignorancia. 
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Las  extensiones  de  terreno  qae  el  catastro  por  masas  con- 
sidera han  de  ser  grandes,  porque,  como  masas  de  caltiro,  las 
pequeñas  porciones  no  responderían  á  su  objeto.  De  aquí  resul- 
ta que  la  necesidad  de  esta  especie  de  catastro  es  indetermina- 
da. Tanto  más  difícil  ha  de  ser  la  determinación  de  este  límite, 
que  constituye  la  unidad  catastral,  cuanto  que  se  debe  tener 
en  cuenta,  no  sólo  el  7alor  del  terreno  ocupado  por  las  masas 
de  cultivo  que  se  consideran,  sino  también  la  del  que  le  rodea. 

De  esta  indeterminación  de  la  unidad  catastral,  y  de  la  nece- 
sidad de  atenerse  para  fijarla  á  la  apreciación  personal  del  en- 
cargado de  la  evaluación,  resulta  que  la  confección  del  catas- 
tro por  masas  depende  de  estas  mismas  apreciaciones.  Lbí  es 
que  no  puede  extrañarse  que  ¿stas  sean  tan  diversas  como  el 
criterio  de  los  peritos  que  las  emitan. 

Considerando  el  catastro  por  masas  bajo  el  punto,  de  vista 
de  susT  aplicaciones,  se  ve  que,  si  bien  proporciona  con  mayor 
aproximación  que  el  actual  sistema  de  amillaramientos  y  de 
cartillas  evaluatorias  una  cifra  que  representa  la  totalidad  de 
la  riqueza  imponible  que  sirva  de  base  para  establecer  el  im* 
puesto  territorial,  no  es  susceptible  de  reunir  los  datos  necesa- 
rios para  la  repartición  entre  los  contribuyentes,  sino  única- 
mente los  cupos  correspondientes  á  cada  municipio,  quedando 
en  pie  gran  parte  de  las  dificultades  que  actualmente  existen 
para  conseguir  el  más  equitativo  repartimiento. 

El  catastro  jurídico  es,  de  toda  evidencia,  el  único  medio 
-que  hoy  se  conoce  de  dar  solución  completa  y  tan  exacta  como 
lo  permite  el  estado  actual  de  las  ciencias  que  sirven  de  base  á 
sus  procedimintos  y  á  los  problemas,  que  entraña  la  existencia 
•de  la  contribución  territorial. 

La  unidad  catastral,  que  en  este  último  caso  es  también  la 
anidad  contributiva,  es  la  finca;  per9  la  palabra  con  que  se  de- 
signa la  unidad  catastral  implica  la  necesidad  de  considerar  el 
territorio  nacional  dividido  en  parcelas j  cuyo  carácter  distin- 
tivo no  es  otro  que  la  relación  que  enlaza  á  cada  una  de  estas 
unidades  con.  su  respectivo  propietario. 
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Si  Be  comparan  los  gastos  y  demás  exigencias  del  catastro 
fiscal  con  el  jurídico^  resalta  que  la  diferencia  entre  ambos,  m 
cuanto  á  las  operaciones  topográficas  de  precisidn,  consiste  ea 
la  que  representan  los  gastos  de  una  tercera  red  de  triángoloe. 

Las  operaciones  de  detalle  no  han  de  cansar  más  gastos  en 

■ 

nn  catastro  que  en  otro,  ó  serán  susceptibles  en  el  jurídico  de^ 
mayor  exactitud,  á  consecuencia  de  poderse  emplear  en  ellas 
instrumentos  que  permitan  nna  ejecución  más  rápida. 

Sfectos  del  catastro  jurídico, — Los  efectos  más  salientes  del 
catastro  jurídico  son: 

1,^  De  establocer  el  asiento  de  la  propiedad  territorial  so- 
bre bases  invariables,  determinando  la  cabida  y  la  figura  de  to- 
das las  parcelas  y  representándolas  distintas  unas  de  otras  en 
los  planos  parcelarios  y  en  los  libros  catastrales  como  lo  están 
sobre  el  terreno;  de  indicar  sus  propietarios;  de  evitar  toda  con- 
fusión, toda  incertidumbre,  toda  usurpación,  y  de  presentar, 
sobre  los  planos  y  piezas  catastrales,  las  parcelas  tales  como  sob 
en  realidad. 

2.^  De  asegurar  al  crédito  agrícola  todo  el  desarrollo  de  qoe 
es  susceptible,'  de  satisfacer  su  verdadero  objeto,  facilitándolas 
mejoras  y  extendiendo  sus  beneficios  á  todos  los  *propietario9r 
hasta  los  más  pobres  labradores  y  cultivadores. 

3.^  De  asegurar  los  préstamos  hipotecarios  y  la  validez  de 
todos  los  convenios  relativos  á  los  inmuebles,  dando  completa 
seguridad  á  todos  los  que  tienen  una  parte  de  su  fortuna  hipo- 
tecada sobre  la  propiedad. 

4.^  De  facilitar  y  asegurar  el  repartimiento  más  justo  y  equi- 
tativo de  la  contribución  territorial. 

5.^  De  suministrar  los  elementos  positivos  y  latos  cierto» 
para  la  estadística  de  alto  interés  político,  administrativo  y  eco- 

« 

nómico  y  agronómico,  dando  así  una  base  fija  á  los  grandes 
trabajos  de  utilidad  pública. 

6.^  La  conservación  del  catastro  jurídico  no  exige  el  empleo 
de  ningún  procedimiento  científico,  de  ningún  signo  algebrai- 
co, que  fatigan  la  atención  y  abruman  la  memoria.  Este  siste- 
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ma  tan  sencillo  basta  para  satisfacer  todas  las  necesidades;  esta 
al  alcance  de  todas  las  inteligencias,  y  sus  resultados,  tan  cla- 
ros y  patentes,  no  reclaman  explicaciones  ni  comentarios  para 
8er  bien  comprendidos.  "*  . 

7.®  Los  planos  parcelarios,  los  de  conjanto  de  los  términos 
municipales,  así  como  la  división  por  secciones,  se  pueden  re- 
producir en  tan  gran  número  como  se  quiera,  por  un  procedi- 
miento muy  económico.  De  este  modo  se  pone  á  disposición  de 
todos  el  plano  de  cada  término  municipal,  los  planos  de  seccio- 
nes  y  parcelas  al  módico  precio  de  una  peseta  y  hasta  de  40  y 
30  céntimos  de  peseta  cada  hoja  respectiva. 

Así,.]¡)nes,  se  pone  al  alcance  de  las  personas  de  más  modes- 
ta fortuna* y  de  todas  las  inteligencias  los  planos  catastrales  y 
los  datos  estadísticos;  y  así,  por  medio  del  catastro  parcelario, 
cada  propietario  puede  desde  luego  hacer,  con  la  cédula  catas- 
tral á  la  vista,  la  enajenación  de  sus  propiedades  como  se  ena- 
jena un  título  de  la  Deuda  pública.  De  este  modo  se  ponen  los 
libros  catastrales  en  armonía  con  el  régimen  hipotecario,  y  no 
sólo' se  movilizará  la  propiedad  territorial,  sino  que  se  facilita- 
rá grandemente  la  transmisión  de  bienes  y  las  operaciones  de 
compra  y  venta. 

El  Ayuntamiento  dé  Guarrate,  provincia  de  Zamora,  propo- 
ne en  contestación  á  la  pregunta  19  (tomo  5.^,  página  515):  <!rLa  . 
creación  de  Bancos  hipotecarios  con  documentación  fácil  y 
económica.^ 

El  Consejo  provincial  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio 
de  Jaén,  á  la  pregunta  19  contesta  (tomo  5.%  página  555): 
«Comoquiera^ne  el  crédito  puramente  agrícola  en  esta  provin- 
cia no  existe  y  se  hacen  préstamos  con  pagarés,  etc.,  es  suma- 
mente necesario  formarlo  con  garantías  sólidas,  pues  de  lo  con- 
trario, ios  labradores  no  pueden  subsistir,  porque,  como  ya  he-' 
moa  manifestado,  necesita  ciertos  datos,  y  muchas  veces  no 
encuentra  el  labrador  quien  le  preste.  Por  lo  tanto,  debería 
h.acerse  que  las  escrituras  con  ó  sin  hipoteca,  fueran  como  las  le- 
tras de  cambio;  no  entrando  aquí  en  algunas  consideraciones. 
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porque  sería  ofender  la  ilustracidn  de  la  digna  Comisión  y  ha- 
cernos demasiado  largos,  condayendo  nuestro  aserto  bon  decir 
que  formando  el  crédito  agrícola  bajo  buenos  auspicios,  el  agri- 
cultor hallaifá  dinero  en  los  prestamistas,  que  se  aumentarüm, 
y  por  consiguiente,  su  interés  sería  mucho  más  bajo.» 

Contestación  del  Ayuntamiento  de  Noya,  Navarra,  á  la  pre- 
gunta 19  (el  mismo  tomo,  página  576):  «Las  bases  para  la  crea- 
ción del  crédito  agrícola  en  esta  regióa  estriban  en  el  présta- 
mo del  dinero  al  5  ó  6  por  100,  dando  á  los  cheques  6  documen- 
tos bancarios  que  se  expidiesen  para  acreditar  los  préstamoB,  A 
valor  de  documentos  p&blicos,  con  la  cualidad  de  ser  ejecato- 
rios  sin  intervención  de  Notario  >  ni  Registro  de  la  Propiedad, 
ni  paga  de  derechos  á  la  Hacienda.» 

El  Ayuntamiento  y  Junta  pericial  de  Brihoega,  provincia 
de  Guadalajara,  dice  (ídem,  página  598):  «Otro  tanto  acontece 
con  la  manera  de  transmitir  por  razón  de  venta;  hay  en  ks 
pueblos  infinidad  de  fincas  que,  por  su  escaso  valor»  no  tienea 
sus  dueños  títulos  de  ninguna  clase;  de  manera*  que  se  hallan 
imposibilitados  de  transmitirlas,  pues  tienen  que  principiar  por 
adquirir  títulos,  otorgar  escrituras,  llevarlas  al  Registro,  etc., 
j  en  todas  estas  operaciones,  costosas  y  vejatorias,  se  invierte 
mayor  cantidad  que  la  que  realmente  representan.  Pues  bien: 
refórmese  la  legislación  de  una  manera  sencilla  y  fácil  para 
cuando  se  trate  de  la  adquisición  de  fincas  cuyo  valor  no  llegue 
á  250  pesetas;  exíjanse  derechos  módicos  en  estas  transaccio- 
nes, y  nos  encontraríamos  con  que  muchas  fincas  que  en  la 
actualidad  no  se  labran  ó  que  son  tierras  blancas,  en  pocos  años 
pasarían  á  otras  manos  que  las  cultivarían  con  mayor  esmero  6 
tratarían  de  explotarlas  dedicándolas  á  plantíos,  si  eran  suscep- 
tibles de  ello,  y  por  de  pronto  la  Hacienda  cobraría  religiosa- 
mente la  contribución;  pues  se  ve  prácticamente  ^n  esta  villa,  y 
lo  mismo  sucederá^en  las  demás,  que  la  mayor  parte  de  las  des- 
das proceden  de  testamentarías  sin  formalizar,  y  pobres  ancia- 
nos que  ya  no  pueden  trabajar  y  que  se  han  visto  en  la  impoai- 
bilidad  absoluta  de  ceder  sus  fincas  á  otros  por  carecer  de  tita* 
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loa.  Goncedea  tanta  importancia  los  informantes  á  este  asunto, 
por  tratarse  de  ana  zona  en  qae  la  propiedad,  además  de  ser 
de  un  valor  insignificante^  se  halla  subdividida  de  una  mane- 
ra extraordinaria,  j  la  facilidad  en  transmitirla  de  unos  á  otros 
proporcionaría  inmensas  ventajas,  como  queda  demostrado,  y 
hasta  por  medio  de  cambios  y  compras  llegarían  á  formarse  fin- 
cas de  alguna  extensión  que  representarían  mayor  valor  y  ren- 
dimientos q}\e  en  la  actualidad,  único  medio  de  remediar  este 
mal,  pues  no  ven  facilidad  en  obligar  de  una  manera  violenta 
á  qué  los  pequeños  propietarios  cedan  sus  fincas  á  los  demás. 

La  Sociedad  económica  aragonesa  de  Amigos  del  P^íb,  al 
contestar  á  la  pregunta  6/  del  interrogatorio,  que  se  refiere  á 
las  causas  sociales,  legislativas  y  administrativas  que  influyen 
CQ  la  producción  agrícola  y  en  su  comercio,  dice  (tomo  5.°,  pá* 
gina  116)  entre  otras  cosas:  «Que  como  causas  legislativas  in- 
fluyen  las  trabas  de  la  legislación  civil  para  la  transmisión  de 
la  propiedad,  principalmente  el  impuesto  de  derechos  reales  y 
las  deficiencias  de  los  sistemas  hipotecarios  vigentes.» 

Dd  lo  que  hemos  extractado  de  los  tomos  de  la  Informa- 
ción agrícola,  puede  colegirse  que  alo  que  se  aspira  de  una 
manera  más  ó  menos  manifiesta,'  es  á  la  sencillez  del  sistema 
Torrens,'  recomendado  de  un  modo  directo  por  importantes 
Corporaciones  que  han  remitido  sus  informes  á  la  Comisión  de 
la  Información  citada.  En  su  consecuencia,  en  este  apartado 
aparecen  reunidas  numerosas  ó  importantes  manifestaciones  á 
favor  de  nuestro  sistema,  que  tiende  á  la  sencillez,  la  econo- 
mía, y  á  obtener  la  inscripción  de  toda  la  propiedad  territorial, 
especialmente  el  de  la  Diputación  provincial  de  Orense,  que 
acepta  íntegramente  nuestro  sistema,  reduciendo  la  cuantía  de 
los  contratos  privados  que  deberían  admitirse  en  el  Registro 
á  500  pesetas. 


« 
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El  CoDgreBo  jurídico  de  Barcelona  ha  votado  por  iamensa 
mayoría  la  conclusión  6/  del  tema  3.^  relativa  á  que  pueda 
constituirse  por  documento  privado  la  hipoteca  marítima.  He 
aquí  el  resultado  de  la  votación  de  la  conclusión  citada:  145 
votos  añrmativos,  65  negativos,  15  abstenciones  j  un  voto  con- 
dicional. Queda,  pues,  consagrado  por  el  segundo  Congreso 
jurídico  de  España  el  sistema  de  la  contratación  ante  los  Re- 
gistradores de  la  propiedad,  aun  cuando  por  ahora  se  limite 
sólo  á  la  hipoteca  marítima;  pues  siendo  los  fundamentos  del 
sistema  los  mismos,  y  respecto  la  hipoteca  terrestre,  estando 
corroborados  con  el  inmenso  cúmulo  de  antecedentes  legales 
que  hemos  explicado,  no  hay  que  dudar  que  la  proposición  de 
ley  del  Sr.  Maluquer  cada  día  se  enriquece  con  nuevos  funda- 
mentos y  nueYás  é  importantes  manifestaciones  de  confor- 
midad. 


m  « 


La  opinión  respecto  al  problema  de  nuestro  estudio,  queda 
formada  de  un  modo  acabado  entre  todas  las  personas  impar- 
ciales que  no  tienen  derechos  que  defender  con  relación  al  mis- 
mo, especialmente  desde  la  publicación  de  la  notabilísima  Re- 
solución de  23  de  Junio  último,  acerca  de  la  cual  dice  £a  Re- 
forma Juriiicay  de  Barcelona: 

^Jimspruílencia  hipotecaria, — Es  importantísima  la  Reso- 
lución de  la  Dirección  general  de  los  Registros  de  23  de  Junio, 
que  insertamos  á  continuación: 

;>En  el  número  del  15  de  Febrero  de  esta  Revista  publica- 
mos  un  artículo  de  nuestro  colaborador  D.  Francisco  Andrea  y 
Grau  en  el  que,  relatando  un  caso  práctico,  defendía  la  doctri- 
na que  con  carácter  general  ha  establecido  la  Resolución  cita- 
da; doctrina  altamente  científica  y  que  abre  nuevos  horizontes 
en  la  importante  materia  de  la  transmisión  de  los  créditos  hi- 
potecarios, para  llegar,  en  día  no  lejano  quizá,  á  establecer 
igual  simplicidad  en  las  transmisiones  de  1&  propiedad  inmue- 
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ble,  desideratam  por  el  que  abogan  ilastres  jarisconsaltoa,  en- 
tre ellos  dos  de  naestros  compañeros  de  redacción  en  Tarias 
monografías  de  todos  conocidas. 

»1.^  Qae  la  transmisión  de  los  créditos  endosables  no  re- 
quiere la  intervención  activa  ni  pasiva  del  deudor,  bastando 
para  la  cesión  de  ellos  el  simple  endoso  firmado  por  el  acree- 
dor ó  por  persona  legítimamente  aaiorizada  por  él. 

»2.^  Qae  constituida  la  hipoteca  en  garantía  de  unos  paga- 
ros, ó  sea  de  obligaciones  transferibles  por  endoso,  el  precepto 
aplicable  al  caso  es  el  del  párrafo  cuarto  del  art.  153  de  la  ley, 
según  el  que,  el  derecho*  hipotecario  se  entiende  transferido 
con  la  obligación  ó  con  el  título,  sin  necesidad  de  dar  conoci- 
miento al  deudor  ni  de  hacer  constar  la  transferencia  en  el  Re- 
gistro. 

»T  3.®  Que  el  que  tiene  dominio  sobre  los  pagarés  que  le 
han  sido  endosados,  es  el  que  reúne  plena  capacidad  para  cons- 
sentir  en  la  cancelación  de  la  hipoteca,  en  que  es  único  inte- 
resado.j> — {Gaceta  2  de  Agosto.) 

Gomo  decíamos  anteriormente,  estas  conclusiones  traspa* 
san  los  límites  del  sistema  Torrens  hasta  llegar  al  lindero  del 
sistema  del  Código  civil  de  Costa  Rica,  el  más  sencillo  que 
hasta  la  fecha  se  conoce,  y  el  summum  en  materia  de  legisla- 
ción hipotecaria. 


Que  el  derecho  de  dar  fe  en  los  contratos  civiles  no  es  im- 
prescriptible á  favor  del  Notariado  en  la  forma  en  que  éste  lo 
sostiene,  lo  demuestra  el  art.  1324  de  nuestro  Código  civil,  que 
ha  hecho  poner  el  gritó  en  el  cielo  á  la  Gaceta  del  Notariado j 
la  cual  en  el  número  de  2  de  Diciembre  de  1888  publica  el  si- 
Saliente  trabajo: 

^  «HEDIDA   TBANSOENDENTAL 

*     »La  Gaceta  del  Notariado^  que  ha  saludado  con  júbilo  la 
aparición  en  la  Gaceta  de  Madrid  del  Código  civil,  que  le  con- 
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sídera  como  la  obra  legislatiya  más  g^raode  de  este  siglo,  que 
ansia  todas  las  reformas  que  sean  compatibles  con  el  bien  del 
país  y  el  servicio  público,  pero  sin  truncar  las*bases  capitales 
en  qne  descansan  nuestras  seculares  Instituciones,  tiene  hoy 
que  lamentarse  del  art.  1324,  publicado  en  la  Gaceta  del  vier- 
nes último,  que  dice  así: 

«Siempre  que  los  bienes  aportados  por  lod  cónyuges  no  sean 
•^inmuebles  y  asciendan  á  un  total,  los  de  marido  y  mujer,  que 
»no  exceda  de  2.500  pesetas,  y  en  el  pueblo  de  su  residencia 
»no  hubiere  Notario,  las  capitulaciones  se  podrán  otorgar  ante 
;»el  Secretario  del  Ayuntamiento  y  dos  testigos,  con  la  decla- 
>raci(5n,  bajo  su  responsabilidad,  de  constarles  la  entrega,  6 
^aportación  en  su  caso,  de  los  expresados  bienes. 

»E1  contrato  ó  contratos  originales  se  custodiarán,  bajo  re- 
»gistro,  en  el  Archivo  del  Municipio  correspondiente. 

»Coando  entre  las  aportaciones,  cualquiera  que  sea  su  va* 
»lor,  haya  alguna  ó  algunas  ñncas,  ó  los  contratos  se  refieran 
»&  inmuebles,  se  otorgarán  siempre  por  escritura  pública  ante 
)»Notario,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  1321.» 

»Con  verdadera  sorpresa  hemos  leído  dicho  artículo,  qoe 
rompe  con  lo  más  fundamental  de  la  ley  del  Notariado,  según 
la  cual  sólo  hay  en  España  una  sola  clase  de  Notarios,  qne  se- 
rán los  encargados  de  la  autorización^  guaría  y  custodia  de  Ut 
protocolos.  Dicho  artículo  es,  pues,  enteramente  contrario  á  la 
ley  del  Notariado. 

»La  Gaceta  del  Notariado  no  puede  pas.ar  desapercibido  di- 
cho artículo,  llamando  sobre  él  la  atención  de  las  Ck)rte8  por 
8u  gravedad  y  transcendencia,  más  que  por  su  importancia- 
puesto  qne  la  intervención  de  los  Secretarios  de  Ayuntamiento 
quedaría  reducida  á  las  dotes  de  cónyuges  mayores  de  edad 
en  que  se  renunciara  á  toda  hipoteca  por  la  mujer — por  la  in- 
gerencia de  los  Secretarios  de  Ayuntamiento  en  la  autoriza- 
ción de  contratos  encomendados  por  la  ley  del  Notariado  sola  y 
exclusivamente  á  los  Notarios  públicos.  ' 

lacreemos  que  este  artículo  no  está  bastantemente  pensado. 
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6  qne  estaría  pensado  para  proyectos  de  otro  o^den  y  se  habrá 
deslizado  en  el  Código  por  la  precipitación  con  qne  se  publica 
en  la  Gaceta^  paes  no  se  halla  dentro  de  las  bases  aprobadas 
por  las  Cortes  para  la  redacción  del  Código,  que  no  autoriza- 
ron al  Gobierno  para  reformar  la  ley  del  Notariado. 

»Nos  limitamos,  pues,  á  llamar  la  atención  del  Sr.  Ministro* 
de  Gracia  y  Justicia  sobre  este  artículo,  cuya  transcendencia 
ha  pasado  seguramente  desapercibida,  pues  que  responde, 
acaso  inconscientemente,  á  la  tendencia  un  tanto  demoledora 
de  las  antiguas  y  respetables  Instituciones  de  España  que  han 
dado  en  llamarse  Justicia  histórica  y  Notariado;  Instituciones 
que  ni  agradaron  nunca  ni  pueden  agradar.» 

El  art.  1334  transcrito,  por  más  que  limite  la  facultad  de 
autorizar  las  capitulaciones  matrimoniales  á  I09  Secretarios  de 
Ayuntamiento,  cuando  en  las  aportaciones  matrimoniales  haya 
alguna  ó  algunas  fincas,  ó  los  contratos  se  refieran  á  inmue- 
bles, demuestra  varias  cosas,  entre  ellas,  que  la  facultad  do 
dar  fe  no  es  exclusiva  de  los  Notarios,  sino  que  el  Estado  pue- 
de atribuirla  á  los  funcionarios  públicos  que  considere  conve- 
niente, y  en  los  casos  del  artículo  la  concede  á  los  Secretarios 
de  Ayuntamiento,  y  que  nuestro  sistema  de  contratación  ante 
los  Begistradores  de  la  propiedad  es  posible,  científico  y  con- 
veniente, y  que  debe  adaptarse  desde  luego,  pues  si  pueden . 
otorgarse  capitulaciones  matrimoniales  ante  los  Secretarios  de 
Ayuntamiento,  mejor  pueden  ratificarse  los  contratos  sobro 
inmuebles  ante  el  funcionario  encargado  del  Registro  de  la 
propiedad;  y  creemos  que  el  precedente  que  motiva  este  párra- 
fo ha  de  producir  por  resultado  inmediato  la  adopción  del  pro- 
yecto de  ley  del  Sr.  Maluquer,  por  aparecer  demostrada,  se- 
g^ún  los  antecedentes  legales  del  Código  civil,  la  conveniencia 
de  facilitar  la  contratación  y  lo  científico  del  sistema.  Por  la. 
demás,  no  es  de  admitir  lo  que  asegura  la  Gaceta^  de  que  el 
art.  1324  se  había  deslizado  en  el  Código  por  precipitación, 
«iao  que  se  ve  desde  luego  quo  el  legisla  dor  quiere  entrar  de 
ana  vez  en  el  camino  de  reformas  tan  útiles  como  la  propuesta 
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en  dicho  artícalo,  para  segair  adoptando  la  defendida  por  nos- 
otros, porqae  dado  ya  el  primer  paso,  la  reforma  avanzará  á 
paso  de  jigante  en  el  campo  de  las  leyes  patrias,  j  se  impone 
<le  un  modo  irresistible. 


Hemos  llegado  á  la  última  parte  de  nuestro  trabajo^  ó  sea  i 
redacir  el  mismo  á  conclasiones  categóricas  para  que  le  sirvan 
de  compendio;  pero  antes  de  formularlas  hemos  de  pedir  á  nues- 
tros amables  lectores  nos  dispensen  de  los  defectos  en  que  haya- 
mos incurrido  y  de  la^falta  de  método  que  en  él  se  nota,  sapues- 
to  que  todo  trabajo  de  polémica,  al  cual  se  aporten  á  cada  mo- 
mento nuevos  antecedentes,  se  aprovecha  de  ellos  en  el  estado 
en  que  la  discusión  se  encuentra,  y  ésto  es  lo  que  hemos  hecho 
nosotros.  Además,  como  tarea  que  tiene  un  plazo  reducido  para 
verificarla  en  medio  de  otras  imperiosas  é  ineladibles  ocupacio- 
nes, supone  premura  en  su  confección,  y  en  su  consecuencia, 
además  de  otras  cualidades  que  nos  faltan  para  combatir  á  los 
poderosos  adversarios  de  la  idea,  siempre  resulta  que  ha  de  ve- 
rificarse por  medio  de  trabajos  escritos  á  vuela  pluma  y  sin  el 
debido  detenimiento.  Hechas  estas  manifestaciones,  á  nuestra 
juicio  puede  reducirse  la  sintésis  de  nuestra  réplica. á  las  con- 
clusiones siguientes: 

1.*  Qae  la  parte  esencial  ó  de  fondo  de  nuestra  obra  Ssíw^ 
dios  sobre  legislación  hipotecaria  y  notarial,  relativa  á  impedir 
con  la  reforma  propuesta  las  enajenaciones  en  fraude  de  terce- 
ros adquirentes  y  la  presentación  de  títulos  falsos  en*  el  Regís- 
tro  de  la  propiedad,  y  unir  en  no.  solo  acto  el  titulo  y  moio  de 
adquisición,  no  ha  sido  combatido  por  el  Sr.  Ruiz  Grómez  bajo 
ningún  aspecto,  ni  por  el  Cuerpo  Notarial  en  debida  forma,  y 
por  lo  tanto,  queda  en  pie  lo  sostenido  en  dicha  poblicación. 

2.*  Que  según  el  trabajo  del  Sr.  Ruiz  Gómez,  el  Registra- 
dor tiene  actualmente  varias  atribuciones  que  pertenecen  á  la 
Notaría,  no  obstante  lo  cual  la  propiedad  y  la  contratación  no 
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han  safrido  por  ello  perjaicio.  Debe  tenerse  en  caenta  qae  se* 
g6n  el  Sr.  Castillo,  Notario  de  Medina  Sidonia,  la  materia  ob- 
jeto del  Registro  de  la  propiedad  es  también  objetiva  del  Nota- 
riado. 

3.*  Que  en  varios  países  extranjeros- se  otorgan  é  inscriben 
los  contratos  sujetos  á  registro  con  mucha  más  facilidad  que  la 
propuesta  por  nosotros,  y  el  Sr.  Maluquer  en  su  proyecto  de 
ley,  y  no  liega  el  mismo  á  lo  que  en  Prusia  eya  verifica,  distan- 
do mucho  más  de  lo  que  se  verifica  en  virtud  del  Acta  Torrens, 
y  de  lo  que  ocurre  en  Costa  Rica.  Conviene  llegar  lo  más  pron- 
to posible  á  la  sustantividad  de  la  ley  Hipotecaria  y  á  obtener 
tedas  las  ventajas  del  crédito  territorial  según  la  moderna  ten- 
dencia de  movilizar  todos  los  valores . 

4/  Que  el  sistema  de  contratación  por  documento  privado 
fué  desaroUado  en  España  en  el  famoso  proyecto  de  ley  de  1864, 
por  la  Comisión  dé  Códigos  que  redactó  la  propia  ley  Hipote- 
caria, proyecto  reproducido  por  la  misma  Comisión  en  1867, 
que  desestimó  la  oposición  que  los  Notarios  hicieron  al  de  1864, 
habiendo  sido  los  documentos  privados  registrables  en  las  an- 
tignas  Contadurías  de  hipotecas,  por  lo  cual  el  sistema  no  es 
nuevo  en  España. 

5.^  Que  los  periódicos  Notariales  han  propuesto  la  refundi- 
ción del  Registro  á  la  Notaría,  en  cuya  forma  lo  consideran  acep- 
table, bajo  cuyo  supuesto  la  cuestión  queda  reducida  á  un 
panto  de  detalle  no  esencial,  y  que  los  precedentes  están  á 
favor  del  proyecto  presentado  á  las  Cortes. 

6."  Que  los  propios  periódicos  están  discutiendo  aún  el  con- 
cepto del  Notariado  y  del  Notario,  sosteniendo  que  si  se  consi- 
dera al  Notariado  como  Institución^  es  posible  el  proyecto  de 
ley  del  Sr.  Mailuquer,  y  afirmando  los  adversarios  de  esta  idea, 
que  el  proyecto  de  dicho  Diputado  es  posible,  si  se  considera 
.  el  Notariado  como  Facultad-cargo. 

7.'    Que  en  el  extranjero  sa halla  admitida  la  constitución 

de  la  hipoteca  marítima  por  documento  privado,  y  el  Congreso 

jurídico  de  Barcelona  se  ha  decidido  por  este  sistema  en  Espa- 
Toifo  73  39 
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ña,  Cuyo  documento  priyado  deberá  presentarse  por  los  intere- 
sados al  Registrador  mercantil  (qae  es  el  mismo  Registrador  de- 
la  Propiedad),  según  nuestro  sistema. 

8/  Qae  los  Notarios  no  tienen  adquirido  (según  la  Comisión 
de  Códigos  citada)  un  derecho  perfecto,  al  cual  deba  sacrificar- 
se ninguna  medida  de  interés  general.  A^demás^en  los  muchos 
países  en  que  rigen  sistemas  más  radicales  que  el  propuesto, 
no  Be  notan  perjuicios  por  semejante  modo  de  contratar  é  ina- 
cribir,  antes  bien,  se  extienden  aquellos  sistemas  á  nuevos 
países,  defendiendo  su  propagación  y  aplicación  hombres  em¡« 
nentes. 

9.*  Qae  el  Notsriado,  además  de  pedir  la  refundición  i  la 
Notaría  del  Registro  de  la  propiedad,  ha  formulado  proyectos 
muy  radicales  qae  tienden  á  mejorar  á  los  Notarios,  quitando 
muchas  atribuciones  á  los  Juzgados  de  primera  instancia, 
y  en  cambio  se  opone  á  una  reforma  propuesta  con  toda  pru- 
dencia como  -por  vía  de  ensayo,  por  no  llegar  la  misma  en  mu« 
cho  á  lo  que  se  verifica  en  el  extranjero  respecto  de  contratos 
inscribibles. 

10.*  Que  el  proyecto  de  ley  del  Sr.  Malnquer  adquiere  cada 
día  nuevos  y  valiosos  adeptos,  por  lo  cual  no  dudamos  que  será 
aprobado  y  planteado  dentro  de  breve  plazo,  mayormente  des- 
pués de  dictada  la  Resolución  de  23  de  Junio  de  1888,  que  tras- 
pasa los  límites  del  sistema  Terrena. 

11.*  Que  en  tanto  es  esto  cierto,  en  cuanto  se  ha  reconoci- 
do por  los  Notarios  que  nuestra  legislación,  respecto  á  contrata* 
ción  debe  modificarse  por  lo  gravosa  que  resulta,  y  los  propie- 
tarios, convencidos  de  ello,  piden  la  reforma  por  considerarla 
útil. 

YioTORiNO  Santamaría.. 
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Sbñobbs: 

El  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  en  la  solemne  apertu- 
ra de  los  Tribunales,  celebrada  en  15  de  Septiembre  de  1887, 
dijo^  refiriéndose  á  la  escuela  antropológica:  «Bien  puedo  con- 
cluir asegurando  que  los  Tribunales  de  justicia  rechazarán  ab- 
solntamentei  en  su  diaria  aplicación,  teorías  y  doctrinas  tan 
destructoras  de  todo  régimen  social,  condenándolas  j  anate- 
matizándolas abierta^  decididamente.» 

Tal  yez  ese  trasconejado  anatema,  se  dirija  contra  lo  que 
dejó  sin  espurgar  la  Inquisición,  porque  atenta  sólo  á  judaizan- 
tes 7  herejes,  no  vio  el  fruto  temprano  deja  antropología  cri- 
minal en  la  novela  picaresca,  ni  rebuscó,  como  diría  Luna,  el 
intérprete  de  la  lengua  española,  autor  de  la  segunda  parte  del 
LagariUo  de  Tormes,  los  cartapacios  en  el  archivo  de  la  jaca- 
randina de  Toledo. 

El  Licenciado  Chaves,  autor  de  la  Helación  de  la  cdrcd  de 
Sevilla,  cuya  tercera  parte,  como  también  el  famoso  entremés, 
se  atribuyen  muy  fundadamente  al  príncipe  de  los  ingenios, 
es  algo  más  que  un  revelador  de  la  vida  y  miserias  de  la  car- 

*  Temft  de  diaonsión  en  la  Sección  de  Ciencias  exactas,  físicas  y  natura* 
1«s  del  Ateneo  oientíñco,  literario  y  artístico  de  Ifadríd,  para  el  eorso  de 
VB0MB, — Suposición  leida  en  la  noche  del  6  de  Diciembre  por  Bafkel  Sali- 
nas, Secretario  primero  de  la  Sección. 
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Qel,  en  cayo  concepto  lo  citan  algnnos  correccionalistas  espa* 
ñoles.  Sin  necesidad  de  contradecir  el  neo-platonismo  reinaoto 
en  aqaella  época,  ni  andar  á  yaelta  con  ningún  género  de 
filosofía,  ni  empeñarse  en  ergos  y  distingos;  ejerciendo  bq  pro- 
fesión, no  como  Abogado  qae  se  limita  á  recabar  excasas  y 
contrapruebas,  sino  como  observador  atento  y  caidadoso,  llegó 
á  conocer  el  delincaente  y  las  asociaciones  criminales.  La 
jerga,  la  literatura,  el  arte,  el  tatuaje,  la  vanidad»  la  insensi- 
bilidad, la  religiosidad,  muchos,  en  ñn,  de  los  caracteres  que 
se  precisan  en  Z^uomo  délinquenU  del  Profesor  Lombroso,  fíga- 
ran  en  la  obra  de  este  Abogado  ilustre,  á  quien  no  han  de  re- 
gatear honores  de  antropólogo  los  modernos  positivistas. 

Y  este  esfuerzo  no  es  unilateral;  constituye  un  ciclo  inicia- 
do con  las  primeras  y  formales  manifestaciones  de  la  literatara 
castellana.  Mateo  Alemán,  en  sus  Aventuras  y  vida  de  Ctiuvd% 
de  Alfarachej  demostró  exacto  conocimiento  de  la  hampa  y  de 
la  bribiay  verdadera  intuición  de  los  factores  biológicos  y  so* 
cíales  de  la  delincuencia.  Su  tipo,  es  el  delincuente  habitud, 
y  su  propósito,  él  lo  dice:  «Como  el  fin  que  llevo  es  fabricar  oa 
hombre  perfecto,  siempre  que  hallo  piedras  para  el  edificio  las 
voy  amontonando. }>  No  se  consideró  heterodoxo  por  buscar  el 
mal  en  otras  fuentes  y  en  otros  ejemplos  que  los  asendereados 
de  los  moralistas.  *Admite  la  herencia,  y  la  expone  desde  el 
origen,  en  forma  que  podría  denominarse  atavismo  delpecado 
y  del  delito  original.  «Este  camino  corre  el  mundo;  no  comien- 
za de  nuevo,  que  de  atrás  le  viene  al  garbanzo  el  pico;  no  tiene 
medio  ni  remedio;  así  lo  hallamos,  así  lo  dejaremos;  no  se  es- 
pere mejor  tiempo  ni  se  piense  que  lo  fué  el  pasado;  todo  ha 
sido,  es  y  será  una  misma  cosa.  El  primero  padre  fué  alevoso; 
la  primera  madre  mentirosa;  el  primer  hijo  ladrón  y  fratrici- 
da. >  Admite  el  libre  albedrío,  pero  no  tan  decantado  y  gene- 
ralizado como  los  metafísicos  j  los  jurisconsultos.  «No  fué 
necesario  transcurso  de  tiempo  como  algunos  afirman  y  yerran. 
Porque  como  después  de  la  caída  de  nuestros  primeros  pa- 
dres, con  aquella  levadura  se  acedó  toda  la  masa  corrompida 
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de  los  TÍcioB,  Tino  en  tal  ruina  la  fábrica  de  este  reloj  humano» 
que  no  le  quedó  rueda  con  rueda,  ni  muelle  ñjo  que  las  mo- 
viese. Quedó  tan  desbaratado,  sin  algún  orden  ó  concierto^ 
como  si  fuera  otro  contrario,  en  ser  muy  diferente  del  primero 
en  que  Dios  lo  crió,  lo  cual  nació  de  la  inobediencia  sola.  De 
allí  le  sobrevino  ceguera  en  el  entendimiento,  en  la  memoria 
olvido,  en  la  voluntad  culpa,  en  el  apetito  desorden,  maldad 
en  las  obras,  engaño  en  los  sentidos,  flaqueza  en  las  fuerzas,  y 
en  los  gustos  penalidades:  cruel  escuadrón  de  salteadoreá  ene- 
migos, que  luego,  cuando  un  alma  la  infunde  Dios  en  un  cuer- 
JK),  le  salen  al  encuentro  pegándosele;  y  tanto,  que  con  su 
alhago,  promesas  y  falsas  apariencias  de  torpes  gustos,  la  es- 
tragan y  corrompen  volviéndola  de  su  misma  naturaleza.  De 
manera  que  podría  decirse  del  alma,  estar  compuesta  de  dos 
contrarias  partes,  una  racional  y  divina,  y  otra  de  natural  co- 
rrupción.» Garofalo  casi  coincide  en  muchas  de  sus  apreciacio- 
nes. Lo  que  califica  genéricamente  de  torpe  amor,  «le  parece 
tan  propio  de  nuestro  ser,  tan  uno  y  ordinario  nuestro,  tan 
pegado  y  conforme  á  nuestra  naturaleza,  que  no  es  más  pro  - 
pía  la  respiración  ó  el  vivir»;  y  ciertas  inclinaciones  delincuen- 
tes ó  pecaminosas,  tan  naturales  «como  lo  eS  la  luz  del  sol,  el 
frío  de  la  nieve,  quemar  el  fuego,  bajar  lo  grave  ó  subir  en  su 
esfera  el  aire  sin  dar  lugar  al  entendimiento,  ni  consentir  al 
libre  albedrío.»  Estudia  la  ascendencia,  y  el  picaro  cuyas 
aventuras  refiere  á  modo  de  autobiografía,  es  hijo  de  logrero, 
vicioso  y  renegado,  que  se  alzó  dos  ó  tres  veces  con  hacienda 
ajena,  y  de  mujer  cortesana  que  por  parte  de  madre  tenía  más 
«enjertos  que  los  cigarrales  de  Toledo.»  Conoce  la  iocorregi- 
bilidad,  y  refiriéndose  al  hurto,  dice:  «Comencelo  desde  la  ni- 
ñez, aunque  no  siempre  lo  usé;  fui  como  el  árbol  cortado  por 
el  pie,  que  siempre  deja  raíces' vivas,  de  donde,  al  cabo  de  lar- 
goB  años,  acontece  salir  una  misma  planta  con  el  mismo  fru- 
to.» Cree  excepcional  y  milagrosa  la  corrección:  «quien  una 
vez  ha  sido  malo,  siempre  se  presume  serlo  en  aquel  género 
de  maldad.  La  proposición  es  verdadera,  pero  no  hay  alguna 
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Bíu  excepción.  ¿Qa¿  sabe  nadie  de  la  manera  qae  toca  Dios  á 
cada  uno,  y  si,  conforme  dice  nna  aatéatíca,  tenía  ya  reinte* 
gradas  las  costumbres?»  Sin  embargo,  tan  positivista  en  la 
disciplina  penal  como  en  el  estadio  del  delincuente,  la  elimi^ 
nación  absoluta  le  parece  el  gran  procedimiento  contra  ciertc» 
criminales,  que  no  los  llamó  habituales,  instintiyos  ó  nalosi 
pero  que  así  los  considera.  <cNo  es  el  rejalg^r — dice —  tan  sin 
provecho,  que  deje  de  hacerlo  en  algo;  dineros  Yale,  y  en  la 
tienda  se  vende;  si  es  malo  para  comido,  aplicado  seri  bueno. 
Y  pues  con  él  emponzoñan  sabandijas  dañosas,  porque  son 
perjudiciales,  atriaca  sería  mi  ejemplo  para  la  república,  si  se 
atosigasen  esos  animalazos  fieros,  aunque  caseros  y  ai  parecer 
domésticos  (que  aqueso  es  lo  peor  que  tienen);  pues  fíguráado- 
senos  humanos  y  compasivos,  nos  fiamos  de  ellos;  fingen  que 
lloran  de  nuestras  miserias,  y  despedazan  cruelmente  nuestras 
carnes  con  tiranías,  injusticias  y  fuerzas.» — «¡Oh,  si  valiese 
algo  para  poder  consumir  otro  gónero  de  fieras!  Estos  que 
lomí-enhiestos  y  descansados  andan  desempedrando  callea, 
trajinando  el  mundo,  vagabundos,  de  tierra  en  tierra,  de  barrio 
en  barrio,  de  casa  en  casa,  hechos  espuma-ollas,  no  siendo  en 
parte  alguna  de  algún  provecho,  ni  sirviendo  de  más,  que  como 
los  arrieros  en  la  albóndiga  de  Sevilla,  de  meter  carga  para 
sacar  carga,  llevando  y  trayendo  mentiras,  aportando  nuevas, 
parlando  chismes,  levantando  testimonios,  poniendo  disensio- 
nes, quitando  las  honras,  infamando  buenos,  persiguiendo  jos* 
tos,  robando  haciendas,  matando  y  martirizando  inocentes. 
¡Hermosamente  parecerían,  si  todos  perecieran!  Que  no  tiene 
Bruselas  tapicería  tan  fina,  que  tanto  adorne  ni  tan  bien  parez- 
ca en  la  casa  del  príncipe,  como  la  que  cuelgan  los  verdugos 
por  los  caminos.  Premios  y  penas  conviene  que  haya:  si  todos 
fueran  justos,  las  leyes  fueran  impertinentes;  y  si  sabios,  que- 
daran por  locos  los  escritores:  para  el  enfermo  se  hizo  la  medi- 
cina, las  honras  para  los  buenos,  y  la  horca  para  los  malos.» 
Cervantes,  que  en  el  otoño  de  1597  engendró  en  la  cárcel 
de  Sevilla  «la  obra  más  discreta,  más  hermosa,  más  grande 
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'del  ÍDgenío  humano:»,  hizo  también  profando  estudio  de  la  cri- 
minalidad, condensado  en  Mneonete  y  CortadillOj  que,  en  mi 
opinión,  aun  puede  servir  de  obra  de  texto  á  muchos  encopeta* 
dos  criminalistas;  de  seguro  indicador  á  la  policía,  variando 
la  jerga,  los  lugares  truhanescos,  los  trajes,  poco  las  fisonomías 
y  casi  nada  los  procedimientos  para  delinquir;  de  modelo  de 
crítica  á  la  prensa,  en  su  análisis  de  los  defectos  de  organiza- 
ción de  la  que  se  ha  dado  en  W^mKv  justicia  Mstárica^  sin  duda 
porque  aun  subsiste  mucho  del  tradicional  empirismo;  y,  en 
ün,  á  la  escuela  antropológica  de  testimonio  de  que  lo  que  se 
ofrece  como  novedad,  y  es  nuevo  por  el  molde  científico  en  que 
está  vaciado,  no  lo  es  en  nuestra  gloriosa  literatura:  orgullo 
que  se  arroga  un  español  humilde'á  quien  satisface  estar  «ha- 
blando con  el  uso  de  su  aldea;». 

Quevedo,  que,  por  ser  universal  en  todo  el  alcance  de  su 
^enio^  subió  á  las  alturas  del  saber  y  descendió  á  los  tugurios 
sociales;  que  con  la  misma  mano  escribió  La  Poliiica  de  Dios 
j  las  desenvueltas  y  transcendentales  Jácaras;  que  habló  como 
ninguno  nuestra  lengua  en  riqueza  de  combinaciones  y  varié- 
•dad  de  estilos,  y  á  la  ^ez  garló  germania  con  truhanesca  perfec« 
•ción,  deja  en  sus  obras  sinnúmero  de  tipos,  que  convencional- 
mente  se  han  llamado  picarescos,  y  son  estudios  del  natural, 
bocetos  antropológicos,  apuntes  para  una  ciencia  que  debió 
ser  de  origen  español,  pues  aquí  fué  espontáneamente  sentida, 
jra  que  no  formulada,  despuntando  los  primeros  brotes  en  la 
patria  universaldel  derecho,  al  calor  del  fecundo  renacimien- 
to italiano. 

Pero,  señores,  no  es  posible  insistir  en  la  demostración.  El 
asunto  merece  un  libro  que  debe  escribirse  en  justa  reivindi- 
<2ación  de  nuestras  tradiciones  y  para  ofrecer  ala  ciencia  un 
Talioso  donativo.  La  afinidad  científica  busca  lo  que  le  perte- 
nece y  desecha  lo  que  adventiciamente  se  le  agregó.  Esos  li- 
htoB  que  figuran  en  la  biblioteca  clasificados  como  obras  de 
ingenio,  van,  sin  perder  sus  bellezas  literarias,  al  estante  de 
los  libros  de  ciencia;  y  aquellos  otros,  que  á  tantos  doctores  des- 
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ojaroD,  se  redDcen  á  obras  de  fantasía,  á  veces  sia  los  adorno» 
del  estilo.  Gracias  á  la  intuición  de  nuestros  literatos,  sepoede 
ordenar  nn  libro  de  antropología  criminal  española,  moj  rico 
en  la  parte  sociológica  y  en  la  psicológica,  y  más  que  ningán 
otro  en  el  conocimiento  de  las  sociedades  delincuentes.  La 
ciencia  jurídica  de  aquel  tiempo  no  dejó  tras  sí  más  que  proce- 
sos archivados.  Pasó  por  las  cárceles  encopetada,  alti?a,  sin 
rozarse  con  la  realidad  para  no  deslustrar  la  toga.  Sin  decir 
que  erigió  un  templo  á  la  diosa  Themis,  ni  que  fundó  un  sa- 
cerdocio, se  la  ve  avasallada  por  la  ley  escrita,  revístiéodola 
de  sutilezas  y  comentarios,  y  defendiéndola  de  toda  innova- 
ción. Allí  se  esterilizan  los  gérmenes  de  la  educación  clásica, 
que,  al  reverdecer,  dan  mottvo  á  que  se  crea  en  la  aparición  de 
una  especie  desconocida. 

N.o  de  otro  modo  puede  producir  estrañeza  la  antropología 
criminal,  sino  ignorando  que  fueron  sus  primeros  intérpretes 
los  pitagóricos,  Zopiro,  Sócrates,  Platón,  Aristóteles,  Trogo, 
Polemone,  y  que  hasta  Homero,  el  padre  de  la  poesía,  distin* 
gue  en  el  desvergonzado  Tersite  la  cabeza  aguda,  la  mirada 
extraviada  y  el  cuerpo  jiboso,  es  decir,  las  manifestaciones 
frenológica,  físionómica  y  degenerativa.  Sorprende  que  se  es- 
tudie la  embriología  del  delito,  analizando  la  criminalidad  eo 
la  escala  zoológica,  y  ya  Platón  añrmó  que  la  semejanza  del 
hombre,  sobre  todo  en  la  cara  y  en  la  cabeza,  con  ciertos  aui* 
males,  indica  en  el  que  la  tiene  predominio  de  las  mismas 
disposiciones.  Asombra  la  comparación  entre  el  hombre  crimi- 
nal y  el  primitivo  ó  el  salvaje,  y  éste  viene  á  ser  el  sistemado 
Trogo.  Parece  insensatez  el  empeño  en  descubrir  el  tipo  cri- 
minal á  ñn  de  precisarlo  con  sus  peculiares  caracteres,  empre- 
sa que  acometió  Polemone.  Tres  métodos  ñsionómicos  men- 
ciona Aristóteles:  el  de  Platón,  el  de  Trogo  y  el  que  consiste 
en  observar  la  impresión  que  las  pasiones  y  afectos  dejan  en 
la  fisonomía,  indicando  el  inglés  Parsons,  en  una  lista  quepa- 
blicó  en  1746,  cuarenta  y  un  autores  antiguo^  que  se  ocuparon 
de  la  expresión,  cuyo  estudio  comprende  una  interesante  lite- 
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ratnra  desde  el  libro  del  napolitano  Porta  y  la  disertación  kti- 
üu  sobre  el  mismo  asante  de  Qoclenio,  en  el  sig'lo  xvii,  hasta 
La  ewprestón  de  las  emociones  en  hombres  y  animales^  de  Carlos 
Darwin,  publicada  en  Londres  en  1872. 

^Qtté  importan  alegatos  de  tal  índole,  si  se  pretende  venti- 
lar la  cuestión  en  un  terreno  estrictamente  jurídico  y  se  alega 
que  nuestras  tradiciones  literarias  no  son  textos  legales,  y  que 
en  punto  á  filosofía  positiya  cabe  elegir  entre  burlarse  con  Pli- 
nto y  observar  y  estudiar  con  Aristóteles?  Pues  bien:  la  ciencia 
jurídica  española  no  ha  adoptado  temperamentos  intransigen- 
tes; ha  combatido  las  categóricas  absolutas  del  determinismo 
Hpreciando  ala  vez  sus  indicaciones,  colocándose  en  vías  de 
razonable  transacción.  No  son  deterministas  ni  Doña  Concep- 
ción Arenal,  ni  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  ni  D.  Fernan- 
do Cos-Gayón,  ni  D;  Manuel,  D.  Luis  y  D.  Francisco  Sil- 
Tela. 

A  la  más  eminente  de  nuestros  tratadistas  penitenciarios,  no 
estorban  sus  ideas  de  pura  religiosidad,  ni  sus  exquisitos  sen- 
timientos de  mujer  y  de  madre,  ni  su  acendrado  amor  al  pró- 
jimo, para  la  serena  apreciación  de  los  hechos  naturales.  Apre- 
cia científicamente  las  reacciones  recíprocas  del  hombre  físico 
y  del  hombre  moral;  cree  que  «la  insensibiUiad  es,  en  la  mayor 
parte  de  los  delitos,  una  concausa,  en  algunos  la  causa  verda- 
dera:»; su  procedimiento  penal  consiste  en  sensibilizar  al  delin- 
cuente que,  por  lo  mismo,  tiene  necesidad  del  dolor.  Cree  tam- 
bién en  la  incorregibílidad,  y  sólo  por  la  naturaleza  del  delito 
el  delincuente  «es  ó  parece  más  incorregible.»  No  padece  ese 
antomorfísmo  de  los  novelistas  románticos  y  de  algunos  juris- 
consultos que  ven  las  cosas  á  través  del  mismo  cristal  de  los 
que  declararon  constitucionalmente  que  los  españoles  son  jus- 
tos y  benéficos.  «No  hay  enmienda  posible — dice  la  Sra.  Are- 
nal— sin  una  reacción  de  la  conciencia  contra  el  mal  realizado, 
y  esta  reacción  no  se  verifica  sin  que  un  dolor  venga  á  desper- 
tarla. Este  dolor  puede  ser  el  remordimiento,  lo  es  en  algunos 
casos,  pero  no  en  los  más:  el  criminal  vulgar,  si  quedara  com- 
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pletameate  impune,  si  pudiera  ostentar  su  maldad  trionfante, 
no  se  arrepentiría:  duele  ver  que  el  hombre  llega  tan  abajo, 
pero  llega.» 

D.  Manuel  Alonso  Martínez  repugna  el  determinismo  en 
cuanto  «hace. del  ser  pensante  el  maniq^í  de  la  materia»,  pero 
cree  que  presta  un  servicio  á  la  ciencia  poniendo  de  relieve  It 
virtualidad  y  la  energía  de  la  fuerza  de  los  móviles  que  asedian 
al  libre  albedrío.  El  ilustre  codificador  no  considera  antijurí- 
dico admitir  ciertos  hechos  naturales,  como  el  atavismo,  expo- 
niéndolos con  la  verdadera  sencillez  del  que  observa  sintiendo. 
^Ciertamente,  dice,  no  seré  yo  quien  desconozca  la  influencia 
de  nuestros  instintos  y  pasiones  sobre  la  voluntad,  ün  padre 
de  numerosa  familia  tiene,  dentro  de  su  propio  hogar,  una  ex- 
celente clínica  donde  estudiar  las  enfermedades  del  espínto. 
Hijos  de  un  mismo  matrimonio,  aun  en  los  casos  en  que  no  es 
lícito  dudar  de  la  fidelidad  de  la  esposa,  nacen  con  inclinacioneg 
bien  distintas,  enderezándose  los  unos  naturalmente  y  sin  es- 
fuerzo al  bien,  y  los  otros  al  mal.  Esta  diversa  inclinación  se 
mantiene  tenazmente,  sin  que  basten  á  borrar  las  diferencias 
entre  hermanos  la  identidad  de  educación  ni  la  eficacia  del 
ejemplo;  prueba  clara  de  que,  si  al  fin  se  logra  vencer  elmifh 
ral  de  cada  criatura,  no  siempre  es  fácil  la  victoria.  Para  míes 
«vidente  que  la  propensión  al  mal  ó  al  bien  se  hereda  como  ios 
vicios  de  la  sangre:  quién  sale  al  padre,  quién  á  la  madre;  éste 
á  uno  de  sus  abuelos  maternos,  aquél  á  un  ascendiente  más  6 
menos  remoto  de  la  línea  paterna.  Por  consiguiente,  si  fuera 
realizable  en  esta  mísera  vida  el  ideal  de  la  justicia  ^iroMs; 
si  la  inteligencia  de  los  Jueces  pudiera  averiguar  con  exactítod 
matemática  los  grados  de  culpabilidad,  como  se  miden  con  el 
termómetro  los  grados  de  la  temperatura,  no  se  podría  aplicar 
la  misma  pena  á  dos  culpables  de  idéntico  delito,  f^nn  supues- 
ta la  igualdad  de  las  circunstancias  externas,  por  ser  desigual 
en  ellos  la  intensidad  de  la  fuerza  de  los  resortes  que  obran  so- 
bre su  voluntad.  Mayor  esfuerzo  ha  menester,  sin  duda,  para 
dominarse  el  de  temperamento  bilioso  que  el  de  temperamen- 
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to  linfático;  el  que  siente  á  sa  despecho  la  tentación  de  la  co  - 
dicia,  que  el  que  nació  desprendido  y  generoso.» 

Enderezarse  natnralmente  y  sin  esfuerzo  ai  bien  ó  al  mal...; 
heredar  la  propensión  al  bien  ó  al  mal  como  se  heredan  los  yí- 
cioB  de  la  sangre...;  reconocer  que  se  siente  á  despecho  la  ten- 
tación de  la  codicia,  y  que  se  nace  desprendido  y  generoso...; 
establecer  diferencias  entre  dos  delincuentes  de  idéntico  deli- 
to, fundándose  en  la  intensidad  de  la  fuerza  que  los  mueve  á 
delinquir...  lEsto  es,  plantar  jalones  de  la  nueva  ciencia,  des- 
Tiar  la  atención  de  los  vnelos  metafíisicos  y  convidar  al  estudio 
de  los  delincuentes!  Únicamente  cae  el  Sr.  Alonso  Martínez  en 
el  error  de  suponer  que,  «si  la  escuela  determinista  estuviera 
en  posesión  de  la  verdad,  no  habría  que  pensar  en  la  mejora 
de  las  prisiones,  sino  en  la  construcción  de  manicomios.» 

D.  Fernando  Gos-Qayón,  á  quien  sus  prestigios  de  hacen- 
dista oscurecen  otros  talentos  como  pensador  aventajado  en 
«laterias  jurídico -penales,  al  combatir  á  Roedor  y  los  correccio- 
naliatas  de  su  escuela,  cuyas  teorías  «no  son  más  que  la  conse- 
cuencia lógica  de  las  doctrinas  que  reducen  ó  anulan  por  com  - 
pleto  la  importancia  y  los  derechos  del  Estado  para  engrande- 
cer hasta  lo  absoluto  los  derechos  del  individuo»,  se  coloca  pre- 
cisamente en  el  punto  de  elección  de  la  nueva  escuela,  para 
evitar,  tanto  la  brutal  reacción  de  la  Edad  Media  en  que  el 
Estado  absorbía  al  individuo,  como  la  contrarreacción  que  ini- 
•ció  Beccaria,  y  que  es,  seg^n  fórmula  de  Spencer,  el  indivi- 
duo contra  el  Estado.  De  este  modo,  el  derecho  de  penar  se 
encierra  en  un  concepto,  á  mi  parecer  indiscutible,  porque  no 
niega  ningún  derecho  respetable,  y  que  no  es  otro  que  la  legí- 
tima defensa  social.  T  si  no  es  indiscutible  este  principio,  lo 
que  se  controvierte,  como  hace  ver  el  Sr.  Cánovas,  es  «la  de- 
terminación especulativa  de  lo  que  hade  tenerse  por  principal 
ó  por  secundario»,  puesto  que  los  que  se  fundan  en  la  ley  mo- 
ral le  ponen  por  límite  indispensable  el  colectivo  interés,  y  los 
que  opinan  que  el  derecho  de  penar  nace  del  interés  ó  de  la 
defensa,  lo  limitan  en  la  ley  moral. 
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El  Sr.  Cos-G^jón,  más  aficionado  á  praebas  y  demostrfr^ 
ciones  noméricas  que  á  silogismos,  conoce  el  tipo  de  delin- 
oaente  incorregible  por  haberlo  visto  en  la  realidad  y  en  la  es- 
tadística penitenciaria  de  todos  los  países;  sabe  que  no  tiene 
medio  ni  remedio, — segán  la  frase  de  Mateo  Alemán, — ^y  le 
aplica  el  aforismo  Hipocrático,  acudiendo  «al  caaterio,  si  la 
medicina  no  basta;  y  á  la  amputación,  si  el  caoterío  es  insa- 
ficíente.  «Ck)n  criminales,  dice,  que  no  se  han  corregido  y  no 
80  corregirán,  han  existido  y  existirán  siempre  las  sociedades, 
fiín  exceptuar  las  más  cultas.  Sin  justicia  y  sin  sanción  penal, 
toda  sociedad  medianamente  organizada  es  imposible.»  T  ce- 
rrando las  puertas  de  la  Iglesia  á  los  que  se  apoyan  en  las  gran- 
des esperanzas  del  Cristianismo  para  generalizarlas  á  ana  doc- 
trina penal  más  mística  que  científica,  les  advierte  que  en  el 
evangelio,  ni  en  toda  la  Patrología,  encontrarán  ninguna  de 
tres  cosas:  «ni  que  el  Cristianismo  crea  en  la  enmienda  de  to- 
dos  los  pecadores,  ni  que  rechace  las  penas  perpetuas,  ni 
que  conceda  la  absolución  sin  penitencia.  x> 

Si  en  algunos  tratadistas  llegan  á  confundirse  el  derecho  y 
la  moral,  el  delito  y  el  pecado,  por  alambicar  el  concepto  espi- 
ritual y  ético,  en  las  ideas  del  Sr.  Cos -Gayón  se  relacionan  la 
justicia  de  los  cielos  y  de  la  tierra,  el  infierno  y  el  presidio,  el 
fallo  del  Supremo  Juez  y  el  de  los  Tribunales  competentes. 

D.  Luis  Silveta,  uno  de  nuestros  más  eminentes,  aunque 
más  vacilante  correccíonalista,  interrumpe  más  de  una  vez  la 
bien  ordenada  serie  de  principios  metafísicos  que  desarrolla 
en  su  conocido  tratado  de  Derecho  penal,  obra  de  erhdietón, 
cultura  y  análisis  filosófico,  con  intercadencias  temerosas,  qne 
80  parecen  á  las  contracciones  que  produce  la  realidad,  cuando 
se  vive  en  un  medio  demasiado  imaginativo.  Desde  el  con- 
cepto de  la  integridad  de  las  leyes  morales,  «mantenidas,  en 
en  parte,  por  el  remordimiento  que  sigue  á  la  falta»,  de  igual 
modo  que  «las  leyes  fisiológicas  tienen  su  garantía  en  el  dolor 
físico  que  acompaña  á  su  violación»,  paralelismo  demasiado 
absoluto;  desde  el  grado  de  libertad  humana,  á  partir  áelposse 
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non  pecare f  la  aatonomía  y  heteronomía  de  las  acciones,  haflfca 
el  concepto  de  la  pena,  establecido  con  metafísica  bondad,  hay 
sos  apartes  de  positivismo  incipiente.  «El  hombre  hecho  á 
imagen  de  Dios,  como  racional  y  libre,  no  pierde  jamás  irre- 
misiblemente tales  atributos,  con  los  cuales  siempre  la  rehabi- 
litación es  posible:»,  dice  el  Sr.  Silyela.  «Pero  si  irremisible* 
mente  los  perdiera...»  Al  formular  la  dubitativa  expone  una 
feliz  intuición  del  delincuente  nato;  y  más  adelante  añrma  que 
se  pueden  perder  irremisiblemente  tales  atributos,  porque  si  á 
los  diez  años,  como  límite  máximo,  «la  corrección  no  se  ha  al- 
canzado, es  lícito  desesperar  de  ella.»  De  manera  que  cree  que 
en  todo  corazón  empedernido  se  puede  formar  una  sola  lágri- 
ma que  lavará  en  un  minuto  todas  las  manchas  del  alma;  y 
cree  al  mismo  tiempo,  que  el  encierro  perpetuo  y  la  muerte  son 
las  únicas  penas  tranquilizadoras  sin  la  enmienda:  es  decir, 
«que  las  misas  no  aprovechan  á  los  condenados,  aunque  se  las 
diga  San  Gregorio.» 

El  ser  tan  creyente  como  Lacordaire,  no  le  impide  ser  tan 
radical  como  Lombroso  y  tan  rigorista  como  Oarofalo.  Única- 
mente excede  en  optimismo  á  todos  los  redentoristas,  cuando 
asegura  que  el  arrepentimiento,  «primer  movimiento  del  áni- 
mo que  se  duele  de  haber  obrado  mal  y  de  haber  delinquido, 
rara  vez  deja  de  sentirlo  el  culpable,  sobre  todo  si  se  halla  su- 
jeto á  un  procedimiento  criminal»;  y  aventaja  también  en  ob- 
jetividad á  }os  antropólogos  y  psicólogos  positivistas,  cuandto 
afirma  qu&  «numerosos,  casi  infinitos,  pueden  ser  los  actos  que 
directamente  den  á  conocer  la  correccjón  del  culpable.»  Por 
no  acudir  á  otras  demostraciones,  en  prueba  de  que  ese  couo- 
cimiento  es  tan  difícil  que,  según  Doña  Concepción  Arenal, 
«Dio#  sólo  sabe  cuándo  un  culpable  está  verdaderamente  co- 
rregido», valga  la  sabiduría  de  un  proverbio  popular,  que  me- 
rece ser  trasladado  á  las  iQyes,  y  dice:  «Al  que  hace  un  yerro, 
y  podiendo  no  hace  más»  por  bueno  le  tendrás.» 

Al  citar  á  D.  Luis  Silvela,  forzoso  es  advertir  que  este  ilus- 
tre apellido  significa  para  los  antropólogos  italianos  casi  Jia  ga- 
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rantía  de  nna  reforma  penal  en  nuestro  país  sobre  bases  posi* 
tivas,  como  lo  proclamó  Garofalo^  y  como  lo  ha  declarado 
Lombroso  en  nn  doca  mentó  reciente.  Y  claro  es  qae  no  alado 
al  respetable  D.  Manuel  Sil  vela,  que  aunque  indivídao  y  Pre- 
sidente de  honor  del  primer  Congreso  de  Antropología  crimi- 
nal celebrado  en  Roma  en  Noviembre  de  1885^  sacó  partido 
únicamente  para  lacír  su  donaire  en  la  Academia  de  Legisla- 
ción y  Jurisprudencia.  Me  refiero  al  autor  del  proyecto  de  Có- 
digo penal  de  1884,  que  difiere  en  mucho  de  las  aspiraciones 
de  la  escuela  positiva,  pero  con  la  que  lo  hace  concordar  en 
mochos  particulares  el  sentido  de  oportunidad  del  legislador; 
ventajas  qoe  está  muy  lejos  de  reunir  el  proyecto  italiano, 
según  manifestaciones  del  profundo  autor  de  La  eriminologiaí 

Y  este  sentido  de  oportunidad  qoe  reconocen  los  positivis- 
tas italianos  en  D.  Francisco  Silvela,  trae  á  la  memoria  las 
cualidades  y  excelencias  del  «mayor  talento  de  jurisconsulto 
q  je  haya  este  siglo  logrado  España)»,  según  declaración  del 
Sr.  Cánovas,  á  quien  sigo  en  el  elogio  de  D.  Joaquín  Fran- 
cisco Pacheco,  del  que  «no  fuó  gran  metafísico,  porque  le  ena- 
moraba únicamente  la  realidad  perceptible  y  cognoscible»; 
del  que  fué  criado  expresamente  para  ecléctico,  «condición  de 
espíritu  preciosa  en  la  exposición  de  las  ciencias  sociales,  im- 
posibles de  constituir  bajo  un  aprtarismo  intolerante»  (acep- 
tando «que  el  eclecticismo  siempre  ha  querido  ser  equilibrio 
de  las  acciones  y  reacciones  en  que  cifra  el  moderno  positi- 
vismo la  vida»);  del  que  «era  todo  templanza,  todo  diafani- 
dad y  exactitud,  todo  sentido  común  elevado  hasta  las  propo^ 
cienes  de  genio.» 

Contrista  que  en  la  ciencia  española  no  haya  más  que  pla- 
netas tardíos  que  recorran  su  órbita  iluminando  un  derrotero 
que  después  nadie  vuelve  á  seguir.  La  influencia  jurídica  de 
Pacheco  se  extinguió  en  el  correccionalismo,  en  una  importa- 
ción alemana  que  no  ha  podido  fecundar  en  nuestro  carácter. 
La  memoria  de  Pacheco  no  vive  en  la  Universidad,  ni  se  trans- 
mite á  la  juventud  para  educarla  en  el  espíritu  de  observación. 
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AqDelIas  doctrinas  no  han  podido  seleccionar,  porque  no  han 
sido  caltivadas*  Él  inició  un  ciclo  qae  debió  continuarse  en  in- 
vestigaciones de  carácter  sociológico  y  biológico,  como  ha  su  - 
cedido  en  Italia,  donde  la  nueva  escuela  no  es  una  improvisa- 
ción,  es  un  proceso  evolutivo.  Aquí  hay  pensadores  de  claro 
entendimiento,  aunque  algunos  resultan  eclécticos  desequili- 
brados que  discurren  a  priori  preferentemente;  hay  manifes- 
taciones sinceras  de  los  hechos  reales,  intuiciones  reveladoras, 
pero  todo  salteado,  sin  conexión,  insuficiente  para  constituir 
tin  medio  evolutivo  y  á  flor  de  nuestro  carácter  impresionable, 
y  por  lo  mismo  superficial.  Así  nos  llega  á  parecer  nuevo  lo 
oxidado,  y  las  letras  del  alfabeto  signos  de  cabala.  Por  no  re- 
capacitar, el  espanto  nos  influye,  y  fljos  en  ideas  religiosas, 
que  con  las  políticas  se  dividen  la  casi  totalidad  de  nuestro 
ser,  es  suficiente  mirar  con  los  ojos  y  huir  los  silogismos,  para 
ser  tachados  de  materialistas  y  ateos,  y  para  que  el  Sinaí  de  la 
justicia  española  fulmine  rayos,  afortunadamente  inofensivos. 
Causará  extrañeza  cuando  el  suceso  se  distancie,  y  nadie  será 
capaz  de  comprender  que  un  sencillo  cambio  de  método  y  aun 
menos  la  preferente  aplicación  de  un  método  ya  conocido  y 
ensayado  con  fortuna  en  otras  ciencias,  á  los  estudios  jurídico- 
penales  haya  podido  adquirir  en  tan  elevadas  esferas  las  pro- 
porciones de  un  conflicto  social.  Y  el  cambio  no  puede  ser  ni 
más  natural,  ni  más  procedente,  ni  más  conforme  con  el  des- 
enyolvimiento  de  las  ideas,  porque  lo  que  comunmente  lla- 
mamos novedades  filosóficas  y  científicas,  nó  son  más  que  evo- 
luciones del  pensamiento,  ligadas  siempre  con  una  fórmula  y 
na  progreso  anterior  en  un  orden  aerial  tan  preciso,  que  al- 
gtina  vez  se  habrá  de  demostrar  gráficamente  en  líneas  orde- 
nadas, no  necesitándose  dar  un  salto  brusco  de  las  ideas  espi- 
ritualistas á  las  doctrinas  positivistas,  que  nacieron  espontá- 
neamente en  cuanto  se  .produjo  la  conjunción  determinante. 
No  es  menester  para  pasar  de  uno  á  otro  campo  más  que  dar 
na  paso  breve  ó  detenerse  en  territorio  intermedio  de  aclima- 
tación, á  lo  que  obedecen  el  meta-positivismo  y  el  positivismo 
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crítico.  ÜQOS  aceptan  la  integridad  de  las  doctrinas^  otros  nnn 
parte,  diferenciándose,  ó  en  lo  que  los  fisiólogos  llaman  tiem  - 
po  de  reacción,  ó  en  lo  que  los  militares  consideran  objetivo 
do  nna  campaña,  podiendo  llegar  por  movimientos  rápidos  á 
la  capital  de  nn  reino  sin  poseer  las  de  las  provincias.  Esto 
puede  «er  el  éxito  y  no  la  conquista;  de  igual  modo  que  anti- 
cipar una  idea,  no  es  realizarla  ni  reducirla  á  términos  de  fá- 
cil aplicación. 

Por  lo  mismo,  no  incurriré  en  el  error  de  señalar  única- 
mente  como  antropólogos  ó  jurisconsultos  positivistas  á  loa  que 
mantienen  la  integridad  de  un  sistema;  ni  consideraría  cooio 
victoria  aventajar  en  ésta  ú  otra  discusión  á  contradictores  de 
escuelas  diferentes,  «rque  la  verdad  no  está  en  la  boca  del  que 
afirma,  sino  en  la  cosa  de  que  se  trata. ;> 

Tampoco  dividiré  los  bandos,  poniendo  de  nna  parte  á  los 
médicos  y  de  otra  á  los  jurisconsultos,  ni  me  atreveré  á  señalar 
los  mejores  paladines,  según  el  color  de  la  muceta.  Cuando  se 
dice  que  los  Médicos  pretenden  suplantar  á  los  Abogados  enlos 
juicios  criminales,  se  desconoce  que  Ferri^  Qarofalo,  Tarde,  Pu- 
glia  y  otros  son  mantenedores  de  la  ciencia  del  Derecho,  yaea 
la  cátedra,  ya  en  la  magistratura,  y  que  de  hacer  un  recuento 
resultarían  probablemente  más  Abogados  que  Médicos  entre 
loa  actuales  criminalistas.  Si  se  analizan  las  ideas,  más  radica- 
les son  las  de  Ferri  que  las  de  Lacassagne. .  El  catedrático  de 
Derecho  penal  de  la  Universidad  de  Siena  niega  rotundameote 
el  libre  albedrío;  al  catedrático  de  Medicina  legal  de  la  Facultad 
de  Lyon  le  asusta  el  fatalismo  del  positivismo  materialista  j  le 
opone  la  iniciativa  social^^en  cuya  conciencia  creé  para  resistir 
una  demolición  y  una  negación,  en  su  concepto  perjadicial  4 
innecesaria.  Los  Abogados  consideran  indispensable  oponor 
negaciones  rotundas  á  las  afirmaciones  de  los  metafísicos:  los 
Médicos  se  limitan  á  observa)*  los  hachos  naturales  y  á  enriqae  • 
cer  la  ciencia.  Benedikt,  el  eminente: neurólogo  vienes,  no  ridi- 
culiza que  las  investigaciones  se  encaminen  á  descubrir  las 
leyes  de  una  ciencia  que  se  llame  del  alma;  Marro  no  entra  en 
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la  caestióa  de  la  libertad  moral,  y  reñere  á  saa  lectores  á  las 
dispatas  entre  teólogos  sobre  la  gracia  y  la  predestinación,  á 
las  controversias  de  San  Agustín  y  Pelagío,  luteranos,  calyi- 
nietas  y  católicos,  jansenistas  y  molinistas. 

Definidos  los  campos,  ya  puede  proclamarse  que  las  doctri- 
nas antropológicas  uo  son  nuevas  sino  muy  antiguas,  pues  tie- 
nen sus  raíces  en  las  de  la  filosofía  y  tradiciones  genuinamente 
españolas.  En  vez  de  ser  demoledoras  de  todo  régimen  social, 
las  engendra  el  propio  instinto  de  conservación.  No  renacen  á 
influjo  de  la  medicina,  sino  del  mótodo  científico.  Si  los  Médicos 
las  mantienen,  no  es  que  ambicionen  extender  su  clínica,  que 
demasiado  grande  y  difícil  se  la  ofrecen  otras  lacerías  huma- 
nas, porque  indiquen  á  los  Magistrados  que  no  hay  delito  sino 
delincuentes,  de  igual  modo  que  Corvisart  contestaba:  «no  co- 
nozco la  pleuresía,  sólo  puedo  enseñar  pleurítícos.»  No  preten- 
den sustituir  las  prisiones  con  manicomios,  como  equivocada- 
mente se  predica:  el  loco  criminal  es  tan  loco  como  cualquier 
loco,  y  tan  ofensivo  como  cualquier  criminal;  y  así  los  manico- 
mios de  seguridad  y  de  salud,  que  en  nuestro  país  se  llamarán 
probablemente  judiciales,  son  instituciones  intermedias  éntrela 
verdadera  cárcel  y  el  verdadero  manicomio,  según  fórmula  dé 
Oarrara.  No  se  empeñan  en  pueriles  rehabilitaciones,  aunque 
tampoco  apadrinan  ningán  rigor  inútil.  Desconfían  de  la  co- 
rrección, pero  afirmando  que  se  puede  conseguir  en  el  impúber 
y  en  el  delincuente  ocasional;  y  no  creen  en  el  remordimiento, 
aunque  al  delincuente  por  pasión  con  sus  remordimientos  lo 
consideran  suficientemente  castigado.  No  vienen  á  disolver  los 
Tribunales  de  derecho,  sino  á  rectificar  la  enseñanza,  para  su 
mayor  inteligencia  y  prestigio.  No  aspiran  á  derrotar,  sino  á 
transigir;  no  son  campo  de  discordia,  sino  de  observación,  que 
convida  á  cuantos  quieran  descender  á  la  realidad,  aunque  no 
se  desprendan  de  sus  alas. 

Si  analizamos  el  por  qué  de  nuestras  diferencias,  es  posible 

qne  no  lo  lleguemos  á  encontrar.  ¿Qué  dice  la  antropología, 

que  el  delito  reside  en  la  organización  del  delincuente,  ó  en  el 
Toifo  73  40 


618  SBTI8TA   DB  LBGISLAOlÓlf 

medio  físico,  ó  en  el  medio  social?  ¿No  asegaraii  los  más  religio- 
sos que  el  alma  tiene  una  parte  de  nataral  corrnpción  y  qaesoí^ 
sus  enemigos  mando,  demonio  y  carne,  factores  qae,  coa  dis- 
tintos nombres,  no  se  diferencian  de  los  que  la  antropología  lia^ 
ma  sociales  y  biológicos?  D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo  de- 
cl-ara  qne  «el  mal  tiene  sn  primera  raíz  en  el  ser  mismo  del 
hombre,  llaméislo  esto  consecuencia  del  pecado  original^  lia- 
méislo  como  qniera.»  ¿Qaé  dice  la  antropología,  qne  el  dqlita 
es  ana  lesión  del  sentido  moral,  qae,  ó  falta,  ó  es  débil,  6  está  la- 
tente en  quien  delinque?  ¿^o  dicen  los  correccionalistas  que  el 
delincuente  no  se  determina,  sino  que  es  determinado?  ¿Y  aaom* 
bra  que  esta  lesión  se  pueda  adquirir  por  herencia  directa  ó  por 
atavismo?  ¿Quá  mayor  herencia  y  atavismo  que  la  del  pecado 
original  que  á  todos  nos  comprende,  y  qué  más  lucida  paréate- 
la, según  Mateo  Alemán,  que  la  de  un  primer  padre  alevoso, 
una  primera  madre  mentirosa,  y  un  primer  hijo  ladrón  y  fra- 
tricida? Preguntad  qué  es  el  sentido  moral,  y  á  la  vez  os  pre- 
guntaremos  qué  esellibi*e  albedrío,  y  resultarán  ambas  cua- 
lidades definidas  como  el  imperativo  categórico  de  Kant  y 
como  la  recta  ratio  de  Cicerón;  que  afirmar  el  sentido  moral  no 
es  negar  terminantemente  el  libre  albedrío,  aunque  supoaer 
libre  albedrío  y  sentido  moral  en  todos  los  seres  de  la  especie 
humana  y  en  todos  los  momentos  de  la  vida  es  afirmar  lo  que 
no  existe.  Achacadnos  que  todo  nuestro  empeño  se  cifra  en  lo- 
calizar ese  sentido,  y  os  habremos  de  oponer  que  tambiéa  se 
le  ha  buscado  al  alma  un  sitio  de  residencia,  sin  gran  for- 
tuna en  las  averiguaciones.  Que  el  libre  albedrío  puede  ao 
existir  ó  ser  imperfecto,  lo  tenéis  aceptado  al  eximir  de  res- 
ponsabilidad al  loco,  al  imbécil  y  á  qoien  no  cuente  una  de- 
terminada edad.  En  el  Código  se  consigna  la  falta  de  ese 
atributo  en  los  menores  de   nueve  años  y  su  imperfecto  des- 
arrollo desde  los  nueve  hasta  los  catorce  cumplidos  y  desde  loa^ 
quince  á  antes  de  cumplir  los  dieciocho.  Ni  siquiera  podéis  ta- 
charnos de  exageración  porque  la  antropología  señale  caracte- 
res á  la  delincuencia.  ¿De  qué  suma  de  hechos,  de  qné  serie  de 
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obserraciones  se  dedaeen  esas  exenciones  y  atenuaciones  de 
responsabilidad?  ¿De  la  experiencia  nniversal?  ¿Del  común  sen- 
ib?  Dar  yalor  á  la  experiencia  universal  fundada  en  indefinidas 
flQposicionos  y  negárselo  al  propio  tiempo  á  la  experiencia 
eientíficay  es  antinomia  que»  eyidentemente,  acusa  prejuicios 
tenaces  é  inercia  profesional; 

La  ciencia  penal  fundada  en  la  antropología  y  la  que  des- 
eiende  de  la  metafísica^  no  son  dos  ciencias  diferentes,  ni  si- 
quiera antagónicas.  Nacen  y  existen  coetáneamente,  se  bascan 
7  se  relacionan,  se  separan  y  riñen,  para  luego  darse  la  mano, 
y  en  definítira  se  compenetrarán.  Vivieron  juntas  en  las  inte- 
ligencias de  Platón  y  de  Aristóteles,  sólo  que,  como  hay  dos 
tendoBcias  invencibles,  una  á  la  realidad  y  otra  á  la  idealidad^ 
la  ciencia  penal  se  subió  á  las  nubes  con  la  metafísica,  á  la  vez 
que  se  quedó  en  la  tierra  con  los  hombres.  De  aquí  dos  diccio- 
narios diferentes:  uno  que  desfigura  lo  real,  otro  que  naturali- 
za lo  ideal.  En  las  nubes  de  la  metafísica,  la  justicia,  por  ejem- 
plo, es  un  concepto,  y  en  la  historia  de  los  hombres  es  la  ven* 
ganza:  tal  vez  en  un  descenso  de  las  nubes  se  produjo  la  fór- 
mala que  hace  de  la  venganza  una  idea.  El  hombre  se  pierde, 
se  desvanece  en  la  metafísica,  que  lo  reduce  á  un  solo  atribu- 
to y  á  un  solo  fin,  de  tal  manera,  que  en  el  laboratorio  pan  teís- 
ta, destilando  de  silogismo  en  silogismo,  queda  la  humanidad 
reducida  á  una  sola  sustancia  envuelta  en  formas  diferentes  á 
las  que  necesariamente  se  impone.  Así,  desde  las  nubes  de  la 
teoría  correccional,  el  mayor  malvado  parece  un  ángel  caído, 
que  por  estar  caído  no  deja  de  ser  ángel.  En  la  tierra,  las  im- 
p^resiones  llegan  más  directamente  á  los  sentidos,  y  aun  lo  es- 
piritual se  materializa.  El  pueblo,  que  no  disimula  lo  que  sien- 
te, y  que  se  vale  también  de  un  lenguaje  figurado,  siente  lo 
que  es  el  alma,  pero  no  sabe  reducirla  á  una  sola  esencialidad, 
ni  se  acostumbra  á  la  idea  de  que  todas  las  almas  sean  iguales, 
y  dice  aliña  atravesada,  de  Caín,  de  caballo,  de  cintaroy  con  lo 
que,  sin  dedmentir  la  espiritualidad  del  concepto,  lo  niega  en 
algunos  hechos  naturales.  El  pueblo,  que  también  tiene  su 
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metafísica  y  fe,  qae  ann  le  permite  hacer  héroes  y  semidio  ees, 
conoce  el  Aonidrejhra,  animal,  bruto^  vahaje,  mal  bicho:  es  de- 
cir, sabe  que  la  especie  humana  toca  las  regiones  más  subli- 
mes y  se  confunde  con  la  pora  animalidad.  El  pueblo»  qae  des- 
conoce la  ciencia,  pero  que  signe  un  gran  procedimiento  cien- 
tífico,  el  de  la  observación,  no  entiende  de  localizaciones,  y  sin 
embargo,  ha  procurado  localizar  los  sentimientos  y  las  cualida* 
des:  el  amor,  en  el  corazón;  el  valor,  en  el  corazón,  en  loa  dr- 
ganos  viriles  y  en  el  hígado;  el  juicio,  en  la  cabeza.  Se  tíeoa 
mucho  ó  poco  corazón,  bueno  ó  malo;  aAiffodado,  quiere  decir 
valiente;  malos  hígados^  índole  dañina,  lo  mismo  que  malas  ak- 
trañas;  ser  duro  de  coseos ^  tener  cascos  de  ealabasa  ó  malos  eas^ 
cosy  ser  cerrado  ó  duro  de  mollera,  ser  mala  eabeuiy  estar  iocada 
ó  podrido  de  la  cabeza,  tener  seco  el  erdneo  y  él  jnido  e%  los  cal- 
cabres  6  en  los  talones,  indica  ó  mala  inclinación  ó  necedad 
ó  locura.  T  estas  condiciones  pueden  ser  naturales  y  adquiri- 
das, pero  casi  siempre  las  estima  el  pueblo  como  naturales,  sin- 
tetizándolas en  un  solo  calificativo  al  decir  mal  engendro. 

Diráseme  que  no  hay  suficiente  fundamento  científico  ea 
las  creencias  populares,  y  que  en  el  sentir  del  pueblo  hay  rea- 
lidades y  supersticiones;  diráseme  que  á  la  filosofía  popular  lo 
falta  altura  de  pensamiento,  y  que  lo  que  el  pueblo  cree  soa 
cosas  que  la  filosofía  menospreció,  lastre  inútil  que  dejó  caer 
al  remontarse  á  los  espacios  de  lo  absoluto.  Me  atengo  á  lo  que 
es  evidente:  á  que  el  pueblo  vive  en  la  tierra  y  da  fe  de  lo  que 
le  comunican  los  sentidos,  y  á  que  los  filósofos  bablan  de  lo 
que  está  muy  lejos,  confiándose  en  ocasiones  ^á  la  fantasía. 

T  es  más;  así  como  nuestra  vida  tiene  relaciones  de  sangre 
con  la  vida  vegetal  y  mineral,  los  hombres  colocados  en  el 
más  superior  estrato  social,  tienen  también  relaciones  inveu- 
cibles  con  los  estratos  inferiores,  relaciones  que  se  dejan  cono- 
cer hasta  en  el  lenguaje,  de  tal  modo  que  en  momentos  de  la 
vida  ordinaria,  el  hombre  más  alejado  de  la  familiaridad  calle- 
jera, por  inteligencia,  cultura  y  gustos  exquisitos,  habla  con 
sencillez  el  lenguaje  del  pueblo  y  emplea  sus  miamaa  loca- 
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eiones.  Esas  palabras  que  he  tomado  del  repertorio  popular, 
1a8  usaínos  todos,  nos  son  habituales;  y  no  excluyo  á  los  seño- 
res Abogados,  que  por  exigencias  del  oficio  y  yariedad  de  asun- 
t08|  emplean  un  lenguaje  de  aplioacidn  y  hablan  diversamen- 
te seg^n  se  hallen  en  estrados  á  la  derecha  ó  á  la  izquierda. 
El  Abogado  defensor  necesita  remontarse  á  las  nubes  para  de- 
mostrar que  un  mal  engendro  es  inocente,  y  el  Fiscal  ó  el 
Abogado  que  acusa,  no  temen  llamar  las  cosas  por  su  nombre  y 
emplean  los  mismos  calificatÍYos  populares,  con  toda  su  ru- 
deza. 

Cuando  se  ha  de  Tiyir  en  la  realidad,  es  difícil  sostenerse 
en  los  espacios:  la  realidad  se  impone.  El  derecho  fundado  en 
principios  metafísicos,  se  mantiene  como  planta  de  estufa  en 
la  cátedra  y  en  el  libro;  pero  en  la  yida  forense,  á  falta  de  es- 
tudios positÍTOS)  inyentan  los  juristas  prácticos  una  especie  de 
psicología  Yulgar,  mereciendo  que  D.  Luis  Silyela  los  moteje 
de  que  rara  vez  saben  tratar  humanamente  de  las  cosas  huma- 
nas. Este  mismo  autor  reconoce  que  dentro  de  la  psicología 
empieza  á  formarse  una  ciencia  particular  llamada  Psicología 
criminal,  necesaria  para  «conocer  lo  que  ordinariamente  se 
llama  la  intención  del  culpable,  esto  es,  hasta  qué  punto  el 
hombre  en  cada  acción  se  ha  dejado  dominar  por  los  impulsos 
extetriores,  y  cuál  es  la  parte  que  en  el  hecho  ha  tenido  la  li- 
bertad, y  cuál  es  la  que  ha  tenido  la  necesidad.;^  Claro  que  se 
pretende  que  esta  psicología  sea  puramente  metafísica  y  sin 
ningún  fundamento  biológico,  por  considerar  que  las  cuestio- 
nes en  que  ha  de  entender  no  se  basan  en  lesión  ni  perturba- 
ción orgánica;  reservando  á  la  medicina  el  determinar  «hasta 
qué  punto  la  enfermedad  ó  el  imperfecto,  el  vicioso  desarrollo 
fisico,  ha  podido  influir  en  la  libertad  moral  del  agente.» 

Tal  división  es  insostenible  y  expuesta  á  incurrir  en  con- 
tradicciones y  confusiones.  De  un  lado  se  coloca  la  materia 
influyendo  en  el  espíritu;  enfrente  el  alma  humana,  padecien- 
do enfermedades.  Los  Módicos,  con  la  creación  de  esa  psicolo- 
gía, no  pueden  intervenir  ni  en  los  casos  de  locura  en  que  no 
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80  reconozca  lesión  ni  pertarbación  orgánica^  ni  en  loa 
de  embriaguez.  ¡Declarar  qne  la  embriagaes  es  enfermedad 
del  alma,  cnando  al  influjo  del  alcoholismo  atribuye  Morel,  el 
gran  clínico  de  enfermedades  mentales,  la  abolicióa  completa 
del  sentido  moral,  la  disminución  de  la  sensibilidad  ffsiea,  la 
depresión  de  las  fuerzas  y  la  causa  mis  sensible  de  la  d^^ue- 
ración!  ¡Esto  sí  que  es  invadir  el  campo  y  salirse  de  madre' 
Exceso  que  no  se  debe  reprender,  porque  manifiesta  las  incer- 
tidumbres  de  un  movimiento  de  aproximación. 

Es  inútil  disimularlo.  La  Medicina  se  ha  ingerido  en  el  De- 
recho y  el  Derecho  en  la  Medicina.  Para  fundar  una  ciencia 
que  estudie  el  alma  humana^  se  aspira  á  fundar  una  patología 
y  una  clínica  espiritual;  para  hablar  del  espíritu  se  apela  á  ca- 
lificativos materiales,  sin  pejjuicio  de  llegar  artificiosamente  á 
un  deslinde  de  lo  que  debe  corresponder  á-  cada  patología  y  á 
cada  clínica,  olvidando  las  reacciones  recíprocas  del  hombre 
físico  y  del  hombre  moral,  fundamento  jurídico  indispensable. 
Búsquese  la  verdad  por  diferentes  caminos,  aunque  á  preven- 
ción de  que  en  último  término  no  puede  haber  más  que  una 
psicología,  como  en  el  hombre,  biológicamente  considerado,  no 
hay  más  que  un  ser  indivisible.  A  la  mencionada  psicología 
criminal  se  le  encomienda  medir  en  cada  acción  las  resisteo- 
cias  individuales  y  los  impulsos  exteriores,  que  es  lo  propio 
que  abandonar  el  estudio  del  delito  para  fijarse  en  el  delin* 
cuente  y  buscar  savia  en  las  dos  ramas  de  la  antropología  cri- 
minal. Queriendo  y  sin  querer,  se  ha  de  llegar  al  mismo  resul- 
tado, de  no  empeñarse  sistemáticamente  en  vivir  fuera  del 
mundo  perceptible  y  cognoscible,  enseñando  idealidades  qae 
no  constan  ni  pueden  constar  eu  ninguna  ley  humana.  A  este 
empeño  debe  atribuirse  el  divorcio  entre  el  Derecho  penal  que 
sé  enseña  en  la  cátedra  y  el  que  aplican  los  Tribunales  de  jus- 
ticia. En  aquólla,  se  glosa  el  libre  albedrío,  prescindiendo  de 
toda  clase  de  hechos  y  sin  ninguna  referencia  á  los  datos  de 
observación;  en  éstos,  aunque  se  parta  de  la  responsabilidad 
del  agente,  el  hecho  y  sus  circunstancias  constituyen  indis- 


i 
1 


LA  ANTROPOLOeLk  SN  BL  DERBOHO  PENAL       623 

^ensableniente  la  materia  de  estadio,  y  por  igual  determina- 
ción el  Código  tiene  fandamentos  biológicos. 

Sitüómonofi  en  el  panto  en  que  coloca  la  cuestión  el  art.  8.^ 
<lel  Código  penal. 

No  delinquen  el  loco,  el  imbécil  y  el  menor.  ¿Por  qué?  Per- 
eque no  se  les  reconoce  libre  albedrío.  Se  reconoce,  por  lo  tanto, 
que  la  integridad  del  libre  albedrío  i^equiere  condiciones  de 
desarrollo  físico  y  condiciones  de  integridad  fisiológica.  Hasta 
los  nueve  años,  el  libre  albedrío  no  alcanza  el  desarrollo  que  la 
ley  estima  para  la  responsabilidad;  de  los  nueve  á  antes  de 
•cumplir  los  quince,  se  puede  ó  no  obrar  con  discernimiento. 

Dice  la  escuela  antropológica,  que  en  el  niño  hay  más  ele- 
mentos de  criminalidad,  por  carencia  ó  imperfección  del  sen- 
tido moral  y  menos  facultades  para  ejercitarla,  dejándose,  sin 
embargo,  conocer  en  su  esfera  de  acción.  Entre  el  niño  con 
g^enerales  ó  especiales  caracteres  de  criminalidad,  y  el  adulto 
«n  parecidas  condiciones,  hay  la  diferencia  de  que  el  uno  es 
modiñcable  y  el  otro  no,  y  se  pide  que  el  delincuente  adulto, 
-según  sus  caracteres,  sea  eliminado  absoluta  ó  relativamente 
del  medio  social,  y  se  pide  para  el  impúber  un  medio  educador 
^lue  pueda  reintegrarlo  socialmente. 

Dice  el  Código,  que  el  menor  de  nueve  años  y  el  mayor 
de  nueve  y  menor  de  quince^  si  estos  últimos  no  obran  con  dis- 
oernimientOj  son  irresponsables;  y  esta  irresponsabilidad  obe- 
dece á  un  criterio  muy  semejante  al  de  la  antropología,  pues 
se  reduce  á  la  no  aplicación  de  una  pena  correccional  ó  aflicti- 
^a,  no  á  desconocer  las  tendencias  que  implica  el  acto  cometi- 
do y  el  peligro  que  supone.  Por  eso  el  menor  declarado  irres- 
ponsable «Tserá  entregado  á  su  familia  con  encargo  de  sigilarlo 
y  éduearlOy  ó  llevado  á  an  establecimiento  de  beneñcencia  des- 
tinado á  educación  de  huérfanos  y  desamparados». 

Hay,  paes,  evidente  concordancia  entre  el  Código  y  la  An- 
tropología en  la  apreciación  de  este  hecho  natural.  Las  diferen- 
cias surgen  de  aquí  en  adelante;  y  no  son  propiamente  dife- 
rencias, sino  saltos  de  concepto  que  descubren  falta  de  obser- 
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yación  y  de  conocimientos  biológicos,  no  precisados  en  la  época^ 
eu  que  el  Código  se  redactó.  Además,  se  reconocen  estados  de> 
irresponsabilidad,  es  decir,  inflaencias  patológicas  y  coaccio- 
nes psíquicas,  en  la  locara,  imbecilidad,  faerza  írresisttbie, 
miedo  insuperable,  etc.,  afirmaciones  que  contrarrestan  el  ex- 
clusivismo metafísico  teorizante  y  conducen  la  cuestión  al  te* 
rreno  propiamente  antropológico';  al  concepto  del  hombre  ñor* 
mal  y  del  hombre  anormal. 

El  hombre  normal,  según  el  Código,  es  el  que  ha  cumplido^ 
dieciocho  años  de  edad.  El  hombre  anormal,  es  el  menor  que 
no  ha  adquirido  el  des<^rrollo  moral  correspondiente,  ó  el  mayor 
afectado  de  imbecilidad  ó  locura.  La  clasificación  en  que  im« 
plícitamente  conviene  el  Código  es  yerdadera;  la  generdxza- 
ción,  no.  Es  imposible  admitir  esa  normalidad  fundada  en  la 
suposición  de  una  igualdad  absurda,  de  la  que  no  estamos 
convencidos,  en  todos  los  seres  de  la  especie  humana,  mayoras^ 
de  dieciocho  años,  que  no  sean  ni  imbéciles  ni  locos  ó  no  re- 
unan  otras  circunstancias  de  exención.  Be  acepta  una  hipóte- 
sis, antropológicamente  negada,  al  establecer  el  precepto  le- 
gal, partiendo  de  la  apreciación  de  una  ley  de  desarrollo,  sin 
tener  en  cuenta  las  condiciones  individuales,  la  herencia  y  lo» 
modificadores  fisiológicos.  Porque,  indudablemente,  á  un  des- 
arrollo uniforme,  debe  corresponder  uniformidad  de  condicio- 
nes. ¿Existen?  Si  separo  la  cuestión  del  terreno  jurídico,  se 
contestará  unánimemente  que  no..  Apreciada  la  cuestión  en 
conjunto,  se  dirá  que  hay  variedad  de  condiciones  morfológi- 
cas, fisiológicas  y  psicológicas,  pero  con  uniformidad  de  condi- 
ciones jurídicas.  El  criterio  es,  por  lo  absoluto,  tan  peligroso^ 
que  si  la  responsabilidad  hubiera  de  estimarse  fijando  las  cir« 
cunstancias  de  exención,  según  los  caracteres  morales  qae> 
presentan  el  menor  de  nueye  años  y  el  mayor  de  dieciocho^ 
el  asunto  se  complicaría  al  demostrar  biológicamente  que 
hay  hombres  tardíamente  niños,  y  hay  niños  prematuramente 
Tiejos. 

O  se  ha  de  negar  que  el  hijo  se  parece  á  sus  padres  ó  á  soa 
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aBcendientes,  ó  se  ha  de  admitir  qoe  el  generador  transmite 
tas  condiciones  orgánicas  en  el  momento  en  que  genera.  £1 
óvalo  y  el  licor  de  la  fecandación,  sufren  los  accidentes  de  la 
edad,  7  llegan,  como  todos  los  gérmenes,  á  la  madurez  y  á  la 
decadencia  hasta  extinguirse.  La  actividad  genésica  del  hom* 
bre  que  falta  en  la  ][)rimera  y  en  la  última  parte  de  la  vída^ 
paede  ejercitarse,  sin  embarga,  antes  de  que  el  individuo  com- 
plete su  desarrollo  y  después  que  ha  comenzado  á  decaer.  El 
procreador  será,  en  tal  caso,  6  deficiente  ó  decadente;  su-fecun* 
dación  defectuosa  y  el  germen  fecundado,  6  prematuro  ó  tardío. 
La  edad,  con  sus  imperfecciones,  se  imprimirá  en  la  nueva 
▼ida,  y  el  nuevo  ser  no  tendrá,  generalmente,  la  edad  conta- 
da desde  el  nacimiento  en  adelante,  sino  la  edad  anticipada  <S 
retardada  de  sus  progenitores.  Este  es  un  hecho  apreciado  en 
los  caracteres  morales  y  en  la  disposición  orgánica.  Hijos  de 
padres  viejos,  padecen  en  la  infancia  cálculos  vesicales  y  otras 
enfermedades  de  viejos  ó  de  adultos.  De  igual  manera  se  les 
anticipa  la  reflexión  al  entusiasmo,  la  tristeza  á  la  alegría,  la 
insensibilidad  á  los  afectos;'  que  muchos  trastornos  morales  y 
mochas  condiciones  orgánicas,  obedecen  á  ese  importante  mo- 
dificador de  la  herencia  que  adelanta  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes reproductoras  ó  lo  amplía  fuera  de  sazón,  transmitiendo  á 
la  par  el  decaimiento  de  las  fuerzas  físicas  reflejado  también 
en  las  morales.  Cada  edad  tiene  un  aspecto  psicológico  impre- 
so en  caracteres  anatómicos.  Las  alteraciones  propias  de  la 
Tcgez  tienen  su  fandamento  anatómico  en  «degeneraciones  gra- 
sosas pigmentosas  de  las  células  nerviosas  de  la  sustancia  cor- 
tical de  los  hemisferios  cerebrales,  porosidades,  atrofia  de  los 
tobos  nerviosos,  ateromasia  de  los  vasos  sanguíneos,  conden- 
sación del  tejido  conectivo  y  aparición  de  cuerpos  amiloides 
en  la  periferia  del  cerebro.»  Nuestro  pueblo  no  ha  averiguado 
lo  qtie  el  anatómico  Kosjurin,  pero  ha  dicho  lo  propio  en  un 
refrán:  «De  padres  viejos,  hijos  tropezadores.» 

Y  esta  influencia  de  la  edad  de  los  padres  en  las  condicio- 
nes físicas  de  los  hijos,  reconocida  por  Aristóteles  y  por  De  la 
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Foataine,  ha  sido  precisada  últimamente  por  el  Dr^  Marro  en 
ios  caracteres  psíquicos  y  ea  la  deüncaencia.  Los  iodifidnos 
normales  por  él  examinados  eran,  en  gran  proporción,  hijos 
de  padres  que  generaron  en  el  período  de  completo  dmarrollo; 
los  padres  de  los  locos  estaban,  en  sa  mayoría,  ó  en  el  período 
de  inmadurez,  ó  en  el  de  decaimiento;  los  padres  de  los  crími- 
nales  transmitieron  á  muchos  la  influencia  de  la  edad,  deján- 
dose conocer  en  el  delito.  Resultaron  hijos  de  padres  decaden* 
tes,  los  estafadores,  pues  como  afirmó  Qaetelet,  la  estafa  es  el 
delito  de  la  edad  madura;  y  los  asesinos  y  homicidas,  en  quie- 
nes se  demuéstrala  ausencia  del  sentimiento  afectÍTO.  Son  hi- 
jos de  padres  jóvenes  los  delincuentes  contra  la  propiedad, 
Ueyados  al  hurto  f  al  robo  por  el  ocio  é  inclinaciones  á  los  pia» 
ceres  y  al  amor. 

He  aquí  cómo  el  criterio  de  uniformidad  y  generalizaciones 
es  inadmisible,  y  en  este  punto  convienen  por  distintos  cami- 
nos la  escuela  correccionalista  y  la  antropológica.  Aqu^a, 
defendiendo  el  tratamiento  celular,  dice  que  toda  clasificación, 
diootomizándose,  tiene  que  parar  en  la  individualización;  y 
ésta  hace  notar  que  el  delito  conduce  de  una  manera  obligada 
al  estudio  del  delincuente  en  cada  tipo.  Sin  acudir  á  clasifica- 
ciones técnicas,  encontraremos  concordancias  que  nos  sean  fií* 
miliares.  Todos  distinguimos  en  la  escala  social  los  dos  tipos 
extremos  de  una  serie.  El  uno,  sea  cualquiera  el  aspecto  en 
que  se  le  considere,  se  aproxima  á  la  perfección;  el  otro  está 
sumamente  rebajado.  Déseles  el  nombre  que  se  quiera,  son  en 
definitiva  expresiones  del  carácter  humano  y  del  carácter  bes- 
tial. Es  el  uno  manifestación  del  progreso  de  las  estrnctnras 
humanas  sobre  la  animalidad  inferior;  el  otro  representa  el  re- 
troceso al  estado  primitivo  ó  prehumano  de  Sergi.  Si  entre  el 
tipo  bestial  y  el  tipo  humano  existen,  como  no  puede  menos 
de  suceder  en  las  gradaciones  naturales,  caracteres  interme- 
dios, resultarán,  sumándolos,  dos  series,  desde  el  punto  en  qoe 
se  inicia  la  progresión  y  desde  el  en  qne  empieza  la  degenera- 
ción. La  serie  noroud  no  corresponde  á  la  antropología  crimi* 
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nal  ni  á  la  patológica^  y  ae  caracteriza  biológica  ó  jar(tlicftmeii- 
te  por  su  adaptacióa.  La  serie  anormal,  por  falta  absoluta  ó 
relatira  de  resistencia  biológica,  se  va  extingaiendo  en  saa  in- 
dÍTÍdaos  ó  en  sos  descendientes,  ó  va  dejando  signos  marcados 
de  ioierioridad,  y  ya  perdiendo  el  sentido  moral,  qoe  es  la  ley 
de  adaptación  jurídica  definida  \>or  Oarofalo,  ley  que  consiste 
en  el  desarrollo  de  ese  sentido,  en  la  medida  media  en  que  se 
halle  en  las  razas  humanas  saperiores. 

Ya  sé  que  la  inñaenda  de  ese  ofriorismo  intolerante  de 
qne  habló  desde  este  mismo  sitio  el  Sr.  Cánovas,  apartará 
á  mnchos  de  esta  clasificación,  considerándola  atentatoria  á  los 
fundamentos  del  derecho.  Lo  atribniré  al  escaso  vuelo  de  mi  in- 
teligfencía;  pero  no  puedo  explicarme  que  se  nieguen  realidá  - 
•des  de  tan  evidente  notoriedad  que  están  reconocidas  en  la 
ley,  sobre  todo  no  buscando  ampliación  de  términos  á  la  inres* 
ponsabilidad,  que  es  lo  que  se  teme,  más  bien  disputándoselos, 
aunque  se  sustituya  la  responsabilidad  moral  por  la  social. 
Tampoco  me  doy  cuenta  del  por  qué  los  que  admiten  v^dades, 
como  la  de  que  la  vida  se  halla  sujeta  á  una  ley  de  progresión 
y  decaimiento,  se  asombren  de  que  lo  que  ocurre  en  el  indivi- 
duo ocurra  también  en  ese  gran  organismo  del  que  somos  cé- 
lulas, que  progresa,  y  al  progresar  ha  de  desintegrarse  de  sus 
elementos  inútiles.  Y  la  contradicción  es  mayor,  cuando  los 
mismos  que  explican  cierto  género  de  decadencias  y  progresio- 
nes, se  resisten  á  aplicar  el  principio  selectivo  como  ley  bioló- 
gica, hecho  que  consiste  en  una  modalidad  particularísima  de 
la  educación,  que  por  un  lado  nos  hace  ver  sin  preocupaciones, 
j  por  otro  nos  sugestiona  con  prejuicios. 

Bien  es  verdad  que  ciertas  afirmaciones  están  re&idas  con 
)a  educación  universitaria,  que  en  las  ciencias  qae  llamamos 
morales  y  políticas  no  ha  aceptado,  si  no  es  por  excepción,  el 
método  positivo.  Las  inclinaciones  positivistas  que  sé  advierten 
<en  algunos  Abogados,  son  producto  de  su  experiencia;  en  ma* 
ñera  alguna  proceden  de  la  universidad.  Allí  no  se  les  ha  ha- 
bkdo  más  que  del  ente  moral,  y  no  puede  exlgírseles  que  se  de* 
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clareo  convencidos  de  la  existencia  del  tipo  delincuente.  Allí 
ee  les  ha  hablado  de  la  libre  voluntad,  no  del  hombre  y  del  me* 
dio  en  qne  vive.  Es  tan  ajena  la  edacación  jurídica  al  conocí* 
miento  del  individuo,  que  la  transformación  en  la  enseñanza 
que  ha  de  seguir  como  consecuencia  al  predominio  de  las  in* 
vestigaciones  antropológicas,  podrádenominarse  de  igual  modo 
que  el  período  geológico  que  se  caracteriza  por  la  aparición  id 
hombre. 

El  hombre  apreciado  desde  su  origen»  y  en  el  medio  en  qoe 
vivOy  es  campo  dé  investigaciones  de  la  antropología.  Lo  clasi- 
fica, según  sus  caracteres,  en  normal,  loco  y  delincuente;  y  al 
delincuente  en  nato,  habitual,  ocasional  y  pasional.  Al  hombre 
anormal,  lo  considera  más  ó  menos  influido  por  la  degenera* 
ción,  ya  sea  primitiva,  que  no  presenta  otra  estructura  que  la 
morbosay  patológica;  ya  regresiva  ó  atávica,  que  reproduce  lat 
estructuras  de  la  animalidad  inferior;  ya  adquirida  ó  secunda- 
ria, que  sobreviene  en  la  vida  individual  y  en  individuos  per- 
fectamente normales,  por  vivir  en  oposición  á  las  condicioneB 
biológicas  y  por  estados  morbosos  accidentales  que  determinan 
la  degeneración  individual. 

Este  estudio  comprende  una  infinidad  de  problemas  iraoa- 
eendentales,  ni  todos  formulados,  ni  todos  los  formulados  re- 
sueltos, que  se  han  de  traducir  prácticamente  en  reformas  del 
Código  penal  y  de  los  sistemas  penitenciarios,  con  el  objeto  de 
combatir  el  delito  y  depurar  la  especie  humana  en  la  medida 
de  lo  posible.  « 

¿Me  incumbe  formular  todos  esos  problemas?  Si  así  fuera, 
declinaría  el  encargo  por  carecer  de  autoridad.  No  son  mis  opi> 
n  iones  las  que  se  han  de  discutir,  sino  las  de  la  escuela  positi- 
va; no  son  estos  apuntes  los  que  han  de  realizar  el  fin.práctíce 
que  se  persigue,  sino  las  enseñanzas  de  los  criminalistas»  pe- 
nóiogos,  frenópatas,  hombres  de  ciencia  y  de  ley,  que  Interven- 
gan en  el  debate.  A  mí  me  corresponde  únicamente  decir,  ama- 
nera de  heraldo:  «JLa  Sección  de  Ciencias  exactas,  físicas  y  na- 
"turales  del  Ateneo,  ha  creído  que  discutir  la  influencia  de  la 


LA  ANTBOFOLOaÍA  EN  EL  DBBEOHO  PENAL       629 

antropología  en  el  Defecho  penal^  era  promover  con  la  Sección 
de  Gieacias  morales  y  políticas  las  mismas  fecnndas  relaciones 
q^ae  se  advierten  entre  la  ciencia  penal,  la  psiquiatría  y  la  an- 
tropología.» 

Por  si  la  información  pnede  cumplirse,  desempeño  mi  co- 
metido, que  se  rednce  á  proclamar  el  tema  y  á  abrir  las  puertas 
del  palenque. 

Rafael  Saullas. 


LOS  MAGISTRADOS  SUPLENTES 


lasertamos  á  contínaación  los  principales  faodamentos  de 
nna  exposición  redactada  sin  dada  con  el  propósito  de  eleTarla 
al  Ministerio  de  Gracia  j  Justicia,  en  la  qne  se  indica,  bajo  de- 
•  terminados  pantos  do  vista,  la  deficiencia  de  la  ley  en  caant» 
al  nombramiento  de  Magistrados  sapientes.  Sin  detenerse  i 
considerar  el  acierto  y  eficacia  de  los  remedios  qae  se  propo- 
nen, es  indudable  qae  la  situación  en  que  hoy  se  encaentran 
aquellos  funcionarios  redama  alg^n  beneficio  en  aa  £aTor, 
cumpliendo  así  con  un  deber  de  justicia.  Por  otra  parte,  las  di- 
ñcaltades  qae  de  óontinuo  surgen  para  constituir  los  Tríbona- 
les  cuyo  personal  no  está  completo,  son  tan  frecuentes  y  á  Te- 
ces tan  insuperables,  que  hay  necesidad  de  que  exista  algún 
estímulo  para  que  acepten  aquel  cargo  los  letrados,  siqaiera 
ese  aliciente  no  traspase  los  límites  de  las  concesiones  otorga- 
das á  otros  funcionarios  sustitutos.  He  aquí  las  consideración 
nes  de  los  exponentes: 

«Creados  por  la  ley  adicional  á  la  orgánica  del  Poder  judi- 
cial los  suplentes  de  Magistrados  como  elementos  de  gran  va- 
ler para  la  marcha  normal  de  los  Tribunales  de  Justicia,  por 
no  poder  el  Gobierno  de  S.  M.  ir  tan  lejos  como  deseara  en  do- 
tación del  personal,  se  dice,  Excmo.  Señor,  en  el  preámbulo 
de  aquella  ley,  que  se  les  otorga  la  consideración  que  merecen, 
y  se  les  reconocen  derechos  que  poeden  servirles  de  estímulo 
eu  su  carrera. 
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»SoD,  en  efecto,  ciertas  las  consideraciones;  el  sapiente  ejer* 
ciendo»  tiene  los  honores  j  consideraciones  todas  del  Magistra- 
do; pero  como  los  recnrrentes  crean  no  lo  son  lo  mismo  los  de- 
rechos, Tienen  á  representarlo  á  V.  E.  con  el  justo  respeto  j 
deferencia. 

»Dos  son  esos  derechos  establecidos  en  la  parte  dispositiva 
de  la  ley: 

»1EI  primero,  el  abono  para  derechos  pasivos  de  la  tercera 
parte  del  tiempo  qne  tuvieren  el  carácter  de  suplentes  ó  el  ma- 
yor que  realmente  sirvan:  derecho  reconocido  igualmente  á 
favor  de  los  sustitutos  Fiscales  y  otros: 

»E1  segando,  considerar  á  los  suplentes,  mientras  lo  sean, 
dentro  de  las  primeras  cuotas,  á  fín  de  que  adquieran  las  con  • 
dictónos  necesarias  á  ser  nombrados  Magistrados  ó  funciona- 
rios asimilados  en  el  turne  de  letrados. 

)>E\  primer  derecho,  Excmo.  Señor,  resulta  claramente  bas- 
tante difícil  de  adquirir,  y  por  tanto  más  6  menos  ilusorio,  por- 
que siendo,  según  el  art.  241  de  la  ley  orgánica,  los  derechos 
pasivos  regulados  por  los  años  de  servicio  como  en  las  demás 
carreras  y  leyes  y  disposiciones  á  ellos  referentes,  y  fijando  és- 
tas el  mínimum  de  veinte  años  para  derechos  pasivos,  el  abono 
de  la  tercera  parte  del  tiempo  á  los  suplentes,  aun  haciéndoseles 
por  entero  el  de  los  ocho  años  de  carrera,  supone  y  exige  trein- 
ta y  seis  años  de  ejercicio  del  cargo,  correspondientes  á  los 
doce  años  que  faltan  hasta  los  veinte:  y  como  los  suplentes  se 
sacan  general  y  fundadamente  y  conforme  al  art.  17  de  la  ley 
adicional,  de  Abogados  más  6  menos  antiguos  y  de  edad  de  los 
Colegios,  uniendo  así  al  derecho  la  madurez  de  la  razón,  de 
aqoí  que  puede  seguramente  establecerse,  que  no  es  fácil  lle- 
gue un  suplente  de  Magistrado  á  obtener  ni  aun  el  mínimum 
de  derechos  pasivos,  porque  no  es  fácil  sirva  el  cargo  treinta  y 
seis  años,  sobre  los  diez,  quince,  veinte  ó  más  que  lleve  de 
ejercicio  de  una  profesión  como  la  de  Abogado.  Y  como  tam- 
poco el  mayor  tiempo  qné  realmente  sirva,  rebajaría  ese  nú- 
mero do  años  á  hacer,  ni  con  mu(5ho,  necesaria,  menos  de  una 
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mitad  más,  de  aqaí  qne  annqae  eso  supusiera  naa  mitad  de 
abono  en  el  ejercicio,  resaltaría  también  una  proporción  muy 
difícil)  paes  necesitaría  por  lo  menos  yeinticaatro  años  de  su- 
plente, qne,  como  los  treinta  y  seis,  no  es  fácil  los  lleye  soplen- 
te  alguno. 

»E1  segando  derecho,  Excmo.  Señor,  es  con  evidencia  ver- 
daderamente inátil  por  innecesario,  á  muchos  ó  la  mayoría  ds 
los  suplentes  de  Magistrados,  pues  que  saliendo  por  las  mis- 
mas condiciones  necesarias  al  cargo  de  los  que  han  pagado 
siempre  las  primeras  ó  de  las  primeras  cuotas  del  subsidio,  j 
llevando  con  ellas  el  tiempo  de  ejercicio  de  la  profesión,  bas- 
tante  para  tener,  aparte  de  la  suplencia,  derecho  á  ser  hasts 
Magistrados  de  Aadíencia  territorial,  nada  que  no  tengan  les 
da  el  cargo  de  suplentes.  Así  sucede  á  los  recurrentes  Aboga- 
dos  de  más  de  veinte  años  de  ejercicio  dentro  de  las  primens 
cuotas. 

^^Siéndoles,  pues,  inútil  este  derecho,  y  difícil  sobremanera 
el  primero,  porque  rarísimo  sería  poder  ejercer  cincaenta  y  se» 
ó  más  años  la  Abogacía,  siendo  á  la  vez,  ó  sin  ejercer,  sapfen- 
te  de  Magistrado  treinta  y  seis,  los  recurrentes  vienen  ejer- 
ciendo con  gusto  y  honrados  sobremanera  con  ól,  el  cargo  de 
suplentes  de  Magistrados  de  Audiencia  de  lo  criminal,  real- 
mente por  su  amor  á  la  ley,  á  la  justicia  y  al  trabajo,  y  por  co- 
rresponder á  la  gran  deferencia  que  envuelve  su  nombramien- 
to, más  que  por  esperar  ningún  resultado  positivo  dentro  de  los 
sancionados  por  la  ley,  pues  no  es  lógico  contar  en  ellos  lai 
eventualidades  que  traer  pudieran  las  necesidades  de  la  Admi- 
nistración de  justicia,  como  pudieran  ser  entre  ellas,  su  unifi- 
cación'en  lo  civil  por  Audiencias  provinciales,  complemento 
del  Código  de  eterna  loa  para  Y.  E.,  ó  los  que  la  consideración 
de  y.  E.  se  dignara  otorgar  á  los  suplentes  en  cada  caso  espe- 
cial de  coarto  turno. 

»Esto,  Excmo.  Señor,  y  el  ser  justo  y  aun  inevitable  que 
el  hombre  provea  y  atienda  á  su  presente  y  á  su  porvenir,  trae 
á  los  recurrentes  á  molestar  á  V.  B.en  solicitad  de  alguna 
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-más  efectiva  recompensa  para  el  cargo  de  Magistrados  snplea» 
tes,  si  es  verdad  y  no  erróneo  el  resoltado  que  ofrecen  las  dos 
-establecidas. 

»Y  para  acordarla,  nadie  mejor  qae  Y.  E.  á  quien  la  Ad- 
ministración de  jastíeia  debe  en  lo  criminal  sa  vida  é  induda- 
ble mejoramiento  actual,  y  en  lo  civil  la  unificación  por  siglos 
ansiada  y  sólo  obtenida  al  ñn  por  las  grandes  dotes  y  constan- 
tes esfuerzos  y  perseverancia  de  Y.  E.,  á  quien  así  por  ello, 
-como  verdadero  legislador  de  la  edad  presente,  deben  y  tribu- 
tan y  tributarán  siempre  los  tiempos  honor  y  gloría  incesantes 
•é  imperecederos,  como  los  recurrentes  aprovechan  en  su  pe** 
quefiez  esta  primera  ocasión.de  tributárselas. 

»Y  en  ninguna  ocasión  mejor,  Excmo.  Señor,  que  ahora, 
€nando  al  llegar  á  so  complemento  el  desenvolvimiento  de  las 
leyes  con  el  inmediato  planteamiento  del  Jurado,  es  innegable 
que  éste  exige  de  los  Magistrados,  ^  si  cabe  decirlo  así,  un  tra- 
bajo más  minucioso  y  más  pronto,  sesiones  dobles  y  de  man 
detalles;  más  horas  continuadas,  sentencias  inmediatas;  y  en 
conjunto,  más  trabajo  material  y  hasta  moral;  y  por  tanto,  y 
por  las  éondiciones  generales  á  la  edad  y  circunstancias  de  los 
Sres.  Magistrados,  un  trabajo  igualmente  mayor  á  los  su- 
plentes. 

»Ahora  bien,  Excmo.  Señor:  si  es  cierta  la  deficiencia,  si- 
quiera no  lo  fuera  en  general,  de  los  derechos  reconocidos  co- 
mo estímulo  en  so  carrera  á  los  suplentes  de  Magistrados,  ¿có- 
mo aumentar  éste  y  suplir  aquélla? 

»Tan  delicado  es  esto.  Señor,  que  sólo  al  superior  talento 
de  Y.  E.  está  reservado,  y  mucho  más  dada  la  justa  trabazón  y 
orden  por  Y.  E.  ya  establecidos  en  la  carrera  judicial. 

»¿Es  de  crear  un  turno  especial  de  ingreso  en  la  carrera 
para  los  suplentes  de  Magistrados  que  lleven  años  determina- 
dos de  ejercicio  como  tales,  y  reúnan  además  las  condiciones 
legales  exigidas  en  el  cuarto  turno,  siendo  este  ingleso  en  la 
categoría  que  estas  condiciones  revistan? 

:»¿E8  de  colocar  si  no,  dados  ciertos  años  de  ejercicio ,  á  los 
TOMO  73  44 
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sapleQtes  de  Magistrados,  como  fancionarios  asimilados  en  tor* 
no  anterior  al  coarto? 

)»¿Envaelve  esto  ingreso  qoe  rechace  el  derecho  desarro» 
liado  en  los  turnos  establecidos,  y  en  la  Jej,  y  cabe  sólo  au- 
mentar el  tiempo  de  abono  para  derechos  pasivos,  y  la  consi- 
deración en  las  solicitados,  dentro  del  tamo  caarto? 

»¿Hay  fórmala  de  conciliación  entre  ser  y  no  ser  en  la  ca- 
rrera jadicial,  como  sucede  al  serlo  para  el  porvenir  por  lot 
derechos  pasivos  y  al  presente  por  los  honores  y  consideracio- 
nes, y  no  serlo  por  no  tener  más  tumo  que  el  de  los  letrados^ 

)>No  es  indudablemente  de  nosotros  resolverlo,  y  osadía  in- 
disculpable fuera  el  intentarlo  siquiera. 

»Cábenos  sólo  hacer  presente  á  V.  E.  lo  qoe  creemos  tina 
necesidad;  la  de  que  las  omisiones  de  la  ley  orgánica  de  1870^ 
que  se  suplieron  con  esos  derechos  en  la  adicional  de  1882,  se 
llenen  cumplidamente,  reconociendo  dereclios  de  justa  efecti- 
vidad al  presente  y  que  sean  sin  excepción  aplicables,  atendí* 
das  las  condiciones  y  circunstancias  de  los  suplentes  de  Magis- 
trados y  el  peso  de  este  cargo.» 

Al  hacernos  eco,  como  en  lo  sucesivo  nos  proponemos  xeri* 
fícarlo,  de  las  observaciones  y  justos  clamores  de  los  fanciona- 
rios encargados  de  administrar  justicia,  es  uno  de  nnestroi 
principales  propósitos  obtener  el  concurso  de  los  interesado» 
en  ilustrar  el  punto  concreto  sobre  ^e  versan  aquellos  razo- 
namientos; y  así  esperamos  la  opinión  de  otros  compañero» 
para  determinar  la  nuestra.  Sirva,  sin  embargo,  de  idea  anti- 
cipada la  que  abrigamos  respecto  á  la  imposibilidad  de  qoe 
prosperen  desde  luego  las  justas  aspiraciones  de  los  Magisto- 
dos  suplentes,  porque  debida  su  creación  á  los  preceptos  de  ana 
ley,  sólo  en  virtud  de  otra  disposición  de  igual  clase  podrán 
modiñoarse  los  derechos  de  aquellos  funcionarios,  al  menos 
con  la  extensión  que  indican  los  exponentes. 

A.  MxBTÍNEZ. 


lasajo  de  on  plan  orgánico  de  nn  corso  de  Derecho  mercantil  de  Espaiia, 
j  de  las  principales  naciones  de-Enropa  j  Áioérica. " 


Así  eSy  que  las  InsUíuciones  del  Derecha  mercantil  de  Martí 
de  Eixaláy  á  pesar  de  las  discretas  é  interesantes  notas  y  adi- 
ciones del  ilustre  profesor  de  la  Universidad  de  Barcelona,  Don 
Manuel  Darán  y  Bas,  no  han  llenado  el  vacío  que  se  nota  en 
nuestra  literatura  jurídica . 

En  breves  y  terminantes  frases  nos  da  cuenta  el^  adiciona- 
dor  de  Martí  de  Eixalá  de  los  fines  por  él  perseguidos  (1): 

«Nuestro  único  propósito,  dice,  es  dar  á  la  obra  la  utilidad 
de  un  libro  no  envejecido  por  efecto  de  los  cambios  de  la  legis- 
.lacióny  de  la  aparición  de  nuevas  publicaciones  análogas. 
Adicionarla,  pues,  acomodándola  al  estado  actual  de  nuestra 
legislación  mercantil;  completarla  en  alguno  de  los  puntos  en 
que  lo  había  proyectado  el  autor;  amplificarla  en  otros,  he 
aquí  en  qué  consiste  nuestro  trabajo.  Respetar  el  pensamiento 
fundamental  de  la  misma  revelado  en  su  método,  y  conservar 
intacta  su  doctrina  manteniéndola  en  su  integridad,  pero  dar  á 
la  aplicación  del  método  mayor  desarrollo  y  á  la  exposición  de 
la  doctrina  algún  mayor  cumplimiento,  he  aquí  la  forma  en 
que  hemos  querido  realizar  nuestro  empeño.  Y  acomodar  el 

*     Véanse  las  p&ginas  96  y  206  del  tomo  72»  y  514  de  este  tomo. 
(1)     Véanse  las  numerosas  ediciones  de  la  oitAda  obra  ailicionadas  por  D.  M 
I>Tirán  y  Bas. 
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libro  á  las  necesidades  actnales  de  la  enseñanza  y  á  las  exigen- 
cias cotidianas  de  la  pr&ctica,  he  aqoí  nuestro  único  guía  al 
darle  cima.)> 

Y  el  eminente  mercantilista  ha  realizado,  en  gran  parte, 
tan  levantado  propósito;  mas  para  sa  total  consecución  no  bas- 
taban adiciones,  era  necesario  una  refandicíón  completa  de  la 
obra. 

En  efecto;  de  todas  las  nuevas  instituciones  por  nosotros 
ad  exemplum  enumeradas;  de  todas  las  cuestiones  que  hemos 
indicado  y  de  otras  muchas  que  son  objeto  de  continuos  es- 
tudios por  los  jurisconsultos  modernos,  ^qué  se  contiene  en 
las  nuevas  ediciones  de  la  obra  de  Martí  de  Eizalá?  Nada,  ab- 
Cfolutamente  nada. 

Y,  sin  embargo,  todos  los  días  se  giran  cheques,  se  abren 
y  cierran  cuentas  corrientes,  se  constituyen  sociedades  coope- 
rativas, se  celebran  contratos  de  edición...;  ácada  momento  se 
se  lamentan  los  comerciantes  de  la  imperfección  de  las  leyes 
mercantiles,  y  de  que  los  usos  y  costumbres  del  comercio  estén 
en  contradicción  con  la  ley  escrita;  en  todas  partes  se  discuten 
las  nuevas  teorías  sobre  sociedades,  sobre  el  cambio,  sobre 
quiebras,  y  parece  que  se  respira  una  atmósfera  saturada  de 
los  nuevos  principios,  que  impulsa,  aun  á  los  más  doctrinarios, 
á  radicales  reformas. 

Necesario  es  encaminar  los  estudios  del  Derecho  mercantil 
por  otros  derroteros  y  enunciar  con  claridad  los  nuevos  proble- 
mas económico-jurídicos,  presentando  en  cada  caso  la  solucióa 
adecuada,  sin  dudas,  vacilaciones,  ni  desalientos. 

Mas,  por  desgracia,  nuestra  literatura  jurídica  no  registra 
obra  alguna  que  se  dirija  ala  consecución  de  tan  transcenden- 
tales fines. 

Únicamente  se  publica  un  pequeño  Manual  de  Derecho  mer- 
cantil por  el  Profesor  de  la  Universidad  de  Valencia,  D.  Eduar- 
do Soler  (1),  que  si  bien  marca  nuevas  direcciones  doctrínales 


(^)     Madrid.  I8»i 
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j  enuncia  algunas  importantes  teorías,  pasa  en  silencio  nota- 
bles  instituciones,  y  sa  carácter  de  obra  elemental  no  permite 
considerarle  sino  como  nn  excelente  trabajo  de  iniciación  en 
los  estadios  modernos  (1).  En  cnanto  al  plan  orgánico  que 
adopta,  diremos  tan  sólo,  qne,  evitando  caer  en  el  tradicional 
sistema  de  personas,  cosas  y  juicios,  divide  la  materia  en  dos 
•partes,  precedidas  de  nna  Introducción:  parte  general  y  parte 
especial.  La  primera  contiene  la  teoría  de  la  obligacién  y  del 
contrato  mercantiles  y  del  sujeto  de  comercio;  y  la  segunda 
desenvuelve  la  doctrina  referente  á  las  distintas  obligaciones 
y  contratos. 

Y  debemos  ahora  preguntarnos:  ¿qué  dirección  tomará 
nuestra  literatura  jurídico-comercial? 

Que  una  restauración  de  estos  estudios  se  prepara  en  nues- 
tra España,  parece  indicarlo  el  haberse,  por  fin,  roto  el  incon- 
cebible maridaje  que  existía  en  las  Universidades  entre  el  De- 
recho penal  y  el  Derecho  mereantil;  el.haberse  dado  en  ellas 
el  carácter  de  legislación  comparada  á  la  exposición  crítica  de 
esta  rama  del  Derecho,  y  los  importantes  trabajos  de  reforma 
del  antiguo  Código  de  1829,  ó  por  mejor  decir,  la  formación  de 
un  nuevo  Código  (2). 


(1)  Sin  embargo,  la  exponloión  de  la  doctrina  se  resiente  de  alguna  oson- 
ridad  impropia  de  las  obras  elementales. 

(8)  Esoritas  estas  oonsideraoiones  en  186A,  hoy,  al  darlas  á  la  prensa, 
oreemos  es  nnestro  deber  oompletarlas  oon  alganos  nuevos  datos  qne,  por 
desgracia,  no  confirman  nuestros  halagüeños  pronósticos. 

El  proyecto  qne  se  disentía  en  las  C&maras  legislativas  onando  nosotros 
esooribiamos  este  desalifiado  Ensato,  ya  constituya  nuestro  Código  de  Comer- 
cio vigente. 

En  efecto;  la  reforma  del  Código  de  1829,  intentada  ya  k  los  cinco  años  de 
SQ  formación  (Beal  decreto  de  18  de  Junio  de  1884)  y  que  ha  pasado  por  tantas 
vicisitudes,  ha  tenido  por  término  la  publicación  de  un  Proytcto  proüinonal,  or- 
denada por  ley  de  7  de  Hayo  de  1880;  la  presentación  k  las  Cortes  por  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  D.  Manuel  Alonso  Martines,  de  un  Proyecto  dt^i- 
tCvo  en  ao  de  Marso  de  1882;  y,  por  último,  la  promulgación  de  un  nuevo  Código 
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DETERMINACIÓN  DEL  PLAN  ADOPTADO 

Ea  medio  de  tan  distintas  cla^fícacionea^  descúbrese,  dq 
obstante,  algo  esencial^  por  todos  reconocido;  este  algo  no  ei 


df  Comercio  en  22  de  Agosto  de  1885»  declarado  vigíente  desde  el  1.*  de  Enero 
de  1886. 

Poco  diremos  de  este  nuevo  Código,  toda  vez  que  habiendo  tenido  pítesn- 
te  en  la  formación  de  nuestro  plan  orgánico  del  Derecho  mercantil  la  doctri- 
na del  Proyecto  dtjinitivo^  que  faé  el  aprobado  por  las  Cortes  y  sancionado  par 
la  Corona  con  algunas  modificaciones,  las  nueyas  presoiipcionea  legtles  ooo- 
pan  sn  puesto  en  nuestro  Embayo,  y  no  tendremos  que  hacer  otra  com,  pin 
ponerle  en  armonía  con  la  legislación  vigente,  sino  cambiar  la  frase  /Voyeoto 
dt^nitivo  de  Código  Cftpaííolt  por  esta  otra:  Código  e»pañol  de  1885. 

En  su  método  sigue  la  clasificación  tradicional.  Divídese  en  cuatro  libros 
el  primero,  de  lot  eomerciantes  y  del  comercio  en  general^  comprende  la  dootrise 
referente  al  comerciante  y  k  los  actos  de  comercio,  al  registro  y  á  la  eontik 
bilidad  mercantiles,  á  la  teoría  general  de  la  contratación,  á  las  Bolsas,  ft- 
riae,>  mercados  y  tiendas,  y  á  los  Agentes  mediadores  del  comercio;  el  Mpin- 
do,  de  lo9  contrato»  enpecitUe»  del  comercio,  regañía  los  de  sociedad,  oominón, 
mandato,  depósito,  préstamo,  compraventa,  permuta,  transporte  terrettrs,  se 
guros,  fianza  y  cambio;  el  tercero  concrétase  al  comercio  marítimo;  y  el  cuarta 
Re  ocupa  de  la  aMpentión  de  pagot,  de  lat  quiebra*  y  de  las  preacrípeionef. 

En  cuanto  á  su  contenido,  fúndase  en  la  teoría  de  la  sustantividad  dd 
Derecho  mercantil,  inspírase  en  un  amplio  criterio  de  libertad,  aunqae  trtn- 
sige  k  veces  con  elementos  privilegiarios  de  la  legislación  anterior,  y  d» 
envuelve  algunas  de  las  doctrinas  modernas,  si  bien  en  ocasiones  acepto  ooo 
timidea  las  reformas  y  vacila  con  frecuencia  al  dar  solución  k  los  prebleinas. 
Así  es  que  en  la  doctrina  del  derecho  del  cambio,  por  ejemplo,  se  obserrs  400 
al  aceptar  las  soluciones  de  la  legislación  alemana,  no  quiere  olvidar  por  oom- 
pleto  la  tradicional  teoría  del  cambio  trayeoticio  (núm.  8,  art.  446);  ooineidien' 
do  en  ciertos  puntos  con  la  ley  inglesa  (art.  544),  falta  k  las  más  elemeatalw 
nociones  de  la  lógica  y  no  admite  las  letras  de  cambio  giradas  al  portador,  y 
anpirando  k  ser  el  méts  genuino  intérprete  de  las  ideas  modernas,  mantitut 
todavía  la  necesidad  de  la  cláusula  de  valor  recibido  en  cuenta  ó  entendido,  onan* 
do  ya  han  prescindido  de  ella  las  leyes  alemana,  suiza,  escandinava,  üaliaaa, 
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más  qae  el  asentimiento  unánime  de  que  la  idea  del  eonarczo 
-en  su  eonsideracián  económico-juridiea  debe  ser  la  piedra  ango  - 
lar  en  qne  descanse  todo  el  sistema  del  Derecho  mercantil.    ' 

~  belg»,  ete.,  y  la  misma  Inglaterra  tan  aferrada  &  la  teoría  de  la  expresión  de 
la  catxsa  en  los  contratos.  Por  otra  parte,  aunque  el  .nuevo  Código  regula  las 
operaetonet  de  Bolsa,  las  Sociedades  de  crédito,  los  Bancos  de  emisión  y  descuento^ 
«tcétera,  los  seguros  contra  incemtios  y  sobre  la  vida,  los  f^ieques  y  los  abordaje», 
instituciones  preteridas  por  el  Código  de  1829|  pasa  en  silencio  otras  muchas, 
ecuDio  son  los  contratos  celebrados  por  teléfono,  las  sociedades  cooperativas,  los  man- 

m 

daU>s  de  eonsignactón  de  cosas  fungiblcs,  las  casas  de  compensación  ó  liquidación 
(Bankers  Clearing  House)  y  los  contratos  de  report  (dobles),  tan  común  en  la 
Bolsa  de  Madrid,  de  edición,  de  cuenta  corriente  y  de  hipoteca  naval;  manüone 
«n  un  inconcebible  estacionamiento  la  legislación  referente  al  comercio  ma- 
rítimo; deja  sin  resolver  importantes  ciicstiones  pr&cticas  (por  ejemplo,  todas 
las  relativas  i  la  falsificación  en  los  documentos  á  la  orden*  la  referente  al 
'  derecho  de  tachar  y  anular  la  aceptación  una  ves  escrita,  que  ha  dado  oca- 
iiiÓQ  k  diferentes  sistemas  legales,  etc.);  reproduce,  sin  rectificar  ni  aclarar, 
textos  del  antiguo  Código  que  habían  engendrado  dudas  -é  interpretaciones 
tliversas,  limitiindose  á  simples  variantes  de  estilo  (arts.  825,  826  y  460,  que  son 
en  la  esencia  los  artículos  860,  800  y  488  del  Código  de  1829,  etc.);  cae  en  im- 
portantes é  imperdonables  contradicciones  (por  ejemplo,  reglamenta  el  seg^iro 
KÓbre  la  vida  en  los  arts.  416  al  431,  y  en  el  núm.  2.*  del  art.  781  declara  nido  el 
contrato  de  seguros  que  recaiga  sobre  la  vida  de  tripulantes  y  pasajeros,  etc.),  ó  in- 
curre en  errores  jurídicos  de  tanta  transcendencia  como  los  de  confundir  el 
contrato  de  comisión  con  el  de  mandato,  y  el  valor  con  la  cantidad  importe  de  la 
letra.  En  una  sola  frase,  el  Código  de  1885,  á  pesar  de  sus  muchos  defectos, 
hubiera  sido  uno  de  los  más  notables  de  Europa  si  se  hubiera  publicado  trein- 
ta años  antes,  es  decir,  á  mediados  de  siglo. 

En  cambio,  puede  servimos  de  consuelo  recordar  ¡que  los  escaños  del  Con- 
greso estuvieron  desiertos  durante  la  discusión  del  proyecto  de  Código  y  que 
>  el  Senado  le  aprobó  sin  debate  alguno! 

ITada  tiene,  pues,  de  extraño  que  ya  se  píense  en  la  necesidad  de  su  re- 
forma. 

La  promulgación  de  un  Código  siempre  trae  consigo  un  ei^ecial  desenvol- 
vimiento de  la  literatura  jurídica,  una  serie  de  publicaciones  exegéticas  y 
dogmáticas  que  dan  nuevo  carácter  á  los  estudios  y  representan  importantes. 
direocioneB  doctrinales.  Mas  el  Código  de  Comercio  de  1885  tan  sólo  ha  pro 
ducido  diversas  ediciones  de  su  texto  (como  son  las  publicadas  por  la  Bbvibta 
•GUSE&AL  Dx  liSOiSLACiÓK  Y  JüBiBFBUD£i7CiA,  y  por  los  Sres.  Bomero  Girón, 
Oallostra,  Abolla,  etc.,  ect.),  con  notas  y  concordancias,  algunas  de  ellas  muy 
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He  aquí,  pnes,  el  verdadero  panto  de  partida  de  nueatro^ 
proceso  metódico,  que  es  también  el  principio  generador  del 
plan  qne  hemos  adoptado. 

Ahora  bien;  inútil  es  que  intentemos  demostrar  aqní  la  ne* 
cesídad  de  una  Introducción  al  estadio  del  Derecho  mercantil^ 
como  primer  necesario  elemento  de  todo  buen  sistema.  Tiem- 
po ha  que  se  han  rectificado  en  este^punto  las  ideas,  desterran* 
do  para  siempre  el  antiguo  error  de  creer  que  la  Introducción 
es  un  algo  separado  y  distinto  de  la  ciencia  y  no  ana  parte  ía- 
tegrante  de  ésta.  « 

En  efecto;  lo  primero  que  debemos  procurar  en  el  estadio- 
de  una  ciencia,  es  explicarnos  cuál  es  ésta,  es  informarnos  del 
objeto  que  se  presenta  á  nuestra  investigacidn.  Vamos  á  diri- 
gir nuestra  actividad  al  estudio  del  Derecho  mercantil  de  Es- 
paña y  de  los  principales  Estados  de  Europa  y  América:  e» 
decir,  vamos  á  penetrar  en  el  estudio  de  una  de  las  ramas  de 
la  ciencia  del  Derecho-4a  que  se  denomina  Derecho  mercan- 
til,— considerándola  eu  esa  manifestación  de  su  vida,  que  se 
nombra  Derecho  positivo,  y  no  circunscrita  dentro  de  los  lími- 
tes del  Estado  nacional  español,  sino  en  su  forma  de  Legisla- 
ción  comparada,  abarcando  la  de  los  principales  Estados  de 
esos  dos  continentes  representantes  genuinos  de  la  civilización 
moderna.  Pues  bien;  para  cumplir  esta  racional  prescripcióQ 
metódica, — que  nos  ha  de  dar  sólida  base  para  nuestros  poste- 
riores trabajos,— para  encontrar  el  fundamental  concepto  que 
buscamos,  procediendo  analíticamente,  preciso  es  que,  dea- 
componiendo  en  sus  más  simples  elementos  un  tan  complejo 
objeto,  determinemos:  primero,  cuál  es  el  concepto  del  Dere- 

estimables  por  sus  referencias  á  legislaoiones  extraxkjeras;  y  refandioioiies  d» 
obraR  ya  antionadas  (como  son  la  de  Viso,  por  el  Sr.  Salom  y  Pnig,  y  1a  de 
Carreras,  por  el  Sr.  González  Bevilla),  que  extractan  el  articulado  de  la  ley 
y  4  las  qne  han  añadido  sos  autores,  sin  dada  para  adaptarlas  á  las  necao- 
dades  de  la  enseñanza,  algunas  ligei'as  y  poco  importantes  indicaciones  ú» 
legislación  comparada,  ya  incorporadas  al  mismo  libro  (Salom'  y  Faig)f  y» 
formando  tm  apéndice  por  separado  (González  BevUla). 
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cho  y  cuáleff  las  díyereas  manifestaciolies  de  sa.vida  para  lle- 
gar á  conocerle  como  Derecho  positíyo;  segundo,  cnál  es  el 
concepto  del  comercio  económicamente  considerado,  para  que 
la  unión  de  ambos  términos — Derecho,  Comercio, — nos  de  idea 
sencilla  y  clara  de  lo  que  debemos  entender  por  Derecho  mer- 
cantil; y  por  último,  que  investiguemos  qué  justas  exigencias 
lleva  consigo  el  estudio  de  la  Legislación  mercantil  com- 
parada. 

No  de  otra  manera  se  puede  determinar  el  objeto  y  carác- 
ter de  estos  estudios,  toda  vez  que,  si  no  conocemos  cada  uno 
de  sus  términos,  mal  podemos  formarnos  conocimiento  cierto 
y  verdadero  del  todo  que  por  ellos  está  constituido. 

Frecuentemente  se  censura  por  algunos  (1),  que  muchos 
tratadistas  de  una  rama  particular  del  Derecho, — el  mercan- 
til, el  político,  el  penal — ^abra.n  su  indagación  con  la  del  Dere- 
cho, sin  comprender  que,  en  la  determinación  del  objeto  espe- 
cialj  de  sus  estudios  no  se  puede  prescindir  de  elemento  algu- 
no de  los  que  integran  su  contenido. 

Mal  se  puede  ñjar  el  concepto  del  Derecho  mercantil,  por 
ejemplo,  si  al  dar  comienzo  á  la  investigación  se  echa  en  ol- 
vido el  primer  término — Derecho — para  preocupamos  tan  sólo 
del  segundo  elemento — mercantil, — determinando  única  y  ex- 
clusivamente el  concepto  económico  del  comercio;  haciendo 
titánicos  pero  vanos  esfuerzos  para  realizar  el  imposible  de  ex- 
plicar la  últimadi/ereneiaf  prescindiendo  en  absoluto  del  ff¿ne-* 
TO  próximo^  como  diría  uno  de  nuestros  antiguos  escritores, 
asando  la  frase  granea  délos  escolásticos.  Que  tan  sólo,  cono- 
ciendo lo  que  cada  término  es  por  sí,  se  puede  apreciar  racio- 
nalmente la  relación  misma. 

<¿&ñ  imposible,  dice  Herbert  Spencer  (2),  concebir  la  idea  de 
un  iodo  sin  que  nazca  al  mismo  tiempo  la  idea  de  las  partes 

(1)     Posada  Biesca,  entre  otros,  en  sn  Progrcma  de  Derecho  pdUieo  ¡f  admi- 
nielrativo.  Madrid,  1888,  pág.  15. 

CS)     £ea  Baeee  de  la  moraU  evoluíwniete^  1881. 
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qae  le  constitayen,  y  no  se  puede  concebir  la  ideado  una  par- 
te sin  provocar  al  panto  la  idea  del  todo  al  cual  ella  pertene- 
ce. Mas  es  preciso  añadiri  que  no  se  podría  tener  idea  correcta 
de  una  parte  sin  tener  también  una  idea  correcta  del  todo  co- 
rrespondiente. El  conoQimíento  inadecuado  de  uno  de  sos  iér- 
minoS)  lleva  consigo^  de  muchos  modos^  el  conocimiento  in- 
adecuado del  otro.» 

Una  vez  determinado  el  objeto  de  nuestro  estudio,  no  sólo 
por  sus  límites  propios,  sino  también  por  el  todo  sustantÍTO 
fundamental  y  real  á  que  pertenece^  necesario  es  proceder  al 
examen  de  sus  rdacionei  con  las  ciencias  afíneSy  toda  vez  que 
la  ciencia  es  una  y  que  los  órdenes  de  verdades  que  la  consti- 
tuyen no  son  un  simple  agregado,  sino  que  forman  un  perfec- 
to organismo.  Estudio  interesante  que^  i  la  vez  que  concreta 
y  aclara,  complementa  ^  comprueba  el  concepto  indagado  y 
obtenido  del  Derecho  en  relación  al  comercio,  nos  presenta  un 
cuadro  bastante  variado  de  sus  ciencias  auxiliares* 

Mas  nuestro  trabajo  quedaría  incompleto  si  no  diéramos 
clara  y  exacta. noticia  de  las  /nenies  del  conocimiento  jnji^oí^ 
comercial,  fijando  las  especiales  en  cada  uno  de  los  Fs  todos  cuya 
legislación  ha  de  ser  sistemáticamente  expuesta,  trazando  i 
grandes  rasgos  su  desenvolvimiento  histórico  é  indicando,  al 
propio  tiempo,  las  principales  obras  cientificas  que  el  estudio  de 
esas  fuentes  ha  engendrado. 

Por  último,  la  aplicación  del  método,  ya  de  investigaci6nj 
ya  de  construcción^  ya  de  enseñanza  científicas  al  estudio  del 
Derecho  mercantil  español  y  extranjero,  cierra  el  cuadro  de 
las  materias  que  la  introducción  comprende,  dándonos  de  esta 
manera  el  concepto  de  la  ciencia  jurídico-mercantil,  los  medios 
para  investigar  en  sos  fuentes  de  conocimiento  los  principioa 
de  su  orden,  el  enlace  sistemático  de  las  distintas  yerdades  que 
en  sí  encierra  y  el  método  más  adecuado  para  llenar  debida- 
mente la  noble  y  sagrada  misión  del  maestro. 

Tal  es  el  contenido  de  la  Introducción  que,  por  lo  expuesto, 
se  observa;  no  es  un  anticipo  autoritario  de  ideas,  sino  antes 
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bien  una  parte  dé  la  ciencia  misma ^  que  tiene  por  objeto  la  inda- 
gación de  su  total  concepto. 

Ya  tenemos  el  punto  de  partida:  vamos  á  estudiar  una  re- 
lación económico-jarídica  que  al  comercio  se  reñere,  6  por  me- 
jor decir^  vamos  á  estudiar  «1  comercio  jurídicamente  conside- 
rado^ 7  la  primera  exigencia  metódica  es  que  conozcamos  este 
objeto  en  si  mismo'y  en  sus  esenciales  elementos.  He  aquí  el  pri- 
mer miembro  de  nuestra  clasificación. 

Trátase  de  una  relación  jurídica,  y  por  tanto,  en  ella  el 
análisis  descubre  ^>^o,  oijeto,Jln  j  medio.  De  este*  modo,  no 
por  ser  el  Derecho  mercantil  un  fuero  de  personas,  un  derecho 
especial  de  determinada  clase  de  ciudadanos,  sino  antes  bien 
por  ser  el  primer  elemento  que  en  la  relación  económico-jurí- 
dica del  comercio  encontramos,  puede  decirse  que  inaugura- 
mos nuestro  estudio  con  la  doctrina  relativa  al  comerciante. 

No  significa  esto  que  la  cualidad  de  comerciante  sea  condi- 
ción necesaria  para  la  realización  del  acto  mercantil;  pues  la 
calificación  jurídica  del  contrato  depende  única  y  exclusiva- 
mente de  su  naturaleza.  Mas  en  la  teoría  del  sujeto  del  comer- 
cio, no  sólo  se  agita  esta  cuestión,  hoy  por  fortuna  resuelta 
por  la  ciencia  y  la  ley  con  idéntico  criterio:  hay  en  ella  otro 
problema  más  hondo,  el  relativo  á  la  individualidad  jurídica 
•de  las  sociedades  y  á  su  calificación  legal  de  comerciantes.  Y 
cosa  rara:  la  mayor  parte  de  los  jurisconsultos  alemanes,  que, 
aiguiendo  las  prescripciones  de  la  ley  otorgan  esta  considera- 
ción de  comerciantes  á  las  sociedades  mercantiles,  niegan  al 
propio  tiempo,  de  todo  en  todo,  su  individualidad  jurídica;  y 
para  que  la  contradicción  sea  más  notoria,  á  pesar  de  esta  ne- 
gación, exponen  la  doctrina  á  ellas  referente  en  el  tratado  de 
personas. 

En  este  punto,  no  basta  rectificar  estas  i^eas,  no  basta  reco- 
nocer que  las  sociedades  mercantiles  son  entes  colectivos,  in- 
dividualidades jurídicas;  es  preciso  algo  más.  De  ordinario  los 
escritores  que  esto  reconocen  incurren  en  otro  error  de  tanta  ó 
más  transcendencia,  cual  es,  el  no  distinguir  el  doble  aspecto 
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que  las  sociedades  presentan:  qae  si  son  entes  colectiyos,  aoo 
también  formas  contractaales.  Gomo  entes  colectivos,  tíenea 
de  propio  derecho  puesto  importante  en  el  tratado  de  personas; 

como  formas  contractaales ,  deben  ser  estudiadas  entre  loi 

» 

actos  auxiliares  del  comercio. 

Del  mismo  modo,  al  determinar  el  objeto  del  comercio  (fo 
mercancía^  debemos  evitar  el  defecto  en  que  incurren  algnnoi 
jurisconsultos,  como  Yídari,  Thól  y  otros  muchos,  de  Uew  i 
este  tratado  el  estudio  de  importantes  contratos,  que  tienen 
natural  y  lógicamente  otro  puesto  bien  distinto  en  una  exposi- 
ción sistemática. 

No  basta  conocer  los  elementos  de  la  relación  jorfdieo- 
comercial;  es  preciso  estudiar  también  el  resaltado  de  esta  re* 
lación,  ó  sea  el  acto  dé  comercio.  He  aquí  el  segando  miembro 
de  nuestra  clasificación. 

Si  graves,  y  en  ocasiones,  insuperables  dificultades  se  le- 
vantan, como  ya  hemos  hecho  notar,  para  la  calificación  lepl 
de  los  actos  de  comercio,  no  son  menores  las  qae  se  encoes- 
tran  cuando  se  trata  de  agrupar  estos  distintos  actos  por  medio 
de  sistemáticas  distinciones.  Los  legisladores  saelen  obrar  en 
este  punto  arbitrariamente,  y  los  jurisconsultos  nos  mueatran 
clasificaciones  artificiales  que  no  resisten  una  severa  crítica. 

Los  Códigos  de  Comercio,  lo  mismo  los  que  aceptan  el  ca* 
suístico  sistema  de  enumeración  de  los  actos  que  se  consi- 
deran mercantiles  (francés,  italiano,  alemán,  chileno,  argen- 
tino, mejicano,  etc.),  que  aquellos  otros — ciertamente  los  me- 
nos— que,  á  ejemplo  del  español  y  del  peruano,  se  limitan  i 
definiciones  generales  más  ó  menos  prácticas  (1),  regalan  ka 

(1)  £1  Código  mejicano  de  1884,  al  urente  de  la  emuneración  qiie  hace  de 
lo8  actos  que  reputa  mercantiles,  coloca  la  siguiente  definioión:  «Actos  mer 
cantiles  son  los  que  constituyen  una  operación  de  comercio  ó  sirvcm  pui 
realizar,  facilitar  ó  asegurar  una  operación  ó  negociación  comercial»  (spvt.  1. 
del  art.  18).  La  inutilidad  de  estas  definiciones  legales  hace  ya  mocho  tiampo 
está,  plenamente  demostrada.  Por  otra  parte,  siendo  lógicos  en  la  aplioattóB 
de  la  doctrina  contenida  en  semejante  concepto,  no  se  oonoibe  la  ezistSDeit 
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contratos  mercantiles  agrupándolos  en  forma  tal,  que  no  se 
descubre  más  elemento  sistemático  que  el  que  ha  aportado  la 
tradición,  distinguiendo  el  comercio  terrestre*  del  marítimo. 
Así  es  que,  bajo  el  epígrafe  Del  comercio  en  general  (Código 
francés  y  los  que  le  siguen — ^los  italianos,  el  holandés,  el  grie- 


•de  oíase  algsona  de  contratos  que  paedan  ser  ezdriidos  de  la  calificaoión  de 
«otoB  positivos  de  comercio. 

Aunque  el  texto  se  refiere  al  Código  español  de  1829,  el  sistema  esenoiál- 
tnente  se  conserva  en  el  de  1886.  Hay,  sin  embargo,  nna  diferencia:  el  Código 
de  1839  en  los  articolos  17  y  1199,  y  el  peruano  en  los  artioolos  16  y  1250,  limi- 
tan su  doctrina  k  todas  aqneUas  aoperaoiones  que  en  el  Código  se  declaran 
actos  positivos  de  comercio»,  por  más  qne  el  común  sentir  de  los  intérpretes 
liay»  algún  tanto  modificado  semejante  rigorismo,  mientras  qne  el  Código  vi- 
gente da  m&8  amplitnd  k  la  definición,  diciendo:  «serán  reputados  actos  da 
comercio,  los  comprendidos  en  este  Código  y  cuále»quxera  otros  de  naturalexa 
•anéhga  (apart.  8*  del  art.  2.^).  «La  Coxydsión — dice  la  exposición  de  motivos, 
— se  decidió  al  fin  por  una  fórmula  práctica  exenta  de  toda  pretensión  cien- 
tiflea,  pero  tan  eomprentiva,  que  en  una  sola  frase  enumera  ó  resume  todos  los 
•eoniratos  y  actos  mereaniUes  conocidos  hasta  ahora,  y  tan  flexible,  que  permite  Ia 
^licación  del  Código  á  las  combinaciones  del  porvenir.» 

Prescindiendo  de  la  orguUosa  pretensión  del  legislador  de  haber  regulado 
en  el  nuevo  Código  todos  los  contratos  mercantiles  conocidos  hasta  el  dia, 
onando,  sin  causa  justificada,  presenta  tantas  y  tan  grandes  deficiencias  como 
las  qne  hemoe  sefialado,  harenios  notar  aqui,  que  los  sostenedores  de  la  teo- 
ría (hoy  en  moda)  de  la  sustanoiabilidad  del  Derecho  mercantil,  no  Jian  podi- 
do ponerse  aún  de  acuerdo  para  formular  una  definición  de  los  actos  de  comer- 
oio«  y  mucho  menos  para  aceptar  un  criterio  fundamental  (ni  teórico  ni  prác- 
tico) para  su  calificación,  asi  como  no  aciertan  á  explicarse  cómo  van  des- 
apareciendo de  los  Códigos  de  Comercio  determinados  contratos  para  ser  re- 
gulados por  la  legislación  civil,  y  cómo  por  una  serie  de  aproximaciones,  de 
día  en  día  más  numerosas  é  importantes,  van  ftmdiéndose  en  el  crisol  de  la 
anidad  las  teorias  generales  de  la  contratación  civil  y  de  la  contratación  co- 
mercial. En  comprobación  de  nuestra  tesis,  basta  comparar  el  Código  de  Co- 
merció portugués  de  18  de  Septiembre  de  1883  con  el  nuevo  Código  que  le 
ha  sustituido,  obra  del  Ministro  de  Justicia,  D.  Francisco  Antonio  da  Veiga 
Beirfto,  aprobado  por  ley  de  28  de  Junio  de  1888,  promulgado  por  decreto 
de  9B  de  Agosto  y  vigente  desde  1.^  de  Enero  de  1889.  T  sin  embargo,  el  fenó- 
meno es  de  £ácil  explicación,  sin  más  que  recordar  que  «esos  mismos  actos  y 
•contratos  pueden  y  deben  ser  concebidos,  no  como  espeoialisimos  del  comer- 
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go^  el  brasileño^  etc.))  <S  De  los  conirak>s  del  camercto  em  gene^ 
ralf  sus  formas  y.  efectos  (Código  español  de  1829  y  loa  ameri- 
canos qae  le  copian — los  del  Perú,  Costa  Rica,  Nicaragaa,  etc.}f 
ó  De  los  ocios  de  comercio  (Códigos  alemán,  austríaco  y  húnga- 
ro) ú  otros  títulos  análogos,  como  De  las  operaciones  del  comer- 
cio (Código  mexicano  de  1884),  De  los  contratos  (Códigos  ar- 
gentino y  oriental  del  Uruguay),  De  los  contratos  y  chUgacio- 
nes  en  general  {Cóiigo  chileno),  etc.  (1),  todas  las  legislacio- 
nes codificadas  han  regalado,  tan  sólo,  los  contratos  referentes 
al  comercio  en  general  y  al' comercio  terrestre»  dejando  para 
otro  libro  la  reglamentación  de  los  relativos  al  comercio  marí- 
timo (casi  todos  los  Códigos  citados)  (2),  ó  abandonando  esta 


cío  ó  determinada  industria,  sino  oomo  generales  en  la  vida  sociáL  La  C4»k- 
praventa,  la  sociedad,  el  préstamo,  el  segnro,  la  prenda,  la  hipoteca»  «1  depo- 
sito, eto.«  etc.,  podrán,  en  ciertos  casos,  realisar  directa  ó  indireotameote  al 
hecho  comercio  xl  otro  cualquier  fenómeno  social,  pero  niinoa  por  eso  per* 
derán  sa  esencia,  sn  característica  natnralesa.  Y  conforme  la  legislaeión  eivfl 
va  perfeccionándose  y  acomodándose  á  las  necesidades  de  nnestTO  siglo,  tA 
esos  contratos,  sean  ó  no  reputados  como  mercantiles,  quedan  sujetos  áSdán- 
tica  legislación.  D  (Véase  nuestro  articulo  Z<m  Tribitnale»  ds  Comercio  em  Eip9- 
tía.  Bevista  de  Asturias,  tomo  IV,  págs.  268  y  siguientes.) 

(1)  El  Código  espafiol  de  1885  adopta  el  siguiente  titulo:  J)e  ló§  oüaftwlur 
fnpecwle*  del  comcfcio. 

(2)  El  epígrafe  de  ese  libro  es,  por  regla  general,  JM  oomereio  wusrUis», 
Sin  embargo,  algunos  Códigos  varían  la  denominación;  asi  él  Código  argen- 
tino, dice:  De  lo«  derecho»  y  óbligacioneft  que  reeuUan  de  la  navegadas,  y  el  italia» 
no  de  1882,  Del  eomercio  marítimo  y  de  la  navegaeián. 

Son  complemento  de  los  Códigos  de  Comeroio,  en  lo  qne  se  reAere  al  De* 
reoho  marítimo,  diferentes  leyes  que,  si  bien  con  oaiácter  administrativo, 
vienen  á  influir  notablemente  en  el  Derecho  privado.  Italia  ha  oodifioado  e^ta 
legislación  en  su  importante  Codiee  per  la  maritia  mereantüe  de  ÍB9S,  rsTisads^ 
por  ley  de  25  de  Mayo  de  1877  y  publicado  por  ley  de  27  de  Octubre,  dictándose 
además  en  20  de  Noviembre  de  1879,  xm  Reglamento  para  sn  cjeoaoión.  En 
Francia  se  ha  hecho  en  1867  una  recopilación  de  la  legislación  adminis^ti* 
va,  bsjo  el  titulo  JÍ¿glement  eur  l'adminiatíntion  dea  quartier»,  9ou9'^quaniert  tt 
eyndieaU  maritime»,  Vitucription  maritimé,  le  recrutement  de  la  .fióte,  la  palio»  ét  la 
navigation,  le»  peche»  maritime».  Bn  Espafia,  aunque  se  ha  hedho  una  reeopiU- 
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importante  rama  del  tranco  al  Derecho  consaetadinario  y  á 
ana  yaríada  serie  de  ordenanzas  y  leyes  (Imperio  aastro-hún* 
g^ro)  6  considerando  necesaria  una  Codificación  especial  (Tar- 
qaía  en  el  Código  marítimo  de  1864. — Egipto  al  reorganizar 
sus  Tríbnnales  en  1875  y  en  1883. — La  República  de  los  Es- 
tados Unidos  de  Colombia  en  la  confederación  de  Bío  Negro 
de  8. de  Mayo  de  1863  y  en  sn  Código  federal  de  10  de  Marza 
de  1873)  (1). 

Ahora  bien;  aceptada  esa  clasificación  tradicional,  obsérve- 
se qne  no  carece  de  lógica  el  oponer  el  comercio  en  general  y 
el  terrestre  al  marítimo  como  lo  hacen  los  Códigos  portognós 
de  1833  y  mejicano  de  1854  y  el  proyecto  definitivo  de  Código 


tSAn,  ni  tiene  carácter  oficial,  ni  en  ella  se  citan  las  faentes  legales,  carecien- 
do, por  tanto,  de  importancia. 

La  ley  alemana  sobre  los  hombres  de  mar  (27  de  Diciembre  de  1872),  ann- 
qne  contiene  disposiciones,  ya  de  carácter  administrativo,  ya  de  carácter  pe- 
nal, pnede  ser  considerada  como  parte  integranle  del  Código  de  Comercio; 
pues  ha  venido  á  snstitnir  al  titnlo  4.®  del  libro  Y,  artículos  628*566.  (Véase 
el  art.  110  de  la  citada  ley.) 

Tampoco  debe  preterirse  la  legislación  disoiplinál  y  penal  de  la  marina 
mercante,  qne  en  Italia  se  contiene  en  la  parte  segunda  del  Códice  per  la  ma- 
-riña  mereanüle;  en  Francia  en  el  Décret-loi  diaeiplinaire  et  pmwl  nw  la  marine 
manAande  de  84  de  Kaizo  de  1852;  en  Portugal  en  el  OAdigo  penal  é  disciplinar 
da  marinha  mercante  de  4  de  Julio  de  1861,  etc.,  etc. 

Por  último,  son  también  fuente  interesante  para  el  estudio  del  Derecho 
n«ritimo,  las  Ordenantaa  de  Aduanáis  que  á  pesar  de  SU  aspecto  financiero, 
amelen  en  ocasiones  regular  algunas  materias  del  Derecho  mercantü  privado, 
(l)  Las  naciones  que  no  tioneu  Código  de  Comercio  han  entrado  en  el  ca- 
mino de  la  codificación  dictando  leyes  especiales  para  el  comercio  marítimo; 
tal  sucede  en  Inglaterra  con  su  ley  sobre  la  marina  mercante  (merchant 
ahiping  aot,.1854)  que  constituye  un  Verdadero  Código,  comprendiendo  tanto 
disposiciones  acerca  del  Derecho  privado  como  relativas  al  Derecho  adminis- 
trativo y  que  ha  sido  con  frecuencia  modificado  por  diversos  bilis;  en  Norue' 
gs  con  su  ley  de  24  de  Ifarzo  de  1860,  y  en  Suecia  con  la  de  23  de  Febrero  de 
1B84,  y  á  imitación  de  Alemania  han  codificado  también  su  Derecho  cambia- 
rlo (ley  escandinava  de  7  de  Hayo  de  1880,  reproducida  en  la  de  Islandia  de  18 
de  Snero  de  1882,  y  ley  inglesa  de  18  de  Agosto  de  1882.  Bills  of  Exchange 
aet,  1882.) 
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español  (1),  si  bien  en  el  primero  esta  idea  constitaye  la  base 
del  sistema  (Parte  primeira.  Do  commercio  Urrestre, — ^Parte 
segunda.  Do  commercio  marítimo)^  y  ea  los  otros  refiérese 
principalmente  á  la  parte  relativa  á  los  actos  mercantiles  (Có- 
digo mejicano  de  Santa  Ana.  Libro  II.  Del  comercio  terresín. 
— Proyecto  definitivo  de  Código  español.  Libro  II.  De  los  coa* 
tratos  especiales  del  comercio  terrestre  (2). 


(8)  Denominamos  Proyecto  definitivo  de  Código  de  Comercio  eeptrííol  al 
lado  al  Congreso  de  los  Diputados  por  el  Ministro  de  Graroia  y  Justicia,  Doa 
Manuel  Alonso  Martínez,  en  90  de  Manso  de  1882|  para  distinguirle  del  jirorf- 
wional  fechado  en  6  de  Febrero  do  1875  y  publicado  en  18S1  para  los  efectos 
del  art.  1.^  de  la  ley  de  7  de  Mayo  de  1880. 

(2)  El  Código  mejicano  de  1884,  como  ya  hemos  visto,  ha  aceptado  ^sim 
MU  libro  segando  el  epígrafe  mka  general  Jh  Uu  operadonee  de  nomerdo;  y  A 
Código  español  de  1885  ha  vuelto  al  proyecto  pretfiñomd  (De  loa  corUratot  de  m- 
Mcreio)  determinando  más  la  idea  (De  loe  contrato»  e«pec¿a¿e«  de  eomereio},  doDo- 
minaoión  que  ha  adoptado  el  nuevo  Código  portugués  de  1888. — CIAvto  IL  Bm 
contrato»  eepeeiaet  de  commercio.)  Este  Código  (obra  importante  y  notaUe  per 
muchos  conceptos)  prescinde  del  sistema  seguido  por  el  Código  de  lEBS^- 
acepta  la  clasificación  generalmente  admitida. — (Livro  I.  Do  commercio  em  §t- 
ral. — Livro  n.  JDoa  contrato»  eepeciae»  de  commercio. — Livro  IH.  Do  comt 
Marítimo. — Livro  IV.  Da»  Jallencia».), 


(Se  eoneluirá.) 


Rafael  de  Urena  t  Sicehjtaud. 


EL  ARTÍCULO  2.'  DE  LA  LEY  HIPOTECARIA 


El  rigor  de  la  letra  es  el  único  fandamento  de  alganos 
Begistradores  de  ia  propiedad,  al  oponerse  á  que  se  reflejen 
en  8Ü8  libros  las  consecuencias  naturales  y  legítimas  de  cier- 
tos proveídos  á  los  cuales  se  llega  por  medio  de  reglas  con- 
tenidas en  nuestra  ley  procesal  civil. 

Últimamente  ha  sido  objeto  de  la  resisteacia  de  los  Regis- 
tradoreS)  un  auto  recaído  en  expediente  sobre  nombramiento 
de  curador  ejemplar  interino. 

La  base  de  la  negativa  no  era  otra  que  el  rigor  de  la  letra. 

No  podía  desconocerse  que  el  auto  en  cuestión  se  había 
obtenido  en  la  forma  que  la  ley  determina,  y  que  se  pedía  en  la 
legal  á  los  Registradores  de  la  propiedad,  el  que  hiciesen  las 
anotaciones  debidas.  Dos  funcionarios  celosísimos,  estudiosos 
é  inteligentes,  como  salvo  rarísima  excepción,  lo  son  cuantos 
tienen  á  su  cargo  la  directa  y  práctica  aplicación  de  la  ley  Hi- 
potecaria, se  opusieron  sin  embargo  demostrando  un  empeño 
tenaz  y  decidido  de  no  acudir  á  otra  argumentación  que  al  ri  - 
gor  de  ia  letra. 

Los  artículos  de  la  ley  Hipotecaria  y  su  Reglamento  no 
ampararon  las  consecuencias  de  los  proveídos  judiciales  sino 
cuando  éstos  eran  ejecutorias  obtenidas  después  de  la  tramitá- 
<)ión  completa  y  acabada  de  un  juicio  solemne.  En  efecto;  la 
letra  del  art.  2.^  en  su  caso  cuarto,  dijo:  que  se  inscribirían  las 
ejecutorias  en  que  se  declarase  la  incapacidad  legal  para  adrni-» 
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nistrar,  ó  la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentes,  ó  aque- 
llas en  que  se  impusiere  la  pena  de  interdicción  ó  cualquiera 
otra  por  la  que  se  modificase  la  capacidad  civil  de  las  personas 
en  cuanto  á  la  libre  disposición  de  sus  bienes.    . 

A  confirmar  la  doctrina  expresada  vino  el  Beglamento  dic- 
tado para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria,  pero  algo  amplió 
su  sentido  ó  aclaró  sus  conceptos  al  preceptuar  que  no  tan 
sólo  se  inscribirían  las  ejecutorias  que  declarasen  la  incapaci* 
dad  de  alguna  persona  para  administrar  sus  bienes,  ó  modifi^ 
casen  con  igual  expresión  su  capacidad  civil  en  cuanto  ¿la li- 
bre disposición  de  su  caudal,  sino  también  todas  aquellas  qoe* 
produjesen  legalmente  una  ú  otra  incapacidad  aunque  no  la 
declarasen  de  un  modo  terminante. 

¿Cerró  el  paso  la  lej  Hipotecaria  á  que  en  el  Registro  de  la 
propiedad  quedaran  garantidas  declaraciones  judiciales  hechas 
con  arreglo  á  la  ley  pero  sin  haberlas  precedido  contención  al- 
guna? 

No  era  entonces  conocida  por  no  haber  nacido,  la  instítación 
del  curador  ejemplar  interino  cuyo  nombramiento  se  hace,  n<^ 
en  virtud  de  ejecutoria  decisiva  de  un  litigio,  sino  por  un  aato 
al  cual  sólo  precede  una  información  que  admite  y  oye  elJoes 
arbitro  en  apreciar  su  eficacia. 

El  auto  que  así  se  dicta,  surte,  como  proveído  judicial,  sos 
debidos  efectos;  modifica  la  capacidad  de  una  persona  que  sólo 
asistida  de  un  curador  y  con  intervención  de  óste  puede  mo- 
verse en  adelante;  pero  según  opinión  de  los  señores  Regis- 
tradores, respecto  á  la  contratación  sobre  inmuebles  el  cara- 
dor no  puede  coartar  la  libertad  del  incapacitado,  de  donde  se 
deduce  que  lo  mismo  que  el  mandato  judicial  trataba  de  evi- 
tar sea  1q  que  suceda. 

Si  por  ser  autos  únicamente  y  formular  su  parte  dispositi- 
va diciendo  y  no  fallando  son  aquéllos  letra  muerta,  podía  el 
legislador  haberse  evitado  la  labor  y  el  estudio  que  empleó  en 
precaver  males  frecuentísimos  con  la  creación  del  carador 
ejemplar  interino. 
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El  rigor  de  la  letra  no  puede  traer  tales  consecuencias. 
Por  lo  menos  pudieran  señalarse  infinidad  de  casos  en  qne  han 
sartido  efecto  en  los  libros  del  Registro  de  la  propiedad,  pro- 
Teídos  judiciales  qne  ni  se  dieron  ni  podían  darse  en  forma  de 
sentencias. 

¿Qaé  contención,  qué  debate,  'qué  litigio  precede  al  auto 
de  declaración  de  quiebra? 

¿No  separa  tal  declaración  hecha  por  el  Juez  de  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes  al  quebrado? 

¿Ño  se  modifica  ó  suspende  la  capacidad  civil  de  la  persona 
á  quien  afecta? 

Un  proveído  de  tanta  transcendencia  moral  y  legal  se  dicta 
Bin  audiencia  ni  citación  del  quebrado^  y  surte  sus  efectos  aun 
cuando  el  comerciante  fallido  formule  su  oposición ;  es  decir, 
que,  como  sucede  en  las  apelaciones  en  un  solo  efecto^  lo  que 
el  apelante  cree  que  le  perjudica  y  contra  justicia  lesiona  sus 
derechos,  se  lleva  á  cabo  y  cumple  en  todas  sus  partes  mien- 
tras el  recurso  se  sustancia. 

Las  providencias  acordadas  sobre  la  persona  ó  bienes  sub- 
sisten, y  tienen  efecto  práctico  é  inmediato,  conforme  á  los  ar- 
tículos 1025  y  1029  del  Código  de  Comercio  de  1829,  por  el 
cual  se  sustancian  las  quiebras. 

Puede  suceder  que  el  quebrado  tenga  inmuebles,  y  como 
no  reflejándose  su  situación  legal  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, quedaba  en  perjuicio  de  sus  acreedores,  en  posibilidad  de 
ensgenarlos,  el  auto  en  cuestión  se  entrega  al  señor  Registra- 
dor, en  cuyos  libros  constan  las  fincas  del  fallido,  y  queda'im- 
pedida  toda  contratación  sobre  los  bienes  raíces  que  por  el 
pronto  se  garantizan  de  una  manera  eficacísima. 

Son  varios  los  casos  en  que  estos  proveídos,  que  como  que- 
da demostrado  no  son  ejecutorios,  han  surtido  sus  efectos  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  sin  que  pueda  citarse  una  excep- 
ción producida  por  el  rigor  de  la  letra  de  la  ley  Hipotecaria. 
Pues  si  los  autos  de  declaración  de  quiebra  surten  sus  efectos, 
á  pesar  de  la  terminante  expresión  de  la  ley  Hipotecaria,  ¿por 
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qué  no  han  de  ser  de  ígoal  condición  los  proveídos  jadíciales 
sobre  nombramiento  de  carador  ejemplar? 

La  caestión  qneda  planteada  de  ana  manera  clara  y  precí* 
sa,  afirmando: 

1.^  Qae  cuantos  proveídos  jadiciales  nazcan  de  la  obaer- 
vancia  y  aplicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  debe  a 
surtir  sus  efectos  en  el  Registro  de  la  propiedad  cuando  modi- 
fiquen la  capacidad  civil  de  una  persona  respecto  á  la  libre  dis- 
posición de  su  caudal. 

2.^  Que  la  institución  del  carador  ejemplar  interino  debe 
gozar  del  amparo  de  la  ley  Hipotecaria  y  su  Reglamento  y  ser 
eficaz  en  la  práctica. 

3.®  Que  si  bien  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  ha  seña- 
lado la  forma  de  sustanciarse  ó  tramitarse  el  antejnicio  al  final 
del  cual  se  obtiene  el  nombramiento  de  curador  ejemplar  inte- 
rino, esta  deficiencia  no  paede  servir  de  apoyo  al  Registrador, 
cuyas  atribuciones  no  llegan  &  la  censura  ó  crítica  de  la  ma- 
nera de  dictarse  las  decisiones  judiciales. 

4.*  Que  el  rigor  de  la  letra  de  la  ley  Hipotecaria  no  pnede 
dejar  ineficaces  disposiciones  que  también  son  leyes,  y  yaque 
no  derogan  completan  el  alcance  de  las  anteriores. 

T  formuladas  estas  conclusiones,  queda  iniciada  ana  caes- 
tión práctica,  sobre  la  cual  no  se  solicitará  en  vano  la  atención 
y  el  estudio  de  los  que  en  pro  ó  en  contra  son  convocados  i 
aducir  doctriuas  y  á  buscar  soluciones. 

No  son  estas  líneas  sino  una  iniciación  tímida,  sasceptible 
de  ampliación,  como  los  trazos  primeros  de  un  dibojo  que  pide 
mejor  lápiz  para  marcar  los  contornos. 

Después  del  dibujo  vendrá  el  colorido^  porqae  en  toda  clase 
de  trabajos  «1  método  se  impone  como  necesidad  imperiosa. 

F.   SAORISTXlf. 


LAS  SOCIEDADES  MERCANTILES 

ANTE  LA  HACIENDA  ' 


Aquellos  importantes  factores  del  orden  económico,  ¿cómo 
ban  sido  apreciados  al  aplicarse  las  disposiciones  referentes  al 
impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes?  ¿Seme- 
jantes disposiciones  son  claras  y  explícitas,  ó  por  el  contrario, 
se  hallan  redactadas  en  términos  tan  ambiguos  y  oscnros  qae 
Tengan  á  crear  verdaderos  conflictos  en  la  práctica?  A  exami- 
nar tales  cuestiones  va  encaminado  este  trabajo,  sin  más  aspi- 
ración qne  indicar  soluciones,  á  fin  de  ver  si  es  posible  qne  des- 
aparezca la  disparidad  de  criterios  existentes  en  las  oficinas 
encargadas  de  aplicar  dichos  preceptos,  fijando  el  sentido  de  los 
mismos. 

Dispone  el  párrafo  L^  del  art.  14  del  Reglamento  del  im- 
puesto de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  de  31  de  Di- 
ciembre de  1881:  1.^,  que  los  bienes  y  derechos  reales  aporta- 
dos á  toda  clase  de  Sociedades,  excepto  la  conyugal,  pagarán 
0,50  por  100  de  su  valor;  y  2.^,  que  igual  cuota  satisfarán  al 
tiempo  de  disolverse,  convertirse  ó  transformarse,  así  como 
por  las  adjudicaciones  ó  transmisiones  que  se  hagan  á  los  so- 
cios ú  otra  Sociedad  de  los  bienes  ó  derechos  reales  que  cons- 
tituyan el  todo  ó  parte  del  haber  social,  con  la  sola  excepción 
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de  que  si  se  adjudican  los  mismos  bienes  ó  derechos  que  se 
aportaron,  sólo  se  satisfarán  0,25  por  100. 

Como  se  ye,  el  legislador  ha  previsto  con  gran  lujo  de  de- 
talles coalqaier  movimiento  de  riqueza  que  lleve  consigo  las 
operaciones  de  una  Sociedad,  exigiendo'  en  el  acto  el  impoes- 
to;  y  si  bien  no  hemos  de  discutir  su  cuantía,  que  nos  parece 
justa  y  aun  moderada,  sí  hemos  de  procurar  fijar  el  sentido  de 
las  frases  írafufarmarse  ó  convertirse.  ¿Se  haqaerido  decir  con 
ellas  que  toda  simple  variación,  aunque  no  sea  más  que  de 
nombre,  debe  pagar  impuesto;  ó  por  el  contrarío,  se  ha  querido 
aludir  á  una  modificación  total  que  lleve  consigo  verdadero 
movimiento  y  hasta  transmisión  de  caudales? 

No  se  nos  oculta  que  dos  opuestas  escuelas  han  de  preten- 
der que  sobre  este  punto  prevalezcan  sus  contrarios  criterios, 
y  seguramente  los  adeptos  del  sistema  fiscal  han  de  ver  en 
aquellas  dos  palabras  un  apoyo  eficaz  para  exigir  el  impuesto 
á  la  más  pequeña  evolución  que  sufra  cualquiera  Sociedad, 
mientras  que  sus  contrarios,  exagerando  los  términos  opues- 
tos,  en  muy  pocas  ocasiones  creerán  cumplirse  las  condiciones 
á  que  se  refieren  tales  palabras.  Opinamos  nosotros,  despoján- 
donos de  todo  apasionamiento,  que  no  sólo  tenemos  que  acudir 
para  fijar  su  verdadero  valor  al  sentido  gramatical,  sino  tam- 
bién al  propósito  del  legislador. 

Convertirse^  entendemos  que  gramaticalmente  supone  tan- 
to como  dejar  de  existir  una  especie,  para  que  surja  ó  se  cree 
otra  distinta  con  sus  elementos  esenciales  y  con  el  mismo  sello 
característico;  mientras  que  transformarse  es  palabra  de  sig^- 
ficación  menos  amplia  en  el  desenvolvimiento  de  su  concepto, 
pues  tan  sólo  supone  una  variación  de  los  elementos  que  inifor- 
man  su  esencia,  viniendo  á  ser  distinta  según  el  objeto  á  que  . 
se  aplica. 

Ahora  bien;  teniendo  en  cuenta  el  criterio  que  domina  en 
la  exacción  del  impuesto  de  derechos  reales  de  gravar  toda 
transmisión  y  aun  evolución  de  bienes  ó  derechos,  creemos 
que  con  las  palabras  transformarse  6  converHrse  se  han  qaeri- 
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«do  graTar  todos  aqaellog  actos  realizados  por  aoa  Sociedad  que 
alteren  el  capital  de  la  misma  ó  el  objeto  de  la  indastria  á  qoe 
se  dedique,  así  como  la  ampliación  de  ñnes  especulables,  pero 
^ue  jamás  pneden  referirse  á  simples  alteraciones  de  estatutos, 
4an  frecaentes  en  las  Sociedades,  y  originadas  por  el  hecho  de 
^ae  despaés  de  su  constitución  se  encuentran  deficiencias  y  hay 
necesidad  de  llenar  vacíos  en  estatutos  posteriores  que  perfec- 
cionan las  bases  generales  señaladas  al  principio,  siendo  de  ad- 
vertir que  por  la  simple  alteración  del  capital  social,  á  nuestro 
Juicio,  debe  satisfacerse  el  impuesto  correspondiente  á  la  dife- 
rencia habida  entre  el  anterior  y  el  que  nuevamente  se  aporte, 
pues  de  girarse  la  liquidación  sobre  el  total,  y  habiéndose  sa- 
^sfecho  ya  por  las  anteriores  aportaciones,  se  infringiría  el  ar- 
tículo 35  del  citado  Reglamento,  que  taxativamente  preceptúa 
que  por  una  sola  convención  no  se  exija  más  que  el  pago  de 
un  derecho. 

Siguiendo  en  el  examen  del  art.  14  del  Reglamento  men- 
-clonado,  nos  encontramos  con  que  en  ól  se  establece  una  dis- 
tinta forma  de  tributación,  según  esté  representado  el  capital 
social  por  acciones  ú  obligaciones;  pues  en  el  primer  caso,  la 
cantidad  que  se  ingrese  será  el  capital  aportado,  y  en  el  según- 
dOy  el  capital  desembolsado  ha  de  considerarse  como  préstamo, 
satisfaciéndose  al  ingreso  el  impuesto  de  0,10  por  100,  con  la 
particularidad  de  que,  en  el  caso  de  haber  amortización,  ha 
de  pagarse  con  arreglo  al  capital  al  llevarse  á  efecto  dicha 
amortización,  lo  mismo  en  cuanto  á  las  obligaciones  que  se 
emitan  en  lo  sucesivo,  como  las  anteriores  á  la  promulgación 
del  mencionado  Reglamento;  y  notándose  que  también  varía 
el  tipo  de  cotización,  según  se  trate  de  acciones  ú  obligaciones. 
En  el  primer  caso,  el  impuesto  es  de  0,50  por  100,  y  en  el  se- 
cundo, considerándose  el  capital  desembolsado  como  présta- 
mo, sólo  se  satisface  0,10  por  100;  sobre  cuyo  extremo,  con  fe- 
«ha  21  de  Marzo  de  1887,  se  ha  dictado  un  importantísimo  Real 
decreto-sentencia,  en  el  que,  á  virtud  de  la  reclamación  inter- 
puesta por  la  Compañía  del  ferrocarril  del  Norte  contra  la  Real 
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orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  27  de  Noviembre  de  188^ 
confirmando  cierta  liquidación  girada  por  la  oficina  de  esta  ca- 
pital Be  declaró:  1.%  que  el  tipo  regulador  como  cuota  ezigíbla 
para  las  hipotecas  constituidas  en  garantía  de  obligaciones  por 
Compañías  de  ferrocarriles  es  el  de  0,50  por  100;  2.^  que 
la  base  liquidable  debe  ser  el  capital  garantido  y  no  el  des-^ 
embolsado;  y  3.°,  que  igualmente  están  sujetas  al  impuesto- 
las  dos  anualidades  de  intereses  que  la  ley  Hipotecaria  garan- 
tiza en  perjuicio  de  tercero. 

Nada  más  que  palabras  de  elogio  podemos  tener  á  propósito- 
de  este  Real  decreto-sentencia,  por  el  que  viene  á  establecerae 
para  la  emisión  de  acciones  hipotecarias  de  Compañías  de  ferro* 
carriles  igual  tipo  de  liquidación  y  las  mismas  condicioues  qne 
para  las  hipotecas  en  general;  si  bien  en  la  práctica  puede,  en 
nuestro  concepto,  surgir  la  duda  de  si  este  precepto  que  taxa> 
tivamente  hace  referencia  á  las  acciones  hipotecarías  emitida» 
por  las  Compañías  de  ferrocarriles,  es  aplicable  á  las  acciones 
que  reúnan  esta  condición  emitidas  por  toda  clase  de  Compa- 
ñías ó  Sociedades.  Opinamos  que  existen  las  mismas  razones, 
y  que,  por  tanto,  la  aplicación  del  indicado  Beal  decreto-sen* 
tencia  es  de  carácter  general,  pero  de  todas  suertes  debiera 
aclararse  esta  duda,  pnes  bien  pudiera  ser  origen  de  diferente 
aplicación  por  las  oficinas  liquidadoras  del  impuesto  y  de  eno- 
josas reclamaciones  administrativas. 

Respecto  alas  obligaciones  hipotecarias  emitidas  por  la» 
Sociedades,  á  tenor  del  art.  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
1887*88,  deben  satisfacer  0,10  por  100,  conforme  á  lo  dispoea- 
to  en  el  párrafo  13  del  art.  2.^  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  dfr 
188L  (Art.  14  del  Reglamento.) 

Por  último,  en  dicho  art.  14  del  Reglamento  se  preceptúan 
prolijos  medios  de  fiscalización  para  que  no  se  defraude  el  im* 
puesto  por  este  concepto,  disponiéndose  que  las  Sociedades  que 
emitan  acciones  ú  obligaciones  deberán  presentarse  en  las  ofi- 
cinas liquidadoras  al  hacer  efectivos  los  capitales  representados 
por  aquéllas,  y  al  verificarse  la  amortización  total  ó  parcial  de 
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las  obligaciones  para  realizar  el  pago  de  los  derechos  corres- 
pondientes^ 7  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  administra- 
tivas qne  se  establecen  en  el  mismo,  serán  considerados  como 
defraudadores  los  representantes  legales  de  las  Sociedades  que 
lleven  á  efecto  aquellas  operaciones  sin  haber  pagado  previa- 
mente el  impuesto. 

Agustín  M.  Miqubl  Ibarg^en. 


Consulta  de  D.  José  Miranda.  Gara  de  la  parroqoia  de  Y^desoto,  f  respiesU 
de  los  ReyereDdfsinios  Padres  Maestros  del  Coomto  de  Sao  EsteliaB  de  S^ 
lamaQca,  OrdeQ  de  Predicadores,  sobre  contratos  de  guiados.  * 


CONCLUYE  LA  RESPUESTA. 

RESPÓNDESE    L    LA  DUDA    SOBRE    LA     SEGUNDA    ESPECIE 
DE  CONTRATOS  QUE  LLAMAN  DE  MEDIA  GANANCIA 

23.  Este  contrato  se  distingae,  como  lo  demaestra  sa  for* 
ma  y  nombre,  del  antecedente  en  qne  se  extiende  á  más,  ha- 
ciéndose cúmulo  del  capital  y  aumento  ó  frutos  de  él,  paraqae 
todo  su  valor,  sacado  el  precio  en  que  se  estimó  al  principio, 
se  reparta  por  mitad  entre  los  dos  contrayentes.  T  en  cuanto 
á  la  primera  parte  de  él,  Silyestro,  loe.  cit.,  q.  7,  resp.  1,  dice 
así:  <íSi  dans  det  accipienti  bobem  velvitulum  triendos  ai  annum 
siCf  qúoi  lunc  eis  venditts,  dans  aceipiat  suum  capitakf  et  /«- 
crum,  dividatur  est  lieitum  secundum  Árehid,  si  dans  refinetin 
se  periculum  fortunoRy  et  acetpiens  non  oiligetur  et  in  aiiqw 
supplere,  si  animalia  vendantur  minus  quam/uerant  empta, 
alias  capitale  esset  salvum  guod  non  liceL»  Lo  mismo  dice  San 
Bernardino,  Serm.  40,  art.  2,  cap.  1,  y  San  Antoníno,  loe.  cit,, 
núm;  41:  con  que  observándose  las  condiciones  de  que  la  pér- 
dida del  capital  ó  su  disminución  no  sea  por  cuenta  del  tene- 
dor, sino  en  caso  de  culpa  ó  dolo,  es  el  contrato  corriente. 

24.  Para  resolver  en  cuanto  á  la  segunda  parte,  ó  segundo 

*     Véanse  las  páginaR  677  del  tomo  an  terior  y  966  de  este  tomo. 
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modo  de  hacer  este  oontrato  con  vacas  de  cría,  qae  por  lo  más 
común  se  disminuye,  como  se  expone  en  la  consulta  n6m.  4 
7  signientes,  es  menester  primero  examinar  qué  fuerza  tiene 
la  eatimación  del  precio^  y  si  equivale  á  venta  ó  no.  San  Ber- 
nardino,  Serm.  cit.,  art.  1,  cap.  3,  casn  3,  y  San  Antonino^ 
núm.  40>  siguiendo  á  Baldo>  loe.  cit.,  q.  8,  dicen  que  la  esti- 
mación del  precio  no  es  venta.  Ángel,  núm.  8,  y  Silvestre,  que 
le  sigue,  q.  6,  respons.  5,  dicen  que  si  por  una  ú  otra  senten- 
oia  se  alegan  leyes  del  Dígesto,  en  que  se  fundan  una  y  otra, 
son  en  parte  verdaderas,  y  concuerdan  en  lo  más. 

Azor,  loe.  cit.,  q.  11;  Molina,  disp*  420,  y  Bonacina,  loe. 
x^it.,  núm.  6,  pretenden  reducir  estas  dos  sentencias  á  concor- 
dia, diciendo  que  si  la  estimación  del  precio  es  á  fin  de  que, 
aunque  perezca  el  capital  sin  culpa  del  tenedor,  éste  deba  pa- 
gar en  todo  evento  el  precio  en  que  se  estimó,  es  venta.  Pero 
si  la  estimación  del  precio  es  sólo  á  fin  de  que  el  tenedor  le 
-deba  restituir  en  caso  de  que  perezca  el  capital  por  dolo  ó  cul- 
pa suya,  en  tal  caso  no  es  venta,  y  el  peligro  casual  va  por 
cuenta  del  dador. 

25.  De  aquí  infiere  Bonacina,  que  en  caso  de  ser  venta,  será 
Qsora,  si  el  dador,  además  del  precio  del  capital,  lleva  parte 
de  la  ganancia  ó  cría;  y  en  caso  de  no  ser  venta,  dice  que  si  el 
capital  se  pierde  casualmente,  le  pierde  enteramente  el  dador, 
j  si  se  pierde  por  culpa  del  tenedor,  éste  debe  restituir,  no  el 
precio  en  que  se  estimó,  sino  el  que  valía  cuando  se  perdió, 
menos  que  se  haya  sacado  en  justo  pacto  lo  contrario;  y  con- 
forme á  esto  dice,  núm.  9:  ^UlíeriuspaíeiilliciUimviierisoeü' 
tatem  qua  titíus  traiii  Cayo  dúos  vacas  Aoc  focto  est  injtne 
Umpore  prescripti  lucntm  dividatur,  pretium  vero  illarum  tra- 
daium  iUio  justa  esUmaHonem  qwim  baca^  habehant  tempore  ira- 
diUonis,  Oloc.  tamen  limitay  ningravamina  mercede  justa  com- 
pénsenúur.» 

Esta  doctrina,  además  de  hacer  inútil  en  estos  contratos 
de  aparcería  la  estimación  del  capital,  podiendo  haber  excu- 
sado los  autores  disputar  sobre  lo  que  se  deba  practicar  cuan- 
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do  86  da  el  ganado  apreciado,  no  tanto  redace  á  concordia  laa 
do8  sentencias  referidas,  cnanto  las  impagna.  Para  cuja  d^ 
claración  es  menester  referir  lo  qne  dicen  unos  y  otros,  ano- 
qne  sea  con  alguna  prolijidad. 

26.  Baldo  dice  así:  í:  Octavo  qucero:  dedi  asinam  meam  i%  8$^ 
cidam  in  qfUnquenium,  ei  $st  ca/tsueíudo^  quod  injlne  q^unqmaíü 
dwidaniw  asina,  et  fcEtus,  vi  pecudes,  eí/rucíus  pecudum:  iníh 
rim  asina  ferit  naUiraliter:  nninquid  rustíeus  tenebitur  mhi  ai 
aliquid?  Dic,  quod  non:  qiUa  eodem  modo  esseí  periíwra  pones  wu, 
eíiam  si  fuerit  esíimata,  quia  in  contracHtus  non  ordinatis  ai 
domininm  trans/erendum,  esHmdtío  nonfaeit  omptionsm,  tt,  m 
leg,  eum  duobus  damna,  eto.;  ff.  locati  Ug.  3  et  koc  per  repulam 
Éradtíam;  Cf.  de  eontraend.  emp.  leg.  cum  manu  sata  §  neme,  sd 
quid  si  perit  casu  fortuito,  eui  resistí  non  posuü?  Textu  didt  in 
D.  3  damna,  quod  periculum  estcomune:  unde  si  asina  eratuü' 
mata  decem,  rusticus  tenebitur  mihi  quinqué  rejicers,  nam,  si 
mi  refleeret,  totum  damnum  meum  esset,  quod  est  contra  iUnm  tez- 
tum,  qui  dicit:  quod  damnum  est  comune;  et  sic  aliter  judieemu 
de  casu  fortuito,  et  aliter  de  casu  naturali;  si  intertenit  cul^ 
rusticiy  tenetur  emendare  totam  asinam]  quia  ante  tempus  soete- 
tatis  dividenda,  tota  asina  mea  est,  licet  estimata  fuerit  tradita^ 
San  Bernardino  y  San  Antonino  no  haoen  piás  que  traslidar 
esta  doctrina. 

27.  Silvestre,^  casi  trasladando  á  Ángel,  dice  así:  eQuin^ 
tum.  Si  vero  Aujusmodi  animalia  dentur  estimata,  et  sine  terru 
iaboranda,  periculum:  casus  fortuiti  est  commune.  leg.  eum  duo- 
bus damna  ff.  pro  sodo:  quia  es  tima  fio  in  hoc  casu  faeit  emptio- 
nem  kg,  estímala  ff.  solemni  matrimon.  et  sic  dominium  proparU 
remanet  apud  tradentem,  et  etiam  pro  alia  parte  ratione  comm»- 
nioniSf  in  illum,  cui  communicatur,  etiam  sine  traditúme  tranr- 
fertur,  leg.  I,  §  in  socieíaie,  S.  pro  socio:  et  perinde  est,  ac  si 
dans  mutua  et  pratium  societatis  socio  ul  ipse  posuisset  aliam 
medietatem,  et  communiter  ab  ipsis  res  esset  empta,  etsie  ins9- 
eietate  possita:  unde  quilibet  tenetur  pro  dimidio,  nisi  culpa,  vel 
dolo  alterius  eveniret,  quo  casu  esse  solus  culpabilis  dicto  §  dam- 
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nay  eí  ita  tenent  mulH^  máxime  Anffelus,  quoi  tam$n  aliqui  (loa 
referidos  con  Baldo)  limitant  depericulo  fortuito;  non  auiem  de 
naturali;  sed  est  solius  dantís:  quia  etiam  apud  mm  eratperi- 
tura.  Quod  ideo  dioAt:  quia  eredií  estimaúionem  hoc  easu  non  fa- 
cere  emptionem,  in  quam^  venditionem^  quod  tamen  est  falsum  ut 
patee  in  leg,  3,  ff.  haaHy  unde  cum  hoc  casu  meliora  menta  na- 
twralia  communicentur  leg,  si  ñ  fuerint  ff.  pro  socioy  combenit 
etiam  naturalia  pencula  dividí:  sed  tamen  hoc  limita  veram^ 
nisi  aliud  sit  convenium  exprese  (de  esta  suerte  explica  la  sen- 
tencia contraria),  et  sio  inteUigitur  %  nemo  in  Ug.  cum  manu  sata 
ff.  de  contrahend.  empt.  ul  nisi  aliud  sit  de  consuetudine^  quia 
inteUigitur  actum  quod  est  consuetum:  ünde  si  pactum  sit  quod 
periculum  capitalis  non  sit  communenon  erit  liciius  contractus, 
nisi  isqui  allediatur  in  uno  y  in  alio  equimlenti  graveiur.  Leg. 
secundum  naturam.  ff.  de  re  judie. 

28.     Si  se  reflexiona  esta  doctrina  de  anos  y  otros  clara- 
mente se  ve,  qne,  aunque  son  opQestas  la^  sentencias  en  el 
modo  de  hablar,  es  muy  poco  lo  que  en  la  realidad  se  distin- 
guen.  Convienen  unos  y  otros,  lo  primero  en  que  si  perece  el 
capital  por  culpa  ó  dolo  de  uno  de  los  compañeros,  de  éste  sólo 
es  todo  el  daño.  Convienen  lo  segundo,  en  que  si  perece  el  ca- 
.  pital  por  casualidad  inculpable,  el  daño  es  coman,  de  tal 
fluerte,  que  debe  el  tenedor  restituir  al  dador  la  mitad  del 
precio  en  que  se  estimó;  y  de  esta  suerte  se  conforman  unos 
y  otros  con  la  resolución  del  referido  §  damna^  que  dice  así: 
«Damna,  qusB  imprudentibus  (soilicet  ignorantibus,  sea  pro- 
videre  non  potentibus)  accidant,  hoc  est,  damna  fataiia,  so- 
ciis  non  cogentur  prsBStare,  ideoque  sí  pecus  est  matum  datum 
est,  et  in  latrocinio,  aut  incendio  periit,  comune  dfimna  tune 
est;  si  nihil  calpa  aut  dolo  acciderit  ejus,  qui  estimatum  pecas 
accepit,  quod  si  á  furibus  (de  quienes  se  debía  precaver)  sub* 
reptum  sit,  proprium  ejus  detrimentum  est:  quia  custodiam 
proBstare  debuit,  qui  estimatum  accepit:  hsBC  vera  sunt  et  pro- 
socio erit  actio,  si  modo,  socíetatís  contrahend»  cansa,  pas* 
cenda  data  sunt,  quamvis  estímaia.» 
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Convienea  lo  tercero^  en  qae  la  e^mación  del  precio  no  es 
yenta  en  el  sentido  gne  la  entendieron  Azor  y  los  demás  cita- 
dos» núm.  24,  esto  es,  qne  en  este  caso  no  hay  venta  por  la 
cnal  el  dador  traslada  todo  el  dominio  de  la  vaca  apreciada  al 
recipiente;  paes  unos  y  otros  convienen  en  que  todavía  se  com- 
padece con  la  estimación  del  precio  el  contrato  de  eompañia  y 
comanicación  de  daños  y  ganancias,  como  consta  del  referí- 
do  §  damna. 

29.  La  distinción,  si  alguna  hay,  consiste  en  qne  Ángel  y 
Sivestro  dicen  que  es  otro  género  de  venta  que  hace  el  dador, 
no  al  tenedor,  sino  al  común  ó  compañía  de  los  dos,  qne  es 
otra  tercera  persona  ficta,  cuya  parte  ó  miembro  es  también  el 
dador;  y  viene  á  ser  virtnaltnente  lo  mismo  que  si  con  dinero 
de  los  dos,  poniendo  cada  cual  la  mitad  del  precio,  ó  por  mejor 
decir,  poniendo  el  dador  por  su  parte  la  mitad  del  precio  y 
prestando  al  otro  recipiente  la  otra  mitad,  con  todo  esto  junto 
se  comprase  en  nombre  de  los  dos  á  otro  extraño  una  vaca,  la 
cual  se  había  de  tener  á  aparcería.  Y  en  este  sentido  viene  á 
tener  este  contrato  alguna  ó  mucha  similitud  con  el  otro  que 
llaman  de  fnedio  i  medio,  de  que  se  hablará  después. 

30.  Esta  doctrina  no  la  niega,  por  lo  menos  expresamente,. 
Baldo,  como  se  ve,  sino-la  otra  venta  entre  personas  particul&< 
res.  Aunque  por  cuanto  dice  que  en  caso  de  pérdida,  ó  muerte 
natural,  del  capital,  no  debe  ser  el  daño  común  (como  quiere 
Ángel  y  Silvestre),  sino  sólo  del  dador,  parece  que  niega  auu 
esta  venta  ó  por  lo  menos  no  la  conoció.  Y  así  pasaron  Sed 
Bornardino  y  San  Antoníno.  Mas  la  doctrina  de  Ángel  y  Sil- 
vestre parece  más  fundada.  Lo  uno,  porque  en  la  comunica» 
ción  de  bienes  que  se  hace  en  el  contrato  de  compañía,  annque 
no  sea  en  forma  expresa  de  compra  y  venta^  no  obstante  que  vir- 
tualmente  equivalga  ó  pueda  equivaler  y  tener  el  efecto  de 
ella.  Consta  de  la  ley  1.^  in  soeieiate  ff.  fro  socio ^  cuya  decisión 
es:  «i»  soeietate  omnium  bonorum  omnes  res^  qua  cocwníium  nní^ 
coiítínuo  comunicantur,»  Y  se  añade  en  la  ley  2.*  la  razón:  «jvta 
lieeí  specialUer  traditio  non  iniervmiat,  tadU  tamen  videiur  ¿ai* 
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¿ervenire»;  y  asimismo  la  glosa:  ^quia  guod  sno  nomine  possi- 
debatj  nomine  eammuni  videatUTy  incipere  poseidere,  et  sií  posse- 
sio  aequirüur  in  comuniet  daminiím.»  De  suerte^  que  la  vaca 
qae  era  antes  priYativamenie  del  dador,  puesta  en  aparcería, 
estimando  el  precio  de  ella,  ya  es  igaalmente  de  los  dos.  Lo 
otro,  por  lo  mismo  qne  conñesa  Baldo  que  la  pérdida  casual  es 
daño  de  los  dos;  porque  si  de  ningún  modo  hubiera  venta  6 
efecto  de  ella,  sino  que  el  dador  quedase  siempre  con  el  mismo 
dominio  privativo  que  tenia  antes  sobre  el  capital,  de  la  mis- 
ma suerte  había  de  correr  por  su  cuenta  el  peligro  casual  y  el 
natural. 

T  así  en  la  edición  de  las  obras  de  Baldo  en.  León,  año 
do  1539,  se  puso  á  la  margen  del  lugar  citado  esta  nota:  <cinter 
caeumforMPum^  etcasum  mortis,  non  reperitrdiferentuB  ratío- 
nem,  licei  BaMus  hic,  et  in  lege  enm  dnobus  %Hineo  eunda  fí. 
.  eodem  faeit  istam  diferentiam^  v/nde forte  verior  est  opinio^  quam 
ipse  indistinto  ponit  in  leg.  eipascenda  subp.  de  paetie,» 

Sobre  esta  ley  eipaecenda,  dice  Baldo  así:  «iguoerithic  Pe- 
trus  ponamuSj  qnod  vos  estimatns  datus  est  rustico  in  Soecidamy 
easu  fortuito  perit  vos,  eujus  est  perieulum?  Didt  ipse  quod  est 
commuhe  perieulum:  unde  rustieus  tenetur  emendare  Bomno  me- 
dietatem  extimationis^  ut  ff.  pro  socio  leg,  cum  duobus  §  si  autem 
non  fuit  estimatusj  totum  perieulum  est  Domini,  Hotc  sunt  vera^ 
nisi  Pastor  fuiséetin  culpa:  quid  tune  totum  perieulum  est  Pas- 
toris  seeundum  Petrum:  Conclude  tres  casus:  interdum  totum 
perieulum  est  Pastoris  ratione  culpa:  interdum  totum  domini 
ratione  retenti  dominii  (nótese  esto)  rei  inestimatíz:  quia  perit 
casu  fortuito:  interdum  commune  perieulum  ratione  estimationis: 
sed  opponitur:  ipsa  estíñnatio  fecit  emptionem:  totum  perieulum 
est  PastoriSy  ut  leg.  necesar  de  peric,  et  commod.  rei  venditx. 
Jiespondeoy  quod  illa  estimatío  non  faeit  emptionem,  quod  ex  se 
apparet:  quia  fructus  boHs  debent  esse  communes:  nam,  si  esset 
emptiCy  essent  solius  emptoris:  unde  adest,  quod  estimatiOy  inqua 
tota  utilitas  non  pertinet  ad  reeipientem ,  non  faeit  proprie 
emptionem,  Et  hic  notoHtur  dietus  §  damna,»  De  esto  último  se 
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convence  que  la  venta  qne  niega  Baldo  es  aqaella  en  qne  el 
dador  traslada  enteramente  el  dominio  al  recipiente,  pero  no 
niega  que  la  estimación  del  precio  haga  qae  la  pérdida  sea  en 
daño  común,  como  consta  de  aquellas  palabras :.<s:mfer¿iíiii  eiOM- 
mune  periculum  ratíone  esUmationig,»  Sin  qae  haga  también 
qae  el  dominio  sea  común,  qae  virtaalmente  es  equivaler  al 
contrato  de  compra  j  venta  en  la  forma  explicada  con  doctri- 
na de  Ángel  y  Silvestre. 

31.  De  aquí  se  infiere  contra  la  opinión  de  Bonacina:  prime- 
ro, que  aunque  la  estimación  del  precio  tenga  virtual  equiva- 
lencia ó  efecto  de  venta,  no  por  eso  es  usura  que  el  dador  par- 
ticipe de  la  ganacia;  seríalo  si  fuese  venta  de  persona  á  perso- 
na, trasladándose  todo  el  dominio  de  una  á  otra,  pero  oo 
siendo  venta  en  el  modo  explicado,  esto  es,  haciéndose  la 
venta  de  modo  que  el  comprador  sea  el  común  ó  compañía, 
cuya  parte  es  el  dador  que,  por  tanto,  queda  con  parte  de! 
dominio;  y  si  ^davía  pareciese  que  el  contrato  hecho  en 
esta  forma  no  es  venta,  quedaremos  en  cuestión  de  nomire^ 
que  importa  poco  con  tal  que  el  daño  que  inculpablemente 
acaeciere  sea  común,  según  la  decisión  del  referido  §  damna^ 
y,  por  consiguiente,  sea  también  el  dominio  común:  y  se- 
gundo, que  el  dador  tiene  derecho  á  cobrar,  ante  toda  re- 
partición, el  precio  en  que  se  estimó  el  capital  (habiendo  de 
qué),  y  no  aquél  solo  que  valía  cuando  pereció,' porque  el  den* 
dor  de  este  precio  es  el  común;  y  así,  habiendo  en  este  bastan- 
te para  pagar,  lo  debe  hacer.  Estimóse  la  vaca  en  veinte  du- 
cados, V.  g.,  lo  que  en  fuerza  de  lo  dicho  es  lo  mismo  que  ha- 
ber puesto  el  dador  diez  y  el  tenedor  otros  diez,  que  recibió 
prestados  del  dador.  Pues  antes  de  la  repartición  á  nadie  se 
hace  injuria  sacando  cada  qno  sus  diez  ducados  y  restituyen- 
do después  el  tenedor  al  dador  los  diez  que  recibió  prestados 
de  él,  y  así  se  verifica  que  justamente  saca  el  dador  antes  de 
partir  los  veinte  ducados  en  que  se  apreció  la  vaca,  ó  al  equi- 
valente de  ellos. 

Sólo  puede  tener  verdad  la  doctrina  de  Bonacina  en  oaso 
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de  qae  se  pierda  el  capital.por  calpa  del  tenedor,  que  entonces 
debe  éste  restitair  al  cománi  no  el  precio  en  que  se  estimó  la 
Taca,  sino  el  que  valía  (faese  más  ó  menos)  al  tiempo  en  qae 
Be  perdías.  Pero  despnés  de  reintegrado  el  común  en  esta  pérdi- 
da, siempre  queda  la  obligación  de  qae  del  mismo  común  co- 
bre el  dador  el  precio  en  que  al  principio  se  estimó  la  Vaca. 

32.  Pero  resta  averiguar  ^e  qué  manera  han  de  ser  los  dos 
i^ompañeros  participantes  del  daño,  ó  si  en  cualquiera  even- 
to en  que,  por  casualidad  ó  naturalmente,  perezca  el  capi- 
tal, se  deba  repartir  el  daño,  de  suerte  que  nunca  sea  todo 
para  el  dador,  porque  esto  parece  que  se  infiere  de  la  doctrina 
dada,  y  en  la  Consulta  no  se  dice  si  se  practica  así;  y  antes 
bien,  dicióndose  en  el  núm.  13  que  én  el  primer  modo  de  cele- 
tirar  este  contrato  (esto  es,  cuando  se  dan  bueyes  ó  vacas,  no 
para  criar,  sino  para  que  mejoradas  en  sí  mismas  y  vendidas 
«o  reparta  la  ganancia),  queda  el  peligro  á  cuenta  del  dador,  lo 
que  debe  ser  así,  como  «e  ha  resuelto  arriba,  núm.  23;  y  no 
diciéndose  en  el  núm.  14  y  siguientes  de  la  Consulta  que  su. 
•cede  lo  contrario  cuando  se  dan  en  este  segundo  modo  de 
contrato  vacas  apreciadas  para  criar,  puede  suceder  también 
que  el  peligro  de  ellas  (si  acaso  mueren  sin  dejar  crías)  corra 
únicamente  por  cuenta  del  dador,  mayormente  asentándose 
en  el  núm.  17  de  la  Consulta,  que  el  que  las  dio  siempre  que^ 
da  dueño  de  ellas. 

33.  A  esto  se  dice:  lo  primero,  que  en  doctrina  de  Sílvestro 
68  así,  que  en  este  segundo  modo  de  contrato  nunca  está  á  pe- 
ligro del  dador  todo  el  daño  que  se  puede  padecer  por  pérdida 
del  capital  sin  que  deje  crías  de  que  se  pueda  reintegrar,  sino 
solamente  por  mitad;  y  así  concluye  la  doctrina  referida  nú- 
mero 27:  «Sed  adverUf  quod  infine  societaiis  opportet  socium  sol- 
veré  danti  medieiatem  dati  animalisy  quia  iüafuii  mutuata,»  Y 
«i  los  contratos  se  hacen  en  esta  forma ,  fácilmente  se  deduce 
lo  que  se  debe  practicar  en  los  casos  siguientes: 

Lo  primero,  puede  perecer  el  capital  por  calpa  del  tenedor; 
y  esto  puede  suceder,  ó  quedando  efectos  con  que  se  pueda 
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reintegrar,  6  no  quedando:  en  nno  y  otro  caso  debe  restituir 
el  tenedor,  no  el  precio  en  qne  se  estimó  al  principio,  sino 
aquello  qne  valía  al  tiempo  en  qne  pereció,  como  qneda  dicho 
al  fin  del  núm.  31.  Hecha  esta  restitución  inmediatamente  al 
común  y  no  al  dador,  se  debe  hacer  de  la  cantidad  restituida  y 
efectos  del  capital,  si  han  quedado,  un  cámulo,  y  ¿ste,  ó  no- 
alcanza  todavía  el  precio  en  que  so  estimó  al  principio  el  capi- 
tal, ó  alcanza  y  no  sobra,  ó  sobra.  En  el  primer  caso,  al  tiempo- 
de  deshacer  la  compañía,  después  de  haber  sacado  el  dador 
lo  que  hay,  de  lo  que  falta  deberá  todavía  el  tenedor  dar  li 
mitad,  y  la  otra  mitad  la  perderá  el  dador,  ^n  el  segundo,  se 
llevará  todo  lo  que  hay  el  dador  y  nada  el  tenedor.  En  el  ter» 
cero,  se  repartirá  lo  que  sobre  de  ganancia. 

Lo  segundo,  si  perece  natural  ó  casualmente  el  capital,  y 
no  quedan  efectos  de  que  se  pueda  sacar  el  precio  en  que  so^ 
estimó,  ó  aunque  queden  no  son  bastantes,  deberá  el  tenedor 
restituir  la  mitad  del  precio,  ó  la  mitad  de  lo  que  &lta  para 
su  cumplimiento,  al  dador,  quien  perderá  la  otra  mitad;  si 
quedan  los  efectos  precisos  y  no  vale  más  que  el  precio  eo  qo^ 
se  estimó  el  capital,  se  los  llevará  todos  el  dador,  y  solamente- 
cuándo  sobra,  habrá  ganancia  que  repartir.  Y  nada  de  esto  se 
opone  á  la  constitución  de  Sixto  Y  referida,  núm.  2,  pues  aqué- 
lla habla  en  términos  de  quedar  enteramente  salvo  el  capital 
en  todo  evento',  aunque  no  queden  frutos  do  él,  y  aquí  no  es. 
así. 

34.  La  duda  que  de  esta  doctrina  podría  resultar,  por  cuan- 
to el  tenedor,  además  de  estar  á  su  riesgo  la  mitad  del  capital, 
^one  también  la  custodia  y  sustento  de  él  y  de  las  crías,  está 
precavida  con  lo  que  se  dice  en  la  Consulta  números  2  y  3,  con- 
forme á  la  doctrina  que  inmediatamente  á  la  referida,  núm.ST^ 
da  Silvestre,  casi  trasladada  de  Ángel,  loe.  cit.,  núm.  9,  donde 
dice  así:  «Sed  in  hoc  casu  iiligéi/íHvB  aitertenium  est.  Nam  paMf 
quilidetsociorum  poneré  tantum  respectu  anifnalium  jtue  estimaU 
íradita  sunt^  sed  rustícus  socius  plus  p<mU  respecíu  operam  esí 
ti  custodia:  non  videtur  guod/rucius  permedium  sartíri  deieai. 
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ét  dé  hoe  alios  dúbitare  tidi,  et  ideo  putare%t  arhUrio  iani  tiri 
canvenire,  ut  (xquaUtas  ¿ertelur.  Qiuod  rí  Mu  custodia  anima- 
liwny  qítam  ptmit  rustícus  sUy  aui  fieri  potestper  pupilos^  aut 
minoriSf  qnorwn  opera  non  sunt  in  magna  estimatíone  (lierí  ali- 
fuce  Hné  in  pnieris  operáí,  ut  leg.  fin.  íf.  de  lid$raU  eanM)^  et 
tanc  si  qnam  aliam  utiUMém  éx  animaliius  pereipH  socius  rus- 
tíens  quam  alius...  qux  vero  simüiter  oum  opera  pastoris  eom- 
pensari  possit^  tune  isU  fructus  in  foro  c&nscieníioí  xquaiiier 
partiré  possunt.» 

35.  Díceae  lo  segandOi  qae^  annqne  Silvestro  iio  da  más 
doctrina  que  ¿ata,  de  ella  se  infiere  qne  se  puede  concebir  el 
contrato  de  forma  qae,  en  caso  de  perecer  natnral  ó  casnal- 
mente  el  capital,  sin  quedar  efectos  ó  no  quedando  bastan- 
tes para  igualar  el  precio  en  que  se  estimó,  sea  todo  el  daño 
del  dador,  sin  que  le  deba  restituir  cosa  alguna  el  tenedor; 
porque,  asentado  que  la  estimación  del  precio  es  yenta  que 
hace  el  dador  al  común,  así  como  se  debe  hacer  en  nombre  del 
común  la  compra  con  dinero  de  loa  dos,  parteque  pone  el  da- 
dor y  parte  que  éste  presta  al  tenedor,  así  también  se  puede 
hacer  con  dinero  que  todo  lo  ponga  el  dador  en  recompensa  de 
la  industria,  expensas  y  trabajo  del  tenedor:  como  en  el  caso  en 
que,  no  teniendo  yacas  ninguno  de  los  dos  y  queriendo  hacer 
aparcería,  el  dador  pusiese  cincuenta  ducados  á  su  riesgo  y  el 
tenedor  hubiese  de  comprar  con  ellos  dos  yacas  á  otro  extraño 
y  mantenerlas  á  aparcería:  á  esto  puede  equiyaler  la  estima- 
ción del  precio.  Y  es  el  ejemplo  claro  en  dos  comerciantes 
Y.  gr.,  en  sedas  que  hagan  contrato  de  compañía,  habiendo  de 
poner  uno  la  industria  solamente  y  el  otro  mil  ducados:  en  este 
caso,  lo  mismo  sería  poner  los  mil  ducados  en  dinero,  que  en 
sedas  que  lo  yaliesen,  y  de  la  misma  suerte  quedarían  á  ries- 
go del  dador  puestos  en  géneros,  que  puestos  en  ser.  Lo  mis- 
mo puede  suceder  en  nuestro  caso,  suponiendo,  como  se  debe 
suponer,  que  las  yacas  no  se  aprecian,  ni  siryen  de  capital  en 
cuanto  á  su  ser  material,  sino  en  cuanto  son  fecundas,  confor- 
me á  lo  dicho,  números  11,  16,  17  y  19.  El  contrato  de  esta 
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formEy  siempre  qne  al  tiempo  de  deshacer  la  compañía  haya 
efectos  de  que  sacar  el  precio,  en  qae  se  estimó  el  capital,  se 
deberá  sacar  antes  de  repartir  las  ganancias;  y  si  no  queda- 
sen, habiendo  perecido  natural  6  casnalmente,  se  qnedará  el 
dador  sin  él,  si  falta  todo  6  sin  la  parto  que  faltase,  como  se 
practica  en  los  demás  contratos  de  compañía,  sobre  lo  qne  se 
puede  Ter  lo  dicho  por  Cayetano  in  sum.  v&ri,  societas^  y  si  hu- 
biese pérdida  por  cnlpa  del  tonedor,  éste  deberá  satisfiacer  el 
importe  al  dador.  No  parece  qne  pneda  haber  otro  modo  más 
que  los  dos  dichos  para  hacer  este  contrato;  y  cuál  de  los  dos 
sea  adapteble  á  la  materia  presente,  lo  dirá  la  práctica  y  el  jui- 
cio en  que  estén  los  contrayentes. 

BBSPÓNDRSB  X  LOS  DOS    ÚLTIMOS  00NTBA.T08 

36.  De  la  doctrina  que  se  acaba  de  referir,  núm.  34,  cons- 
ta la  justificación  de  la  tercera  especie  de  aparcería,  que  lla- 
man de  medio  i  mediOy  mayormente  porque,  aunque  es  más  cos- 
toso el  cuidado  y  trabajo  de  mantener  las  yacas  en  los  parajes 
donde  se  practica  este  contrato,  son  tembién  de  mucha  mayor 
estimación,  como  se  expresa  en  el  núm.  8  de  la  Consulta,  las 
utilidades  de  la  leche,  y  que  por  esta  razón  parece  que  sería 
suficiente  el  salario  de  un  pastor,  si  por  los  dos  se  alquilase.  Y 
añádense  las  mayores  libertedes  que  se  refieren,  núm.  19,  á  ñi- 
vor  del  tenedor  que  ellos  estiman  y  procuran  sacar  y  mante- 
ner, parece  que  todo  su  trabajo  y  cuidado  queda  bastantemen- 
te recompensado.  Y  así  es  razón  que,  siendo  el  capital  por  igua- 
les partes  de  los  dos,  se  repartan  con  la  misma  igualdad  los 
frutos  de  él. 

37.  La  misma  doctrina  se  debe  tener  presente  para  el  últi- 
mo contrato,  pero  con  advertencia  de  que,  aunque  sea  de  tan 
poco  costo  el  cuidado  de  la  yegua,  no  por  eso  es  indigno  de  toda 
estimación,  sino  que  merece  algunas,  aunque  cortes,  conforme 
á  la  referida  ley  última  de  lii.  caus.  Y  así  es  menester  ver  si  el 
tonedor  de  la  yegua  percibe  alguna,  aunque  corte,  utilidad  del 
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1280  de  ella.  Si  la  percibe,  puede  pasar  el  contrato,  que  ya  tie- 
ne introducido  la  coatnmbre.  Pero^  si  ninguna,  aunque  cortí- 
sima, utilidad  percibe,  ó  la  que  se  dice  en  el  núm.  7  de  la  Con* 
salta,  que  percibe,  no  es  suficiente  recompensa  del  trabajo  de 
cuidarla,  debe  el  comprador  de  la  mitad  de  la  yegua  pagar  á 
SQ  compañero  lo  que  á  arbitrio  de  prácticos  se  juzgase  que  me* 
rece  por  su  trabajo  el  tenedor.  «6i  este  contrato  se  hace  regu- 
larmente entre  personas  á  quienes  no  hay  motivo  de  presumir 
que  les  constriñe  necesidad,  podrá  aplicarse  con  lo  que  queda 
dicho  arriba  en  la  primera  regla  lo  que  se  dyo  en  la  tercera. 

Este  es  nuestro  sentir,  saWo  meliori,  en  este  Gonyento  de 
Sam  Esteban  de  Salamanca,  Orden  de  Predicadores,  á  8  de  Ju- 
niodel741. 

por  Ift  f  ppU» 

3.   D.   BE  R. 

Llanes:  Enero  de  188B. 


ARANCEL 

DÉLOS 

HONOiLiltiOS  QUE  DEYEMAN  LOS  RIGISTRÍDOKES  fiS  lA  PKOPIffllÜI 


MANIFESTACIONES  DE  LOS  ASIENTOS.  CERTIHCACIONES 

Y  mCA  DE  ArECEDEMTES 


MANIFESTACIÓN 
Número  B.^ 


Por  la  manifesUcíón  del  Registro,  por  cada  finca  coyo  valor  no 

llegue  A  400  pesetas 0,t3 

De  400  pesetas  á  meóos  de  500 0,50 

SOOÓ  mAs,  sea  caalqoiera  su  valor I 

Tiene  por  base  exclasívamente  la  finca,  sea  caalqaiera  el 
n&mero  de  las  inscripciones  ó  cargas  qae  sobre  ella  graviten, 
7  el  de  los  Begistros  que  sigaiendo  las  inscripciones  del  pro- 
pio número  dnplicaioy  tríplieadOf  etc.,  se  hubieren  abierto  en 
los  libros.  Tampoco  se  tiene  en  cuenta  los  diferentes  dueños  i 
quien  pertenezca  ó  personas  interesadas  en  ellas  y  en  las 
cargas. 


*     VéMise  1m  páginas  891  y  A88  d«  este  tomo. 
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Los  honorarios  soa  por  cada  finca. 

No  obstante,  si  varias  fincas  están  comprendidas  en  el 
cinismo  asiento  en  la  antigaa  Contaduría^  se  consideran  como 
«ina  sola.  Así  se  resolvió.  (Besolaciones  de  4  y  6  de  Agosto 
^de  1863  y  22  de  Agosto  de  1865.) 

También  por  analogía  creemos  aplicable  este  número,  aun* 
•que  se  limita  á  finca,  al  caso  de  manifestación  de  nn  derecho 
Teal  ó  asiento  antígoo  general  y  no  designe  fincas,  y  sin  em- 
-bargo,  pueda  interesar  á  los  particulares  conocer  6  investigar. 


CERTIFICACIONES  LITERALES 


Número  9.o 


Por  la  primera  página  de  las  certificaciones  literales  se  eobrarán  los 
ibonoraríos  correspondientes,  según  la  siguiente  escala: 

PeMtM. 

^i  en  todo  ó  en  su  mayor  parle  se  refiere  á  finca  ó  lincas,  dere- 
cho ó  derechos  que  valgan  menos  de  400  pesetas •  •  0,60 

De  400  á  menos  de  600 4 

600,  sea  cuali^niera  su  valor « t 


Húmero  10. 

Por  las  demás  páginas  que  comprendan  las  certificaciones  se  cobrarán 
4a  mitad  de  los  honorarios  consignados  en  el  número  precedente. 


Son  precisos  y  terminantes. 

Gomo  la  certificación  puede  interesarse  de  los  asientos  y 
^cargas  de  una  finca,  ya  de  los  asientos  y  cargas  de  un  derecho, 
los  tipos  de  la  escala  se  aplican  según  se  trate  de  uno  ú  otro, 
-«orno  expresamos  más  detalladamente  en  el  siguiente  número. 

Se  presta,  en  las  certificaciones  literales,  un  trabajo  pura- 
>snente  material,  y  éste  es  el  que  se  retribuye^  por  lo  que  ezce- 
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dieodo  de  500  pesetas  el  valor  de  la  finca  6  derecho  de  qae  se^ 
t^ata,  se  devenga  sólo  ana  cantidad  igaal  de  2  pesetas,  qae  en. 
eltipo  señalado  por  el  anttgao  Arancel. 
Lo  consideramos  eqaitatÍTO. 


CERTinCACIONES  EN  RELACIÓN 

Número  11. 
Por  cada  asiento  de  qae  se  expida  certificación  en  relación: 


Si  se  refiere  á  finca  ó  derecho  qne  valga  menos  de  60  pesetas. .  0,25 

Si  vale  de  50  á  menos  de  400 0,40 

400         »  300 0,70 

300         »  60a. 4 

500         »        t.5ü0 4,S0 

S.500  ó  más,  eoalqniera  qne  sea  sa  valor S 

La  relación  de  cada  asiento  en  ana  misiíia  eertificación  no  se  cobcari 
más  qae  una  vez,  aun  cnando  se  refiera  á  varias  fincas. 


Se  contrae  á  fincas  y  también  á  derecho  con  separación^ 
pnes  qoe  de  anas  y  otro  cabe  pedir  ó  reclamar  la  certificacióD. 

Entendido  asíy  se  evitan  dadas  qae  por  de  pronto  ha  de 
sascitarlas  este  número  á  algano. 

Dejtnca. — Los  asientos  de  qae  se  certifique,  paeden  ser  d» 
dominio  de  la  misma,  de  hipoteca  ó  gravamen.  Por  cada  una 
se  cobran  las  cantidades  señaladas,  según  el  valor  de  la  finca, 
aanqae  la  carga  sea  de  otro  menor. 

J)é  derecho  real.-^Iiem,  id.  Paes  pedida  la  certificaoióD 
del  dominio  y  cargas  qae  se  refieran  ó  graviten  sobre  un  cen* 
so,  an  crédito  hipotecario,  etc.,  los  asientos  respectivos^  pae- 
den ser  también  de  transmisión,  de  anotación,  hipoteca  ú  otro 
gravamen  impaésto  sobre  el  censo  principal  de  qae  se  trata  y 
de  distinta  cantidad. 
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Por  cada  ono  se  percibe  la  coota  fijada^  según  el  yalor  de> 
derecho.  % 

Por  tantOy  el  asiento  en  relación  comprensiyo  de  nn  grava- 
men, qne  es  de  50  pesetas  cnando  la  finca  ó  fincas  Talen  más 
de  500  pesetas  sin  exceder  de  2.500^  devenga^  no  40  céntimos, 
sino  1,50  pesetas,  atendido  el  yalor  de  la  finca  de  que  se  trata 
y  en  armonía  con  la  jarispradencia  de  la  Dirección.  (Resoln  - 
ción  de  16  de  Marzo  de  1881.) 

Se  sienta  en  ésta  la  doctrina  de  qne  tratándose  de  certi- 
ficación de  libertad  de  ana  fincaí  sirve  de  tipo  el  valor  de- 
¿sta,  annqne  él  gravamen  sea  de  la  menor  cuantía  (50  pe- 
setas). 

Según  el  último  párrafo  de  este  número^  la  relacióh  de  cada 
asiento  en  nna  misma  certificación  no  se  cobrará  más  qne  nna 
veZ|  aun  cnando  se  refiera  á  varias  fincas. 

¿Quiere  esto  decir  qne  cuando  20  ó  30  fincas  resaltan  afee  - 
tas  al  mismo  censo  ó  gravamen  hipotecario,  relacionada  la  car- 
ga,  se  percibirán  los  honorarios  como  si  se  tratase  no  más 
qaede  ana  finca?  Nos  parecería  injusto»  y  en  caaos  dados  ven* 
dría  á  resultar  que  por  la  manifestación  simple  se  devengarían 
20  ó  90  pesetas,  mientras  que  por  la  certificación  sólo  1,50  pe- 
setas, contrayendo  responsabilidad  el  Registrador,  y  en  la  ma* 
nifestación  no. 

■ 

Esto  sería  un  absurdo. 

Por  ello  creemos  que  este  precepto  es  aplicable  al  caso  en 
que  están  gravadas  varias  fincas  y  comprendidas  en  el  mismo 
asiento. 

En  rigor,  el  asiento  aquí  examinado  y  existente,  es  uno: 
que  no  haría  más  qne  reproducirse  en  la  certiftcación,  si  se 
Tan  exponiendo  sucesivamente  y  con  separación  ordenada 
cada  una  de  las  fincas.  (Resoluciones  de  4y  6  de  Agosto  do  1863 
y  22  de  Agosto  de  1865.) 

Esto  es  lo  que  la  ley  quiere  evitar,  el  que  por  esa  reproduc- 
ción se  vuelvan  á  devengar  honorarios.  T  no  tiene  lugar  cuan* 
do  cada  finca  cuenta  su  inscripción  ó  asiento  especial  del  gra- 
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yameDy  aunque  sea  el  mismo,  porque  eutouces  son  distintos 
asientos.  Así  conyiene  la^arisprudencia  del  Centro. 

En  ona  palabra,  esto  es  aplicable  al  Registro  antiguo  y  no 
al  moderno. 

¿Por  qué  esta  escala  no  contiene  otros  tipos  superiores  aeo* 
modándose  á  la  del  núm.  13?  Véase  lo  que  más  adelante  expo^ 

nomos. 

« 

NEGATIVAS 


Número  12. 

Guando  las  certificaciones  deban  contener  expresión  6  referencia  de 
no  existir  asiento  ninguno  ó  asiento  de  clase  determinada  respecio  de  fiíK 
cas  ó  derechos  reales,  se  cobrará: 


Por  le  referente  ó  cada  finca  ó  derecho  que  valga  menos  de 

50  pesetas O^lli 

De        6a  á  menos  de  400 0,^ 

400         »  300... 0,35 

300         »  600 0,50 

500         »       t.500 0,75 

2.500  ó  más,  cualquiera  que  sea  su  valor 4 


áCaándo  no  debe  contener  la  certificación»  expresión  ó  re- 
ferencia de  no  existir  asiento  alguno  ó  de  clase  determi- 
nada? 

Caando  se  pida  relación  de  gravámenes  de  todas  clases  ó 
Tarios,  y  la  qne  se  libre  sea  afirmativaí  pnes  sólo  debe  perci- 
birse lo  correspondiente  á  cada  asiento  de  gravamen  incluido. 
Así  se  resolvió.  (Besolndón  de  28  de  Septiembre  de  1882.) 

Sise  pide  de  asientos  determinados^  y  los  hay  de  ona  dase 
y  de  otra  no^  puede  apuntarse  la  referencia  negativa  de  los  de 
la  última. 

¿Es  acomodada  y  proporcional  esta  escala,  cuando  citindo- 
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se  el  tomo  y  folio  de  la  finca  no  se  comprenden  asientos  en  la 
certificación  por  no  resaltar  graTámenes  pedidos? 

¿Por  qué  ¿sta  y  la  anterior  del  núm.  11  no  llevan  otros  es* 
calones,  marcando  saperiores  tipos  como  la  escala  del  nfime-^ 
ro  13?  Véase  lo  qne  decimos  al  tratar  de  este  número,  y  en  ge* 
neral  de  las  certificaciones. 


BUSCAS 

Número  13. 

Por  la  basca  en  el  antigao  ó  naevo  Registro  para  hacer  la  manifeata- 
tíón,  ¿bando  no  se  determina  el  folio  y  libro  en  qae  se  halla  la  finca,  6 
para  expedir  las  certificaciones  á  qae  se  refieren  los  números  precedentes, 
por  cada  finca  y  año  qae  se  haya  de  consaltar  se  cobrarán  los  honorarios 
que  determina  la^  escala  sigaiente,  no  podiendo  exceder  en  cada  caso  del 
importe  qae  también  se  determina: 
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1.60 
1,15 
3 
3,75 

MO 

8,10 
9,60 

11 

11.16 

13,10 

14 

14.70 

16,88 

16,60 

18 

SO 

11 

13,50 

35 

SÍJ 

1'^ 

ilillSiillili-lllli-ll 

0,01 
0,03 
0,04 
0,06 
0,06 
0,08 
0,09 
0,11 
0,13 

0.44 
0,15 
0.16 
O.IS 
0,19 
0,11 
0,31 
0.34 
0,35 
0,30 

Por  cada  finca  ó  derecho  cajo  valor  no  Ilegne  i  SO  peselai. . , 

De         50  á       100  exclusive 

100  á         SOO  itl 

IOO  i        300  id 

300  á        400  id. 

400  i        500  id 

500  i     1  000  id 

1.000  á    1.000  id 

i. 000  á    3.000  id 

3.000  i    4.000  id 

4.000  i    5.000  id 

a  000  i    7  500  id 

7.600  i  10.000  id 

10.000  á  la.BOO  id 

11.600  A  15.000  id 

ÍO.OOO  i  SG.OOO  id 

lO.OOfl  1  BO  000  id ' 
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liOB  honorarios  que  fija»  bien  claramente  expresa  qne  son 

para  el  antígno  7  nneyo  Registro,  y,  además,  por  finca  y  año, 

^  no  por  otros  conceptos.  En  este  criterio  estaban  inspiradas  las 

Resolnciones  de  la  antigna  Dirección  de  31  de  Enero  de  1863, 

y  las  dé  4  y  6  de  Agosto  de  1863  y  22  de  Agosto  de  1865  cita- 

das^  cuando  se  justifica  la  bnsca. 

No  procede,  por  tanto : 
1.^  Cobrar  por  finca  y  año,  cuando  se  facilite  el  tomo  y  fo- 
lio en  que  obra  la  finca,  si  las  citas  son  exactas,  y  no  se  pide 
de  fecha,  pnes  excnsa  la  inyestigación  y  examen  de  índices. 
2.^  Cobrar  en  la  expresada  forma,  atendido  el  número  de 
personas  que  han  poseído  el  inmueble  ó  derecho,  durante  todo 
el  período  á  que  la  certificación  haya  de  contraerse. 

Ta  la  Dirección  resolvió  así:  que  en  las  certificaciones  de 
g^rarámenes,  proceden  los  derechos  por  fincas,  no  por  perso- 
nas. Tes  justo.  (Besolución  de  5  de  Junio  de  1863.) 

3.^  Tampoco  efectuarlo  así,  cuando  las  dos  ó  más  fincas  de 
qae  se  trata  aparecen  en  un  mismo  asiento,  pues  entonces  se 
consideran  como  nua  finca  sola,  cual  sucede  en  las  manifesta- 
ciones, segán  la  doctrina  de  las  citadas  Resoluciones  de  4  y  6 
de  Agosto  de  1863  y  22  de  Agosto  de  1865. 

Admitido  (y  fuerza  es  reconocerlo)  que  ésta  sea  la  recta  y 
exacta  interpretación  de  la  ley,  encontramos  las  tres  deduc- 
ciones racionales. 

La  segunda,  lógica,  y  en  armonía  con  la  ley,  que  así  pres- 
cinde para  la  inscripción,  del  número  de  personas  que  juegan 
en  ella,  pues  su  fin  son  las  fincas. 

La  tercera,  lógica,  y  en  armonía  con  la  jurisprudencia  an- 
terior del  Centro,  pues  si  se  buscan  tres  fincas  autiguas  y  se 
hallan  de  golpe  juntas  en  el  mismo  asiento,  sería  devengar 
honorarios  triples  por  una  sola  operación,  que  para  todas 
sirve. 

Mas  la  primera  entraña,  puede  decirse,  la  dificultad  de  este 
articule,  nacida  de  su  redacción  y  del  deseo  laudable  que  le 
anima,  que  es  el  de  excusar  gastos  por  investigaciones  que  son 
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del  todo  innecesaríatf  desde  qae  sé  cita  el  tome  j  folio  ea  que 
80  halla  la  finca,  pues  qoe  con  estos  datos  se  la  encoentra  in* 
oontinenti. 

¿Qaiere  decirse  en  absolntoy  qoe  siempre  que  se  cita  el  tonu^ 
y  folio  de  la  finca  ó  derecho  ya  no  procede  devengar  honora- 
rios por  hosca,  lo  mismo  se  trate  de  manifestación  qne  de  cer- 
tificación, ó  se  concreta  á  la  primera  y  no  es  aplicable  á  la  sc- 
gonda? 

Si  se  circnnscríbe  á  la  manifestación,  se  infringe  el  núme* 
ro  13,  que  comentamos,  en  esta  primera  parte. 

Si  sé  extiende  también  á  la  certificación,  se  corre  riesgo  de 
infringir  este  mismo  número  en  la  escala  extensa  con  que  ter- 
mina. 

En  la  prictica  sería  casi  in&til,  porqne  conmnnmente  soe* 
le  fijarse  y  comprenderse  ese  dato  en  las  instancias  de  los  pa^ 
ticulares.  Legalmente  lo  seria  también  por  la  contradlocíó& 
consigo  mismo,  autorizando  ó  queriendo  premiar  por  una  pa^ 
te  lo  que  por  otra  enerva,  y  más  singularmente  con  el  esfKÍri* 
tu  que  anima  estas  diferentes  operaciones  qne  van  marcándo- 
se separadamente. 

Nosotros  entendemos: 

Qne  para  las  manifestaciones  no  ofrece  duda;  citándose  et 
tomo  ó  libro  y  folio,  es  improcedente  devengar  los  honoraiioa 
por  busca  que  marca  la  escala  de  este  número. 

Tienen  estos  emolumentos  por  objeto,  recompensar  el  tra- 
bajo minucioso,  penoso  y  de  verdadero  gasto  que  representa 
la  incesante  formación  de  índices. 

.  Por  tanto,  si  se  suministran  los  datos  para  encontrar  se- 
guidamente la  finca,  ya  sea  en  el  Registro  antigno,  ya  en  el 
moderno,  se  hace  innecesario  apelar  á  los  índices,  cesando  la 
razón  de  la  recompensa. 

Respecto  de  las  certificaciones,  puede  interpretarse  afir* 
mativamente  también,  dada  la  redacción  del  nám«  13,  ó  mejor 
aun,  su  espíritu,  pues  que  está  la  frase  referente  al  tomo  y  fo- 
lio entrecomada. 
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Nosotros  distÍQgaimos  y  aplicamos  el  mismo  criterio  racio- 
nal y  eqaiiati  yo  con  que  venimos  analizando  esta  materia. 

Si  lo  qne  se  pide  ó  la  clase  6  especie  de  certificación  que 
se  interesa,  es  tal  qne  la  cita  del  tomo  y  folio  hace  innecesaria,^ 
por  completo,  la  investigación  y  examen  de  asientos  ó  de  ín* 
dices,  no  procede  devengar  los  honorarios  de  bnsca. 

Por  el  contrario,  si  la  certificación  es  tal  qne  la  cita  no  ex- 
ensa  la  investigación,  procede  el  devengo. 

Creemos  saficientes  estas  indicaciones»  pero  por  si  no  está 
demás  sobradas  explicaciones,  pondremos  ejemplos: 

A  pide  certificación  literal  ó  en  relación,  en  qne  conste  tie- 
ne-inscrito  á  su  favor  el  dominio  de  tal  finca  (qne  describe)^ 
citando  el  tomo. y  folio  donde  esto  inscrita. 

O  de  una  hipoteca,  censo  ú  otro  derecho  real  en  igaat 
forma. 

No  proceden  los  honorarios  por  basca. 

En  otro  caso: 

B  pide  certificación,  como  dneño  qne  es  de  la  finca  tal{qxxe^ 
describe  citando  el  tomo  y  folio),  de  los  asientos  de  toda  clase 
6  de  cargas,  ó  las  hipotecas,  etc.,  desde  la  citada  inscripción  6 
desde  asientos  ó  fecha  anterior  á  la  qne  adquirió  é  inscribió  la 
finca. 

Aquí  procede,  porque  la  eiúa  que  se  hace  no  excusa  en  ma- 
nera alguna  la  busca  que  de  asientos  ó  años  anteriores  ó  pos- 
teriores  ha  de  practicarse  por  el  Registrador,  y  abunda  aquí,. 
por  tanto,  el  fundamento  legal. 

Hay  un  caso  en  que  por  la  proximidad  ó  coincidencia  de- 
fecha, se  hace  inaplicable  la  escala  de  honorarios  de  busca 
comprendida  en  este  námero. 

Guando  coincide  la  petición  de  inscripción  con  la  de  certi- 
ficación, ó  cuando  aquélla  es  tan  reciente,  que  sólo  han  trans- 
eurrido  algunos  dfas  de  su  fecha. 

Parece  contrario  á  la  equidad  cobrar  ni  siquiera  un  año  de 

bascas,  que  no  ha  transcurrido  en  este  caso. 

Es,  pues,  inaplicable.  T  la  inaplicación  del  núm.  13  da  por 
\ 
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resoltado  cierta  anomalía,  ó  mejor  dicho,  una  impropiedad,  4 
saber: 

Que  la  certificación  acreditando  la  libertad  de  ana  finca  de 
12.500  pesetas,  por  ejemplo,  vale  solamente  ana  peseta,  y  por 
mucho  qae  ascienda  sa  importe,  annqne  exceda  de  50.000, 
100.000,  an  millón  de  pesetas,  no  deyenga  más  qae  uim  pésela 
por  la  escala  del  núm.  12  (neg^tíya),  única  aplicable,  paesio 
qae  el  núm.  13  no  lo  es  ni  procede  tenerlo  en  cuenta  en  este 
caso* 

Con  ello  se  quebranta  la  equidad  que,  al  parecer,  recomien- 
da mayor  retribución,  y  sobre  todo,  el  principio  de  proporcio* 
nalidad  que  informa  el  Arancel  y  acredita  especialmente  en 
este  mismo  número  su  detallada  escala,  y  que  está  tan  encar- 
nado en  la  conciencia  del  público,  como  acomodado  al  buen 
«entido. 

Creemos  aplicable  la  escala,  no  sólo  cuando  se  trata  de  fin- 
ca, sino  cuando  se  trata  de  un  derecho,  pues  también  se  cer- 
tifica de  los  derechos. 

Maestra  esta  escala,  en  su  subdivisión,  tanto  detalle,  tanto 
«scalonamiento,  descendiendo  á  insignificantes  céntimos  y 
fracciones  dé  céntimos,  que  demuestra,  bien  á  las  claras,  el 
laudable  propósito  de  acomodar  el  gasto  á  la  entidad  del  tra- 
bajo y  del  alcance  del  documento  solicitado. 

Señala,  por  año,  los  derechos  de  busca  formando  dos  esca- 
las y  tipos,  según  que  no  excedan  de  30,  ó  que  pasen  de  ese 
período;  y  contiene  en  otra  tercera  escala  el  máximum  de  ho- 
norarios para  cada  finca  por  estos  conceptos,  según  su  ralor 
respectivo. 

Tres  escalas  de  distintos  emolumentos  en  este  mismo  nú- 
mero, revelan  hasta  dónde  se  ha  llevado  la  minuciosidad  y  el 
estudiado  esmero  en  la  materia. 

Es  extensiva,  tanto  al  Registro  antiguo,  como  al  moderno. 
Justo  es  recompensar  así  el  costoso  y  constante  trabajo  de  ín- 
dices. Pero,  como  hemos  dicho  en  artículos  anteriores,  publi- 
cados en  1887  en  el  ilustrado  periódico  La  RefanMy  este  mé- 
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iK)do  lo  vemos  adecdado  á  la  aatígua  Contaduría^  ea  que  la  in-* 
Testigación,  sobre  ser  más  penosa,  exige  un  estadio  de  las  per- 
sonas, mientras  qae  para  el  Registro  moderno  que  se  llera  por 
fincas^  anotándose  uno  tras  otro  los  asientos  qae  constituyen 
su  historia^  parecería  preferible  y  mejor  recompensado  el  tra^ 
bajo,  señalar  los  honorarios  con  relación  al  número  de  esos 
asientos  que  precisara  examinar;  y  no  por  el  de  años,  que  bien 
han  podido  transcurrir,  formando  un  largo  período,  sin  que  la 
ñuca  haya  experimentado  movimiento,  traspaso,  ni  gravamen. 

Al  paso  que  en  uno  ó  dos  quinquenios,  cuyos  honorarios 
son  insignificantes,  ha  podido  sufrir  la  ñnca  traspasos^  hipo- 
tecas y  embargos  que,  aunque  cancelados  en  la  actualidad^ 
hagan  complicado  su  examen  y  estudio. 

¿Llena  todas  las  exigencias?  Á  pesar  de  sus  detalles  y  múl- 
tiple escalonamiento,  resulta,  en  nuestro  concepto,  nimia, 
atendido  el  riesgo  que  el  Registrador  va  corriendo. 

Marca  sólo  nueve  céntimos  para  la  ñnca  de  500  pesetas,  y 
^1  Arancel  antiguo  anterior  31  céntimos  y  i  por  año,  si  bien 
para  el  Registro  antiguo;  y  aunque  al  extenderlo  al  moderno 
Tazones  admisibles  justificaran  la  disminución,  nunca  tanto. 

Lo  general,  en  las  certificaciones  de  fecha,  es  el  período  de 
treinta  años  para  la  prescripción  de  la  acción  reaL  Escasísi- 
mas se  reclaman  de  más  largo  período.  T  á  no  ser  los  man- 
damientos judiciales  que  adolezcan  de  esa  omisión,  permitien- 
4o  aplicar  desde  la  creación  del  Registro,  seg^n  previene  el 
Reglamento  y  la  Resolución  de  28  de  Septiembre  de  1882,  y 
Real  orden  de  11  de  Mayo  de  1888,  á  fenómeno  atribuímos 
la  certificación  en  que  se  pida  y  sea  aplicable  semejante  fecha 
ó  período  y  los  honorarios  consiguientes. 

Pues  el  total  de  emolumentos  que  el  Registrador  tiene  de- 
recho á  percibir  por  examinar  y  comprobar  el  estado  de  una 
finca  de  500  pesetas  en  el  espacio  de  treinta  años,  sólo  ascien- 
de á  2,70  pesetas. 

Y  el  de  una  finca  de  1.500  pesetas,  3,30  pesetas. 

Compútese  ahora  la  negativa,  y  se  tendrá: 

TOtfo  73  44 
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»  Que  si  la  finca  de  1.500  pesetas  carece  de  graTámenes^  ob* 
tiene  el  particular  una  certificación  que  acredita  qae  so  finca 
está  libre  de  toda  clase  de  cargas  en  treinta  años,  por  el  simpl» 
gasto  de  4,05  pesetas;  siendo  así  que  la  inscripción  del  mismo- 
inmueble,  de  menos  compromiso  é  importancia  para  ¿1,  le  re- 
presenta seis  pesetas,  según  el  núm.  7.^  del  actnal  Arancel* 

La  inscripción  de  una  finca  ó  derecho  de  800  pesetas  de 
valor,  devenga  5  pesetas;  la  certificación  de  libertad  de  cargs» 
en  treinta  años  sólo  importa  3  pesetas  45  céntimos. 

De  aquí,  desproporción  con  las  inscripciones. 

Vengamos  ahora  al  caso  de  que  no  procede  busca  por  la» 
citas,  7  lo  reciente  de  la  inscripción. 

£1  particnlar  obtiene  la  certificación  de  que  en  la  inscrip- 
ción de  su  finca,  de  valor  de  1.500  pesetas,  no  existen  caigas, 
por  el  insignificante  honorario  de  75  céntimos  de  peseta;  sien- 
do así  que  la  simple  manifestación  efectuada  por  el  mismo  in- 
teresado, sin  auxilio  del  Registrador,  ni  responsabilidad  para 
éste,  vale  una  peseta;  y  la  inscripción,  lo  que  hemos  dicho,, 
seis  pesetas. 

Desproporción  también  en  la  manifestación. 

No  hallamos,  pues,  se  acotnode  esto,  ni  la  combinación  de 
BU  cuota,  con  las  de  los  números  anteriores  11  y  12,  al  interés 
y  eficacia  que  ese  documento,  verdadera  póliza  de  seguro,  tiene 
para  el  particular,  que  puede  libremente  con  su  certificaddn 
contratar  hoy  y  mañana  sin  dilaciones  ni  suspicaces  temores; 
ni  con  el  trabajo,  y  singularmente  la  responsabilidad  del  Regi^ 
trador  (1),  que  mira  su  fortuna  comprometida  i  trueque  de  tan 
nimia  retribución;  ni  se  atempera  á  las  convicciones  mismas 
del  interesado,  en  cuya  conciencia  tampoco  anida  la  ideada 
que  una  certificación,  un  documento  de  tan  eficaz  valía,  re- 
presente mucho  menos  gasto  que  una  inscripción.  Estadebiem 
ser  la  medida. 


(1)     Véase  La  Reforma  Legitlativa  de  1867,  números  808,  810,  811  7  91Í,  en. 
<qae  se  insertan  nuestros  articnlos  sobre  la  reforma  del  Arancel. 


I 
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Comprendemos  que  en  la  literal  se  límite  á  los  folios^  y 
faera  de  cierto  yalor^  todo  sea  .igual,  porqne  no  abanda  sino  el 
trabajo  material. 

Comprendemos  igualmente  la  retribución  proporcionada  en 
las  otras  escalas  de  los  números  11,  12  y  13,  annqne  desigua- 
les en  su  magnitud,  pues  unas  son  más  largas  y  otras  más 
cortas. 

No  está  precisamente  el  mal  en  esas  escalas  alusivas  al 
contexto  6  especie  de  operación  que  por  ellas  se  premia;  y  en 
en  este  sentido  las  aplaudimos  y  hallamos  equitativas,  aunque 
la  tercera  un  tanto  nimia. 

La  falta  no  está,  desde  luego,  en  ellas,  sino  más  bien  en 
una  omisión  sustancial. 

La  del  valor  de  la  ñuca  ó  derecho  de  que  se  trata,  en  gene- 
ral, prescindiendo  (fuera  de  la  literal)  de  la  operación  ó  extre- 
mos que  respecto  de  la  misma  se  solicite;  es  decir,  de  su  clase. 

Bien,  así  como  el  n&m.  13  contiene  un  máximum,  podía 
señalarse  un  máximum  de  honorarios  por  todos  conceptos,  y 
también  un  mínimum  que  equivaliera,  á  lo  menos,  á  una  ins- 
cripción de  la  finca  ó  derecho.  Esto  sería  lo  más  justo. 


DE  OTRAS  CERTIFICACIONES 


^'fi  plaso. 


Cuando  no  se  expresa  en  el  mandamiento  el  período  ó  fe- 
cha á  que  la  certificación  ha  de  contraerse,. procede  aplicarlos 
honorarios  por  buscas  desde  la  creación  del  Registro.  (Reso- 
lución de  28  de  Septiembre  de  1882  citada)  (1). 

Hoy  habrá  de  comprender  todo  el  Registro  antiguo,  pues 


(1)  Á  pesar  de  ser  oreoida  la  cuenta  del  Begistro  por  derechos  de  busca 
(1.000  pesetas),  Impugnada  por  el  Procurador  de  la  parte,  la  Dirección  la 
aprobó. 
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(  segán  la  Beal  orden  de  11  de  Majo  de  1888,  es  indispengable, 

para  tener  por  cumplido  el  art.  1489  de  la  ley  de  Enjaicia- 
miento  civil}  que  obre  en  autos  certificación  en  que,  con  refe- 
rencia á  todo  el  período  desde  la  instalación  del  Begistro,  se 
haga  constar  la  libertad  6  el  gravamen  del  inmueble  embar- 
gado. 

DE  INSCRIPCIÓN  PRIMERA  Y  POSTERIORES 

En  algunas. comarcas,  mal  aconsejados  los  interesados, 
suelen  concretarse  á  ana  certificación  de  cargas  limitada  med- 
te  á  lo  que  conste  en  la  inscripción  primera  y  posteriores. 

Rara  es  la  costumbre,  y  no  ofrece  la  bastante  segarídad 
que  el  comprador  ó  prestamista  han  menester  hoy  hasta  trans* 
currido,  por  lo  menos,  el  término  de  treinta  años  para  la  pres- 
cripción de  la  acción  real. 

Es  lo  cierto,  que  el  Registrador  no  incurre  en  responsabili- 
dad (certificando  bien  segán  lo  pedido)  respecto  de  las  cargas 
que  pudieran  aparecer  de  la  antigua  Contaduría,  puesto  qae 
no  ha  de  remontarse  á  esas  fechas  ni  ha  comprobado  la  inscrip- 
ción primera  de  arranque  ó  cabeza  de  la  finca,  ni  es  la  manera, 
según  el  art.  283  de  la  ley,  de  acreditar  la  libertad  de  éstas  con 
perjuicio  de  tercero  desdq  el  siglo  pasado  en  que  se  creó  la  an- 
tigua Contaduría,  ni  se  le  suministran  datos  para  hacer  la  in- 
vestigación, ni  tampoco  tiene  el  Registrador  derecho  á  recla- 
marlos, dado  el  estrecho  y  limitado  círculo  que  se  le  traza,  del 
que  no  puede  salir. 

No  permite  la  índole  de  este  estudio  ocaparnos  en  el  exa- 
men detenido  de  esta  clase  de  certificaciones,  tan  singular  y 
anómala,  que  no  es  ninguna  de  las  comprendidas  taxativa- 
mente en  la  ley  Hipotecaria,  atendida  esa  forma  fundada  en 
un  concepto  equivocado. 

Basta  hacer  constar  que  existe.  . 

Penoso  es  resolver  las  dificultades  que  suscita  la  aplicación 
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del  Arancel  con  un  criterio  seguro  de  jasticiay  de  equidad, 
puesto  que  no  existe  número  especial  que  á  dichas  certificacio- 
nes se  refiera.  Como  que  la  ley  no  las  establece,  mal  podría  el 
Arancel  presumir  su  existencia  y  abono. 

¿Se  computan  como  uno  solo  todos  los  gravámenes,  á  reces 
numerosos,  que  se  consignan  en  la  inscripción  primera?  Dema- 
siado beneficioso  para  el  astuto  interesado,  parece  duro,  onero- 
so, para  el  Registrador,  burlándose  por  completo  el  trabajo  de 
índices  y  la  investigación  esmerada  con  que  se  recogieron 
aquellas  cargas  que  figuraban  en  distintos  y  á  veces  múlti- 
ples y  complicados  folios. 

¿Se  reputan  distintos  puesto  que  se  pide,  no  de  asiento,  la 
certificación,  sino  de  cargas,  y  cada  una  constituye  carga  di- 
ferente? 

Nos  parece  inconsiderado  á  pesar  de  ello,  porque  pueden 
resultar  varios  censos  ó  cargas  dimanantes  sólo  del  título  que 
motivó  la  dicha  inscripción  primera,  y  por  lo  tanto,  no  inscri- 
tos, sino  simplemente  mencionados,  y  conjuntos. 

Perplejos,  lo  confesamos,  hemos  estado  á  veces,  ya  con  el 
antiguo,  ya  con  el  nuevo  Arancel,  deseando  obrar  con  recta 
conciencia  y  estricta  justicia  entre  los  intereses  que  se  miran 
encontrados. 

Nuestra  opinión,  con  desconfianza  del  acierto  en  este  pun- 
to, más  que  en  los  otros,  es  considerar: 

Como  cargas  distintas,  las  que  según  las  citas  de  la  inscrip- 
ción primera  dimanan  de  asientos  antiguos  ó  modernos,  tam- 
bién diferentes. 

T  como  una  sola,  las  demás  que  se  mencionan  y  se  consig- 
nan del  título  en  la  inscripción  primera.  Las  varias  del  Registro 
antiguo  ó  moderno  que  derivan  de  un  solo  y  mismo  asiento,  en 
armonía  con  el  espíritu  y  doctrina  del  Arancel  y  de  la  antigua 
jurisprudencia  de  la  Dirección. 

Respecto  de  los  asientos  posteriores,  una  por  cada  uno  de 
los  mismos. 

Esto  nos  parece  lo  más  equitativo  y  racional. 
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Respecto  á  las  buacaSi  limitada  así  la  certificación,  procede 
aplicar  el  Registro  moderno  6  desde  dicha  inscripción  primera, 
máxime  cuando  ésta  no  se  cita,  ni  el  tomo  y  folio. 


BUSCAS  CON  RELAQÓN  Á  PERSONAS 


Número  14. 

Pesetas 


Por  la  busca  con  relación  á  personas,  se  cobrará  por  cada  per- 
sona y  año,  sean  las  que  quieran  las  fincas  ó  derechos  que  se 
encuentren  lo  mismo  en  el  antiguo  que  en  ei  nuevo  Re- 
gistro   > 0,20 


^Paede  soscitar  alguna  duda?  Su  redacción  está  clara,  res- 
pecto al  concepto  en  que  proceda  la  aplicación. 

No  cabe  tener  en  cuenta,  para  nada,  el  mayor  ó  menor  nú- 
mero de  las  fincas  que  al  hacer  la  inyestigación  se  encuentran 
respecto  do  las  personas  de  que  se  trata. 

Sólo  pueden  aplicarse  honorarios  por  cada  una  de  las  perso- 
nas, si  son  yarias,  y  año.  Otra  cosa,  será  un  abuso. 

Así,  como  tratándose  de  fincas  son  indiferentes,  del  todo, 
las  personas,  aunque  sean  varios  los  que  las  hayan  poseído  en 
el  período  á  que  la  certificación  ha  de  contraerse,  así  también, 
Cuando  aquel  documento  se  refiere  á  personas^  es  improceden- 
te la  apreciación  de  las  fincas. 

Ss  innegable  que  se  contrae  á  buscas. 

Pero  ¿qué  tipo  ha  de  aplicarse,  puesto  que,  como  antea  he- 
mos dicho,  no  están  marcados  los  honorarios  por  la  certifica- 
ción en  sí  misma,  en  su  concepto  íntimo,  no  en  su  clase,  sino 
por  su  forma  y  operaciones? 

Las  fincas,  sea  cualquiera  su  número  é  importancia,  están 
estimadas  y  comprendidas  en  las  respectivas  escalas  graduales 
para  aplicar  la  cantidad  adecuada  á  su  valor  apreciado. 
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Si  no  consta,  se  reclama  la  nota. 

Pero  no  socede  lo  propio  respecto  de  las  personas.  Estas 
mo  se  sujetan  á  precio  ó  yalor. 

Aqaí  surge  la  difícaltad  grave  é  invenciblej  evidente,  á 
.poco  qne  se  medite. 

Guando  se  encuentren  fincas^  todavía  menos  mal^  ó  se  ex- 
presen en  la  instancia. 

Porque  cabe  aplicar  los  honorarios  señalados  por  la  certifi- 
cación literal,  ó  en  relación,  además  de  la  busca,  tomando  por 
base  el  valor  caso  que  conste. 

¿Pero  si  es  negativa,  la  que  se  solicita  respecto  á  todos  los 
(¡enes,  créditos  ó  derechos,  que  aparezcan  en  favor  de  persona 
determinada? 

No  hay  honorarios  aplicables.  Habían  de  ser  fijos;  pues  el 
húmero  12  contiene  en  primer  lugar  una  escala;  j  en  segundo, 
se  refiere  á  fincas  ó  derechos,  y  de  ningún  modo  á  personas. 

Este  es  un  vacío  importante,  que  suscitará  una  grave  difi- 
cultad en  la  práctica,  y  que  no  sabemos  cómo  haya  podido, 
escapar  á  la  penetración  del  legislador. 

SI  EXISTEN  VARIOS  AYUNTAMIENTOS 

Si  el  Registro  comprende  diversos  Ayuntamientos  y,  por 
tanto,  en  varios  índices  de  personas  ha  de  practicarse  la  busca, 
¿se  aplicarán  los  honorarios  una  sola  vez,  ó  por  cada  Ayunta- 
miento? 

El  índice  se  reputa  uno  para  todo  el  Registro,  aunque 
distribuido  en  varias  secciones  correlativas  á  cada 'Ayunta- 
miento. 

Por  ello  opinamos,  que  han  de  aplicarse  los  honorarios  una 
«ola  vez  por  persona  y  año,  sea  cualquiera  el  número  de  Ayun* 
tamientos  del  partido  hipotecario. 
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REGLAS  GENERALES  PARA  GRADUAR  EL  VALOR 

PaedeQ  reducirse  á  términos  may  sencillos,  simplificando 
las  extendidas  con  claridad  y  precisión  al  ñnal  del  Arancel. 

ReglSA  1.%  2.a  y  8.< 

4.a  Para  el  efecto  de  graduar  los  honorarios,  se  entiende  por  ralor  de 
las  fincas  que  están  gravadas  con  hipotecas,  el  precio  por  el  que  se  tnns* 
mitán,  más  el  que  representen  las  hipotecas  cuando  quedan  subsistentes. 

t*  £1  valor  de  los  censos,  pensiones  y  demás  gravámenes  de  natura- 
leza perpetua,  temporal  ó  redimible^  no  se  acumulará  al  precio  de  trans- 
misión. 

3.a  Cuando  ésta  se  verifique  á  titulo  lucrativo,  se  entenderá  dismi- 
nuido el  valor  de  la  finca  con  el  que  representen  los  gravámenes  de  cual- 
quiera clase  que  tengan. 


TRANSMISIONES  A  TÍTULO  ONEROSO 

En  las  transmisiones  á  titulo  oneroso,  ventas^  cesiones,  ad- 
judicaciones en  pago,  etc.,  se  atiende  al  valor  ó  precio  de  la 
finca  aumentado  con  el  de  las  hipotecas  que  quedan  subsis- 
tentes. 

Los  censos  y  demás  cargas  perpetuas  ó  temporales  no  se 
acumulan. 

TRANSMISIONES  Á  TÍTULO  GRATUITO 

Sirve  de  base:  el  valor  de  la  finca  ó  derecho  rebajado  con 
el  de  las  cargas  ó  gravámenes  de  toda  clase;  censos,  hipote- 
cas, etc.,  que  graviten  sobre  los  mismos. 

Para  nada  entran  los  embargos  que  no  son  cargas  reales. 
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El  fondoy  poes,  de  la  regla  1.^,  es  ateaerse  al  precio.  Ad- 
mite tres  excepcioneB,  una  consignada  yB.  en  la  misma^  á 
saber: 

a)  Qoe  la  finca  esté  gravada  6  se  grave  con  hipotecas,  pne» 
éstas  se  acumulan  al  precio  y  lo  aumentan. 

i)  Que  en  el  título  mismo  conste  probado  el  verdadero  va- 
lor, como  en  la  venta  judicial  ó  adjudicación  en  pago  al  acree- 
dor, previa  subasta  en  su  caso  y  tasación  pericial. 

c)  Si  temiéndose  ocultación,  se  reclama  y  obtiene  nota  ofí- 
cial  del  líquido  imponible,  y  capitalizado  arroja  un  resultado 
mayor.  O  bien,  case  de  no  recibirse  la  nota,  la  inscripción  an* 
terior  lo  Suministra. 

Sólo  han  de  computarse  las  hipotecas  cuando  quedan  sub- 
sistentes. 

No  es  necesario  que  se  exprese  en  la  escritura  que  se  can. 
celan.  Basta  queden  extinguidas. 

Por  tanto,  no  procede  computarlas  aumentando  el  valor  en 
las  ventas. 

Cuando  el  comprador  queda  con  el  precio  para  pagar  las 
hipotecas  que  se  dice  existen  sobre  la  finca  enajenada. 

Cuando  se  vende  judicialmente  á  persona  distinta  del  acree- 
dor, previo  remate,  y  se  expresa  quedar  depositado  el  precio 
en  la  mesa  del  Juzgado  ó  Escribanía  para  pagar  á  los  acreedo- 
res hipotecarios. 

En  estos  ú  otros  casos  análogos,  es  improcedente  subir  el 
valor  apreciando  las  hipotecas,  porque  resultaría  superior  al 
verdadero  de  lafiuca,  que  es  lo  que  se  propone  y  á  lo  que  as- 
pira la  regla  1.*  de  las  generales  del  Arancel. 

SI  DEBEN  ACUMULARSE  TODAS  LAS  HIPOTECAS 
PARA  AUMENTAR  EL  VALOR 

Hay  algunas  que  entiendo  no  deben  computarse. 
Todas  las  hipotecas  constituidas  en  garantía  de  préstamo 
que  queden  subsistentes,  sí  procede  acumular,  porque  repre- 
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sentan  un  más  yalor  del  inmueble  que  completa  el  adquírente, 
7  por  virtud  de  las  que  se  rebajó  el  precio  en  el  contrato,  pues 
éstas  figuran  como  equivalente  de  este  precio. 

No  sucede  así  con  la  que  se  constituyó  para  garantir  el  pre- 
cio pendiente  en  la  venta  á  plazos.  Esta  no  debe  acumularse. 

Las  hipotecas  por  arrendamiento,  ó  para  la  evicción  y  sa- 
neamiento de  otra  finca,  ó  en  seguridad  sencillamente  de  una 
obligación  futura,  ó  simple  promesa  de  venta,  etc.,  sería  injus- 
to acumularlas,  porque  constituyen  una  simple  garantía;  y  aun- 
que queden  subsistentes  al  otorgarse  y  presentarse  la  escritura 
de  venta,  no  representan  un  más  valor  de  la  finca,  como  el 
cródito  hipotecario,  que  jurídicamente  equivale  en  el  prestamis- 
ta á  la  cuasi  adquisición  de  un  trozo  del  inmueble;  y  al  quedar 
subsistente,  no  puede  ofrecer  duda  que  cualquiera  que  sea  el 
precio  reconocido  por  los  contratantes,  se  fijó  teniendo  en  cuen- 
el  valor  de  las  hipotecas  preexistentes. 

La  clara  redacción  del  precepto  legal  hace  innecesario  de- 
mostrar, que  cuando  el  acreedor  compra  la  misma  finca  á  su 
favor  hipotecada,  ó  se  le  adjudica  voluntaria  ó  judicialmente  en 
pago  de  su  crédito,  extinguiéndolo,  ó  cuando  en  el  mismo  tí- 
tulo de  compraventa  comparece  el  acreedor  hipotecario  que 
percibe  en  el  acto  parte  del  precio  y  cancela  la  garantía  hipo- 
tecaría, en  ningún  caso,  en  fin,  en  que  por  el  instrumento  otor- 
gado se  extingue  además  la  hipoteca,  puede  computarse  el 
importe  de  ésta  para  aumentar  el  valor  de  la  finca: 

(JSk  eentinuará.) 

Mabuno  Bulnoo  Trigueros. 


DE  LA  ffiRETROACTIVIDAD  DE  LAS  LEYES 


CAPÍTULO  VI 

(  OontinMaetán.) 

Del  derecho  de  enjííeusis  y  de  euperJMe. 

186.  Naturaleza  de  la  enfltenflis. — 186.  BfeotoB  de  la  ley  por  la  que  sea  abo- 
lida la  enfitensis. — 187.  La  ley  francesa  de  1796  no  respetó  los  derechos 
adquiridos. — 188.  Ley  nueva  qne  declare  redimible  la  enflteusis. — 189.  Dis- 
ensiones acerca  de  la  justicia  de  la  ley  que  autorice  la  redención  de  la  en- 
flteusis.— 190.  Ley  que  debe  regxdar  los  derechos  del  concedente  y  los  del 
enfiteuta. — 191.  T)el  derecho  de  prelación. — 192.  Derecho  de  demandar  la 
deyoluoión. — 196.  De  las  causas  de  caducidad. — 194.  Requisitos  necesarios 
para  la  conservación  de  los  derechos  recíprocos. — 186.  De  la  prueba  del 
«ontrato. — 196.  Del  derecho  de  superficie. 

185.  La  enfíteasis  es  un  derecho  real  sobre  cosa  inmueble, 
6D  virtud  del  cual  el  enfiteuta  puede  gozar  y  disfrutar  de  la 
misma  del  modo  más  amplio  posible  á  condición  de  no  dete- 
riorarla 7  de  pagar  al  concedente  6  señor  directo  un  canon' 
anual  ó  las  otras  prestaciones  eyentuales  que  establezca  la  ley, 
bajo  la  cual  fué  constituido,  ó  la  conyención  (1). 

*  Véanse  las  págs.  601  del  tomo  68  de  Bbvistá;  17,  89  y  ii8  del  69;  61 
j  829  del  70;  479  del  TSÍ;  882  y  661  de  este  tomo. 

(1)  Varias  discusiones  se  han  promovido  k  propósito  de  la  eufiteusis  y  de 
va,  utilidad  bajo  el  aspecto  de  la  economia  social  y  de  la  prosperidad  de  la 
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Semejante  derecho  tiene  sa  fundamento  en  el  contrato  en- 
fítf^ntico,  y  necesario  será  referirse  á  los  principios  qne  expon- 
dremos después  respecto  de  los  contratos  para  resolver  la  in- 
fluencia  que  pueda  ejercer  la  ley  nueva  en  cuanto  se  refiere  i 
las  relaciones  jurídicas  nacidas  de  dicha  convención. 

Por  ahora  sólo  tenemos  que  ocuparnos  de  dicho  derecho 
considerado  como  un  jus  in  re  aliena^  para  examinar  la  influen- 
cia de  la  ley  nueva  sobre  el  contenido  de  este  derecho,  que  no 
puede  considerarse  al  igual  de  cualquiera  otro  nacido  del  pacto 
bajo  todos  sus  aspectos,  por  lo  que  requiere  la  especialidad  de 
8u  estudio,  puesto  que  constituye  un  verdadero  derecho  real 
sobre  cosas  de  otro,  y  como  tal  está  sujeto  á  los  principios  ge- 
nerales que  regulan  el  goce  y  el  ejercicio  de  los  derechos  rea- 
les, sin  que  por  esto  se  le  pueda  negar  el  carácter  y  la  natura- 
leza de  un  derecho  contracíual,  habida  consideración  á  su  orí* 
g^n.  Bsto  hace  que  la  regla  de  derecho  transitorio  aplicable  á 


agricnltara,  asi  como  por  el  divei^o  modo  como  se  ha  entendido  su  Índole  y 
su  carácter  joridioo. 

Guando  faé  disoxitido  el  proyecto  de  Código  civil  italiano,  fné  olyeto  d» 
larga,  oontroyersia  siidebia  ó  no  ser  mantenida  la  enfitensis,  qne  era  admitida 
hasta  entonces  por  casi  todas  las  legislaciones  vigentes  on  los  diversos  paises 
de  Italia>  y  no  faltaron  fuertes  sostenedores  de  la  abolición  de  la  misma. 
Estos  opinaban  qne  si  tal  institución  pndo  reportar  muchas  ventajas  en  la 
Edad  media,  no  puede,  sin  embargo,  en  los  tiempos  modernos  favorecer  á  la 
propiedad  territorial,  pero  por  el  contrario,  prevaleció  el  partido  de  coowr- 
ver  la  enfiteusis,  si  bien  haciéndola  sufrir  importantes  transformaoionas. 

En  el  nuevo  Código  ñieron  en  efecto  aceptadas  todas  las  soluciones  re- 
clamadas por  las  exigencias  de  la  agricultura  y  de  la  libre  comeroialidad  de 
los  bienes,  y  se  cuidó  de  hacer  desaparecer  el  antiguo  concepto  del  dualismo, 
del  dominio  y  de  la  incertidumbre  del  mismo,  quitando  á  dicho  contrato 
aquella  marca  feudal  que  derivaba  de  la  admisión  de  cierto  se&orio  en  el 
dominua  y  cierta  sujeción  respecto  del  mismo  por  parte  del  enflteuta. 

Debiendo,  sin  embargo,  respetarse  los  derechos  adquiridos  mientras  esta* 
ba  en  vigor  la  anterior  legislación,  informada  en  criterio  diverso,  menea* 
ter  es  reconocer  la  enfiteusis  precedentemente  constituida  con  el  concepto  que 
prevalecía  en  la  ley  big'o  cuyo  imperio  tuvo  existencia  y  con  los  derechos 
adquiridos  según  aquel  sistema  legal. 
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la  enfíteosissea  tan  especial  como  especial  es  el  derecho  cita- 
do (1). 

186  Sí  ta  ley  naeva  aboliese  la  enfiteasis  perpetua  y  no  hi- 
ciere ningana  reserva  expresa  respecto  de  las  qoe  ya  habiesen 
sido  constituidas  bajo  el  imperio  de  las  leyes  anteriores  qne  la 
reconocían  y  admitían,  no  se  podría  negar  ni  desconocer  la  aa- 
toridad  de  dicha  ley  nneya  para  hacer  ineficaz  también  las 
enfiteasis  perpetaas  constituidas  legalmente  con  anterioridad 
á  su  promulgación. 

La  raz<5n  de  esto  se  deriva  del  principio  general  de  qne 
cuando  es  aboUda  en  absoluto  por  una  ley  nueva  una  institu- 
ción determinada,  dejan  de  ser  eficaces  todos  los  derechos  qae 
de  la  misma  hubieren  nacido,  aunque  hayan  sido  adquiridos 
legalmente,  porque  el  reconocimiento  de  éstos  es  incompatiblo 
'  con  la  institución  abolida. 

La  abolición  produce,  pues,  en  estas  circunstancias  el  efec- 
de  una  verdadera  expropiación,  y  por  lo  tanto,  sólo  puede  es- 
tar  justificada  en  aquellos  casos  en  que  la  reclamen  las  exi- 
gcncias  del  bien  público,  siempre  que  esté  dentro  de  los  lími- 
tes de  dicha  exigencia,  y  cuando  además  se  provee  lo  condu- 
cente para  que  sean  debidamente  compensados  los  que  por  vir- 
tud de  tal  abolición  quedaren  privados  de  sus  derechos  .ó  fae- 
ren  perjudicados  por  la  disminución  de  parte  de  su  patrimonio. 

Una  legislación  nueva  que  sancionase  una  reforma  tal  en 


(1)  La  enflidosifl  no  es  la  locación,  no  es  la  venta,  ni  la  prestación  por  1& 
renta  constituida  &  consecnencia  de  la  cesión  de  nn  inmueble,  sino  nna  ins- 
litación  «ut  generü.  Según  la  teoría  sostenida  por  algunos,  el  dominio  directo 
no  se  transmite  al  concesionario  ó  enftteuta,  sino  que  se  retiene  por  el  con- 
oedente,  y  de  aquí  que  el  derecho  de  éste  sea  un  derecho  reíd.  Pe  lo  cual  re- 
salta que  la  prestación  debida  por  el  enfiteuta  no  es  una  prestación  personal 
y  movible  por  su  naturaleza  como  lo  es  la  renta  pactada  por  efecto  de  la 
cesión  de  xm  inmueble;  ella  es  la  equivalencia  ó  correspondencia  del  derecho 
que  concierne  al  conoedente,  y  por  lo  tanto,  por  su  propia  naturaleía  perso- 
nal, nacido  no  de  una  obligación,  sino  de  un  derecho  real. — Véase  Golaxari- 
HO,  Dei  wntraUo  di  et^iteim,  N&poles  1879. 
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una  teoría  de  enfiteasía  sin  satisfacer  las  dos  condiciones  antes 
indicadas,  deberá  ser  considerada  injusta. 

187  Con  razón  es  criticada  generalmente  por  esto  la  legis- 
lación francesa  en  materia  de  enfítensis;  pues  habiendo  aboli- 
do por^a  ley  de  4  de  Agosto  de  1789  la  fendalidad  y  los  dere- 
chos feudales  sin  indemnización  sometiéndoles  á  tribntacíón, 
no  hace  ninguna  reserva  para  la  enñteusis,  por  lo  que  la  pres- 
tación debida  á  cansa  de  ella,  y  sobre  todo  el  landemio,  han  de 
considerárselas  suprimidas  sin  indemnización,  especialmente 
después  del  17  de  Julio  de  1793  que  abolió  sin  ella  todas  las 
rentas  señoriales,  los  derechos  feudales,  censuarios,  fijos  y 
eventuales. 

Esta  ley,  que  el  tribuno  Duchesne  llamó  espoliadora  (1), 
viene  á  serlo  realmente  por  haber  sido  aplicada  á  la  enfíteusis 
confundiendo  la  prestación  ó  canon  debido  á  consecuencia  de 
ella  con  las  prestaciones  ó  tributos  señoriales  á  pesar  de  la  sus- 
tancial diferencia  que  entre  ellos  existe,  como  lo  ha  demostra- 
do ya,  entre  otros,  Merlín  (2). 

Para  evitar  semejantes  consecuencias,  conviene  que  la  ley 
nueva  por  la  cual  sea  abolida  la  enfiteusis,  respete  las  consti- 
tuidas con  anteriorioridad  á  ella,  como  se  hizo  en  la  ley  tran- 
sitoria, para  la  aplicación  del  Código  sardo  que  no  admite  la 
enfíteusis  perpetua,  ó  bien  que  se  sustituyan  los  derechos  ad- 
quiridos, abolidos  por  dicha  ley,  con  otros  derechos  ó  compen- 
saciones equivalentes  como  se  hizo  en  la  legislación  toscana. 

188  Si  la  ley  nueva  sancionase  el  principio  de  la  liberación 
de  la  enfiteusis  sin  limitar  su  aplicación  respecto  de  las  en- 
fiteusis perpetuas  ó  temporales  constituidas  antes  de  regir  la 
misma,  no  cabe  duda  alguna  de  que  semejante  disposición  de- 
bería libertar  también  las  enfiteusis  perpetuas  precedentemen- 
te constituidas.  El  legislador  italiano,  para  evitar  toda  contro- 


(1)  Yéftse  la  relación  al  Tríbimado  en  la  sesión  del  27  ventoso  del  aao 
octavo. 

(2)  JCerlín.  Rep.  Y.  í^e/.y  seo.  2,  §  7,  y  Bmte  §eigneiiriale. 
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Teraia  en  este  punto,  ha  dispuesto  en  el  art.  30  de  la  ley  tran- 
sitoria, qne  de  la  facultad  de  redimir  el  fundo  ó  rescatar  la 
renta  según  las  reglas  respectivamente  .establecidas  en  el  Có- 
digo civil,  pueden  aprovecharse  también  los  enfíteutas  ó  den* 
dores  de  rentas  simples  ó  territoriales  constituidas  bajo  el  im- 
perio de  leyes  anteriores  á  dicho  Código,  á  pesar  de  cualquier 
pacto  en  contrario. 

189  Fdó  objeto  de  grave  discusión  la  justicia  ó  injusticia 
de  la  ley  que  declaró  redimibles  todas  las  rentas  perpetuas  y 
aun  los  censos  debidos  á  título  de  enfiteusis,  concediendo  así 
al  enfíteuta  el  derecho  de  expropiar  á  aquel  á  quien  estima- 
ban como  señor  directo  las  leyes  bajo  las  cuales  había  sido 
constituida  la  enfiteusis  del  dominio  directo  del  fundo  dado  por 
él  en  enfiteusis,  no  obstante  que  en  conformidad  de  dichas  le- 
yes era  considerado  como  propietario,  si  bien  con  las  restric- 
ciones y  las  limitaciones  que  constituyen  los  derechos  del  en- 
fiteuta. 

Estas  discusiones  tuvieron  eco  también  en  el  seno  de  la 
comisión  que  examinaba  el  proyecto  del  Código  civil  italiano 
cuando  se  trató  de  aplicar  el  principio  de  la  redimibilidad  aun 
á  las  enfiteusis  constituidas  mientras  estaban  en  vigor  las  le- 
gislaciones  anteriores  (1).  La  redimibilidad,  especialmente  d& 
la  enfiteusis  temporal  establecida  bajo  el  imperio  de  las  legis- 
laciones precedentes  que  consagraban  como  máxima  de  dere- 
cho la  irredimibilidad,  se  ha  demostrado  con  sólidos  fundamen- 
tos no  ser  conforme  á  los  principios  de  la  justicia  y  al  respeto- 
debido  á  los  derechos  contracúuales  legalmente  adquiridos. 

Se  ha  objetado,  con  razón,  que  debiendo  asegurarse  una 
equitativa  indi  mnización  á  los  que  habían  de  sufrir  las  conse- 
cuencias de  ik  '  xy  que  declarase  la  liberación  de  la  enfiteu- 
sis, era  muy  difíd  determinar  y  fijar  en  límites  justos  y  pro- 
porcionados dicha  demnización,  según  el  período  de  tiempo 
que  faltase  por  correr  para  que  quedase  terminada  la  dura- 


(1)     Véanue  las  informaciones  verbales.  Sesión  del  3  de  Octnbre  de  1866. 
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ción  de  la  sama  que  hubiere  sido  pactada  á  sa  constitocióa. 
Qae,  por  otra  parte,  no  se  podía,  contra  la  ley  del  contrato, 
obligar  ni  menos  constreñir  á  contentarse  con  el  precio  de  la 
redención  al  que  dentro  de.  pocos  años  habría  de  recobrar  sa 
fundo.  Qae  el  legislador  no  podía  contra  la  yolantad  del  doe- 
ño  snstitáir  el  precio  de  la  cosa  por  la  cosa  misma^  y  que  de 
coalqaier  modo  que  se  quisiera  establecer  la  indemnización, 
no  se  evitaría  por  eso  el  despojo  (1).  T  por  último,  que  las  ra- 
zones que  militan  para  justificar  la  redimibilídad  de  las  eofi- 
teusis  perpetuas  no  concurren  en  las  temporales,  las  coales, 
teniendo  una  duración  limitada,  no  pueden  dar  lugar  á  graves 
iuconveníentes  (2).  Sin  embargo,  á  pesar  de  todas  esas  consi- 
deraciones  que  han  sido  objetadas,  prevalece  la  opinión  de 
aquellos  que  quieren  sea  extensivo  el  derecho  de  rescate  aun 
á  las  anfiteusis  temporales. 

No  creemos  acertado  desechar  en  absoluto  las  razones  eco- 
nómicas y  sociales  que  han  hecho  adoptar  el  principio  del  res- 
cate sin  limitación  alguna,  pero  consideramos  como  una  ex- 
propiación  sin  la  correspondiente  compensación  la  redimibilí- 
dad de  la  enfiteusis  temporal  autorizada  por  la  ley  transitoria  y 
como  una  violación  de  los  derechos  nacidos  de  un  contrato,  si 
bien  es  verdad  que  queriendo  indemnizar  los  derechos  del  se- 
ñor directo  en  todo  lo  posible,  dispone  el  legislador  que  en  las 
enfiteusis  temporales  puede  recibir  un  aumento  el  capital  que 
ha  de  pagarse  por  la  redención,  cuyo  aumento,  en  el  caso  de 
no  estar  de  acuerdo  los  interesados,  debe  serlSjado  por  la  Au- 
toridad judicial  piediante  una  peritación  y  teniendo  en  cuen- 
ta todos  los  perjuicios  que  puedan  ocasionarse  al  concedente  6 
señor  directo,  y  que  además  debe  pagarle  el  enfiteuta  tres  caar- 


(1)  La  ley  sarda  de  13  de  JuUo  de  1857,  restringe  el  rescate  ó  redención  k 
««Slo  las  enfltensis  perpetuas. 

(2)  Véanse  las  informaciones  yerbales  de  la  Comisión.  Sesión  del  3  de  Oc- 
tubre de  1865. — Opinión  de  PESCKBurri. 
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tos  del  laudemio  en  dichas  eofíteasís  temporales.  Pero  esto  no 
puede  decirse  que  sea  safíciente  en  todos  los  casos. 

190  Los  derechos  pertenecientes  á  aquel  que  era  consíde* 
rado  como  señor  directo  y  los  que  corresponden  al  enñteuta^ 
deben  ser  determinados  según  la  ley  que  estuviera  vigente 
cuando  fué  constituida  la  enfíteusis.  Esto  sucede  en  cnanto  al 
derecho  de  obtener  el  laudemio  en  el  caso  de  tran8a>ísi(5n  del 
fundo  enfítéutico,  y  de  aquí  que  si  cualquiera  ley  nueva  dispu- 
siera que  no  debe  darse  ninguna  prestación  al  concedente  por 
la  transmisión  del  fundo,  tal  disposicióa  no  sería  aplicable  á 
las  enfíteusis  constituidas  con  anterioridad  á  su  promulga- 

•CiÓQ. 

Del  mismo  modo  debe  regularse  también  la  cuantía  4cl  lau- 
demio, debido  por  el  nuevo  enfíteuta  al  concedente,  en  confor- 
midad á  lo  que  sobre  el  particular  dispone  la  ley  hvtjo  cuyo 
imperio  hubiere  sido  constituida  la  enfíteusis,  y  no  con  arreglo 
á  la  que  estuviere  vigente  al  tiempo  de  verificarse  la  trans- 
misión. 

191  Lo  mismo  debe  decirse  respecto  del  derecho  de  prela- 
ción  perteneciente  al  domtnus  en  caso,  de  enajenación  del 
fundo.  Este  derecho,  lo  mismo  que  todos  los  demád  contrac- 
tuales adquiridos  y  perfectos,  debe  ser  respetado  en  laa  enfiteu- 
sis  constituidas  con  anterioridad,  aun  cuando  no  fuese  admití^ 
do  por  la  ley  nueva. 

192  El  derecho  de  pedir  y  obtener  la  devolocióa  debe  ser 
regulado  también  por  la  ley  anterior.  Sin  embargo,  si  la  ley 
nueva  admitiese  distintas  causas  de  caducidad,  no  tenidas  en 
caenta  por  la  legislación  antigua,  el  dominus  podría  aprove- 
charse de  los  beneficios  de  las  disposiciones  de  dicha  ley  nue- 
va para  pedir  y  obtener  la  devolución  del  fundo  enfíteutico, 
siempre  que  esos  motivos  ó  causas  de  caducidad  de  1¿  enfitea- 
8is  establecidas  de  nuevo  tuvieren  lugar  ó  persistiesen  des- 
pués de  haber  empezado  á  regir  dicha  ley.  Esto  mismo  suce- 
de, por  ejemplo,  en  el  caso  de  deteriorarse  el  fundo,  9i  este  de- 
terioro fuese  considerado  como  una  de  las  causas  de  caduci- 
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dad  por  la  ley  nuera,  aon  CDando  do  la  estimase  como  talla 
legialación  anterior  (1). 

Ea  el  supuesto,  pues,  de  que  el  deterioro  del  fundo  hubiese 
en  esto  caso  coutiiiuaJo  de"?pu«5s  de  la  promulgacióa  de  la  ley 
nueva,  el  sofior  directo  podría  exi*»:ir  la  devolución  del  mismo. 
193  Para  resolver  cuáles  sean  las  condiciones  necesanaa 
para  que  tei]g:a  lugar  la  caducidad  de  los  derechos  perteDe- 
cieutes  al  e;ifi tanta,  así  como,  por  ejemplo,  para  decidir  fi 
puede  ó  no  utilizarse  con  pleno  derecho  la  acción  de  cadací- 
dad  por  el  solo  hecho  de  la  falta  de  pago  del  canon,  ó  si,  por 
el  contrario,  fuere  preciso  para  ello  que  preceda  la  interpela- 
ción judicinl  y  la  justificación  de  la  mora,  debe  estarse  alo 
dispuesto  en  la  ley,  bajo  cuyo  imperio  hubiere  sido  constituida 
la  enfiteusis,  y  uo  á  lo  que  establezca  la  que  estuviere  vigente 
en  el  momento  de  promoverse  el  juicio.  La  ra/.ón  en  que  esto 
se  funda  consiste  en  que  la  acción,  y  por  lo  tanto  el  derechn^ 
y  el  término  dentro  del  cual  debe  ser  ejercitada,  y  las  con- 
diciones sustanciales  á  que  dicha  acción  se  Halla  subordinada, 
han  tenido  todas  ellas  su  origen  en  las  relaciones  contractn> 
les  nacidas  con  ocasión  del  contrato  celebrado  para  la  consti- 
tución do  la  enfiteusis,  y,  por  lo  tanto,  deben  ser  regidas  por 
la  ley  vigente  cuando  dichas  relaciones  hubieren  tenido  su 
existencia  legal.  En  su  virtud,  sí  la  enfiteusis  fu<5  constituida 
mientras  estaba  en  vigor  el  derecho  coman,  que  subordinaba 
la  acción  de  caducidad  á  la  condición  de  la  mora  trienal  (2\ 
el  concedente  no  podría  privar  de  este  beneficio  al  concesiona- 
rio ó  enfiteuta,  ni  pedir,  por  consiguiente,  la  devolución  de^ 


(1)  La  ley  francesa  de  29  de  Diciembre  de  1790,  pablicada  y  puesta  ea  tí- 
e^r  para  los  Estados  de  Parma  el  11  de  Agosto  de  1808,  á  la  enal  se  ajustan 
los  articalos  21  y  22  de  las  disposiciones  trangítorias  pa]*a  la  aplicación  del 
Código  de  dicho  pais,  no  reconocía  otros  derechos  de  caducidad  qne  aquello* 
que  resultasen  de  los  pactos  expresamente  consignados  por  las  partes  en  él 
contrato  en  que  hubiore  sido  constituida  y  dejó  sin  efecto  todos  los  demA^ 
que  tuvieran  su  origen  en  los  leyes. 

(2)  P.  2,  tW.  dejurr,  emphyt.  (466). 


<aí 


DE   hk   IRBETBOAOTIVXDAD  DE   LAS   LEtBS  C99 

iíindo  enfítéatíco  hasta  que  no  hubiese  transcurrido  por  com- 
pleto el  trienio. 

Eq  cuanto  concierne  á  los  derechos  y  obligaciones  del  en  • 
fiteata,  deben  aplicarse  también  las  disposiciones  de  la  ley  vi- 
gxs&te  al  tiempo  de  constituirse  la  enfíteusis. 

Así,  para  decidir  si  en  el  caso  de  venta  queda  ó  no  librjB  el 
erifitouta  de  toda  obligación  personal  para  con  el  señor  direc- 
to por  lo  que  concierne  al  pago  del  canon,  y  lo  mismo  para 
apreciar  si  en  el  caso  de  devolución  del  fundo  dado  en  enfiteu- 
8is  puede  6  no  tener  derecho  el  enfíteuta  á  la  debida  compen- 
psición  por  las  mejoras  que  el  mismo  hubiere  hecho,  y  en  los 
demás  casos  que  igualmente  pudieran  citarse,  habrá  de  estar- 
se en  todos  ellos  á  lo  dispuesto  en  la  ley  bajo  cuya  vigencia 
fuere  constituida  la  eofiteusis. 

Id4  Las  disposiciones  de  la  ley  nueva  deben,  por  el  con- 
trario, ser  aplicadas  para  todo  lo  relativo  á  la  conservación  de 
los  derechos  derivados  de  la  enñteusis.  Si  en  ella  se  dispusie- 
ra, por  ejemplo,  que  el  señor  directo  ó  concedeute  tenía  el 
derecho  de  hacer  renovar  el  documento  en  que  hubiere  sido 
eoQstituída  la  enfíteusis,  ó  si  exigiera  el  requisito  de  la  trans- 
cripción en  el  Registro,  etc.  etc.,  para  todo  esto  debería  regir 
]a  ley  nueva,  por  hacer  relación  á  las  condiciones  establecidas 
para  la  conservación  de  los  derechos  que  nacen  del  contrato 
eafítéutico. 

195  La  prueba  de  dicho  contrato,  tratándose  de  enfíteusis 
antigoas,  .debe  ser  hecha  con  arreglo  á  la  ley  antigua  también, 
y  y  por  lo  tanto,  si  la  escritura  no  reuniese  los  requisitos  exigi- 
dos por  tal  ley  deberán  ser  admitidos  los  demás  medios  de 
prueba  equivalentes  para  justificar  la  constitución  de  la  enfí- 
teusis, siempre  que  el  juicio  se  siga  bajo  el  imperio  del  Código 
civil  italiano. 

196  £1  derecho  de  superfície  es  también  un  derecho  real 
sobre  cosa  ajena  que  se  puede  adquirir  mediante  contrata 
Innecesario  es  detenernos  á  examinar  cuándo  debe  ser  aplica- 
das respecto  de  este  contrato  la  ley  nueva  ó  la  antigua,  en  el 
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caso  de  ser  distíntas,  para  la  regnlación  de  las  relaciones  ja* 
rídicas  entre  el  superjleiarius  y  el  dominus  soU,  porque  las  gran- 
des analogías  que  existen  entre  el  derecho  de  saperfície  j  U 
enfitensís,  á  pesar  de  tener  por  objeto  ésta  el  saelo  y  aqaél  el 
subsuelo,  hacen  aplicables  al  derecho  de  superñcie  los  princi- 
pios ya  expuestos  respecto  de  la  enfiteusis,  sin  que  exista  dife- 
rencia alguna  entre  ellos. 

(Continuará.) 

Pasqüalb  Fiorb. 


t- 
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Eedeiieióll  de  eenSOS  enfltéatieOS,  por  D.  nde/onso  Par,  Abogado  y  ex  De- 
eano  del  ntre.  Colegio  de  Abogados  de  Barcelona. 


Ja  ley  de  10  de  Enero  de  1979  declara  que  las  expropiaciones  forzosas 
lian  de  hacerse  incluyendo  en  ellas  enantes  gravámenes  afecten  al  derecho 
de  propiedad,  sin  que  pnedan  revivir  en  los  nuevos  solares  que  se  formen. 

Claro  es  que  semejante  manera  de  extinguirse  dichas  cargas,  supone  la 
eonveniente  liquidación  entre  los  interesados,  ó  sea  el  censualista  y  el  cen- 
satario, por  lo  que  se  refiere  &  los  censos  enfitéuticos  por  ejemplo;  y  en  la 
previsión  de  que  no  hubiese  avenencia  entre  aquéllos,  la  ley  dispone  que  se 
suspenda  el  pago  de  las  cantidades  correspondientes,  precediéndose  al  depó^ 
sito  de  las  misinas  hasta  que  los  Tribunales  resuelvan  el  desacuerdo,  sin  per* 
juicio  de  que  la  Administración  se  incaute  desde  luego  de  las  fincas.  . 

Sn  tal  sentido,  y  para  evitar  el  sinnúmero  de  litigios  que  podrían  moti- 
Tarse  &  propósito  de  semejante  disposición  legal,  el  Sr.  Par  ha  publicado  el 
notable  opúsculo  de  que  se  ha  hecho  mérito,  con  la  valiosa  cooperación  del 
Ayuntamiento  de  Barcelona,  á  quien  lo  dedicó;  y  en  él  señala  como  regla  pre- 
oism  y  segura  para  determinar  la  manera  de  hacerse  dicha  liquidación,  lo  esta- 
blecido en  la  Beal  cédula  de  17  de  Enero  de  1806,  ligeramente  modificada  por 
la  ley  de  Sefioríos  de  182S.  En  la  primera  se  establece  que  la  redención  de 
censos  enfitéuticos  se  haga  consignando  por  el  canon  un  capital  regulado  & 


*  De  todas  las  obras  juridicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos im  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bbvistá.  De  las  que  versen  sobr*. 
otras  materias  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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rnzóiL  de  ano  y  medio  por  ciento;  y  por  derecho  de  landemio,  la  cantidad  qw 
eu  el  espacio  de  venticinco  años  sea  capaz  de  redituar  al  tres  por  ciento  otra 
igrnal  al  importe  de  ana  oincaentena  del  valor  de  la  finca,  rebladas  Lw  ear^ 
gas  á  qae  esté  sojeta;  y  en  la  ley  de  1823  se  previno,  que  las  redeaao&ss  w 
hicieran  en  dinero  y  no  en  los  reales  víde«  de  qae  hablaba  dicha  cédala^ 

Por  lo  mismo,  y  despaés  de  demostrar  el  Sr.  Par  qae  en  Bareeiona,  ignil 
qae  en  toda  Catalana,  se  halla  vigente  la  citada  Cédala,  entiende,  qae  i  teanr 
de  sas  prescripciones  y  de  la  ley  de  1823,  paeden  evitarse  nn  sinnámera  de 
pleitos  siempre  enojosos;  motivo  por  el  qae  felioitam.os  may  sinoeramento  si 
distinguido  publicista,  que  con  su  apreciable  trabi^o  ^  confirmado  el  basa 
nombre  que  tiene  entre  los  hombres  de  ciencia. 


•  « 


Enrique  Good,  por  Mig^usl  Luú»  Amunáiegui  Bejftt. 

El  nombre  de  D.  Enrique  Cood,  muy  conocido  para  ouantos  tíenen  Unís 
ligera  noticia  de  la  vida  moderna  en  la  Bepública  de  Chile,  pues  en  eDa  oot- 
pó  honrosos  cargos,  como  Diputado,  Ministro  é  individuo  de  GomiaÉonei  tas 
importantes  como  la  del  Tribunal  arbitrial  chileno-boliviano,  y  Agente  y  Pr»- 
curador  legal  del  Gobierno  de  CMle  en  los  Tribunales  arbitrales,  lo  es  ais 
para  ouantos  se  interesan  por  los  estudios  jurídicos,  y  en  especial  por  los  de 
la  Codificación  civil  y  por  materias  tan  importantes  como  el  Derecho 
cantil,  á  las  que  mostró  particular  predilección,  siendo  muy  notables, 
otros  trabajos  suyos,  varias  observaciones  hechas  al  proyecto  de  Código  erríl 
chileno,  formulado  por  D.  Andrés  Bello,  y  un  proyecto  de  ley  que  preseaiS  4 
la  Cámara  referente  k  la  naturaleza  y  condiciones  que  deben  t^ner  los  cheqmet- 

liO  expuesto  es  bastante  para  demostrar  cuan  digno  de  aplauso  es  el  ta- 
bajo  del  Sr.  Amunátegui,  en  el  que  se  hace  una  biografía  completa  de 
Enrique  Cood,  transcribiendo  algunos  de  sus  notables  trabajos. 


* 


Discurso  leído  en  el  acto  inangural  de  la  eonslitación  deinifiTi  iú 
Colegio  de  Profesores  y  Peritos  mercantiles  de  la  Habana,  por  ei  Da- 

oano  Doctor  D.  Augwto  Martinex  AyaUí. 

Con  viva  complacencia  hemos  leído  este  trabajo  que,  si  honra  nneho  4 
«u  autor,  no  honra  menos  á  los  individuos  del  Colegio  de  Profesores  y  Ferüoa 
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xnercantiles,  por  el  buen  acnerdo  que  tuvieron  al  elegir  por  Decano  al  »ei\or 
Martines  Ayala. 

Ocúpase  éste  de  la  jurisdicción  comercial  que,  en  su  opinión,  se  halla  Vil- 
timamente  relacionada  con  el  problema  político  del  Jurado,  y  hace  profun- 
<Ihs  observaciones  encaminadas  á  demostrar  que  la  legislación  mercantil  es 
hoy  un  conjunto  homogéneo  y  armónico  de  principios  enlazados  por  lógica 
relación  que  constituye  una  rama  importantísima  del  Derecho  positivo  nutri- 
-^a  por  la  savia  que  éste  la  comunica. 

Dado  este  supuesto,  y  toda  vez  que  entre  los  actos  civiles  y  los  mercanti- 
Jes  existe  gran  diferencia  á  juicio  del  Sr.  Martínez  Ayala,  es  perfectamente 
lógica  la  consecuencia  de  que  debe  haber  una  jurisdicción  mercantil  como  la 
Itny  en  lo  civil. 

Ahora  bien:  los  Tribunales  de  comercio  que  el  Sr.  Ayala  estima  de  neco- 
sni'io  restablecimiento,  han  de  constituirse  á  la  sombra  de  las  nociones  de  jus- 
ti<:Ia  y  de  publicidad  en  que  se  informan  y  deben  informarse  las  lej'es  orgá' 
cns  de  la  época  moderna,  según  entiende  aquél,  que  en  su  virtud  pregona  la 
-conveniencia  de  que  dichos  Tribunales  se  constituyan. por  el  sufragio  univer- 
sal de  los  comerciantes. 

No  es  esta  la  ocasión,  ni  nos  creemos  con  la  competencia  suficiente  para 
discutir  con  el  Sr.  Ayala  alguna  de  sus  ideas,  con  las  que  no  estamos  del  todo 
conformes;  pero  lo  dicho  os  bastante  para  dar  á  comprender  que  el  trabajo 
que  nos  ocupa  merece  estudiarse  detenidamente  por  cuantos  se  interesen  p<ir 
«1  adelantamiento)  del  Derecho  mercantil. 

Luis  M.  Miquel  Ibargííkn. 


lieCCioneS  de  DererhO  COnStitueional;  por  Eugenio  MaHa  ümIom,  Director  do 
la  Escuela  Normal,  Catedrático  de  Derecho  con.stítucional,  internacional  y 
Economía  política. — Santo  Domingo,  1^87. 

Es  de  todos  sabido  que  en  los  líltimos  ai^os  se  han  acrecentado  oxtraonlí- 

nariamonte  las  relaciones  científicas  entre  nuestra  patria  y  las  Bepúblicaa 

americanas  de  origen  español,  á  lo  que  han  contribuido  mucho  en  España  la 

> 
'Real   Academia  de  Jurisprudencia  y  la  Unión  iberoamericano,  y  en  Santo 

Domingo  la  cooperación  de  estadistas  tan  autorizados  como  el  Sr.  Houreaux, 
actual  Presidente  de  la  República;  el  Sr.  Qautior,  Ministro  de  Belacionea  ex- 
terioi;ps,  y  el  Sr.  G-alván,  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y  pu- 
blicistas tan  distinguidos  como  D.  Federico  Henriquez  y  Carvajal. 
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A  pea&r  de  todo  esto,  presumimos  qne  la  obra  del  Sr.  Hortos  es  aquí  ge> 
neralmente  desconocida,  siendo  asi  qne  se  trata  de  nna  prodacción  que  pue- 
de someterse  sin  recelo  al  fallo  del  criidco  más  desapasionado  y  exigente,  6 
de  aquel  qne,  como  el  modesto  que  en  esta  Bevista  le  ha  caído  en  suerte,  n» 
participe  de  muchas  de  sus  teorías  filosóficas  y  jurídicas. 

En  el  tratado  del  Sr.  Hostos  se  descubre,  desde  luego,  gran  originalidad 
en  la  investigación  de  los  principios,  y  la  producción  científica  de  los  demás 
se  halla  de  tal  suerte  asimilada  por  el  autor,  que  es  difícil  separar  su  obrik. 
personal  y  la  indispensable  que  todo  publicista  ha  de  buscar  en  la  coopera- 
ción ajena. 

A  esto  contribuye  también  en  gran  parte  el  carácter  orgánico  qne  con  in- 
dudable acierto  ha  dado  al  Derecho,  que  no  concibe  como  una  amalgama  da 
teorías  heterogéneas,  sino  como  un  organismo  perfecto,  que  manifiesta  en  un», 
gran  variedad  la  unidad  de  su  esencia. 

Bien  es  verdad  que  la  anterior  indicación  sólo  puede  referirse  ¿  la  espe- 
culación científica,  porque  cuando  trata  de  la  política  legislativa  tiene  qne 
transigir  con  algunas  imperfecciones  de  la  organicación  de  la  sociedad,  se> 
fialadamente  respecto  á  la  función  electoral. 

Aparte  de  esto,  se  puede  trazar  en  pocas  lineas  en  su  esencia  el  sistema 
politice  del  Sr.  Hostos,  que  será  ó  no  aceptado,  pero  que  no  puede  descono- 
cerse que  ofrece  gran  unidad  y  está  claramente  expuesto,  á  lo  que  contribu- 
yen mucho  los  resúmenes  que  con  el  titulo  de  recapitulación  tiene  cada 
parte  y  que  prestan  utilidad  á  una  obra  didáctica. 

El  Sr.  Hostos  distingue  perfectamente  el  Estado  y  la  sociedad,  que  con- 
cibe como  un  organismo  de  organismos,  lo  que  le  lleva  á  defender  la  autono- 
mía de  cada  uno  de  ellos.  De  aquella  distinción  arranca  la  conveniencia  de 
que  corresponda  el  progreso  del  Estado  al  de  la  sociedad,  porque  es  imposible 
aplicar  una  organización  muy  adelantada  al  Estado,  cuando  la  de  la  sociedad 
es  embrionaria. 

Al  tratar  de  las  funciones  del  Poder  del  Estado,  agrega  la  electoral» 
como  hi£0  Bolívar  en  el  proyecto  de  Constitución  para  la  Bepública  que  He- 
va  su  nombre,  exponiendo  en  las  siguientes  palabras  su  esencia  y  las  dife- 
rencias que  la  separan  de  la  función  legislativa:  «lo  primero  que  hace  la  so 
ciedad  al  manifestar  su  poder,  es  pesar,  ponderar,  excogitar  medios  de  aoción; 
todas  las  operaciones  mentales  y  materiales  que  efectúa  en  ese  estado  cons- 
tituyen la  función  electoral.  Se  elige  para  determinai'  qué  se  ha  de  hacer  b-- 
qué  conviene  hacer:  cuantos  actos  se  relacionan  con  la  determinación  forman 
parte  de  la  ñinción  de  legislar.» 

Para  el  ilustrado  Catedrático  dominicano  cuya  obra  examinamos,  la  for- 
ma de  gobierno  natural  es  la  democracia  representativa,  en  que  hay  elección 
para  delegar  el  ejercicio  de  todas  las  funciones. 

En  este  punto  censura  duramente  al  parlamentarismo,  que  considera  un 


i 
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enroT  jtiridico  y  una  práotica  embarazosa,  que  sólo  presta  alg:tma  utilidad  j: 
tiene  explicación  en  las  Monarquías,  donde  coexisten  la  soberanía  de  la  Na> 
oión  y  la  del  Bey. 

Todo  Estado  gobernado  por  una  democracia  representativa  entiende  que 
lia  de  organizarse  en  forma  de  federación,  la  que  produce  dos  corrientes:  una. 
extema,  que  tiende  &  constituir  unidades  nacionales  con  fracciones  separadas, 
y  otra  interna,  que  origina  la  variedad  en  todas  las  unidades  nacionales  exis* 
tentes. 

Respecto  á  la  constitución,  sienta  algunas  afirmaciones  de  importancia, 
salvo,  á  nuestro  juicio,  el  considerarla  como  un  pacto  bilateral  y  el  creer  en 
absoluto  iíegislables  l<s  llamados  derechos  individuales. 

Desde  luego  debe  hacerse  mención  de  la  que  se  refiere  á  los  derechos  de 
los  autores,  que  permite  apreciar  la  opinión  que  acerca  del  particular  existe 
en  la  América  española,  en  un  sentido  muy  distinto  del  que  caracterizó  al 
penúltimo  Congreso  celebrado  por  la  importante  Asociación  literaria  y  ar> 
tica  internacional.  Entiende  el  Sr.  Hostos  que  el  Estado  debe  vigorizar  el  de- 
recho de  propiedad  intelectual,  siempre  que  la  iniciativa  particular  no  alcan- 
ce k  hacerlo  efectivo,  ya  por  medio  de  leyes  que  aseguren  su  protección,  ya 
por  medio  de  tratados  internacionales  que  universalicen  la  jurisdicción  tiacionali  ya 
por  medio  de  privilegios  de  invención. 

Hace  correlativo  del  derecho  de  sufragio  el  deber  de  votar,  exceptuando 
4  las  mujeres,  para  las  que  oree  debe  ser  potestativa  aquella  facultad,  y  á  la 
obligación  del  Estado  á  enseñar  contrapon^  el  deber  del  ciudadano  á  apren- 
der, aunque  parece  que  no  reconoce  su  deber  k  instruirse,  sino  &  aprender  ne- 
cesariamente lo  que  pl  Estado  lo  enseñe  y  que  coxisidere  que  es  el  mínimttm 
de  la  instrucción  común. 

Sentado  el  privilegio  de  que  sin  delegación  no  hay  representación  y  de 
que  no  puede  haber  delegación  sin  elección,  extiende  k  todos  los  cargos  el 
suíjragio,  que  para  él  ha  de  ser  universal  y  organizado  de  suerte  que  garan- 
tice la  representación  proporcional  de  todos  los  partidos,  con  cuyo  objeto  hace 
nna  exposición  de  los  modernos  sistemas  electorales. 

Distribuye  el  Poder  legislativo  en  dos  C&maras;  el  Congreso  que  es  la  re- 
presentación individualista  de  todo  el  Estado,  y  el  Senado  cuyos  miembros  son 
elegidos  por  las  Sociedades  regionales,  que  reunidas  constituyen  la  Nación- 
Admite,  además,  una  Fre-Céunara,  distinta  de  la  Cámara  adicional  de  Stuart 
Kül  y  con  más  facultades  é  independencia  que  las  actuales  Comisiones  parla- 
mentarias, compuesta  de  especialistas  que  sean  órganos  de  alg^una  actividad 
social  en  el  orden  económico,  jurídico,  científico,  etc.,  y  encargada  de  prepa- 
rar los  proyectos  de  ley  é  intervenir  en  su  discusión,  imponiendo,  si  es  nece- 
sario, el  veto  suspensivo  ó  las  modificaciones  que  hayan  introducido  los  de- 
más órganos  que  realizan  la  función  legislativa. 

Procura  demostrar  que  es  justo  y  conveniente  exigir  la  responsabilidad 
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por  gus  actos  k  los  legisladores,  que  en  esto  no  han  de  ser  pñril^iados  rm> 
peoto  k  los  mandatarios  que  ejercen  las  demás  fanciones  del  Poder  del  Bste- 
do,  pues  de  lo  contrario,  añade,  serian  indiferentes  todas  las  formas  de  go- 
bierno; pero  sólo  encuentra  medios  indirectos  para  hacerla  efectivaí  dada  la 
deficiente  org^anixación  del  cuerpo  electoral. 

Bespecto  k  la  función  ejecutiva,  las  reformas  más  notables  que  propoos, 
son:  el  establecimiento  de  un  organismo  independiente  encargado  de  la  ges- 
tión económica  y  el  ingreso  en  todos  los  cargos  administrativos  mediante  cger 
cicios  de  oposición  ante  un  Tribunal  docente,  con  lo  que  cree  que  desapareee- 
ria  la  milicia  burocrática  que  trastorna  k  todos  los  partidos  y  está  adscrita  al 
servicio  de  quien  los  nombra  antes  que  al  del  Estado. 

Acepta  la  obra  de  que  damos  cuenta,  el  principio  de  la  organización  del 
Poder  judicial  para  ser  lógico  con  la  teoria  que  sustenta;  poro  en  vista  defats 
imperfecciones  actuales  del  cuerpo  electoral,  y  la  falta  de  órganos  distintos 
y  apropiados  por  las  diversas  funciones  que  debieran  encomendársele,  no 
aconseja  que  se  aplique  por  ahora  aquel  principio,  y  oree  que  de  moBsota 
puede  vigorisar  en  gran  manera  á  dicho  Poder,  el  Jurado. 

Beune  la  obra  del  Sr.  Hostos  un  mérito  análogo  al  que  haco  poco  scfift* 
lábauíos  respecto  á  la  última  de  Derecho  internacional  publicada  por  él  se- 
ñor Alcorta,  y  es  que  permite  completar  la  noticia  del  movimiento  juridia» 
contemporáneo  con  interesanteR  datos  acerca  de  la  producción  doctrinal  j 
legislativa  de  la  América  española. 

Creemos  que  bastan  estas  lineas,  desordenadamente  escritas,  quizás  p^u" 
haber  leído  con  alguna  premura  la  obra  del  Sr.  Hostos,  para  oomiprender  m» 
sólo  la  importancia  absoluta  de  ésta,  sino  la  relativa  que  supone  un  txab^ 
escrito  enmedlo  de  múltiples  y  variadas  tareas  profesionales  y  en  un  centro 
científico  que,  si  mereció  ser  llamado  Atenas  del  Nuevo  Mundo,  ha  tenido 
t}ue  dedicarse  durante  largo  tiempo,  con  preferencia,  á  la  pacificación  y  rege- 
neración del  País,  lo  que  nu  ha  consentido  que  se  escribieran  muchos  Hbros 
«orno  el  que  acabamos  de  analisar  someramente. 

Jost  Maluqueh  t  Sáltádox. 
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Lft  llipOtCCft  nftVftl  611  ERpana^  estuciio  de  leg^laoión  meroantil  eompurad*^ 
por  X>.  Leopoldo  Chnzdltx  Revillat  Doctor  en  Derecho,  Abogado  con  ejerefoio. 
Oficial  del  Consejo  de  Estado  (por  oposición).  Profesor  de  la  Academia  de 
Jnnspmdenoia,  etc.,  etc. — ^Madrid,  1886. 

No  hace  tres  años  todavía  que  en  la  Beal  Academia  de  Jnrispmdeneia^ 
«n  el  Ateneo  de  Madrid,  en  el  Congreso  Nacional  Mercantil  y  en  la  pi«nsa 
diaria,  comenzó  el  ilustrado  mercantilista,  autor  del  libro  qne  examinamod» 
una  activa  y  constante  propaganda  para  instaurar  en  España  la  hipoteca 
naval,  vigente  en  otras  naciones  y  desconocida  on  la  legislación  de  nuovtro 
País;  propaganda  que  acentuó  con  redoblado  esñierso  con  motivo  de  la  publi- 
cación del  Código  de  Comercio  de  1886,  y  de  la  necesidad  de  proceder  k  sa  re- 
forma en  muchas  materias,  que  el  comercio,  por  órgano  de  sus  Cámaras  y  da 
otras  corporaciones  é  individualidades,  ha  expuesto  en  varias  ocasiones  anta 
los  poderes  públicos. 

Encariñado  el  Sr.  González  Bevilla  con  la  institución  &  cuya  propagand» 
consagraba  sus  brillantes  dotes  de  escritor  y  sus  asiduas  investigaciones»  fnó^ 
profundizando  con  especial  atención  los  problemas  con  ella  relacionados  y 
todas  las  obras  y  legislaciones  que  de  ella  se  ocupan,  llegando  á  la  poseaiArt 
de  ua  caudal  do  doctrina  y  de  una  copia  de  erudición,  que  sólo  puede  estimar- 
se en  BU  justo  valor  con  el  atento  examen  de  su  notable  trabajo,  que  ha  dt« 
ser  estudiado  con  verdadero  interés  por  los  cultivadores  del  Derecho  meroan- 
til ,  y  constituye  un  valioso  libro  de  consulta  para  cuantos  se  dedican  á  pro- 
fesiones ó  negocios  relativas  al  comercio  marítimo. 

La  estructura  de  la  obra  obedece  á  un  bien  meditado  plan,  en  el  que  se  ha- 
llan combinadas  gradualmente  las  materias  que  han  de  ser  objeto  de  oonoeí- 
miento,  hasta  llegar  á  la  exposición  de  lo  que  el  autor  conceptúa  más  acep- 
table y  conveniente  para  ser  convertido  en  derecho  positivo. 

Comienza  en  el  capitulo  I  exponiendo  la  teoria  de  la  hipoteca  naval,  qua 
no  es,  en  su  concepto,  sino  «un  derecho  real  constituido  sobre  una  nave  i^i«iia 
en  garantía  de  un  crédito,  en  cuya  virtud  el  acreedor,  si  no  se  le  pag»  la 
deuda  en  el  plazo  convenido,  puede  hacer  embargar  y  vender  la  nave  hipota- 
^cada.»  Examina  luego  la  necesidad  y  venti^'as  de  la  hipoteca  naval  y  de  coa 
sucedáneos,  como  la  prenda  de  la  nave,  que  juzga  de  imposible  realiaaei6n 
práctica;  define  luego  la  nave  y  su  contenido,  determinando  cómo  ha  de  dis- 
tinguirse su  personalidad  civü  y  cuanto  se  refiere  á  licencia,  patente,  letra  de 
mar,  certificado  de  Registro  y  domicilio  de  la  nave. 

Estudia  la  condición  jurídica,  la  posesión  y  los  derechos  reales  sobre  la- 
nave,  oumo  base  para  fundamentar  y  razonar  la  posibilidad  de  la  hipoteca 
naval;  cuestión  que  es,  en  nuestro  sentir,  la  de  mayor  importancia  que  el  pro- 
blema ofrece,  y  en  la  que  la  hipoteca  marítima  ó  naval,  que  de  ambos  modos 
.se  designa,  no  presenta  aquella  solidez  dé  base  y   aquella  virtualidad  pre- 
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pía  que  exige  1a  ciencia  en  las  instituciones  jnridicae,  puesto  que  se  hace  ne> 
«esaria  para  su  existencia  la  del  seguro  maritimo,  siji  cuyo  poderoso  amparo 
no  hubiera  obtenido  en  la  ciencia  ni  en  la  práctica  carta  de  naturaleza;  71 
que  no  cabe  identidad  de  instituciones  de  derecho  para  regular  el  crédito  hi- 
potecario territorial  y  el  naval,  dadas  las  proñindas  diferencias  que  existen 
entre  los  bienes  inmuebles  ó  raices  k  que  el  primero  se  aplica,  y  los  biene* 
wniaetot  ó  mudtle-inmuehU»  como  los  tratadistas  modernos  denominan  k  las  naTet. 

Ocúpase»  por  último,  en  este  capitulo,  de  la  estadística  de  la  hipoteca  y 
del  concepto  y  fundamento  del  Registro  naval. 

Dedica  el  capítulo  II  á  la  parte  histórica  ó  precedentes  legales  de  la  ins- 
titución, examinando  los  precedentes  griegos,  romanos  y  de  la  Edad  Kedia; 
las  costumbres  de  Bretaña  y  Normandia,  y  la  declaración  del  Parlamento  da 
Burdeos  en  1619,  que  consideraban  las  embarcaciones  como  inmuebles;  y  la 
prohibición  de  hipotecar  las  naves,  establecida  en  las  Ordenanzas  de  16S1,  y 
•n  el  Código  francés  de  1807. 

Yiniendo  luego  á.  la  Edad  Kodema,  examina  separadamente  la  legislación 
de  Inglaterra  y  los  preceptos  de  la  Merchanl  thipping  act,  respecto  del  mortgagt 
de  las  naves  (que  es  como  una  pignoración  ó  venta  con  pacto  de  retro),  asi 
•n  esta  nación  como  en  los  Estados  Unidos  y  el  bajo  Canadá;  la  legislación 
francesa  con  todos  los  precedentes  de  la  Comisión  revisora  del  Código  en  1865» 
•1  proyecto  de  ley  de  1867,  las  peticiones  é  información  de  1870,  el  proyecto 
de  1879  y  la  opopíción  de  que  faé  objeto,  hasta  llegar  k  la  ley  vigente  de  18S5 
cuyos  preceptos  da  k  conocer;  la  legislación  belga  contenida  en  el  art.  190  del 
Código  y  en  la  ley  de  1879;  la  legislación  holandesa,  según  bu  Código,  y  la 
práctica  de  la  hipoteca  naval  en  este  país;  la  legislación  danesa,  en  la  que 
existe  además  de  la  Paut  iskibetf  ó  prenda  propiamente  dicha,  otra  especie  de 
prenda,  creada  por  ley  de  1753  llamada  Bulbreve  para  los  buques  en  constnic- 
ción  y  como  garantía  del  acreedor  por  gastos  de  obra;  la  legislación  de  Ale- 
mania, en  cuyo  Código  no  existe  la  hipoteca  naval,  por  más  de  que  en  Pruna 
ae  reputaran  inmuebles  las  naves  desde  tiempo  inmemorial;  y  la  ley  de  2i  de 
Junio  de  1861,  introductiva  en  este  reino  del  Código  alemán,  donde  se  dispone 
que  la  garantía  sobre  las  naves  se  constituye  por  medio  de  una  insciipción 
(rkoragung) ;  la  legislación  de  Italia,  cuyo  Código  organiza  la  institución,  aun- 
que no  con  el  nombre  de  hipoteca,  sino  con  el  de  pegno  navale;  y  por  último, 
el  Código  del  Uruguay,  según  el  cual,  la  hipoteca  no  podrá  tenor  lugar  ñno 
solnre  bienes  raices  ó  su  usufructo,  ó  «obre  nave». 

Este  examen  histórico  de  la  institución,  de  verdadero  interés  para  los 
.amantes  del  estudio  del  derecho  marítimo,  y  que  revela  improbas  y  asiduas 
investigaciones  por  parte  del  autor,  termina  con  el  examen  de  diversas  cues- 
tiones especiales,  entre  ellas  las  relativas  al  Derecho  internacional  privado» 
en  materia  de  hipoteca  naval. 

Dedica  el  capítulo  ni  al  examen  de  la  hipoteca  naval,  opinando  que,  se- 
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gún  establece  la  legiBlación  francesa,  los  buqaes  sólo  pueden  ser  hipotecados 
por  la  convención  de  las  partes,  quedando  excluidas  respecto  k  ellos  las  hi. 
potocas  legales  y  judiciales,  que  son  siempre  una  traba  al  crédito  de  aquéllos 
sobre  cuyos  bienes  pesa.  Cree  que  sólo  debe  extenderse  el  crédito  hipotecario 
naval  á  las  embarcaciones  de  mar,  como  acontece  en  el  derecho  francés,  y 
respecto  á  la  extensión  de  la  hipoteca,  que  puede  establecerse  no  sólo  en  loa 
buques  terminados,  sino  sobre  los  que  estén  en  construcción,  y  pueden  afec- 
tar á,  toda  la  nave  ó  sólo  &  una  parte  de  ella.  Respecto  á  la  capacidad  subje- 
tiva para  hipotecar,  entiende  que  sólo  reside  en  el  propietario  de  la  nave* 
«orno  sucede  en  el  derecho  común,  debiendo  exigirse,  á  semejanza  de  lo  que 
sucede  en  Francia,  un  poder  especial  para  hipotecarlas  por  medio  de  apo- 
derado. 

En  cuanto  á  la  forma  de  la  hipoteca  naval,  afirma  que  siendo  materia 
tan  grave,  no  es  posible  admitir  la  latitud  de  las  leyes  comerciales  respecto  k 
las  pruebas,  y  de  aqui  que  se  halle  establecido  como  principio  general  en  to- 
das las  legislaciones  que  debe  constituirse  por  escrito,  aunque  todas  las  legis- 
laciones admiten  como  bastante  el  otorgamiento  de  un  documento  privado, 
sin  exigir  la  escritura  notarial  para  evitar  dilaciones  y  gastos,  y  teniendo  en 
cuenta  que  también  se  considera  suficiente  para  la  enajenación  de  las  naves; 
estableciéndose  en  cambio  la  publicidad  de  la  hipoteca,  cuyas  disposioiones 
en  la  legislación  francesa  expone  á  continuación.  Termina  este  capitulo  con 
una  reseña  de  los  preceptos  que,  respecto  &  este  punto,  contienen  otras  va- 
rias legislaciones. 

Los  efectos  de  la  hipoteca,  que  son  muy  distintos  si  el  buque  gravado,  & 
causa  de  los  riesgos  marítimos,  pereció  ó  se  hiso  innavegable,  ó  si  llegó  feliz- 
mente k  puerto,  pues  que  en  cada  caso  hay  un  medio  distinto  de  hacer  efecti- 
va la  garantía,  son  objeto  de  especial  y  detenido  estudio  en  el  capitulo  TSf, 
en  el  cual  examina  dichas  hipótesÍB,  el  derecho  de  persecución,  el  de  prefe- 
rencia, la  concurrencia  y  graduación  de  los  acreedores  de  la  nave,  los  modos 
de  extinguirse  la  hipoteca,  %ntre  los  cuales  esták  la  purgue  (que  el  autor  tra- 
duce purga  por  razones  que  atinadamente  explica),  consistente,  como  es  sabi- 
do, en  el  beneficio  que  concede  la  ley  al  tercer  adquirente  de  cosa  hipotecada^ 
no  obligado  personalmente,  para  que  pueda  librarla  de  todas  las  hipotecas 
inscritas  anteriormente  á  la  inscripción  en  el  Begistro  del  titulo  de  su  adqui- 
sición. 

Consagra  el  capitulo  V  al  estudio  de  los  tratadistas  españoles  de  derecho 
mercantil,  entre  los  cuales  no  existe  ninguno  que  se  haya  ocupado  con  ex- 
tensión de  la  hipoteca  naval;  pues  los  trabajos  publicados  en  España  respecto 
&  esta  materia,  son  únicamente:  dos  artículos  insertos  en  los  tomos  de  los 
años  1877  y  1886  de  esta  Bkyibta  de  Leoisláción,  suscritos  por  D.  Agustín 
Ondovilla  y  B.  E.  Berra  Verdalet;  otro  de  D.  Baimundo  Dur&n,  publicado  en 
la  Beinata  del  Derecho  y  del  Notariado,  de  Barcelona,  y  otro  del  distinguido  car 
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l&drátieo  Sr.  Ascárate,  indaido  en  las  AcU»  del  Congrew  JS^pañ^  de  gfoyrnfvz 
43ifUmi<il  y  oomercwl;  una  nota  consagrada  á  la  hipoteoa  naval  on  la  obra  del 
Sr.  S&nolieE  Bom&n,  Estudiot  de  ampliación  del  Derecho  civil  y  Códigoi  e*paño¿e*,  y 
la  proposioión  de  ley  presentada  en  1885  al  Congreso  de  los  Dipatados  por  p.I 
Sr.  Fernández  Hontoria  para  implantar  en  España  esa  instituoión,  que  se  pa- 
"bUeó  en  un  folleto,  en  el  onal  se  insertaron  también  el  preámbulo  y  el  dis- 
coxBO  pronunciado  por  sn  autor  al  apoyarla,  y  la  respuesta  del  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia. 

Se  ocupa  después  de  los  preceptos  del  art.  4.*^  del  decreto  de  ^  de  Ko- 
TÍembre  de  1868,  de  la  discusión  del  Código  de  Comercio  hoy  vigente  y  de  las 
deficiencias  que  en  él  se  advierten,  así  como  de  los  precedentes  legales  que 
respecto  á  la  hipoteca  pueden  señalarse,  exponiendo  luego  los  trabajos  hechos 
•u  pro  de  esta  institución  en  el  Congreso  español  de  geografía  colonial  y  co' 
mexoial  de  1888,  en  el  Congreso  de  navieros  de  1886  y  en  el  Congreso  mercan- 
-til  del  mismo  año,  que  admitió  la  enmienda  presentada  por  el  Sr.  GtmzáleE 
Revilla  pidiendo  su  planteamiento  en  España;  terminando  esta  parte  de  su 
obra  con  el  resumen  del  estado  actual  de  la  cuestión  y  de  los  proyectos  y  tra- 
1n\Íos  pendientes  respecto  á  hipoteca  naval,  cuya  última  palabra  parece  ser 
el  haber  merecido  el  proyecto  de  la  Comisión  la  aprobación  del  Consejo  de 
l^nistros,  que  reconoció  la  necesidad  de  su  pronto  establecuniento. 

Todo  cuanto  se  refiere  al  organismo  interno  de  la  institución  en  España, 
»  la  marina  mercante  y  su  clasificación  legal,  nomenclatura  y  estadística  de 
las  embarcaciones  existentes  en  1.*^  de  Enero  de  1888,  y  al  desarrollo  complet-o 
del  plan  para  su  establecimiento  en  España,  comprendido  en  el  texto  de  las 
diea  bases  de  la  proposición  que  presentó  el  Sr.  González  Bevilla,  oonstiUiye 
el  oapitulo  Vil,  en  el  que,  desarrollando  las  bases  indicadas,  se  ocupa,  entre 
otros  puntos,  de  la  hipoteoa  de  la  nave  en  construcción,  fuentes  ó  títulos  da 
la  hipoteca  naval,  hipoteoa  eventual,  relación  entre  la  hipoteca  y  el  seguro 
marítimo,  graduación  de  la  hipoteca  y  anotaciones  preventivas;  mostrando 
^ran  originalidad  y  solidee  de  base  las  doctrinal^  del  autor  acerca  de  estos 
extremos,  especialmente  en  cuanto  á  la  reforma  del  art.  580  del  Código  da 
Comercio,  que  establece  los  créditos  privilegiados. 

En  el  séptimo  y  último  capitulo  de  la  obra  continua  desarrollando  las 
referidas  bases  en  cuanto  á  la  forma  y  transmisión  de  la  hipoteca,  y  se  ocu- 
pa del  Begistro  naval  en  Alemania,  Inglaterra,  Holanda,  Italia  y  Francia^ 
indicando  la  manera  cómo  debe  establecerse  en  España,  y  criticando  dura- 
mente la  legislación  actual  sobre  Registro  mercantil. 

La  obra,   que  tiene  el  indudable   mérito  de  ser  la  primera  escrite  en 
nuestro  País  sobre  esta  materia,  y  que  reúne  á  una  gran  erudición  la  clari- 
flad  y  precisión  en  el  lengufvje  que  exige  todo  tratado  científico,  ha  sido  li- 
sonjeramente juzgada  por  la  Beal  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políticas 
y  por  los  Centros  consultivos  de  la  Marina,  y  viene  á  llenar  una  verdadera 
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necesidad  de  nuestra  literatura  jorídioa,  en  la  cnal  no  habían  sido  estadiadas 
hasta  ahora,  con  la  debida  profundidad,  importantiaimas  cuestiones  de  Dere- 
cho mercantil  marítimo.  La  acogida  que  ha  de  merecer  tan  notable  publica- 
ción por  cuantos  han  de  menester  del  conocimiento  de  tales  materias,  será  la 
mkB  autoriaada  confirmación  de  nuestro  juicio. 

BAMÓH   SinCHEZ   DS    OCAVA. 


HiÚ  SilenziO  come  SOrgente  di  Obblígazloni,  del  Prof.  Ftuierico  Penico.  (Atti 
,  della  Beale  Academia  di  scienze  morali  é  politicha  di  Nápoli,  vol.  xxii, 

1868.) 

Bl  examen  jurídico  del  silencio  y  de  sus  efectos,  ha  sido  objeto  de  mucho t» 
t rabinos  en  gran  parte  reconocidos  en  la  literatura  juridica.  Asi  no  es  raro  so 
Ltxsa  frecuentemente  mención  de  las  obras  de  Coccejo  (1),  de  Winter  (2),  do 
Borne  y  de  Koderischius.  Además  de  estos  tratados  especiales  (3),  examinada 


(1)  COCCRJI  n,  Silcntto  en  lan  exercitationes  curtma».  Palatinas.  Traicctinu:  et 
VimdrtWJB.  DUputatw  XLIII  rc^p.  Tijitf tunes  KenixUr. — Hamburg,  año  1982,  vol  i, 
p&gs.  SOl-olS.  Lemgovi»,  1722. 

(2)  £o  Ghb.  Winteri,  Dip.  n  de  ñUntio.  Helms,  1315. 

(8)  A  éstos  se  pueden  añadir:  YUST  Chb.  Yden,  Tractntw  de  jure  nileutü. 
Hannoverse,  17-10. 

Nb.  Chr.  Lynekkri.  DÍ9p.  de  nilentio.  Tenal,  1098. 

Ohr.  Xublebi,  Ditp.  de  ture  nU-ntio.  Bintel,  1689. 

Id.  Herm  a  Sode,  Dvtp.  de  iñlcHtio.  Trf.,  1605. 

Id.  Stein,  Be  nlentio.  Begioni,  1705. 

Id.  TlSCnEMAKRR,  De  ture  nílentii.  Ultrnj.,  1780. 

Id.  SuADA,  Silen»  et  loguewt.  Marp.,  1647. 

G.  SCHUTZ,  De  recta  «Uendi  ratio»e.  Froncof,  1657. 

HbVR.  Petr.  Beumer,  De  nüentio  innoxio.  Trf.,  1098. 

Tbod.  HEim.  BkumkR,  De  »¡lentio  noxio.  Trf.,  1698. 

liAGNUS  CrackAN,  De  «ilentio  prcejudicante.  Alf.,  1705.  « 

Trono  k  Victoria,  De  ttíletUii  obligatione.  Lagdoni,  1657. 

Hbnr.  Brokes,  De  «ilentio  oonaentum  inf trente.  Yitel.,  178i. 
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ha  sido  también  oon  gn,n  frecuencia  en  las  obras  de  los  comentadores  de  las 
fuentes  del  Derecho  romano  y  de  los  doctores  de  todas  las  oscuelas,  aÁ  como 
por  los  jurisconsultos  ideo-moralistas  de  la  escuela  holandesa,  por  los  cano- 
nistas y  en  mayor  abundancia  por  los  escritores  sobre  la  materia  de  prce»uwtp- 
tionibta  y  de  probationtbus. 

Pero  no  puede  decirse  que  se  haya  hecho  nn  examen  verdaderamente  ri- 
STuroso  y  con  resultados  concretos,  oientificos  y  sostenidos  por  las  Autoridades 
del  derecho  positivo,  asi  antiguos  como  modernos.  De  una  parte,  se  ha  estu- 
diado esta  materia  en  relación  con  el  Derecho  civil  ó  con  el  procedimiento 
criminal,  resolviéndose  un  gran  námero  de  cuestiones  sin  un  concepto  gene- 
ral y  absoluto;  y  de  otra,  los  trabajos  hechos  constituyen  más  un  estudio 
ético  que  legal,  méui  de  moralista  que  de  jurista. 

Sobre  este  tema  el  Prof .  Pérsico  ha  hecho  un  especial  trabajo  nacido  de  la 
observación  y  que  es  de  suma  utílidad;  pues  inútilmente  se  buscaría  en  el  Có- 
digo civil  una  disposición  ó  una  regla  que,  aplicada  k  cualquiera  controvenda, 
directamente  la  resolviese;  y  sin  esfuerzo  de  interpretación  expone  algunos 
ejemplos  que  son  resueltos  por  el  principio  de  que  el  hecho  propio  perjudica, 
Tw^Tíma.  qne  no  se  encuentra  en  el  Código  civil,  mientras  que  el  Derecho  ro- 
mano en  aquella  numerosa  serie  de  casos  expuestos  con  sutil  análisis  por 
los  jurisconsultos,  la  determina  en  el  p.  18,  C.  de  non  numerata  pecunia ^  IT,  90. 

Asi  es  que  no  se  hallan  reglas  especificas  acerca  de  la  culpa,  la  negligen 
da,  el  dolo,  ni  nada  se  encuentra  en  dicho  Código  sobre  el  silencio.  Hablase 
«n  él  de  un  mandato  tácito,  de  una  tácita  aceptación  de  herencia,  de  una  tá- 
cita reconducción,  en  cuyas  disposiciones  el  silencio  es  supuesto  y  ca&i  pena- 
do; pero  esto  no  constituye  una  regla  que  sirva  para  determinar  cuando  el 
silencio  es  licito  ó  indiferente  y  cuándo  perjudica.  Precisamente  en  la  obra 
de  que  damos  cuenta,  el  entendido  Catedrático  de  Ñapóles  pretende,  confor^ 
me  con  el  antiguo  Derecho  romano  y  con  los  escritores  que  le  siguen,  exa- 
minar la  naturaleza  jurídica  del  suénelo  y  cuándo  sea  indiferente  ó  no,  asi 
como  los  casos  en  que  produzca  una  obligación  por  parte  del  que  calla. 

Comienza  dicho  estudio  definiendo  el  silencio  como  la  completa  absten- 
ción de  todas  las  manifestaciones  del  pensamiento,  con  exclusión  de  aquellos 
actos  que  por  si  mismos  infieren  la  voluntad  del  agente  ó  equivalen  á  ella 
aunque  no  se  hable. 

Para  que  exista  el  silencio  jurídico,  es  menester  que  esta  abstención  sea 
voluntaria  y  acerca  de  un  hecho  dañoso  á  nosotros  ó  á  los  demás,  y  del  cual 
tengamos  conocimiento. 

El  autor  cita,  en  apoyo  de  su  opinión,  la  frase  del  célebre  Cococtjo  (1),  «n 
de  etti  te  prcevente  ftcierUe  ac  tácente  trannigatuTy  vel  eenteitíia  inter  alioe  frratura  mon 
iamen  id  tibí  prcejudicat,  si  ne$civerÍ9  rem  ad  te  pertiaere. 


(1)     De  «ilentio,  IV. 
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Acerca  del  hecho  de  tá  del  silencio  puede  nacer  nna  obligación,  se  objeta 
*qiie  el  silencio  es  nn  hecho  negativo,  una  cosa  indiferente,  incapaa  de  prodn- 
cir  nn  mal,  é  insosceptible  de  incnlpar  falta  alguna  k  nadie.  Adem&s,  la  cien- 
oía  ó  el  conocimiento  de  los  hechos  es  un  estado  de  la  inteligencia  y  no  nn 
acto  de  la  voluntad,  que  son  los  únicos  que  pueden  producir  una  responsabi- 
lidad; finalmente,  una  máxima  romana  (1)  ha  determinado  la  naturaleza  del 
silencio,  considerándole  como  e^nel  acto  por  el  cual  no  se  afirma  ni  se  niega. 
Advierte,  sin  embargo,  el  autoif  que  la  ciencia,  unida  á  la  tolerancia  de  un 
hecho  dañoso  jurídicamente,  puede  indicar  un  consentimiento  presunto.  Los 
romanos  le  llamaron  patteatia,  y  de  ésta  hacían  derivar  una  responsabili- 
dad (2),  y  Dionígi  Godofredo  ha  analizado  exactamente  los  varios  estados  de 
la  Yolnntad,  del  velUy  del  iv^le  y  del  non  nolle  (3),  de  lo  que  resulta  que  el  n*»! 
MolUt  callando,  es  también  una  firme  expresión  de  la  voluntad  y  equivale  á  la 
«probación,  por  cuyo  motivo  producía  en  Derecho  romano  la  aetio  triBn- 
Jtoria  (4). 

El  autor  examina  también  los  casos  en  los  que  el  silencio  perjudica  cuan- 
do xma  ley  precisa  impone  al  que  calla  la  obligación  de  hablar,  llamando  á 
éstos  casos  de  consentimiento  jScfu^;  esto  e^,  supuesto  por  la  ley,  en  confor- 
zuidad  con  lo  que  el  art.  1151  del  Código  civil  italiano,  con  una  norma  gene- 
ral, comprende  también  los  casos  negativos  del  silencio,  refiriéndose  á  la  co- 
nocida distinción  de  la  culpa  en  culpa  commUaionin  y  culpa  omiv^ionit, 

-^tablecido  así  como  del  silencio  puede  nacer  una  obligación,  pasa  á 
examinar  en  qué  casos  sucede  esto  y  dentro  de  qué  límites.  Con  tal  objeto 
«xamina  lacería  de  Winter  (o),  Ubicunque  nile/u  et  potuUsH  ct  debui-itet  logui  Hjí 
«n  »uum  prcRJudictum  tüuinw!  vttletur,  la  cual  parece  exacta;  pero  no  lo  es  poi  la 
Indeterminación  de  la  palabra  d^buU^ett  que  en  su  significación  comprende  to- 
dos los  deberes,  sin  distinción  alguna  entre  los  deberes  religiosos,  morales,  de 
lionor,  de  urbanidad  y  deberes  juridicos,  de  modo  que  con  la  teoría  del  e-scri- 
itor  de  Brunswick  se  vuelve  al  punto  de  donde  se  parte . 

Sabiamente  observa  el  autor  que  es  pecesario,  anto  todo,  indagar  si  se 
puede  establecer  una  regla  única  para  todos  los  caso<r,  ó  muchas  por  los  di- 
ffersos  aspectos  de  los  hechos  que  pueden  ocurrir  y  ser  sometidos  al  examen 
•del  jurisconsulto.  Expone  después  de  ello  una  clarificación,  distinguiendo  por 
primera  vez  el  silencio  inofensivo  de  aquel  que  paede  producir  dafio.  Ilespec' 
±o  del  primero  establece  que  el  silencio  no  perjudica  cuando  el  consentí- 
joaiento  debe  ser  expresado  en  el  acto  para  que  sea  válido;  que  el  silencio  no 


<1)  P.  142,  D.  60,  17. 

(2)  F.  46,  D.  6,  2. 

•  (8)  Comm.  ad  Ug.  8,  D.  de  reg.  jvr. 

(4)  P.  1,  §  3,  P.  14,  4. 

(5)  De  tilentiói  pág.  6. 
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puede  causar  perjuicio  k  una  acción  que  dabe  aer  ejercitada  contra  un  boelio 
crimiual;  que  no  tiene  eficacia  alguna  el  silencio,  si  el  hecho  as  negatiro  por 
ambas  partes;   y  en  fin,  que  el  silencio  no  dafta  si  en  ves  de  un  h«oho  qa^ 
puede  alterar  un  derecho  se  trata  de  una  mera  invitación,  de  una  orden  6  d» 
una  simple  proposición. 

Kn  cuanto  al  silencio  que  da&a,  rige  en  general  la  máxima  que  aquél  que 
puede  protestar  ó  contradecir  un  hecho  y  se  abstiene  de  hacerlo,  se  le  coaá* 
dere  obligado  y  tenido  á  la  reparación  de  los  dafios;  de  esta  máxima,  impu^ 
nada  por  muchos,  se  tienen  numerosos  ejemplos  en  el  Derecho  romano  Cl>,  y 
sólo  se  oponen  á  ella  el  p.  8,  §  1,  D.  3,  3,  y  el  p.  8,  §  16,  D.  20,  6.  £1  primar» 
de  éstos  contiene  una  excepción  &  la  regla  expuesta  en  favor  del  mandatario, 
puesto  que  según  él,  ninguno  trucitus  puede  recibir  un  encargo  gratuito  y  gra- 
▼08i>  como  el  mandato,  mientras  que  i>ara  el  mandante  rige  la  reglA  gvnexal^ 
como  resulta  del  p.  6,  §  2,  D.  18,  1;  y  el  segundo  ae  refiere  al  acreedor  qae 
deja  en  silencio  vender  el  pefto  por  el  deudor  y  no  se  presume  que  lo  oonsien- 
te,  pues  conserva  el  peño  también  respecto  de  los  otros  poseedores  (^.  Sobre 
el  mismo  asunto  se  tiene  en  contrario  el  p.  158,  D.  50,  17.  CrtdUor  gui  perwuttil, 
rem  ventre  pignwt  d^mittit. 

Otra  especie  de  silencio  jurídicamente  dañoso  es  aquel  que  tiene  por  ob- 
jeto un  lucro  en  daño  de  otros  produciendo  las  acciones  redhibí torias,  enya 
idea  en  el  Derecho  romano  era  muy  amplia  y  comprendía  también  el  ea«o  n 
quit  in  vendfndo  prcedio  coT{^nem  oelaverit  quem  emptor  »%  audUtiet  empturu»  wrm 
eMtet  (8). 

El  punto  más  importante  examinado  en  dicho  trabajo  se  refiere  k  la  cues- 
tión de  si  debe  responderse  del  silencio  sobre  un  hecho  dañoso  ejecutado  por 
un  tercero,  cuando  otros  reciben  por  él  un  daño  que  con  la  denunoia  del 
que  calla  pudiera  evitarse.  Sobre  esto  se  ha  empeñado  una  muy  grave  oon- 
trovorsia  entre  los  juristas  modernos,  especialmente  los  franceses.  Mr.  Tonllíer 
ha  sostenido  la  opinión  afirmativa  (4),  creyendo  ser  una  especie  de  oon^liei' 
dad  el  hecho  de  no  impedir  una  acción  nociva  cuando  se  puede  evitar,  y  se 
funda  principalmente  en  el  p.  121,  D.  50,  17,  el  cual  tiene  una  significación 
muy  general  para  poder  derivar  de  él  apoyo  para  tal  teoría,  que  e«  la  d* 
Domat.  Demolombe  (5)  tiene  la  opinión  contraria,  opinando  que  dicha  doctrí- 


(1)  P.  2,  D.  50,  1;  p.  4,  §  8,  D.  27,  7;  p.  7,  §  2,  D.  28,  1;  p.  16,  D,  14,  6;  §  S, 
Inst.  1,  12;  Nov.  128,  cap.  17;  p.  19,  D.  89,  8;  p.  tüt.,  C.  8,  66;  p.  8,  C.  8,  45;  p.  60, 
D.  50,  17;  p.  6,  O.  4,  85;  p.  11,  D.  19,  2. 

(2)  P.  9,  D.  20,  6. 

(3)  P.  85,  §  8,  D,  18,  1. 

(4)  Vol.  11,  núm.  117. 

(5)  Yol.  81,  pág.  414,  núm.  499. 
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partoneoe  máa  &  la  moral  que  al  Bereoho.  El  autor  oree  muy  general 
]» teozla  de  TouUier  y  exoesiramente  estrecha  la  de  Demolombe;  pero  ee  in. 
«Ka»  mAa  k  la  primera  que  k  la  segunda,  en  la  conviooión  de  que  no  es  me* 
ser  obligado  legalmente,  según  Demolombe»  para  impedir  un  daño,  sino 

basto  serlo  por  un  deber  de  justicia  natural. 

Débemoe,  sin  embargo,  observar  que  si  bien  es  verdadera  y  conforme  k 
jvttícta  la  conclusión  del  Profesor  Pérsico,  no  creemos  que  en  la  práctica  pue- 
da MT  exacto  y  completamente  aplicada,  porque  para  ello  seria  en  muchos 
caeos  menester  probar  un  estado  psicológico  ó  un  hecho  negativo  de  imposi- 
litle  justificación. 

n  último  capitulo  está  dedicado  á  los  efectos  del  silencio  en  materia  eri- 
afaiál.  Para  los  Códigos  penales  modernos  no  es  obligatoria  la  revelación  por 
paite  de  aquellos  que  tuvieren  conocimiento  de  algón  hecho  punible  ó  delito; 
!•■  romanos,  sin  embargo,  estoblecian  muchas  penas  para  el  silencio  volunto- 
rio  sobré  los  delitos  cometidos  por  otros,  y  varios  fragmentos  del  Código  de 
^astiniano  dan  de  ello  testimonio  (1). 

Beto  trabajo  termina,  por  último,  con  una  ingeniosa  firase  que  compendia 
toda  la  enseftansa  práctica  de  la  doctrina,  rtcomoclme  andart  cauto  tome  nel 
parlare,  anche  neílo  eetare  zitto.  ' 

Tal  es  el  trabajo  del  Profesor  Pérsico  que  consideramos  verdaderamente 
muy  importante  por  la  materia  que  es  objeto  de  él  y  por  el  modo  oomo 
«s  tratado,  con  exactitud  y  con  abundancia  de  doctrina.  Solamente  nos  per. 
xnitiremos  hacer  dos  observaciones  sobre  el  mismo.  En  primer  lugar,  oreemos 
que  habría  sido  conveniente  una  más  precisa  y  dentifioa  distinción  entre  la 
materia  del  silencio  y  la  de  la  confesión,  distinción  derivada  del  carácter  in- 
itinseco  de  los  dos  actos  y  explicada  en  los  diversos  efectos  de  ellos.  Y  á 
más  de  esto,  no  comprendemos  por  qué  causa  el  ilustre  escritor,  habiendo  te- 
nido en  consideración,  tanto  la  doctrina  romana  y  la  intermedia  como  la  mo* 
dsma,  ha  prescindido  de  la  Bota  romana,  la  cual  en  sus  decisionee  acerca  de 
gran  número  de  casos  contiene  máximas  importantes  de  las  cuales  queremos 
ettar  algunas,  como  son  las  que  se  relacionan  con  las  sigtidentes  materias:  (2) 
los  efectos  del  suénelo  para  la  validación  de  un  acto  nulo:  (8)  que  el  silencio, 
ó  áea  la  tácito  renunciación  en  materia  d^  interdictos  posesorios,  no  peijudi- 
ea  al  que  sabia  era  salvo  su  derecho:  (4;  que  el  silencio  y  el  no  contradecir  no 


a)  P.  14,  B.  29,  6;  p.  1,  §  22,  B.  h.  t.;  p.  2,  D.  4,  8,  9;  p.  6,  D.  h.  t.;  p.  6, 
S§  6  y  7,  C.  9,  8;  p.  1,  §  4,  C.  9,  24;  p.  1,  C.  9,  89;  p.  C  8, 9, 19;  p.  8,  fi  1«  C.  9, 12; 
ITov.  134,  C.  10. 

(SO     12  de  Enero  1609,  núms.  8  y  4. 

(8/    26  de  Junio  1618,  núm.  6. 

(4)     10  de  Abrü  1606,  núm.  9. 
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poi^udica  al  que  antes  ha  protestado:  (1)  que  el  süenoio  no  peijudioft  <nuiA-l6 
hablanda  ó  contradiciendo  no  se  pnede  impedir  el  acto:  (2)  qne  aquel  qo» 
calla  no  se  entiende  consentir  lo  qne  le  es  contrario:  (8)  qne  aqael  que  «all» 
conscientemente  se  presóme  consentir  aquello  qae  oed«  en  sa  ntOidad:  (4) 
qne  aquel  que  calla  acerca  de  cosas  prohibidas  tiénese  como  si  '^ifPÍwmlatWT, 
no  como  si  aprobase:  (5)  que  el  silencio  indica  aprobación:  (6)  que  aqnel  qva 
calla  se  entiende  haber  aceptado  por  su  conreniencia  y  para  sn  ayudas  (7) 
que  se  tiene  como  doloso  el  silencio  que  trae  conTenieneia  k  nosotros  y  da&a 
á  los  dem&s:  (8)  que  el  simple  silencio  respecto  de  las  cosas  dañosas  no  eons- 
tituye  consentimiento:  (0)  que  el  silencio  de  mucho  tiempo  es  equiparado  al 
eonsontimiento:  (10)  que  el  silencio  hace  inferir  la  simulación:  (11)  qua  el  si- 
lencio de  diez  años  en  el  pedir  tina  gruesa  suma  hace  presumir  que  no  es  ds- 
bida:  (12)  que  del  silencio  en  el  no  pedir  el  pago  judicial  ó  extngndioialment^ 
se  presume  la  donación  del  dinero:  (18)  que  el  silencio  de  mucho  tiempo 
presumir  el  pago:  (14)  que  el  silencio  por  mucho  tiempo  de  un  menor 
que  cuando  el  mismo  es  ya  mayor  no  pueda  impugnar  el  contrato,  y  si  sola- 
mente excepcionar  la  nulidad  si  es  llamado  en- juicio  (lo),  etc.,  ete.,  no  faaetsk- 
do  mención  de  muchas  otras  reglas  que  se  refieren  al  silencio  en  CTUKuto  4  la 
prescripción  y  ¿b  la  presxmción. 

La  rappresentanze  politiche  é  omministratíva;  oonsiderañoni  é  proposte 

di  Federico  Pérsico.  Napoli,  1885;  un  vol.  in  8.^  di  p&gs.  Yni-26S. 

Este  autor  que  hemos  visto  es  sumamente  entendido  en  las  materias  de 
Derecho  privado,  lo  es  también  en  aquellas  que  se  refieren  al  Derecho  pé- 
blico.  • 


(P     26  de  Junio  1613,  núm.  6. 

(2)  y.  Pablo  Rúbeo,  not.  núm.  35,  éi  6  de  Mayo  1646. 

(3)  B  de  Julio  1604,  nám.  5. 

(4)  8  de  Diciembre  1610,  núm.  6. 

(5)  28  de  Abril  1597,  núm.  45.  A  esta  m&xima  observa  el  anotador  Fablo 
Bubeo,  que  fiil*ntium  ci<m  nihil  nt  nota  protet  aliquid  operari. 

(6)  8  de  Noviembre  1627,  núm.  22  (Bev.  Gocoino). 

(7)  4  de  Febrero  1631,  núm.  29  (Coocino). 

(8)  6  de  Marzo  1638,  anot.  de  Pablo  Bubeo,  núm.  907. 

(9)  2  de  Diciembre  1639,  núm.  8. 

(10)  10  de  Junio  1648,  núm.  15. 

(11)  1.*  de  JuUo  1642,  núm.  8. 

(12)  18  de  Junio  1647,  núm.  6. 
(18)     26  de  Mayo  1668,  núm.  19. 

(14)  4  de  Mayo  1667,  núm.  18,  y  18  de  Mayo  16B7,  núm.  8. 

(15)  6  de  Febrero  1662,  núm.  25. 
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I<as  oieneiaB  políticas,  que  huí  tomado  nuevo  y  grande  desarrollo  en  los 
últimos  años  de  este  siglo,  en  sns  trabigos  y  en  sus  estudios,  si  no  piden  el 
ooncuTBO  del  jfbrista  y  la  critiea  del  comentador,  han  menester  de  nna  gran 
ainteais  que  coordine  los  sistemas,  proponga  otros  nnevos  y  todos  los  compa- 
xe  para  establecer  la. mejor  forma  y  el  mejor  régimen  de  los  gobiernos  y  de 
.  las  xepresentaoiones. 

El  proyecto  de  nn  sistema  de  ordenamiento  de  las  representaciones  po- 
litieas  y  administrativas,  es  explicado  por  el  profesor  Pérsico,  en  la  obra  de 
que  damos  cuenta,  con  abundancia  de  cuidadosas  investigaciones  sobre  las 
principales  cuestiones  y  teorías  que  se  agitan  en  la  materia.  Este  üüstrado 
oatedx&tico  de  Ñapóles  propone  una  triple  representación  que  hace  derivar 
de  un  triple  sistema  orgánico  de  elecciones.  Establece  para  ello  tres  centros 
que  deben  ser  representados;  esto  es,  el  burgo  ó  común  menor,  la  ciudad  y  la 
provincia,  y  hace  <corre8ponder  k  ellos  una  triple  reiMurtipión  de  los  colegios 
electorales  según  las  clases  sociales.  Pone  por  base  de  su  sistema  la  repre- 
sentación de  las  clases  que  ya  había  propuesto  en  otra  obra  suya  y  que  eon- 
ouerda  cuasi  con  el  sistema  del  profesor  Prins  de  Bruxelles.  .Las  diferencias 
de  índole  de  las  poblaciones  rurales  y  de  las  eiioulades,  son  muchas;  siendo  las 
primeras  sobrias  y  laboriosas,  mientras  que  en  las  ciudades  abundan,  en  las 
varias  condiciones  de  vida,,  los  desórdenes  y  los  tumultos:  por  esto  es  conve- 
niente establecer  un  orden  diverso  de  repartición  de  las  representaciones. 
Asi,  para  los  burgos  propone  la  distinción  en  los  tres  colegios  de  los  propie- 
tarios é  industriales,  de  los  colonos  y  artesanos,  y  de  las  otras  artes  ó  profe- 
siones civiles;  para  las  ciudades,  los  colegios  de  los  sacerdotes,  de  los  milita- 
res, de  los  propietarios,  de  los  industriales  y  de  los  colonos;  cada  uno  de  es- 
tos  colegios  tendrá  un  número  de  candidatos  en  proporción  ójd  sus  miembros. 
Esto,  para  las  representaciones  administrativas:  para  las  políticas,  las  repre- 
«entaoiones  locales  constituidas  orgánicamente  deberán  elegir  los  diputados 
del  Cuerpo  legislativo  y  político.  De  este  modo,  los  burgo»,  las  ciudades  y  las 
provincias,  distinguidos  por  clases,  eligen  sus  representantes  administrativos, 
los  cuales  nombran  los  representantes  políticos. 

Tal  es  el  sistema  propuesto  por  el  ilustre  catedrático  de  Ñápeles,  sistema 
que  ^osotros  en  general  creemos  aceptable.  Solamente,  sin  embargo,  debe- 
mos observar.  ¿Por  qué  no  tiene  el  autor  en  alguna  consideración  un  elemen- 
to político  nxuy  importante  cual  es  la  regiánf  Cualquiera  que  sea  el  régimen 
de  un  país,  y  en  los  de  Italia  especialmente,  existen  diferencias  sociales,  eco- 
nómicas y  políticas  de  las  que  no  se  puede  prescindir,  y  sería  muy  convenien- 
te hacer  intervenir  á  las  regiones  como  unidadec^  políticas  en  la  creación  de 
la  representación  nacional,  confiriendo  á  ellas  la  composición  del  Senado, 
que  en  un  gobierno  parlamentario  debe  ser  necesariamente  electivo. 

Además,  en  la  parte  especial  del  proyecto  del  entendido  profesor,  su  tra- 
bigo  contiene  muchos  cuidadosos  exámenes,  y  especialmente  una  importante 
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obiierTAoión  sobre  el  oomún  siatema  de  toniKr  por  ejemplo  par»  Um 
Dea  poUticaa  de  los  Bstados  del  continente  las  de  Inglaterra,  qne  iieiiei 
cíales  condiciones  de  ser  por  su  historia  y  por  la  Índole  de  sñ  pueblo. 
Kyamina  también  los  partidos  políticos  y  el  c^áoter  jnridioo  del 
sentante,  y  merece  citarse,  por  sn  claridad,  la  ezposiciófn  del  régimen  paila- 
mentario  con  las  diferencias  entre  el  gobierno  constitucional  y  el  ri 
tatiTO.  Ss  éste  nn  oapítnlo  mny  importante,  m  el  que  se  examina  el 
inglés  del  sistema  y  la  conveniencia  del  régimen  parlamentario,  aobr»  eay» 
tema  hemos  también  leído  en  la  Bevúta  de  E»paña  (núm.  48S)  las 
obsenraciones  del  Sr.  D.  Conrado  Solsona,  que  cononerda  ooasí  ocm  el 
sor  de  Kápoles,  declarando  las  diferencias  de  los  Tarios  aist.emaw  de  gobfaraee 
parlamentarios,  constitucionales  y  representatÍTOS,  dif erenciaa  qne  traen  tm. 
origen  del  proceso  histórico  oculto  y  lento,  y  especialmente  del  estada  le 
la  generación  presente,  que  él  autor  español  llama  la  generación  de  la  dada^ 
'del  afán  sin  limite,  del  ansia  sin  medida  y  de  la  fe  sin  venda,  sin 
ción  y  sin  reposo,  que  no  es  otra  cosa  que  la  ambición  resuelta;  modoe 
éstos  de  ser  de  la  política  práctica  y  que  se  refieren  á  las  más  imporlastes 
cuestiones  del  régimen  del  Estado,  y  especialmente  de  las  repreeentaeieiies 
de  las  clases  de  la  sociedad  y  de  los  poderes  del  Bstado. 


«  « 


La  díTisione  dei  poteri  nello  stato  actaale  delli  dottrina  é  della  legía- 

laiione,  por  Alcxandro  Malgonni.  Palermo,  1886;  un  voL  en  B.*  de  60 


Problema  antiguo  y  variamente  resuelto  ha  sido  el  de  la  divisftfta  de  les 
poderes  del  Estado.  Los  diversos  sistemas  seguidos  y  las  varias  resolom»' 
nes'  dadas  á  una  materia  tan  imjportante  como  ésta,  han  producido  la  fiüfta  áa 
una  verdadera  teoría  científicamente  exacta  sobre  él  fundamento  príneipaUsi- 
mo  del  Derecho  público  moderno,  y  no  creemos  engafiamos  al  i^imair  qna 
aste  trabajo  del  ilustre  profesor  Halgorini  constituye  un  examen  cnidadoae  j 
nn  análisis  científico  de  dicha  tesis  estudiada  en  la  doctrina  y  en  lajw¡S|H« 
dencia.  En  él  análisis  de  los  poderes  del  Estado  expoxM  él  autor  el  méled» 
objetivo  de  Montesquieu  y  el  formal  subjetivo  de  Rousseau,  y  faamanda  la 
comparación  de  los  mismos,  deduce  como  conclusión  que  es  menester  no  elar 
■sifioar  á  prieri  los  poderes  que  constituyen  la  soberanfa,  sino  adoptar  im  orir 
terio  por  el  cual  pueda  jusgarse  de  las  manifestaciones  de  la  misma,  al  oaal 
criterio  no  puede  ser  el  de  Rousseau,  ó  sea  el  de  la  antitesis  entre  la  wrfca- 
tád  y  la  fuerza  física,  entre  la  causa  moral  y  la  material  de  las  accionei  ha- 
manas. 


1  -i-  r^:^: 
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De  la  noción  de  los  fines  del  Estado  cuya  misión  es  mantener'  entre  los  ^  ~ 

liomln'es  el  derecho  y  adelantar  el  bien  social,  el  entendido  antor  deduce  la 
distinción  fundamental  de  los  poderes  en  imperio  jurídico  y  gestión  administrati- 
va. De.  esta  división  se  derivan  otras  subdivisiones  que  son,  en  cuanto  al  im- 
perio jttridicOf  las  de  /Wer  legitlativo,  que  hace  las  leyes;  de  Poder  ejecutivo  que 
las  aplica  y  las  hace  observar,  y  de  aquel  poder  que  guarda  la  justicia  en  las 
relaciones  internacionales  y  que  el  autor  denomina,  según  Locke,  Bider  fr- 
'derativo. 

Los  criterios  diferenciales  entre  los  poderes  de  índole  imperativa  y  el  do 
«dministraoión,  son  muy  ciertos  y  precisos  en  su  determinación,  por  la  dife- 
rencia de  que  la  administración  no  constituye  un  poder  como  el  imperiu»  y  la 
pofé«(a«,  si  bien  se  halla  provista  de  la  energía  operativa,  necesaria  para  la 
otilidad  pública  y  para  el  respeto  de  las  leyes. 

Sobre  la  división  de  los  poderes,  el  autor  sabiamente  rechaza  la  división 
mecánica  y  prefiere  una  división  orgámica  que  los  separa  en  dos  grupos:  en  el 
primero,  los  Poderes  legislativo,  federativo  y  ejecutivo;  en  el  segundo  la  ju* 
risdicción  civil,  criminal  y  administrativa;  los  poderes  del  primer  grupo  de- 
ben estar  en  un  solo  sujeto,  el  cual  los  dirija  al  fin  del  Estado,  si  bien  debe 
concordar  con  los  demás  sin  tener  influencia  alguna  sobre  la  jurisdicción  fue- 
ra de  la  de  nombrar  los  Magistrados  y  las  de  los  derechos  de  gracia  y  de  am- 
nistía. 

Esta  división  es,  á  nuestro  entender,  muy  justa  y  preferible  á  las  otras, 
porque  determinando  exactamente  la  acción  de  cada  poder,  siempre  en  rela- 
ción con  la  de  los  otros,  hace  inútiles  todas  las  comunes  teorías  de  los  con- 
trapesos y  de  las  resistencias,  en  las  cuales  no  tenemos  ninguna  fe,  especial- 
inente  en  las  instituciones  políticas  de  la  Europa  continental. 

En  la  división  de  los  poderes  en  la  constitución  inglesa  según  los  estatu- 
tos y  según  la  ijommon  lawt  el  Poder  legislativo  es  atribuido  al  Parlamento  com- 
puesto del  Bey,  de  los  Lores  y  de  los  Comunes;  el  Poder  federativo,  el  Bey  ó 
igualmente  el  Poder  ejecutivo,  pero  con  el  concurso  de  las  Cámaras  por  el 
■derecho  de  aprobar  los  subsidios  propuestos  por  la  Corona,  mientras  que  el 
magisterio  de  buen  gobierno  y  el  contencioso-administrativo  son  atribuidos  á 
los  propietarios  de  la  tierra,  no  como  en  derecho  feudal,  sino  como  pública 
^delegación,  constituyendo  el  célebre  9e{f  gotoemementf  útil  al  Estado  y  á  los 
^ciudadanos.  Las  costumbres  parlamentarias  han  introducido  en  Liglaterra  el 
régimen  parlamentario,  el  Gobierno  de  gabinete,  por  el  cual  la  Cámai*a  de  los    • 
•Comunes  tiene  el  poder  dirigente  de  la  Nación,  mientras  que  el  poder  judioJa* 
<:rio  lia  mantenido  su  independencia  y  sus  prerrogativas. 

Bn  el  último  capítulo,  el  autor  hace  la  comparación  entre  el  sistema  in- 
o^lós  y  el  italiano,  esfiecialmente  acerca  del  poder  judici^rio,  que  en  Inglate* 
jrra  es  más  independiente  del  Gobierno  que  en  ItaUa,  y  aunque  no  sea  apli- 
•«^cable  en  este  país  en  el  estado  actual  del  ordenamiento  judíciario,  cree  el  . 
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autor  qne  lo  sería  en  el  caso  de  la  división  del  Reino  en  ciertas  grandes  r«fw- 
n€9  judiciales  como  en  la  época  del  Imperio  romano.  Asi  habría  en  cada  i*^ 
gión  nn  Tribunal  único  dividido  en  dos  secciones,  de  primer»  y  de  segn&da 
instancia  respectivamente;  los  Jueces  de  primera  instancia  (conseryajjdo  cono 
jurisdicción  extraordinaria  los  pretori),  viajarían  por  los  distritos  de  Itinpiic, 
para  fallar  los  pleitos,  remitiendo  los  difícUea  al  juicio  colegiado  de  la  sec- 
ción, mientras  que  los  Jueces  de  segunda  instancia  conocerían  de  las  apela- 
ciones contra  las  sentencias  de  primera  instancia:  sobre  los  Tribunales  legio- 
nales  existiría  un  íribnnal  Supremo. 

Bespecto  de  los  otros  poderes,  Italia  tiene  cuasi  el  mismo  sistema  qat- 
Inglaterra,  toda  vea  que  tiende  al  Gobierno  parlamentario.  Sin  embargo, 
bueno  es  observar  con  el  entendido  autor,  que  en  Italia  es  necesario  consa- 
grar al  Bey  una  parte  mayor  de  la  sobei-ania  que  en  Ingl&terra,  y  que  es  in 
di.spensablo  afirmar  para  el  decoro  de  la  Monarquia  las  pitrrogaüwn  éUii^ 
Oft-ona. 


Della  coordinazione  gniridiea  della  imposte  secondo  la  le^gladei» 

COraparata,  por  A.  Malgorini.  Parma,  1885;  un  vol.  en  8.*  de  120  páginas. 

Creemos  necesario  hacer  mención  también  de  este  trabajo  del  prof.  Xal 
gorini,  que  demuestra  profundos  conocimientos  de  las  disciplinas  historian 
y  económicas.  Es  muy  difícil  hacer  un  resujhen  de  toda  la  obra,  puesto  qa^ 
examina  con  extensión  las  diversas  legislaciones  en  la  materia,  no  descui- 
dando  el   estudio  del  sistema  tributario  romano,  con  minuciosas  investisa 
.  ciones. 

En  la  última  parte  del  libro,  el  entendido  autor  hace  la  criUca  de  los  ji^ 
¿Hitados  de  la  comparación  de  las  legislaciones,  segiiin  los  que  se  pueda  re- 
ducir á  tres  los  sistemas  de  imposición:  por  el  primero,  el  ciudadano  ««cu- 
rre á  los  gastos  públicos  en  proporción  del  rédito  de  sus  fondos:  por  el  segun- 
do, en  proporción  del  valor  capital  de  los  bienes  que  adquiere;  y  por  el  terce- 
ro, en  proporción  de  los  ingresos  que  disíVuta. 

Capital,  rédito  medio  é  ingreso  individual  son  las  tres  medidas  funda 
mentales  de  un  sistema  tributario,  y  sin  «mbargo,  deben  ser  coordinadas  ya 
que  su  coexistencia  es  un  corolario  del  principio  de  justicia  social.  Este  pun- 
to ha  examinado  el  autor,  y  primeramente  habla  del  impuesto  sobre  el  capi- 
tal, demostrando  cómo.el  impuesto  único  sobre  el  capital  sería  injusto  y  da- 
ñoso á  la  pública  economía,  ai  bien  es  necesario  un  impuesto  especial  sobre 
el  capital  coordinado  con  otros  sobre  la  renta.  Examinando  este  impuesta 
sobre  la  renta,  demuestra  que  debe  ser  de  dos  modos:  real  sobre  los  fondón 
productivos,  y  personal  sobre  los  productos  ó  ingresos. 
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El  penúltimo  p&rrafo  está  dodioado  al. examen  del  impuesto  indirecto  exv 
cnanto  al  método  de  su  imposición  y  &  la  forma  m&s  oonveniente.  Heeho  el 
parangón  con  Pineúme  taxe  y  con  las  a»te9«ed»  taxe»  de  la  Inglaterra,  el  autor 
prefiere  el  sistema  de  unir  el  método  indiciarío  con  el  InquiBítivo  y  la  fonna 
indirecta  del  impuesto,  toda  yez  que  los  impuestos  personales  ó  directos  «re- 
caen sobre  el  contribuyente  con  el  rigor  inexorable  de  una  obligación  de  tér- 
mino preciso,  mientras  que  el  pago  del  impuesto  indirecto  coincide  con  un 
acto  de  consumo...,  el  cual  es  voluntario,  á  lo  menos  en  cuanto  &  las  circuns- 
tancias de  modo,  de  tiempo  y  de  cantidad  en  que  es  llevado  k  cabo,  y  que 
también  est&,  por  lo  tanto,  más  conforme  con  los  medios  de  que  el  eontribu- 
yente  disponga.» 

y.  lÍAKaAMO 
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